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,  Creo  superfino  insistir  sobre  la  utilidad  que  en- 
ciera  una  obra  destinada  á  examinar  la  condición 
jurídica  délos  estraujeros  en  el  Perú.  Me  ha  pare- 
cida que  no  perdia  el  tiempo,  al  formar  la  reunión 
en  un  solo  cuerpo  de  aquellos  preceptos  de  nues- 
tra lei  qué  se  refieren  á  los  estranos,  añadiendo  al- 
gmnoa  priacipios  de  universal  aceptación  que^  tien- 
de?, á  esclarecer  la  posición  de  esos  individuos 
respectp.de  las  instituciones  bajo  cuya  salvaguar- 
da moran,  i  que  suelen  llenar  en  parte,  sino  del 
todo,  los  vacíos  inevitables  de  todo  código;  este 
trabajo  no  solo  deberá,  según  lo  deseo,  prestar  las 
luces  necesarias  á  los  hijos  de  otros  climas  que  de- 
seen trasladarse  á  nuestra  patria,  no  solo  servirá 
como  manual  de  fácil  referencia  á  mis  hermanos, 
los  ilustrados  miembros  del  foro  nacional,  sino 
que  contribuirá  á  poner  en  trasparencia  la  bondad 
i  estricta  justicia  con  que  la  lei  peruana  trata  á  to- 
dos los  que,  arrastrados  por  la  esperanza  de  lucro 
ó  siguiendo  inclinaciones  de  carácter,  están  dis- 
puestos á  abandonar  sus  patrios  lares  i  á  estable- 
cer su  Üógar  entre  nosotros. 


Abí,  pues,  dos  son  los  objetos  que  me  he  pr£ 
puesto  al  escribir  este  libro :  vindicar  al  Pera  de 
las  Falsas  imputaciones  que  se  le  diríjen  en  el 
eeterior,  i  poner  al  alcance  de  los  estranjeros 
el  conocimiento  de  las  leyes  que  en  nuestro  país 
mas  de  cerca  le  atañen  i  determinan  directamente 
su  posición  jurídica.  Jamas  he  perdido  de  vista 
estas  dos  miras,  i  si  desgraciadamente  el  éxito  de 
mis  esfuerzos  no  correspondiese  á  las  sanas  inten- 
ciones que  abrigo,  culpa  será  de  mi  incompeten- 
cia para  semejante  empresa  que  no  de  la  materia, 
digna  por  sí  sola  de  ocupar  las  vijilias  de  nuestros 
jurisconsultos  i  hombres  públicos. 

Nadie  ignora  que  en  Europa,  i  aun  en  la  Amé- 
rica misma,  se  ha  repetido  en  todos  los  tonos  i  po  v 
todo  j enero  de  órganos  que  el  Perú  no  es  hospita- 
lario ;  que  en  él,  está  el  estranjero  incesantemente 
espuesto  á  todo  j enero  de  vejámenes  sin  mas  de- 
fensa que  la  protección  de  su  Cónsul,  cuya  autori- 
dad varia  siempre,  reflejando  los  vaivenes  políti- 
cos de  su  Gobierno.  La  voz.de  los  calumniadores 
gratuitos  ha  sido  constantemente  combatida  por 
plumas  patriotas,  pero  con  mas  entusiasmo  que 
buen  suceso.  Aparecía  la  calumnia,  i  aunque  no 
tardaba  la  réplica,  no  por  ello  cesaba  la  detracta- 
cion  i  la  mentira. 

r  Inhospitalario  el  Perú!  ¡ Mezquino  i  nada  hi- 
dalgo el  país  que  en  todo  tiempo  ha  tendido,  la 
mano  á  veteranos  taa  ilustres  como  desgraciados; 
que  ayer  no  mas  abrigaba  en  su  seno  con  ma- 
ternal solicitud  la  ancianidad  de  un  héroe,  en  el 
momento  amargo  de  su  desamparó  i  cuando  las 
sombras  de  la  miseria  empañaban  su  frente  ago- 
biada por  los  laureres  de  cien  proezas !  ¡  Indigna  la 
República  á  cuya  sombra,  como  bajo  las  anchas 
ramas  del  árbol  bíblico,  se  cobijan  i  florecen  los 
hijos  de  mil  naciones,  sin  distinción  de  climas  ni 
latitudes!  ¿Porqué  tanta  injusticia?  ¿De  dónde 
nacen  acusaciones  tan  arbitrarias  ? 

Mil  causas  han   contribuido  á  que  en  lejanas 
tierras  se  nos  mancille,  considerándonos  como  po^ 


tó  menos  que  los  bárbaros  de  la  edad  media.  En 
primer  lugar,  las  continuas  ajitaciones  políticas 
han  producido,  en  personas  poco  familiarizadas  con 
nuestro  modo  de  ser,  la  idea  de  que  entre  noso- 
tros no  se  goza  de  seguridad  ninguna  personal, 
que  la  propiedad  puede  ser  antojadiza  é  impune- 
mente arrebatada  por  el  mas  fuerte,  i  en  fin,  que 
nuestro  edificio  político  lejos  de  estar  consolidado, 
no  es  mas  que  un  hacinamiento  de  ruinas,  i  solo 
campos  de  amargura  i  desolación  nuestras  villas 
i  ciudades.  Esta  triste  impresión,  sostenida  por  ar- 
tículos de  diarios,  cuyos  editores  ignoraban  hasta 
nuestra  topografía,  adquiría  á  la  distancia  toda  la 
robustez  de  las  convicciones  arraigadas,  hasta  el 
estremo  de  llegarse  á  considerar  no  solo  al  Perú, 
eino  á  todas  las  Repúblicas  Sud-  Americanas,  como 
el  albergue  de  revoluciones  constantes  i  de  inter- 
minable caudillaje.  En  1846,  decia  Lord  Palmers- 
ton  at  Ministro  Peruano  en  Londres  con  motivo 
de  la  proyectada  espedicion  Flores :  "El  infrascrito 
se  halla  obligado  á  observar  al  Coronel  Iturregui, 
que  el  comercio  i  los  subditos  británicos  han  sufri- 
do en  varias  épocas  tantos  perjuicios,  vejámenes 
é  injusticias  de  las  personas  que  de  tiempo  en 
tiempo  han  adquirido  poder  en  las  Repúblicas  de 
Sud-América,  que  el  Gobierno  Británico  vferia  con 
gran  satisfacción  iodo  cambio,  mediante  el  cual  la 
conducta  de  los  Gobiernos  de  aquellos  páises  hacia 
los  subditos  británicos,  fuese  mas  conforme  con 
la  justicia,  con  la  buena  fé  i  con  las  obligaciones 
de  los  tratados." 

Si  las  revueltas  han  opacado  el  brillo  de  los  ade- 
lantos que  silenciosa  pero  constantemente  alcanzá- 
bamos i  que  cuanto  majs  lentos,  tanto  han  sido 
mas  efectivos  i  seguros,  no  lo  han  hecho  menos  la 
ignorancia  del  mayor  número  de  los  que  sobre 
América  escribían  i  la  malevolencia  de  algunos 
espíritus,  que  heridos  en  sus  injustas  pretensiones, 
buscaban  en  la  calumnia  la  venganza  de  supuestas 
injurias  i  el  desagravio  de  imajin arios  desaires.  La 
ingratitud  vino,  muchas  veces,  á  dar  á  la  conduc- 
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ta  de  estos  individuos  el  sombrío  matiz  de  las  ümc¿ 
bles  maquinaciones. 

La  debilidad  de  ceder  ante  exijencias  casi  siem- 
pre arbitrarias  i  todas  ellas  presentadas  al  abrigo 
de  pabellones  poderosos,  exijencias  qué  se  han  de- 
nominado recJarnxiciones  diplomáticas,  no  ha  tenido 
poca  parte  en  la  formación  en  Europa,  de  ideas 
erróneas  i  desventajosas  sobre  el  Perú. 

Felizmente,  el  aumento  de  nuestro  comercio  en 
estos  últimos  años,  la  multiplicación  de  los  viajes 
i  algunos  acontecimientos  políticos,  hánnos  redi- 
mido á  los  ojos  de  los  pueblos  de  ultramar ;  i  aun- 
que están  lejos  aún  de  hacernos  plena  justicia,  la 
verdad  va  poco  á  poco  abriéndose  camino  al  tra- 
vés de  antiguas  preocupaciones.  No  han  faltado 
estranjeros  sensatos  i  agradecidos  que  se  han  dedi- 
cado á  colocarnos  ante  sus  compatriotas  en  el  ver- 
dadero punto  de  vista ;  se  multiplican  los  conoci- 
mientos sobre  nuestro  país,  aumenta  el  número 
de  los  que  vienen  á  buscar  en  nuestras  tan  desacre- 
ditadas cuanto  hospitalarias  playas  el  premio  de 
todo  trabajo  honrado,  i  mientras  se  nos  cree  á  ori- 
lla de  nuestra  ruina,  se  estiende  paulatinamente 
nuestra  población  hacia  los  ignoraaos  bosques  de 
la  montaña  i  la  locomotora  i  el  telégrafo  dejan  de 
ser  un  misterio  para  nuestro  litoral  i  para  nuestras 
cerranías. 

"Háse  juzgado,"  dice  M.  Martín  de  Moussy,  (1) 
"frecuentemente  con  desden  ó  lijereza,  i  bajo  un 
punto  de  vista  esclusivamente  europeo,  á  los  Esta- 
dos déla  América  del  Sud Con  sobrada  fre- 
cuencia se  ha  prescindido  de  las  primeras  dificul- 
tades en  medio  de  las  cuales  se  han  educado  esas 
jóvenes  naciones,  salidas  precipitadamente  de  los 
pañales  de  la  lejislacion  colonial  española  i  lanza- 
das de  improviso  en  medio  de  las  novedades  de  un 
réjimen  liberal.  Otros  paises  mucho  mas  antiguos 
i  mucho  mas  ilustrados,  no  han  podido  llegar  sin 

(ly  Description  geographique  et  statütigue  de  la  Confedero* 
tion  Argentino— citado  por  Calvo. 
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terrible*  convulsiones  al  establecimiento  de  ese  ré- 
jimea,  que  es  el  de  la  edad  madura  de  los  pueblos ; 
i  cómo  pretender,  pues,  que  la  América  del  Sud, 
luja  de  la  España  absolutista,  hubiese  podido  ad- 
quirir inmediatamente  los  hábitos  de  los  Anglo- 
sajones del  Norte,  amoldados  desde  siglos  atrás 
4  las  franquicias  municipales  i  al  gobierno  propio 
de  la  Nación  ?" 

"Caro  ha  costado  á  los  pueblos  hhpano-ameri- 
canoB  el  aprendizaje  de  la  libertad.  Las  revolucio- 
nes i  las  guerras  civiles  los  han  sometido  á  duras 
praebas ;  pero  de  esas  largas  ajitaciones  ha  surjido 
una  necesidad,  cada  dia  mas  imperiosa  i  profunda, 
de  legalidad,  de  orden,  de  paz  i  de  trabajo.  I  'por 
cierto  que  esa  necesidad  saludable,  ese  sentimiento 
conservador  jamas  ha  sido  mejor  comprendido  ni 
mejor  servido  en  cuarenta  años,  que  lo  que  lo  es 
hoi " 

"En  nuestras  relaciones  con  esos  pueblos  tan 
amables  i  hospitalarios,  pero  tan  sensibles  en  lo  que 
toca  el  albor  propio  nacional,  i  excitables  por  de* 
mas  en  cualquier  asunto  de  amor  patriótico,  es 
donde  hemos  adquirido  esa  fé  profunda  en  el  por- 
venir de  un  país,  que  quizas  algún  dia  será  el 
asombro  del  mundo  por  el  espectáculo  de  su  poder 
i  de  su  prosperidad/9 

Abandonemos  la  acusación  que  se  nos  suele  ha- 
cer de  ser  inhospitalario  nuestro  suelo,  á  los  mi- 
llares dé  estranjeros  que  han  hecho  su  fortuna  en 
el  Perú,  qne  se  han  ligado*  con  las  principales  fa- 
milias del  país  i  que  han  establecido,  en  fin,  su  do- 
micilio entre  nosotros,  viviendo  tranquilos  en  me* 
dio  de  las  consideraciones  de  nuestra  sociedad  cul- 
ta i  cortesana.  Pero  las  calumnias  que  se  refieren 
á  la  arbitrariedad  que  se  dice  pesa  constantemen- 
te sbbre  el  estranjero  necesitan  una  refutación  se- 
ria, detenida  i  desapasionada,  que  lleve  el  conven- 
cimiento á  las  inteligencias  ilustradas  i  á  los  hom- 
Jbree  de  buena  fé. 

Á  htrcer  esta  refutación  está  consagrado  este  li* 
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bro.  El  texto  literal  de  nuestras  leyes  tendrá  sleiñ- 

{>re  mas  autoridad,  según  alguien  ha  dicho,  que 
aB  simples  narraciones  de  hombres  oscuros,  viaje- 
ros sin  instrucción,  que  "á  falta  de  conocimientos 
científicos,  juzgan  del  derecho  i  de  las  costumbres 
de  un  pueblo  por  hechos  aislados  ó  por  alguna 
medida  injusta,  dictada  por  majistrados  con  infrac- 
ción de  las  leyes." 

El  mas  lijerb  examen 'hará  conocer  el  plan  que 
he  seguido  para  llevar  á  cabo  mi  idea.  Principiando 
por  una  espósicion  de  algunos  principios  jenerales 
de  derecho,  de  que  me  sirvo  ya  para  probar  la  jus- 
ticia de  las  disposiciones  positivas,  ya  para  suplir 
de  algún  modo  los  vacíos  de  que  adolecen,  he 
continuado,  antes  de  entrar  en  materia,  con  una 
lijera  reseña  histórica  de  la  condición  que  han  te- 
nido los  estranjeros  en  las  diferentes  épocas  de 
nuestra  vida  nacional.  En  la  espósicion  contenida 
en  ei  primer  capítulo  me  han  servido  da  guías, 
autores  tan  acreditados  como  Story,  FcbIíx  i  otros, 

2ue  con  tanto  brillo  han  dilucidado  materias  tan 
rduas. 

El  capítulo  tercero  está  dedicado  á  discutir  los 
principios  relativos  á  la  clasificación  de  estranjeros. 
Al  hacer  esta  clasificación,  no  solamente  he  teni- 
do en  cuenta  las  reglas  del  Derecho  Público  i  del 
Civil ;  ademas  de  ellas,  hai  circunstancias  que  me 
han  impuesto  distinciones  de  otro  j enero  bastante 
distinto ;  aludo  á  las  distinciones  de  raza.  No  bas- 
taba, pues,  fijar  los  principios  que  afectan  al  es- 
tranjero,  ya  sea  domiciliado,  ya  transeúnte;  era 
preciso  también  examinar  su  posición  en  su  cali- 
dad de  colono;  i  esto  era  de  tanto  momento,  que 
me  he  visto  obligado  á  escribir  todo  un  capítulo, 
en  su  mayor  parte  consagrado  a  los  colonos  chinos. 
Esta  raza  que  las  exijencias  de  la  agricultura  han 
traido  al  Perú,  está  en  un  estado  jurídico  indes- 
criptible, porque  ni  son  ciudadanos  ni  son  trata- 
dos, sea  dicho  de  una  vez  i  á  cara  descubierta,  como 
deben  serlo  i  como  lo  son  todos  los  demás  estran- 
jeros. Sustitutos  de  nuestros  antiguos  esclavos,  ien 
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frecuentemente  confundidos  con  ellos,  siendo  su 
servidumbre  por  mil  motivos  mucho  mas  dura  é 
intolerable. 

Después  de  esponer  en  jenerai  los  derechos  polí- 
ticos, los  derechos  civiles  i  las  garantías  que  acuer- 
dan nuestras  leyes,  me  ocupo  Con  especialidad 
de  algunos  derechos  importantes,  como  el  de  pro- 
piedad, que  es  de  gran  importancia,  el  que  con 
mas  frecuencia  suele  ejercer  el  eitranjero  i  el 
que  suscita  la  mayor  parte  de  las  jestiones  judi- 
ciales. 

Con  el  epigrafe  de  Contratos,  hago  en  el  capítulo 
VJJL,  un  lijero  examen  de  todos  los  pactos  que  re- 
conoce la  lei,  siempre  teniendo  en  mira  la  utilidad 
de  los  estranjeros,  para  quienes  esta  obra  está  es- 
pecialmente destinad^. 

El  mas  solemne  de  los  contratos,  el  matrimonial, 
ha  sido  objeto  de  largas  observaciones.  Fuente 
importante  de  multiplicidad  de  derechos  i  de  obli- 
gaciones, institución  que  contribuye  mas  que  cual- 
quiera otra  á  asegurarnos  por  largo  tiempo  la  es- 
tabilidad del  estranjero  en  el  país,  i  con  ella  el 
foce  de*sus  conocimientos  i  las  ventajas  de  su  tra- 
ajo  ilustrado, — el  matrimonio  tiene  indudablemen- 
te suficientes  títulos  para  merecer  una  discusión 
prolija.  I  esto  con  tanta  mayor  razón,  cuanto  que 
no  basta  respecto  de  él  trascribir  los  preceptos  de 
la  lei  positiva,  porque  siendo  éstos  defectuosos  é 
incompletos,  ofrecen  muchas  faltas  que  correjir  i 
muchos  vacíos  que  llenar.  Obligado  en  este  punto 
á  aventurar  mis  propias  ideas,  lo  he  hecho  con  la 
natural  timidez  i  desconfianza  del  que  tiene  la 
conciencia  de  su  flaqueza,  pero  á  la  vez  con  la 
profunda  convicción  del  que  habla  con  sinceridad. 
Que  nuestros  códigos  son  defectuosos  ai  tratar  del 
matrimonio  no  se  puede  revocar  á  duda;  en  esta 
materia,  el  espíritu  de  progreso  que  anima  otras 
legislaciones  aún  no  ha  encontrado  fiel  traducción 
en  la  nuestra,  i  el  número  siempre  creciente  de  es- 
tranjeros que  diariamente  tocan  nuestras  playas, 
convencerá  en  breve  á  los  lejisladores  peíanos 
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de  la  imperiosa  necesidad  de  ref^mar  la  lei  sob^e 
matrimonio. 

* 

Recuerdo  que  varias  veces  se  han  dejado  oír 
entre  nosotros  voces  autorizadas  en  favor  de  k) 
que  dejo  indicado.  Maa  los  que  así  han  prepa- 
rado tan  patriótica  reforma,  o  la  han  bautizado 
con  la  denominación  de  matrimonio  civil,  palabras 
fatídicas  que  han  sublevado  los  escrúpulos  de  almas 
timoratas  i  creado  una  oposicipn  irresistible,  ó 
han  querido'  edificar %  en  un  momento  lo  que  debe 
ser  obra  del  tiempo,  i  por,  lo  cual  no  se  hizo  nun- 
ca realidad.  Siguiendo  una  vía  media,  creo  qi*e 
las  doctrinas  espuestas  en  el  capítulo  VJJJL,  á  la, 
vez  que  ofrecen  al  estranjero  todas  las  facilidades 
necesarias  para  contraer  el  enlace  matrimonial,,  no 
ofenden  en  nada  las  doctrinas  relijiosas  dominan- 
tes en  el  país,  dejándolas  en  toda  su  pureza  é(  inte- 
gridad. 

Muí  lejos  estoi,  sin  embargo,  de  creer  perfectas 
mis  ideas  acerca  del  matrimonio  como  institución 
social,  i  me  apresuro  á  confesar  que  tratándose  de 
una  máquina  tan  delicada,  natural  es  que  ocurra 
tropiezo,  allí  donde  la  debilidad  de  mi  impulso  i  la 
complicación  de  los  resortes  están  en  tan  patente 
i  poderoso  contraste. 

En  el  capítulo  IX, .  espongo  las  doctrinas  de 
nuestra  leí  i  de  escritores  acreditados  sobre  el 
ctp^pümiento  en  el  Perú  de  obligaciones  contri- 
das  en  el  extranjero,  i  vice-verea,  sobré  el  délas 
contraídas  en  el  Perú  i  exij idas  en  otros  países, 
exaipinando  á  la  vez  todos  los  variados  ó  uatere- 
gantes  casos  que  esta  materia  ofrece,  l  u  :"  * 

El  capitulo  consagrado  al  e^paen  de  las  condi- 
ciones que  deben  reunir  los  documentos  públicos 
otorgados  en  el  estranjero,  para  que  quinan  efecto 
en  el  Perú,  ahorrará  mil  di&culta^es  ,que  hoi.  son 
tan  comunes  por  lo  mismo  que  .con  tán^a  ffecupn* 
cía  necesita  el  estranjero  esta  cl^ae  de  infltrumep* 
tos.  La  utilidad  de  este  «capítulo ;  qb,  pues,  es^ncíak 
íneute  práctica,  t    ' 


El  estranjero  que  llega  al  Perú,  no  trae  can 
siempre  mas  capital  que  bus  conocimientos  en  al- 
gún arte  ó  industria ;  es  preciso  que  conozca  las 
formalidades  que  debe  cumplir  para  poner  en  jiro 
ese  capital  precioso,  las  garantías  que  le  concede 
la  lei  i  demás  condiciones  necesarias.  £1  capítulo 
XI  es  el  que  le  suministra  estos  detalles. 

Pero  hai  dos  profesiones  que  por  varias  razones 
se  diferencian  en  mucho  de  todas  las  demás,  i  que 
por  ese  motivo,  son  consideradas  en  capítulos  espe- 
ciales. SI  comercio  ocupa  al  mayor  numero  de  loa 
estranjeros  en  el  Perú,  i  es  tal  vez  la  industria  á  la 
cual  mejores  i  mas  positivos  adelantos  debe  el  país; 
tenemos  un  Código  especial  de  Comercio,  i  era  pre- 
ciso hacer  un  breve  resumen  de  esa  recopilación; 
esa  es  la  lei  que  mas  directamente  atañe  al  estran- 
jero; existen  tribunales  especiales  para  los  comer- 
ciantes i  procedimientos  que  les  son  peculiares ; 
era  indispensable  analizar  i  puntualizar  cen  clari- 
dad todas  estas  distinciones,  con  cuyo  conocimien- 
to el  estranjero  estará  al  corriente  de  sus  obliga- 
ciones i  de  sus  derechos  como  comerciante.  El 
ejercicio  de  la  marina  está,  por  su  parte,  sujeto 
á  reglas  mui  particulares  que  constituyen,  para 
los  que  lo  adoptan  como  ocupación  habitual,  un 
status  que  conviene  dejar  bienadefinido  i  determi- 
nado» 

He  creido  también  necesario  ocuparme  con  espe- 
cialidad de  todas  las  cuestiones  relativas  á  los  de- 
'litos  cometidos  por  los  estranjeros,  materia  impor- 
tante i  objeto  de  numerosas  é  importantes  mono- 
gramas; en  este  capítulo  de  los  delitos  comprendo 
la  estradicion,  que  cada  dia  va  sujetándose  á  reglas 
mas  claras  i  fijas. 

Al  hablar  del  matrimonio  de  los  estranjeros  en 
el  Perú,  toqué  á  la  lijera  la  cuestión  relijiosa  por- 
que no  era  posible  dejar  de  hacerlo,  pero  no  la 
¿até  entonces  con  el  detenimiento  i  minuciosidad 
que  su  gravedad  i  delicadeza  esájian.  Era  preciso, 
sin  embargo,  darle  un  lugar  preferente  desde  que 
esta  cuestión  está  intimamente  ligada  con  el  bien* 
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.  estar  del  estranjero.  Conociendo  el  escabroso  terré* 
no  que  pisaba  i  sin  perder  de  vista  las  preocupa- 

"  dones  qne  por  desgracia  animan  aún  nuestro  ca- 
rácter nacional,  solo  con  mucha  desconfianza  me 
he  atrevido  á  avanzar,  desautorizadas  como  son, 
mis  propias  ideas  sobre  el  particular. 

No  ha  mucho  la  cuestión  relijiosa  suscitó  en  el 
recinto  del  Congreso  escenas  escandalosas,  las  que, 
por  amor  al  país  debe  desearse  sean  relegadas 
cuanto  antes  al  mas  profundo  olvido.  Séame  per- 
mitido esperar,  que  en  la  soledad  del  gabinete  i 
al  leer  las  desapasionadas  pajinas  de  este  libro, 
mis  compatriotas  se  dejarán  arrastrar,  menos  por 
las  pasiones  de  educación  que  por  las  exijencias 
imperiosas  de  la  época  que  atravesamos,  i  que 
pronto  encontrarán  esas  exijencias  su  satisfacción 

•en  la  lei,  ya  que  hoi  se  ven  obligadas  á  buscarla 
en  las  sombras  del  domicilio  privado. 

Para  hacer  mas  jeneral  la  utilidad  de  la  obra, 
me  he  ocupado  en  los  dos  últimos  capítulos 
de  discutir  las  atribuciones  diplomáticas  que  se 
relacionan  con  la  protección  debida  al  subdito,  i 
de  recordar,  subiendo  al  oríjen  de  las  cosas,  la  his- 
toria de  las  principales  reclamaciones  internacio- 
nales formuladas  en  el  Perú.  Al  ocuparme  de  lo 
primero,  me  he  esforzado  por  desarraigar  errores 
que  á  fuerza  de  invocarse  han  llegado  á  pasar  por 
verdades  inconcusas,  contribuyendo  grandemente 
á  turbar  la  paz  de  la  República  i  á  entibiar  sus 
relaciones  esteriores.  No  ha  mucho  que  las  palabras, 
tere  a  yú  cónsul  en  boca  de  un  estranjero,  consti-* 
tuian  una  especie  de  pasaporte  para  cometer  todo 
jénero  de  ¿stravíos  i  asegurarles  la  impunidad. 
Ante  ese  talismán,  retrocedían  los  ciudadanos  i  se 
intimidaban  hasta  los  mismos  Ajentes  del  Gobier- 
no. Bueno,  es  que  se  conozca  bien  lo  que  es  un 
Cónsul  i  un  Ájente  Diplomático,  i  lo  que  uno  i  otro 
pueden  hacer  en  ejercicio  de  sus  respectivas  fun- 
ciones, para  protejer  á  sus  conciudadanos,  nunca 
Ea  cohonestar  sus  crímenes  i  escusar  sus  trope- 
.  Al  hacer  la  apreciación  del  sistema  de  reclama* 
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dones,  que  felizmente  va  desapareciendo  á  impul- 
sos de  la  aana  razón  i  de  los  buenos  principios, 
analizo  todos  los  argumentos  en  que  se  acostum- 
bra apoyar  estas  jestiones  sui  generis,  bago  la  bis* 
toña  de  las  principales  dedicando  un  no  pequeño 
lugar  á  aquellas  fundadas  en  los  perjuicios  ocasio- 
nados en  el  desorden  de  nuestras  luchas  intes- 
tinas. 

No  se  puede,  en  mi  opinión,  manifestar  lo  bas- 
tante la  sinrazón  de  aquellos  estranjeros  que  te- 
niendo en  cuenta  tan  solo  sus  deseos  particulares 
de  alcalizar  lucro  con  facilidad  i  sin  trabajo,  ban 
avanzado  reclamaciones  con  ese  objeto.  La  debili- 
dad de  algunos  Gobiernos  que,  sea  dicho  en  ate- 
nuación, muchas  veces  no  disponian  de  los  medios 
indispensables  para  resistir  las  fuerzas  con  que  se 
les  amenazaba,  i  la  poca  moralidad  de  algunas  au- 
toridades estran jeras  que  no  vacilaban  en  patroci- 
nar exijencias  á  todas  luces  injustas,  ban  dado  orí- 
jen  á  una  serie  de  jestiones,  todas  parecidas  en  el 
fondo  aunque  distintas  en  sus  incidencias.  La  con- 
ducta de  nuestros  Gobiernos  en  esta  materia  ha 
sido  casi  siempre  uniforme.  Al  principio  rechaza- 
ban con  enerjía  la  reclamación  apoyándose  en  gran 
cúmulo  de  razones,  derivadas  ya  de  las  leyefe  pa- 
trias, ya  de  principios  umversalmente  reconocidos 
i  aceptados.  Seguían  á  esta  negativa  reiteradas 
notas  de  los  Cónsules  ó  Aj  entes  Diplomáticos,  cuya 
protección  implorada  siempre  por  los  sedicentes 
agraviados,  no  fué  jamas  negada  para  este  jénero 
de  asuntos.  El  gobierno  continuaba  sosteniendo 
en  primer  rechazo  i  continuaba  también  en  sus 
pretensiones  el  ájente  estranjero,  quien  al  fin  cer- 
raba su  correspondencia  con  la  amenaza  de  cortar 
las  relaciones  diplomáticas,  arrear  su  pabellón  i 
retirarse  Á  bordo  de  algún  buque  de  guerra  de  su 
nación,  con  cuyos  cañones  se  conseguirla  lo  qué 
por  falta  de  buen  derecho  no  se  podia  obtener  vid 
amicabiU. 
Corrían  unos  dias,  se  lanzaba  un  ultimátum  con 

duras  i  humillantes}  i  el  Gobierno* 
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después  ¿e  ^  dificultades  i  esfuerzos  para  lograr 
'suavizar  v algún  tanto  sino  el  fondo  al  menos  la 
forma  del  ultimátum,  concluía  por  ceder,  invocan- 
do* és  cierto  la  proverbial  jenerosidad  del  Perú, 
pero  olvidando  que  sacrificaba  un  derecho  precio- 
so del  país,  dejándolo  para  el  porvenir  á  merced 
del, primer  aventurero  astuto  o  atrevido,  que  con 
nuevas  reclamaciones  quisiese  violarlo. 

No  ha  sido  otra  la  marcha  de  las  reclamado^ 
nes,  hoi  dia  felizmente  desacreditadas,  para  honra 
no  solamente  nuestra  sino  de  los  mismos  Ajen- 
tes  Diplomáticos,  cuya  reputación  era  con  fre- 
cuencia objeto  de  hablillas  i  de  rumores  bochor- 
nosos. 

Por  último,  termina  el  libro  con  un  apéndice, 
en  el  que  he  reunido  los  documentos  necesarios 
para  comprobar  mis  asertos,  aquellos  cuya  consul- 
ta necesita  el  estranjero  diariamente,  i  en  jeneral, 
todos  los  que  á  mi  juicio  contribuían  á  revelar  el 
verdadero  estado  del  país,  en  todo  lo  relativo  al 
objeto  de  la  obra. 

Este  es  el  plan  que  me  he  propuesto  desarrollar 
con  todo  el  acierto  posible.  Ante  todo,  he  procu- 
rado siempre  obedecer  á  un  espíritu  de  la  mas  es- 
tricta imparcialidad.  Los  sentimientos  de  amor  pa- 
trio i  la  inclinación  natural  hacia  las  leyes  de  mi 
país,  por  una  parte,  no  me  han  cegado  hasta  el  es- 
tremo  de  desconocer  los  defectos  de  esas  leyes,  i 
tampoco  he  dejado,  por  la  otra,  que  influya  en  mis 
apreciaciones  sóbrelos  derechos  de  los  extranjeros, 
el  deseo  vehementísimo  que  ¿n  todo  tiempo  he 
abrigado  de  que  su  posición  entre  nosotros  sea 
ventajosa  i  digna.  En  la  esposicion  de  las  leyes  po- 
sitivas estaba  á  cubierto  de  cualquiera  imputación 
de  favoritismo,  i  por  lo  que  hace  á  los  comenta- 
rios i  reflexiones  propias  del  escritor,  jamas  he 
perdido  de  vista  el  objeto  que  anhelaba  alcanzar, 
np  otro,  ñor  cierto,  que  hacer  atractivo  el  país  a 
los  estranjero s  honrados  i  útiles  por  medio  de  una 
fiel  descripción  de  lo  que  en  realidad  les  ofrece  el 

Fjdrfu  Cualquiera  eapwswa  que  contraríate  este 


objeto  estarla  de  mas  en  el  libro,  i  lejos  de  oóntri- 
bnir  á  llenar  bu  fin,  favorecería  los  intereses  de 
círculo  con  detrimento  de  otros  mas  elevados  i 
mas  dignos  de  respeto. 

No  solo  la  Constitución  del  Estado  i  los  Códi* 
gos,  que  también  abraza  la  obra  no  pocas  disposi- 
ciones administrativas,  i  esto  particularmente  al 
hablar  de  los  chinos.  Aunque  de  efectos  casi  siem- 
pre efímeros  i  de  restrinjida  influencia,  esas  dis- 
posiciones contribuyen  á  esclarecer  la  condición 
verdadera  del  esferanjero,  á  definirla  con  certeza, 
formando  un  complemento  necesario  á  mas  estén- ' 
sas  i  permanentes  prescripciones.  Tratándose  de 
los  asiáticos,  tienen  los  decretos  de- la  Adminis- 
tración una  importancia  especial ;  para  esos  des- 
graciados, esos  decretos  constituyen  en  la  práctica 
un  Código  único  i  fundamental. 

Los  hombres  empeñados  en  sostener  que  desde  ' 
la  independencia  no  hemos  hecho  ningún  ade- 
lanto moral,  político  ó  intelectual,  verán  en  este 
libro,  si  lo  examinan  con  imparcialidad,  que  pre-  * 
cisamente  solo  desde  1824  datan  nuestros  pro- 
gresos. 

"Los  Estados  Latino- Americanos,"  dice  un  co- 
nocido escritor  colombiano,  "á  pesar  de  sus  cons- 
tantes luchas  intestinas  hacen  notables  progresos ; 
en  la  mayor  parte  de  ellos  se  hallan  reconocidos  i 
garantizados  todos  los  derechos  individuales ;  en 
sus  Códigos  se  hallan  consignados  los  principios 
de  libertad  de  comercio  i  de  tolerancia  de  cultos;  . 
el  réjimen  municipal  se  encuentra  bien  organiza- 
do; la  instrucción  pública  hace  rápidos  progresos ; 
la  literatura,  la  política,  la  historia,  las  ciencias, 
cuentan  con  ilustres  representantes,  muchos  de. 
los  cuales  son  altamente  apreciados  en  Europa....; 
el  comercio  casi  duplica  todos  los  años;  los  estran- 
jeros  son  admitidos  á  gozar  de  los  mismos  derechos 
civiles  que  los  nacionales,  i  con  las  mayores  facili-* 
dades  obtienen  carta  de  naturalización ;  los  rios 
interiores,  en  la  mayor  parte  de  esos  Estados,  es- 
tán abiertos  á  la  libre  navegación  de  todos  los  bu- 


2ues  del  mundo ;  las  Aduanas  tienen  el  carácter  de 
acales  i  no  el  de  protectoras ;  las  contribuciones 
comparadas  con  las  que  se  pagan  en  Europa,  son 
xnni  reducidas;  libres  de  todo  impuesto  se  decla- 
ran los  libros,  diarios,  establecimientos  tipográfi- 
cos, i  cuanto  puede  contribuir  á  difundir  las  luces." 
Es  cierto  que  nuestros  Gobiernos  casi  no  han 
tenido  tiempo  no  ya  para  dedicarse  á  labrar  la  ver- 
dadera organización  del  país,  mas  ni  tampoco  para 
crear  una  acertada  educación  política.  De  un  lado, 
las  continuas  revueltas  los  han  obligado  á  consi- 
derar su  mantenimiento  en  el  poder  como  el  asun- 
to primordial  de  la  administración,  i  de  otro,  en- 
contraban en  el  país  mil  i  un  obstáculos  para  las 
reformas  útiles, .  obstáculos  que  nos  legó  el  colo- 
niaje. 

La  revolución  de  la  independencia  fué  impoten- 
te para  desarraigar,  junto  con  el  gobierno  estran- 
jero,  los  numerosos  abusos  que  él  Labia  implanta- 
do sosteniéndolos  con  todo  el  peso  de  su  poder,  i 
"en  mas  de  un  estravío  nacional,  en  mas  de  una 
forma  influyente  sobre  la  conciencia  popular,  como 
lo  son  siempre  las  formas  políticas,  en  mas  de  una 
idea  incorrecta  en  materia  de  gobierno  i  de  justi- 
cia, adviértese  el  rastro  de  nuestras  primitivas  os- 
cilaciones i  de  aquella  pusilanimidad  con  que  el 
elemento  activo  de  la  revolución  aceptaba  como 
herencia  la  tradición  monárquica  declarándose  sur 
píente  de  la  autoridad  del  rei."  Todo  esto  es  mui 
cierto,  pero  no  son  menos  positivos  nuestros  ade- 
lantos, revelándose  en  los  hechos,  muchas  veces, 
antes  de  encontrar  traducción  en  la  lei ;  i  por  mas 
que  se  diga,  el  Perú  no  ha  sido  ni  es  una  masa 
inerte,  sino  una  asociación  ilustrada  que  jamas  va- 
cila en  adoptar  las  preciosas  conquistas  de  la  po- 
lítica i  de  la  civilización. 

Como  prueba  señalamos  nuestras  leyes  sobre 
estranjeros.  Al  dejarnos  la  metrópoli,  ésta  era  tal' 
vez  la  parte  mas  atrasada  de  la  lejislacion  que  nos 
legara.  Si  en  otras  materias  teníamos  que  correjir, 
$H  ésta  nos  veíamos  obligados  á  crear* 
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Estábamos  en  disposición  de  seguir  cualquiera 
de  los  numerosos  sistemas  de  política,  observados 
por  las  naciones  adelantadas. 

Pudimos  imitar  a  la  Gran  Bretaña,  trasladando 
&  nuestras  leyes  los  principios  sancionados  por  sus 
restrinjidoa  i  añejos  estatutos,  ó  bien  preferir  las 
disposiciones  de  otras  naciones  de  la  Europa  con- 
tinental, mas  liberales  que  las  inglesas,  pero  que 
no  dejaban  por  eso  de  consagrar  la  distinción  en- 
tre el  estranjero  i  el  regnícola,  i  de  rodear  la  posi- 
ción de  éste,  de  mil  ventajas  i  prerrogativas  no 
concedidas  á  aquel,  resintiéndose  así  de  un  egois- 
mo  mal  entendido.  ¿  Qué  hemos  hecho,  sin  em- 
bargo ?  Sin  esclavizarnos  bajo  ningún  sistema  es- 
elusivo  hemos  tomado  de  todos  ellos  lo  que  tenían 
de  mas  liberal,  formando  un  cuerpo  de  leyes  que 
desafía  comparación  con  las  que  en  el  dia  pasan 
por  mas  acertadas  i  por  mas  en  armonía  con  los 
eternos  principios  del  derecho. 

En  nada  es  mas  sensible  lo  que  digo,  que  en 
nuestra  organización  económica  i  mercantil.  El 
sacudimiento  social  de  la  independencia  iniciaba, 
como  dice  un  estimable  autor  americano,  una  re- 
novación económica  tan  radical  como  el  movimien- 
to de  las  almas.  La  libertad  i  la  civilización  obte- 
nidas por  la  población  i  la  industria,  flotaban  en 
las  perspectivas  del  pueblo.  El  aislamiento  fué  el 
resorte  colonial,  la  comunicación  universal  es  el 
resorte  democrático.  La  miseria,  el  desierto  i  la 
esclavitud  fueron  la  consecuencia  del  monopolio 
mercantil  i  de  la  fosca  odiosidad  del  estranjero. 
Estirpar  este  sentimiento  pagano  era  arrojar  la 
Nación  hacia  la  riqueza,  el  engrandecimiento  i  el 
derecho.  Destruido  el  monopolio,  desapareció  por 
la  fuerza  de  las  cosas  i  la  naturaleza  de  las  aspira- 
ciones sociales;  el  aislamiento  de  todo  comercio  de 
ideas  i  de  afectos  que  fué  la  consecuencia  i  la 
salvaguardia  de  la  lejislacion  mercantil*  (1) 
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Las  contribuciones  pesan  en  el  Perú  eon  suavi- 
dad sobre  todos  los  habitantes,  pudiéndose  con  di- 
ficultad encontrar  otra  nación  mas  favorecida  á  es* 
te  respecto.  Entre  nosotros  no  está  gravado  el  aire 
que  respiramos  ni  la  luz,  como  lo  están  en  las  na- 
ciones europeas  por  sus  contribuciones  de  puertas 
i  ventanas ;  ni  lo  están  el  tabaco,  ni  los  naipes ;  ni 
el  juego  de  azar  ni  la  prostitución  son  profesiones 
sujetas  al  pago  de  patente  industrial,  i  todo  el 
buen  humor  i  la  causticidad  de  un  Sydney  Smith 
jamas  podrían  estraer  un  chiste  de  nuestras  leyes 
sobre  impuestos. 

Las  palabras  de  un  estadista  peruano  son  lite 
raímente  ciertas:  "Nuestra  lejislacion,"  decia  el  se- 
ñor Ribeyro  en  su  contestación  al  Manifiesto  de 
Mazarredo,  "se  distingue  por  la  unidad  de  sus 
disposiciones;  i  en  los  códigos,  lo  mismo  que  en 
la  lei  fundamental,  hai  cierta  trabazón,  una  armo- 
nía tan  manifiesta,  que  no  puede  menos  de  ofre- 
cer un  conjunto  bello  i  un  cuerpo  de  preceptos  i 
de  prevenciones,  encaminados  á  guardar  las  perso- 
nas i  las  propiedades  de  ataques  injustos  ó  violen- 
tos. Los  estranjeroSj  d  la  sombra  de  estas  leyes,  viven 
tranquilamente,  adquiriendo  propiedades  territoriales 
sin  ninguna  distinción  i  sin  ninguna  traba,  i  ejercen 
d  comercio  i  la  industria  d  la  par  de  los  Peruanos  ; 
jamas  se  les  impone  cargan  estraordinarias,  ni  se 
arranca  de  sus  bienes  riada  que  pueda  servir  d  la 
Nadon  para  acudir  en  sus  conflictos  d  la  satisfacción 
de  sus  necesidades  urjentes  i  premiosas."  Antes  ha- 
bía dicho  ya:  "el  Perú  no  se  quedó  atrás 

i  desde  que  se  constituyó  en  Nación  i  se  dictó 
una  lejislacion  apropiada  á  sus  exijencias,  no 
trepidó  un  solo  instante  en  tratar  á  los  estranos 
con  los  mismos  miramientos  i  con  los  mismos 
razgos  de  jenerosidad  que  dispensaba  á  los  natu- 
rales." 

Si  de  alguna  incorrección  puede  tacharse  esta 
declaración  autorizada,  hecha  á  la  faz  del  mundo 
entero  en  circunstancias  las  mas  apremiantes  i 
en  presencia  de  algunos  miles  de  estranjeros  ave-1 


dudados  en  el  Perú,  es  indudablemente  de  haber 
quedado  mui  atrás  de  la  realidad.  El  estranjero 
no  solamente  está  colocado  en  igual  situación  que 
el  ciudadano,  sino  que  su  condición  es  aún  mas  fa- 
vorecida, sus  personas  son  mas  respetadas,  sus  bie- 
nes mas  considerados,  i  casi  nunca  le  afectan  las 
consecuencias  funestas  é  inevitables  de  las  revolu- 
ciones, que  con  tanta  dureza  recaen  siempre  sobre 
losperuanps. . 

Plumas  estranjeras  se  complacen,  ¿  pesar  de 
todo,  en  poner  de  relieve  los  vicios  de  nuestra  or- 
ganización política;  no  seré  y  o  quien  los  niegue 
ni  los  disculpe,  pero  tampoco  es  posible  resignarse 
á  dejar  pasar  desapercibidos  ataques  que  las  mas 
veces  tienen  una  esplicacion  poco  digna  para  sus 
autores,,  i  que  se  refieren  a  vicios  i  errores  de 
que  no  puede,  hacerse  responsable  ni  á  la  Nación 
ni  á  sus  Gobiernos.  Se  dice  que  tenemos  falsas 
ideas  sobre  la  libertad  pública;  esto  puede  ser 
cierto,  i  en  ello  solo  seguimos  la  lei  de  los  pueblos 
jóvenes,  para  quienes  toda  la  libertad  consiste  tan 
solo  en  no  depender  del  estranjero ;  asi  lo  creyeron, 
a  su  vez,  las  heroicas  ciudades  de  la  Grecia  anti- 
gua :  uÉntendons-nous  sur  ce  que  constituait  la  liber- 
té dans  les  vieiües  ciiés  Grecques,  dice  Ernesto  Se- 
ñan. La  liberté,  (fétait  findependance  de  la  cité,  mais 
cen'étaü  nzdlement  la  liberté  de  Vindividu,  le  droü  de 
Vwdividu  de  se  développer  á  sa  guise,  en  dehors  de 
fesprit  de  la  cité.  L'individu  qui  voulait  se  développer 

de  la  sort&  sy expatríait. Pero  este  vicio,  natural 

consecuencia  de  nuestra  falta  completa  de  educa- 
ción política,  es  precisamente  de  aquellos  que  van 
desapareciendo,  conforme  van  desenvolviéndose 
nuestras  fuerzas  sociales  i  propagándose  las  bue- 
nas ideas  en  materia  de  organización  guberna- 
tiva. 

Se  publjca  que  en  el  Perú  no  hai  conciencia  mo- 
ral, no  hai  opinión  pública ;  <jue  en  él,  "el  revólver 
tiene  que  acompañar  al  escritor  para  contener  los 
arranques  impremeditados  de  una  dignidad  que 
debe  justificarse  antes  de  ocurrir  á  la  violencia  de 
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los  hechos/'  i  en  fin  que  "la  disensión  i  la  defensa 
tienden  á  ser  sustituidas  por  innobles  venganzas, 
que  lejos  de  vindicar  arrojan  una  nueva  mancha 
sobre  el  acusado." 
"l  Cuántos  "tahúres"  (grecs,  en  francés)"  son 

Salabras  que  leo  en  un  folleto  sobre  el  Perú,  "juga- 
ores  de  profesión ,  jeneralmente  designados,  se  pa- 
sean arrogantes  i  convidan  á  la  flor  i  nata  de  la  so- ' 
ciedad  visible  á  sus  suntuosos  banquetes,  bailes  i 
demás  fiestas,  costeados  con  los  intereses  del  capi- 
tal ganado  á  la  mala  i  sustraído  criminalmente  i 
los  hijos,  hoi  con  hambre,  del  padre  que  ayer  vivia 
en  la  opulencia?  La  opinión  pública,  cuando  exis- 
te, espulsa  á  esos  miembros  podridos  del  cuerpo 
social  para  impedir  la  repetición  del  crimen  i  el 
contajio  que  entraña  su  propagación  inevitable." 
Según  este  moralista,  la  Alemania  i  la  Francia 
son  naciones  que,  como  el  Perú,  carecen  también 
de  opinión  pública.  I  ¿  dónde  en  Europa  deja  de 
haber  jugadores  de  alto  coturno,  no  solamente 
trf-fa.  *.  «**.  por  la  primer,  «de- 

:  Cuánto  no  se  ha  dicho  contra  nuestro  pobre 
país ! 

Unas  veces  se  vilipendiaba  á  la  raza  latina,  otras 
se  nos  arrostraba  nuestra  indiferencia  en  política, 
nuestra  ignorancia,  nuestras  revoluciones,  i  hasta, 
¡  quién  lo  creyera !  el  que  no  nos  apresuráramos, 
con  gratitud  i  actividad,  á  poner  nuestros  cofres 
nacionales  á  disposición  de  todo  estranjero  deseo- 
so de  enriquecerse,  haciéndose  la  victima  de  per- 
juicios i  agravios  imajinarios.  Para  nuestros  ene- 
migos, hemos  sido  una  nación  maldita,  una  man- 
cha que  afeaba  la  pureza  i  hermosura  de  la  sobre- 
haz terrestre ! 

Algunas  veces  los  ataques  han  tenido  un  alto 
orijen.  Mr.  Hovey,  ha  poco,  Ministro  de  los  Esta- 
dos Unidos  en  Lima,  al  dar  cuenta  de  su  misión 
al  Gobierno  Americano,  dice  entre  otras  cosas: 
"He  llamado  al  Perú,  República,  siguiendo  el  uso 
del  país,  pero  no  porque  así  lo  piense,  porque  en 


jai  entender,  no  Jm  repúblicas  en  8ud  América,  no 

£  Fernando  al  pueblo  la  Constitución  i  las  leyes. 
i  voluntad  de  unas  pocas  familias  es  la  única  lei, 
i  lo  que  hacen  ee  mostrarle  al  pueblo  la  sombra  de 
la  libertad  para  que  la  adore.  Mi  esperanza  está 
en  que  esta  sombra  llegue  í  ser  una  realidad  por- 
que tengo  deseos  entrañables  del  progreso  i  pros- 
peridad del  Perú." 

Se  nos  niega,  por  lo  visto,  hasta  nuestra  forma 
de  Gobierno,  i  se  nos  hace  depender  de  "la  volun- 
tad de  unas  pocas  familias"  aunque  Mr.  Hovey 
no  ha  tenido  por  conveniente  señalarlas.  Así  pues, 
no  es  cierto  que  tengamos  nuestros  presidentes, 
elejidos  periódicamente;  no  existen  nuestras  dos 
cámaras,  ni  toda  la  complicada  armazón  de  nues- 
tros tribunales  i  juzgados.  Solo  nos  falta  las  lettres 
de  cacha,  á  la  usanza  de  los  opulentos  monarcas 
franceses  de  antaño,  para  constituir  un  despotismo 
modelo,  i  adviértase  que  para  mayor  exactitud, 
Mr.  Hovey  comprende  en  su  observación  á  toda 
la  América  del  SucL 

Mas,  por  fortuna,  no  ha  sido  tanta  la  perseve- 
rancia de  los  enemigos  del  Perú,  que  haya  sobre- 
pujado al  entusiasmo  de  sus  hijos  para  defenderlo ; 
la  refutación  ha  seguido  siempre  mui  de  cerca  á 
cada  uno  de  los  ataques ;  por  lo  mismo,  no  soi  el 

S rimero,  ¡á  Dios  gracias!  que  abre  la  senda  honrosa 
e  la  vindicación,  ni  el  único  que  salta  í  la  arena 
para  defender  la  patria.  Muchas  plumas  hábiles  se 
han  empeñado  ya  en  tan  noble  tarea,  aunque  si  no 
xáe  equivoco,  ninguna  hasta  ahora  habia  trazado 
con  tan  laudable  fin  el  cuadro  de  nuestra  legisla- 
ción sobre'  extranjeros. 

No  pretendo,  de  ninguna  manera,  creer  que  ella 
sea  la  espresum  perfecta  de  la  justicia.  Este  es  el 
deseo  aun  sin  realización  de  espíritus  ilustrados ; 
i  si  íuera  posible,  las  palabras  del  orador  romano : 
íLnon  erit  alia  lex  Momee,  alia  Athenis,  alia  mmc 
aliaposthac,  sed  e¿  omnes  gentes  et  amni  tempere,  una 
lex  et  sempiterna  et  wimorialis  (ontínebit"  se  con- 
vertirían en  una  realidad,  fuente  fecunda  de  pre- 


cioeofl  finitos  para  el  mundo  entero.  Las  leyes  va- 
rían i  tienen  que  variar,  no  solo  de  pueblo  a  pue- 
blo sino  hasta  de  época  á  época.  Ho  fundo,  pues, 
la  bondad  de  las  nuestras  en  la  uniformidad  que 
guardan  con  las  de  otros  países,  pero  si  aseguro 
que  sufren  una  comparación  favorable  para  ellas 
con  cualesquiera  otras. 

No  se  me  ocultan  los  muchos  vacíos  de  una  obra 
de  este  j  enero.  Solo  el  que  ha  «emprendido  traba-, 
jos  literarios  entre  nosotros,  puede  apreciar  las* 
dificultades  que  entorpecen  la  marcha  del  escritor. 
Iniciado  i  concluido  este  libro  en  el  estranjero,  i  al 
mismo  tiempo  que  otra  clase  de  tareas  mas  impe- 
riosas requerían  mi  atención,  solo  con  suma  dificul- 
tad he  podido  procurarme  los  documentos  i  datos 
que  necesitaba ;  i  al  esplorar  una  senda  descono- 
cida, "el  patriotismo  solo  me  ha  alentado  i  1&  con- 
ciencia de  que  trabajaba  en  provecho  de  mis  her- 
manos de  otros  climas,  residentes  en  el  Perú.  Si 
carece  de  otro  mérito  este  ensayo,  al  menos  tiene 
el  de  mis  buenas  intenciones  i  el  deseo  de  ser  útil 
al  país. 

Réstame  aún  hacer  aquí  pública  manifestación 
de  mi  gratitud,  ai  Supremo  Gobierno  del  Perú 
que  no  ha  vacilado  en  estenderme  una  mano  pro- 
tectora i  en  prestarme  auxilios  jenerosos,  sin  los 
cuales  me  habría  sido  imposible  dar  á  la  estampa 
mis  manuscritos ;  i  á  los  respetables  caballeros  que 
con  jenerosidad  amistosa  me  han.  proporcionado 
datos  i  documentos,  me  han  enriquecido  con  sus 
consejos  ó  estimulado  con  palabras  benévolas  i 
demasiado  lisonjeras. 

Si  consigo  que  se  propaguen  ideas  mas  justas  so- 
bre la  Patria,  si  la  lectura  de  este  humilde  trabajo 
atrae  las  miradas  del  robusto  industrial  europeo  i 
le  sujiere  el  deseo  de  buscar  las  playas  peruanas, 
se  habrá  saciado  la  única  ambición  dé  mi  vida,  i 
mas  que  recompensados  habrán  quedado  las  fati- 
gas i  sacrificios  del  escritor  que  no  por  permane- 
cer ocultos  i  desconocidos  son  á  veces  menos  efec- 
tivos i  amargos. 


}£l  aumento  eñ  el  Perú  de  los  estranjeros  honra- 
dos i  laboriosos  es  el  deseo  mas  caro  de  mi  cora- 
zón, porque  estoi  persuadido  que  ese  incremento 
junto  con  la  educación  popular,  encierran  el  reme* 
dio  de  todos  los  males  que  atormentan  nuestra 
constitución  social  i  por  la  estimación  de  los  cua- 
les debe  afanarse  todo  buen  ciudadano.  He  procu- 
rado no  olvidar  el  sentimiento  de  tan  sagrado 
deber ;  yo  lo  invoco  también  al  abandonar  este  li- 
bro á  la  benevolencia  i  justificación  de  mis  con- 
ciudadanos. 


Santiago  db  Chilb. 


Febrero  t  de  1878. 
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1.  La .  ciencia  que  norma  las  relaciones 
esternas  de  los  Estados,  que  estableo©  los 
derechos,  qué  cada  uno  de  ellos  tiene,  i  las 
obligaciones  que  contrae  por  el  hecho  de.  su 
coexistencia  con  los  r  domas,  ha '  tenido,  oomo 
todas  las  ciencias,  un  desarrollo  gradual  i 
paulatino,  llegando  hasta  su  estado  actual 
no  sin  vencer*  los  obstáculos  poderoso*  i- les 
embarazo»  creados  por  los»  acontecimientos 
políticos  del  globo.  Antes  de  la  wa  «cristiana, 
las  efioasajB  ideas-  de  los  Ejipcios  acerca  del 
xespfcto  que  debía  tributarse,  á  los  embajado- 
ras fondadas  roas  en  consideraciones  religio- 
sas que  en,  sabiduría*  política ;  la  mui  notable 
institución  cte  Ja,  ¡Liga  Anflctiónica  entre  loa 
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Griegos,  que  era  en  su  esencia  un  tribunal 
internacional ;  el  Collegium  i  el  jus  feciale  de 
los  Romanos  junto  con  la  institución  de  los 
.  recuperatores ;  i  después  del  establecimiento 
del  Cristianismo  que  auxilió  .  i  humanizó  to- 
das las  ciencias,   los  concilios  jenerales ;  las 
funciones  del  Papado   como  juez  i  supremo 
arbitro  de  la  Cristiandad ;  el  comercio  que 
adelantaba  i  á  cuya  sombra  aparecieron  los 
códigos  marítimos  de  las  grandes   ciudades 
mercantiles;  la  institución  del  Consulado  i 
algunas  vagas  leyes  sobre  embajadas ; — tales 
fueron  los  primeros  destellos  precursores  de 
la  aurora  del  Derecho  Internacional,   que 
comenzó  á  brillar  con  la  aparición  del  More 
Liberum  de  Grocio  $n  1609,  i  que  llegó,   con 
su  otra  obra  importante  De  jure  Belli  et  Pa- 
cí* en  1624,  al  pleno  resplandor  del  mediodia. 
El  período  entre  la  paz  de  Westfalia  i  el 
tratado  de  Utrecht,  lo  ocupa  Puífendorf  que 
tiene  el  mérito  de  insistir  debidamente  en  la 
importancia  de  aplicar  la  lei  natural  á  las 
naciones.  Desde   1713  hasta   1763,  aparece 
"Wolff,  discípulo  de  Leibnitz,  quien  mas  dili- 
jente  que  su  maestro,  no  se  concretó  á  re- 
dactar notas  dispersas,  sino  que  publicó  en 
nueve  volúmenes  su  Jus  Natura.  Apesar  de 
sus  muchos  defectos,  tiene  esta  obra  el  honor 
de  haber  servido  de  modelo  á  Vattel  cuyos 
populares  escritos  no  son  sino  compendio  de 
los  de  WolfE  No  debemos  pasar  en  silencio 
las  Qumtiones  Juris  Publici  de  Bynkershoek, 
que  junto  con  sus  dos  tratados,  De  dominio 
maris  i  De  Foro  Legatorum,  son  ajín  citados 
^apreoio  por  loa  moderno* 
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Después  de  esta  época,  tenemos  muchas 
obras  clásicas  de  Derecho  Internacional  Mar-» 
tens,  Klüber,  Wheaton,  Bello,  Hefíter  é  in- 
numerables otros,  han  colocado  ya  en  su 
verdadera  posición  esta  parte  importante  de 
la  ciencia  jurídica,  discutiendo  con  minuciosi- 
dad asuntos  que  antes  apenas  se  conocian  6 
eran  considerados  indignos  de  llamar  la  aten- 
ción de  los  hombres  ilustrados. 

2.  Pero  todos  estos  trabajos   estaban  con- 
sagrados al  desarrollo  del  Derecho   Interna- 
cional propiamente  dicho.  Las  relaciones  de 
comercio  cada  dia  mas  íntimas  i  frecuentes  ; 
el  movimiento  de  los  individuos ;  las  facili- 
dades para  lo»  viajes  ;  la  continua  permanen^ 
cia  en  paises  estraños  de  individuos   que  vi- 
vían alejados  voluntariamente  del  suelo  natal, 
hicieron  sentir  poco  á  poco  la  necesidad  d© 
determinar  su  condición.  El  derecho  interna- 
cional, tal  como  hasta  entonces  había  ocupa- 
do á  los  tratadistas,  solo   consignaba  reglas 
vagas  sobre  la  materia,  i  únicamente,  de  po- 
co tiempo  á  esta  parte,  se  le  ha  dado  la  debi- 
da ostensión  hasta  el  estremo  de  irse  consti- 
tuyendo en  ciencia  distinta,   aunque  hermana. 
i  aliada  de  la  del  Derecho  de  Jentes. 
"  Esta  nueva  ciencia  tiene  por  fundamento  el 
jtts  gentium  de  los  Romanos,  ésa  razón  escri- 
ta  como  con  tanta  justicia  se  le  ha  llamado, 
base  de  todas  las  lejislaciones  modernas ;   i 
después  de  haber  recibido  comentarios  aisla- 
dos de  Hubero,  Hercio,  Rodenburgio  i  Voet> 
aunque  no  cuenta  todavía  con  una  obra  com- 
pleta i  sistemática,   ha  sido  últimamente   el 
objeto  de  los  apreciables  trabajos  de  Wach^ 
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ter,  Savigny,  Story  i  Foelix.  A  esta  ciencia, 
que  no  ha  alcanzado  aun  el  último  grado  de 
perfección,  se  le  ha  dado  el  nombre  de  dere- 
cho internacional  privado  fjus  privatum  ín- 
ter gentes),  i  tiene  por  objeto  dirijir  las  rela- 
ciones que  nacen  de  la  residencia  de  los  in- 
dividuos en  pais  estraño ;  determinar  su  posi- 
«iou  respecto  de  las  leyes  civiles  de  ese  pais  i 
respecto  de  las  de  su  nación  durante  su  au- 
sencia ;  fijar  la  aplicación  que  los  tribunales 
del  pais  donde  residen  pueden  hacer  de  sus 
leyes  patrias;  resolver  las  cuestiones  sobre 
procedimiento  judicial,  validez  de  los  actos 
jurídicos,  de  los  documentos,  i  las  cuestiones 
sobre  delitos,  cuando  en  cualquiera  de  estos 
puntos  esté  interesado  el  estranjero.  Tal  vez 
ninguna  parte  del  derecho  ha  sido  mas  que 
esta,  objeto  de  tantas  controversias  i  de  tan- 
tos trabajos. 

3.  Así,  pues,  el  Derecho  de  J entes  se  con- 
sidera dividido  en  dos  grandes  ramificacio- 
nes: el  derecho  público  ( jus  publicum  ín- 
ter gentes  ),  que  se  ocupa  de  las  relaciones 
esternas  de  los  estados,  como  tales ;  i  el  de- 
recho privado  ( jus  p)*ivatum  ínter  gentes  )9 
qife  regla  los  derechos  i  obligaciones  de  los 
individuos,  cuando  no  habitan  en  su  patria. 
Que  esta  segunda  parte  tiene  un  fundamento 
lójico,  es  claro ,  porque  es  necesario  estable- 
cer los  principios  a  que  deben  sujetarse  las 
transacciones  de  los  estranjeros  entre  sí,  i  con 
los  naturales  del  pais  donde  moran.  Se  dirá 
que  esta  es  materia  que  pertenece  a  la  lejia- 
lacion  civil  de  cada  pueblo.  Pero  en  primer 
lugar,  no  hai  dos  lejislaciones  acordes  a  esta 
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respecto,  i  ¿qué  se  hará  cuando  se  presentan 
cuestiones  en  que  estén  implicadas  dos  legis- 
laciones contradictorias?  En  seguida,  ¿hasta 
dónde  se  estiende  el  poder  de  las  leyes ;  ce- 
san en  la  frontera  ó  siguen  al  subdito  al  es- 
tranjero?  Estas  i  otras  muchas  que  con  fre- 
cuencia' se  ofrecen,  son  cuestiones  arduas  que 
es  necesario  resolver  según  principios  fijos ;  i 
el  conjunto  de  ellos  es  lo  que  forma  el  dere- 
cho de  jentes  privado. 

4.  Hai,  sin  embargo,  una  diferencia  esen- 
cial -i  demasiado  importante  para  no  consi- 
derarla, entre  las  obligaciones  que  se  deri- 
van del,  derecho  internacional  público  i  las 
que  nacen  'del  privado,  en  cuanto  al  mo- 
do de  exijir  su  cumplimiento.  Las  primeras 
son  exijibles  por  los  medios  legales,  fundaíjoa 
en  el  derecho  natural  que  como*  á  los  indi  vi-, 
dúos,  también  obliga  á  las  naciones.  Las  obli- 
gaciones que  nacen  del  derecho  internacional 
privado  no  son  stricti  juris ;  no  se  basan  en 
una  necesidad  legal  ni  deben  su  existencia 
á  ninguno  de  los  derechos  de  una  nación 
como  taL  El  único  fundamento  para  ellas,  es 
la  mutua  utilidad,  la  comitas.  Cada  Estado 
es  libre  para  otorgar  ¿  los  estranjeros  que  se 
encuentran  en  su  territorio  los  derechos  é  im- 
ponerles las  gabelas  que  juzgue  convenien- 
tes ;  puede  restrinjir  sus  privilejios  ó  no 
otorgarles  'ninguno ;  en  una  palabra,  puede 
modificar  en  cualquier  sentido  su  condición, 
pero  se  espone,  i  aun  tácitamente  acepta  la 
retorsión,  que  en  igualdad  de  casos  empleen 
contra  él  las  otras  naciones.  El  no  cumpli- 
miento  de  una  obligación  de  Derecho  pú- 
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blico  internacional  podría  llegar  hasta  el  es- 
tremo  de  ocasionar  un  casus  belli;  tratán- 
dose de  las  otras  obligaciones,  jamás  podría 
justificarse,  i  el  único  remedio,  como  deci- 
mos, seria  la  retorsión.  Es  verdad  que  las 
concesiones  mutuas  cuando  se  han  gozado 
por  largo  tiempo,  adquieren  todos  los  carac- 
teres de  los  derechos  perfectos,  i  entonces  pue* 
de  llegar  á  ser  mui  difícil  determinar  si  las 
obligaciones  cuyo  cumplimiento  se  exije,  son 
de  derecho  público  ó  de  derecho  privado.  (1) 
5.  Al  tratar  las  cuestiones  de  derecho  in- 
ternacional privado,  los  autores  usan  con  fre- 
cuencia la  palabra  estatuto,  tomada  de  las 
obras  de  los  jurisconsultos  de  la  edad  media. 
Estatuto  es  el  nombre  con  que  se  designa,  no 
una  lei,  como  en  I  nglaterra,  sino  todo  el  cuer- 
po de  leyes  positivas  vijentes,  dictadas  por  la 
autoridad  de  un  estado  cualquiera.  Muchas 
son  las  divisiones  que  se  han  hecho  de  los 
estatutos ;  la  más  importante,  los  clasifica  en 
personales,  reales  i  mistos.  Son  personales, 
los  que  se  refieren  á  las  personas  principal  i 
directamente  i  solo  por  incidencia  á  las  co- 
s*s  ;  tales  son,  en  jeneral,  las  leyes  sobre  le- 
jiümacion,  mayoría,  testamentificacion,  etc. 
Son  reales  los  que  refiriéndose  directamente 
á  las  cosas  solo  indirectamente  atañen  á  las 
personas,  como  las  leyes  sobre  donaciones, 
inmuebles,  etc.  Son  mistos,  en  fin,  los  que 
participan  á  la  vez  de  la  naturaleza  de  los 
dos  anteriores.  (2) 


(1)  Phillimore.  V.  I.  12. 

(2)  Fa'lix,  siguiendo  a  Merlin  no  acerba  los  estatutos  mistos. 
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Se  considera  en  vigor  en  todas  partos  á  los 
estatutos  personales ;  los  estatutos  reales, 
solo  surten  efecto  en  la  nación  que  los  ha  dic- 
tado. 

Este  división  no  es  tan  clara  que  no  ofrez- 
ca dificultades  para  distinguir  según  ella  i 
en  un  caso  dado,  cuando  es  real  6  personal 
un  estatuto.  Gran  sutileza  han  desplegado  ca- 
si todos  los  tratadistas,  al  pretender  estable- 
cer reglas  fijas  para  determinar  con  seguridad 
la  naturaleza  de  los  estatutos.  Nos  apartaría- 
mos demasiado  del  plan  que  noa  hemos  traza- 
do si  nos  ocupásemos  de  estas  discusiones. 
Baste  dejar  consignada  la  principal  división 
de  los  estatutos,  consagrada  por  el  tiempo  i 
que  ademas  de  su  interés  histórico  ofrece  no 
poca  utilidad  en  la  práctica. 

"No  basta,"  dice  Sapey,  "recibir  al  estranje- 
ro  i  abrirle  las  puertas  de  la  Francia,  es  pre- 
ciso determinar  la  protección  que  encuentra 
en  ella  i  las  condiciones  de  nuestra  hospitali- 
dad." 

"¿Entre  las  leyes  de  su  pais,  cuáles  son  las 
que  lo  siguen,  i  al  contrario,  cuáles  son  las 
que  espiran  en  nuestras  fronteras?" 

"Si  hai  distinción  difícil  i  tan  espinosa  co- 
mo importante,  es  indudablemente  la  que  va- 
mos á  establecer ;  estatutos  reales,  estatutos 
personales,  dificultades  indescifrables,  nudo 
gordiano  que  no  han  podido  desatar  las  mas 
pacientes  manos.  En  vano  d'Argentré, .  Vóet, 
Boullenois  i  tantos  otros ;  en  vano  d'Ague- 
sseau  i  Cochin  traen  á  la  cuestión  el  tributo 

de  su  ciencia aun  no  se  ha  encontrado 

el  criterio  infalible  que  buscaran"..... 
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"¿Sería  mas  conforme,  acaso,  con  los  ver- 
daderos» principios  negarles  todo  vigor  á  las 
leyes  estranjeras,  en  Francia,  cualquiera  que 
sea  su  clase?  Este  sistema  inhospitalario, 
adoptado  en  teoría  por  unos  cuantos  juris- 
consultos alemanes,  se  íunda  en  el  principio 
incuestionable  de  la  soberanía  de  cada  Esta- v 
do  dentro  dp  sus  propios  límites.  En  princi- 
pio .existiría  el  derecho,  pero  las  represalias 
no  se  harían  esperar." 

*  "¿Cuál  es  el  astado  civil  del  estranjero  que 
llega  á  Francia?  ¿Es  mayor  ó  menor?  ¿hijo  le* 
jftimo,  natural,  adoptivo,  sui  juris,  sometido 
avla  patria  potestad  ó  á  la  de  un  tutor?  ¿tie- 
ne la  edad  requerida  para  contraer  matrimo- 
nió? ¿puede  obligarse  i  estar  á  derecho?  ¿goza 
del  derecho  de  testamentificacion?  Pregun- 
tádselo á  sus  propias  leyes.  El  estatuto  per- 
sonal tan  móvil  como  la  persona  á  quien  si- 
e,  se  espatria  i  viaja  con  ella ;  es  el  sello 

e  la  nacionalidad  que  no  se  borra  ni  desapa- 
rece jamás  sino  con  la    nacionalidad  mis- 

"Dispone,  por  el  contrario,  de  bienes  que 
tiene  en  Francia,  los  hipoteca,  quiere  adqui- 
rir propiedad  ó  gravarla aplicad  en- 
tonces la  lei  real,  que  se  encierra  en  el  recin- 
to del  territorio,  se  arraiga  al  suelo  donde 
nació  i  ejerce-  allí  un  poder  esclusivo,  reinan- 
do absolutamente."  (1) 

6.  Antes  de  entrar  á  considerar  las  impor- 
tantes cuestiones  del  derecho  privado   inter- 


£ 


(1)  Lei  ¿frangen*  en  Franco*  p.  181  et  aeqq. 
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nacional,  es  útil  dejar  sentados  ciertos  princi- 
pios que  nos  sirvan  de  punto  de  partida  i  de 


^  De  la  idea  de  nación  ó  estado  nace  inme- 
diatamente la  de  su  soberanía.  Una  nación 
(i  este  es  el  primer  principio  jeneral)  tiene 
esjsktóivo  dominio  é  imperio  dentro  de  su  te- 
rritorio, i  no  mas.  Desde  luego  tiene  derecho 
para  reglamentar  del  modo  que  crea  mas  con- 
veniente el  ejercicio  de  todos  los  derechos,  i 
todos  los  actos  referentes  á  la  adquisición, 
conservación  i  enajenación  de  la  propiedad. 
Este  derecho  no  se  estiende  ni  podría  es- 
tenderse  mas  allá  de  los  límites  del  terri- 
torio, porque  siendo  las  naciones  iguales^ 
todas  tienen  iguales  derechos,  fian  que  nin- 
guna pueda  extralimitarse  desde  que  seme- 
jante extralimitackm  violaría  los  derechos 
ajenos.  Tenemos,  pues,  como  segundo  prin- 
cipio jeneral,  la  consecuencia  inmediata  del 
anterior,  qtre  ninguna  nación  puede  hacer  va- 
ler sus  leyes  en  el  territorio  de  otra,  y  a  sea 
para  conceder  derechos  ó  para  imponer  obli- 
gaciones. 

De  los  dos  principios  establecidos,  nace  el 
tercer  principio  jeneral,  que  cualquiera  fuer- 
za ó  vigor  que  tengan  en  una  nación  las  le- 
yes de  otra,  se  deriva  tan  solo  de  la  voluntad 
soberana  de  esta  última.  Así,  pues,  estas  le- 
yes no  rijen  fiiera  de  la  nación  que  las  dictó, 
proprio  vigore,  sino  mediante  el  beneplácito 
del  soberano  cfae  quiera  reconocerlas.  Una 
nación  puede  rechazar  todas  las  leyes  estran- 
jeras,  6  puede  permitir,  asimismo,  que  rijan 
algunas,  jó  puede  permitirlo  sok>  mediante  al- 
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gúnas  condiciones.  (1)  Es  claro,  pues,  que 
propiamente  hablando,  nunca  se  ofrecerá  la 
duda  sobre  cual  de  dos  lejislaciones  debe  pre- 
dominar en  un  caso  dado,  pcjrque  al  aplicar 
una  lei  estranjera,  siempre  se  supone  que  la 
aplicación  está  permitida  en  el  pais  donde 
se  va  á  aplicar.  Este  permiso,  bien  puede 
estar  consignado  permanentemente  en  la  lei 
civil  ó  eventualmente  en  los  tratados.  Siem- 
pre, lo  que  predomina  en  último  resulta- 
do, es  la  lei  local.  Así,  nuestro  Código  Ci- 
vil en  el  artículo  34,  dispone  que  "la  ad- 
quisición de  inmuebles  i  las  condiciones  de 
comercio  de  los  estranjeros  dependerán  de  los 
tratados  que  se  celebren  con  sus  respectivas 
naciones."  En  virtud  de  este  artículo,  puede 
el  Perú  convenir  en  que  rija  en  su  territorio 
cierta  lei  francesa  sobre  comercio;  esa  lei  re- 
jirá,  en  efecto,  en  virtud  del  tratado  que  a  su 
vez  está  basado  en  un  artículo  de  la  lei  civil. 

7.  Con  esta  aclaración  se  comprenden  las 
siguientes  reglas,  que  parecen  escepciones  á 
uno  de  los  principios  que  acabamos  de  esta- 
blecer. 

1*  Los  estatutos  personales  siguen  al  in- 
dividuo ;  ó  como  se  ha  espresado -:  habilis  vét 
inhobüis  in  loco  domicilii,  est  habilis  vel  ¿n- 
habilis  in  <mni  loco.  "Envolvería  una  con- 
tradicción" dice  Rodemburg,  "el  que  un  in- 
dividuo cambiase  de  estado  i  condición  cada 
vez  que  un  viaje  lo  llevase  de  un  lugar  á 
otro  ;  que  al  mismo  tiempo  fuese  mayor  en 
uno  i  menor  de  edad  en  otro ;  que  la  mujer 

(1)  Story.  Coofiict  of  lawa,  C.  2.  FqdKx,  C,  m 
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estuviese  sometida  al  poder  marital  aquí,  i 
libre  allá ;  que  un  individuo  estuviese  en  in- 
terdicción en  un  punto,  i  en  otro  fuese  ca- 
paz de  todos  los  actos  de  la  vida  civil." 

2^  Los  estatutos  reajes  no  signen  á  las 
personas  ni  se  aplican  á  los  muebles ;  se  refie- 
ren, pues,  á  los  inmuebles.  "Los  muebles" 
dice  nuestro  malogrado  Pacheco,  "por  su  na- 
turaleza siguen  á  la  persona  á  quien  pertene- 
cen, i  la  lei  que  se  les  aplica  es  la  del  lugar 
en  que  se  encuentran.  Pero  no  sucede  así 
con  los  inmuebles  que  hacen  parte  del  terri- 
torio i.  forman  uno  de  los  elementos.de  la  so- 
beranía nacional,  sin  que  sea  posible  su  tras- 
lación de  un  lugar  á  otro.  Las  leyes  á  que 
están  sujetos  son  las  del  Estado  en  que  se 
encuentran,  cualesquiera  que  sean  la  natura- 
leza i  condición  del  poseedor," 

8.  Hasta  aquí,  solo  nos  hemos  ocupado  de 
las  reglas  que  determinan  la  capacidad  del  in- 
dividuo, bajo  su  aspecto  mas  jeneral.  Veamos 
ahora  las  que  determinan  la  validez  de  sus 
actos.  Esta  parte  ofrece  multitud  de  dificulta- 
des. "Se  ve,  fácilmente,"  dice  Story,  "que 
en  las  relaciones  ordinarias  de  distintos  paí- 
ses, puede  ser  preciso  considerar  muchas  cir- 
cunstancias, antes  de  determinar  con  clari- 
dad la  verdadera  regla  que  nos  sirra  para 
juzgar  la  validez  de  los  contratos,  las  obliga- 
ciones que  producen,  i  la  manera  como  deben 
ser  interpretadas.  Es  principio  universal  que 
para  la  validez  de  los  contratos  se  necesita 
que  los  celebren  personas  capaces  de  contra- 
tar, que  sean  voluntarios,  que  tengan  causas 
suficientes,  que  sean  lícitos  en  sí  mismos,  i 
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que  sus  términos  tengan  una  claridad  natu- 
ral: Pero,  ¡acerca  de  algunos  de  estos  puntos 
Kai  diverjencia  en  la  léjislacion  positiva  i  con- 
suetudinaria de  lafc  distintas  naciones.  Las 
personas  capaces  en  un  pais,  son  incapaces 
según  las  leyes,  en  otro ;  las  causas  consi- 
deradas como  buenas  en  un  pais,  son  repu- 
tadas insuficientes  ó  ilegales,  eii  otro ;  la  po- 
lítica de  un  pais,  permite  ó  favorece  ciertos 
contratos  que  están  prohibidos  en  otro  ;  las 
formas  prescritas  por  las  leyes  de  un  pais 
4  para  asegurar  lá  validez  i  el  cumplimiento  de 
los  contratos,  son  desconocidas  en  otro*  i  los 
derechos  reconocidos  por  un  pais,  no  tienea 
proporción  con  los  que  pertenecen  a  otro. 
Una  persona,  algunas  veces,  contrata  en  un 
p&is,  está  domiciliado  en  otro  i  tiene  que 
cumplir  la  obligación  en  ún  tercero ;  algu- 
nas veces,  la  propiedad,  materia  del  contrato, 
ésta  situada  en  un  cuarto  pais ;  i  cada  uno 
de  estos  países,  puede  tener  leyes  distintas  i 
aun  opuestas,  que  afecteií  esa  propiedad.  ¿Qué 
se  hará,  pues,  en  este  conflicto  de  las  leyes? 
¿Qué  leirejirá  al  contrato,  ya  sea,  para  deter- 
minar los  derechos,  ó  los  medios  de  defensa  6 
los  remedios  legales  ó  las  consecuencias  que 
á  él  se  refieran?  ¿Según  que  lei,  se  interpreta- 
rán sus  términos,  se  determinará  su  naturale- 
za, su  carácter,  ó  la  estension  de  lo  estipu- 
lado?" (1) 

Como  debe  suponerse,  todas  las  reglas  so- 
bre contratos  han  sido  objeto  de  prolongadas 
controversias  ;  tanto,  que  las  reglas  sigüien- 

(1)  Stoiy.  0.  of  L.  232. 
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tes,  aunque  son  las  mas  jeneralmente  admi- 
tidas, no  dejan  de  tener  algunos  opositores 
ilustrados. 

I.  La  forma  esterna  de  los  actos  lícitos  se 
juzga  por  las  leyes  del  pais  donde  se  verifi- 
can ;  principio  que  suele  espresarse  con  la 
máxima  locus  regit  actum  i ;  que  reconoce  el 
artículo  158  del  Código  Civil  Pezuano ;  "el 
matrimonio  contraído  fuera  del  territorio  de 
la  República,  con  arreglo  á  las  leyes  del  pais 
en  que  se  celebró,  se  reputa  válido  para  los 

efectos  civiles , "i  el  articulo  40  del 

mismo  Código  :  "Siempre  que  se  trate  de  una 
obligación  contraída  en  pais  estranjero,  las 
leyes  del  pais  donde  se  celebra,  sirven  para 
juzgar  del  contrato. . . .% " 

I I.  En  cuanto  a  la  forma  interna,  son  reji» 
dos  los  actos : 

1.°  Por  el  estatuto  personal ;  así  en  el  Pe- 
rú no  se  reconoce  el  matrimonio  de  peruanos, 
realizado  en  pais  estranjero  contra  la  lei  del 
Perú. 

2.°  Por  el  estatuto  real,  en  todo  lo  relativo 
¿  inmuebles ;  por  eso '  el  articuló  V,  título  prb* 
liminar  de  nuestro  Código  Civil,  dispone  que 
"están  sujetos  á  las  leyes  de  la  República,  los 
bienes  inmuebles,  cualesquiera  que  sean  la  na- 
turaleza i  la  condición  del  poseedor." 

3.°  Por  la  libre  voluntad,  en  todo  aquello 
que  no  se  refiere  directamente  al  estatuto  per- 
sonal ó  al  real.  Para  averiguar,  cuál  ha  sido 
en  estos  casos,  la  voluntad  de  los  contrayen- 
tes, se  han  fijado  algunas  reglas.  La  primera 
es,  que  siempre  se  supone  en  los  individuos 
Xa  intención  de  someterse,  en  sus  convenció^ 
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nes,  á  la  lei  del  lugar  donde  éstas  se  efectua- 
ron, á  no  ser  que  por  la  naturaleza  del  contra- 
to, ó  por  la  lei  del  lugar  donde  se  verifican,  6 
por  disposición  espresa,  deba  el  contrato  sur- 
tir sus  efectos  en  otra  parte ;  entonces  deben 
seguirse  en  la  interpretación,  las  leyes  de  este 
último  lugar.  Cuando  no  se  trata  de  averi- 
guar el  derecho,  i  sí  tan  solo  el  valor  que  ten- 
Íran  las  pruebas  con  que  se  niega,  se  sigue  la 
ei  del  lugar  donde  se  ventila  el  proceso.  Cuan- 
do dos  personas  naturales  del  mismo  pais  con- 
tratan  en  el  estranjero,  se  presume  que  han 
querido  conformarse  con  las  leyes  de  su  pa- 
tria. No  se  aplica  la  lei  del  lugar  de  la  cele* 
bracion  del  contrato,  cuando  los  contratan- 
tes se  dirijen  al  estranjero  con  el  fin  de 
«ludir  alguna  prohibición  de  la  lei  patria,  ó 
cuando  el  contrato  es  contrario  á  las  buenas 
costumbres,  6  á  las  instituciones  i  prescrip- 
ciones vij entes  en  el  pais  donde  debe  ejecu- 
tarse. 

La  segunda  regla  para  descubrir  la  volun- 
tad de  los  contrayentes  es  que,  la  iei  que  rije 
el  contrato  rije  también  sus  efectos  i  conse- 
cuencias inmediatas ;  pero  las  consecuencias 
accidentales  son  rejidas  por  la  lei  del  lugar 
donde  se  realizan  los  hechos  que  las  hayan  oca- 
sionado. Lft  tercera,  regla  es,  que  los  cuasi-con- 
tratos  se  juzgan  por  la  lei  del  lugar  donde  se 
efectúan  los  hechos  que  constituyen  el  cuasi- 
contrato. Por  último,  la  quinta  regla  es  que 
los  contratos  uni-laterales  se  juzgan  por  las 
leyes %  patrias  del  obligado,  i  los  testamentos, 
por  las  leyes  patrias  del  testador. 

Hit  L%  valide»  de  los  actos  de  procediniien- 
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to  judicial  (ordinatorioB  litis)  se  juzga  por  las 
leyes  del  lugar  donde  se  realizan. 

IV.  La  condición  de  los  estranjeros  respecto 
de  los  tribunales  de  un  país,  es  determinada 
por  la  lei  del  lugar  donde  se  sigue  el  juicio. 
A  este  respecto,  la  mayor  parte  de  las  nacio- 
nes otorgan  al  estranjero  los  mismos  derechos 
que  á  los  nacionales,  á  esctpcion,  de  la  obliga- 
ción de  prestar  fianza  de  resultas.  Así,  en  el 
Perú,  S9gun  el  artículo  153  del  Código  de 
Procedimientos,  "el  estranjero,  cuando  es 
transeúnte  ó  no  tiene  bienes  conocidos,  puede 
ser  obligado  á  dar  fianza  de  resultas  en  el  jui- 
cio en  que  fuere  actor/' 

V.  La  ejecución  en  país  estranjero,  de  las 
sentencias  ó  autos  judiciales  depende  de  la  lei 
ó  de  la  costumbre  del  pais  donde  deban  ejecu- 
tarse. 

VI.  Los  actos  ilícitos  son  juzgados,  en  todo 
lo  concerniente  a  la  aplicación  de  la  pena,  se- 
gún la  lei  del  lugar  del  enjuiciamiento. 

VIL  Las  leyes  i  usos  nacionales  autorizan 
el  enjuiciamiento  criminal  de  un  nacional,  por 
delitos  cometidos  en  el  estranjero ;  de  un  es- 
tranjero, por  delitos  cometidos  en  el  territorio 
nacional ;  i  de  un  estranjero,  por  ciertos  crí- 
menes cometidos  en  el  estranjero. 

VIII.  Los  usos  de  las  naciones  niegan  la  eje- 
cución de  sentencias  criminales  pronunciadas 
por  tribunales  estranjeros,  pero  admiten  algu- 
nas veces  i  bajo  ciertas  condiciones  la  mutua 
extradición  de  los  reos,  para  que  sean  juzga- 
dos por  los  tribunales  competentes  (1). 

4 

(i).  Foíli*— Dfoit  laternAtion*!  pri?é~  Lab.  ti,  puam. 
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9.  Estas  regias,  que  apenas  liemos  enu- 
merado, se  refieren  esclusivamente  á  la  cotl- 
'  dicion  civil  de  las  personas.  Pasando,  á  otra 
clase  de  consideraciones  de  carácter  maB  jene- 
ral,  es  indispensable  no  callar  un  principio  que 
cuenta  con  algún  apoyo  entre  cierta  dase  de 
escritores.  Según  él,  aunque  una  nación  no 
puede  dictar  leyes  sino  sobre  las  personáis  que 
se  encuentran  dentro  de  su  territorio,  sin.  em- 
bargo, tiene  el  derecho  de  obligar  por  medio 
de  leyes  á  sus  subditos,  doquiera  se  encuen- 
tren. 

"Ninguna  nación,"  dice  el  juez  Stary,  "está 
obligada  á  respetar  las  leyes  de  otra,  sobre 
sus  subditos  ausentes.  La  fuerza  obligatoria 
de  semejantes  leyes,  no  puede  estenderse  mas 
allá  de  los  territorios  de  esa  nación.  I  si  esas 
leyes  son  incompatibles  con  las  del  pais  en  que 
aquellos  subditos  residen,  ó  influyen  en  las 
relaciones  que  tienen  con  el  país  dondeestán, 
no  serán  consideradas  para  nada  por  este  últi- 
mo pais.  Cualquiera  que  sea  el  vigor,  intrín- 
seco ú  obligatorio  de  esas  leyes  respecto  de 
esofc  individuos  en  el  caso  que  regresen  a  su 
p&is  natal,  no  pueden  tener  ninguno  en  las 
otras  naciones  en  que  residan.  Esas  leyes  crea- 
rán relaciones  personales  entre  el  soberano  i 
sus  subditos  i  se  llevarán   a  efecto  én  sus 
dominios ;  pero  no  pueden,  en  justicia,  esten- 
derse á  otras  naciones.  Statutasuoclaudtintur 
territorio,  ?iee  ultra  terrüoriumdisponunt....... 

Así  pues,  cuando  hablamos  del  derecho- que 
tiene  el  estado,  para  obligar  a  sus  subditos  en 
todas  partes,  solo  nos  reíei  irnos  á  su  propio 
derecho  de  soberanía*  $otoft«Uo%  cuaado  vm»1- 
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van  á  íetü  jurisdicción  territorial  i  no  al  dére-  * 
clko  que  pudiera  tener  dé  oxijir  obediencia  á 
esas  leyes,  dentro  del  territorio  de  otras  na- 
ciones. Al  contrario,  todas  las  naciones  tienen 
derecho  exclusivo  para  prescribir  reglas  sobre 
las  perapnas  i  sobre  las  cosa*,  dentro  d,  su  ter- 
ritorio,  según  su  soberana  voluntad,  i  las  exi- 
gencias d$  su  política."  (1)  Así,  pues,  sean  cua- 
les  fueren  las  leyes  de  otro$  países,  en  todo  el 
territorio  del  ]?érú  rijen  esclusivamerrte  las 
leyes  peruanas;  i  cuando  un  estajero  pi- 
sa  nuestras  playas,  acepta  tácitamente  to- 
das ésas  leyes  dictadas  en  provecho  de  la  co- 
munidad, sometiéndose  á  ellas  por  el  hecho 
de  colocarse  voluntariamente  bajo  su  impe- 
rio. 

10.  Es  verdad  que  en  las  naciones  civiliza* 
das,  el  estranjero  tiene  el  derecho  de  esperar 
que  no  se  infrinja,  en  daño  suyo,  los  princi- 
pios fundamentales  de  humanidad  i  de  civili- 
zación. Es  necesario  no  olvidar  á  este  res- 
pectó, la  diferencia  entre  la  injusticia  política 
i  la  Laternajcional.  Solo  contra  esta  última  pue- 
de en  estricta  justicia  reclamar  el  extranjero  ; 
'*Ia  limitación  que  súfrala  libertad  del  estran- 
jero ;  lap  contribuciones  que  se  le  exijan ;  i  lo» 
gravámenes  que%se  lp  impongan,  todo  con  arre- 
glo a,  las  leyes,  ó  á  las  reformas  que  ellas  su- 
fran i  se  hayan  hecho  saber  á  las  demás  na- 
ciones, en  nada  violan  él  derecho  dé  j  entes  : 
aunque  el  estranjero  goce  menos  libertad  i . 

^     mas  contribuciones  ixuas  grav^nwpa 
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que  los  nacionales  i  aunque  esta  desigualdad, 
sea  una  inj  usticia  i  un  obstáculo  á  los  adelan- 
tos  de  la  nación." 

"Para  esclarecer  esto,  es  preciso  observar, 
que  no  toda  injusticia  cometida  contra  un  es- 
tranjero  viola  el  derecho  de  jentes.  El  dere- 
cho que  regla  la  conducta  del  estado  con  los 
que  habitan  en  su  territorio  no  es  el  que  re- 
gla la  conducta  de  los  estados  entre  sí.  Aquel 
es  el  derecho  público  interno  ó  político,  este 
es  el  derecho  de  j  entes.  El  derecho  de  jentes 
exije  que  cada  nación  respete  la  independen- 
cia, la  libertad  i  la  propiedad  de  las  otras  i 
que  les  cumpla  lo  que  sus  propias  leyes  i, .sus 
usos,  fuera  de  los  pactos,  le  tengan  ofrecido; 
Se  viola  el  derecho  de  jentes,  cuando  se  ata- 
ca alguno  de  los  derechos  primitivos  de  las 
naciones,  6  se  falta  á  alguno  de  estos  compro- 
misos lastimando  mayor  ó  menor  número  de 
derechos  derivados.  Cuando  á  un  estranjero; 
no  se  trata,  pues,  como  sehabia  ofrecido  á  su 
nación  tratarlo,  hai  injusticia  internacional  ó 
infracción  del  derecho  de  jentes.  El  derecho 
público  interno  exije  que  se  respeten  en  cada 
habitante,  ciudadano  óestranjero,  los  tres  de- 
rechos naturales,  esto  es,  aue  ninguna  persona 
se  atormente,  ninguna  libertad  se  encadene, 
ninguna  propiedad  se  menoscabe,  sino  cuando 
lo  haga  necesario  el  derecho  de  los  demás  in- 
dividuos i  el  de  la  sociedad.  Sobre  esto  nadie 
es  juez  sino  la  sociedad  misma.  Por  consi- 
guiente, si  la  autoridad  pública  veja,  oprime  i 
comete  estorsiones  contra  los  estranjeros,  con- 
forme á  la  lei  i  al  uso  establecido,  los  demás 

estados  yo  pueden  mezclarse  en  esto,  sin  víq- 
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lar  la  independencia  ó  soberanía  de  la  nación 
en  que  suceda,  la  cual  es  la  única  qué  tiene 
derecho  de  juzgar  hasta  donde  puede  esten- 
derse la  acción  de  la  lei  i  de  la  autoridad  sobre 
sus  subditos.  La  injusticia  que  se  cometa,  no 
es  internacional  sino  política.  La  nación  á  que 
pertenezca  el  estranjero  ofendido,  no  tiene  de- 
recho de  quejarse ;  pero  si  lo  tiene  éste  de 
defenderse  con  las  armas  de  la  razón  i  de 
alegar  contra  las  leyes  i  los  usos  inicuos,  la 

santa  autoridad  de  la  lei  natural" (1) 

Los  derechos  del  estranjero  se  modifican, 
segiih  la  posición  que  ocupa  respecto  á  las 
leyes  del  pais  donde  se  encuentra.  Así  el  es- 
tranjero domiciliado  no  tiene  los  mismos  de- 
rechos que  el  transeúnte ;  la  determinación 
del  domicilio  es,  pues,  importante  en  todas 
las  cuestiones  que  se  refieren  ¿i  la  condición 
jurídica  de  los  estranjeros. 

11.  Nuestro  código  civil  (arts,  45;  46,  ,0) 
llama  domicilio,  el  lugar  donde  un  individuo 
habita  (i  donde  tiene  su  principal  estableci- 


(1)  Herrera.  Notas  á  Pinhaitfo.  3.  *  sea  2.  *  El  mismo  Pirt- 
heiro,  sin  embargo,  no  acepta  ©atoa  principios;  En  gas  notas  iv 
Martens  dice  :  "Es  un  principio  falso  el  que  i  avoca  aquí 
Mr.  Martens  :  M  extranjero  nb  tiene  derébho  de  quejarte,  con 
tal  qu*  sea  tratad» como  los  nacionales"  Si  el  gobierno  obra 
injustamente  para  con  ambos,  la  injusticia  sufrid*  por  el  na-* 
eional  no  despoja  al  estranjero  del  derecho  de  quejarse.  Ade- 
mad, si  la  nación  permite  que  el  gobierno  obre  dé  ese  modo, 
puede  no  tener  el  derecho  de  aviejarse  de  ello,  porque  es  su 
propio  hecho  ;  pero  el  estranjero  qus»  no  tiene  que  hacer  nada 
uon  euo,  no  podría  ser  colocado  en  la  misma  situación.  Se  re, 
que  aquí  hablamos  de  aquellas  injusticia»  inferidas  al  estran- 
jero, con  perjuicio  de  sus  derechos  naturales  ó  adquiridos,  i  no 
de  aquello  que  solo  es  consecuencia  de  pactos  de  buena  fe*  con,* 
traídos  ntótmu&ento  por  el  Gobierno  i  por  el  estranjero/' 
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miento),  con  ánimo  de  permanecer  en  él.  Son 
dos,  pues,  los  elementos  que  constituyen  el 
domicilio  :  la  residencia  i  el  ánimo  de  perma- 
necer que  puede  revelarse,  espresamente  por. 
declaración,  ó  tácitamente  por  alguna  acción 
que  lo  hagfi  presumir.  Este  es  el  domicilio  ci- 
vil ;  el  nacional  se  refiere  á  la  nación  entera» 
cuando  se  trata  de  saber  que  lei  civil  es  la 
del  individuo. — Así  se  dice,  domiciliado  en 
Francia,  en  el  Perú,  etc.  A  esta  clase  de  do- 
micilio se  refieren  mas  inmediatamente  nues- 
tras observaciones. 

No  es  siempre  fácil  determinar  el  domici- 
lio de  un  individuo.  He  aquí  algunas  de  la» 
reglas  que  da  Story  :  (1) 

1*  Los  individuos,  se  presume  jeneralmen- 
te,  que  están  domiciliados  en  el  pais  donde 
han  nacido. 

2*  Los  estranjeros  que  residen  en  un  pais, 
permanente  ó  indefinidamente,  (mimo  manen- 
dif  son  considerados  como  domiciliados  en  ese 
pais. 

3*  El  domicilio  adquirido  por  la  residencia 
en  un  pais  estranjero,  cambia  cuando  el  indi- 
viduo ha  abandonado  ese  pais  animo  non  re- 
vertendi,  i  vuelve  al  pais  donde  tenia  su  an- 
terior domicilio.  Si  regresa  á  su  pais  natal,  el 
domicilio  en  él,  revive  aun  durante  el  viaje 
fin  trawitu),  porque  el  domicilio  nacional 
fácilmente  se  reasume.  Desde  el  momento  en 
que  se  abandona  un  domicilio  en  el  estranje- 
ro se  vuelve  á  adquirir  el  natal ;  pero  con 

(1]  Conflicto  of  l&WBi  44.  et  0?qq, 
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tina  simple  visita  á  la  patria,  sin  intención  da 
abandonar  el  domicilio  estranjero,  no  se  alte- 
ira  éste  si  regresa  á  él  el  individuo. 

4*  Los  embajadores  i  ministros  estranje* 
ros,  retienen  su  domicilio  en  el  pais  que  re< 
presentan  i  al  que  pertenecen. 

5?  Los  nacidos  en  alta  mar  se  presume  que 
tienen  él  domicilio  de  sus  padres. 

Como  se  ve,  hai  tres  clases  de  domicilio  : 
por  nacimiento,  por  elección  i  por  ministerio 
de  la  lei ;  este  último,  es  el  caso  de  la  mujer, 
cuyo  domicilio  legal  es  el  del  marido. 

12.  En  materia  de  jurisdicción,  hai  que  re- 
solver muchas  cuestiones  importantes  respec- 
to Á  estranjeros.  El  principio  de  la  lei  ro- 
mana, que  el  demandante  debe  recurrir  al 
domicilio  del  demandado  ó  donde  lo  tenia  al 
tiempo  de  contraer  la  obligación,  ha  pasado  á 
todas  las  lejislaciones  modernas.  Este  princi- 
pio admitía  la  escepcion  de  que  algunas  ac- 
ciones podían  interponerse  en  el  lugar  en  que 
éé  encontraba  la  cosa.  También  reconocia  la 
lei,  que  podía  demandarse  en  el  lugar  en  que 
se  celebró  el  contrato  ó  en  aquel  en  que  de- 
bía cumplirse,  ó  en  fin,  en  el  lugar  donde  se 
hubiese  practicado  cualquier  acto,  aunque  no 
fuese  el  domicilio  del  demandado,  con  tal  que 
se  encontrase  en  él  ó  tuviese  allí  sus  propie- 
dades. Habia,  pues,  tres  lugares  en  los  que 
se  podia  legalmente  demandar  ;  el  del  domi- 
cilio (forum  domieiiii  ) ;  el  lugar  en  que  se 
encontraba  la  cosa,  objeto  de  la  demanda 
(  forum  rei  sit&  ) ;  ó  el  lugar  donde  se  cele- 
bró el  contrato  ó  se  practicó  el  aeto  consuma- 
do {forwm  rei  geste ;  forum  contractús).  La 
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jurisdicción  bajo  el  punto  de  vista  internacio- 
nal, que  es  el  que  nos  ocupa,  debe  tener  por 
fundamento  el  hecho  de  estar  la  persona  ó  la 
cosa  dentro  de  los  límites  territoriales. 

¿De  qué  manera  podrán  entablarse  los  jui- 
cios on  que  estén  interesados  los  estranjeros, 
i  qué  procedimiento  se  seguirá  hasta  llegar  á 
la  sentencia  definitiva?  ¿Se  seguirán  las  le- 
yes, del  pais  donde  moran  los  litigantes,  ó  al 
menos,  uno  de  ellos?  ¿Se  observarán  las  le- 
yes vijentes  en  el  pais  donde  se  verifica  el 
juicio?  Estas  últimas  leyes  son  las  que  deben 
rejir,  según  opinión  jeneral  i  por  mui  buenos 
fundamentos. 

La  administración  de  justicia  es  inherente 
á  la  soberanía  nacional.  Cada  nación  tiene  el 
derecho  de  determinar  la  manera  de  adminis- 
trar justicia  i  las  solemnidades  de  los  juicios, 
como  mas  convenga  á  sus  intereses  particula- 
res. Desde  luego,  los  procedimientos  judicia- 
les tienen  que  variar  de  nación  á  nación,  por- 
que ellos  deben  guardar  armonía,  en  cada  una 
de  ellas,  con  la  índole  i  exijencias  de  su  juris- 
prudencia propia.  Por  eso  es,  que  los  procedi- 
mientos que  en  un  Estado  satisfacen  los  fines 
de  la  justicia,  en  otro,  por  la  diversidad  de  ca- 
rácter ó  por  la  diverjencia  de  hábitos,  pueden 
estar  mui  lejos  de  llenar  igual  objeto.  El  jura- 
do entre  nosotros,  para  causas  civiles  parti- 
cularmente, no  produciría  quizá  buenos  re- 
•  sultados  ni  seria  tan  benéfico  como  en  Ingla- 
terra i  en  los  Estados  Unidos.  ¿  Qué  llegaría 
á  ser,  pues,  la  jurisprudencia  de  un  pais,  si 
fuese  lícito  injertar  en  ella  cada  i  cuando  con- 
viniere, procedimientos  estranjeros,  opuestos 
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de  todo  punto  £  los  reconocidos  por  sus  leyes  ? 
Por  otra  parte,  no  habría  inteligencia  huma- 
na bastante  despejada,  para  abarcar  á  la  vez  i 
con  la  suficiente  perfección,  todos  los  procedi- 
mientos empleados  por  todas  las  naciones  del 
globo.  Los  juicios,  ademas,  serian  intermina- 
bles, porque  su  misma  complicación  ocasiona- 
ría retardos  considerables  con  grave  daño  de 
los  interesados. 

Todo  lo  que  puede  hacer  una  nación  es  abrir 
sus  tribunales  á  los  estranjeros,  de  la  misma 
manera  i  en  la  misma  forma  que  están  abier- 
tos para  los  nacionales ;  darles  los  mismos 
medios  de  defensa  i  de  pruebas  i  las  mismas 
garantías  que  se  otorgan  á  los  naturales  del 
pais.  (!) 

Las  leyes  del  Perú  han  adoptado  comple- 
tamente i  como  no  podían  dejar  de'  hacerlo, 
este  medio.  Siguiendo  al  Código  francés*  el 
nuestro  no  da  jurisdicción  forzosa  á  los  tribu- 
nales en  juicios  entre  estranjeros,  pero  les  de- 
ja espedita  la  vía,  si  desean  ocurrir  a  ella 
(art.  43) ;  esto  en  el  caso  de  que  se  trate  del 
cumplimiento  de  una  obligación  contraída  en 
el  estranjero.  Cuando  la  obligación  se  ha  con- 
tra ido  en  el  pais,  los  tribunalejs  tienen  juris- 
dicción forzosa  (art.  36).  En  cualquier  caso, 
el  juicio  debe  seguirse  con  los  mismos  trámi- 
tes i  en  la  misma  forma  que  se  observan, 
cuando  los  litigantes  son  peruanos. 

1 3.  Las  reglas  sobre  escepciones  han  ocu- 
pado no  pequeña  parte  de  los  trabajos  sobre 
derecho  internacional  privado.  Entre  ellas,  la 

(1)  Story,  c.  14,  passim. 
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•  prescripción  es  la  mas  digna  de  especial  pon- 
sideración.  La  prescripción  no  está  relació- 
nada  con  la  esencia  del  juicio ;  para  calificarla, 
no  necesita  el  iuez  descender  al  examen  fnti- 
mo  de  las  razones  alegadas  por  las  partes  para 
fundar  el  derecho  materia  prinóípal  del  liti- 
jio;  es  simplemente  un  medio  de  defensa,  i 
por  lo  mismo,  no  pertenece  según  el  lengua- 
je del  foro,  ad  litis  decisionem,  sino  .  ad  litis 
ordinationem.  En  virtud  de  la  prescripción  es 
fijo  i  fatal  el  período  dentro  del  cual  puede 
reclamarse  un  derecho.  Esto  está  fundado  en 
consideraciones  de  justicia,  i  si  no  existiera  le- 
galmente,  serian  tan  interminables  como  inú- 
tiles ciertos  litijio8  en  que  no  puede  probarse- 
el  derecho.  Es  una  máxima  jeneral  de  derecho 
internacional  privado,  que  todas  las  deman- 
das &e  han  de  entablar  dentro  del  período  fija- 
do por  la  lei  del  lugar  en  que  se  verifica  el 
juicio  (1) 

Desde  luego,  esto  es  en  todas  las  acciones 
i  todos  los  derechos  que  no  son  reales,  es  de- 
cir, que  no  versen  sobre  inmuebles  ó  sobre 
derechos  relativos  á  inmuebles,  porque  como 
a  hemos  visto,  en  este  caso  hai  que  aplicar 
ía  lei  del  lugar  donde  se  encuentra  el  inmue- 
ble que  motiva  el  juicio. 

14.  Sucede  á  menudo  que  en  el  trascurso 
de  un  juicio,  se  hace  indispensable  obtener 
conocimiento  de  algún  documento,  examinar 
testigos  ó  adquirir  otros  medios  de  prueba 
que  no  se  encuentran  en  el  lugar  del  proceso, 
amo  fuera  de  la  jurisdicción  nacional.  Para 
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^fites  t^wos,  se  ha  admitido  la  costumbre  da 
4ÉNKmr  despachos  denominadofe  exhortas,  re- 
«^tu&tóñas;  ó  cartas  de  justicia.  Beconoéido  él 
principio  de  la  independencia  de  las  naciones, 
es  evidente  que  ninguna  está  obligada  á,  ad- 
mitir i  dar  curso  á  los  exhortos  de  otra  na- 
ción. Pero  las  ventajas  que  recíprocamente 
reportan,  han  consagrado  la  costumbre  de 
aceptar  esos  documentos,  si  bien  observando 
ciertas  formalidades. 

^  15.  Xa  segunda  aparte  del  derecho  interna- 
cional privado,  se  refiere  á  los  actos  ilícitos 
del  hombre. 

3Sn  ésta  parte,  se  trata  de  establecer  prin- 
cipios .fijos  que  reglen  1.°  los  juícíqs  de  los 
tribunales  cuando  son  los  del  pais  á  que  per- 
tenece él  reo  que  ha  delinquido  en  el  eátráfa- 
jero  ;  2.Q  el  iuzgániiento  de  un  reo  estranjero 
ptot  los  tribunales  dá  üáiá  donde  cometió  el 
cielito ;  Ó.6  el  valor  de  las  sentencias  crimina- 
les, en  páis  estranjero,;  4.°  la  extradición  de 
tes  colímales ;  i  que  resuelvan,  ademas,  todas 
laa  destrones  •  numerosas,  relacionadas  con  ca- 
da, uno  de  estos  puntos. 

351  deretíhd  criminal  internacional  no  se  ocu- 
pa'directa  é  inmediatamente    del  castigo  á 
we  sé  haheóho  acreedor  un  delincuente  ;  su 
'  objeto  jprkabíclial  es  determinar  el  mbdd  fcomo 
na  üé  nacerse  efectiva  la  responsabilidad  ói- 
yÜ  que  nace  de  la  perpetración  del  delito. 

1 6.  El  delito  cometido  por  un  regnícola 
puede  'dañar  al  Estado,  á  sus  conciudadanos,  á 
utí  Estado  estranjero,  ó,  en  fin,  á  subditos  és- 
irai^erbs.'  Así  también;  él  delito  cometido  por 
$i  estraiijéro  puedo  perjudicar,  al  Estado  en 
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que  habita,  á  los  ciudadanos  dq  ese,  Estada ;.  á 
otro  Estado  ó  á  sus  conciudadanos.  Ninguna 
duda  cabe  respecto  á  las  infracciones  cometi- 
das por  un  individuo  dentro  de  los  límites  de 
su  nación,  empleándose  la  palabra  límites 
en  su  sentido  ings  lato,  es  decir,  comprendién- 
dose todo  el  territorio  nacional,  i  por  consi- 
guiente, también  los  ríos,  lagos,  islas,  etc.,  los 
buques  nacionales,  cuando  se  encuentran  én 
alta  mar,  i  los  de  guerra  en  todas  partes.  No 
hai  concordancia  de  opiniones  acerca  del  de- 
recho que  tenga  la  nación  para  enjuiciar  á 
aquellos  de  sus  subditos  que  delinquen  en  el 
estranjero.  Para*  determinar  este  derecho  i 
fijar  su  estension,  es  preciso,  á  falta  de  princi- 
pios fijos,  atenerse  en  la  práctica  á  las  pres- 
cripciones positivas  de  cada  nación.  En  el  Pe- 
rú, el  Cócjigo  de  enjuiciamientos  en  materia 
penal,  dispone  (art.  2\°  8*)  que  son  enjui- 
ciables en  el  Perú  los  delitos  cometidos  por 
peruanos  en  el  estraiy ero  contra  peruanos,  «i 
á  su  regreso,  fueren  demandados  por  el  agra- 
viado ;  también  caen  bajo  la  jurisdicción  cri- 
minal de  la  república  ciertos  delitos  como  fal- 
sificación de  la  moneda  nacional,  ó  de  docu- 

»  9  4 

mentos  de  crédito  público,  que  cometan  les 
peruanos,  en  el  estranjero  (art.  29,  6  ° ) 

17.  En  cuanto  al  ejercicio  de  la  jurisdicción 
criminal  sobre  los  estranjeros,  es  necesario 
distinguir  los  casos  en  que  el  delito  se  ha  co- 
metido en  el  mismo  lugar  en  que  se  trata  de 
exijir  la  responsabilidad  civil,  de  aquellos  en 
que  el  delito  se  ha  cometido  en  otro  territo- 
rio. Todo  estranjero  puede  ser  enjuiciado  en 
el  territorio  en  que  está,  aun  momentánea- 
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mente,  por  crímenes  cometidos  en  ese  territo- 
rio. Si.  el  poder  de  castigar  se  detiene  en  ka 
fronteras,  también  es  cierto  que  sp  estiende 
sin  distinción  alguna,  tonto  sobre  los  natura- 
les como  sobre  los  extranjeros  que  se  en- 
cuentran en  el  territorio  nacional.  El  estran- 
jero  está  bajo  la  protección  de  las  leyes  i  por 
lo  mismo  está  obligado  á  respetarlas  i  obser- 
varlas ;  la  soberanía  se  perdería,  si  no  pudiese 
hacer  cumplir  la  leí  que  es  manifestación  de 
su  existencia.  En  nada  influye  la  persona  con- 
tra quien  se  cometió  el  crimen,  ni  ha¿  que 
considerar  el  mpdo  cómo  fué .  perpetrado,  ni 
las  circunstancias  que  lo  acompañaron;,  el 
hecho  principal  que  lo  constituye  justiciable 
por  las  autoridades  nacionales,  es  la  violación 
de  las  leyes  vijentes.  (1) 

18.  Respecto  al  enjuiciamiento  de  un  es- 
tranjero  por  delitos  cometidos  en  otro  terri- 
torio^ están  encontradas  las  opiniones  de  los 
autores.  En  jeneral  las  legislaciones  positivas 
no  admiten  esta  jurisdicción. 

19.  De  todas  estas  reglas,  es  escepcion  la 
extraterritorialidad  de  que  gozan  ciertas  per- 
sonas constituidas  en  dignidad  que  residen  en 
el  estninjero.  Cuando  las  naciones  acostumbra- 
ron considerar  por  una  ficción  á  los  embaja- 
dores, como  si  estuviesen  en  presencia  de  su 
soberano,  no  fué  difícil  llegar  por  una  fic- 
ción semejante,  á  considerarlos  como  fuera 
del  territorio  (quasi  extra  territorium  del  pais), 
donde  estaban  acreditados.  Por  eso,  no  po- 
dían ser  citados  ante  los  tribunales,  tenían  ju- 
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\  (1)  Fcelix.  Droit  International  Privé.  Lib.  I J.,  tit  9.*. 
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tiadicciarr  sobre  su  comitiva,  su  domicilio  era 
-inviolable  par&  las  autoridades  locales  i  goza- 
ban ademas  de  <otros  privilójios  i  franquicias 
semejantes.  Al  conjunto  de  estas  prerogati- 
vas  se  le  denomina  dereého  de  e&tratterrito- 
Tiáíidud,  i  corresponde  á  los  :representantes  de 
tina  nación,  residentes  en  otra.  Para  gozar  de 
^pte'dtef,«ého,  no  basta  solo  la  dignidad.  'Suce- 
de muchas  veces  que  una  nación  constituye 
en  otra  iajentes  públicos,  comoajentes  fihan- 
fcifcrois,  cónfeuíes,  comisarios  fiscales,  etc.  Es- 
tas personas  no  gozan  de  extraterritorialidad 
sin  mas  que  por  'poseer  un  nombramiento  pú- 
blico ;  porque  é£a  ficción  tiene  por  base  el  ca- 
rácter representativo  de  los  que  disfrutan  de 
ella,  i  feino  existe  éste,  como  sucede  con  los 
có  nsules  reputados  por  la  ciencia  como  meros 
ájetites  comerciales,  no  existe  tampoco  la  ex- 
traterritorialidad. 

El  examen  de  los  derechos  i  exenciones  que 
se  derivan  de  esta  ficción  legal, '  llena  uno  de 
los  capítulos  mas  interesantes  del  dereóho  in- 
ternacional público. 

.20.  Una  de  las  prartes  del  derecho  penal 
internacional  que  mas  frecuente  aplicación 
ofrece  en  la  práctica,  es  la  que  se;  dedica  á  in- 
vestigar los  principios  que  débeh  reglar  la 
extradición  de  los  criminales.  Extradición  es 
'  la  entrega  que  de  un  reo  hace  una  nación  á 
otra,  a  fin'  de  que  sea  jugado  i  sentenciado 
por  los  tribunales  competentes.  Lejos  de  es- 
tar acordes,  los  tíratadistas  sobre  el  derecho 
de  éxijir  la  extradición,  cada  dia  se  suscitan 
nuevas  discusiones,  i  así,  aun  no  tenemos  re- 
glas fijas  sobre  tan  importante  asunto.  La 
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opiniou  mas  jenejralvno»  es  favorable  al  dejre-. 
cho,  i  solo  se  comiede,  que  la,  extradición  4eb& 
estar  fundada  en  consideraciones  de  coi^vq~ 
niencia  reciproca  i  autorizadapor  ujx  tratado. 
Suele  pedirse  la  extradición  aun  sin  que  ejxisr 
ta  este  líltimo  .reqpdsito ;  pero  entonces,  es. 
difícil  que  se  consiga,  i  aumenta  la  dificultad 
si  el  reo  e&  natijir¿d  del  pais  que  ha  dq  otor- 
garla»  Lias  leyes  de  muchos  pauses  .prohiban 
k  extradición  de  los  reos  regnícolas. , 

21.  Se  haii  fijado  algupos  principios  jeperan 
les  sobre  extradición  que  no  es  inútil  conocer. 
Estos -son: 

1.°  Se  acuerda  la  extradición  de  un  reo, 
jozgadp  i  sentenciado  ejx  el  lugar  de  su  donuj 
cilio,  solamente  por  el  tiempo  necesario  peora 
que  cumpla  su  pena. 

2.°  El  reo  solo  puede  ser  juzgado  i  senteUh 
ciado  por  el  delito  que  ocasionó  su  extradi- 
ción. 

3.9  Solo  se  concede  la  extradición  por  he- 
chos que  son  ilícitos  según  todas  las  lejisla* 
ciones  ;  así,  no  se  concede  por  delitos  políti- 
cos; i  para  evitar  dudas  i  embarazos,  se  acos- 
tumbra jeneralmente  designar  en  los  tratados 
en  que  se  estipula  la  extradición,  los  delitos 
que  deben  motivarla. 

Sobre  los  delincuentes  políticos,  es  del  caso 
advertir,  que  si  bien  su  extradición  no  es  jus- 
ta en  principios  ni  está  consagrada  por  la 
práctica,  sin  embargo,  como  no  puede  admi- 
tirse que  los  descontentos  de  un  pais  encuen- 
tren en  playas  estranjeras  abrigo  i  auxilios 
para  atacar  las  instituciones  patrias,  se  acos- 
tumbra, pedir  su  alejamiento  de  las  fronteras. 
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ó  la  expulsión  de  aquellos  refujiados  que  cons- 
piren abusando  de  la  hospitalidad  estranje- 
ra.  (1) 

•  22.  Son  tan  importantes  las  ventajas  que 
reportan  las  naciones  del  establecimiento  de 
ciertas  concesiones,  i  de  la  limitación,  según 
los  casos,  de  sus  derechos  soberanos,  que  casi 
no  hai  una  sola  que  no  lo  haya  permitido. 
Esas  concesiones  deben  ser  recíprocas  desde 
que  recíprocos  son  los  bienes  que  producen  ; 
la  reciprocidad  es  el  gran  medio  de  tranquili- 
zar las  suceptibilidades  nacionales,  es  la  fuen- 
te fecunda  de  multitud  de  reformas  útiles,  i 
es  el  gran  elemento  que  ha  de  servir  para  con- 
vertir en  realidad  muchas  de  las  doctrinas  del 
derecho  internacional  privado,  que  hoi  solo  se 
consideran  como  hermosas  teorías  i  principios 
abstractos. 


(1)  Fcelix.  Lib.  II.,  tit  9.°,  cap.  VIL 
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23.  I^a  condición  jurídica  de  los  estraíijeros 
en  el  Perú  no  ha  sido  uniforme  ni  invaria- 
ble ;  lejos  de  eso,  ha  ido  modificándose,  se* 
gun  las  épocas,  i  según  las  ideas  que  en 
ellas  predominaban.  No  ha  sido  la  misma  la 
condición  de  los  estranjeros  en  el  coloniaje,  í 
en  el  período  de  nuestra  existencia  indepen- ' 
diente ;  i  al  examinarla  en  estos  dos  interva- 
los, ofrece  al  ojo  menos  atento  caracteres 
diametralmente  opuestos,  i  un  marcado  é  in- 
deleble antagonismo. 

24.  En  el  coloniaje,  fué  el  estranjero  vícti- 
ma de  la  mezquina  e  ,ignorante  política  de  los 
reyes  españoles.  Mirada  la  América  como  pa- 
trimonio particular  i  esclusivo  de  la  Corona, 
solo  á  ella  era  dado  esplotarlá.  Se  olvidaban 
aquellos  magnates  de  la  población  que  gra- 
dualmente  se  multiplicaba    en  sua  lejanas 
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comarcas,  pora  acordarse  únicamente  de  des- 
pojarlas de  sus  riquezas.  Hasta  en  la  satisfac- 
ción de  su  codicia  insaciable  usaban  medios 
torpes  é  inadecuados.  No  era  el  opulento  rei- 
no veje  tal,  no  era  (el  desarrollo  de  sus  nume- 
rosos animales,  no  era,  en  fin,  ninguno  de 
aquellos  elementos  de  prosperidad,  que  exi- 
jenparasu  fomento,.  eLinjenio,  la  ilustración 
ó  el  trabajo  del  hombre ;  la  mina  era  lo  que 
atraía  la  mirada  del  avariento  EspañoL  Era 
nec&afóft  encontrar  el  oro  en  barras ;  i:  el  pe- 
queño tr%faúp  <lue  aun  est^rgaa^adq  1»  indus- 
tria exijia  debia  hacerse  por  los  criollos  é 
indios.  Todos  los  reglamentos  dictados  i  san- 
cionados para  la  América,  no  tenían  mas  fin 
que  la  conservación  del  inicuo  monopolio  es- 
tablecido en  un  arranque  de  codicia  real,  i 
cpfíp^ado  en  la  ignorancia  ma*  completado 
la, si'^cia  económica.  La  rélijión  prestftbfi  su 
m^nto  para  cohonestar  estas  &ísposicíoh|&8,  i 
en  verdad^  era  indispensable  buscarles  alguna 
eppusa  sobrenatural,  ya.que  oya  de  tpdo'pún- 
tp  imposible  encontrarles  justíft^acjan  alguna 
en  la  tí^ra.  .-»■••> 

25.  Es  inútil  que  los  escritores  Españoles 
pr.Ótendaj},  esplic^r  el  hecho  de  nuestra  Inde- 
p^dpwfífl'  apelaiiclo  a  la  protección'  de  In- 
glaterra i  aT  apoyó  de  los  Est&dós  Unidos ; 
i  son  curiosos  los  esfuerzos  <júe  hac^  cierto 
escritor  de  la  Península  para  demostrar  que 
nuestra  independencia  la  debemos  a  ía  ex* 
ceávajqneyosidad  del  Gobierno  dé  España. 
"í¡ra  necesario/*  dice,  "ignorar  enteramente 
loa  sentimientos  del  corazón  humano,  ni  tener 

«0j&  tiatur^  de  la  hiatoria  antigua  i  moderna^ 
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para  no  pi^veer  que  en  el  día  en  que  los 
americctnos..  llegasen  á  conocer  su  situación, 
i  á  considerarse  con  suficiente  f tuerza  para  se* 
pararse  det  la  Metrópoli,  dejasen  de  hacerlo 
en  la  primera  ocasión  favorable  que  sa  les 
presente.se," 

"El  gpbierno  de  Madrid  jamas  tuvo  pre- 
sante, este  futuro  necesario  ;  i  en  vez  de  coar- 
tar i  poner  limites  á  la  ilustración  que  tan 
impolíticamente  se  había  fomentado  en  tieiiL- 
po  ele"  Carlos  I Ií,  permitió  i  toleró  que  ésta 
fuese  cada  dia  en  aumento  con  el  roce  i  trato 
de  los  éstranieros;  franqueando  á  éstos  la  en- 
trada en  aquellos  paises,  contra  lo  que  estaba 
sabiamente  dispuesto  por  las  leyes  de  Indias ; 
cuya  imprevisión  es  mas  notable  en  el'  Señor 
Don  Carlos  IY,  que  dispuso  i  mandó  que  se 
'manifestasen  los  archivos  i  permitiese  al  ba- 
rón de  Hiimboldt,  sacar  copia  i  noticia  de  .tor 
loa  documentos  que  exijiese,   para  escribir  su 
célebre  Enrayo  del  Reino  de  la  Nueva  Espar 
üa,  por  el  que  lia  llegado  á  noticia  de  las  de- 
mas  naciones,  lo  que  convenia  tener  oculto  "{!) 
La  ignorancia  erijida  en  principio  de  gobier- 
no, hé  aquí  lo  que  francamente  confiesa  Pre- 
sas. Sus  palabras  no  necesitan  ningún  co- 
mentario. 

El  mismo,  escritor  hace  notar  cpnjio  causas 
de  nuestra  emancipación,  el  odio  de  los  crio- 
llos contra  los  JCs panoles  residentes  en  Amé- 
riea>  ©1  absolutismo,  la  corrupción  i  la  vena- 
lidad de  los  mandatarios,  los  trabajos  de  los 

(1)  Juicio  imparciál  sobre  las  principales  causas  de  U  re- 
volución de  la  América  Española,  por  doa  Jasó  .Presas,  &ir* 
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americanos  en  la  Península  desde  1810  has- 
ta 1822.  Pero  todas  estas  son  causas  mui  se- 
cundarias. Colmeiro  piensa  con  mas  juicio, 
cuando  dice  :  "atribuyen  la  emancipación  de 
la  América  Española  á  varias  causas,  que  sin 
duda  habrán  influido  mas  ó  menos  en  preci- 
pitar el  desenlace  del  orden  de  cosas  estable- 
cido por  la  Conquista ;  pero,  en  realidad,  este 
suceso  es  la  sencilla  manifestación  de  la  lei 

de  la  naturaleza Una  colonia  se  apega 

ala  madre  patria  i  se  le  mantiene  sumisa, 
mientras*  necesita  de  su  amparo ;  mas  sintién- 
dose robusta,  se  desgaja,  del  tronco  primiti- 
vo, i  al  apellido  de  libertad,  organiza,  su  ma- 
nera de  Gobierno."  (1) 

26.  Entre  los  errores  de  la  Metrópoli,  nin- 
guno tan  trascendental  como  la  opresión  é 
injusticia  con  que  trataba  á  los  estranjeros. 
Esto  nos  granjeó  las  simpatías  de  nacio- 
nes poderosas,  las  cuales,  queriendo  protejer 
á  sus  subditos  hicieron  causa  común  con  los 
americanos,  facilitando  así  el  progreso  de 
nuestra  emancipación.  Tal  vez  sin  este  auxi- 
lio, nuestra  lucha  habría  sido  dilatada  i  nues- 
tras esperanzas  por  largo  tiempo  diferidas. 

La  Inglaterra,  que  jamás  vacila  en  em- 
plear grandes  armamentos  i  sumas  fabulosas 
para  dar  protección  i  ensanche  á  su  comercio, 
cualesquiera  que  sean  las  latitudes  donde  lo 
exija,  siguiendo  su  tradicional  costumbre  fa- 
voreció solapadamente  nuestros  conatos  de 
emancipación,  i  este  ejemplo  habrían  segu: 


(1)  Derecho  Constitucional  d*  las  IkptihUw  Hwpww 
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do  otras  naciones  particularmente  la  Fran- 
cia, si  hubiesen  poseído  los  mismos  intereses 
mercantiles  que  Iqs  ingleses,  i  si  esta  última 
no  hubiese  tenido  su  libertad  de  acción  em- 
barazada por  compromisos  egoístas  é  ilegales 
con  Espafia» 

27.  i1 1  estranjero  era  la  pesadilla  del  Go- 
bierno de  Madrid.  No  pudiendo  alegar  razón 
ninguna  con  era  la  bienhechora  industria,  con* 
tra  la  fecunda  actividad  que  venia  del  este- 
rtor, recurrió  al  anatema  relijioso,  para  fun- 
dar en  él  el  anatema  político. 

Las  gabelas  innumerables,  las  multiplica- 
das trabas  que  en  el  Coloniaje  oprimian  al 
comercio  estranjero,  no  podian  tener  mas  que 
un  resultado  ;  el  mismo,  sin  duda,  que  se  ha- 
bía propuesto  alcanzar  la  Metrópoli :  la  des- 
trucción completa  de  ese  comercio,  i  como 
consecuencia,  el  alejamiento  voluntario  i  de- 
finitívo  de  todos  los  estranjeros.  Las  leyes  de 
Indias  eran  un  código  Draconiano  en  todo 
lo  que  dice  relación  con  el  estranjero,  i  fácil- 
mente se  formará  idea  de  su  espíritu,  trascri- 
biendo algunas  de  sus  disposiciones  á  este 
respecta 

28.  Las  leyes  de  Indias  se  ocupan  de  los 
pasajeros  i  estranjeros.  En  la  imponente  cen- 
tralización española,  no  solamente  sobre  estos 
últimos  pesaba  la  férrea  mano  de  la  leí 

Todo  individuo  debia  pedir  licencia  al  Rei 
para  pasar  á  las  Indias,  i  al  que  no  cumplía 
con  este  requisito  se  le  confiscaban  sus  bie 
ries,  adjudicándose  la  quinta  parte  al  denun- 
ciante. ]  ios  que  llegaban  á  América  sin  la 
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l§a  permitiese  ejercer  ni  aun  los.  derechos,  pri- 
mordiales, tales  como  el  de  la,  tes  tara  en  tif ac- 
ción i  otros,,  aunque  este  rigor  fué  suavizado . 
mas  tarde  por  algunas  reales  cédulas.  Los 
empleados,  como  capitanes  jeiierales,  oficia- 
les i  ministros  de  armada,  eran  privados  de 
su  oficio  i  sufrían  otras  penas  «según  su  gra- 
duación, si  encubrían  la  travesía  de  estas 
personas;  i  en,  las  fianzas  que  daban  los 
maestres  por  sus  oficios,  se  hacia  insertar 
cláusula  especial,  previendo  el  mismo  caso. 
No  eran  ilimitadas  en  duración  las  licencias 
reales ;  ¿  lo  sumo  se  estendian  por  dos  años, 
un  plazo  demasiado  corto  para  que  el  indivi* 
dúo  se  arraigase,  pudiese  establecer  una  fa- 
milia i  cobrar  cariño  al  nuevo  suelo.  Se  da- 
ban estas  licencias  después  de  haber  escudri- 
ñado con  prolijidad  la  ocupación  del  solici- 
tante, el  objeto  de  su  viaje,  sus  intenciones, 
proyectos  i  demás  circunstancias.  No  esta- 
ban libres  de  la  licencia  los  individuos  que, 
nacidos  en  las  Indias,  volvían  á  ellas  de  JEs- 
paña,  aunque  tuviesen  á  sus  padres  en  Amé- 
rica. No  podian  obtenerla  ciertas  personas  á. 
quienes  les  estaba  absolutamente  prcdáhida  > 
hacer  el  viaje,  como  eían  los  nuevamente 
convertidos  á  la  Iglesia, .  los  reconciliados,  los 
hijos  ó  nietos  de  quemado,  los.  esclavos  blan- , 
eos,  negros  loros,  mulatos  berberiscos,  negros 
ladinos,  esclavos  negros  del.  Levante,  criados 
entre  moros,  jitanos,  sus  hijos,  criados  i  otros 
qu$  puntualiza  la  Recopilación  de  Indias.  Es- 
ta prohibición  se  estendia  también  á  las  mu-'  • 
jeres  solteras,  i  á  las  casadas,  á  no  ser  quo 

1&£  ac^xopañasen  sus  maridos,  Um  yea  en 
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las  Indias,  les*  era  vedado  á  los  individuos  va- 
riar de  residencia. 

29.  A  los  estranjeros  les  comprendían, 
■ademas  de  las  disposiciones  anteriores,  las 
siguientes.  Les  estaba  probibido  tratar  ó  con- 
tratar en  las  Indias  no  solo  para  España  au- 
no para  otras  partes,  i  cuando  obtenian  la  li- 
cencia real  para  la  travesía,  solo  debían  llevar 
sus  caudales  propios  i  no  los  de  otros  com- 
patriotas, bajo  pena  de  perder  las  mercade- 
rías i  todos  sus  bienes.  Esta  confiscación  la 
aprovechaban,  por  terceras  partes,  el  fisao,  el 
juez  i  el  dentinoiante.  Igual  pena  se  aplicaba 
al  estranjero  que  comerciaba  en  las  Indias. 

m  Los  procesos  de  los  estranjeros  no  seremi- 
tian  á  España,  "para  escusar  los  recursos  que 
hacen  á  sus  embajadores."  Se  llevaba  una  ra- 
zón detallada  de  todos  los  estranjeros,  y  á  los 
poquísimos  que  conseguían  lk  licencia  real,  les 
estaba  vedado  abandonar  los  puertos.  Para 
complemento  de  estas  restricciones,  se  prohi- 
bía á  todos  los  habitantes  tener  tratos  con  es- 
tranjeros, so  pena  de  perder  la  vida  i  sus  bie- 
nes, cualquiera  que  fuera  el  estado  y  condición 
del  culpable  ;  añadiendo  la  leí  para  justificar 
esta  medida,  que  "los  enemigos  de  la  corona, 
adquirían  de  los  estranjeros  noticias  del  estado 
de  las  cosas,  en  las  provincias  e  islas»"  Solo  los 
estranjeros  mecánicos  eran  esceptuados  de  al- 
gunas de  estas  disposiciones,  por  que  "la  prin- 
cipal causa  consiste  en  purgar  la  República  de 
personas  que  no  convienen  i  conservar  las  que 
fueren  útiles  i  necesarias,  guardando  las  inte- 
gridad de  nuestra  Santa  Fe  Católica. 

.30.  Eran  considerados  como  españoles  ios 
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hijos  de  estranjeros,  nacidos  en  las  Indias;  pe- 
ro para  que  pudiesen  los  estranjeros  comerciar 
i  tratar,  necesitaban  tener  una  residencia  de 
veinte  a-aos ;  i  durante  diez  aftas»  debian  po- 
seer casa  i  bienes  raices,  i  casarse  con  una  es- 
{>añola,  ó  con  una  hija  de  estranjero  nacida  en 
as  Indias.  Mas  en  todo  tiempo,  se  les  pro- 
hibía ciertos  comercios,  como  el  de  oro,  plata 
i  cochinilla. 

31.  Supérfluo  es  añadir  que  la  importación 
de  libros  impresos  estaba  prohibida.  También 
se  comprende,  que  en  materia  de  tolerancia 
relijiosa  no  serian  mui  suaves  las  leyes  espa- 
ñolas. Una  lei  se  espresa  así :  "porque  crecen 
los  inconvenientes  de  pasar  á  las  Indias  es- 
tranjeros i  residir  en  los  puertos  i  otras  partes, 
i  de  algunos  se  ha  esperimentado  que  no  son 
seguros  en  las  cosas  de  nuestra  Santa  Fé  Ca- 
tólica, i  conviene  atender  mucho  á  que  no  se 
siembre  algún  error  entre  los  indios  i  jente 
ignorante  :  Mandamos  á  los  Vireyes,  audien- 
cias i  gobernadores,  i  encargamos  á  los  Ar- 
zobispos i  Obispos  que  se  correspondan  i 
ayuden  i  procuren  limpiar  la  tierra  de  esta 
jente,  i  los  hagan  echar  de  las  Indias  i  em- 
barcar en  las  primeras  ocasiones  á  costa  de 
ellos,  poniendo  siempre  mui  cuidadosa  dili- 
jencia,  de  que  nos  avisaran." 

32.  La  lei  sé  ocupaba  respecto  del  estranje- 
ro, de  su  ida,  de  su  residencia  i  hasta  de  su 
regreso,  i  por  todas  partes  estaba  rodeado  de 
dificultades.  Con  semejante  sistema,  ¿á  qué 
vendría  el  estranjero  á  las  J  ndias?  Por  mise- 
rable i  desvalido  que  fuese  entre  los  suyos. 
?podia  esperar  que  mejoraría  su  condición, 
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visitando  tan  ásperas  playas?  Las  costas  ame- 
ricanas, como  era  natural,  eran  tan  solo  el 
punto  de  reunión  de  multitud  de  piratas,  que 
hacían  repentinos  desembarcos,  con  el  objeto 
de  arrancar  por  la  violencia  lo  que  legalmen- 
te  no  podía  obtenerse  por  las  vis  del  comer- 
ció.  Cegarlas  era  el  conato  del  lejislador. 
Bien  sabían  los  que  sostenían  esas  disposi- 
ciones, que  para  matar  todo  contacto  con  el 
estranjero,  era  suficiente  acestar  un  golpe 
maestro  á  la  ocupación  que  mayor  número 
de  jente  atrae  del  esterior.  Para  apreciar  to- 
da la  severidad  de  estas  leyes,  es  preciso  no 
olvidar  que  jeneralmente,  i  en  especial  en- 
tre los  españoles,  la  lei  no  tiene  siempre  una 
aplicación  á  la  vez  que  estricta,  ilustrada  ;  i 
esto  es  mucho  mas  cierto,  tratándose  de  le- 
yes que  debian  aplicarse  muí  lejos  del  lugar 
donde  se  dictaban  i  por  órganos  semi-inde- 
pendientes  del  centro  gubernativo.  Ya  fuera 
la  lei  favorable  ó  adversa  al  estranjero,  los 
tenientes  de  la  Corona,  interesados  en  las 
confiscaciones,  teuian  mucho  aliciente  para 
aumentar  su -rigor  ó  restrinjir  su  benignidad, 
según  su  interés  ;  sin  que  se  enrojeciera  la 
mano  de  esos  magnates  al  recibir  dádivas  i 
aceptar  sobornos.  De  aquí  surjia  una  inso- 
portable tiranía  i  una  serie  de  abusos  i  un 
i  un  esto  favoritismo. 

33.  Fácilmente  se  deduce  de  lo  dicho,  que 
propiamente  h  iblando,  no  habia  comercio  en 
las  indias.  Eliminada  la  actividad  estranje- 
ra,  solo  restaba  la  del  Gobierno  ó  la  de  los 
traficantes  españoles,  i  conocidos  el  carácter 
'  é  ilustración  de  esas  dos  entidades,  no  es  di* 
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fícil  imajinarse  las  condiciones  i  estension 
que  alcanzaría  el  comercio  en  nuestra  Ame- 
rica. 

34.  Una  vez  proclamada  en  el  Perú  su  in- 
dependencia de  toda  nación  estrana,  no  fué  «1 
menos  palpable  de  los  beneficios  conquistados 
la  posición  que  pasaron  á  ocupar  los  estranje- 
ros.  Sea  cual  fuere  el  motivo  que  para  ello 'tu- 
vieran, la  revolución  de  las  colonias  america- 
nas encontró  en  ellos  un  poderoso  auxiliar, 
especialmente  en  los  ingleses  que  nos  propor- 
cionaban armas,  artículo  de  indispensable  uti- 
lidad i  de  difícil  adquisición. 

Las  nuevas  repúblicas,  al  surjir  á  una  vi- 
da propia,  no  podian  menos  de  sentir  cier- 
ta gratitud  por  esta  circunstancia,  i  aunque 
el  cambio  habia  sido  violento,  i  era  natural 
esperar  que  los  hombres  de  la  nueva  era 
se  dejasen  arrastrar  por  la  política  errónea 
á  que  por  tantos  años  se  les  había  acos- 
tumbrado, sin  embargo  la  reacción  fué  com- 
pleta. 

35.  Tres  meses  después  de  proclamada  la 
independencia  en  el  Perú  i  cuando  estaba 
aun  lejos  de  cimentarse  la  obra  de  libertad,  se 
dictó  un  decreto  que  favorecía  notablemente  á 
los  estranjeros.  "Para  obviar",  dice  esa  dis- 
posición suprema,  "en  lo  sucesivo,  las  cues- 
tiones que  podrían  suscitarse  entre  los  co- 
mandantes de  los  buques  de  guerra  d©  las 
naciones  neutrales  i  el  gobierno  del  país,  -$o- 
bre  los  derechos  que  gozan  en  él  los  extran- 
jeros residentes,  i  las  obligaciones  á  que  se 
sujeten  .durante  su  permanencia, — «e  declara, 
que  son  iguales  á  los  peruanos  l$s  osiranje- 
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roscara  ^1  ejercicio  desús  «derechos,  i  q#e 
gozarán  de  la  protección  deil  gobierno  ¿  de- Jas 
leyes,  aínte  las  cuales  no  hai  aceptación  de 
¡personas.  Están  sujetos  los  estranjeros  a  las 
leyes  del -pais  i  alas  órdenes  del  gobierno, 
perdiendo  la  facultad  do  pedir  la  interveocion 
de  los  poraandantes  de  los  buques  de  guerra  ó 
cónsules  de  sus  naciones,  á  no  ser  en  el  caso 
de  una  manifiesta  infracción  de  sus  derechos. 
También  están  obligados  los  estranjeros  resi- 
dentes á  tonaat  las  armas  para  defender  el 
orden  interior,  pero  no  para  dejar  su  neutrali- 
dad -tomando  las  armas  contra  los  españoles. 
Están,  ademas,  obligados  á  pagar  las  contri- 
buciones i  sufrir  las  cargas  de  los  habitantes, 
¿n. proporción  á  sus  fortunas  i  á  los  beneficios 
de  su  industria." 

Estábamos  entonces  en  plena  guerra  de  in- 
dependencia,  i  las  cirouustaneias  haciah  que 
se  impusiese  á  los  estranjeros  ciertas  formali- 
dades* «peixx  no.  prohibiciones.  Así,  á  princi- 
pios de  1832,  se  mandó  por  un  decreto  que  no 
desembarcasen  los  estranjeros  sin  permiso  del 
ministro,  esceptuando  á  los  diplomáticos  i  su 

comitiva.  •    : 

36.  Es  mas. -notable  por  su  liberalidad,  el 
decreto  de  i  9  de  abril  del  mismo  año.  Los 
fundamento»  de  esta  disposición  son  dignos 
de  recordarse.  "Desde  que  el  ej-ército  liberta-- 
dor  llagó  á  Pisco,"  dice  Monteagudo,  "todas 
la»  providencias  que  se  han  espedido  han  lleva- 
do .el  m&o  de  la  franqueza  i  liberalidad  tanto 
hacia  los  ciudadanos  del  Perú,  como  hacia  to- 
df>s  lps>efttra&jero8  á  quienes-seiban  dispensado 
$sepeÍQ&£S  i  miramientos,  que  anuncian  los 
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progresos  de  la  ciencia  económica,  única  base 
de  la  prosperidad  de  los  Estados.  Esta  no  con* 
siste  sino  en  el  aumento  de  producción,  i  en* 
tre  los  medios  que  á  ella  contribuyen,  el  pri- 
mero i  mas  importante  es  la  adquisición  de 
hombres  útiles  que  con  el  capital  de  sus  luces, 
de  su  industria  ó  de  sus  riquezas,  multiplican, 
los  valores  que  circulan  en  el  gran  mercado 
de  la  sociedad.  Los  españoles  que  no  tenían 
otra  idea  de  la  riqueza,  que  la  que  tiene  el  que 
habita  en  el  foiído  del  África,  la  graduaban  so- 
lo por  las  cantidades  de  oro  y  plata  que  espor- 
taban de  sus  establecimientos  ultramarinos  i 
prohibían  con  la  mayor  severidad  á  los  estran- 
jeros  la  comunicación  con  estos  paises.  Este 
plan  tan  mezquino  como  anti-social,  no  solo  era 
efecto  de  su  ignorancia,  sino  del  deseo  esclu- 
sivo  que  animaba  al  gobierno  i  sus  subditos 
de  devorar  las  producciones  de  América,  aun- 
que tuviesen  que  sacrificar  para  conseguirlo 
la  felicidad  de  medio  mundo  i  su  propio  in- 
terés, porque  sin  duda  habían  sacado  dobles 
ventajas  con  una  administración  mas  racio- 
nal" 

"A  mas  de  estas  consideraciones,  que  son. 
aplicables  á  todos  los  Estados,  hai  otras  pecu- 
liares al  nuestro,  que  hacen  mas  necesaria  la 
liberalidad  con  los  estranjeros.  Un  territorio 
inmenso  enteramente  despoblado  en  la  mayor 
parte,  que  sobreabunda  de  rica*  i  variadas 
producciones,  i  ofrece  un  vasto  campo  á  es* 
peculaciones  de  todo  jónero,  á  empresas  cien- 
tíficas i  comerciales,  i  en  fin,  á  proyectos  tan 
nuevos  como  lo  es  el  mismo  pais,  sin  embarco 
de  la  antigüedad  de  su  descubrimiento ;  exi- 
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je  que  el  gobierno  á  quien  toca  animar  la  pro- 
ducción, para  aumentar  la  riqueza  nacional, 
invite  á  los  honrados  ó  industriosos  estranje- 
ros,  á  que  vengan  á  disfrutar  las  delicias  de 
su  suelo  que  algún  día  será  indudablemente 
lo  que  hoi  es  el  Asia  respecto  de  la  Europa, 
i  ésta  comparada  con  el  resto  del  mundo .  To- 
do hombre  que  posee  un  talento  es  un  valor 
que  siempre  debe  encontrar  demanda  en  los 
pueblos  que  marchan  á  su  engrandecimiento ; 
asi  como  en  aquellos  en  que  retrograda  la  ci- 
vilización ó  en  que  es  estacionaria  la  ignoran- 
cia, es  un  crimen  el  saber  mas  que  los  otros, 
-  i  la  seguridad  del  sabio  exije  ponerse  á  nivel 
con  los  estúpidos."  En  virtud  de  estas  razones, 
se  declaraba:  1?  que  todo  estranjero  con  algu- 
na ciencia  ó  arte,  que  quisiera  avecindarse  en 
el  Perú,  se  esceptuaba  de  todas  las  restriccio- 
nes del  decreto  de  4  de  marzo,  i  recibiría  gra- 
tis la  ciudadanía,  jurando  defender  la  inde- 
pendencia i  obedecer  las  leyes  ;  29  se  estén- 
dia  esta  franquicia  á  los  estranjeros  que  de- 
seasen abrir  casas  de  comercio  i  poner  en  jiro 
sus  capitales  ;  3?  todo  estranjero  que  introdu- 
jere alguna  máquina  ó  método  para  favorecer 
la  agricultura,  la  minería  ó  la  industria  en  je- 
nerai,  i  que  tuviere  novedad  ú  ofreciese  ven- 
tajas, quedaba  exento  del  pago  de  contribu* 
ciones  por  un  año,  ademas  de  los  privilejios 
anteriores  ;  49  el  estranjero  que  poseia  algún 
arte  ú  oficio,  si  acreditaba  que  no  tenia  ion- 
dos  para  su  ejercicio,  seria  auxiliado  por  el 
Estado,  con  cargo  de  reintegro  ;  igual  auxilio 
se  les  proporcionaría  á  los  agricultores  pobres, 
i  ademas,  tes  seria  asignada  por  el  gobierno 
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de  las  tierras  valdías  una  suerte  proporciona- 
da á  laa  circunstancias  del  empresario ;  59  á 
mas  de  las  gracias  ¡anteriores  gozarían  los  es- 
tranjeros comprendidos  en  este  decreto,  de  la 

-  protección  •  del  gobierno,  á  ouyo  fin,  quedaba 
especialmente  encargado  el  ministro  de  Esta- 
do de  amparar  sns  intereses,  siempre  que  á 
mas  de  ser  útiles  al  país,  cumpliesen  con  las 
leyes  establecidas  en  él,  como  los  demás  ¡ciu- 
«dadanos  del  Perú. 

Posteriormente,  se  determinaron  los  requi- 
sitos que  debían  reunir  las  cartas  de  ciudada- 
nía otorgadas  á  estranjeros. 

"Al  hablar  de  nuestras?  relacionéis  con  los 
poderes  estraños"  decia  Monteagudo  en -su 
primera  memoria  ministerial,  refiriéndose  á 
este  decreto,  "creo  que '  debo  indicar  la  polí- 
tica que  ha  adoptado  el  gobierno  con  respecto 
d  loe  subditos  i  ciudadanos  de  ellos.  Su  ftuti- 
queza  no  ha  tenido  mas  límites  que  los  del 
interés  común  calculado  con  exactitud  i  sin 
espíritu  de  localidad.  El  decreto  de  19  de 
abril  concede  á  los  estranjeros  todo  lo  que 
puede  lisópjear  las  esperanzas  del  jenio  i  de  la 
industria.  Plroteedon  i  recompensas,  privile- 
jios  i  propiedades  :  estas  son  las  ofertas  del 
gobierno.  Con  tales  ideas  i  sentimientos,  no 

-  es  dudable  que  .obtendremos  la  amistad  i  el 
aprecio  de  los  estranjeros  i  que  sus  votos  por 
nuestra  independencia  serán  universales  i  sin- 
ceros .  El  Perú  quiere  la  paz  con'  ambos  he- 
misferios i  desea  entablar  una  libre  comunica- 
ción con  todos  los  habitantes  del  globo  que 
vengan  á,  buscar  asilo,  á  difundir  ideas  ó  Á  ha- 
cer £  -I4  naturaleza  nuevas  preguntas/ ya  que 


lo»  espp&olQ?  .  1*  bate  obligada  á  esto?  c&lj&dft. , 
por  tres  siglos  " 

•  37v  Con  disp<raicÍQne&,tan  .liberales*  i  taato 
maq  laudable»)  cuanto  que  era»  dictada»  por 
hombres  poco ( familiarizados :cqa  lacieBoiadeir 
gobierno,  de  cuyo  cultiyo  liabian  sido  estut-  . 
diosamente  alejados  por  loa  antiguos, dominar 
doras ;  por  hombres  que  ignoraban*  los  .últi- 
mos adelantos  de  la  política,  acostumbrados^  . 
considerar  los  códigos  españoles  como  la  úl- 
tima palabra  de  la  ciencia  jurídica,- — ejercían  , 
loe  estranjeros  todos  loe  derechos  civiles,  se  , 
mezclaban  ^oQn  Ja  población  incUjena^  estable- 
cía» sus.  relaciones  mercantiles,,  i  á  la.  ves  . 
que  progresaban  sus  intereses  particulares  en  , 
cuanto  lo  permitíanlas ajitaciones  de la¡ guer- 
ra,, btftcian  adelantar,  al  país  é  inoculaban  en. 
el  tronco  podrido  del  coloniaje,  eaa  sávaa.  ben- 
dita, i  prolüJLca*  que  nunca  Jo  habiai  fecundiza^ 
do,  i. que.  no  tardó  en  producir  la, prosperidad 
jeneral  i  el: bienestar  del  pueblo. 

38.  Después  de  la  independencia,  los  espa- 
ñoles pasaron  á  formar  parte  de  los  estranje-  » 
roa  que  habitaban  en  el  pais,  pero  se  diferen^. 
ciaban  de  ellos»  pox  lar  situación  especial  qite 
ocupaban .  i  no  habría,  sido,  natural  aplicarlas 
las  mismas* ley ea.  Así  fué  como  na^iú  ta  nece- 
sidad de  considerar  á  los  españoles,  corno  una 
entidad  distinta  de  la  población  lestranj  era  en  ¡ 
jeneral,  aplicándole  leyes,  que  solo  á  ellos»  afec- 
taban. Recaen  proclamada  la  república,  esta 
población  era  un  poderoso  embarazo  para  la 
marcha  del  país,  parque  durante  la.  guerra  se  < 
declaró  en .  su  mayor:  parte  enemiga  de  la  in- 
depei*deB¿Sfy  i  la  Ofosioion  <ju*  hacia  al  nuevo  <• 
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orden  de  cosas,  ocasionó  algunos  decretos  se- 
veros, pero  nunca  crueles  ó  inútiles. 

39.  Seis  dias  después  de  la  proclamación  de 
nuestra  independencia,  se  ordenó  que  los  es* 
pañoles  pacíficos,  que  respetasen  las  leyes  fue- 
sen amparados  en  sus  personas  i  propiedades ; 
los  demás  debian  abandonar  el  Perú.  Se* 
guian,  apesar  de  esta  jenerosa  medida,  aji- 
lándose, minando  los  esfuerzos  de  los  patrio* 
tas,  corrompiendo  al  ejército  i  poniendo  su  oro 
i  bus  servicios  á  disposición  de  los  enemigos, 
i  entonces  se  dio  una  serie  de  decretos  para 
neutralizar  la  actitud  amenazadora  de  estos 
ilusos,  que  no  supieron  apreciar  la  hidalguía 
de  la  nueva  nación  . 

Se  ordenó  que  todos  los  españoles  residen- 
tes en  Lima,  foco  de  sus  tramas,  se  presenta- 
sen ante  la  autoridad  en  el  término  de  seis 
horas,  bajo  la  pena  dd  ser  pasados  por  las  ar- 
mas ;  se  les  prohibió  salir  por  la  noche  i  se  res- 
trinjió  el  permiso  que  tenian  para  abandonar 
el  pais,  debiendo,  antes  de  poder  obtenerlo, 
acreditar  que  no  debian  nada  al  Estado ;  se 
secuestraron  los  bienes  de  los  españoles  que 
est&ban  en  España,  i  los  de  los  que  habian 
emigrado  al  enemigo ;  los  que  se  quedaban 
estaban  obligados  á  obtener  carta  de  ciudada- 
nía, i  el  fisco  se  apoderaba  de  los  bienes  de  los 
que  morían  sin  herederos  forzosos. 

La  orden  de  espulsion  se  reiteró  por  de- 
cretos posteriores,  en  los  cuales  se  fijaban  las 
condiciones  para  que  obtuviesen  carta  de 
ciudadanía ;  se  ordenó  que  los  que  salie- 
sen, dejasen  la  mitad  de  sus  bienes  á  benéfi- 
co de  los  huérfanos,  viudas  i  Qtras  víctj- 
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mas  de  la  guerra;  se  lea  prohibió  que  usa- 
sen durante  la  noche  en  las  calles,  capa  ó 
capote,  i  no  se  les  permitía  que  se  reuniesen 
ni  tuviesen  armas.  A 1  mismo  tiempo,  el  go- 
bierno mandó  formar  una  razón  de  las  fami- 
lias que  dejasen  los  emigrantes,  á  fin  de  pro* 
veer  á  su  subsistencia ;  i  se  les  reunió  en  el 
convento  de  la  Merced  de  Lima,  para  prote- 
gerlos contra  el  furor  del  populacho. 

40.  Después  de  la  batalla  de  Ayacucho, 
se  suavizó  mucho  esta  lejislacion,  provocada 
por  la  actitud  hostil  de  los  españoles,  que 
no  era  sino  de  circunstancias,  debiendo  cam- 
biar con  la  situación  que  la  justificó.  Sotó 
para  los  rebeldes,  los  que  tenazmente  se  re- 
sistían á  reconocer  i  aceptar  los  hechos  con- 
sumados, siguieron  en  vigor  los  primeros  de- 
cretos. 

£1  tiempo  fué  modificando  mas  i  mas  estas 
leyes,  i  posteriormente  los  españoles  gozaban 
de  los  mismos  derechos  que  los  demás  estran- 
jeros ;  vivían,  progresaban  i  se  enriquecían  en 
el  pais  sin  que  la  lei  turbase  su  tranquilidad 
i  bienestar. 

Solamente  sucesos  recientes  hicieron  revi- 
vir la  antigua  zana  contra  los  españoles,  i  en 
represalia  de  los  actos  arbitrarios  de  sus  ajen- 
tes  i  comisionados,  tomó  el  gobierno  algunas 
medidas  violentas  de  lanzamiento  i  confisca- 
ción que  justificaban  las  exigencias  del  mo- 
mento. Pero  no  duraron  mucho  tiempo  estas 
últimas  disposiciones,  i  hoi  han  caído  en  des- 
udo ó  han  sido  derogadas  espresamente. 

41.  Desde  un  principio,  se  hizo  distinción 
Oie!  J?erú  entre  los  extranjeros  jwtpralet  de 
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las  otra»,  seccionas,  amexicamis,  i  loa:,  que  to- 
nfon*  «te*  Ulteamax^  Esto  era.  un  a  eonaccmtoia' 
dn  la  situación  en  que  nos  habla  ooiqcqdrb  la- 
dominación  española.  Contra  todos  loa  ameri- 
canos habia  empleado  los  miemos,  reprobados 
medios  de  tiranía.;  i  todos  mos  tenia  asfixia-/ 
dos  en  la  misma  corrompida  atmósfera  de  sus 
leyes  políticas  i  económicas»  Pard  la  metrópo- 
li, la  palabra  criollo'  comprendía  a  todos. loa 
nacidos  entre  Méjico  i  el  cabo  de  Hornos. 
Laj  identificación  de  la  tiranía  debia  produ- 
cir aquella  otra  identificación  .bendita  que,  da 
nuestros  intereses,  aspiraciones,  ésperansas  i 
d%  nuestro  porvenir,  consagró  nuestra;eangre. 
derramada  en  un  común  torrente,  «n  los  «cam- 
pos de  batalla ;  nuestros  huesos  que  confundid 
doa  marcaban  la  linea  de  nnestaaa  penosas 
marchas;  nuestras  privaciones  i  fatigas  caá  so-  . 
brehiunanas ;  nuestros  regocijos- comunes,  des- 
pués j  de  la  victoria  ;  nuestras  comunes  lágri- 
mas por  las  víctimas  i  nuestras  comunes  felici- 
taciones al  vencedor.  Por  eso,  los  lazos  que 
nos  unian  con  los  demás  americanos,  eran 
mucho  mas  íntimos  que  los  que  teníamos  con 
los  demás  hombres.  Consideradas  estas  cir- 
cunstancias, se  comprende  el  decreto  dado  en 
1825,  declarando,  que  para;  eontraer  matri- 
monio en  el  Perú,  se  consideraría  como  natu- 
rales! no  como  extranjeros  á  los  demás  ame* 
ricanos;  > 

Agrégase  que  entre  nosotros} > la  disparidad 
de  cultos  <ha  influido  siempre  en  nuestra  dis* 
posiciones  sobre  matrimonio  de  estranjeros.  ■ 
Objeto,  de  controversias  animadas  i  de  cues- 
tionea.dcsa§radabkj^  es»  disparidad^  ^dust^ 
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tratándose  de  americanos ;  á  los  otros  podero- 
sos lazos  de  unión,  se  anadian  el'  de  unidad 
relijiosa  é  identidad  de  instituciones  eclesiásti- 
cas. Los  otros  estranjeros  casi  siempre  profe- 
san un  culto  distinto  del  nuestro,  i  sea  dicho 
en  verdad,  algo  heredamos  del   coloniaje,  du- 
rante   el  cual,  estranjero  i  hereje  eran  voces 
anónimas,  i  no  se  habrá  olvidado  lo  que  decia 
una  lei  española'  sobre  estranjeros  "que  jio 
eran'  seguros  en  las  cosas  de  nuestra  Santa 
Pé  Católica,  i  conviene  atender  mucho  á  que 
no  Be  siembre  algún  error  entre  los  indios  i 
jenté  ignorante." 

42.  Aprovechando  de  las  garantías  que  la 
independencia  les  otorgaba,  inmigraban  los 
estranjeros,  se  establecían  en  el  pais,  forma- 
ban familias,  impulsaban  a  la  República  i  di- 
fundían los  conocimientos  económicos,  que  no 
existían  en  el  coloniaje,  i  que  apenas  apare- 
cieron a  la  sombra  de  las  nuevas  institucio- 


La  condición  del  estranjero  no  dejaba  de 
atraer  la  atención  del  Gobierno.  Un  decreto 


1&¿5,'  lo  igualaba  al  peruano  en  sus  dere- 
chos r  cargas ;  sé  le  eiitrie  del  servició  militar, 
pagando  cinco  pesos,  ó  cinco  por  ciento  de>  au- 
mento en  los  derechos  de  importación.  Un 
decreto  del  mismo  año  los  exime  tanto  ael 
servicio  .militar  como  del  pago  de  la  primera 
dé  esas  contribuciones.  Decretos  posteriores, 
solo  esceptuahán  del  servicio  militar  i  del  alia- 
tamiejrÉo  á  los  extranjeros  transeúntes. 

No  todos  los  estranjeros  se  sujetaban  dócil- 
mente-¿i  estas  cargas,  i  en  1827  se  dictó  una 

ráoltt&óft  suprema,  en  virtud  de  la  cu4  n» 
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siendo  pcsible  que  sea  un  deber  del  gobierno, 
protejer  á  los  estranjeros  en  el  ejercicio  de  su 
industria  i  en  los  goces  de  la  hospitalidad,  sin 
obligarlos  al  mismo  tiempo  á  contribuir  á  las 
necesidades  públicas,  todo  estranjero  avecin- 
dado en  el  Perú,  que  ejerza  una  industria  se 
debe  sujetar  á  las  mismas  pensiones  que  pe- 
san sobre  los  naturales ;  en  caso  de  escusarse 
sin  motivo  lejítimo,  se  les  prohibiría  ejercer 
bu  industria.  '*  Al  mismo  tiempo,  se  recomen- 
daba el  respeto  á  sus  propiedades,  que  no  po- 
dían tomarse  sino  fletándolas  por  un  precio 
equitativo.  En  1829,  se  les  obligó  a  presen- 
tar una  relación  de  pu  domicilio,  nombre,  des- 
tino i  patria  i  á  solicitar  licencia  de  morada 
por  tiempo  limitado. 

43.  En  1832,  declaró  que  se  entregasen,  al 
cónsul  respectivo,  los  bienes  de  un  ciudadano 
Americano,  que  habia  muerto  intestado  en  la 
ciudad   de  Arequipa.  Esta  resolución   estaba 
fundada  en  la  lei  4*,  tít.  11,  lib.  69  de  la  No- 
vísima Recopilación  i  en  el  dictamen  del  Con- 
sejo de  '  Estado.  En  ese  dictamen  se  alegaba, 
deepues  de  seguir  la  historia  del  derecho  de 
albaneazgo  (aubaine)  i  apreciar  su  influencia 
sobre  Jas  leyes  españolas,  i  las  que  especial- 
mente se  referían  á  América,  que  no  estaban. 
Vij entes  las  Jeyes  restrictivas  de  España ;  que 
seria  la  mayor  injusticia  admitir  á  los  estran- 
jeros, i  despojar  á  sus  herederos  del  fruto  de 
su  industria  ;  que  no  se  pierde  la  ciudadanía 
ni  se  adquiere  por  el  hecho  solo  de  trasladarse 
.de  un  paie  á  otro  ;  que  tampoco  puede  supo- 
nerse en  ningún  hombre  la  voluntad  de  privar 
4  sus  heredaros  lejítimos  de  sus  derechos,  ¿ 
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que  desde  luego,  la  justicia  exijia  que  se  en- 
tregasen esos  bienes  al  cónsul,  para  que  pu- 
diesen llegar  á  m^nos  de  los  herederos,  sin 
que  por  eso,  se  deje  de  garantizar  los  dere- 
chos que  un  tercero  pudiera  tener  en  los  bie- 
nes como  acreedor  del  difunto.  Análoga  re- 
solución dio  el  Gobierno  en  el  ano  de  184 1  r 
tratándose  de  ]un  subdito  frailees. 

44.  Én  1835,  gobernando  Salaverry,  se 
espidió  un  decreto,  según  el  cual  todo  indivi- 
duo, de  cualquier  punto  del  globo,  era  ciuda- 
dano del  Perú,  con  tal  que  tuviese  una  indus- 
tria. Traducida  así  en  la  lei  una  idea  jener osa, 
olvidaban  6  desconocían  los  hombres  que  la 
Eostenian,  los  peligros  que  encierra  la  realiza- 
ción violenta  de  las  teorías.  Ese  decreto  tuvo» 
por  causes  hechos  relacionados  íntimamente 
con  el  estado  interior  del  pais,  i  el  deseo  que 
tenia  un  Gobierno  efímero  de  popularizarse. 
Pero  ha  quedado  esa  resolución  en  nuestros 
archivos  públicos,  como  prueba  de  que  en  el 
Perú,  la.  suerte  de  los  estranjeros  ha  preocu- 
pado al  Gobierno,  aun  en  las  circunstancias 
mas  difíciles  de  nuestra  existencia  política. 
Pero  así  como  se cons' deraba  dios  estranjeros 
industriosos,  se  proscrioia  á  Los  vages,  dic- 
tándose contra  ellos  los  decretos  de  1832  i  de 
1846.' 

45%  Respecto  del  comercio  prevalecieron  no 
pocos  errores  del  coloniaje.  Se  restrinjió  su 
ejercicio  por  los  estranjerós,  se  les  prohibió 
el  tráfico  por  menor,  i  después  de  habérseles 
facultado  para  ejercerlo  por  mayor  i  al  menu- 
deo en  un  decreto  de  1825,  se  les  quitó  des- 
pués en  183Q  i  w  1988,  cuando  se  lw  prohibía 
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espresamente  vender  por.  nipnor  en  almacenes. 
A  la  sombra  de  éstas  prohibiciones,  solían  su- 
frir algunas  extorsiones.  Habiendo  sabido  el 
Gobierno  que  en  Arequipa  se  prohibia  á  los 
estranjeros  pasar  del  puerto  á  la  capital,  maij- 
dó  suspender  la  prohibición,  i  que  se  permi- 
tiese á  los  estranjeros  concluir  sus  cuentas  i 
hacer  por  sí  todo  lo  que  no  fuera  traficar  ó  . 
infrinjir  las  leyes  del  pais.  El  mandato  guber- 
nativo anadia  que  esa  prohibición  no  se  dedu- 
cía ni  del  espíritu  ni  del  tenor  de  la  suprema 
resolución,  que  prescribe  no  deberse  hacer  el 
comercio  interior  mas  que  por  peruanos  i  na- 
turalizados, i  que  podia  mui  bien  graduarse 
por  una  verdadera  hostilidad,  estenderla  hasta 
despojarlos  del  derecho  de  habitar  que  goza 
todo  hombre,  cualquiera  que  sea  su  orejen  í 

{>rocedencia.  En  1828  se  les  prohibió  extraer 
a  cascarilla  de  la  montaña  de  Carabaya,  sin 
mas  que  haber  alegado  los  diputados  de  la 
provincia  "los  graves  perjuicios  que  se  siguen 
á  esos  vecinos  de  que  los  estranjeros  bénéfir 
cien  i  estraigan  por  sí  las  cascarillas  que  pro- 
ducen las  montañas." 

46.  Nuestra  lejislacion  mercantil  en  aque- 
llos tiempos,  era  una  serie  de  concesiones  i 
prohibiciones,  que  rara  vez  teman  por  funda- 
mento, el  conocimiento  de  las  necesidades  del 
pais.  Se  prohibia  hoi  la  introducción  de  ún 
artículo  i  al  otro  dia  se  declaraba  libré  de  de- 
rechos ó  se  le  recargaba  con  un  cuarenta,  6 
cincuenta  por  ciento ;  se  cerraba  un  puerto 
al  comercio,  i  al  poco  tiempo  se  abría,  viciai- 
tudes  que  ha  esperimentado  hasta  el  Callao, 

<jue  estuvo  cerrado  dwaute  veinte  dias,  Loa 
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trastornos  civiles,  se  revelaban  de  una  maneta 
funesta  en  la  condición  del  comercio,  ó  incal- 
culables son  los  perjuicios  que  sufrían  las  tran- 
sacciones mercantiles  con  estos  vaivenes.  El 
comerciante  se  reducía  á  pequeñas  especula- 
ciones, temeroso,  cpmo  era  natural,  de  arries- 
gar grandes  capitales  sin  estar  seguro  de  la 
firmeza  i  circunspección  que  deben  acompañar 
siempre  las  resoluciones  de  ,1a  autoridad.  I  en 
esto,  si  bien  tenia  no  poca^arte  la  ignoran- 
cia de  las  condiciones  económicas  del  pais, 
era.  mucho  mayor  la  que  debe  atribuirse  í 
las  luchas  intestinas  que  imponían  á  los  cau- 
dillos como  norma  do  sus  actos,  no  los  ver- 
daderos intereses  de  la  nación,  sino  la  nece- 
sidad de  conservarse  á  todo  trance  en  el 
mando. 

47.  El  matrimonio,  es  otro  punto  en  nues- 
tra lejislacion  que  siempre  ha  estado  rodeado 
de  restricciones,  debidas,  como  ya  lo  hemos 
insinuado,  a  la  disparidad  de,  cultos* 

El  estranjero  que  deseaba  casarse  encontra- 
ba un  poderoso  obstáculo  en  las  creencias  na- 
cionales. Las  mas  veces,  el  estranjero  seacojia 
i  una  pretendida  conversión  para  lograr  sus 
deseos,  i  esto  bastaba  para  tranquilizar  todos 
los  escrúpulos  i  allanar  toda  oposición.  En 
1825,  se  ordenó  que  los  curas  no  celebrasen 
ningún  matrimonio  de  estranjero  si  no  probaba 
este  que  no  era  vago  ni  casado.  Debia  produ- 
cir ante  el  Diocesano  ó  ante  su  Provisor,  una 
información  de  testigos  para  acreditar  su  solte- 
ría i  libertad,  i  .practicar  las  demás  dili  jencias 
necesarias;  el  prelado  debia  ver  i  aprobar  esa 
información,  i  los   párrocos  que  procedían  á 
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casar  al  estranjero  sin  estos  requisitos,  eran 
severamente  castigados. 

48.  La  Constitución  do  Huancayo  dictada 
en  1839,  prescribía'  en  el  inciso  4.°  del  artícu- 
lo 6.°,  que  los  estránjeros  quedasen  naturali- 
zados por  el  hecho  de  casarse  en  el  Perú;  así 
como  en  el  artículo  168,  que  ningún  estranjero 
podia  adquirir  bienes  raices,  por  ningún  título, 
sin  quedar  por  este  hecho  sujeto  á  las  obliga- 
ciones de  ciudadano,  cuyos  derechos  gozaría  al 
mismo  tiempo.  En  1840,  mandó  el  Gobierno 
que*  los  párrocos  no  procediesen  á.  casar  á  los 
estránjeros,  sin  que  se  les  presentase  previa- 
mente la  constancia  de  estar  inscritos  en  el 
rejistro  cívico,  ó  próximos  á  inscribirse,  escep- 
tuándose  poco  después  de  estos  requisitos  á 
los  ajentes  diplomáticos  i  á  los  individuos  que 
se  casaban  en  artículo  de  muerte. 

Así  mismo  se  ordenaba  á  los  escribanos  que 
no  estendiesen  escritura  alguna  de  traslación 
de  dominio  directo  ó  útil  de  un  fundo  ó  parte 
de  él,  traspaso  de  capital  ú  otro  contrato  tras- 
lativo de  la  propiedad  funciaria,  en  favor 
de  un  estranjero,  europeo  ó  americano  ó  de 
cualquiera  otra  parte,  sin  poner  como  cláusula 
íorzosa  i  espresa,  la  renuncia  de  la  ciudadanía 
ó  condición  de  subdito  del  Estado  á  que  per- 
tenecen i  sumisión  á  las  leyes  del  país  i  con  • 
dicion  de  ciudadano  naturalizado.  Del  mismo 
modo,  en  todos  los  casos  de  embargo  por 
hipoteca  legal  espresa  ó  judicial,  en  que  á 
consecuencia  de  ellos  ó  por  un  embargo  de 
cualquiera  especie,  se  adjudicase  judicial  ó  ex- 
trajudicialrnente  un  fundo  ó  una  acción  fun- 
ciaria á  un  estranjero,   debia  ponerse  en  la 
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sentencia  ó  en  el  instrumento,  igual  declara- 
ción i  la  mencionada  antes,  observándose 
igual  prevención  para  los  autos  de  posesión 
hereditaria  ó  no  hereditaria  de  cualquiera  es- 
pecie, en  que  el  interesado  sea  estranjero. 
Estas  prohibiciones  se  dictaron  también  en 
1840.  , 

Al  ano  siguiente  se  suspendió  el  decreto 
que  exijia  á  los  estranjeros  para  casarse,  su 
inscripción  en  el  rejistro  cívico,  i  se  ordenó 
que  las  autoridades  respectivas,  espidan  li- 
bremente las  liceucias  de  costumbre  para  esos 
matrimonios,  con  tal  que  los  solicitantes  de- 
claren que  no  reclamarán  contra  el  principio 
de  derecho  de  j  entes,  por  el  cual  se  reputan 
como  peruanos  de  nacimiento  los  hijos  quo 
tuviesen,  para  todos  los  propósitos,  hasta  qué 
llegados  esos  hijos  á  la  mayoría,  declaren 
por  sí  mismos  su  voluntad  i  reclamen  opor- 
tunamente la  nacionalidad  que  les  corres- 
ponda. 

49.  Todas  estas  medidas,  aunque  sin  duda 
estaban  en  armonía  con  la  Constitución  vi- 
jente,  carecían  de  todo  fundamento  filosófico, 
i  estraño  habría  sido  que  se  hubiesen  sosteni- 
do largo  tiempo.  En  efecto,  por  un  decreto 
de  1845  quedaron  derogadas  todas  ellas.  Los 
fundamentos  de  ese  decreto  son  :  1.°  que  por 
las  resoluciones  de.  31  de  julio  de  1840',  se 
declara  que  los  estranjeros  que  por  cualquier 
título  adquiriesen  propiedad  territorial  ó  que 
casasen  con  peruana,  quedasen  de  hecho  pe- 
ruanos ;  2.°  que  consultado  el  Consejo  de 
Estado  sobre  el  particular,  contestó  que  "el 
Ejecutivo  no  habia  faltado  a  la  letra  de  la 
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Consjkitüciou  i  que  el  Congrego  era  el  único 
cuéfjio'  autorizado  para  fallaf  sobre  las  razo^ 
nes  políticas  qtié  hubo  para  espedir  aquellas*'; 
coricuyó  dictamen  ño  se  conformó  el  Gobier- 
no, ni  taínpoco  lo  desechó  ;  3?  que  en  las  cita- 
das resoluciones  i  en  el  decretó  dé  10  de  no- 
viembre de  1841  se  interpretaron  los  artj  168 
i  178  (l)tde  la  Constitución,  los  cuales  no  de- 
ben interpretarse  ó  reformarse  ó  esplicárse  fei- 
no  del  modo  que  ella  lo  establece ;  4o  que  loS 
citados  artículos  ofrecen  duda;  pues  por  uno 
de  ellos,  los  estranjeros  que  adquieran  pro- 
piedad territorial  en  la  República  quedan  su- 
jetos á  las  obligaciones  de  ciudadanos,  lo  mis- 
mo a  sus  derechos ;  i  por  el  otro,  el  goce  de 
los  derechos  civiles  al  igual  de  los  peruanos, 
es  con  tal  que  se  sometan  á  las  mismas  car- 
gas i  pensiones  que  éfctós,  lo  que  importa  tan- 
to como  exijir  de  su  parte  un  consentimiento 
ó  una  declaración  espresa  que  no  debe  presu- 
mirse, sino  probarse  según  los  principias' de 
justicia  universa],  para  hacerse  ciudadanos  ; 
59  tjue  la$  citadas  resoluciones  han  privado  ál 
paás  de  capitales  i  hombres  útiles  i  dado  lu- 
gar á  la  inmoralidad,  males  que  el  Gobierno 
debe  evitaí  librando  providencias  según  sus 
facultades  constitucionales  ;  69  que  la  ciuda- 
danía es  un  beneficio  que  no  se  adquiere  de 
hecho,  sino  que  debe  pedirse  al  Congreso,  á 
quien  competé  conceder  cartas  de  naturaleza, 
i  al  Ejecutivo  espedir  las  que  aquel  conceda, 
conio  Ib  determina  la  Constitución,  i  después 

(1)  Artículo  178— Los  extranjeros  gozaran  de  los  derechos 
civiles  al  igual  de  los  peruano»,  con  tal  que  se  soolefau}  .&  las 
mininas  cargas  «i  pensioiiea  que  éáto-s. 
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de  practicadas  las  diligencias  que.  prescribe  la 
M'tIe;2S  iijfe:  ííiciembre  dé  'Í832,   cuyas  dispo- 
atñqiíisB  nacen  conocer,  que,  debe  otorgarse 
coit espresa  manifestación  de  la' voluntad;  del 
que  la  pretende ;  7°  qué  no  deben  sostenerse 
disposiciones  en  que  aparece  dudosa  la  ihteli- 
jenciá  de  la  Constitución  í  qué  Han  causado.'' 
malos  que  és  preciso' evitar  ;  8°  que  la  adqul-'' 
sicíbfci  de  propiedades  por  estranjeros  no  ;pri-  _ 
va' i;  la  nación  desús  derechos  i  jurisdic¿icin 
sobre  ellos','  pbr  ser  un  principio  reconocida)  en 
todos    \oíá  pueblos  que  las  causas    suscitadas 
sobré  propiedades  adquiridas  por  eUoSj.'qúfr- 
dan  subordmaáas1  i  sujetas  á  las  leyes  déí'pais 
en  que  se  hallan  situados.  En  vista  de  estáis 
razones  se '  declaró  que  quedaban 
las  circulares  de  31  de  julio  ¿ó;  1 
créto  de  noviembre  de   184Í  i  toi 
mas    providencias  libradas    con' 
aquellas ;  qué  los  estranjeros  eran  1 
conáiciopes'  impuestas   en  éso^  <3 
püdie'ndo  adquirir  bienes  raices  i 
peruana,  conforme  á  las  íeyes  del  páis,'  i  por 
últír^b'que  los  juicios  sobre  propiedades  po- 
seídas en  \t  feepüblíca  por  estranjeros  no  po- 
dían determinarse  ni  conocerse  en.'ningun  ca- 
so' dudoso,  litijióso  6  estrordinario  que  sobre 
ellos  ocurriese,  sino  coníbrmé  á  las  leyes  de  . 
la  Nación,  reputándose,  por  consiguiente,  es- 
tos ü  otros  casos  qué  tengan  conexión  con  el 
interés  público,  con  el  Gob'íeróo  i  las  auto- 
ridades,  como  cosas,   hecbxré  ó' :  derechos,  so- 
bré Ida  q^e1  deben  fallar  las  autoridades  pe- 
ruanas.    "  "''  "  ' 
Justificando,  este  decreto,  decía  al  Congre- 
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só  el  Ministro  que  lo  dictó  :  "al  examinar  va- 
rios hechos'  de  nuestra  historia  diplomática, 
al  encontrar  en  ellos  tantas  pretensiones  i  de- 
mandas destituidas  de  justicia,  al  ver  que  la 
condescendencia  de  gobernantes  intrusos  se 
avanzó  hasta  mandar  abrir  procesos  feneci- 
dos i  gravar  al  Erario  con  el  pago  de  enor- 
mes sumas,  después  que  los  tribunales  pro- 
nunciaron sus  fallos  contra  los  reclamantes, 
por  infractores  de  los  reglamentos  fiscales 
ó'  del  Derecho  Internacional,  no  debemos 
admirarnos  que  en  esos  momentos  en  que  es 
tan  vivo  el  entusiasmo  de  la  injuria  i  en  que 
la  presencia  de  la  injusticia  es  tan  elocuente, 
se  hubieren  espedido  decretos  que  sujetaban 
a  trabas  i  condiciones  la  adquisición  territo- 
rial i  el'  matrimonio  de  subditos  estranjeros 
en  la  República.  Tales  medidas  es  verdad 
que  pueden  dañarnos,  que  han  quizá  dañado 
i  aun  atrasado  la  industria  nacional,  mas  pa- 
ra juzgar  de  ellas  con  acierto,  coloquémonos 
en  los  dias  en  que  fueron  espedidas  i  en  aque- 
llos en  que  fueron  derogadas.  Hablo,  señores, 
de  las  circulares  de  31  de  julio  de  1840.  Ellas 
pueden  ser  mal  calculadas  en  política,  pero 
no  carecen  de  ejemplo,  aun  hoi  mismo,  en 
pueblos  civilizados  i  poderosos.  Juzgando  el 
Gobierno  con  imparcialidad  i  calma,  pasadas 
ya  las  circunstancias  que  pudieron  autorizar- 
las, creyó  necesario  derogarlas  i  espedir  el 
decretó  de  23  de  agosto,  por  el  que  se  permi- 
te á  los  estranjeros  casarse  en  el  Perú  i  ad- 
quirir propiedades  sin  quedar  de  hecho  nacio- 
nalizados." 
"50.  En  184D[se  declaró  que  el  Arzobispo  de- 
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bia  tomar  las  medidas  necesarias,  á  fin  de  que 
los  subditos  franceses  que  se  casaren  en  el 
Perú  quedasen  exentos  del  requisito  de  hacer 

Íublicar  las  amonestaciones  matrimoniales  en 
'rancia.  Ese  requisito  era  indispensable  :  1° 
cuando  el  subdito  francés  tenia  su  domicilio 
en  Francia ;  2?  cuando  por  mas  de  seis  meses 
no  ha  cesado  de  tener  ese  domicilio ;  i  3° » 
cuando  lo  tienen  los  padres  bajo  cuya  potes- 
tad está. 

51.  Hemos  aludido  a  la  disparidad  de  cul- 
tos, como  causa  de  los  obstáculos  que  el  es- 
tranjero  encontraba  entre  nosotros  para  con- 
traer matrimonio.  I  en  efecto,  en  todo  aque- 
llo  que  se  roza  con   la  potestad  eclesiástica 
han  sido  poco  o  nada  favorecidos  per  nues- 
tras leyes  republicanas.  La  intolerancia  colo- 
nial se  nos  ha  adherido  con  fuerza,   i  hasta 
hoi  el  matrimonio  i  la  inhumación  de  los  es- 
tranjeros  que  fallecen  en  el  Perú,   están,  ro- 
deados  de   dificultades,  i   apesar   de  que  en 
escritos  privados  ó   en  documentos  públicos 
se  ha  tratado  de   modificar  estas  disposicio- 
nes, persisten  aun,  i    persistirán  hasta  que 
haya  adelantado  la  ilustración  de  las  masas,  i 
la    reforma   venga   a  significar  una    necesi- 
dad imperiosa  de  nuestra  adelantada  vida  po- 
lítica. 

52.  Conocidas  son  las  severas  disposiciones 
de  la  Iglesia  Católica  sobre  inhumación  de 
los  cadáveres  de  los  disidentes.  Como  la  In- 
dependencia cambió  por  completo  la  condi- 
ción de  los  estranjeros,  surjieron  en  breve 
cuestiones  que  fué  preciso  decidir.  Entre  no- 
sotros, al  lado  de  La  tolerancia  legal  ha  exis- 


1  "  *  ?*r "» 


60  resbSa 

i&&6  éiempré  la  tolerancia  de  hecho,  i.  cuidan- 
do dé  n#  excitar  el  sentimiento  popular  i  I03 
celos  del  clero  con  manifestaciones  publicas, 
todo  el  (Jué  piáaba  nuestro  territorio  pedia' 
ejercer  suettltó  dentro  del  recinto  doméstico, 
sin  temor  dé  qUe:  la  inquisición  de  otros  tiem- 
pos llegaba  a  sus  puertas  con  una  sentencia 
<¡fó  condenación  a  lá  hoguera.  Peto  al  fin  lle- 
gaban ;  ocasiones  en  que  era  imposible,  hacer 
privadamente  las  ceremonias  de  otros  cultos, 
i  por  consiguiente  dejar 4  de  violar  la  Consti- 
tución del  Estado.  Moría  un  estranjéro,  í.era 
indispensable  inhüinUr  su  cadáver,  acto  que 
si  biéb.  puede  mirarse  tóiño  ceremonia  relijio- 
sa,  es  también  Una  atribución  de  policía,  i  co- 
mo tal  pertenecía  al  Estado  la  obligación  de 
hacerla  ptaoticar.  Habia,  sin  embargo,  gtar 
ve&  dificultades  que  vencer  para  cumplir  t  ese 
deber  cristiano,  que  se  nos  enseña  cc/n' los 
primeros  rudimentos  de  la  instrucción  reli- 
jiosa,  sin  que  se  nos  acostumbre  ni  mande  ha- 
cer distinción  entre  el  cadáver  de  ún  hereje  £ 
el  de  uü  católico.  O  se  hacia  la  inhumación, 
arrojando  los  restos  de  un  hombre  ep.  un  lu- 
galr  cualquiera,  como  si  fueran  los'  de  un  cua- 
drúpedo, ó  se  llevaba  á  cabo  en  los  cemente- 
rios: .  Ló  primero  era  una  palmaria  vióláciont 
de  la  moral  cristiana,  i  un  contrasentido;  por 
que  Ho  es  otra  cosa  llamar  ál  paia  al  estran- 

Í'ero,  colmarle  de  beneficios  i  negarle,  sin  em- 
>argb,  la  triste  hospitalidad  de 'da  tumba,  dé  . 
qué  goaa  en* todas  partes  el  mas  abyecto  de 
los  'esclavos.  Inhumar  sus  restos  en  los  ce- 
menterios era-  alarmar  al  clero,  que  no  tarda- 
ría en  atáíar  las  pasiones  populares  creando 
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co^ictos  desastrosos  i  nocivos  para  tódá  lá 
comunidad.  . 

Tomando  el  Gobierno  un  téflnáiüo  medio, 
ordeuó  desde  1826  i  1827;  oon  tóótivo  dé  es- 
tarse construyendo  á  la  saion  en  Arequipa 
un  ceiüenterio,  qxie  se  designase  un  local  pa- 
ra la  sepultura  de  los  protestante^,  conti- 
guo al  cementerio  jeneral  i  separado  dé  él 
por  solo  un  muro  i  una  puerta.  "El  pueblo," 
dice  un  escritor  nacional,  "no  fué  ttlui  res- 
petoso con  esos  íestos,  i  la  misma  diatinv 
pión  de  sepulturas  parecía  estimular  su  vio-5 
lAcioü." 

En  1833  se  autorizó  el  establecimiento  d¿ 
un  cementerio  protestante  en  Bellp.  Vista.  (iy 
^osteríon&ente  ha  sido  éste  a&unto  materia' 
de  tratados  con  los  Estados  Unidos  é  Ingla- 
terra, 

53.  No  sola roded  el  Gobierno  de  todb  jé-* 
nerp/de  v,ent.\jas  la.  posición  del  estraiíjéro  en 
el  pais.  El  territorio  de  la  República  era  vas- 
to i  estaba  despoblado  ;  los  incomparable*  ve- 
npros  de  riqueza,  de  nuestra  región  andina J 
apenas  eraii  conocidos,  i  su  explotación  tío 
podía  emprenderse  por  falta  de  brazos.  Era  ■  . 
p^reQiao^  pensar  en  la  colonización  de  >  esa  e*¡ » 
ten^a  cQjnaroa, . i  ^ip^n^ipio  sq resolvió  recu- 
rrir á  la  trata  de  negros,  mas  este  reproba^ 
do  medio  sé  abandonó  felizmente»  glaciar  jjr 
buen  eentidp  dql  pueblo;  i  á,  los  tratacítls  esti- 
pulados con  ¡otras  Repúblicas  -pata  su  <x«b* 
ple^  abo^iqn,  $e /ecurri^  á  la ;  introducción  í 


(I)  Su  SI  de  choiembre  de  1837,  el  Gobierno  de}  Jenéral 
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de  trabajadores  libres  contratados  con  un  sa* 
íario  fijo.  Cualesquiera  que  sean  los  errores 
que  al  implantar  esta  reforma  cometiera  la 
autoridad,  cualesquiera  que  sean  las  causas  a 
que  se.  atribuya  el  mal  efecto  que  en  el  Perú 
ha  surtido  la  inmigración  por  iniciativa  ofi- 
cial, es  preciso  confesar  que  las  intenciones 
fueron  buenas,  i  mui  laudable  el  fin  que  sa 
proponía  alcanzar  el  Gobierno.  Con  el  fin  de. 
estimular  la  introducción  de  colonos,  se  otor- 
gó tan  premio,  por  cada  uno  de  ellos  de  trein- 
ta pesos,  i  tres  años  después  de  prometido  ese- 
premio  ascendia  su  valor  á  ciento  diez  i  sie*: 
te  mil,  novecientos  sesenta  pesos  ($117,960), 
suma  que  pagó  el  Fisco,  figurando  entre  lor, 
colonos  introducidos,  irlandeses,  alema^es  j 
chinos.  '         l 

El  Gobierno  fijó  ciertas  condiciones  a  las 
que  debian  conformarse  Jos  colonos ;  se  les 
costeaba  su  pasaje,  ae  Íes  daba  grandes  por- 
ciones  de  tierras  Valdías,   i  en  cambio  se  les 

•  •  •  i* 

exijia  que  SS  sometiesen  á  las  leyes  naciona- 
les, ae  dictó  varias  prevenciones  para  obligar 
í  los  colonos  a  cumplir  fielmente  sus  contra- 
tos.; mas  apesar  de  toda  la  esquisita  diMjen-' 
cia  del  Gobierno,  la  colonización  ha  estado 
mui  lejos  de  surtir,  en  el  Períi,  los  maravi- 
lloso* efectos  que  tanto  nos  sorprenden  en  los 
Estados  Unidos.  :  , 

54.  Para  dar  mas  fuerza  á  todas  las  jene- J 
rosas  disposiciones  del  Gobierno  hacia  los  es- 
tranjeros,  se  impartía  de  tiempo  en  tiempo  l 
&  las  a^rl^aaes  subalternas,,  instri^o^n^, 
adecuada*  marcándote  &  }fom  4ewndwia> 
<pe  debian  segui?,  Eu  una  circular  dirijida  i 
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los  prefectos  en  1845,  con  motivo  de  los  ve* 
jámenes  que  sufría  la  emigración  boliviana, 
se  hacia  responsables  á  esos  funcionarios  d<} 
las  hostilidades  que  esos  asilados  recibieran 
directa  o  indirectamente.  (1)  Iguales  6  ana- 
logas  prevenciones  se  hicieron  posteriormen- 
te, siempre  que  la  marcha  política  de  las  na- 
ciones vecinas  obligaba  a  los  emigrados  a 
buscar  un  asilo  en  el  Perú. 

En  1859  se  espidió  una  circular  a  los  tri- 
bunales sobre  los  juicios  en  que  tenian  interés 
los  estranjeros.  En  ella  se  recordaba  a  los  ma- 
jistrados  el  deber  de  desempeñar  puntual  i  es- 
trictamente sus  obligaciones  respecto  de  los 
estranjeros  litigantes,  á  fin  de  llenar  el  obje- 
to de  la  majistratura  judicial,  de  evitar  re- 
clamaciones diplomáticas,  i  de  convencer  á 
las  naciones  estrañas  i  á  los  aj  entes  diplomá- 
ticos, por  la  regularidad  de  nuestra  marcha 
judicial,  que  la  estructura  de  nuestros  tribu- 
nales, los  procedimientos  que  en  ellos  se  ob- 
servan i  el  carácter  de  nuestra  legislación  ci- 
vil, son  en  su  mayor  parle  parecidos,  por  no 
decir  los  mismos  que  lo  son  en  los  pueblos 
mas  civilizados  del  continente  Europeo.  (2) 

Dos  años  í&tes  ya  habia  dirijido  el  Gobier- 
no una  circular,  en  la  ÍJUO  consignaba  las  ins- 
trucciones, que  debian  observar!  !*?  autorida- 
des respecto  i  los  estranjeros.  Son  tan  áx^plifis 
i  liberales  estas  instrucciones,  cjue  dúdanos 
las  haya  iguales  en  ningún  otro  país  4?  la  tie? 
rra.  &e^un  fl  tenor  de  ellas,  laa  a^toinidad^ 


(1)  TAwe  el  Apéndice  I, 


del  J*erü  no  solamente  deben  guardar  i 'hacer 
respetar  las  garantías  individuales  i  civiles 
'  juje.la  Constitución  i  el  Derecho  dé  J  entes 
franquean  i  los  'estrapjeros  ya  sean  doíuicilia- 
dos  ó  transeúntes,  sino  que  también  deben  in- 
culcar eii  el'pueblo  sentimientos  iiuixtánita ríos 
i  fraternales  hacia  ellos;  deben  prestarles  to- 
da seguridad  i  protección,  i  solo  podrán  em- 
plear en.  servicio  público  las  personas  i  .pro- 
piedades estranjeras  previo  un  ajuste  equita- 
tivo que  constará  por  escrito.  Estas  i  o^rpa 
mas  disposiciones  contiene  la  citada  circu- 
lar, (1)  todas  ventajosísimas  para  los  éátrán- 
jéroB. 

íiéjosde  quedar  aislada  ésta  importante 
comunicación,  sus  conceptos  fueron  reitera- 
dos posteriormente  en  otra  estensa 'circular, 
—   t.  ~...  .i  r»_i::.-_-  — ^noce  Ia  necesidad 
ú  industria  i  capi- 
aso  da  W  Nación, 
tas  palabras :  "En 
te  nuevo  ñí  de  sín- 
jléce;ar  contrario, 
iento  de  las  leyes 
d  i  sin  éscepcionea 
trata  de  qué  todas 
i  líeles  intérpretes 
]sa  i  firme  que  el 
estranjeros   resi- 
3  que  se  apliquen 
d  pero  sin  violen- 
tcio  puede  la  auto- 

-o  respeto  i  deque 

(1)  ¿pfo&H  III. 
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se  asegure  una  justa  i  decorosa  protección  á 
todos  los  estránjeros,  que  el  Gobierno  recibe 
como  uno  de  los  elementos  del  progreso  mo- 
ral i  material  del  país."  (1) 

55.  Tal  ha  sido  la  historia,  brevemente  na- 
rrada, de  nuestra  lejisiacioñ  sobre  estránje- 
ros. Entre  las  leyes  de  ayer  i  las  que  hoi 
están  vijentes  hai  una  notable  diferencia ;  i 
no  puede  negarse  que  hemos  llegado  a  armo- 
nizar esta  parte  de  nuestras  leyes  con  los 
principios  del  derecho  universal  i  con  la  prác- 
tica de  los  pueblos  mas  civilizados  del  mun- 
do. Ademas,  han  adquirido  entre  nosotros 
estas  leyes  esa  fijeza  indispensable,  para  que 
presten  la  debida  garantía  á  los  intereses 
que  están  llamadas  á  protejer ;  ya  no  se  dero- 
ga hoi  una  lei  dictada  ayer,  i  para  que  des- 
aparezca, es  necesario  que  conspiren  podero- 
sos motivos  i  que  existan  fundamentos  lejí- 
timos. 

56.  El  estudio  mas  superficial  de  nuestras 
disposiciones  sobre  estránjeros  convencerá  á 
cualquier  espíritu  imparcial  i  recto  que  estos 
jamás«han  ocupado  una  posición  mas  desfa- 
vorable que  los  naturales  del   país.  Distin- 
tas>  i  mucho,  han  sido  las  circunstancias  que 
nos  han  rodeado,   desde  nuestra  emancipa* 
cion  las  leyes  sobre  estránjeros  han  seguido,, 
á  veces,  las  oscilaciones  de  la  política  inte* 
rior;  en  la  constante  fluctuación  en  que  se 
encontraban  las  instituciones  mismas,  y  a  se 
les  imponía  cargas. como  la  del  servicio  mi- 
litar/ ya  se  les  gravaba  con  prohibiciones,  có« 

(1)  Apfadict  IV, 
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mo  la  de  ocuparse  en  cierta  clase  do  comer- 
cio ó  industria,  pero  jamás,  por  críticos  qfte 
hayan  sido  los  momentos,  se  les  ha  tiraniza- 
do ó  degradado  ;  nunca  se  han  reconocido  en 
la   República  del  Perú,   esos  dcreclios  bárba- 
ros, como  el  de  albaneazgo  (  aubaine  ),  que 
durante  siglos  enteros  subsistieron  en  nació- 
nes  cultas  de  Europa ;  nunca  se  ha  visto,  en 
la  República   del  Perú,  un  partido  político 
que  reconozca  por  base  i  fundamento  de  sus 
principios,  el  odio  á  los  estranjeros,  la  guer- 
ra á   sus  lejítimos  intereses,  la  oposición  á 
que  se  reconozca  en  las  leyes  la  ciudadanía 
por  naturalización,  sin  embargo  de  que  todo 
esto  ha  sucedido  en  un  pais  tan  culto  como 
los   Estados   Unidos.  Apenas  aparecía  una 
dificultad,  un  obstáculo  cualquiera  que  afec- 
tara la  suerte  del  estranjero,  el  Gobierno  se 
apresuraba  á  allanar  el  camino,  i  no  conten- 
to con  hacer  circular  una  vez   las  mas  lison- 
jeras instrucciones, '  las  reiteraba  á  menudo  i 
no  se  cansaba  de  inculcar  incesantemente  el 
respeto  á  su  persona  i  propiedades. 

57.  Pero  de  nada  ha  valido  tan  laudable 
política  ;  desgraciadas  é  imitiles  han  sido  mi- 
ras tan  jenerosas;  i  no  hace  mucho  tiempo 
que  se  arrostraba  al  pais  entero,  su  crueldad 
para  con  los  estranjeros,  haciéndosele  acusa- . 
ciones,  apenas  dispensables  por  1»  ignorancia 
de  los  que  las  formulan. 

58.  No  podemos  reasumir  mejor  lo  que  he- 
mos dicho  en  este  capítulo  que  reproduciendo 
las  palabras  de  un  escritor  nacional. 

"El  Perú,  esencialmente  hospitalario,  ad- 

nutió  eft,gu  seno  desdo  loa  primeros  dias  cte 
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su  independencia,  á  millares  de  estratijeros,  á 
quienes  no  solo   se  les  daba  la  misma  acojida 
que  á  sus  propios  hijos,    sino  que  llegaba  la 
bondad  del  pais  hasta  considerar  á  esos  re- 
cien venidos  como  á,  personajes  ilustres.  In- 
dividuos que  en  su  pais  natal  jamás  hubieran 
llegado   á  la  esfera  de  sirvientes  de  mano  ó 
mozos  de  café,  i. algunos  que,  quizá  por  su 
habilidad   i  después  de  veinte  años  de  duro 
trabajo,    hubieran  logrado   ser  -maestros  do 
taller,  improvisaban    en    el   Perú,  fortunas, 
obtenían  la  mano  de  señoritas  de  primera 
clase  por  su  nacimiento,  riquezas  i  posición 
social ;  si  entraban  en  el   ejército   ó   marina. 
subían  pronto  á  los  mas  elevados  puestos  ;  si 
emprendían  el  comercio,  luego  se  convertían 
en  ricos  capitalistas,  i  en  los  destinos  civiles 
i  políticos  casi  no  se  distinguía  el  nacional  del 
estranjero.  Los  primeros  decretos  fueron  dan- 
do toda  protección  i  preferencia  á  los  estran- 
jeros  residentes  en  el  pais ;  tenían  los  mismos 
derechos  que  los  peruanos  a  la  protección  de 
las  leyes,  sin  escepcion  de  personas,  quedan- 
do, por  consiguiente,  obligados   á  esas   mis- 
mas leyes  i  á  sufrir  las  mismas  cargas  i  con- 
tribuciones que  los  demás  habitantes  del  Es- 
tado, i   en  proporción  á  sus  fortunas   i  á  los 
beneficios  que  recibían ;  también  se  les  obligó 
Á  tomar  las  armas  para  sostener  el   orden  in- 
terior pero  no  á  hacer  la  guerra  á  los  Espa- 
ñoles. Lo3  que  poseian  alguna  ciencia  ó  in- 
dustria  que  desearan  ejercer  en  el  Perú    á 
establecer  casas  de  comercio,  avecindándose 
en  él,  podían  residir  libremente  i  se  les  conce- 
da gratis  sus  cartas  de  ciudadanía  i  libro  re* 


68  BESE»  A 

sidencia,  con  tal  que  juraran  obediencia  i  so- 
metimiento á  las  leyes  del  pais  i  sostener  su 
independencia ;  i  el  que  establecía  alguna  in- 
dustria ó  máquina  no  conocida  en  el  Perú, 
quedaba  escsptuado  de  toda  contribución  por 
ún  año.  Si  necesitaba  fondos  para  ejercitar  su 
arte,  el  Gobierno  se  los  suplía,  i  á  los  agri- 
cultores se  les  daba  tierras  baldías,  i  sin  em- 
bargo, cosa  singular,  ¡doloroso  es  confesarlo! 
muchos  de  esos  estranjeros  han  sido  causa 
de  serias  dificultades  para  la  nación,  ocasio- 
nando conflictos  mas  ó  menos  desdorosos  pa- 
ra la  honra  nacional ;  han  querido  que  para 
ellos  se  observasen  leyes  distintas  que  para 
los  nacionales  ;  se  han  creido  autorizados  pa- 
quebrantar  las  leyes  a  su  antojo  ;  i  cuando  se 
les  ha  aplicado  la  pena,  han  ocurrido  á  la 
protección  de  sus  Gobiernos,  que  siempre  han 
visto  toda' cuestión  bajo  el  aspecto  mas  des* 
favorable  al  honor  é  interés  del' Perú."  (i) 

ém 

(1)  Pas  Solían,  Historia  del  Perú  independiante. 
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59.  Antes  de  entrar  en  el  examen  detalla- 
do do  las  prescripciones  legales,  que,  entre 
nosotros  afectan  á  los  estranjeros,  se  hace  in- 
dispensable establecer  quiénes  lo  son  en  el 
Perú.  Eijeneral,  no  pueden  admitirse  las 
definiciones  que  se  han  dado  de  estranjeros. 
"Se  considerarán  como  naturales,"  dice  un  tra- 
tadista peruano,  "los  nacidos  en  una  misma 
nación,  i  como  estranjeros  los  nacidos  en  otras 
naciones."  (1)  Esta  definición  tiene  el  vicio 
de  constituir  el  hecho  del  nacimiento,  como 
único  criterio  de  la  nacionalidad.  Esto  es  un 
error,  desde  que  hai  muchos  otros  hechos 
que  deben  ser  considerados  como  elementos 
constitutivos  de  ella.  Puede  un  subdito  de 
Inglaterra  haber  nacido  en  el  Perú,  i  vice- 

(1)  Pacheco.  Derecho  Civil. 
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versa,  un  ciudadano  peruano  haber  nacido  en 
Inglaterra. 

"Estranjero,  llamamos/9  dice  García  Cal- 
derón, "al  individuo  que  habiendo  nacido  en 
otro  pais,  se  halla  en  el  Perú,  sin  haberse 
naturalizado  en  él."  (1)  Mas,  según  esto,  no 
es  estranjero  el  peruano  que  habiendo  acep- 
tado otra  ciudadanía,  continúa  sin  embargo, 
residiendo  en  el  pais,  lo  cual  no  es  exacto  ; 
se  da,  pues,  demasiada  importancia  al  naci- 
miento, quQ  aunque  es  uno  de  los  principa- 
les elementos  de  la  nacionalidad,  no  es  el 
único  ni  es  esclusivo.  Por  otra  parte,  á  juz- 
gar por  las  palabras  de  García  Calderón,  no 
es  peruana,  la  estranjera  casada  con  peruano, 
que  se  halla  en  el  Perú,  "sin  naturalizarse  en 
él."  Ni  se  diga  que  el  matrimonio  es,  en  este 
caso,  una  naturalización,  porque,  para  este 
último  acto  la  lei  exije  ciertos  requisitos,  co- 
mo la  edad,  la  industria  i  la  inscripción  en  el 
rejistro  cívico,  ninguno  de  los  cuales  suele 
tener  Ja  estranjera  casada  con  peruano. 

Todas  estas  disposiciones,  bien  se  compren- 
de, dan  una  idea  lijera,  de  estranjero,  pero 
están  lejos  de  satisfacer  al  que  busca  una  de- 
finición legal,  que  comprenda  todos  los  casos, 
la  cual  solo  puede  fundarse  en  la  Constitu- 
ción i  en  las  leyes  del  Perú. 

60.  El  artículo  30  del  Código  Civil  dice  : 
"La  Constitución  designa  quiénes  son  pe- 
ruanos i  quiénes  estranjeros ;"  lo  primero,  en 
efecto,  está  determinado  en  el  título  V.  de 
la  Constitución,  mas  no  así  lo  segundo ;  i  la 

(1)  Diccionario  de  lejislacion.    F.  Estranjero, 
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Iei,  limitándose  á  enumerar  álos  que  son  pe- 
ruanos, tácitamente  declara  estranjero  á  todo 
el  que  rio  está  comprendido  en  esa  enumera- 
ción. Desde  luego,  es  estranjero  (por  redun- 
dante que  parezca  la  proposición)  todo  el  que 
no  es  peruano,  es  decir,  todo  el  que  no  estar 
comprendido  en  el  título  V.  de  la  Constitu- 
ción. De  aquí  nace  la  necesidad  de  conocer 
ese  título,  i  de  examinar  las  calidades  en  él 
señaladas,  como  constitutivas  de  la  naciona- 
lidad. (1) 

61.  Según  ese  título  son  peruanos  :  primero, 
los  que  nacen  en  el  territorio  de  la  República, 
cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  de  sus  pa- 
dres ;  ya  sean  estos  peruanos,  ya  sea  la  ma- 
dre peruana  i  el  padre  desconocido,  ya  sean 
ambos  desconocidos,  en  nada  afecta  esta  cir- 
cunstancia a  la  nacionalidad.  Será  igualmente 
peruano  el  individuo  cuyos  padres  o  uno  do 
ellos  sea  estranjero,  i  seria  preciso  un  ac- 
to cualquiera  de  su  parte  que  manifestase 
su  voluntad,  para  perder  la  calidad  de  pe- 
ruano. 

fJEs  verdad  que  en  el  inciso  que  nos  ocupa  se 
hace  depender  esta  calidad  de  la  continjencia 
del  nacimiento,  pero  con  esto  no  se  ha  querido 
imponer  un  yugo  a  la  libertad  individual.  No 
se  desentiende  ia  lei,  del  destino  i  de  la  vo- 
luntad del  individuo,  los  reconoce  i  jamas  le 
niega  el  derecho  de  adoptar  la  nacionalidad 
que  crea •  convenirle.  Pero  ya  que  por  cir- 
cunstancias casuales,  ha  visto  la  luz  en  nues- 


(1)  Yéase  el  Apéndice  V, 
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tro  suelo,  se  le  abren  las  puertas  para  todos 
los  beneficios  de  la  ciudadanía,  con  opción  a 
todos  los  derechos  políticos  i  civiles. 

Es  mui  distinto  esto  del  principio  ingles 
de  fidelidad  fatal  i  perpetua  al  Soberano  ;  no 
existen  en  nuestros  códigos  máximas  como 
la  de  "nenio  potest  exuere  patriam"  Mui  al 
contrario,  al  considerar  nuestra  Constitución 
(art.  41,  inciso  3.°)  como  uno  de  los  modos 
de  perder  la  ciudadanía,  el  aceptar  la  de  otro 
Estado,  ha  consagrado  el  principio  de  que 
cada  uno  es  libre  de  escojer  i  adoptar  la  na- 
cionalidad que  mas  le  convenga.  (1) 

62.  En  segundo  lugar,  son  peruanos  los 
que  nacen  en  el  estranjero,  si  son  hijos  de 
padre  peruano  o  de  madre  peruana  i  si  sus 
nombren  han  sido  inscritos  en  el  rejistro  cí- 
vico, durante  la  minoría  por  sus  padres,  6 
por  ellos  mismos  después  de  haber  llegado  á 
la  mayoría  ó  haberse  emancipado. 


(1)  La  lei  inglesa  declara  en  jeneral,  estranjero,  (alien)  a  to- 
do el  que  ha  nacido  fuera  del  territorio  británico.  "Pero,"  aña- 
de Blackátone,  en  sus  conocidos  comentarios,  "no  debo  esto  to- 
rnarse en  su  sentido  estricto;  esaera  la  doctrina  legal,  i  fué  pre- 
ciso una  acta  especial  del  parlamento,  después  de  la  Restau- 
ración (  Stat.  29.  Car.  II.  c  6. )  para  la  naturalización  de  los 
hijos  de  subditos  ii  gleses,  nacidos  en  el  estranjero,  durante 
los  últimos  trastornos."  Se  fundaba  este  procedimiento  en  el 
principio  jeneral,  que  todo  hombre  debe,  por  la  naturaleza, 
fidelidad  al  lugar  de  su  nacimiento,  i  no  puede  deberla  á  dos 
lugares  distintos  ú  obedecer  simultáneamente  á  dos  sobera- 
nos, . 

Sin  embargo,  los  hijos  de  los  embajadores  de  la  Corona  han 
sido  considerados  siempre  como  subditos  de  nacimiento,  por 
que  así  como  el  padre  no  debe  obediencia  ni  siquiera  local,  al 
principe  ant  s  el  cual  está  acreditado,  asi  también  el  hijo  era 
considerado  (  por  una  especie  de  postlíminiun)  como  nacido 
bajo  la  autoridad  del  Rei  de  Inglaterra,  representada  por  t»u 
padre  el  Embajador. 
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En  el  inciso  anterior  el  solo  hecho  del  naci- 
miento da  oríjen  á  la  nacionalidad  ;  en  éste 
no  existe  ese  hecho,  pero  no  por  eso  se  ha 
creído  que,  no  existia  la  nacionalidad,  aunque 
para  reconocerla  la  lei  se  fija  en  que  es  natu- 
ral que  el  hijo  siga  la  nacionalidad  de  sus  pa- 
dres, i  en  que  ha  de  espresar  su  voluntad.! 
Este  último  requisito  salva  los  derechos  del 
individuo  que  desee  gozar  la  ciudadanía  en  el 
pais  de  su  nacimiento. 

63.  En  tercer  lugar,  la  lei  declara  perua* 


Para  protejer  el  comercio  ingles  en  el  extranjero,  se  pres- 
cribió por  uu  estatuto  (2o.  EUw.  III.  st»  S)  que  todos  los 
nacidos  en  el  estranjero,  con  tal  que  sus  padres  estuviesen  al 
tiempo  del  nacimiento  bajo  la  autoridad  de  la  Corona  i  que  la 
madre  hubiese  atravesado  él  mar  con  consentimiento  del  ma» 
ñio,  podían  heredar,  como  si  hubiesen  nacido,  en  Inglaterra^ 
i  así  se  ha  decidido  en  favor  de  comerciantes.  Por  estatutos 
posteriores  se  restrínjieron  éstas  prohibiciones,  de  modo  que 
todos  los  nacidos  fuera  de  la  autoridad  real,  cuyos  padres  4 
abuelos  paternos  sean  subditos  de  nacimiento,  son  considera- 
dos en  la  misma  capacidad,  para  todos  los  efectos,  á  no  ser  míe 
aquellos  ascendientes  hubiesen  sido  convictos  6  desterrados 
por  traición,  ó  hubiesen  estado  al  tiempo  del  m-címiento  en 
el  servicio  de  algún  príncipe  enemigo  do  la  Gran  Bretaña. 

Los  hijus  de  estran  jeros,  que  nacen  en  Inglaterra,  son  sub- 
ditos ingleses.  La  naturalización  &e  efectúa  por  acto  de  Parla» 
mentó,  i  coloca  al  naturalizado  en  la  condición  de  subdito; 
pero  no  puede  ser  miembro  del  Consejo  privado  ni  del  Parla- 
mento, ni  goza  de  ciertos  empleos  i  privilejios. 

Eu  Francia,,  todo  individuo  uacido  en  el  pais,  de  padres  es- 
trarjeres,  puede  reclamar  su  calidad  de  ciudadano  dentro  del 
año  siguiente  al  de  su  mayoría,  con  tal  que  declare  que  tiene 
intención  de  residir  en  Francia,  i  que  en  caso  de  residir  en  el 
extranjero,  se  someta  á  fijar  e,n  ella  su  domicilio,  debiendo  fi- 
jarlo durante  el  ano  siguiente  al  sometimiento.  Con  iguales  for- 
malidades, también  puede  reclamar  la  ciudadanía  todo  aquel 
que  ha  nacido  en  el  extranjero  de  padre  francés  que  ha  perdido 
la  ciudadanía.  Ningún  francés  puede  naturalizarse  en  pais  es- 
tranjero,  sin  autorización  de  la  suprema  autoridad  de  Francia. 
Ufranrafla  casada  con  estaanjero  sigue  la  condición  de  su 
marida. 

10 
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nos,  por  un  motivo  de  equidad,  á  los  natura- 
les de  la  América  Española  i  á  los  españoles 
que  se  hallaban  en  el  Perú  cuando  se  procla- 
mó i  juró  la  independencia  i  han  continuado 
residiendo  en  el  posteriormente.  Esta  disposi- 
ción, nacida  de  las  circunstancias  especiales 
que  *ioa  rodearon  al  declararnos  independien- 
tes, pone  como  condición,  á  los  favorecidos  en 
ella,  la  residencia  de  cincuenta  años  en  el 
pais,  tiempo  mas  que  suficiente  para  que  se 
presuma  que  su  intención  es  no  abandonar  el 
Perú  i  acojerse  bajo  su  amparo. 

También  es  requisito  el  que  hayan  estado 
en  el  pais,  cuando  se  proclamó  la  independen- 
cia ;  la  mayor  parte  de  los  españoles  que  en- 
tonces no  nos  abandonaron,  abrazaron  la  causa 
de  la  patria,  i  muchos  individuos  de  la  Amé- 
rica Española  nos  ayudaron  con  su  valor  i  su 
intelijencia ;  estas  dos  razones  son  bastantes 
para  que  á  esos  individuos  no  se  les  privase 
del  beneficio  de  la  nacionalidad. 

64.  Hasta  aquí  solo  nos  hemos  ocupado  de 
los  ciudadanos  de  nacimiento.  Los  hai  tam- 
bién por  naturalización,  i  lo  son,  los  estran- 
jeros  mayores  de  veintiún  años,  residentes  en 
el  Perú,  que  ejercen  algún  oficio,  industria  ó 
profesión,  i  que  se  inscriben  en  el  r.ejistro  cí- 
vico en  la  forma  determinada  por  las  leyes. 
La  naturalización,  solo  puede,  pues,  ser  soli- 
citada por  la  misma  persona  interesada  i  su 
mayoría  es  requisito  indispensable. 

65.  Se  ofrece  aquí  la  cuestión  de  saber,  si 
el  peruano  por  naturalización  puede  Á  su  vez, 
hacer  a  su  hijo  nacido  en  el  estranjero,  perua- 
no de  nacimiento,  cumpliendo  con  los  requi- 
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sitos  del  inciso  2°  que  hemos  comentado  en 
el  párrafo  62.  En  ese  inciso  se  habla  de  pa- 
dres peruanos,  sin  indicar  si  deben  serlo  por 
nacimiento  ó  por  naturalización,  i  este  silen- 
cio de  la  lei  ha  hecho  surjir  varias  opiniones 
acerca  de  la  cuestión  propuesta.  Los  unos  ase- 
veran que  al  naturalizarse  un  extranjero  en 
el  Perú  adquiere  tocios  los  derechos  del  que 
ha  nacido  en  nuestro  territorio,  con  lijeras 
escepciones  ;  desde  luego,  uno  de  esos  dere- 
chos es  el  de  hacer  peruanos  de  nacimiento  á 
los  hijos  nacidos  en  el  estranjero,  i  de  este 
derecho,  ninguna  lei  priva  á  los  peruanos  por 
naturalización. 

X*os  otros  alegan  que  la  naturalización  es 
un  acto  que  afecta  esclusivamente  á  la  perso- 
na que  lo  practica,  intrasmisible  en  &us  efec- 
tos, i  que  requiere  la  realización  de  ciertas 
condiciones,  en  la  que  está  comprometida,  tan 
solo  la  voluntad  individual.  Si  se  les  concede 
á  los  estranjeros  naturalizados  la  facultad  de 
hacer  peruanos  de  nacimiento  á  sus  hijos  na- 
cidos en  ei  estranjero,  tendrían  el  derecho  de 
trasmitir  una  calidad  superior  á  la  de  ellos 
mismos,  i  esto  es  un  absurdo  por  el  axioma  de 
que  nadie  puede  dar  derechos  que  no  gi-za. 
Aunque  la  estranjera  casada  con  un  peruano 
por  naturalización  se  hace  peruana,  sin  em- 
bargo, adquiere  esa  calidad  con  las  mismas  li- 
mitaciones que  la  tiene  su  marido.  En  fin, 
parece  mas  natural,  que  solo  los  peruanos  de 
nacimiento,  tengan  derecho  de  presumir  i  an- 
ticipar el  consentimiento  de  sus  hijos  para  ser 
peruanos,  faciéndolos  inscribir  en  el  rejistrQ 
cívico. 
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66.  También  es  peruana  la  estranjera  casa* 
da  con  peruano ;  no  solamente  mientras  viva 
el  marido  (art.  41.  Código  Civil)  sino  aun 
después  de  enviudar,  con  tal  que  resida  en  el 
Perú.  Esta  disposición  nace  natural  e  inme- 
diatamente del  papel  que  tiene  la  mujer  en  el 
matrimonio.  Sometida  a  su  marido,  obligada  á 
seguirlo  por  doquiera,  la  estranjera  que  se  casa 
con  peruano,  consiente  tácitamente  en  aban- 
donar su  patria  i  adoptar  la  de  su  esposo,  que 
también  será  la  de  sus  hijos.  La  lei,  lejos  de  ha- 
cerle violencia,  pues,  no  hace  sino  confirmar 
una  determinación  espontánea  de  la  mujer. 

Esta  adquisición  de  la  -  calidad  dé  peruana, 
no  es,  propiamente  hablando,  una  naturaliza- 
ción, sino  una  consecuencia  del  matrimonio ; 
si  este  se  declara  nulo,  la  estranjera  permane- 
cerá siéndolo,  porque  ya  no  existe  la  base  le- 
gal para  adquirir  la  nacionalidad.  No  sucede: 
ria  lo  mismo,  si  en  vez  de  nulidad,  solo  se 
declarase  el  divorcio  ;  porque  exijiendo  la  lei 
la  viudez  i  la  residencia  en  el  país,  no  siendo 
viuda  una  mujer  divorciada  del  marido  pe- 
ruano, continuará  siendo  peruana,  si  no  aban- 
dona el  Perú. 

Vice- versa,  i  por  las  mismas  razones,  con- 
sidera la  lei  como  estranjera,  á  la  peruana  ca- 
sada con  extranjero.  Se  han  suscitado  muchas 
cuestiones  relativas  á  este  principio  de  nuestra 
lei  positiva,  que  la  mujer  sigue  la  condición 
del  marido.  Así,  por  ejemplo,  se  pregunta  qué 
sucedería,  si  en  un  matrimonio  de  peruanos, 
se  naturaliza  el  marido  en  una  nación  estran- 
jera. ¿Seguirá  siempre  la  mujer  peruana,  la 
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¿Dejará  también  ella  de  ser  peruana?  Pa- 
rece que  sí,  aunque  la  leí  no  lo  dice.  En  jene- 
ral,  no  están  acordes  sobre  este  punto  las 
opiniones  de  los  jurisconsultos.  Hai  quienes 
creen,  que  aceptado  por  la  lei  el  principio  de 
que  la  condición  del  marido  determina  la  de 
la  mujer,  ésta  será  en  el  caso  propuesto,  in- 
dudablemente, estranjera.  Otros  apoyan  una 
opinión  contraria  fundándose  en  que  cuando 
una  peruana  se  casa  con  estranjero,  lo  hace 
con  pleno  conocimiento  de  la  patria  que  va  á 
adoptar,  i  tiene  la  determinación  de  renun- 
ciar á  la  propia,  pero  esto  no  sucede  en 
la  cuestión  que  examinamos.  En  una  peruana 
que  se  casa  con  peruano,  no  se  puede  presu- 
mir la  intención  de  renunciar  á  su  patria,  i 
talvez  la  consideración  de  que  no  se  verá  pre- 
cisada á  hacerlo  sea  muchas  veces  uno  de  los 
principales  motivos  del  matrimonio.  Con  to- 
do, es  tal  la  íntima  unión  de  los  cónyujesf 
ue  se  dediicp  del  espíritu  de  nuestras  leyes 
a  opinión  primera,  según  la  cual,  se  conside- 
ra siempre  en  todo  su  rigor  el  principio  de 
que  la  mujer  sigue  en  todas  circunstancias  la 
condición  del  marido.  La  extranjera  casada 
con  peruano,  siendo  considerada  como  perua- 
na, participa  de  todos  los  dereqhos  del  mari- 
do, i  después  de  la  muerte  de  aquel,  puede: 
exijir  que  el  Estado  le  satisfaga,  el  montepío 
á  que  sea  acreedor,  ya  como  empleado,  ya 
como  militar. 

67.  Por  último,  puede  adquirirse  la  nacio- 
nalidad por  privilejio,  en  premio  de  grande*, 
servicios  prestados  a  la  Nación,  o  por  la  con* 
9WTe»ci*4$  Cttwnstwcia*  tales  cjw  jwtáfi* 
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quen  tan  grave  concesión.  Es  indudable  que 
solo  el  Congreso  podria  otorgar  esta  gracia, 
en  los  rarísimos  casos  en  que  puede  verifi- 
carse. 

68.  Una  vez  que  está  determinado  quiénes 
son  peruanos,  ya  es  fácil  conocer  quiénes  son 
estranjeros.  Lo  son,  pues  en  el  Perú  : 

1?  Todo  individuo  nacido  fuera  del  territo- 
rio nacional,  aunque  resida  en  él,  mientras 
no  se  naturalize. 

2?  Los  hijos  de  padre  peruano  o  madre  pe- 
ruana, nacidos  en  el  estranjero,  que  no  ha- 
yan sido  inscritos  en  el  rejistro  cívico,  por  sus 
padres  durante  la  minoría,  ó  por  ellos  mis- 
mos después  de  llegados  a  la   mayor  edad. 

3?  Los  naturales  de  la  América  Españo- 
la i  los  españoles  que  se  hallaban  en  el  J?erú, 
cuando  se  proclamó  i  juró  la  independencia, 
con  tal  que  hayan  abandonado  posteriormen- 
te el  pais. 

49  La  peruana  casada  con  estranjero,  mien- 
tras vive  su  marido  i  aun  después  de  su  muer- 
te si  no  reside  en  el  pais. 

Un  jurisconsulto  peruano,  comprende  en- 
tre los  estranjeros,  siguiendo  la  regla  jeneral 
de  que  el  hijo  siempre  sigue  la  condición  del 
padre  ó  la  de  la  madre,  si  el  padre  es  descono- 
cido ;  1?  á  los  nacidos  en  el  Perú,  de  padres 
estranjeros ;  i  2?  á  los  nacidos  en  el  Perú  de 
madre  estranjera  i  de  padre  desconocido.  Pe- 
ro ya  hemos  visto  que  la  Constitución,  termi- 
nantemente declara  peruanos  á  los  que  nacen 
en  el  territorio  de  la  República,  sin  hacer 
distinción  alguna  respecto  á  la  nacionalidad 

de  los  padres  j  así  es  <jué  son  de  hecho  pe* 
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manos,  i  necesitarían  efectuar  un  hecho  legal 
suficiente  para  despojarse  del  carácter  que  tie- 
nen adquirido  por  su  nacimiento,  i  manifes- 
tar que  no  es  su  voluntad  adoptar  la  ciudada- 
nía del  Perú.  Ese  hecho  legal  no  es  otro  que 
el  ejercicio  ó  adquisición  de  la  ciudadanía  en 
otro  Estado. 

69.  Al  calificar  las  condiciones  de  nació* 
nalidad,  nuestra  lei  tiene  en  cuenta^  no  solo 
el  principio  territorial  sino  también  el  perso- 
nal, i  .adoptando  el  primero,  transije  con  el 
segundo.  Cuando  este  último  es  inaplicable, 
como  sucede  con  los  huérfanos  ó  los  niños 
abandonados,  se  aplica  el  territorial  que  es  el 
mas  jenerai  Es  preciso,  pues,  indagar,  cuando 
se  trate  de  averiguar  si  un  individuo  estran- 
jero  ó  peruano,  primero  su  nacimiento,  des- 
pués su  oríj en  i  en  fin  si  se  ha  naturalizado. 

70.  Los  estranjeros  pueden  ser  transeúntes 
6  pasajeros,  i  domiciliados  ó  avecindados, 
Transeúnte  ó  pasajero,  según  García  Calde- 
rón, es  "el  que  transita  por  el  territorio,  ó  ha- 
ce mansión  en  él  como  simple  viajero,  ó  para 
el  despacho  de  negocios  que  no  suponen  áni- 
mo de  permanecer  largo  tiempo  ;  i  domici- 
liado es  "aquel  á  quien  se  permite  establecer- 
se permanentemente  en  el  pais,  sin  adquirir 
la  calidad  de  ciudadano."  Esta  división,  como 
se  ve,  solo  estriba  en  la  intención  que  abri- 
gue el  estranjero  al  habitar  en  la  República. 
Él  transeúnte  está  destinado  á  desaparecer 
con  las  causas  efímeras  que  motivan  su  resi- 
dencia ;  el  avecindado,  al  contrario,  adquiere 
un  domicilio  en  el  pais. 

71,  Es  mui  importante  la  détermin^cioQ 
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del  domicilio.  Ya  nos  hemos  referido  á  .él  en 
el  párrafo  11.  Nuestra  lei  civil  (art,45,  Có- 
digo Civil)  define  el  domicilio  "la  habitación 
en  un  lugar  con  ánimo  de  permanecer  en  él." 
Por  solo  la  residencia  voluntaria,  se  adquiere 
el  domicilio,  cuando  ella  ha  durado  dos  anos, 
tiempo  suficiente  para  presumir  la  existencia 
del  ánimo  de  permanecer ;  pero  independien- 
temente de  esa  residencia,  puede  el  estranjero 
adquirir  un  domicilio;  1?  declarando  esplíci- 
tamente,  ante  la  autoridad  civil,  su  intención 
de  establecerse;  29  practicando  algún  acto  que 
indique  esa  intención  (artículo  46,  Código 
Civil). 

Los  estranjeros  domiciliados  gozan  los  mis- 
mos derechos  i  están  sujetos  á  las  mismas  car- 
gas que  los  vecinos  nacionales  (arts.  53  i  54, 
Código  Civil.)  Estos  derechos  i  estas  cargas 
son : 

19  La  sujeción  á  las  contribuciones  i  cargas 
municipales ; 

29  El  ejercicio  de  los  empleos  municipales; 

39  El  derecho  de  no  ser  demandado,  sino 
ante  el  juez  del  domicilio,  en  las  acciones  per- 
sonales ; 

49  La  participación  en  los  consejos  de  fami- 
lia* 

59  El  pago  de  las  contribuciones  persona- 
les» en  su  domicilio.; 

Loe  estranjeros  lo  mismo  que  los  naturales, 
pueden: variar  libremente  de  domicilio,  fiján- 
dolo sucesivamente  en  varios  lugares.  Consi- 
derando bajo  distintos  aspectos  el  individuo, 
puede  tener  mas  de  un  domicilio.  Si  por 
<yemplo>  tutitee  bienes  rimen  en  tres  lujaras 
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diferentes,  en  las  aceianes  que  á  esos  bienes 
se  refieran,  solo  podrá  ser  demandado  ante  el 
juez  del  lugar  donde  se  encuentran  los  bienes 
litijiosos. 

L£  residencia,  para  constituir  el  domicilio, 
debe  ^er  voluntaria ;  así,  no  se  domiciliarían 
los  estranjeros  que  traen  una  comisión  espe- 
cial ó  asunto  particular,  por  mas  que  estuvie- 
sen, tal  vez  contra  su  voluntad,  entre  nosotros, 
durante  los  dos  anos  de  la  leí ;  ademas  les 
faltaría  el  ammus  manéndi,  elemento  esencial 
de  la  vecindad. 

¿Será  indispensable  la*  res'dencia  para'  con- 
servar, como  lo  es  para  adquirir  el  domicilio? 
Sin  duda  que  nó,  porqué  de  otro  modo  serian 
imposibles  ios  viajes,  el  comercio  i  las  ausen- 
cias que  los  negocios  i  peripecias  de  la  vida 
imponen^  los  vecinos*  El  domicilio  se  conser- 
va mientras  subsistan  sus  dos  elementos  cons- 
titutivos, la  habitación  i  el  ánimo  de  perma- 
necer. Pero  no  es  la  habitación,  la  material  i 
física  permanencia  en  un  lugar  fijo ;  basta  que 
sea  la  residencia  habitual,  i  que  e  i  sus  actos, 
designe  el  individuo  ese  lugar  como  su  domi- 
cilio, pues  así  manifestará,  que  conserva  el  án¿*= 
jno  de  permanecer.  En  la  designación  del  do- 
micilio se  sigue  las  mismas  reglas,  ya  se  trate 
de  naturales  ó  extranjeros,  i  de  consiguiente 
las  disposiciones  civiles  sobre  vecindad  com- 
prenden también  k  los  extranjeros  (art.  53, 
Cód.  Giv.)  afei  es  que  á  estos  también  es  apli- 
cable la  disposición  (art.  50,  Cód.  Civ.)  que 
establecerte  la  mujer  casada  tien.i  por  domi- 
cilio el  de  su  marido ;  el  menor  no  emanci- 
pado i  el  mayor  Mwapa.7-,  el  de  sus  pjwivw  ó 
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guardadores ;  el  sirviente,  ul  de  su  patrón. 
También  está,  comprendido  el  estraniero  do- 
miciliado en  todas  las  prescripciones  civiles 
sobre  ausencia,  como  cualquier  vecino  natu- 
ral. 

72.  Siendo  la  permanencia  del  transeúnte, 
precaria,  pudiendo  cesar  en  cualquier  momen- 
to, no  se  presume  que  tome  en  los  asuntos 
de  la  localidad,  el  interés  que  siente  el  que 
en  ella  ha  fijado  sus  dioses  domésticos.  No 
goza  por  lo  mismo,  de  los  derechos  anexos  al 
domicilio  (art.  55,  Cód.  Civ,)  ni  está  sujeto 
tampoco  á  las  cargas  que  impone.  £&to  no 
obsta,  sin  embargo,  para  que  estén  sujetos, 
como  lo  están  (IV.  Titulo  preliminar.  Código 
Civil.)  alas  leyes  de  policía  i  seguridad,  que 
obligan  á  todos  los  habitantes  del  Perú  ;  igual- 
mente están  comprendidos  en  todas  las  leyes 
sobre  seguridad  de  las  personas  i  propiedades, 

{rozan  de  estos  derechos,  i  pueden  administrar 
ibremente  sus  bienes.  Cuando  muere  uu  tran- 
seúnte,, la  lei  dispone  (arts.  1298,  1295  i  1296, 
Cód.  de  Enjuie.  Civ.)  que  intervenga  la  au- 
toridad para  conservar  su  fortuna,  observan- 
do ciertos  trámites,  que  en  otro  lugar  indica- 
mos. (1) 

73.  l)e  la  condición  del  transeúnte,  se  de- 
duce que  puede  burlar  fácilmente,  abandonan- 
do el  lugar,  los  fallos  judiciales  en  los  juicios 
que  con  malicia  promueve,  i  para  evitarlo  la 
lei  dispone  (art.  J53,  Cód.  de  Lüijuic.  Civil.) 
que  el  estranjero  cuando  es  transeúnte  ó  no 
tiene  bienes  conocidos!  puede  ser  obligado  á 
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dar  fianza  de  resultas,  en  el  juicio  en  que  fue- 
re actor ;  esa  fianza,  conocida  con  el  nombre 
iejudicatum  solví,  debe,  como  se  ve,  prestar- 
la también  el  estranjero  cuando  no  tiene  bie- 
nes conocidos. 

La  caución  judicatum  solví,  nos  viene  de 
Ioí  Romanos,  entre  los  cuales  no  tenia  la  res- 
trínjida  intelijencia  que  le  dan  nuestras  leyes. 
Su  objeto,  entre  nosotros,  es  asegurar  el  pago 
de  costas  ó  de  deudas  á  que  puede  ser  conde- 
nado el  demandante  estranjero,  i  también 
pone  un  freno  al  prurito  de  litigar,  haciendo 
ver  al  estranjero  que  no  se  sustraerá  de  las 
consecuancias  del  juicio  que  ocasione. 

De  la  naturaleza  de  esta  caución  nacen 
rañas  cuestiones.  Desde  luego,  se  pregunta 
si  se  aplicará  á  toda  clase  de  juicios,  i  aun  á 
los  ejecutivos  El  Código  no  hace  distinción 
alguna  i  las  palabras  que  emplea  "en  todo 
juisio"  parece  comprender  aun  á  los  ejecuti- 
vos 

Otra  cuestión  consiste  en  saber  si  se  aplica- 
rá la  fianza  cualquiera  qic  sea  la  condición 
del  deaiiadado,  ya  sea  extranjero  domiciliado 
sin  bienes  conocidos  ó  transeúnte.  El  silencio 
déla  lei,  por  una  parte,  I03  términos  tan  jene- 
ralesque  emplea,  así  parecen  indicarlo.  ¿En 
qué  estado  del  juicio  debe  pedirse  esta  cau- 
ción? En  Francia,  es  «al  iniciarse  el  juicio,  in 
liinine  litis,  i  antes  de  interponer  cua1  quiera 
escep/ion.  El  demandado  que  ce  n  estafe  háa 
i  llanamente  la  demanda,  peid.ra  e.  derecho 
de  ex  jir  la  fianza  mas  ¿delante  ;  Considerán- 
dose su  silencio  como  confesión  tí  cita  de  que 
«taba  satisfecho  de  la  honoiabüidad  del  di* 
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mandante.  Entre  nosotros,  no  fija  la  lei  la 
época  precisa  para  exijir  la  caución.  El  pro- 
cedimiento francés,  puede  alguna  veces  llegar 
á  ser  injusto ;  el  demandado  talvez  ignore  que 
el  demandante  es  estranjero  domiciliado  sin 
bienes  conocidos  ó  transeúnte,  i  no  se  com- 
prende, en  ese  caso,  la  razón  para  privarle  del 
derecho  de  exijir  la  fianza,  tan  luego  como 
llegue  á  su  noticia  la  condición  de  su  con- 
trario. 

Lo  que  parece  cierto  es  que  solo  á  petición 
de  parte,  puede  el  juez  exijir  la  fianza  de  re- 
sultas ;  porque  no  puede  suponerse  que  el  ma- 
jistrado  tenga  mas  interés  en  garantir  los  in- 
-  tereses  del  demandado,  que  el  demandado 
mismo. 

Ademas,   como  este  es  un  beneficio^  cuyo 
goce  no  interesa  ni  al  orden  público,  ni  á  las 
buenas  costumbres,  i  esta  clase  de  derechos 
son  renunciables  á  voluntad  del  beneficiado 
(VII.  Título  preliminar.  Cód.  Civ.)  puede  su- 
ceder que  este  no  creyere  necesario  usar  de 
su  derecho,  i  entonces  el  juez  no  podría  ante- 
poner su  opinión  á  la  del  demandado,  que  es 
el  que  mejor  sabe  cuando  debe  exijir  ó  renun- 
ciar las  garantías  que  la  lei  le  acuerda.  (1) 
74.  Es  distinta  la  posición  que  ocupan  res- 
.  pectivamente  el  transeúnte,  el  estranjero  do- 
miciliado i  el  natural  del  pais.  Los¡  primeros, 
.aunque  gozan  de  los  derechos  de  seguridad 
de  sus  personas  i  propiedades,  i  están  suje- 
^  tos  á  las  leyes  de  policía  i  seguridad  públi- 
ca, no  tienen  las  cargas,  ni  tampoco  los  dere- 

.    (l).Sft£Q7t  Loa  ftraqgw  en  Franco,  p.  217  *t  seqq.    ¿ 
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f  hos  que  nacen  de  la  vecindad  ;  los  segundos 
gozan  do  estos  i  soportan  aquellas,  mientras 
Yugan  su  domicilio  en  el  Perú  ;  los  perua- 
nos, en  fin,  gozan  de  algunos  derechos  que  no 
"ienen  los  estranjeros  domiciliados.  Hai,  pues, 
na  graduación  en  la  cual,  el  domiciliado  es 
el  término  medio  entre  el  transeúnte  que  nirtr 
pn  vínculo  estable  tiene  en  el  Perú,  i  el  pe- 
ruano que  tiene  en  el  pais  todos  sus  intere- 
ses, i  está  unido  íntimamente  por  los  lazos  de 
mmilia  6  <le  nacionalidad. 

75.  Clasificados  los  estranjeros,  según  el 
nempo  de  residencia  i  el  ánimo  de  permane- 
cer en  el  pais,  pueden  también  ser  considera- 
dos bajo  otro  aspecto  :  el  do  la  posición  que 
ocupan  respecto  al  Gobierno.  Pueden  ser, 
desde  luego,  ó  estranjeros  particulares,  ó  es- 
tranjeros constituidos  en  dignidad.  Los  indi- 
viduos particulares  están  sujetos  á  las  leyes 
del  pais  en  los  términos  que  dejamos  indica- 
dos, i  según  ¡sean  transeúntes  ó  domiciliados. 
Los  estranjeros  constituidos  en  dignidad  son 
ios  ajentes  diplomáticos,  con  carácter  repre- 
sentativo, i  los  ajentes  consulares.  Esta  se- 
cunda clase  de  estranjeros  tienen  una  con- 
dición especial  i  merece  un  examen  detenido. 

76.  Este  examen  forma  uno  de  los  capítulos 
aias  interesantes  del  derecho  internacional ; 
las  doctrinas  con  él  relacionadas  han  sido  dis- 
cutidas en  todos  sus  detalles  por  multitud  de 
publicistas  distinguidos,  así  es  que  son  jené- 
ralmente  bien  conocidas.  Seremos,  pues,  mui 
breves  en  este  asunto,  i  refiriéndonos  siempre 
í  la  lejislacion  positiva  del  Perú. 

77.  Son  ajentes  diplomáticos,  aquellos  ajen- 
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tes  acreditados  en  el  Perú,  por  otras  personas, 
i  que  gozan  de  carácter  representativo.  Estos 
funcionarios  tienen  varios  privilejio?,  de  los 
cuales  unos  se  derivan  de  la  naturaleza  mis- 
ma de  su  uiision,  i  otros,  aunque  sin  funda- 
mento jurídico,  han  sido  consagrados  por  el 
uso  constante  de  las  naciones  civilizadas. 

Al  conjunto  de  ellos,  siendo  talvez  el  mas 
importante  la  exención  de  la  jurisdicción  civil 
i  criminal  del  pais  donde  residen,  se  la  ha  da- 
do el  nombre  de  extrateiintorialidad.  porque 
consistiendo  principalmente  en  la  exención  de 
las  leyes  locales,  se  ha  considerado  al  ájente 
diplomático,  por  una  ficción,  como  si  estuvie- 
ra fuera  del  territorio  (quasi  extra  tcrrito- 
riuiri)  i  en  el  de  su  propia  nación. 

78.  Concedido  el  derecho  de  enviar  a j entes 
diplomáticos,  se  sigue  que  la  nación  que  los 
recibe,  está  obligada  á  dispensarles  todos  los 
medios  indispensables  para  el  desempeño  de 
sus  funciones.  Uno  de  ellos  i  el  principal  es 
la  inviolabilidad.  Esta  ha  sido  defendida  en 
todos  los  tiempos  i  por  todos  los  publicistas. 
Al  que  ofende  á  un  ájente  diplomático,  se  le 
considera  como  un  criminal  público,  i  como 
tal  debe  castigarlo  el  Estado  :  en  la  persona 
del  ájente  se  violan  el  respeto  i  las  conside- 
raciones que  se  deben  á  la  nación  que  repre- 
senta. La  inviolabilidad  no  solo  la  gozan  los 
ajentes  acreditados  en  el  Peni,  sino  todos 
aquellos  que.se  encuentren  en  él,  de  tránsito 
para  otros  paises. 

79*  En  cuanto  á  la  exención  de  la  jurisdic- 
ción en  materia  civil  i  criminal,  hó  aquí  laa 
reglas  jeneralmente  admitidas. 
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l9  £1  ájente  diplomático  no  está  obligado 
á  comparecer  ante  los  tribunales,  ni  á  obede- 
cer las  leyes  civiles ; 

2*  Se  esceptuan  las  acciones  sobre  inmue- 
bles del  ministro,  situados  en  el  pais ;  las  obli- 
gaciones contraidas  por  él,  en  su  capacidad 
de  comerciante  ó  fabricante,  i  las  acciones  en 
que  es  actor.  Para  estos  casos  no  hai  exen- 
ción civil. 

3*  El  ájente  diplomático  ejerce  jurisdicción 
civil  i  criminal  sobre  su  comitiva,  la  cual  par- 
ticipa de  sus  privilejios ;  en  virtud  de  este 
derecho,  autoriza  sus  contratos  i  testamento, 
recibe  sus  declaraciones,  i  cuando  alguno  de 
la  comitiva  perpetra  un  delito,  puede  enviar- 
lo a  su  pais  para  su  juzgamiento. 

4'  Si  el  ministro  comete  un  delito,  el  so- 
berano puede  pedir  su  relevo,  mandarlo  a  la 
frontera  con  escolta,  pero  nunca  arrestarlo  ó 
castigarlo,  i  en  jeneral  tomar  otras  medidas 
análogas,  según  la  gravedad  del  delito,  ya  sea 
público  ó  privado. 

80.  En  materia  de  impuestos  no  está  obli- 
gado, en  jeneral,  á  satisfacerlos  el  ájente  di- 
plomático, escepto  los  reales  i  los  de  tránsito. 
En  cuanto  al  pago  de  derechos  de  aduana,  se- 
gún la  teoría  mas  aceptada,  no  obliga  al  mi- 
nistro estranjero,  i  en  el  Perú  así  se  ha  dis- 
puesto .por  reglamentos  gubernativos. 

81.  Por  un  decreto  publicado  en  1845,  (1)  i 
.   por  el  Reglamento  de  Comercio,  (2)  los  mi- 
nistros i  ajentes  diplomáticos,  de  otras  nacio- 
nes, acreditados  cerca  del  Gobierno  del  Perú, 

(1)  Véiae  el  Apéndice  VT. 

(1)   Vrfase  el  Apéndice  VIL  *d  fia. 
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e$fán  exentos  d$ .  los  impuestas  personajes,;  i 
su»  equipaje»  libres  de  ser  rejistra.dosfó  visitar 
dos  en  las  Aduanas  de  la  República,  en  su 
entrada  ó  salida.  También  están  exentos  de 
los  derechos  indirectos,  de  los  de  Aduana  i 
otros  de  consumo,  con .  respecto  á  los  objetos 
que,  les  vengan  del  estraniero,  i  que  sean  desa- 
tinados .  p$ra  el  uso  de  eliQS  (1)  i  de  su  comi- 
tiva. (2J  Para  que  estos  objetos  les  sean  en- 

(1)  No  ha.  dejado  de  haber,  en  el  Perú,  abusos  en  esta  ma- 
teria, i  recordamos  que  no  ha  Saltado  ájente  diplomático  que 
haya  prestado  con  demasiada  lijereza  su  firma  para  librar  de 
derechos  de  aduana  á  artículos  destinados  al  comercio,  i  que 
estaban,  por  consiguiente,  mui  lejos  de  ser  para  su  uso  per- 
soua). 

(2)  Con  motivo  de  la  consulta  hecha  al  Gobierno  por 
Mr.  Hovey,  Ministro  Americano  en  el  Perú,  eu  junio  de  1870, 
el  Gobierno  declaró  :  1.  °  Que  la  exención  de  derechos  de 
Aduana,  se  estiende  a  todas  las  clases  de  ajentes  diplomát- 
icos, »in  distinción  alguna  de  rango,  con  tal  que  nean  jefes  de 
misión  ;  2.  °  No  se  estiende  la  mencionada  exención  á  los 
¡Secretarios  de  legación,  sean  solteros  6  casados»  esceptq  cuan- 
do se  hallen  interinamente  investidos  del  carácter  de  Encar- 
gado de  Negocios  ;  3.  °  Respecto  del  límite  o  la  cantidad  que 
de  un  artículo  determinado  pueda  importar  un  ájente  diplo-. 
mático  de  una  vez  o  durante  un  período  señalado,  no  hai  re- 
gla Üja,  pero  la  que  se  deduce  del  art.  133  del  Reglamento  de 
Comercio,  es  que  pueden  los  Ministros  públicos  introducir  li- 
bres de  derechos  los  artículos  destinados  para  «u  vj*o pertonal, 
siendo  así  limitada  la  cantidad,  por  la  que  personalmente  pue- 
den usar  «líos  i  su  familia.  Mas,  en  la  practica  el  verdadero 
límite  está  fijado  por  la  circunspección  i  delicadeza  del  ájente 
diplomático,  i  por  la  cortesía"  i  prudencia  del  Gobierno  del 
Perú  :  4.  °  La  circunstancia  de  hallarse  el  ájente  diplomáti- 
co ausente  con  licencia,  sea  cual  fuere  la  duración  de  esta,  ya 
sea  para  visitar  su  propio  pais,  ó  para  viajar  en  el  pais  donde, 
está  acreditado  il  otros,  no  establece  una  regla  distinta,  i'  se 
observan,  las  espuestas  anteriormente  ;  5.  °  La  compra  de 
efectos  en  Aduana  les  es  permitida  ;  pero  refiriéndose  los  ar- 
tículos citados  del  Reglamento  de  Comercio,  á  los  efectos  que 
los  ajentes  diplomáticos  introducen  para  su  uno  personal,  ¿ 
internándose  para  el  consumo  jene<**l.  los  que  se  hallan  en 
Aduana,  los  que  por  lo  tanto  han  devengado  ja  derechos,  es- 
tos deben  abonarse,  siempre  que  compren  aquellos-  efectos, 
■—Véase  Apéndice  VIL 
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tregadop,  íae  tequie  re,  tan  solo  la  presentación  • 
álos  administradores  do  una  razón  enque  de- 
claren,  bage Í$U'  firma,  que  son  para  ¿m  uso  per- 
sonal*. Egtos  oiiismo8  privilejios  tiznan  los  xxiir 
nistroaestranjeros,  acreditadus  corea  de  cual* 
quieía    otra  potencia,  que  transiten  por  el., 
teiritorio  de  la  República..  La  exención   de  . 
contribuciones  no  comprende  la  de  peaje,  pon- 
tazgo  i  coirreos,   aunque  osta  última  ha  sido 
motena  i  de '  di  versas  convenciones  postales. 
Támpqco  eetáiu  ubres  de  la  contribución  real 
que  verse; sobre  bienes  raices,  ni  de  la  depa-  . 
tentes,  si  ejerce  el  comercio  ó  alguna  otra  in- 
dustria, ni  de  la  da  sociedad,  si  son  miembros 
de?  alguna.  Pero  todas*  estas  disposiciones  pue-f 
dea  ser  restrinjidas  ó  modificadas   de  cual- 
quier modo  por  lo  que    se  estipule  en  los  tra- 
tados con  otras  naciónos. 

82*  ;.De .  los  negocios;  contenciosos  de  los 
individuos  del  Cuerpo  diplomático  i  Cón- 
sules, .residentes  en  la  República,  conoce,, 
según  la  lei>  (Reglamento  de  Tribunales, 
artículo  18, ,  inciso  3?  )  la  Corte  Supre- 
ma de  Juétioio,  Esta  jurisdicción  solo  se 
ejerce  indudablemente,  ouando  suceda  algu-  . 
no  de  ios  casos  que  ya  dejamos  menciona- 
dos (párrafo  79,  regla  segunda).  En  esos  ca- 
sos, el  ájente  diplomático  no  goza  de  ninguna 
exención,  i  por  consiguiente  se  hacia  indis- 
pensable, señalar  el  tribunal  competente  pa- 
ra .juzgarlos.  Nuestra  lei,  al  determinar  que :«, 
sea  la  Corte  Suprema,  ha  querido  rendir 
horaegiAJe^á  la  alta. importancia  de  los  ajen* 
tes  diplomáticos,  designando  como  juez  en 
sus  negocios,  sea  cual  fuere  su  entidad  i  n&r  - 
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turaleza,   el  primer  tribunal  de  la  Repúbli- 
ca. (1)  • 

83.  Una  de  las  inmunidades  diplomáticas 
mejor  establecidas,  es  la  de  morada.  Ella 
impide  que  las  autoridades  locales  ejerzan  sus 
funciones  en  la  casa  i  en  I03  carruajes  del 
ájente  diplomático. 

"La  independencia  del  embajador  seria  im- 
perfecta i  mal  establecida  estaría  su  libertad," 
dice  Vattel  (lib.  IV,  c.  9*  s.  117.),  "si  la  casa 
que  habita  no  gozase  de  la  mas  completa 
franquicia,  i  si  no  es  inaccesible  para  los  mi* 


(1)  En  la  Constitución  de  Huancayo,  art.  118,  se  hallaba 
también  consignada  esta  importante  atribución  de  la  Corte 
Supre.ua,  i  recordamos  un  caso  en  que  su  aplicación  ocasionó 
grave  controversia  entre  los  p-  deres  Ejecutivo  i  Judicial  En 
1843,  don  Manuel  Cerqueira  i  Lima,  Encargado  de  Negocios 
del  Brasil,  dirijió  una  nota  al  Gobierno  peruano,  comunicán- 
dole que  en  19  de  agosto  "se  había  presentado  en  la  Legación 
imperial,  contra  todos  los  usos  e  inmunidades  debidas  &  su 
carácter  público,  un  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, pretendiendo  notificarle,  por  parte  de  ella,  un  escrito." 
Recibida  la  nota,  pidió  el  Gobierno  informe  á  la  Corte,  i  á¡  su 
vez  esta  lo  pidió  al  Fiscal.  En  su  v  sta  dijo  este  funcionario, 
que  el  Encargado  de  Negocios  no  debía  ignorar  la  atribución 
tercera  de  la  ^oit  *,  consignada  en  el  art.  118  de  la  Constitu- 
ción vijente  i  según  la  cual,  era  competente  para  conocer  "de 
los  negocios  contenciosos  de  los  individuos  del  Cuerpo  diplo- 
mático i  Cónsules  residentes  en  la  República,  i  de  las  infrac- 
ciones del  Derecho  internacional;"  que  ningún  ministro  se 
habla  quejado  de  ese  art1  culo,  ni  reclamado  i  que  por  consi- 
guiente al  mandar  la  Corte  notificar  al  Encargado  de  Nego- 
cios, ejercía  una  atribución  constitucional.  La  Corte,  á  su  tur- 
no, informó,  citando  á  Vattel,  Kiuber,  i  Merlin,  i  comentan- 
tando  el  artículo  constitucional,  dice  que  un  traslado  no  des- 
pojaba anadie  de  sus  pri  vi  lejíos,  i  concluye  calificando  de 
inju-to  el  reclamo  del  Ene  irg  ido  de  Negocios.  Sin  embargo, 
el  Gobierno  resolvió  la  cuestión,  declarando  que  se  habia  vio- 
lado las  inmunidades  diplomáticas,  que  no  tenia  la  Corte  Su- 
prema dereho  para  juzgar  los  apuntos  contenciosos  de  los  Mi- 
nisti  o?  públicos  estranjeroa  *  ^°  explicaciones  satisfactorias 
al  keáor  Cerqueira. 
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nistros  ordinarios  de  la  justicia. ...  La  morada 
del  embajador  debe  estar  a  cubierto  de  todo 
insulto,  bajo  la  protección  especial  de  las  leyes 
i  del  derecho  de  jentes ;  insultarla,  es  hacerse 
culpable  hacia  el  Estado  i  hacia  todas  las  na- 
ciones."  Esta  inmunidad  la  goza  el  Ministro, 
en  toda  su  estension  mientras  no  convierta 
su  casa  en  refujio  de  criminales,  conspirando 
así,  a  que  se  eludan  las  leyes  nacionales. 

84.  Una  exajeracion  de  la  inviolabilidad 
de  morada,  es  lo  que  se  ha  llamado  derecho 
de  asilo.  "Hijo  del  asilo  relijioso,  el  derecho 
de  asilo  La  seguido  todas  sus  vicisitudes/' 
dice  el  comendador  Ribeiro  dos  Santos,  "i 
aun  se  trabaja  por  destruir  lo  que  de  él  que- 
da ;  ¿cómo  se  reconocerá  en  el  hombre>  lo 
que  no  se  acuerda  á  Dios?" 

En  jeneral,  el  asilo  puede  ser  por  asuntos 
criminales,  civiles  ó  políticos.  El  asilo  por 
asuntos  criminales,  es  umversalmente  conde- 
nado por  los  tratadistas.  En  el  Perú,  la  lei 
no  lo  reconoce,  i  al  contrario,  establece  el 
modo  de  extraerá  los  reos  asilados  (1). 

Tampoco  está  justificado  el  asilo  en  asun- 
tes civiles  (2), 

(1)  Art.  83.  Cuando  «el  reo  contra  quien  se  libre  manda* 
miento  de  prisión,  bu  halle  en  territorio  estranjero,  i  el  caso 
sea  de  extradición  en  concepto  del  juez,  te  dirijirá  copia  del 
sumario  á  la  Corte  Suprema  para  que  examinando  si  tiai  lu- 
gar á  la  extradición,  pida  que  el  Gobierno  la  recabe. 

Para  extraer  de  casa  de  los  ajentes  diplomáticas,  á  loa  de- 
lincuentes, se  procederá  como  en  el  caso  de  extradición.— Ar- 
tículo 89.  ad  fin.  Código  do  Enjuic.  Penal 

(2)  En  el  Peni,  donde  se  han  cometido  tantos  abusos  de 
todo  jrnero,  tampoco  ha  faltado  ájente  diplomático  uue  hicie- 
se valer  el  asilo  en  asuntos  civiles.  Albertiui,  en  su  Derecho 
diplomático,  cita  (Cap.  V.  Parte  segunda,  p.  146.  nota)  el  si- 
fuiante  caso  entre  otros  mucho»  que  han  sucedido.  Un  ejecu- 
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85*  Respecto  al  asilo  por  asuntos  políti- 
cos, lié  aquí  lo  que,  justamente,  dice  un  pu- 
blicista peruano.  "En  nuestras  Repúblicas 
Sud-Americana8,  con  harta  frecuencia,  des- 
graciadamente, trabajadas  por  las  disensiones 
intestinas,  en  las  que  el  mandatario  de  la  vís- 
pera i  sus  adictos  suelen  ser  las  víctimas  per- 
seguidas del  dia  siguiente,  el  asilo  en  materia 
política,  cuando  nú  median  atentados  que 
caen  bajo  el  dominio  de  las  leyes  comunes  i 
que. hacen  del  asilado  un  criminal  vulgar, 
suele  ser  cuando  nó  autorizado,  a  lo  ínénosr 
tolerado.  La  bandera  extranjera  bajo  de  la 
cual  se  acoje,  acostumbra  ser  respetada,." 

"Pero  si  las  personas  asiladas,  por  su  ca- 
rácter, por  su  prestijio  político,   por   las  in-  % 
fluencias  que  pueden  aun  ejercer,  son  capa- 
ces dé  inspirar  al  Gobierno   serios  temores  i 
de'  comprometer,  con  su  prolongada  presencia 
en  el  pais,  la   tranquilidad  i  el  orden  público, 
también  está  admitido  que  el  ájente   diplo- 
mático, a  cuya  morada   se   ha  acojido,  está 
en  el  deber  de  disipar  esa  justificada  2Ózobra, 
en  observancia  de  ías  leyes*  de  la  neutralidad. 
Entonces,  bajo  la  palabra  recíprocamente  em- 
peñada del  Gobierno  i  del  ájente  público,   se 
debe  otorgar  a  esos  asilaos*  las  franquicias 
necesarias  para  salir  del  pais  dentro  de  un  pla- 
zo equitativa  i  prudencialmente  fijado.    In- 

tor  testamentario,  obligado  coactivamente  ¿  rendir  cuentas  i 
á  constituir  en  depósito  valores  pertenecientes  ¿  una  testa- 
mentaría no  encontró  cosa  mas  llana,  para  burlar  el  efecto  de 
las  providencias  judiciales,  que  acojerse  al  asilo  de  una  Lega- 
ción i  no  le  han  faltado  oficiosos  defensores,  en  las  altas  esfe- 
ras políticas,  que  pretendiesen  Jiaear  extensivos  los  favores  del 
asilo  al  demandado  judicialmente  en  materia  civil 
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cumbe  en  esta  coyuntura  al  ájente  estranjero 
cuidar  relijiosamente  del  cumplimiento  de  ese 
compromiso  deferido  á  su  lealtad  i  á  su  buena 
fé."  (1). 

Las  últimas  reglas  sobre  este  asunto  adop- 
tadas por  el  Gobierno  del  Perú,  son  las  si- 
guientes : 

1*  El  Gobierno  del  Perú  no  reconoce,  en 
adelante,  el  asilo  diplomático,  tal  como  ha 
sido  practicado  hasta  el  dja  en  el  Perú,  sino 
únicamente  dentro  los  límites  que  le  asigna 
el  Derecho  de  Jentes,  que  basta  por  sí,  para 
resolver  las  cuestiones  que  eñ  casos  excepcio- 
nales pueden  ocurrir  en  materia  de  asilo, 

2^  Subsistiendo  el  a«ilo  diplomático  en  los 
Estados  de  la  América  del  feud,  i  gozando 
de  él  por  lo  mismo,  las  Legaciones  del  Perú 
en  esos  Estados,  el  Perú  renuhcia,  por  su 
parte  a  ese  privilejio,  ya  que  lo  niega  á  las 
legaciones  de  dichos  Estados  en  el  Perú.  (2) 

86.  Todas  estas  prerogatívas  las  gosfa  el 
ministro  público,  por  respeto  á  la  nación  que 
representa,  i  en  atención  á  que  se  le  deben 


(1)  Albertina  loo.  cit>— ífingun  ájente  diplomático  ha  re- 
nunciado el  asilo  por  asuntos  políticos,  en  el  Peni  ;  al  contra* 
tío,  todos  han  tratado  de  justificarle,  cada  vez  que  ocurría.  JEn 
1849,  se  refujió  en  la  Legación  de  los  Estados  unidos  euli* 
jn%  un  caudillo  revolucionario.  Se  suscitó  con  este  motivo  una 
larga  correspondencia  entre  el  Gobierno  i  Mr.  Clay,  jefe  de* la 
Legación.  Este  funcionario  reconoció  entonces  el  dereebodei 
Gobierno  para  hacer  salir  del  pais  al  rfeftijiado,  o  .par*  so- 
meterlo a  juicio,  con  arreglo  a  las  leye*  existentes»  • 

-/2)  Estas  regías  fueron  consignadas  en  un  estenso  Memo* 
.randunv publicado  después  de  una  conferencia  habida  en, el 
Ministerio  de  Relaciones  Esteriofes  del  Peni,  i  á  la  cual  asis- 
tieron ademas  del  Ministro  Pacheco,  todos  los  miembros 
del  Cuerpo  dfrtamétra  residentes,  en  Lima»  Yease^péndi* 
geVHX 
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prestar  todas  las  .  facilidades  necesarias  para 
el  cumplimiento  de  su  misión.  Desde  luego 
se  sigue  que  cuando  el  estranjero  no  sea  mi- 
nistro público,  es  decir,  cuando  sea  cual  fue- 
re el  nombre  o  título  que  ostente,,  no  está  in- 
vestido de  carácter  representativo,. desaparece 
la  razón  de  ser  de  estos  privilejios  i  ellos  no 
existen.  Hai,  en  efecto,  ájente»  á  quienes  se 
les  confia  comisiones  eñ  el  estranjero,  i  que 
no  tieflen  ese  carácter.  Tales  son,  las  Cónsu- 
les, i  cualesquiera  otras  personas  encargadas 
por  un  Gobierno  de  asuntos  mercantiles,  fi- 
nancieros ó  industriales,  i  que  deben  cumplir 
su  cometido  en  el  Perú.  Todos  estos  indivi- 
duos, lejos  de  gozar  de  inmunidades  diplomá- 
ticas, están  sujetos  por  completo  á  las  leyes 
locales,  como  todos  los  estranjeros. 

87.  Los  cónsules,  en  sus  negocios  privados 
no  tienen  derecho  alguno  para  sustraerse  de  la 
iurisdiccion  naoional ;  sufren  los  efectos  de  la 
lei  local,  i  si  las  circunstancias  lo  requieren, 
puede  procederse  contra  ellos  por  las  vías 
de  apremio,  coacción  corporal  i  embargo  de 
bienes.  Las  consideraciones  que  algunas  ve- 
ces se  les  dispensa,  son  debidas  a  su  posición 
oficial,  i  están  limitadas  por  lo  que  estricta- 
mente es  indispensable,  para  que  llenen  sus 
funciones  consulares,  con  entera  libertad  é  in- 
dependencia. El  cónsul  solo  tiene  un  carác- 
ter comercial;  es  un  ájente  de  un  •  Gobierno 
estranjero,  para  auxiliar  i  observar  la  marcha 
que  sigue  el  comercio  de  su  pais  con  el  en  que 
está  acreditado,  i  para  recojer  \  comunicar  á 
su  Gobierno  todos  los  datos  que  juzgue  ne- 
ttft*rio9  wbre  esas  materias.  Estos  principio* 
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jeneraies  sobre  los  cónsules,  han  sido  amplia- 
mente reconocidos  en  el  Perú,  por  leyes  po- 
sitivas, i  algunas  veces,  se  les  ha  dado  a*  as  am- 
plitud de  la  que  tienen  en  el  estricto  sentido 
científico.  ' 

Desde  luego,  un  cónsul  no  puede  entrar  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  haber  obte- 
nido previamente  el  exequátur,  o  permiso  ofi- 
cial de  la  suprema  autoridad  del  Estado.  El 
exequátur  prodtlce  estos  efectos  : 

lv  Todas  las  autoridades  nacionales  que- 
dan obligadas  á  reconocer  el  carácter  oficial 
del  cónsul. 

» 

2o  Están  obligadas  á  prestarle  los  auxilios 
míe  le  corresponden  en  virtud  de  su  empleo, 
dentro  de  los  límites  de  su  esfera  de  acción. 

88.  Los  cónsules  no  pueden  ejercer  juris- 
dicción dó  ningunaespatie  en  la  República, 
porque  ías  leyes  solo  coaceden  esta  facultad 
á  los  maj  Estrados  i  jueces  elejidos  ó  nombra- 
dos legalmente.  (1) 

Algunas  naciones  confieren  á  sus  cónsules 
atribuciones  judiciales.  En  el  Perú,  sin  em- 
bargo, solo  podrían  ejercerlas  privadamente, 
tratándose  de  sus  conciudadanos,  i  para  que 
surtan  efecto  en  su  propio  país,  pero  de  nin- 


(1)  Art.  1°  La  juriadicion  6  ol  poder  de  administrar  Justicia 
corresponde  a  loe  iiiajidtrados  i  jueces,  elejidue  6  'nombrado* 
«oüfunne  á  las  Uyaa. 

Art  4.*  £1  poder  de  administrar  justicia  es  independiente, 
i  no  puede  ejercerse  amo  por  lúa  peraouaa  fcenulud*»  en  «ote) 
Códijjo. 

Art.  26.  La  justicia  ee  administra  en  la  República  por  loa 
tribunal**  ijiugaiios,  i  no  por  otra*  antoridadea— Código  Cfrü 
fr  l^uiqamwBfra,  .    . 
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guna  manera  en  el  territorio « de  „  la  IUpú- 
blica.  (1) 

Reconocida  por  nuestras .  leyes  la  jurisdic- 
ción arbitral  no  Jbai  obstáculo  para  <jue\un 
cónsul  la  ejerza  por  mutuo  convenio  de  los 
litigantes,  ya  sean  estos  nacionales  o  estran- 
jeros  ;  bien  entendido  qne  en  su  ,  ejercicio  se 
ha  de  observar  la  lei  peruana 

89.  Los  cónsules,  á  diferencia  de  los  n*i- 
nistros  públicos,  no  gozan  de  la»í¿iwunid)&- 
des  diplomáticas.  Están  por  consiguiente  «obli- 
gados á  pagar  los  derechos  de  intportacion 
conforme  á  las  leyes  comerciales  de  la  Repú- 
blica, no  están  exentos  de  la  visite  de  Adua- 
na, ni  del  porte  de  correos,  ni  del  pago  de 
.  contribuciones. 

90.  La  casa  del  cónsul  astranjero  '•  no  goza 
de  extraterritorialidad,  i  en  ningún  caso  pue- 
de servir  de  refujio  á  los  criminales  ^jue  en 
ella  se  asilen. 

García  Calderón  cita  dos  casos  de  asijo 
consolar,  ocurridos  en  el  Perú.  El  uño  suce- 
dió en  el  Consulado  sardo,  en  Lima ;  enton- 
ces el  Cónsul  entregó  al  asilado,  tan  lue^o 


Art.  1.*  La  *  facultad  de  administrar  justicia,  en  materia 
criminal,  corresponde  esclusiyamente  á  los  juzgados  i  tribuna- 
les establecidos  por  las  leyes — Código  de  Enjuiciamiento  Pe- 

Esta  prohibición  comprende  no  solo  á  los  cónsules  sino 
también  áloe  ajentes  diplomáticos.  En  el  Perú,  donde  en- 
contramos ejemplo  para  todo,  tratándose  de  abusos  en  .estas 
*  materias,  pretendió  el  Encargado  de  Negocios  ingles,  ejercer 
'  funciones  judiciales  sobre  los  subditos  de  S.  M.  B.  i  á  conse- 
cuencias de  esta  pretensión,  el  Gobierno  dictó  un  decreto  en 
el  que  se  confirmaban  ka  dispomcktaes  de  lita  leyes  patrias. 
Véase  el  Apéndice  IX. 
(1)  YfeM  «1  Apéndice  X, 
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como  fhé  solicitado  por  la  autoridad.  £1  otro 
caso  (1)  ocurrió  en  Tumbes,  en  el  Vice-consu- 
lado  de  los  Estados  U  nidos,  i  entonces  la  au- 
toridad local  allanó  la  casa  del  Vice-cónsul 
Oakford,  i  sacó  por  la  fuerza  á  los  asilados. 
Reclamaron  de  esta  medida  tanto  el  ájente 
consular  que  la  habia  provocado,  como  el  Mi- 
nistro americano  en  Lima,  pero  no  fué  apro 
boda  su  conducta  por  el  Gobierno  de  Was- 
hington. 

91.  La  dignidad  consular,  tiene  varios  gra- 
dos ;  así  es,  que  hai  Cónsules  Jenerales,  con- 
sules,  Vice-cónsules  i  Cancilleres ;  pero  la  ca 
tegoría  no  motiva  distinción  alguna  por  parte 
del  Gobierno  que  los  recibe ;  todos  están  su- 
jetos á  las  mismas  reglas  é  igualmente  priva- 
dos de  las  inmunidades  diplomáticas. 

Sin  embargo,  en  el  Perú,  se  ha  introducido 
•la  costumbre  de  conceder  á  los  cónsules  je- 
nerales, ciertos  privilejios  que  los  asimilan  á 
los  ajentes  diplomáticos,  costumbre  que  no 
descansando  en  una. base  jurídica,  hai  derecho 
de  estirpar  en  cualquier  momento.  Otro  abu- 
so que  ha  sido  alguna  vez  tolerado  por  los 
Gobiernos,  es  que  ausente  el  ájente  diploma- 


(1)  Este  cafco  oooríió  por  haberse  asilado  don  Domingo  Elias 
en  el  Vice-consulado  americano  en  Tumbes,  el  21  de  octubre 
de  1853.  Mr.  Clay,  Ministro  americano  en  Lima,  tan  luego 
como  tuvo  conocimiento  del  hecho,  reclamó  pidiendo  satis- 
facciones, i  con  este  motivo  inició-  una  larga  correspondencia 
con  el  Gobierno  peruano.  Véase  algunos  estractos  de  ella  en  el 
Apéndice  XI.  El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  en  la  nota 
de  desaprobación  que  dirijió  á  su  ájente  en  Lima,  condena 
en  los  términos  mas  esplíoitos  la  conducta  del  Vice-cónsul, 
dicíettdo  que  se  habia  equivocado  al  usar  de  la  bandera  de  los 
Estados  Unidos  para  fines  que  ni  el  Derecho  di  Jentes,  ai  U 
dignidad  de  las  naciones  perroitoa, 
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tico,  el  cónsul  asume  de  por  sí  el  carácter  re- 
presentativo de  aquel  i  se  hace  car^o  de  la 
legación,  ad  interim.  Con  estas  prácticas  abu- 
sivas, se  viola  abiertamente  las  reglas  mas 
triviales  del  Derecho  de  Jentes,  i  se  menosca 
ba  la  dignidad  i  el  buen  nombre  del  pais.  (1) 

92.  En  cuanto  al  juzgamiento  de  los  crí 
menes  que  los  cónsules  cometan,  son  induda- 
blemente competentes  las  autoridades  nacio- 
nales. El  Gobierno  tiene  el  derecho  de  tomar 
con  ellos  en  este  caso,  las  medidas  que  crea 
convenientes,  según  el  delito  que  se  trata  de 
reprimir  i  alguna  vez  se  ha  ejercido,  en  el 
Perú,  la  facultad  de  despedir  á  los  cónsules 
que  directa  ó  indirectan  ente  han  tomado  par- 
te en  las  cuestiones  intestinas  del  pais. 

93.  Los  cónsules  son  acreedores  á  ciertas 
consideraciones  por  la  dignidad  que  invisten. 
Así  cuando  llega  el  caso  de  que  presten  de- 

(1)  En  algunos  tratados  celebrados  por  el  Perú,  se  estipula 
que,  á  falta  del  jefe  del  consulado,  ne  nará  cargo  de  él  el  em- 
pleado de  mas  categoría,  pero  nunca  se  ha  dicho  un  i  pa'alra 
sobre  la  asunción  del  carácter  diplomático.  £1  últim  >  caso  de 
esta  naturaleza  que  recordamos,  es  el  sucedido  en  1868  con 
Mr.  Vion.  Este  era  Canciller  de  Francia,  i  habiendo  muerto 
Mr.  de  Lessops,  Eacargí  do  de  Negocios  de  esa  Na t  ion,  diriiió 
una  nota  al  G  ibierno,  diciendo  que  "conforme  á  las  estipula- 
ciones de  las  ordenanzas  del  Imperio  i  del  art.  41  del  Tratado 
de  Comercio,  asumia  desde  ese  dia,  hasta  nueva  orden  de  su 
Gobierno,  las  funciones  de  Encargado  de  Negocios  i  Cónsul 
Jeneral  de  Francia  ad  inferimJ'  El  art  41  citado,  dice:  "Si 
acaeciese  la  muerte  de  un  Cónsul  Jeneral  ó  de  un  Cónsul,  ó  so 
ausentase  ó  hubiese  cualquier  otro  impedimento  para  que  ejer- 
sa  sus  funciones,  se  hará  cargo  del  consulado  el  empleado  de 
mas  categoría  de  la  residencia  consular,  ad  interim,  i  previo 
reconocimiento  del  Gobierno  del  Estado." 

El  Gobierno  del  Perú,  en  efecto  reconoció  á  Mr.  Vion,  como 
lo  pedia,  por  un  acto  de  deferencia,  i  protestando  do  que  1% 
•acepción  que  se  hacia,  no  debia  en  adelante  alegáis*  como 
precedente  pan  exijir  iguales  privüqjioa* 
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claraciones  ante  los  tribunales,  se  observan  las 
siguientes  reglas : 

1*  Los  jueces  de  primera  instancia  recibirán 
las»  declaraciones  jurídicas  de  los  cónsules  je- 
nerales,  constituyéndose  en  el  domicilio  de 
estos,  previo  un  recado  de  atención,  en  el  que 
&e  les  señale,  dia  i  hora  ;  pero  elevada  la  causa 
ante  un  tribunal  superior,  se  prestarán  i  reci- 
birán en  el  local  del  despacho  del  tribunal,  es- 
cepto  en  caso  de  enfermedad  del  cónsul: 

2*  La  primera  parte  de  la  regla  anterior 
no  se  estiende  á  los  meros  cónsules,  ni  á  los 
vice-cónsules,  quienes  serán  citados  por  escri- 
to i  concurrirán  á  declarar  en  el  mismo  local 
del  juzgado  de  primera  instancia,  señalándo- 
seles en  este  un  asiento  de  preferencia. 

Pero  en  el  caso  de  las  declaraciones,  (1) 
como  en  todos  los  que  se  refieren  á  privilejios 
de  los  cónsules,  pueden  las  disposiciones  pa- 
trias ampliarse,  restrinjirse  i  modificarse  de 
cualquier  modo,  en  virtud  de  los  tratados  que 
el  Perú  celebre  con  otras  naciones.  El  princi- 
pio jeneral,  en  estos  casos,  es  el  de  la  mas  es- 
tricta reciprocidad. 


?)  I  en  efecto,  habiendo  reclamado  de  la»  redas  espuesta» 
noargado  de  Negocios  i  Cónsul  Jeneral  de  Francia,  i  ase- 
gurando que  en  esa  Nación  se  reconoce  en  los  cónsules  do 
todas  clases,  la  prerogativa  de  prestar  sus  declaraciones  judi- 
ciales, por  escrito  ó  rerbalmenie,  en  su  propia  domicilio,  el 
Gobierno  resolvió  en  1859,  que  mientras  no  se  determinase 
por  una  estipulación  especial  con  el  Gobierno  francés,  cual  sea 
la  ostensión  que  deba  darse  á  las  inmunidales  de  los  cónsules, 
respectivamente  acre  litados  en  ambos  países,  los  juzgados  i 
tribunales  de  la  República  siguiesen  en  sus  procedimientos 
respecto  de  los  ajentes  consulares  de  Francia,  la  regla  de  una 
perfecta  igualdad,  sin  que  obsten  en  contrajo  las  disposjcjo* 
*es  trascritas,  de  las  <jue  puedan  tiaoU», 
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94.  No  pocas  veces  sucede  que  sean  los 
cónsules  extranjeros,  ciudadanos  en  ejercicio 
del  pais  en  que  ejercen  sus  funciones.  En 
este  caso,  su  dignidad  no  les  impide  ejercer, 
no  solamente  los  derechos  civiles  en  toda  su 
plenitud,  sino  también  los  políticos.  Pero 
para  esto  tienen  que  observar  lo  que  la  Cons- 
titución del  Estado  dispone,  (are.  41.  49)  Se- 
gún ella,  uno  de  los  medios  de  perder  la  ciu- 
dadanía, es  "aceptar  de  un  Gobierno  estran- 
j ero,  cualquier  empleo,  título  ó  decoración,  sin 
permiso  del  Congreso."  Ademes  del  exequá- 
tur ordinario,  este  permiso  debe  obtenerlo 
todo  peruano  que  haya  sido  honrado  con  fun- 
ciones consulares  por  un  Gobierno  estran- 
jero. 

95.  Pueden  los  estranjeros  ser  también  co- 
lonos. Los  que  en  mayor  número  i  con  mas 
jeneralídad  son  empleados  en  el  Perú,  espe- 
cialmente en  la  agricultura,  son  los  colonos 
asiáticos, 

Sobre  la  posición  que  deben  ocupar  los  co- 
lonos, la  ciencia  establece  que  debe  tratárseles 
como  á  los  demás  ciudadanos,  si  no  hai  esti- 
pulación ó  tratado  con  la  nación  á  que  perte- 
necen. Debe  rodeárseles  de  todo  jénero  de 
garantías  para  la  protección  de  sus  derecho» 
.  civiles ;  en  una  palabra,  debe  tratárseles  conáo 
á  ciudadanos,  que  abandonando  su  suelo  na- 
tal, llegan  á  su  nueva  patria,  con  el  ánimo 
decidido  de  permanecer  en  ella,  contribuyen- 
do &  su  adelanto  i  prosperidad  con  su  trabajo 
é  industria-  En  el  Perú  nuestra  lejislacion 
sobre  colonos,  se  reduce  á  unas  cuantas  dis- 
posiciones administrativas,  arrancadas  por  la 
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fuerza  áe  las  circunstancias.  Pero  á  esta  ma- 
teria consagramos  un  capítulo  especial. 

96,  Podríamos  aun  considerar  á  los  estran- 
jeros,  según  la  causa  ó  motivo  de  su  ipgreso 
á  la  República.  Así,  pueden  ser  obligados  á 
buscar  nuestras  costas  por  haber  sido  vícti- 
mas d&  riesgos  marítimos,  ó  pueden  haber 
abandonad^  voluntaria  ó  forzosamente  su  pa- 
tria por  causas  políticas. 

El  Derecho  Internacional,  como  dice  Fon- 
cart,  está: lleno  de  humanidad  para  cbn  los 
náufragos,  no  ha  querido  el  hombre  mostrarse 
mas  cruel  que  los  elementos,  i  debe  ser  aco- 
jido  el  náufrago,  mientras  dure  el  peligro, 
aunque  él  sea  un  criminal  condenado  por  las 
leyes  del  pais  donde  ha  buscado  abrigo,  i  debe 
ser  colocado  en  la  misma  situación  en  que 
antes  del  peligro  se  encontraba. 

Esta  doctrina  es  quizá  mas  induljente  de  lo 
que  prescribe  el  Derecho,  pero  en  su  esencia, 
es  jeneralmente  reconocida  en  el  Perú.  No 
tenemos  el  llamado  derecho  de  naufrajio  de 
otros  tiempos  i  lugares.  Los  bienes  de  los 
náufragos  son  devueltos  á  sus  dueños,  tan  lue- 
go como  éstos  acreditan  que  les  pertenecen 
(Cód.  Civ.  art.  519.)  Por  eso  la  lei  obliga  al 
que  halla  cosas  arrojadas  por  el  mar,  á  avisar- 
lo al  juez  del  lugar.  Este  las  hará  depositar, 
dando  cuenta  inmediata  á  la  autoridad  depar- 
tamental, para  que  se  publique  por  los  perió- 
dicos la  relación  de  ellas.  (Cód.  Civ.  art.  518.) 
Solo  después  de  trascurridos  seis  mese3,  con- 
tadQs  desde  esta  publicación,  hace  suyas  las 
cosas  encontradas  el  inventor  ;  (Código  Civil, 
art.  521.)   En  el  caso  de  parecer  el  dueño, 
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está  obligado  este  á  satisfacer  los  gastos  de  con- 
servación de  las  cosas,  i  ademas  á  pagar  por 
via  de  premio  al  inventor,  un  quince  por  cien- 
to sobre  el  valor  de  ellas  (Código  Civil  artí- 
culo 520). 
97.  Los  desterrados  i  refujiados  políticos 

! rozan  de  todos  los  derechos  i  garantías  que  la 
ei  acuerda  á  los  estranjeros  en  jen  eral. 

Suelen  tomarse  con  ellos  algunas  medidas 
ya  á  petición  del  Gobierno  de  su  pais,  6  sin 
ella.  Mas  adelante  tendremos  ocasión  de  exa- 
minar estas  medidas  con  detenimiento. 


CAPÍTULO  IV 


COLONO» 


98.  "Hace  tiempo,  que  no  sin  fundamento 
se  ha  levantado  un  sentido  clamor  para  re- 
mediar los  males  que  trae  consigo  nuestra  es- 
casa población,  i  para  obtener  este  fin  de 
tanta  trascendencia  social,  se  ha  apelado  al 
medio  de  importar,  unas  veces  europeos,  i 
otras  asiáticos,  sin  que  se  hayan  podido  fi- 
jar, definitivamente,  las  condiciones  de  una 
inmigración  laboriosa  i  análoga  á  las  peculia- 
ridades de  la  Nación."  Estas  palabras  pro- 
nunciadas por  un  Ministro  del  Perú,  en  1863, 
dan  una  idea  exacta  de  la  suerte  que  ha  ca- 
bido, entre  nosotros,  á  la  inmigración.  En 
ella  pensamos,  tan  luego  como  hubiéronse 
apaciguado  algún  tanto  nuestras  querellas  in- 
testinas. Entonces  teníamos  la  esclavitud,  i 
apesar  de  esa  circunstancia,  nadie  desconocía 
la  necesidad  de  preparar  por  medio  de  la  co- 
lonización, las  poblaciones  destinadas  á  dar 
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vida  i  prosperidad  á  la  vasta  estension  de 
nuestras  desiertas  comarcas. 

El  Gobierno  de  esa  época  no  tardó  en  ha- 
cerse órgano  de  la  opinión  pública  á  este  res- 
pecto, é  interpretando  el  sentimiento  jeneral 
espidió  la  circular  de  9  de  junio  de  1848,  que 
fué  pocos  dias  después  ampliada  por  la  de  15 
de  junio.  En  el  primero  de  esos  documentos 
se  ordenaba  á  los  prefectos  reunir  á  las  per- 
sonas notables  dedicadas  á  la  agricultura,  i 
esponerles  la  oportunidad  que  los  sucesos  de 
ese  año  en  Europa  presentaban  para  atraer  á 
la  República  la  inmigración  de  brazos  i  capi- 
tales, que  tanto  necesitaban  la  agricultura,  la 
industria  i  el  comercio  nacionales.  "En  la  reu- 
nión," anadia  la  circular,  "se  tratará  con  de- 
tención del  proyecto  i  de  los  recursos  que  los 
propietarios  que  se  hallen  en  estado  de  con- 
tribuir al  aumento  de  brazos  para  sus  fundos, 
por  medio  de  la  inmigración,  quieran  realizar 
con  apoyo  i  protección  del  Gobierno,  así  co- 
mo de  otros  medios  que  sujiera  el  patriotismo 
á  los  que  deseen  ayudarje  en  la  consecución 
de  este  objeto." 

En  el  segundo  documento  el  Gobierno,  de- 
seando conocer  '  con  exactitud  "la  necesidad 
de  brazos  que  tenia  la  agricultura  de  la  pro- 
vincia de  Lima  i  la  estension  de  los  sacrifi- 
cios que  el  Gobierno  habia  de  hacer  para 
satisfacerla,"  mandaba  que  se  reuniese  la 
Sociedad  de  Agricultura,  i  todos  los  hacen- 
dados, chacareros,  etc.,  i  que  en  esa  reunión 
se  resolviesen  las  siguientes  cuestiones  : 

1*  Cuál  es  el  número  de  esclavos  que  cuen- 
tan las  haciendas  de  la  provincia,  i  de  ese  nú- 
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mere,  cuántos  útiles  para  el  trabajo  ;  2*  Qué 
disminución  ha  sufrido  la  esclavatura  de  las 
haciendas  en  los  últimos  diez  años ;  3?  En 
cuánto  se  calcula  el  trabajo  del  esclavo,   en 
una  hacienda  ó  chácara,  al  año ;  i  en  cuánto 
el  trabaja  del  jornalero  libre  del  pais;  4*  Qué 
inconveniente  ofrece  el  trabajo  del  jornalero 
libre  del  pais,  ademas  del.  precio  de  loe  jor- 
nales ;  5?  Cuántas  horas,  trabaja  en  las  ha- 
€¿eaadas  i  chácaras,  el  jornalero  libre  ;  6*  Si 
eogtYéfidjña  labrar  las  haciendas  oon  emigra- 
dos europeos,  dividiendo  con  ellos  el  produc- 
to de  la  tierra ;  7*  Si  convendría  á  los  hacen- 
dados pajgw  por  contrata,  un  jornal  de  cuatro 
reales  diarios  a  emigrados  europeos,  dándoles 
ademas  habitaciones  ;  8*  En  las  chácaras  ó  ha* 
eiondas  que  por  insuficiente  número  de  escla* 
vos»  necesitasen  el  auxilio  de  brazos  Ubres,  qué 
medios   podrían  adoptarse  para  evitar  los  m* 
convenientes  que  ofrecería  la  reunión  de  bra- 
zos libres  i  negros  esclavos  en  un  mismo  fundo; 
99¿  El  llamamiento  que  el  Gobierno  ha» 
cia  así  al  patriotismo  i  al  ínteres  de  nues- 
tros  agricultores,  parece  que  no  fué  corres- 
pondido por  éstos  como  lo  merecía  ;   al  mé 
nos  ningún  indicio  hemos   encontrado,  que 
nos  hftga  pensar  de  otro  modo.  El  Gobierno 
se  vio  obligado  k  continuar  solo,  sin  ei  con- 
curso individual,  la  serie  de  medidas  que  so- 
bre inmigración  había  concebido,  i  al  año  si- 
guiente todas  ellas  encontraron  traducción  en 
la  lei  dictada  por  el  Congreso,  el  17   de  no- 
viembre de    1849.  En  ella  se  aceptaba  una 
propuesta  particular  para  introducir  colonos, 

se  declaraban  los  privílejios  concedidos  á  los 
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individuos  que  deseasen  hacer  la  introducción 
i  se  ofrecía  como  estímulo  una  prima  de 
treinta  pesos  por  cada  colono  que  se  trajese 
al  pais.  Esta  lei  fué  derogada  en  1853,  i 
en  virtud  de  ella  ingresaron  desde  1850  has- 
ta 1853,  2,516  colonos  chinos,  i  1,416  euro- 
peos, habiendo  pagado  el  Gobierno,  en  pri- 
mas, la  suma  de  117,960  pesos. 

Como  se  ve,  aun.  entonces,  sea  porque  era 
mas  barata,  sea  porque  ofreciera  menos  obs- 
táculos, ó  sea,  en  fin,  porque  no  presentaba 
probabilidad  ninguna  de  envolvernos  en  com- 
plicaciones internacionales,  la  inmigración 
asiática  superaba  á  la  europea.  En  la  misma 
proporción  ha  continuado  posteriormente,  i 
puede  decirse  que  es  la  única  que  se  ha  po- 
dido conservar,  i  la  única  que  ha  satisfecho 
á  nuestros  hacendados.  Merece,  por  este  mo- 
tivo, que  nos  ocupemos  de  ella  con  alguna 
detención ;  mas  antes  de  haberlo  conviene  re- 
cordar algunos  de  los  ensayos  de  coloniza- 
ción enropea,  que  promovidos  posteriormente 
por  nuestros  Gobiernos,  con  las  mas  lauda- 
oles  intenciones,  nunca  correspondieron  á  los 
altos  fines  que  de  ellos  se  esperaran. 

100.  De  la  Alemania  vinieron  los  prime- 
ros colonos  para  el  Perú.  En  1853  admitió  el 
Gobierno  una  propuesta  para  la  introducción 
de  ellos  i  cuatro  años  mas  tarde  dictó  varias 
resoluciones,  favoreciéndolos,  prestándoles  to- 
do jénero  de  facilidades  para  su  establecimien- 
to en  el  pais  i  fijándoles  como  punto  de  resi- 
dencia el  Pozuzo.  (  20  de  febrero  de  1857. 
Abril  5  de  1859.  Enero  26  de  1857.  Diciem- 
bre 31  de  1860,  i  Setiembre  20  de  1862). 
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101.  Ademas  de  los  colonos  alemanes  se 
promovió  en  1859  la  inmigración  de  los  ir- 
landeses. Según  la  propuesta  aceptada  por  el 
Gobierno,  los  25,000  individuos  que  habían 
de  internarse  deberían  someterse  á  la  Consti- 
tución i  leyes  de  la  República ;  á  eada  colono, 
mayor  de  diez  i  seis  años,  ó  á  cada  familia,  se 
concedían  algunas  fanegadas  de  las  tierras 
baldías,  situadas  á  4,000  pies  de  elevación  so- 
bre el  nivel  del  mar,  i  se  le  costeaba  su  pa- 
saje. 

En  el  mismo  año  se  admitió  otra  propues- 
ta para  traer  colonos,  por  vía  de  ensayo,  de 
las  Baleares  i  Canarias ;  debían  venir  al  Ca- 
llao, donde  podían  contratarse  libremente  con 
los  agricultores  que  quisiesen  aprovechar  de 
su  servicio,  >  obligándose  á  permanecer  en  el 
país  cinco  años. 

En  seguida  se  propuso  i  aceptó  la  inter- 
nación de  colonos  de  las  islas  al  S.  O.  del 
Pacífico.  Posteriormente  las  propuestas  para 
traer  colonos  de  diferentes  rejiones,  se  han 
sucedido  unas  en  pos  de  otras,  i  el  Gobier- 
no, siempre  solícito  por  este  jénero  de  em- 
presas, conociendo  la  gran  necesidad  que  te- 
nia el  pais  de  población,  i  no  olvidando  que 
satisfaciéndola,  fomentaba  indirectamente  la 
riqueza  pública  i  desarrollaba  los  preciosos 
jórmenes  de.  prosperidad  que  tan  lastimosa* 
mente  yacen  olvidados  entre  nosotros,  exa- 
minaba sin  escepciun  alguna  las  propuestas 
que  se  le  presentaban,  i  á  menudo  desembol- 
saba injentes  sumas  para  favorecer  la  inmi- 
gración, aun  cuando  se  apercibía  que  muchas 
veces  hacía  con  ello  el  negocio  de  los  partí* 
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culáres  i  secundaba  miras  nada  desinteresa- 
das. 

Aparte  de  la  acción  gubernativa  algunas 
veces  la  acción  individual  intervenía  esclusi- 
vamente  en  la  introducción  de  colonos,  sien- 
do el  mas  célebre  ejemplo  dé  estas  empresas, 
por  l&s  consecuencias  que  tuvo,  la  de  don  Ma- 
nuel Salcedo,  dueño  de  la  hacienda  de  Ta* 
lambo,  quien  comisionó  á  don  Ramón  Azcá- 
ráte  para  contratar  i  traer  de  las  provincias 
vascongadas  trescientos  colonos,  con  el  obje- 
to de  ocuparlos  en5  el:  cultivo  del  algodón.  La 
contrata  se  hizo  por  ocho  años  ;  una^  vez  He- 
gados-  á  la  hacienda,  se  le  debia  señalar  a  ca- 
da familia  una  estension  competente  de  ter- 
renos de  regadío  para  cultivar  algodón,  darles 
pastos*  para  sus  ganados,  granos  i  hortalizas 
para  su  consumo  ;  i  ademas  se  les  debia  ali- 
mentar bien,  dando  un  peso  mensual  á  los  co- 
lonos* menores  de  doce  años,  i  dos  pesos  á  los 
de  mayor  edad. 

Por  último,  muchas  de  las  propuestas 
aceptadas  por  el  Gobierno  se  quedaron  en 
estado  de  propuestas  i  no  han  tenido  jamás 
realización,  sin  que  la  autoridad  cuidase  de 
hacer  efectivos  los  compromisos  contraídos 
solemnemente  con  el  pais,  i  abandonados 
con -mengua  i  desdoro  de  la  empeñada  fé  pú- 
blica. 

102.  Los  esfuerzos  del  Gobierno  para  fo- 
mentar la  inmigración  no  solo  han  sido  esté- 
riles para  el  gran  fin  que  en  mira  se  tenia, 
sino  que  hasta  han  redundado  en  mal  i  en 
descrédito  del  pais  entero.  Sin  la  pretensión 
de  profundizar  las  causas  que  han  traído  tan 


COLONOS  109 


funestos  resultados,  sin  buscarlas  en  la  poca 
cordura,  en  la  falta  de  previsión  o  de  ilustra- 
ción de  los  gobiernos,  es  evidente  que  el  mo- 
nos desacertado  de  todos  nuestros  ensayos  4© 
colonización,  es  el  practicado  con  alemanes, 
sin  que  esto  quiera  decir  tampoco  que  haya 
llenado  todos  los  fines  que  legítimamente  de- 
ben esperarse  de  una  inmigración  atinada. 
Allí  tenemos  la  colonia  alemana  del  Pozuzo, 
que  después  de  largos  años  de  establecida  ni 
se  desarrolla  ni  progresa,  ni  hace,  en  fin,  sen- 
tir su  influencia  fuera  de  los  estrechísimos  lí- 
mites a  que  está  reducida.  A  fines  de  1870,  el 
periódico  oficial  publicaba  un  informe  autén* 
tico  del  estado  de  esta  colonia.  Ya  hemos 
visto  en  qué  época  fué  fundada ;  pues  bien, 
después  de  once  años,  el  número  de  colonos 
era  360,  82  hombres,  68  mujeres,  112  niños 
i  98  niñas ;  los  oficios  a  que  se  dedican  son 
la  carpintería,  tonelería,  oj  alatería,  cigarrería, 
ebanistería,  albañilería,  herrería,  tintorería, 
zapatería,  maquinaria,  sastrería,  talabartería 
i  curtiembre.  Hai  también  en  la  colonia  un 
sacerdote,  un  sacristán,  un  preceptor  i  un  ar- 
quitecto. Cada  colono,  ademas  de  ejercer  su 
oficio,  cultiva  un  trozo  de  terreno,  midien- 
do la  ostensión  cultivada  83,404  varas  de  lar- 
go i  13,226  de' ancho,  en  la  cual  se  produce 
tabaco,  coca,  mató,  yuca,  fréjol,  arroz,  cafó 
i  hortalizas.  Los  colonos  viven  en  habitacio- 
nes de  madera,  a  la  rústica,  i  solo  hai  tres 
casas  de  piedra  labrada. 

Gomo  se  ve,  la  colonia  del  Pozuzo  está 
mui  lejos  del  grado  de  prosperidad  que  era 
de  esperarse;  i  sin  embargo,  su  estado,  tal 
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cual  es,  bien  puede  calificarse  como  un  milagro 
si  recordamos  los  efectos  producidos  por  otras 
inmigraciones ;  mas  aun,  fácilmente  podemos 
escusar  a  un  diputado  del  Perú,  que  en  un 
rapto  de  entusiasmo  esclamó  en  plena  asam- 
blea :  "Un  ejemplo  elocuente  tenemoscon  la 
laboriosa  colonia  que  vive  en  el  Pozuzo,  don- 
de en  medio  de  una  naturaleza  salvaje,  han 
levantado  una  ciudad  talvez  al  nivel  de  cual- 
quiera  de  las  europeas!!" 

103.  Del  mal  éxito  de  la  inmigración  en 
el  Perú  habría  resultado  indudablemente  al 
pais  un  retardo  para  su  prosperidad,  pero  es- 
to  al  menos  habría  sido,  cuando  mas,  un  buen 
deseo  frustrado,  i  laudables  empresas  aborta- 
das. Nuestra  mala  estrella  no  solo  nos  ha 
deparado  esté  jónero  de  contratiempos,  sino 
otros  mucho  mayores  i  alarmantes  ;  la  inmi- 
gración ensayada  no  solo  nos  ha  hecho  cose- 
ciar  d^ngios  ™,  6  ouSuos  pasajero*,  „- 
tardando  la  colonización  del  país ;  algo  mas 
todavía,  ha  llegado  á  comprometer  la  sesfu- 
ridad  publica  !  a  es,>onerP  nuestra  dignild 
nacional  á  las  calumnias  del  estranjero.  La 
inmigración  traída  de  las  islas  del  S.  O.  del 
Pacífico  fué  objeto  de  una  reclamación  diplo- 
mática, interpuesta  por  el  ájente  público  de 
Hawaii  en  Lima  (l)  Rechazada  desde  luego 
la  reclamación,  ella  dio  lugar  á  que  poco 
después  el  Gobierno  prohibiera  la  introduc- 
ción de  Polinesios  :  "Todos  ó  una  gran  por- 
ción de  estos  infelices/'  decía  el  Gobierno  pa- 
ra justificar  lá  medida,  "sin  conocimiento  da 
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nuestras  costumbres  cultas,  con  los  resabios 
de    una  vida  errante  ó  cautiva,  sin  necesida- 
des que  les  estimulen  al  aprecio  de  fuerzas 
corporales,  i  sin  conciencia  de  su  ser  mora], 
han  llegado  á  rendir  su  existencia  en  un  sue- 
lo estraño,  víctimas,  ó  de  la  fatal  nostaljia  ó 
de  otras  dolencias   que  han  tenido  su  oríjen 
en  la  misma  ausencia  de  su  tierra  natal  I  pa- 
ra  salvarlos  no  han  valido  ni  el  trato  dulce 
que  se  les  ha  dispensado,  ni  el  estudio   que 
se  ha  hecho,  por  muchos  patrones,  de  su  espe- 
cial organización,  para  ocuparlos  convenien- 
temente, ni  él  descanso  que  se  les  ha  conce- 
dido de  las  faenas  para  que  eran  destinados, 
ni  cuantos  recursos  se  han  empleado  ya  para 
ensanchar  su  corazón,  ya  para  morijerar  sus 
hábitos  nocivos."  Así  fué,  que  pocos  dias  des- 
pués se  organizó  una  comisión   encargada  de 
repatriar  al  costo  público  todos  los  polinesios, 
i  se  juzgó  i  condenó  al  Capitán  de  la  fragata 
ümprem,  acusado  i  convicto  de  haberse  pro- 
curado estos  colonos  empleando  la  seducción 
i  la  violencia. 

104.  Frescos  están  aun  los  sucesos  ori- 
ginados por  la  emigración  vascongada,  la 
violenta  intervención  de  la  España,  el  in- 
sulto de  nuestra  bandera,  la  usurpación  del 
territorio  nacional,  el  abuso  i  la  calumnia 
lanzados  á  la  faz  de  la  República,  precisa- 
mente en  una  época  de  estraordinaria  pros- 
peridad i  cuando  comenzaba  á  cosechar  los 
frutos  de  una  larga  paz,  conseguida  á  costa 
de  sacrificios  i  4e  vijilancia  La  causa  prime- 
ra del  fracasa  de  esta  inmigración  fué  una 
limpie  reyerto  entre  los  colonos  i  los  peones 
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peruanos  de  la  hacienda  en  que  estaban  em- 
pleados. 

105.  No  entra  en  nuestro  plan  discutir  es- 
tensamente  las  causas  que  en  el  Perú  han 
contrariado  los  efectos  de  la  inmigración. 
Nuestro  objeto  es  tan  solo  determinar  la  con- 
dición en  que  nuestras  leyes  colocan  a  los 
colonos ;  i  estas  se  hallan  consignadas  en  las 
propuestas  aceptadas  para  su  introducción ; 
propuestas  que  están  llenas  de  prevenciones, 
todas  favorables  en  alto  grado  a  los%  inmi- 
grantes. Esto  es  cierto  i  público,  sin  que 
haya  necesidad  de  mas  prueba  que  los  nu- 
merosos documentos  archivados  en  las  or- 
cinas del  Estado. 

Cualesquiera,  pues,  que  sean  los  motivos 
que  han  conspirado  para  matar  la  inmigra- 
ción ;  ya  se  les  busque,  como  antes  dijimos, 
en  la  poca  cordura  de  los  gobiernos,  en  el 
poco  tino  para  elejir  los  colonos,  en  «1  nin- 
gún estudio  de  sus  costumbres,  creencias  re- 
lijiosas,  facultad  asimilativa  ó  estado  moral 
i  social,  ya  se  crea  sorprender  esos  motivos 
en  el  método  nada  adecuado  que  se  ha  ob- 
servado para  hacer  abandonar  su  patria  a 
los  inmigrantes  i  en  la  ignorancia  absoluta 
de  las  leyes  económicas  que  ha  presidido  en 
su  introducción  al  pais  ;  jamás  sé  podrá  des- 
cubrirlos, como  alguna  vez  lo  insinuaran  es- 
píritus mezquinos,  en  la  inhumanidad  del 
Gobierno,  en  el  carácter  turbulento  dé  la  na- 
ción, ó  en  fin,  en  la  falta  de  bondttd  i  de  con^ 
sideraciones  con  que  han  tratado  los  ciuda- 
danos á  los  colonos. 

106,  Esvesdad  que  todos  réeonocian  en 
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el  !Perú,  fué  la  necesidad  urjente  ó  imperiosa 
de  colonizar  el  pais.  Mas,  ¿cómo  se  procedió  á. 
satisfacer  esa  necesidad?  Se  principió  por  es- 
tablecer el  monopolio,  haciendo  fuertes  de- 
sembolsos el  Estado,  á  favor  de  este   ó    de 
aquel  contratista.  Se  hizo  de  moda  distinguir 
la  inmigración  llamada  á   suplir  de   brazos 
nuestra  desfallecida  agricultura,  de  la  que  de- 
bia  habitar,  ¿hacer  prosperar  i  convertir  en  un 
jar  din  nuestras  estensas  comarcas  de  la  Mon- 
taña. Al  rededor  de  este  yerro  funestísimo  se 
agruparon  otros  no  menos  nocivos.  Princi- 
pióse á  manifestar  el  temor  de  que  la  pobla- 
ción nueva  absorviese  á  la  nacional,  se  pre- 
tendió aun  aplazar  del  todo  los  esfuerzos  para 
atraer  colonos,  alegando  que  debíamos  prin- 
cipiar por  establecer  caminos  i  ferrocarriles,  i 
que  en   seguida   la  inmigración  acudiría  es- 
pontáneamente á  nuestras  playas.  Se  insinua- 
ba, que  con  el  roce   del  inmigrante  europeo 
por  su  superioridad  moral,  social  ó  industrial, 
se  humillaría  mas  de  lo   que  esta  nuestro  in^ 
dio  i  huiría  de  los  centros  de  civilización,  que- 
dándonos indefinidamente  por  cumplir  la  tarea 
que  la  Providencia  nos  ha  legado  de  atraer  al 
seno  de  la  ilustración,  á  nuestros  desgracia- 
dos hermanos  descendientes  de  los  Incas, 

Hubo  quienes  confesaban  que  la  inmigra- 
ción espontánea,  aquella  que  no  exije  para 
nada  el  auxilio  del  Gobierno,  era  la  única 
que  podia  llegar  á  satisfacer  nuestras  necesi- 
dades, pero  que  esta  inmigración  no  solamen- 
te buscaba  abundancia,  bienestar  i  trabajo, 
sino  libertad,  tolerancia  i  derechos,  dignidad; 
representación  aocial  i  seguridad,  i  que  utt¡v 
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vez  que  estuviesen  asegurados  estos  bienes 
para  el  estranjero,  acudiría  al  Perú  sin  lla- 
mamiento ninguno. 

Tomando  una  posición  es  trema,  ha  habido 
otros  que  opinaban  por  el  abandono  comple- 
to de  toda  inmigración  europea,  "porque  el 
clima  de  las  costas  no  es  apropósito  para  esa 
jente,  i  esta  es  demasiado  educada  i  orgullo- 
*a  para  dedicarse  al  trabajo  para  el  cual  los 
necesitamos."  Decian  también,  "que,  por  lo 
mismo  que  los  europeos  son  los  inmigrantes 
mas  esperimentados,  no  son  los  mas  apropia- 
dos, porque  acostumbrados  á  la  vida  regala- 
da de  Europa,  por  lo  menos  á  los  placeres, 
no  es  posible  que  vengan  á  nuestras  costas  á 
servir  á  la  agricultura,  cuando  pueden  ganar 
la  vida  con  mas  ventaja  en  las  ciudades." 

No  es  necesario  detenernos  para  determinar 
todo  lo  que  de  erróneo  ó  de  incompleto  tie- 
nen estas  diferentes  opiniones.  A  nuestro  ino- 
db  de  ver,  la  cuestión  de  inmigración  no  se 
ha  mirado  sino  por   un  solo   lado,  cuando  es 
indispensable  abrazarla  en  toda  su  compleji- 
dad,   si  es  que  se  desea  apreciarla  con  exacti- 
tud. Tenemos  un  gran  ejemplo   en  los  Esta- 
dos  Unidos.  Ni   por  nuestro   clima,  ni   por 
nuestras  leyes,  ni  por  nuestras  instituciones, 
j¡X  por  nuestro  carácter  nacional  en  lin,   cree- 
mos ocupar  á  los  ojos  del  colono  una  posición 
desventajosa  respecto  de  aquella  gran  nación. 
El  mal  está  en  que  no  nos  hacemos  conocer 
en  Europa,  i  en  ella  talvez  la   única  idea,  el 
dato  único  que  sobre  nuestra  condición  social 
posee  la  mayoría,  es  que  estamos  siempre  en- 
juelto3  en  guerras  fratricidas,  i  que  por  con* 
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siguiente,  como  consecuencia  de  esas  luchas, 
la  inseguridad  de  personas  i  propiedades,  la 
ruina  de  la  agricultura,  el  odio  al  estranje- 
ro,  han  llegado  á  constituir  el  estado  normal 
de  nuestra  patria.  Los  Estados  Unidos  tie- 
nen en  Europa  ajentes  cuya  esclusiva  misión 
es  fomentar  la  inmigración,  suministrando  "da- 
tos copiosos  i  fidedignos  sobre  la  condicioo 
del  pais,  su  constitución  política  i  ventajas 
gubernativas  que  está  llamado  á  gozar  el  in- 
migrante ;  esos  ajentes  encuentran  auxilio  i 
apoyo  en  las  noticias  que  á  Europa  envían 
los  individuos  establecidos  ya  en  la  Union. 
Este  método  natural  i  sencillo  está  mui  lejos 
del  que  se  ha  creido  conveniente  adoptar  en- 
tre nosotros ;  dar  profusamente  grandes  au- 
xilios pecuniarios,  hó  ahí  á  lo  que  se  han  re- 
ducido en  gran  parte  los  esfuerzos  de  nuestro 
Gobierno  en  materia  de  inmigración,,  pero, 
desembolsar  injentes  sumas  de  dinero,  no  es 
el  medio  mas  eficaz  de  realizar  grandes  em- 
presas, si  la  intelijencia  no  acompaña,  i  si 
el  conocimiento  de  las  leyes  sociales  i  econó- 
micas no  dirijo  esa  acción,  mas  jenerosa  que 
política. 

Los  colonos  encuentran  en  el  Perú  leyes 
cuando  menos  tan  liberales  como  las  de  Euro- 
a,  i  no  existe  entre  nosotros  razón  alguna  que 
os  prive  de  gozar  de  todos  sus  beneficios,  lo 
mismo  que  cualquiera  estranjero ;  ahí  están 
nuestros  códigos  para  probar  que  no  avan- 
zamos una  declaración  gratuita.  Cualquiera 
que  sea,  pues,  el  motivo  que  se  desee  asig- 
nar á  la  poca  ó  ninguna  fortuna  <jue  han  te- 
nido todos  los  esfuerzos  del  Gobierno  para 
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implantar  la  inmigración,  es  evidente  que 
no  estriba  él  en  nuestras  leyes  sobre  ^straij- 
jeros. 

107.  Pero  es  ya  tiempo  de  ocuparnos  es- 
pecialmente de  la  inmigración  asiática,  que 
es  la  que  mayores  proporciones*  ha  tomado. 
Se  calcula  en  cincuenta  mil  el  número  de  chi- 
nos que  existen  hoi  en  el  Perú ;  en  los  diez 
años  trascurridos  desde  1860  a  1870  se  in- 
trodujeron 38,648.  (1) 

Si  hemos  de  calificar  como  una  excelente 
inmigración  aquella  que  principia  con  entu- 
siasmo i  continúa  con  perseverancia,  que  se 
acrecienta,  desarrolla,  i  toma  en  breve  tiem- 
po grandes  proporciones ;  aquella  en  que  los 
inmigrantes  se  encuentran  ya  empleados,  aun 
antes  de  haber  pisado  nuestras  playas,  i  que 
desparramándose  por  todo  el  pais  se  confunr 
de  con  la  población  indíjena,  contrae  enlaces, 
se  repi'oduce  i  sienta  sus  establecimientos  de- 
finitivamente en  el  pais,  sin  duda  que  la  inr 
migración  asiática  en  el  Perú,  que  reúne  to- 
das aquellas  circunstancias,  es  excelente  i 
superior  á  todo  elojio,  haciéndose  un  deber 
de  patriotismo,  no  solamente  librarla  de  todo 
embarazo  para  su  progreso,  sino  auxiliarla  I 
fomentarla  por  cuantos  medios  sean  posibles. 
Mas  en  realidad  esta  excelencia  es  ficticia,  i 
la  inmigración  asiática  lejos  de  constituir  un 
elemento  de  prosperidad,  está  asumiendo  to- 
das las  formas  de  un  cáncer  mortal,  i  convir- 
tiéndose en  un  problema  social  que  se  impo- 
ne penosamente  á  nuestros  hombres  públi- 
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eos,  sin  que  éstos  hayan  acertado  hasta  aho- 
ra en  encontrarle  una«solucion. 

108.  No  se  han  olvidado  los  sucesos   que 
siguieron  á   los   descubrimientos  de   oro  en 
California.   Una  avalancha  de  aventureros  se 
precipitaron  aguijoneados  por  el  interés  so- 
bre el  moderno  El  Dorado,  i  en  la  febril  qji- 
siedad  por  satisfacer  su  codicia,  olvidaron  los 
artículos  de  primera  necesidad  para  la  vida  ; 
así  es  que  en  California  estuvieron  perecien- 
do de  hambre  en  medio  de  las  mas  fabulosas 
riquezas,   sin  que  contribuyera  á  sostener-  sus 
ftierzas  perdidas  la  idea  de  la  opulencia  que 
poseian.  Precisamente   esto  nos    está  suce- 
diendo con  la   inmigración  asiática  iniciada, 
fomentada' i  sostenida  hoi  por  aquella  clase 
de  agricultores  ricos,  que  están  mui  lejos  de 
constituir  la  mayoría  de  la  Nación.  En  su  sed 
de  riquezas   se  olvidan  de  los  intereses   na- 
cionales, i  creen  que  van  aumentando  la  pros- 
peridad del  pais,  cuando  en  realidad  no  ha- 
cen sino  conspirar  contra  ella.    Esplotan  la 
raza  sin  dar  un  solo  pensamiento   á  los  ca- 
racteres que  la  distinguen,  é  impiden  así  que 
tendamos  una  inmigración  ilustrada,  moral  i 
de  íiícil  asimilación;   No  basta  para   destruir 
estas  imputaciones  el  que    nos  digan  :  "nos 
falta  brazos  para  fomentar  el  interés  agríco- 
la ;  la  agricultura  es  el   elemento  mas  impor- 
tante i  esencial  de  la  prosperidad  pública,  i 
es  un  deber  patriótico  procurar  su  desarrollo, 
por  cualesquiera  medios  i  á  cualquier  costo.' ' 
La  palabra  brazos,  empleada  así  por  nuestros 


agricultores,    indica  claramente,   que    en   el 
chino  no  se  busca  al  inmigrante  ilustrado,  á 


i^ «■  ni  >!■  i»      i    ni   — — — — m*0" 

118  COLONOS 


la  persona  elemento  morijerador  de  nuestra 
población,  sino  simplejnente  una  fuerza,  una 
máquina  indispensable  para  cultivar  los  cam- 
pos i  enriquecer  a  los  hacendados. 

109.  La  historia  de  esta  inmigración  es 
suficiente,  por  sí  sola,  para  manifestar  sus 
grandes  vicios ;  las  vacilaciones  del  Gobierro 
en  todo  lo  relativo  á  ella,  están  probando 
desde  luego  que  en  esta  materia  se  ha  pro- 
cedido sin  principios  fijos,  sin  un  plan,  sin 
un  pensamiento  previsor,  i  sin  las  elevadas 
miras  inseparables  de 'todos  los  actos  del  Go- 
bierno de  una  nación  que,  como  la  nuestra, 
ofrece  ancho  campo  para  reformas  i  benéfi- 
cos proyectos. 

En  la  lei  dictada  en  1849,  que  otorgaba 
privilejio  i  premio  á  los  introductores  de  co- 
lonos, estaban  comprendidos  los  chinos  i  en 
efecto  no  tardaron  mucho  en  llegar.  Mas 
para  desgracia  nuestra,  desde  un  principio  co- 
menzóse á  abusar  de  la  concesión  del  Con- 
greso Peruano  ;  se  falseó  su  carácter,  dándo- 
sele una  interpretación  violenta  que  jamás 
estuvo  en  la  mente  de  los  legisladores.  No  fué 
la  introducción  de  chinos  libres  espontánea- 
mente contratados  lo  que  se  hacia ;  lo  que 
en  realidad  se  principió  á  practicar  era  el  co- 
mercio de  carne  humana,  análogo  i  aun  peor 
talvez,  que  la  trata  de  negros  africanos  abo- 
lida con  tanta  hidalguía  por  la  Gran  Breta- 
ña. Se  plajiaba  a  los  chinos,  se  les  conducia 
violentamente  k  bordo,  i  se  les  reducia  á  pri- 
sión en  buques  que  carecían  de  todas  las  con- 
diciones hij iónicas.  En  tal  estado  eran  con- 
ducidos los  colonos  al  Callao.  Para  reprimir 
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estos  abusos  dictó  el  Gobierno,  en  1853,  un 
decreto  ordenando  qu%  se  cuidase  que  los  chi- 
nos no  fuesen  conducidos  en  buques  infesta- 
dos, i  que  se  les  tratase  con  todo  el  esmero 
posible.  (1)  Al  año  siguiente  amplió  estas  ór- 
denes, i  espidió  no  una  sino  varias  resolu- 
ciones, puntualizando  el  modo  cómo  habían 
de  ser  trasladados  esos  desgraciados  i  deter- 
minando la  protección  que  debian  estenderle 
las  autoridades.  (2) 

Poco  ó  ningún  resultado  debió  tener  la 
solicitud  del  Gobierno,  cuando  en  6  de  Marzo 
de  1856  se  vio  obligado  á  prohibir  la  inmi- 
gración asiática.  "A  los  cuatro  meses  de  la 
fecha,"  dice  el  decreto,  "queda  prohibida  la 
introducción  de  colonos  asiáticos  por  medio 
de  contratas,  i  en  el  modo  cruel  i  violento 
con  .  que  se  ha  hecho  hasta  hoi.  Los  capita- 
nes i  contramaestres  de  buques  que  traigan 
chinos,  acreditarán  en  los  puertos  de  la  Re- 
pública haberlos  admitido  á  bordo  por  su 
espontánea  voluntad ;  i  en  el  caso  de  que  re- 
sulten arrancados  por  la  fuerza  ó  engaño,  i 
trasladados  en  número  para  el  que  no  sea  ca- 
paz el  buque,  serán  sometidos  á  juicio  por 
este  delito  i  pagarán  los-  daños  i  perjuicios 
que  causaren.  Los  asiáticos  que  en  adelante 
ingresaren  al  territorio  de  la  República  po- 
drán ejercer  libremente  su  industria,  ó  tomar 
servicio  con  algún  patrón  conforme  á  las  le- 
yes vijentes  ;  i  se  cumplirán  únicamente  las 
las  escrituras  de   compromiso   celebradas  en 


(1)  Víase  el  Apéndice  XIV. 

(2)  Véase  «1  Apéndice  XV. 
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vor  de  personas  determinadas,  siendo  ellos  re- 
responsables  tan  so] o  %por  las  anticipaciones 
de  salario  que  por  sí  mismos  hayan  recibido. '' 
No  satisfecho  aun  el  Gobierno,  declaraba  sie- 
te meses  después,  "que  solo  podran  ingresar 
en  la  República  ]os  asiáticos  que  vengan  por 
su  espontánea  .voluntad/' 

La  actitud  noble  i  conveniente  del  Gobier- 
no no  podia  menos  que  esponerlo  á  una  se- 
rie de  ataques  dirijidos,  principalmente,  por 
aquellos  en  cuyo  interés  ¿articular  estaba  el 
que  continuase  indefinidamente  el  tráfico  de 
chinos.  Apesar  de  todo,  el  Gobierno,  por 
honra  del  pais,  resistía  resueltamente  los  em- 
bates de  una  oposición  apasionada,  i  sostenía 
tenazmente  la  política  de  prohibición.  Solo  en 
1861  encontramos  que  cedió  algún  tanto  de 
ella,  i  mui  poderosas  debieron  ser  las  influen- 
cias .que  con  ese  motivo  se  pusieron  en  juego, 
cuando  se  logró  arrancar  el  permiso  para  de- 
sembarcar ochocientos  chinos.  Al  mismo  tiem- 
po, sin  embargo,  que  se  otorgaba  ese  permiso, 
se  ratificaba  la  política  acertada  que  hasta 
entonces  se  habia  observado.  "Teniendo  en 
consideración,"  dice  el  decreto  á  que  aludi- 
mos, "que  por  decreto  de  5  de  Marzo  i  13  de 
Octubre  de  1856,  está  prohibida  la  introduc- 
ción de  asiáticos  por  medio  de  contratas ;  que 
aunque  en  fuerza  de  las  necesidades  de  la 
agricultura  ha  concedido  el  Gobierno  premios 
especiales  á  algunos  agricultores  para  intro- 
ducir determinado  número  de  colonos,  estas 
concesiones  no  solo  han  debilitado  el  vigor  de 
los  decretos  prohibitivos,  sino  también  han 
servido  de  pretesto  para  que  se  introduzcan 
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en  crecido  número  estos  hombres  de  consti- 
tución débil  é  inapqrentes  para  lo^  trabados 
del  campo ;  que  es  de  necesidad  poner  tér- 
mino á  este  comercio  escandaloso  de  hom- 
bres, que  por  la  avidez  de  los  especuladores 
i  la  ignorancia  de  los  asiáticos,  se  asemeja  -al 
tráfico  de  esclavos :  se  permite,  por  última 
vez,  el  desembarque  de  los  ochocientos  coló- 
nos á  que  se  contrae  el  recurrente,  con  la 
calidad  dó  que  estos  sean  reconocidos  por  la 
Junta  de  Sanidad  del  Callao,  i  no  se  deje 
saltar  á  tierra  sino  á  los  que  estén  en  per- 
fecto estado  de  salud,  después  de  haberse  fu- 
migado el  buque  i  tomado  todas  las  precau- 
ciones convenientes  en  estos  casos»;  quedando 
prohibida  absolutamente,  en  adelante,  la  in- 
ternación de  asiáticos  por  medio  de  contra- 
tas, i  previniéndose  que  á  los  que,  con  in- 
fracción de  este  decreto,  sean  contratados  i 
traidos  al  Perú,  se  les  hará  regresar  aHugar 
de  donde  vinieron  á  costa  de  los  especulado- 
res, á  quienes  se  someterá  á  juicio,  para  que 
sean  castigados  con  arreglo  á  las  leyes." 

Todos  los  buenos  deseos  del  Ejecutivo  se 
estrellaron  contra  una  lei  del  Congreso,  que 
permitía  la  inmigración  de  asiáticos ;  el  Eje- 
cutivo resistió  en  cuanto  lo  pudo  hacer  sin 
salir  de  su  esfera  legal,  pero  al  fin,  habien- 
do insistido  el  Congreso,  tuvo  que  poner  el 
cúmplase  á  esa  resolución  en  14  de  Marzo  de 
1861.  (1)  Apesar  de  verse  contrariado,  el  Go- 
bierno continuó  solícito  por  la  suerte  dé  los 
asiáticos,  apresurándose  á  dictar  una  medida 


(1)  Yéaae  el  Apéadice  XVI. 
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salvadora  siempre  que  se  le  denunciaba  al* 
gon  abuso.  (1) 

En  1862,  se  creó  una  comisión  encargada 
de  examinar  las  condiciones  de  los  colonos  in- 
troducidos en  el  pais  ;  al  año  siguiente  se  daba 
nuevas  instrucciones  para  garantizar  los  inte- 
reses de  los  asiáticos  ;  i  estas  á  su  vez  fueron 
ampliadas  por  decreto  de  Octubre  19  de  1864. 
(2)  ;  siendo  de  advertir  que  ya  se  había  sus- 
pendido, en  Abril  de  1863,  la  concesión  de  li- 
cencias para  introducir  estos  colonos.  £n  estos 
últimos  años  ha  expedido  el  Gobierno  algunas 
resoluciones  sobre  chinos,  que  no  hacen  sino 
confirmar  las  anteriores. 

110.  Tal  ha  sido  nuestra  le jisl ación  sobre 
chinos  ;  ella  refleja,  perfectamente,  la  actitud 
de  nuestras  autoridades  en  materia  de  inmi- 
gración asiática.  Dígase  lo  que  se  quiera,  esa 
actitud,  no  solo  no  manifiesta  crueldad  $ino 
que  ha  tendido  en  toda  época  á  favorecer  á 
los  infelices  asiáticos,  que  arrancados  las  mas 
veces  violentamente  de  su  patria,  llegaban  á 
nuestras  playas  sin  el  menor  conocimiento  de 
la  nueva  condición  en  que  se  les  colocaba, 
para  ser  trasmitidos  de  uno  en  uno  i  iemir  en 
una  esclavitud  indefinida  aunque  simulada, 
pero  no  por  esto  menos  positiva. 

Para  apreciar  con  justicia  i  acierto  la  inmi- 
gración asiática,  es  necesario  tomar  en  cuenta 
la  manera  como  los  chinos  abandonan  sus  pla- 
yas natales,  el  modo  de  hacer  la  travesía,  su 
llegada  al  Perú,   la   condición  de  ellos  entre 


(1)  Véase  el  Apéndice  XVII. 
£)  Véaae  el  Apéndice  XVIII. 
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nosotros,  i  recordar,  en  fin,  ciertas  peculiari- 
dades mui  marcadas  que  caracterizan  su  raza. 
Solo  así,  nos  convenceremos  de  que  la  actual 
condición  de  los  chinos  en  el  Perú,  no  es  obra 
de  las  leyes.  Entre  los  estranjeros  que  habi- 
tan el  pais,  los  chinos  ocupan  una  posición 
escepcional,  no  porque  nuestra  lejislacion  así 
lo  disponga,  sino  por  un  cúmulo  de  circuns- 
tancias cuyas  malas  consecuencias  los  Gobier- 
nos, en  vez  de  fomentar,  han  tratado  siempre 
aunque  infructuosamente  de  atenuar. 

111.  No  conocemos  á  fondo  el  modo  cómo 
los  especuladores  se  procuran  colonos  en  la 
China  para  traerlos  al  Perú.  Podríamos  indi- 
car la  manera  cómo  deberían  hacerlo  sin  he- 
rir la  dignidad  humana,  i  también  afirmar  que 
no  proceden  tan  legalmente  como  debieran, 
por  respeto  al  pais.  Los  chinos  que  vienen  al 
Perú,  son  todos,  á  lo  que  parece,  oriundos  de 
ciertos  i  determinados  distritos  de  la  China  á 
cuyos  puertos  tienen  acceso  los  buques  extran- 
jeros. Allí  es  donde,  se  les  contrata,  según  se 
dice,  libremente.  En  la  contrata  se  designa  el 
número  de  anos  que  se  compromete  el  chino 
á  servir,  el  salario,  vestidos,  etc.,  que  el  pa- 
trón se  obliga  á  darle.  Nótese  que  el  chino 
jamás  sabe  en  qué  labores  especiales  va  á  ser 
empleado :  con  frecuencia  vemos  á  un  chino 
convertirse  de  agricultor  en  cocinero,  ó  en 
ayuda  de  cámara  ú  otra  cosa.  Respecto  á  la 
edad  en  que  son  contratados,  tampoco  se  tie- 
ne consideración  alguna  ;  muchos  de  los  que 
llegan  á  nuestras  playas  son  tiernos,  i  sin  em- 
bargo, apesar  de  nuestras  leyes,  se  tolera  que 
sin  el  importante  requisito  de  los  años,  cele- 


184  COLONOS 


bren  contratos  i  se  comprometan  á  servir  por 
largos  períodos.  Los  colonos  se  tra^n  eü  gran- 
des partidas,  i  su  número  jeneralmente  mayor 
que  el  que  la  capacidad  del  buque  permite 
con  holgura.  Casi  todos  los  colonos  son  de  la 
iíiisma  condición  social;  i  naturalmente  adole- 
cen de  los  mismos  vicios.  Apartándonos  de 
las  consideraciones  de  raza,  mas  eun  ;  conce^ 
diendo  la  inferioridad  de  la  asiática,  su  desi- 
dia i  sus  abominaciones  inmorales,  apesar  de 
estar  nuestros  almacenes  i  nuestros  hogares, 
llfenos  de  objetos  que  revelan  su  minuciosi- 
dad, su  contracción  i  su  injenio,  con  todo  no 
es  posible  conceder  que  la  población  de  la 
China,  sea  en  jeneral  tan  degradada  como  los 
individuos  que  nos  traen  en  calidad  de  colo- 
nos. 

El  misterio  mas  completo  parece  reinar 
acerca  del  modo  como  los  especuladores  con- 
tratan á  los  colonos.  "Cuando  se  sabe,  tam- 
bién," dice  un  diario  de  Lima,  "la  manera 
como  los  nuevos  mercaderes  trateros  celebran 
los  contratos  de  inmigrantes,  en  los  cuales 
han  contratado  las  autoridades  chinas  el  me- 
dro de  aliviar  sus  cárceles  de  millares  de  pre- 
sidarios i  perversa  jente  que  se  trae  para 
nuestros  campos."....  "En  primer  lugar,"  aña- 
dé  el  mismo  diario,  "los  asiáticos  vienen  de  su 
país,  al  parecer  contratados  legalmente,  para 
invertir  su  trabajo  en  esta  República  bajo  de 
ciertas  estipulaciones ;  i  para  dar  á  las  con- 
tratas un  earácter  de  legalidad  se  hallan  con 
el  sello  del  Cónsul  Peruano  en  la  China,  cer- 
tificadas por  él,  dando  fé  de  que  el  contratado 
i  el  contratista,  después  de  haber  examinado 
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la  contrata,  bien  enterados  de  su  contenido, 
la  h#n  suscrito  ambos  en  su  presencia,  en  el 
dia  deja  fecha.  Las  autoridades  del  Perú  han 
visto  con  indiferencia,  desgraciadamente,  que 
Jas  mas  de  las  .tituladas  contratas  han  sido 
cumplidas  i  canceladas  sin  que  aparezcan  en 
ellas,  ni  I9&  firmas  de  los  contratantes  ni  la 
.fecha  en  que  tuvo  lugar  el  contrato,  de  don- 
de se  viene  á  conocer  el  primer  abuso  que  se 
comete  de  tamañas  consecuencias,  que  de- 
muestra que  dichas  estipulaciones  no  son  acep- 
tadas ni  sancionadas  por  la  espontánea  volun- 
tad ,del  que  mas  tarde  se  obliga  á  cumplirlas* 
k  No  queremos  hablar  de  los  engaños  i  medios 
reprobados  de  que  se  valen  los  especuladores 
para  lograr  que  los  chinos  se  embarquen,  por 
medio  de  sus  ajentes  que  están  bien  pagados 
en  la  China,  i  que  á  muchos  de  ellos  les  cues- 
ta, cuando  son  descubiertos  por  los  autorida- 
des de  aquel  lugar,  que  les  corten  el  pescue* 
zo...."  Estas  apreciaciones  pudieran  reputarse 
como  exajeradas,  si  no  hubiera  venido  á  con- 
firmarlas un  suceso  reciente,  del  que  se  ocupó 
estensameinte  la  prensa  de  Lima.  (1)  En  el 
juicio  entablado  con  motivo  del  asesinato  per- 
petrado en  las  personas  del  Capitán  i  ocho 
tripulantes  del  buque  Nouvelle  PenéUpe  miénr 
tras  conducía  colonos  al  Perú,  figura  la  de- 
claración de  un  marinero  que  dice:  "el  pri- 
aner  dia,  180  coolies  fueron  conducidos  á  bordo 
en  tres  botes,  cada  uno  de  los  cuales  estaba 
•custodiado  por  cuatro  o  cinco  soldados  portu- 
gueses, armados  de  fusiles  con  bayoneta  cala- 


(1)  Yáéro  el  ¿pintó»  XIX. 
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da.  Los  demás  fueron  embarcados  el  dia  antes 
de  que  el  buque  se  diese  á  la  vela,  en  tres  ó 
cuatro  botes,  guardado  cada  cual  por  algunos 
soldados  armados.  Uno  de  los  primeros  coo- 
lies  llegó  á  bordo  llorando  i -en  la  misma  no- 
che se  arrojó  al  mar,  pero  fué  salvado ;  pa- 
recían los  otros  mas  tranquilos  i  dejóseles 
libertad  para  andar  por  donde  quiera  dentro 
del  buque." 

•112.  Embarcados  así,  por  medio  de  la  vio- 
lencia i  del  engaño,  principian  Jps  inmigran- 
tes el  viaje,  durante  el  cual  se  léSk  maltrata, 
se  les  alimenta  mal,  i  se  les  encierra&B  la  bo- 
dega como  fardos  de  carga.  No  es  es 
pues,  que  muchos  de  esos  infelices  sucumbí* 
en  esta  angustiosa  travesía  mucho  antes 
divisar  las  playas  peruanas. 

En  el  juicio  relativo  á  la  Nouvelle  Penélope, 
á  que  ya  hemos  aludido,  dice  un  marinero: 
"La  barrera  que  cerraba  la  cubierta  á  popa 
desde  el  palo  mayor,  era  de  madera  sólida  de  \ 

cuatro  pulgadas  i  de  siete  ú  ocho  pies  de  ele  v 

vacion.   Hiciéronse  en  ella  dos  puertas  ase*  \ 

guradas  con  barra,  que  se  abrian  hacia  popa  \ 

i  púsose  un  cañón  en  cada  una,  con  la  boca  \ 

vuelta  á  la  parte  de  entrada.  Los  cañones  no  \ 

estaban  cargados.  Los  coolies  no  podían  pene- 
trar en  la  noche  sino  en  casos  mui  necesarios. 
La  tripulación  estaba  acomodada  toda  ella  j 

á  popa  de  la  barrera.  Las  armas  del  buque  se  i 

guardaban  en  el  camarote  del  Capitán,  i  se-  \ 

rían  en  número  como  de  siete  fusiles  con  ba- 
yonetas, algunas  espadas  i  veinte  revólvers 
mas  ó  menos.  Sé  que  existia  á  bordo  pólvora 
i  balas  encadenadas,  mas  no  se  veist  de  éstas 
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ninguna  sobre  cubierta."  Un  chino  declara 
así:  "Tres  dias  después  de  habernos  dado  á  la 
vela  uno  de  los  coolies,  emigrante,  se  arrojó  al 
mar  i  sé  ahogó  ;  otros  fueron  maltratados  por 
el  primer  piloto,  porque  se  entretenían  jugan- 
do alFautan.  Un  marinero  confiesa  que:  "To- 
davía á  vista  del  puerto,  un  coolie  se  arrojó 
de  sobre  cubierta  al  mar,  intentando  ganar  á 
brazo  la  ribera,  mas  alcanzado,  fué  puesto  en 
prisión  con  grillos  por  una  hora ;  i  otro  cuan- 
do va  no  se  veía  tierra,  se  echó  también  al 
agua,  i  apesar  de  que  inmediatamente  se  ba- 
jó un  bote,  prefirió  ahogarse  á  la  sujeción 
que  padecia." 

Según  una  relación  oficial,  publicada  por  el 
Capitán  del  puerto  del  Callao,  (1)  de  43,301 
chinos,  esportados  de  Macao  en  diez  afios, 
4,653,  es  decir,  mas  de  un  diez  por  ciento, 
murieron  en  la  travesía.  Si  se  tiene  presente 
el  modo  como  son  embarcados  los  chinos  i  el 
trato  que  les  suelen  dar  las  jentes  de  abordo, 
fácil  es  esplicar  las  atrocidades  inauditas  que 
cometen  esos  infelices  i  las  sublevaciones  san- 
grientas que  llevan  á  cabo. 

113.  Concluye,  al  fin,  el  viaje,  pero  no  las 
penalidades  del  pobre  asiático.  "A  las  barbas 
¿mamas  de  nuestra  civilización,"  dice  un  dia- 
rio de  Lima,  "i  con  injuria  de  las  leyes  que 
declaran  perpetuamente  abolida  la  esclavitud, 

comiénzala  venta  de  los  nuevos  esclavos 

Los  compradores  van  á  bordo  con  sus  ayu- 
dantes, especie  de  prácticos  de  oficio,  inte- 
ligentes en  la  elección  de  la  mercancía  que 


(1)  VfcwdAptfoáioeXIlI, 


188  COLOKOS 


después  de  pasar  dos  ó  tres  veces  la  línea  i  de 
hacer  brutalmente,  á  presencia  de  todos,  un 
examen  vergonzoso  que  humilla  la  dignidad 
no  solo  del  que  lo  sufre,  sino  hasta  del  que  lo 
ve,  elijen  á  los  que  deben  pasar  al  poder  del 
nuevo  amo."  Así  es  que  el  colono  es  trasla- 
dado del  buque  á  un  fundo  donde  está  obli- 
gado á  cumplir  una  contrata  ilegal,  que  no 
conoce,  ó  bien  es  entregado  al  primer  patrón 
que  quiera  aprovechar  de  sus  servicios  para 
cualquier  j enero  de  trabajo,  sin  que  se  tomen 
en  cuenta  para  nada  las  aptitudes  especiales 
del  chino.  Los  chinos  constituyen  un  impor- 
tante renglón  en  nuestras  cotizacioues  mer- 
cantiles. Entregado  el  colono  á  su  primer  pa- 
trón, éste,  cuando  descubre  que  no  le  ha  con- 
venido el  negocio,  no  hace  sino  endosar  la 
contrata  al  que  mayor  precio  dé  por  ella,  i 
basta  eso,  para  que  cambie  el  chino  de  pa- 
tíos, 'sin  su  conocimiento  i  mucho  monos,  sin 
su  consentimiento ;  su  única  obligación  es  obe- 
decer. 

Los  especuladores,  cuando  se  ven  apurados 
por  los  impugnadores  del  tráfico  indigno  de 
chinos,  califican  como  locación  de  servicios  la 
estipulación  en  virtud  de  la  cual  se  esclaviza 
á  esos  infelices.  Basta  saber  como  son  desti- 
nados los  colonos,  sin  embargo,  para  descu- 
brir toda  la  arbitrariedad  que  encierra  esa  de* 
nomfi&ftoion.  Según  nuestras  leyes  ( Código 
Civil.  1632),  "puede  una  persona  obligarse  á 
prestar  á  otra  su  servicio  personal  ó  de  indus- 
tria dutante<5Íerto  tiempo  ó  para  una  empresa 
determinada,"  Nadie  que  haya  visto  lo  que 
pasa  con  los  chinos,  en  el  Perú,  osará  asegu- 
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xar  que  ellos  sé  obligan.  Ademas,  sabido  es 
que  el  patrón  puede  cuando  i  como  quiera, 
endosar  su  contrata ;  para  impedírselo  es  que 
se  cita  ia  lei,  falseándola  como  ka  sucedido 
recientemente  en  Lima,  donde  una  autoridad 
ha  espedido  un  decreto  en  estos  términos: 
"Siendo  un  verdadero  contrato  de  locación  de 

Set*VÍciOS  EL  QUE    CELEBRAN    los    COloUOS   chinOS 

con  sus  respectivos  patrones,  no  puede  rescin- 
dirle poi  solo  la  voluntad  de  uno  de  los  con- 
tratantes, sino  por  consentimiento  recíproco 
de  ambas  partes,  mientras  no  exista  una  grave 
causa  para  que  la  lei  considere  obligatoria 
esa  rescicion;  i  el  dejar  la  cancelación  ó  el 
traspaso  de  tales  contratos  sujeto  tan  solo  á 
la  voluntad  del  colono  como  lo  propone  el  co- 
misario, seria  contrario  á  lo  que  espresamente 
se  halla  prescrito  en  los  arts.  1258  i  1602.  7° 
del  Código  Civil,  al  mismo  tiempo  que  intro- 
duciría la  desmoralización  en  los  chinos  con- 
tratados i  el  desorden  en  los  fundos  servidos 
por  ellos,  i  haria  ilusorio  también  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  contraidas  en  virtud 
de  la  contrata...  Se  declara  infundada  la  pre- 
sente consulta  etc.."  Mientras  tanto,  es  un 
hecho  que  el  patrón  puede  endosar  libremen- 
te su  contrata,  i  no  hai  negocio  mas  corriente 
en  nuestro  mercado. 

114.  ¿Cuál  es,  cuál  tiene  forzosamente  que 
ser  la  situación  del'  chino,  en  nuestro  pais, 
dados  como  antecedentes,  las  circunstancias 
que  hemos  enumerado?  Escojido  entre  la  peor 
especie  de  su  raza,  alientan  los  hacendados 
su  dejeneracion  natural,  los  alojan  en  galpo- 
nes inmundos  sin  ninguno  de  los  miramientos 
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debidos  á  un  ser  racional ;  i  por  último,  los 
obligan  á  la  necesidad  constante  de  trabajar 
sin  la  mas  remota  esperanza  de  que  algún  dia 
lograrán  mejorar  su  situación,  mediante  los 
frutos  acumulados  de  una  faena  sin  tregua. 
Se  cohonesta  esta  práctica,  poniendo  de  relie- 
ve los  intereses  de  la  agricultura,  i  olvidamos 
que  tan  bendita  industria  no  estriba  ni  puede 
estribar  jamás,  para  prosperar,  en  la  desgracia 
del  hombre,  siendo  al  contrario  su  principal 
objeto,  aumentar  su  bienestar  asegurando  su 
felicidad  i  su  riqueza. 

Esta  misma  situación  aumenta  las  malas 
cualidades  de  la  raza.  Tratado  como  una  má- 
quina, con  un  sueldo  suficiente  apenas  para 
mantener  una  bestia,  el  chino  está  condenado 
á  hacer  abstracción  de  toda  idea,  de  toda  de- 
liberación, i  á  trabajar,  trabajar  incesantemen- 
te doce  horas  al  dia  i  en  provecho  ajeno.  ¿Qué 
estraño  es  que  se  fortalezca  la  siniestra  inten- 
ción que  contra  todos  los  estraños  se  le  atri- 
buye? Privados  de  todo  lazo  de  familia,  sin 
padre  á  quien  respetar,  sin  esposas,  sin  hijas 
i  sin  hermanas,  en  un  aislamiento  absoluto  de 
todas  esas  dulces  asociaciones  domésticas,  in- 
dispensables para  el  hombre  civilizado,  na- 
tural es,  fatal  i  lójico  que  llegue  á  adquirir 
todos  los  instintos  de  las  fieras.  Semejante 
condición,  basta  por  sí  sola,  para  convertir  ai 
elemento  mas  moralizador,  en  jérmen  de  cor- 
rupción social,  preñado  de  graves  resultados 
para  el.  porvenir. 

Para  el  chino  amanece  el  dia  i  no  le  anun- 
cia sino  trabajo,  le  persigue  durante  el  dia 
la  idea  de  que  su  trabajo  en  nada  le  aprove- 
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ciará,  i  al  fin,  las  sombras  de  la  noche  pesan 
sobre  su  sueño  brutal,  al  que  se  ha  entregado 
para  volver  á  la  siguiente  aurora  á  continuar 
la  misma  penosa  rutina.  En  sus  enfermedades, 
no  tiene  madre  que  le  asista  con  cariño  ;   no 
puede  aspirar  al  triste  consuelo  de  ser  sepulta- 
do con  tierna  solicitud,  i  ni  albergar  en  su  pe- 
cho la  esperanza  de  que  su  sepulcro  será  rega- 
do con  las  sagradas  lágrimas  de  seres  queridos. 
El  último  de  los  habitantes  del  Perú  sabe 
lúe  las  autoridades  conocen  donde  vive,  cuan- 
lo  fallece,  por  qué  motivo,  i  adonde  se  le  se- 

Sulta  ;  pero  los  asiáticos  son  desembarcados  i 
esparramados  en  numerosos  fundos,  se  olvida 
su  existencia,  viven  ó  mejor  vejetan,  i  al  fin 
mueren  como  animales  bajo  el  látigo  del  ca- 
poral ó  bajo  el  peso  de  las  fatigas.  Solo  nos 
acordamos  del  chino  cuando  "cansado  de  can- 
sarse i  aburrido  de  aburrirse,"  se  arma  del  pu- 
ñal que  la  desesperación  le  brinda  i  lanza  al 
viento  el  grito  de  rebelión,  cubriendo  núes  - 
tros  campos  de  desolación  i  de  sangre. 

115.  La  gran  distancia  á  que  suelen  encon- 
trarse las  autoridades  de  los  fundos,  es  una 
seguridad  para  el  patrón  de  que  sus  abusos 
(  no  8erán  correjidos  ó  castigados ;  pero  aun 

cuando  así  no  sea,  <es  demasiada  la  influencia 
del  hacendado  sobre  autoridades  subalternas 
para  que  éstas  sean  otra  cosa,  jeneralmente, 
que  instrumento  de  sus  designios.  Entre  el 
colono  i  el  patrón  no  se  levanta,  pues,  el  res- 
peto á  la  autoridad  ;  no  existe  ésta  para  nin- 
guno de  ellos,  lo  cual  naturalmente  contribu- 
ye á  hacer  déspota  al  patrón,  i  al  colono,  in- 
solente i  vicioso. 
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Considerando  la  propensión  de  los  chinos  á 
las  escenas  sangrientas  como  consecuencia  de 
una  índole  perversa,  se  pide  sin  cesar  i  á  todo 
trance   aumento  de  severidad  para   esa  raza 
maldita.  "Toda  severidad  que  se  emplee,"  dice 
un  articulista,  "siempre  será   empleada   con 
real  i  positivo  provecho  de  los  demás  ;  siem- 
pre será  un  gran  acto  de  justicia  universal ;... 
el  chino  no  se  nos  asimila  ;  no  quiere,  no  pue- 
de, no  está  en  su  naturaleza;  somos  elemen- 
tos encontrados,  como  el  agua  i  el  fuego,  i  ya 
que  la  agricultura  necesita  de  sus  brazos,  á  lo 
menos  por  ahora,  rejim  en  teñíosle  para  que  no 
se  nos  sobreponga...  'Las  fieras  deben  de  estar 
ala  cadena  ó  en  jaldadas...  El  chino  está  mui 
lejos  de  ser  racional  por  completo  para  que  se 
le  quiera  tratar  racionalmente  i  seria  hasta  in~ 
humano  gastar  con  él  la  humanidad  que  gas- 
tamos con  otros  semejantes  nuestros...  Por  mui 
sobria  que  fuesa  la  protección  que  se  acordase 
á  los  chinos,  siempre  seria,  excesiva  é  ineficaz, 
por  consiguiente.  El  chino  despojado  de.  todo 
sentimiento  noble  i  jeneroso,    será    sietnpre 
insociable,  sanguinario,  vengativo,  indómito 
enemigo   aun  de  su  propio  semejante....  Del 
chino,  se  puede  decir,  que  es   un  animal  que 
solo  tiene  instintos  para  lo  que  es  únicamente 
malo  i  abominable  ;  es  el  escorpión  del  linaje 
humano,  que  en  cuanto  se  considera  impoten- 
te para  hacer  mal  á  otro,  se  vuelve  contra  sí  • 
mismo  i  se  suicida."  Estas  i   otras  opiniones 
que   predominan  entre  los   mismos  hombres 
que  se  aprovechan  de  los  servicios  del  chino, 
convirtiendo  en  oro  su  sudor  i  su  sangre  ;  es- 
tas opiniones  que  en  boca  de  un  antiguo  tra- 
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tero  de  Virjmia  ó  de  la  Jeorjia,  formarían  un 
excelente  capítulo  de  La  Cabana  del  Tío  Tom, 
lejos  de  porrejir  al  chino  mejornndo  su  condi- 
cion,   no  hacen  sino   corromperlo  mas,   agra- 
vándola. Nada  se  les  concede  á  estos  infelices, 
hasta  se  niega  que  son  jeneralmente  inteli- 
jentes  i  capaces   de   aprender  con  facilidad 
cuanto  se  les  enseñe,  se  niega   que  no  sola- 
mente sirven  para  los  trabajos  agrícolas,  sino 
para,  cualesquiera  otros,  se  niega  su  constan- 
cia i  paciente  habilidad,  merced  á  las  cuales 
fabrican  prodijios  de  curiosidad  artística,  cap- 
tándose  con  ellos  la  admiración  del  universo. 
116.  Las  patentes  injusticias  que  desde  su 
príjen  rodean  á  la  inmigración  asiática,  la  ig- 
norancia del  modo  como  deja  la  China,   los 
abusos  que  constituyen  su  condición  en  elpais, 
habrían  bastado  para,  renunciar  á  los  chinos' 
por  no  ser  los  colonos  que  necesitamos.  La 
inmigración  de  que  hablamos  ha  venido  á 
agravar  nuestra  situación ;  antes,  sqlo  tenía- 
mos una  manchal  que  afectara  la  dignidad  hu- 
mana, mancha  que  muchos  buenos  patriotas 
trabajaron  por  estirpar  i  que  todos  esperába- 
mos fuese  completamente  lavada  por  Jas  amar- 
gas i  abundantes   lágrimas   de  las  víctimas ; 
hoi  tenemos  dos  :  la  esclavitud   del  indio  en 
el  interior,  i  en  nuestras  costas  la  servidum- 
bre del  chino.  Causas  mui  poderosas,  la  bue- 
na política  de  un  Gobierno  astuto  á  la  par  de 
la  hidalga  nobleza  de  una  nación  libre,  cons- 
piraban para  renunciar  resueltamente  á  seme- 
jante inmigración.  Pero  el  interés  i  eo-oismo 
de  Jos  agricultores  han  predominado  i  se  per- 
severa cpn  los  chinos  Á  la  sombra  de  una  teo- 
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ría  que  apesar  de  no  tener  fundamento  algu- 
no, ni  en  la  ciencia  ni  en  el  interés  social,  ha 
encontrado  eco  en  nuestras  asambleas  lejisla- 
tivas. 

Se  ha,  dividido  la  inmigacion  propiamen- 
te dicha,  llamada  á  poblar  nuestros  desier- 
tos, á  asimilársenos,  á  contribuir  á  la  pros- 
peridad nacional,  de  la  inmigración  necesaria 
para  el  cultivo.  Para  fomentar  la  una,  se  dice, 
debe  atenderse  á  la  calidad  de  las  razas  ;  para 
este  caso  será  necesario  traer  colonos  europeos, 
porque  son  morales,  porque  con  ellos  se  trata 
de  formar  nuevos  pueblos  ;  con  la  otra  inmi- 
gración, solo  se  trata  de  proporcionar  brazos 
para  la  agricultura.  A  favor  de  esta  singular 
ooctrina  se  sigue  introduciendo  asiáticos,  con 
el  esclusivo  objeto  de  que  cultiven  nuestros 
campos.  ¡Qué  importa  que  carezcan  de  mora- 
lidad, de  intelijencia!  jQuó  importan  las  con- 
diciones inhumanas  en  que  se  colocan,  con 
tal  que  nuestros  agricultores  tengan  brazos, 
siembren  algodón  i  se  llenen  de  oro!!! 

117.  Ademas  de  los  chinos  contratados, 
hai  en  el  Perú  chinos  libres  ;  clase  compuesta 
de  aquellos  que  por  haber  cumplido  sus  con- 
tratas no  están  sujetos  á  patrón  alguno.  Es- 
tos se  ocupan  en  diversos  ramos  de  industria, 
especialmente  en  establecimientos  de  cocinas 
ó  fondos  públicos  para  la  jente  proletaria.  Es- 
tos chinos  aunque  libres  ya  de  las  condiciones 
que  hacen  tan  desgraciados  a  los  chinos  con- 
tratados, han  llevado  de  los  campos  los  j  árme- 
nos de  vicios  que  los  conservan  en  una  degra- 
dación nada  ejemplar  para  la  jente  nacional. 
Apesar  de  todo,  en  la  lei  no  ocupan  el  puesto 
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que  debieran,  ni  suelen  encontrar  en  ella  to- 
das las  garantías  que  los  demás  estranjeros. 
Entablan  sus  litijios,  i  es  necesario  que  sea 
mui  grande  el  agravio  que  los  motiva,  para 
que  las  autoridades  tomen  nota  de  sus  quejas 
i  se  muevan  en  su  favor.  Algunos  de  elíosr 
prosperan,  se  enriquecen,  se  convierten  al 
culto  dominante,  contraen  matrimonio  i  se 
establecen  en  el  país  ;  i  unos  pocos,  nos  aban- 
donan llevando  sus  riquezas  a  la  China. 

Con  motivo  de  las  sublevaciones  de  los  chi- 
nos contratados,    sublevaciones  que  por  mas 
que  se  diga,  no  pueden  tener  otro  oríjen  que 
la  condición  humillante  en  que  se  tiene  al  chi- 
no, la  opinión,  astutamente  excitada,  se  pro- 
nunció contra  los  chinos  libres-  La  prensa  exi- 
jió  que  se  les  espulsara  en  masa  del  pais.  Se 
aseveró  que  el  contacto  i  relaciones  íntimas 
existentes  entre  los  chinos  contratados  i  los 
libres,  eran  la  causa  principal  i  única  de  esas 
sangrientas  rebeliones.  Se  afirmó  que  los  chi- 
nos libres  eran  los  esclusivos  promotores  de 
los  levantamientos  i  que  proveian.  a  los  insur- 
j  entes  de  armas  de  todo  j  enero,  prestándoles 
su  colaboración  i  constituyéndose  en  directo- 
res dp  escenas  de  vandalismo  i  de  matanza  ; 
se  añadía,  que  su  presencia  entre  nosotros  era 
una  espada  de  Damócles  pendiente  sobre  nues- 
tras cabezas,  puesto  que  el  odio  que  al  chino 
inspiramos  es  profundo,  devorador,   implaca- 
ble. La  espulsion  de  los  chinos  cumplidos,  se 
decia,  era  la  única  tabla  de  salvación  en  este 
conflicto ;  que  no  debian,  ni  por  un  momento, 
permitirse  los  tratos  entre  chinos  cumplidos, 
i  los  contratados ;  al  contrario,  debe  impedir- 
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seles  á  toda  costa,  imponiendo  las  penas  mtó 
duras  á  los  que  insistieren  en  sostener  esos  tra- 
tos, sin  consideración  de  ningún  jénero.  En  el 
Congreso,  se  propuso  también,  que  se  espul- 
gase á  los  chinos  libres  ó  que  se  les  obligase  á 
contratarse  nuevamente, 

Este  lenguaje  tan  duro  de  opiniones  tan 
estra viadas,  no  era  el  mejor  calculado  para 
apaciguar  ó  morijerar  al  chino.  En  contra 
suya  se  proponía,  nada  menos  que  la  infrac- 
ción escandalosa  de  la  Constitución  i  leyes 
del  pais.  ¿Qué,  otra  consecuencia  podian  *te- 
ner  tan  violentos  proyectos  sino  esclavizar 
perpetuamente  al  asiático,  jactándose  de  que 
así  se  conseguía  abatir  i  doblegar  su  espíritu? 
La  posición  que  aceptábamos  ante  las  de- 
mas  naciones,  á  haber  adoptado  estas  medi- 
das, habría  sido  en  estremo  degradante.  ¿Qué 
garantías  podríamos  haber  ofrecido  mas  tar- 
íe  á  la  inmigración  que  pudiera  venirnos,  si 
por  un  capricho  del  momento,  es  posible  con- 
vertir á  los  inmigrantes  en  siervos,  ó  arro- 
jarlos en  masa  del  pais?  "Si  este,  horrible 
abuso,"  se  dijo  con  razón  entonces,  "lo  come- 
temos con  una  nacionalidad,  no  habrá  emba- 
razo para  cometerlo  también  con  .otras,  i  será, 
mui  difícil  hacerlo  comprender  de  otro  modo 
á  las  demás  naciones  civilizadas,  cuyos  in- 
migrantes esperamos  que  lleguen  algún  dia 
á  poblar  nuestros  inmensos  desiertos."  Ade- 
mas, seria  imposible  encontrar  razón,  justicia 
ó  lei  para  apoyar  semejantes  medidas.  ¿Cómo 
defender,  contra  el  testo  espreso  de  nuestras 
leyes,  que  el  contrato  de  locación  de  servicios, 
puede  imponerse  por  la  fuerza,  i  que  la  auto- 
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ridad  tiene  el  derecho  de  indica  &  cada  Jf0P*~ 
bre  el  ramo  de  industria  á  que  debe  dedi- 
carse? iQuieñes  costearían  el  regreso  de  los 
chinos  libred,  el  Gobierno,  los  hacendados,  ó 
los  comerciantes  trateros?  La  injusticia  i  ^1 
absurdo  de  semejante»  proposiciones, ,  se  ha- 
cen mas  notables,  si  se  recuerda  que  los  chi- 
nos libres  han  pasado  ya  por  la  prueba  del 
cumplimiento  de  sus  contratas,  del' sufrimien- 
to resignado  durante  largos  años  de  una  vida 
penosa. 

118.  Nadie  ha  calificado  con.  mas  acierto  la 
condición  del  chino  en  el  Perú,  que  un  Diplor 
mátíco  Ingles,  residente  largos  anos  en  Lima. 
"Después  de  la  manumisión  de  los  negros," 
dice  Mr.  Jerainghám,  "bajo  la  presidencia 
delJeneral  Castilla,  en  1855,  empezó  natu- 
ralmente á  pensarse  en  donde  se  encontrarían 
trabajadores  para  la  agricultura,  i  siguiendo 
la  práctica  de  otras  daciones,  fueron  en  el 
Perú,  importados  los  chinos,  que  hoi  ascen- 
derán á  unos  10,000  entre  los  que, están  cum- 
pliendo sus  contratas  i  los  que  se  hallan  del 
todo  libres." 

"Los  mas  de  ellos  han  sido  traido$  aquí 
por  contratas,  i  llevados  jeneralmenjte  for  los 
principales  hacendados,  agricultores  i  propie- 
tarios, para  trabajar,  siendo  de  -temer,  que  no 
es  de  lo  mas  satisfactorio  la  posición  de  los 
coalies  ó  de  la  mayoría  de  ellos,  con  mucha* 
excepciones  por  supuesto/' 

"A  tan  inevitable  estado  de  cosasí  puede  ea 
muchos  casos  haber  contribuido  la  diferencia 
entre  el  negro  i  el  chino ;  aquel  llegaba  á  ée- 
te  pais  en  estado  primitivo,  pronto  adquiría 
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el  idioma,  i  muí  luego  quedaba  iniciado  en  la 
relijion,  costumbres  6  ideas  de  su.  amo,  mien- 
tras que  por  el  contrario,  el  coclie  ha  perma- 
necido, en  j  ene  ral,  chino  por  excelencia  i  bajo 
todos  conceptos,  menos  en  lo  de  aprender  con 
facilidad  la  lengua  i  hacerse  útil  en  punto  á 
generalidades.  El  negro  se  nacionalizó  como 
de  raza  de  esclavos  i  el  chino  jamás  ha  per- 
dido sus  predilecciones  naturales,  i  si  en  ver- 
dad pertenece  á  una  clase  inferior  en  su  tie- 
rra natal  i  poseen  mas  intelijencia  que  los  ne- 
gros é  indios  indíjenas,  sienten  por  lo  mismo 
el  aguijón  de  su  estado,  como  lo  ponen  de 
bulto  los  muchos  casos  ocurridos  de  suicidio 
i  desesperación/' 

"Llévanles  los  negros  cristianados  la  venta- 
ja de  la  comunión  de  ideas  con  los  peruanos 
en  jeneral,  al  paso  que  los  chinos,  educados  en 
las  ideas  del  paganismo,  se  hallan  aislados  ba- 
jo este  punto  de  vista,  buscan  la  sociedad  de 
sus  paisanos,  hablan  én  su  idioma  cada  Tez 
que  pueden,  i  se  encenagan  en  vicios  que  por 
su  mal  traen  consigo  de  su  propia  tierra,  no 
siendo  entre  estos  el  juego  de  azar  i  el  uso 
del  opio,  los  que  menos  daño  hacen  al  pro- 
greso i  civilización  de  estas  j  entes.  Con  me- 
nos fuerzas  que  el  negro,  aunque  mas  peritos 
en  conocimientos  i  sistema  de  agricultura,  de- 
be su  naturaleza  física  haberse  visto  espuesta 
en  ocasiones,  a  dura  prueba,  i  esos  ejempla- 
res de  hombres  flacos  i  desvencijados,  que 
tanto  en  Lima  como  en  los  campos  suelen 
encontrarse,  están  diciendo  que  negras  penas . 
habrán  pasado  para  cumplir  con  su  faana  los 
pobres  que  han  llevado  acaba  sus  contratos/1 


■•0* 


COLONOS  139 


''libres  ya  de  su  afán,  procuran  en  jeneral 
establecerse  en  pueblos  i  aldeas  donde  se  ocu- 
pan en  el  espendio  de  verduras,  arroz  i  maiz, 
dando  muestras  de  habilidad  para  comprar  i 
vender  las  cosas  necesarias  a  la  vida,  i  reali- 
zando, á  veces,  fortunas  de  alguna  considera- 
ción. También  se  brindan  para  el  servicio  de 
cocina,  contratándose  en  muchas  casas  de  Li- 
ma i  de  otras  poblaciones  del  Perú,  donde 
desempeñan  medianamente  el  papel  de  cocÍt 
ñeros." 

"Una  vez  que  se  encuentran  libres  de  las 
haciendas  i  dueños  de  sus  acciones,  corren  la 
misma  suerte  que  los  demás  habitantes  del 
JPerú,  i  con  tal  que  no  quebranten  las  leyes, 
las  autoridades,  no  les  persiguen  ni  molestan. 
Mas  como  no  se  mezclan  con  la  población,  es* 
ta  ni  los  quiere  ni  deja  de  quererlos,  mirán- 
dolos mas  bien  como  un  especie  de  anomalía 
en  el  cuerpo  social  con  la  que  nadie  se  cura 
de  andar  en  relacione&" 

../'Para  los  que  en  realidad  afectan 

ver  al  Perú  avanzar  por  la  senda  del  progre- 
so, la  emigración  china  ofrece  un  sistema  que 
debe  suspenderse,  pites  si  bien  la  agricultura 
gana  por  lo  pronto,  d  pcás,  finalmente,  nada 
aprovechará  en  punto  á  mejorar  su  población 
i  al  incremento  de  la  ciencia  industrial." 

"Necesitan  estos  paises  emigración  de  las 
naciones  civilizadas  ;  familias  que  puedan  vi- 
vir en  intima  i  recíproca  amistad  con  las  del 
pais,  haciéndoles  aprovechar  con  el  ejemplo, 
i  mezclándose  con  ellas  para  formar  un  pue- 
blo industriosa" 
-    "Problema  este  h^rto  difícil  de  resolver 
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por  machas  razones,  .pcw  que  wuffla  será  re- 
suelto por.  la  creciente  imputación  de  chi- 
nos:" 

'  11 9.  De  tocio  lo  que  hasta  aquí  hemos  di* 
cho,  -se  deduce  que  ¿ñaues tras  leyes  no  haL 
prescripción  ninguna  que  distinga  desfavova*- 
blemeñte  al  chino  délos  demás  estran je  ros. 
Igualmente  que  todos  ellos,  el  chino  tíen* 
derecho  á  todas  las  garantías  i  á  todos  los 
priviJejios.  iVlgunos  ejercitan  derechos  impor- 
tantes, como  el  de  celebrar  semi-públicaiaen- 
te  las  ceremonias  de.  su  culto,  lo  cual  sucede 
en  el  seno  de  nuestra  Capital  misma.  Ahora, 
si  ^ocupan  una  posición  desventajosa,  si  se  les 
mira  como  huérfanas  de  la  civilización  é  hi- 
jos de  una  raza  maldito;  es  .preciso  para  ex- 
plicárselo/ recordar  todafl  las  circunstancias 
peculiares  que  rodean  á  la  inmigración  de 
chinos  en  el  'Perú ;  es  necesario  no  olvidar 
los  caracteres  de  la  raza,  i  el  modo  abusivo 
con  que  son  trasladados  i  establecidos  final* 
mente  en  las  haciendas.  £stamos  seguros,  que 
dadas  la  misma  situación  i  las  mismas  cir- 
cunstancias, igual  ó  peor  suerte  tendría  el  chi- 
no en  otras  ¿aciones  civilizadas.  A  todo  es- 
to si  se  añade  que  hai  un  interés  poderoso  ó 
influyente,  que  domina  en  los  consejos  de  Go- 
bierno i  en  las  salas  del  Congreso,  el  ¿alteres 
agrícola,  i  que  ha  hecho  depender  hasta  su 
misma  existencia  de  la  continuación  del  trá- 
fico de  cooliesj  creemos  que  se  nos  concede- 
rá que  en  un  pais  como  el  nuestro,  nuevo, 
i  en  que  todo  casi  está  por  hacerse  en  ma- 
terias económicas,  es  harto '  dispansablé  que 
aun  no  se  haya  .encontrado  una  solución' acer- 
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tada  al  problema  que   se  impone  a  la  agri- 
cultura. 

120.  No  dejemos  de  acordarnos,  por  otra 
parte,  que  la  situación  del  chino  en  el  Perú, 
es  una  mancha  que  desdice  de  nuestro  ca- 
rácter, que  no  está  autorizada  por  nuestraá 
leyes,  i  que  tarde  ó  temprano  tendrá  que 
desaparecer  con  la  propagación  de  las  sanas 
doctrinas,  con  la  difusión  de  la  educación  i 
por  las  e&ijenciis  mismas  de  nuestra  situa- 
ción social.  En  estos  momentos,  ya  el  Go- 
bierno ha  pensado  en  reglamentar  equitati- 
vamente los  servicios  de  los  asiáticos ;  la  rea- 
lización acertada  de  esta  medida  esperamos 
que  aliviará  al  colono  de  la  tiranía  del  pa- 
trón, i  al  patrón  de  la  insolencia  é  infor- 
malidad del  colono ;  así,  .garantidos  todos  los 
intereses,  amparados  todos  los  derechos,  i 
reprimidos  todos  los  abusos,  la  inmigración 
asiática  habrá  cesado  de  ser  un  reproche  pa- 
ra nuestro  pais  i  para  nuestras  leyes,  tan  li- 
berales, tan  jenerosas  i  tan  ilustradas  cuan- 
do se  trata  de  asegurar  la  felicidad  i  bienestar 
de  los  estranjeros. 
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121.  "Cada  nación/'  dice  Legat,  "tiene  un 
derecho  político  i  un  derecho  civil  que  le  son 
propios  i  que  se  diferencian  en  su  objetó.  El 
primero  determina  la  manera  en  tpie  concu- 
rren los  ciudadanos  mas  o  menos  inmediata- 
mente al  ejercicio  del  poder  público,  i  el  se- 
gundo reglamenta  los  matrimonios,  las  suce- 
siones, los  testamentos,  i  todos  los  contratos 
en  jeneral "  "  Los  derechos  políticos/9  difce 
Foucart,  "Consisten  en  tomar  parte  en  la  le- 
jislacion  i  administración  de  un  pais."  Según 
García  Calderón,  los  derechos  políticos  son 
las  facultades  que  la  Constitución  de  cada  Es- 
tado reconoce  á  los  ciudadanos,  como  el  de- 
recho de  elejir  i  ser  elejido  para  los  cargos 
públicos ;  derechos  civiles  son  las  facultades 
que  los  hombres  tienen  entre  ai,  en  «us  nego- 
cios privados. 


• 


CAPÍTULO  V 


DERECHOS  POLÍTICOS,    GARANTÍAS,   DERECHOS 

CIVILES 


121.  "Cada  nación/'  dice  Legat,  "tiene  un 
derecho  político  i  un  derecho  civil  que  le  son 
propios  i  que  se  diferencian  en  su  objeto.  Bl 
primero  determina  la  manera  en  que  concu- 
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tado reconoce  á  los  ciudadanos,  como  el  de- 
recho de  elejir  i  ser  elejido  para  los  cargos 
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,  En  ..das  esto  ¿eS—  predo^  U 
idea  de  ciudadanía,  la  cual  determina  la  ca- 
pacidad de  ejercer  derechos  políticos  ó  sim- 
plemente capacidad  política,  i  capacidad  pa- 
ra ejercer  los  civiles  ó  sea  o&pacidad  civil.  La 
primera,  pues,  se  refiere  al  individuo  como 
miembro  de  un  Estado ;  la  segunda  solo  lo 
considera  como  miembro  de  la  sociedad,  como 
persona  humana  No  podemos  concebir  al  in- 
dividuo, sin  derech.03  civiles. -No  así,  respec- 
to de  los  políticos,  que  no  son  inherentes  a  la 
persona. 

122.  Reconocido  en  el  Perú  el  dogma  de 
la  soberanía  popular  como  base  i  oríjen  de 
todas  las  funciones  públicas,  todos  los  indivi- 
duos que  componen  el  Estado  deben  tomar 
parte  en  su  marcha  política.  Ligados  ínti- 
mamente k  la  prosperidad  pública,  la  leí  no 
puede  jpriv&r  á  los  Peruanos  de  los'  medios 
*ife  influir  fcn  la  suerte  de  la  Patria.  Estos 
i&edios  son  los  derechos  políticos  qufc,  como 
ya  fcaatáte  rásto,  se  refieren  al  derecho  dé  ele- 
jir  i  ser  elejido .  para  las  fruiciones  gubernati- 
to&  i  al  ejercicio  de  Yertos  cargos. 

Es  uíia  regla  universal  la  que  priva  del 
ejercicio  de  estos  derechos  á  los  extranjeros, 
considerándolos  como  privativos  de.  los  nacio- 
nales, ya  lo  sean  por  nacimiento  ó  por  natu- 
ralización. (1)  En  el  Peíú  también  se  obser- 
va ésa  regla ;  así  e¡3  que  todos  los  ciudada- 

(1)  Esta,  regla  es  consecuencia  de  la  ntftnraleí»  mmmade 

los  derecho»  políticos.  Cuando  mas  adelante  tratemos  de  lee 

derechos  civiles,  veremos  que  respecto  á  ellos,  la' regla  que  se 

-  tígué  no  es  tan  uniforme,  varfarido  notaiblemetíte  seguix  *  las 

paciones  i  según  el  sistema  que  predomina  en  cada  legislación. 
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nos  ejercen  derechos  políticos.  Los  ejercen 
tanto  los  ciudadanos  de  nacimiento  como  los 
naturalizados,  escepto  algunos  derechos  para 
cuyo  ejercicio  la  lei  exije  espresamente  el  re- 
quisito de  nacimiento,  ademas  del  de  la  ciu- 
dadanía. 

123.  El  mas  trascendental  de  los  derechos 
políticos  es  el  de  sufrajio.  La  facultad  de  de- 
signar á  las  personas  que  han  de  manejar  los 
negocios  públicos,  tiene  gran  influencia  en  la 
prosperidad  nacional,  i  por  lo  mismo,  la  lei 
señala  con  minuciosidad  los  requisitos  .para 
ejercitarla. 

Según  la  lei,  los  peruanos  no  tienen  por  el 
solo  hecho  de  serlo,  la  capacidad  política.  Son 
indispensables  tres  clases  de  requisitos  :  1?  el 
de  nacimiento,  extracción  ó  naturalización; 
29  el  de  ciudadanía ;  39  la  reunión  de  ciertas 
circunstancias  especiales,  tales  como  saber 
leer  i  escribir,  ser  jefe  de  taller,  tener  pro- 
piedad raiz,  pagar  contribución  i  estar  inscri- 
to en  el  rejistro  cívico.  (1)  I  aun  teniendo . 
todas  estas  cualidades,  para  ejercer  el  sufra- 

(1)  Art»  *•  °  Ejercen  él  derecho  de  sufrajio :  los  ciuda- 
danos casados,  ó  mayores  de  veintiún  años,  que  sepan  leer  i 
escribir,  ó  sean  jefes  de  talleres,  ó  tengan  alguna  propiedad  raía 
6  paguen  al  tesoro  público  alguna  contribución,  cu  jos  nombres 
se  hallen  en  el  Rejistro  cívico. 

.p  Art.  2.  °  No  pueden  sufragar  :  1*  °  los  que  hayan  perdi- 
do el  derecho  de  ciudadanía  ó  tengan  suspenso  su  ejercicio.  Be- 
gun  los  arts.  40  i  41  de  la  Constitución  :  2.  °  los  ministros  de 
Estado,  los  prefectos,  sub-prefectos,  gobernadores  i  ajentes  de 
policía ;  3.  ^  los  jefes  i  oficiales  del  ejército  ó  armada  nacio- 
nal i  los  de  jendarmería;  4.  °  lo*  individuos  de  tropas  pertene- 
cientes á  la  jendameria  ó  al  ejército  i  los  que  forman  la  tripu- 
lación de  los  buques  de  la  armada  nacional  ;  5.  ó  los  men- 
digos i  los  sirvientes  domésticos. — Lei  de  Elecciones, 

Xoa  arta,  40  i  41  de  la  Constitución  prescriben  que,  se  sus« 
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jio  es  necesario  no  estar  comprendido  én  el 
artículo  segundo  de  la  Lei  de  Elecciones,  que 
priva  de  ese  derecho  á  los  ministros  de  Esta- 
do, prefectos  i  otros  funcionarios,  á  los  ofi- 
ciales ó  individuos  del  ejército,  á  los  mendi- 
gos, sirvientes  domésticos,  i  en  fin  á  los  que 
han  incurrido  en  pérdida  ó  suspensión  de  la 
ciudadanía. 

124.  Respecto  al  ejercicio  de  los  cargos 
públicos  es  necesario  distinguir  á  los  tran- 
seúntes de  los  estranjeros  domiciliados,  i  no 
confundir  á  los  peruanos  de  nacimiento  coú 
los  naturalizados.  Los  transeúntes  no  pueden 
ejercer  cargo  público  de  ninguna  especie.  Se 
funda  esta  prohibición  en  la  precaria  resi- 
dencia de  estas  personas,  en  que  no  tienen 
vínculos  que  los  liguen  á  la  localidad,  no  sin- 
tiendo, desde  luego,  ningún  gran  interés  en 
su   prosperidad  i  progreso. 

Los  estranjeros  domiciliados,  como  ya  he- 
mos observado  en  el  párrafo  71,  están  suje- 
tos á  las  cargas  i  pensiones  municipales  de  su 
domicilio,  i  pueden,  por  lo  mismo,  ejercer  to- 
dos aquellos  cargos  i  todas  las  funciones  que 
tienen  estrecha  relación  con  el  interés  i  el  ade- 

pende  la  ciudadanía  :  1.  °  por  incapacidad  conforme  á  la  lei ; 
2.  °  por  hallarse  sometido  ajuicio  de  quiebra  ;  3.  °  por  hallara* 
procesado  criminalmente,  i  con  mandamiento  de  prisión  ¿  4*° 
por  ser  notoriamente  vago,  jugador,  ebrio  ó  estar  divorciado 

Sor  culpa  suya.  Se  pierde  la  ciudadanía  :  1.  °  por  sentencia  ju- 
icial  que  asi  lo  disponga  ;  2  °  por  quiebra  fraudulenta,  judi- 
■cialmente  declarada  ;  3.  °  por  obtener  ó  ejercer  la  ciudadanía 
en  otro  Justado ;  4.  °  por  aceptar  de  un  Gobierno  estranjero, 
tnialquier  empleo,  título  ó  condecoración,  sin  permiso  del  Con- 
greso ;  5.  °  por  la  profesión  monástica,  pudiendo  volver  á  ad- 
quirirse mediante  la  exclaustración  ;  6.  °  por  el  tráfico  de  es- 
clavos, cualquiera  que  sea  el  lugar  donde  se  haga. 
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lanto  locales.  Sin  embargo,  no  pueden  ser 
miembros  de  las  municipalidades,  porque  para 
serlo,  la  lei  exije  la  calidad  de  ciudadano  en 
ejercicio.  Pueden,  sí,  ser  socios  de  Beneficen- 
cia, con  tal  que  no  sean  deudores,  ni  emplea- 
dos, ni  tengan  litijios  con  esas  sociedades.  Pue- 
den también  desempeñar  todas  las  comisio- 
nes, que  en  interés  del  domicilio  les  encargue 
el  Gobierno  ó  la  Municipalidad ;  ser  emplea- 
dos subalternos  en  las  oficinas  públicas,  i  de- 
sempeñar todas  aquellas  funciones  para  cuyo 
ejercicio  no  exije  esplícitamente  la  lei  el  ejer- 
cicio de  la  ciudadanía. 

125.  Los  peruanos  de  nacimiento  i  ciuda- 
danos en  ejercicio,  tienen  opción  á  todos  los 
cargos  públicos,  pero  aun  en  este  caso  no  es 
absoluta  la  facultad  de  aspirar  á  ellos.  Es  ne- 
cesario, ademas  de  esas  condiciones  jenerales, 
que  reúnan  los  requisitos  especiales  que  la  lei 
señala  i  considera  indispensables  para  cada 
empleo  según  su  naturaleza.  Entre  estos  re- 
quisitos figuran,  la  edad,  el  nacimiento  ó  re- 
sidencia por  tiempo  determinado  en  algún 
departamento,  la  renta,  el  domicilio  i  algunos 
otros. 

126.  Los  peruanos  por  naturalización  i  ciu- 
dadanos en  ejercicio,  pueden  aspirar  á  las  fun- 
ciones públicas  lo  mismo  que  los  peruanos  d& 
nacimiento,  pero  con  las  escepcionss  espresa- 
das en  Ja  lei.  Estas  se  refieren,  en  jeneral,  al 
ejercicio  de  las  primeras  dignidades  de  los 
tres  poderes  públicos,  de  cuyo  desempeño  es- 
tán privados  en  el  Perú  los  estranjeros  na- 
turalizados. Se  ha  creido,  no  sin  fundamen-* 

to,  quQ  seria  imprudente  entregar  i  mmoA 
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estrañas  la  suprema  dirección  de  los  negocios 
nacionales,  considerándose  como  una  garantía 
necesaria  para  ello  el  nacimiento  en  territorio 
peruano. 

Apesar  de  que  por  la  naturalización  rompe 
el  estranjero  todos  los  lazos  que  le  unen  á  la 
patria  primitiva,  se  ha  creido  que  este  di- 
vorcio legal  no  tiene  ni  puede  jamas  tener  en 
las  costumbres  i  relaciones  privadas  del  indivi- 
duo una  traducción  tan  fiel  i  exacta  como  era 
de  desearse.  Es  un  hecho  providencial  que 
los  recuerdos  mas  tenaces,  los  que  mas  influ- 
yen en  nuestra  vida  entera,  son  los  del  lugar 
que  nos  vio  nacer  ;  la  familia  i  todos  los  de- 
mas  afectos  que  llenan  el  corazón  humano, 
se  agrupan,  se  concentran  en  el  miserable  al- 
bergue, en  la  desolada  aldea  ó  apartado 
monte,  donde  se  deslizaron  nuestros  prime- 
ros años.  La  cisión  del  individuo  jamas  es 
absoluta ;  i  así  como  la  rama  tronchada  con- 
serva en  sus  fibras  por  largo  tiempo  la  savia 
del  tronco  paterno  que  la  sustentó,  el  hombre 
también  siente  en  su  corazón  durante  largos 
años,  durante  toda  su  vida,  el  cariño,  la  pre-  . 
dilección  innata  que  le  inclina  á  mirar  con 
favor  los  intereses  de  su  país  natal. 

Estas  consideraciones,  sin  duda,  ha  tomado 
en  cuenta  la  lei  para  exijir  el  nacimiento  en 
territorio  peruano,  es  decir,  ser  peruanos  de  j 
nacimiento,  (1)  á  los  que  aspiren  á  ser  Pre- 
sidente ó  Vice-presidentes  de  la  República ; 
miembros  de  la  Cámara  de  Diputados,  del 

(1)  Recuérdese  que  no  solo  los  nacidos  en  territorio  peruano 
son  peruanos  de  nacimiento.  Véase  Jo  que  sobre  este  asunto 
dijimos  en  los  párrafos  6U  62, 
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Senado,  ó  de  la  Comisión  permanente  del 
Cuerpo  Lejifclativo ;  Ministros  de  Estado ; 
Jueces  de  primera  instancia,  Vocales  ó  Fisca- 
les de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  Vocales 
ó  Fiscales  de  las  Cortes  Superiores,  Ajentes 
fiscales,  Escribanos  i  Cónsules  jenerales  de  la 
República. 

127.  La  esclusion  de  los  estranjeros  natu- 
ralizados, como  se  vé,  no  solamente  se  refiere 
á  las  primeras  dignidades,  sino  á  algunos  car- 
gos de  secundaria  importancia,  como  el  de 
Escribano. 

En  cuanto  á  las  funciones  supremas  ya  he- 
mos espuesto  las  graves  consideraciones  en 
que  se  funda  esa  esclusion.  Antiguamente  se  ^ 
le  daba  mayor  ostensión,  privándose  á  los 
que  no  habían  nacido  en  el  territorio,  del  go- 
ce de  todo  oficio  ó  beneficio,  creyéndose  in- 
separable del  nacimiento  el  amor  a  la  patria 
i  á  sus  instituciones:  Hoi  se  ha  mitigado  el 
rigor  de  la  lejislacion,  i  los  estranjeros  no  es- 
tán sujetos  á  condiciones  tan  severas.  El  car- 
go de  Presidente,  Vice-presidente,  Diputado 
i  demás,  exijen  también  un  profundo  conoci- 
miento de  la  manera  de  ser  especial  de  la  Na- 
ción, una  íntima  versación  en  las  leyes,  que 
solo  se  alcanza  después  de  haberlas  obedecido 
desde  nuestros  primeros  años. 

Respecto  á  los  cargos  secundarios,  como  el 
de  Escribano,  de  los  que  también  están  es- 
ciúridos los  estranjeros  naturalizados,  hai  al- 
gunas razones,  que  podemos  alegar  en  su 
apoyo.  La  lei,  al  disponer  esta  esclusion,  ha 
considerado  que  los  escribanos,  como  dice  un 
publicista,  depositarios  de  la  confianza  de  los 
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ciudadanos,  poseedores  de  sus  mas  importan* 
tes  secretos,'  de  sus  títulos  mas  preciosos  de 
fortuna,  deben  presentar  una  garantía  no  so- 
lamente personal,  sino  también  moral,  de  fa- 
milia, de  posición  social,  lo  que  no  podría 
hacer  siempre  un  estranjero.  Los  encargados 
de  examinar  si  reúne  los  requisitos  del  car- 
go, si  presta  todas  estas  garantías,  no  po- 
drían aventurar  una  opinión  sobre  la  con- 
ducta del  estranjero  antes  de  establecer  su 
residencia  i  adquirir  su  naturalización  en  el 
pais ;  cualquiera  investigación  á  este  respec- 
to seria  difícil,  i  pocas  veces  llevaría  el  con- 
vencimiento á  la  conciencia  de  los  examina- 
dores. La  prohibición  que  nos  ocupa,  está, 
pues,  fundada  en  consideraciones  de  orden 
público,  de  conveniencia  social  i  de  interés 
privado. 

128. ,  Los  estranjeros  transeúntes  i  los  do- 
miciliados no  pueden  entablar  reclamaciones 
ante  el  Congreso,  ante  el  Poder  Ejecutivo,  ó 
ante  cualquiera  autoridad  por  infracciones  de 
la  Constitución ;  porque  este  derecho,  según 
el  art.  13  de  la  Constitución,  es  esclusivo  de 
los  peruanos. 

Tampoco  tienen  el  derecho  de  asociarse 
pacíficamente,  en  público  ó  privado,  porque 
según  el  art.  29  de  la  Carta,  solo  lo  pueden 
hacer  los  ciudadanos.  (1)  En  la  práctica,  sin 

(1)  Art  13.  Todo  peruano  está  autorizado  para  entablar 
reclamaciones  ante  el  Congreso,  ante  el  Poder  Ejecutivo,  ó 
ante  cualquiera  autoridad  competente,  por  infracciones  de  la 
Constitución.  Art.  29.  Todas  los  ciudadanos  tienen  el  dere- 
cho de  asociarse  pacíficamente,  sea  en  público  ó  en  privado, 
sin  comprometer  el  orden  público— Constitución  política. 
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embargo,  no  se  observa  la  lei  en  todo  su  ri- 
ffor  i  todos  los  estranjeros  se  reúnen  cada  i 
cuando  lo  desean,  sin  que  la  autoridad  les 
ponga  ningún  embarazo  ni  tenga  mas  inter- 
vención que  la  indispensable  para  guardar  el 
orden  público. 

129.  Respecto  al  servicio  militar  no,  hai 
una  lei  que  terminantemente  fije  quiénes  es- 
tán obligados  á  prestarlo,  considerados  los 
individuos  bajo  el  aspecto  de  su  nacionalidad. 
Tenemos  tan  solo  preceptos  jenerales  i  los 
principios  del  derecho  reconocidos  en  el  Perú,  . 

Entre  nosotros,  se  divide  la  fuerza  pública 
en  Ejército,  Armada,  i  Guardia  nacional,  pu- 
diendo  considerarse,  como  una  cuarta  clase, 
la  Jendarmería.  * 

Es  indudable  la  obligación  que  tienen  to- 
dos los  peruanos,  ya  lo  sean  de  nacimiento  6 
por  naturalización,  de  servir  en  defenéa  del 
pais  cuando  sean  atacadas  sus  instituciones. 
Esta  es  la  obligación  que  consagra  el  art.  36 
de  la  Constitución  :  "Todo  peruano  está  obli- 
gado á  servir  á  la  República  con  su  persona 
i  sus  bienes,  del  modo  i  en  la  proporción 
que  señalen  las  leyes." 

Los  estranjeros  no  están  obligados  á  servir 
en  el  ejército.  Entre  nosotros,  apesar  de  los 
graves  inconvenientes  que  tiene,  se  suelen 
presentar  no  pocos  estranjeros  k  servir  en  las 
filas  ó  en  buques  de  guerra,  i  son  acojidos  es- 
pecialmente, en  la  jendarmería,  sin  considera- 
ción alguna  á  su  nacionalidad  ;  pero  esto  no 
sucede  si  se  trata  de  los  grados  superiores. 

Es  natural  que  los  ciudadanos  naturaliza- 
ños  estén,  comprendidos  en  el  servicio  militar. 

i 
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Gozando,  como  gozan,  de  los  mismos  dere- 
chos i  garantías,  que  la  lei  acuerda  a  los  pe- 
ruanos de  nacimiento,  no  hai  razón  para  es- 
cluirlos  de  la  mas  grave  de  las  obligaciones 
delciudadano.  ,  ' 

Por  I9  que  toca  á  la  guardia  nacional,  sien- 
do su  objeto  aunque  análogo,  distinto  del  que 
tiene  el"  ejército  de  línea,  circunscribiéndole 
su  acción,  jeneralmente,  á  la  localidad  i  te- 
niendo por  inmediato  fin  velar  sobre  las  per- 
sonas i  propiedades  del  municipio,  parece  que 
áu  servicio  debe  obligar  á  los  estranjeros  do- 
miciliados pero  no  á  los  transeúntes.  Estos 
últimos  se  consideran  de  tal  manera  desliga- 
dos de  la  localidad,  que  no  gozan  de  los  de- 
rechos que  se  derivan  del  domicilio,  i  no  de- 
ben tampoco  estar  sujetos  á  las  cargas  que  le 
son  ajiexas. 

130.  Si  se  recuerda  lo  que  hemos  dicho  al 
tratar  en  el  Capítulo  segundo  de  las  leyes  que 
en  diversas  épocas  han  determinado  la  condi- 
ción del  estranjero  en  el  Perú,  se  verá  que  no 
son  nuevos,  entre  nosotros,  los  principios  que 
acabamos  de  emitir.  Ellos  se  fundan  en  el 
principio  umversalmente  reconocido,  que  don- 
de existe  el  derecho  debe  también  existir  la 
obligación  que  le  es  correlativa.  Tratándose 
del  servicio  militar,  hai  una  graduación  de 
obligaciones  para  las  distintas  clases  de  es- 
tranjeros. El  transeúnte  no  está  obligado  á 
ninguna  especie  de  servicio  militar ;  el  do- 
miciliado debe  prestarlo  tal  como  lo  presume 
el  hecho  del  domicilio,  cuando  se  trate  de  de- 
fender los  intereses  locales,  guardar  la  paz  en 
el  municipio,  repeler  algún  ataque  imprevisto 
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qne  se  ie  dirija ;  objetos  todos  propios  de  la 
guardia  nacional.  El  estranjero  naturalizado 
está  obligado  lo  mismo  que  el  peruano  de 
nacimiento  á  servir  en  el  ejército  i  armada  á 
las  órdenes  del  Gobierno,  i  á  obedecer,  mien- 
tras así  sirva,  la  lejislacion  especial  &  que  es- 
tán sujetos  los  militares.  (1) 

131.  Los  derechos  i  obligaciones  que  he- 
mos puntualizado  pueden  ser  modificados  res- 
pecto á  los  estranjeros  domiciliados,  por  trata- 
dos con  sus  respectivas  naciones  en  los  cuales, 
es  regla  adoptar  el  principio  de  reciprocidad.1 
*  Así  por  ejemplo,  en  el  art.  9o  del  tratado 
de  amistad,  comercio  i  navegación,  celebrado 
en  1850,  entre  el  Perú  i  la  Gran  Bretaña,  se 


(1)  Entre  nosotros,  la  organización  militar  adolece  de  vicios 
tan  graves,  que  puede  decine  que  no  existe.  El  servicio  militar 
pcua  esclusivamebte  sobre  el  indíjena,  siendo  los  grados  supe- 
riores patrimonio  esclusivo  de  'tájente  decenté,  incalculables 
son  los  males  qne  este  estado  de  cosas  produce,  i  es  indudable 
que  ésta  es  una  de  las  causas  de  nuestro  atraso  social  i  admi- 
nistrativo. Nuestros  cuarteles  son  las  innobles  cunas,  donde  se 
arrullan  las  revoluciones,  que  arruinan  nuestra  industria,  que 
paralisan  nuestras  obras  públicas,  que  agotan  nuestro  erario, 
que  talan  nuestros  campos,  que  diezman  nuestra  escasa  pobla- ' 
cion,  que  enconan  nuestros  corazones,  que  desprestigian  á  la 
autoridad,  que  remueven  las  heces  de  la  plebe,  que  eclipsan 
nuestras  glorias  i  que  aglomeran  constantemente  nubes  de 
nuevos  soldados  i  de  improvisados  jefes.  En  los  cuarteles,  se 
corrompe  el  derecho  mas  augusto  do  la  soberanía;  de  ellos  sa- 
lto nuestros  presidentes  i  prefectos.  En  esos  lugares  nacen  las 
aspiraciones  que,  sin  reparar  en  medios,  tienden  siempre  4 
realizarse. 

¡Cuan  distinto  seria  nuestro  ejército,  ai  estuviese  organizado 
de  otro  modo!  ¡Cómo  adelantarla  el  paia,  si  los  batallones  que 
hoi  yacen  en  innoble  ocio,  se  dedicasen  á  llevar  á  efecto  las  nu- 
merosas obras,  que  suelen  quedarse  en  meros  decretos!  Los 
oaminos  i  colejios,  los  puentes,  calzadas  i  ferrocarriles,  los  de- 
beríamos al  soldado,  i  este,  miembro  funesto  hoi  para  la  na- 
ción, habría  adquirido,  sin  sentirlo,  hábitos  de  orden  i  un  ca- 
pital permanente  i  seguro. 

20 
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estipula  que,  "los  ciudadanos  de  la  República 
del  Perú  en  los  dominios  de  S.  M.  B.  i  lo» 
subditos  de  S.  M.  B.  en  la  República  del 
Perú,  estarán  exentos  de  todo  servició  mili- 
tar forzoso,  sea  en  tierra  ó  por  mar ;  i  de  toda 
préstamo,  exacción  é  requisición  militar ;  i  no 
podrán  ser  obligados  á  pagar  bajo  ningún  pro- 
testo, ni  otros  ni  mas  altos  impuestos  6  con- 
tribuciones ordinarias  que  las  que  paguen  6 
pagaren  los  ciudadanos  ó  subditos  naturales. 
I  el  art.  10  del  mismo  tratado,  estipula  que 
no  podrán  servir  en  las  fuerzas  de  la  Repú- 
blica otra  clase  de  individuos  :  los  desertores  ; 
imponiéndose  los  Gobiernos  contratantes  re- 
cíprocamente la  obligación  de  hacer  buscar- 
los i  entregarlos  á  las  autoridades  de  sus  res- 
pectivos paises. 

132.  Finalmente,  está  prohibido  á  los  es- 
tranjeros,  por  un  antiguo  decreto  de  1827, 
que  está  vijente,  el  enarbolar  públicamente, 
la  bandera  de  su  nación.  Este  privilejio  solo 
lo  tienen  los  ajentes  diplomáticos  i  los  cón- 
sules, i  es  una  indispensable  condición,  para 
su  ejercicio,  el  que  se  tremole  al  mismo  tiem- 
po, el  pabellón  de  la  República.   * 

133.  Las  garantías  individuales  están  con- 
signadas en  el  Título  cuarto  de  la  Constitu- 
ción, (1)  en  la  forma  de  principios  jenerales,  i 
admiten  esplicaciones  i  modificaciones  que  son 
el  objeto  de  leyes  orgánicas  ó  secundarias. 

Para  el  goce  de  las  garantías  individuales 
no  hai  diferencia  entre  los  peruanos  i  estran- 
jeros.  Les  corresponden  particularmente  á  es- 

(1)  Veas*  el  Apéndice  XX 
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tos  últimos  las  consignadas  en  los  arts.  14, 
15,  16, 17, 18,  19,  22,  24,  27,  30,  31,  32 ;  res- 
pecto  de  las  que  designan  los  artículos  que 
C^mitíA  e.  ¿pecable  hacer  &, 
nas  observaciones. 

134.  El  art.  20  prescribe  que  "nadie  podrá 
ser  separado  de  la  República,  ni  del  lugar  de 
su  residencia,  sino  por  sentencia  ejecutoriada." 
Tía  jeneralidad  con  que  está  redactado  este 
artículo,  parece  que  no  deja  duda  alguna  so- 
bre si  es  aplicable  á  los  estranjeros.  Sin  em- 
bargo, la  posición  que  en  un  momento  dado 
asuman  determinados  estranjeros  en  el  pais, 
podría  llegar  hasta  colocar  al  Gobierno  en  la 
necesidad  de  espulsarlos  del  pais  aun  sin  sen- 
tencia ejecutoriada.  Es  cierto,  que  en  circuns- 
tancias normales,  rara  vez  ó  nunca  sería  lícito 
apartarse  del  precepto  constitucional.  Pero, 
¿qué  se  hará,  por  ejemplo,  con  el  estranjero, 
que  abusando  de  la  jenerosa  hospitalidad  i  de 
las  esquisitas  consideraciones  que  recibe,  se 
mezcla  en  nuestros  asuntos  domésticos,  i  trato 
de  embrollar  nuestra  política  para  su  indivi- 
dual i  esclusivo  provecho? 

Al  hablaf  del  art.  29,  podemos  consignar 
la  libertad  de  locomoción,  que  es  amplia  en 
el  Perú,  estando  proscrito  el  uso  del  pasa- 
porte. (1) 

Si  lo  que  dejamos  dicho  sobre  espukion  de 
los  estranjeros  ofrece  alguna  duda,  parece 

(1)  Antiguamente,  se  necesitaba  pasaporte  no  solamente  pa- 
ra salir  del  pais,  sino  para  trasladarse  de  un  punto  á  otro  de 
la  República.  Abolido  por  un  decreto  de  1852  (Véase  Apén- 
dice XXI)  se  confirmó  su  abolición  por  una  lei  de  la  Conren- 
cion,  en  1867. 
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que  todos  están  acordes,  cuando  se  trate  de 
asilados  políticos.  Suelen  estos  individuos  apro- 
vecharse de  la  hospitalidad  nacional  para  ma- 
quinar &  mansalva  contra  su  Gobierno,  i  co- 
ordinar sus  planes  sediciosos.  Para  que  la 
nación  que  los  acoje  no  viole  la  neutralidad 
que  tiene  el  deber  de  guardar,  ó  espulsa  k 
esas  personas  de  su  seno,  ó  las  pone  en  condi- 
ciones de  no  dañar  internándolas  á  cierta  dis- 
tancia de' la  frontera.  Esto  último  es  lo  que 
siempre  se  hace  i  la  doctrina  de  la  interna- 
ción, oeupa  ya  un  lugar  en  el  derecho.  (1)  En 
la  práctica,  es  cierto,  su  aplicación  ofrece  mil 
dificultades  i  subleva  siempre  una  viva  oposi- 
ción. 

135.  El  art.  21,  se  refiere  á  la  libertad  de 
imprenta.  "Todos,"  dice,  "pueden  hacer  uso  de 
la  imprenta  para  publicar  sus  escritos  sin  cen- 
sura previa,  pero  bajo  la  responsabilidad  que 
determina  la  Lei."  Esta  Lei  es  la  de  impren- 
ta, disposición  antigua,  promulgada  en  1823, 
i  evidentemente  inadecuada  á  nuestro  actual 
estado. 

Entre  sus  vicios,  no  son  los  menos  graves 
los  de  redacción.  Tomemos,  por  é5emP*0>  l°s 
arts.  19  i  29  ;  aquel  dice  :  "Todo  peruano  tiene 
derecho  á  manifestar  sus  pensamientos  por  me- 
dio de  la  prensa,  sin  precedente  licencia ;"  el 
otro  artículo  citado  dispone  que  "todo  perua- 
no tiene  derecho  para  denunciar  á.  la  autori- 

• 

(1)  El  Gobierno  de  Prado,  que  se  preciaba  de  liberal  i  en  el 
que  salieron  a  hiz  algunos  de  loa  que  entre  nosotros  han  asu- 
mido ese- nombre,  ejpjió  i  consiguió  de  Chile  (  apeaar  de  los 
clamores  de  la  Cámara  do  Diputados  de  este  pais,)  la  inter- 
nación del  Mariscal  Castilla  i  otros  asilados  peruanos. 
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dad  competente,  todos  los  impresos  que  juzgue 
subversivos,  sediciosos,  obscenos  ó  contrarios  á 
las  buenas  costumbres."  Según  estos  artículos, 
los  estranjeros  no  tienen  en  el  Perú,  el  derecho 
de  espresar  sus  pensamientos  por  medio  de  lá 
prensa,  ni  de  denunciar  los  libelos.  Esto  es 
contrario  k  la  Constitución  que  otorga  ese  de- 
recho á  todos,  i  en  la  práctica,  el  estranjero 
emplea  la  imprenta  con  la  misma  libertad  que 
el  hijo  del  pais.  Ademas  esta  Lei  no  compren- 
de muchos  casos  que  pueden  presentarse.  Si 
un  refujiado  político,  ataca  en  el  Perú  por 
medio  de  un  libelo  al  Gobierno  de  su  pais, 
¿cómo  se  le  castigará?  No  hace  mucho  que 
ocurrió  este  caso,  i  el  Gobierno  tuvo  que  cali- 
ficar un  delito  de  imprenta,  como  delito  de 
sedición ;  se  aferró  á  la  neutralidad,  i  tuvo 
que  sufrir  los  ataques  hasta  cierto  punto  jus- 
tos que  le  hizo  la  oposición.  (1) 

136.  El  art.  23  que  trata  del  ejercicio  de 
las  profesiones,  oficios  é  industrias,  el  26,  que 
se  Tefiere  á  la  propiedad ;  el  27,  que  se  ocupa 


(1)  Este  casado  motivó  la  publicación  de  un  manifiesto  por 
él  señor  Tapia  emigrado  boliviano,  en  1870.  El  Gobierno  di- 
rijió  al  prefecto  de  Lima  una  nota  ( Véase  Apéndice  XXII ) 
en  que  condenaba  ese  escrito.  Interpelado  el  ministro  en  el 
Congreso,  dijo,  que  no  se  había  juzgado  el  acto  del  señor  Tapia 
como  delito  de  imprenta,  sino  de  sedición;  que  el  Gobierno  so- 
lo habia  tomado  medidas  contra  un  abuso  especial  que  se.  ha- 
bía presentado,  i  se  apoyó  en  razones  de  neutralidad.  La  opo- 
sición atacó  las  razones  ministeriales,  asegurando  que  el  acto 
del  señor  Tapia  no  estaba  considerado  en  el  Código  penal 
entre  los  delitos  de  sedición,  i  que  la  acción  del  Gobierno  no 
podia  apoyarse  en  razones  de  neutralidad  porque  no  se  conce- 
bia  cómo  un  individuo  podia  comprometer  la  neutralidad  de  la 
nación.  Concluyó  el  incidente  con  la  declaración  de  uno  de  los 
ministros,  que  el  Gobierno  "respetaría  la  libertad  de  vmpnfUa, 
dmCro de ki  limita qwfa biUuftala? 
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de  loa  descubrimientos  útiles  ;  i  el  28,  sobre 
la  propiedad  territorial,  dan  ancho  campo 
para  observación,  i  merece  cada  uno  una  men- 
ción especial ;  les  hemos  dedicado,  pues,  ca- 
pítulos especiales.  (1) 

137.  A  continuación  de  las  garantías,  con- 
signa la  Constitución  (art.  32.)  este  principio  : 
"Las  leyes  protejen  í  obligan  igualmente 
á  todos ;  podrán  establecerse  leyes  especíale» 
porque  lo  requiera  la  naturaleza  de  los  obje- 
tos, pero  no  solo  por  la  diferencia  de  perso- 
nas." Si  el  estranjero  goza  en  el  Perú  de  to- 
das las  garantías,  es  justo  que  el  Estado  la 
exija  en  cambio,  la  obediencia  á  las  leyes  del 
pais.  En  todas  aquellas  en  que  no  se  hace  es- 
plícita  i  esclusiva  referencia  á  los  ciudadanos 
están  comprendidos,  pues,  los  estranjeros,  i  al- 
gunas obligan  por  el  solo  hecho  de  habitar  en 
el  territorio  nacional,  como  son  las  de  policía 
i  seguridad  pública  (Código  Civil  IV.  Título 
preliminar)  De  estas  últimas  hablaba  el  céle- 
bre Portalis,  cuando  dijo  :   "Hai  leyes  sin  las 


Caaos  análogos  i  este  no  falten  en  los  anales  del  Derecho  ín» 
ternacioaaL  En  1799,  fueron  juzgados  en  Inglaterra  unos  in- 
dividuos por  haber  publicado  un  libelo  contra  Pablo  I.  Empe- 
rador de  Rusia.  El  Fiscal  jeneral  dijo  en  esa  ocasión,  que  se  le 
había  ordenado  levantar  un  sumario  para  vindicar  el  carácter 
<del  soberano  ofendido,  que  era  amigo  del  pais,  i  que  habia  sido 
ofendido  en  un  libelo,  contra  las  leyes  i  costumbres  de  las 
naciones  que  pretejen  no  solo  á  sus  mutuos  majistrados,  sino 
hasta  á  sus  respectivos  subditos  de  todo  insulto  i  reproche.  Los 
reos  fueron  condenados.  En  1803,  publicó  en  Inglaterra  Juan 
Peltier,  refujiado  francés,  un  libelo  contra  el  primer  Cónsul,  i 
apesar  de  la  elocuente  defensa  de  Mac  Kirrtosh,  el  jurado  'de- 
claró culpable  á  Peltier.  No  sufrió  éste  la  pena,  tan  solo  a  con- 
secuencia de  la  guerra  que  pocp  después  surjió  entre  la  Fran- 
eia  i  la  Inglaterra. 

1)  YeaoflB  ios  capítulo*  XI  i  Vi* 
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cuales  no  podría  existir  el  Estado.  Estas  son 
las  que  conservan  la  policía  i  velan  por  la  se- 
guridad pública.  Estas  leyes  obligan  á  todos 
los  habitantes  del  territorio  sin  distinción  nin- 
guna. A  este  respecto,  no  puede  haber  dife- 
rencia entre  nacionales  i  estranjeros.  Un  es- 
tranjero  es  subdito  casual  de  la  lei  del  país 
donde  se  encuentra  ó  donde  viaja.  En  el  curso 
de  su' viaje  ó  durante  su  residencia  está  pro- 
tejido por  esa  lei,  i  debe  á  su  vez,  respetarla ; 
la  hospitalidad  que  recibe  evoca  i  obliga  su 
reconocimiento.  Por  otra  parte,  cada  Estado 
tiene  el  derecho  de  velar  por  su  propia  con- 
servación i  en  eso  consiste  su  soberanía.  ¿Có- 
mo podría,  sin  embargo,  un  Estado  conser- 
varse i  mantener  su  existencia,  si  permite  en 
su  seno  á  hombres  que  impunemente  burlen 
su  policía  i  perturben  su  tranquilidad?  El  po- 
der soberano  no  llenaría  el  objeto  de  su  exis- 
tencia, si  hai  individuos  estranjeros  ó  nacio- 
nales independientes  de  él.  No  puede  ser  li- 
mitado, ni  en  cuanto  á  las  personas,  ni  en 
cuanto  á  las  cosas  ;  no  es  nada,  si  no  lo  es 
todo.  La  calidad  de  estranjerq  no  es  escep- 
cion  lejítima  contra  la  autoridad  pública  del 
pais  donde  el  individuo  reside ;  habitar  en  el 
territorio,  quiere  decir,  someterse  al  soberano. 
Este  es  el  derecho  político  de  todas  las  nacio- 
nes. Basta  copsultar  el  derecho  natural  para 
convenir  en  que  todo  hombre  puede  rechazar 
la  fuerza  con  la  fuerza.  ¿I  cómo  podría  ne- 
garse este  derecho  que  goza  el  individuo  á 
las  grandes  sociedades,  tratándose  de  un  es- 
tranjero  que  perturba  el  orden  social?  ¿Se 
despojaría  i  millares  de  hombres  reunido* 
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como  nación  del  derecho  natural  de  defensa, 
cuando  ese  derecho  es  sagrado  en  la  perdona 
del  mas  insignificante  individuo?  Por  eso  en 
todas  las  naciones  los  estranjeros  que  delin- 
quen, son  juzgados  por  los  tribunfdes  loca- 
les." 

Las  leyes  de  policía  i  seguridad  son  los  re- 
glamentos'de  policía  i  las  leyes  penales.  Estaos 
últimas  consideran  al  estranjero  como  ijifr^c- 
tor  de  la  lei,  i  por  su  importancia  i,  la  multi- 
tud de  cuestiones  que  nacen  de  su  aplicación, 
merecen  que  las  consideremos  de  uñar  manera 
especial. 

Las  leyes  de  policía  son  de  dos  especies. 
La  alta  policía  está  encargada  á  los  funciona- 
rios políticos  i  administrativos.  Las  principar- 
les atribuciones  de  esos  empleados,  k  este  res- 
pecto son :  conservar  el  arden  público ;  velar 
por  la  conservación  de  las  personas  i  propie- 
dades ;  por  el  cumplimiento  de  1?.  Constitu- 
ción, de  las  leyes  del  Estado,  de  las  sentencias 
i  mandato  de  los  tribunales  i  juzgados ;  per- 
seguir, aprehender  i  hacer  castigar  conforme 
á  la  lei,  á  los  malhechores ;  i  otros  funcionas 
análogas. 

A  la  baja  policía  cQrrespondqn  todas  aque- 
llas atribuciones  que  se  relacionan  con  .el  aseo, 
ornato  i  réjimen  especial  de  las  localidades* 
Están  encomendadas  á  las  municipalidades, 
las  cuales  deben  dictar  los  reglamentos  res- 
pectivos, en  consonancia  con  las  necesidades 
especiales  del  municipio,  i  en  conformidad  con 
las  leyes  jeneraleg. 

138»  Ya  hemofc  indicado  lo  que  son  los  de- 
rechos civiles,  i  de  su  misma  naturaleza  se  te- 


Mate 


_  _  .       .  .    GARANTÍA8,  DERECHOS  CIVILES  161 

duce,  que  para  su  ejercicio  no  es  indispensa- 
ble el  ejercicio  de  la  ciudadanía.  «Esto  es  lo 
«jue  esplícitamente  dice  el  art.  32  del  Código 
Civil :  "los  derechos  civiles  son  independien- 
tes de  la  calidad  de  ciudadano."  (1)  El  art.  33, 
declara  que  "  los  estranjeros  gozan  en  el 
Perú  .de  todos  los  derechos  concernientes  á  la 

4 

(1)  Es  muí  jéneral  este  principio,  i  está  adoptado  en  la  ma- 
yor parte  de  las  naciones.  El  ait  7.°  del  Código  Civil  fran- 
cés contiene  el  mifímo  principio  nuestro,  ti  art.  1 1  dioe  :  *'ol 
eslranjero  gozará  en  Francia  de  los  mismos  derechos  civiles 
que  ?*t¿n  concedidos  ó  se  concedan  á  los  francese  por  los  tra- 
tados de  la  nación  á  que  o l  extranjero  pertenezca/'  i  el  13, 
.  "el  estranjero  que  haya  obtenido  licencia  del  Reí  para  esta- 
blecer su  domicilio  en  Francia,  gozará  de  los  derechos  civiles 
mientras'  continúa  residiendo  eu  ella.'7 

Jbl  Código  Austríaco  prescribe  (art.  23)  que  los  "hijos  de  loa 
ciudadanos  austríacos  adquieren  el  goce  pleno*  de  los  derechos 
civiles  ó  de  ciudadano,  por  el  solo  hecho  del  nacimiento/'  I 
continúa  ;"los  estranjeros  (art.  33)  gozan  de  los  mismos  dere- 
chos que  los  naturales  en  los  casos  en  que  no  se  exije  la  cali- 
dad de  ciudadano  ;  pero  en  los  casos  dudosos,  se  considerará 
Tijento  el  derecho  de  estranjería."  En  Prusia,  se  observan  aná- 
logos principios. 

£1  art.  9  del  Código  de  las  Dos  Sicilias  decia  :  "  el  ejercicio 
de  los  derechos  civiles  i  políticos  corresponde  á  los  nacionales. 
El  ejercicio  de  los  derechos  civiles  se  concede:  1.  °  á  los  es- 
tranjeros, si  la  lei  en  su  pais  lo  concede  á  los  nacionales,  i 
salvo  las  escepciones  comprendida*  en  los  tratados  diplomáti- 
cos ;  2.  °  á  los  estranjeros  autorizados  para  residir  en  el  rei- 
no, por  todo  el  tiempo  que  permanezcan  en  él." 

.  En  el  Código  del  Cantón  de  Vand,  se  lee  sencillamente  (ar- 
ticulo' 7)  "los  estranjeros  en  el  Cantón  de  Vaud,  gomarán  de 
los  derechos  civiles  couformo  á  la*  leyes."  Según  el  Código  Sar- 
do, (que  es  el  mas  restrictivo)  "tod*  subdito  sardo  (art  18) 
goza  de  los  derechos  civiles,  á  menos  que  por  hecho  propio  los 

-  haya  perdido/1  i  "el  estranjero  (art.  26)  que  quisiese  disfrutar 
de  toaos  los  derechos  civiles  que  disfrutan  los  subditos,  deberá 
fijar  su  domicilio  en  los  Estados,  obtener  carta  de  naturaleza 
i  prestar  juramento  do  fidelidad  al  Reí."  El  Código  Holandés, 
.consagra  el  mismo  principio  que  el  Código  peruano.  En  Jn- 
glaterr.r,  lo 4  estranjeros  están  priva  las  de  graa  parte  de  los 
derechos  civiles,  i  ocupan  una  posición  mui  desventajosa  rea- 

_    pecto  de  los  nacionales.  Los  trata  los  i  las  necesidades  del  co- 
r  mercio  han  suaráado,  sin  embargo,  muoho  la  antigua  seyerii 
dad  de  la  lei. 
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seguridad  de  su  persona  i  de  sus  bienes,  i  á 
la  libre  administración  de  éstos."  Esta  espresa 
concesión  de  los  derechos  civiles  aparece  limi- 
tada por  el  art.  34,  según  el  cual,  "la  adqui- 
sición de  inmuebles  i  las  condiciones  de  co- 
mercio de  los  estranjeros,  dependerán  de  los 
tratados  que  se  celebren  con  sus  respectivas 
naciones  i  de  las  leyes  i  reglamentos  especia- 
les. "  Hacer  depender  de  los  tratados  las  con- 
diciones de  comercio,  no  es  sino  reconocer  el 
carácter  especial  de  esa  industrie-.  Sabido   es 
que   cada  nación  sujeta  el  comercio  á  cier- 
tas  condiciones  que  determinan  jen  eralmente 
su  estado  estas  condiciones  se  suelen  modifi- 
car por  tratados,  i  no  seria  justo  que  un  co- 
merciante  peruano  estuviese   en   Inglaterra 
sometido  á  impuestos  tan  duros  que  le  impi- 
diesen prosperar,  mientras  que  al  mismo  tiem- 
po,  el  comerciante  ingles  en  el  Perú,    libre 
de  toda  traba  en  el  ejercicio  de  su  profesión, 
prosperaría  i  aumentaría  su  caudal  bajo  la 
protección  de  leyes  mas  liberales  que  políti- 
cas ;  por  eso  se  ha  creído  justo    adoptar  el 
principio  conciliador  de  la  reciprocidad. 

El  artículo  que  nos  ocupa,  está  ademas  lla- 
mado á  estrechar  nuestras  relaciones  interna- 
cionales. Siendo  el  comercio  una  de  las  in- 
dustrias mas  jen  eral  es  i  ocupando  los  esfuer- 
zos de  una  gran  mayoría  de  los  estranjeros  en 
el  Perú,  fácil  es  presumir  que  las  naciones 
estranjeras  lejos  de  dejar  la  condición  de  sus 
subditos  comerciantes  en  la  vaguedad  del  ar- 
tículo 34  de  nuestro  Código,  preferirán  siem- 
pre estipular  tratados  de  comercio  que  asegu- 
ren todas  las  ventajas  posibles,  tanto  á  sus 
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ciudadanos  en  el  Perú,  como  á  los  peruanos 
en  el  estranjero. 

No  se  acuse  de  severidad  nuestra  lei,  fun- 
dándose en  la  naturaleza  de  los  derechos  civi- 
les. El  derecho  civil  reconoce  los  derechos 
que  emanan  inmediatamente  de   la  persona- 
lidad humana  i  que  el  derecho  natural  consa- 
gra, pero  también  crea  otros  que  no  tienen 
mas  fundamento  que  la  conveniencia  social. 
Los  primeros  no  pueden  ser  ni  desconocidos 
ni  limitados ;  los  tiene  el  estranjero,  porquo 
al  llegar  al  Perú  no  pierde  su  personalidad,  i 
esto  es  lo  que  consagra  el  art.  33,  que  ya  he- 
mos eitado.  No  sucede  lo  mismo  con  la  se- 
gunda clase  de  derechos;   su   ejercicio  puede 
estar  sujeto  á  la  reciprocidad  sin  violar  nin- 
gún principio  de  justicia.  En  jeneral,  pues,  los 
estranjeros  gozan  en  el  Peni  de  los  derecho» 
civiles  que  se  derivan  de  la  lei  natural,    i  es- 
tán sujetos  á  ciertas  restricciones,  en  el  ejerci-  . 
ció  de  aquellos  creados  por  la  lei  civil. 

El  artículo  que  comentamos  se  refiere  tam- 
bién á  la  adquisición  de  inmuebles.  A  falta 
de  tratado,  nuestra  lei  reconoce  el  principia 
(Código  Civil,  Título  preliminar,  V.)  íegun 
el  cual  "están  sujetos  á  las  leyes  de  la  Repú- 
blica los  bienes  inmuebles,  cualesquiera  que 
sean  la  naturaleza  i  la  condición  del  posee- 
dor." De  la  naturaleza  especial  de  los  inmue- 
bles i  de  los  principios  que  los  rijen,  nos  ocu- 
paremos al  tratar  de  la  propiedad. 

139.  Si  el  estranjero  goza  en  el  Perú  d& 
los  derechos  civiles,  es  claro  que  también  de- 
ben pesar  sobre  él,  las  obligaciones  que  na- 
cen del  ejercicio  de  esos  derechos.  Por  e$Q 


1C4  DERECHOS   POLÍTICOS, 

iiíte  tel«art.  36  de  nuestro  Código  que,  "nin- 
gún habitante  del  Perú  puede  eximirse  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  contráidas 
en  la  República,  conforme  á  las  leyes,"  por- 
que, añade  Pacheco,  es  bajo  el  imperio  de 
éstas,  i  én  el  territorio  á  ellas  sujeto,  que  la 
obligación  ha  sido  contraída.  Esta  es  una  re- 
gla jeneral,  i  varios  de  los  diversos  casos  á  que 
puede  dpr  lugar  son  materia  de  los  artículos 
subsiguientes;  los  examinaremos  al  hablar 
del  cumplimiento  de  las  obligaciones. 

140.  El  individuo  puede  sufrir  restriccio- 
nes en  el  ejercicio  de  los  derechos    civiles, 
por  sus  propios   actos    ó  por  la  leí.   Ya  sea 
como  pena  ó  como  garantía,  en  efecto,  la  lei 
suspende  en  determinados  casos  el  ejercicio 
de  estos  derechos.  La  pena  de  penitenciaria 
tiene  entre  nosotros,  como  accesoria,  la  de  in- 
habilitación absoluta  durante  la  condena,   é 
interdicción  civil.  El  loco,  el  fatuo,  el  pródigo, 
el  menor,   la  mujer   casada,  están  sujetos  á 
ciertas  restricciones  en  el  eje  rcicio  de  sus  de- 
rechos civiles.  El  estranjero  no  está  esceptu^- 
do  dé   estas  disposiciones,  le  es  aplicante  el 
art.  42  de  nuestra  lei  civil :    "puede   suspen- 
derse ó  perderse  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles  por  condenación   á  penas,  que  por  Ja 
lei  produzcan  tales  efectos. "  Ni   podia  dejar 
de  ser  así,  porque  siendo  nuestros  tribunales 
competentes,   como   veremos    mas   adelante, 
para  juzgar  los  delitos  que  en  el  Perú  co- 
meten los  extranjeros,     también  lo  son  pa- 
ra aplicar  las  penas  que  las    leyes  señalan, 
entre  las  cuales  se  encuentra  la  interdicción 
civil. 
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141.  En  el  ejercicio  de  los  derechos  civiles 
los  estranjeros  deben  conformarse  á  las  leyes 
del  Perú,  en  cuanto  á  la  forma  de  los  actos, 
requisitos  personales  i  demás  exijencias  le- 
gales. 

Un  estranjero,  desde  luego,  podrá  ejercer 
sus  derechos  civiles  en  el  Perú  á  los  veintiún 
años,  aunque  en  su  país  se  le  exija  para  ello 
veinte  i  cinco.  Esto  parece  contradecir  el 
principio  jeneral  que  hemos  sentado  (  párra- 
fo 7. )  de  que  las  leyes  personales  siguen  al 
individuo  doquiera  se  dirija. 

Es  verdad  que  un  peruano  jamas  será,  en 
ninguna  parte,  mayor  de  edad  ante  la  lei 
peruana,  si  no  ha  cumplido  veintiún  años. 
Asi  pues,  si  se  pregunta,  qué  lei  servirá  para 
averiguar  si  un  estranjero  en  el  Perú  ha  llega- 
do ó  nó  á  la  mayoría,  la  lei  de  su  domicilio  ó 
la  lei  peruana,  debemos  ante  todo  determinar 
dónde  va  á  tener  efectos  civiles  la  mayoría  del 
estranjero.  Parece  justo  á  primera  vista,  que 
así  como  las  leyes  peruanas  rijen  cuando  se 
trata  de  juzgar  la  capacidad  de  los  peruanos 
donde  quiera  se  encuentren,  así  debería  reco- 
nocerse en  el  Perú  la  fuerza  de  las  leyes  ex- 
tranjeras para  determinar  la  capacidad  civil 
de  los  estranjeros  que  en  él  residen;  apesár 
d§  esto,  sin  embargo,  la  capacidad  de  esos  es- 
tranjeros se  juzga  por  la  lei  del  Perú. 

La  contradicción  desaparece  si  se  fija  el 
verdadero  sentido  dé  la  lei.  Es  un  principio 
legal,  entre  nosotros,  que  basta  la  edad  de 
veintiún  años  para  ejercer  los  derechos  civi- 
les ;  si  un  estranjero  contrata  en  el  Perú,  será 
i  no  puede  menos  de  ser  válido  el  contrato  ¡4 
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el  estranjero  es  mayor  de  veintiún  años,  por 
mas  que  en  su  pais  se  exija  mas  edad.  Ahora, 
que"  ese  acto  sea  ó  no  válido  en  el  domicilio  del 
estranjero  es  una  circunstancia  estraña  á  los 
tribunales  peruanos,  que  no  tienen  obligación 
ninguna  de  reconocer  legislaciones  ajenas  i 
cuya  única  misión  es  aplicar  la  lei  perua- 
na. El  art.  40  de  nuestro  Código  Civil  dice  : 
"Siempre  que  se  trate  de  una  obligación  con- 
traída en  pais  estranjero,  las  leyes  del  pais 
donde  se  celebró  sirven  para  juzgar  del  con- 
trato, en  todo  aquello   que  no   esté  prohibido 

por  las  del  Perú Una  obligación 

contraida  legalmente  en  el  estranjero  por  un 
individuo  que  no  ha  cumplido  veintiún  años, 
jamas  será  exijible  en  el  Perú.  Cualesquiera 
que  sean  pues  los  principios  de  otras  lejisla- 
ciones,  en  el  Perú  solo  pueden  surtir  efectos 
legales  aquellos  actos  de  la  vida  civil  que  no 
estén  en  contradicción  con  la  lei  peruana.  (1) 
Si  un  estranjero  practica  en  el  Perú  un  acto 
para  que  surta  efecto  en  su  pais,  claro  es  que 
debe  conformarse  á  las  leyes  patrias,  pero 
esta  circunstancia  debe  ser  prevista  por  él 
i  es  de  todo  punto  estraña  á  la  lejislacion  del 
Perú. 

(1)  Iguales  principio»  contiene  el  Código  Chileno.  "La4ei 
obliga  á  todos  los  habitantes,  inclusos  los  estranjeros.  Los 
chilenos  que  están  en  pais  estranjero  se  sujetan  á  las  leyes  pa- 
trias que  reglan  las  obligaciones  i  derechos  civiles  en  lo  rela- 
tivo al  estado  de  las  personas  i  su  capacidad  para  ejecutar 
actos  (jue  hayan  de  tener  efecto  en  Chile....  Los  bienes  situados 
en  Chile,  siguen  la  lei  chilena,  sean  quienes  fueren  sus  dueños, 
sin  perjuicio  de  los  contratos  otorgados  válidamente  en  pais 
estraño  ;  pero  si  estos  han  de  cumplirse  en  Chile,  se  arreglarán 
á  las  leyes  chilenas"  Lastarria,  Instituta  de  derecho  civil  chi- 
leno, p.  3. 
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142.  Concedido  á  los  estranjeros  el  goce 
de  los  derechos  civiles,  á  ellos  lo  mismo  que 
á  los  peruanos  son  aplicables  las  leyes  sobre 
el  estado  natural  i  civil;  las  que  se  refieren  al 
matrimonio,  tanto  las  que  tratan  de  sus  reglas 
jenerales  como  de  sus  impedimentos,  requisi- 
tos, celebración,  nulidad,  derechos  i  deberes 
que  produce,  divorcio  i  sus  efectos,  así  como 
las  disposiciones  sobre  los  efectos  civiles  de  la 
sociedad  conyugal.  Le  son  aplicables  las  le- 
yes sobre  poder  paterno,  sobre  filiación,  de^ 
beres  de  los  padres  é  hijos,  lejitimacipn, 
adopción  i  emancipación.  Tampoco  están  es- 
ceptuados  los  estranjeros  de  las  numerosas 
disposiciones  de  la  lei  sobre  tutores  i  guarda- 
dores ni  de  las  reglas  sobre  consejos  de  fa- 
milia. A  estas  leyes  debemos  añadir  las  de 
la  propiedad  en  todos  sus  diversos  j  eneros  ; 
todas  las  que  tratan  sobre  los  caracteres  je- 
nerales de  las  obligaciones  i  modos  de  con- 
tratar ;  los  preceptos  sobre  contratos,  en  sus 
distintas  clases  de  consensúales,  aleatorios 
reales,  los  fundados  en  la  confianza,  los  ac- 
cesorios, i  los  cuasi-contratos.  Están  por  úl- 
timo  comprendidos  los  estranjeros  en  las 
prescripciones  civiles  sobre  el  modo  de  aca- 
baise  las  obligaciones,  i  en  la  lei  de  procedi- 
mientos, sujetándose  á  todas  las  fórmulas  de 
los  juicios  i  gozando  de  todas  las  garantías 
concedidas  á  los  litigantes  para  hacer  valer 
sus  derechos  ante  los  juzgados  i  tribunales. 
Consideraremos  con  detenimiento  algunas  de 
estas  leyes. 

143.  Solo  en    cuatro  casos  hacen   distin- 
ción las  leyes  civiles  del  Perú,  entre  perua- 
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nos  i  estranjeros  :  l9  en  cuaiito  á  la  propie- 
dad raiz  i  beneficios  eclesiásticos ;  29  en  cuan- 
to á  las  condiciones  de  comercio  que  la  lei 
hace  depender  de  los  tratados ;  .  3?  en  cnan- 
to á  las  succesiones,  en  las  cuales  la  lei  es* 
tablece  la  reciprocidad  en  ciertos  casos;  i 
4<?  en  cuanto  á  la  jurisdisccion  civil  i  cri- 
minal. 

Tendremos  ocasión  mas  adelante  de  ocu- 
parnos de  cada  uno  de  estos  puntos.  (1) 

(1)  Véanse  los  capítulos  VI,  XII,  XVI,  IX  i  XIV. 


CAPÍTULO  Yl 
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144.  No  entra  en  el  plan  de  esta  obra  la 
investigación  del  orfjen  filosófico  de  la  pro- 
piedad; los  multiplicados  trabajos  de  hom- 
bi-es  distinguidos  han  dilucidado  ya  este  pun- 
to, como  también  el  relativo  á  su  estension  i 
organización  en  la  sociedad. 

El  hombre  se  apodera  de  las  cosas  porque 
le  son  indispensables  para  satisfacer  sus  nece- 
sidades, sin  lo  cual  no  podría  cumplir  el  ob- 
jeto de  su  existencia.  La  propiedad  tiene  sú 
fundamento  en  la  naturaleza  misma,  i  por 
tanto,  lejos  de  ser  creación  de  la  lei  ci- 
vil, es  anterior  á  ella  i  coexiste  con  el  hom- 
bre. La  lei  civil  solo  reconoce  derechos  pre- 
existentes, reglamenta  su  ejercicio  i  señala 
]#£  reglas  que  eviten  la  confusión  que  ocasio- 
naría el  ejercicio  simultáneo  del  derecho,  por 
todos  i  sobre  todas  las  cosas.  La  propiedad 

supone  sienlpre  una  persona  que  la  ejerce; 
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quien  dice  persona  supone  necesidades  i  me- 
dios de  satisfacerlas.  Por  lo  mismo,  para  gozar 
de  este  derecho  de  propiedad  importa  poco  que 
el  hombre  sea  de  tal  ó  cual  clima  ó  que  ha- 
bite en  tal  ó  cual  latitud ;  i  por  lo  que  hace 
á  la  propiedad,  no  hai  peruanos  ni  estran- 
jeros  porque  todos  son  iguales  en  la  lei. 

Como  las  necesidades  humanas  son  múlti- 
ples i  complejas,  múltiples  i  complejos  han  da 
ser  también  los  medios  de  llenarlas.  La  propie- 
dad atendiendo  á  la  naturaleza  de  los  objetos 
puede  ser  material  ó  intelectual.  La  primera 
que  versa  sobre  los  objetos  materiales  puede 
ser  mueble  ó  inmueble  ó  raiz  ;  la  intelectual 
que  nace  ¿e  un  esfuerzo  de  la  intelijencia, 
también  puedo  subdividirse  en  intelectual  pro- 
piamente dicha,  literaria  i  artística  (Const» 
polít.  2S.)  Pero  como  fácilmente  se  eolije,  la 
propiedad  intelectual  tiene  que  materializarse 
hasta  cierto  punto  á  fin  de  obtener  de  la  lei 
garantías  6  inviolabilidad  ;    hasta  la  rejion 

Ímra  de  las  ideas  no  alcanza  la  acción  de  la 
ei. 

La  lei  no  considera  el  derecho  do  propie- 
dad en  abstracto  i  como  la  facultad  que  todo 
individuo  tiene  de  apropiarse  las  cosas  que 
necesita;  cada  individuo  segun  ella,  tiene 
derecho  i  lo  ya.  adquirido  i  á  lo  que  en  ade- 
lanto adquiera  por  los  medios  legales.  Así, 
Í>ues,  todo  hombre  tiene  derecho  de  poseer 
os  objetos  indispensables  para  su  desarrollo, 
i  este  derecho  tiene  su  razón  de  ser  en  la  na- 
turaleza mi¿ma  :  pero  la  propiedad  civil  es  la 
que  tiene  el  individuo  sobre  los  objetos  que  ya 
poseo  ó  que  posea  en  adelante  conforme  á  la 
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lei  civil.  El  primero  es  un  derecho  primitiva 
i  absoluto,  i  el  segundo,  derivado  6  hipotético, 
en  el  lenguaje  de  los  tratadistas. 

145.  La  inviolabilidad  de  la  propiedad  es 
xina  consecuencia  lójica  de  su  naturaleza ;  mal 
podría  un  individuo  aplicar  á  sus  necesidades 
los  medios  de  satisfacción,  si  no  tiene  el  dere- 
cho de  escluir  á  todos  los  demás  del  uso  de 
esos  medios.  La  lei  que  no  es  creadora  del  de- 
recho de  propiedad  como  no  lo  es  de  ningún 
otro,  solo  confirma  esta  condición  esencial  de 
la  propiedad,  este  derecho  de  esclusion  recí- 
proca, sin  que  tengamos  necesidad  para  es- 
plicarlo  de  ocurrir  á  la  absurda -ficción  de  un 
contrato  jeneral.  La  lei  es  la  espresion  de  la 
justicia  i  esta  se  encuentra  sobre  todo  con- 
trato, sobre  todo  acto  humano.  Conforme  con 
la  justicia  la  lei  arregla,  esclarece  i  deduce 
todas  las  relaciones  que  entre  los  hombres 
nacen  del  derecho  de  propiedad ;  no  es,  ella 
pues,  dueño  i  arbitro  de  introducir  o  impo- 
ner modificaciones  que  violen  la  justicia. 

Siendo  las  necesidades  humanas  el  funda- 
mento de  la  propiedad,  su  satisfacción  mar- 
cará el  límite  del  derecho ;  una  vez  satis- 
fechas desaparece  el  derecho.  De  este  racio- 
.  cinio  se  han  valido  algunos  innovadores  so- 
cialistas, para  lanzar  sus  argumentos  con- 
tra la  actual  organización  de  la  propiedad, 
contra  la  desigualdad  injusta  en  la  distribu- 
ción de  las  riquezas,  i  para  proponer  reme- 
dios mas  o  menos  descabellados  i  absurdos 
que  tienden  siempre  á  imponer  un  nivel  á 
la  propiedad.  Cierto  es  el  raciocinio ;  tampoco 
negará  nadio^que  la  actual  organización  de  la 
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propiedad  adolece  de  no  pocos  vicios,  ai  se 
pretende  atenuar  los  malos  resultados  que 
para  la  sociedad  trae  consigo  la  desigual  dis- 
tribución de  la  fortuna.  Pero  la  naturaleza 
jamas  puede  estar  en  contradicción  con  la 
justicia  i  es  ella  la  que  mantiene  un  estado 
de  cosas  que  solo  es  injusto  en  apariencia* 
¿Quién  será  el  que  fije  límites  á  las  necesida- 
des humanas,  cuando  estas,  son  infinitas,  au- 
mentándose indefinidamente  conforme  se  au- 
mentan los  medios  de  satisfacerlas?  Ellas  son 
el  límite  de  la  propiedad,  pero  un  límite  que 
como  ciertos  fenómenos  ópticos,  retrocede 
constantemente  cuando  queremos  adelantar- 
nos hacia  él ;  ademas,  no  son  las  necesidades 
de  hoi  las  que  forman  ese  límite,  sino  tam- 
bién las  de  mañana,  1#£  de  toda  la  vida.  JSs 
tal  la  fuerza  de  la  naturaleza,,  que  aún  dando 
de  barato  todo  lo  que  desean  los  espíritus 
atrevidos  del  socialismo  i  suponiendo  que  ge 
haya  realizado  á  la  medida  de  sus  deseos  la 
igual  distribución  de  riquezas,  mui  pronto 
yol  venamos  á  la  desigualdad,  porque  no  to- 
dos los  hombres  tienen  el  mismo  amor  ;6 
aptitud  para  el  trabajo,  ni  todos  tienen  idén- 
ticos hábitos  de  ecbnoniía,  ni  iguales  necesi- 
dades ;  así  es  que  algunos  llegarían  á  poseer 
mas  que  otros  i  habria  necesidad  de  despo- 
jarlos para  conservar  ileso  el  principio ;  de 
este  modo  solo  se  conseguiría  amordazar  la 
actividad  humana,  violar  la  libertad  indivi- 
dual i  sembrar  la  desolación  i  la  miseria  en 
toda  la  sociedad. 

Gomo  el  propietatio  es  el  que  siente  la  ne- 
cesidad él  es  el  Tánico  que  puede   aplicar  Jos 
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medios  de  satisfacerla  del  modo  i  en  la  forma 
mas  convenientes.  Esta  facultad  es  lo  que  se 
llaína  dominio,  que  no  es  mas  que. el  derecho 
de  usar  i  abusar  de  las  cosas  propias,  utere  i 
abutere,  como  decían  los  Romanos  no  en  el 
sentido  de  disponer  de  las  cosas  contra  dere- 
cho, sino  simplemente,  en  el  de  usar  por  com- 
pleto, en  lo  absoluto. 

Aunque  la  propiedad  es  inviolable  no  es 
ilimitada ;  porque  siendo  un  derecho  recono- 
ce por  límite  el  derecho  ajeno,  ya  corres- 
ponda este  último  á  otro  individuo  ó  á  la 
sociedad.  Entre  nosotros  la  propiedad  tiene 
muchas  limitaciones. 

Las  hai  que  están  fundadas  én  el  ínteres 
público,  como  son  las  que  se  refieren  á  los  es- 
tablecimientos que  pueden  perjudicar  la  pro- 
piedad ajena  ó  la  salubridad  pública,  &  la 
venta  de  comestibles  nocivos,  á  las  pesas, 
i  medidas,  al  modo  de  disponer  de  la  propie- 
dad, etc.  (1) 

146.  Mas  ninguna  limitación  del  dereeho 

(I)  Hé  aquí  las 'mas  notables  :  1.  °  No  podrán  establearse 
mataderos,  mercados  ú  otros  establecimientos  que  perjudi- 
quen á  la  salubridad  pública  ó  á  la  propiedad  de  los  particu- 
lares, de  corporaciones  del  común  ó  del  Estado,  sitio  con 
flüjecion  á  las  reglas  de  policía  que  debe  prescribir  la  Munici- 
palidad (44.  I.  °  ki  3  de  mayo.  XS61);  2.°  Las  casas  i  los 
establecimientos  particulares  deberán  conservarse  en  estado 
de  aseo  en  el  interior  i  en  el  estertor ;  (id.  '4  o)  3.  °  La 
construcción  de. la  parte  estertor  de  las  catas  deberá  sujetar- 
se á  las  reglas  que  se  fijen,  para  consultar  la  si  ir  et  ría  i  el 
buen  aspecto  ( id. .  10.  °  )  4.  °  Los  solares  que  existen  'en 
las  poblaciones  deberán  estar  cercados;  con  paredes,  cuya 
altura  deberá  fijarse ;  ( i J.  1 1.  °  )  6.  °  las  pasas  i  medidas 
deben  ser  verificadas  rara  asegurar  la  legalidad  de  las  ven- 
tas ;  7.  °  £1  individuo  que  dispone  de  su  propiedad,  no  puede 
hacerlo  en  favor  de  manos  muertas  (627  2, 6,  7<$  1.  °  Itódi* 
8Q  Civil )  v  - 
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de  propiedad  es  tan  importante  como  k  ex- 
propiacion  reconocida  por  casi  todas  las  le- 
jislaciones.  "Expropiación/'  dice  Pacheco,  "es 
el  acto  por  el  cual  el  Estado  priva  á,  un  indi- 
viduo de  su  propiedad,  con  el  objeto  de  em- 
plearla en  beneficio  i  utilidad  de  la  sociedad." 
No  se  contradicen  la  expropiación  i  la  invio- 
labilidad de  la  propiedad  que  nuestra  Consti- 
tución Política  consagra.  El  interés  privado  no 
debe  nunca  sobreponerse  al  público.  La  pros- 
peridad común,  el  orden  público,  el  progre- 
so social,  son  condiciones  indispensables  para 
asegurar  á  tpdos  la  tranquila  posesión  de  sus 
bienes ;  si  alguna  de  estas  condiciones  exije  pa- 
ra su  debida  realización  la  enajenación  de  una 
propiedad  individual,  parece  evidente  que  no 
debe  vacilarse  en  efectuarla.  Pero  no  quiere 
decir  esto  ni  podría  justificarse  en  ningún  ca- 
so, que  el  Estado  arrebate  la  propiedad  ó  des- 
poje d$  ella  al  individuo.  Al  contrario,  la  lei 
solícita  siempre  que  se  trata  de  garantir  el  de- 
recho, ha  fijado  las  circunstancias  especiales 
sin  las  cuales  no  puede  efectuarse  ninguna  ex- 
propiación. Estas  circunstancias  son,  la  decla- 
ración legal  de  utilidad  pública,  i  la  previa 
indemnización  de  su  justo  valor.  (462.  Códi- 
digo  Civil)  Ademas  fija  la  lei  con  minucio- 
sidad el  procedimiento  que  ha  de  observarse 
para  llevar  a  cabo  la  expropiación.  (^Cuan- 
do no '  concurren  esas  circunstancias  ó  no  se 
observan  los  trámites  legales,  no  hai  expro- 
piación sino  arrebato  ó  despojo,  contra  el  cual 
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tiene  el  individuo  los  remedios  que  la  lei  seña- 
la. (1) 

147.  También  limitan  la  propiedad  las  ser- 
vidumbres, sobre  las  cuales  nuestras  leyes  es- 
tablecen en  jeneral  los  principios  de  la  lei 
francesa.  La  existencia  de  las  servidumbres  se 
funda  :  l9  en  que  nadie  debe  usar  de  su  pro- 
piedad dañando  innecesariamente  intereses 
ajenos ;  29  en  que  nadie  debe  privar  á  otro  de 
los  medios  indispensables  para  usar  de  sus  co- 
sas, cuando  de  la  prestación  de  estos  medios 
no  le  resulta  gravamen  alguno. 

Por  último,  limitan  la  propiedad  las  con- 
tribuciones é  impuestos  públicos. 

148.  Es  evidente  que  para  cubrir  los  gastos 
que  exije  la  existencia  del  Estado,  deben  con- 
tribuir con  parte  de  su  propiedad  aquellos  que 
gozan  de  los  grandes  beneficios  de  la  organi- 
zación política.  A  este  respecto  no  hai  distin- 
ción alguna ;  la  obligación  pesa  sobre  todos  los 
habitantes  del  pais,  ya  sean  estranjeros  ó  na- 
cionales. En  el  Perú,  pais  favorecido  donde 
la  inmensa  riqueza  pública  permite  reducir 
considerablemente  los  impuestos,  apenas  se 
conocen ;  hai  algunos  sin  embargo.  Tenemos 
como  contribuciones  jenerales  :  la  de  paten- 
tes de  industria,  la  de  predios,  la  de  papel 
sellado,  los  derechos  de  Aduana,  las  contri- 
buciones municipales,  la  restauración  ó  man- 
da forzosa,  i  la  de  timbres ;  algunas  otras  son 
particulares.  (2)  De  la  primera  trataremos  al 

(1)  Véase  el  Apéndice  XXIV.  Para  hacer  la  tasación  de 
las>  propiedades  que  han  de  espropiarse  se  observan  algunas 
reglas  particulares.  Véase  el  Apéndice  XXV. 

(2)  Hato* wkssm  1» «toaba!*,  pero  promúlgate  >  leída 
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hablar  del  ejercicio  de  profesión  ;  de  la  de 
papel  sellado  i  timbres,  al  ocuparnos  de  los 
documentos ;  al  tratar  de  los  comerciantes, 
hablaremos  de  los  derechos  de  aduana;  de 
la  contribución  predial,  cuando  lleguemos  á 
considerar  los  bienes  inmuebles ;  i  de  la  man- 
da forzolsa,  al  tratar  de  los  testamentos. 

149.  No  debe  confundirse  la  posesión  con 
la  propiedad  uno  de  sus  elementos  constitu- 
tivos ;  la  posesión  siempre  supone  la  propie- 
dad ;  la  propiedad  no  siempre  supone  la  po- 
sesión;  ambas  pueden  estar  separadas.  La 
lei  define  la  posesión  (Gód.,  Civil  4.65,)  "la 
tenencia  ó  goce  de  una  cosa  ó  de  un  derecho 
con  el  ánimo  de  conservarlo  para  sí."  Es  de- 
cir, que  cuando  falta  la  tenencia  ó  goce  ó  el 
ánimo  de  poseer,  no  hai  posesión.  La  \ei  de- 
talla con  minuciosidad  los  efectos  i  especies 
de  posesión  i  los  efectos  que  produce. 

150.  Establecidos  estos  principios  que  se 
refieren  á  todo  jénero  de  propiedad,  conside- 
remos especialmente  la  .material.  Las  cosas 

'materiales  susceptibles  de  apropiación  se  di- 
viden en  muebles  ó  inmuebles.  Eq  jeneral,  se 
llaman  muebles  las  que  sin  alteración  pueden 
ser  llevadas  de  un  lugar  á  otro  ;  6  inmuebles 
todas  las  demás.  (Gód.  Civil  455)  Se  consi- 
deran como  muebles  todos  los  derechos  que 
se  refieren  á  biepes  muebles  ;  se  reputan  in- 
muebles las  campos,  estanques,  fuentes,  edi- 
.  ficios,  molinos,   i  en  jeneral,   cualquier  ófara 

timbres,  esa  contribución  ha  quedado  abolida.  Esa  lei  dice 
(Artículo  11.)  "Queda  suprimida  la  contribución  denominada 
alcabala  de  enajenaciones." „, 
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construida  con  adherencia  al  suelo  para  que 
permanezca  allí  mientras  dure;  los  frutos 
pendientes  i  las  maderas  antes  de  cortarse ; 
los  ganados  i  demás  objetos  que  hacen  del  ca- 
pital de  un  fundo:  las  cañerías,  las  herramien- 
tas, las  prensad,  las  calderas,  las  semillas,  los 
animales  dedicados  al  cultivo  i  todos  los  ob- 
jetos destinados  al  servicio  de  la  heredad  ;  los 
materiales,  en  fin,  que  han  formado  un  edifi- 
cio i  que  e$tán  separados  de  él  mientras  se  re- 
para i  todas  las  cosas  colocadas  en  el  fundo 
para  que  permanezcan  en  él  perpetuamente. 
Son  inmuebles  también  los  derechos  que  se 
refieren  á  inmuebles. 

La  clasificación  de  las  cosas  en  muebles  é 
inmuebles  es  mui  importante  en  el  derecho 
cuando  se  trata  de  prescripción,  constitución 
de  servidumbres,  embargo  i  en  otros  casos  ; 
pero  es  de  especial  consideración,  porque  los 
muebles  están  sujetos  á  la  lei  del  domicilio 
del  poseedor  mientras  que  los  inmuebles  son 
rejidos  por  la  lei  del  lugar  donde  se  encuen- 
tra la  cosaf  iocus  rei  sitcej.  Este  es  un  principio 
jeneral  de  derecho,  reconocido  por  casi  todas 
las  lejislaciones.  Lo  está  en  las  de  Inglate- 
rra i  los  Estados  Unidos  ;  en  la  de  Ba viera, 
Francia,  Prusia,  Austria,  i  Cerdeña;  en  la.de 
Badén,  los  Paises  Bajos,  Suiza  i  en  el  Código 
de  la  Lusiana»  Veamos  lo  que  dispone  la  lei 
peruana,  principiando  por  los  inmuebles. 

151.  "Los  inmuebles,"  dice  nuestro  Códi- 
go Civil  (Artículo  V.  Título  prelim.)  "están 
sujetos  á  las  leyes  de  la  República,  cualquie- 
ra que  sea  la   naturaleza  i   la  condición  del 

poseedor."  Consagrado  así  el  principio  jene* 

23 
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ral,  el  tiene  su  razón  de  ser  en  consideracio- 
nes de  la  mayor  importancia.    Esos  bienes 
están  sujetos  directamente  al  imperio  de  la  Na- 
ción. Permitir  que  sean  rejidos  por  el  estatuto 
personal  (l)  seria  dar  fuerza  i  vigor   á  leyes 
estranjeras  sobre   una  porción   del  territorio 
peruano ;  i  como  los   estranjeros   poseedores 
de  inmuebles  pueden  ser  subditos  de  multitud 
de  naciones  distintas,  tendríamos  simultánea- 
mente   en   vijencia  numerosas    lejislaciones 
estrañas,  lo  cual  seria  contrario  á  la  indepen- 
dencia del  Estado  i  opuesto  á  la  jurisdicción 
i  dominio  que  la  Nación,  por  el  hecho  de  serlo, 
ejerce  evidentemente  dentro  de  los  confines  de 
su  territorio.  I  no  se  diga  que  el  principio  co- 
loca al  estranjero  en  una  posición  desfavorable 
respecto  de  los  nacionales,  porque  él  está  tan 
fundado  en  la   naturaleza   misma  de  las  co- 
sas, que  la  situación  del  inmueble  determina 
la  competencia  para  juzgar  sobre  todo  lo  que  á 
él  se  refiera.  No  solo  es  esto  cierto  tratándose 
de  estranjeros  ;  afecta   esta  disposición  aun  á 
los  mismos  peruanos,  porque   cuando   estos 
litigan  sobre  una  cosa  raiz  es  juez  competen- 
te el  del  lugar  donde  está  el  inmueble  mate- 
ria del  pleito  ;  i  si  éste  versa  sobre  servidum- 
bres,   igualmente   lo  es   el  del  lugar    donde 
está  situado  el  predio  gravado,  (Cód.    En- 
juic.  Civ.  1 22. 19  2?)  con  absoluta  prescinden- 
cia  de  los  jueces  del  domicilio  de  los  litigan- 
tes. 

El  artículo  del  Código   que  comentamos 
tanto  por  su  espíritu  como  por  su  redacción 
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indica  que  los  estranjeros  pueden  llegar  Á 
poseer  inmuebles  ;  todo  él,  en  verdad,  no  ha- 
ce sino  preveer  este  caso  i  disponer  que  rijan 
las  leyes  peruanas.  Envuelve,  pues,  el  ar- 
tículo el  permiso  ó  concesión  hecha  á  los 
estranjeros  para  poseer  en  el  Perú  bienes 
raices,  lo  cual  está  consignado  de  una  manera 
esplícita  i  terminante  en  la  Constitución. 
"Todo  estranjero,"  dice  el  art.  28,  "podrá» 
adquirir  conforme  á  las  leyes  propiedad  terri- 
torial en  la  República,  quedando  en  todo  lo 
concerniente  á  dicha  propiedad  sujeto  á  las 
obligaciones  i  en  el  goce  de  los  derechos  de 
peruano/'  En  virtud  de  estas  leyes,  el  es- 
tranjero puede  libremente  adquirir  en  el  Pe- 
rú bienes  inmuebles,  á  título  gratuito  ó  á  tí- 
tulo oneroso,  sin  que  para  ello  se  le  exija,  cual 
sucedía  en  otra  época  como  condición  indis-* 
pensable,  la  adopción  de  la  ciudadanía  pe- 
ruana. 

Esta  concesión  aunque  perfectamente  justi- 
ficada en  principios,  puede  sin  embargo  lle- 
gar á  ser  injusta  i  mas  liberal  que  política, 
si  se  considera  lo  que  puede  suceder  á  los  pe- 
ruanos en  el  estranjero  ;  si  no  se  les  permite 
la  adquisición  de  inmuebles  en  un  país  de- 
terminado, los  subditos  de  ese  país  no  pueden 
ocupar  con  justicia  en  el  Perú  una  posición 
mas  favorable.  Es  por  esta  razón,  sin  duda, 
que  nuestro  Código  (art.  34)  Civil  dice  :  "La 
adquisición  de  inmuebles  i  las  condiciones  de 
comercio  de  los  estranjeros,  dependerán  de 
los  tratados  que  se  celebren  con  sus  respec- 
tivas  naciones  i  de  las  leyes  i  reglamento* 
especiales."  Efectivamente,  las  condiciones  da 
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comercio  son  objeto  de  muchos  tratados  i  4? 
gran  número  de  leyes  i  reglamentos  ;  pero  en 
lo  que  respecta  á  la  adquisición  de  propiedad 
raiz?  no  se  han  acordado  nuestros  lejisladores 
i  Gobiernos  de  dar  las  leyes  i  reglamentos 
de  que  habla  el  Código.  La  acción  de  los 
tratados  si  no  nos  engañamos,  se  limita  so- 
bre el  particular  á  la  estipulación  de  la  es- 
tricta reciprocidad,  que  es  la  regla  que  en 
casos  análogos  espresamente  adopta  el  Códi- 
go (art.  635),  i  á  juzgar  por  la  índole  de 
nuestra  lejislacion  aun  en  el  caso  de  no  exis- 
tir tratado  alguno,  el  estranjero  podría  ad- 
quirir inmuebles  probando  tan  solo  que  en 
su  nación  los  peruanos  tienen  igual  derecho. 
Hasta  aquí  no  hemos  salido  de  la  esfera  de 
la  lei.  En  la  práctica,  los  estranjeros  tienen 
la  libertad  mas  completa  para  adquirir  in- 
muebles ;  nadie  invoca  contra  ellos  los  pre- 
ceptos de  la  lei,  ni  se  ocupa  nadie  de  investi- 
gar si  en  sus  respectivos  países  tienen  los 
peruanos  el  mismo  goce.  No  solamente  cuan- 
do no  hai  tratado  alguno  que  autorice  esta 
posesión,  sino  aun  en  oposición  á  un  pacto 
que  no  la  garantiza,  (1)  la  posesión  existe  sin 


(1)  Esta  libertad  de  adquirir  inmuebles  la  gozan  en  el  Pe- 
rú todos  los  estranjeros  sin  distinción,  apesar  de  que  solo  la 
hemos  pactado  en  algunos  tratados;  con  Bolivia,  (tratado  de 
1847.  art.  15);  con  Méjico,  (tratado  de  1832.  art.  6.  ° );  con  Chi- 
le (tratado  de  1835.  art  3.°  i  5.°);  con  Costa-Rica  (tratado  de 
1857.  art.  33.)  i  con  JBóljica  (tratado  de  1850.  art.  7.  ° );  ni  los 
Anglo-  Americanos,  ni  los  Ingleses,  ni  los  Italianos  dejan  de 
tener  imn»  ebles  en  el  Peni;  sin  embarco  *e  ha ekt  pillado  (tra- 
tado de  1836.  art.  8.)  con  los  atados  Unido  ,  que  "los  ciuda- 
dano* de  cada  una  de  las  partes  contratantes  pudran  disponer 
de  sus  efectos  muebles  (personal  property)  dentro  de  la  juriadic- 
]* cien  de  la  otra;.,,.,. i  §U4  representantes,  si  son  ciudadanos 4o 
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que  ni  una  sola  voz  se  levante  para  impug- 
narla. De  cualquier  modo  que  sea,  lo  que  en 
todo  caso  obliga  al  estranjero  sin  que  haya 
lucrar  a  concesión  alguna,  son  aquellos  prin- 
cipios establecidos  por  la  lei  especialmente 
para  los  bienes  inmuebles,  entre  los  cuales 
está  el  contenido  en  el  art.  1232  del  Código 
Civil  que  dice  :  "Todo  contrato  sobre  trasla- 
ción de  dominio  de  un  inmueble  debe  constar 
de  escritura  pública ;  cualquiera  otra  prueba 
es  subsidiaria."  (1) 

la  otra  parte,  succederán  á  los  susodichos  efectos  muebles  (perso- 
nal property) I  si  en  el  caso  de  ser  bie'ies  raices  (real 

estáte)  e<  tu  viesen  impedidos  los  susodichos  herederos  de  entrar 
en  posesión  de  1  i  herencia  en  razón  de  ser  estranjeros,  se  les  con- 
cejera, etc."  Igual  artíuulo  se  estipuló  con  la  misma  potencia 
po  teriormente  (tratado  de  1851.  art  15).  Respecto  de  la  Gran 
Bret  ma,  tenemos  el  artículo  13  del  tratado  de  1837  que  dice 
vagamente  que"  los  ciudadanos  de  ambas  partes  gozarán  res- 
pee  ivamente  en  sus  casas,  personas  i  bienes,  la  protección  del 
gobierno:  i  continuarán  en  la  posesión  de  los  priviiejios  que 
actualmenXe  gocen.  I  en  el  tratado  de  1350,  art.  7,°  solo  se  esti- 
pula que  "los  ciudadanos  i  subditos  de  cada  una  de  las  partes 
contratantes  gozarán  en  los  territorios  de  la  otra,  la  mas  eficaz 
protección  en  sus  personas  i  propiedades."  Con  Cerdena,  hemos 
estipulado  (tratado de  1853,  art.  9.  °  que  "en  caso  de  que  pase. 
¿  los  ciudadanos  ó  subditos  de  uno  de  los  dos  Estados  la  pro- 
piedad de  bienes  situados  en  el  territorio  del  otro,  sea  en  vir- 
tud de  contrato  ó  donación,  sea  por  testamento  ó  abiutestato, 
Sodrán  tomar  posesión  de  dichos  bienes,  por  sí  ó  por  apodera- 
o Pero  si  por  serlos  bienes  ratees  (beni  immooili)  es- 
tuviesen tales  personas,  impedidas  como  estranjeros,  de  rete- 
nerlos tendrán,  etc."  La  Francia  es  una  de  la  naciones  con  la 
que  hemos  estipulado  la  reciprocidad,  en  materia  de  adquisi- 
ción de  inmuebles.  "Los  subditos  ó  ciudadanos  de  cada  una  de 
las  dos  altas  partes  contratantes/'  dice  el  último  tratado 
(1861.  art.  6.  ° )  tendrán  dentro  de  la  jurisdicción  de  la  otra,  el 

aerecho  de  adquirir,  poseer  i  disponer  por  venta,  donación 

...bienes  muebles  ó  inmuebles." 

(1)  No  está  demás  recordar  al  tratar  de  inmuebles  poseídos 
por  estranjeros,  el  principio  adoptado  últimamente  por  el  Im- 
perio Alemán  i  consignado  en  un  despacho  de  su  Representan- 
te en  Londres,  Conde  de  Bernstoff.  Dijo  ese  diplomático:  "se 
reconoce  por  el  Derecho  de  Jentes,  que  los  bienes  raicea  per-» 


t 


«Ntf**. 


182  DE  LA.  PROPIEDAD 


152.  Por  lo  mismo,  tampoco  están  escep- 
tuados  los  estranjeros  de  la  contribución  pre- 
dial Se  cobra  este  impuesto  con  arreglo  á 
las  matrículas  formadas  cada  cinco  años  por 
los  apoderados  fiscales,  i  grava  todos  los  fun- 
dos rústicos  ó  urbanos  de  cualquiera  natura- 
leza que  sean.  La  tasa  para  la  contribución 
predial  es  el  cuatro  por  ciento  sobre  el  pro- 
ducto líquido  de  las  fincas,  cuando  este  pro- 
ducto pasa  de  cincuenta  pesos  ;  pero  ha  de- 
clarado el  Gobierno  que  atendiendo  á  su  po- 
ca población  i  comercio  no  se  cobrará  este 
impuesto  en  los  pueblos  de  Chorrillos,  Mira- 
flores,  Surco  i  Magdalena.  (Julio  8.   1850.) 

153.  Pasando  ahora  á  considerar  los  bie- 
nes muebles,  tropezamos  con  multitud  de  di- 
ficultades que  no  tuvimos  al  ocuparnos  de  los 
inmuebles,  porque  la  lei  es  esplícita  sobre 
ellos  mientras  que  acerca  de  los  muebles 
guarda  un  profundo  silencio ;  no  tenemos, 
pues,  mas  guia  en  este  asunto  que  la  analo- 
gía i  los  preceptos  jenerales  del  derecho  ya 
indicados  en  el  capítulo  I. 

Al  prescribir  la  lei  peruana,  según  hemos 
visto,  que  los  inmuebles  están  sujetos  al  es- 
tatuto real  cualquiera  que  sea  la  naturaleza 
o  condición  del  poseedor,  -reconoce  implícita- 
mente que  pueden  los  muebles  estar  sujetos 
al  estatuto  personal,  i  no  contradiciendo  es- 
presamente  este  principio   debemos  concluir 

tenecientes  á  estranjeros  no  están  al  abrigo  en  tiempo  de  gue- 
rra como  en  tiempo  de  paz,  de  las  cargas  locales  que  soportan 
las  propiedades  de  los  naturales,  i  que  por  consiguiente,  están 
sometidos,  en  tocia  la  ostensión  de  la  palabra  á  la  obligación 
de  suplir  alojamiento  para  las  tropas" — (Reclamación  Balear- 
ce.  1871) 
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que  lo  acepta.  Ademas  el  art.  34  (Cód.  Civ.) 
(1)  nada  dispone  sobre  bienes  muebles.  A 
mayor  abundamiento  el  art.  694  del  mismo 
Código  dice  :  "Se  permite  al  estranjero  que 
tenga  en  el  Perú  ún  establecimiento  mercan- 
til en  que  solo  vende  por  mayor,  el  que  pue- 
da disponer  de  él  sujetándose  á,  las  leyes  del 
país  de  su  nacimiento."  En  todas  las  lejisla- 
ciones  se  reputan  como  muebles  los  objetos 
que  componen  un  establecimiento  de  comer- 
cio, i  si  el  estranjero  puede  disponer  de  ellos 
conformándose  á  leyes  distintas  de  las  pe- 
ruanas, es  evidente  que  se  sanciona  el  princi- 
pio de  que  son  rejidos  los  muebles  por  el  es- 
tatuto personal.  "Las  palabras,  se  permite,39 
dice  nuestro  Pacheco  comentando  este  arti- 
culo, "implican  la  idea  de  una  concesión,  de 
una  gracia,  i  no  el  reconocimiento  de  un  de- 
recho  Con  permiso   ó   sin  él,    i  ya 

muera  el  poseedor  de  los  muebles  bajo  dis- 
posición •  testamentaria  ó  sin  ella,  sus  bienes 
muebles,  de  cualquiera  clase  que  sean,  esta- 
rán sujetos,  no  i  las  leyes  de  la  República 
sino  á  las  del  lugar  del  nacimiento  del  difun- 
to. Para  que  así  no  fuera,  habria  sido  nece- 
sario que  el  Código  declarase  espresamente 
que  las  leyes  de  la  República  rejian  á  los 
muebles,  así  como  lo  declaró  respecto  de  los 
inmuebles.  Faltando  esa  declaración,  ha  que- 
dado subsistente  el  principio  de  Derecho  In- 
ternacional privado   de  que  los  muebles  no 

(1)  Artículo  34.  La  adquisición  de  inmueble*  i  las  condi- 
ciones de  comercio  de  los  estranjeros,  dependerán  de  los  trata* 
dos  que  se  celebren  con  sus  respectivas  naciones  i  de  las  leyes 
i  reglamentos  especiales. 
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siguen  la  lei  de  la  situación  sino  el  estatuto 

personal  del  poseedor El  contexto  del 

artículo  en  que  aparece  una  facultad  limita- 
da á  un  caso  especial,  da  lugar  á  suponer  que 
en  los  demás  casos  no  goza  el  estranjero  de 
ese  permiso,  i  que  por  lo  tanto,  no  debe  dis- 
poner de  esos  bienes  con  sujeción  á  la  lei  del 
pars  de  sú  nacimiento.  ¿A  qué  lei  se  sujetará 
entonces?  ¿A  la  Peruana?  El  Código  no  lo 
dice,  i  ademas  vien£  luego  el  principio  wo- 
bilia  sequuritur  persona  m.  Por  otra  parte,  ¿có- 
mo suponer  que  se  haya  conoedido  permiso 
páía  lo  mas  i  se  niegue  para  lo  menos?  Por- 
que evidentemente,"  los  bienes  de  un  estable- 
cimiento mercantil  en  que  se  vende  por  ma- 
yor son  jeneralmente  valiosos  i  de  mucha  mas 
importancia  que  los  de  un  establecimiento  en 
que  se  hacen  las  ventas  al  menudeo.  Difícil 
es  por  cierto  comprender  en  esta  parte  la 
mente  del  lejislador,  i  lo  mas  racional  nos 
parece  atender  en  este  como  en  los  otros  ca- 
sos al  principio  de  la  doctrina  que  sujeta  los 
muebles  al  estatuto  personal." 

No  son  monos  justas  que  las  anteriores,  las 
siguientes  observaciones  del  mismo  juriscon- 
sulto. "Nuestro  Código  guarda  un  silencio 
absoluto  acerca  de  las  leyes  que  deben  rejir  á 
los  muebles  imitando  así  á  muchas  otras  le- 
jislaciones,  i  de  este  silencio  se  deduce  for- 
zosamente la  adopción  del  principio  que  he- 
mos espuesto,  en  razón  de  estar  universal- 
mente  admitido  por  la  jurisprudencia  i  formar 
una  regla  de  Derecho  Internacional,  que  se 
sigue  invariablemente  á,  falta  de  disposicio- 
nes prohibitivas  del  derecho  privado;  Por  lo 
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miemo  juzgamos  mui  conveniente  que  ca- 
da lejisíacion  decida  formalmente  sobre  este 
punto  como  ya  lo  han  hecho  algunas,  sea  su- 
jetando los  muebles  de  un  modo  espreso  á  la 
la  lei  del  domicilio;  sea,  i  esto  nos  parece 
lo  mas  racional,  sometiéndolos  pura  i  sim- 
plemente á  la  lei  del  país  donde  se  encuen- 
tran, ni  mas  ni  menos  que  los  inmuebles. 
Pero  mientras  no  venga  esa  decisión,  debe- 
mos seguir  el  principio  jenera!  i  resolver  que 
los  muebles  están  sujetos  á  la  lei  del  domi- 
cilio de  la  persona  á  quieií  pertenecen."  (1) 

154.  La  adquisición  de  bienes  por  los  es- 
tranjeros  no  tiene  mas  que  un  solo  límite  en 
el  Perú.  Pueden  adquirir  toda  clase  de  efec- 
tos, pero  no  pueden  ser  presentados  para  los 
beneficios  eclesiásticos,  ni  menos  obtenerlos 
sin  haber  alcanzado  antes  la  correspondiente 
carta  de  naturaleza.  El  Arzobispo  i  demás 
prelados  no  deben   recibirlos,    aunque   sean 

(1)  Pero  debe  observarse  que  segrí n  todos  los  publicistas  este 
principio  solo  se  aplica  cuando  existe  la  relación  íntima  entre 
los  bienes  muebles  i  la  persona.  Fíelix,  (I)roit  intern.  privé  L.  1. 
tit.  2.  62.)  dice  siguiendo  esta  opinión,  que  la  regla  no  es  apli- 
cable cuando  por  ejemplo  la  propiedad  de  los  muebles  es  recla- 
mada ó  disputada,  cuando  se  alega  la  prescripción,  cuando  se 
trata  de  ejercer  un  derecho  de  prenda  sobre  ellos,  de  eonfiscar- 
los,  i  embargarlos,  etc.  En  todos  es4 os  casos,  se  debe  aplicar  la 
lei  de  la  situaron  porque  entonces  la  ficción  legal  de  hecho  7a 
no  existe.  Sapey,  después  de  sentar  el  principio  iencral  alia- 
de,  "pero  si  los  consideramos  (los  muebles)  no  ya  en  sus  rela- 
ciones con  la  persona  i  bajo  el  punto  de  vista  de  ui-a  trasmi- 
cion  testamentaria  ó  alñntestuto,  do  una  disposición  entre  vi- 
ve* 6  por  censa  de  muerte;  si  se  trata,  al  contrario,  de  reivindi- 
caoion,  de  privilejio,  de  prenda,  de  coufi&cacion,  de  embargo, 
etc.  vuelven  a  caer  en  el  dominio  del  estatuto  reíd."  Todas  esas 
di  lijen  ciast  ademas,  exijan  ya  la  intervención  de  los  empleados 
públicos  de  justicia,  los  cuales  no  pueden  desempeñar  sus  fun- 
ciones sino  a  nombre  de  la  nación  sujetáudose  precisamente, 
á  las  leyes  Peruanas  con  esclusion  de  todas  las  demás. 
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presentados  por  el  Gobierno  para  dignidades, 
Canonjías  ó  beneficiosj  si  les  consta  que  son 
estranjeros  i  no  tienen  carta  de  naturaleza 
(Lei  31*,  tít.  6?,  lib.  19  Recopil.  de  Indias). 
.  155.  Gozando  los  estranjeros  del  derecho 
de  disponer  i  de  adquirir  la  propiedad,  tam- 
poco se  les  exije  impuesto  estraordinario  de 
ninguna  especie,  cuando  por  convenir  así  á 
sus  intereses,  quieren  esportar  de  la  Repú- 
blica el  todo  ó  parte  de  sus  bienes.  Pueden, 
pues,  hacerlo  libremente  sin  que  la  autori- 
dad ni  la  lei  les  impongan  para  ello  obstácu- 
los poderosos  i  condiciones  odiosas.  El  dere- 
cho de  detracto,  por  tanto  tiempo  en  vijencia 
rigurosa  en  algunas  de  las  naciones  cultas  de 
Europa  es  desconocido  en  el  Perú. 

156.  Uno  de  los  mas  importantes  mo- 
dos de  adquirir  i  trasmitir  la  propiedad  i 
uno  de  los  que  la  lei  trata  con  nías  deteni- 
miento es  la  herencia  ó  la  succesion.  La  pro- 
piedad se  adquiero  i  trasmite  en  este  caso 
por  causa  de  muerte  i  en  virtud  de  testametn- 
to,  ó  por  ministerio  de  la  lei,  ab  intestato. 
(Cód.  Civil  631.) 

157.  Contrayéndonos  al  primer  caso,  cuan- 
do existe  un  testamento,  debemos  ocuparnos 
de  ese  documento  i  de  sus  formalidades,  i  en 
seguida  de  los  que  pueden  testar  i  heredar. 
El  testamento  es  la  disposición  que  de  sus 
bienes  hace  un  individuo,  conforme  á  las  le- 
yes, para  el  tiempo  de  su  muerte  (Id.  630). 
Heredero  es  el  que  succede.  (Id.  633)  Para 
que  un  testamento  sea  válido,  la  lei  exije 
que  esté  revestido  de  ciertas  solemnidades. 
Se  hace  testamento  abierto,  cerrado  i  en  par- 
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te  abierto  en  parte  cerrado.  El  primero  se 
otorga  por  escritura  pública,  por  escritura 
privada  ó  verbalmente.  El  cerrado  se  entre- 
ga en  un  pliego  cerrado  i  sellado,  poniéndose 
en  la  cubierta  las  seguridades  que  la  lei  or- 
dena. Cuando  se  hace  la  tercera  clase  de  tes- 
tamentos, es  indispensable  indiciar  espresa- 
mente  la  existencia  de  la  primera  parte  en 
la  que  se  otorga  después,  i  observar  en  cada 
una  de  ellas  las  solemnidades  correspondien- 
tes á  su  clase  especial.  (1)  (Cód.  Civil.  652 
G53.  654.) 

Siendo  la  presencia  de  los  testigos  una  de 
las  mas  esenciales  formalidades  de  los  testa- 
mentos, la  lei  determina  quiénes  son  las  per- 
sonas que  no  pueden  ser  testigos  ;  no  figura 
entre  ellas  el  estranjero,  pero  en  caso  de  ser- 
lo no  debe  tener  ninguno  de  los  impedimen- 
tos legales.  (2) 

158.  El  estranjero  puede  disponer  en  el 
Perú  de  su  propiedad  por  testamento  obser- 
vando la  lei  peruana.  Este  es  el  princioio  je- 
neral.  Mas  esa  propiedad  del  estranjero  pue- 
de componerse  de  bienes  que  están  en  la 
República  i  bienes  situados  fuera  de  ella; 
¿deberá  el  estranjero  observar  la  lei  peruana 
tanto  respecto  de  los  unos  como  de  los  otros? 
El  Código  ha  previsto  este  caso.  "El  estran- 
jero," dice,  (art.  692.)  "que  disponga  en  su 
última  voluntad  de  los  bienes  que  tenga  en 
el  Perú,  hará  su  testamento  arreglándose  á 
las  disposiciones  de  este  Código";  ahora  pues, 

(1)  V.  Apéndice.  XXVI. 

(2)  V.  Apéndice.  XXVII. 
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las  disposiciones  del  Código  sé  refieren  ya  á 
las  formalidades  del  testamento,  ya  al  modo 
de  distribuir  la  herencia,  i  todas  ellas  debe 
acatar  el  testador  estranjero  cuyos  bienes  es- 
tán en  el  Perú.  Pero  es  preciso  hacer  otra 
observación ;  entre  estos  bienes  del  estranje- 
ro  puede  haber  muebles  é  inmuebles,  i  al 
usar  el"  Código  la  palabra  bienes  no  parece 
sino  que  ha  comprendido  bajo  esa  denomina- 
ción jeneral  tanto  á  los  unos  como  á  los  otros; 
i  así  en  efecto  debería  crearse,  si  ya  anterior- 
mente no  hubiese  reconocido  la  misma  lei, 
con  un  silencio  que  no  puede  creerse  casual 
tratándose  de  materias  tan  importantes,  el 
principio  según  el  cual  se  aplica  el  estatuto 
personal  á  los  muebles.  Corrobora  ésta  opi- 
nión el  art.  694,  que  ya  hemos  citado  i  co- 
mentado. 

Respecto  de  los  bienes  que  el  estranjero 
posee  fuera  de  la  República,  dice  el  Código 
(art.  693.)  "El  estranjero  que  teste  en  el  Pe- 
rú de  bienes  que  tiene  fuera  de  él,  podrá  arre- 
glarse á  las  leyes  del  país  donde  tenga  los 
bienes,  ó  k  las  del  lugai  de  su  nacimiento" 
añadiendo  que  (art.  695.)  "cesa  el  permiso 
concedido  á  lo3  estranjeros  en  los  arts.  693 
i  694,  si  tienen  en  el  Perú  herederos  forzo- 
sos, conforme  á  este  Código."  Comentando 
estas  disposiciones,  dice  Pacheco  con  justi- 
cia :  "El  lejislador  peruano  no  ha  podido  te- 
ner la  pretensión  de  establecer  reglas  para 
objetos  que  se  hallaban  fuera  dé  su  alcance, 
que  no  estaban  ni  podian  estar  en  manera 
alguna  sujetos  á  la  lei  peruana  ni  por  razón 
de  su  situación,  ni  por  razón  de  la  persona  á 
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quien  pertenecían.  No  por  lo  primero,  puesto 
que    el  artículo  del  Código  habla  de  bienes 
que  el  estranjero  tenga  fuera  del  Perú  ;  tam- 
poco  por  lo  segundo,  puesto  que  siendo  el 
poseedor   estranjero,  su  estatuto  personal  no 
es  la  lei  peruana.  I  lo  mas  estraño  es  que  no 
solamente  ha  incurrido   el  lejislador  en    la 
pretensión  de  que  hablamos,  sino  que  aun  la 
ha  calificado  de  permiso,   esto  es,  de   gracia, 
de  concesión,  i  se  ha  creído  con  derecho  pa- 
ra restrinjirlo.  Cesa  el  permiso  concedido  d  los 
estranjeros  en  el  artículo  693,  ¿i  tienen  en  el 
Perú  herederos  forzosos,  conforme  á  este  Có- 
digo" Así  se  espresa  el  art.  695  ;  de  lo  que 
se  deduce  que  el  lejislador  peruano  ha  suje- 
tado á,  la  lei  peruana  los  bienes  propios  de 
un  estranjero,    situados  en   país   estranjero. 
El  hijo  natural  reconocido  de  un  ingles  muer- 
to en  el  Perú,  apoyándose  en  los  preceptos 
de  los  arts.  693  i  695,  se  presentará  á  recla- 
mar en  Inglaterra  los   bienes  que  su  padre 
haya  dejado  allí.  Pero  las  leyes  inglesas  no 
conceden  á  los  hijos  naturales  la  cualidad  de 
herederos  forzosos  como  les  concede  la  lei  pe- 
ruana. ¿Recurrirá  el  hijo  de  un  subdito  ingles 
á   la  intervención  del  Perú,  para  que  se  le 
ponga  en  posesión  de  una  propiedad  inglesa? 
Basta  eso  para  comprender  los  absurdos  que 
encierran  las  disposiciones  que  hemos  citado, 
i  para  concluir  que  el  lejislador  peruano  ha 
estatuido  sobre  cosas  i  materias  que  no  debía, 
pues  se  hallaban  fuera  de  su  alcance  i   suje- 
tas á  leyes  distintas  de  las  peruanas." 

Intimamente  ligados  como  están,  el  dere- 
cho de  disponer  i  el  de  adquirir  por  testar 
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mentó,  deben  seguir  las  mismas  reglas.  No 
se  puede  concebir  que  se  permita  al  estran- 
jero lo  uno  negándosele  lo  otro.  I  en  efecto, 
en  el  art.  709  del  Código  Civil  se  designan 
quienes  no  pueden  heredar,  i  en  ninguno  de 
sus  ocho  incisos  se  menciona  al  estranje- 
ro;  (1)  confirmando  el  derecho  del  estranje- 
ro,  lo  que  dispone  el  artículo  siguiente,  en 
el  cual  terminantemente  se  declara,  que  "no 
hai  otros  incapaces  de  ser  instituidos  herede- 
déros.,,  El  estranjero,  pues,  puede  heredar 
en  el  Perú;  esta  regla  jeneral  se  aplica  con 
algunas  restricciones,  i  el  Código  establece 
preceptos  especiales,  que  son  como  condicio- 
nes para  la  aplicación  del  principio.  Ya  he- 
mos visto  que  según  el  art.  34  la  adquisi- 
ción de  inmuebles  por  los  estranjeros  está 
subordinada  á  las  estipulaciones  de  los  trata- 
dos. El  art.  635,  por  otra  parte,  prescribe  que 
"el  estranjero  podrá  heredar  los  bienes  que 
están  en  el  Perú,  si  acredita  que  en  su  país 
gozan  loa  peruanos  del  mwmo  derecho  de  he- 
redar? Este  artículo  establece  como   condi- 


(1) Artículo  709.  Se  prohibe  que  sean  herederos:  1.  °  Las  ma- 
nos muertas  :  escepto  ios  hospitales  i  los  establecimientos  nacio- 
nales de  beneficencia  i  educación.  2.  °  £1  confesor  del  testador  ; 
3.  °  Los  parientes  consanguíneos  del  confesor  dentro  del  sesto 
sagrado,  i  sus  afines  dentro  del  tercero;  á  no  ser  que  sean  tam- 
bién parientes  del  testador  dentro  del  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad, ó  sus  afines  dentro  del  segundo;  4.  °  Los  ahijados  del 
confesor  si  no  es  que  frieren  ahijados  ó  parientes  del  testador ; 
6.  °  £1  alma  del  testador;  6.  °  Los  relijiosos  profesos  de  amW 
sexos;  7.  °  Los  módicos  cirujanos  i  boticarios  que  hayan  asis- 
do  al  testador  en  su  última  enfermedad;  á  menos  que  sean  sus 
parientes  consanguíneos  dentro  del  cuarto  grado;  8.  °  £1  es- 
cribano que  autoriza  el  testamento,  su  mujer,  sus  padres,  hijos 
nietos,  suegros,  nueras  ó  yernos. 

Artículo  710.  }ío  hai  otro*  incapaces  de  ser  instituidos  h«« 
rederos, 
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cion '  de  adquirir  por  testamento  una  estricta 
i  escrupulosa  reciprocidad  de  parte  de  la  na- 
ción del  heredero  estranjero.  No  basta  para 
establecer  esa  reciprocidad  probar  que  exis- 
te á  favor  de  los  peruanos  el  derecho  de  he- 
redar en  jeneral.  Un  estranjero,  por  ejemplo, 
que  quisiese  reclamar  un  legado  en  el  Perú, 
debe  principiar  por  probar  que  los  peruanos 
no  solamente  pueden  en  jeneral  heredar  en 
su  país,  sino  también  heredar  por  legados. 
Otro 'estranjero  instituido  heredero  por  un 
peruano,  debe  probar  ante  todo,  que  en  su 
pais  los  peruanos  pueden  no  solamente  here- 
dar sino  succeder  á  los  naturales  del  pais.  Así 
es  como  la  lei  exije  que  los  peruanos  tengan 
en  el  pais  del  estranjero  heredero,  el  mismo 
derecho  de  heredar.  (1) 

159.  Hai  un  impuesto  llamado  manda  for- 
zosa que  grava  los  testamentos ;  todo  testa- 
dor en  virtud  de  él,  está  obligado  á  disponer 
en  su  testamento  de  cierta  cantidad  fija  pa- 
ra objetos  de  piedad  i  beneficencia ;  i  esta 
disposición  se  considera  siempre  como  hecha 
por  el  testador  aunque  toda  mención  de  ella 
se  haya  omitido  en  el  testamento. 

(1)  Así  creemos  que  se  ha  resuelto  alguna  vez  por  nuestros 
tribunales.  Habiendo  fallecido  Doña  Margarita  Stevenson  du- 
rante la  minoridad,  reclamaron  su  herencia,  la  abuela  paterna 
Doña  Margarita  Dimean  (inglesa)  con  el  título  de  ascendiente; 
i  Doña  Jertrudis  Portocarrero  (peruana)  con  el  título  de  tia 
carnal  de  la  intestada.  El  defensor  de  la  Portocarrero.  sostuvo 
que  la  Duncan  no  tenia  derecho  de  heredar  según  el  artículo 
635.  del  código  civil,  porque  en  Inglaterra  ni  los  ascendientes 
son  herederos  legales,  ni  los  peruanos  tienen  en  ningún  caso 
derecho  de  heredar  bienes  radicados  en  el  territorio  irlgles.  El 
juez  de  primera  instancia  i  todos  los  tribunales  aceptaron  esta 
doctrina  con  escepcion  de  dos  vocales  i  del  fiscal  de  la  Corte 
Suprema;  k  causa  ftrf  resucita,  Umbiea  eq  «k  pentido, 
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Esta  contribución,  que  es  de  cuatro  pesos 
dos  reales,  la  perciben  hoi  los  establecimien- 
tos de  beneficencia. 

160.  Entre  las  facultades  que  nuestra  lei 
otorga  al  testador,  está  la  de  "nombrar  sus- 
tituto que  reciba  la  herencia  en  luga*  del  he- 
redero instituido,  (art.  730.  "Col  Civil)  en  los 
tres  casos  siguientes  :  l9  para  el  caso  en  que 
el  heredero  muera  antes  que  el  testador ; 
2°  para  el  caso  en  que  el  heredero  muera 
sin  poder  hacer  testamento,  por  faKa  de 
edad  ó  por  ser  loco  ó  fatuo ;  i  39  para  el 
caso  en  que  el  heredero  no  acepte  ó  renuncie 
la  herencia. "  Como  el  papel  de  sustituto  no 
es  otro  que  el  do  heredero,  no  siendo  la  sus- 
titución mas  que  una  institución  con  condi- 
ción suspensiva,  claro  es  que  para  poder  ser 
sustituto  es  indispensable  tener  la  capacidad 
de  heredar,  i  así,  en  efecto,  lo  dispone  termi- 
nantemente la  lei  (art.  732.  id.)  Los  estranje- 
ros,  pues,  solo  pueden  ser  sustitutos  en  aque- 
llos casos  en  que  pueden  heredar.  Otro  tanto 
sucede  con  los  legados,  porque  exijiendo  el 
Código  (art.  771)  la  cualidad  de  heredero  al 
legatario,  solo  cuando  la  tenga  el  e3tranjéro, 
podrá  recibir  en  el  Perú  un  legado 

161.  El  efecto  de  la  institución  de  un  es- 
tranjero  que  no  tiene  capacidad  de  heredar, 
es  decir,  que  no  prueba  que  en  su  país  tie- 
nen también  el  mismo  derecho  los  peruanos, 
es  el  de  caducidad,  pero  no  respecto  de  toda 
la  disposición  testamentaria,  sino  tan  solo  de 
la  cláusula  de  institución,  (art.  863)  En  este 
caso,'  "pasará  la  herencia  (atts.  872.  729)  4 
los  herederos  legales,  conforme  á  las  disposi- 
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cionesde  la  lei,  la  cual  entonces  conside- 
ra vacante  en  parte  la  herencia,  cómo  sí  él 
heredero  la  hubiese  renunciado  ó  hubiese 
ocurrido  su  muerte  antes  que  la  del  testa- 
dor." (1) 

162.  En  el  testamento  figuran  ademas  de 
los  herederos,  legatarios,  testigos,  etc.,  los  *1- 
bace&s  ó  ejecutores  testamentarios,  encarga- 
dos como  su  nombre  lo  indica  de  hacer  cum- 
plir las  disposiciones  i  encargos  del  testa- 
dor, (art.  805)  La  lei  detalla  las  funciones, 
responsabilidades  i  cualidades  que  deben  te- 
ner los  albaceas.  Estas  últimas  son :  (art.  812). 
19  ser  mayor  de  edad.;  29  poder  administrar 
bienes ;  3?  no  ser  incapaz  de  heredar.  £1  es- 
tranjero  que  no  tenga  capacidad  de  here- 
dar tampoco  podrá  desempeñar  las  funcio- 
nes de  albacea.  Si  es  nombrado,  caducará  su 
nombramiento  por  ministerio  de  la  lei,  reca- 
yendo el  albaceazgo  solamente  sobre  los  al- 
baceas hábiles,  si  nombró  varios  el  testador. 
Si  el  estranjero  incapaz  es  el  único  nombra- 
do, caducía  siempre  el  nombramiento,  estan- 
do en  ese  caso  (art  808)  obligados  los  he* 
rederos  á  cumplir  la  voluntad  del  testador» 
Hasta  aquí  hemos  examinado  esclusivamente 
la  succesion  testamentaria. 

163.  Cuando  no  hai  testamento  la  sucee* 
sion  es  legal  ó  ab  intestato.  ¿Cual  es  la  con- 
dición del  estranjero  respectó  de  esta  espe- 
cie de  succesion?  El  orden  de  succesion  á  fal* 

(1)  I  si  ademas  de  eer  incapaz  de  heredar  el  estranjero  Insti- 
tuido no  hai  herederos  légale*,  [percibirá  la  herencia  el  fisco? 
Tocamos  aauí  la  cuestión  de  albanajio,  (attfa&u)  que  nos  ocu< 

8* 
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ta  de  testamento  es  según  ¿a  leí  el  siguiente  : 
1?  los  hijos  i  descendientes ;    2°  los   ascen- 
dientes;   S?  los  parientes  colaterales ;  49  el 
cónyuje  ;  5?  los  parientes  lejítiinos  hasta  el 
sesto  grado ;  6<?  la  beneficencia  del  lugar  en 
que^  tuvo  su  domicilio  el  intentado,  ó  el  fis- 
co, si  no  tuvo  domicilio  en  la  República.  (1) 
Supongamos    en    primer  lugar  un  estránje- 
ro  que  tiene  familia  peruana ;    si  muere  in- 
testado, es  evidente  que   se  aplicará  en    la 
succesion  sin  dificultad  alguna  el  orden  es- 
tablecido por  la  lei  peruana.  Si  la  familia  del 
estranjero  intestado  es  estranjera  también  se 
aplicará  la  lei  peruana,  pero  ante  todo  seria 
necesario  probar  que  en  el  país  del  estranjero 
intestado,  los  peruanos  tienen .  el  mismo  de- 
recho ;  si  no  se  prueba  esta  circunstancia,  la 
herencia  pasa  k  la  beneficencia  del  domici- 
lio del  finado,  ó  al  fisco,   si   el  estranjero  es 
transeúnte.  Hé  aquí  el  derecho  de    albana- 
jio  ( avbaine )    establecido  en  el  Perú  para 
un '  caso  particular.  Mas  examinada  con  cui- 
dado su  naturaleza,    investigado  su    orí  jen, 
no  parece  que  sea  digno  de  la  cesura  que 
con  justicia  ha  merecido  en  otros  paises. 

El  derecho  de  albanajio  tal  como  lo  te- 
nemos nosotros,  es  mui  distinto  de  aquel  que 
por  largos  años  existió  en  algunos  paises  de 
Europa  i  especialmente  en  la  Francia.  Es- 
te comprendía  á  los  estranjeros,  domicilia- 
dos ó  nó,  que  no  habian  obtenido  carta  de 
naturalización,  i  los  imposibilitaba  para  he- 
redar, percibiendo  el  Estado  la  herencia.  No 

(I)  Art,  873,  875,  877,  880,  88*,  883,  Có4  Civil 


DE   LA   PROPIEDAD  195 


tenia  otro  fundamento  este  derecho  que  la 
condición  de  estranjero,  rijiendo  no  solamen- 
te las  succesiones  áb  inte#tato}  sino  también 
las  testamentarias. 

En  el  Perú  como  ya  hemos    visto  el  ar- 
tículo 635  del  Código  Civil  dispone  que  "el 
estranjero  podrá  heredar  los  bienes  que  es- 
tán en  el  Perú;    si  acredita  que  en  su  país 
gozan  los  peruanos  del  mismo  derecho  de  he- 
redar." Se  exije  la  reciprocidad  solo  para  he- 
redar, porque  si   se  trata  de  hacer  testamen- 
to,   el  estranjero  tiene    plena  libertad    para 
ello  con  la  única  limitación  de  conformarse 
á  las  leyes  peruanas,  si  los  bienes  están  en 
el   Perú  ó  si  tiene  herederos  forzosos  en  la 
República  (arts.  692.  695).  Dado  el  art.   635, 
puede  pues  llegar  el  caso  en  que  el  estran- , 
jero  que  fallezca  bajo  disposición  testamen- 
taria ó  intestado,  no  tenga  herederos  testa- 
mentarios ni  legales  por  la  circunstancia  de 
no  gozar  los  peruanos  en  su  país  del  dere- 
cho de  heredar.  Entonces,  ¿á  quién  pertene- 
cerá la  herencia?    La   lei  dispone  que  á  la 
beneficencia  del  domicilio  del    estranjero   si 
éste  fué  domiciliado ;  i   al  fisco  si  solamen- 
te fué  transeúnte.  No  hai  distinción  alguna 
en  el  primer  caso    entre  peruanos  i  estran- 
jeros,  poraue  cuando  un  peruano  muere  sin 
parientes  su  herencia  pasa  igualmente  á  la 
beneficencia  de  su  domicilio.  Así  es  que  pue- 
de decirse  que  el  derecho  de  albanajio  solo 
existe  para  el  caso  en  que  muera  un  estran- 
jero transeúnte,   cuando  en  su  país  no  tienen 
los  peruanos  derecho  de  heredar.  Esto  por 
doro  que  parezca,  es  solq  uní*  gonsecuencia 
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rigurosa  del  art.   635  que   establece  la  reci- 

Írocidad.  ¿Es  justa  esta  disposición?  ¿Es  el 
*erú  el  único  país  cuyas  leyes  consagran  un 
principio  semejante?  No  negamos  qué  el  pre- 
cepto encierra  algo  de  odioso,  pero  no  faltan 
hombres  distinguidos  que  lo  hayan  creido 
justo  por  mas  de  una  razón.  "La  admisión 
indefinida  de  los  estranjeros  ofrecerá  sin  du- 
da algunas  ventajas ;  "  dice  el  distinguido 
Treilhard,  "pero  demasiado  sabemos  que  no 
siempre  la  riqueza  proviene  de  las-  pérdidas 
del  vecino  i  que  a  veces  cuestan  caro  los  pre- 
sentes del  enemigo.  A  lo  menos  debe  coi*- 
venirse  en  que  la  reciprocidad  estipulada  en 
los  tratados,  trae  consigo  la  positiva  ventaja 
de  que  quedando  en  suspenso  por  efecto  de 
una  declaración  de  guerra,  cada  pueblo  es  ar- 
bitro en  esos  momentos  críticos  de'  adoptar 
su  interés  propio  i  particular  como  única  re- 
gla de  conducta.  ¿Ni  por  qué  habíamos  de  dar 
á  nuestros  vecinos,  privilejios  que  ellos  se  obs- 
tinan en  rehusarnos?  Se  dice  que  siempre 
será  útil  atraer  á  nuestro  territorio  á  los  es- 
tranjeros ricos  por  sus  posesiones,  por  su  ta- 
lento ó  por  su  industria ;  pero  ¿vendrán  esos 
opulentos  i  estimables  estranjeros,  sabiendo 
que  al  establecerse  en  Francia,  se  hacen  es- 
tranjeros para  su  país  natal,  i  que  no  pueden 
aspirar  al  título  de  franceses  sin  sacrificar 
los  derechos  adquiridos  ó  eventuales  que  tu- 
vieren en  su  patria,  puesto  que  ella  no  con- 
cede los  derechos  de  la  reciprocidad  i  persis- 
te en  considerar  siempre  á  los  franceses  como 
estranjeros?  Repitamos,  pues,  que  no  debe- 
mos tener  gran  confianza  en,  las  t^offtg  j>9£ 
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mas  seductoras  que  sean  i  tomemos  mas  bien 
por  consejero  á  la  esperiencia.  Cuando  el  an- 
tiguo Gobietnó   manifestó  su  intención   de 
abolir  ó  por  lo  menos  de  reformar  el  derecho 
de  albanajio  con  respecto  á  las  naciones  que 
adoptasen  sus  principios,  algunos  Gobiernos 
se  apresuraron  á  tratar  con  la   Francia*  con 
el  fin  de  asegurar  por  medio  de  una  justa  re- , 
ciprbcidad  el  beneficio  de  la  supresión  ó  de 
la  modificación  de  ese  derecho ;  porque  el  in- 
terés es  la  medida  de  los  tratados  entre  las 
naciones,  como  lo  es  en  los  contratos  entre  los 
particulares ;  pero  desde  la  abolición  del  al- 
banajio en  Francia,  no  hai  una  sola  nación 
entre   aquellas  que  habrían  tratado  anterior- 
mente que  haya  alterado  su  lejislacion ;  sin 
duda  porque  no  tenian  ya  necesidad  de  con- 
ceder á  los  franceses  la  participación  de  los 
derechos  civiles  para  alcanzar  en  favor  de  sus 
i^aturales,  la  misma  participación  en  Francia. 
íor  esto  es  que  han  conservado  á  este  res- 
pecto i   contra  los  franceses   toda  la   seve- 
ridad de   la  lejislacion;  i   actualmente  está* 
demostrado  que  si  el  interés  jeneral  de   los 

{)ueblos  exije  en  verdad  la  abolición  abso- 
uta  del  albanajio,  el  mismo  ínteres  exije 
también  que  se  establezca  una  lei  de  reci- 
procidad, como  único  medio  de  obtener  el  re- 
sultado que  se  desea." 

Sapey,  comentando  el  art.  11  del  Código 
Civil  Francés  que  exije  la  reciprocidad  no 
tan  solo  para  ejercer  el  derecho  de  heredar 
sino  para  el  ejercicio  de  todos  los  derechos 
civiles,  dice  :  "Bajo  el  puntó  de  vista  políti- 
co, el  artículo  1 1  es  un  monumento  de  pro- 
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funda  sabiduría Consagrar  la 

reciprocidad  es  obligar   á   los  estranjeros   k 
abandonar  las  antiguas  costumbres,   con  la 
perspectiva  de  las  ventajas  ofrecidas  ó  el  te- 
mor de  las  represalias  fulminadas ;  es  dar  un 
consejo  ó  hacer  una  amenaza.  Bajo  el  aspec- 
to moral  i  filosófico  cuidémonos  también  de 
ser  demasiado  severos  con  el  Código.  Subor- 
dina  es  verdad  á  la  existencia  de  los  trata- 
dos la  concesión  de  los  derechos  civiles  á  los 
estranjeros ;  pero  sí   empleando  una  redac- 
ción algo  vaga  el  lejislador  parece  como  que 
no  penetrara  su  propio  pensamiento,  si  no 
hace  una  distinción  necesaria  de  los  derechos 
civiles,    ¿no  es   sencillo  suplir  esta    omisión? 
El  derecho  de  hipoteca,  el  del  autor  sobre  su 
obra,  el  del  inventor  sobre  su  privilejio,  son 
indudablemente  derechos   civiles,  i  sin   em- 
bargo  no  permita  Dios   que   le  aean  nega- 
dos al  estranjero  que  ha  llenado  las  forma- 
lidades francesas.    Do   lo  cual  deduzco  esta 
regla  jeneral :  los  derechos  que  aunque   re- 
glamentados  por    la  lei    positiva    tienen  su 
fuente  i  orijeu  en  el  Derecho  cío  J  cuses,  son 
independientes   de   la  nacionalidad   i  de  las 
convenciones  diplomáticas,   i    según  la  lejis- 
lacion  francesa,  basta  ser  hombre   para  go- 
zar de  ellos  entre  sus  hermanos,  (1)  ¿d  qué 
derechos  se  aplica,  pues,   el  art.  il?   única- 
mente   á  los  derechos  driles  creados  por  la 
misma  leí  civil.   Es  en  tan  reducido  círculo 
que  el  sistema  de.  la  reciprocidad   ej3rce  cu 

(1)  Este  es  un  principio  de  la  lei  peruana.  "Los  ¿ur¿chos 
civiles,"  dice  el  art.  32  del  Código  Civil,  ''son  independientes 
d«  la  calidad  de  ciudadano." 
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severidad  necesaria."  Luego,  después  de  exa- 
minar las  leyes  posteriores  que  han  suaviza- 
do pero  no  abolido  por  completo  el  sistema 
de  reciprocidad  establecido  por  el  Código 
Francés,  concluye  :  "Reconoced  al  contrario 
i  por  un  singular  contraste,  principios  opues- 
tos en  disposiciones  análogas,  en  la  leí  de 
1*819  i  en  el  decreto  del  91 ;  estraña  rela- 
ción íntima,  digna  en  efecto  de  las  miradas 
del  historiador  i  del  filósofo,  la  que  exis- 
te entre  estas  dos  apocas  tan  diferentes,  1791 
i  1819  ;  en  que  do3  asambleas  lejislativatf  sé* 
paradas  por  un  período  de  treinta  años  i  por 
el  abismo  do  una  revolución,  se  encuentran 
en  el  mismo  terreno  i  consagran  las  mismas 
disposiciones  fundándose  en  consideraciones 
que  tan  poco  se  parecen.  Aquí,  es  el*  entu- 
siasmo de  una  ciega  filantropía ;  allá,  es  el 
cálculo  de  una  ilustrada  política.  Aquí,  es  un 
ardiente  tribuno  el  que  esclamá :  la  Francia 
libre  debo  abrir  su  seno  á  todos  los  •  pueblos 
de  la  tierra,  invitándolos  á  gozar  bajo  un 
gobierno  libre  de  los  derechos  sagrados  e  in- 
violables do  la  humanidad.  Allá,  es  un  mi- 
nistro del  rei  que  dice  :  "No  es  por  un  tí)o- 
vimiento  de  jenerosidad  que  queremos  borrar 
las  disposiciones  relativas  á  las  succesiones  i 
trasmisiones  de  bienes  ;  es  por  cálculo/' 

164.  El  principio  de  reciprocidad  para  la 
snccesion  de  loa  estranjeros  que  reconoce  la 
lei  peruana,  también  lo  sanciona  la  lejislacion 
de  Béljica  (726.  912.  Código  Civil  Betea,  i 
Lei  de  20  de  Mayo  de  1837);  de  Holanda 
(884  i  957  Código  Civil) ;  de  Cerdeña,  hoi 
reino  de  Italia   (26,   27.    Código   Civil).   Lo 
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contenía  el  Código  Napolitano  (828.  Código 
Civil)  i  el  de  Austria  (22.  33.  Código  Civil). 
La  léjislacion  inglesa  es  mucho  mas  rigurosa 
que  la  nuestra. 

El  derecho  de  albanajio  está  reducido  en  su 
ejercicio,  como  ya  hemos  dicho,  al  caso  úni- 
co en  que  no  haya  reciprocidad  de  derechos 
entre  el  Perú  i  el  país  á  que  pertenece  el 
extranjero ;  i  aun  en  este  caso  su  rigor  ha  sido 
frecuentemente  mitigado  por  los  tratados.  El 
Gobierno,  por  otra  parte,  ha  procedido  en  es- 
ta materia  siempre  con  suma  prudencia,  in- 
clinándose k  favorecer  al  estranjero.  (1) 

165.  Una  vez  establecida  la  reciprocidad, 
el  estranjero  está  en  la  misma  condición  que 
el  peruano  ;  la  lei  hace  esquisitas  dilij  encías 
para  asegurar  á  sus  lejítimos  herederos  el  go- 
ce de  sus  bienes,  dándose  intervención  en  las 
dilijencias  del  caso  al  ájente  diplomático  ó 
cónsul  respectivo. 

Cuando  el  estranjero  que  muere  intestado 
ha  sido  naturalizado  ó  inscrito  en  el  rejistro 
cívico,  se  procede  lo  mismo  que  si  hubiese 
¿do  peruano  de  nacimiento  (1294.  Código  Ci- 
vil  Enjuic.)  Si  el  intestado  no  tiene  parien- 
tes en  la  República,  (art.  1295  id.  id.)  man- 
da el  juez  que  se  depositen  los  bienes  bajo  de 
inventario  i  tasación  en  el  tesoro  público,  que 
se  anuncie  en  los  periódicos  la  muerte  del 
intestado  i  que  se  haga  saber  al  ájente  di- 

(1)  En  1832.  el  Gobierno  rehusó  ejercer  el  derecho  de  al- 
banajio  sobre  los  bienes  de  un  Americano.  En  1841,  admitió 
como  un  principio  de  Derecho  Internacional  la  intervención 
de  los  ajentes  diplomáticos  i  cónsules  en  las  succesiones  ab 
intutato  de  sus  compatriotas.— Ve^se  Apéndice  XXVIIL 
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plomático  ó  consular  de  la  nación  á  que  per- 
tenecía el  finado,  para  que  por  su  conducto 
se  avise  á  sus  herederos  á  fin  de  que  ocurran 
k  usar  de  su  derecho  ;  cuando  hubiese  riesgo 
de  que  se  pierdan  ó  deterioren  los  bienes  de- 
positados, podrán  rematarse  en  subasta  i  el 
precio  se  deposita  en  la  tesorería  k  disposi- 
ción del  heredero  que  resultare.  ( Código  Ci- 
vil Enjuic.  1296).  Estas  mismas  dilijencias  se 
practican  cuando  el  intestado  ha  sido  tran- 
seúnte esiranjero ;  en  este  caso,  el  juez  del 
lugar  donde  falleció  es  el  que  conoce  de  la 
succesion.  (Id.  id.  1298.) 

166.  Hasta  aquí  solo  nos  hemos  ocupado 
de  la  propiedad  material ;  pasemos  á  consi- 
derar la  propiedad  intelectual  ó  literaria  i  la 
propiedad  industrial. 

Gozan  en  el  Perú  del  derecho  de  propie- 
dad intelectual  ó  literaria  los  estranjeros  lo 
mismo  que  los  peruanos,  i  la  Constitución 
garantiza  á  unos  i  á  otros  este  goce.  (art.  26) 
Las  cuestiones  relativas  á  esta  especie  de  pro- 
piedad han  sido  en  estos  últimos  tiempos 
objeto  de  dilatadas  i  eruditas  controversias. 
£1  conjunto  de  los  derechos  que  nacen  de 
los  trabajos  de  la  infcelijencia,  tales  como  es- 
critos, producciones  artísticas,  cuadros,  etc., 
constituyen  una  verdadera  propiedad.  La  pro- 
piedad sobre  un  objeto  material  nace  de  un 
acto  de  la  intelijencia  unido  á  un  esfuerzo  fí- 
sico, i  ¿no  tiene  el  mismo  oríjen  la  que  ema- 
na del  pensamiento?  ¿quedarán  sin  recom- 
pensa las  fatigas  que  siempre  acompañan  lá 
elaboración  de  una  obtfa  literaria,    científica 

ó  artística?    ¿quién  sino  el  que  ha  sacrifica- 

26 
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do  en  ellas  su  fortuna  i  su  salud,  es  el  lla- 
mado á  aprovecharse  de  las  ventajas  pe- 
cuniarias que  esas  obras  pueden  producir? 
Quite  la  sociedad  toda  esperanza  de  lucro  á 
quienes  se  ocupen  de  tale3  trabajos,  despóje- 
les del  carácter  de  propietarios  i  se  habrá  pri- 
vado de  rail  elementos  útiles  e  indispensa- 
bles á  su  gloria  i  bienestar. 

Pero  se  objeta  :  el  pensamiento  no  es  sus- 
ceptible de  apropiación  como  los  objetos  ma- 
teriales ;  él  pertenece  al  que  lo  concibe,  os 
verdad,  pero  solo  mientras  no  lo  comunica ; 
una  vez  publicado,  todos  tienen  derecho  de 
apoderarle  de  el,  ampliando  sus  conocimien- 
tos anteriores 

Por  el  hecho  ¿e  la  publicación  el  autor  se 
asocia  al  público  en  el  uso  de  su  propiedad,  ó 
mas  bien  ¡je  la  trasmite  por  completo,  i  así  el 
derecho  eseiusivo  que  puede  existir  respecto 
á  un  ojsmplar  de  una  obra  que  es  cosa  ma- 
terial, no /puedo  sostenerse  respecto  á  la  obra 
misma  considerada  como  producto  de  la  inte- 
lijencia.  "Esta  ¡jktema,"  dice  Foucart  á  quien 
seguimos  en  esta  cuestión,  "confunde  dos  co- 
sas bien  distintas;  el  pensamiento  i  su  for-' 
nía.  Sin  duda  el  pensamiento  publicado  no 
es  susceptible  en  si  de  un  derecho  esclusiro, 
porque  tan  pronto  como  ts  conocido  se  hace 
propiedad  de  todou  los  que  saben  compren- 
derlo i  arlad  irlo  :í  3  a  inasa  de  sus  conocimien- 
tos. Mas  no  suceee  -o  mismo  con  su  forma 
esterna,  es  decir,  con  el  escrito  mis  trio,  con 
la  unión  de  las  ideas,  con  el  estilo  ;  todo  esto 
es  peculiar  del  autor  i  da  por  medio  de  la  re- 
producción beneficios  que   deben  ser  suyos, 
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porqué  es  justo  que  él  aproveche  de  loe  efec- 
tos pecuniarios  de  su  trabajo.  Hai  aquí  una 
cosa  susceptible  de  apropiación  :  el  derecho  de 
reproducción  que  pertenece  al  autor  con  es- 
clusion  de  todos,  i  que  debe  protejer  la  leí 
positiva.  No  consiste,  pues,  la  propiedad  li- 
teraria ó  intelectual  en  la  propiedad  de  las 
ideas  que  no  son  susceptibles  de  un  derecho 
esclusivo ;  ni  tampoco  en  la  propiedad  de  los 
ejemplares  de  sus  obras  que  es  rejida  por  las 
reglas  comunes,  sino  en  el  derecho  de  repro- 
ducción. (1) 

Determinada  así  la  propiedad  literaria  ó 
intelectual,  sigue  las  reglas  sobre  adquisición, 
conservación  i  trasmisión  de  la  propiedad  en 
jeneral.  Sin  embargo,  su  naturaleza  especial 
exije  algunas  reglas  peculiares  sobre  las  cua- 
les no  están  acordes  los  publicistas ;  se  dis- 
cute aun  ei  modo  i  la  esten&ion  en  que  puede 
trasmitirse  por  testamento. 

1G7.  La  propieditd  literaria  ó  intelectual 
es  un  derecho  civil,  i  desde  Juego  le  es  apli- 
cable el  art.  32  del  Código  Civil,  "a>3  dere- 
chos civiles  son  independien  ¿es  de  la  calidad 
de  ciudadano"  ;  para  su  ejercicio  i  goce  en  el 
Perú  se  hace,  por  consiguiente,  abstracción 
completa  de  la  nacionalidad.  * 

La  lejislacion  peruana  sobre  esta  especie 
de  propiedad  es  defectuosa  é  incompleta.  La 
lei  de  21  de  octubre  de  1849  dispone:  (art..  1?) " 
que  "los  autores  de  todo  jéneto  de  escritos, 
cartas  jeográficas  i  grabados,  i  los  composi- 
tores de  música  gocen  por  toda  su  vida  iel 

(1)  Foucart.  Elementa  de  Dioit  Public,  et  Adminittratif. 
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privilejio  de    vender    i  distribuir  sus  obras 
en  todo  el  territorio    de  la  República,  i  de 
ceder  su  derecho  en  todo  ó  en  parte.  Se  es- 
ceptúan  de  esta  disposición  (art.  29)  los  librois 
i  escritos   que  sean  contrarios  á .  la  relijion  i 
buenas  costumbres  i  las  pinturas   ó  grabados 
que  ofendan  la  moral  pública,   todos  los  cua- 
les serán  perseguidos   conforme  á   las  leyes. 
Los  herederos  i  cesionarios  (art.  3?)  gozan  de 
la  propiedad  de  la   obra  hasta  veinte  años 
después  de  la  muerte  del  autor.  Los  propie- 
tarios lejítimos  de  una  obra  postuma  gozan 
del  privilejio  por  treinte  años.  (art.  4*)  Para 
comprobar  en  todo  tiempo  (art.  59)  la  propie- 
dad de  un  libro,  grabado,  etc.,  basta  deposi- 
tar un  ejemplar  en  la  Biblioteca  pública,  don- 
de la  hubiese,  i  otro  en  el  archivo  de  la  Pre- 
fectura del  departamento   en  que  se  efectúe 
la  edición,  si  no  hubiese  oposición   ó  contra^ 
dicción  de  otro  individuo,  en  cuyo  caso  se  es* 
tara  al  resultado  del  juicio.    Si   el  autor  no 
quiere    publicar  su  nombre,   debe  entregar 
en  la  Prefectura  un  pliego  cerrado*  i  sellado 
que  lo   contenga.  Los  que  publiquen  ó;  ven- 
dan ediciones   contrahechas  en   la  República 
(art.  6?)  incurrirán  en  una  multa  de  doscien- 
tos á  quinientos  pesos  á  favor  del  propieta- 
rio, á  quien  ademas  serán  entregados    todos 
los  ejemplares.  Los  que   introduzcan   ó  ven- 
dan (art.  79)  ediciones  hechas  en  el  estranje- 
ro  de  obras  cuya  propiedad  pertenezca  á  al- 
gún individuo  déla  República^  perderán  to- 
(l(te  los  ejemplares   que  tuviesen  á  beneficio 
del  propietario.    Las  traducciones  ó  versiones 
(art.  8?)  gozan  de  los   mismos  privilejios,  con 


DE  LA  PROPIEDAD  205 


tal  q*e  el  traductor  cumpla  lo  prevenido  en 
cuanto  al  depósito  de  los  ejemplares  en  la 
Biblioteca  i  en  el  archivo  de  la  Prefectura* 
Después  de  cumplidos  (art.  9?)  los  términos 
señalados  en  esta  lei,  toda  obra  pasa  al  do- 
minio del  público  i  cualquiera  ciudadano 
puede  libremente  imprimirla  i  venderla.  Pue- 
de considerarse  modificada  en  parte  esta  leí» 
por  las  disposiciones  del  Código  Penal  pro- 
mulgado posteriormente  (1864)  i  según  las 
cuales  (art.  353)  "el  que  publicase  una  pro- 
ducción literaria  sin  consentimiento  de  su  au- 
tor, sufrirá  una  multa  de  veinte  i  cinco  á 
trescientos  soles,  si  no  hubiese  espendido  nin- 
gún ejemplar.  En  caso  contrario,  se  duplica- 
rá la  multa  sin  perjuicio  del  comiso.  En  las 
mismas  penas  incurrirán  los  que  sin  consen- 
timiento del  autor  representen  ó  hagan  re- 
presentar una  obra  dramática  ó  publiquen 
sus  invenciones  en  ciencias  ó  artes. 

168.  Respecto  á  obras  dramáticas  tenemos 
disposiciones  especiales.  Sin  la  previa  licencia 
de  sus  autores  no  se  puede  poner  en  escena  en 
ningún  teatro,  las  producciones  dramáticas  del 
país.  Las  piezas  nuevas  escritas  en  el  país  son 
antepuestas  á  las  estranjeras  para  su  repre- 
sentación. El  autor  tiene  derecho  en  la  pri- 
mera representación  de  su  obra  á  un  25  por 
ciento  de  la  utilidad  líquida,  si  consta  de  cinco 
actos ;  de  20  por  ciento  si  solo  tiene  cuatro; 
de  15  por  ciento,  si  tiene  tres ;  i  de  5  por  cien- 
to, si  es  de.  un  acto ;  los  traductores  cuyas  tra- 
ducciones merezcan  de  la  junta  censora  un  vo- 
to de  aprobación  i  recomendación,  reportarán 

com¿.  premio  por  la  primera,  representaba 
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de  sus  obras,  el  diez  por  ciento  del  proáfcicto  \ 

líquido,  si  ©stas  son  de  cinco  ó  mas  actos  ;  el  i 

ocho  y  si  son  de  cuatro ;  el  seis,  si  son  de  tres  ;  i 

el  cuatro,  si  son  de  dos ;  i  el  dos,  si  son  de  uno.  n 

Todo  autor  que  escriba  en  el  paía  una  pie-  \ 

za  dramática  i  toda  persona  que   haga  una  j 

traducción   que  merezca  la  aprobación  de  la*  i 

censura  i  alcance  la   licencia  de  ser  represen-  ¿ 

tada,   entregará  al  censor  una   copia  de   su  "   i 

obra  para  que  se  conserve  en  la  biblioteca  que  i 

ha  de  formarse  en  el  teatro.  A  los  composito- 
res de  música  que  pruebsn  que  en  realidad 
son  autores  de  piezas  escritas  en  el  país,  les 
asignará  la  junta  directiva  un  premio  del  fon- 
do destinado  a  este  efecto,  según  el  grado  de 
aceptación  que  esas  composiciones  hubiesen 
merecido  del  publico.  (Reglamento  de  Tear 
tros,  arts  48.  49.  50.  51.) 

169.  Esta  es  nuestra  lejislacion  sobre  pro- 
piedad literaria  ó  intelectual ;  la  hemos  cali- 
ficado de  defectuosa  é  incompleta  i  vamos 
á  manifestar  que  en  efecto  así  es.  La  leí  de 
1849  que  hemos  tr ascrito  íntegra,  reconoce  la 
propiedad  literaria  ó  intelectual  i  para  su  com- 
probación solo  exije  el  depósito  de  un  ejem-  " 
piar  de  toda  obra  en  la  Biblioteca  i  en  la  Pre-  • 
fectura;  mas  á  renglón  seguido  se  califica  de 
privilejio  el  derecho  de  vender  i  distribuir  los 
ejemplares  de  un  libro,  siendo  así  que  esto 
lejos  de  ser  un  privilejio,  no  es  sino  una  con- 
secuencia forzosa  de  la  propiedad  literaria.  La 
lei,  por  otra  parte,  deja  sin  solución  multitud 
de  casos  en  los  que  la  astucia  puede  fácilmen- 
te usurpar  los  derechos  sagrados  de  un  autor. 
Todos  los  dias  vemos  obras  literarias  que  son 
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producto  de  dos  ó  mas  intelij  encías.  Si  la  obra 
es  una  ópera,  por  ejemplo,  i  la  letra  perte- 
nece á  un  individuo,  la  música  á  otro,  se  pre- 
gunta ¿á  quién  pertenece  el  conjunto?  ¿cómo 
se  distribuirán  las  utilidades  entre  los  autores? 
En  el  caso  de  una  ópera,  la  cuestión  es  hasta 
cierto  punto  sencilla,  por  ser  la  letra  i  la  mú- 
sica fácil  é  integramente  separables;  i  aun  con 
todo,  se  concibe  entre  ambos  autores  una  de- 
pendencia natural  i  recíproca,  una  servidum- 
bre mutua,  porque  ninguno  de  ellos  puede 
sin  el  otro,  gozar  de  su  propiedad  en  toda  su 
plenitud.  Si  se  trata  no  ya  de  una  ópera  sino 
de  una  obra  literaria  cuyas  partes  desiguales 
pertenecientes  á  distintos  individuos  no  pue- 
den separarse  ni  distinguirse,  desde  luego,  si- 
guiendo los  principios  comunes  de  la  propie- 
dad, la  obra  pertenecerá  en  común  á  sus  dos 
autores ;  pero,  ¿las  utilidades  cómo  se  distri- 
buirán? ¿qué  autoridad  justipreciará  el  valor 
de  cada  parte?  ¿qué  criterio  se  seguirá  en  la. 
valorización?  ¿acaso  la  estension  material  de  lo 
escrito  por  cada  autor?  Hai  libros  recomen- 
dables porque  contienen  una  sola  idea  útil 
hábilmente  desenvuelta;  la  idea  pertenece  á 
un  autor;  á  otro  el  desarrollo  de  ella ;  la 
idea  no  ocupa  espacio,  ¿se  le  negará  por  esto 
al  autor  de  ella,  toda  participación  en  las  ga- 
nancias que  produzca  el  libro? 

En  los  libros,  como  hai  muchos,  compues- 
tos de  artículos  separados,  escritos  por  distin- 
tos individuos,  "es  necesario"  dice  el  publicis- 
ta que  ya  hemos  citado  i  á  quien  debemos 
nuestras  observaciones,  "considerar  el  libro  en 
conjunto,  i  en  seguida  los  artículos  aislados, 
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El  libro  en  su  totalidad  pertenece  al  editor 
que  concibió  el  plan,  que  ha  dirijido  él  traba- 
jo i  ha  pagado  á  los  colaboradores ;  él  solo  i 
sus  herederos  ó  cesionarios  tienen  el  derecho 
de  reproducir  el  libro  entero.  Respecto  á  los 
artículos  aislados,  son  obras  distintas,  de  ma- 
nera que  la  duración  del  derecho  sobre  ellas 
depende  de  la  vida  de  los  autores  respectivos 
<S  de  la  cesión  que  hubiesen  hecho  ;  pueden, 
pues,  ser  del  dominio  público,  aun  antes  que 
toda  la  obra,  i  vice- versa.  Esos  artículos  pue- 
den ser  impresos  separadamente  por  sus  auto- 
res, si  estos  no  han  cedido  sus  derechos  al  edi- 
tor, lo  que  tiene  lugar  si  la  colaboración  ha 
sido  gratuita.  Si  no  lo  ha  sido,  se  presume  lo 
contrario,  entendiéndose  cedida  la  propiedad 
al  editor  si  no  se  hubiesen  hecho  reservas 
espresas."  Estas  son  observaciones  deducidas 
de  la  naturaleza  de  cada  caso  que  ocurra,  pe- 
ro la  lei  nada  dice  sobre  el  particular,  pudien- 
do  este  silencio  redundar  ^en  perjuicio  de  lps 
autores. 

170.  Veamos  el  caso  de  las  traducciones. 
¿Se  puede  ó  no  traducir  libremente  una  obra 
ajena  publicada  en  el  Perú  con  todos  los  re- 
quisitos legales?  Nó,  dice  uno,  porque  el  de- 
recho de  propiedad  literaria  es  como  cualquier 
otro  derecho  de  propiedad  i  comprende  el  de 
usar  i  abusar  de  la  cosas,  modificarlas,  etc.  co- 
mo juzgue  el  autor  ó  propietario  mas  conve- 
niente á  sus  intereses.  Sí,  dice  otro,  porque  la 
traducción  es  una  obra  nueva,  producto  es- 
clusivo  de  una  individualidad  distinta  que 
puede  publicarse  conforme  alas  leyes.  Ambas 

opiniones  son  legales  porque  la  lei  nada  dice- 
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sobre  el  particular.  Ahora,  si  el  traductor  ana- 
de  á  la  obra  orijinal  algunas  notas,  por  insigni- 
ficantes que  sean  aumenta  la  dificultad  del 
caso,  porque  entonces  habiendo  m^yor  éámbió 
hai  mas  razón  para  considerar  la  traducción 
como  una  obra  distinta. 

Si  consideramos  las  cuestiones  relativas  & 
la  herencia  de  los  derechos  de  autor,  trope- 
zaremos con  multitud  de  dificultades  qué  íá 
lei  no  resuelve.  Si  muere  el  heredero  duíátiífty 
los  veinte  años  de  propiedad  literaria  que  le 
acuerda  la  lei,  trasmite  sus  derechos ;  i  eü  ése 
caso,  ¿por  cuánto  tiempo  lo  gozará  el  último 
hetedero?  la  lei  no  lo  espresa,  pero  siguien- 
do los  principios  jeneraíles  és  justo  qtie  pueda 
realizarse  la  trasmisión  por  el  tiempo  que  fal- 
taba para  completar  veinte  años.  Suponga- 
mos que  uno  de  los  autores  de  una  obta,  indi- 
visible muere;  entonces  el  otro  autor  conti- 
nuará gozando  de  t  la  propiedad  literaria  por 
toda  su  vida  en  unión  de  los  herederos  del  au- 
tor finado,  los  cuales  solo  la  tienen  por  veinte 
años.  Al  cabo  dé  este  tiempo  eteo£  herederos, 
pierden  todos  sus  derechos  sobre  la  obra  i  en 
su  lugar  entra  el  público,  según  el  artículo  9.° 
de  la  lei  que  terminantemente  dispone  <£üb 
"después  de  cumplidos  los  términos  señalad- 
dos  en  esti.  lei,  toda  obra  paéa  al  dominio  del 
público,  i  cualquiera  ciudadano  puede  libre- 
mente imprimirla  i  venderla,."  Pero  en  el  ca- 
•  so  propuesto  el  público  no  es  propietario  e¿- 
clusi vo  sino  únicamente  co-propietario ;  ¿cotilo 
se  determinará  el  modo  en  que  el  público  gó- 
co  de  la  parte  que  le  corresponde,  sin  defrau- 
dar loa  dereshss  del  autor  sobreviviente?  Us* 
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lo  indica  la  lei,  i  según  ella  es  imposible  evi- 
tar que  se  realice  esa  defraudación.  Parece 
mas  justo  que  la  lei  hubiese  dispuesto,  que 
cuando  una  obra  pertenece  á  muchos  autores, 
no  será  del  dominio  público  sino  veinte  años 
después  de  la  muerte  del  último  que  fallez- 
ca. Omitimos  mil  otras  cuestiones  que  sur- 
ien  de  la  diferente  duración  de  la  vida  de 
os  autores  i  la  distinta  calidad  de  sus  here- 
deros. 

Al  hablar  de  la  cesión  que  puede  hacer  un 
autor  de  su  propiedad  literaria,  la  lei  ha  omi- 
tido los  requisitos  que  deben  acompañarla 
para  asegurar  su  validez,  i  de  este  silencio  es 
natural  concluir  que  esa  cesión  puede  hacer- 
se por  cualquiera  de  los  medios  designados 
por  la  lei  civil. 

Sin  embargo,  obsérvese  que  para  la  com- 
probación de  la  propiedad  literaria  la  lei  exi- 
je  el  depósito  de  ejemplares  en  la  Biblioteca 
i  Prefectura.  Se  duda,  piles,  si  para  que  sea 
valedera  la  cesión  i  pueda  comprobarse  en 
todo  tiempo,  habrá  necesidad  de  repetir  ese 
depósito.  Parece  que  nó  atendiendo  al  ca- 
rácter de  este  requisito.  El  no  crea  la  pro- 
piedad literaria  que  está  garantida  por  la 
Constitución,  i  en  su  defecto,  no  seria  justo 
negar  al  propietario  cualquier  otro  medio  de 
prueba.  El  depósito  tiene  por  objeto  princi- 
palmente enriquecer  las  bibliotecas  públicas, 
i  la  entrega  de  ejemplares  es,  como  dice  Fou- . 
cart,  un  pequeño  sacrificio  que  la  sociedad 
impone  al  autor  en  cambio  de  los  derechos 
que  le  asegura. 

£a  materias  de  usurpación,  la  lei  es  dema- 
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siado  lacónica,  contentándose  con  emplear  la 
frase  va^a  "ediciones  contrahechas." 

Los  discursos  en  las  cámaras,  las  lecciones 
académicas,  dadas  publicamente  ¿á  quién  per- 
tenecen? ¿al  público  ó  al  autor  de  esas  pro- 
ducciones? 

Parecía  justo  que  asimilada  la  propiedad 
literaria  á  la  material,  teniendo  ambas  los 
mismos  fundamentos,  gozando  el  propietario 
de  toda  la  plenitud  de  sus  derechos,  ya  se 
trate  de  la  una  ya  de  la  otra,  debiese  la  lei 
permitir  al  autor  trasmitir  sus  derechos  del 
mismo  modo  que  los  posee,  es  decir  á  per- 
petuidad ;  sin  embargo,  la  lei  ha  fijado  co- 
mo término  máximo  de  esta  trasmisión  el 
período  de  veinte  años,  porque  "se  ha  con- 
siderado la  perpetuidad  de  estos  derecho» 
como  un  monopolio  contrario  á  la  instruc- 
ción, que  llegaría  á  ser  oneroso  para  el  pú- 
blico i  que  al  mismo  tiempo  no  alcanza- 
ría el  objeto  del  autor  cual  es  la  mayor  mul- 
itplicacion  posible  de  los  ejemplares  de  sus 
obras,  (l) 

Al  autor  de  ediciones  contrahechas  de 
obras  ajenas  impone,  el  art.  6°  una  multa  i 
confiscación  de  los  ejemplares,  é  igual  pena 
al  que  introduzca  ( art.  79  )  ó  venda  en  la 
República  obras  ajenas  impresas  en  el  es- 
tranjero  (2) ;  por  contrahechas  la  lei  entien- 

(1)  No  será  demás  advertir,  que  en  Francia  las  comisiones 
de  autores,  publicistas  i  artistas,  encargadas  de  formular  pro- 
yectos de  leí  sobre  propiedad  literaria,  se  han  pronunciado 
varias  veces  contra  la  perpetuidad, 

(2)  Estas  disposiciones  han  sido  modificadas,  como  ya  di* 
jimos,  ]K>r  el  art.  353  del  Código  Penal  promulgado  con  pon- 
terioricUd  ¿  1*  teú 
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de  contra  derecho,  sin  título ;  es  eviden- 
te que  mientras  una  obra  conserve  su  iden- 
tidad solo  su  autor  puede  publicarla ;  es- 
ta identidad  subsiste  apesar  de  las  adulte- 
raciones insustanciales,  omisiones  üjeras  ó 
variaciones  poco  importantes  con  que  se 
quiera  lejitimár  i  dar  ser  distinto  á  la  obra 
falsificada.  (1) 

Pero  apesar  de  los  lunares  que  hemos  no- 
tado en  nuestra  lejislacioft  sobre  propiedad 
literaria,  es  justo  confesar  que  tal  cual  es 
basta  para  nuestras  exijencias.  Entre  noso- 
tros la  propiedad  literaria  por  mil  causas  ob- 
vias aun  no  ha  alcanzado  la  importancia  que 
con  tanta  justicia  tiene  en  otras  naciones.  En 
el  Perú  la  literatura  no  es  una  profesión,  i 
las  obras  literarias  no  constituyen  ni  dan  cau- 
dal. Leemos  poco,  i  lo  poco  que  leemos  es 
en  su  totalidad  importado.  De  aqoí  es  que 
nadie  da  importancia  pecuniaria  á  las  pro- 
ducciones literarias.  En  semejante  estado  de 
cosas  es  evidente  que  bastaba  con  fijar  al- 
gunos principios  jenerales  para  garantir  la 
propiedad  literaria,  i  esto  es  lo  q\re  hace 
la  lei  de  1849.  Cuando  nuestra  situación  exi- 
ja disposiciones  mas  amplias,  la  misma  fuer- 


(1)  Es  punto  mui  difícil  i  de  esqtiisita  delicada»,  determi- 
nar desde  cuando  pierde  un  libro  *u  identidad.  En  el  Perú 
hemos  visto  publicaciones  particulares  dw  los  Códigos,  sin 
mas  innovación  que  notas  lacónicas,  muchas  de  las  cuales 
no  son  sino  citas  de  leyes  complementarias  i  explicativas  de 
las  anotadas.  Recordamos  en  este  momento  también  un  poe- 
ma eme  fué  reproducido  en  gran  parte,  añadiendo  una  paro- 
dia nurlesca  de  sus  versos  ;  los  periódicos,  á  su  vez.  re- 
producen sin  escrúpulo  cualquier  folleto  ó  artículo  de  ubro, 
que  convenga  ¿  sus  intereses. 
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2a  de  la  necesidad  hará  que  se  reforme  esa 
lei,  i  si  como  lo  esperamos  en  el  porvenir 
luce  el  dia  que  despertará  en  nuestra  juven- 
tud el  amor  á  las  letras ;  el  dia  bendito  en 
que  abandonando  las  inspiraciones  exóticas, 
se  entreguen  sin  freno  i  sin  obstáculo  las  in- 
telijencias  de  la  patria  á  arrancar  á  nues- 
tra naturaleza  vírjen  aún  sus  mil  preciosos 
secretos  de  poesía,  de  arte,  de  ciencia ;  en- 
tonces, el  movimiento  bienhechor  no  tarda- 
ría en  traducirse  en  la  leí,  i  reflejándose  en 
ella  encontraría  seguridad  i  fomento,  bene- 
ficios de  que  no  escluiriamos  k  los  estranje- 
ros,  considerándolos  no  bárbaros  como  solían 
los  Griegos  ni  enemigos  como  los  Romiinos, 
¿no  amigos  i  hermanos,  siguiendo  las  bellas 
máximas  del  Cristo. 

171.  "  Los  descubrimientos  útiles,  "  dice 
nuestra  Constitución  (art.  27),  son  propiedad 
esclusiva  de  sus  autores,  á  menos  que  volun- 
tariamente convengan  en  vender  el  secreto  ó 
que  llegue  el  caso  de  expropiación  forzosa. 
Los  que  sean  meramente  introductores  de  se- 
mejante especie  de  descubrimientos,  gozarán 
de  las  mismas  ventajas  que  los  autores  por  el 
tiempo  limitado  que  se  les  conceda  conforme  • 
á  la  lei."  No  hace  mucho  que  se  promulgó  en 
el  Perú  la  lei  deprivilejios,  esplicando  i  com- 
pletando el  artículo  constitucional  que  acá* 
bamos  de  trascribir.  La  propiedad  industrial 
tiene  el  mismo  fundamento  que  lá  literaria. 
Seria  una  injusticia  privar  á  un  hombre  que 
ha  tenido  el  talento  i  la  buena  fortuna  de 
descubrir  un  secreto  útil  á  la  industria,  de 
todo  derecho  sobre  su  descubrimiento ; /por 


214  DE   LA   PROPIEDAD 

otra  parte,  no  puede  privarse  á  la  sociedad 
entera  de  las  utilidades  que  ese  secreto  le 
puede  reportar.  Entre  estos  dos  estrenaos,  la 
lei  adopta  un  término  medio  i  asegura  al  des- 
cubridor  el  privilejio  esclusivo  de  esplotar  su 
aecreto  en  provecho  propio  por  un  tiempo  li- 
mitado. Este  derecho  está  consignado  en  el 
art.  1  de  la  lei  de  privilejios  (1) ;  el  docu- 
mento por  el  que  se  concede,  se  llama  paten- 
te i  puede  ser  de  invención,  de  perfecciona- 
miento i  de  introducción.  La  patente  solo  se 
concede  por  algún  descubrimiento  ó  inven- 
ción en  cualquier  ramo  de  industria,  es  decir, 
por  todo  lo  que  es  susceptible,  como  observa 
Kenouard,  de  dar  productos  que  pueda  fabri- 
car la  mano  del  hombre  ó  los  trabajos  que  él 
dirija,  i  que  puedan  entrar  en  el  comercio 
para  ser  comprados  i  vendidos."  Queda  así 
escluido  todo  lo  que  pertenece  á  la  intelijen- 
cia,  á  la  literatura  i  á  las  bellas  artes,  i  has- 
ta los  descubrimientos  de  los  sabios  cuando 
no  tienen  aplicación  inmediata  á  las  artes.  La 
lei  escluye  ademas  las  composiciones  farma- 
céuticas ó  remedios  de  '  cualquier  clase  que 
sean  ;  los  planes  ó  combinaciones  de  créditos 
ó  rentas,  los  procedimientos  que  tengan  por 
objeto  establecer  los  medios  conocidos  para 
mejorar  una  industria  cuyo  ejercicio  e:;  li- 
bre dentro  ó  fuera  de  la  República,  como  la 
agricultura,  por  ejemplo.  En  estos  casos  es- 
tá demasiado  interesado  el  bien  público  para 
que  sea  cuestión  de  privilejio,  i  no  podria 


(1)  Véase  el  Apéndic*  XXIX. 
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otorgarse  sin  graves  inconvenientes.  La  in- 
dustria debe  ser  lícita,  i  el  secreto  ó  procedí* 
miento  en  que  se  funda  el  privilejio,  descono- 
cido ;  se  consideran  •  como  descubrimientos 
los  nuevos  productos  industriales.  Están  es- 
el u idos  de  privilejio  también,  los  nuevos  ine^ 
dios  ó  la  nueva  aplicación  de  los  ya  conoci- 
dos para  obtener  un  resultado  ó  un  producto 
industrial. 

Son  nulos  los  privilejios  otorgados  por  des- 
cubrimientos conocidos,  por  métodos,  siste- 
mas, etc.,.  científicos,  ó  por  ocurrir  alguna  de 
las  demás  circunstancias  puntualizadas  en  el 
art.  12  de  la  lei.  Esta  considera  como  en 
todo  iguales  las  tres  especies  de  patentes, 
en  nuestra  opinión,  con  grave  perjuicio  de  la 
industria. 

Es  difícil  juzgar  con  exactitud  el  grado  de 
utilidad  que  pueda  tener  un  perfeccionamien- 
to, i  el  ejercicio  del  privilejio  que  por  él  se 
otorgue,  pudiera  llegar  á  perjudicar  injusta- 
mente al  individuo  que  con  anterioridad  ob- 
tuvo patente  de  invención  por  el  objeto  que 
se  ha  perfeccionado  ;  habría  sido  mejor  de- 
signar los  principios  que  en  estos  casos  de- 
ben rejir  el  uso  de  ambos  privilejios.  Tratán- 
dose del  privilejio  de  invención,  la  lei  hace 
una  pequeña  distinción,  pues  solo  puede  ver- 
sar ese  privilejio  sobre  lo  que  es  desconocido 
ó  privilejiado  en  el  estranjero.  Así  el  art.  14 
dice  :  "No  se  reputa  nuevo  el  descubrimiento, 
invención  ó  aplicación  que  en  el  íerú  ó  en 
el  estranjero,  con  anterioridad  á  la  fecha  del 
pedimento,  hubiese  tenido  la  publicidad  su 
ficiente  para  ser   ejecutado."   En  cuanto  a* 


I, 
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tiempo  del  goce  no  se  hace  ninguna  diferen- 
cia. 

172.  Todo  privilejio  se  obtiene  observando 
los  trámites  señalados  en  los  arts.  69,  79,  89, 
9$  i  109  de  la  lei ;  siendo  los  mas  importan- 
tes, el  examen  de  peritos  i  la  descripción 
que  del  descubrimiento  debe  hacer  el  inte- 
resado por  medio  de  modelos.  Es  efecto  de 
la  patente  el  derecho  esclusivo  de  usar  del 
privilejio  durante  el  tiempo  de  su  duración  ; 
este  derecho  es  trasmisible  por  los  medios  le- 
gales i  puede  ser  cedido,  en  todo  ó  ,en  parte  ; 
i  para  su  seguridad  la  lei  dispone  (art.  16) 
que  "el  que  en  anuncios,  prospectos,  carte- 
les» marcos  ó  estampillas  se  arrogue  el  título 
de  poseedor  de  un  privilejio,  sin  tenerlo  le- 
galmente  ó  después  de  su  terminación,  será 
castigado  con  una  multa  de  cincuenta  a  mil 
soles,  sin  perjuicio  de  la3  penas  que  corres- 
ponden al  delito  de  falsedad"  i  añade  (art.  18) 
que  "todo  ataque  contra  los  derechos  de  un 
privilejjado,  ya  consista  en  fabricación  de  pro- 
ductos, ya  en  el  empleo  de  medios  designados 
en  la  patente,  constituye  delito  de  falsifica- 
ción que  será  castigado  según  la  gravedad  de 
las  circunstancias,  con  multa  á  favor  del  inte- 
resado i  confiscación  de  la  industria  falsifica- 
da." Los  procedimientos  para  hacer  efectivas 
estas  responsabilidades  son  los  de  la  lei  común. 

Réstanos  aun  determinar  la  duración  de 
los  privilejios  i  examinar  las  cuestiones  que 
á  ella  se  refieren,  así  como  señalar  los  casos 
especiales  en  que  cesa  el  privilejio  princi- 
piando la  sociedad  á  gozar  libremente  del 
objeto  privilejiado. 
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"La  duración  de  los  privilegios,"  dice  la  lei 
(art.  5?)  "no  podrá,  pasar  de  diez  años,  i  los 
que  los  obtuviesen,  pagarán  cien  pesos  (1)  ca- 
da, año,  aplicables  al  fondo  de  obras  púbiicas 
de  la  provincia  en  que  deban  ejercerlos  6 
plantificarlos."  ¿Desde  cuándo  principia  á  co- 
rrer este  término?  Se  deduce  del  contexto 
que  desde  el  dia  en  que  se  espide  la  patente. 
En  otros  paises  se  cuenta  desde  el  dia  en 
que  se  hace  la  petición,  gozando  el  interesado 
mientras  esta  se  tramita,  de  una  especie  de 
privilejio  provisorio.  A  la  espiración  de  los 
diez  años  ó  antes  se  puede  solicitar  próroga, 
i  entonces  (arr.  11.)  solo  podrá  concederse 
por  una  resolución  legislativa,  á  mérito  de 
fundadas  razones,  hechos  comprobados  ó  do- 
cumentos fehacientes. 

•El  art.  5o  ya  acotado  impone  al  privilejia- 
do  una  contribución  de  cien  pesos  anuales 
aplicables  á,  las  obras  públicas  de  la  provin- 
cia en  que  debe  ejercer  ó  plantificar  su  privi- 
lejio. Pueden  ofrecerse  dos  cuestiones.  Su- 
pongamos que  el  privilejio  se  plantifique  en 
dos  ó  mas  provincias  á  la  vez.  ¿Hai  en  es- 
te caso  que  pagar  cien  pesos  anuales  en  cada 
una  de  esas  provincias,  ó  se  aplicará  lá  con- 
tribución á  prorata,  á  las  obras  públicas  de 
todas  ellas?  Tanto  lo  uno  como  lo  otro  puede 
justificarse  siguiendo  la  letra  do  la  lei   que 


(I)  Bata  palabra  pesos  debe  ser  error  de  imprenta  ;  la  con- 
servamos, "  sin  embargo,  por  no  variar  el  testo  de  la  lei  que 
tomamos  de  la  edición  oficial  La  denominación  adoptada  ofi- 
cialmente en  la  República  es  de  soles  i  la  misma  lei  que  co- 
mentamos habla  de  soles,  en  el  art  16. 

28 
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es  oscura  en  esta  parte  :  parece  que  el  lejis- 
lador  no  creyó  que  un  privilejio  pudiera  plan- 
tificarse á  la  vez  en  todas  las  provincias  de  la 
República  (1).  La  otra  cuestión  se  relacio- 
na con  la  anterior.  La  lei  habla  de  ejercer  ó 
plantificar  privilejios.  Supongamos  que  un 
individuo  obtiene  privilejio  esclusivo  para 
elaborar  azúcar  por  medio  de  máquinas  qu^ 
ha  inventado.  Fabrica  sus  máquinas,  es  decir, 
ejerce  su  privilejio,  en  una  provincia  i  las  es- 
tablece en  otra  ;  se  pregunta,  ¿tendrán  am- 
bas provincias  derecho  para  dividirse  el  valor 
de  la  contribución  de  cien  pesos?  I  no  se  di- 
ga que  por  el  hecho  de  fabricar  máquinas 
especiales  no  se  ejerce  privilejio  ninguno ; 
porque  es  precisamente  en  esto  que  consiste 
el  privilejio  sin  el  cual  todos  podrían  libre- 
mente fabricar  tales  máquinas.  Evidentemen- 
te se  ejerce  el  privilejio  desde  el  momento 
que  se  principia  á  usar  de  un  derecho,  de  cu- 
yo* ejercicio  todos  los  demás  están  escluidos. 
Mas  aun ;  puede  el  privilejiado  fabricar  sus 
máquinas  en  una  provincia,  establecerlas  en 
otra,  i  espender  sus  productos  en  una  tercera. 
¿Se  dirá  que  no  ejerce  su  privilejio  en  las 
tres  provincias?  ¿En  cuál  de  ellas,  pues,  ha- 
ce uso  de   su  patente?  En  nuestra  opinión, 


(1)  Según  se  quiera  adoptar  cualquiera  de  las  dos  interpre- 
taciones, el  artículo  de  la  lei  debió  espresar  con  toda  claridad 
loque  se  quiso^disponer.  ¿Qué  cosa  mas  sencilla  que  decir:  "la 
duración  de  los  privilejios  no  podrá  pasar  de  10  años,  i  lo» 
que  los  obtuvieran  pagarán  cien  pesos  cada  año  aplicables  al 
rondo  de  obras  públicas  de  la  provincia  6  provincias  en  que 
deban  ejercerlos  ó  plantificarlos"?  O  bien  :  cien  pesos  cada 
año,  por  cada  provincia,  en  que  deban  ejercerlos,  etc.,  aplica- 
bles al  fondo  de  obras  públicas  provinciales. 
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atendiendo  á  los  términos  de  la  lei,  las  tres 
provincias  tendrán  en  este  caso  derecho  pa- 
ra aplicar  al  fondo  de  sus  obras  públicas  par- 
te de  la  contribución,  ó  cada  una  cien  pesos 
anuales,  según  haya  sido  la  mente  del  legis- 
lador. 

173.  Los  casos  de  nulidad  ó  caducidad  de 
las  patentes  son  los  siguientes  :  1?  cuando 
hai  alguna  de  las  circunstancias  enumeradas 
en  el  art.  13:2?  cuando  no  paga  el  privilejia- 
do  su  contribución  anual  (art.  15.  1°)  39  cuan- 
do no  espío ta  su  descubrimiento  ó  invención 
en  el  término  de  dos  años,  ó  en  el  que  se  le 
señale  en  el  privilejio,  a  no  ser  que  justifique 
legalmente  la  causa  de  la  demora ;  (art.  15. 29) 
4<?  si  introduce  objetos  fabricados  en  país  es- 
tranjero  semejantes  á  los  privilejiados  por 
la  patente,  esceptuándose  tan  solo  los  mode- 
los de  máquinas,  con  tal  que  su  introducción 
sea  autorizada  por  el  Gobierno,  previo  su  re- 
conocimiento, (art.  15.  3?) 

La  declaración  de  nulidad  ó  caducidad  no 
puede  ser  solicitada  por  los  particulares  si- 
no por  el  Ministerio  fiscal,  el  único  órgano 
autorizado  para  pro  tejer  los  intereses  de  la 
sociedad,  á,  no  ser  quo  esos  particulares  se 
consideren  con  justo  título  interesados  en  el 
privilejio ;  entonces  la  lei  les  otorga  el  dere- 
cho de  solicitar  su  nulidad  dando,  aun  en  es- 
tos casos,  intervención  forzosa  al  Ministerio 
fiscal. 

Cuando  se  promulgó  la  lei  de  privilejios 
(28  de  Enero  de  1869)  existían  ya  algunos, 
concedidos  por  términos  mas  ó  monos  dilata- 
dos ;Ha  nueva  lei  no  pudiendo  desconocer  de- 
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rechos  justa  i  legalmenfce  adquiridos,  los  re- 
conoció tales  cuales  habían  eido  otorgados. 
"Los  privilejios  ó  patentes,"  dice  el  art.  19, 
"que  actualmente  estén  en  ejercicio,  i  que 
se  hubiesen  librado  conforme  á  las  disposi- 
ciones anteriores  á  esta  lei,  conservarán  sus 
efectos  por  todo  el  tiempo  de  duración  que 
se  les  hubiese  concedido." 


CAPÍTULO  VII 
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174,  En  nuestro  Código  Civil,  el  tratado 
de  las  obligaciones  es  uno  de  los  que  mas 
importancia  práctica  encierran.  En  él  se  ha- 
ce la  división  de  los  contratos,  se  designan 
sus  caracteres  jenerales  i  especiales  i  se  enu- 
meran los  requisitos  legales  para  darles  va- 
lidez. 

Es  preciso  distinguir  la  celebración,  del 
cumplimiento  de  los  contratos.  Nunca  debe 
perder  de  vista  el  estranjero  esta  distinción 
porque  de  ella  se  derivan  diferentes  princi- 
pios que  determinan  su  conducta.  En  esto 
capítulo  nos  ocuparemos  de  los  contratos,  i 
dedicaremos  otro  á  la  importante  materia  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones. 

175.  Ya  hemos  insinuado  que  el  estranje- 
ro tiene  en  el  Perú  capacidad  de  contratar, 
i  aunque  la  lei  en  ninguna  parte  lo  declara 
esplícite  i  directamente/  lo  hace  con  frecuen- 
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cia  de  un  modo  indirecto  i  sin  dar  lugar  á 
ninguna  duda.  A  sí,  hemos  visto  como  la  lei 
declara  que  "los  derechos  civiles  (art,  32. 
Código  Civil)  son  independientes  do  la  cali- 
dad de  ciudadano,"  i  no  haciéndose  ninguna 
escepcion  á  esta  regla  jeneral  en  materia  de 
contratos,  subsiste  respecto  de  ellos.  Ademas, 
ocurren  en  la  lei  espresiones  como  ésta  ;  "los 
estranjeros  domiciliados  en  el  Perú  (art.  37. 
Código  Civil)  podrán  ser  citados  ante  los  tri- 
bunales de  la  República,  para  el  cumplimien- 
to de  los  contratos  que  hubiesen  celebrado 
aun  en  país  extranjero  ;  "  "el  estranjero  que 
se  halle  en  el  Perú,  (art.  38)  aunque  no  sea 
domiciliado,  puede  ser  obligado  al  cumpli- 
miento de  los  contratos  celebrados  con  Perua- 
no, aun  en  país  estranjero  ;"  "no  puede  pedir- 
se en  el  Perú,  (art.  43)  el  cumplimiento  de 
obligaciones  contraidas  entre  estranjeros  en 
país  estranjero.  "  (1)  Todos  estos  principios 
suponen  la  capacidad  de  contratar  en  el  Pe- 
rú, no  solamente  de  los  estranjeros  domicilia- 
dos sino  también  de  los  transeúntes,  i  ya  sea 
con  peruano  ó  con  estranjero.  El  art.  *1246 
del  Código  Civil,  en  fin,  declara  que  tienen 
capacidad  para  contratar  todos  aquellos  á 
quienes  no  lo  impide  la  lei,  i  el  artículo  si- 
guiente que  designa  cuáles  son  las  personas 
impedidas,  no  menciona  absolutamente  á  los 
estranjeros. 

176.  Reconocida  la  capacidad  de  obligarse 

(1)  A  mayor  abundamiento,  tenemos  el  artículo  36  del 
mismo  Código  que  dice:  "ningún  habitante  del  Perú  puede 
eximirse  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas  en  la 
Itepúl^Iica,  <pnfcom3  a  la*  leyea, 
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que  tiene  el  estranjero,  pasemos  á  ver  lo  que 
nuestra  lei  llama  contrato,  los  requisitos  que 
prescribe  para  contratar,  los  principios  apli- 
cables á  todo  contrato,  i  los  que  90I0  se  refie- 
ren á  cada  uno  de  ellos   según  su  naturaleza. 

177.  La  lei  civil  del  Perú,  al  tratar  sobre 
el  oríjen  de  las  obligaciones,  su  objeto  i  la 
promesa  de  obligarse,  al  fijar  los  principios  je- 
nerales  de  los  contratos,  no  hace  sino  tradu- 
cir las  reglas  del  Derecho  Natural. 

Llámase  contrato  (art.  1226)  el  convenio 
celebrado  entre  dos  ó  mas  personas,  por  el 
<jue  se  obligan  á  dar,  hacer  ó  no  hacer  alguna 
cosa.  Puede  ser  unilateral  ó  bilateral,  según 
se  obligue  uno  de  los  contratantes  ó  ambos; 
consensual  ó  real,  según  se  perfeccione  por  el 
simple  consentimiento  ó  por  la  entrega  de  la 
cosa;  principal  ó  accesorio,  según  subsista  por 
si  ó  se  refiera  á  otro  controto;  absoluto  ó  con- 
dicional, según  dependa  ó  nó  su  realización  de 
alguna  condición:  i  es  aleatorio,  cuando  las 
ganancias  ó  perdidas  dependen  de  un  acon- 
tecimiento incierto  (1227-1231  Código  Civil  ) 

Es  indispensable  para  la  validez  de  los  con- 
tratos la  concurrencia  de  cuatro  circunstan- 
cias :  1?  el  consentimiento  de  las  partes;  2*  su 
capacidad  para  contratar;  3*  cosa  cierta  que 
sea  materia  del  contrato;  4*  causa  justa  para 
obligarse.  El  consentimiento  debe  ser  libre  i 
espontáneo,  sin  que  haya  intervenido  error, 
dolo  ó  violencia;  de  otro  modo,  el  contrato 
es  nulo  i  se  considera  como  si  no  existiese  el 
consentimiento.  La  capacidad  es  jeneral  ó  par- 
ticular; tienen  la  primera  todos  los  estranje- 
ros ;  tienen  la  segunda  solo  aquellos  que  la 
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leí  no  declara  incapaces;  estos  son,  el  menor 
no  emancipadora  mujer  casada  que  no  tiene  la 
autorización  marital,  el  loco  ó  fatuo,  el  pródi- 
go declarado  i  el  relijioso  profeso.  Hai  per- 
sonas que  solo  tienen  incapacidad  para  cele- 
brar ciertos  contratos  con  personas  determina- 
das; así,  el  marido,  por  ejemplo,  no  puede 
(art.  1347)  comprar  de  su  mujer,  ni  esta  de 
aquel.  Todas  las  cosas  que  están  en  el  comer- 
cio de  los  hombres  pueden  ser  objeto  de  con- 
trato; i  al  serlo,  deben  ser  determinadas  al 
menos  en  su  especie.  La  existencia  de  una 
causa  verdadera  i  licita  es  indispensable  pa- 
ra la  validez  del  contrato,  i  se  presume  siem- 
pre aunque  no  esté  espresa  á  no  ser  que  se 
pruebe  que  no  existe.  (1235-1255.  Cód.  Civ.) 

Ei  contrato  debidamente  celebrado  tiene 
para  los  contratantes  la  fuerza  de  lei,  i  los 
obliga  no  solamente  á  ellos  sino  á  sus  here- 
deros,  sin  que  puedan  rescindirse  sino  por  mu- 
tuo consentimiento  ó  por  alguna  de  las  cau- 
sas que  la  lei  determina.  La  estension  de  las 
obligaciones  se,  deduce  de  las  estipulaciones 
del  contrato. 

Los  contratantes  deben  prestarse  cierto  jó- 
nero  do  garantías,  designadas  en  la  lei  con  el 
nombre  de  culpa.  La  culpa  es  lata,  leve  ó  le* 
vísima.  Se  dice  que  se  presta  la  culpa  lata, 
cuando  se  debe  poner,  al  cumplir  el  contrato* 
todo  aquel  cuidado  que  está  al  alcance  de  la 
jeneralidad  de  los  hombres;  cuando  se  debe 
poner  el  cuidado  que  un  buen  padre  de  fami- 
lia tiene  en  sus  negocios,  se  presta  la  culpa  le- 
ve; i  la  levísima,  se  refiere  al  cuidado  de  un 
buen  padre  de  familia  exacto  i  dilijente,  Eu 
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iodos  los  contratos  se  debe  prestar  la  culpa 
lata;  la  leve,  en  aquellos  en  que  la  utilidad 
es  recíproca;  i  la  levísima  se  presta  por  el 
que  reporta  la  utilidad  en  los  contratos  uni- 
laterales, respondiendo  solo  por  la  culpa  lata 
el  contratante  que  sufre  el  gravamen.  Se  deben 
pagar  los  daños  é  intereses  cuando  se  ha  re- 
tardado el  cumplimiento  de  la  obligación,  i 
solo  los  últimos,  cuando  la  obligación  consiste 
en  pagar  cierta  suma  de  dinero ;  el  interés  á 
falta  de  pacto  espreso  es  de  seis  por  ciento 
anual. 

Se  puede  poner  en  los  contratos  cuales- 
quiera condiciones,  con  tal  que  no  sean  contra- 
rias á  las  leyes  ó  á  la  moral.  Cuando  la  condi- 
ción es  ilícita  ó  imposible,  cuando  consiste  en 
sustraer  los  contratos  sobre  cosas  profanas  del 
conocimiento  de  los  juzgados  ordinarios  sonift- 
tióndolos  á  la  jurisdicción  eclesiástica,  6  cuan- 
do en  virtud  de  la  condición  se  deja  á  la  vo- 
luntad de  la  parte  obligada  el  cumplimiento  de 
la  obligación,  el  contrato  es  inválido  i  se  con* 
sidera  corno  no  hecho.  Las  condicionen  pue- 
den ser  resolutorias  ó  suspensivas  según  de- 
terminen desde  cuándo  ó  hasta  cuándo  son 
exijibles  las  obligaciones  que  nacen  del  con- 
trato. Pueden  contraer  obligaciones  dos  ó  mas 
individuos  quedando  ambos  responsables  á  su 
cumplimiento.  Puede  ponerse  en  el  contrato 
una  cláusula  penal  obligando  al  pago  de  cier- 
ta suma  al  quo  eluda  ó  retarde  sú  cumpli- 
miento; esta  cláusula  sigue  la  suerte  del  con- 
trato, es  decir,  se  invalida  si  el  contrato  ea 
nulo.  (1256-1304.  Código  Civil.) 

173,  El  primer  oo»twto  wwwo&  de  ijw, 

29 


\ 


226  CONTRATOS 


se  ocupa  la  lei,  es  la  compra-venta.  Por  este 
contrato,  uno  se  obliga  á  entregar  una  cosa  i 
otro  á  pagarla;  Se  celebra  por  escritura  públi- 
ca, por  escritura  privada,  por  cartas,  de  pala- 
bra, por  sí  mismo  ó  por  medio  de  apoderado. 
No  todos  pueden  comprar.  Se  les  prohibe  á  los 
"esposos  recíprocamente;  al  guardador  los  bie- 
■nes  ajenos    que  administra;   al  mandatario 
los  bienes  de  su  mandato ;  al  albacea,  los  bie- 
nes de  la  testamentaría  que  tiene  a  su  cargo; 
"al  juez,  las  cosas  vendidas  por  su  orden;  al  es- 
cribano i  peritos,  los  bienes  vendidos  en  vir- 
tud del  juicio  en  que  hayan  intervenido;  al 
abogado  i  procurador  que  hubieren  defendi- 
do á  un  reo,  los  bienes  que  de  éste  se  rema- 
ten ;   á  algunas  autoridades,   cierta  clase  de 
tienes,  i  á  los  acreedores,  los  bienes  del  deu- 
dor cuya  venta  esté  á  su  cargo.  Si  contravi- 
niendo estas  disposiciones  se  efectúa  la  venta, 
ésta  será  nula,  i   el  comprador  pierde  el  pre- 
cio á  beneficio  de  la  beneficencia  del  lugar.  No 
pueden  vender :  los  menores,  los  pródigos  i  los 
incapaces ;  los  Inaridos  solo  pueden  vender  los 
bienes  de  su  mujer,  la  mujer  casada  los  pro- 
pios, el  albacea  los   de  la  testamentaría,  el 
guardador  los  de  su  pupilo,  el  administrador 
los  ajenos  que  administra,  las  comunidades  re- 
ligiosas i  las  iglesias,  observando  ciertos  requi- 
sitos indispensables  que  la  lei  señala. 

Es  requisito  esencial  de  la  compra-venta, 
convenir  en  el  precio  ó  dejar  que  un  tercero  lo 
fije;  en  este  último  caso,  la  propiedad  de  la  co- 
sa solo  se  trasfiere  desde  que  el  tercero  fija  el 
precio  i  ha  sido  notificado  á  los   contratantes. 

be  soasidéra  fijado  el  preoio,  durado  se  coa* 
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viene  que  61  sea  el  que  una  cosa  tuvíftre  en  lu- 
gar i  tiempo  determinados  ;  si  se  fija  refirién- 
dose al  precio  corriente  i  éste  varía,  se  presu- 
me que  se  ha  señalado  el  medio  proporcional 
entre  el  mas  alto  i  el  ínfimo.  Es  requisito 
esencial  de  la  compra-venta  que  el  precio 
sea  convenido  en  dmero ;  de  otro  modo  el 
contrato  es  permuta,  es  decir,  un  contrato  en 
que  dos  o  mas  personas  se  trasfieren  el  domi- 
nio de  una  cosa  por  otra.  En  la  permuta  ri- 
jen  con  algunas  escepciones  las  reglas  de  la 
compra-venta. 

La  principal  obligación  del  comprador  es 
entregar  el  precio  convenido,  i  la  del  vende- 
dor trasferir  la  cosa  que  ha  ofrecido. 

De  estas  dos  obligaciones  se  derivan  todas 
las  demás  de  que  minuciosamente  se  ocupa  la 
lei  El  vendedor  no  está  obligado  á  entregar1 
la  cosa,   si  no  se  le  otorga  en  seguridad  del 
precio  la  fianza  estipulada,  ó  si  el  comprador 
ha  quebrado  ó  sufrido  tan  grave  pérdida  en 
su  propiedad,  que  se  vea  espuesto  el  vendedor 
al  riesgo   de  perder  el  precio.  El   vendedor 
puede  también   rescindir    la  venta  si  no  se 
otorga  la  fianza  ofrecida,  á  los  dos  meses  de 
celebrado  el  contrato  si  éste  versa  sobre  in- 
muebles, i  á  los  tres  dias  si  se  refiere  á  mue- 
bles. En  cambio  está  obligado  el  vendedor 
á  la  eviccion  i  saneamiento ;  por  la  primera 
debe  defender  la  cosa  vendida  en  cualquier 
litijio  que  sobre   ella  se  promueva  por  causa 
anterior  á  la  venta,   i  (en  virtud  del  sanea- 
miento debe  pagar  las  costas  del  juicio  se- 
guido por  el  comprador  en  defensa  de  la  co- 
pa, lo  que  en  el  juicio  perdiese  éste  i  el  jnenQr 
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valor  que  tuviese  la  cosa  por  vicios  ocultos 
desconocidos  al  tiempo  de  la  enajenación. 

La  retroventa  consiste  en  una  cláusula  por 
la.  cual  se  reserva  el  vendedor  la  facultad  de 
recobrar  la  cosa  vendida  devolviendo  el  pre- 
cio. No  se  puede  estipular  por  mas  de  tres 
años,  corriendo  este  término  contra  cualquie- 
ra persona,  aunque  sea  menor. 

Una  de  las  causas  principales  de  rescisión 
de  la  venta  es  la  lesión ;  esta  existe  cuando 
se  ha  vendido  la  cosa  en  menos  de  la  mitad, 
ó  si  se  ha  comprado  en  mas  de  las  tres  mita- 
des del  valor  que  tenia  al  tiempo,  de  la  ven- 
ta. El  término  para  reclamar  de  la  lesión 
es  de  dos  años  contados  desde  el  diá  de  la 
venta. 

Hai  ventas  que  solo  pueden  efectuarse  en 
subasta  pública ;  estas  son  las  de  una  cosa 
poseida  en  común  que  no  puede  dividirse  có- 
modamente ó  sin  pérdida,  aquellas  en  que 
está  interesado  un  jnenor,  un  ausente  ó  un 
incapaz  i  las  ventas  de  bienes  i  rentas  nacio- 
nales ;  en  estas  últimas  deben  concurrir  cier- 
tos requisitos. 

La  lei  concede  á  ciertas  personas  el  de- 
recho de  rescindir  una  venta  hecha  i  susti- 
tuirse en  lugar  del  comprador,  oblando  el 
precio  convenido  i  aceptando  todas  las  condi- 
ciones estipuladas.  Este  derecho  es  el  retrac- 
to que  tiene  lugar  en  toda  clase  de  ventas,  i 
que  solo  dura  nueve  dias  contados  desde  la 
aprobación  del  remate,  en  las  ventas  judicia- 
les ;  desde  el  dia  siguiente  al  de  su  cele- 
bración, en  las  convencionales  ;  desde  el  dia 
wguiwte  4  aquel  en  que  se  cumplió  lar  condi* 
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cion,  en  las  condicionales ;  i  desde  el  dia  si- 
guiente al  del  otorgamiento  de  la  fianza,  en 
las  ventas  sujetas  á  este  requisito.  El  tér- 
mino del  retracto  corre  contra  toda  clase  de 
individuos.  Las  personas  con  derecho  de  re- 
tracto son  :  el  deudor,  su  cónyuge  é  hijos, 
en  la  venta  de  sus  bienes  hecha  para  pagar 
á  sus  acreedores ;  el  comunero,  en  la  venta  de 
las  cosas  comunes ;  el  socio,  en  la  de  las  co- 
sas sociales;  el  dueño  del  dominio  directo, 
en  la  venta  del  dominio  útil ;  el  propieta- 
rio, en  la  venta  del  usufructo;  el  poseedor 
de  un  fondo,  en  la  de  los  capitales  ó  pen- 
siones radicadas  eñ  él ;  el  consanguíneo  den- 
tro del  cuarto  grado,  en  la  venta  de  las  co- 
sas de  familia;  el  dueño  del  dominio  útil, 
en  la  del  dotíiínio  directo ;  el  dueño  de  los 
capitales  ó  pensiones,  en  la  venta  del  fun- 
do gravado  con  ellos,  i  el  usufructuario,  en 
la  venta  de  la  propiedad.  El  término  de 
nueve  dias  se  prolonga  hasta  dos  meses, 
cuando  quiere  ejercer  el  derecho  de  retí  ac- 
to el  dueño  del  dominio  directo,  el  dueño  del 
dominio  útil,  el  poseedor  de  un  fundo,  el 
dueño  de  los  capitales  ó  pensiones  radicadas 
en  él. 

Todo  lo  que  está  en  el  comercio  de  los 
hombres  puede  ser  objeto  de  la  venta,  ya  sea 
cosa  corporal  é  inmueble,  ya  sea  incorporal. 
Pueden  también  venderse  las  cosas  futuras, 
como  las  cosechas  que  aún  no  se  han  recoji- 
do,  una  esperanza  incierta,  una  cosa  litijiosa. 
No  puede  venderse  la  herencia  de  una  perso- 
na que  vive,  ni  aún  con  su  consentimiento, 
las  ¿osas  vendidas  anteriormente,  las  públicas 
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i  las  prohibidas  por  leyes  especiales,  (1305- 
1539.  Código  Civil) 

179.  Después  de  la  compra- venta  se  ocu- 
pa la  lei  de  la  locación-conducción  ó  arren- 
damiento, que  es  un  contrato  por  el  cual  una 
persona  cede  á  otra  el  uso  de  alguna  cosa,  ó 
se  obliga  á  prestarle  su  servicio  ó  trabajo 
personal  durante  un  tiempo  determinado  i 
por  cierta  renta  convenida.  La  cesión,  pues, 
es  de  bienes  inmuebles,  de  muebles  ó  de  ser- 
vicios. El  que  cede  la  cosa  es  el  locador,  i 
conductor  el  que  la  recibe.  Se  pueden  arren- 
dar todas  las  cosas  que  están  en  el  comercio 
de  los  hombres,  pero  cuando  son  bienes  na- 
cionales hai  que  observar  ciertos  requisitos 
especiales. 

Se  celebra  este  contrato  entre  presentes  i 
ausentes,  de  palabra,  por  cartas,  por  sí  mis- 
mo ó  por  apoderado,  por  escritura  pública  ó 
por  escritura  privada.  Lo  pueden  celebrar  to- 
dos los  que.  son  capaces  de  contratar,  escep- 
to  los  guardadores,  mandatarios  i  administra- 
dores respecto  de  los  bienes  que  están  bajo 
su  custodia. 

El  término  máximo  de  la  locación-conduc- 
ción es  de  diez  años ;  i  si  se  trata  de  una  he- 
redad, el  término  mínimo  es  el  necesario  pa- 
ra cosechar ;  siendo  este  de  tres  años,  si  la 
cosa  arrendada  es  hacienda  de  caña.  Cuando 
no  se  fija  término,  es  necesario  un  aviso  pre- 
vio de  seis  meses  para  que  pueda  rescindir- 
se el  contrato.  Este  aviso  también  se  requiero 
en  el  alquiler  de  casas,  i  el  que  las  ocupa 
tiene  un  plazo  desde  uno  hasta  cuatro  meses 
para  dejarlas,  según  la  costumbre  i  las  cir- 
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constancias,  el  cual  plázcase  cuenta  desde  que 
se  dio  el  aviso.  El  inquilino,  por  su  parte,  pue- 
de desocupar  la  casa,  cumplido  el  mes,  semes- 
tre ó  año  (según  se  calcule  el  precio  de  alqui- 
ler) en  que  deba  hacerse  3I  próximo  pago, 
aun  cuando  entonces  no  se  hallase  vencido 
el  término  que  se  le  hubiese  dado  para  de- 
jarla. Los  años  del  arrendamiento  pueden  ser 
forzosos  ó  voluntarios ;  estos  se  convierten 
en  forzosos  cuando  al  concluirse  aquellos  no 
se  da  el  aviso  que  dejamos  anteriormente  m- . 
cucado. 

El  conductor  tiene  derecho  de  subarren- 
dar  á  otro  el  todo  ó  parte  de  la  cosa,  á  no  ser . 
que  en  el  contrato  se  le  haya  espresamente . 
privado  de  esta  facultad 

Las  obligaciones  i  derechos  del  locador 
i  conductor  nacen  de  la  naturaleza  misma 
del  contrato.  Las  principales  obligaciones  del 
primero  son  :  entregar  la  cosa  arrendada  en 
el  tiempo  convenido  i  en  estado  de  servir 
al  objeto  de  la  locación,  i  responder  por  la 
eviccion  i  saneamiento  ;  las  demás  que  la  lei 
señala  &  derivan  fácilmente  de  éstas. '  El 
conductor,  por  su  parte,  debe  cuidar  la  cosa 
arrendada  como  si  fuese  propia  i  está  obli- 
go íí  usarla  en  el  destino  para  el  cual  le 
lé  cedida  ;  debe  pagar  la  renta  en  los  pla- 
zos convenidos  i  á  falta  de  convenio  cada  se- 
mestre. El  subarrendatario  tiene  las  mismas 
obligaciones,  pero  no  está  obligado  al  dueño 
de  la  cosa  sino  subsidiariamente. 

Se  rescinde  el  contrato,  si  el  que  arrienda 
una  heredad  no  introduce  capitales  ó  no  pro- 
cede al  cultivo ;  si  el  que  arrienda  una  casa  . 
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no  pone  en  ella  los  muebles  necesarios  i  se 
niega  á  afianzar  el  pago  de  la  renta ;  si  el 
conductor  abusa  de  la  eosa ;  si  es  preciso 
desocupar  la  casa  á  fin  de  repararla;  si  no 
se  paga  la  renta  del  plazo  anterior  i  se  ven* 
ce  otro  plazo  i  ademas  quince  dias,  i  en  je- 
neral,  si  los  contratantes  no  cumplen  sus  res- 
pectivas obligaciones,  . 

Se  acaba  el  contrato,  por  cumplirse  el  tér- 
mino convenido  para  su  duración,  en  cuyo 
caso  nó  es  necesario  aviso  ninguno ;  por  pér- 
dida i  destrucción  de  la  cosa  arrendada; 
p¡ór  su  enajenación,  si  se  estipuló  como  con- 
dición la  esthicion  del  arrendamiento ;  por 
necesitar  la  «osa  el  dueño  para  sí ;  por 
muerte  del  arrendatario,  si  sus  herederos 
avisan  que  no  quieren  continuar  el  con- 
trato ;  por  subarrendar  contra  pacto  espre- 
so, i  por  algunas  otras  causas  que  la  lei  se- 
ñala. 

Para  la  remuneración  de  las  mejoras  que 
el  arrendatario  haga  en  la  cosa,  la  lei  las 
divide  en  necesarias,  útiles  i  de  recreo.  Nin- 
guna clase  de  mejoras  es  abonable,  sino  se 
há  estipulado  su  abono..  El  arrendatario  pue- 
de haber  todas  las  mejoras  que  desee  en  la 
cosa,  con  tal  de  no  alterar  su  forma. 

En  cuanto  á  la  locación  de  servicios  me- 
réee  entera  fó  el  señor  de  ellos  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario,  en  todo  lo  que  se 
refiere  á  la  tasa,  pago  i  demás  cuentas  de  los 
jornales  ó  salarios  de  criados.  Los  portado- 
res están  obligados  lo  mismo  que  los  depo- 
sitarios. Los  operarios  están  obligados  á  cum- 
pHr  todo  lo  estipulado  en  sus  contratos,  i  la 
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estension  de  sus  derechos  varía  según  pon- 
gan sus  servicios  simplemente  ó  también  los 
materiales.  (1540-1651.  Código  Civil) 

180.  La  sociedad  ó  compañía  es  un  con- 
trato consensual,  por  el  que  dos  ó  mas  per- . 
sonas  convienen  poner  en  común  alguna  cosa 
ó  industria,  con  el  fin  de  dividir  entre  sí  las 
ganancias.  Solo  hai  sociedad  con  un  fin  líci- 
to á  beneficio  común  de  todos  los  asociados, 
i  á  la  consecución  del  cual  todos  ellos  de- 
ben contribuir  con  su  dinero,  con  su  indus- 
tria ó  con  sus  bienes  ;  si  se  estipulase  la  fal- 
ta de  alguna  de  estas  circunstancias  es  nula 
la  estipulación. 

Siempre  que  el  valor  de  la  sociedad  exce- 
da de  doscientos  pesos,  debe  celebrarse  por 
escrito,  espresándose  el  tiempo  de  bu  dura- 
ción, quiénes  son  los  socios,  el  capital  ó  in- 
dustria con  que  cada  uno  contribuye,  i  la 
proporción  en  que  se  distribuirán  las  ganan- 
cias ó  pérdidas.  Esta  escritura  puede  ampliar- 
se ó  modificarse,  pero  siempre  observando 
los  requisitos  prescritos  para  su  otorgamien- 
to. Puede  ser  la  sociedad  universal,  jeneral 
i  particular  ó  singular,  según  comprenda  tan- 
to los  bienes  presentes  como  futuros,  solo  los 
presentes  ó  únicamente  una  cosa,  industria 
ó   negociación  determinada.   Pueden  formar  ¡ 

compañía  todos  los  que  son  capaces  de   con-  ¡ 

tratar.  Comienza  la  sociedad  desde  la  cele- 
bración del  contrato  si  no  se  hubiere  designa- 
do otra  época;  i  dura,  á  falta  de  convenio, 
por  toda  la  vida  de  los  asociados,  i  solo  has- 
ta que  se  concluya  el  negocio  para  que  se 

formó,  si  éste  es  de  duración  limitada. 

30 
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Respecto  á  la  distribución  de  las  ganancias 
ó  pérdidas  se  siguen  las  siguientes  reglas  : 
1*  en  caso  de  no  haberse  determinado  lo  que 
corresponderá  á  cada  uno  de  los  socios,  se 
dividirán  las  ganancias  ó  pérdidas  á  prorata 
del  capital  que  cada  uno  puso  :  2*  cuando  se 
ha  designado  la  parte  de  las  ganancias  sin 
mencionar  la  de  las  pérdidas,  estas  se  dis- 
tribuirán en  la  misma  proporción  que  aque- 
llas, i  al  contrario  ;  3*  al  socio  que  solo  puso 
su  industria,  le  corresponderá  igual  utilidad 
que  al  que  puso  el  capital  menor,  i  si  todos 
los  capitales  son  iguales  será  igual  á  1%  de  los 
otros,  la  utilidad  del   socio  industrial. 

En  cuanto  á  la  administración  de  los  nego- 
cios sociales,  se  observará  en  primer  lugar 
lo  pactado  en  el  contrato  ;  á  falta  de  con- 
venio cada  socio  es  administrador,  teniendo 
facultad  como  tal,  para  obrar  á  nombre  de  la 
sociedad,  servirse  de  los  bienes  comunes  pa- 
ra los  fines  de  la  sociedad  i  obligar  á  los 
demás  socios  á  sufragar  los  gastos  de  la  com- 
pañía, pero  no  puede  hacer  innovaciones  en  los 
bienes  -  inmuebles,  aunque  las  considere  ven- 
tajosas. 

El  contrato  de  sociedad  puede  rescindirse 
parcialmente,  ó  disolverse  i  estinguirse  en  su 
totalidad ;  sucede  lo  primero  respecto  del  so- 
cio que  para  sus  negocios  propios  emplea  el 
nombre,  las  garantías  ó  los  capitales  sociales; 
ó  del  que  en  jeneral  no  cumple  ó  contradice 
sus  obligaciones,  i  en  este  caso  queda  el  socio 
culpable  escluido  de  la  sociedad.  Se  disuelve 
la  sociedad,  entre  otras  causas,  por  cumplirse 
el  tiempo  fijado  para  su  duración,  por  haberse 
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perdido  todos  los  capitales,  por  quiebra  de  la 
sociedad,  por  muerte  de  uno  de  los  socios,  sal- 
vo pacto  contrario,  por  voluntad  6  por  quie- 
bra de  uno  de  ellos. 

Los  principales  derechos  i  obligaciones  que 
adquieren  i  contraen  entre  sí  los  socios,  son : 
la  obligación  de  darse  recíprocamente  cuen- 
ta de  la  administración  i  de  sus  resultados,  el 
derecho  de  examinar  el  estado  social  i  hacer 
las  reclamaciones  convenientes  sujetándose  á 
lo  pactado  i  &  la  lei.  Gozan  todos  los  socios 
entre  sí,  del  beneficio  de  competencia  i  desde 
luego  no  pueden  ser  ejecutados  para  el  pago 
de  la  deuda  total  de  la  compañía  sino  deján^ 
doles  lo  necesario  para  subsistir,  quedando 
obligados  por  el  resto  para  cuando  adquieran 
bienes.  No  gozan  del  beneficio  de  competen- 
cia los  socios  que  tengan  algún  arte  ó  indus- 
tria deque  subsistir.  (1652-1701  Código  Ci- 
vil.) 

181.  La  transacción  es  un  contrato  consen- 
sual,  por  el  que  dos  ó  mas  personas  decidien- 
do de  cómun  acuerdo  ¿obre  algún  punto  du- 
doso ó  litijioso,  evitan  el  pleito  que  podia  pro- 
moverse ó  finalizan  el  que  eatá  principiado. 
Se  celebra  este  contrato  entre  presentes  ó 
ausenten,  por  los  mismos  interesados  ó  por 
apoderados  con  poder  especial,  i  se  hace  por 
escrito  en  instrumento  público  ó  privado,  ó 
bien  por  medio  de  una  petición  dirijida  al 
juez,  que  firman  los  interesados  i  que  legaliza 
un  ministro  de  fó.  Debe  espresarse  en  el  es- 
crito el  nombre  de  los  contratantes,  la  rela- 
ción de  sus  recíprocas  pretensiones,  la  de  los 
puntos  en  que  hubieren  convenido,  la  renun- 
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cia  de  toda  acción  sobre  la  cosa  materia  del 
contrato,  i  la  pena  convencional,  si  quieren 
pactarla.  El  contrato  produce  sus  efectos, 
cuando  se  ha  celebrado  por  escritura  pública, 
desde  el  día  en  que  ésta  se  otorgue ;  cuando 
por  escritura  privada,  desde  el  dia  en  que  ésta 
se  protocolice,  i  sí  por  petición  al  juez,  desde 
ue  se  legalizen  las  firmas  de  los  interesa- 


i 


os. 

De  la  definición  del  contrato,  se  deducen 
cuáles  son  los  requisitos  para  su  validez.  Si  las 
partes  que  transijen  no  son  aptas  para  con- 
tratar, ni  pueden  disponer  libremente  de  los 
objetos  ínateria  del  contrato,  si  estos  no  son 
dudosos  ó  litijiosos,  si  no  se  transije  verdade- 
ramente, ó  como  dice  la  lei,  si  las  partes  no 
se  prometen,  se  dan  ó  de  ceden  algo/  la  tran- 
sacción será  nula. 

Pueden  ser  objeto  de  este  contrato  todas 
las  cosas  que  están  en  el  comercio  de  los  hom- 
bree, i  hasta  el  interés  ó  responsabilidad  civil 
que  resulte  de  un  delito  cometido.  Se  prohi- 
be transijir,  'á  no  ser  con  ciertas  formalidades 
especiales,  a  los  administradores  de  rentas  na- 
cionales, á  los  depositarios,  alas  comunidades 
relijiosas,  i  á  los  guardadores  de  iñenores  ó 
incapaces,  sobre  los  bienes  que  custodian ; 
tampoco  Be  puede  transijir,  sobre  lo  que  se 
deja  en  testamento,  mientras  viva  el  testador, 
sobre  delitos  futuros,  sobre  la  pena  impuesta 
en  causa  criminal  i  sobre  causas  matrimonia- 
les, escepto  las  que  versan  sobre  esponsales. 

La  pena  que  los  que  transijen  pueden  im- 
ponerse, no  debe  exceder  de  la  quinta  parte 
del  valor  de  la  cosa.  No  sé  considera  suficiente 
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causa  de  rescicion  el  error  de  cálculo,  i  el  con- 
trato produce  para  las  partes,  los .  efectos  de 
la  escepcion  de  cosa  juzgada,  pudiéndose  in- 
terponer en  cualquier  estado  del  juicio  (1702: 
'.  1728.  Código  Civil.)         '     m        . 

182.  Los  contratos  aleatorios  de  que  se  ocur 
pa  nuestra  lei  civil  son  las  apuestas  i  el  juego ; 
la  renta  vitalicia;  el  seguro,  i  el  préstamo  á 
la  gruesa  ventura. 

Permitidas  las  apuestas  cuando .  no  exce- 
den de  la  quinta  parte  de  la  renta  mensual 
que  goze  el  que  pierde,  ó  de  lo  que  ordinaria- 
mente puede  ganar  al  mes  con  su  trabajo  ó 
industria,  la  lei  declara  que  solo  son  válidas, 
cuando  la  parte  gananciosa  no  sabia  con  cer- 
teza el  hecho  presentado  como  eventual,  6 
cuando  sabiéndolo,  no  ocultó  esta  circunstan- 
cia. Pueden  apostar  todas  las  personas  que  pue- 
den disponer  libremente  de  la  cantidad  arries- 
gada, pudiendo  exijirse  que  se  pague  ó  depo- 
site el  premio  estipulado.  No  puede  exijirse 
el  cumplimiento  de  las  apuestas  que  excedan 
de  doscientos  pesos, 

Hai  juegos  permitidos  i  juegos  prohibidos; 
entre  los  últimos  están  toaos  los  de  suerte  ó 
azar>  i  para  exijir  las  deudas  que  en  ellos  se 
contraigan,  no  hai  acción  en  nuestros  Códigos. 
Entre  los  juegos  permitidos  están  los  de  fuer- 
za» ó  destreza  i  los  de  pura  diversión.  Para  las 
deudas  contraidas  en  juego  permitido  se  da 
acción,  siempre  que  ellas  no  excedan  de  dos* 
cientos  pesos.  Son  nulas¡  todas  las  obliga- 
ciones que  nazcan  de  una  pérdida  aj.  juegp* 
disfrazada  bajo  una  forma  legal 

i$9t  £*  rente,  vitalipiai  es  la  que  se -consti* 
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tuye  para  que  sea  pagada  anualmente,  al  mes, 
ó  en  otros  períodos,  durante  la  vida  natural  de 
una  ó  muchas  personas  i  mediante  cierto  pre- 
cio ó  por  efecto  de  liberalidad.  Se  constitu- 
ye por  escritura  pública,  á  título  oneroso  ó 
gratuito.  Para  su  duración  puede  señalarse  la 
vida  de  una  ó  de  muchas  personas,  i  en  la  es- 
critura de  su  constitución,  debe  espresarse  la 
vida  en  que  concluye  i  lo  que  se  ha  de  pagar 
en  cada  una  de  ellas :  debe  así  mismo  deter- 
minarse el  capital  ó  precio  de  la  renta,  el  in- 
terés que  debe  producir,  i  las  condiciones  que 
quieran  los  contratantes. 

El  que  se  obligó  á  satisfacer  la  renta  vita- 
licia, debe  hacerlo  hasta  la  conclusión  de  la 
vida  ó  vidas  pactadas,  estinguiéndose  solo  en- 
tonces la  obligación,  sin  que  quede  ninguna 
responsabilidad  para  devolver  el  todo  ó  par- 
te del  capital  ó  de  los  bienes  que  sirvieron 
de  precio  al  constituirse  la  renta,  i  por  corta 
que  haya  sido  la  vida  señalada. 

184.  El  seguro  es  el  contrato  por  el  cual 
.  una  persona  se  obliga,  mediante  un  premio, 
á  responder  de  los  riesgos  i  daños  que  por  ca- 
so fortuito  pueda  sufrir  la  cosa  de  otro.  Hai, 
pues,  asegurador  i  asegurado.  El  contrato 
puede  celebrarse  por  escritura  pública  ó  pri- 
vada ;  en  este  último  caso  deten  presenciar  i 
firmar  el  contrato  dos  testigos,  sacándose  de 
él  sendas  copias  para  los  contratantes.  Se 
puede  asegurar  los  bienes  muebles,  los  in- 
muebles, i  en  jeneral,  todas  las  cosas  que  es- 
tán en  el  comercio  humano  i  tienen  valor. 
Pueden  celebrar  este  contrato  todos  los  que 

pueden  obligarse  i  poseen  la  Ubre  adminis* 
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tracion  de  sus  bienes,  pero  solo  puede  cons- 
tituirse el  seguro  en  favor  del  dueño  de  la 
cosa  asegurada  ó  del  que  tenga  derecho  so- 
bre ella.  Para  la  validez  del  contrato  es  in- 
dispensable la  existencia  de  la  cosa  asegura- 
da, que  ésta  se  halle  espuesta  á  riesgo,  i 
que  se  estipule  un  premio,  debiéndose  espre- 
sar minuciosamente  estas  circunstancias  en  la 
escritura  de  constitución.  Si  ocurre  el  daño 
que  se  preveía,  debe  el  asegurado  notificár- 
selo al  asegurador,  á,  los  tres  dias  de  saber- 
lo fuera  del  término  de  la  distancia.  Al  ase- 
gurado corresponde  probar  la  pérdida  de  la 
cosa,  si  la  negase  el  asegurador.  Puede  el 
asegurado  abandonar  las  cosas  aseguradas  de- 
jándolas por  cuenta  del  asegurador,  cuando 
la  pérdida  es  total,  ó  haya  disminuido  el 
valor  de  la  cosa,  a  lo  menos  en  tres  cuartas 
partes ;  si  el  deterioro  no  ha  sido  tan  con- 
siderable, se  seguirá  lo  pactado  en  el  contra- 
to. En  todo  caso,  el  abandono  solo  puede 
hacerlo  el  pproetario,  ó  su  apoderado  espe- 
cialmente autorizado  para  ello. 

También  puede  asegurarse  la  vida  humana, 
í  en  este  caso  la  escritura  de  seguro  debe 
contener  el  nombre,  domicilio,  edad,  sexo  i 
estado  de  la  persona  asegurada ;  las  enferme 
dades  de  que  adolece  ó  su  sanidad ;  el  nom- 
bre i  domicilio  del  asegurador ;  el  precio  del 
seguro  i  la  cantidad  que  en  caso  de  muerte 
se  ha  de  dar  á  los  herederos  del  asegurado 
6  á  la  persona  que  se  haya  designado.  Pueden 
.ademas  añadirse  todas  las  condiciones  que  los 
.contratantes  jnzguen  convenientes. 

lm  pr&Uawa  4  1*  gruesa  ventura,  se  rijeu 


ME 


240  CONTRATOS 


J)or  la  leí  mercantil,  como  veremos  mas  ade- 
ante.  (1729-1799,  Código  Civil) 

185.  Entre  los  contratos  reales  la  lei  con- 
sidera el  mutuo,  el  comodato,  el  depósito  i 
los  censos. 

El  mutuo  es  un  contrato  por  el  que  una 
persona  entrega  á  otra  cierta  cantidad  de  co- , 
sas  funjibles,  con  cargo  de  que  se  le  devuelva 
otro  tanto  de  la  misma  especie  i  calidad.  To- 
das las  cosas  que  se  consumen  por  el  uso  i 
que  prestan  utilidad  pueden  ser  objeto  de  este 
contrato,  pudiendo  celebrarlo  todos  los  que 
disponen  libremente  de  sus  bienes.  Se  cons- 
tituye por  escrito  cuando  el  mutuo  pasa  de 
doscientos  pesos  ;  solo  cuando  se  han  pactado, 
se  deben  intereses,  los  cuales  principian  i  car 
pitalizarse  solo  después  de  dos  años  de  atra- 
so i  en  virtud  de  convenio  que  conste  por 
escrito.  Cuando  no  se  fija  término  para  el 
pago,  se  entiende  que  es  de  seis  meses. 

186.  El  comodato  es  un  contrato,  en  vir- 
tud del  cual  una  persona  entrega  &  otra  gra- 
tuitamente alguna  cosa  no  íunjible,  para  que 
se  sirva  de  ella  por  cierto  tiempo  ó  con  un 
fin  determinado,  i  después  la  devuelva.  Son 
objeto  del  contrato  todas  las  cosas  que  no 
se  consumen  con  el  primer  uso,  i.  pueden  ce- 
lebrarlo todos  los  que  gozan  de  la  libre  dis- 
posición de  sus  bienes.  El  comodante  debe 
avisar  los  vicios  ocultos  de  la  cosa,  no  pedir- 
la antes  del  tiempo  convenido,  i  en  defecto 
de  pacto,  antes  que  haya  servido  para  el  uso 
á  que  fué  destinada,  á  no  ser  que  tenga  ur- 
jente  necesidad  de  ella ;  también  debe  satisfa- 
cer losjjastos  que  el  comodataaio  haya  hecho 
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para  conservar  la  cosa.  Por  su  parte,  el  como- 
datario está  obligado  á  resguardar  i  conservar 
la  cosa  que  ha  recibido,  á  emplearla  solo  en 
el  uso  que  se  hubiese  estipulado,  i  á  devolver-, 
la  después  del  tiempo  designado,  siendo  rés-~ 
ponsable  de  los  daños  i  pérdidas  ocasionadas1 
por  él  retardo  en  la  devolución.  En  caso  de' 
perderse  la  cosa,  las  responsabilidades  del  co- 
modatario son  mas  ó  menos  graves,  según  ha- 
ya provenido  la  pérdida,  de  caso  fortuito,  del 
simple  uso  ó  de  su  culpa. 

187.  Por  el  depósito  una  persona  recibe  de 
otra  alguna  cosa  para  custodiarla,  obligan-* 
dose  á  devolverla  cuando  la  pida  el  deposi- 
tante. E3  esencialmente  gratuito  el  depósito 
i  puede  ser  voluntario,  necesario  ó  judicial, 
según  lo  constituya  una  persona  espontanea- 
mente,  ú  obligada  por  una  desgracia,  como  in- 
cendio, robo,  ruina,  ó  compelida  por  él  juez* 
Las  obligaciones  de  los  contratantes  se  mo- 
difican según  la  clase  de  depósito.  El  deposi- 
'  tario  por  orden  judicial  tiene  todas  las  obli- 
gaciones que  impone  el  depósito  voluntario, 
salvo  que  se  haya  ordenado  en  momentos  de 
peligro,  circunstancia  que  convierte  él  depó- 
sito en  necesario. 

Pueden  ser  objeto  de  este  contrato  las  co- 
sas i  las  personas.  El  depósito  voluntario  so- 
lo puede  ser  constituido  por  las  personas  ca- 
paces de  contratar.  Cuando  el  depósito  se 
hace  en  iglesia,  convento  ó  monasterio,  se 
considera  depositario  el  párroco,  prelado,  ca- 
pellán ó  persona  encargada  de  esos  lugares. 
Solo  el  que  tiene  impedimento  tísico  puede 
rehusar  el  depósito    necesario.  El    contrato 
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de  que  tratamos  debe  celebrarse  por  escrito 
cuando  su  valor  exceda  de  doscientos  pesos ; 
puede  hacerse  verbalmcnte  el  depósito  nece- 
cesario,  cualquiera  que  sea  su  valor. 

El  depositante   está  obligado  á  satisfacer 
los  gastos  del  depósito,  i  á  resarcir  los  daños 
i  perjuicios  que  en  su  custodia  haya  sufrido 
el  depositario.  Este  debe,  por  su  parte,  cui- 
dar el  depósito,  abstenerse  dje  usario  sin  con- 
sentimiento del  dueño,   no  rejistrar  las  cosas 
depositadas   en  arca,  cofre,  fardo  ó  paquete, 
cerrados  ó   sellados,   devolver   con  sus  tratos 
i  rentas  el  depósito  e   indemnizar  los  daños 
i  perjuicios  causados  por  su  culpa.  La  resti- 
tución del  depósito  soio  debe  hacerse  al  que 
lo  constituyó,  ó  á  la  persona  en  cuyo  nom- 
bre se  hizo,  ó  á  aquella  para  quien  está  desti- 
nado. No  debe  hacerse  la  restitución  al  depo- 
sitante, cuando  así  lo  ordena  el  juez,  cuando 
la  cosa  ha  sido  robada  ó  aparece  que  no  per- 
tenece al  depositante  ;  cuando  siendo  el  de- 
pósito un  arma,  la  exije  el  loco  ó  furioso  para 
abusar  de  ella  en  daño  propio  ó  de  tercero, 
cuando  el  que   deposita  es  menor,  mujer  ca- 
sada ó   en  jeneral,    incapaz  de  contratar,  ó 
cuando  le  ha  sobrevenido  incapacidad  ú  otra 
causa  de  interdicción  judicial. 

El  depósito,  en  jeneral,  se  acaba  por  resti- 
tución de  la.  cosa  ai  que  la  depositó ;  el  judi- 
cial termina  por  mandato  del  juez. 

188.  Los  censos  son  enfitóuticos,  consigna- 
tivos  ó  reservativos.  El  censo  enfitéutico  es 
el  contrato  por  el  cual  una  persona  trasfiere 
¿  otra  el  dominio  útil  de  un  fundo,  por  cier- 
tQ  rédito  ó  canon  anual,  conservando  el  do- 
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minio  directo.  El  consignativo  consiste  en  el 
derecho  de  cobrar  por  tiempo  indeterminado 
cierto  rédito  ó  canon  anual,  en  virtud  de  ha- 
berse impuesto  el  capital  respectivo  sobre  un 
fundo  cuyo  poseedor  no  está  obligado  á  re- 
dimirlo, i  el  reservativo  es  el  mismo  derecho 
de  cobrar  el  canon,  pero  en  virtud  de  ía  ce- 
sión de  un  fundo  hecha'  con  esta  condición. 

Solo  pueden  celebrar  el  contrato  de  enfi- 
téusis  las  personas  que  pueden  obligarse.  Su 
duración  se  cuenta  por  año&  ó  por  vida  de 
ciertas  personas  que  se  designan,  entendién- 
dose, á  falta  de  estipulación,  que  cada  vida  es 
de  cincuenta  años.  Se  constituye  solo  por  es- 
critura pública,  en  la  que  se  pueden  estipu- 
lar todas  las  condiciones  que  no  estén  pro- 
hibidas por  la  lei.  Se  puede  convenir  en  el 
pago  de  un  laudemio,  que  nunca  puede  ex- 
ceder del  valor  del  canon  enfitéutico  de  un 
año,  pagadero  al  dueño  del  dominio  directo 
cada  vez  que  se  enajene  el  fundo.  El  dueño 
directo  está,  obligado  á  dejar  espedito  el  uso 
de  la  cosa,  á  la  eviccion  i  al  saneamiento  :  el 
enfiteuta  debe  por  su  parte  conservar  la  cosa 
i  pagar  el  canon  según  lo  pactado.  Se  estin- 
gue el  contrato  por  haber  espirado  el  término 
de  su  duración,  por  la  pérdida  de  la  cosa,  por 
reunirse  en  una  sola  persona  el  dominio  di- 
recto i  el  útil,  por  la  pena  de  comiso  i  por 
prescripción. 

Los  otros  censos  no  pueden  ser  perpetuos 
i  se  estinguen  por  pérdida  de  la  cosa,  por  ha- 
cerse infructífera,  por  redención  del  capital  i 
por  prescripción.  (1800-1920.  Código  Civil,) 

139.  Los  coutratos  fundados  en  la  confian* 
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q%  son  el  mandato  i  las  libranzas.  Por  el  pri- 
mero, una  persona,  encarga  el  desempeña  de 
ciertos  negocios  á  otra  que  las  toma  á  su  car- 
go. Esta  aceptación  perfecciona  el  contrato, 
el  cual  puede  ser  jeneral  ó  especial,  según 
que  comprenda  todos  Iqs  negocios  del  man- 
dante ó  solamente  algunos,  los  cuales  han 
de  ser  ciertos  i  determinados.  El  mandato 
puede  constituirse  entre  presentes  i  ausentes, 
por  escritura  pública  ó  privada  i  aun  de  pala- 
bra. Se  exije  encargo  especial  en  escritura 
pública  cuando  se  trate  de  enajenar,  hipóte- 
£*,  afianzar,  donar,  transijir,  ó  disponer  de 
cualquier  otro  modo  de  la  propiedad  del  man- 
dante. Solo  pueden  aceptar  el  mandato  las 
personas  que  pueden  obligarse  ;  la  aceptación 
debe  ser  libre  i  el  mandatario  está  obligado  á 
cumplir  fielmente,  todo  lo  pactado,  &  concluir 
los  negocios  que  estuviesen  principiados  á  la 
muerte  del  mandante,  á  responder  de  las  pér- 
didas i  daños  ocasionados  por  dolo  ó  culpa 
suya,  á  obedecer  las  instrucciones  del  man- 
dante, á  darle  cuenta  de  la  administración 
la  cual  debe  dirijir  personalmente  sin  poder 
sustituir,  k  no  ser  que  se  le  haya  dado  espre- 
eamente  esta  facultad.  El  mandante,  por  su 
parte,  debe  satisfacer  al  mandatario  los  gas- 
tos de  la  comisión  i  los  salarios  estipulados, 
indemnizarle  las  pérdidas  que  haya  sufrido 
i  cumplir  en  jeneral  todas  las  obligaciones 
que  haya  contraído.  «El  mandante  solo  está 
obligado  por  aquellos  hechos  que  el,  manda- 
tario hubiese  realizado  en  conformidad  con 
bub  instrucciones. 
Se  acaba  el  contrato,  por  revocación  del 
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maganta,  por  tenuncia  del  mandatario,  por 
concluirse  el  objeto  para  que  '  sé  constituyó,  i 
por  muerte,  interdicción  ó  quiebra  de  cual- 
quiera de  los  contratantes.  ! 
190.  Las  libranzas  son  una  especie  de  man- 
dato por  el  cual  una  persona  encarga  á  otra 
que  entregue  á  un  tercero  cierta  cosa  ó  can- 
tidad determinada.  Las  libranzas  se  espiden, 
en  carta  ó  papel  simple,  i  pueden  jirarse  á  tí- 
ijylo  gratuito  ó  k  título  oneroso,  considerán- 
dose en  el  primer  caso  como   donación.  La 

Ai 

librarla  debe  contener  los  nombres  del  paga- 
dor i  de  la  persona  que  ha  de  recibir  el  dine- 
rb  ó  cosa,  la  designación  del  lugar  i  tiempo 
de  la  entrega,  lo  que  se  ha  de  entregar,  la 
causa  porque  se  espide,  la  fecha  en  que  se  li- 
bra •  i  la  firma  del  librador.  Las  personas  que 
intervengan  en  la  libranza  deben  tener  capa- 
cidad para  contratar ;  sin  embargo»  puede 
una  persona  librar  á  favor  ó  en  contra  de  los 
individuos  que  están  en  su  poder,  pero  no  al 
contrario,  porque  entonces  la  aceptación  esJo 
tínico  que  da  validez  a  la  libranza. 

En  todo  caso  la  aceptación  de  las  libranzas 
debe  ser  pura  i  simple  i  nunca  condicional. 
Las  obligaciones  i  derechos  del  librador  i  del 
pagador  se  modifican  según  sea  aceptada  ó 
protestada  la  libranza.  £1  poseedor  de  ella 
está  obligado,  siempre  que  fuere  necesario,  á 
acreditar  su  identidad  personal.  En  caso  que 
se  endose  la  libranza,  cada  endosante  se  con- 
sidera como  librador  respecto  de  las  perso- 
nas á  favor  de  las  cuales  endosa,,  i  á  la  vez 
se  reputa  tenedor  de  la  libranza  respecto  de 
Jos  endosantes    que  le    hubiesen    precedido 
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i  del  aceptante  que  no  la  hubiese  pagado 
(1921-1983.  Código  Civil.) 

191.  Los  pactos  que  aseguran  el  cumpli- 
miento de  otras  obligaciones  son  la  prenda, 
la  hipoteca  i  la  fianza. 

Se  llama  prenda  la  cosa  mueble  que  se  en- 
trega para  asegurar  el  pago  de  una  deuda  ó 
el  cumplimiento  de  otra  obligación  cualquie- 
ra. Solo  puede  darse  en  prenda  aquello  de 
que  se  puede  disponer  libremente.  Cuando  np- 
se  hace  escritura  pública  ni  se  otorga  docu- 
mento privado,  el  acreedor  debe  dar  recibo  de 
la  prenda  mencionada  en  el  contrato  princi- 
pal. Resulta  del  contrato  de  prenda  para  el 
acreedor,  el  derecho  de  ser  pagado  con  el  pre- 
cio de  la  prenda  antes  que  los  demás  acree- 
dores, con  tal  que  se  haya  constituido  por 
pacto  sspreso  i  que  la  prenda  permanezca  en 
poder  del  acreedor  ó  de  un  tercero.  Con  una 
misma  prenda  pueden  afianzarse  dos  ó  mas 
deudas,  i  vice-versa,  una  deuda  puede  garanti- 
zarse con  dos  ó  mas  prendas.  El  dueño  retie- 
ne su  dominio  sobre  la  prenda,  aunque  no 
puede  empeñarla  hasta  que  esté  libre  de  res- 
ponsabilidad. El  acreedor  no  tiene  mas  dere*- 
cho  que  el  de  conservación  de  la  prenda  i  es 
responsable  de  su  pérdida  ó  deterioro.  Debe 
devolverla  en  el  acto  de  ser  pagado  su  crédi- 
dito,  i  en  caso  de  que  no  le  fuese  pagado,  pue- 
de proceder  judicialmente  á  la  venta  de  la 
prenda  para  que  se  le  satisfaga,  la  deuda  con 
el  precio  que  se  obtenga.  Cuando  lo  que  se 
da  en  prenda  es  un  inmueble  i  se  concede  al 
acreedor  el  derecho  de  recibir  sus  frutos,  el 
contrato  se  llama  anticrésis ;    se  constituye 


CONTRATOS  247 


por  escritura  pública  en  la  cual  sa  espresará 
ademas  de  todo  aquello  en  que  convengan  las 
partes,  el  precio  del  inmueble,  sus  graváme- 
nes, la  renta  mensual  ó  anual  durante  los  tres 
últimos  años,  el  capital  prestado,  i  el  int3res, 
si  se  quiere  estipular. 

192.  Hipoteca  es  el  gravamen  que  se  im- 
pone sobre  un  inmueble  á  favor  de  un  tercero 
en  seguridad  de  un  crédito  ó  de  una  obliga- 
ción. La  hipoteca  puede  ser  legal,  judicial  ó 
convencional,  según  se  constituya  por  mi- 
nisterio de  la  lei,  por  sentencia  del  juez  ó  por 
convenio  de  los  contratantes.  Por  la  primera 
se  gravan  todos  los  bienes  de  la  persona  res- 
ponsable, por  las  otras  solo  los  que  especial- 
mente se  determinen.  £1  derecho  ele  hipoteca 
es  real  i  subsiste  aunque  el  inmueble  cambie 
de  poseedor. 

Pueden  ser  objeto  de  hipoteca  todas  las 
cosas  que  están  en  el  comercio  de  los  hom- 
bres, que  son  inmuebles  ó  consideradas  como 
tales,  el  usufructo  i  sus  accesorios  mientras 
vive  el  usufructuario,  i  el  dominio  directo  ó 
útil  de  una  cosa  entitéutica.  Solo  pueden  hi- 
potecar los  que  pueden  enajenar  sus  bienes ; 
el  apoderado  necesita  para  ello  poder  especial, 
i  los  administradores  i  guardadores  tienen  que 
observar  ciertas  formalidades  determinadas. 
Se  constituye  la  hipoteca  por  medio  del  rejis- 
tro  de  un  título  en  que  se  halle  espresada  la 
obligación  principal  i  se  determinen  los  bienes 
que  la  aseguran,  escepto  en  los  casos  privile- 
giados en  que  la  lei  dispensa  de  este  rejistro. 
No  hai  mas  títulos  para  el  rejistro  de  hipote- 
cas que  las  sentencias  judiciales  i  las  escritu- 
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ras  públicas.  £1  rejistro  debe  hacerse  dentro 
de  ocho  dios  contados  desde  la  celebración 
del  contrato,  fuera  del  término  de  la  distan- 

*  cia  cuando  sea  necesario,  con  las  formalida- 
des legales,  es  decir  en  la  oficina  correspon- 
diente al  lugar  donde  está  el  fundo  gravado, 
en  el  libro  que  con  ese  objeto  lleva  el  escri- 
banp  respectivo,  i  en  la  forma  que  minucio- 
samente detalla  la  lei.  El  escribano  de  hi- 
potecas es  responsable  de  cualquiera  omisión 

•  eqL  el  cumplimiento  de  sus  funciones. 

Tienen  hipoteca  por  ministerio  de  la  lei  i 
sin  necesidad  de  rejistro,  los  acreedores  sobre 
los  bienes  del  deudor  por  gastos  que  hubia» 
.sen  hecho  en  su  entierro,  por  los  ocasionados 
en  los  seis  últimos  meses  de  su  enfermedad, 
por  los  salarios  de  sirvientes  durante  los  úl- 
timos tres  meses,  por  los  de  subsistencia  del 
deudor  i  su  familia  en  el  último  trimestre,  por 
la  contribución  directa  que  debiere  al  fisco  ; 
los  dueños  de  heredades,  casas  i  edificios,  so- 
bre los  frutos,  mejoras,  i  existencia  del  arren- 
datario para  asegurar  el  pago  de  la  renta  ;  los 
acreedores  refaccionarios  en  la  finca  ó  propie- 
dad cuya  reparación  se  efectúe  con  su  traba- 
jo! industria  ó  dinero  ;  el  Estado,  la  Iglesia, 
los  pueblos  i  establecimientos  públicos,  sobre 
los  inmuebles  de  sus  deudores  i  fiadores  de 
ellos,  para  seguridad  de  las  contribuciones, 
arrendamientos  i  otras  responsabilidades ;  la 
mujer  respecto  de  los  inmuebles  maritales 
por  razón  de  la  dote  i  de  los  bienes  parafer- 
nales ;  los  hijos,  para  seguridad  de  sus  bienes 
qne  administre  el  padre,  en  los  bienes  de  és- 
te ;  los  menores,  incapaces  i  ausentes,  sobre 
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los  bienes  de  sus  guardadores  i  fiadores,  para 
seguridad  de  la  administración  ;  i  todo  el  que 
prestó  dinero  para  la  compra  de  un  inmue- 
ble, sobre  la  cosa  comprada,  para  garantizar 
el  pago. 

La  hipoteca  judicial  solo  se  constituye  en 
virtud  de  obligaciones  válidas  i  en  la  parte 
que  sean  líquidas.  Tanto  en  ésta  como  en  la 
hipoteca  convencional  se  requiere  que  el  gra- 
vamen sea  de  cantidad  determinada,  que  se 
designe  espresa  i  claramente  la  finca  gravada 
i  que  el  rejistro  se  haga  en  el  oficio  de  hipo- 
tecas dentro  del  término  legal.  Se  juzga  la 
antigüedad  de  la  hipoteca  por  la  fecha  del 
rejistro. 

Las  hipotecas  se  estinguen  por  la  estincion 
de  la  obligación  principal,  por  destrucción  to- 
tal de  la  cosa  hipotecada,  por  prescripción. 
El  acreedor  tiene  el  derecho  de  hacer  que 
se  venda  el  inmueble  hipotecado  i  se  le  pa- 
gue con  el  precio,  pero  es  prohibido  el  pacto 
por  el  cual  pueda  el  acreedor  hacerse  dueño 
del  objeto  hipotecado  por  solo  la  deuda,  si 
no  se  paga  al  cumplirse  el  plazo  pactado.  (1) 

193.  Por  la  fianza  una  persona  se  compro- 
mete á  responder  por  las  obligaciones  de  otra, 
para  el  caso  de  que  ésta  no  las  cumpla.  Pue- 
den ser  fiadores  todas  las  personas  que  pue- 
den obligarse  i  que  no  tengan  prohibición  es- 
pecial ;  tienen  esta  prohibición  los  obispos, 
los  militares  i  empleados  públicos,  los  labra- 

(1)  JFo  han  dejado  de  notarse  las  reformas  de  que  es  sus- 
ceptible nuestro  sistema  hipotecario.  Últimamente  el  Gobier- 
no se  ha  ocupado  de  esta  importante  materia. — Véase  Apen-» 
dice  XXX. 
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dorea  sencillos  á  no  ser  en  favor  de  otros  la- 
bradores, i  las  mujeres.  Las  obligaciones  del 
fiador  están  determinadas  estrictamente  por 
las  estipulaciones  del  contrato,  sin  que  la 
fianza  pueda  en  ningún  caso  exceder  á  la 
obligación  principal.  Pueden  obligarse  los 
fiadores,  simplemente,  mancomunada  i  solida- 
riamente entre  sí,  i  mancomunadamente  con 
el  deudor.  En  el  primer  caso,  se  obligan  á, 
cumplir  los  compromisos  del  fiado  si  éste  no 
lo  hace  ;  sen  el  segundo,  prometen  que  cum- 
plirán cualquiera  de  ellos,  en  defecto  del 
fiado,  la  obligación  principal,  i  por  último 
en  el  tercero,  convienen  en  ser  responsables 
ellos  lo  mismo  que  el  deudor  de  la  obliga- 
ción pactada. 

La  es  tensión  que  tengan  las  obligaciones 
del  fiador  depende  del  modo  como  se  obliga. 
Los  fiadores  simples  gozan  de  los  beneficios 
de  orden,  exención  i  división.  Los  solidario» 
entre  sí  solo  gozan  de  los  dos  primeros,  i  no 
gozan  de  ninguno  los  fiadores  mancomunados 
con  el  deudor.  La  mancomunidad  no  se  pre- 
sume i  debe  siempre  espresarse.  Puede  ha- 
ber en  la  fianza  co-fiadores  i  codeudores. 
La  fianza  se  estingue  por  las  mismas  cau- 
sas que  las  demás  obligaciones,  i  como  con- 
trato accesorio  que  es,  desaparece  junto 'con 
la  obligación  principal.  (1984-2109.  Código 
Civil) 

194.  Así  como  las  obligaciones  nacen  del 
consentimiento  e:jpreso¿  en  un  contrato,  surjen 
también  del  consentimiento  presunto,  como  de 
un  contrato  (quasi  eo¡  contráctil).  El  cuasicon- 
trato es  el  hecho  lícito  por  el  cual  queda  el 
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individuo  sujeto  á  una  obligación,  en  virtud 
del  consentimiento  que  por  equidad  se  presu- 
me. Los  cuasicontratos  son  la  jestion  de  ne- 
gocios, el  pago  indebido,  la  comunidad  de  bie- 
nes i  la  partición  de  la  herencia. 

Por  xÜtimo,  nacen  las  obligaciones  de  los  de- 
litos i  de  los  cua^i-delitos;  son  estos  últimos, 
los  actos  ilícitos  *  que  suponen  culpa  pero  no 
dolo.  El  principio  jeneral  es  que  el  que  causa 
un  perjuicio  está  obligado  á  subsanarlo.  El 
que  causa  daño  sin  culpa  no  está  obligado  á 
hacer  reparación,  á  no  ser  que  para  causarlo 
se  prive  ól  individuo  voluntariamente  del  uso 
de  la  razón.  No  hai  obligación  de  reparar  los 
daños  causados  en  el  ejercicio  del  derecho,  á 
no  ser  qué  entre  los  modos  de  ejercerlo  so 
haya  escojido  voluntariamente  el  que  era  per- 
judicial. 

195.  Estínguen  las  obligaciones,  el  pago,  el 
perdón  voluntario  ó  condonación,  la  consoli- 
dación, la  compensación,  la  novación,  el  mu- 
tuo disenso,  la  nulidad  ó  rescicion,  la  pres- 
cripción i  la  destrucción  de  la  cosa.  Pago,  es 
el  cumplimiento  de  la  obligación  por  el  deu- 
dor ó  por  otro  á  su  nombre,  i  puede  efectuar- 
se por  un  tercero  que  sustituya  al  acreedor. 
Para  que  el  pago  sea  total  i  estinga  la  obli- 
gación, se  requiere  ser  dueño  de  lo  que  se  da 
en  pago,  poder  disponer  de  ello  libremente, 
i  que  se  haga  al  acreedor,  á  su  apoderado  ó  á 
persona  que  el  juez  designe. . 

De  cualquier  modo  que  se  pruebe  la  remi- 
sión de  la  pérdida  hecha  por  el  acreedor,  la 
obligación  termina.  La  consolidación  se  verifi- 
ca cuando  la  cualidad  de  deudor  i  la  de  aeree- 
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dor  se  reúnen  en  una  misma  persona.  La  com- 
pensación es  el  descuento  de  una  deuda  por 
otra  entre  dos  fiüj,etos  recíprocamente  acree- 
dores.  Se  verifica  por  ministerio  de  la  lei 
desde  el  instante  en  que  cQ-existen  ambas 
deudas,  exijiéndose  tan  solo  que  sean  ambas 
líquidas  iexijibles.  No  puede  haber  .equipen- 
sacion  en  la  demanda .  sobri  restitución,  de 
despojo,  ó  sóbrela  restitución  de  un  depósito, 
en  Jos  cargos  por  nula  administración,  i  en  la, 
que  se  debe  por  alimentap. 

Por  la  novación  se  estingue  una  obliga* 
ejión  existente .  creando  otra  nueva;  en  esta 
última,  se  conservan  las  mismas,  personas 
acreedoras,  i  deudoras,  mudándose  la  deu- 
da ó  causa  de  deber,  ó  se  muda  una  de 
las  personas  constituyéndose  un  nuevo  deu- 
dor por  el  antiguo,  ó  poniéndose  un  nuevo 
acreedor  en  lugar  del  anterior.  La  novación 
debe  coíistar  en  escritura  pública  i  solo  pue- 
de efectuarse  entre  perdonas  capaces  de  con- 
tratar. í*or  el  mutuo  disenso  se  acaban  las 
obligaciones  de  la  misma  manera  que  se  for- 
maron, cuando  la  persona  á  favor  de  quien 
existen  i  laque  es  responsable  de  ellas,  con- 
vienen mutuamente  en  estinguirlas,  i  no  tier 
ne  lugar  cuando  se  hiere  los  derechos  de  un 
tercero.  También  se  estinguen  las  obligacio- 
nes por  pérdida  total  de  la  cosa  sobre  que  re- 
caen, quedando  en  lo  posible  subsistentes  si 
esa  pérdida  ha  sido  solo  parcial. 

196.  Al  hablar  de  lá  nulidad  délos  contra- 
tos, la  lei  los  considera  como  no  hechos,  i  como 
resciridibles  á  instancia  de  parte.  A  la.  prime- 
ra clase   pertenecen  los  contratos  prohibidos 
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por  la  lei,  sea  por  su  materia  ó  por  su  forma  : 
todos  aquellos  en  jeneral  en  que  la  nulidad 
aparece  del  mismo  acto  i  los  contratos  cele* 
brados  por  locos,  por  fatu  os  6  por  pródigos 
declarados.  Son  rescindibles  á  instancia  de 
parte,  los  contratos  en  que  hubo  dolo,  error  6 
violencia;  aquellos  celebrados  sin  bastante 
autorización  por  menores  no  emancipados  6 

{>or  mujeres  casadas :  los  contratos  en  que  hai 
esion  que  sufre  alguno  no  recibiendo  el 
equivalente  de  lo  que  él  da,  á  no  ser  que  la 
lesión  haya  provenido  de  caso  fortuito.  (2110- 
2301.  Código  Civil.) 


CAPÍTULO  VIII 


DEL     MATRIMONIO 


197.  "La  unión  del*hombre  i  de  la  mujer/* 
dice  M.  de  Saint-  Joseph,  * 'forma  la  base  de 
todas  las  sociedades.  Esta  unión  no  es  por 
sí  misma  una  institución  política  ó  relijiosa, 
i  el  Estado  i  la  Iglesia,  cada  uno  en  la  par- 
te que  le  conviene,  han  debido  deteiminar 
sus  condiciones.  Así  es  que  en  todos  los  paí- 
ses donde  ha  habido  alguna  idea  de  lejisla- 
cion,  este  contrato  llamó  mui  particularmen- 
te la  atención  de  los  lejisladores.  Aun  antes 
«que  hubiesen  leyes  escritas  respecto  de  él,  la 
costumbre  lo  habia  elevado  ya  á  principios 
derivados  todos  de  la  naturaleza  misma  del 
jénero  humano  i  exentos  de  cualesquiera  cir- 
cunstancias esteriores  que  solo  habían  podi- 
do'influir  de  un  modo  superficial.  Individua 
vites  consuetudo,*  una  asociación  íntima  para 
toda  la  vida  :  así  fué  como  el  lejislador  ro- 
mano definió  el  matrimonio  i  esta  definición 
encierra  el  mérito  de  revelar  la  esencia  mis- 
ma del  contrato.  Sin  embargo,  algunas  lejis- 
liciones  modernas  han  creído  definirlo  mas 
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exactamente  indicando  el  fin  de  esta  unión*" 
tina  de  estas  lejislaciones  es  la  nuestra,  se- 
gún la  cual  es  matrimonio  (132.  133.  134. 
Código  Civil )  la  espontánea  é  indisoluble 
tmion  de  un  hombre  i  una  mujer,  en  socie- 
dad lejítima,  para  hacer  vida  común  concu- 
rriendo á  la  conservación  de  la  especie.  El 
carácter  legal  que  entre  nosotros  tiene  el 
matrimonio  es  complejo ;  es  un  sacramento 
que 'produce  efectos  civiles,  es  un  contrato 
civil  del  que  nacen  obligaciones  relijiosas 
i  que  eiije  formalidades  puramente  relijio- 
sas para  su  celebración,  ó  es  en  fin,  un  con- 
trato civil  que  produce  efectos  civiles,  sin 
que  en  él  intervenga  para  nada  la  potestad 
de  la  Iglesia.  Así,  el  matrimonio  se  cele- 
bra (art.  156)  en  la  República  con  las  forma- 
lidades establecidas  por  la  Iglesia  en  el  Con- 
cilio de  Trente :  el  matrimonio  contraído 
fuera  del  territorio  de  la  ^República  con 
arreglo  á  las  leyes  del  país  en  que  se  cele- 
bró, se  reputa  válido  para  los  efectos  civi- 
les con  tal  que  no  sea  de  personas  que  este 
Código  declara  incapaces  (art.  158.  Código 
Civil).  Del  matrimonio  (art.  955  id.)  resul- 
ta entre  marido  i  mujer  una  sociedad  legal, 
sin  que  ( art.  956  id. )  ninguno  de  los  cón- 
yuges p^eda  renunciarla  ni  tampoco  sus  efec- 
tos. Los  tribunales  eclesiásticos  conocen  de 
las  causas  relativas  al  matrimonio  i  al  di- 
vorcio ;  i  los  jueces  seculares  de  las  de  es- 
ponsales, alimentos,  cuidado  de  los  hijos,  lí- 
tis-espensas,  liquidación  i  devolución  de  bie- 
nes, criminales  sobre  adulterio,  i  en  jetieral 
de  toda*  las  causas  sobré  los  efecto»  civiles 
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del  matrimonio  i  del  divorcio  (art*  13&.  Có- 
■  digo  Civil) ;  por  último,  la  lei  estatuye  que 
sus  disposiciones  en  lo  concerniente  al  matri- 
monio no  se  es  tienden  mas  allá  de  sus  efec- 
tos civiles,  dejando  íntegros  los- deberes  qué 
la  relijion  impone  (arh  139.) 

Estas  son  las  complicadas  i  poco  lójicaa 
disposiciones  que  determinan  el  carácter  le- 
gal  del  matrimonio ;  ellas  constituyen,  ¿por 
qué  negarlo  ?  uno  de  los  lunares  de  nues- 
tra lejislacion  civil,  i  tienden  á  crear  un  es- 
tado de  cosas  altamente  perjudicial  é  injusto 
para  los  estranjeros,  i  no  menos  impolítico, 
no  menos  contrario  á  los  intereses  bien  en- 
tendidos de  la  Nación. 

198.  Es  cierto  :  en  ninguna  parte  de  la  lei 
se  prohibe  al  extranjero  contraer  matrimojiio 
en  la  República ;  mas  aún  ;  es  evidente  que 
el  espíritu  de  los  artículos  trascritos  no  es 
dañar  á  los  estranjeros;  pero  ¿qué  importa 
que  no  se  pronuncie  la  prohibición,  si  se 
adopta  otro  medio  indirecto  de  llegar  al  mis- 
mo resultado  :  la  negación  de  uno  de  los  de- 
rechos mas  indisputables  de  la  persona?  ¿qué 
importa  que  no  prohibamos  á  un  hombre 
elevar  sus  miradas  á  la  tachonada  bóveda 
que  cubre  nuestras  cabezas,  si  al  mismo  tiem- 
po le  arrancamos  los  ojos?  (1) 

(1)  €íNo  hai  ningún  ■  embarazo  natural,"  dice  Vatte)  (  Droit 
des  Gens.  L.  II  c.  8  §  115.)  para  que  contraigan  matrimonio  los 
estranjeros  en  el  Estado.  Pero  si  se  ve  que  tales  matrimonios 
sox  perjudiciale  ó  peligrosos  para  una  nación,  ésta  tiene  el 
derecho  aún  la  obligación  de  prohibirlos  i  de  acompañar  el 
permiso  para  contraerías  de  determinadas  oondiciones,L  como 
i  ella  ó  ásu  soberano  toca  determinar  lo  que  sea  provechoso 
ai  Estado,  las  otras  naciones  deben  conformarse  con  lo  que  ¿ 
«ate  respecto  so  prescriba  en  un  Estado  Soberano   Es&  c&4 
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No  existe,  pues,  en  el  Perú  para  los  es- 
tranjeros  prohibición  espresa  de  casarse,  pero 
en  infinidad  de  casos  no  podrá  hacerlo  legal- 
mente  i  estará  privado  de  este  gran  derecho, 
á,  no  ser  que  -atropóllando  las  formas  legales, 
quiera  vivir  en  concubinato  abandonando  los 
derechos  de  sus  hijos  á  las  eventualidades 
de  un  porvenir  incierto,  i  sin  contar  con  una 
sola  garantía  ni  con  la  menor  protección  por 
parte  de  la  lei.  Que  así  esj  que  éstas  no 
son  ideas  supuestas  sino  deducidas  rigurosa- 
mente de  la  lei,  lo  manifiesta  el  análisis  que 
nos  proponemos  hacer.  Desde  luego,  queden 
sentados  los  siguientes  principios  de  la  lei 
peruana,  que  no  son  sino  consecuencia  inme- 
diata de  los  artículos  del  Código  que  llevamos 
acotados  :  1*  No  es  matrimonio  el  que  se  ce- 
lebra en  el  Perú  sin  las  formalidades  pres* 
critas  por  el  Concilio  de  Trento  ;  29  El  matri- 
monio produce  una  unión  relijiosa  i  una  socie- 
dad civil ;  la  primera  es  indisoluble,  no  así  la 
segunda  (208.  Código  Civil) ;  39  De  las  cau- 

en  todas  partes  prohibido  á  los  ciudadanos  casarse  con  una 
estrunjera  de  distinto  culto "Si  hai  un  derecho  incontes- 
table," dice  Pinheiro  Ferreira,  comentando  este  pasaje,  "es 
seguramente  el  deelejir  con  libertad  la  persona  á  la  que  nos 
quejemos  unir  con  los  lazos  matrimoniales.  El  ejercicio  de  es- 
te derecho  está  sin  duda  sujeto  á  condiciones  ;  pero  la  nacio- 
nalidad de  los  esposos  no  puede  jamas  figurar  entre  ellas. 
Vattel  debió  haberlo  reconocido  desde  que  confiesa  que  el 
Gobierno  no  puede  escluir  á  los  individuos  de  ninguna  na- 
ción, sino  cuando  estas  alianzas  lleguen1  a  perjudicar  ó  poner 
en  peligro  á  la  Nación.  No  es  posible,  desde  luego,  imajinarse 
un  caso  en  que  exista  semejante  peligro  aunque  los  matrimo- 
nios con  estranjeros  fuesen  tan  frecuentes  como  son  raros  en 
todos  los  pueblos.  Siendo,  pues,  quimérico  el  temor  de  los  in- 
convenientes que  pudieran  sobrevenir  al  Estado,  el  derecho 
de  oponerse  á  estas  alianzas  que  Vattel  atribuye  álos  gebier» 
)&,  carees  de  todo  fundamento,* 
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sas  relativas  al  matrimonio  como  sacramento, 
conoce  la  autoridad  eclesiástica,  i  como  con- 
trato, la  civil ;  4°  Hai  una  validez  relijiosa  i 
una  validez  civil  que  son.  distintas  i  separa- 
bles i  aún  independientes ;  así,  dos  protestan- 
tes  casados   legalmente  en   Inglaterra    que 
vienen  al  Perú,   estarán  en  él  también  casa- 
dos legalmente;  aquí  tenemos  validez  civil 
i  no  relijiosa  (art.  158.  Código  Civil) ;  vice- 
versa, el  Código  establece  (art.  167)  que  la 
nulidad  del  matrimonio  por  causa  de  impo- 
tencia solo  puede  intentarse  dentro  de  los 
seis  meses  de  vida  común,  pasados  los  cuales 
queda  prescrita ;  según  el  derecho   canónico, 
la  acción  de  nulidad  del  matrimonio  por  cau- 
sa de  impotencia  es  imprescriptible,  i  se  pue- 
de entablar  solo   después  que  los  cónyuges 
hayan  tenido  por  lo  menos  tres*  años  de  vi- 
da común ;  la  autoridad  eclesiástica  puede, 
pues  mui  bien  pronunciar  la  nulidad  de  un 
matrimonio  por  causa  de  impotencia   cuatro 
años  después  de  celebrado  éste ;  la   nulidad 
existiría  entonces  respecto  al  sacramento,  pe- 
ro no  respecto  á  la  sociedad  legal  del   matri- 
monio ;  aquí  tenemos  validez  relijiosa  pero 
no  civil. 

199.  Sentados  estos  principios,  examine- 
mos la  condición  en  que,  la  lei  «oloca,  pri- 
mero, á  los  estranjeros  que  desean  casarse  en 
el  Perú;  después  á  los  que  ingresan  en  él  ya 
casados  ;  ¡  por  último  á  los  qué  intenten  di- 
vorciarse. 

Dos  estranjeros  católicos  pueden  sin  difi- 
cultad alguna  contraer  matrimonio  en  la  Re- 
pública ;  no  así  en  el  caso  que  pertenezcan  {^ 
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otra  comunión  relijiosa.  La  constitución  del 
matrimonio  ha  recibido  la  influencia  directa 
de  las  ideas  predominantes  en  cada  una  de 
las  épocas  históricas.  Aunque  en  todos  los 
tiempos  se  le  ha  tributado  la  importancia 
que  de  suyo  le  pertenece,  el  carácter  que  se 
le  ha  dado  no  ha  sido  uniforme.  Conside- 
rado como  esclusivamente  sacramental,  en 
un  tiempo  la  Iglesia  se  apoderó  del  matri- 
monio, callando  la  lei  civil  i  doblegándose 
ante  las  disposiciones  canónicas  ;  sobrevino  la 
revolución  francesa  i  entonces  se  tocó  el  es- 
tremo opuesto,  descendiendo  el  matrimonio 
al  nivel  de  los  contratos  civiles,  i  sin  que 
en  su  celebración  interviniese  para  nada  la 
Iglesia.  Ninguno  de  los  dos  estremos  satis- 
facía las  necesidades  sociales  ;  era  demasiado 
obvio  el  carácter  complejo  del  matrimonio  ; 
era  imposible  negar,  por  una  parte,  que  él 
constituye  el  cimiento  de  la  sociedad  civil, 
que  de  él  surjen  multitud  de  relaciones  im- 
portantísimas, de  obligaciones  i  derechos  re- 
cíprocos que  la  lei  civil  debe  reconocer  i 
Sarantir ;  en  una  palabra,  era  imposible  no 
escubrir  en  el  matrimonio  una  institución 
civil.  Por  otra  parte,  la  historia  enseñaba 
que  en  todas  las  comarcas  i  en  todos  los  si- 
glos, el  matrimonio  ha  tenido  un  carácter  re- 
lijioso;  antiguos  i  modernos,  los  errores  de 
la  idolatría  i  los  abusos  de  la  poligamia,  cris- 
tianos i  judíos,  jamas  se  atrevieron  á  despo- 
Í'ar  el  matrimonio  de  su  carácter  relijioso. 
Sste  hecho  uniforme  no  podia  ser  casual  -ni 
pasar  desapercibido  ;  i  en  efecto,  él  significa- 
pa  una  verdad  evidente  ó  incontrovertible ; 
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que  el  matrimonio  es  una  institución  relijio- 
sa.  De  este  doble  carácter  dedujeron  los  mo- 
dernos legisladores  sus  preceptos  sobre  el 
matrimonio  ;  afirmaron  que  la  lei  civil  no 
debia  ni  podia  mezclarse  con  la  institución, 
relijiosa,  i  que  ésta  tampoco  debia  depender 
de  la  institución  civil.  Tales  fueron  los  prin- 
cipios que  inspiraron  á  los  autores  del  Có- 
digo Civil  francés,  quienes  al  traducirlos 
en  disposiciones  positivas,  tal  vez  no  se  ima- 
jinaban que  estaban  siguiendo  las  doctrinas 
de  un  teólogo  como  Santo  Tomas  de  Aqui- 
no.  "In  quantum  est  officium  natura"  dice 
el  Anjel  de  las  Escuelas  hablando  del  ma- 
trimonio, "statuitur  jure  naturáli ;  in  quan- 
tum est  officium  communitatis,  statuitur  jure 
civili ;  in  quantum  est  sacramentum,  statui- 
tur jure  divino"  (1) 

Nuestro  Código  reconoce  plenamente  el 
carácter  relijioso  del  matrimonio  ;  "  el  ma- 
trimonio se  celebra  en  la  República, "  dice 
terminantemente  el  artículo  156,  "con  las 
formalidades  establecidas  por  la  Iglesia  en  el 
Concilio  de  Trento."  De  aquí  se  deduce  que 
los  estranjeros  cuyas  creencias  rechazen  la 
autoridad  del  Concilio,  no  pueden  casarse  le- 
galmente  en  el  Perú,  apesar  de  que  el  mis- 
mo Código  (art.  32)  declara  que  los  estran- 
jeros  ejercen  todos  los  derechos  civiles,  i  no 
obstante  los  principios  constitucionales  que 
consagran  la  libertad  de  conciencia  i  la  tole- 
rancia -del  ejercicio  privado  de  todos  los  cul- 
tos. Hai  mas ;   el   Código   Civil  declara,  al 

(1)  Div.  Thom.  Sentent,  dist  34.  quaeet.  1.  art  1. 


+mm*mmt*tm*—mmmmm* 


262  DEL   MATRIMONIO 


hablar  de  los  impedimentos  del  matrimonio 
(art.  143)  que.  ."la  lei  no  se  encarga,  para  los 
efectos  civiles,  de  los  demás  impedimentos 
que  se  hallan  establecidos  por  la  Iglesia,  ó 
que  requieren  ser  dispensados  por  ella,"  en- 
tre esos  impedimentos  puramente  eclesiásti- 
cos de  que  la  lei  no  se  encarga  para  los  efec- 
tos civiles,  está  el  llamado  cultús  disparitas. 
Desde  luego,  apesar  de  existir  esa  diven%sidad 
de  cultos,  esto  no  impide  que  los  estranjeros 
puedan  ejercer  los  derechos  civiles  del  ma- 
trimonio ;  sin  embargó,  ¿dos  estranjeros  no- 
católicos  cómo  adquirirán  esos  derechos  si 
no  se  casan?;  ¿i  cómo  se  casarán?;  la  lei  no  lo 
dice. 

200.  Colocados  en  tan  angustiosa  situa- 
ción los  estranjeros  no-católicos  que  deseen 
desposarse  estando  en  el  Perú,  se  ven  obli- 
gados  á  adoptar  uno  do  estos  partidos  :  Vi- 
vir  en  concubinato  con  la  conciencia  de  que 
su  unión,  por  santa  i  sincera  que  sea,  no  da- 
rá ningún  derecho  á  sus  hijos,  ni  produci- 
rá ninguna  de  las  importantes  consecuencias 
que  la  lei  asigna  al  matrimonio ;  ¿qué  es- 
tranjeros sufrirían  tan  graves  inconvenien- 
tes? También  pueden  los  estranjeros  recurrir 
al  ájente  diplomático  de  su  nación,  para  que 
celebre  su  matrimonio  ;  pero  esto  no  produ- 
ciría jamas  en  el  Perú  efectos  civiles,  i  ade- 
mas no  siempre  tienen  los  estranjeros  un 
ájente  diplomático  en  la  República,  como 
sucede  hoi  mismo  con  los  chinos.  (1)  Pueden 

(1)  Sobre  la  falcultad  que  tienen  algunos  Ajenies  diplo- 
máticos i  cónsules  para  celebrar  matrimonios,  véase.  Apén- 
dice XXXL 
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también  los  estranjeros  aceptar  la  autoridad 
de  la  Iglesia  católica  i  comprar  con  una  fin* 
jida  conversión  el  derecho  de  casarse  ;  pue- 
den por  último,  i  esto  es  lo  mas  racional,  au- 
sentarse del  país  i  buscar  otras  playas  donde 
las  leyes  mas  lójicas  i  menos  injustas,  les  per- 
mitan el  matrimonio  sin  interrogarles  sobre 
sus  creencias  relijiosas. 

201,  Poco  lójica  como  es  nuestra  leí  sobre 
el  matrimonio,  tiene  sin  embargo  su  esplica- 
cion,  i  no  nos  parece  difícil  descubrir  los  mo- 
tivos que  indujeron  al  lejislador  á  dictar  el 
art.  156,  que  es  el  que  orijina  las  dificulta- 
des que  acabamos  de  enumerar.  Los  perua- 
nos gozamos  felizmente  de  la  envidiable  vénr 
taja  de  tener  unidad  relijiosa  ;  sin  ella  habría 
en  nuestra  patria  una  causa  mas  de  discor- 
dia i  una  esperanza  menos  de  prosperidad. 
Fieles  hijos  de  la  Iglesia  Católica  respeta- 
mos sus  leyes  i  nos  agrupamos  ante  sus  al- 
tares á  pronunciar  la  solemne  promesa  de 
los  esposos.  Tratándose  del  matrimonio,  la? 
leyes  civil  i  eclesiástica  se  auxilian  i  favore- 
cen mutuamente  i  contribuyen  de  consuno  á 
cimentar,  garantizando  la  paz  i  felicidad  do- 
mésticas, las  relaciones  sociales.  La  lei  civil 
abandona  á  la  eclesiástica  todo  el  sacramento 
atendiendo  solo  á  los  efectos  civiles  del  ma- 
trimonio (art  139.)  Estos  son  los  principios 
que  guiaron  á  los  codificadores  peruanos  i 
mientras  se  trate  de  personas  católicas,  nadie 
puede  negarles  su  aceptación  en  conjunto,  si 
bien  con  la  salvedad  de  correjir  el  error  en 
que  incurrieron  al  hacer  depender  de  una  ce- 
remqnia  esclusivamente  relijiosa,  efectQs  pu- 
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ramente  civiles.  Pero  en  la  sociedad  perua- 
na hai  un  elemento  que  no  entró  como  de- 
biera, para  nada  en  los  razonamientos  de 
nuestros  codificadores  ;  un  elemento  del  que 
el  país  espera  mucha  parte  de  su  futura  pros- 
peridad, que  cada  dia  es  mas  poderoso  é 
impone  con  redoblada  fuerza  su  influencia  i 
prestijio  :  el  elemento  estranjero.  Los  estran- 
jeros gozan  de  los  derechos  civiles  i  no  po- 
día privárseles  de  los  mui  importantes  que 
fluyen  del  matrimonio.  Por  una  parte  pues 
se  reconocía  i  satisfacía  uña  necesidad  social, 
i  por  otra  se  le  negaba  en  un  caso  especial  i 
grave  la  satisfacción  que  exijia.  Al  tratar  de 
los  estranjeros,  á  quienes  sin  dificultad  se 
les  ofrecía  la  ciudadanía  i  se  les  otorgaba 
derechos  civiles,  se  tropezaba  desde  luego, 
con  el  inconveniente  de  la  diversidad  de  cul- 
tos que  los  lejisladores  peruanos  no  quisieron 
ó  no  pudieron  salvar  en  la  lei,  por  temor  sin 
duda  de  contrariar  la  conciencia  relijiosa  del 
país.  La  necesidad  existia  i  existe  apesar  de 
todo,  i  tal  como  existe  la  lei,  en  toda  su  defi- 
ciencia i  severidad  injusta,  ejerce  sobre  los 
estranjeros  una  tiranía  absurda  é  insosteni- 
ble que,  no  vacilamos  en  afirmarlo,  nos  pa- 
rece debe  i  puede  desaparecer,  sin  violar  los 
principios  relijiosos  de  la  Nación,  sin  violen- 
tar las  conciencias,  sin  usurpar  ninguno  de 
los  derechos  del  poder  eclesiástico,  tal  cual 
se  encuentra  organizado  entre  nosotros. 

Desde  luego,  consideramos  inseparable  del 
matrimonio  su  carácter  relijioso ;  el  matrimo- 
nio civil,  entendiéndose  por  tal  aquel  que  de- 
riva toda  su  fuerza  i  validez,  pura,   entera  i 
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csclusivamente  de  una  fórmula  civil,  no  exis- 
te para  nosotros.  Consideramos  la  fórmula  re- 
lijiosa, aunque  no  como  suficiente  por  sí  sola, 
como  esencial  para  dar  validez  al  matrimonio. 
Esta  validez  estriba  en  un  conjunto  que  resul- 
ta de  elementos  distintos,  una  resultante  de 
dos  fuerzas  diversas,  una  medalla  con  dos 
faces;  el  elemento,  la  fuerza,  la  faz  civil,  i  el 
elemento,  la  fuerza,  la  faz  relijiosa ;  in  quan- 
tum est  officiun  communitatis,  statuitur  jure 
civili ;  in  quantun  est  sacramentum,  statuitur 
jure  divino.  Desde  luego,  no  es  válido  el  ma- 
trimonio puramente  relijioso,  no  es  válido 
tampoco  el  contrato  matrimonial  despojado 
de  la  fórmula  relijiosa  ;  el  primero  solo  pue- 
de producir  efectos  relijiosos  i  no  civiles  ;  el 
segundo  efectos  civiles  i  no  relijiosos ;  pe- 
ro como  el  matrimonio  necesariamente  pro- 
duce tanto  los  unos  como  los  otros,  en  am- 
bos casos  seria  incompleto.  I  aL  atribuir 
al  matrimonio  como  elemento  esencial  la 
forma  relijiosa,  no  avanzamos  una  pobre 
opinión  personal  desprovista  de  prestrjio  i 
de  fundamento  ;  si  erramos  en  ello,  erramos 
con  Portalis,  con  Montesquieu,  con  todo 
el  j  enero  humano  en  todas  las  épocas  del 
mundo. 

De  lo  dicho  se  desprende  que  el  matri- 
monio debe  tener  una  constitución  civil  i 
una  constitución  relijiosa  ;  una  definición  ci- 
vil i  una  definición  relijiosa,  un  término  civil 
i  un  término  relijioso,  según  las  prescripcio- 
nes respectivas  de  las  leyes  canónicas  i  de 
las  leyes  civiles.  Desde  luego  creemos  que 
la  definición  que  da  nuestro  Código  del  ma 

34 


266 


DEL   MATRIMONIO 


trimohio  (1)  (art.  132),  es  defectuosa  porque 
no  hace  mención  ninguna  del  elemento  reli- 
jioso.  También  es  digno  de  vituperarse  el 
tan  citado  ya  artículo  156,  porque  en  él  se 
prescribe  la  constitución  relijiosa  esclusiva- 
mente,  haciendo  depender  de  ella  tanto  los 
derechos  civiles  como  los  relijiosos.  Aunque 
relacionados  entre  sí,  el  orden  civil  i  el  ecle- 
siástico no  se  contrarían,  no  se  confunden, 
no  se  contradicen,  i  los  dos  en  su  esfera 
propia  pueden  prescribir  á  la  vez  formalida- 
des para  el  matrimonio,  sin  que  se  neutrali- 
zo ó  menoscabe  su  respectiva  autoridad  Si 
la  lei  prescribiese  como  indispensable  para 
la  validez  matrimonial  una  declaración  de 
los  esposos  ante  el  juez  i  dos  testigos,  ¿se 
invalidaría  la  ceremonia  relijiosa?  de  ningu- 
na manera ;  el  sacramento  quedaría  en  toda 
su  integridad  i  pureza,  i  las  formas  civiles 
solo  servirían  para  asegurar  los  derechos  ci- 
viles que  no  pueden  depender  jamas  sino  de 
un  acto  civil.  Por  lo  mismo  deben  también 
ser  civiles  i  eclesiásticos  los  medios  de  pro- 
bar el  matrimonio,  según  que  se  trate  de 
unos  ó  de  otros  derechos.  Así,  tendríamos 
que  ante  un  juzgado  ó  tribunal  civil  no  pro- 
duciría efecto  el  certificado  del  párroco,  co- 
mo no  produciría  ninguno  ante  un  tribunal 
eclesiástico  la  correspondiente  partida  del  re- 
jistro  civil  de  matrimonios. 

202.  Admitiendo  esta  doctrina,  se  allanan 

(1)  .Artículo  132.  Por  el  matrimonio  se  unen  perpetuamen- 
te el  hombre  i  la  mujer  en  una  sociedad  lejítima  para  hacer 
vida  común,  concurriendo  á  la  conservación  de  la  especie  hu- 
mano. 
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todas  las  dificultades  respecto  á  los  matri- 
monios de  estranjeros.  En  efecto,  raro  es 
el  hombre  que  no  reconoce  la  autoridad  de 
una  comunión  relijiosa.  Si  la  lei,  pues,  exi- 
jo la  ceremonia  relijiosa  para  la  validez  de 
los  matrimonios,  cada  uno  se  apresuraría  á 
celebrarla  según  los  ritos  de  su  comunión. 
I  no  se  crea  que  con  esto  violamos  el  ar- 
tículo constitucional  que  prohibe  el  ejerci- 
cio público  de  los  cultos  distintos  del  nues- 
tro ;  una  ceremonia,  matrimonial  es  menos 
pública  que  una  inhumación  relijiosa;  sin 
embargo,  toleramos  en  fuerza  de  las  circuns- 
tancias que  se  efectúen  esas  inhumaciones 
según  los  ritos  protestante  ó  israelita ;  i  ¿ha- 
brá mas  tolerancia  para  los  muertos  que  pa- 
ra los  vivos?  ¿tendremos  liberalidad  para 
con  un  puñado  de  tierra  que  carece  de  de- 
rechos, negándosela  á  la  persona  humana 
que  no  puede  suponerse  ni  por  un  momento 
sino  como  sujeto  de  multitud  de  derechos?  (1) 
En  cuanto  á  la  forma  civil  de  celebración, 
ella  debe  obligar  á  todos  sin  distinción  algu- 
na. Este  es  un  grave  defecto  de  nuestra  lei ; 
en  ella  no  se  prescribe  absolutamente  ningu- 
na celebración  civil ;  sin  embargo  creemos 
3ue  ella  es  indispensable.  Cree  Garcia  Cal- 
eron  que  esta  forma  podia  ser  la  siguiente  : 
"los  esposos  deben  presentar-  un  recurso  al 
juez  de  primera  instancia  esponiendo  su  vo- 


(1)  En  el  Código  Arjentino  se  ha  seguido  hasta  cierto 
punto  nuestra  doctrina  sobre  el  matrimonio.  Este  Código  ha 
sido  promulgado  últimamente  i  solo  rije  desde  este  año.  He- 
mos estraotado  ios  artículos  pertinentes.  Véase  Apéndice 
XXXII, 
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luntad  de  contraer  matrimonio  ;  el  juez  pro- 
cederá entonces  á  examinar  el  consentimien 
to  de  la  mujer,  i  cerciorado  de  que  lo  ha 
espedido  libremente,  pondrá  el  escribano  en 
autos  la  debida  constancia ;  se  tomará  del 
mismo  modo  el  consentimiento  del  marido, 
i  en  seguida  dispondrá  el  juez  que  se  fijen 
carteles  en  los  lugares  públicos  i  que  se 
anuncie  por  los  periódicos  el  matrimonio, 
para  que  si  hai  algún  impedimento  se  de- 
nuncie. Los  carteles  se  fijarán  por  quince 
dias,  i  no  podrán  omitirse  por  ningún  mo- 
tivo. Durante  este  término,  se  recibirá  una 
información  de  tres  testigos  á  los  esposos,  pa- 
ra acreditar  que  son  solteros  i  libres.  Venci- 
do el  término  de  los  edictos  hará  comparecer 
el  juez  á  su  juzgado  á  los  esposos  delante  del 
escribano  i  tres  testigos,  indagará  nuevamen- 
te su  voluntad  de  CQiitraer  matrimonio,  i  con- 
formes, les  leerá  el  tratado  del  Código  Civil 
sobre  los  derechos  i  deberes  que  nacen  del 
matrimonio ;  de  todo  se  forma  acta  firmada 
por  el  juez,  los  interesados,  el  escribano  i  tes» 
tigos  i  se  archivará  el  espediente  en  una  es- 
cribanía, dándose  á  los  interesados  las  copias 
que  soliciten.  Después  se  inscribe  el  matri- 
monio en  el  rejistro  cívico,  i  los  desposados 
quedan  libres  para  recibir  el  sacramento,  si 
lo  desean"  (1). 

No  faltará   quienes   impugnen   la  doctri- 
na  que   esponemos   por   creer  inmoral  i  de 

(1)  No  admitimos  estas  últimas  palabras.  La  celebración 
relijiosa  es,  en  nuestra  opinión,  esencial,  i  no  depende  do  la 
voluntad  de  los  cónyuges.  Por  lo  demás,  flos  desposados  civil- 
mente pueden  casarse  según  los  ritos  de  la  reüjion  que  profe- 
sen. 
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malos  resultados  el  valor  que  damos  á  la  cele- 
bración civil  del  matrimonio.  Precisamente, 
lo  inmoral,  lo  altamente  inmoral  es  sostener 
el  actual  orden  legal.  No  teniendo  en  el  Perú 
ninguna  sanción  legal  los  matrimonios  de  es- 
tranjeros  no-católicos,  los  cónyuges  pueden 
libremente  abusar  de  sus  recíprocos  derechos. 
¿Con  qué  título  se  presentará  ante  los  tribu- 
nales la  esposa  abandonada  á  fin  de  vindicar 
sus  derechos  desconocidos?  ¿Cómo  asegurará 
un  marido  ultrajado  los  de  sus  hijos,  en  caso 
de  haber  sido  abandonado  por  la  mujer  ? 
¿Cuál  es  el  estado  civil  de  los  hijos  habidos 
en  estos  matrimonios?  Las  palabras  dirijidas 
al  Rei  por  los  protestantes  franceses,  coloca- 
dos precisamente  en  la  misma  injusta  posi- 
ción en  que  hoi  se  encuentran  en  el  Perú  los 
habitantes  no-católicos,  ya  sean  ciudadanos, 
domiciliados  ó  transeúntes,  son  elocuentes, 
i  las  trascribimos  para  que  su  eco  llegue  has- 
ta el  recinto  de  los  lejisladores  i  les  recuerde 
una  de  las  mas  importantes  de  sus  funcio- 
nes :  la  de  enmendar  la  lei  para  que  satisfa- 
ga en  justicia  las  necesidades  sociales.  "Es 
menester,"  decian  esos  protestantes  oprimi- 
dos, "ó  impedir  que  nos  casemos,  ú  obligar- 
nos al  sacramento,  ó  declarar  que  nuestras 
matrimonios  no  son  mas  que  concubinatos,  ó 
en  fin,  permitir  que  nos  casemos  ante  los 
jueces  seculares.  El  primero  de  estos  partidos 
es  un  ultraje  á  la  naturaleza,  el  segundo,  la 
causa  de  muchos  sacrilejios ;  el  tercero,  un 
insulto  á  las  costumbres  i  un  ultraje  á  la  Na- 
ción; no  queda,  pues,  mas  que  abrazar  el 
cuarto." 
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"Cenadnos,"  continuaban,  "la  entrada  á 
las  dignidades,  á  los  cargos,  á  los  honores ; 
lo  sufriremos  en  silencio,  como  lo  hacemos 
ya  largo  tiempo ;  la  agricultura  i  el  comer- 
cio nos  bastan ;  pero  no  os  opongáis  á  que 
nos  entreguemos  lejítima  i  lícitamente  al 
primero,  al  mas  poderoso  i  al  mas  sagrado 
de  todos  los  impulsos  de  la  naturaleza.  No 
nos  condenéis  á  temblar  perpetuamente  por 
la  suerte  de  las  compañesas  de  nuestros  tra- 
bajos i  de  nuestras  penas  i  por  el  estado  de 
nuestros  hijos.  ¿Qué  inconveniente  resulta- 
ría al  Gobierno  i  al  Catolicismo,  de  ver  nues- 
tros matrimonios  sellados  con  el  sello  de  la 
autoridad  civil  i  pública?  No  por  esto  deja- 
ríamos de  ser  subditos  fieles  i  ciudadanos  pa- 
cíficos. No  por  esto  tendríamos  menos  res- 
peto á  la  relijion  de  nuestro  príncipe  i  á  los 
ministros  del  culto  dominante.  Tomamos  por 
testigos  de  ello  á  los  Flechier,  á  los  Fene- 
lon,  cuyos  nombres  no  podemos  pronunciar 
sino  con  veneración  i  enternecimiento." 

"Ya  no  se  nos  persigue  abiertamente ;  ya 
no  se  derrama  nuestra  sangre.  Las  armas 
que  el  ciego  fanatismo  habia  puesto  en  las 
manos  de  una  política  recelosa  no  nos  hieren 
ahora.  ¿Pero  no  es  cierto  que  se  olvidan  al 
mismo  tiempo  las  máximas  de  una  sabia  ad- 
ministración, las  leyes  de  la  humanidad  i  de 
la  relijion  misma,  condenándonos  al  celibato 
ó  al  concubinato  ó  al  perjurio?  Manes  del 
Gran  Enrique,  protejednos!  Inspirad  á  vues- 
tro nieto  para  con  nosotros  aquellos  senti- 
mientos paternales  que  os  hicieron  querer 
igualmente  á  todos  vuestros  subditos,  Decid- 
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les  que  los  que  tienen  la  desgracia  de  pensar 
de  otro  modo  que  Roma  os  fueron  siempre 
fieles,  i  que  lo  serán  siempre  á  vuestra  poste- 
ridad ;  que  es  un  error  de  hecho  creer  que  no 
hai  protestantes  en  el  reino :  que  hai  por  lo 
menos  dos  millones  de  ellos  que  tienen  dere- 
cho á  la  justioia,  i  que  la  justicia  exije  que  se 
reformen  ó  se  modifiquen  las  leyes  que  no 
tienen  por  base  mas  que  un  error  de  hecho, 
del  cual  resulta  que  una  multitud  de  ciuda- 
danos están  sin  patria  en  medio  de  su  patria 
misma."  (1) 

203.  Los  que  se  han  opuesto  en  nuestro 
país  á  que  la  lei  fije  la  forma  civil  del  ma- 
trimonio, lo  han  hecho  guiados  principal- 
mente por  escrúpulos  relijiosos.  "Cómo  per- 
mitiremos," han  dicho,  "que  se  reconozca  en 
la  República  el  matrimonio  civil!!"  Pero  los 
que  tales  palabras  profieren,  no  se  fijan  en 
que  la  lei  no  solamente  reconoce  el  matri- 
monio civil  sino  que  al  reconocerlo,  estable- 
ce un  privilejio  odioso  como  todos  los  privi- 
lejios  á  favor  de  una  especie  particular  de 
matrimonios.  Veremos  que  es  así  pasando  á 
considerar  el  segundo  punto  propuesto,  es 
decir,  el  examen  de  la  condición  en  que  la 
lei  coloca  á  los  estranjeros  que  ingresan  ya 
casados  en  la  República.  "El  matrimonio 
contraído  fuera  del  territorio  de  la  Repúbli- 
ca," dice  el  Código  (art.  158),  "con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  en  que  se  celebró,  se  re- 
puta válido  para  los  efectos  civiles,  con  tal 

(1}  Encyclopedie  methodiqí^e,  Jurisprudente,  Y,  °  Mariag^ 
citado  por  Garría  Calderón, 
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que  no  sea  de  personas  que  este  Código  de- 
clara incapaces  de  casarse."  Para  la  leí  perua- 
na estas  uniones  son  meras  transacciones  ci- 
viles ;.  es  decir,  no  necesitan  para  producir 
sus  efectos  legales  del  carácter  relijioso.  Véa- 
se como  tenemos  matrimonio  civil,  i  como  so- 
lo lo  reconocemos  para  los  matrimonios  rea- 
lizados fuera  del  país,  siendo  así  que  los 
estranjeros  no-católicos  no  pueden  casarse  en 
la  República,  ni  civil  ni  eclesiásticamente  l 
Damos  valor  á  los  matrimonios  realizados  ba- 
jo cultos  protestantes  ó  israelitas,  i  según  le- 
yes cuyo  conocimiento  perfecto  muchas  ve- 
ces no  está  á  nuestro  alcance,  i  lo  rehusa- 
mos á  uniones  que  realizadas  ante  nuestros 
ojos  nos  prestarían  mayor  garantía  de  legali-. 
dad  i  respeto.  No  quiere  decir  esto  que  rio 
aprobemos  la  disposición  del  art.  158  ;  solo 
queremos  hacer  palpables  las  inconsecuencias 
en  que  incurre  nuestra  lei  civil.  Por  lo  de- 
mas,  el  artículo  citado  debe  su  existencia  á 
la  fuerza  de  las  circunstancias  i  está  en  con- 
sonancia con  los  principios  jenerales  del  De- 
recho Internacional  privado.  Ese  artículo  de- 
clara válidos  en  el  Perú  los  matrimonios  ce- 
lebrados en  el  estranjero  cuando  reúnen  estos 
dos  requisitos :  1?  que  hayan  sido  celebra- 
dos conforme  á  las  leyes  del  país  dondp  se 
realizan ;  2?  que  no  sea  entre  personas  que  la 
lei  peruana  declara  incapaces  de  casarse. 

Respecto  al  primero  no  se  hace  sino  con- 
sagrar la  fórmula  locus  regit  actum.  "El  prin- 
cipio jeneral,"  dice  Story,  (1),    "indudable- 

(l)  (taflict.  «f  Lftwg-tiu  *,  119. 
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mente  es  ( como  ya  hemos  visto ),  que  res- 
pecto de  personas  sui  juris  el  matrimonio  es 
rejido  por  la  lei  del  lugar  donde  se  celebra. 
Si  allí  es  válido,  es  válido  en  todas  partes. 
Sus  obligaciones  tienen  una  ubiquidad  legal. 
Si  allí  es  nulo,  es  igualmente  nulo  en  todas 
partes."  1  mas  adelante  añade :  "Sin  embar- 
go, se  puede  justificar  fácilmente  la  base  so- 
bre que  estriba  la  regla  jeneral  que  hace  de- 
pender la  validez  de  los  matrimonios  de  la 

lex  loci  contractas . Todas  las  naciooés 

civilizadas  reconocen  los  contratos  matrimo- 
niales. Estos  son  juris  gentium,  i  en  ellos  es- 
tán interesados  igualmente  los  subditos  de 
todas  las  naciones.  Infinitos  daños  i  mucha 
confusión  respecto-  de  la  lejitimidad,  succe- 
siones  i  otros  derechos  sufrirían  los  subditos 
de  todas  las  naciones,  si  solamente  se  obser- 
vasen las  leyes  respectivas  de  diferentes  Es- 
tados en  los  matrimonios  de  sus  subditos  en 
el  estranjero  ;  i  desde  luego  todas  las  nacio- 
nes han  consentido  ó  se  presume  que  hayan 
consentido  por  su  común  ventaja  é  interés, 
en  que  esos  matrimonios  sean  válidos  ó  nó,  se- 
gún las  leyes  del  país  donde  se  celebran.  Ob- 
servando esta  regla  surjirán  pocos  ó  ningu- 
nos inconvenientes ;  su  inobservancia  ocasio- 
naría infinitos  males.  (1) 

"La  tierra,"  ha  dicho  el  célebre  Portalis, 
"ha  sido  distribuida  entre  los  hijos  de  los 
hombres.  Un  ciudadano  puede  dirijirse  i  to- 
das partes  i  en  todas  ejercer  los  derechos 
anexos  á  su  calidad  de  hombre.  Entre  esos 


(l)Stoi7,id,  t¿121< 
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derechos,  el  mas  natural  es  sin  disputa  la  fa- 
cultad de  contraer  matrimonio.  Esta  facultad 
no  es  local,  no  puede  circunscribirse  al  te- 
rritorio ;  es  por  decirlo  así,  universal  como 
la  naturaleza ;  no  falta  en  ninguna  parte.  No 
privamos,  pues,  á  los  franceses  del  derecho 
de  contraer  matrimonio  en  país  estranjero 
ni  del  de  unirse  á  una  persona  estraña.  La 
forma  del  contrato  es  rejida  en  esos  casos 
por  las  leyes  del  país  donde  se  ha  realiza- 
do." 

.Respecto  al   segundo    requisito,   también 

existen  fundamentos  lójicos.  Como  los  matri- 
monios estranjeros  han  de  surtir  efecto  en  el 
Perú,  la  lei  peruana  no  podia  olvidar  para 
ello  los  impedimentos  matrimoniales  que  ella 
misma  designa,  aunque  juzgue  la  forma  de 
esos  matrimonios  tan  solo  por  la  lex  loci  con- 
tractús;  de  otro  modo  no  haria  sino  reconocer 
escepcionerf  en  cuanto  á  la  capacidad  perso- 
nal, escepciones  que  no  serian  sino  odiosos 
é  injustos  privilejios  i  que  atacarían  la  mo- 
ral i  las  buenas  costumbres,  bases  únicas 
de  los  impedimentos  que  la  lei  peruana  es- 
tablece para  el  matrimonio.  Declara  nues- 
tra lei  incapaces  para  contraer  matrimonio  : 
(art.  142)  l9  A  los  que  son  parientes  consan 
guineos  en  línea  recta  de  ascendientes  ó 
descendientes,  sin  limitación  alguna  ni  dis- 
tinción de  lejítimos  ó  ilejítimos ;  2?  A  los 
afines  en  la  misma  línea  de  ascendientes  i 
descendientes ;  39  A  los  hermanos  entre  sí, 
sean  ó  no  lejítimos  ;  49  Al  adoptante  con  la 
persona  adoptada,  i  ninguno  de  ellos  con  el 
cónyuge  viudo  del  otro ;  59  Al  casado,  mién- 
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tras  vive  su  cónyuge;  69  Al  que  ha  recibi- 
do órdenes  mayores  en  el  estado  eclesiástifco  ; 
7  *  A  los  que  han  profesado  en  orden  monás- 
tica haciendo  votos  solemnes  de  castidad,  si 
no  han  alcanzado  la  nulidad  ó  la  relajación 
de  sus  votos ;  89  A  la  persona  que  mató  á 
uno  de  los  cónyuges  ó  fué  cómplice  en  su 
homicidio,  con  el  cónyuge  sobreviviente ; 
9?  Al  impotente;  109  Al  loco  i  demás  per- 
sonas que  están  en  incapacidad  mental.  Ade- 
mas de  estos  impedimentos  que  constituyen 
una  incapacidad  absoluta,  hai  una  incapaci- 
dad relativa  respecto  á  los  menores,  los  cua- 
les no  gozan  (art.  141)  de  los  efectos  civiles 
que  produce  el  matrimonio,  sino  después  de 
haber  cumplido  el  varón  diez  i  ocho  años,  i 
la  mujer  diez  i  seis  ;  respecto  al  guardador  i 
sus  hijos,  ninguno  de  los  cuales  puede  con- 
traer matrimonio  con  el  menor  ó  la  pupila 
durante  el  ejercicio  de  la  tutela,  ni  antes  de 
estar  aprobadas  las  cuentas  de  su  administra- 
ción i  entregados  los  papeles  correspondien- 
tes (art.  145).  De  lo  dicho  se  sigue  que  si  el 
adoptante  estranjero  se  casó  con  la  adoptada, 
ó  el  guardador  con  su  pupila,  bajo  el  imperio 
de  las  leyes  que  lo  permitían,  esa  unión  no 
sera  válida  en  el  Perú  i  por  consiguiente  no 

!>roducirá  ninguno  de  los  efectos  civiles  que 
a  lei  señala  al  matrimonio.  Se  pregunta, 
¿los  hijos  nacidos  en  el  Perú  de  un  matri- 
monio de  esta  especie  qué  condición  tienen 
según  las  leyes  peruanas?  Desde  luego,  no 
8on  lejítimos,  porque  la  lei  llama  así  solo  á 
"los  que  nacen  de  matrimonio'9  (art.  218)  i  no 
lo  hai  en  el  caso  propuesto  j  serán,  pues,  ifo» 
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jítimos.  De  estos  hai  varias  especies ;  tene- 
mos hijos  naturales  i  adulterinos.  Es  claro, 
que  en  el  caso  que  examinamos,  los  hijos 
no  son  naturales  porque  lo  son  solo,  "aque- 
llos concebidos  en  tiempo  en  que  el  padre  i 
la  madre  no  tenian  para  casarse  ningún  impe- 
dimento legal",  (art.  236),  lo  cual  no  sucede 
con  el  matrimonio  realizado  entre  adoptante 
i  adoptada  ;  tampoco  son  esos  hijos  adulteri- 
rijios.  Son,  pues,  simplemente  ilejítimos,  i 
gozarán  de  los  derechos  civiles  respecto  á  la 
.  madre  (art.  243.)  Tenemos,  desde  luego,  que 
esos  hijos  á  pesar  de  ser  peruanos  de  naci- 
miento tienen  un  estado  civil  vago  é.  indeter- 
minado, i  lo  que  es  peor,  sin  la  menor  espe- 
ranza de  rehabilitación. 

La  lei  prohibe,  como  hemos  visto,  al  in- 
dividuo casado  contraer  matrimonio  mientras 
vive  su  cónyuge ;  no  se  reconoce  la  poli- 
gamia, i  por  lo  mismo  no  serian  válidos  en 
el  Perú  los  matrimonios  con  mas  de  una 
mujer,  por  mas  que  tuviesen  existencia  le- 
gal en  el  país  donde  se  hayan  celebrado. 
Las  leyes  peruanas  rejirian  en  tales  casos 
para  considerar  como  válido  tan  solo  el  ma- 
trimonio mas  antiguo.  Esta  regla  es  aplica- 
ble cuando  no  han  sido  coetáneos  los  matri- 
monios. Pero  si  lo  son ;  si  un  hombre  bajo 
el  imperio  de  las  leyes  que  se  lo  permiten,  se 
casa  simultáneamente  i  en  un  mismo  acto 
con  dos  ó  mas  mujeres,  ¿cuál  de  ellas  será  la 
lejítima,  según  nuestro  Código?  Parece  que 
ninguna;  porque  ese  enlace  no  puede  ser 
aceptado  por  la  lei,  la  cual  al  reconocer  la 
validez  de  las  uniones  realizadas  en  el  es- 
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tranjero  se  refiere  solamente  al  matrimonio 
tal  como  ella  lo  entiende,  es  decir,  á  la  unión 
de  un  hombre  i  una  mujer. 

204,  Después  de  los  matrimonios  realiza- 
dos en  el  estranjero  pasemos  al  examen  de 
loe  principios  legales  que  rijen  el  divorcio  ó 
separación  de  los  cónyuges  estranjeros.  Si  los 
cónyuges  son  católicos,  no  encuentra  dificul- 
tad ninguna  la  aplicación  de  la  lei ;  no  así 
cuando  los  cónyuges  desconocen  la  autoridad 
de  la  iglesia  dominante.  I  ante  todo,  res- 
pecto de  los  estranjeros  nó-cató lieos  que  se 
casan  en  el  país,  ya  hemos  visto  que  la  lei 
guarda  un  silencio  profundo  sobre  el  mo- 
do como  se  han  de  casar  para  dar  validez 
al  acto;  no  es  estraño  pues  que  tampoco 
determine  el  modo  i  forma  en  que  deban 
divorciarse  cuando  llega  el  caso.  No  es  lo 
mismo  tratándose  de  aquellos  que  casados 
en  el  estranjero  conforme  á  la  lei  local,  in- 
gresan al  país ;  estos  estranjeros  gozan  en 
el  Perú  (art.  158)  de  todos  los  derechos  civi- 
les anexos  al  matrimonio,  i  en  su  ejercicio 
deben  someterse  á  la  lei  peruana.  Esa  lei 
llama  divorcio,  (art.  191)  "la  separación  de 
los  casados,  quedando  subsistente  el  vínculo 
matrimonial"  i  determina  que  son  causas  de 
divorcio  (art.  192)  el  adulterio  de  la  mujer, 
el  concubinato  ó  la  incontinencia  pública  del 
marido  ;  la  sevicia  ó  trato  cruel ;  atentar  uncx 
de  los  cónyuges  contra  la  vida  del  otro ;  el 
odio  capital  de  alguno  de  ellos  manifestado 
por  frecuentes  riñas  ó  por  graves  injurias  re- 
petidas ;  los  vicios  incorrejibles  de  juego  ó 
embriaguez,  disipación  ó  prodigalidad  ;  negar 
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el  marido  los  alimentos  á  la  mujer  ;  negarse 
la  mujer  sin  graves  i  justas  causas  á  seguir 
Á  su  marido ;  abandonar  la  casa  común,  6 
negarse  obstinadamente  al  desempeño  de  las 
obligaciones  conyugales;  la  ausencia  sin  jus- 
ta causa  por  mas  de  cinco  años ;  la  locura  ó 
furor  permanente  que  haga  peligrosa  la  co- 
habitación :  una  enfermedad  crónica  contajio- 
sa  i  la  condenación  de  uno  de  los  cónyuges 
k  pena  iüfamante.  Cualquiera  de  estas  cau- 
sas puede  ocurrir  en  uñ  matrimonio  de  es- 
tranjeros  reconocido  válido  por  la  lei  para 
los  efectos  civiles,  i  ocurriendo,  uno  de  los 
cónyuges  se  ve  en  la  necesidad  de  pedir  un 
divorcio  arreglándose  á  los  preceptos  de  la 
lei  peruana.  ¿Cómo  procederá  para  alcanzar 
este  objeto?  Entre  nosotros,  antes  de  enta- 
blar la  acción  de  divorcio  es  indispensable 
(arts.  372.  373.  374.  375.  376.  377.  Cód.  En- 
juic.  Civ.)  practicar  ciertas  dilijencías  ante  el 
juez  eclesiástico,  la  acción  misma  debe  en- 
tablarse ante  dicho  juez,  (378  id.  id.)  i  para 
que  la  mujer  pueda  reclamar  alimentos  del 
marido,  debe  .comprobar  su  derecho  con  do- 
cumentos eclesiásticos.  ¿Cómo  podrán  las  per- 
sonas no-católicas  recurrir  á  un  juez  cuyas 
facultades  desconocen  en  conciencia,  para  el 
solo  hecho  de  hacer  cesar  lejítimamente  los 
efectos  civiles  de  su  matrimonio?  ¿Cómo  po- 
drá un  funcionario  eclesiástico  intervenir  en 
un  matrimonio  que  solo  tiene,  según  la  lei, 
(art.  158)  efectos  puramente  civiles,  sin  en- 
trañar ningún  vínculo  sacramental?  El  di- 
vorcio en  estos  matrimonios  no  es  otra  cosa 
que* la  cesación  de  efectos  civiles,  i  el  juicio 
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en  tal  caso  se  reduce  á  probar  la  existencia 
de  alguno  de  los  hechos  que  la  lei  considera 
como  causa  de  divorcio ;  esto  puede  i  debe 
hacerse  civilmente  sin  que  se  mancille  la 
santidad  de  nuestra  relijion,  i  los  jueces  ci- 
viles, al  declarar  estos  divorcios,  no  necesitan 
salir  de  su  esfera  propia  de  acción  ni  usur- 
par ajenas  facul:ades.  Pero  por  mui  lójico  que 
sea  este  razonamiento,  no  es  legal,  no  tiene 
fundamento  alguno  en  el  Código;  i  el  divorcio 
de  los  estranjeros  no-católicos  que  ingresan 
enla  República  ya  casados,  se  ha  dejado  sin 
regla  alguna,  entregada  á  los  peligros  que 
ofrece  una  institución  que  aunque  reconocida 
por  la  lei  no  está  debidamente  garantida. 
Son  incalculables  los  inconvenientes  ó  inmen- 
sa la  inmoralidad  que  semejante  estado  de 
cosas  produce.  Basta  para  convencerse  de 
ello,  pensar  en  la  suerte  de  los  hijos  que  esta- 
rán siempre  en  poder  del  cónyuge  mas  fuer- 
te ó  mas  astuto ;  recordar  á  la  cónyuge,  que 
abandonada  i  sin  obtener  amparo  lícito  de 
ninguna  especie,  es  presa  de  la  corrupción. 
Si  al  contrario,  el  hombre  es  el  burlado,  la 
lei  no  le  ofrece  ninguna  protección  para  sal- 
var los  intereses  de  sus  hijos.  La  adminis- 
tración de  los  bienes  que  tan  multiplicadas 
complicaciones  esperimenta  á  consecuencia 
de  los  incidentes  del  matrimonio,  se  deja  en 
la  mas  completa  vaguedad,  i  mientras  no  ha- 
ya divorcio  legal  no  puede  ser  separado  de 
ella  el  cónyuge  culpable ;  en  fin,  se  les  pro- 
hibe á  los  cónyuges  la  renuncia  de  la  so- 
ciedad legal  que  resulta  del  matrimonio, 
(art.  956)  así  es,  que  ni  este  medio  tiene  una 
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mujer  inocente  para  librar  sus  bienes  de  la 
disipación  ó  prodigalidad  del  marido.  (1) 

Todos  estos  grandes  males  se  remediarían, 
si  junto  con  la  forma  civil  del  contrato  matri- 
monial se  determinase  una  forma  civil  tam- 
bién para  pedir  i  obtener  en  los  casos  lega- 
les el  divorcio  independientemente  del  juicio 
eclesiástico  que  obligaría  solo  á  los  católi- 
cos, i  con  el  esclusivo  £n  de  hacer  cesar  los 
efectos  civiles  del  matrimonio.  El  juez  de 
primera  instancia  después  de  sustanciar  las 
dilijencias  indispensables  para  acreditar  plena- 
mente la  existencia  de  la  causa  legal  que  se  in- 
vocase, podia  declarar  el  divorcio,  quedando 
estinguido  el  contrato  civil  del  matrimonio. 
¿Se  afectaría  con  esto  el  respeto  que  tributa- 
mos k  nuestra  relijion?  De  ninguna  manera  ; 
mientras  tanto,  así  se  evitaría  la  monstruo- 
sa contradicción  en  que  incurren  nuestras  le- 
yes al  reconocer  como  válida  para  los  efectos 
civiles  la  unión  de  estranjeros  no-católicos, 
silenciando  al  mismo  tiempo  el  modo  de  ha- 
cer cesar  eso3  efectos,  dado  el  caso  en  que 
ocurra  alguna  de  la  causas  que  la  misma  lei 
reconoce   como  bastantes  para  esa  cesación. 

205.  Pero  no  solamente  hai  cuestiones  di- 
fíciles suponiendo  el  enlace  de  estranjeros 
no-católicos;  ocurren  también  en  los  matri- 

(1)  En  nuestra  corta  práctica  en  el  foro,  tuvimos  un  cliente 
ingles  casado  en  Australia  según  las  leyes  allí  vijentes.  Tenia 
sobrados  motivos  para  pedir  un  divorcio  ;  no  podia  hacerlo  sin- 
embargo  por  no  designar  la  lei  ante  qué  autoridad  i  cómo  de- 
bería entablarse  la  acción.  Mientras  tanto,  la  mujer  probaba  él 
matrimonio  i  le  exijia  alimentos  ante  el  juez  civil,  alimentos 
que  el  marido  se  habría  visto  obligado  á  dar  i  que  solo  ha- 
brían servido  para  fomentar  la  corrupción  de  la  cónyuge  in- 
fiel 
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monios  de  una  persona  católica  con  otra  que 
no  lo  es.  Entre  los  impedimentos  matrimo- 
niales que  establece  la  Iglesia  católica  está 
la  diversidad  de  cultos,  cultüs  disparitas ;  pe- 
ro ha  sido  tal  la  fuerza  de  las  necesidades 
sociales,    tan  grande  el  escándalo  producido 

Eor  la  aplicación  estricta  del  precepto,  que 
c  misma  Iglesia  se  ha  visto  obligada  á  ce- 
der de  algún  modo,  autorizando  en  algunos 
casos  una  ceremonia  semi-civil,  semi-relijio- 
sa,  que  sea  dicho  en  verdad,  carece  de  todo 
fundamento  lójico.  "Sabido  es,"  dice  nuestro 
Pacheco,  hablando  sobre  este  punto,  "  que 
lá  misma  Iglesia  se  ha  visto  embarazada  pa- 
ra resolver  satisfactoriamente  la  cuestión;  pe- 
ro al  fin,  ella  ha  permitido  semejantes  ma- 
trimonios, aún  prestándoles  su  intervención, 
puesto  que  permite  la  asistencia  del  párro- 
co, aunque  ha  establecido  que  éste  no  sea 
allí  mas  que  un  mero  testigo  que  pida  el 
consentimiento,  i  que  no  haya  ceremonia  re- 
lijiosa.  De  donde  resulta  evidentemente  que 
no  habiendo  ceremonia  relijiosa,  esto  es,  sa- 
cramento, no  hai  matrimonio  relijioso.  Lue- 
go este  matrimonio  deberá  considerarse  co- 
mo meramente  civil,  puesto  que  ante  la  lei 
civil  i  ante  la  misma  Iglesia  surte  todos  los 
efectos  de  una  unión  lejítima.  Los  surte  an- 
te la  lei  civil,  parque  esta  considera  al  hom- 
bre i  á  la  mujer  casados  de  esa  manera,  co- 
mo esposos,  como  miembros  de  la  sociedad 
conyugal,  como  padres  naturales  i  lejítimos 
de  la  prole  que  de  ellos  nazca.  Los  surte  an- 
te, la  Iglesia,  porque  ella  recibe  como  lejíti- 
mos á  los  hijos  nacidos  de  ese  hombre  i  de 

36 
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esa  mujer,  que  le  son  presentados  para  que 
se  les  confiera  el  bautismo,  i  porque  ni  por 
medio  de  la  autoridad  ni  por  el  de  la  amo- 
nestación puede  ya  separar  al  consorte  ca- 
tólico del  que  no  lo  es.  Sin  embargo,  ese 
párroco  que  ha  asistido  al  matrimonio  mix- 
to como  mero  testigo,  tiene  que  llenar  las 
funciones  de  su  ministerio,  sentando  en  los  li- 
bros parroquiales  la  correspondiente  partida 
de  matrimonio,  i  el  certificado  de  esta  parti- 
da es  el  documento  auténtico  que  sirve  para 
manifestar  los  derechos  civiles  que  correspon- 
den á  los  esposos  i  á  los  hijos." 

"En  todo  esto,  como  se  vé,  el  Estado  no 
tiene  la  mas  pequeña  participación,  como  si 
se  tratara  de  actos  que  en  nada  le  intere- 
san   Admite  el  ceremonial  informe 

de  un  matrimonio  mixto  como  la  espresion 
completa  i  acabada  del  consentimiento  de  los 
contrayentes,  i  sin  derecho  para  examinar  su 
ritualidad  i  su  creencia,  se  contenta  con  ba- 
sarse sobre  una  presunción  que  á  veces  pue* 
de  no  tener  mas  fundamento  que  un  error  ó 
una  superchería.  Obligados  nosotros  por  las 
leyes  imperiosas  de  la  sociabilidad  á  admitir 
una  población  estranjera,  transeúnte  ó  ave- 
cindada, los  matrimonios  mixtos  se  han  he- 
cho comunes,  i  ni  hai  ni  puede  existir,  por- 
que seria  opuesta  á  la  justicia,  prescripción 
alguna  legal  que  los  impida  i  ya  hemos  visto 
que  la  Iglesia  misma  los  consiente,  ó  por  lo 
menos  los  tolera."  (1)  En  la  necesidad  de  dar 

(1)  En  algunos  países  como  Estados  Unidos  i  la  República 
Arjentina,  los  matrimonios  mixtos  tienen  una  doble  celebra- 
ción; según  el  cuito  del  novio,  primero,  i  después,  según  la  reü« 
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un  sallo  cualquiera  de  legalidad  á  los  matri- 
monios mixtos,  habiendo  por  una  parte  la 
imprescindible  necesidad  de  contraerlos,  tro- 

Í>ezando  por  otra  con  el  ominoso  silencio  de 
a  lei,  se  va  jeneralizando  la  práctica  de  ce- 
brados ante  el  ajee  te  diplomático  de  la  na- 
ción á  que  pertenece  el  cónyuge  no-católico  ; 
esta  práctica  nada  remedia,  pues  deja  subsis- 
tentes todos  los  males  que  hemos  menciona- 
do en  la  primera  parte  de  este  capítulo,  al 
ocuparnos  del  enlace  matrimonial  de  estran- 
jeros  no-católicos. 

"Hace  algún  tiempo,"  dice  García  Calde- 
rón, "que  un  escosés  casado  con  peruana,  an- 
te el  cónsul  ingles,  nos  consultó  de  qué  mo- 
do procedería  para  asegurar  los  derechos .  de 
sus  hijos  i  los  de  su  mujer,  en  caso  de  que 
él  muriese  antes  que  ésta,  i  nuestra  contesta- 
ción fué  aconsejarle  que  declarase  por  natu- 
rales á  sus  hijos  con  lo  cual  serian  sus  here- 
deros forzosos,  i  que  inspirase  á  éstos  buenos 
sentimientos  para  que  extrajudicialmente  die- 
sen á  la  madre  sus  derechos,  porque  las  leyes 
no  prestaban  otro  recurso."  Es  así  en  efecto, 
i  el  silencio  de  la  lei  llega  á  constituir  has- 
ta una  contradicción.  Después  de  enumerar 
los  impedimentos  para  el  matrimonio,  añade 
nuestro  Código  (art.  143):  "la  lei  no  se  encar- 
ga, para  los  efectos  civiles,  de  los  demás  im- 

jion  de  la  novia.  Según  el  Código  Civil  chileno,  el  matrimonia 
entre  personas  católicas  se  celebra  con  las  solemnidades  pre- 
venidas por  la  Iglesia,  pero  las  no  católicas  solo  están  obligadas 
á  sujetarse  alo  prevenido  en  las  leyes  civiles  i  canónicas  sobre 
impedimentos  dirimentes  i  demás  requisitos  civiles  i  á  decla- 
rar ante  el  competente  sacerdote  católico  i  dos  testigos,  que 
su  ánimo  es  contraer  matrimonio. 
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pedimentos  que  se  hallan  establecidos  por  la 
Iglesia  ó  que  requieran  ser  dispensados  por 
ella";  precisamente  entre  estos  impedimentos 
eclesiásticos  de  que  no  se  ocupa  la  lei  civil 
está  el  de  la  diversidad  de  cultos  ;  luego  no 
será  ella  un  impedimento  para  gozar  de  los 
efectos  civiles  del  matrimonio,  pero  el  silencio 
de  la  lei  acerca  del  modo  como  han  de  ad- 
quirirse legalmente  por  no-católicos  esos  efec- 
tos contradice  al  art.  143.  A  pesar  de  todo, 
las  necesidades  fundadas  en  la  naturaleza  hu- 
mana buscan  fatalmente  i  á  travez  de  todo 
j  enero  de  obstáculos  su  completa  satisfac- 
ción ;  si  no  la  encuentran  dentro  de  los  lími- 
tes de  la  lei  i  de  la  moral,  la  buscarán  eñ  lo 
ilícito  ciegamente  i  sin  reparar  en  las  conse- 
cuencias. Nacen  así  ilegalidades  sin  cuento, 
abusos  graves  i  de  funesta,  trascendencia,  que 
permean  con  su  influencia  nociva  la  atmósfe- 
ra del  hogar  doméstico,  minando  la  base  de 
la  familia,  i  desparramando  eñ  la  sociedad 
un  jérmen  deletéreo,  que  tarde  ó  temprano 
producirá  naturalmente  frutos  de  desgracia  i 
de  maldición. 

206.  En  cuanto  á  los  peruanos  que  se  ca- 
san en  el  estranjero,  dispone  la  lei  (art.  159. 
Código  Civil )  que  "  dentro  de  tres  meses 
de  su  regreso  á  la  República  se  tome  ra- 
zón de  la  partida  de  su  matrimonio  en  el 
rejistro  del  estado  civil  correspondiente  al  lu- 
gar de  su  domicilio  :  pasado  este  término,  se 
suspenden  los  efectos  civiles  del  matrimonio 
hasta  que  se  verifique  la  inscripción."  Esto 
debe  entenderse  solamente  de  los  peruanos. 
Las  peruanas  que  se  casan  en  el  estranjero, 
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lo  hacen  con  peruano  ó  con  estranjero ;  en  el 
primer  caso  el  marido  es  el  obligado  á  hacer 
la  inscripción,  puesto  que  según  el  espíritu 
de  nuestra  lejislacion,  el  marido   debe  aper- 
sonarse por  la  mujer,  i   representarla  en  to- 
dos los  actos  de  la  vida  civil  (arts.  28.  I9  175. 
179.  188.  475.  2<?  Código  Civil  i  137  l9  Cód. 
Enjuic.  Civ.) ;  esta  obligación  recaerá  en  la 
mujer,  solamente  en  los  casos  escepcionales 
de  ausencia  ó  falta  del  marido.    En  el  segun- 
do caso,  si  la  peruana  se  casa  con  estranje- 
ro, ya  hemos  visto  en  un  capítulo  anterior 
que  se  hace  estranjera   (41  Código  Civil)   i 
entonces,  su  matrimonio  es  válido,   sin  mas 
requisito   que  haberlo  contraido  conforme   á 
las  leyes  del  país   donde  se  celebró;  "por- 
que," dice  Pacheco,   "siguiendo  la  condición 
de  su  marido  i  haciéndose  estranjera,  su  ma- 
trimonio tiene  todos  los  requisitos  necesarios 
para  ser  válido  en  el  Perú  en  cualquier  tiem- 
po, con  la  única  condición  de  que  entre  ella  i 
su  marido  no  haya  existido  alguno  de  los  im- 
pedimentos que  por  las  leyes  peruanas  hacen 
nulo  el  consorcio."  Las  leyes   del  Perú  no 
han  querido  olvidar  á  los  peruanos  aún  cuan- 
do lejos  de  la  Patria  se  encuentren  vagando 
por  territorios  estraños ;  con   el  art.   159  sé 
garantiza  i  asegura  la  validez  de  uno  de  los 
actos  mas  importantes  que  puede  el  peruano 
practicar   en  el  estranjero ;  se  le  asegura  su 
estado  civil  i  el  de  sus  hijos  de  una  manera 
firme  é  inquebrantable  sin  lugar  á  ninguna 
duda  perniciosa.  Se  fija  el  largo  término  de 
tres  meses,  durante  el  cual,  á  nadie  le  será 
imposible  ó  gravoso  el  acto  sencillo  de  la.  ia^ 
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cripcion  ;  es  de  advertir  empero  que  su  fal- 
ta no  anula  el  matrimonio  el  cual  subsiste 
siempre,  eso  sí,  sin  producir  efectos  civiles. 
La  inscripción  puede  hacerse  en  cualquier 
tiempo,  aún  después  de  la  muerte  de  uno  de 
los  cónyuges,  con  el  objeto  de  asegurar  los 
derechos  de  los  hijos.  (1) 

207.  Todas  las  dificultades  con  que  he- 
mos tropezado,  al  hablar  de  los  matrimo- 
nios de  no-católicos,  contraidos  en  el  Perú, 
i  de  los  que  antes  de  ingresar  en  el  país, 
hubiesen  contraído  en  el  estranjero,  así  co- 
mo las  relativas  al  divorcio  de  los  mismos, 
pueden  renovarse  en  el  caso  de  los  perua- 
nos que  casados  en  el  estranjero,  regresan 
á  la  República;  i  entonces  tienen  mayor 
gravedad,  precisamente  porque  se  trata  de 
peruanos.  Heñios  visto  que  para  la  vali- 
dez de  estos  matrimonios  se  exije  que  sean 
legales  en  el  país  de  su  celebración  i  que 
dentro  de  tres  meses  de  su  regreso  al  Pe- 
rú, hagan  los  cónyuges  la  respectiva  ins- 
cripción en  el  rejistro  civil  de  matrimonios. 
Pero  puede  suceder  que  los  cónyuges  no 
sean  católicos,  ó  que  aún  siéndolo,  se  ha- 
ya celebrado  el  matrimonio   sin  sujetarse  á 

(1)  Creemos  que  en  la  práctica  no  se  observa  esta  formali- 
dad, porque  á  pesar  de  la  solemne  sanción  de  la  leí,  los  rejistros 
del  estado  civil,  hasta  estos  últimos  tiempos,  no  se  llevan  con 
la  puntualidad  debida.  "  Todas  las  disposiciones  sobre  rejis- 
tros/' decía  Pacheco  en  1858,  "  hasta  el  momento  en.  que  es- 
cribimos estas  líneas,  cuando  van  ya  trascurridos  seis  años  des- 
de la  publicación  de  nuestro  Código,  han  quedado  como  letra 
muerta,  como  si  no  existiesen/'  Esta  es  la  verdad.  Última- 
mente, (1870)  la  Municipalidad  de  Lima  ha  hecho  esfuerzos 
por  la  rehabilitación  de  loa  rejiatroa,  £1  tiempo  nos  dirá  con. 
tmtftfiito, 
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las  ceremonias  prescritas  por  el  Concilio  de 
Trento.  En  el  primer  caso,  existen  los  in- 
convenientes numerosos  que  hemos  notado 
al  hablar  de  los  matrimonios  entre  no-ca- 
tólicos ;  en  el  segundo,  no  falta  ninguno  de 
los  dos  únicos  requisitos  que  la  lei  exije  para 
dar  validez  al  acto,  pues  ninguno  de  ellos  se 
refiere  á  una  celebración  católica,  i  los  cónyu- 
ges sin  necesidad  de  ella  pueden  gozar  de  los 
lerechos  civiles  del  matrimonio.  Sin  embar- 
go, suponiendo  que  entre  tales  cónyuges  lle- 
gue á  presentarse  la  necesidad  de  un  divor- 
cio, no  habría  un  medio  legal  de  obtenerlo, 
por  las  mismas  razones  que  ya  en  otra  parte 
dejamos  apuntadas.  Véase  como  nuestra  lei, 
ilójica  é  incompleta  respecto  de  los  matrimo- 
nios de  estranjeros  no-católicos,  puede  llegar 
á  ser  injusta  hasta  para  los  mismos  peruanos. 
208.  Esperemos  que  mui  pronto  serán  re- 
formadas nuestras  disposiciones  civiles  sobre 
celebración  del  matrimonio  ;  que  el  contrato 
civil  tendrá  en  breve  una  forma  esterna  ente- 
ramente civil  é  independiente  de  la  eclesiás- 
tica. No  miremos  la  mezcla  informe  de  lo  ci- 
vil i  de  lo  eclesiástico,  qae  actualmente  des- 
figura nuestro  Código,  precisamente  como 
la  fiel  traducción  de  preocupaciones  rancias, 
«orno  el  reflejo  de  nuestra  sociedad  actual ; 
considerémosla  mas  bien  como  el  estado 
de  incertidumbre  que  precede  á  la  verdad, 
como  la  lucha  de  la  luz  i  las  tinieblas 
que  anuncia  la  aproximación  de  la  aurora. 
Apreciemos  como  un  verdadero  progreso  la 
inscripción  de  principios  como  los  conteni- 
dos en  los  arts,  158  i  143;  que  hacen,  una 
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separación  bien  definida  entre  lo  civil  i  lo  ecle- 
siástico ;  de  estos  elementos  surjirá  el  resto 
del  edificio  ;  con  la  inmigración  que  tarde  ó 
temprano  está  destinada  á  poblar  nuestras  hoi 
desiertas  comarcas,  se  multiplicarán  las  nece- 
sidades no  satisfechas  por  nuestra,  lejislacion, 
i  mui  pronto  esta,  doblegándose  ante  la  pros- 
peridad del  país,  adoptará  una  forma  mas  ló- 
jica  i  mas  en  consonancia  con  las  exijencias 
que  entrañan  la  futura  i  verdadera  grandeza 
nacional.  Todo  nos  lo  liaco  así  presumir ;  le- 
jos de  haber  pasado  desapercibidos  los  defec- 
tos de  la  lei,  ellos  han  sido  repetidas  veces 
objeto  de  serias  observaciones,  i  no  ha  falta- 
do nunca  una  voz  autorizada  que  los  haya 
analizado  manifestando  valerosamente  al  país 
todo  lo  que  ellos  encierran  de  injusto,  de  ti- 
ránico i  de  absurdo.  (1) 
12209.  Una  vez  anotadas  las  dificultades  que 
presenta  la  lei  peruana  sobre  una  materia  tan 
l  importante  como  el  matrimonio,  pasemos  á 
í  esponer  algunas  reglas  jenerales  que  se  ob- 
"  servan  tratándose  del  casamiento  de  estran- 
jeros,  i  concluyamos  hacienda  una  lijera  re- 
seña de  los  principios  á  que  la  lei  sujeta  el 
matrimonio  considerándolo  como  transacción 
civil 

En  otras  épocas  no  podia  un  estranjero 
casarse  con  peruana  sin  adoptar  ipso  facto  la 
ciudadanía  del  Perú  ;  pero  estas  disposicio- 
nes egoístas  han  cedido  por  oompleto  el  cam- 
po á  otras  mas  humanitarias  6  ilustradas.  El 
riesgo  que  hai  siempre  de  que  se  cometa  £r^ 


fifc. 


(2)  V&sq  el  Apéndio*  XXXIII, 
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de  ó  engaño  en  estos  casos;  justifica  plena- 
mente las  medidas  que  se  toman  para  evitar- 
lo, lo  cual,  por  otra  parte,  en  manera  alguna 
ataca  la  libertad  del  individuo.  A  este  j  enero 
dé  medidas  pertenece  aquella  en  Virtud  de  la 
cual,  "cuando  los  estranjer os,  l0s  desconoci- 
dos i  los  vagos  intenten  casarse  en  el  país, 
deben  producir  ante  el  Diocesano  ó  su  pro- 
visor  una  información  de  testigos  para  ab^di- 
tar  su  soltería1  i  libertad,  i  las  demás  dihjen- 
cias  necesarias ;  i  no  deben  ser  admitidos  al 
matrimonio  sin  que  el  prelado  vea  i  apruebe 
antes  la  información.  Los  párrocos  que  proce- 
dan dé  ofro  modo  deben  ser  castigados  coü 
graves  penas,  al  arbitrio  del.  Obispo  (ac- 
ción 2*  Cap.  34.  Cónc.  Lim.  I.  i  decreto  dé 
1832)."  Cuando  se  trata  de  subditos .  france- 
ses, hai  disposiciones  que  les  son  peculiares 
Están  obligados  estos  subditos  á  probar  qué 
se  han  hecho  atíionestacioneá  del  matrimonio' 
en  Francia ;  1°  cuando  tienen  su  domicilio 
en  aquel  país ;  2?  si  desde  mas  de  seié  ineses 
no  han  ce&ado  de  tener  ese  dpmicilio ;  3*  si 
los  padres  bajo  cuya  potestad  se  hallan  di- 
chos subditos,  tienen  su  domicilio  en  Fran- 
cia. Sin  estas  amonestaciones  rio  es  válido,  eri 
Francia  el  matrimonio  ;  (1)  pero  ellas  son  in- 
dispensables solo  en  los  tres  casos  indica- 
dos. (2)  Es  útil  conocer  á  esté  respecto  los 
arts.  47,  48,  63,  170  i  171  del  Código  Civil 
Francés.  (3) 
210.  Civilmente  considerado,  el  mattimo* 


\  (1)  Vfeae  el  Apéndice  XXXIV. 

fa)  Vóaa.  el  Apéndko  XXXV» 

(3)  Y&m  el  AptaUm  XXXYI, 


3? 
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nio  es,  según  la  lei  peruana,  un  contrato,  en 
virtud  del  cual  un  hombre  i  una  mujer  hacen 
perpetuamente  vida  común  i  ponen  en  común 
sus  bienes,  produciendo  dicho  acto  los  mas 
importantes  efectos  para  los  contrayentes.  El 
consentimiento  es  la  base  del  matrimonio,  i 
uno  de  sus  efectos  primordiales  es  la  patria 
potestad  sobre  los  hijos,  que  ejerce  el  padre  i 
en  su  defecto  la  madre,  (arts.  133.  284.  285. 
Código  Civil.)  Son  derechos  de  la  patria  po- 
testad ;  sujetar,  correjir  i  castigar  modera- 
damente á  los  hijos ;  aprovechar  de  sus  ser- 
vicios ;  mantenerlos  en  su  poder  i  recojerlos 
del  lugar,  donde  estuviesen ;  exijir  el  auxilio 
dQ  cualquiera  autoridad  para  recojerlos ;  ad- 
ministrar los  bienes  de  los  hijos,  hacer  su- 
yos los  frutos  de  los  bienes  de  los  hijos  me- 
nores, mientras  dure  la  patria  potestad,  sin 
que  se  estienda  este  derecho  de  usufructo 
ni  á  lo  que  adquiera  el  hijo  con  su  traba- 
jo, profesión  ó  industria,  ejercidos  con  con- 
sentimiento de  los  padres,  ni  á  lo  que.  gane 
por  sus  servicios  civiles,  militares  ó  eclesiás- 
ticos. Se  acaba  la  patria  potestad  i  se  pierde. 
Se  acaba,  por  muerte  de  los  que  la  ejercen, 
por  esponer  el  padre  al  hijo,  por  matrimo- 
nio del  hijo,  por  emancipación  i  por  cum- 
plir el  hijo  veintiún  años  de  edad  ;  se  pierde, 
m  prostituyen  los  padres  ó  tratan  de  prosti- 
tuir á  la  hija;  si  son  crueles  con  los  hijos 
de  uno  ú  otro  sexo  i  si  son  condonados  á 
penas  que  produzcan  este  efecto,  conforme 
al  Código  Penal  (arts,  287.  288.  291.  Código 

Civil.) 
El  matrimonio  produce  entre  los  c^nyu^e^ 
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una  sociedad  legal  administrada  por  el  marido, 
en  la  cual  hai  bienes  propios  de  cada  cónyuge, 
i  bienes  comunes  (art.  955  id.),  dependiendo 
de  esta  clasificación  la  suerte  que  correspon- 
de á  dichos  bienes,  para  el  caso  de  disolverse 
la  sociedad  conyugal.  En  esta  sociedad,  cuyos 
efectos  no  es  lícito  renunciar  (  art.  956  id.  ), 
son  bienes  propios  del  marido  los  que  éste 
llevó  al  matrimonio,  siempre  que  aparezcan 
del  capital  que  debió  formar  antes  de  cele-  k 
brarlo ;  este  capital  se  forma  por  escritura 
pública,  á  no  ser  en  el  casó  de  no  exceder 
de  quinientos  soles,  pues  entonces  basta  con 
un  actít  ante  un  juez  de  paz  i  dos  testigos. 
Aumentan  i  pertenecen  á  estos  bienes  los 
que  el  marido  adquiera  á  título  gratuito  i 
los  comprados  ó  permutados  con  sus  bie- 
nes propios.  Son  bienes  propios  de  la  mu- 
jer, la  dote,  Jas  arras,  los  parafernales,  los 
que  adquiera  á  título  gratuito  después  de 
constituida  la  dote  i  los  comprados  ó  permu- 
tados con  estos  .bienes.  Son  bienes  comunes, 
los  productos  de  los  bienes  propios  de  cada 
cónyuge,  lo  que  se-  compre  ó  permute  con 
estos  productos  i  lo  que  cualquiera  de  los 
cónyuges  adquiera  por  su  trabajo,  industria, 
profesión  ú  otro  título  oneroso.  La  responsa- 
bilidad civil  por  delito  de  un  cónyuge,  no  per- 
judica al  otro  en  sus  bienes  propias  ni  en  su 
parte  de  los  comunes.  La  sociedad  no  es  res- 
ponsable de  los  actos  practicados  por  la  mu- 
jer sin  consentimiento  del  marido,  pero  sí  lo 
es  al  pago  de  los  bienes  propios  de  cada  cón- 
yuge i  al  de  las  deudas  contraidas  durante  su 

duración,  Fenece  la  sociedad  conyugal,  po^ 
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muerte  de  uno  de  los  cónyuges,  por  declara- 
ción de  nulidad  del  matrimonio,  por  divoroio 
i  por  ser  condenado  en  sentencia  judicial  al- 
guno de  loa  cónyuges  a  la  mayor  pena  de 
presidio  6  destierro  que  señalan  las  leyes  pa- 
ra los  delitos  comunes.    (  957.  958.  959.   960. 
961.  964.   971.  972.  973.  978.  Código  Civil.) 
La  dote   "es  todo  aquello  que  lleva  la  mu- 
jer para  sostener  las  cargas  del  matrimonio/' 
Están  obligados  á  dotar,  los  ascendientes  pa- 
ternos á  los  descendientes  con  derecho  de 
heredarlos,  las  personas  que  administran  con 
i  los  bienes  de  la  mujer  que  ■ 
nonio    i   el   que   ofreció   dote 
iio   con  persona  determinada, 
:e  se  verifica ;    todos  los  dotan- 
idos  á  la  eviccion  i  saneamien-  . 
3  dótales,    á  no  ser  que  la  dote 
nes  propios  de  la  mujer.   Se 
doté   antes    del  matrimonio ; 
?critura  pública  con  fé  de  an- 
iel marido,  á  no  ser  que  no  pa- 
ís pesos ;  pues  entonces   basta 
un  acta  ante  juez  de  paz  i  dos 
lo  que  produce  utilidad  puede 
pero  no  se  comprende  en  ella 
inario  de  una  casa,  la  ropa  de 
a  ó  legrado  anual  que  la"  mujer 
monio.   La  mujer  conserva  el 
i  bienes  dótales  inmuebles,  de 
isas  de  valor  no  funjibles  ;  las 
ice  suyas  el  marido,  quedando 
r  su  valor,  é   hipotecados    le- 
.rantía  sus  bienes  propios.   El 
de  hipotecar,  enajenar  ni  em- 
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penar  los  bienes  dótales  sino  con  el  consen- 
timiento espreso  de  la  mujer;  pero  no  se 
esije  este  requisito  i  basta  la  licencia  ju- 
dicial, cuando  se  hace  la  enajenación,  para 
alimentar  á  los  hijos,  no  habiendo  otros  me- 
dios de  hacerlo  ;  para  dotar  á  las  hijas ;  para 
el  establecimiento  de  los'  hijos  ;  para  los  re- 
paros absolutamente  necesarios  á  la  conser- 
vación de  los  bienes  inmuebles  ;  para  dividir 
los  bienes  poseidos  en  común,  cuando  en  ellos 
está  constituida  la  dote  i  no  es  fácilmente 
divisible  el  inmueble ;  para  que  sirviendo  de 
capital  al  marido,  se  emplee  en'  industria  que 
dé  á  la  sociedad  mayor  provecho  que  loi  bie- 
nes dótales,  si  es  que  los  productos  de  éstos 
no  bastan  para  los  gastos  necesarios  de  la  fa- 
milia ;  i  por  último,  cuando  los  bienes  in- 
muebles están  situados  en  lugares  distantes 
del  domicilio  de  los  cónyuges  i  conviene  ven- 
derlos para  comprar  otros  que  se  hallan  mas 
próximos  ó  en  él  mismo  domicilio.  La  pres- 
cripción de  los  inmuebles  dótales  no  corre 
contra  la  mujer  durante  el  matrimonio,  si  no 
es  que  hubiese  empezado  el  término  para 
prescribir,  antes  de  su  celebración  (979.  980. 
989.  991.  992.  994.  995.  1000.  1001.  1002; 
1008.  1015.  1027.  Código  Chrii) 

Son  arras  lo  que  el  esposo  da  á  la  esposa 
por  razón  de  matrimonio ;  no  pueden  exce¿ 
der  de  la  décima  parte  de  los  bienes  mari- 
tales capitalizados ;  pertenecen  á  la  mujer 
una  vez  realizado  el  matrimonio,  i  siguen  la 
condición  de  los  parafernales.  Así  se  llaman 
los  bienes  que  lleva  la  mujer  al  matrimonio 
sin  estar  comprendidos  en  la  dote,  i  de  ellos 
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tiene  la .  mujer  el  dominio  i  la  administra- 
ción. ;  sin  embargo,  no  puede  sin  consenti- 
miento del  marido,  enajenarlos,  hipotecarlos 
ni  comparecer  en  juicio  como  demandada, 
por  razón  de  ellos ;  la  licencia  judicial  pue- 
de subsanar  la  falta  de  este  consentimiento 
Cuando  la  mujer  es  la  que  administra  los 
.  bienes  parafernales,  á  ella  pertenecen  los  au- 
mentos ó  menoscabos  de  dichos  bienes.  (1029. 
1030.  1031.  1032.  1033.  1035.  1038.  1039. 
.1045.  Código  Civil.) 

.  Todos  los  bienes  que  se  encuentran  al  fe- 
necer la  sociedad  conyugal  después  de  dedu- 
cidos ó  pagados  los  bienes  propios  de  cada 
cónyuge  i  las  deudas  contraidas  durante  el 
matrimonio  son  gananciales,  i  se  comprende 
.en  ellos  todo  lo  que  tenga  el  marido  al  con- 
cluir la  sociedad,  si  no  hizo  capital  de  bienes 
antes  del  matrimonio,  escepto  los  inmuebles 
cuya  adquisición  antes  del  matrimonio  ó  du- 
rante ól  á  título  gratuito,  se  compruebe  por 
escritura  pública  ó  por  sentencia  judicial  ; 
tampoco  son  gananciales  sino  bienes  de  la 
mujer,  la  ropa  de  uso,  el  lecho  cuotidiano  i 
el  menaje  ordinario  de  la  casa.  Los  ganan- 
ciales son  divisibles  por  iguales  partes  entre 
los  cónyuges  ó  sus  respectivos  herederos,  pe- 
ro pierde  su  derecho  á  ellos  la  mujer,  mien- 
tras no  quiera  habitar  la  casa  marital,  si  la 
abandona  ó  si  es  judicialmente  declarada 
adúltera.  (  1046.  1047.  1048.  1049.  1050. 
1051.  1053.  Código  Civil.) 

Los  deberes  i  derechos  que  para  los  cón- 
yuges produce  el  matrimonio  se  deducen  de 
la  naturaleza  de  este  acto  importante.  Am- 
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bos  cónyuges  tienen  la  obligación  de  criar, 
alimentar  i  educar  á  sus  hijos,  i  se  deben  re- 
cíprocamente fidelidad,  socorros  i   asistencia 
(arts.  173.  174.  Código  Civil).  El  marido  es- 
tá exento  del  servicio  en  el  ejército  i  armada, 
á  no  ser  en  casos  de  gran  urjencia ;  i  duran- 
te  el  primer  año  no  está  obligado  á  admi- 
tir cargos  consejiles ;   es  administrador  de  los 
.  bienes  de  la  sociedad  conyugal  desde  que  ha 
cumplido  la  edad  de  diez  i  ocho  años,  salvo  el 
privüejio  de  la  restitución  correspondiente  á 
su  menor  edad.  Debe  protejer  á  la  mujer  i 
tenerla  en  su  casa   suministrándole  todo  lo 
preciso  para  las  necesidades  de  la  vida,   se- 
gún sus   facultades  i   situación.   (  178.   180 
175.  177.  Código  Civil)  La  mujer  debe  obe- 
decer al    marido,  habitar  con   él  i   seguirlo 
donde  él  tenga  por  conveniente  residir  ;  no 
puede  presentarse  en  juicio  sin  su   autoriza- 
ción, á  ¡no  ser   que   sea  en  causa  criminal^ 
Tampoco  puede  la  mujer  dar,  enajenar,  hipo 
oar  ni  adquirir  k  título  gratuito  ú  oneroso  sin 
intervención  del  marido   ó   sin  su  consenti- 
miento por  escrito ;  pero  no  es  necesario  ese 
consentimiento  para  testar  ó  para  succeder 
por  testamento  ó  ab  intestato  con   beneficio 
de  inventario.    No  es  responsable  la  mujer 
de  las  deudas  del  marido,  i   aunque  se  haya 
obligado  mancomuna damen te  con   él   ó   ella 
sola  con  su  autorización,  solo  será  responsa- 
ble por  la  parte   que  s.e  convier  ta  en  su  pro- 
vecho ;    advirtióndose    que   no    se   consider  a 
convertido  en  provecho  de  la   mujer  lo    que 
se  emplea  en  los  alimentos  que  el  m  árido  es- 
tá obligado  á  darle  ;  pero  puede]  obligáis  e  la 
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mujer  con  autorización  judicial,,  cuando  por 

i  ausencia  ó  abandono  del  marido  í  á  falta  de 

.bienes  de  ?éste¿  tenga  necesidad  de  alimentos 

'[(qrfc  175,  176.  179.  181.  183.  188.  189.  190. 

Código  Civil.) 

Eatosflon,  en  resumen,  los  mas  notables 
principios  legales  que  en  el  Perú  reglan  las 
relaciones  civiles  de  los  oónyuges ;  para  su 
osbseryancia  la  lei  no  hace  distinción  ningu- 
¡  w  entre  peruanos  i  estranjeros. 


ÍTULO  IX 


CftTMPLIMIXNTO  DE  OBLIGACIONES 


211.  Al  examinar  los  principios  que  en 
el  Perú  reglan  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaekmos  contraídas  por  el  estajero  ya  sea 
en  el  territorio  nacional  ó  fuera  de  él,  te- 
nemos que  tocar  con  frecuencia  las  cuestio- 
nes relativas  á  la  jurisdicción  de  nuestros 
tribunales. 

Entre  nosotros  es  un  principio  legal  que 
es  juez  competente  el  del  domicilio  del  de- 
jxna&dado.  "El  juez  ordinario  del  lugar  don- 
de- reside  el  demandado/'  dice  la  lei  (Cód. 
¡Enjuic.  Civil  art.  118)  "es  el  competente 
pana  conocer  de  las  causas  que  contra  él  se 
.promuevan/'  Este  precepto  está  en  conso- 
nancia con  la  máxima  jurídica :  actor  sequi- 
t»r  forum  rei. 

212.  Respecto  al  cumplimiento  délas  obli- 
!  gaciones  dispone  la  lei  que   "  ningún  habi- 
tante del  Perú  puede  eximirse  del  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  contraidas  en  la 

iRephibÜca  confqrme  á  las  leyes"  (  Cód.  Ci- 

38 
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vil  art.  36.)  Este  artículo,  como  se  ve,  com- 
prende á  los  estranjeros  ;  i  en  efecto,  así  debe 
ser,  porque  por  el  hecho  de  habitar  en  un 
país  determinado,  todo  individuo  se  somete 
á  sus  leyes,  está  obligado  á  cumplirlas  i  á 
ejecutar  fielmente  todos  los  contratos  que 
bajo  su  imperio  estipule.  Ademas,  la  admi- 
nistración pronta  é  imparcial  de  la  justicia 
es  uno  de  los  mas  sagrados  deberes  de  todo 
Gobierno  i  debe  dispensarla  á  todo  el  que  la 
pida  conforme  á  la  lei.  "La  administración 
de  justicia  es  de  Derecho  de  Jentes  ;  rehusar- 
la á  los  estranjeros  es  recordar  hasta  cierto 
punto  los  tiempos  de  barbarie,  es  deber  de 
un  Gobierno  bien  organizado  no  tolerar  que 
se  niegue  justicia  á,  cualquiera  que  se  en- 
cuentre, aunque  sea  transitoriamente,  coloca- 
do bajo  su  autoridad."  La  lei,  como  hemos 
visto,  enuncia  un  prineipio  jeueral,  no  hace 
distinción  ninguna  entre  ciudadanos  i  estran- 
jeros, refiriéndose  de  un  modo  absoluto  á  toda 
habitante  del  Perú. 

213.  Los  estranjeros  empero,  pueden  ser 
domiciliados  ó  transeúntes.  ¿Se  les  aplicará 
á  todos  el  principio  del  art.  36  de  una  ma- 
nera igual?  La  lei  hace  una  distinción.  "Tan- 
to los  peruanos  como  los  estranjeros  domici- 
liados en  elPerúy  donde  quiera  que  se  hallen, 
pueden  ser  citados  ante  los  tribunales  de  la 
República,  para  el  cumplimiento  de  los  con- 
tratos que  hubiesen  celebrado  aún  en  país 
estranjero,  sobre  materias  que  las  leyes  del 
Perú  permiten  contratar"  (art.  37  Código  Ci- 
vil) ;  "el  estranjero  que  se  halla  en  el  Perú, 
aunque  no  sea  domiciliado,  puede  ser  obliga- 
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do  al  cumplimiento  de  los  contratos  celebra- 
dos con  peruano,  aún  en  país  estranjero,  so- 
bre objetos  que  no  estén  prohibidos  por  las 
.    leyes  de  la  República."  (art.  38  id.) 

Hai  que  observar  que  en  estas  disposi- 
ciones nada  se  dice  sobre  la  calidad  del  de- 
mandante, que  puede,  por  consiguiente,  ser 
nacional  ó  estranjero  ;  es  al  demandado  que 
especialmente  se  refieren.  Si  éste  es  peruano 
ó  si  es*  estranjero  domiciliado,  podrá  ser  cita- 
do ante  nuestros  tribunales,  donde  quiera  se 
encuentre  i  cualquiera  que  haya  sido  el  lu- 
gar en  que  contrajo  la  obligación.  Respecto 
de  los  peruanos  esta  disposición  no  necesita 
esplicacion ;  en  cuanto  á  los  estranjeros  domi- 
ciliados basta  para  justificarla,  fijarse  en  las 
consecuencias  legales  del  domicilio.  La  adop- 
ción de  un  domicilio  es  un  hecho  que  implica 
la  sujeción  constante  á  las  leyes  locales,  suje- 
ción que  no  desaparece  como  no  desaparece 
el  domicilio  mismo,  por  la  ausencia  momen- 
tánea del  domiciliado ;  el  estranjero  domi- 
ciliado no  se  desprende,  por  el  hecho  de  con- 
tratar en  otra  parte,  de  las  obligaciones  que 
le  impone  el  domicilio;  respecto  de  él  es- 
tá i  debe  estar  vijente  la  máxima  actor  $e- 
quitur  forum  rei,  que  al  mismo  tiempo  que 
pone  á  salvo  los  derechos  de  tercero,  es  tam- 
bién una  garantía  para  el  mismo  deman- 
dado. 

El  estranjero  no  domiciliado  puede  sor  ci- 
tado ante  nuestros  tribunales,  cualquiera  que 
sea  el  lugar  de  la  obligación,  con  tal  que  se 
encuentre  en  el  Perú  i  que  haya  contratado 
con  peruano.  Se  exijo  la  primera  condición, 
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porque  &ltando  la  importante  circunstancia 
del  domicilio,  era  indispensable  que  el  estran- 
jero  estuviese  de  algún  modo  bajo  el  imperio 
de  las  leyes  peruanas,  para  que  éstas  pudiesen 
obligarlo,  i  lo  está  indudablemente  por  el  he- 
cho de  habitar  el  pais  (Código  Civil  art.  36). 
¿Qué  imperio  tiene  la  lei  peruana  i  cómo  lo 
ejercería  sobre  un  estranjero  que  se  encuen- 
tra en  Inglaterra  ó  en  el  Japón?  Por  lo  de- 
mas,  no  es  preciso  que  el  estranjero  perma- 
nezca en  el  país  durante  todo  el  juicio  ;  basta 
que  esté  en  él  al  entablar  la  demanda,  pu- 
diendo  muí  bien  ausentarse,  una  vez  que  ha- 
ya constituido  apoderado  conforme  á  la  lei  ó 
prestado  fianza  á  satisfacción  del  demandan- 
te (Cód.  Enjuic.  Civil.  573.  574).  La  segunda 
condición  para  citar  á  un  estranjero  no  domi- 
ciliado ante  nuestros  tribunales  es  que  el  con- 
trato haya  sido  estipulado  con  peruano.  Así 
como  nuestras  leyes  dan  al  estranjero  el  de- 
recho de  exijir  en  el  Perú  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  contraidas  con  peruano  en 
pais  estranjero,  la  reciprocidad  exije  que  el 
peruano  tenga  el  mismo  derecho  respecto  del 
estranjero ;  de  otro  modo  las  leyes  peruanas 
favorecerían  mas  al  estranjero  que  al  nacio- 
nal, lo  cual  es  un  contrasentido.  Ademas, 
sin  esta  disposición,  como  dice  Rogron  co- 
mentando un  artículo  análogo  del  Código 
Francés,  el  estranjero  podría  pretender  que 
no  eraA  enjuiciable  por  los  tribunales  perua- 
nos, pudiendo  añadir  que  no  siendo  perua- 
no, los  tribunales  del  Perú  no  gozaban  de 
ninguna  jurisdicción  sobre  él ;  pero  el  lejis- 
lador  ha  querido  impedir  que  se  obliguen  los 
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estranjeros  respecto  de  los  peruanos  de  una 
manera  ilusoria,  lo  cual  sucedería  frecuente- 
mente, si  fuese  indispensable  citarlos  ante 
tribunales  estranjeros. 

Si  un  estranjero  contrata  fuera  de  la  Re- 
pública coa  un  peruano,  i  en  seguida  éste 
traspasa  sus  derechos  á  un  estranjero,  ¿po- 
drá este  último,  -viendo  que  el  primer  obli- 
gado no  cumple  lo  pactado,  suponiendo  que 
se  encuentre  en  el  Perú,  citarlo  ante  los  tri- 
bunales peruanos  ?  Parece  que  nó  :  en  to- 
do caso,  los  tribunales  nuestros  no  tendrían 
jurisdicción  sino  en  lo  relativo  al  traspaso, 
pero  no  para  decidir  entre  dos  estranjeros, 
que  es  á  lo  que  se  reduciría  la  cuestión  des- 
pués que  el  contratante  peruano  hubiese  cedi- 
do sus  derechos.  Pero  se  dice  :  por  la  cesión 
el  nuevo  contratante  entró  en  el  goce  de  to- 
dos los  derechos  i  garantías  que  tenia  el  con- 
tratante peruano,  i  entre  estos  derechos  es* 
taba  el  dé  citar  al  otro  contratante  ante  los 
tribunales  peruanos.  Mas  es  de  advertir,  que 
este  derecho,  no  puede  trasmitirse  por  vo- 
luntad del  individuo,  porque  es  relativo  á  la 
jurisdicción,'  derecho  que  interesa  al  orden 
público  que  está  basado  en  la  calidad  de  pe- 
ruano i  en  principios  fundamentales  entera- 
mente independientes  del  arbitrio  individual* 

¿Puede  un  Gobierno  estranjero  ser  citado 
ante  los  tribunales  peruanos,  como  lo  puede 
ser  un  particular  estranjero,  para  exijirle  el 
cumplimiento  de  obligaciones  contraidas  con 
peruano?  Nadie  vacilará  en  resolver  esta  cues- 
tica  negativamente,  apoyándose  en  los  princi- 
pios fundamentales  de  la  soberanía  e  inde- 


302  CUMPLIMIENTO 


pendencia  de  las  naciones;  de  este  incontes- 
table principio  de  Derecho  de  J entes  resulta 
como  consecuencia,  que  ningún  Gobierno  pue- 
de someterse  íí  la  jurisdicción  de  otro  Estado 
con  motivo  ele  las  obligaciones  que  contrai- 
ga. Cada  Estado  tiene  el  derecho  de  juzgar 
las  cuestiones  que  sarjan  de  los  actos  que 
practica,  i  ningún  otro  puede  apropiárselo  sin 
cometer  un  acto  de  usurpación.  Es  verdad 
que  el  art.  38  de  nuestro  Código  Civil  per- 
mite á  un  peruano  exijir  ante  los  tribunales 
de  la  República  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  un  estranjero  haya  contraido 
con  él,  pero  este  artículo  se  refiere  á  las  obli- 
gaciones privadas  entre  individuos,  es  un  ar- 
tículo del  Código  Civil  i  está  colocado  en 
una  sección  que  trata  de  las  personas  según 
el  estado  civil,  todo  lo  cual  manifiesta  que 
Bolo  se  ha  querido  reglar  en  el  art.  38  las 
relaciones  ciViles  de  individuos  i  no  de  Go- 
biernos.  Ademas,  el  que  contrata  con  un  Go- 
bierno, por  ese  feolo  hecho  se  somete  á  las 
leyes  i  á  la  jurisdicción  de  ese  Gobierno,  i 
desdo  luego,  todas  las  cuestiones  que  nazcan 
de  la  verificación,  ^liquidación,  etc.,  de  las 
deudas  de  un  Estado,  ya  sean  á  favor  de  na- 
cionales ó  de  estranjeros,  solo  pueden  ser  re- 
sueltas por  los  principios  del  derecho  público 
de  ese  Estado,  i  de  ninguna  manera  por  los 
tribunales  estranjeros.  (1) 


(1)  Estas  razones  fueron  los  fundamentos  de  una  senten- 
cia pronunciarla  por  la  Corte  Suprema  do  Francia,  al  faVar 
esta  importante  cuestión.  A  peaar  de  todo,  el  Perú  ha  figu* 
rado  como  demandante  en  un  juicio  sobre  cuentas  dft  huano, 
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214.  Para  la  aplicación  tanto  del  art.  3? 
como  del  38  del  Código  Civil,  es  indispensa* 
ble  que  los  contratos  no  estén  prohibidos  por 
las  leyes  del  Perú.  I  en  efecto,  estas  leyes  no 
pueden  nunca  tomar  conocimiento  i  mucho 
menos  exijir  el  cumplimiento  de  contratos  cu- 
ya existencia  legal  no  reconocen,  que  no  son 
considerados  como  contratos  por  la  lei  perua- 
na, i  que  por  lo  mismo  se  reputan  como  nu- 
los i  no  hechos  (Código  Civil  2278).  Si  los 
tribunales  admitiesen  semejantes  pactos,  vio- 
larían escandalosamente  la  lei,  i  quebranta- 
rían su  mas  importante  obligación  :  la  de  no 
juzgar  sino  por  lo  dispuesto  en  las  leyes  (Có- 
digo Civil.  Título  Preliminar  TI  1 1);  la  de 
no  juzgar  por  ejemplos  ni  por  otras  leyes  que 
las  de  la  República  (  Código  Enjuic.  Civil 
43.  19) 

Otra  observación  que  comprende  á  los  dos 
artículos  que  nos  ocupan  i  que  nos  sujiere  su 
redacción,  es  la  siguiente.  En  ellos  se  dice, 
que  los  peruanos  i  estranjeros  domiciliados  i 
que  los  estranjeros  no  domiciliados,  en  sus  res- 
pectivos casos  pueden  ser  citados,  pueden  ser 
obligados.  Esto  indica  que  la  lei  en  estas  dis- 
posiciones solo  acuerda  una  facultad,  una  ven- 
taja para  el  demandante,  [de  la  que  puede  ha- 
cer uso  o  nó  según  le  convenga ;  porque  es 
permitido  renunciar  los  derechos  que  la  lei 
concede,  siempre  que  sean  meramente  priva- 
dos, i  que  no  interesen  al  orden  público  ni  á 
las  buenas  costumbres  (Código  Civil,  Título 
Preliminar  VIL),  como  precisamente  sucede 
en  este  caso.  El  demandante  que  se  encuen- 
tre, pues,  en  cualquiera  de  los  casos  previstos 


8 


■     i    ■■  ■  i  i         ■■■■■■■     ■        n  ■■    i  imii.  i— — wmmm — mmmm — — » 

304  OWCHÍMíB»tO: 

er  los  arts.  37  i  38,  puede,  si  quiere,  ente- 
lar su  acción  ante,  loe  respectivos  tribunales 
estranjeros.  I  en  este  caso  se  pregunta,,  ¿por 
el  hecho  de  haberse  abierto  el  juicio  en  el  es- 
tranjero quedan  sin  valor  las  prescripciones 
de  esos  artículos,  ó  podrá  siempre  el-  peruar 
no  ó  el  estranjero  presentar  su  demanda  en  ' 
el  Perú?  La  resolución  de  este  punto  dspen* 
de  del  valor  que  en  el  Perú  tenga  un  fallo 
estranjero,  cuestión  mui.  interesante  que  da 
lugar  á  muchas  dudas,  que  no  se  puede  con- 
siderar resuelta  satisfactoriamente  i  de  la 
que  próximamente  nos  ocuparemos. 

215.  Al  aplicar  los  artículos  de  nuestra 
lei  civil  que  estamos  comentando,  hai  necesi- 
dad de  apreciar  el  valor  de  obligaciones  con- 
trflidas'en  el  estranjero.  Surja  de  aquí  la  nece-1 
sidad  de  determinar  las  leyes  según  las  cualea 
ha  de  hacerse  esa  apreciación.  Es  evidente 
que  las  leyes  francesa^  por  ejemplo,  pueden 
nacer  depender  la  validez  de  un  acto  jurídi- 
co de  ciertas  fórmulas  especiales  desconocí- . 
das  en  la  lei  peruana ;  ¿qué  leyes  se  aplicarán : 
cuando  un  tribunal  peruano  se  hallen  en  el  ca- 
so, de  apreciar  una  obligación  contraída  en 
Francia?.  "Siempre  que  se  trate,"'  dice  nues^ 
tra  lei,  (Código  Givü  art.  .40)  "da  una  obligad 
cion  contraída  en  país  estranjero,  las  leyes 
del  país  donde  se  celebró,  sirven  para  juagar ; 
del  contrato,  en  todo  aquello:  qu®  no  esté  pto-> 
hibido  por  las  del  Perú.  Rejiaráin  solo  las  '•  le- 
yes peruanas  si  ár  ellas  se,  sometieron  los 
contratantes  •"  Este  artículo  no  hice  sino^  con-* 
firmar  la  máxima ;  jurídica,   locu$  regit  uctwm¿  • 

que  y*  hemos  indicado:  (Í8)«  "En  j«wraJ/* 
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dice  Story,  (1)  "la  validez  de  un  contrato 
debe  juzgarse  por  la  lei  del  lugar  donde  se 
celebró.  Si  allí  es  válido,  por  la  lei  jeneral  de 
las  naciones,  jure  gentium,  se  considera  váli- 
do en  todas  partes  por  consentimiento  tá- 
cito ó  presunto  de  los  contratantes.  La  regla 
se  funda  no  solo  en  la  conveniencia  sino  en 
las  necesida  des  de  las  naciones,  desde  que  de 
otro  modo  les  seria  imposible  sostener  sus 
mutuas  relaciones  i  comercio.  Todo  el  siste- 
ma de  ajencias,  de  compras  i  ventas,  de  cré- 
ditos recíprocos,  de  endose  de  documentos 
negociables,  descansa  sobre  esta  base ;  i  la  na- 
ción que  rehusase  reconocer  los  principios  je* 
nerales,  veria.  pronto  sus  relaciones  mercanti- 
les reducidas  á  la  condición  en  que  están  ac- 
tualmente entre  las  tribus  salvajes,  entre  las 
naciones  bárbaras  de  Sumatra  i  otras  rejio- 
nes  de  Asia  bañadas  por  el  Pacífico. "  Pero 
aunque  nuestra  lei  reconoce  la  máxima  locus 
regit  actum,  pone  una  condición  para  aplicar- 
la, limitándola  solo  "á  todo  aquello  que  no 
esté  prohibido  por  las  leyes  del  Perú/'  Esta 
condición  ó  límite  está  en  perfecta  consonan» 
cia  con  las  opiniones  de  los  publicistas.  Sto- 
ry dice :  "pero  hai  una  escepcion  de  la  regla 
relativa  á  la  validez  universal  de  los  con- 
tratos, la  cual  es,  que  ninguna  nación  está 
obligada  á  reconocer  i  á  dar  cumplimien- 
to á  aquellos  que  dañen  sus  intereses  ó  los 

de  sus  subditos Esta  escepcion 

resulta  de  considerar  que  la  autoridad  de  los 
actos  i  contratos  que  se  verifican  en  otros  .Es? 

(1)  Carita»  oí  I***  4l  6.  241, 
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tados  así  como  las  leyes  que  los  regulan  no 
son  eficaces  proprio  vigore  mas  allá  de  los  lí- 
mites de  esos  Estados ;  i  cualquiera  autoridad 
que  se  les  atribuya  en  otra  parte  es  por  equi- 
dad i  no  por  derecho  estricto.  Toda  comuni- 
dad independiente  puede  i  debe  decidir  por  sí 
misma  hasta  donde  puede  estenderse  esa  equi- 
dad ;  el  límite  racional  es  que  no  sufra  per- 
juicios á  consecuencia  de  ella.  (1)"  "Esta  doc- 
trina/' añade  citando  á  la  Corte  de  Luísiana, 
"*e  ha  jeneralizado  tanto  en  los  tiempos  mo- 
dernos, que  puede  considerarse  como  prin- 
cipio del  Derecho  Internacional,  sin  mas  es- 
cepcion  que  la  de  que  el  contrato  no  dañe 
ni  en  sí  mismo  ni  en  el  modo  de  hacerlo 
efectivo  á  los  habitantes  del  país  donde  se 
pretende  darle  cumplimiento."  Mas  si  los 
contratantes  al  estipular  la  obligación  se  so- 
metieron esplícitamente  á  las  leyes  del  Pe- 
rú, no  hai  duda  que  son  éstas  las  que  deben 
en  ese  caso  aplicarse.  Porque  la  máxima 
locus  regit  actum,  no  es  imperativa  sino  fa- 
cultativa i  los  contratantes  están  en  plena 
libertad  para  someterse  á  las  leyes  peruanas 
si  así  lo  juzgan  conveniente. 

216.  Hemos  dicho  que  una  de  las  condi- 
ciones para  que  pueda  ser  citado  ante  los 
tribunales  del  Perú  el  estranjero  no  domi- 
ciliado, es  que  se  encuentre  en  el  territorio 
nacional.  A  este  principio,  la  lei  (Código  Ci- 
vil art.  39)  fija  tres  escepciones.  "El  estran- 
jero,"' dice,  "aunque  se  halle  ausente  de  la 
República,  puede  ser  citado  á  responder  an- 


(1)  Op,  di.  itf. 
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te  los  tribunales  de  ella;  l9  Cuando  se  in- 
tente alguna  acción  real  concerniente  á  bie- 
nes que  están  en  el  Perú ;  2°  Cuando  se  in- 
tente alguna  ación  civil  á  consecuencia  de 
un  delito  ó  de  una  falta  que  el  estranjero  hu- 
biere cometido  en  el  Perú;  3?  Cuando  se 
trate  de  una  obligación  contraída  por  el  es- 
tranjero, en  que  se  haya  estipulado  que  los 
tribunales  del  Perú  decidan  las  controversias 
relativas  a  ella.  La  primera  escepcion  es  jus- 
ta si  recordamos  que  según  nuestro  Código 
(Código  Civil.  Título  Preliminar  V. )  están 
sujetos  a  las  leyes  de  la  República  los  bie- 
nes inmuebles,  cualesquiera  que  sean  la  na- 
turaleza i  la  condición  del  poseedor  ;  i  no  so- 
lamente los  bienes  en  sí  mismos  sino  todos 
los  derechos  i  acciones  que  á  ellos  se  refieren, 
que  son  reputados  como  inmuebles  i  siguen  su 
condición,  tales  como  el  usufructo  i  el  uso,  las 
servidumbres  .  reales,  los  censos,  las  acciones 
para  revindicar  un  inmueble,  etc.  En  las  ac- 
ciones que  se  refieren  á  estos  bienes  se  hace 
abstracción  completa  del  poseedor ;  su  con- 
dición i  naturaleza  en  nada  afectan  la  ac- 
ción de  nuestros  tribunales  que  es  libre  i  está 
espedita  no  solamente  á  pesar  de  no  en- 
contrarse el  estranjero  en  el  país,  sino  tam- 
bién aunque  nunca  haya  estado  en  óL  La 
segunda  escepcion  se  funda  en  que  la  respon- 
sabilidad civil  es  consecuencia  inmediata  i 
fatal  de  la  responsabilidad  criminal  (Código 
Penal.  18);  esta  última  es  exijible  por  los 
tribunales  peruanos  ya  sea  peruano  ya  sea 
estranjero  él  delincuente,  como  veremos  des-» 
pues,  i  no  puede  menos  qu$  suceder  otro  tan* 
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to  con  la  responsabilidad  civil  que  compren- 
de la  restitución  de  la  cosa,  la  reparación  del 
daño  causado  i  la  indemnización  de  perjuicios 
(Código  Penal  87).  No  es  monos  racional  la 
tercera  i  última  escepcion,  porque  es  un  prin- 
cipio jeneral  que  el  contrato  tiene  fuerza  de 
lei  para  los  contratantes,  i  si  es  condición 
del  pacto  que  los  tribunales  del  Perú  conoz- 
can de  las  controversias  relativas  á  él,  ellos 
son  los  llamados  á  hacerlo ;  i  en  efecto,  los 
contratantes  no  pueden  sin  violar  el  contra- 
to acojerse  á  una  jurisdicción  distinta.  Debe- 
mos suponer  ademas  que  cuando  una  con- 
dición semejante  figura  en  un  pacto,  es  en 
virtud  de  consideraciones  especiales  destina- 
das á  garantir  con  mayor  eficacia  sus  efectos 
ya  respecto  á  la  cosa  materia  de  la  estipula- 
ción ó  de  los  derechos  i  obligaciones  recípro- 
cas de  los  contratantes,  i  seria  contradecir  la 
mente  de  éstos  al  obligarse,  pretender  que  se 
sustraiga  semejante  acto  de  la  acción  de  nues- 
tros tribunales. 

217.  "No  puede  pedirse  en  el  Perú,"  dice 
nuestra  lei,  (Código  Civil  art.  43)  "el  cumpli- 
miento de  obligaciones  contraidas  entre  es- 
tranjeros  en  país  estranjero,  sino  en  el  caso 
que  se  sometan  á  los  tribunales  de  la  Repú- 
blica." En  este  caso  los  tribunales  peruana 
ejercen  la  jurisdicción  voluntaria,  que  es  la 
que.  tienen  "los  arbitros  en  los  juicios  de 
compromisos,  i  los  jueces  ordinarios  cuando 
ejercitan  su  jurisdicción  interponiendo  su  au- 
toridad en  asun  os  convenidos  por  los  inte- 
resados" (Cód.  Enjuic.  Civ.  12).  Pero  el  sim-r 
pie  sometimiento  es  todo  lo  que  depende  de 
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I03  contratantes  ;  éstos,  pues,  no  tendrían  de- 
recho de  convenir  en  que  los  juzgase  en  pri- 
mera instancia  por  ejemplo,  la  Corte  Su- 
prema, i  en  segunda  el  Congreso.  Desde  el 
momento  que  se  someten  lbs  contratantes  es- 
tranjeros  á  la  jurisdicción  peruana,  ésta  debe 
i  tiene  que  ejercerse  conforme  con  la  lei  pe- 
ruana, observando  todos  los  trámites  i  re- 
presentando ante  las  autoridades  que  ella  de- 
signa, según  sea  la  naturaleza  de  la  cuestión 
ventilada. 

Mas  se  ofrece  aquí  una  cuestión.  ¿Puede  la 
mujer  estranjera   que  se  casó  con  estranjero 
fuera  de  la  República  i  según  todas  las  leyes 
locales,   exijir  judicialmente  en  el  Perú  ali- 
mentos á  su  marido,  aunque  éste  no  se  someta 
á  la  jurisdicción  peruana?  Por  una  parte  tene- 
mos el  artículo  43  que  acabamos  de  acotar, 
según  el  cual  solo  puede  pedirse  en  el  Pe- 
rú el  cumplimiento  de  obligaciones  contraidas 
en  el  estranjero  por  estranjeros,   cuando  se 
sometan  los  contratantes  á  los  tribunales  de 
la  República.  La  lei  no  habla,  al   contrario, 
prescinde  por  completo  de  la  validez  ó  nuli- 
dad de  la  obligación;  mas  aún,    la  supone 
válida  i  solo  se  refiere  á  su  cumplimiento  en 
el  Perú  ;    así  por  ejemplo,  si  dos  estranjeros 
celebran  una   compra-venta  en  Francia,    el 
contrato  es  válido  en  el  Perú  si  lo  ha  sido  en 
Francia  ( art.  40.  Código  Civil )  pero  no  pue- 
de exijirse  en  el  Perú  el  cumplimiento  de  sus 
estipulaciones  sino  cuando  ambos  contratan- 
tes consienten  en  someterse  á  la  jurisdicción 
nuestra;  ahora,   refiriéndonos   á   la  cuestión 
propuesta,  es  verdad  que  la  lei  dice  (art,  158.  ■ 
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Código  Civil)  "el  matrimonio  contraído  fuera 
del  territorio  de  la  República  con  arreglo  á 
las  leyes  del  país  en  que  se  celebró,  se  reputa 
válido  para  los  efectos  civiles,  con  tal  que  no 
sea  entre  personas  que  este  Código  declara 
incapaces  de  casarse  ;"  pero  este  artículo  solo 
quiere  decir  que  las  personas  indicadas  no 
viven  en  concubinato  sino  ligadas  por  un  con- 
trato puramente  civil,  reputado  válido  como 
lo  es  cualquier  otro  contrato,  con  tal  que  se 
hayan  observado  las  leyes  del  lugar  de  su 
celebración,  lo  cual  es  un  principio  jeneral  de 
nuestras  leyes,  (art.  40.  Código  Civil).  Mas 
cuando  uno  de  los  cónyuges  estranjeros  so 
niega  á  cumplir  una  de  las  obligaciones  que . 
emanan  de  ese  contrato,  ya  varía  do  aspecto 
la  cuestión  ;  ya  no  se  trata  de  la  validez  del 
acto  sino  de  cocijir  el  cumplimiento  de  una  de 
sus  obligaciones,  para  lo  cual  la  lei  fija  (art.  43) 
como  requisito  indispensable,  que  ambos  con- 
tratantes se  sometan  á  los  tribunales  perua- 
nos ;  si  el  cónyuge  rebelde  rehusa,  pues,  so- 
meterse, parece  que  no  puede  obligársele  á 
prestar  alimentos  ni  k  cumplir  con  ninguna 
otra  obligación  civil  del  matrimonio. 

Hai  quienes  con  el  laudable  deseo  de  ar- 
monizar las  disposiciones  de  nuestra  lei  civil, 
ven  la  cuestión  propuesta  d©  una  manera  di- 
ferente. La  disposición  del  art.  43,  dicen,  es 
una  regla  jeneral  que  tiene  una  escepcion  en 
el  art.  158  ;  en  jeneral,  es  indispensable  el  so- 
metimiento previo  de  los  estranjeros,  para 
que  pueda  exijírseles  en  el  Perú  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  contraidas  en  el 
extranjero,  pero  como  el  matrimonio  es  un, 
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contrato  tan  especial,  digno  por  mil  razones 
tan  obvias  como  importantes  de  ser  rodeado 
de  todo  j  enero  de  garantías,  la  lei  ha  hecho 
una  escepcion,  i  restrinjiendo  la  regla  jeneral 
declara  que  el  matrimonio  contraído  fuera  del 
territorio  de  la  República  con  arreglo  á  las 
leyes  del  país  en  que  se  celebró,  se  reputa  vá- 
lido para  los  efectos  civiles,  sin  que  se  hagan 
depender  para  nada  esos  efectos  de  la  volun- 
tad, i  por  consiguiente  del  sometimiento  de 
los  cónyuges  estranjeros  á  los  tribunales  del 
jpaís.  Un  contrato  que  es  válido  para  los  efec- 
tos civiles  do  es  otro  que  el  qué  surte  sus 
efectos  para  ambos  contratantes  independien- 
temente de  la  voluntad  de  uno  de  ellos,  i  es- 
to se  deduce  del  texto  espreso  de  \k  lei  que 
quiere  que  "I03  contratos  no  puedan  rescin- 
dirse, á  no  ser  por  consentimiento  mutuo  de 
las  partes,"  i  que  "tengan  fuerza  de  lei  respec- 
to de  ellas"  (Código  Civil  arts.  1258.   1256) 

218.  ¿Pueden  los  estranjeros  en  el  Pera 
nombrar  arbitros  que  entiendan  en  las  con- 
troversias suscitadas  con  motivo  de  las  obli- 
gaciones que  hayan  contraido  en  el  estranje- 
ro?  Reconocida  por  nuestras  leyes  la  juris- 
dicción arbitral  i  permitiendo  ellas  que  el 
estranjero  se  someta  á  los  jueces  ordinarios, 
es  claro  que  también  le  será  lícito  someterse 
á  la  jurisdicción  arbitral,  i  es^to  es  tanto  mas 
evidente  cuanto  que  es  un  derecho  natural 
de  todo  individuo  abandonar  sus  controver- 
siasá  la»  decisión  de  personas  de  su  confianza. 
Ademas,  la  lei  determina  que  el  único  requi- 
sito para  nombrar  arbitros  "es  tener  lejítima 
personería  para  comparecer  en  juicio  por  sí 
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mismo  (Cód.  Enjuic.  Civil  59).  Desde  luego, 
al  nombrar  arbitros  el  estranjero  tiene  que 
observar  las  prescripciones  i  formalidades  le- 
gales; no  podrá  hacerlo  para  aquellas  causas 
en  que  la  lei  no  admite  la  jurisdicción  volun- 
taria, como  son  los  pleitos  de  menores,  los  de 
•la  hacienda  pública,  de  beneficencia  i  estable- 
cimientos públicos,  los  de  matiimonio,  los 
-que  versan  sobre  capellanías  eclesiásticas,  los 
que  versan  sobre  el  estado  de  1?  s  personas, 
aquellos  en  que  el  ministerio  pi'.blico  inter- 
viene como  parte  principal,  etc.  (Cód.  Enjuic. 
Civil  63).  El  estranjero  no  solo  puede  nom- 
brar sino  también  desempeñar  las  funciones 
de  arbitro,  desde  que  la  lei  no  se  lo  prohi- 
be.  Ser  mayor  de  edad,  8aber  leer  i  escribir, 
tener  capacidad  para  nombrar  arbitro,  no  te- 
ner interés  en  la  cuestión  materia  del  arbitra- 
je,  son  las  única*  circunstancias  que  designa 
la  lei  (id.  id. '61)  como  requisitos  para  ejercer 
el  cargo  de  arbitro,  que  ninguno  está  obli- 
gado á  aceptar,  pero  que  una  vez  aceptado 
solo  puede  renunciarse  por  causas  determi- 
nadas en  la  misma  lei.  (id.  id.  62.) 

Algunos  han  considerado  el  arbitraje  co- 
mo un  convenio  de  Derecho  de  J  entes  (el  ju- 
re gentium  de  los  Romanos),  por  consiguien- 
te, practicable  libremente  por  todo  individuo 
con  independencia  de  su  nacionalidad,  i  re- 
cuerdan que  es  práctica  de  las  naciones  como 
de  los  individuos,  nombrar  arbitros  cuya  im- 
parcialidad i  acierto  se  consideran  asegurados, 
por  lo  mismo  que  no  sufren  la  influencia  del 
espíritu  de  nacionalidad  i  que  su  jurisdicción 
no  tiene  mas  fundamento  que  la  voluntad  i 
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'confianza  de  los  litigantes.  Impugnan  esta 
doctrina  los  que  alegan  que  los  arbitros  son 
verdaderos  jueces,  i  que  por  lo  mismo  nin- 
guna nación  podrá  consentir  jamás  en  des- 
pojarse de  su  jurisdicción  para  revestir  con 
ella  á  un  estranjero.  Hai  otros  que  tomando 
un  término  medio  i  recordando  la  distinción 
legal  de  arbitros  jui is  i  arbitros  arbitradores, 
opinan  poique  solo  pueden  ser  los  estranjeros 
arbitros  arbitradores,  desde  que  á  éstos  solo 
se  les  exije  que  fallen  verdad  sabida  i  bue- 
na fó  guardada  ;  pero  de  ningún  modo  arbi- 
tros juris,  porque  estos  tienen  que  juzgar  ob- 
servando todos  los  trámites  legales,  tienen 
que  conocer  el  espíritu  de  la  lei,  la  índole  i 
carácter  de  sus  disposiciones;  conocimiento 
que  no  puede  en  justicia  esperarse  que  ten- 
ga en  jeneral  uh  estranjero. 

219,  Es  punto  mui  interesante  i  que  se  re- 
laciona con  el  cumplimiento  en  el  Perú  de 
las  obligaciones  contraidas  en  el  estranjero, 
el  examen  i  determinación  de  los  principios 
que  deben  normar  la  ejecución  en  la  Repú- 
blica de  los  fallos  i  providencias  de  los  tribu- 
nales estranjeros.  Sobre  esta  materia  observan 
nuestras  leyes  un  laconismo  harto  sensible. 
Antes  de  pasar  adelante  recordemos  algunos 
principios  jenerales  sobre  el  asunto ;  en  se- 
guida comentaremos  los  pocos  i  vagos  precep- 
tos de  la  lei,  i  pasando  después  á  examinar 
los  tratados,  concluiremos,  fundándonos  en 
todo  esto,  por  determinar  las  doctrinas  vij  en- 
tes en  el  Perú.  (1) 

(1)  En  una  nota  de  Vattel  que  se  refiere  al  párrafo  de  su 
JhrichodeJentes,  en  que  establece  la  obligación  en  que  están 

40 
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220.  El  derecho  de  administrar  justicia  i 
de  ejecutar  las  sentencias  i  fallos  es  un  dere- 
cho emanado  de  la  soberanía  e  independencia 
de  las  naciones,  i  como  todos  los  demás  de- 
rechos de  esta  especie,  su  ejercicio  está  limi- 
tado por  las  fronteras  territoriales  ;  mas  allá 
de  esos  límites  la  autoridad  nacional  no  pue- 
de tener  stricto  jure  ninguna  manifestación. 
Por  lo  mismo  carecen  de  fuerza  legal  en  el 
estranjero  no  solo  los  fallos  de  los  tribuna- 
les de  un  país,  sino  también  cualquier  man- 
dato, cualquiera  orden  para  hacerlos  allí  eje- 
cutar. Como  dice  Merlin  :  "la  autoridad  de 
cosa  juzgada  no  se  deriva  del  Derecho  de 
Jentes ;  solo  obtiene  su  fuerza  legal  del  de- 
recho civil  de  cada  nación.  El  derecho  civil, 
pues,  no  surte  sus  efectos  de  una  nación  á 
otra ;  i  como  la  autoridad  publica  de  que  ca- 
da soberano  está  investido  no  se  estiende  mas 
allá  de  su  territorio,  la  de  los  majistrados 
que  instituye  se  encierra  necesariamente  den- 
tro de  los  mismos  límites,  i  por  consiguiente 

todas  las  naciones  de  cultivar  i  observar  la  justicia,  dice:  "¿No 
podría  estenderse  este  deber,  hasta  el  estremo  de  ejecutar  las 
sentencias  pronunciadas  en  otro  país,  según  la  formas  necesa- 
rias i  acostumbradas?  Hé  aquí  lo  que  á  este  respecto  escribía 
M.  de  Witt,  el  15  de  Octubre  de  1666:  "Veo,  por  lo  que  aca- 
ba de  decretar  la  corte  de  Holanda  en  un  asunto  de  cierto  de 
Koningh  de  Roterdam,  que  ese  tribunal  supone  gue  todos  los  de- 
cretos espedidos  por  los  Parlamentos  franceses,  contra  subditos 
holandeses,  in  juditio  contradictorio,  deben  ejecutarse  por 
medio  de  las  requisitorias  de  esos  parlamentos.  Pero  ignoro  si 
los  tribunales  de  Francia  /tacen  otro  tanto  con  las  sentencias  pro- 
nunciada*  en  Holanda ;  i  en  caso  de  que  no  lo  hagan,  podrían 
convenir  reciprocamente,  que  las  sentencias  de  la  una  i  de  la 
otra  parte  contra  subditos  de  ambos  Estados,  no  surtiesen  sus 
efectos  sino  sobre  los  bienes  i  efectos  pertenecientes  al  litigante 
vencido,  que  se  encuentren  en  el  país  donde  se  pronuncia  la  sm-> 
tencia" 
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los  actos  emanados  de  sus  subalternos  deben 
perder  toda  su  fuerza  civil  en  la  misma  fron- 
tera. Por  lo  mismo,  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada  no  puede  ser  invocada  en  un  Estado 
respecto  á  los  fallos  pronunciados  por  los  tri- 
bunales de  un  Estado  estraño." 

Ademas,  el  acto  de  ejecutar  un  fallo  judi- 
cial es  un  acto  de  autoridad,  i  ningún  Estado 
puede  consentir  sin  mengua  de  su  indepen- 
dencia que  en  su  territorio  ejerza  acto  algu- 
no una  autoridad  estranjera.  Estos  principios 
de  derecho  estricto  no  se  observan   sin  em- 
bargo en  todo  su  rigor ;  la  equidad,   la  mu- 
tua conveniencia  de  las  naciones,  han   esta- 
blecido ciertas  concesiones  en  virtud  de  las 
cuales  se  ejecutan  los  fallos  de  una  nación  en 
el  territorio  de  las  otras.  Por  el  hecho  de  ser 
concesiones,  toda  nación  se  reserva  la  deter- 
minación de  los  requisitos  que  han  de  llenar- 
se para  aprovecharse  de  ellas.  Es  el  princi- 
pal de  estos  requisitos  la  interposición  de  la 
autoridad  territorial  que  es  la  única  que  pue- 
de dar  fuerza  legal  k  los  fallos  estranjeros ;  es- 
tos jamas  la  tienen  por  su  propia  virtud,   sino 
esclusivamente  mediante  el  beneplácito  ó  exe- 
quátur del  soberano   del  país  donde  han   de 
ejecutarse.  Ademas    de  este  requisito,  se  han 
determinado  multitud  de  condiciones  que  va- 
rían según  las  lejislaciones.  Hó  aquí  las  que 
fijan  las  leyes  de  los   Estados  Unidos,   i  son 
las  que  con  mas  jeneralidad  se  adoptan  :  1^  El 
tribunal  que  pronunció  el  fallo  ha  de  ser  com- 
petente ;  2*  La  única  autoridad  para  decidir 
sobre  esta  competencia  es    el   juicio  de    los 
mismos  tribunales ;  3*  Las  sentencias  de  ad- 
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judicaoion  pronunciadas  por  tribunales  com- 
petentes,  dan  un  título  incontrovertible  en 
todas  partes.  Hai  ademas  otra  condición  im- 
portante, la  de  que  el  fallo  estranjero  no  sea 
violatorio  de  las  leyes  vijentes  en  el  lugar 
donde  ha  de  ejecutarse.  Estas  son  las  princi- 
pales realas  que  sobre  este  asunto  han  fijado 
los  tratadistas. 

221.  Nuestras  leyes,  como  ya  hemos  indica- 
do, solo  contienen  vagos  preceptos  sobre  el  par- 
ticular. Así  dicen,  "están  sujetos  á  las  leyes 
de  la  República  los  bienes  inmuebles  cuales- 
quiera que  sean  la  naturaleza  i  la  condición  del 
poseedor"  (Título  Preliminar  CódL  Civil  V.), 
i,  por  la  disposición  del  artículo  anterior  (1) 
no  se  alteran  los  procedimientos  establecidos 
por  tratados  ó  por  la  costumbre  entre  el  Pe- 
rú i  las  demás  naciones  sobre  el  modo  de  re- 
mitir i  hacer  cumplir  en  la  una,  las  provi- 
dencias que  espidan  los  jueces  de  la  otra/' 
(  Cód.  Enjuic.  Civil.  942.  )  De  estas  disposi- 
ciones se  sigue  que  no  podrá  ejecutarse  en 
el  Perú  ningún  fallo  estranjero  que  verse  so- 
bre bienes  inmuebles  situados  en  la  Repú- 
blica, puesto  que  las  leyes  peruanas  son  las 
únicas  que  en  todo  caso  pueden  afectar  esos 
bienes.  (2)  Son  considerados  como  inmuebles 

(1)  Este  artículo  es  el  941,  i  dice  "Ejecutoriada  la  conce- 
sión del  término  extraterritorial,  se  estenderá  el  despacho  i  so 
remitirá  con  notas  al  Ministerio  de  Relaciones  Estertores  de 
la  República,  para  que  éste  lo  dirija  al  de  igual  clase  del  Es- 
tado donde  se  han  de  recibir  las  declaraciones." 

(2)  Adviértase  que  hablamos  de  fallos  judiciales  i  no  de 
instrumentos  otorgados  libremente  en  el  estranjero,  i  que  se 
relacionen  con  la  adquisición  de  inmuebles  situados  en  el  Pe- 
rú. Estos  últimos  surten  sus  efectos  en  el  país,  observando 
las  reglas  establecidas  en  el  Código.  Dice  este:  "presentado  en 
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todos  los  derechos  i  acciones  que  se  refieren 
á  inmuebles,  como  las  servidumbres  reales ;  i 
en  este  caso  se  pregunta,  ¿puede  negarse  en  el 
Perú,  fundándose  solo  en  el  artículo  V,  del  Ti- 
tulo preliminar  del  Código  Civil,  la  ejecución 
de  un  fallo  estranjero  que  dé  hipoteca  sobre 
bienes  situados  en  la  República?  Parece  que 
nó ;  porque  ese  fallo  solo  da  una  garantía,  una 
acción  que  aunque  se  dirije  contra  un  inmue- 
ble, en  sí  misma  es  mueble,  desde  que  ningu- 
na manera  importa  la  adquisición  del  inmue- 
ble, sino  simplemente  el  pago  de  la  deuda  con 
el  precio  de  su  venta.  Esta  es  la  opinión  de 
nuestro  Pacheco ;  sin  embargo  no  se  ha  creido 
lo  mismo  en  la  práctica,  (1)  En  1844,  los  jue- 
ces del  Perú  dirijieron  un  exhorto  á  los  de 
Quito,  para  que  practicasen  las  dilij  encías  con- 
siguientes á  la  sentencia  de  trance  i  remate  de 
una  hacienda  situada  en  el  Ecuador.  No  se 
admitió  el  exhorto,  i  las  graves  cuestiones  que 

juicio  un  instrumento  otorgado  en  país  estranjero,  relativo 
á  la  adquisición  de  bienes  raices  en  el  territorio  peruano,  se 
dará  traslado  á  los  poseedores  de  los  bienes  ó  á  los  que  tengan 
derecho  de  heredarlos.  Si  alguno  de  estos  se  opone  á  la  pre- 
tensión, impugnando  la  autenticidad  ó  validez  del  instrumen- 
to, se  sustanciará  i  resolverá  la  oposición  en  juicio  ordinario. 
Si  las  partes  á  quienes  se  dio  traslado  convienen  ó  no  se  opo- 
nen dentro  de  nueve  dias,  el  juez  oirá  al  Ministerio  fiscal;  i  si 
este  impugnase  el  instrumento,  se  seguirá  la  causa  en  via  or- 
dinaria. Si  vencido  el  término  de  nueve  dias,  ninguna  persona 
alegase  derecho  ni  el  ministerio  público  se  opusiere  el  juez 
mandará  que  sedé  posesión  al  demandante  bajo  de  fianza, 
consultando  esta  resolución  al  tribunal  superior,  i  si  fuese 
aprobada,  dará  cuenta  al  Supremo  Gobierno.  La  fianza  dura 
tres  años,  quedando  después  de  este  término  cancelada,  si  nin- 
guno talega  derecho  á  los  bienes.  (Cod.  Enjuic.  Civil  814.  815. 
816.  817.  818. 

(1)  Véase  el  tratado  con  la  Cerdeña  de  1853.  En  este  trata- 
do estipuló  el  Perú  que  podía  un  fallo  sardo  dar  derecho  á  1* 
ituorípcion  i  efeoo*  de  la  hipoteca,  en  el  Perú, 
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de  allí  surjieron,  obligaron  al  Ejecutivo  á  con- 
sultar al  Consejo  de  Estado.  Este  cuerpo  es- 
pidió un  dictamen  en  el  cual  opinaba  que  en 
"los  asuntos  contenciosos,  el  demandante  de- 
bía entablar  su  acción  ante  los  juece3  natu- 
rales del  reo,  á  no  ser  que  se  hallase  éste  en 
el  mismo  territorio  que  aquel  ó  se  haya  con- 
testado la  demanda  en  el  lugar  que  se  celebró 
el  contrato,  ó  hayan  convenido  los  litigantes 
en  el  nombramiento  de*  jueces  arbitros  que 
conozcan  i  terminen  el  pleito  ;  i  que  en  las  ac- 
ciones que  tengan  por  objeto  bienes  raices  ó 
un  derecho  anexo  á  ellos,  el  pleito  se  entable 
ante  los  jueces  del  lugar  en  que  están  situa- 
dos, i  que  las  sentencias  pronunciadas  sobre 
asuntos  personales  pasen  en  autoridad  de  co- 
sa juzgada,  revisándose  por  la  Corte  de  Justi- 
cia, solamente  para  ver  si  atacan  el  derecho 
público  del  Perú,  i  que  entre  tanto,  solo  se 
mande  notificar  en  él,  los  autos  ó  providen- 
cias libradas  por  las  justicias  del  Ecuador,  pa- 
ra que  emplazen  ó  citen  á  subditos  peruanos  ó 
estranjeros  residentes  en  él  á  usar  de  su  dere- 
cho ante  ellos,  en  lo  que  pueda  serles  útil  ó 
causarles  perjuicio."  El  gobierrno  aceptó  es- 
tas doctrinas,  i  otro  'tanto  hizo  el  Ecuador, 
ofreciendo  la  reciprocidad.  Puede  decirse,  que 
nuestros  tribunales,  adoptando  la  misma  opi- 
nión, no  admitirían  la  hipoteca  fundada  en 
una  sentencia  estranjera. 

222.  El  art.  942  ( Código  Civil )  que  he- 
mos acotado,  deja  en  vigor  todas  las  regias 
que  acerca  de  la  ejecución  de  providencias 
estran jeras   establezcan  la   costumbre    ó  los 

tratados,  JSn  algunos  ds  nueatroa  tratados  so 
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han  fijado  reglas  para  la  ejecución  de  los  fa- 
llos estranjeros.  Es  el  primero,  el  celebrado 
con  el  Reino  de  Cerdeña  en  1853  ;  el  artícu- 
lo 11?  de  ese  pacto  prescribe:  que  las  sen- 
tencias i  los  autos  en  materia  civil  ordinaria 
i  comercial,  espedidos  por  los  tribunales  de 
una  de  las  dos  Altas  Partes  Contratantes,  i 
debidamente  legalizados,  tendrán  á  petición 
de  dichos  tribunales  á  los  de  la  otra,  la  mis- 
ma fuerza  en  los  Estados  de  ésta  que  las  sen- 
tencias i  loa  autos  espedidos  por  los  tribuna- 
les locales,  i  serán  recíprocamente  ejecutados, 
aún  en  la  parte  que  se  refiera  á  la  inscrip- 
ción i  al  efecto  de  las  hipotecas,  las  cuales 
tendrán  la  misma  fuerza  i  valor  en  favor  de 
los  subditos  de  la  una  potencia  en  el  terri- 
torio de  la  otra  que  para  los  propios  .sub- 
ditos, pero  solo  respecto  de  aquellos  bienes 
que  según  las  leyes  del  país  en  que  están 
situados,  pueden  hipotecarse.  Para  que  se 
puedan  ejecutar  tales  sentencias,  deberán  pre- 
viamente declararse  ejecutorias  por  los  tri- 
bunales superiores  dentro  de  cuyo  territorio 
6  .de  cuya  jurisdicción  deba  la  ejecución  ve- 
rificarse. Esta  declaración  solo  podrá  negar- 
se en  los  siguientes  casos  :  l9  Cuando  la 
sentencia  ó  el  auto  adolezca  de  injusticia  no- 
toria; 29  Cuando  sea  nulo  por  falta  de  ju- 
risdicción, de  citación  ó  de  mandato ;  3<?  Cuan- 
do sea  contrario  á  las  leyes  prohibitivas  del 
Estado  donde  se  pida  su  ejecución ;  49  Por 
falta  de  competencia  del  juez  ó  tribunal  de 
quien  haya  emanado. 

Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  i   los 
instrumentos  de  cualquiera  especie  otorgados 
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ante  escribano,  aun  antes  ,de  la  conclusión 
del  presente  tratado,  tendrán  en  los  dos  pai- 
ses  la  misma  fuerza  i  valor  que  ios  emana- 
dos de  autoridades  locales  ó  autorizados  por 
los  notarios  del  lugar,  cuando  se  hayan  su- 
jetado dichos  actos  ó  instrumentos  públicos  & 
todas  las  formalidades  i  al  pago  de  los  dere- 
chos establecidos  en  cada  uno  de  los  dos  Es- 
tados."  Según  esto,  tenemos  que  los  fallos 
sardos  en  materia  civil,  ordinaria,  comercial  i 
arbitral,  tienen  fuerza  en  el  Perú,  pero  coil 
tal  que  estén  debidamente  legalizados,  i  solo 
en  virtud  de  la  declaración  de  ejecutoria,  pro- 
nunciada por  la  respectiva  Corte  Superior,  á 
petición  del  Tribunal  Sardo;  es  decir,  por  me- 
dio de  una  comisión  rogatoria.  No  se  esceptúa 
la  inscripción  i  efecto  de  las  hipotecas.  Los 
tribunales  peruanos  tienen  derecho  de  revisar 
el  juicio  i  negar  el  exequátur  en  los  casos 
puntualizados  en  el  tratado ;  de  aquí  nace  el 
derecho  de  entrar  en  el  examen  del  fondo  da 
la  cuestión.  Un  tribunal  no  puede,  sin  violar 
el  objeto  de  su  institución,  espedir  sin  exa- 
men una  providencia,  i  esto  seria  tan  contra- 
rio al  derecho  como  negar  el  exequátur  á  la 
sentencia  estranjera  de  una  manera  comple- 
tamente arbitraria.  Ademas,  tiene  la  facultad 
de  dar  el  eocequatur,  no  el  Presidente  de  la 
República  ni  siquiera  el  Presidente  de  la  Cor- 
te Superior,  sino  el  tribunal  entero,  i  un  tri- 
bunal no  puede  adoptar  una  resolución  sin 
deliberar  i  sin  estar  convencido  de  que  con  su 
fallo  se  salva  la  justicia  i  la  moral. 

223.  En   el  tratado  celebrado  con  Bolivia 
en  1863,  se  estipuló  (art  49j  que  ambas  par- 
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tes  contratantes  deseosas  de   estrechar  tam- 
.  bien, las  relaciones  civiles  de  sus  respectivos 
ciudadanos  i   de   establecer  entre  allos    una 
unión   íntima  en  provecho  conmn,    declaran 
que  las  resoluciones  en  materia  civil  espedí 
das  por  los  tribunales  i  juzgados  de  la  una 
serán  cumplidos    por  los   de  la  otra;    i  por 
consiguiente  que  las  sentencias  definitivas  en 
materia  civil,  con  fuerza  de  cosa  juzgada,  da- 
das por  los  tribunales  peruanos  serán  ejecu- 
tadas en    Solivia/  i  recíprocamente,    Jas  de 
Bolivia  en  el  Perú,    con  tal  de   que  dichas 
resoluciones,  ó  sentencias  no  se  opongan,    ni 
en  cuanto  á   las  cosas    ni    en  cuanto  i  las 
.personas,  á  la  Constitución  i  á  la$  ley  es,  del 
paí$  que  deba  hacer  la  ejecución,  i  de  que^e 
hallen  debidamente  legalizadas.  La  ejecución 
podrá  hacerse  á  solicitud  de  parte. ó  á  mérito 
de  comisiones  rogatorias  de  las  autoridades 
;  respectivas/ '  Nuestro  Ministro  de  Relaciones 
Estopores,  al  presentar  el  tratado  é^I  Congre- 
f  sof  dijo  refiriéndose  á  este  artÍQulo  :  "No  pue- 
jde  ser  mas  bien  calculada  estar  disposición ;  la 
«autoriza  la  necesidad,  la  aconseja  la  civiliza- 
ción, i  la  apoyan  el  derecho  i  la  convciniqn- 
.  cia.  Todos  los  tratados- que  se  van  ajustando 
en  estos,  tiempps,  que  encierran  cojno,  es:  jjis- 
,  to  un  elemento  de  bienestar  recíproco,  con- 
tienen esta  cláusula,  como  que  ella  en  ,n$da 
i  menoscaba  la  majestad  i .  soberanía  de  Jos^e- 
.  blos.  Muchos .  ejemplos  pudieran  citarse  gue 
comprueban  esta  verdad;  á  los  tratados  lie- 
gos en  este  sentido  puede  agregarse  la  au^ 
toridad  <Je\os  autores,  que  han  escritp;  sob^el 
derecho  moderno  de  Europa ♦..•que  «ijen 
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tres  condiciones  para  que  el  juicio  seguido 
en  un  Estado  tenga  cumplimiento  en  otro, 
condiciones  que  están  resumidas  en  estas 
precisas  palabras  : 

Que  el  tribunal  haya  sido  competente, 
sea  según  la  naturaleza  del  pleito,  sea  en 
virtud  de  convenciones  espresas  ó  tácitas  ; 
que  el  litigante  estranjero.  baya  sido  medi- 
do en  las  formas  prescritas  por  las  leyes  del 
país  i  que  el  fondo  de  la  causa  hubiese  si- 
do juzgado  según  las  leyes.  Ninguna  de  es- 
tas circunstancias  se  omite  en  el  artículo  del 
tratado  que  se  va  analizando,  i  por  consi- 
guiente se  hace  un  bien  tanto  á  bolivianos 
como  á  peruanos,  que  muchas  veces  tocan 
con  el  inconveniente,  de  que  ejecutorias  que 
les  favorecen,  no  pueden  ser  cumplidas  cuan- 
do sé  trasladan  de  una  república  á  otra."  De- 
jando á  un  lado  los  encomios  del  Ministro, 
tomemos  nota  de  las  palabras  últimas  sub- 
rayadas ;  el  que  así  hablaba  era  i  es  amo  de 
nuestros  majistrados  mas  respetables  por  su 
elevada  posición  i  conocimiento  de  nuestras 
leyes.  En  el  tratado  con  Bolivia  nada  se  di- 
ce sobre  hipotecas ;  la  ejecución  de.  los  fallos 
bolivianos  se  puede  pedir  no  solo  por  conii- 
siones  rogatorias  esclusivamente,  como  súce- 
cede  en  el  tratado  con  Cerdeña,  sino  también 
por  la  parte  interesada.  Por  lo  demás,  también 
según  esté  tratado  se  reservan  las  autoridades 
peruanas  el  derecho  de  revisión,  es  decir,  el 
de  examinar  si  las  resoluciones  i  sentencias 
que  han  de  ejecutarse  se  oponen  ó  nó,  en 
cuanto  á  las  cosas  ó  en  cuanto  á  las  perso- 
nas, á  la  Constitución  i  leyes  de  la  República, 
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224.  En  un  proyecto  de  tratado  firmado 
en  Lima,  en  1867,  por  los  Plenipotenciarios  de 
Chile,  Bolivia  i  el  Ecuador,  i  aceptado  des- 
pués por  el  del  Perú,  se  desenvuelven  en  el 
art.  79  los  siguientes  principios  sobre  el  inte- 
resante punto  que   nos  ocupa.  " 

Para  deslindar  ante  el  Derecho  In- 
ternacional privado  de  las  naciones  contra- 
tantea  la  competencia  de  I03  tribunales  res- 
pectivos, i  para  resolver  cuando  se  dará  ó  nó  * 
cumplimiento  á  las  sentencias  de  esos  tribu- 
nales á  virtud  de  un  simple  exequátur,  se 
atenderá  á  estos  principios  jenerales  :  l9  Los 
bienes  muebles  son  rejidos  por  la  lei  del  do- 
micilio del  dueño,  aún  cuando  se  encuentren 
ellos  en  territorio  distinto,  pero  quedarán  en 
este  caso  sujetos  á  la  acción  de  retención  pa- 
ra el  efecto  de  sanear  las  responsabilidades 
emanadas  de  actos  entre-vivos,  que  tuviese 
pendiente  el  espresado  dueño  en  el  territorio 
en  que  existieren  dichos  bienes ;  29  Los  bie- 
nes inmuebles  son  rejidos  por  la  lei  del  terri- 
torio en  donde  están  ubicados ;  3P  No  podrán 
cumplirse  en  un  país  las  sentencias  espedidas 
por  los  tribunales  de  otro  en  que  se  ordenase 
la  ejecución  de  actos  prohibidos  por  las  leyes 
del  primero ;  49  Siempre  que  los  tribunales 
de  un  Estado  hubiesen  tenido  que  interpre- 
tar i  aplicar  las  leyes  de  otro,  estando  inte- 
resados en  el  litijio  uno  ó  mas  nacionales  del 
segundo,  i  que  la  sentencia  que  los  referidos 
tribunales  pronunciasen  debiese  ser  ejecutada 
en  el  territorio  de  dicho  segundo  Estado,  po- 
drá ser  revisada  la  sentencia,  á  petición  da 
parte,  si  se  alegase  contra  olla  injusti<5Í&  notfc* 
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;  ría  proveniente  de .  torcida  #  ó  evidentemente 
equivpcada  interpretación  i  aplicación  de  las 
enunciadas  leyes ;  en  los  demás  casos  que  ocu- 
rrieran i  que  no  pudieren  ser  resueltos  en 
vista  de  los  anteriores  principios  jenerales  se 
estará  á  lo  que  previene  el  Derecho  Interna- 
cional privado  moderno  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América  i  de  las  naciones  cristianas 
de  Europa."  Lo:  mas  notable  en  esta  estipu- 
lación es  que  solo  se  deja  á  los  tribunales  del 
país  donde  ha  de  ejecutarse  el  fallo  estvanjero, 
el  derecho  de  revisión,  en  caso  que  los  tribu- 
nales estranjeros  hayan  tenido  que  interpretar 
i  aplicar  las  leyes  de  aquellos,  estando  intere- 
sados en  el  litijio  uno  ó  mas  de  sus  naciona- 
les ;  en  todos  los  demás  casos  solo  tienen  la 
facultad  de  espedir  un  simple  exequátur. 

225.  Antes  de  fijar  los  principios  que  so- 
bre esta  materia  se  observan  en  el  Perú,  es 
Í)reciso,  ademas  de  todo  lo  espuesto,  recordar 
as  declaraciones  del  Gobierno  acerca  de  la 
naturaleza  jurídica  de  la  solicitud  por  la  que 
se  pretende  que  tengan  fuerza  ejecutiva  en 
el  Perú  los  fallos  estranjeros.  Nuestro  Go- 
bierno, siguiendo  los  principios  i  de  acuerdo 
con  la  jeneralidad  de  los .  mas  distinguidos 
publicistas,  ha  considerado  siempre  ese  j  enero 
de  peticiones  no.  como  de  derecho  estricto, 

_  sino  como  dependientes  i  fundadas  simple- 
mente en  la  equidad.  Para  él,  no  han  sido 
nunca  sino  concesiones  graciosas  i  volunta- 
rias, i  por  lo  mismo  no  les  reconoce  ninguna 
tazón  de  ser,  consideradas  en  sí  mismas;  exi- 
je  i  ha  exijido  siempre,  que  un  tratado  les  dé 

\  el  sello  de  legalidad  de  que  por  sí  carecen. 
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Sin  un  tratado  preexistente  que  así  lo  esti- 
pule; no  puede  pues  pedirse  en  el  Perú  eje* 
cucion  dé  sentencia  ó  fallo  pronunciado  por 
un  tribunal  estranjero;  En  varias  ocasiones 
ha  confirmado  el  Gobierno  esta  doctrina.  Ha-  • 
biendo  pedido  el  Diplomático  brasilero  la  es- 
tradición  dé  unos  reos,  el  Gobierno  se  negó 
á  concederla,  i  entre  los   fundamentos  de  su 
resolución  estaban  los  siguientes  :  "que  entre- 
gar á  los  asilados,  sin  tales  justificativos  se- 
ria violar  los  derechos  individuales  i  sociales, 
i  en  caso  de  presentarlos,  habría  lugar  á  otras 
cuestiones  graves  sobre  validez  de  juicios  pro- 
nunciados por  tnbunales  estranjeros  i  sobre 
su  ejecución  en  territorio  ajeno;  que  estos  i 
otros  puntos  no  decididos,  podrán  ser  conside- 
rados en  el  tratado  que  se  célebre  con  el  Bra- 
sil" Esto  era  en  1843.  En  una  época  anterior, 
el  año  1841,  se  trataba  de  efectuar  en  el  Pe- 
rú el  embargo  de  una  nave  i  arraigo   de  su 
capitán,  providencias' espedidas  por  un  juzga- 
do de  Chile,  el  cual  habia  trasmitido  al  efec- 
to un  despacho  rogatorio.  El  Gobierno;  se 
negó  a  darle  curso,  expidiendo  la  importante 
resolución  siguiente : 

"Con  lo  espuesto  por  el  Fiscal  i  Tribunal 
del  Consulado,  i  teniendo  en  consideración; 
1*  que  las  sentencias  que  causan  ejecutoria  eft 
todos  los  pueblos  i  naciones,  i  que  por  consi- 
guiente pueden  ejecutarse  en  los  tribunales  es- 
tranjeros, son  aquellas  que  terminan  un  juicio 
i  en  que  quedan  de  una  vez  definidos  los  de- 
rechos i  los  deberfes  de  las  partes  interesadas 
con  absoluta  prescindencia  de  todo  procedi- 
miento judicial  anterior,   cuya  validez,  por 
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consiguiente,  tiene  toda  la  fuerza  de  una  es- 
critura de  contrato  consumado  i  hace  fé  en 
todas  partes,  mediante  las  legalizaciones  i  au- 
tenticidad competente;  29  que  los  exhortos 
mutuos  que  por  práctica  universal  están  reci- 
bidos entre  tribunales  i  jueces  de  diversas  na- 
ciones, encaminados  por  el  conducto  de  los 
ministerios  de  Negocios  Estranjeros  solo  ver- 
san sobre  emplazamientos  á  juicio  i  actos  ju- 
diciales de  mera  notificación,  mas  no  sobre 
providencias  que  infieren  gravamen,  como  su- 
cede en  ,  el  caso  actual  de  embargo  de  una 
nave  i  arraigo  de  personas;  i  3.°  que  la  prác- 
tica de  llevarse  á  ejecución  los  mandatos  judi- 
ciales de  cualquier  Estado,  por  las  justicias 
de  otro,  solo  debe  mirarse  como  obligatoria 
i  legal  mediante  la  preexistencia  de  un  tra- 
tado sobre  el  particular,  i  esto  únicamente  en 
cuanto  sean- afectados  intereses  de  individuos, 
correlativamente  subditos  de  las  dos  naciones ; 
se  declara  que  el  tribunal  del  Consulado  no 
podrá  llevar  adelante  el  despacho  suplicato- 
rio que  le  ha  sido  dirij  ido  por  el  Consula- 
do de  Valparaiso  para  el  embargo  de  la  fra- 
gata británica  Acteon  i  arraigo  de  [su  capitán 
en  el  puerto  del  Callao,  con  motivo  de  juicio 
pendiente  ante  el  dicho  Consulado  de  Valpa- 
raiso." 

226.  Viniendo  ahora  á  la  determinación 
de  la  práctica  vijente  sobre  este  importante 
asunto,  difícil  es  fijarla  con  la  debida  certeza, 
en  vista  de  la  variedad  de  los  antecedentes 
que  hemos  espuesto.  Hai,  sin  embargo,  algu- 
nos principios  que  podemos  enunciar  i  que 
son  jeneralmente  observados. 
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Distingamos,  desde  luego,  las  sentencias 
definitivas  i  ejecutoriadas,  las  providencias  de 
mera  sustanciacion  i  aquellas  que  imponen 
gravamen.  Una  sentencia  definitiva  pronun- 
ciada por  un  tribunal  estranjero  i  debidamen- 
te legalizada,  no  puede  menos  que  .  surtir  en 
el  Perú,  sus  efectos  como  instrumento  pú- 
blico, i  cuando  se  presenta  como  medio'  de 
prueba.  En  ese  caso,  todo  lo  que  produce  la 
sentenciaestranjera.es  simplemente  la  cons- 
tancia dé  un  hecho.  (1) 

Cuando  la  sentencia  definitiva  se  presen- 
ta con  el  objeto  de  que  sea  ejecutada,  en  je- 
neral,  es  preciso  que  exista  un  tratado  que 
autorizo  esa  ejecución  i  que  designe  todas 
las  circunstancias  que  deben  acompañarla. 
Estas  circunstancias  son  variables  i  en  efec- 
to así  lo  han  sido  en  los  varios  tratados  que 
acerca  del  particular  ha  celebrado  el  Perú. 

Laa  providencias  de  mera  sustanciacion  se 
ejecutan  en  el  Perú  sin  dificultad  alguna,  por 
medio  de  despachos  rogatorios  espedidos  en 
forma  i  trasmitidos  por  el  órgano  respectivo. 

Las  providencias  que  imponen  gravamen, 
tales  como  embargo,  arraigo,  etc.,  no  son  eje- 
cutables sin  previo  tratado,  i  es  difícil  que 
aún  existiendo  un  pacto  se  conceda  la  ejecu- 
ción, cuando  en  ella  no  están  interesados  los 
subditos  del  país  que  la  pide  ó  del  que  ha  de 
concederla.  El  Gobierno  la  ha  negado  en  es*  ■ 
te  caso  como  hemos  visto  ya. 

El  caso  de  la  hipoteca  es  mui  especial.  Nos 
parece  que  no  puede,  si  no  hai  tratado,  ejecu- 

(1)  Vew  el  Cap.  X. 
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tarse  en  el  Perú  una  sentencia  estranjera  que 
dé  hipoteca,  i  creemos-  qué  para  ello  se  ale- 
garla el  precepto  civil  que  somete  los  in- 
muebles en  el  Perú  esclusivamente  al  esta- 
tuto real.  No  seria*  en  nuestra  opinión  mui 
justo¿  sin  embargo,  este  procedimiento,  i:  nó 
podría  la  disposición  legal  qufe'  hemos  recor* 
dado  ¡justificarlo.  La  hipotecar  se  refiere  á  los 
inmuebles*  es  verdad ;  pero  da  acción  que  pro- 
duce es  mueble,  no  se  dirijo  á  la  adquisición 
sino  ¡simplemente  á  la  venta  del  inmueble 
por  cuenta  del  dueño  i  según  la  lei  local.  Por 
lo  demás;  bien  podia  exijirtíe  que  se*  obser- 
vasen í  las ,  leyes  peruanas,  en  la  inscripción  i 
para, el  efecto  de  la  hipoteca  fundada  en  sen- 
tencias estranjeras,  pero  no  vemos  razón  al- 
guna para  negar  que  en  virtud  de  esafc  sen- 
tencias se  pueda  constituir  hipoteca  en  el 
Perú. 

Pero  la  ejecución  de  cualquier  mandato 
emanado  de  un  tribunal  estranjero  supone 
siempre  el  principio  de  que  no  viola  ni  con- 
traría los  principios  del  derecho  público  i  pri- 
vado del  Perú.  Támbi&n  se  reconoce  que 
siendo  la  administración  de  justicia  un  dere- 
cho inherente  á,  la  soberanía  del  Perú,  nin- 
guna autoridad  estranjera  puede  dar  ejecu- 
ción á  sus  actos  en  la  República ;  i  cuando 
estos  la  alcanzan,:  no  es  por  su  propia  virtud, 
proprio  vigore,  sino  esclusivanjente  en  fuerza 
del  exequátur  6  beneplácito  otorgado  por  las 
autoridades  nacionales. 

227.  En  conclusión,  aún  no  es  satisfacto- 
rio «1  estado  én  que  actualmente  se  encuen- 
tra  entre    nosotros  la    interesante  cuestión 
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que  nos  ocupq.  Las  leyes  civiles  callan  i  las 
prácticas  del  Gobierno  están  mui  lejos  de 
ser  uniformes,  por  consiguiente,  mui  lejos,  de 
constituir  una  regla  constante  i  segura  sobre 
el  particular  Focos  inconvenientes  tendría 
esto  en  otrí>s  materias,  pero  asegurar  la  eje- 
cución de  las  sentencias  estranjeras  se  hace 
cada  dia  mas  indispensable,  atendidas  la  fre- 
cuencia é  intimidad  de  las  relaciones  inter- 
nacionales. Debíamos  tributar  todo  respeto  á 
los  fallos  estranjeros  aceptando  la  máxima, 
resjudicata  pro  veritate  aocipitur,  i  así  lo- 
graríamos no  solo  aumentar  las  garantías 
para  los  estranjeros  que  pisan  nuestras  pla- 
yas, sino  que  los  fallos  de  nuestros  propios 
tribunales  fuesen  igualmente  respetados  en 
todas  partes.  Nuestra  lei  civil  no  debia  guar- 
dar silencio  sobre  este  punto;  i  si  bien  no 
se  quiere  que  entre  en  pormenores;  si  se 
juzga  inoportuno  que  la  lei  fije  los  únicos 
casos  en  que  serian  ejecutables  los  fallos  es- 
tranjeros, que  determine  las  cualidades  que 
en  ellos  deben  concurrir,  que  enumere  las 
solemnidades  con  que  han  de  ejecutarse,  que 
detalle  el  modo  i  forma  en  que  deben  nues- 
tras autoridades  otorgar  el  beneplácito  ó  exe- 
quátur, que  designe  la  autoridad  que  debe 
concederlo  i  los  trámites  que  han  de  obser- 
varse para  ello,  bastaría  adoptar  como  regla 
de  conducta  el  principio  de  la  reciprocidad. 
"Para  la  ejecución  de  los  fallos  i  providencias 
que  espidan  los  tribunales  ó  juzgados  estran- 
jeros," podia  decir  sencillamente  nuestra  lei 
civil,  "se  observará  el  principio  de  la  mas  es- 
tricta reciprocidad. "  Las  prácticas  del  Pe- 
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rú  á  este  respecto  sin  dejar  de  estar  plena- 
mente justificadas,  variarían  entonces  según 
las  de  cada  Estado,  i  á  todos  los  estranjeros 
se  les  trataría  del  mismo  modo  i  con  las  mis- 
mas consideraciones  de  que  sean  objeto,  en 
sus  respectivos  países  los  ciudadanos  del-  Pe- 
rú, en  igualdad  de  casos  i  de  circunstancias, 
sin  que  por  otra  parte,  se  pueda  reputar  co- 
mo amenguada  la  autonomía  del  país  i  co- 
mo violados  sus  fueros  de  Nación  indepen- 
diente i  soberana. 


CAPÍTULO  X 
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228.  El  conocimiento  de  las  formalidades 
con  que  deben  ir  acompañados,  1.°  los  docu- 
mentos públicos  que  otorgados  en  el  estran- 
jero  surten  todos  sus  efectos  legales  en  el 
J?erú,  i  2r  los  otorgados  en  el  Perú  para  ha- 
cerlos valer  en  el  estranjero,  es  de  gran  impor- 
tancia práctica  para  los  que  frecuentemente 
se  ven  obligados  á  servirse  de  esos  documen- 
tos, sea  para  probar  su  estado  civil,  sea  para 
defenderse  contra  injustas  agresiones  judicia- 
les, ó  en  fin,  para  adquirir  nuevos  derechos  ó 
asegurar  la  posesión  de  los  ya  adquiridos. 

229.  Respecto  á  la  primera  clase  de  docu- 
mentos, hai  dos  distintos  jéneros  de  requisi- 
tos ;  los  exijidos  en  el  país  dondo  se  otor- 
ga el  documento,  i  los  que  prescribe  la  lei 
peruana.  No  están  acordes  todas  las  lejislacio- 
nes  en  la  designación  de  las  formalidades  ne- 
cesarias para  dar  autenticidad  á  un  documen- 
to; pero,  en  jeneral,  todo  país  exije  estas 
dos  circunstancias ;  1*  que  sea  espedido  por 
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la  propia  autoridad  constituida ;  2*  que  esa 
autoridad  haga  la  espedicion  por  razón  de  sus 
atribuciones  i  con  las  formalidades  legales ; 
lo  que  siempre  varia  es  la  autoridad  encarga- 
da de  espedir  los  documentos  i  los  requisitos 
con  que  debe  hacerlo. 

En  virtud  de  su  soberanía,  cada  nación  tie- 
ne indudablemente  el  derecho  esclusivo  de 
determinar  en  sus  leyes  propias  las  autorida- 
des encargadas  de  espedir  documentos  i  el 
modo  como  deben  hacerlo,  i  en  el  ejercicio  de 
este  derecho  ninguna  nación  estraña  puede 
en  justicia  intervenir ;  por  lo  mismo,  todos 
los  pueblos  están  obligados  á  respetar  recípro- 
camente esta  parte  de  sus  leyes  tanto  como 
cualquiera  otra.  Sucede,  sin  embargo,  que  no ' 
todos  los  documentos  otorgados  en  un  Estado 
están  destinados  á  surtir  sus  efectos  dentro  de 
su  territorio ;  muchos  hai  que  se  otorgan  pa- 
ra trasmitirlos  al  estranjero  i  hacerlos  valer 
allí,  donde  las  leyes  del  país  otorgante  no  tie- 
nen fuerza  propia  de  ninguna  especie,  i  so-' 
lo  la  que  se  deriva  del  permiso  i  consenti- 
miento que  por  equidad  i  conveniencia  pú- 
blica acuerden  las  autoridades  locales.  Este 
permiso  depende  del  arbitrio  del  Gobierno, 
que  es  el  mejor  juez  de  lo  que  puede  dañar  o 
agravia*  los  intereses  soberanos  del  país  cuyo» 
destinos  preside.  Depende  de  su  voluntad 
impedir  ó  permitir  la  ejecución  de  un  docu- 
mento estranjero ;  i  en  caso  de  permitirla, 
puede  desde  luego  imponer  para  ello  todas 
las  condiciones  que  crea  justas  i  convenientes. 
Las  condiciones  que  en  el  Perú  se  imponen 
para  que  surtan  efecto  los  documentos  ertran* 
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•  jaros,  son  los  requisitos  sin  los  cuales  no  pue- 
den ser  valederos  entre  nosotros* 

230.  H ai  varias  clases  de  documentos.  Te- 
nemos documentos  destinados  á  producirse 
en  juicio  como  medio  de  prueba  ;  documentos 

3ue  acreditan  el  estado  civil  de  una  persona; 
ocumentos  que  certifican  algún  hecho,  que 
dan  personería,  que  se  refieren  á  la  ejecución 
,  de  ciertas  dilij  encías,  etc.  Las  leyes  del  Perú, 
para  aceptar  un  documento  público  estranje- 
ro,  no  exijen  ni  podían  exijir  con  derecho 

.  .  que  la  autoridad  estranjera  observe  requisitos 
i  formalidades  especiales  al  otorgar  el  docu- 
mento, sino  que  tratan  de  averiguar  de  una 
manera  incontrovertible  si  el  documento  que 
se  presenta  como  auténtico  ha  sido  realmente 
espedido  conforme  á  las  leyes  locales,  i  no  ad- 
miten como   prueba   de  este  hecho  sino  la 

_ ,  palabra  autorizada  de  los  Aj  entes  Públicos 
de  la  República.  Son,  pues,  documentos  au- 
ténticos, en  el  Perú,  los  documentos  espedi- 
dos, por  los  Ministros  Peruanos  acreditados 
en  el  extranjero,  (Cód.  Enjuic.  Civ.  727.  7.°) 
i  los  certificados  de  los  cónsules  peruanos 

;  destinados  por  el  Gobierno  en  alguna  parte, 
los  cuales  sirven  para  probar  los  hechos   en 

,  que  intervinieron  con  su  carácter  oficial  (Id. 
id.  727.  8*). 

Hechas  estas  observaciones  j  éntrales,  pa- 
semos k  considerar  los  documentos  según  su 

,  sjase. 

231.  Iyos  requisitos  para  que  un  documen- 
to sea  válido  en  el  Perú,  como  instrumento 

.  de. prueba  /en  juicio,  están  comprendidos  en 
fes-  S¡£v*Í9at$s  disposiciones  civiles,  Loains^ 
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trunientos  públicos  otorgados  en  país  estran- 
jero,  deben  ser  comprobados  en  la  Legación  ó 
Consulado  peruano  que  exista  en  ese  país,  ó 
en  el  Ministerio  de  Relaciones  Esteriores  del 
Perú  ( Cód.  Enjuic.  Civ.  810 ).  Cuando  se  ha 
hecho  esta  comprobación,  los  documentos  "es- 
presados  hacen  fe  enjuicio,  teniendo  tan  solo 
el  carácter  de  documentos  privados  cuando 
carecen  de  esta  formalidad  (id.  id.  811).  Esto, 
sin  embargo,  no  quiere  decir  que  estos  docu- 
mentos sean  intachables,  pues  la  lei  misma 
añade  que  "la  parte  contra  quien  se  presen- 
ten, puede  alegar  las  escepciones  que  le  con- 
vengan i  hacer  uso  de  los  recursos  que  le 
favorezcan,  conforme  á  las  leyes  de  la  Re- 
pública (id.  id.  812).  Mas  aunque  se  haya 
verificado  en  toda  forma  la  comprobación  és- 
presada,  no  hará  fe  en  juicio  el  documento, 
en  los  tres  casos  siguientes  :  1?  si  en  su  con- 
texto  se  refiere  á  otro  instrumento  cuya  in- 
serción se  omitió ;  29  si  recae  sobre  cosas  ó 
contratos  prohibidos  por  las  leyes  de  la  Re- 
pública ;  i  39  si  existe  contra  él  sospecha  de 
nulidad,  falsedad  ó  dolo,  fundada  en  prueba 
semi-plena  (id.  id.  813)»;  en  estos  casos  la  ló- 
jica  i  los  principios  mas  triviales  del  derecho 
aconsejan  despojar  el  documento  estranjero 
de  autenticidad.  En  el  primer  caso,  •  la  omi- 
sión de  un  documento  puede  impedir  que  se 
forme  idea  justa  del  mérito  de  aquel  que  se 

Eresenta  aislado  ;  el  segundo  caso  no  es  sifto 
t  corroboración  del  principio  jeneral,  según 
el  cual  ninguna  nación  está  obligada  á  aceptar 
ante  sus  tribunales  documentos  ó  pruebas  so- 
bre cosas  o  contratos  (juq  sus  leyes  po  reco« 
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nocen  ó  prohiben ;  i  el  tercero  está  fundado 
en  las  reglas  jenerales  sobre  pruebas  judi- 
ciales. 

232.  Respecto  de  otros  documentos,  pres- 
cribe nuestra  lei  que  para  que  el  testamento  de 
un  peruano  en  el  estranjero  valga  en  el  Perú, 
es  preciso  que  sea  otorgado  ante  el  Ájente  Di- 

{)lomático,  ó  á  su  falta,  ante  el  Ájente  Consu- 
ar  de  la  República,  observándose  en  cuanto 
al  número  de  testigos  i  demás  solemnidades 
las  disposiciones  que  sobre  esa  clase  de  docu- 
mentos consignan  las  leyes  peruanas  (Códi- 
go Civil,  art.  679).  (1)  Pero  también  valdrá 
cuando  se  otorgue  en  la  forma  que  establez- 
can i  ante  quien  determinen  las  leyes  del 
país  en  que  se  halle  el  testador  (id.  id.  679) ; 
mas  cuando  se  haga  de  este  segundo  modo, 
es  necesario,  según  lo  que  dejamos  espuesto, 
que  el  testamento  sea  comprobado  en  el  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Esteriores  del  Perú  ó 
ante  un  Ministro  ó  Cónsul  peruano  en  el  es- 
tranjero, pues  de  otro  modo  no  seria  repu- 
tado como  auténtico  i  solo  se  considerarla 
en  juicio  como  instrumento  privado.  (Cód. 
Enjuic.  Civ.  811) 

233.  Sobre  los  documentos  estranjeros  que 
se  refieren  al  estado  civil,  la.  lei  dispone  que 
las  partidas  del  estado  civil  formalizadas  en 
el  estranjero,  sean  consideradas  como  autén- 
ticas en  el  Perú,  con  tal  que  se  haya  obser- 
vado las  solemnidades  requeridas  en  el  país 
donde  fueron  estendidas,   ó  si  se  han  hecho 


Ü)  Yéase  el  Código  Cítü.  L,  II.  Seo.  4. » , 
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conforme  á  la  lei  civil  peruana,  knte  un  Mi- 
nistro Diplomático  ó  Ájente  Consular  del 
Perú.  (Código  Civil  art.430)  "Esta  .disposi- 
ción," dice  Legat  comentando  el  art.  47  del 
Código  Francés,  que  es  igual  al  430  del  Có- 
digo Peruano,  "  es  de  Derecho  de  Jentes. 
A  no  ser  que  se  quiera  destruir  toda  rela- 
ción con  los  otros  pueblos,  no  puede  una  na- 
ción apartarse  de  esta  regla.  La  tranquilidad 
de  las  familias  depende  en  mucho  de  las  par- 
tidas del  estado  civil,  i  por  eso  cada  Estado 
está  interesado  en  velar  sobre  la  regularidad 
de  esas  partidas.  Si  se  les  concede  fe  pública, 
¿cómo  pueden  quedar  sin  efecto  en  un  país 
estranjero,  cuando  reúnen  las  mismas  forma- 
lidades? Ademas,  el  interés  de  los   franceses 

'  que   se  encuentran  en  el  estranjero  exijia  la 

.  existencia  de  esta  disposición,  i  siendo  justa 
cuando  se  trata  de  nacionales,  no  podrá  dejar 
de  serlo  tratándose  de  estránjeros*  Ha  sido, 
pues,  necesario  establecer  ¿ina  regla  j enera! ." 
234.  Hemos  visto  que  uno  de  los  requisi- 
tos para  la  validez  en  el  Perú  '  de  los  instru- 
mentos públicos  otorgados  en  el  esterior>  es 
la  comprobación  hecha  por  los  áj  entes  diplo- 
máticos ó  [consulares.  La  lei  impone  desde 
luego  á  esos  funcionarios  la  obligación  de  le- 
galizar todos  los  documentos  que  en  debida 

"  iórma  se  les  presente  ya  sea  por  sus  conciu- 
dadanos ó  por  estránjeros.  La  legalización 
consiste  en  la  firma,  que  el  funcionario  res- 
pectivo pone  al  pié  de  un  documento,  desig- 
nando la  fecha  i  fijando  su  sello  oficial ;  éste 

,  iacto  no  recae  inmediatamente  sobre  todo  el 
contenido  del  documento  legeüzadosinOuüi 
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camente  sobre  la  firma  del  Ministro  de  Re- 
laciones Esteriores,  en  cuyo  país  está  acre- 
ditado el  funcionario  que  legaliza,  i  sote 
prueba  la  autenticidad  de  esa  firma  sin  pre- 
juzgar absolutamente  si  las  demás  formalida- 
des que  reúne  el ,  documento  están  en  buena  i 
debida  forma. 

235.  Los  Cónsules  J eneróles  i  los  Cónsu- 
les deben  espedif  pasaportes  á  los  peruanos 
que  los  soliciten,  cuando  en  el  lugar  en  que 
residen  no  exista  al  mismo  tiempo  una  Lega- 
ción de  la  República.  (Reglamento   Consu- 
lar. 75)  i  los  Vice-cónsules   tienen  la  ratania 
facultad  condicionalmente,  siempre  que  el  Vi- 
ce-consulado  no  esté  comprendido   en   la  ju- 
risdicción  de  un   Cónsul   ó   Cónsul  jeneraí 
(id.  76).  Tanto  los  Cónsules  Jenerales,  como 
los  Cónsules  i  Vice  cónsules  pueden  en  todo 
caso  visar  los  pasaportes  de  peruanos  que  se 
trasladen  de  sus  respectivos  distritos  consu- 
lares á  un  país  estranjero  donde  su  Visto  Bue- 
no fuese  requerido,  i  los  de  cualesquiera  es- 
tranjeros  que  lo  soliciten  antes  de  venir  á  la 
República  (id.  77).  Debe  constar  al  Cónsul 
la  nacionalidad  del  que  solicita  pasaportes ; 
deben  éstos  ir  numerados  llevando  la  firma 
de  la  persona  á  quien  son  concedidos.  Puede 
comprenderse  en  un  solo  pasaporte   á  variáis 
personas  cuando  estuvieren   ligadas  por  vín- 
culos de  parentezco  legal  ó  de  familia,  pero 
debe  designarse  á  cada  una  de  ellas  nominal- 
mente.    De  todo  pasaporte  se  toma  razón  en 
un  libro  especial,   en  el  que  se  espresan  todas 
las  circunstancian  de  su  espedicion  ( id,  79* 
80.  81.  82.) 
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Por  estas  dilijencias  los  jefes  de  Consulado 
están  facultados  para  cobrar  derechos  confor- 
me á  la  tarifa  establecida  i  aprobada  por  el 
Supremo  Gobierno,   (1)  con  las  escepciones 
sin  embargo   que  el  uso  i  la  reciprocidad  tie- 
nen establecidas  respecto  de  ciertas  personas 
(id.   84.).  Los  Cónsules   Jenerales  i   demás 
,  empleados  consulares  pueden  espedir  los  cer- 
tificados de  evidencia  que  se  les  pidiere,  lega- 
lizar los  instrumentos  públicos  espedidos  por 
las  autoridades  de  sus  respectivos  distritos,   i 
la  firma  de  los  mismos  funcionarios  ó  de  par- 
ticulares ;  los  Aj entes  Consulares  no  gozan  de 
esta  facultad  (id.  85.  86.)  Los  Cónsules  de- 
ben también  poner  su  Visto  Bueno  á  las  car- 
tas de  sanidad  que  las  autoridades  competen- 
tes concedan  á  los  buques  que  se  dirijan  á  la 
República,  ó  las  espiden  ellos  mismos,    si  la 
autox'izacion  para  hacerlo   no  estuviese  confe- 
rida particularmente   á   personas  del  lugar; 
legalizar  los  manifiestos  de  mercaderías  que 
de  sus  respectivos  distritos  se  esporten  al  Pe- 
rú, i  los  rejistros  de  tonelaje  (según  las  leyes 
de  cada  país,)  de  los  buques  que  las   condu- 
cen ;  certificar  el  hecho  i  la  fecha  de  la  sali- 
da de  los  buques,  los  papeles   dé  mar  que 
comprueban  su  nacionalidad  i  los  que  mani- 
fiesten el  oríjen  i  procedencia  del  cargamen- 
to, i  en  jeneral  certificar  ó  legalizar  cuales-» 
quiera   documentos  que  tiendan  á  facilitar  ei 
cumplimiento  de  las  leyes  Aduaneras  de  la 
República,   el  pago  de  los  derechos  de  puer- 
to i  el  de  los  que  pesan  sobre  las  mercaderías 


(1)  V*uw  ti  Apéndice  XXXVII, 
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importadas  (id.  87.  88).  Al  legalizar  un  do- 
cumento, estos  funcionarios  deben  mencionar 
la  calidad  oficial  de  los  empleados  ó  autori- 
dades públicas  que  los  hubiesen  .espedido  6 
con  cuya  intervención  se  hubiesen  perfeccio- 
nado, i  hacer  constar  el  hecho  de  que  tales 
empleados  ó  autoridades  ejercian  realmente 
las  funciones  públicas  en  cuya  virtud  intervi- 
nieron. No  están  obligados  á  legalizar  docu- 
mentos meramente  privados,  pero  en  ningún 
caso  podrán  negarse  á  legalizar  las  firmas  con 
que  las  autoridades  del  lugar  ó  los  funcio- 
narios diplomáticos  ó  consulares  estranjeros 
en  él  residentes  hubiesen  previamente  ates- 
tado tales  documentos  (id.  91.  92.).  Para 
que  produzcan  sus  efectos  en  el  Perú  los  do* 
cumentos  debidamente  legalizados  por  los 
Cónsules  peruanos  en  el  estranjero,  es  indis- 
pensable que  previamente  sean  legalizadas 
sus  firmas  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Es- 
teriores,  i  así  mismo  los  Cónsules  solo  pueden 
legalizar  las  firmas  de  particulares  i  de  fun- 
cionarios residentes  en  la  República,  cuando 
previamente  lo  hayan  sido  en  el  indicado  Mi- 
nisterio (id.  93.  94.) 

236.  Al  ocuparnos  de  los  documentos  otor- 
gados en  país  estranjero  para  que  tengan 
efecto  en  el  Perú,  es  necesario  no  omitir  los 
exhortos  judiciales,  despachos  rogatorios,  le- 
tras requisitorias  ó  simplemente  cartas  de 
Justicia ;  pues  con  todos  estos  nombres  suele 
designárseles. 

Durante  la  prosecución  de  un  juicio  sucede 
algunas  veces  que  hai  urjente  necesidad  da 
proceder  á  una  dilijengiá,  no  ©á  el  lugar  don* 
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de  se  ventila  el  juicio  ni  siquiera  en  el  terri- 
torio nacional,  sino  en  el  de  una  nación   es- 
traña.  donde  no  tienen  jurisdicción  los  jueces 
$ue  están  conociendo  del  litijio  ni  fuerza  al- 
guna sus  inandatos.  "Un  uso  admitido  en 
distintas  naciones,"  dice  Foelix,    "i  que  trae 
su  oríjen  del  Derecho  Romano  i  del  Canó- 
nico, ha  establecido  en  semejantes  casos  que 
el  juez  que  conoce  de  la  causa  comisione  pa- 
ra practicar  esas  dilijencias  al  juez  del  do- 
micilio  ó    residencia  de   los  testigos   ó   del 
lugar  donde  se  encuentre  el  objeto    que  se 
busca  ó  las  cosas  que  se  litigan.  Las  comisio- 
nes .confiadas  así,  para  proceder  á  un  acto  de 
prueba,  se  llaman  comisiones  rogatorias ; "  el 
instrumento  en  que  consta  la  comisión  se  de- 
npmina  exhorto  ó  requisitoria.   Estos  instru- 
mentos como  se  ve   son  espedidos  por  auto- 
ridades que  no  tienen  jurisdicción  en  el  país 
donde  han  de  cumplirse,  i  por  lo  mismo  las 
autoridades   de   este   último  no   tienen   nin- 
guna obligación  stricto  jure  de  dar  cumpli- 
mento al  mandato.    Pero  como   de  no  ha- 
cerlo sobrevendrían  grandes  perjuicios  á  la 
nación  que  sfc  negase,  pues   ella  inism$   tie- 
ne frecuente  necesidad  de  espedir,  exhortos, 
que  entonces  tampoco  serian  cumplidos,   han 
convenido  las  naciones  en  dar  cumplimiento 
á  los  documentos  de  esta  especie  que  recípro- 
camente espidan.  Sin  embargo  las  autorida- 
des llamadas   á  cumplir  las  comisiones  roga4 
torias '  son  siempre  dueños  de  abstenerse  de 
toda  acción  i  aun  de  suspender  el  curso  de 
los  documentos,  si  juzgan  que  son   contrarios 
4  las  regalías  i  derechos  soberanos  del  Esta- 
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do  ó  que  contienen  algo  que  se  oponga  á  sus 
leyes  vij  entes. 

Cada  Estado  adopta  una  fórmula  especial 
para  este  jónero  de  documentos,  i  por  lo  mis- 
mo su  forma  es  mui  variable.  Pero  hai  cir- 
cunstancias esenciales  que  se  derivan  de  su 
naturaleza  i  que  desde  luego  deben  concurrir 
en  todo  exhorto,  cualquiera  que  sea  la  nación 
que  lo  espida.  Éstas  son  las  siguientes :  1*  Los 
exhortes  deben  ser  espedidos  por  una  autori- 
dad pública  ;  2*  deben  espresar  claramente  la 
dilijencia  cuya  ejecución  se  solicita,  insertán- 
dose copia  literal  de  las  piezas  del  proceso 
pertinentes  á  esa  dilijencia ;  3*  deben  estar 
dirijidos  á  una  autoridad  pública  i  4*  debefl 
ser  trasmitidos  por  el  órgano  respectivo. 

En  las  lejislaciones  de  Inglaterra  i  de  los 
Estados  Unidos  no  se  conocen  los  exhortes 
ó  al  menos  no  tienen  estos  documentos  el 
mismo  carácter  que  en  las  demás  naciones» 
Cuando  los  tribunales  ingleses  ó  norte-ame- 
ricanos se  hallan  en  el  caso  de  hacer  prac- 
ticar una  dilijencia  judicial  en  territorio  es- 
tranjero,  comisionan  á  uno  ó  á  varios  ma- 
jistrados,  para  que,  trasladándose  al  lugar 
respectivo,  ejecuten  el  mandato ;  ó  bien  en- 
vian  la  comisión  á  uno  ó  á  varios  de  sus 
conciudadanos  que  se  encuentren  accidental- 
mente en  el  país  donde  debe  cumplirse  la  co- 
misión, ó  también  á  aquellos  de  los  ciudada- 
nos de  este  último  país  que  quieran  aceptarla. 
(1)  "Bien  se  concibe,"  dice  Fcelix,  "que  esta 
manera  de  proceder  no  puede  tener  lugar  sino 

* 

(1)  Story.  Equifcy  Jurisprudence.  t  2, 9  §§  1613. 1515, 
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en  tanto  que  los  testigos  que  han  de  ser  exa- 
minados i  los  litigantes  se  presten  volun- 
tariamente á  ello,  porque  los  comisionados 
ingleses  i  americanos  lo  mismo  que  los  ciu- 
dadanos sin  carácter  público,  no  pueden  ejer- 
cer ningún  poder  sobre  esos  individuos.  Los 
majistrados  del  lugar  podrían  ademas  opo- 
nerse á  la  ejecución  de  estas  dilijencias  de 
actuación  judicial,  porque  estos  actos  cons- 
tituyen una  derogación  de  la  independencia 
de  los  Estados,  desde  que  el  poder  de  ad- 
ministrar justicia  pertenece  esclusivamente  á 
cada  uno  de  ellos  en  toda  la  estension  de 
su  respectivo  territorio."  I  en  efecto,  esto  es 
precisamente  lo  que  ha  sucedido  entre  noso- 
tros, donde  han  abundado  siempre  los  abusos 
sin  que  hayan  estado  compensados  por  ac- 
tos de  buena  fó  i  de  justicia.  Estando  pre- 
sidiendo la  Legación  Británica  en  Lima 
Mr.  William  Pitt  Adams,  como  Encargado 
de  Negocios,  pretendió  ejercer  publicamente 
funciones  judiciales,  como  ya  lo  hemos  recor- 
dado al  hablar  de  los  Ajentes  Diplomáticos  i 
Consulares  estranjeros  residentes  en  el  Pe- 
rú. (1)  El  Gobierno  Peruano,  en  vista  de  es- 
te hecho,  espidió  un  decreto  cuyo  primer  ar- 
tículo dice :  "El  Gobierno  no  consiente  ni 
consentirá  jamas  en  que  individuos  ó  subdi- 
tos estranjeros  se  reúnan  en  lugar  público  á 
juzgar  ó  decidir  asuntos  contenciosos  con  vio- 
lación de  las  leyes  déla  República  i  contra 
los  principios  del  Derecho  Internacional"  ;  i 
el  artículo  tercero  está  concebido  en  estos 


(l)  Véase  el  §  88  sup. 
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términos :  "Ningún  ciudadano  del  Perú  de- 
be prestar  declaración,  testimonio  ú  otro  acto 
cualquiera  judicial,  sino  ante  los  jueces  i  tri- 
bunales i  según  las  leyes  del  país*"  (1)  Nues- 
tros Códigos  han  venido  á  confirmar  lo.  dis- 
{mesto  por  este  decreto.  "No  se  reconoce  en 
a  República,  "  dice  el  art.  3<?  del  Código  Ci-  . 
vil  de  Enjuiciamientos,  "jurisdicción  enco- 
mendada ó  delegada  por  autoridad  ó  personas 
sobre  cosa  i  en  el  modo  que  la  lei  no  desig- 
na," i  sigue  el  art.  4?:  "El  poder  de  adminis- 
trar justicia  es  independiente  i  no  puede  ejer- 
cerse sino  por  las  personas  señaladas  en  este 
Código." 

El  modo  como  generalmente  se  trasmiten 
los  exhortos  es  clirijicnclolos  &  la  Legación 
que  el  país,  donde  se  espiden  tenga  acredi- 
tada en  el  Perú.  La  Legación  los  envía  al 
Ministerio  de  Relaciones  EsteriorevS  i  de  allí 
son  dirijidos  al  juez  que  debe  darles  cumpli- 
miento. Una  vez  dilijenciados  los  exhortos, 
se  observa  para  su  devolución  idéntico  pro- 
cedimiento. 

Al  cumplir  los  exhortos  estranjeros  los  jue- 
ces i  majistrados  del  Perú  deben  conformarse 
en  todo  á  las  leyes  peruanas,  porque  solo  ejer- 
cen jurisdicción  en  virtud  de  esas  leyes,  i  por 
lo   que   ellas  disponen,  tienen  que  adminis-   ' 
trar  la  justicia ;  siendo  una  de  sus  principa- 
les  atribuciones  dirijir  el  juicio  por  sus  de- 
bidos trámites  i  practicar  las   dilij encías  que    ' 
fueren  necesarias   con  todea  las  formalidades  ; 
de  la  lei.  Por  lo  demás,  al  cumplir  los  exhor- 

(1)  Véase  el  decreto  in  atento*  Apéndice  IX, 
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tos  extranjeros,  puede  decirse  qae  nuestros 
jaeces  son  simplemente  jueces  ejecutores, 

237.  Una  vez  que  hemos  tratado  de  los 
documentos  públicos  otorgados  en  el  estran- 
jero  para  que  tengan  validez  en  él  Perú,  pa- 
semos á,  considerar  los  otorgados  en  el  Perú 
para  que  surtan  efecto  en  el  estranjero. 

Así  como  las  autoridades  peruanas  admi- 
ten i  cumplen  los  exhortos  estranjeros,  á  su 
vez  también  espiden  en  los  casos  necesarios, 
exhortos  dirijidos  á  las  autoridades  estranje- 
ras.  Se  libra  exhorto  cada  vez  que  hai  nece- 
sidad de  practicar  una  dilije ncia  judicial  en 
el  estranjero,  ya  sea  de  citación,  de  informa- 
ción testimonial,  dilij encías  de  embargo,  etc. 
(Cód.  Civ.  de  Enjuic.  242.  Eeglam.  de  Tri- 
bunal. 240).  Los  despachos  que  se  dirijen  al 
estranjero  son  suplicatorios  i  en  ningún  caso 

{receptivos ;  deben  estenderse  en  el  papel  se- 
lado  correspondiente  i  estar  timbrados  con  el 
sello  del  tribunal  ó  juzgado  que  los  espida. 
Los  firma  el  Presidente  de  la  Corte,  cuándo 
el  asunto  es  de  aquellos  que  se  ven  en  salas 
reunidas,  i  por  el  Presidente  de  la  Sala,  cuan- 
do ésta  los  espide ;  el  juez  de  primera  ins- 
tancia firma  también  los  que  él  libra  ;  los 
despachos  rogatorios  van  siempre  autoriza- 
dos según  los  casos  por  el  Secretario  de  la 
Corte  ó  por  el  escribano  de  la  causa.  Los 
despachos  principian  en  esta  forma  : — A  nom- 
bre de  la  Nctcion — La  Corte  ó  Juzgado  de... 

; ..,  ala  Corle  ó  Juzgado 

de, se  inserta   en  seguida  un 

resumen  de  la  materia  que  orijina  el  despa- 
cho, se  copia  las  piezas  pertinentes  i  se  con- 
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cluye  suplicando  que  se  cumpla  i  ejecute  lo 
que  se  solicita  ;  fechados,  se  firman  como  de- 
jamos dicho.  Es  de  advertir  que  los  despa- 
chos son  librados  á  petición  de  parte  en  las 
causas  civiles  i  en  las  criminales  por  delitos 
leves ;  de  oficio  se  espiden  solo  en  las  causas 
criminales  por  delitos  graves.  (Reglam.  de 
Tribun.  241.  242.  243.  244.  251.) 

238.  El  caso  que  con  mas  frecuencia  oca- 
siona la  espedicion  de  exhortos  ocurre  cuan- 
do es  indispensable  examinar  testigos  que  no 
residen  en  el  territorio  de  la  República,  i  por 
eso  es  importante  conocer  las  reglas  que  la 
lei  prescribe  para  la  sustanciacion  de  este  jó- 
nero  de  prueba. 

Cuando  alguno  de  los  litigantes  presenta 
testigos  que  residen  en  distinto  lugar  de 
aquel  en  que  se  sigue  el  juicio,  puede  pe- 
dir el  término  extraterritorial  si  están  fuera 
de  la  República,  pero  la  petición  ha  de  ha- 
cerse dentro  de  diez  dias  contados  desde  la 
notificación  del  auto  en  que  se  recibió  la  cau- 
sa á  prueba  i  debe  ir  acompañada  de  las  si- 
guientes circunstancias :  designación  de  la 
residencia  de  los  testigos  que  se  presentan, 
interrogatorio  abierto  de  las  preguntas  á  que 
deberán  responder,  i  juramento  de  pedir  el 
término  por  no  haber  en  el  lugar  otros  tes- 
tigos con  que  probar  plenamente  el  derecho 
que  se  litiga.  Las  preguntas  que  la  parte 
contraria  juzgue  necesario  hacer  á  los  mis- 
mos  testigos  también  pueden  insertarse  en  el 
despacho  que  se  libre.  (  Cód.  Enjuic.  Civil. 
928.  929.  930.  932.) 

Concedido  el  término  extraterritorial  pre- 

44 
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vios  los  trámites  de  estilo,  se  libra  el  exhorto 
observando  las  formalidades  que  hemos  indi- 
cado anteriormente.  Pero  puede  suceder  que 
presentados  los  testigos,  los  tache  la  otra 
parte  ofreciendo  la  prueba  en  el  lugar  donde 
residen  ;  entonces  en  el  mismo  término  se  re- 
ciben la  prueba  sobre  lo  principal  i  la  que 
versa  sobre  las  tachas,  librándose  para  cada 
una  de  ellas  un  despacho  especial.  A  la  peti- 
ción del  término  extraterritorial  debe  acom- 
pañar una  fianza  ó  consignación  de  las  costas 
que  se  causen  al  colitigante,  para  el  caso  de 
no  probar  absolutamente  el  que  solicita  el 
término,  (id.  id.   933.  938.) 

Una  vez  estendido  el  despacho  rogatorio, 
se  remite  al  Ministerio  de  Relaciones  Este- 
riores  de  la  República,  para  que  éste  lo  diri- 
ja al  de  igual  clase  del  Estado  donde  se  ha 
de  actuar  la  prueba ;  esta  trasmisión  de  Mi- 
nisterio á  Ministerio  se  hace  por  el  órgano 
de  la  Legación  de  la  República  que  esté  acre- 
ditada en  el  país  donde  va  dirijido  el  ex- 
horto. Todos  estos  principios  consignados  en 
nuestra  lei  civil  no  alteran  los  procedimien- 
tos establecidos  por  tratados  ó  por.  la  cos- 
tumbre entre  el  Perú  i  las  demás  naciones, 
sobre  la  manera  de  remitir  i  hacer  cumplir  en 
una  las  providencias  que  espidan  los  jueces 
délas  otras.  El  término  extraterritorial  es 4© 
un  año  para  probar  en  los  lugares  ultrama- 
rinos ;  calculándose  por  el  de  la  distancia  (1) 

(1)  Art.  457.  Si  el  término  (de  la  distancia)  fuese  para  prue- 
ba, ae  regulará  señalando  un  dia  por  cada  tres  leguas,  para  la 
ida  i  vuelta  del  despacho,  sin  incluirse  el  término  probatorio, 
— (Cód.  Knjuic,  Civ.) 
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el  término  para  probar  en  el  continente,  (id. 
id.  941.  942.  944) 

239.  Respecto  á  los  demás  documentos 
otorgados  en  el  Perú  para  hacerlos  valer  en 
el  estranjero,  hai  tres  clases  de  requisitos  pa- 
ra su  validezr. :  1*  Requisitos  designados  por 
la  lei  peruana  ó  indispensables  para  que  los 
documentos  eean  válidos  en  el  Perú ;  2*  Re- 
quisitos que  deben  cumplir  las  autoridades 
peruanas  i  que  son  indispensables  para  la 
trasmisión  legal  de  las  documentos  ;  3*  Re- 
quisitos e*ijidos  por  la  lei  del  lugar  donde 
van  á  tener  cumplimiento  los  documentos  i 
sin  los  cuales  no  se  les  da  curso. 

240.  A  la  primera  clase  pertenecen  las  dis- 
posiciones peruanas  sobre  el  modo  de  otor- 
gar los  documentos  públicos,  sobre  el  uso  del 
papel  sellado  i  de  los  timbres. 

Son  múltiples  las  formalidades  legales  pa- 
ra el  otorgamiento  de  instrumentos  públicos ; 
deben  conocerlas  i  observarlas  los  funciona- 
rios designados  por  la  lei,  siendo  responsables 
de  cualquier  falta  á  este  respecto. 

El  papel  sellado  es  una  contribución  fiscal 
que  obliga  a  los  estranjeros  tanto  como  á  los 
nacionales.  Este  papel  que  el  Gobierno  es- 
clusivamente  fábrica,  tiene  un  sello  particu- 
lar en  el  cual  se  designa  su  valor  i  los  años 
en  que  puede  usarse.  Dejando  á  un  lado  los 
inconvenientes  económicos  de  este  impuesto, 
pues,  como  dice  Garcia  Calderón,  "el  Estado 
es  el  que  fija  el  precio  del  papel  i  el  crea  al 
mismo  tiempo  la  necesidad  de  consumirlo, 
pudiendo  aumentar  á  su  arbitrio  la  contribu- 
ción ;  en,  seguida,  está,  mui  lejos  de  ser  pro- 
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porcionada  á  la  fortuna  de  los  contribuyen- 
tes, desde  que  los  pobres  son  los  que  mas  pa- 
el  «sellado  consumen  por  lo  mismo  que  son 
os  que  mas  litigan  i  reclaman  ante  el  Go- 
bierno,"— pasemos  á  designar  el  uso  del  pa- 
pel que  se  sella  cada  dos  años,  de  modo 
que  no  puede  usarse  para  los  documentos 
otorgados  en  un  bienio,  papel  perteneciente 
á  otro.  Este  papel  tiene  seis  sellos,  de  dis- 
tinto valor  i  empleo  ;  el  del  sello  primero  va- 
le veinte  i  cinco  pesos  ;  el  del  segundo,  doce ; 
el  del  tercero,  seis;  el  del  cuarto,  tres  ;  el 
del  quinto,  cuatro  reales,  i  el  del  sesto,  un 
real  por  cada  pliego. 

Antes  que  se  estableciese  la  contribución 
de  timbres,  el  uso  del  papel  sellado  era  forzo- 
so en  todos  aquellos  documentos  en  que  cons- 
taba una  obligación,  pero  ese  impuesto  ha  ve- 
nido á  restrinjir  el  uso  del  papel  oficial.  He 
aquí  como  se  emplea  ahora  en  los  casos  en 
que  puede  necesitarlo  un  estranjero.  El  pa- 
pel del  sello  primero  se  usa  en  las  patentes 
de  invención,  de  corso,  en  el  título  por  el 
que  consta  la  nacionalización  de  buques  i  en 
las  cartas  de  ciudadanía ;  en  papel  del  sello 
segundo  se  estienden  los  títulos  de  doctores, 
abogados,  módicos,  cirujanos  i  boticarios  ;  las 
patentes  de  navegación  mercantil  ;  los  títu- 
los de  minas  ;  las  cartas  de  naturaleza  i  los 
pasaportes  para  el  esterior ;  el  papel  del 
sello  cuarto  se  emplea  en  la  primera  foja 
de  copias  de  escrituras;  sea  cual  fuere  su 
entidad  i  valor,  i  en  la  primera  foja  de  tes- 
timonios de  procesos,  papeles,  documentos 
i  actuaciones  de  cualquiera  especie ;   el  del 
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sello  quinto  sirve  para  protocolos  i  rejis- 
tros  de  instrumentos  públicos,  para  todos  los 
negocios  civiles  i  para  los  criminales  que 
no  se  siguen  de  oficio ;  para  los  memoriales 
que  se  presenten  á  los  juzgados,  tribunales 
i  funcionarios  públicos,  sea  la  materia  de  gra- 
cia ó  de  justicia ;  para  las  certificaciones  de 
cualquiera  especie,  partidas  de  bautismo,  de 
matrimonio  i  de  defunción,  i  para  el  pliego 
primero  que  ha  de  emplearse  en  la  apertu- 
ra del  rejistro  de  los  buques  nacionales ;  por 
último,  el  sello  sesto  se  emplea  en  todos  los 
asuntos  de  oficio  i  por  todas  las  personas  que 
gozan  el  privilejio  de  pobres  i  que  aprehen- 
den ó  denuncian  contrabando,  en  el  respecti- 
vo juicio  de  comiso. 

Toda  resolución  judicial  se  estiende  por  es- 
crito en  el  papel  sellado  correspondiente,  lo 
mismo  que  los  certificados  de  conciliación 
espedidos  á  petición  de  parte  por  los  jueces 
de  paz  ;  las  autorizaciones  que  los  escribanos 
hagan  de  las  sentencias,  autos,  decretos  i  de- 
mas  providencias  del  tribunal  ó  juzgado  en 
que  sirven  i  los  despachos  rogatorios.  El  pa- 
pel común  soló  se  usa  para  los  certificados  de 
las  partidas  del  rejistro  civil,  para  las  dili- 
jencias  que  se  actúan  ante  los  jueces  de  paz 
para  las  copias  de  actas  sentadas  en  los  li- 
bros de  los  mismos,  escepto  las  de  concilia- 
ción, i  para  todos  los  instrumentos  simples. 
El  papel  sellado  se  usa  jen  eral  i  uniforme- 
mente en  todos  los  tribunales  i  juzgados  de 
la  República,  civiles,  militares  i  eclesiásti- 
cos i  por  toda  clase  de  personas. '  No  se  ad- 
mite certificados  en  lugar  de  testimonios,  cu- 
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ya  primera  foja  es  del  valor  de  tres  pesos  \ 
los  testimonios  i  demás  documentos  que  se 
presenten  sin  el  requisito  del  papel  sellado 
correspondiente  no  tienen  fuerza  alguna  en 
los  juicios  i  demás  actos  en  que  sean  necesa- 
rios, bajo  la  responsabidad  de  los  jueces  ó 
majistrados  que  los  admitan  sin  ese  requi- 
sito. 

El  que  falsifique  los  sellos  del  papel 
abriéndolos  ó  imprimiéndolos  contra  la  lei, 
incurre  por  el  mismo  hecho  en  todas  las  pe- 
nas impuestas  á  los  monederos  falsos,  bastan- 
do para  la  comprobación  del  delito  la  prueba 
de  tres  testigos  singulares ;  esas  penas  son 
aplicadas  á  todo  j enero  de  personas  de  cual- 
quier estado,  calidad  ó  dignidad  que  sean. 

241.  Ademas  de  la  del  papel  sellado,  es- 
tá vijente  en  la  República  otra  contribución 
que  también  grava  los  documentos ;  la  de 
timbres.  Los  timbres  son  de  diversas  clases 
i  de  distinto  valor.  Hai  seis  clases  de  tim- 
bres ;  la  primera  que  vale  veinte  soles  ;  la 
segunda,  diez  soles ;  la  tercera,  cinco  ;  la  cuar- 
ta, un  sol ;  la  quinta,  veinte  i  cinco  centavos 
de  sol ;  i  la  sesta,  diez  centavos  de  sol  (Lei 
de  timbres.  2.)  Todo  documento  de  crédito 
6n  que  conste  un  contrato  entre-vivos  6%  su 
cancelación,  lleva  un  timbre  en  la  proporción 
siguiente : 

19  Los  manifiestos  de  Aduana  por  mayor 
llevan  un  timbre  de  un  sol  en  cada  ejem- 
plar. 

.  29  Los  manifiestos  por  menor,  pólizas  de 
trasbordo  i  de  reembarco,  un  timbre  de  veuv» 
te  i  cinco  centavos. 
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3?  Las  polkas  de  despacho  i  de  esporta- 
cion,  un  timbre  de  diez  centavos. 

El  impuesto  de  timbre  es  diferente  i  no 
dispensa  del  que  se  satisface  en  las  aduanas 
bajo  la  denominación  de  papel  para  docu- 
mentos. Los  Administradores  de  Aduanas 
no  deben  permitir  que  se  espenda  papel  para 
manifiestos,  pólizas,  etc.,  sin  que  tengan  el 
timbre  correspondiente,  siendo  responsables 
al  reintegro  del  doble  del  que  corresponda  á 
los  documentos  de  esa  clase  que  jiren  sin  el 
timbre  respectivo. 

49  En  cuentas  mercantiles,  recibos,  cono- 
cimientos, pólizas  de  seguros  marítimos  i  en 
jeneral,  en  toda  clase  de  documentos  priva- 
dos de  reconocimiento  de  deuda  no  especifi- 
cados, desde  la  cantidad  de  veinte  soles  has- 
ta la  de  quinientos,  se  pone  un  timbre  de 
diez  centavos  ;  i  desde  la  de  quinientos  soles 
hasta  mil,  un  timbre  de  veinte  i  cinco  centa- 
vos, agregando  un  timbre  del  mismo  valor  en 
igual  proporción,  es  decir,  uno  de  diez  centa- 
vos por  cada  quinientos  soles  ó  fracción  de 
quinientos,  i  un¿>  de  veinte  i  cinco  centavos 
por  cada  mil  soles  ó  fracción  mayor  de  qui- 
nientos. 

59  En  las  letras  de  cambio  jiradas  i  paga- 
deras en  el  territorio  nacional,  hasta  diez  mil 
soles,  se  pone  un  timbre  de  diez  centavos 
por  cada  quinientos  soles  ó  fracción  mayor  de 
cien  soles.  De  diez  mil  soles  para  adelante  se 
pone  un  timbre  del  mismo  valor  por  cada 
mil  soles  ó  fracción  mayor  de  quinientos. 

6°  En  los  pagaróes  ó  documentos  privados 
lie  obligación  i  pólizas  de  seguros  sobre  la 
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vida  ó  contra  incendios,  se  emplea  un  timbre 
de  un  sol  por  cada  mil  soles  hasta  cinco  mil ; 
i  por  lo  que  exceda  de  esta  suma,  dos  tim- 
bres de  veinte  i  cinco  centavos  por  cada  mil 
soles  ó  fracción  de  quinientos ;  de  cien  soles 
á  quinientos,  un  timbre  de  veinte  i  cinco  cen- 
tavos, i  de  veinte  á  cien  soles,  uno  de  diez 
centavos. 

79  En  las  «escrituras  públicas  que  conten- 
gan mutuos,  obligaciones,  novaciones  de  con- 
trato, reconocimiento  de  deuda  ó  sociedades 
con  capital  constituido,  se  pone  el  número  de 
timbres  de  veinte  i  cinco  centavos  que  equi- ' 
valga  al  uno  por  ciento  del  valor  compren- 
dido en  la  escritura. 

8?  En  la  venta  de  capitales  muebles  por 
escritura  pública,  ó  en  la  emisión  de  accio- 
nes de  compañías  industriales  ó  mercantiles, 
se  pone  los  timbres .  equivalentes  al  medio 
por  ciento  sobre  sus  respectivos  valores. 

9<?  En  la  compra-venta,  cesión  en  pago, 
permuta,  donación,  i  en  jeneral,  en  todo  con- 
trato de  traslación  de  dominio  de  inmue- 
bles ó  de  acciones  ó  derechos  sobre  inmue- 
bles, se  pone  los  timbres  equivalentes  al 
dos  por  ciento  sobre  el  valor  de  dichos  in- 
muebles. 

109  Los  bancos  de  emisión  pagan  anual- 
mente en  timbres  sobre  el  monto  de  la  ma- 
yor emisión  durante  el  año,  comprobada  por 
el  director  de  Contabilidad  Jeneral,  el  valor 
que  corresponda  al  cuadruplo  de  esa  canti- 
dad á  razón  de  un  timbre  de  un  sol  por  cada 
mil  soles  hasta  cinco  mil ;  i  por  lo  que  exceda 
de  esta  suma,  dos  timbres  de  veinte  i  cinco 
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centavos  por  cada  mil  soles  ó  fracción  de 
quinientos. 

En  los  casos  én  que  se  pague  el  timjbré 
á  razón  del  tanto  por  ciento,  se  pone  un  tim- 
bre de  diez  centavos  por  las  fracciones  ma- 
yores  de  veinte  soles,  (id.  l.[3.  14.  13, 45.  lSj.) 

Los  documentos  exentos  del  timbre  sor  : 

l9  Los  cheques  que  se  jiren  contra  los 
bancos. 

29  Los  testimonios,  boletas  ó  copias  certi- 
ficadas que  se  den  por  los  escribanos  públi- 
cos. 

39  Los  depósitos  judipiaJes. 

40  La  cancelación  de  documentos  públicos 
ó  privados  que  pagaren  el  impuesto  al  tiem- 
po de  su  otorgamiento. 

5?  Los  contratos  ó  cuentas  en  que  el  Es- 
tado resulte  deudor. 

69  Las  cuentas  i  conocimientos  relativos  á 
las  consignaciones  del  huaico... 

79  Las  escrituras  ele  arrendamientos ;  las 
guías  con  que  se  remiten  especies  i  que  ño 
sirven  de  documento  principal. 

89  Las  cartas  de  pagos  i  toda  clase  de  re- 
cibos por  dinero,  que  no  estén  especialmente 
determinados  en,  la  lei ;  las  cartasrórcieues, 
si  son  simples  recomendaciones  i  por  «u  na- 
turaleza no  producen  obligación. 

9?  Los  recibos,  por  buenas  cuartas  á/ los 
empleados  públicos  ó  pensionistas  del:  Es- 
tado. 

10?  Los  boletos  de  pasaje  de  los  emplea- 
dos públicps  que  viajan  en  compon,  dejj ser- 
vicio i  los  de  los  presas  i  reos  ci^o .pifefcie 
sea  costeado  por  el  datado. 
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11?  Las  escrituras  de  venta  que  se  hagan 

en  la  República  de  bienes  situados  en  el  es- 

tranjero,  pero  no  el  recibo  de  la  cantidad  que 

'  se  entregue  á  cuenta  de  la  obligación  de  lo 

que  queda  por  pagarse. 

No  está  exento  del  timbre  un  documento, 
por  ser  el  Gobierno  uno  de  los  contratan- 
tes (id.  5.   16.  6.) 

El  derecho  de  timbre  lo  paga  la  persona 
que  firma  el  documento,  salvo  pacto  en  con- 
trario. Se  considera  como  un  solo  recibo  pa- 
ra el  pago  de  esta  contribución  la  suma  total 
de  los  presupuestos  de  empleados  i  las  lis- 
tín ó  planillas  que  se  forman  para  el  pago 
de  artesanos  i  jornaleros.  En  las  donaciones 
en  que  no  conste  el  valor  de  la  cosa,  se  pe- 
dirá  por  los  otorgantes  antes  de  la  celebra- 

•  cion  de  las  escrituras  la  tasación  del  objeto 
donado,  la  cual  pe  Jiace  por  dos  peritos  nom- 
brados, uno  por  el  administrador  de  la  teso- 
rería respectiva  ó  autoridad  política  del  lugar 
donde  no  existan  esas  oficinas,  i  otro  por  los 

•  interesados,  nombrando  ambos  peritos  un  ter- 
cero dirimente  para  el  caso  de  discordia.  En 
las  donaciones  de  inmuebles  se  podrá  evitar 
la  tasación,  sirviendo  de  base  la  cuota  paga- 
da por  contribución  territorial,  calculada  so- 
bre un  valor  de  seis  por  ciento  anual  de 
aquel  en  que  se  estime  el  fundo  (id.  8.  17.  9.) 

Guando  falta  el  papel  sellado  puede  usar- 
se el  papel  común  con  los  timbres  corres- 
pondientes que  encabezarán  el  documento, 
(id.  18.) 

Los  que  omiten  el  uso  del  timbre  quedan 
obligados  k  pagar  el  cuadruplo  del  valor  do 
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los  timbres  que  corresporidan  al  documen- 
to en  que  falten.  Los  timbres  que'  se  usen 
en  los  documentos  públicos  ó  privados,  de- 
ben ser  inutilizados  cualquiera  que  sea  el  lu- 
gar donde  se  coloquen,  firmando  sobre  ellos, 
(ademas  de  la  suscripción  ordinaria)  el  que 
otorga  la  obligación  ó  el  principal  obligado 
si  fuesen  varios,  ó  uno  entre  ellos,  si  lo  fue- 
sen igualmente ;  cuando  falte  este  requisito 
se  tienen  por  no  puestos  los  timbres  que  lle- 
ve el  documento.  ( id.  79  i  89  del  decreto 
anexo.) 

242.  La  segunda  clase  de  requisitos  que 
deben  concurrir  en  los  documentos  otorga- 
dos en  el  Perú  i  destinados  al  estranjero  son 
los  que  facilitan  la  trasmisión  legal  de  ellos. 
A  este  jónero  pertenecen  las  formalidades  de 
legalización.  En  el  Perú,  según  las  disposi- 
ciones vijentes  (Decreto  de  21  de  Mayo  de 
1870)  se  observan  las  siguientes  reglas  sobre 
legalización.  Las  firmas  de  los  prefectos  i 
demás  altos  funcionarios  son  legalizadas  por 
los  Ministros  de  quienes  respectivamente  de- 
penden. El  Ministro  de  Relaciones  Esterio- 
res  legaliza  las  firmas  de  los  otros  Ministros,, 
las  de  los  Ajentes  Diplomáticos  ó  Consula- 
res estranjeros  residentes  en  el  Perú  i  las  de 
los  Ajentes  de  la  República  en  el  estranje- 
ro. (1) 

La  firma  del  Ministro  de  Relaciones  Es- 
teriores  de  la  República  la  legaliza,  ó  bien  el 

(1)  Por  decreto  de  15  de  Junio  de  1870  está  autorizado  el 
Cónsul  de  la  República  en  el  Para,  para  legalizar  las  firmas 
de  las  autoridades  departamentales,  sin  previa  legaliwwiojí 
en  el  Ministerio  de  Relaciones  Esteriorea, 
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Ájente  Diplomático  acreditado  en  el  Perú 
por  el  Estado  en  cuyo  teiritorio  se  quiere 
hacer  valer  el  documento,  ó  bien  el  Ájente 
Diplomático  que  el  Perú  mantenga  en  ese 
mismo  Estado. 

Pero,  ¿cómo  se  procederá,  cuando  ni  la 
nación  donde  lia  de  cumplirse  el  documento 
tiene  representante  en  el  Perú  ni  éste  man- 
tiene una  legación  en  ^aquella?  No  hai  una 
regla  fija  i  puede  adoptarse  distinto  procedi- 
miento según  las  circunstancias.  En  primer 
lugar .  se  recurre  á  los  Cónsules  que  jénéiúl- 
mente  no  faltan.  Pero  si  no  tai  Cónsul,  se 
recurre  al  representante  de  una  nación  ami- 
ga que  tenga  un  Ministro  acreditado  en  el 
país  donde  va  destinado  el  documento.  En 
este  caso,  este  último  funcionario  podría  lega- 
lizar la  firma  de  su  colega  la  cual  á  su  vez 
seria  legalizada  por  el  Ministerio  de  Rela- 
ciones Esteriores  de  la  nación  estranjera. 

243.  A  la  tercera  especie  de  requisitos  per- 
tenece la  legalización  que  acabamos  de  seña- 
lar, hecha  de  la  firma  del  Ministro  de  Rela- 
ciones Esteriores  por  un  representante  del 
Estado  donde  ha  de  hacerse  valer  él.  docu- 
mento. Todas  las  naciones  éxijen  está  forma- 
lidad i  por  ella  se  suele  cobrar  derechos  á  los 
interesados. 


CAPÍTULO  XI 
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244.  Condenado  el  hombre  á  la  dura  con* 
dicion  del  trabajo,  solo  adquiere  los  medios 
indispensables  para  satisfacer  sus  necesidades 
á,  costa  de  afanes  i  fatigas,  que  llegan  provi- 
dencialmente á  convertirse  en  elemento  prin- 
cipal de  la  prosperidad  humana  i  en  poderoso 
resorte  de  moralidad  i  biepestar  sociales.  El 
trabajo  que  crea,  la  industria  que  perfeccio- 
na, lejos  de  ser  desdeñados  por  la,  lei  deben 
ocupar  en  ella  un  lugar  preferente.  ¿Pero 
qué  acción  debe  ejercer  la  lei  sobre  el  traba- 
jo del  hombre?  La  actividad  humana  depen- 
de de  la  necesidad  individual  i  de  ella  nadie 
es  mejor  ni  mas  aparento  juez  que  el  indivi- 
duo que  la  sufre ;  él  solo  debe  pues  también 
determinar  la  dirección  que  ha  de  dar  á  sus 
fuerzas  para  alcanzar  la  mas  adecuada  satis- 
facción de  sus  necesidades.  De  aquí  resulta  la 
libertad  del  trabaja  que  no  es  otra  cosa .  que, 
el  dominio  absoluto  que  cada  uno  tiene  sobre 
sus .  fuerzas  intelectuales,  morales  i  físicas. 
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para  aplicarlas  como  mejor  lo  crea  convenien- 
te ;  libertad  que  tiene  su  fundamento  en  el 
Derecho  Natural  i  que  la  lei  debe  reconocer  i 
garantizar  como  en  efecto  lo  nace  nuestra 
Constitución  en  el  art.  23  que  dice  :  "puede 
ejercerse  libremente  todo  oficio,  industria  ó 
profesión  que  no  se  oponga  á  la  moral,  á  la 
salud  ni  á  la  seguridad  pública ;"  i  en  el 
art.  25,  según  el  cual  "todos  los  que  ofrezcan 
las  garantías  de  capacidad  i  moralidad  pres- 
critas por  la  lei,  pueden  ejercer  libremente 
la  enseñanza  i  dirijir  establecimientos  de  edu- 
cación bajo  la  inspección  de  la  autoridad." 

245.  Aunque  consagrados  hoi  en  nuestra 
Carta  estos  principios,  no  siempre  se  recono- 
cieron entre  nosotros,  debido  á  los  resabios 
de  la  pésima  organización  económica  que  nos 
legaron  los  españoles  i  k  la  ignorancia  en  que 

Íor  tanto  tiempo  vivimos.  A  pesar  de  la  li- 
ertad  de  industria  escrita  en  todas  nues- 
tras Constituciones,  en  1849  no  mas  se  da- 
ban disposiciones  como  ésta  :  "Dispondrá  el 
Ejecutivo  que  los  prefectos  i  gobernadores 
litorales  reúnan  á  los  individuos  de  cada  uno 
de  los  gremios  que  existen  en  las  poblacio- 
nes de  su  mando,  á  fin  de  que  elijan  los  in- 
dividuos en  quienes  tengan  mayor  confianza 
para  que  se  encarguen  de  formarles  el  esta 
tuto  6  reglamento  de   su  gremio,   teniendo 

{>or  base  la  prohibiciotí  de  comprar  artícu- 
o  alguno  de  contrabando  ;  los  premios  i  cas- 
tigos á  que  se  sujetarán  los  denunciantes  i 
compradores  ú  ocultadores,  i  las  penas  que 
deberán  sufrir  los  artesanos  que  falten  k  los 
contratos  que  se  estipulen  con  los  partícula.- 
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res."  El  sistema  restrictivo  adoptado  por  es* 
ta  disposición  no  podía  dejar  de  producir  sus 
naturales  consecuencias,    tales    como  el  mo- 
nopolio, los  contrabandos,  el  encarecimiento  . 
de  los  artefactos  i  otras  igualmente  nocivas 
que  fácilmente  se  comprenden.  Volvíamos  así . 
á  los  peores  tiempos  de  las  instituciones  gre- 
miales, i  esto  sucedía  cuando  el  mundo  entero 
leia  las  obras  de  Smth,  Say,   Rossii,  Ricardo  • 
i  mé  Cullogh!  Felizmente  la  Constitución  bo- 
rró todas  las  leyes  i  decretos  que  desconocían 
la  libertad  de  industria,  i  el  Gobierno  en  va- 
rias  ocasiones    ha   reconocido  espresamente 
esa  libertad  robusteciendo  de  este  modo  el 
precepto  constitucional  (I) 

246.  La  libertad  de  industria  no  es  ni 
podia  ser  completamente  ilimitada.  Todo  de- 
recho tiene  por  límite  el  derecho.  El  indivi- 
duo, al  ejercer  su  industria  está  en  la  obliga- 
ción de  no  atacar  ni  los  derechos  individuales 
ni  los  sociales.  De  esta  obligación  nacen  los  : 
límites  que  en  el  Perú  tiene  la  libertad  de 
industria. 

Limitan,  en  primer  lugar,  esa  .libertad  los 
tres  grandes  intereses  sociales :  esto  es,  la 
moral,  la  salud  i  la  seguridad  públicas.  A 
la  moral  debe  sujetarse  el  individuo  en  to- 
das las  inanií estaciones  de  su  actividad;  i 
respecto  á  la  salud  i  seguridad,  es  un  prin. 
cipio  inconcuso  que  el  interés  social  está  so_ 
bre  el  individual  i  que  si  no  están  asegura 
das  la1  vida  i  la  existencia  de  la  comunidad' 
menos  lo  estarán  las  de  los.  individuos, 

(3)  Véfwe  ei  Apéndice  XXXVIII. 
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Limitan,  en  seguida,  la  libertad  de  indus- 
tria, lá,  patente  efe  invención  6  de  introduc- 
ción' debidamente  espedida  por  la  autoridad. 
Eíi  virted  dé  ella  solo  el  que  la  posee  púedé 
cátáérciar  con  los  objetos  privilejiados,  duran- 
te el  tiempo  de  la  patente,  sin  que  sea  lícito 
para  los  démas  emplearse  en  la  manufactura 
ó  introducción  de  esos  objetos. 

247*.  ]?or  otra,  parte,  haí  industrias  no  solo 
limitadas  sino  prohibidas  por  consideraciones 
dé'  cotiVetiienciá  social.  Tales  son,  el  comercio 
dé  pólvora  por  mayor  i  la  fabricación  de  la 
moneda.  Respecto  á  la  primera  industria,  su 
ejercicio  está  rodeado  de  tantas  trabas  i  res- 
tricciones que  puede  considerarse  como  pro- 
hibido. El  Gobierno  vende  á  los  particulares 
la  pólvora  que  necesiten  para  minas  ú  otros 
usos  lícitos ;  sólo  puede  ser  trasportado  este 
artículo  de  un  punto  á  otro  de  la  República 
en  cantidades  que  no  excedan  de  una  arroba. 

La  moneda  es  acuñada  en  el  Perú  esclu- 
sivamente  por  el  Gobierno ;  quien,  respec- 
to i¡  la  léi,  tipo  i  donomin ación,  se  ciñe  k 
las  disposiciones  del  Congreso  sobre  el  parti- 
cular (art.  59.  9*  Constitución  Política.)  El 
Estado  se'  encarga  de  convertir  en  moneda 
las  pastas  de  oro  ó  plata  que  los  particulares 
le  entreguen  con  ese  objeto,  percibiendo  por 
esta  operación  un  pequeño  derecho.  Este  es- 
tá determinado  junto  con  otros  detalles  en  el 
reglamento  dé  lá  Casa  de  Moneda  que  el  Gb- 
biernó  mantiene  en  la  capital  de  la  Repú- 
blica. 

La  fabricación  particular  de  la  moneda 
constituye  un  delito  que  la  lei  penal  castiga 
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de~éslé*modo.  Al  que  fabrica  falta  de  peso  ó 
de  lei,  moneda  de  oro  ó  plata  que  tenga 
curso  legal  en  la  República,  se  castiga  con 
nueve  años  de  penitenciaria  i  una  multa  de 
trescientos  á  tres  mil  soles  ;  al  que  sin  la 
autorización  competente  fabrica  moneda  de 
oro  6  plata  que  tenga  curso  legal  en  la  Re- 

{)ública,  aunque  sea  de  buen  peso  i  buena 
ei,  con  seis  años  de  penitenciaria  i  una  mul- 
ta de  doscientos  á  dos  mil  soles ;  al  que  fa- 
brica dentro  del  territorio  moneda  de  oro  ó 
plata  que  no  tenga  curso  legal  en  la  Repú- 
blica i  al  que  de  propósito  altera  el  peso  de 
la  moneda  de  oro  ó  plata  que  esté  en  circula- 
ción, con  dos  años  de  prisión  i  una  multa  de 
ciento  á  mil  soles ;  i  en  fin,  al  que  sin  au- 
torización competente  fabrica  ó  altera  mone- 
da de  cobre  que  tenga  cursó  legal  en  la  Re- 
pública, con  un  año  de  prisión  i  una  multa 
de  ciento  á  quinientos  soles.  Los  que  a  sa- 
biendas introduzcan  ó  espendan  moneda  fal- 
sa, son  castigados  respectivamente-  con  las 
mismas  penas  designadas  para  los  falsificado- 
res, prudencialmente  disminuidas,  i  con  una 
multa  de  ciento  á  mil  soles.  (Código  Penal. 
218.  219.  220) 

248.  Ademas  de  los  límites  i  prohibiciones 
que  acabamos  de  esponer  la  lei  señala  ciertos 
requisitos  para  el  ejercicio  de  la  industria. 
Ellos  son  jenerales  ó  particulares ;  los  pri- 
meros son  uniformes,  i  se  refieren  i  todo  el 
que  desee  ejercer  en  el  Perú  un  oficio,  in- 
dustria ó  profesión,  cualquiera  que  #ea. 

Es  requisito  jeneral  la  patente.  Esta  es  el 

permiso  que  da   la  autoridad  á  un  indivi- 

46 
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dúo,  para  que  pueda  ejercer  libremente  su  in- 
dustria. Por  la  espedicion  de  esta  patente  el 
Estado  percibe  derechos  para  compensar  los 
gastos  que  hace  á  fin  de  garantir  la  seguridad 
de  los  industriales.  Tenemos  leyes  especiales 
que  determinan  el  modo  como  se  calculan  i 
se  recaudan  estos  derechos  de  patente.  (1) 

249.  Como  no  todas  las  profesiones  ó  in- 
dustrias tienen  el  mismo  grado  de  importan- 
cia ni  influyen  igualmente  todas  en  el  bien- 
estar social,  el  Estado  debe  señalar  á  .  cada 
una,  según  su  naturaleza,  los  requisitos  espe- 
ciales que  sean  necesarios  para  garantir  al 
público  contra  el  abuso  i  evitar  las  funestas 
consecuencias  del  fraude  i  del  engaño.  "Si  no 
tai  grandes  inconvenientes  para  permitir  que 
cualquiera  establezca  una  fábrica  ó  empren- 
da el  comercio  por  su  propia  cuenta  i  riesgo/ 
dice  Foucart,  "los  hai  i  muchos,  para  aban- 
donar la  fortuna  de  las  familias,  la  salud  i  la 
vida  de  los  ciudadanos,  á  la  ignorancia  pre- 
•  suntuosa  ó  al  charlatanismo  ;  ya  no  se  trata 
de  procedimientos  de  fábrica  mas  ó  menos 
acertados,  de  productos  mas  ó  menos  perfec- 
tos ;  se  trata  de  los  mas  graves  intereses,  que 
nunca  estarán  suficientemente  protejidos.  Es- 
tas consideraciones  han  servido  para  exijir  es- 
tudios especiales  i  condiciones  de  capacidad 
á  las  personas  que  desean  ejercer  ciertas  pro- 
fesiones. Todo  lo  que  eq  nombre  de  la  liber- 
tad puede  exijirse  sobre  el  particular,  es  que 
el  ejercicio  de  esas  profesiones  solo  dependa 
de  condiciones  de  capacidad  al  alcance  de  to- 


(l)  Véase  el  Agudice  XXXIX, 
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do  el  mundo."  Estos  principios  han  servido 
de  base  en  el  Perú,  para  la  determinación  de 
los  requisitos  que  han  de  llenar  los  que  pre- 
tendan ejercer  alguna  de  las  profesiones  libe- 
rales. 

250.  La  abogacía,  profesión  honrosa,  res- 
petable i  de  gran  influencia  entre  nosotros, 
exije  para  su  ejercicio  ciertos  requisitos  es- 
peciales que  están  espresados  en  la  lei  con 
claridad  i  precisión.  El  abogado  estranjero 
solo  puede  ejercer  su  profesión  en  el  Perú 
presentando  las  respectivas  pruebas  de  sufi- 
ciencia. "Los  abogados  estranjeros  que  quie- 
ran ejercer  su  profesión  en  el  Perú,  presen- 
tarán su  título  á  cualquiera  Corte,  i  ésta  des- 
pués de  examinarlos,  mandará  que  se  les  . 
inscriba  en  la  matrícula  si  los  encuentra  es- 
peditos."  (176.  Cód.  Enjuic.  Civ.)  El  examen 
de  que  habla  este  artículo  lo  verifican  las 
Cortes  Superiores,  las  cuales  administran  al 
abogado  el  juramento  de  respetar  la  Consti- 
tución i  las  leyes  i  de  cumplir  con  fidelidad 
las  importantes  funciones  de  su  profesión.  Au- 
torizado así,  puede  desde  luego  entrar  en  el 
ejercicio  de  su  profesión  el  abogado  estranje- 
ro ;  pero  hai  que  advertir  que  está  exento  de 
ciertas  obligaciones  que  pesan  sobre  los  abo- 
gados peruanos,  exención  fundada  en  la  Cons- 
titución i  en  los  principios  fundamentales  de 
nuestra  organización  política. 

Los  abogados,  en  jeneral,  están  obligados 
á  desempeñar  cuando  sean  nombrados,  los 
cargos  de  conjuecés,  adjuntos  i  promotores 
fiscales  (88.  103.  154.  Eegl.  de  Tribun.)  Es- 
ta obligación  no  U  tienen  los  abogados  estran- 
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jeros  aunque  estén  en  el  legal  ejercicio, de  la. 
profesión,  i  la  razón  es  sencilla.  Desempeñar 
esos  cargos  no  es  sino  ejercer  jurisdicción,  pa- 
ra lo  cual  nuestras  leyes  exijen  la  cualidad  de 
peruano  de  nacimiento  que  no  tienen  ni  pue- 
den tener  los  abogados  estranjeros.  Serian, 
nulos,  pues, %  todos  los  actos  practicados  por 
ellos,  como  conjueces  de  alguna  Corte  ó  juz* 
gado,  ó  como  aj  entes  fiscales  ó  fiscales  susti- 
tutos, (id.  id.  17.  Io  31.  I9  65.  1*83,)  El  jura-, 
mentó  que  presta  el  abogado  estranjero  no 
es  bastante  para  destruir  esta  incapacidad, 
constitucional,  la  cual  ademas  de  derivarse 
directamente  del  texto  espreso  de  la  lei,  ei 
Gobierno  ha  confirmado  varias  veces.  (1) 

Por  lo  demás,  el  abogado  estranjero  está 
obligado  k  obedecer  todos  las  leyes  vijentes 
sobre  obligaciones,  derechos  i  prohibiciones 
que  ligan  á  los   abogados  nacionales. 

Puede  un  estranjero  recibirse  de  abogado 
en  el  Perú,  presentando  el  título  de  bachi- 
ller en  leyes  (2)  i  comprobando  que  ha  prac- 
ticado el  derecho  durante  el  tiempo  legal 
bajo  la  dirección  del  letrado  que  el  tribunal 
le  naya  señalado  (Cód.  Enjuic.  Civ.  172.  175.) 

251.  La  medicina  i  las  profesiones  que  con 

(1)  Véase  Apéndice  XL. 

(1)  Respecto  á  la  validez  en  el  Perú,  de  los  títulos  otorgados 
por  universidades  estranjeraa,  no  se  sigue,  desgraciadamente 
una  regla  fija.  El  Código  no  determina  si  el  título  de  bachiller 
ha  de  ser  precisamente,  otorgado  por  una  universidad  pe»- 
ruana  ó  aceptado  por  ella,  ó  simplemente  un  diploma  estran- 
jero* Estas  son  las  palabras  del  art;  175t  "para  que  tuno  püe»! 
da  ser  admitido  á  la  practica  del  derecho,  es  necesario  que. 
haga  constar  que  está  graduado  de  bachiller,  licenciado  6 
doctor  en  derecho,  después  de  haber  estudiado  loe  deñoicu 
prepqratoriatcon  arreglo  al  pifan  jenerai  de  cstydtosivh  hafor 
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•  ella  se  relaeioiMan,  cómo  las  de  cirujano,  &r- 
macéutico.  etc.,  exijen  también  para  feu  ejer- 
cicio íequisitos  especiales. 

Los  estranjeros,  doctores  en  medicina  ó  ci- 
rujíá  que  deseen  ejercer  su  profesión  en  la 
República  deben  presentar  el  diploma  db  la 
faóültad  en  que  fueron  recibidos  doctores  i 
iín  certificado  del  Ministro  6  Cónsul  de  su  na- 
ción, i  á  falta  de  él,  uña  información  legal  de 
testigos  que  compruebe  su  identidad  perso- 
Hal.  Deben  saber  el  idioma  castellano  del  que 
sé  servirán  en  los  exámenes  á  que  han  de  so- 
meterse (  Reglani.  de  la  Facult.  de  Medie, 
Seca  2^  94.)  Uria  vez  cumplidas   ésta¿  con- 

•  dicionés,  se  someterán  á  las  pruebas  que  se 
exije  á  los  estudiantes  nacionales,  en  el  mis- 
mo orden  i  forma,  después  de  lo  cual  se  les 

•  otorga  el  diploma  correspondiente  (id.  id.  95.) 

é  Esas  pruebaé  son  cinco  exámenes  i  una  te- 
sis. Los  exámenes  son  l9  de  Anatomía  ifi- 
siolojía,  con  una  prueba  de  disección;  2°  de 
patología  esterna  ó  interna,  con  una  prueba 
de  medicina  operatoria;  3*  de  física,  quimica 
é  historia  natural  médica;  49  de  hijiene,  te- 
rapéutica, materia  médica  i  medicina  legal; 
i  59  de  clínica  esterna  é  interna  i  obstetricia. 


sido  examinado  i  aprobado  en  tés  derechos  natural,  constitu- 
cional,  de  jentes,  civil  i  canónico  en  universidad  ó  colejio 
autorizado  para  esa  enseñanza."  £1  artículo  78  del  Regla-< 
mentó  de  la  Universidad  de  San  Marcos  de  Lima,  dictado 
en  1861,  dice:  "cuando  un  individuo  graduado  en  otra  uni- 
versidad de  fuera  del  Perú,  solicite  ser  incorporado  en  la  de 
■  lima,  podrá  ser  admitido,  con  tal  que  sus  diplomas  sean  mñ- 
ciérUes  i  estén  en  debida  forma,  i  se  someta  á  un  examen  de 
hora  i  media  de  duración,  con  arreglo  al  programa  que<le 
presente  la  junta  de  la  (acuitad  en  que  ha,  efe  ser  incorporal 
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Cada  examen  dura  hora  i  media,  (id.  id.  75. 

76.  77.) 

La  tesis  consiste  en  una  disertación  escri- 
ta en  lengua  castellana  sobre  un  asunto  mó- 
dico ó  quirúrjico  elejido  por  el  candidato,  i 
en  una  argumentación  en  la  cual  tres  profe- 
sores objetarán  las  opiniones  sostenidas  en  la 
tesis,  (id.  id.  85).  Antes  de  espedir^  el  diplo- 
ma, el  candidato  debe  prestar  el  siguiente  ju- 
ramento :  "¿juráis  a  Dios  i  á  la  Patria  ejer- 
cer la  profesión  de  ( médico,  cirujano  etc.  ) 
con  todo  el  honor  i  decoro  que  corresponde 
á  la  alta  misión  que  tenéis  que  cumplir  en 
bien  de  la  humanidad  ;  no  administrar  vene- 
nos ni  abortivos  sino  con  el  objeto  de  cu* 
ración  ;  asistir  gratis  á  la  clase  menesterosa  i 
estar  sujeto  á  las  órdenes  que  sobre  asuntos 
de  lar  medicina  emanen  de  la  facultad?"  El  di- 
ploma pone  al  estranjero  en  aptitud  de  ejer- 
cer la  medicina  ó  cirujia  en  toda  la  Repúbli- 
ca (id.  id.  90.  91.) 

252,  El  farmacéutico  estranjero  tiene  que 
llenar  los  mismos  requisitos  preliminares  que 
el  ¿nédico  ó  cirujano,  i  someterse  ademas  á 
dos  pruebas ;  una  práctica  i  teórica  la  otra. 
Esta  consiste  en  un  examen  por  una  hora,  an- 
te un  jurado  compuesto  del  profesor  de  far- 
macia i  de  dos  adjuntos,  i  aquella  en  dos 
análisis  químicos  i  dos  preparaciones  oficina- 
les hechas  por  el  candidato  á  indicación  del 
jurado  i  bajo  su  vijilancia.  (id.  id.  98.  99. 
100.  J04.) 

252.  Las  matronas  estranjeras  no  pueden 
ejercer  su  profesión  sin  someterse  previamen- 
te á  examen  después  de  haber  comprobado 


DE   PROFESIÓN  367 


su  identidad  personal  i  haber  exhibido  el  di- 
ploma de  profesora  de  partos  que  hayan  ob- 
tenido en  otra  facultad.  A  los  mismos  re- 
quisitod  están  sujetos  los  flebótomos  i  los 
dentistas  (id.  Sección  3*  17.  20.  22.) 

254.  En  el  Perú  está  prohibido  el  ejerci- 
'  ció  simultáneo  de  la  medicina  ó  cirujía  i  de 
la  farmacia ;  i  en  caso  de  ejercerse,  se  repu- 
ta como  ilegal  el  ejercicio  de  ambas.  Solo  en 
los  pueblos  que  carecen  de  farmacéuticos  pue- 
den los  módicos  i  cirujanos  preparar  i  admi- 
nistrar sus  propios  remedios  (id.  Sección  3*. 
5.  6.  7.)  Ademas,  á  los  médicos,  cirujanos, 
farmacéuticos,  etc.,  se  refieren  especialmente 
algunas  disposiciones  del  Código  Penal.  Los 
médicos,  cirujanos,  farmacéuticos  ó  flebóto- 
tomos  que  abusando  de  su  profesión,  elabo- 
ren ó  .espendan  sustancias  nocivas  á  la  salud, 
ó  fabriquen  sin  autorización  bastante  produc- 
tos químicos  que*  puedan  causar  estragos, 
son*  castigados  con  tres  meses  de  prisión  i 
una  multa  de  ciento  á  mil  soles.  Si  esos  pro- 
ductos químicos  son  fabricados  con  autoriza- 
ción, pero  faltando  á  las  formalidades  pres- 
critas por  los  reglamentos  sobre  fabricación  6 
espendio  de  tales  productos,  la  pena  se  re- 
duce á  una  multa  de  cincuenta  á  quinieiftos 
soles.  Los  médicos,  cirujanos,  farmacéuticos 
ó  flebótomos  que  á  sabiendas  mezclen  con  las 
bebidas  ó  comestibles  destinados  al  consumo 

Súblico  sustancias  nocivas  á  la  salud  ó  ven- 
an tales  adulteraciones,  sufrirán  cuatro  me- 
ses de  prisión  i  una  multa  de  veinte  á  dos- 
cientos soles ;  si  venden  á  sabiendas  medi- 
camentos deteriorados    ó  adulterados  ó  los 
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sustituyen  con  otros,  sufrirán  dos  años  de 
prisión  i  una  multa  de  cincuenta  á  quinien- 
tos soles.  Si  á  consecuencia  de  cualquiera  de 
los  delitos  precedentes  resultan  daños  que 
merezcan  mayor  pena,  se  aplica  ésta,  consi- 
derándose los  otros  delitos  como  circunstan,- 
bias  agravantes.  El  médico  ó  cirujano  que  sin 
justa  causa  rehuse  en  circunstancias  urj entes 
prestar  los  servicios  de  su  profesión,  ó  con- 
curra fuera  de  tiempo  ó  abandone  al  paciente 
sin  motivo  graVe,  sufrirá  una  multa  de  veinte 
á  doscientos  soles  á  favor  de  la  familia  dam- 
nificada. Los  médicos  i  cirujanos  que  revelen 
los  secretos  que  se  les  confien  por  razón  de 
su  profesión,  salvo  los  casos  en  que  la  lei 
autorize  tales  revelaciones,  sufrirán  una  mul- 
ta de  veinte  i  cinco  á  doscientos  soles.  Los 
médicos,  cirujanos,  parteras  ó  farmacéuticos, 
que  abusando  de  su  arte,  causen  un  aborto, 
sufrirán  cinco  años  de  cárcel.  (Código  Penal. 
160.  161.  162.  163.  164.  165,  192.  245.) 

255.  La  profesión  de  injeniero  es   una  de 
las  que  méno3  jeneralizadas  están  actualmente 
en  la  República,  pero,  es  indudable,  á  juzgar 
por  la  condiciones  de  nuestra  topografía  i  por 
el  desarrollo  que  de  dia  en  dia  van  alcanzan- 
do nuestros  elementos  de  riqueza,  que  será 
en  breve  una  de  las  mas  honrosas  i  lucrativas 
i  la  que  mejor  i  mas  poderosamente  contribu- 
ya á  nuestra  futura  prosperidad.  Nuestras  le- 
yes han  descuidado  no  solamente  fijar  los  es- 
tudios i  requisitos  indispensables  para  ejercer 
esta  profesión,  sino  que  no  han  designado  las 
formalidades  que  debe  cumplir   el  injeniero 
estranjero,  antes  de  prestar  sus  servicios  pro- 
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lesiónales  al  público.  Los  individuos,  rara  vez 
emprenden  otras  de  tal  magnitud  que  exijan 
la  intervención  de  un  injeniero ;  el  Estado 
es  el  que  con  mas  frecuencia  necesita  sus  ser- 
vicios ;  por  eso  es  que  lo  único  que  se  ha  re- 
glamentado se  refiere  directamente  á  lo»  in- 
genieros del  Estado.  Es  de  esperarse  que  el 
incremento  que  toman  ahora  los  recursos 
materiales  del  país,  el  favor  que  va  adqui- 
riendo la  profesión  i  el  desarrollo  que  de  po- 
co tiempo  á  esta  parte  se  nota  en  la  facultad 
universitaria  de  matemáticas  i  ciencias  físi- 
cas, obliguen  al  Gobierno  á  reglamentar  de- 
bidamente el  ejercicio  de  ésta  profesión,  fijan- 
do los  estudios  i  requisitos  que  deben  llenar 
los  que  aspiren  á  ejercerla  en  la  República, 
En  diciembre  de  1852  se  estableció  una 
Comisión  Central  de  injenieros.  En  1860,  se 
promulgó  un  reglamento,  pero  en  él  solo  se 
trata  de  los  injenieros  del  Estado.  Be  ellos 
se  formó  un  cuerpo  cuyas  funciones  se  redu- 
elan á  proyectan,  ejecutar  i  vijilar  las  obras 
públicas,  examinar  el  territorio  de  la  Repú- 
blica i  reconocer  sus  riquezas  minerales.  * 
(Reglam.  de  Injen,  l9)  Son  considerados  in- 
jenieros del  Estado  los  que  obtengan  títulos 
de  tales  por  contrata  6  incorporación,  (id.  fr?) 
Aunque,  como  hemos  dicho,  este  reglamento 
se  refiere  á  los  injenieros  del  Estado/  sin  em- 
bargo como  los  que  pretenden  serlo  deben 
estar  espeditos  en  todos  los  conocimientos 
profesionales,  pueden  considerarse  como  re- 
quisitos para  todos  los  Injenieros,  los  puntua- 
lizados en  este  Reglamento,  Según  el,  pues, 
los  injenieros  contratados  ftwfra  déla ftégkU 
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*  blica  presentarán  títulos  i  documentos  que 
garanticen  sus  conocimientos  teóricos  i  prác- 
ticos. Para  que  puedan  ser  contratados  den- 
tro de  la  República,  ademas  de  las  condicio- 
nes anteriores,  deben  someterse  á  examen 
ante  la  junta  de  injenieros.  Los  ayudantes 
podrán  contratarse  ó  incorporarse  del  mismo 
modo  que  los  injenieros,  presentando  en  lu- 
gar de  títulos,  certificados  de  estudios  que 
prueben  su  suficiencia  i  sometiéndose  en  to- 
do caso  á  examen. 

Parece,  pues,  que  para  ejercer  su  profesión 
en  el  Perú,  un  injemero  estranjero  debe  pre- 
sentarse al  Gobierno  acompañando  los  títulos 
i  diplomas  que  acrediten  su  capacidad ;  i  el 
Gobierno,  previo  el  examen  que  sufrirá  el 
candidato  ante  un  jurado  de  injenieros,  espi- 
de la  autorización  respectiva  en  virtud  de  la 
cual  queda  apto  el  estranjero  para  el  ejerci- 
cio de  su  profesión.  (1) 

256.  Los  estranjeros,  agrimensores,  arqui- 
tectos, peritos  de  toda  especie  en  trabajos  ur- 
banos i  rurales,  alarifes,  etc.,  para  ejercer  su 

Srofesion  deben  someterse  á  examen  ante  la 
unta  Central  de  Injenieros  Civiles,  i  obtener 
del  Supremo  Gobierno  el  título  respectivo. 

257.  El  estranjero  que  desee  ejercer  las 
funciones  de  piloto  en  la  marina  mercante  del 
Perú,  debe  presentarse  al  Comandante  Jene- 
ral  de  Marina  solicitando   examen.    Elevada 

fl(  Una  de  las  atribuciones  de  la  junta  de  injenieros,  según 
•1  Reglamento,  es  "examinar  ¿  los  que,  sin  ser  llamados  á 
pertenecer  al  Cuerpo  de  Injenieros  del  Estado,  quieran  some- 
terse á  esa  prueba,  previa  exhibición  de  documentos  de  estu- 
dios para  obtener  un  certificado  de  la  junta  que  acredita  su 
capacidad/'  (Reglam,  de  Injea,  art,  23,  4.  °) 
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al  Ministerio  respectivo  la  solicitud  juntó 
con  el  informe  del  Comandante  Jeneral,  es- 
pide  el  Ministro  la  orden  de  examen,  el  cual 
se  verifica  ante  una  junta  nombrada  por  el 
Ministerio,  presidida  por  el  Director  de  la 
Escuela  Náutica  i  á  la  cual  se  unen  dos  ofi- 
ciales de  la  armada  ó  dos  pilotos  matricula- 
dos. El  examen  se  hace  precisamente  en  cas- 
tellano, en  cuyo  idioma  ha  de  ser  entendido 
el  candidato  lo  bastante  para  que  sus  res- 
puestas den  garantía  de  sus  conocimientos 
profesionales.  Después  del  examen  se  espide 
el  certificado  de  suficiencia,  estendiéndose  en 
el  espediente.  Elevado  éste  al  Ministerio,  el 
Ministro  por  un  decreto  admite  al  candidato 
como  piloto  en  la  marina  mercante,  devol- 
viendo el  espediente  para  que  el  Comandan- 
te Jeneral  de  Marina  inscriba  al  nuevo  piloto 
en  la  correspondiente  matrícula  i  le  estienda 
el  despacho  de  estilo.  El  piloto  estranjero  es- 
tá sujeto  á  todas  las  obligaciones  que  deter- 
minan las  ordenanzas  de  matrículas. 

258.  El  institutor  ó  profesor  estranjero  que 

Eretenda  seguir  en  el  Perú  dedicándose  á 
i  enseñanza,  tiene  completa  libertad  para 
hacerlo,  pero  está  obligado  á  dar  garantías 
de  capacidad  i  moralidad,  sujetándose  en  todo 
tiempo  á  la  inspección  de  la  autoridad.  (Cons- 
titución Política  25.)  Los  estranjeros  nece- 
sitan autorización  previa  del  Gobierno  para 
abrir  establecimientos  de  instrucción  (  Re- 
glam.  de  Instruc.  Públ.  4.)  i  el  Ministro  de 
Instrucción  Pública,  por  medio  de  las  auto- 
ridades secundarias,  ejerce  la  inspección  de 
esos  planteles  (id.  5.)  Paro  para  que  los  exá- 
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menes  de  colejios  particulares  tengan  valor 
académico  es  necesario  que  se  verifiquen  an,te 
la  respectiva  Comisión  de  Instrucción.  (1) 

El  art.  25  de  nuestra  Constitución  que  aca- 
bamos de  citar,  exije  como  complemento  una 
lei  en  que  ademas  de  los  caracteres  jenerales 
de  la  instrucción  pública  i  su  organización, 
se  determinen  con  precisión  los  requisitos 
que  debe  llenar  todo  institutor  estranjero  que 
desee  ejercer  en  el  Perú  su  profesión.  Sin 
esta  lei,  es  nociva  la  vaguedad  del  artículo 
Constitucional.  ¿En  qué  consistirán  lae  ga- 
rantías de  moralidad  i  capacidad  que  él  exi- 
je? ¿Ante  qué  autoridad  se  presentarán?  En 
cuanto  á  la  capacidad,  es  indudable  que  no 
puede  ser  uniforme,  pues  seria  una  gran  in- 

(1)  Últimamente  ha  resuelto  el  Gobierno  : 

1.  °  Que  para  el  valor  académico  de  los  exámenes  de  los 
colejios  privados,  se  necesita  que  estos  se  presenten  por  sos 
alumnos,  antes  de  verificarse  los  públicos  que  acostumbran, 
ante  una  de  las  *  comisiones  de  profesores  nombrados  por  eí 
Gobierno. 

2.  °  Que  el  director  de  colejio  privado  que  desee  dar  valor 
académico  á  los  exámenes  de  los  alumnos  que  se  educan  en 
él,  deberá  presentarse  por  escrito  ante  el  rector  del  colejio 
de  Guadalupe,  para  que  designe  la  comisión  que  ha  de  asistir 
á  examinarlos. 

3.  °  Que  dicha  comisión  se  constituirá  en  el  mismo  local 
del  colejio  privado  en  los  dias  i  horas  señalados  por  su-  direc- 
tor i  examinará  á  todos  los  alumnos  de  instrucción  media 
que  éste  presente  á  examen. 

4.  °  Que  terminado  el  examen  de  cada  clase,  la  indicada  ' 
comisión  asentará  en  un  libro  foliado  i  en  cuya  primera  i  úl- 
tima pajina  rubricarán  sus  tres  miembros  el  acta  en  que  se 

esprese  el  número  de  alumnos  aprobados,  i  las  certificacriones 
sobresaliente,  bueno  ó  mediano  que  cada  uno  haya  obtenido. 

5.  °  Que  un  libro  semejante  á  este  so  conservará  en  el  ar- 
chivo del  colejio  de  Guadalupe  ;  i 

6.  °  .Que  el  rector  de  este  colejio  remitirá  á  la  diTeocion  de 
instrucción  del  ministerio  del  ramo  copia  certificada  de  todo 
lo  actuado  en  los  exámenes  de  los  colejios  participare*,  (£7  ¿9 

j£nerot  1872.)  .      "  i 
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justicia  exijir  los  mismos  conocimientos  al 
que  abre' una  escuela  primaria  i  al  que  trata 
de  establecer  un  colejio  de  instrucción  supe- 
rior. ¿Cómo  se  determinará,  pues,  el  grado 
de  capacidad  necesaria?  No  tenemos  ninguna 
leí  que  resuelva  todas  estas  cuestiones  i  has- 
ta ahora  muchos  estranjeros  han  establecido 
colejios,  aún  en  la  misma  capital,  sin  mas 
formalidad  que  la  de  obtener  la  autorización 
previa  de  la  autoridad  local.  No  se  ocultan 
los  gráve3  perjuicios  que  de  esta  mal  enten- 
dida libertad  resultan  para  el  público,  sien- 
do el  mal  mucho  mayor  respecto  á  los  cole- 
jios de  mujeres. 

259.  Los  impresores  estranjeros  que  de- 
seen establecer  en  el  Perú  un  establecimien- 
to tipográfico,  deben  llenar  previamente  cier- 
tos requisitos.  Para  abrir  una  imprenta,  es 
indispensable  obtener  una  Ucencia  de  la  In- 
tendencia de  policía ;  esta  licencia  se  da  por 
escrito  gratuitamente  i  solo  puede  negarse 
cuando  el  solicitante  no  presenta  las  garan- 
tías necesarias  para  afianzar  la  responsabili- 
dad que  la  lei  impone  en  ciertos  casos  á  los 
impresores.  Ningún  dueño  de  imprenta  pue- 
de mudar  de  administrador,  traspasar  el  es- 
tablecimiento ó  variar  de  local,  sin  conoci- 
miento de  la  policía,  estando  sujeto  á  multa 
i  á  arresto  cada  vez  que  contravenga  esta 
disposición.  El  impresor  que.  publique  impre- 
sos inmorales,  irrelijiosos  ó  contrarios  al  or- 
den; es  puesto  á  disposición  del  juez  i  son 
emboticados  todos  los  impresos  que  hayan 
motivado  la  medida.  Todo  impresor  debe  re- 
teneí  el  orijinal  de  lo  que  imprime  junto  con 
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la  firma  del '  autor  ó  editor,  porque  si  reque- 
rido judicialmente  para  que  presente  ese  ori- 
jinal,  no  lo  hace  ni  da  razón  fija  del  domi- 
cilio del  autor  ó  editor  ni  presenta  persona 
de  abono  que  responda  del  conocimiento  de 
esos  individuos,  se  le  hace  á  él  responsable  del 
impreso.  Son  responsables  también  los  im- 
presores que  no  ponen  en  los  impresos  sus 
nombres  i  apellidos,  el  lugar  i  el  año  de  la 
impresión ;  los  impresores  no  pueden  repeler 
los  artículos  que  se  les  lleve  para  ser  inserta- 
do en  un  diario  ó  periódico,  pues  de  otro  mo- 
do harían  ilusoria  la  libertad  de  imprenta ; 
responden  los  impresores  de  todos  aquellos 
artículos  que  estén  garantidos  por  personas 
que  no  existen  actualmente  en  el  lugar  donde 
se  hace  la  publicación. 

La  obligación  de  depositar  en  la  biblioteca 
pública  dos  ejemplares  de  cuanto  se  imprime, 
de  la  cual  hablamos  al  ocuparnos  de  la  pro- 
piedad intelectual,  recae  sobre  los  impresores 
cuando  no  la  cumple  el  autor  ó  editor.  Como 
por  la  lei  de  imprenta  tienen  obligación  de 
denunciar  los  escritos  subversivos,  inmorales, 
etc.,  los  fiscales  i  síndicos,  se  exije  á  los  im- 
presores que  remitan  también  á  esos  funcio- 
narios ejemplares  de  todo  impreso,  cualquiera 
que  sea  su  forma  i  estension. 

260.  Respecto  á  las  demás  industrias,  todas 
ellas  están  sujetas  al  principio  jeneral  del 
art.  23  de  nuestra  Constitución.  Algunas  de 
ellas  tienen  ademas  ciertos  requisitos  particu- 
lares, fijados  por  las  municipalidades.  La  li- 
bertad de  industria  no  solo  se  refiere  á  la  fa- 
cultad de  abrir  talleres  sino  también  u  la  de 
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dar  á  los  artículos  cualquiera  calidad,  fijándo- 
les libremente  el  precio.  La  lei  prescinde  en- 
teramente de  estas  circunstancias,  dejando 
que  el  consumidor  que  es  el  mejor  juez  en  es- 
te caso,  proteja  según  lo  merezcan  i  satisfagan 
sus  necesidades,  los  talleres  mejores.  Sin  em- 
bargo esta  libertad,  en  cuanto  á  la  calidad  de^ 
los  objetos  manufacturados,  no  puede  llegar 
hasta  el  fraude,  porque  ya  éste  es  un  delito  i 
como  tal  se  castiga  en  observancia  de  la  lei 
penal  Todos  los  talleres  deben  reunir  ciertas 
condiciones  de  hijiene,  i  la  autoridad  tiene 
acceso  á  ellos  para  asegurar  la  existencia  de 
esas  condiciones  sin  intervenir  en  su  gobier- 
no i  disposición  interiores,  lo  cual  pertenece 
esclusivamente  á  sus  dueños. 

261.  Los  encargados  de  espender  al  público 
los  artículos  de  primera  necesidad,  principal- 
mente comestibles,  necesitan  una  licencia  pa- 
ra abrir  sus  establecimientos  i  tienen  la  obli- 
gación de  no  vender  bebidas  nocivas  i  comes- 
tibles dañosos  á  la  salud  del  vecindario.  Para 
asegurar  el  cumplimiento  de  esta  obligación, 
la  autoridad  municipal  visita  esos  estableci- 
mientos i  examina  los  artículos  que  venden, 
desechando  los  deteriorados ;  esto  se  practica 
también  con  las  boticas,  fondas,  etc.  Los  due- 
ños de  fondas,  son  considerados  como  deposi- 
tarios de  los  objetos  pertenecientes  á  sus  pa- 
sajeros ó  huéspedes. 

262.  Los  jornaleros,  según  la  lei,  celebran 
con  su  patrón  el  contrato  de  prestación  de 
servicios ;  tienen  desde  luego  completa  liber- 
tad para  fijar  su  jornal,  la  duración  de  su 
trabajo  i  demás  circunstancias,  entendiendo- 
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se  con.;  el  que  los.  emplea*  quien,  por  su  pa^r; 
ter  puede  aceptar  ó  xech^w  Jos  servicios  del . 
jpjTiaJepo.  Solo  en.  un  caso  fija  la  lei  el  suel- 
do! del  jornalero ;  i  lo  hp.ce  por  el  art.  945, 
del .  Código  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  di- 
ce :  "Cuando  haya  necesidad  de  examinar. un 
tes^go  que  vive  de  su  jornal,  i  que  resida  ¡ 
en  otro  lugar >  el  juez  de  la  causa  fijará  la  ¿ 
cantidad  que  deba  abonársele  por  la  parte, 
que  pijdfó  la.  declaración,  computándola  pop:, 
lo  que  el  testigo  gane  diariamente:  i  lo  gas- . 
tado  en-  el  viaje." 

263.  Respecto  á  fábricas,  no  tenemos  aún 
una  lei  especial,,  á  pesaje  de  la  necesidad  de 
ella  que  se  siente.  Estas  industrias  son  co- 
mo todas  las  demás  libres,  i  Jas  restric- 
ciones que  su  ejercicio  tiene  se  deducen  del 
art.  23  de  la  Constitución  i  de  varias  dis- 
posiciones municipales.  Asi,  aquellas  fábri- 
cas que  ofrepen  peligro  á  los  vecinos  por  las 
emanaciones  deletéreas  que  desarrollan,  por 
el  riesgo  de  una  esplosion  ó  por  cualquier 
otro  motivo,  se  oponen  á  la  salubridad  i 
seguridad  publicas,  i  necesitan  por  lo  mis- 
mo para  su  establecimiento,  una  autorización 
especial  i  una  situación  tal  que  si  no  con- . 
tribuye  á  destruir  al  menos  neutralizo  los 
malos  efectos .  inherentes  á  su  naturaleza.  En. 
virtud  de  muchas  disposiciones  municipales, 
esta  clase  de  establecimientos  deben  estar  si- 
tuados fuera  de  la  población^  i  de  modo,  que 
el,  aire  no  arroje  sobre  ell$  los  miasma,  Al. . 
pedi^r  esta  autorización,  debe  indicarse  la  na- 
turaleza de  la.  industria  i  los  peligros  espe- 
ciales que  ofrece  su  esplptaoion.  Si  alguna  de»  ¡ 
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estas  circunstancias  se  ocultase,  se  cometería 
un  delito  i  las  consecuencias  de  las  catástrofes 
que  ocurriesen  pesarían  sobre  los  empresa- 
rios. La  autorizacion.se  solicita  ante  la  auto- 
ridad local ;  pues  es  la  localidad  la  que  di- 
rectamente se  encuentra  interesada,  i  se  trata 
de  una  empresa  local.  Así  no  será  preciso  pre- 
sentarse para  ello  al  Supremo  Gobierno  sino 
simplemente  á  la  Municipalidad  respectiva. 
Esta  autoridad  concede  ó  niega  la  autoriza- 
ción, según  sean  las  circunstancias  del  caso. 
264.  El  comercio  i  la  marina  son  dos  in- 
dustrias importantes  que  emplean  entre  no- 
sotros á  gran  número  de  estranjeros.  Las 
disposiciones  legales  sobre  cada  una  de  ellas 
son  numerosas,  por  lo  cual  les  hemos  dedica- 
do capítulos  especiales.  Veamos  primero  el 
estado  legal  de  los  comerciantes,  para  ocu- 
parnos después  de  la  marina. 
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265.  La  legislación  mercantil  del  Perú,  si 
no  es  tan  completa  como  la  de  Inglaterra  i 
la  de  los  Estados  Unidos,  si  no  compren* 
de  ni  da  la  debida  importancia  á  ciertas  ope- 
raciones que  en  los  últimos  tiempos  han  ad- 
quirido gran  significado  i  Valor,  al  menos 
no  ofrece  odiosos  embarazos  al  estfanjero  ni 
hace  torpes  distinciones  en  su  contra  i  á  fa- 
vor de  los  nacionales. 

Hijas  de  la  lejislacion  española,  nuestras 
leyes  de  comercio  fueron  dictadas  en  1853  i 
no  son  sino  trasunto  fiel  de  las  de  la  Penín- 
sula, nuestra  antigua  Metrópoli ;  i  con  todos 
sus  defectos,  que  no  son  pocos,  no  solo  el  co- 
mercio nacional  sino  mui  particularmente  el 
«tamj.ro  han  adquirido  a  su  son.br.  magní- 
¿cas  proporciones. 

266.  Si  esto  no  se  revelase  al  ojo  menos 
¿tentó,  ahí  estarían  los  datos  oficiales  para 
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comprobarlo.  Sabido  es  que  en  años  anterio- 
res nuestras  asruas  solo  mui  de  tarde  en  tarde 
veian  reflejadas  sobre  su  tersa  superficie  las 
hinchadas  velas  de  la  nave  de  comercio. 
Mientras  tanto,  la  estadística  oficial  nos  dice 
que  en  los  diez  años  trascurridos  de  1860  á 
1870,  solo  en  el  puerto  del  Callao  han  en- 
trado 17,250  buques,  con  10.323,309  tone- 
ladas. De  estos,  solo  2,533,  con  536,222  to- 
neladas, han  sido  nacionales,  siendo  el  resto 
de  14,717  buques,  ingleses,  franceses,  america- 
nos, etc.  (1) 

267.  La  reforma  del  Código  Mercantil  ha 
sido,  por  otra  parte,  asunto  que  ha  preocupa- 
do á,  nuestros  Gobiernos  ;  i  el  año  último  no 
mas,  un  Ministro  presentaba  á  las  Cámaras 
un  proyecto  de  lei  creando  uña  comisión  re- 
visora  de  aquel  Código,  i  encargada  al  mismo 
tiempo  de  formular  las  reformas  de  que  es 
susceptible  esa  recopilación,  de  proponer  un 
Código  de  Enjuiciamientos  en  el  fuero  mer- 
cantil i  de  redactar  el  Reglamento  orgánico 
del  Tribunal  del  Consulado  i  de  las  Dipu- 
taciones de  Comercio.  El  Ministro,  al  pro- 
poner que  se  formase  esa  comisión,  se  fun* 
daba  l9  en  que  habiéndose  adoptado  en  la 
República  en  virtud  de  la  lei  de  10  de  Enero 
de  1852,  el  Código  de  Comercio  español  con 
las  modificaciones  que  las  circunstancias  del 
país  hicieran  indispensables,  se  procedió  en 
15  de  Mayo  de  1853  á  su  promulgación  sin 
darse  una  lei  de  enjuiciamientos  en  mate- 
ria mercantil ;  dispopióndose  en  el-arf.   1268, 


(1)  Véw*  < Apéndice  XLI. 
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que  se  observaran  las  formas  establecidas  en 
el  Código  de  Enjuiciamentos  Civil,  i  espe- 
rándose que  el  Tribunal  del  Consulado  i  los 
jueces  de  Alzadas  de  Comercio,  presentarán 
á  Ja  próxima  lejislatura  las  observaciones 
que  ese  Código  ofreciera  en  la  práctica ;  2.^ 
en  qué  aparte  de  los  vacios  indicados  i  de  los 
que  el  mismo  Código  ofrecia  se  presentan  mu- 
chos otros  en  los  diez  i  siete  años  que  el  Có- 
'  digo  tiene  de  existencia;  en  cuyo  tiempo  se 
han  creado  i  establecido  nuevas  instituciones 
de  comercio  desconocidas  entre  nosotros  en 
1853 ;  3.?  en  que  faltando  en  ese  Código  dis- 
posiciones claras  i  precisas  sobre  sociedades 
anónimas,  sobre  cheks,  desconociéndose  el  va- 
lor de  los  pagarées  i  documentos  al  portador, 
no  solamente  hai  falta  de  leyes,  sino  que  es- 
tá seriamente  espuesta  i  puede  sufrir  grave 
detrimento  la  fortuna  pública ;  i  49  en  que 
no  habiéndose  definido  tampoco  con  claridad 
la  competencia  de  los  tribunales  de  comercio, 
da  lugar  la  oscuridad  de  la  lei  á  que  en  la 
interpretación  usual,  se  consideren  cómo  es- 
tablecimientos que  no  gozan  del  fuero  mer- 
cantil aquellos  que  como  los  bancos  de  des- 
cuento i  depósito  tienen  el  carácter  de  tales 
según  los  principios  de  la  ciencia. 

268.  Pero  sean  cuales  fueren  los  vicios  de 
nuestro  Código  Mercantil,  de  todas  sus  ven- 
tajas gozan  los  estranjeros  á  la  par .  que  los 
peruanos.  El  mayor  número  de  los  estranje- 
ros en  el  Perú  se  ocupa  en  operaciones  de 
comercio ;  i  no  pocos  encuentran  en  esa  ocu- 
pación pingües  fortunas  i  todas  las  condicio- 

«es  de  un  bienestar  permanente  i  seguro, 
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269.  El  art.  34  del  Código  t  Civil  (1)  su- 
jeta las  condiciones  de  comercio  de  los  es- 
tranjeros á  los  tratados  ;  sin  embargo,  en  la 
práctica  i  según  el  texto  espreso  del  Código 
Mercantil,  promulgado  con  posterioridad  al 
Civil,  "el  ejercicio  del  comercio  (art.  29  Cód. 
Mere.)  es  independiente  de  la  calidad  de  ciu- 
dadano" ;  "i  los  estranjeros  (art.  39  id.)  gozan 
del  beneficio  de  las  leyes  mercantiles  i  es- 
tán sujetos  á  sus  restricciones  á  la  par  con 
los  peruanos." 

270.  Comerciante  es  el  que  ejerce  actos  de 
comercio,  fundando  en  el  tráfico  mercantil  su 
profesión  habitual  i  ordinaria.  Así  es  que  no 
son  comerciantes,  ni  los  que  hacen  accidental- 
mente alguna  operación  de  comercio  terres- 
tre ni  los  que  se  hallan  inscritos  en  la  matrí- 
cula de  comerciantes.  Estas  personas  están 
sometidas  á  las  leyes  mercantiles  solo  respec- 
to de  las  controversias  que  ocurran  sobre  las 
obligaciones  mercantiles  que  contraigan.  Pue- 
den comerciar  todos  los  que  pueden  contra- 
tar, pero  se  les  prohibe  á  ciertas  personas 
por  incompatibilidad  de  estado,  como  k  las 
corporaciones  eclesiásticas,  jueces  i  emplea- 
dos ;  ó  por  tacha  legal,  como  á  los  que  hayan 
sido  condenados  á  pena  aflictiva  é  infamante 
por  sentencia  ejecutoriada,  á  los  quebrados 
que  no  hayan  obtenido  su  rehabilitación  i  á 
los  insolventes  declarados  conforme  á  la  lei. 
Los  menores  no  pueden  ejercer  el  comercio 

(1)  ArWcalo  34.  La  adquisición  de  inmuebles,  i  las  condi- 
ciones del  comercio  de  los  estranjeros  dependerán  de  los  tra- 
tados que  se  celebren  con  sus  respectivas  naciones  i  de  la* 
Jsjt*  \  reglamentos  especiales, 
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sino  después  de  emancipados  legalmente  i 
cuando  tengan  peculio  propio;  ia  mujer  ca- 
sada solo  con  autorización  marital  ó  sin  ella, 
cuando  esté  separada  legalmente  del  marido. 

£1  ejercicio  habitual  del  comercio  solo  se 
presume  para  los  efectos  legales,  cuando  des- 
pués de  inscrita  una  persona  en  la  matrícula 
de  comerciantes9  anuncia  por  el  periódico,  por 
circulares  ó  carteles  públicos  un  establecí- 
.  miento  que  tiene  por  objeto  cualquiera  de  las 
operaciones  que  la  lei  reputa  como  actos  po- 
sitivos de  comercio,  i  á  esos  anuncios  se  si- 
gue que  el  individuo  inscrito  se  ocupa  real- 
mente en  actos  de  esta  misma  especie.  (1.-16. 
Cód.  Mere.) 

271.  Para  evitar  los  abusos  que  puedo  ha- 
cerse del  crédito,  la  lei  fija  ciertos  actos  que 
están  obligados  á  practicar  los  comerciantes. 
Estos  son :  1?  La  inscripción  en  un  rejistro 
solemne  de  los  documentos  cuyo  tenor  i  au- 
tenticidad deben  hacerse  notorios ;  i  2*  Un 
orden  uniforme  i  riguroso  de  la  cuenta  i  ra- 
zón ;  39  La  conservación  de  la  corresponden- 
cia que  tenga  relación  con  el  jiro  del  comer- 
ciante. 

El  rejistro  se  conserva  en  cada  capital  de 
provincia  i  consta  de  dos  secciones ;  en  la  pri* 
mera  están  inscritos  los  nombres  de  todos 
los  que  se  dedican  al  comercio ;  i  en  la  se- 
gunda, por  orden  de  números  i  de  fechas, 
Jos  documentos  principales  que  otorguen  los 
comerciantes,  tales  como  cartas  dótales  i  es- 
tipulaciones matrimoniales,  escrituras  de  so* 
ciedad  i  poderes  otorgados  á  factores  i  depen- 
dientes. La  omisión  de  la  incripcion  impida 
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que  produzcan  estos  documentos  sus:  efectos 
Legales» 

.Respecto  á  la  contabilidad,  todo  comer- 
ciante está  obligado  á  llevar  tres  libros  cuan- 
do menos.  El  Diario,  en  el  que  se  asientan 
diaria  i  cronológicamente  todas  las  operado- 
ne*,  especific  ando  bu  carácter  i  circuían- 
cias  junto  con  el  resultado  que  produce  a 
favor  ó  en  contra,  de  modo  que  se  vea  sin 
dificultad  en  cada  operación  quién  es  el  deu- 
dor i  quién  el  acreedor*  El  Mayor  ó  de  Cuen- 
tas corrientes,  en  el. que  se  abre  $or  Debe  i 
Haber  las  cuentas  corrientes  con  cada  obje- 
to ó  persona  en  particular,  trasladándose  por 
orden  de  fechas  á  cada  cuenta  tes  asientos 
del  Diario.  Por  una  cuenta  especial,  se  lle- 
vará en  estos  dos  libros  razón  de  las  can- 
tidades que  el  comerciante  saque  de  la  caja 
para  sus  gastos  domésticos,  designando  la  fe- 
cha  de  cada  partida.  El  libro  £  inventarios 
que  comienza  con  la  descripción  exacta  del 
dinero,  bienes  muebles  ó  inmuebles,  créditos 
i  toda  clase  de  valores  que  formen  el  capi- 
tal del  comerciante  al  iniciar  su  jira  En  este 
libro  se  estenderá,  el  balance  jeneral  que  se 
forma  anualmente,  comprendiendo  no  -Solo 
los  bienes  i  ganancias  sino  también  las  deu- 
das i  obligaciones  pendientes.  Los  comer- 
ciantes por  menor  pueden  hacer  el  balance 
cada  tres  años,  i  también  pueden  hacer  en 
el  Diario  un  solo  asiento  que  comprenda  el 
producto  de  las  ventas  efectuadas  en  todo  el 
dia  al  contado,  pasando  al  libro  de  Cuentas 
corrientes  las  que  hayan  hecho  al  fiado. 

^  Estos  tres  litaos  debeu  estar  eaeuaderna* 
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dos,  forrados,  foliados  i  rubricadas  todas  sus 
fojas  por  un  individuo  del  Tribunal  del  Con- 
sulado i  por  el  escribano  de  comercio,  po- 
niéndose en  la  primera  foja  una  nota  con  fe- 
cha, firmada  por  ambos,  del  mimera  de  fió- 
las que  contiene  el  libro.  Ademas,  se  han  de 
llevar  estos  libros  con  toda  regularidad,  ^sin 
alterar  en  los  asientos  e^l  <5rden  progresiyo  de 
fechas  i  operaciones,  sin  dejar  blancos .  ó  Que- 
cos, sin  hacer  interlineacicmes, ,  raspadura?  ó 
enmiendas,  sin  tachar  asiento  alguno,  mutilar 
alguna  parte  del  libro,  arrancar  alguna  foja 
ó  alterar  su  foliación  ó  encuademación.  Si 
no  se  han  obseryadojos  requisito^  de  la  lei>  loa 
libros  no  producen  efecto.  leg^L  *3q1o  la  au- 
toridad comercial,  en  casos  especiales  i  me- 
diando razones  justas,  puede  obligar  al  co- 
merciante á  exhibir  sus  libros. 

Por  último,  están  oblados  los  comercian* 
tes  á .  conservar  ordenadamente  tocias  las  car» 
tas  mercantiles  que  reciban,  anotando  aj  dor- 
so de  cada  una  la  fecha  en  qqe  laa.  cpntestarop. 
ó  si  no  dieron  contestación.  También  deben 
conservar  en  el  hbro  copiador  trasunto  fiel  de 
todas  las  cartas  que  dirijan  sobre  asuntos  de 
bu  jiro,  por  orden  de.feqbap  i  continuadamen- 
te ;  las  cartas  no  se  pueden  traslada  tradu^ 
¿idas  sino  eñ  el  idioma  en  que  fueron  escri- 
tas, i  también  deben  exhibirse  cuando  la  au- 
toridad de  comercio  lo  ordenare.  (17-52  CócL 
Mere.)      . 

272.  Además  de  los  comerciantes,  haí 
otras  personas  que  auxilian  al  comercio  con 
Biis  servicios,  i  están  en  ^virtud  sujeto» 
también  &  las  leyes  mercantiles*  Tales   sou 
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1.°  Los  corredores;  )&  Los  comisionistas; 
3.°  Los  factores;  49  Los  dependientes,  i 
5.°    Los  porteadores. 

Los  primeros  son  los  encargados  de  propo- 
ner negociaciones  mercantiles,  de  avenir  k  las 
partes,  concertarlas,  ,i  certificar  la  forma  en 
que  pasaron  las  negociaciones.  La  interven- 
ción de  los  corredores  no  es  obligatoria  para 
los  comerciantes,  i  desde  luego  pueden  dis- 
pensarse de  emplearlos  en  sus  actos  mercan- 
tiles, pero  no  pueden  dar  el  carácter  de  co- 
rredor al  que  no  lo  es.   (1) 

273..  El  comisionista  es  el  que 'trafica  por 
cuenta  ajena ;  i  puede  serlo  todo  el  que  pue- 
de comerciar  por  cuenta  propia.  Son  nume- 
.  rosas  las  disposiciones  legales  sobre  comisio- 
.  nistas  ;  las  principales  son  las  siguientes.   El 
Comisionista  no  necesita  poder  en  forma  si- 
no un  simple  encargo  por  escrito  ó  verbal, 
debiéndose   en   este   último   caso   ratificarse 
por  escrito  antes  de  la  conclusión  del  nego- 
cio. Como  el  comisionista  obra    en  nombre 
propio,  no  esta  obligado  á  manifestar  quién 
sea  el  comitente,  é  igualmente  queda  obli- 
gado personalmente   para  con  las  personas 
con  quienes  contrate.  La  comisión  es  de  libre 
aceptación ;  cuando  la  rehusa  el  comisionista 
debe  avisarlo  cuanto  antes   á   su  comitente, 
debiendo  practicar  en  todo  caso  las  dilijen- 
cias  indispensables  para  conservar  los  efectos 
que  se  le  hubiesen  remitido,  hasta  que  se 
nombre  otro  comisionista ;  i  si  esto  se  efec- 
túa, podrá  presentarse   á  la  autoridad  para 

(l)  Loa  corredoras  QQtfo  sujetos  á  un  reglamento  espacial. 
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que  se  tomen  las  providencias  del  caso.  Lo 
mismo  se  hace  cuando  el  valor  presunto  de 
los  efectos  consignados  no  alcanzen  á  cubrir 
los  gastos  de  trasporte  i  recibo. 

Una  vez  principiada  una  operación  tiene 
que  concluirla  el  comisionista,  considerándo- 
se sus  dilijencias  como  aceptación  tácita  dé  la 
comisión,  á  no  ser  que  sea  necesario  hacer 
remisión  de  fondos,  porque  entonces  hasta 
que  no  se  remitan  está  justificado  en  sus- 
pender toda  negociación.  El  comisionista  es 
responsable  al  comitente  por  cualquiera  omi- 
sión en  que  sin  causa  legal  hubiese  incurri- 
do, teniendo  que  sujetarse  siempre  á  las  ins- 
trucciones del  comitente.  A  éste  deben  co- 
municársele puntualmente  todas  las  noticias 
convenientes  sobre  las  negociaciones  que  di- 
rije.  La  responsabilidad  del  comisionista  por 
los  contratos  que  celebre  varía  según  se  ha- 
ya conformado  ó  nó  á  las  instrucciones  del 
comitente ;  tiene  derecho  por  su  parte  par* 
exijir  una  retribución  por  sus  servicios,  arre- 
glándose á  falta  de  convenio  al  uso  común  ; 
i  ademas  á  que  se  le  indemnizen  los  gastos 
de  la  comisión.  Queda  al  arbitrio  del  comi- 
tente revocar  la  comisión  en  cualquier  tiem- 
po, aceptando  las  resultas  de  lo  que  hasta  en- 
tonces se  hubiese  practicado. 

Para  algunas  operaciones  se  necesita  au- 
torización especial  del  comitente.  Los  efec- 
tos consignados  están  afectos  al  pago  de  las 
anticipaciones  hechas  por  el  consignatario 
i  al  de  los  gastos  de  trasporte,  recepción, 
conservación  i  comisión.  Todo  lo  no  prevista 
en  las  leyes  mercantiles!  i  en  cuanto  no  se 
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oponga  4  ellas,  en  materia  de  comisionistas, 
se  arregla  según  los  principios  de  la  leí  co- 
mún sobre  el  mandato. 

274.  Los  factores  deben  tener  capacidad 
para  representar  á  otro  i  obligarse  por  él ; 
necesita  poder  especial,  del  cual  se  toma  ra- 
zón en  el  rejistro  de  comercio  fijándose  ade- 
mas un  estracto  de  su  contenido  en  la  sala 
del  tribunal.  Las  funciones  del  factor  son  las 
que  estrictamente  determina  su  poder.  £1 
factor  trata  espresamente  á  nombre  de  otro, 
i  así  lo  debe  especificar  al  firmar  las  obli- 
gaciones. Por  lo  mismo,  todas  las  operacio- 
nes que  practique  dentro  de  sus  facultades, 
se  entiende  que  son  por  cuenta  de  las  perso- 
nas que  representa.  La  lei  prohibe  al  factor 
emprender  por  cuenta  propia  negocios  igua- 
les á  los  que  dirijo  por  cuenta  ajena. 

Ninguno  de  los  demás  auxiliares  mercan- 
tiles puede  contratar  i  obligarse  por  sus  jefes, 
á  no  ser  que  esté  especialmente  autorizado/ 
necesitándose  esta  autorización  para  que  el 
dependiente  pueda  ejercer  una  parte  deter- 
minada del  negocio,  como  jiro  de  letras,  re- 
caudación i  recepción  de  valores  bajo  fifma 
propia,  etc.  Las  disposiciones  de  la  lei  sobre 
factores  comprenden  también  á  estos  depen- 
dientes autorizados. 

En  jeneral  se  entiende  practicado  un  ne- 
gocio por  el  principal  i  aceptado  en  todas  sus 
partes,  si  con  poder  i  conocimiento  suyos  lo 
hizo  i  aceptó  su  factor  ó  dependiente  auto- 
rizado. El  principal  debe  cumplir  siempre  el 
contrato  que  con  el  factor  ó  dependiente  hizo 
para  la  prestación  de  sus  servicios,  á  no  ser 
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en  los  caeos  de  ataque  ala  seguridad,  al  hó-, 
ñor  ó  á  los  intereses,  circunstancia  que  cali- 
fica el  tribunal.  Así  pueden  los  principales 
despedir  á  sus  dependientes  ó  factores  si  se 
les  descubre  fraude  ó  abuso  de  confianza,  ó 
si  el  dependiente  hace  alguna  negociación' 
mercantil  por  cuenta  propia  ó  de  tercero,  sin 
el  conocimiento  i  permiso  del  principal. 

275.  Porteador  es  el  que  se  encarga  de 
trasportar  mercaderías  por  tierra  ó  por  rios 
i  canales  navegables.  Tanto  el  que  carga  co- 
mo el  que  trasporta  pueden  exijir  que  se  es- 
tienda una  carta  de  portó  en  la  que  -  se  espre- 
sen todas. las  circunstancias  del  negocio,  tales' 
como  los.  nombres,  la  fecha,  el  lugar,  la  de» 
signacion :  de  las  mercaderías,  etc.  Este  do- 
cumento es  el  título  legal,  i  según  él  se  deci- 
den las, controversias  que  sobrevinieren  entre 
los  contratantes,  Las  mercaderías  son  tras- 
portadas á  riesgo  i  por  cuenta  del  propieta- 
rio;  á  ól  pertenecen  las  pérdidas  i  menosca- 
bos ocasionados  por  caso  fortuito  inevitable, 
por  violencia  insuperable  ó  por  vicio  propio 
de  las  mercaderías  ;  los  demás  daños  que  re- 
sulten son  de  cuenta  del  porteador  i  á  su 
pago  están  afectos  los  animales,  los  carrua- 
jes i  domas  artículos  usados  en  el  trasporte. 
Los  comisionistas  de  trasporte  están  obliga- 
dos como  ios  comisionistas  enjeneral;  ade- 
mas deben  llevar  un  rejistro  particular  con 
laa  formalidades  prescritas  para  los  libros  de 
los  comerciantes ;  en  ese  rejistro  inscribirán 
por  orden  dé  fechas  i  de  números  todos  los 
efectos  de  cuyo  trasporte  se  encargan  desig- 
nando .  su  calidad,  la  persona  que  los  carga, 
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$1  destino  que  llevan,  los  nombres,  apellidos 
i  domicilio  del  consignatario  i  del  porteador, 
i  por  último  el  precio  del  trasporte.  Los  efec- 
tos porteados  están  especialmente  obligados 
á  la  responsabilidad  del  precio  de  trasporte 
i  de  los  gastos  i  derechos  causados  en  su  con- 
ducción, (Cód.  Mere.  53-177.) 

276.  Por  el  hecho  de  ser  mercantiles  no 
dejan  de  estar  los  contratos  de  los  comer- 
ciantes sujetos  á  los  principios  jen  erales  de 
la  lei  común.  El  comerciante  contrata  i  se 
obliga,  por  escritura  pública,  por  letra  de  cré- 
dito ó  documentos  simples,  por  cartas,  de  pa- 
labra, por  sí  mismos  i  por  medio  de  aj  entes 
debidamente  autorizados,  restriñiéndose  la 
celebración  verbal  á  aquellos  negocios  cuyo 
valor  no  exceda  de  doscientos  soles.  El  do- 
cumento constitutivo  del  contrato  mercan- 
til debe  estar  en  castellano  i  no  debe  tener 
ni  blanco  ni  raspadura  ó  enmienda  que  no 
estén  salvados  por  los  contratantes  bajo  su 
firma.  El  contrato  se  perfecciona,  cuando  es 
verbal,  desde  que  se  conviene  en  términos  cla- 
ros i  precisos  sobre  el  objeto  del  contrato  i 
sobre  las  obligaciones  respectivas  de  los  con- 
tratantes ;  cuando  media  corredor,  desde  que 
las  partes  acepten  alguna  de  las  propuestas 
de  éste;  en  los  negocios  por  cartas,  desde 
que  el  que  recibió  la  propuesta  espida  la  car-, 
ta  contestación,  aceptándola. 

El  objeto  de  un  contrato  mercantil  ha  de 
ser  efectivo,  real  i  determinado.  La  inter- 
pretación de  las  cláusulas  ha  de  hacerse  con 
buena  fé  i  sin  terjiversar  las  palabras,  con- 
forme á  las  reglas  de  la  lei  común.  Las  con- 
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diciones  ilícitas  no  producen  efecto  alguno, 
i  cuando  hoi  cláusula  penal,  puede  el  perju- 
dicado escojer  entre  la  pena  i  el  cumplimien- 
to del  contrato. 

Se  prueban  las  operaciones  mercantiles, 
con  escrituras  públicas ;  con  certificación  ó 
notas  firmadas  de  los  corredores  que  intervi- 
nieren en  ellas ;  con  contratos  privados ;  con 
facturas  i  minutas  de  la  negociación  acep- 
tadas por  la  parte  contra  la  cual  se  pro- 
ducen ;  con  la  correspondencia ;  con  los  li- 
bros de  comercio  legalmente  llevados ;  con 
la  prueba  testimonial,  i  por  último,  con  las 
presunciones,  calificándose  según  las  reglas 
jurídicas  el  valor  que  les  corresponda.  Se  es- 
tinguen las  obligaciones  del  comerciante  por 
los  mismos  medios  prescritos  en  el  derecho 
común,  con  algunas  escepciones.  (Cód.  Mere. 
178-204.) 

277.  Los  contratos  de  que  especialmente 
se  ocupa  la  leí  mercantil  son  :  la  compañía, 
la  compra-venta  i  permuta,  los  préstamos  i 
los  réditos  de  las  cosas  prestadas,  los  depó- 
sitos, los  afianzamientos  mercantiles,  el  segu- 
ro de  conducción  terrestre,  las  letras  de  cam- 
bio, libranzas,  vales  i  pagarées  á  la  orden  i 
por  último  las  cartas- órdenes  de  crédito. 

La  compañía  es  un  contrato  por  el  que  dos 
ó  mas  personas  se  unen  en  interés  para  toda 
especie  de  operaciones  de  comercio,  con  el 
objeto  de  dividir  entre  sí  las  ganancias  ó  so- 
portar las  pérdidas.  Hai  compañías  colecti- 
vas, en  comandita,  anónimas  é  incógnitas,  i 
los  efectos  que  respectivamente  producen,  se 
deducen  de  su  carácter  i  de  la  escritura  de 
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Sociedad.  Esta  debe  ,  contener  espresamenta 
la  designación  de  Jos  socios,  lá  dé  la  ¡socie*. 
dad,  los  nombres  de  los  socios  administra- 
dores,  el  capital  de  cada  socio,  la  proporción x 
en  que  se  han  de  distribuir  las  ganancias  6 
pérdidas,  lá  duración  de  la  compañía,  los 'ne- 
gocios que  se  han'  de  esplotar  i  la  forma  en 
qué  se  ha  de  dividir  el  capital  social,  una 
tez i  ditfúélta  la  sociedad.  : 

En  cüaqío  á  las  obligaciones  de  los  socios 
la  leí  determina  que  cada  uno  de  ellos  debe 
poner  en  los  plazos  estipulados  la  parte  de ' 
capital  que  le  corresponde,  so  pena  de  ser 
convelido  (á  ello  por  la  vía  ejecutiva.  Si  no' 
se  ha  designado  socios  administradores,  todos 
administran,  sin  que  ninguno  de  ellos  pue- 
da, sin  consentimiento  de  los  demás,  contraer 
ninguna  nueva  obligación.  Cualquier  socio 
tiene  en  todo  tiempo  la  facultad  de  exami- 
nar la  administración  i  contabilidad  sociales, 
nó  pudiéndose  ejercer  este  derecho  sino  en 
ciertas  épocas  determinadas,  si  así  se  hubie- : 
se  pactado.  Los  socios  nó  pueden  hacer  Ópe* 
raciones  por  su  cuenta  con  los  fondos  de  la 
sociéda^,  i  todas  §us  controversias  se  decidi- 
rán por  arbitros  árbítradores  aunque  no  se 
hubiese  así  estipulado'  en  la  escritura  social. 

Laá  sociedades  se  rescinden  parcialmente 
ó  se  disuelven.  Lo  primero  sucede  cuando 
algún  socio  ha  usado  en  negocios  propios' los 
fondos  de  la  sociedad,  cuando  el  que  rio  es 
administrador  se  ha  injerido  en  la  adminis- 
tración ;  cuando  alguno  de  los  socios  comete 
fraude,  no  pone  en  caja  su  parte  dé  capital  6\ 
ejecuta  por  su  cuenta  operaciones  mercanti- 
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les  prohibidas  por  el  contrato  ó  el  carácter, 
de  la  sociedad.  En  estos  casos  el  contrato  se 
rescinde  respecto  á]  socio  culpable.  La  diso- 
lución social  tiene  lugar  por  cumplirse  el  tér- 
mino de  duración  del  contrato;  por  pérdida 
entera  del  capital  ;  por  muerte  de  uno  de 
los  socios,  á  no  ser  que  por  el  contrato  pue- 
dan sus  herederos  continuar  representándolo  ; 
por  inhabilitación  civil  de  algunos  de  los  so- 
cios, salvo  pacto  espreso  en  contrario;  por 
quiebra  ;  por  voluntad  de  un  socio,  si  la  so- 
ciedad no  es  con  plazo  ú  objeto  fijo.  Las  so- 
ciedades por  acciones  solo  se  disuelven  por 
las  dos  primeras  causas  enumeradas.  En  la 
liquidación  de  las  sociedades  comerciales  de- 
ben observarse  ciertas  reglas  especiales  que  la 
lei  designa,  (Cód.  Mere.  205-296.) 

278.  Con  el  nombre  de  compras  mercanti- 
les solo  sé  designan  aquellas  que  se  hacen 
de  cosas  muebles,  con  el  objeto  de  adquirir 
algún  lucro  revendiéndolas  en  su  formla,  pri- 
mitiva ó  en  otra  distinta.  No  son  desde  lue- 
go mercantiles  las  compras  de  inmuebles  i 
sus  accesorios ;  las  de  objetos  destinados  al 
consumo  del  comprador ;  las  ventas  que  ha- 
cen los  labradores  i  ganaderos  de  sus  cose; 
chas  i  ganados ;  las  que  hace  un  propietario 
dé  los  mitos  de  sus  rentas,  dotación,  sala- 
rio, etc. ;  la  reventa  que  hace  una  persona 
que  no  profesa  habituahnente  el  comercio,  de 
los  residuos  de  los  acopios  que  compró  para 
su  consumo. 

Los  derechos  i  obligaciones  del  comprador 

i  vended  oh  so  deducen  de  la  naturaleza  del 

contrato.  Cuando  las  compras  se  hacen  con 

60 
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la  condición  de  examinar  el  objeto,  se  rescin- 
de el  contrato  si  hecho  ese  examen  no  agra- 
da al  comprador.  Si  la  compra  se  hace  por 
muestras,  el  comprador  no  puede  dejar  de 
recibir  los  objetos  si  son  conformes  con  aque- 
llas, i  en  caso  de  ¿vsegurar  que  no  lo  son,  es 
decide  la  cuestión  por  medio  de  peritos.  En 
las  ventas  á  plazo  se  rescinde  el  contrato  si 
cumplido  aquel  no  se  entrega  el  precio.  Las 
cosas  vendidas  mejoran  ó  se  deterioran  para 
el  comprador  aunque  éste  no  las  tenga  en  sn 
poder,  k  no  ser  que  haya  fraude  ó  neglijen- 
cia  por  parte  del  vendedor.  Corresponden  las 
mejoras  ó  menoscabos  al  vendedor,  cuando  no 
se  distinguen  las  cosas  vendidas  de  otras  de 
la  miáina  especie,  cuando  por  disposición  le- 
gal ó  por  costumbre  quede  al  comprador  el 
derecho  de  examinar  á  su  satisfacción  la  co$a 
antes  de  concluir  la  venta,  i  en  algunos  otros 
casos. 

Las  ventas  mercantiles  no  se  rescinden  por 
lesión  enorme  ó  enormísima  i  únicamente  tie- 
ne lugar  la  indemnización  por  daños  i  per- 
juicios cuando  hai  dolo  en  el  contrato  ó  en 
su  ejecución.  En  todo  caso  el  vendedor  está 
obligado  á  la  eviccion. 

Las  permutas  mercantiles  siguen  las  re- 
glas de  la  compra-venta  en  todo  aquello  que 
no  se  oponga  á  su  naturaleza  especial.  (Cód. 
Mere.  297-338.) 

279.  Solo  se  reputan  mercantiles  los  prés- 
tamos que  se  hacen  mutuamente  los  comer- 
ciantes de  cosas  destinadas  á  actos  de  comer-' 
ció.  Son  exijibles  al  cumplimiento  del  plazo, 
los  hechos  con  esta  calidad ;  i  previo  aviso  de 
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treinta  dias,  los  indefinidos.  La  devolución  de- 
be  hacerse  en  objetos  del  mismo  jénero  i  es- 
pecie que  los  prestados,  i  los  intereses  deben 
siempre  pactarse  i  determinarse  en  cantida- 
des njasL  de  dinero. 

280. '  El  depósito  es  mercantil  cuando  es  de 
cósate  de  comercio,  si  se  verifica  entre  comer* 
ciantes  i  por  razón  de  alguna  operación  co- 
mercial. Este  contrato  se  asimila  á  la  comi- 
sión ó  mandato  i  está  sujeto  en  jeneral  á  los 
mismos  principios. 

281.  La  fianza  se  reputa  mercantil  aunque 
no  sea  comerciante  el  fiador,  siempre  que  lo 
sean  los  principales  contrayentes  i  que  tenga 
por  objeto  asegurar  una  operación  mercantil. 
Se  constituye  este  contrato  necesariamente 
por  escrito.  Las  fianzas  mercantiles  están  su- 
jetas á  casi  todas  las  disposiciones  de  la  lei 
común  sobre  fianza.    (Cód.  Mere.   339-365.) 

282.  El  seguro  de  conducción  terrestre  se 
constituye  por  escritura  pública  ó  privada,  i 
pueden  ser  objeto  del  contrato  todas  las  co- 
sas que  están  en  el  comercio  i  tienen  valor, 
ya  estén  fijas  eñ  un  lugar  ó  ya  sea  que  se 
trasporten  por  tierra  de  un  punto  á  otro. 
La  escritura  de  constitución  debe  contener, 
en  el  primer  caso,  el  nombre  i  domicilio  de 
los  contratantes  ;  la  calidad,  valor  i  cantidad 
de  la  cosa  asegurada;  los  riesgos  que  se 
quieren  afianzar ;  el  premio  del  seguro ;  la 
duración  de  éste,  la  lecha  i  la  hora  en  que 
se  firma  el  contrato.  Cuando  se  aseguran  las 
cosas  que  han  de  ser  trasportadas,  se  designa 
en  la  escritura  ademas  de  las  anteriores  cir- 
cunstancias, el  número,  las  marcas,  contení- 
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do  i  valor  de  los  bultos  asegurados,  los  pan- 
tos de  entrega  i  de  recepción  de  ellos.;  el' 
cansino :  que  se  ha  de  seguir ;  el  plazo  en  que. 
se  sufren  los  riesgos,  si  el  seguro  tiene  tiem- 
po determinado,  ó  la  espresion ,  de  #  que  la 
responsabilidad  corre  hasta:  que  se  verifique 
la. entrega  de  los  efectos  asegurados,  en  el, 
punto  de  su  destino. 

Solo  puede  contraerse    el   seguro  en.  fa- 
vor del    dueño  lejítimo  de  los   objetos  se- 
gurados ó  de  alguno  qué  tenga  derecho  so- 
bre ellos.  Los  daños  que  esos  efectos  sufran 
son .  imputables  al  dueño   ó  al    asegurador,; 
según   el  modo  como   sobrevienen,   rijifcpdo: 
acerca  de  esto  particularmente  las  reglas  i : 
condiciones  que  hubiesen  pactado  los.  contra- 
tantes. 

283.  El  contrato  i  letra  de  cambio  es  uno 
de  los  que  con  mas  frecuencia  ocurren  en  el 
comercio  i  por  lo  mismo  exijeun  co^pimiento 
n^as  detallado  de  las  disposiciones  legales 
que  á  él  se  refieren* 

La  lei  define  el  cambio  "un  contrato  por 
el  cual  una  persona  que  recibe  ©a  u»  lugar- 
cierta  cantidad  de  dinero  se  obliga  á  hacerla:: 
piaren  otro,  á  la  petsona,que  se  la  entre- 
gó ó  á  su  orden.  La  letra  de  cambio  es  una: 
especie  de  mandato  en  el  cual  intervienen; 
tres  personas;  librador  que  jira  la  letra,  par. 
gador  contra  quien  se  jira  i  portador  á  quién,: 
se  debe  pagar  su  valor, 

Cuaado  el  portador  espresa; .  que:  toma .  la 
letra  para  otra  persona*,  interviene  en  ella- 
una  cuarta  persona,  la  cual  se  debe,  espresar  ? 
en  la,  letra.  Lp& :  disposiciones  de  la  lei  sobre ; 
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letras  dé  cánibio  son  numerosas ;  trascribi- 
mos las  principales. 

Bespecto  á  la  forma,  la  letra  debe  conte- 
ner el  nombre  i  domicilio  del  tomador,  del 
portador  i  pagador  de  la  letra ;  el  lugar,  dia, 
mes  i  año  en  que  se  libra ;  la  época  en  que 
debe  ser  pagada ;  la  cantidad  que  se  libra 
espresada  en  letras  i  sin  abreviatura ;  el  va- 
lor de  la  letra  ó  sea  la  forma  en  que  se  da 
Sor  satisfecho  de  él  el  librador,  distinguien- 
o  si  lo  recibió  en  numerario  ó  mercaderías,  ó 
¿i  es  valor  entendido  ó  en  cuenta  con  el  to- 
mador de  la  letra ;  i  por  último,  la  firma  del 
librador.  Puede  el  librador  jirar  á  su  pro- 
pia orden  espresando  retener  en  sí  mismo  el 
valor  de  ella ;  también  puede  librarse  á  cargo 
de  una  persona  para  que  haga  el  pago  al  do- 
micilió de  un  tercero,  i  también  en  nombre 
propio  por  orden  i  cuenta  de  un  tercero  es- 
presándose así  en  la  letra.  El  endoso  produ- 
ce garantía  del  valor  de  la  letra  endosada ;  en 
casó  de  faltar  alguna  formalidad  legal  en  la 
fotfma  de  lá  letra  de  cambio,  se.  considerará 
como  pagaré  á  cargo  del  librador  i  en  favor 
del  tomador. 

Respecto  á  los  términos  de  las  letras  de 
cambio  i  su  vencimiento,  tenemos  que  las  le- 
tras jiradas  á  la  vista  deben  pagarse  cuando 
se  presenten ;  el  plazo  de  las  jiradas  á  varios 
dios  vista,  principia  á  correr  desde  el  si- 
guiente á  su  aceptación ;  el  de  una  letra  ji- 
rada  á  dias  ó  meses  de  su  fecha,  se  cuenta 
desde  el  dia  inmediato  al  de  su  jiro;  i  las 
letras  pagaderas  en  una  feria,  vencen  el  últi- 
mo dia  de  ella!  i  si  di  pagador  trato  de  aüsen« 
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tarse,  ae  pagará  la  víspera  del  dia  en  que  in- 
tenta partir. 

El  librador  está  obligado  á  proveer  de  fon- 
dos  á  la  persona  contra,  quien  jira  la  letra, 
considerándose  hecha  la  provisión,  cuando  al 
vencimiento  de  la  letra^quel  contra  quien 
se  libró,  es  deudor  del  limador.  Es  respon- 
sable este  último  de  las  resaltas  de  su  letra 
á  todas  las  personas  que  la  fiM^11  sucesiva- 
mente adquiriendo  i  cediendo  h«|^ e*    ..rPÍ 
tenedor;   en  virtud  de  esta  respojÉM^"^?^ 
cuando  sea  protestada  la  letra,  tiene  delSP0*10 
el  tenedor  para  exijir  del  librador  que  ar^an"* 
ze  á  su  satisfacción  el  valor,   ó  en  defecto 
fianza,  que  deposite  su  importe  ó  se  le  reem- 
bolse con  los  gastos  de  protesto  i  recambio. 

La  persona  contra  quien  se  jira  la  letra       \ 
debe  pagarla  á  su  presentación,  si   es  á  la         \ 
vista;  ó   aceptarla  para  pagarla    cuando  se 
cumpla  el  plazo,  sin  condición  i  en  el  mismo 
dia  en  que  el  tenedor  se  la  presente  sin  que 
pueda  retenerla  en  su  poder  bajo  ningún  pre-  % 

testo.  Si  el  pagador  protesta  la  letra,  debe 
espresar  los  motivos  que  para  ello  tenga.  La 
aceptación  crea  en  el  aceptante  la  obligación 
de  pagar  la  letra  á,  su  vencimiento,  sin  que  * 

se  admita  restitución  ni  reclamo  alguno  des- 
pués de  hecha  en  debida  i  legal  forma,  á 
no  ser  que  la  letra  sea  falsa. 

El  endoso  es  el  modo  de  trasferir  la  pro- 
piedad de  las  letras  de  cambio.  En  el  endoso 
debe  designarse  el  nombre  de  la  persona  á 
quien  se  trasmite  la  letra ;  si  el  valor  se  re-  1 

cibe  ai  contado,  en  efectivo  ó  en  j  eneros,  ó 
bien  si  es  en  cuenta ;  el  nombre,  de  la  persQ* 


\ 
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na  de  quien  se  recibe,  ó  en  cuenta  de  quien 
se  carga ;  la  fecha  i  la  firma  del  endosante ; 
no  es  endoso  sino  una  simple  comisión  de  co- 
branza, si  falta  la  fecha  ó  la  espresion  del  va- 
lor ;  i  es  nulo  cuando  falta  alguna  de  las  otras 
circunstancias  que  hemos  enumerado.  Están 
prohibidos  los  endosos  en  blanco,  no  tenien- 
do el  que  los  hace  ninguna  acción  para  re- 
clamar el  valor  de  la  letra. 

El  portador  de  una  letra  tiene  un  término 
prefijado  para  presentarla,  que  varía  según 
la  forma  en  que  estén  jiradas  las  letras.  Las 
jiradas  para  cualquier  parte  del  Peni  deben 
ser  presentadas  dentro  de  ocho  días  contados 
después  del  término  de  la  distancia  prescrito 
en  el  art.  455  del  Código  de  Enjuiciamientos 
Civil.  (1)  Las  letras  jiradas  en  el  estranjero 
sobre  plazas  peruanas  se  presentan  en  el  pla- 
zo fijado  en  ellas  por  convenio  de  los  intere- 
sados. Sin  embargo,  el  portador  puede  pre- 
sentar la  letra  luego  que  la  reciba. 

Las  letras  deben  pagarse  en  la  moneda 
efectiva  que  designen  i  á  su  vencimiento.  El 
portador  no  está  obligado  en  caso  alguno  á 
recibir  su  importe  antes.  En  el  caso  de  per- 
derse una  letra,  la  persona  á  cuyo  favor  estu- 
viese jirada  debe  avisarlo  al  público  por  car- 
teles ó  en  los  periódicos  é  intimarlo  al  paga- 
dor, el  cual  debe  retener  la  letra  cuando  se  le 
presente  por  cualquiera  que  no  soa  su  lejítimo 


(1)  Art  455.  £1  termino  dé  la  distancia  solo  sé  concede  si 
el  emplazado  se  halla  á  mas  de  tres  leguas  del  lugar  del 
juicio.  Este  término  es  de  cuatro  días,  si  la  distancia  es 
de  seis  leguas  ó  menos ;  i  si  es  major,  se  contaré  aobr^ 
I04  cuatro  días  uno  por  cada,  seis  legua*—» 


•aSfcMWkBan*! 


400  CONDICIONES 


■■*■ 


dueño,  i  entregársela  á  él,  con  intervención 
de  la  justicia.  4 

Se  protestan  las  letras  por  falta  de  acepta- 
ción Ó  de  pago  ;  i  de  todos  modos,  ha  de  ser 
ante  escribano  público  i  dos  testigos  vecinos 
del  lugar  que  no  sean  dependientes  del  es- 
cribano que  interviene.  Las  dilij  encías  del 
protestóse  entienden  personalmente  con  el 
individuo  á  cuyo  cargo  esta  jirada  la  letra  en 
el  domicilio  donde  corresponde  evacuarlas ; 
tete  domicilio  es  el  que  esté  designado  en  la 
letra  ó  el  que  tenga  de  presente  el  pagador 
si  no  hai  designación,  i  i  falta  de  ambos,,  él 
último  que  se  le  hubiese  conocido.  í)ebe  con- 
tener el  acta  de  protesto,  la  copia  literal  de 
la  letra  con  la  aceptación,  si  la  tuviese,  i 
todos  los  endosos  é  indicaciones  hechas  en 
ella ;  á  continuación  se  hace  el  requerimiento 
al  pagador  estendiéndose  literalmente  su  con- 
testación, i  se  concluye  con  la  conminación 
de  gastos  i  perjuicios. 

Cuando  se  protesta  una  letra  por  falta  de 
aceptación  ó  de  pago,  se  puede  admitir  la  in- 
tervención de  un  tercero  que  se  ofrezca  á  pa- 
garla ó  á  aceptarla  por  cuenta  del  jírádor  ó  de 
alguno  de  los  endosantes.  Esta  intervención 
sé  hace  constar  á  continuación  del  protesto 
bajo  las,  firmas  del  que  interviene  i  del  escri- 
bano. 151  que  paga  una  letra  por  intervención 
se  subroga  en  los  derechos  del  portador ;  pe- 
ro cuando  paga  por  cuenta  del  librador  solo 
éste  le  responde  quedando  libres  los  endo- 
santes; i  cuando  paga  por  cuenta  de  ün 
epdosante  tiene  el  mismo  derecho  contra  el 
librador  i  ademas  ¿ontra  el  endosante  por 
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quien  intervino  i  los  que  le  preceden  en  el 
orden  de  endosos,  pero  no  contara  los  endo- 
santes posteriores. 

El  portador  puede  dirijir  bu  acción  contra 
aquel  que  mejor  le  convenga,  de  entre  el  li- 
brador, los  endosantes  ó  aceptantes.  Las  le- 
tras de  cambio  producen  acción  ejecutitu,  la 
cual  se  despachará  con  vista  de  la  letra  i  pro* 
testo,  sin  mas  requisito  que  el  reconocimien- 
to judieial  de  firmas  i  sin  que  se  admita  mas 
escepeion  que  las  de  falsedad,  pago,  compen- 
sación de  crédito  líquido,  i  ejecutivo,  pres- 
cripción ó  caducidad  de  la  letra  i  espera  ó 
quita  concedida  legalmente  por  el  demandan- 
te. Las  letras  de  cambio  protestadas  por  fal- 
ta de  pago  devengan  rédito  de  su  importe, 
desde  el  dia  en  que  se  hizo  el  protesto. 

El  portador  de  una  letra  protestada  puede 
jirar  para  reembolsarse  de  su  importe  una 
nueva  letra  ó  resaca  á  cargo  del  librador  Ó 
de  uño  de  los  endosantes.  El  portador  de 
una  resaca  no  puede  exijir  el  interés  legal 
de  su  importe  sino  desde  el  dia  en  que  em- 
plaza á  juicio  á  la  persona  que  debe  pagarla. 
Todas  las  acciones  que  procedan  de  las  letras 
de  cambio  quedan  estinguidas  á  los  cuatro 
años  de  su  vencimiento,  si  antes  no  se  han 
intentado  en  juicio,  (Cód.  Mere..  36&-516.)     l 

284.  Las  libranzas  á  la  orden,  de  comer- 
ciante á  comerciante,  i  los  vales  ó  pagaréés 
á  la  orden  que  procedan  de  operaciones  mer- 
cantiles siguen  en  jeneral  las  reglas  de  las 
letras  de  cambio  i  se  entienden  pagaderos  k 
su  presentación,   á  no  ser  que  sean  á  plazo* 

Adema*  de  todos  lo3  requisitos  de-  las  letras 
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de  cambio,  debe  contener  la  libranza  la  espre- 
sion  de  que  es  libranza. 

Las  cartas-órdenes  de  crédito  deben  ser 
dadas  de  comerciante  á  comerciante,  para 
atender  á  una  operación  de  comercio ;  sin 
estas  circunstancias  no  están  sujetas  á  la  leí 
mercantil.  Las  caltas-órdenes  deben  ser  4 
favor  de  sujeto  determinado,  estando  obliga- 
do el  portador  de  ellas  á  probar  su  identidad 
personal.  Toda  carta-órden  de  crédito  ha  de 
contraerse  á  cantidad  fija  como  máximum  de 
la  que  deberá  entregarse  al  portador,  consi- 
derándose como  simple  carta  de  recomen- 
dación la  que  no  contenga  este  requisito. 
(Cód.  Mere.  517-540.) 

285.  Todas  las  disposiciones  que  hasta  aho- 
ra hemos  trascrito  se  refieren  mas  inmedia- 
tamente al  comercio  terrestre.  El  marítimo, 
por  su  naturaleza  i  por  el  carácter  de  las  ope- 
raciones que  le  son  peculiares,  difiere  esen- 
cialmente de  aquel  i  por  lo  mismo  no  podrían 
serle  aplicables  las  reglas  ya  enumeradas. 
Esta  es  la  razón  porque  una  gran  parte  del 
Código  Mercantil  está  dedicada  esclusiva- 
mente  al  comercio  marítimo,  fijándose  en 
ella,  los  principios  á  que  estáis  sujetas  las  na- 
ves como  cosas  de  comercio,  las  personas  que 
intervienen,  los  contratos  especiales  i  los  ries- 
gos i  daños  del  comercio  marítimo. 

286.  Aunque  la  propiedad  de  las  naves 
puede  gozarla  cualquier  persona  capaz  de 
adquirir,  sin  embargo  la  espedicion  de  ellas, 
aparejadas,  equipadas  i  armadas,  ha  de  jirar 
necesariamente  bajo  el  nombre  i  responsa- 
bilidad de  un  naviero,  Se  adquieren  las  nar 
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ves  como  todas  las  cosas  del  comercio,  pero 
para  trasferir  sil  dominio  se  exije  siempre 
escritura  pública ;  para  adquirirlas  por  pres- 
cripción es  necesario  poseerlas  continuamen- 
te durante  quince  años,  escepto  el  capitán 
que  no  puede  prescribirlas  ni  venderlas  á  no 
ser  que  tenga  poder  especial  para  ello  ó 
lo  mande  el  Tribunal  de  Comercio  en  caso  de 
haberse  las  naves  inutilizado  para  la  nave* 
gacion ;  la  venta  se  hace  en  público  remate, 
junto  con  los  aparejos.  Cuando  se  venden  ju- 
dicialmente para  pago  de  acreedores,  debe 
observarse  el  orden  siguiente  en  la  satisfac- 
ción de  los  créditos  :  19  La  hacienda  pública  ; 
29  Las  costas  judiciales ;  39  Los  derechos  de 
pilotaje,  toneladas,  ancora  je  i  demás  de  puer* 
to  ;  49  Los  salarios  de  los  depositarios  i  guar- 
dianes i  cualesquiera  otros  gastos  de  la  em- 
barcación ;  59  El  alquiler  del  almacén  en  que 
se  hayan  depositado  los  aparejos  i  pertrechos  ; 
6?  Los  empeños  i  sueldos  del  capitán  i  tri- 
pulación ;  79  Las  deudas  inescusables,  con- 
traidas por  el  capitán  en  provecho  de  la  na- 
ve ;  89  El  valor  de  los  materiales  i  manos 
de  obra  de  la  construcción  de  la  nave  ;  99  Las 
cantidades  tomadas  a  la  gruesa,  sobre  el  cas- 
co, quilla,  aparejos,  etc. ;  109  El  premio  de 
los  seguros  ■  hechos  para  el  último  viaje ; 
119  La  indemnización  k  los  cargadores,  por 
valor  de  los  jéñeros  cargados  en  la  nave 
que  no  se  hubiesen  entregado  á  los  con- 
signatarios. La  lei  determina  el  modo  como 
se  ha  de  justificar  cada  uno  de  estos  crédi- 
tos, para  gozar  de  la  preferencia  que  en  su 
respectivo  grado  se  marca,  Las  naves  estran* 
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jeras,  surtas  en  los  puertos  de  la  República;  no 
pueden  ser  embargadas  por  deudas  que  no  se 
hubiesen  contraído  en  territorio  peruano  i  en 
utilidad  de  las  mismas  naves.  En  el  rematé 
dé  buques  se  deben  observar  todas  las  reglas 
fijadas  por  la  lei  común  para  las  ventas  judi- 
ciales. Para  todos  los  efectos  del  derecho  so- 
bre que  no  se  haga  modificación  ó  restricción 
en  la  lei  mercantil,  siguen  las  naves  su  condi- 
ción de  bienes  muebles.  (Cód.  Mere.  547-583.) 

287.  Las  personas  que  intervienen  en  el 
comercio  marítimo  son  los  navieros,  los  ca- 
pitanes, los  oficiales  i  equipaje  de  los  bu- 
ques, los  sobrecargos  i  los  corredores  intér- 
pretes de  navio. 

Para  ser  naviero  se  necesita  tener  capaci- 
dad legal  para  contratar  é  inscribirse  en  la 
matrícula  de  comercio.  Sus  principales  fun- 
ciones son :  celebrar  todos  los  contratos  refe- 
rentes á  la  nave  ó  autorizar  al  capitán  para 
celebrarlos ;  nombrar  i  dirijir  á  éste,  reem- 
plazarlo, si  está  matriculado,  i  aun  despe- 
dirlo cuando  cometa  faltas  graves.  Está  el 
naviero  obligado,  por  los  compromisos  re- 
ferentes á  la  nave  que  contraiga  el  capitán 
con  autorización,  i  es  responsable  de  los  da- 
ños que  sufriesen  los  cargadores,  por  haberse 
contratado  i  admitido  mas  carga  de  la  que 
corresponda  á  la  cavidad  que  esté  detallada  á 
su  nave  en  la  matrícula,  ó  por  descuido  del 
capitán. 

Los  capitanes  deben  tener  pericia  para  di- 
rijir lá  nave  i  capacidad  para  contratar.  Tie- 
nen funciones  científicas,  de.  policía  i  mercan» 
tiles.  En  virtud  de  las  primeras;  dirijen,  las 


— *-*-»■  -'■-  1  T*  -  -     -     •  -      --  -  -.  -  .  --•■ 


DE  COMBKCIO  405 


maniobras  marinas ;  por  las  segundas,  gozan, 
de  cierta  jurisdicción  sobre  sus  subordinados 
para  el  efecto  de  correjirlos,  en  conformidad 
con  los  reglamentos  de  marina ;  i  como  ajen- 
ies comerciales,  pueden  contratar  fletamentos, 
i  k  falta  i  en  representación  del  naviero,  de- 
sempeñar todas  sus  funciones,  siempre  te- 
niendo en  mira  el  mayor  i  mejor  interés  de 
éste.  Están  obligados  los  capitanes  á  llevar 
un  libro  de  cargamentos,  otro  de  cuenta  i  ra- 
zón, i  el  diario  de  navegación  ¡  deben  inven- 
tariar formalmente  los  efectos  de  las  personas 
que  mueran  á  bordo  durante  el  viaje.  Cuan- 
do un  capitán  tome  puerto  por  arribada  en 
territorio  peruano,  se  presentará,  inmediata- 
mente que  salte  á  tierra  al  Capitán  del 
Puerto  i  declarará  las  causas  de  la  arribada; 
la  misma  autoridad,  hallándolas  ciertas  i  su- 
ficientes, le  dará  certificación  para  guarda  de 
su  derecho.  En  caso  de  naufrajio,  procurará  el 
capitán  salvar  ante  todo  á  las  personas,  los 
libros  i  lo  mejor  de  la  carga,  i  en  llegando  á 
-un  puerto,  deberá,  prestar  una  declaración  ju- 
rada de  todo  lo  ocurrido.  Por  último,  el  ca- 
pitán está  obligado  á  instruir  al  naviero  en 
todo  lo  relativo  á  la  carga,  i  es  responsable 
de  los  daños  i  perjuicios  ocasionados  por  su 
impericia  ó  por  su  culpa. 

Los  oficiales  i  tripulación,  son  el  piloto,  el 
contramaestre  i  demás  empleados  de  la  nave, 
con  escepcion  de  los  marineros.  EL  piloto  si- 
gue en  rango  al  capitán  i  lo  reemplaza  cuan- 
do falta ;  i  lo  mismo  sucede  con  el  contra- 
maestre respecto  del  piloto.  La  jente  de  mar 
6  marineros  prestan  á  la  nave  el  auxilio  de 
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sus  fuerzas  físicas  i  están  bajo  la  dirección  de 
los  oficiales. 

Los  sobrecargos  ejercen  en  la  nave  i  sobre 
el  cargamento  la  parte  de  administración  que 
les  hayan  confiado  sus  comitentes  i  deben 
llevar  cuenta  i  razón  de  todas  sus  operacio- 
nes en  un  libro  especial,  cesando  con  su  pre- 
sencia las  funciones  económicas  del  capitán. 
Los  sobrecargos  tienen  casi  los  mismos  dere- 
chos i  obligaciones  que  los  factores. 

Él  corredor  intérprete  debe  poseer  cuando 
menos  dos  idiomas  vivos  de  Europa ;  inter- 
vienen en  los  contratos  de  fletamanto,  asis- 
ten á  los  capitanes  i  sobrecargos  de  las  na- 
ves estranjeras,  sirviéndoles  de  intérpretes,  i 
sus  funciones  están  detalladas  en  un  regla- 
mento especial.  (Cód.  Mere.  584-732.) 

288.  Los  contratos  peculiares  del  comercio 
marítimo  de  que  se  ocupa  la  lei,  son  el  tras- 
porte marítimo,  el  contrato  á  la  gruesa  ó 
préstamo  á  riesgo  marítimo  i  los  seguros  ma- 
rítimos. ' 

En  el  trasporte  marítimo  tenemos  el  fle- 
tamento  i  el  conocimiento.  Respecto  del  pri- 
mero, debe  designarse  en  el  contrato  >  la  clase 
del  buque,  su  pabellón,  los  nombres  de  los 
contratantes  i  demás  circunstancias,  redac- 
tándose la  póliza  de  fletamento,  de  la  cual  re- 
tiene una  copia  cada  una  de  las  partes.  Son 
S referidos  en  este  contrato  los  propietarios 
e  la  nave  ;  i  cuando  no  hái  cabida  para  to- 
dos los  cargadores,  lo  son  los  que  tienen  su 
carga  á  bordo,  i  después  de  ellos,  los  ante- 
riores en  tiempo.  El  flete  puede  cobrarse  des- 
de el  momento  que  estén  las  mercaderías  á 
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disposición  del  consignatario,  i  no  se  debe, 
cuando  se  ha  perdido  la  carga  por  naufragio, 
asalto  de  piratas,  etc.  La  capa  se  paga  del 
mismo  modo  que  el  flete.  Los  principales  de- 
rechos i  obligaciones  del  fletador  son  :  obligar 
al  capitán  á  emprender  el  viaje  tan  pronto 
como  esté  toda  la  carga  á  bordo,  subfletar  la 
nave  i  rescindir  el  contrato,  si  ha  sufrido  en- 
gaño acerca  del  pabellón  ó  cabida  de  la  nave, 
i  responder  de  los  daños  i  perjuicios  de  em- 
bargo, detención,  etc.,  que  él  hubiese  oca- 
sionado por  haber  embarcado  efectos  distin- 
tos de  los  manifestados.  El  fletante  por  su 
parte  puede  rescindir  el  contrato,  si  vencidas 
las  sobre  estadias  no  se  le  pusiese  la  carga  al 
costado  del  buque,  i  para  hacerse  pago  del 
flete  puede  pedir  que  se  venda  el  carga- 
mento. Está  obligado  á  hacer  el  viaje  en 
el  plazo  estipulado  i  á  responder  de  los  da- 
ños que  por  su  culpa  sufran  los  cargadores. 
Se  estingue  el  contrato  por  haberse  cumpli- 
do ó  por  haberse  declarado  su  nulidad  ó  res- 
cisión. 

El  conocimiento  es  el  título  que  de  sus  res- 
pectivas obligaciones  tienen  el  capitán  i  el 
cargador,  i  debe  contener  el  nombre,  matrí- 
cula i  porte  idel  buque,  el  nombre  del  capitán  i 
su  domicilio,  el  puerto  de  carga  i  el  de  la  des- 
carga, los  nombres  del  cargador  i  del  con- 
signatario, la  calidad,  cantidad,  número  de 
bultos  i  marcas  de  la  carga,  i  por  último,  el 
flete  i  las  capas  contratadas.  El  cargador 
firma  un  conocimiento  que  entrega  al  capi- 
tán, i  éste  ha  de  firmar  tantos  cuantos  exija 
el  cargador.  Los  conocimientos,  cuando  son 
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á  la  orden,  pueden  negociarse  i  cederse  por 
endoso.  (CócL  Mere.  733-819,) 

289.  El  préstamo  á-la  gruesa  se  celebra 
por  escritura  pública  ó  privada,  debiendo  en 
este  último  caso  intervenir  dos  testigos.  La 
.póliza  en  este  contrato  puede  también  ne- 
gociarse i  endosarse.  El  préstamo  se  puede 
hacer  en  moneda  metálica  ó  en  efectos  na- 
vales, i  se  constituye  unida  ó  separadamente 
gobre  el  casco  i  quilla  del  buque,  sobre  las 
velas  i  aparejos  i  sobre  el  armamento  i  vi- 

.  tuailas ;  según  como  se  haya  constituido,  así 
es  también  la  estension  de  la  hipoteca  á  fa- 
vor del  prestamista.  (Cód.  Mere.  820-859.) 

290.  Los  principios  legales  sobre  el  segu- 
ro marítimo  se  refieren  á  la  forma  del  contra- 
to, á  las  cosas  que  pueden  asegurarse  i  á  su 
avaluación,  á  las  obligaciones  entre  el  ase- 
gurador i  asegurado,  á  los  casos  en  que  se 
anula,  rescinde  ó  modifica  el  seguro  i  al  aban- 
dono de  las  cosas  aseguradas. 

El  contrato  de  seguro  marítimo  se  celebra 
como  el  de  seguro  terrestre,  debiendo  contb- 
juer  la  póliza  ademas,  el  nombre,  porte,  pabe- 
llón, matrícula,  armamento,  i  tripulación  de 
las  naves  aseguradas  ó  de  las  que  conducen 
los  efectos  asegurados,  el  nombra  i  domicilio 
del  capitán,   el  puerto  de  embarque,   el  de 

Sartida  de  la  nave,  los  puertos  en  que  se  ha 
e  cargar,  descargar  ó  ha  de  hacer  escala  él 
buque,  el  premio,  la  sumisión  al  juicio  arbi- 
tral en  caso  de  controversia,  i  cualquiera  con- 
dición lícita  que  se  pacte. 

Pueden  ser  objeto  de  este  contrato  el  cas- 
co i  quilla,  las  velas  i  aparejos,  el  aimamen- 
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to,  las  vituallas  ó  víveres,  las  castidades  da3 
das  á  la  gruesa,  i  en  jeneral,  todos  los  efec- 
tos comeroiales  sujetos  á  riesgo  marítimo 
Los  préstamos  tomados  á  la  gruesa  sobre 
una  nave  deben  descontarse  de  su  valor,  para 
computar  las  tres  cuartas  partes  que  es  *  per- 
mitido asegurar.  El  valor  de  las  mercaderías 
aseguradas  debe  fijarse  según  el  que  tengan 
en  la  plaza  donde  se  cargan.  El  premio  se 
fija  con  arreglo  al  valor  que  se  diere  á  las 
cosas  aseguradas,  abonándose  ademas  á  los 
aseguradores,  un  tres  por  ciento  sobre  el  ex- 
ceso del  valor. 

Corren  por  cuenta  i  riesgo  del  asegura- 
dor todas  las  pérdidas  i  daños*  que  sobreven- 
gan á  las  cosas  aseguradas,  por  varamiento 
ó  empeño  de  la  nave  con  rotura  ó  sin  ella, 
por  tempestad,  naufrajio,  abordaje  casual, 
cambio  forzado  de  ruta,  de  viaje  ó  de  bu- 
que, por  echazón,  fuego,  apresamiento,  sa- 
queo, declaración  bélica,  embargo  oficial,  re- 
tención por  una  potencia  estranjera,  repre- 
salias, i  en  jeneral  por  todos  los  accidentes 
i  riesgos  de  mar,  algunos  de  los  cuales  ó 
casi  todos  pueden  esceptuarse  del  seguro,  de- 
clarándose así  en  la  póliza.  Salvo  pacto  en 
contrario,  el  asegurador  debe  abonar  el  pa- 
go dé  lo  asegurado  dentro  de  los  diez  dias 
siguientes  k  la  reclamación  lejítima  del  ase- 
gurado. Este,  por  su  parte,  debe  comunicar  í 
los  aseguradores  todas  las  noticias  que  reci- 
ba, sobre  los  daños  ó  pérdidas  que  ocurran 
en  las  cosas  aseguradas. 

Es  nulo  el  contrato  de  seguro  que  se  con- 
trae eobre  el  flete  del  cargamento  existente 
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á  bordo,  sobre  las  ganancias  calculadas  i  no 
realizadas,  sobre  el  mismo  cargamento,  so- 
bre los  sueldos  de  la  tripulación,  sobre  las 
cantidades  tomadas  á  la  gruesa,  sobre  la  vi- 
da de  los  pasajeros  ó  individuos  del  equipa- 
je, i  sobre  los  jóneros  de  ilícito  comercio. 
También  es  nulo  el  contrato,  siempre  que  por 
el  conocimiento  de  las  cosas  aseguradas,  se 
hallare  que  el  asegurado  cometió  falsedad  á 
sabiendas  en  cualquiera  de  las  cláusulas  de  la 
póliza,  i  si  el  seguro  se  hace  en  fecha  poste- 
rior al  arribo  de  las  cosas  aseguradas  al 
puerto  de  su  consignación,  ó  posteriormente  al 
dia  en  que  se  hubieren  perdido. 

El  asegurado  puede  hacer  abandono  de  las 
cosa3  aseguradas,  dejándolas  por  cuenta  del 
asegurador  i  exijiendo  de  él  el  pago  del  se- 
guro, cuando  ocurra  apresamiento,  naufrajio, 
rotura  ó  varamiento  de  la  nave  que  la  inha- 
bilite para  navegar,  embargo  ó  detención  por 
orden  del  Gobierno,  pérdida  total  ó  deterio- 
ración de  las  cosas  aseguradas,  con  tal  que 
disminuya  su  valor  en  las  tres  cuartas  partes 
á  lo  menos  de  su  totalidad.  El  abandono  no 
puede  ser  parcial  ni  condicional,  i  solo  lo 
puede  hacer  el  mismo  propietario  ó  persona 
que  él  autorize  (Cód. 'Mere.  860-962.) 

291.  Los  riesgos  i  daños  del  comercio  ma- 
rítimo son  las  averías,  las  arribadas  forzosas 
i  los  naufrajios. 

Las  averías  son  ordinarias,  simples  ó  par- 
ticulares, i  gruesas  ó  comunes.  A  las  prime- 
ras pertenecen  los  gastos  que  ocurran  en  la 
navegación,  conocidos  con  el  nombre  de  me- 
nudos, ta  les  como  los  pilotajes  de  costas  i 
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puertos,  los  gastos  de  lanchas  i  remolques, 
derechos  de  bolisa,  piloto  mayor,  anclaje  i 
demás  de  puerto,  los  fletes  de  gabarras  i  des- 
carga; estas  averías  son  de  cuenta  del  na- 
viero fletante.  Son  averías  simples  ó  parti- 
culares los  daños  que  sobrevienen  al  carga- 
mento por  vicio  propio,  accidente  de  mar  ó 
fuerza  insuperable,  los  que  sufran  el  casco 
del  buque,  sus  aparejos,  etc.,  por  las  mismas 
causas  anteriores,  el  sustento  i  salarios  de 
la  tripulación,  cuando  U  nave  sea  detenida  ó 
sea  puesta  en  cuarentena,  el  daño  casual  é 
inevitable  que  reciba  el  buque  ó  la  carga  por 
el  •  choque  ó  amarramiento  con  oiro,  i  algu- 
nos mas.  El  propietario  es  el  que  soporta  es- 
ta clase  de  averías.  Las  averías  gruesas  ó 
comunes  son  jen  eral  mente  todos  los  daños  i 
gastos  causados  deliberadamente  para  salvar 
el  buque  ó  su  cargamento  de  algún  riesgo 
conocido  i  efectivo.  Al  importe  de  las  ave- 
rías gruesas  contribuyen  todos  los  interesa- 
dos en  la  nave  i  cargamento  existente  en 
ella,  al  tiempo  de  correrse  el  riesgo  de  que 
proceda  la  avería. 

Son  justas  causas  de  arribada  á  distinto 

}>unto  del  prefijado  para  el  viaje  de  la  nave, 
a  falta  de  víveres,  el  temor  fundado  de  ene- 
migos i  piratas,  i  cualquier  accidente  en  el 
buque  que  lo  inhabilite  para  continuar  la  na- 
vegación, i  los  gastos  que  se  ocasionen  son 
siempre  de  cuenta  del  naviero  ó  fletante.  Se 
considera  lejítima  toda  arribada  forzosa  que 
no  proceda  de  dolo,  neglijencia  é  imprevisión 
culpable  del  naviero  ó  del  capitán. 

Encallando  ó  naufragando    la    nave,    sus 
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dueños  i  los  interesados  en  el  cargamento 
sufren  individualmente  las  pérdidas  que  ocur- 
ran en  sus  respectivas  propiedades,  :pérfce- 
neciéndoles  los  restos  que  de  ellas  puedan 
salvarse,  Pero  los  objetos  salvados  están-obli- 
gados especialmente  á  los  gastos  hechos  para 
salvarlos;  (Cód.  Mere.  963-1041.) 

292.  Los  principios  jenerales  de  prescrip- 
ción, en  las  obligaciones  mercantiles,  son  los 
mismos  de  la  lei  común,  eseepto  en  aquéllos 
casos  en  que  se  modifican  espresamente.  To- 
dos los  términos  para  prescribir  en  el  co- 
mercio son  fatales,  sin  que  se  admita  el  be- 
neficio de  restitución  por  ninguna  causa, 
título  ó  privilejio.  La  prescripción  se  inte- 
rrumpe por  la  demanda  ó  cualquiera  inter- 
pelación judicial  hecha  al  deudor,  i  por  la  re- 
novación del  documento  en  que  se  funde  la 
acción  del  acreedor.  En  el  primer  caso,  se 
cuenta  nuevamente  el  término  de  lá  "prescrip- 
ción desde  que  se  hizo  la  última  jestion  en 
juicio,  á  instancia  de  cualquiera  de  las  partes; 
i  en  el  segundo,  desde  la  fecha  del  nueva  do- 
cumento. (Cód.  Mere.  541-546.) 

En  el  comercio  marítimo  la  lei  fija  términos 
especiales  de  prescripción.  Asi  se  prescribe 
4  los  cinco  años/  la  acción  para  repetir  el  va- 
lor de  los  efectos  suministrados  para  la  dons- 
truci  on,  reparos  i-  per tr eolios  de  las  naVes  ;  ál 
año  de  la  entrega,  la  que  procede  dé  Vitua- 
llas para  aprovisionar  la  nave,  ó -de  alimentos 
dados  á  los  marineros  de  orden  del  capitán ; 
dentro  de  igual  término,  prescribe  la  acbion 
de  los  artesanos  que  hicieron  obtas  en  la 
nave,  i  también  la  accion-delos  oficiales  Hri- 
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pulacion  por  el  pago  de  sus  salarios  i  gajes., 
ta  de  cobro  de  fletes,  contribuciones  i  ave- 
rías comunes,  prescribe  cumplidos  seis  me» 
ses  después  de  entregados  los  efectos  que  los 
adeudaron.  La  que  proviene  del  préstamo  á 
la  gruesa  i  de  la  póliza  de  seguro,  prescribe 
á  los  cinco  años  contados  desde  la  fecha  del 
contrato.  (Cód.  Mere.  1042-1052.) 

293.  Una  parte  considerable  de  nuestra  lei 
mercantil  está  dedicada  á  fijar  los  principios 
legales  sobre  quiebras,  i  es  tan  importante 
que  no  hemos  podido  menos  que  trascribir 
sus  partes  principales.  (1)  Es  sobre  esta  par- 
te de  la  léjislacion  mercantil  que  incubaba, 
en  1870,  el  Ministro  que  pidió  al  Congreso 
sú  reforma.  "En  el  curso  de  esta  Memoria," 
décia  aquel  funcionario,  "he  apuntado  que  las 
operaciones  mercantiles  que  por  su  naturale- 
za requieren  celeridad  i  secreto,  son  consig- 
nadas en  documentos  privados.  En  el  deplo- 
rable paso  de  una  quiebra,  los  acreedores  que 
no  tienen  sino  documentos  de  esa  especie  de- 
ben ser  atendidos,  porque  de  lo  contrario,  el 
deudor  en  las  agonías  de  su  vida  comercial, 
pueden  en  breves  .momentos  hacer  desapare- 
cer las,  mercaderías.  Mas  no  se  podría  pres- 
tárteár  esa'  protección,  sino  fijando  claramente 
en  una  lei,  que  remueva  las  controversias  que 
hasta  ahora  se  levantan  sobre  el  particular, 
que  la  quiebra  se  declare  siempre  que  la  pi- 
dan tres  ó  mas  comerciantes,  de  notorio  abo- 
no, con  establecimientos  ó  casas  de  comercio 
de  evidente  crédito  i  confianza.  En  esta  cía- 
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se  de  juicios,  los  síndicos  deben  también  ser 
nombrados  por  el  Tribunal  del  Consulado  pa- 
ra evitar  los  daños  que  he  indicado,  al  hablar 
del  concurso  de  acreedores. 

294.  Los  comerciantes  gozan  en  el  Perú 
de  fuero  privilejiado,  en  la  decisión  de  las 
controversias  que  tengan,  por  razón  de  su  in- 
dustria. Sobre  ellos  ejercen  jurisdicción  la 
Corte  Suprema,  el  Tribual  de  Alzadas,  el 
Tribunal  del  Consulado  i  las  Diputaciones 
territoriales  de  Comercio ;  las  dos  últimas 
autoridades  conocen  de  los  juicios  mercanti- 
les en  primera  instancia ;  en  segunda,  el  Tri- 
bunal de  Alzadas ;  i  la  Corte  Suprema  de 
los  recursos  de  nulidad.  Es  requisito  para  ser 
Juez  de  Comercio  ser  ciudadano  en  ejercicio. 
(Cód.  Mere.  1234-1269.) 
■  Una  de  las  partes  mas  defectuosas  de  nues- 
tra lejislacion  mercantil  es  la  que  establece 
los  procedimentos  judiciales  en  las  cuestio- 
nes mercantiles.  Admitido  el  fuero  de  los  co- 
merciantes, contra  la  práctica  de  las  naciones 
mas  adelantadas  i  los  principios  dé  la  cien- 
cia, (1)  la  leí  no  es  consecuente,  i  al  organi- 
zar los  tribunales  mercantiles,  da  injerencia 
en  ellos  k  los  majistrados  ordinarios.  En  las 
Diputaciones  de  Comercio  es  asesor  el  Juez 
de  Derecho ;  (2)  el  Tribunal  de  Alzadas  se 
compone  de  un  vocal  del  Tribunal  Superior 
ó  letrado  i  dos  conjueces  comerciantes  que  él 
nombra,  (3)  i  por  último,  decide  de  la  mili- 
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dad  la  Corte  Suprema  (1)  que  ningún  cono- 
cimiento especial  del  comercio  tiene.  Razón 
tenia  el  Ministro  cuyas  palabras  hemos  ya 
citado,  para  decir  al  Congreso  hablando  de 
esta  jerarquía  anómala  : — "Si  alguna  duda 
pudiera  quedar  en  vuestro  ánimo  en  cuanto 
á  la  supresión  de  esas  cortes  i  juzgados,  si 
alguna  razón  pudiera  alegarse  en  pro  de  su 
existencia,  no  hai  ninguna  para  sostener  en 
esta  capital  el  Juzgado  de  Alzadas  de  Co- 
mercio. Rezago  de  las  instituciones  comercia- 
les del  tiempo  del  coloniaje,  imperfecta  Cor- 
te Superior,  formada  de  un  juez  letrado  cuyo 
sueldo  paga  la  Nación  i  de  dos  comerciantes 
designados  por  aquel  ó  por  la  suerte,  carece 
hoi  de  objeto  i  es.  mas  bien  una  remora  en  la 
administración  de  justicia.  Los  tribunales  Co- 
merciales tienen  en  favor  de  su  existencia  la 
sanción  poderosa  del  tiempo,  la  circunstan- 
cia de  ser  las  operaciones  de  comercio,  de  ca- 
da dia,  de  cada  momento ;  la  de  demandar 
una  pronta  solución  i  la  insuficiencia  del  espí- 
ritu humano  para  abrazarlo  i  comprenderlo 
todo,  especialmente  las  órdenes  de  relaciones 
totalmente  diversas  que  en  el  seno  de  la  so- 
ciedad i  con  el  desarrollo  de  su  vida  se  pro- 
ducen ;  pero  ninguna  de  estas  razones  milita 
en  favor  de  la  existencia  del  Juzgado  de  Al- 
zadas. Lejos  de  eso,  la  esperiencia  de  los 
años  ha  manifestado  que  era  mucho  mas  con- 
veniente para  los  intereses  de  los  comercian- 
tes, que  conociera  de  las  apelaciones  el  Tri- 
bunal Superior  del  distrito.  Respecto  de  ese 
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juzgado  se  debe  también  tener  en  cuenta  que 
todo  poder  cuya  existencia  no  es  esencial- 
mente necesaria,  es  no  solo  inútil,  sino  da* 
ñoso."  Pero  aún  suprimiendo  el  Juagado  de 
Alzadas,  queda  subsistente  la  inconsecuencia 
legal ;  si  son  tan  poderosas  las  razones  en 
que  fundan  algunos  la  existencia  del  fuero 
comercial,  si  es  de  todo  punto  imposible  de- 
jar de  reconocerlo,  es  preciso  organizar  una 
jerarquía  judicial  homojónea  desde  el  primer 
tribunal  basta  el  último  juez.  Si  esto  no  se 
puede  hacer,  si  está  tan  llena  de  inconvenien- 
tes la  multiplicación  innecesaria  de  funciona- 
rios públicos,  no  bai  medio,  es  necesaria  abo-, 
lir  por  completo  el  fuero  mercantil,  debiendo 
los  comerciantes  ocurrir,  como  todos  los  ciu- 
dadanos, ante  los  jueces  i  majistrados  del  fue- 
ro común, 

295.  También  están*  sujetos  los  comercian- 
tes al  Reglamento  de  Comercio,  En  él  se  de- 
terminan los  puertos  mayores,  los  menores, 
las  caletas,  i  el  tráfico  que  en  ellos  se  permi- 
te ;  se  establecen  reglas  sobre  la  manifesta- 
ción, muestras,  descargas,  depósitos,  despa- 
chos para  el  consumo  interior,  reembarcos  i 
trasbordos  de  las  mercaderías ;  sobre  la  es- 
portacion,  equipajes  i  tarifa  de  aforos  :  se  fi- 
jan los  derechos  de  importación,  los  específi- 
cos, los  de  almacenaje,  puerto  i  toneladas,  se. 
espresa  cuáles  efectos  son  libres  de  derechos, 
se  reglamenta  el  tráfico  interior,  i  por  últi- 
mo se  designan  las  facultades  de  los  Admi- 
nistradores i  Juzgados  de  Aduana. 

296.  Los  puertos  mayores  de  la  República 
son  Iquique,  AxLca>  Islay,  IHseo,  Piaagua» 
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Salaveny,  San- José  i  Paita.  Los  nienores  son  : 
lio,  Quilca,  Ática,  Chala,  Huacho,  Casma> 
Pascamayo  i  Tumbes ;  las  caletas  habilitadas 
son  :  Patillos,  Chucumata,  Molle,  Juhin/Me- 
julones,  Morro  de  Sama,  Cocótea,  Lomas, 
Nasca,  Salinillas,  Caucato,  Chincha  ó  Tambo 
de  Mora,  Cerro  Azul,  Ancón,  Chancay,  Supe, 
Huarmey,  Samanco,  Chimbóte,  Santa,  Sab. 
BartolotiiÓ  de  Chao,  Guañatoe,  Santiago  de 
Cao,  Malabrigo,  Chérrepó,  Eten,  Pimentel, 
Sechura,  i  ademas  la  caleta  de  Playa  Chic¿ 
ó  Salinas  de  Huacho  i  la  de  Chira.  (1) 

En  los  puertos  mayóíes  son  admitidos  to- 
dos los  buques  estrárijeros,  amigos  i  neutra- 
les, que  hagan  el  comercio  sujetándose  al 
Reglamento  Comercial  de  la  República.  Los 
buques  que  proceden  del  estranjero  pueden 
fondear  tan  solo  en  estos  puertos,  (á  no  ser  en 
caso  de  arribada  foízosa)  bajo  la  pena  de  pagar 
$  500 ;  i  él  doble,  si  desembarcan  ó  reciben 
pasajeros  ó  correspondencia.  En  Tumbes  pue- 
den entrar  los  buques  balleneros,  con  tal  que 
solo  tengan  «í  su  bordo  productos  de  la  pesca, 
el  íancho  i  algunas  mercaderías  especiales,  (2) 
qué  les  es  permitido  cambiar  ó  vender  hastar 
la  suma  de  mil  pesos,  libres  de  derechos  por 
solo  la  mitad.  El  Callao  i  Arica  son  puer- 
tos de  depósito  por  tiempo  indefinido;   los 

(1)  Esta  clasificación,  oomo  debe  presumirse,  está  sujeta  i 
constantes  i  casi  diarias  alteraciones. 

(2)  Ainotapes,  botas,  cotines,  carne  salada,  cordaje,  driles 
azules,  grasa,  galleta,  hachas  i  machetes,  harina,  imperiales  ó, 
jebero  blanco  de  algodón,  indianas  ó  zarazas,  jabón,  lona, 
manteca,  mantequilla,  ron,  ropa  de  .marineros,  tocuyos  b!an~ 
eos,  crudos  6  azareados,  tabaco,  tocino,  velas  estearinas  ó  de 
esférma,  zapatos  ó  zapatones, 
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otros  puertos  solo  lo  son,  por  tres  años.  En 
los  puertos  mayores  pueden  los  buques  reem- 
barcar i  trasbordar,  con  destino  á  otro  puerto 
mayor  ó  al  estrairjero,-  mercaderías  afectas  á 
derechos.  Solo  cuando  tienen  carga  que  no 
adeuda  derechos  ó  con  productos  nacionales, 
pueden  los  buques  ir  de  los  puertos  mayores 
á  los  menores,  ó  de  un  puerto  menor  á  otro 
de  igual  clase.  Las  caletas  solo  están  habili- 
tadas para  la  esplotacion  de  productos  natu- 
rales ó  industriales  del  país  i  para  la  interna- 
ción, con  procedencia  de  puertos  mayores,  de 
efectos  libres  de  derechos,  ó  de  los  gravados 
con  ellos,  con  tal  que  hubiesen  sido  pagados. 
Solo  con  licencia  de  la  Aduana  del  puerto 
mayor  de  donde  hubiesen  salido  las  embarca- 
ciones, les  es  permitido  zarpar  de  puertos 
menores  ó  caletas  para  el  estranjero. 

No  es  permitido  á  los  buques  estranjeros, 
á  no  ser  por  falta  de  nacionales,  conducir  mer- 
caderías que  no  adeuden  derechos  i  frutos  del 
país,  de  los  puertos  mayores  ó  menores  á  las 
caletas,  ó  de  una  á  otra  caleta.  Todos  los 
privilejios  i  franquicias  de  que  gozan  los 
buques  nacionales,  para  el  comercio  de  ca- 
botaje son  estensivos  á  los  vapores  estranje- 
ros, pudiendo  éstos  tocar  en  puertos  menores  i 
caletas,  cualquiera  que  sea  la  calidad  i  el  des- 
tino de  la  carga  que  tengan  á  bordo  (Regí,  de 
Com.  1-24.)  (1) 

(1)  El  art.  17  del  Reglamento  que  dice  "las  mercaderías 
due  hubiesen  sido  despachadas,  podrán  reembarcarse  de  un 
touerto  mayor  á  otro,  como  también  de  los  puertos  menores  i 
caletas  ií  otros  de  igual  clase,  ó  á  los  puertos  mayores,  ci- 
tindos®  en  las  guías  o  pólizas  con  que  se  eje^U  el  embarque, 
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&97.  Los  capitanes  de  los  buques  mercan- 
tes que  procedan  del  estranjero,  entregarán 
bajo  de  recibo  al  Comandante  del  Resguardo 
6  á  su  Teniente  que  haga  la  visita,  un  mani- 
fiesto por  mayor  de  toda  la  carga,  en  cual- 
quier idioma  i  en  papel  común,  espresándose 
en  él,  la  clase,  marcas  i  números  de  los  bul- 
tos, los  consignatarios,  toneladas  del  buque, 
el  puerto  de  donde  viene  i  aquellos  en  que 
hubiere  tocado.  Si  de  ningún  modo  se  con- 
sigue la  exhibición  del  manifiesto  por  mayor 
6  los  conocimientos  orijinales  de  la  carga,  or- 
denará el  Administrador  de  la  Aduana  que 
dé  la  vela  inmediatamente  í  sin  escusa,  que- 
dando el  buque  incomunicado  hasta  que  no 
se  entregue  el  manifiesto,  á  no  ser  que  haya 
fondeado  en  estado  de  grave  peligro  ó  hu- 
biese varado  al  tomar  el  puerto. 

Respecto  á  la  correspondencia  [para  el  Go- 
bierno i  los  particulares,  debe  el  capitán  en- 
tregarla inmediatamente  al  Capitán  del  Puer- 
to ;  i  hasta  que  no  le  sea  reclamada,  la  que 
viene  destinada  para  el  Cuerpo  Diplomático 
i  buques  de  guerra  estranjeros. 

Al  hacer  los  Resguardos  la  visita  de  cos- 
tumbre, deberán  entregar  al  capitán  del  bu- 
que estranjero  dos  ejemplares  de  los  artículos 
del  Reglamento  Comercial  referentes  á  sus 

el  documento  coü  que  fueron  introducidas,  i  por  el  cual  80 
acredite  haber  satisfecho  los  derechos,"  ha  sido  modificado 
por  una  resolución  reciente,  en  la  cual  se  dispone  "que  los 
administradores  de  las  Aduanas  principales  á  donde  se  lleven 
para  introducir  al  consumo,  partidas  de  trigo  ó  de  otros  artí-> 
culos  de  igual  naturaleza,  provenientes  de  otros  puertos  ma- 
yores, cobren  los  derechos  como  si  tales  artículos  procedió 
jm  del  estranjero,"  (Decreto  de  13  de  Octubre  de  1871*) 
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obligaciones.  (1)  Uno  de  ellos  será  para  el 
capitán,  i  del  otro  dará  un   recibo  en  hoja 
suelta,  para  agregarse  á  los  papeles  del   bu- 
que. Entregados  por  el  capitán  el  manifiesto 
por  mayor  ó  los  conocimientos  de  la  carga, 
se  presentará  dicho  capitán  ó  el  consignata- 
rio del  buque  á  rectificar  el  manifiesto,  den- 
tro de  dos  dias  útiles  en   Iquique,  Callao  i 
San-José ;  dentro  de  tres  dias,   en  Arica  i 
Paita.  En  este  acto  debe  el  consignatario  ó 
capitán  entregar  un  certificado  del  respecti- 
vo Cónsul  ó  del  Capitán  del  Puerto,   por  el 
que  conste  la  existencia  de  la  patente  de  na- 
vegación ó  un  documento  que  pruebe  la  ban- 
dera i  propiedad.  Los  dueños  ó   consignata- 
rios parciales  de  la  carga  son  los  que  deben 
presentar  los  manifiestos  por  menor  de  la  car- 
ga. Se  prohibe  el  despacho  de  toda  mercade- 
ría que  no  hubiese  sido  jnanifestada  por  me- 
nor. (Regí,  de  Com.  25-49.) 

298.  Son  muestras  :  l9  Los  pedazos  de  tela 
i  otros  artículos  que  no  tengan  valor  esti- 
mativo ;  29  Las  piezas  i  especies  sueltas  que 
contengan  valor;  3?  Las  diversas  mercade- 
rías que  en  cantidad  proporcionada  conten- 
gan los  bultos  que  vengan  como  muestras  de 
un  cargamento.  Tienen  las  muestras  el  privi- 
lejio  de  poder  ser  desembarcadas,  desde  que 
se  haya  presentado  al  Resguardo  por.  el  ca- 
pitán de  un  buque,  el  manifiesto  por  mayor, 
pudiendo  ser  despachadas  antes  de  presenta- 
do el  manifiesto  por  menor,  sin  mas  que  cons- 
ten del  primer  manifiesto;  pero  cuando  se 

m  Esta  disposición  ha  sido  derogada  últimamente  por  una 
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pida  como  muestras  el  despacho  de  bultos 
que  no  lo  sean,  se  impone  como  multa,  do- 
bles derechos.  (Regí,  de  Com.  50-55.) 

299.  La  descarga  de  los  buques  solo  está 
espedita,  después  de  presentados  los  manifies- 
tos por  mayor  i  depositada  la  patente  del  bu!- 
c(ue.  La  descarga  de  mercaderías  gravadas 
solo  puede  hacerse  desde  las  seis  de  la  maña- 
na hasta  las  tres  de  la  tarde  en  el  Callao,  i 
hasta  las  cuatro  en*  los  demás  puertos  mayó- 
res,  pudiendo  los  jefes  de  Aduana  ampliar 
estos  períodos,  según  lo  exija  el  estado  del 
mar  ó  la  conveniencia  del  comercio.  Los 
vapores  pueden  descargar  á  cualquiera  hora. 
Respecto  á  las  mercaderías  libres,  pueden 
descargarse  durante  todo. el  dia.  La  descarga 
solo  puede  hacerse  por  el  muelle  principal  ó 
por  el  punto  que  indique  el  Administrador. 
El  consignatario  debe  entregar  al  Resguar- 
do, en  el  costado  del  muelle,  la  carga  que 
debe  ser  conducida  al  depósito,  i  la  fielatura 
la  recibirá  del  mismo  Resguardo  para  trasla^ 
darla  á  sus  almacenes.  Los  interesados  dan 
al  Resguardo  una  relación  minuciosa  de  la 
carga,  firmada  por  duplicado.  En  uno  de  los 
ejemplares  pondrá  el  teniente  de  fiel  el'reci- 
bo  correspondiente,  devolviéndolo  al  dueño 
i  quedando,  desde  ese  momento,  la  fielatura 
responsable  por  las  faltas  que  se  notaren. 
(Reg.  de  Com.  56-71.) 

300.  Con  escepcion  de  los  frutos  del  país, 
de  las  mercaderías  libres  de  derechos  i  de  las 
especialmente  designadas,   (1)  toda  la  carga 

(1)  Afrecho,  almendras  en  sacos,  aceite  en  barriles,  arados 
baldes,  bateas,  barriles  i  barricas  yacías,  carne  de  cualquier 
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desembarcada,  es  puesta  en  depósito  por 
las  Aduanas.  Es  responsable  el  Estado  por 
las  averías,  faltas  ó  pérdidas,  que  ocurran 
en  sus  almacenes,  escepto  las  que  resulten 
de  incendio,  terremotos,  inundaciones,  daños 
cansados  por  animales  ó  por  la  fermentación, 
derraa&e  ó  evaporación  de  materias  espirituo- 
sas i  por,  otros  accidentes  imprevistos  6  ine- 
vitables. (1)  Si  á  los  ocho  dias  de  presentada 
una  póliza,  no  entregase  la  fielatura  alguno  de 


clase  menos  jamones,  chimeneas,  cocos,  cebada,  escobas,  fel- 
pudos, fierro  labrado  i  fundido,  grasa,  guindas,  loza  suelta, 
galleta  ordinaria  estranjera,  manteca  en  barriles,  maderas  do 
toda  clase,  nueces,  orejones,  orégano,  palo  de  campeche,  del 
Brasil  ó  Nicaragua,  pescado  seco  ó  salado,  pinturas  prepara- 
das, piedras  de  toda  especie  menos  molejones,  pilas  de  fierro, 
cobre  ó  piedra,  sunchos  de  madera,  tinas  de  toda. clase,  trigo, 
frutas  en  nacos,  vasijas  de  barro  vacías.  Estos  efectos  se  des- 
pachan en  playa,  deutro  do  dos  dias  útiles  después  de  desem- 
barcados. También  se  despacha  en  playa,  si  lo  solicitan  los 
interesados  inmediatamente  después  de  su  desembarque,  acei- 
te de  toda  clase,  cacao,  cristalería,  espejos,  harina,  Iota,  pabi- 
lo, porcelana,  sebo,  suelas,  granos  de  toda  especie,  i  vidrios 
Slanos,  i  en  jeneral,  todo  artículo  frájil,  ó  sujeto  á  mermas  ó 
eterioro  por  efecto  del  carguío  ó  depósito. 

(1)  El  art.  78,  que  es  el  que  declara  esta  responsabilidad 
del  Estado,  por  las  averías,  faltas  ó  pérdidas  que  sufran  las 
mercaderías  depositadas  en  las  Aduanas,  ha  sido  adicionado 
por  una  resolución  suprema  en  la  que  se  dispone  lo  siguiente: 
"1.  °  JiOs  administradores  de  las  Aduanas  principales  sustan- 
ciarán las  reclamaciones  que  interponga  el  comercio  por  ave- 
rías evidentemente  causadas  dentro  de  los  almacenes  fiscales  i 
durante  el  depósito,  en  mercaderías  en  ellos  depositadas; 
2.  °  Esta  actuación  tendrá  por  objeto  dar  á  conocer  el  hecho  de 
la  avería,  el  valor  estimativo  de  ella,  su  oríjen  seguro  ó  proba- 
ble, i  para  ello  se  presentarán  todos  los  datos,  informes  i  noti- 
cias pertinentes  al  efecto ;  3.  °  Sustanciado  así  el  espediente, 
se  pasará  al  Gobierno,  por  conducto  de  la  dirección  de  Rentas^ 
con  un  informe  razonado  sobre  la  materia,  para  la  resolución 

que  en  justicia  convenga  espedir ,.  declarándose  entonces, 

sobre  quien  recaiga  la  responsabilidad,  por  omisión  ó  descui- 
do, ó  si  esta  es  meramente  del  Estado,  en  caso  contrario," 
(Doo  reto  de  20  de  Octubre  de  187L) 
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los  bultos  contenidos  en  ella,  paga  la  Adua* 
na  su  valor  á  precio  de  plaza  por  mayor  en 
depósito,  señalado  por  los  peritos  que  nom- 
bre el  Tribunal  del  Consulado  ó  las  Diputa- 
ciones de  Comercio.  No  se  puede  abrir  nin- 
gún bulto,  sino  en  presencia  del  interesado  6 
su  ájente.   (Régl.  de  Com.  72-84.) 

301.  Para  introducir  al  consumo  cualquie- 
ra mercadería,  se  debe  presentar  una  póliza 
por  duplicado,  en  que  se  esprese  el  nombre 
del  buque,  la  fecha  del  manifiesto  por  me- 
nor i  todas  las  demás  circunstancias  jenera- 
les  que  deben  contener  las  pólizas,  presen- 
tándose.ademas  otra  póliza,  en  papel  común  i 
sin  timbre,  con  la  anotación  de  para  la  Esta- 
dística. Los  bultos  que  se  pidan  i  se  es  traigan 
de  los  almacenes  han  de  ser  presentados  pre- 
cisamente á  los  vistas,  para  que  sean  despacha- 
dos, sin  que  bajo  ningún  pretesto  puedan  vol- 
ver á  depositarse.  Los  derechos  se  satisfacen 
al  contado,  pudiéndose  conceder,  sin  embar- 
go, dos  dias  de  plazo  para  que  los  paguen 
á  aquellas  personas,  que  en  opinión  de  los 
jueces  de  comercio,  tengan  suficiente  respon- 
sabilidad. (Regí,  de  Com.  85-105.)  ' 

302.  Son  libres  los  reembarcos  i  trasbordos 
de  todo  derecho,  escepto  el  de  almacenaje, 
que  se  paga  por  aquellos  reembarcos  que  se 
hacen  de  uno  á  otro  puerto  mayor  de  la  Re- 
pública ó  para  el  estranjero,  vencido  el  pla- 
zo que  para  estos  últimos  eoncode  la  lei.  Se 
ejecutan  durante  las  horas  designadas  para 
la  descarga  i  en  vista  de  las  pólizas  que  se 
presenten ;  debiendo  ser  por  triplicado  para 
el  estranjero,  i  por  cuadruplicado  para  puer- 
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>s  nacionales;  i  las  de  trasbordo,  por  du- 
plicado para  el  éptra^ero  i  por  triplicado 
para  puprtos  peruápos.  L|as  mercaderías  que 
sé  pidan  para  reembarco  ó  trasbordo,  no  sq 
reciben  á  bordq  sin  haberse  observado  los 
gamites  legales.  (Regí,  de  Com.  106-114.) 

303.  És  pro&bida  en  lo  absoluto,  la  in- 
troducción i  aún  el ,  depósito  de  cañones,  ca- 
rabinas, corazas,  espadas  ordinarias,  fusiles, 
lanzas,  pistolas  i  trabucos  ordinarios,  pólvo- 
ra, escepto  la  pólvora  jigante,  sables,  terce- 
rolas, i  cualquier  otro  artículo  de  armamen- 
tp  militar. 

304.  Es  libre  la  esportacion,  en.  buques 
de  cualquiera  nación,  de  todas  las  produccio- 
nes naturales  ó  industriales  de  la  Repúbli- 
ca, con  el  conocimiento  i  permiso  de  la 
Aduana,  otorgado  en  una  póliza  que  de- 
be presentarse  por  duplicado.  El  guano  solo 
puede  esportarlo  el  Gobierno,  en  embar- 
caciones contratadas  con  ese  objeto.  Tam- 
bién era  libre  la  esportacion  del  oro  i  de 
la  plata,  pero  en  la  actualidad  rije  la  lei  de 
10  dq  enero  de  1871,  por  la  cual,  á  fin  de  con- 
servar abundante  numerario  en  la  circulación, 
de  evitar  los  perjuicios  que  el  comercio  i  me- 
noscabos que  las  entradas  fiscales  podrían  su- 
frir de  la  estraccion  libre  de  la  plata  en  pasta 
ó  amonedada,  i  de  favorecer  la  industria  mi- 
nera, se  establece  un  impuesto  de  tres  por 
ciento  que  se  paga  por  el  valor  de  la  moneda 
nacional  \  pastas  de  plata  que  se  esporten, 
fuera  de  la  República  i  del  oro  nacional,  se- 
llado, en  pa6t$i  ó  en  polvo.  Al  mismo  tiempo, 
se  declaran  libres  de  todo  gravamen,  la  in- 
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ternacion  i  estraccion  de  esos  artículos.  (Regí. 
de  Com.  117-121.) 

305.  Mientras  el  capitán  no  exhiba  el  ma- 
nifiesto por  mayor  de  ía  carga,  no  pueden 
ser  desembarcados  los  equipajes  de  las  perso- 
na? que  vengan  á  bordo.  Se  entiende  por 
equipaje,  la  ropa,  calzado,  alhajas  i  demás 
objetos  de  uso  personal,  inclusos  los  libros  im- 

{>resos,  todo  en  cantidades  proporcionadas  á 
as  circunstancias  del  dueño,  pero  sin  com- 
prender los  muebles  i  menaje  de  casa,  proce- 
dentes del  estranjero.  Todo  bulto  de  equi- 
paje se  presenta  al  Resguardo.  ( Regí,  de 
Com".  122-125.) 

306.  Cada  dos  años  una  junta  compuesta 
de  un  empleado  de  Hacienda,  dos  vistas  i 
tres  comerciantes  nacionales  ó  estranjeros, 
forma*  un  arancel  de  aforos  para  el  avalúo  de 
las  mercaderías  que  se  internen  en  la  Repú- 
blica ;  las  mercaderías  cuyo  avalúo  no  conste 
en  el  arancel,  se  avalúan  por  una  junta  del 
Administrador  de  la  Aduana  del  Callao,  dos 
comerciantes  que  él  nombra  i  los  vistas  del 
establecimiento. 

307.  Las  mercaderías  importadas  pagan,  al 
contado,  los  siguientes  derechos  sobre  el  afo- 
ro que  designe  la  tarifa  :  el  tres  por  cien- 
to (1) ;  el  diez  por  ciento  (2);  el  veinte  por 

(1)  Algalia,  almizcle  i  ámbar,  canutillo,  gusanillo,  hilado, 
briscado,  hojuela  i  lentejuela  de  oro  i  plata  fina ;  diamantes  i 
piedras  preciosas,  joyería  fina  con  piedras  ó  sin  ellas,  libros 
impresos,  perlas  finas,  plata  i  oro  en  piezas  labradas  para 
cualquier  uso,  relojes  de  bolsillo. 

(1)  Aceite  de  linaza,  aguarrás,  añil,  bacalao  i  demás  pesca- 
dos salados  i  ahumados,  clavazón  de  fierro,  estaño  en  plan- 
chas, papel  para  escribir  música,  planchas  de  fierro,  plomo  ó 
zjnc,  i  pint&ías  preparadas, 
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^ciento ;  (1)  el  veinte  i  cinco  por  ciento  ;  (2)  i 
el  treinta  por  ciento.  (3) 

Hai  mercaderías  que  no  pagan  derechos 
sobre  el  avalúo  que  tengan  en  el  arancel,  si- 
no derechos  específicos  sobre  cantidad  deter- 
minada, (4)  i  por  último  las  hai  que  no  es- 

(1)  Blondas  i  encajes  de  seda,  de  Uno,  de  lana  ó  de  algodón  ; 
hilo  de  algodón,  de  lana,  de  lino  ó  de  cáñamo,  con  escepcion 
del  destinado  a  coser  velas,  seda  para  coser  i  bordar,  torci- 
da i  sin  torcer,  todos  los  tejidos  de  seda,  de  lino,  de  cáñamo3 
de  lana  ó  de  algodón  puros  ó  tramados  con  estas  mismas  ma- 
terias, con  escepcion  de  las  talas  libres  da  derechos. 

(2)  Calzado  de  jebe,  cueros  i  pieles  de  toda  clase,  cristalería 
fina  i  ordinaria,  espejos  i  lunas  a¿ogadas,  joyería  falsa,  lijaros 
en  blanco,  loza  i  porcelana  de  todas  clases,  mercería  fina  i  or- 
dinaria, papel  de  todas  clases  incluso  el  de  entapizar,  con  es- 
cepcion del  destinado  para  la  música,  paraguas  i  quitasoles  de 
cualquier  j  enero,  perfumería,  sillas  ordinarias  con  asientos  da 
madera  ó  de  esterilla,  suelas,  tirantes  de  todas  clases,  i  todos 
los  demás  artículos  á  que  no  se  fija  derecho  especial. 

(3)  Baúles  i  maletas,  bayetones  i  pañetes,  calzado  de  todas 
clases,  escepto  el  de  jebe,  carruajes,  cohetes,  masas,  fideos, 
bizcochos  i  galletitas,  mesas  de  billar,  monturas  i  demaa  obras 
de  talabartería,  muebles  de  todas  clases,  cualquiera  que  sea 
la  materia  de  que  estén  formados,  con  escepcion  de  sillas  ordi- 
narias con  asiento  de  madera  ó,de  esterilla,  pianos,  ropa  hecha, 
con  escepcion  de  las  obras  al  telar  i  las  medias  i  guantes  teji- 
dos, sombreros  i  gorras  de  todas  clases. 

(4)  Aceite  de  olivo,  la  arroba  ó  docena  de  botellas  de.  14  á 
18  onzas  de  líquido,  diez  reales.  Aguardientes  de  todas  clases 
i  grados,  la  docena  de  botellas  de  tamaño  común,  tres  pesos. 
Id.,  en  otros  envases,  hasta  treinta  grados,  el  galón,  un  peso  ; 
de  mas  de  treinta  grados,  el  galón,  doce  reales ;  el  quintal  de 
arroz,  veinte  centavos ;  la  arroba  de  azúcar  de  cualquier  clase, 
doce  reales  ;  el  quintal  de  cacao,  dos  pesos  ;  de  cafó,  cinco  pe- 
sos ;  cerveza  i  cidra,  la  docena  de  botellas  de  tamaño  común, 
diez  reales  ;  en  otros  envases,  el  galón,  dos  reales  ;  cigarros  do 
todas  clases,  la  libra,  cinco  reales ;  el  quintal  de  grasa  de  va- 
ca, un  peso  ;  el  quintal  de  harina  en  flor  ó  en  hoja,  dos  pesos? 
el  quintal  de  jabón  ordinario,  cuatro  pesos  ;  licores  i  mistelas 
de  todo  jen  ero,  la  docena  de  botellas  de  tamaño  común,  veinte 
reales  ;  la  libra  de  mantequilla,  un  real ;  el  quintal  de  man- 
teca de  puerco,  doce  pesos  cuatro  reales ;  la  gruesa  de  naipes, 
tres  pesos  ;  el  quintal  de  queso,  cuatro  pesos ;  la  libra  de  rapé 
ó  polvillo,  cuatro  reales ;  el  quintal  de  sebo  colado  ó  en  rama, 
dos  pesos ;  el  quintal  de  tabaco  de  todas  clases  en  hoja,  torcí* 
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tan  sujetas  á  derecho  alguno  (1)  i  de  for- 
zoso despacho  en  playa.  (Regí,  de  Com.  126- 
135.) 

308.  El  derecho  de  almacenaje  consiste  en 
un  impuesto  mensual,  de  un  centavo  por  ca- 
da diez  pesos  de  valor  líquido  por  arancel, 


do,  en  masos  6  picado,  veinte  pesos  ;  la  libra  de  té",  real  i  me- 
dio ;  trigo,  la  fanega  de  135  libras,  seis  reales  :  la  libra  de  velas 
de  espernia;  de  estearina  o  de  bebo,  un  real ;  vino  Champagne, 
la  docena  de  botellas  de  tamaño  corriente,  cuatro  pesos  ;  de 
Borgoña,  BuceUas,  Chipre,  Jerez,  Madera,  Oporto  i  Vermuth, 
la  docena  de  botellas,  ve.  nte  reales;  los  miamos  en  otros  en- 
vases, el  galón,  seis  reales ;  todos  los  demás  vinos,  la  docena 
de  botellas,  doce  reales :  en  otros  envases,  el  galón,  tres  reales. 
(1)  Acero  en  barra,  alambiques,  alquitrán,  ampolletas,  an- 
clas, anclotes  i  sus  cepos,  animales  vivos  ó  disecados,  azogue, 
barra»,  i  resina  para  buques,  bicheros,  bocinan,  bombas  para 
buques  i  para  incendios,  botellas  vacías  de  vidrio  ordinario, 
tamaño  común  i  las  medias  botellas,  brea,  cabillas  de  fierro  ó 
madera,  cadenas  para  buques,  caoba,  cedro  i  toda  clase  de 
madera  fina  ú  ordinaria,  sin  labrar,  cañas  para  edificar,  car- 
bón de  piedra  i  animal  para  beneficiar  azúcar,  carne  salada, 
de  puerco  ó  de  vaca  en  barriles,  cartas  i  globos  joográficos, 
chapas  de  madera  para  muebles,  chumaceras,  cimiento  roma- 
no, clavazón  i  pernos  de  cobre  ó  de  composición,  cocinas  ó 
fogones  para  buques,  compases  de  Bitácora,  cortezas  para  tin- 
tes, crisoles,  crudo  ó  arpillera  para  sacos,  cuadernales  i  moto- 
nes, curiosidades  naturales  ó  científicas,  duelas  de  todas  cla- 
ses, escandallos,  escobenes,  escoperos  para  brea,  escotines  de 
cadena,  espeques,  estopa,  estampas  sueltas,  grabados  i  cua- 
dernos de  dibujo,  estatuas  de  mármol,  yeso  ó  madera  para 
adorno  de  edificios,  felpa  preparada  para  entre -forro  de  ba- 
ques, flejes,  frutas  frescas,  fierro  en  bruto,  cualquiera  que  sea 
la  forma  que  traiga,  garruchas,  gauchos  i  guarda-cabos,  galleta 
para  rancho  de  buques,  guias  de  pólvora  para  minas,  herra- 
mientas para  la  agricultura,  empresas  hidráulicas  i  esplota- 
cion  de  minas,  hilo  para  coser  velas  ó  sacos,  impreotas  i  pren- 
sas litográficas  con  sus  útiles,  instrumentos  científicos,  ins- 
trumentos i  herramientas  de  artes  mecánicas,  siendo  introdu- 
cidas por  artesanos  que  vengan  á  establecer  talleres  i  en 
cantidad  proporcionada  al  uso  del  individuo,  jarcia  de  todas 
clases,  todo  jéuero  de  ladrillos  de  barro,  lanilla  para  banderas, 
lingotes  de  fierro,  linternas  de  talco,  toda  clase  de  lona  i  lone- 
ta, los  equipajes  de  uso  individual,  los  ornamentos  i  vasos 
atigrados,  cuando  no  se  introducen  por  especulación,  los  pro- 
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deducido  lo  que  se  avería,  quiebra  ó  merme, 
que  se  cobra  al  hacerse  el  despacho  de  mer- 
caderías para  el  consumo  ó  al  reembarcarlas 
para  puertos  mayores  ;  cuando  lo  son  para 
el  estranjero,  no  pagan  almacenaje  por  los 
primeros  tres  años  de  depósito,  en  Arica  i 
el  Callao,  i  por  el  primer  año,  en  los  demás 
puertos  ;  pero  lo  satisfacen,  por  el  mayor  tiem- 
po que  trascurra  desde  la  terminación  de  di- 
chos períodos  hasta  que  se  ejecute  el  reem- 
barco. Si  el  valor  de  las  mercaderías  despa- 
chadas no  llega  á  cien  pesos,  se  cobrará  el 
mismo  impuesto  de  diez  centavos.  Se  paga 
el  almacenaje  por  meses  completos,  que  se 
cuentan  desde  el  dia  primero  del  mes  si- 
guiente á  aquel  en  que  los  bultos  entraron 
en  almacenes,  i  el  mes  principiado  se  consi- 


ductos  de  la  pesca  hecha  en  buques  nacionales,  la  venta  de 
buques,  lanchas,  chalupas  i  botes,  los  útiles  de  las  empresas 
que  tienen  privilejio,  lumbreras  para  buques,  lúpulo-,  máqui- 
nas para  el  fomento  agrícola,  minería  ó  de  las  ciencias,  artes 
i  oficios,  máquinas  de  coser,  lavar,  i  todas  aquellas  que  faci- 
litan la  industria  con  economía  de  brazos  ó  de  tiempo,  moldes 
para  hacer  velas  i  panes  de  azúcar,  molinetes  para  levar  an- 
clas, -música  impresa  ó  manuscrita,  oro  i  plata  en  barra,  pasta, 
polvo  ó  amonedado,  paja  toquilla,  pasadores  de  fierro  para  los 
marineros,  palo  campeche  ó  brasil,  palos  para  buques,  pailas  ó 
fondos  para  oficinas  de  beneficio,  pescantes  para  levantar 
pesos,  pelo  de  conejo  ó  de  liebre  para  hacer  sombreros,  peltre, 
piedras  para  enlosar,  para  molinos  ó  para  cimientos,  planchas 
de  cobre  ó  de  composición  para  forros  de  buques  ó  de  alambi- 
ques,, plantas  vivas,  rasquetas  para  buques,  rempujos,  remos, 
semilla  de  toda  clase  para  sembrar,  tabaco  de  mascar,  i  todos 
los  artículos  puramente  navales  que  no  se  han  designado.  Son 
de  libre  internación  por  Iqnique,  Arica  é*  Islay,  las  bateas 
de  fierro,  enteras  ó  en  piezas,  sus  fondos  ó  asientos,  carne  fres- 
ca o  salada,  cebada,  charqui,  fréjoles,  garbanzos,  grasa,  lente- 
jas, leña,  maiz,  manteca  de  puerco,  pasto  seco,  i  la  pasta  que 
se  forma  con  el  residuo  de  la  linaza,  los  remaches  para  las  ba- 
teas ó  fóndosj  las  verduras  i  raices. 
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dera  cumplido.  No  pagan  almacenaje  los  bul- 
tos destinados  al  consumo  de  los  buques  de 
cualquiera  nación,  que  estuviesen  en  el  puer- 
to en  que  esos  bultos  hubiesen  estado  depo- 
sitados. Las  mercaderías  esceptuadas  de  de- 
pósito i  que  se  dejen  en  playa,  están  grava- 
das con  un  centavo  por  quintal  por  cada  dia 
que  allí  permanezcan,  siendo  éste  solo  un  im- 
puesto de  sitio,  i  sin  que  responda  la  Adua- 
na por  las  pérdidas  que  ocurran  ;  á  igual  im- 
Suesto  están  sujetas  las  mercaderías  que  se 
opositen  en  playa,  procedentes  de  almacenes 
particulares.  No  pagan  derechos  de  almace- 
naje, las  mercaderías  abandonadas  por  sus 
dueños  previa  la  correspondiente  declaración 
por  escrito.  Todo  buque  estranjero  que  pro- 
ceda del  esterior  paga,  al  fondear,  ocho 
pesos  por  derecho  de  puerto,  i  en  sus  virajes 
de  un  puerto  á  otro  de  la  República,  sea 
mayor  ó  menor,  paga  en  cada  uno  cinco  pe- 
sos. Ademas  de  este  impuesto,  también  está 
obligado  á  pagar  do$  reales  por  cada  tonelada 
de  rejistro,  si  carga  ó  descarga  en  el  puerto 
en  que  fondea,  i  en  el  puerto  de  Arica,  si  ha- 
ce lastre,  paga  el  mismo  derecho,  á  favor  "de 
la  beneficencia  de  la  provincia.  Si  por  no  ha-' 
ber  cargado  ni  descargado  en  el  primer  puer- 
to, no  paga  este  derecho  el  buque  estranjero, 
lo  pagará  en  el  puerto  en  que  tal  hiciere. 
Los  buques  estranjeros  que  no  proceden  del, 
estranjero,  pagan  el  mismo  derecho  de  tone- 
ladas, después  de  haber  pasado  seis  meses  del 
pago  último  que  hubiesen  hecho  en  puer- 
to nacional.  Estos  derechos  los  recaudan  las 
Aduanas,  i  deben  pagarlos  lo?  capitanea   ó 
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consignatarios  de  los  buques.  Los  buques  de 
las  naciones,  en  cuyos  puertos  se  cobren  á 
los  buques  peruanos,  derechos  de  toneladas  ó 
de  puerto  mayores  que  los  que  paguen  los 
buques  de  su  propia  bandera,  son  gravados 
en  el  Perú  con  derechos  de  toneladas  i  puer- 
to, iguales  á  los  que  en  dichas  naciones  se 
exijan  á  los  buques  peruanos. 

Están  exceptuados  del  pago  de  estos  dere- 
chos, los  buques  de  guerra,  los  trasportes  es- 
tranjeros  cuando  solo  traen  víveres,  Carbón  ó 
repuestos,  los  balleneros  que  embarquen  ví- 
veres i  no  descarguen  mas  valor  que  el  de 
mil  pesos,  en  las  mercaderías  ya  enumera- 
das, (1)  los  buques  que  lleguen  k  los  puertos 
de  arribada  para  solo  tomar  víveres  ó  agua  i 
los  que  se  hallen  en  inminente  peligro,  aun- 
que trasborden  ó  descarguen  sus  efectos.  (Re- 
glam.de  Com.   136-153.) 

309.  El  tráfico  interior  es  libre  de  todo 
gravamen  i  no  necesita  guía,  escepto  la  pólvo- 
ra vendida  por  el  Estado  en  mas  cantidad 
que  una  arroba.  Es  permitido  el  libre  co- 
mercio por  tierra,  de  los  productos  naturales 
é  industriales  de  la  Confederación  Arj  entina, 
del  Brasil  i  del  Ecuador,  sin  que  se  exija 
derecho  alguno  de  consumo,  bajo  la  base  de 
la  mas  estricta  reciprocidad. 

Los  manifiestos  por  mayor  i  menor  i  toda 
clase  do  pólizas  se  estienden  indispensable- 
mente en  el  papel  especial,  que  para  el  efecto 
se  espende  en  las  Aduanas  por  cuenta  del  Es- 
tado ;  pero  en  toda  representación  á  esas  ofici- 


(1)  Y.  ante  §  29G.  n. 
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ñas,  en  los  certificados,  guías,  etc.,  se  emplea 
el  papel  común.  (-Regí,  de  Com.  154-169.) 
310.  La  importación  fraudulenta  de  las 
mercaderías,  con  intención  de*  eludir  el  pago 
de  los  derechos  fiscales,  es  lo  que  principal- 
mente constituye  el  contrabando  comercial 
que  la  lei  castiga  como  los  delitos  de  hurto, 
robo  i  homicidio. 

La  pena  que  jeneralmente  se  impone  al 
contrabandista,  es  la  confiscación.  En  j ene- 
ral,  esta  pena  es  la  que  se  señala  para  las  fal- 
tas graves  contra  el  Reglamento  de  Comer- 
cio, así  como  la  multa  para  las  faltas  leves. 
El  Reglamento  declara  que  caen  en  comiso  : 
19  El  buque  procedente  del  estranjero  que 
fondea  en  algún  puerto  menor  ó  caleta  i  de- 
sembarca ó  recibe  mercaderías ;  éstas  tam- 
bién son  decomisadas  (art.  59) ;  29  Las  embar- 
caciones que  reciban  clandestinamente  mer- 
caderías estranjeras  en  sus  viajes  de  un  puerto 
á  otro  de  la  República  (art.  69)  ;  39  Los  bu- 
ques balleneros  que,  en  Tumbes,  desembar- 
quen efectos  distintos  de  aquellos  que  es- 
presamente  se  les  permite  (art.  7  7 ;  49  Los 
buques  estranjeros  que  fondeen  ó  toquen  á 
la  vela  en  algún  puerto  ó  caleta,  no  desig- 
nados en  su  licencia,  ó  ^n  cualquier  otro 
{>unto  de  la  costa,  con  inelusion  de  sus  iiti- 
es  i  aparejos  i  las  mercaderías  que  hubiesen 
desembarcado  (art.  12) ;  59  Los  buques,  que 
sin  ucencia  escrita  del  Gobierno,  anclan  en 
alguno  de  los  fondeaderos  de  las  islas  perte- 
necientes á  la  Nación,  con  inelusion  de  sus 
útiles  i  aparejos  i  de  las  mercaderías  que  hu- 
biesen desembarcado;   si   se  les  encontrase 
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guano  á  bordo,  los  capitanes  i  tripulación  se- 
rán entregados  á  la  justicia  ordinaria,  para 
que  se  les  juzgue  como  á  delincuentes  de 
hurto  (art.  20);  69  Las  embarcaciones  en 
que  se  encuentre  guano  del  Perú,  estraido  sin 
autorización  del  Gobierno  (art.  21);  7?  Las 
mercaderías  gravadas  que  se  intente  desem- 
barcar antes  de  las  seis  de  la  mañana  ó  des* 
pues  de  puesto  el  sol  (art.  59) ;  8*  Todo  bul- 
to que  se  desembarque  por  otro  punto  que 
no  sea  el  designado  (art.  61);  9?  Todo  bul- 
to que  hubiese  sido  abierto  á  bordo  i  todo 
el  que  así  se  encuentre,  aunque  haya  sido 
manifestado  (art.  66) ;  10°  Las  piezas  sueltas 
que  se  encuentren  k  bordo  (art.  67) ;  11.°  To- 
da mercadería  afecta  á  derechos  que  se  en- 
cuentre á  bordo  ó  que  se  desembarque,  sin 
estar  manifestada  (art.  68) ;  129  Las  merca- 
derías consideradas  en  la  razón  de  existencias, 
que  se  desembarquen,  después  de  concluida 
la  descarga  de  un  buque,  sin  el  correspon- 
diente permiso  para  su  desembarque  (art.  70); 
139  Los  artículos  que  dañen  la  salud  ó  cor- 
rompan la  moral,  los  cuales  serán  destruido^ 
é  inutilizados  en  el  acto  que  sean  aprehendi- 
dos (art.  97);  14?  Las  mercaderías  que  se 
hubiesen  dado  por  reembarcadas  ó  trasbor- 
dadas i  que  no  lo  *  hayan  sido  en  realidad 
(art.  113);  159  Los  artículos  cuya  interna- 
ción está  absolutamente  prohibida  i  se  de- 
sembarquen clandestinamente  ó  por  medio 
de  engaño  ó  sorpresa ;  los  ejecutores  i  cóm- 
plices serán,  en  este  caso,  sometidos  á  juicio, 
i  ademas  los  administradores  les  impondrán, 
la  pena  de  pagar  á,  beneficio  de  los  apr£< 
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hensores  ó  denunciantes,  el  valor  de  los  artí- 
culos, conforme  al  aforo  que  designe  e]  aran, 
cel  (art.  116);  I69  Las  cargas  de  mercaderías 
estranjeras  i  las  bestias  que  las  conducen,  en- 
contradas en  el  litoral  por  caminos  estravia- 
dos,  si  no  justifican  que  fueron  despachadas 
legalmente  (art*  155) ;  179  el  trigo  estrame- 
ro  que  se  pretenda  internar  como  si  fuese 
nacional ;  i  el  trigo  nacional,  cuando  se  des* 
cubra  falsificación  ó  fraude  en  los  documentos 
con  que  se  trate  de  probar  su  oríjen  (art.  158); 
189  Los  buques  que  reciban  clandestinamen- 
te mercaderías  estranjeras  i  las  embarcacio- 
nes menores,  que  en  los  puertos  ó  costas,  sp 
encuentren  ocupadas  en  este  tráfico  prohibi- 
do (art.  159) ;  199  Las  mercaderías  gravadas 
que  sin  los  correspondientes  comprobantes  de 
haber  sidp  lejítimamende  despachadas,  se  en- 
cuentren á  bordo  de  los  buques  fondeados  en 
puertos  peruanos  ó  navegando  de  unos  £ 
otros  (art.  160) ;  209  Las  mercaderías  que 
pedidas  para  reembarque,  al  estranjero  i  em- 
barcadas en  las  pequeñas  embarcaciones  que 
deben  conducirlas  á  los  buques  á  que  sean 
destinadas,  se  encuentren  en  tierra  ó  bien  en 
las  mismas  embarcaciones  menores  fondeadas 
6  varadas  en  la  ribera,  cualquiera  que  sea  el 
motivo  ó  pretesto  que  se  alegue  para  su  de- 
sembarque ó  aproximación  á  la  costa.  La 
misma  pena  sufrirán  dichas  embarcaciones. 
31  lv  Las  faltas  menos  graves,  que  el 
Reglamento  de  Comerciocastiga  con  multa, 
son  inui  numerosas  ;  hé  aquí  las  principales : 
l9  Por  tocar  los  capitanes  ,  gue  proceden  del 
estranjero  en  algún  puerto  menor,  caleta  ha* 


«kMMMM«HMMMMM«MB«l»NmlÉ«MlMBMÉdÉMl 

434  CONDICIONES 


bilitada  ó  en  cualquier  punto  de  la  costa, 
S.  500 ;  i  si  desembarcan  ó  reciben  alguna 
persona  ó  correspondencia,  S.  1,000  (art  5?); 
2?  Si  se  reembarcan  de  un  puerto  á  otro,  de 
los  puertos  menores  ó  caletas  á  otros  de  igual 
clase  ó  á  los  puertos  mayores,  las  mercaderías 
que  hubiesen  sido  despachadas,  sin  citarse 
en  las  guías  ó  pólizas  de  embarque  el  docu- 
mento con  que  fueron  introducidas  i  por  el 
cual  se  acredite  haber  satisfecho  los  derechos, 
son  gravadas  con  los.  derechos  respectivos, 
imponiéndoseles  una  multa  de  25  por  ciento 
sobre  su  aforo  (1)  (art.  17);  3?Á  los  buqués 
que  se  sorprenda  haciendo  la  caza  de  pája- 
ros en  el  litoral  del  Perú  i  en  sus  islas,  S.  500; 
é  igual  multa  pagarán  los  que  sin  licencia 
pesquen  en  la  costa,  lobos  i  ballenas  (art.  23) ; 
49  A  todo  capitán  que  comunique  con  tierra 
á  su  llegada,  antes  de  presentar  el  manifiesto 
6  conocimiento  de  la  carga  que  trae,  S.  100 
(art  29) ;  5.°  Si  cumplidos  los  plazos  de  la 
lei,  no  se  presenta  el  capitán  del  buque  ó  su 
consignatario  á  exhibir  los  dos  ejemplares  del 
manifiesto  por  mayor,  incurrirán  en  la  multa1 
de  S.  100,  i  se  tendrá  por  rectificado  el  mani- 
fiesto primitivo  (art.  36) ;  69  Cuando  cual- 
quiera que  no  sea  el  dueño  ó  consignatario 
de  las  mercaderías  manifestadas  por  mayor  ó 
menor,  enmienda  los  manifiestos  raspando  6 
suplantando  en  ellos  palabras,  marcas  ó  nú- 
meros, sufre  la  multa  de  S.  500  i  no  volverá 

(1)  En  vea  del  documento  cen  que  se  introdujeron  la*  mef* 
caaerÍAS,  solé  se  exije  que  certifique  la  Aduana  ó  Tenencia  que 
haga  él  reembarco,   que  esa»  X&orcadería*  no  adeudan  der* 
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á  admitírsele  en  la  Aduana  (art.  48) ;  7?  Los 
bultos  pedidos  con  el  solo  calificativo  de  mués- 
tras,  i  que  contengan  especies  de  valor  que 
no  pertenezcan  á  lo  que  la  lei  denomina  con 
ese  nombre,  son  penados  con  derechos  dobles 
(art.  53)  ;  8?  Las  mercaderías  libres  de  dere- 
chos que  sean  desembarcadas  antes  de  las 
seis  de  la  mañana  ó  después  de  puesto  el  sol, 
son  multadas  en  un  diez  por  ciento  sobre  su 
aforo  en  el  arancel  (art.  59) ;  99  Igual  grava- 
men sufre  todo  bulto  que  libre  de  derechos, 
s  se  desembarque  por  un  punto  distinto  del 
designado  para  desembarcar  carga  (art.  61) ; 
109  Al  dueño  ó  capitán  que  haga  á  bordo  a 
ventas  de  cualquiera  especie,  S.  200  (art.  67) ; 
1 19  Al  capitán  que  permite  que  á  bordo  se 
alteren,  cambien  ó  borren  las  marcas  ó  nú- 
meros de  los  bultos,  S.  200  (art.  69) ;  129  Al 
capitán  ó  consignatario,  si  en  las  confronta* 
dones  de  la  Aduana  resultan  á  bordo  de  un 
buque  .menos  bultos  de  los  manifestados  por 
mayor,  S.  100  por  cada  uno  de  los  bultos  quer 
felten  (art.  71) ;  139  Cuando  se  falsifiquen  6 
sustraigan  documentos,  se  enmienden,  supri~ . 
man  ó  añadan  palabras,  cifras,  providencia» 
6  constancias  en  los  papeles  del  despacho,  en 
los  libros,  manifiestos,  guías  i  razones,  6  se 
modifiquen  los  cálculos,  se  cobra  el  duplo  de 
la  suma  que  se  hubiese  querido  defraudar  6 
se  hubiese  defraudado,  i  no  se  admite  en 
adelante,  en  las  Aduanas,  la  firma  del  delin- 
cuente (art.  99)  ;  14?  Al  capitán  que  reciba  & 
bordo,  sin  los  trámites  de  Aduana,  las  merca* 
9  derf a3  reembarcadas  o  trasbordadas,  .S.  200 
(art,  U2);  159  Al  capitán  que  ponga 


4f¡6  CONDICIONA 

en  una  paliza  de  supuesto  reembarco  ó  tj^asr 
Wdo  S.  500  (art.  113);  169  A  los  que$u^ 
harquen  toda  clase  de  producciones  del  pafe 
así  como,  mercaderías  nacionalizadas  sin  per- 
miso de  la  Aduana,  >  dos  por  ciento  sobre  el 
valor  de  ellas  (art.  121) ;.  X79  Todo  efecto ien- 
cointrado  en  equipaje,  personal  i  no  <jompr^7 
dido  en  él,  paga  derechos  dobles,  (aí't.  124.) 
.  312. ..Está  prohibido  á  los  estranjeros  ha» 
cer.la  pesca  de. cetáceos  i  anfibios  &n  las  piar 
yajsi1  é  islas  del  Perú,  estando  sujetos  los  ¡quQ 
la  hicieren,  á. todas  las  penas  de  los  contra- 
bandistas. La  pesca  ,es  privativa  de  los  natu- 
rales del  país ;  así  lo  declara  el  art:  483  dpi 
Código  Civil,  (1)  i  desde  luego  .solo  los  per 
ruanos  de  nacimiento  ó  naturalizados,  puef 
den  obtener  licencia  para  pescar.  "Solo  en 
caso  estremo/'  dice  un  decreto  dictado  ea 
1841,  "de  falta  de  nacionales  que  s0  ocupen 
de  la  industria  del  mar,  se  puede  i  debe  per- 
mitir á  los  estranjefos,  previa  la  /re9¡>e>;:'v<f 
naturalización" La  prohibición  de  pesca?,  h&* 
cha  á  los  estranjeros,  no  solo  se  refiexe  al 
mar  territorial,  sino  también  á  los  ríos  i  la- 
gos peruanos,  .i  es»  \m  principio  univenwJU 
mente,  reconocido  i  aceptado.  fíLos  efectos, 
del  dominio  delmar,"  dice  Bellcr,  í{bqj*:  1?  SI 
derecho '  eselv»wVo  á  la  pesca,  i  á  toda  eSpfcei^ 
de  producto  y&'órdmario,  ya  accidental,"  "JSt 
derecho  de  pescar  en  ,las  aguas  ribereñas  de 
W*¡  Espado,"  leembs  en  Wheaton,  "pjMcteneéfr 
esGlúsivammte  á  sus  subditos,- '  i .  cita  on  con- 


(1>  Art.  483/ El  derecho  de  fewcwí  es  ccfmun  4lo$natVHh'  • 
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£rmapioh  éLart.  99de  la  Convención  entre 
Francia  ó  Inglaterra,  firmada,  en  1839,  que 
<amsagri*  el  mismo  principia  ; 

813.  Después  de  enumerar  los  casos  en 
■que  se  aplica  la  pena  de  comiso,  se  hace  ne- 
cesario indicar  los  principal^  trámites  que  se 
-siguen*  para  declararlo.  Los  íuicdos  de-  oofcnk 

¡Estes  últimos  son,  los  que  no  exceden  de  dos- 
cientos pesos,  i  -  para  fallarlos :  se  .•  oye  á  los 
^prehensores,  testigos  i  acusados,  sef  pide  di¿- 
támen  al  Contador  ó  interventor  dé  la  Adufe* 
lia,  i  con  éV falla  dentro  de  tercero,  dia  el 
Administrador,  con  lo  cual  .termina  eV  juicio! 
-  Para  los  juicios  de  mayor  cuantía,  haitxi* 
huí  .V-  especiaJes.  Los  Administradores  de 
Aduanas  principales  son  jueces,  de  primen* 
instancia  de  comisos,  en  el  territorio  de>  su 
comprensión.  Los  juzgados  de  segunda  •  ins- 
tancia se  componen,  en  el  Gallao,  del  juez  de 
alzadas,  del  jefe  de  la  sección  de  Aduanas  d© 
la  Dirección  de  Rentas,  i  en  su  defecto,. el  de 
Contribuciones,  i  del  segundo  Cónsul  del  Tri* 
bunal  del  Consulado  de  Lima,  con,  audiencia 
del  Fiscal  de  la  Corte  Superior ;  en  los  »de- 

E armamentos  de  Moquegua,  Arequipa  i  la  LflU 
ertad,  se  compone  el  juzgado,  del  vocal  mé¿ 
nos  antiguo  de  la  Corte  Superior,  >  del  Ad- 
ministrador de  Correos  i  del  Diputado  de 
Comercio  de  segunda  nominación,  cón-au-» 
diencia  del  Fiscal  de  la  Corte  Superior ;  en  el 
departamento,  .de  Piura,  se  compone  del  Juez 
de  primera  instancia  de  la  provincia  de  Piüta, 
del  Administrador.de  Correos  i  del  Diputada 
d¿  Comercio  de  segunda  nominación,  con  $$» 
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diencia  del  ájente  fiscal   La  Corte  Suprema 
conoce  de  los  recursos  de  nulidad 

Para  sentenciar,  en  primera  instancia,  se  ne- 
cesita la  esposicion  de  los  testigos,  la  defensa 
de  los  acusados,  lo  que  aleguen  los  aprehen- 
Bores,  los  informes  que  tengan  á  bien  tomar 
i  el  dictamen  del  Contador  ó  Interventor  de 
la  Aduana,  debiendo  quedar  fenecida  la  ins- 
tancia en  quince  dias,  fuera  del  término  de  la 
distancia,  cuando  fuere  necesario.   De  los  fa» 
líos  del  Administrador  se  puede  apelar  ante 
el:  Juzgado  de  segunda  instancia,  dentro  de 
tres  dias  fatales  contados  desde  la  fecha  de 
la  última  notificación.  En  segunda  instancia, 
se  falla  en  vista  de  las  pruebas  que  conten- 
ga el  proceso,  de  las  düijencias  que  los  juz- 
gados manden  agregar,   de  lo  que  aleguen  el 
acusado  i  acusador  en  un  solo  escrito  i  de  lo 
que  esponga  el  Fiscal,  haciendo  sentencia  dos 
votos  conformes  de  toda  conformidad ;  esta 
instancia  tampoco  puede  durar  mas  de  quin- 
ce dias.  Dentro  de  tres  dias  fatales  debe  in- 
terponerse el  recurso  de  nulidad,   si  lo  que  se 
litiga  pasa  de  quinientos  pesos  por  arancel,  i 
solo  en  estos  casos :  cuando  no  se  ha  oido  á 
los  interesados  ;  «cuando  falta  la  citación  para 
sentencia,    cuando  se  ha   pronunciado    ésta 
contra  lei  espresa.   Pero  el  recurso  de  nuli- 
dad no  impide  la  ejecución  de  la  sentencia 
definitiva,  que  tendrá  lugar,  una  vez  afianza* 
do  el  valor  del  juicio. 

Solo  son  recusables  los  jueces  de  comiso, 
por  tener  parentesco  de  consanguinidad,  den- 
tro del  cuarto  grado  ó  de  afinidad  dentro  del 
segundo  ó  enemistad  grave  con  alguna  de  las 
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partes,  i-  las  recusaciones  de  los  administrado* 
res  se  entablan  i  deciden  ante  el  juzgado 
de  segunda  instancia,  i  la  de  alguno  de  los 
miembros  de  este  último,  ante  los  demás  que 
lo  componen. 

Las  sentencias  que  se  pronuncien  en  estos 
juicios,  son  cumplidas  por  los  jueces  de  prime- 
ra instancia.  Los  juicios  mismos  son  tan  pri- 
vilejiados  como  los  criminales,  i  en  ellos  se 
hace  uso  del  papel  sellado  del  valor  de  un • 
real  el  pliego.  Estas  disposiciones  se  refieren 
á  la  parte  civil,  en  que  está  interesado  el  Fis- 
co. En  cuanto  á  la  responsabilidad  criminal, 
los  Administradores  de  Aduanas  con  audien- 
cia del  asesor  ó  sin  ella,  en  delito  infragan* 
ti,  pueden  arrestar  á  los  que  aparezcan  cul- 
pables, en  los  mismos  caaos  en  que  puede 
mandar  detenerlos  el  Juez  del  Crimen,  se- 
gún el  Código  de  Enjuiciamiento  Penal.  El 
arrestado  saldrá  libre,  si  del  juicio  de  Adua- 
na no  resulta  acción  criminal,  pero  si  la  hu- 
biese, será  puesto  á  disposición  del  juez  com- 
petente. 

314.  Réstanos,  antes  de  concluir  este  ca- 
pítulo, decir  algunas  palabras  sobre  dos  es- 
Stties   de  establecimientos  mercantiles ;   los 
ancos. i  las  Bolsas  de  Comercio. 

Nuestro  progreso  en  materia  de  bancos 
no  es  de  larga  fecha;  sin  duda,  las  necesi- 
dades de  nuestro  comercio  no  habian  sid 
tan  apremiantes  que  exijiesen  la  existencia 
de  estos  establecimientos.  Ahora  mismo  son 
desconocidos  en  la  mayor  parte  de  la  Repúbli- 
ca, aunque  en  la  capital  existen  cinco  ó  seis. 

Nuestras  leyes  aún  no  sp  han  ocupado  con 
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especialidad  de  los  bancos,  así  es  que  efetos 
establecimientos  están  sujetos  á  los  princi- 
pios jenerales  sobre  sociedades  anónimas/  bas- 
tante vagos  i  enteramente  inadecuados  á  la 
naturaleza  especial  de  los  bancos. 

Solo  los  hipotecarios  han  sido  objeto  de 
una  lei,  que  dada  por  la  dictadura  en  1866, 
fué;  confirmada  después  por  el  Congreso  en 
1869.  En  esa  lei,  se  fija  el  objeto  i  se  de- 
terminan las  operaciones  de  estos  bancos,  su 
capital,  el  modo  de  atnortizar  las  cantidades 
que  prestan,  de .  obtener  esos  préstamos,  i 
por  último,  los  trámites  especiales  para  com- 
peler á  los  deudores  morosos  i  proceder  en 
caso  necesario  al  remate  de  los  fundos  hipo- 
tecados. 

No  hace  mucho  tiempo  que  conocemos  las 
bolsas  de  comercio.  Hoi  solo  existen  en  el 
Callao  i  en  Lima,  donde  fueron  establecidas  en 
1835,  i  aún  en  estas  poblaciones  están  mili 
lejos  dé  ser  las  bolsas  lo  que  deben  '  i  lo 
que  son  en  los  grandes  óentros  comerciales 
de  Europa,  el  foco  de  valiosas  operaciones 
mercantiles.  Estos  establecimientos  tienen  su 
reglamento  interior,  en  el  que  se  determi- 
nan los  individuos  que  pueden  pertenecer  á 
ellos.  Es  supérfluo  añadir  que  no  están  es 
cluidos  los  estranjeros. 

315.  Muchas  de  las  disposiciones  légate* 
en  materia  de  comercio  están  modificadas  por 
los  tratados  celebrados  con  otras  naciones; 
en  estos  convenios  jenéralmente  se  pacta  la 
reciprocidad,  i  se  coloca  á  los  estranjeros  fa- 
vorecidos por  ellos,  en  la  misma  condición 
que  los  naturales» 


DE   COMERCIO  441 


316.  Es  cualidad  de  muchos  de  los  precep- 
tos legales  sobre  comercio  i  particularmente 
de  aquellos  de  mera  reglamentación,  estar  su- 
jetos á  constantes  i  casi  diarias  alteraciones, 
como  que  están  fundados  en  necesidades  que 
existentes  hoi,  pueden  desaparecer  mañana ; 
pero  estos  cambios  solo  pueden  recaer  sobre 
detalles,  i  de  ninguna  manera  llegan  á  con- 
trariar el  espíritu  jeneral  de  la  lejislacion 
mercantil  que  es  el  que  hemos  querido  mani- 
festar en  este  capítulo. 

El  que  lo  lea  con  calma  é  imparcialidad, 
decidirá  si  tenemos  mucho  que  envidiar  á  los 
adelantados  pueblos  de  Europa.  Nuestras  le- 
yes son  si  se  quiere  deficientes  bajo  algunos 
aspectos,  i  esto  se  esplica  fácilmente  por  el 
reciente  desarrollo  de  nuestro  comercio  i  por 
las  necesidades  de  aquellos  pueblos,  que  ó  no 
conocemos  ó  se  sienten  tan  levemente,  que  el 
lejislador  está  justificado  en  no  apercibirse  de 
ellas ;  pero  jamas  se  podrá  aseverar  con  jus- 
ticia, que  esas  leyes  son  contrarias  á  la  liber- 
tad del  comercio,  que  no  garantizan  suficien- 
temente sus  intereses  i  que  están  en  oposición 
con  el  espíritu  que  domina  en  la  lejislacion 
mercantil  de  los  pueblos  mas  cultos  i  flore- 
cientes. 
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317.  .Bajo  algunos  aspectos  este  capítalo 
no  es  sino  continuación  del  anterior.*  Los  bu- 
ques estranjeros  son  considerados  por  la  lei, 
principalmente  en  sus  relaciones  con  el  co- 
mercio, i  aún  las  disposiciones  puramente  ma- 
rítimas, tienen  por  objeto  garantir  los  intere- 
ses de  esa  industria. 

318.  Los  capitanas,  como  hemos  visto  ya, 
tienen  la  obligación,  al  llegar  á  los  puertos  de 
la  República,  de  pagar  los  derechos  de  puer- 
to, de  toneladas,  etc.  Uno  de  sus  mas  impor- 
tantes deberes  es  acatar  i  cumplir  todas  las 
disposiciones  de  los  Reglamentos  de  Marina 
i  Comercio,  porque  desde  que  el  Estado  es 
dueño  de  admitir  ó  nó  en  sus  aguas  embarca- 
ciones estranjeras,  puede  imponerles  las  con- 
diciones que  juzgue  convenientes  i  tiene  el 
derecho,  umversalmente  reconocido,  de  hacer- 
las cumplir.  Por  el  hecho  de  arribar  á  un 
puerto  peruano,  los  capitanes  se  compróme- 
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ten  á  aceptar  los  reglamentos  citados,  los 
cuales,  sea  dicho  de  paso,  no  contienen  dis- 
posición alguna  que  sea  contraria  á  la  justi- 
cia, ni  que  difiera  de  los  principios  observa- 
dos en  los  puertos  de  toda  nación  civilizada. 
£1  Perú  no  desconoce  en  los  demás  pueblos, 
el  derecho  de  dictar  análogos  reglamentos  i 
obligar  con  ellos  á  los  buques  peruanos ;  mui 
al  contrario,  los  reconoce  esplícitamente.  En 
bu  entrada  á  un  puerto,  deben  los  capitanes 
entregar  al  Capitán  del  Puerto  los  documen- 
tos que  garanticen  su  navegación.  Si  en  el 
puerto  hai  Cónsul  de  su  nación,  le  entregarán 
ó  remitirán  cerrada  su  patente  de  navegación, 
la  cual  queda  depositada  en  el  Consulado, 
durante  la  permanencia  del  buque  en-  el  puer- 
to. Cuando  no  haya  Cónsul,  la .  patente  es 
depositada  en  la  Capitanía  del  Puerto.  Esto 
es  indispensable  para  proceder  á  la  descarga 
de  los .  buques,  i  solo  se  devuelve  la  patente, 
cuando  el  capitán  acredita  haber  satisfecho 
todos  los  cargos  que  hubiese  contraído  du% 
rante  su  estadía. 

A  la  entrada  i  salida  del  puerto*  deben  pro* 
sentarse  los  capitanes  á  las  autoridades ;  de* 
ben  cuidar,  al  embarcar  ó  desembarcar  efectos 
sumerjibles,  de  no  sobrecargar  las  embarca- 
ciones. Un  dia  antes  de  dar  la  vela,  han  de 
avisarlo  al  Capitán  del  Puerto,  i  ver  que  as* 
ten  á  bordo  todos  los  pasajeros,  listo  el  apa^ 
rejo  i  sin  ningún  bote  al  costado.  Pueden* 

ta  de  conducir  á  un  peruano  en  calidad  d* 
eepatriado,  deben  antes  exijir  que  se  les  mar 
nifieste  i  dé  testimonio  de  la   sentencia  «r 
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virtud  de  la  cual  sufre  expatriación,  baja  la 
pana  de  considerarse  como  piratas,  si  no  lo  hi- 
ciesen. Son  responsables,  también,  de  las  ave- 
rías que  su  buque  ocasione,  á  consecuencia  de 
mala  maniobra  ú  otro  accidente   cualquiera. 

A  todo  capitán  se  abona  el  pasaje  de  loa 
carpinteros  ó  herreros  que  traiga  del  estran- 
jero,  siempre  que  pruebe  que  aquellos  son 
intelij entes,,  en  obras  de  arsenal  i  trabajos  na- 
vales, i  que  vienen  á,  establecerse  en  Arica¿ 
Callao  ó  Paita,  si  son  naturales  de  la  Repú- 
blica. Guando  son  estranjeros,  se  abona  el 
pago  da  sus  pasajes,  aún  antes  de  haberse 
matriculado  en  los  puertos  citados.  Se  hace 
el  mismo  abono,  al  capitán  de  cualquier  bu- 
que que  recoja  i  traiga  del  esterior,  contra- 
maestres i  guardianes,  maestros  de  velas,  ca- 
lafates ó  marineros  naturales  del  Perú,  que 
regresen  á  uno  de  los  tres  puertos  mencio- 
nados. 

Ai  celebrar  sus  contratos  con  la  marinería, 
deben  los  capitanes  insertar  las  cláusulas  en 
sp.  ljbro  de  cuenta  i  razón,  haciendo  firmar  á 
los  marineros  que  supiesen  hacerlo ;  esta  iíi- 
sarcion  debidamente  hecha,  hace  f  é  en  las 
controversias  que  se  susciten  entre  el  capitán 
.i  los  marineros.  ' 

Pqedep  los  extranjeros,  ser  capitanes  de  los 
buques  mercantes  de  la  República,  debiendo 
previamente  preséntense  aqte  la  Comandan-* 
e*&:  Jecoral  de  Marina  para  ser  examinados 
iviaatrioulfldoa,  i¿J>-lá 

Los  capitanes  de  buques  estranjeros  están 
exentps  de  la  obligación  que  gravita  sobre 

lpe  4e  buques  uacional^  do  recibir  Atonto» 
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los  pasajeros  que  indique  el  Gobierno.  Si  és- 
te tiene  necesidad  de  mandar  pasajeros  en 
buques  estranjeros,  serán  recibidos  volunta- 
riamente, pagándose  por  el  pasaje  lo  que  de- 
signa la  tarifa  que  el  Gobierno  tiene  formada 
con  ese  objeto. 

319.  Los  estranjeros  no  pueden  ser  patro- 
nes ó  marineros  de  las  falúas  de  las  oficinas 
de  Aduana  ó  dependencias  de  Marina. 

El  Capitán  del  Puerto,  en  el  Callao,  con- 
serva una  matrícula  de  todos  los  que  ejercen 
la  industria  de  hospedar  marineros.  No  pue- 
de hospedarse  ningún  marinero  que  no  ten- 
ga una  papeleta  de  su  capitán,  visada  por 
la  Capitanía  ó  por  la  Intendencia  de  policía. 
Los  posaderos  deben  llevar  un  rejistro  en  que 
se  esprese  el  nombre  del  marinero,  el  de  su 
buque  i  la  fecha  en  que  haya  entrado  i  sali- 
do de  la  posada,  no  permitiéndose  que  la 
permanencia  exceda  de  diez  dias,  escepto  en 
caso  de  enfermedad.  Las  posadas  están  bajo 
la  constante  inspección  de  la  Capitanía  del 
Puerto,  i  el  jefe  de  esta  oficina  puede  entrar 
en  ellas  cuando  lo  juzgue  conveniente,  impi- 
diendo que  se  seduzca  ú  oculte  á  los  mari- 
neros. 

El  enganche  de  marineros  se  efectúa  uní* 
camente  en  la  Capitanía  del  Puerto,  con  las 
formalidades  legales ;  en  esa  oficina,  se  lleva 
un  rejistro  en  el  que  están  inscritos  todos  los 
marineros  francos  que  se  desembarcan  i  loe 
que  se  enganchan,  con  designación  de  sus 
nombres,  procedencia,  patria  i  el  motivo  por 
el  cual  están  ea  libertad  para  contratarse/ 

faro  probar  que  eatto  francos,  los  marinero» 
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deben  presentar  una  papeleta  firmada  por  sus 
capitanes  respectivos  i  visada  por  el  Cónsul 
de  la  nación  á  que  pertenezcan.  Cuando  estos 
marineros  quieran  engancharse  nuevamente, 
deben  presentar  la  papeleta  á  su  Cónsul,  pa- 
ra que  en  ella  se  anote  la  nueva  contrata. 
Ningún  posadero  puede  recibir  marineros  que 
no  tengan  esta  papeleta ;  i  la  falta  de  ella  se 
castiga  con  treinta  soles  de  multa,  que  se  im- 
pone, aunque  se  pruebe  que  no  ha  habido 
fraude,  al  posadero  en  cuyo  establecimiento 
se  sorprenda  á  los  marineros.  Por  razón  de 
enganche  no  se  impone  ningún  j  enero  de  ga- 
belas ó  de  derechos  á  los  marineros  ó  bar- 
queros. 

Solo  en  caso  de  desorden  ó  tumulto,  ocur- 
rido en  alta  noche,  á  bordo  de  los  buques 
estranjeros,  es  permitido  trasportar  á  loa 
amotinados  á  un  buque  de  guerra  nacional, 
temporalmente  mientras  se  restablece  el  or- 
den ó  pueden  ser  trasladados  al  lugar  públi- 
co que  ha  de  servirles  de  prisión. 

320.  Para  recojer  á  los  marineros  que  se 
desertan,  las  autoridadeslocales  proporcionan, 
sin  gravamen  alguno,  todos  los  auxilios  i  fa- 
cilidades que  están  ásu  alcance,  k  solicitud 
de  los  capitanes  ó  de  los  maestres,  i  sujetán- 
dose para  ello  k  las  estipulaciones  de  los  tra- 
tados, que  reconocen  la  acción  que  en  esta 
materia  dan  á  los  Cónsules  el  derecho  i  la 
costumbre.  (1) 

^  Este  asunto  de  deserción  de  marineros  ha 
•ido  objeto  de  repetida»  reclamaciones  contra 
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nuestro  Gobierno,  llegándose  hasta  aseverar 
por  la  prensa  estranjera,  que  en  el  Perú  i  es- 
pecialmente en  el  puerto  del  Callao,  el  robo  i 
seducción  de  marineros  era  ua  delito  de  co- 
mún i  diaria  ocurrencia,  i  que  debido  á  la  to- 
lerancia ó  complicidad  de  las  autoridades  ma- 
rítimas, el  mal  había  tomado  proporciones 
tan  considerables  que  muchas  veces  los  bo- 
ques no  podían  darse  á  la  vela  por  falta  de. 
jente  de  mar,  orijinando  esta  circunstancia 
graves  peligros  al  comercio  i  esparciendo  una 
aória  alarma  entre  todos  los  que  se  dedican  & 
esa  industria.  Estas  calumniosas  i  groseras 
imputaciones  fueron  oportunamente  comba- 
tidas por  las  autoridades  aludidas,  en  los  pee 
riódicos  del  Perú,  i  es  evidente  que  el  Go- 
bierno se  ha  apresurado  siempre  á  dictar 
medidas  enórjicas  i  eficaces,  para  reprimir  el 
delito  que  se  le  denunciaba.  Pero,  ademas, 
para  que  no  faltase  el  menor  indicio  de  la 
inocencia  de  nuestro  país,  tan  calumniado 
siempre,  para  qup  su  justificación  fuese  com- 
pleta, no  muchos  meses  después  de  lanzadas 
4&s.  acusaciones  de  que  hemos  tomado  nota, 
aparecía  en  El  Comercio,  diario  de  Lima,  nú- 
inero  10,949,  el  siguiente  acápite  : 

"El  reo  Roberto  Williams,  que  ha  perma- 
necido en  la  penitenciaria,  en  virtud  de  dos 
condenas,  por  el  espacio  de  ocho  años,  ha  sí- 
do  puesto  en  libertad,  disponiéndose  su  ale- 
jamiento de  la  República.  Mencionamos  este 
hecho,  porque  el  delito  por  el  que  fue  condo- 
nado "Williams,  fué  eVde  robo*  de  marineros. 
Como  se  ha  dicno  alguna  vez  que  las  autori- 
dades peruanas  toleraban  el  roto  de  marino , 
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ros,  neeesario  es'  haqer  comprender  que  efa. 
el  país  se  cumple  justicia,  con  todo  aquel  que 
delinque/* 

Los  marineros  extranjeros  no  pueden  ex- 
ceder de  las  cuatro  quintas  partes  de  la  tri- 
pulación, en  los  buques  mercantes  peruanos. 
321.  Todos  loa  buques  mercantes,  que  an- 
clan en  los  puertos  de  la   República,  debata, 
estar  fondeados  i  amarrados  en  líneas  para- 
lelas,  i  se  debe  cuidar  de    que  las  anotes 
tengan  orinques  i  boyas,   vijilando  que  estén, 
siempre   de   manifiesto.    En    todo    caso    en 
que  el  buque  haya  de  moverse,  ya  para  fran- 
quearse ó  con  cualquier  otro  objeto,    no   se 
Euede  amarrar  espías  en  boya  alguna  de  las 
neas.   La  distancia  en  que  deben  estar  los 
buques^  tanto  por  su  popa  i  proa  como  por 
sus  bandas,  debe  ser  un  cuarto   de  cable,  i 
puede  ser  mayor  si  lo  permite  la  locaKdá¿ 
del  puerto  en  que   se  hallen.    Los  Capitanes 
del  Puerto,  atendiendo  al    viento  constante 
que  en  él  reine,  deben  fijar  las  líneas  de  bar- 
lovento á.  sotavento  del  amarradero  de  los 
buques ;  siendo  en  la  primera,   en  la  que  de- 
ben situarse  los  que  tengan  necesidad  de  ha- 
cerlo así,  i  formando  la  segunda,  los  que  se 
determina  que  estén  en  ella.  Los  buques  mar- 
cantes, que  llegan  con  carga  á  los  fondeade* 
ros,  se  situarán  i  anclarán  en  primera  línea  á 
barlovento,  permaneciendo  en  ella  durante  su 
desoarga.   La  segunda  linea  ee  formará  con 
las  embarcaciones  que  deben  cargar  i  recibir 
trasbordos,   i  con  los  buques  que  entren  en 
lastre  con  el  mismo  objeto ;  la  tercera  línea 

ge  compone  de  los  buques  destinados  á  tó* 
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mar  guano  k  su  bordo,  i  de  los  demás  que  por 
no  estar  descargando  ó  cargando,  no  pueden 
ocupar  lugar  en  la  primera  ó  segunda  línea. 
Los  Capitanes  de  Puerto,  al  hacer  las  visitas 
de  fondeo,  señalan  al  capitán  del  buque  el 
lugar  donde  ha  de  colocarse.  Las  líneas  pri- 
mera i  segunda  se  aproximan  á  tierra  cuan- 
to lo  permita  el  fondeadero,  á  fin  de  facilitar 
la  carga.  Todo  buque  que  tiene  que  hacer 
carena,  recorrida  de  cualquiera  especie  ú  otras 
faenas  extraordinarias,  se  sitúa  fuera  de  las 
líneas  i  en  el  paraje  que  le  designe  la  auto- 
ridad de  Marina:  Los  paquetes  á  vapor  están 
esceptuados  de  estas  disposiciones,  pero  están 
obligados  á  formar  con  sus  pontones  la  línea 
perfecta  que  se  les  prefije,  conservando  en 
los  intermedios  las  lanchas  i  chatas  de  su 
servicio.  La  autoridad  superior  del  puerto  es 
la  que  resuelve  las  dudas  que  ocurran,  en  la 
aplicación  de  estas  reglas. 

Les  está  prohibido  á  los  buques  :  fondear 
á  barlovento  de  las  líneas  de  buques,  á  no 
ser  que  sea  con  el  objeto  de  situarse  en  esas 
líneas  á  continuación;  moverse  después  de 
anclados  del  sitio  que  ocupan,  sin  orden  es- 
presa de  la  Capitanía;  tener  á  bordo  mas 
fuego  que  el  del  fogón  destinado  al  servicio 
de  su  dotación;  se  les  prohibe  la  fragua  i 
cualquiera  otra  cosa '  que  pueda  ser  motivo 
de  tener  fuego  fuera  de  la  cocina ;  arrojar  al 
agua  en  toda  la  ostensión  del  fondeadero  ba- 
suras ó  escombros,  debiendo  recoier  estos  re- 
siduos i  arrojarlos  en  el  sitio  determinado 
por  el  Capitán   del  Puerto  ;  tirar  cañonazos 

de  saludo  ó  señales,  sin  permiso  de  ese  eni* 
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pleado  i  cazar  ó  tirar  fusilazos  en  el  interior 
del  puerto,  desde  los  buques.  Al  infractor  de 
cualquiera  de  estas  reglas,  se  impone  una  mul- 
ta de  veinte  i  cinco  soles.    Las  embarcaciones 

• 

menores  no  pueden,  bajo  pena  de  multa,  se- 

1>ararse  á  vela  ó  á  remo  mas  de  un  cable  del 
ugar  del  fondeadero,  fuera  de  la  línea  de  los 
buques,  i  deben  retirarse  á  bordo  á  las  ocho 
de  la  noche. 

Los  buques  están  obligados :  á  auxiliarse 
'  reciprocamente,  no  pudiendo  negar  su  ayuda 
en  casos  de  necesidad ;  á  mantener  á  bordo 
dos  luces,  una  en  la  cámara  i  otra  en  el  ran- 
che ¿e  la  tripulación,  en  farol  bien  cerrado. 
*  Guando  se  haya  obtenido  el  permiso  para  po- 
nerse en  franquía,  los  buques  mayores   de- 
'hen  franquearse  por  la  popa  de  la  última 
•línea  de    buques  fondeados,   i  los    menores 
•del  mismo  modo  ó  por  barlovento,  según  lo 
disponga  el  Capitán  del  Puerto,  tratando  de 
evitar  siempre  toda  ocasión  de  abordaje.  Los 
buques  deben  tomar  ó  arrojar  lastre  en  el 
Bitio  que  la  autoridad  designe,  i  pueden  sa- 
lir del  puerto  cualquier  dia,  sin  esceptuar  los 
•feriados  i  los  clásicos  de  la  República,  antes 
de  las  seis  de  la  tarde. 

322.  Los  buques  de  guerra  estranjeros, 
ademas  de  los  privilejios  que  hemos  indica- 
do en  el  capítulo  anterior,  al  hablar  del  de- 
pósito de  mercaderías  en  Aduana,  tienen  tam- 
bién los  siguientes  :  tanto  en  el  desembarque 
:como  en  el  reembarque  de  los  artículos  na- 
vales i  proyisiones  de  boca  que  les  vienen 
♦destinados,  no  adeudan  derechos  de  pescante 

•i  muelle,  sino  únicamente  de  fielatura,  á.  ra< 
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zon  de  dos' reales  porcada  ocho  arrobas  ¡ele 
peso,  como  mera  compensación  de  los  gastos 
que  la  Aduana  hace  en  la  conducción  dp 
esos  artículos  i  provisiones  á  almacenes,  i  en 
su  estraccíon  de  ellos.  A  fin  de  dar  á  la 
Aduana,  conocimiento  legal  del  oríjen  i  per- 
tenencia de  esos  artículos,  los  contadores  ó 
sus  aj entes,  deben  presentar  una  r^zon  deta- 
llada de  ellos  con  la  firma  del  comandante  6 
{"efe  de  la  estación.  Cuando  se  trata  de  reem- 
>arcar  parte  ó  el  todo  de  esos  artículos,  sfi 
debe  igualmente  presentar  una  petición  á  lia 
Aduana  con  la  firma  del  comandante  6  jefe 
de  la  estación,  decretando  en  seguida  el  Ad- 
ministrador la  entrega,  previo  el  recouoci- 
miento  de  un  vista. 

No  se  puede  extraer  de  un  buque  de  guer- 
ra estranjero  á  ninguna  persona,  que  se  hu- 
biese asilado  á  su  bordo,  porque  se  conside- 
ran estos  buques,  por  una  ficción  del  derecho, 
como  una  continuación  del  territorio  de  la 
nación  á  que  pertenecen.  En  $1  Perú,  se  ha 
observado  este  principio  en  todo  su  rigpjt, 
embarazando  no  pocas  veces  los  comandan- 
tes de  buques  de  guerra  estranjeros,  la  mar- 
cha i  la  administración  de  justicia.  En  esta 
materia  son  aplicables  las  palabras  con  que 
en  otra  parte  hemos  calificado  el  derecho  de 
asilo. 

Para  la  entrega  de  los  desertores  de  los  biz- 
ques de  guerra  estranjeros,  por  las  autoridades 
peruanas,  se  observan  las  regjas  siguientes>: 
cuando  la  deserción  se  realiza  en  los  distritos 
de  los  puertos  de  Moquegua,  Arequipa,  Ca>- 

Ilao,  Libertad  i  Piura,  las  autoridades  entre- 
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gan  k  los  desertores,  siempre  qué  los  reclamen 
los  Cónsules,  Více-cónsules  ó  Ajentes  Consu- 
lares de  la  nación  á  que  pertenece  el  buque, 
manifestando  el  rejistro  del  mismo  ú  otros  do- 
cumentos que  prueben,  que  los  individuos  re- 
clamados formaban  parte  de  la  tripulación. 
Al  hacer  la  entrega  de  los  desertores  al  Cón- 
sul ó  Ájente  Consular,  ofrecerá,  éste  que  no  se- 
rán castigados ;  si  lo  fuesen  i  hubiese  de  ello 
constancia,  las  autoridades  no  volverán  á  en- 
tregar mas  desertores  á  los  Cónsules  que  hu- 
biesen violado  su  promesa.  Como  esta  medi- 
da se  funda  en  un  sentimiento  de  considera- 
ción hacia  las  naciones  amigas  del  Perú  i 
cede  <en  protección  de  su  marina,  está  sujeta 
á  la  reciprocidad  i  se  suspende  su  ejecución, 
para  con  aquellas  que  se  nieguen  á  entregar 
Zk.  d«erí„r«,  d>>  maride  guerra  L- 
cional,  que  fuesen  de  igual  modo  reclamados. 
De  esta  materia  se  ocupan  todas  las  conven- 
ciones consulares. 

.  323*  Los  buques  estranjeros  destinados  al 
carguío  del  guano,  están  sujetos  á  ciertas  for- 
malidades especiales.  En  primer  lugar,  estofe 
buques  deben  ser  contratados  por  el  Gobier- 
no  ó  por  sus  ajentes  autorizados,  i  para  car- 
gar  en  las  islas  de  Chincha  ú  otros  sitios  que 
se  designen,  deben  tener  licencia  de  la  Adua- 
,  na  del  Callao.  A  este  puerto  deben,  precisa- 
mente, volver  una  vez  terminada  la  carga,  á 
fin  de  que  sea  debidamente  reconocido  su  es- 
tado en  guarda  de  los  intereses  del  Fisco,  i 
despachados  en  la  forma  legal. 

El  trámite  de  reconocimiento  ha  sido  ma- 
teria de  inculpaciones  infundadas  en  el  estran- 
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jero.  En  un  libro  de  instrucciones  á  los  mari- 
nos mercantes,  titulado  :  Dues  and  Charges 
on  Shipping  in  Foreign  Ports,  compiled  by 
G.  2),  Urquharty  1869,  se  lee  lo  siguiente,  so- 
bre el  puerto  del  Callao,  en  la  pajina  524  : 

"Respecto  al  reconocimiento  de  vuestro 
buque,  después  de  llegar  al  Callao,  parece 
que  nada  importa  cualquiera  que  sea  el  estado  ■ 
ó  la  clase  de  buque,  aunque  fuese  nuevo  ó 
hubiese  sido  calafateado  del  todo  algunas  se- 
manas antes,  en  el  último  puerto  que  dejó; 
podéis  estar  seguro  que  se  os  ordenará  cala- 
fatear desde  el  cobre  hasta  la  solera  (ó  rega- 
la) ;  no  obstante,  puede  uno  librarse  de  esto 
con  una  gratificación  de  unos  cincuenta  pesos 
ó  mas,  según  el  toüelaje  del  buque ;  si  no  se 
hace  esto,  no  hai  otra  alternativa  que  calafa- 
tear mal  vuestro  buque  i  destrozar  las  costu- 
ras de  las  planchas,  con  la  mala  cuadrilla  de 
operarios  de  tierra  i  i  un  costo  de  unos  dos* 
cientos  pesos,  ó  perder  una  semana  de  tiempo 

Íara  hacerlo  con  vuestro  propio  carpintero. 
In  realidad,  lo  único  que  necesitan  todas  las 
autoridades  aquí,  no  e«  mas  que  los  pesqs  :  do- 
llars.  Gratifíqueseles  bien,  i  se  puede  vencer 
cualquier  obstáculo.  "  (1) 


(1)  A  los  pocos  días  de  publicada  esta  cita  en  El  Comercie 
de  Lima,  reproducía  ese  periódico  las  siguientes  líneas  : 

"No  hace  muchos  dias  que  en  la  crónica  de  la  capital,  de 
El  Oomercio,  se  han  insertado  algunas  líneas  tomadas  de  una 

Sublicacion  hecha  en  ingles,  no  sabemos  donde,  pero  que  po- 
emos  llamar  "Guia  de  los  marinos  en  los  puertos  estranje- 
ros."  El  acápite  traducido  por  los  cronistas  era  el  correspon- 
diente al  puerto  del  Callao  i  concluía  con  las  siguientes  pa'a- 
bras  :  "en  realidad,  lo  único  que  necesitan  aquí  las  autorida- 
des son  los  pesos.  Qratifícadlas  bien  i  podéis  estar  seguro  de 
sobreponeros  á  cualquier  obstáculo," 
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Es  prohibido  á  Ida  buques  estranjero?,  tras- 
bordar  el  guano  que  conduzcan.  Solo  pueden 
hacerlo  en  el  puerto  de  su  destino,  acreditan- 
do, con  un  certificado  de  la  aduana  respectiva, 
la  cantidad  trasbordada  i  la  esportada.  Nin- 
guna autoridad  de  la  República  puede  en 
ningún  caso  conceder  permiso  para  la  estrac- 
cion  del  guano  al  estranjero.  Solo  la  Aduana 
del  Callao  otorga  despachos,  á  los  buques  con- 
tratados legalmente.  Los  Cónsules  peruanos 
tienen  facultad  para  tomar  conocimiento,  en 
las  aduanas  i  en  los  diques,  del  número  de 
quintales,  ó  toneladas  que  tenga  cada  buque 
guanero;  para  pedir  á  los  consignatarios  del 

• 

"Esta  manera  de  espresarse,  en  un  publicista  a  quien  se  debe 
suponer  exento  de  pasiones  i  con  criterio  bastante  para  apre- 
ciar los  hechos  en  su  verdadero  valor,  no  puede  menos  que 
traer  preparados  en  contra  nuestra  á  los  extranjeros,  que  con 
tan  desfavorables  noticias  de  este  puerto,  se  venprecisadoaá 
dirijirse  á  el.  Ellos,  jente  de  mar  en  su  mayor  parte,  se  ocu- 
pan mas  de  sus  negocios,  que  de  estudiar  el  país  donde  no 
piensan  permanecer  sino  por  breves  dias,  i  con  la  idea  que  de 
él  han  hecho  formar  publicaciones  como  la  referida,  se  mane- 
jan de  una  manera  que  da  lástima,  incurriendo  en  faltas  gro- 
seras." 

"Una  prueba  de  lo  que  decimos  esla  prisión  del  capitán 
Griffin,  ocurrida  ante  ayer.  Su  buque,  la  fragata  norteameri- 
cana Leonora,  fué  en  dias  pasados  reconocido  por  la  junta 
encargada  de  examinar  el  estado  en  que  se  encuentran  los. 
buques  que  se  fletan  para  cargar  guano,  la  cual  creyó  necesa- 
rio obligarlo  a  calafatear  los  costados  i  la  cubierta." 

"Kl  capitán  hizo  calafatear  los  costados,  pero  creyendo  ó 
aparentando  creer  que  la  cubierta  no  exijia  igual  reparación,, 
se  valió  de  varias  personas  para  que  consiguieran  que  la  junta 
de  reconocimientos  lo  dispensara  de  practicarla.  Los  empeños 
liada  valieron,  i  viendo  esto,  se  dirijió  en  dias  pasados  perso- 
nalmente al  presidente  de  la  junta  con  las  mismas  pretensio- 
nes, i  con  tan  mal  éxito  como  cuando  las  habia  formulado  por 
medio  de  terceros." 

"La  negativa  del  presidente  de  la  junta  de  .reconocimientos, 
hizo  que  el  capitán  Grifhn  se  olvidase  de  todo,  menos  de  las 
palabras  que  cou  referencia  á  este  puerto,  dice  el  publicista. 
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guano  ^conocimiento  de  las  ventas  que  se  ha- 
yan hecho,  ver  i  rejistrar  los  documentos  i  li- 
bros que  les  pida,  poner  su  visto  bueno  á  las 
cuentas  de  venta  i  sus  comprobantes,  i  pedir 
el  embargo  de  todo  buque  cargado  de  guano, 
que  no  haya  sido,  despachado  por  la  Aduana 
del  Callao  i  que  carezca,  por  consiguiente,  de 
los  documentos  necesarios. 

324  En  1863,  aprobó  el  Gobierno  del  Pe- 
rú, el  Reglamento  Marítimo  Internacional  ob- 
servado por  Francia  ó  Inglaterra,  para  evitar 
las  colisiones  en  el  mar,  i  en  consecuencia  se 
declararon  vij  entes  sus  artículos  en  la  Repú- 
blica. En  ese  reglamento,  todo  buque  de  vapor 


estranjero,  las  cuales  le  repitió  casi  literalmente,  con  el  agre- 
gado de  que  en  la  junta  querían  robarle."  . 

"El  presidente  de  la  junta  pasó  en  el  acto  una  nota  al  di- 
rector <fe  rentas,  informándole  de  lo  ocurrido.  El  Gobierno  dis- 
puso que  se  hiciese  una  indagación  judicial  acerca  del  asunto 
referido,  i  el  capitán  Griffin,  mejor  aconsejado  ya,  declaró 
que  no  había  tenido  motivo  para  espresarse  de  la  manera  que 
lo  hizo,  i  pidió  escusas  por  sus  palabras." 

ÍCEsta  declaración  pasó  para  informe  al  presidente  de  la 
junta,  quien  fundándose  en  que  no  se  trataba  de  ofensas  per* 
sonales  sino  de  un  desacato  á  la  autoridad,  insistió  en  que  se 
sometiera  á  juicio  á  su  autor,  i  en  consecuencia  desde  el  jue- 
ves se  halla  éste  preso,  esperando  el  fallo  de  los  tribunales." 

"Hemos  narrado  esté  suceso  con  sus  mas  insignificantes 
detalles,  porque  deseamos  que  sea  bien  conocido,  á  fin  de  que 
los  resultados  de  la  lijereza  del  capitán  Griftin  sirvan  de  pro- 
vechosa lección  á  los  que  pudieran  atreverse  á  cometer  la  mis- 
ma falta  que  él.  Ademas,  no  negaremos  que  hemos  aprove- 
chado esta'  ocasión  para  contribuir  á  vindicar  á  la  junta  de 
reconocimientos  de  las  injustas  acusaciones  que  en  todo  tiem- 
po se  le  han  hecho,  i  que  por  lo  jeneral,  no  han  tenido  otro 
orijen  que  las  picardías  de  unos  cuantos,  que  aprovechando 
de  la  ignorancia  de  nuestro  idioma  de  la  mayor  parte  de  los 
capitanes  ó  de  otras  razones  que  no  vienen  al  caso,  se  ofrecen 
como  medianeros  entre  ellos  i  la  junta,  para  en  seguida  espío- 
tar  vergonzosamente  á  los  primeros,  con  detrimento  de  la 
honra  de  la  segunda,  con  cuyo  nombre  especulan  de  la  mane- 
ra mas  indigna." 
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que  navegue  soIq  á  vela  sin  emplear  sus  má- 
quina^ es  considerado  como  buque  de  vela,  i 
todo  buque  de  vapor  que  trabaja  con  sus  má- 
quinas, acompañadas  ó  nó  con  el  uso  de  las 
velas,  se  considera  siempre  como  buque  de 
vapor  Las  reglas  para  navegar  se  refieren 
19  al  uso  de  las  luces ;  29  k  las  señales  en  tiem- 
po de  nieblas  i  3?  al  modo  de  maniobrar  pa- 
ra evitar  las  colisiones. 

Respecto  al  uso  de  las  luces,  solo  las  que 
á  continuación  se  mencionan,  i  ninguna  otra, 
pueden  exhibirse  en  toda  clase  de  tiempo,  des- 
de la  puesta  hasta  la  salida  del  soL 

Los  buques  de  vapor,  cuando  están  en  mar- 
cha llevan  las  luces  siguientes :  al  tope  del 
palo  trinquete,  una  luz  blanca  brillante,  colo- 
cada en  tal  disposición,  que  se  haga  visible  de 
un  modo  uniforme  i  no  interrumpido,  en  la 
estension  de  un  arco  del  horizonte  de  veinte 
cuarta*  de  compaa,  repartiendo  su  luz  diez 
cuartas  de  compás  por  cada  lado  del  buque, 
i  de  tal  naturaleza,  que  sea  visible  en  una  no- 
che oscura,  con  la  atmósfera  clara,  á  una  dis- 
tancia ¿  lo  menos  de  cinco  millas. 

Al  lado  de  estribor,  una  luz  verde  dispues- 
ta de  modo  que  arroje  una  luz  uniforme  i  nó 
interrumpida  sobre  un  arco  del  horizonte  de 
diez  cuartas  de  compás,  fijada  de  modo  que  se 
haga  ver  desde  la  dirección  de  la  proa  en  un 
cuadrante,  mas  dos  cuartas  hacia  popa  en  el 
lado  de  estribor,  i  de  tal  naturaleza,  que  se 
haga  visible  en  una  noche  oscura,  con  lá  at- 
mósfera clara,  á  una  distancia  de  dos  millas 
alo  menos. 

Ai  lado  de  babor,  una  luz  roja  dispuesta  de 
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modo  que  arroje  una  luz  uniforme  i  np  inter- 
rumpida sobre  un  arco  del  horizonte  de  diez 
cuartas  de  compás,  estendiéndose  desde  la 
proa  del  buque  en  un  cuadrante,  mas  dos  cuar- 
tas hacia  popa,  al  lado  de  babor,  i  de  tal  natu- 
raleza, que  sea  visible  en  una  noche  oscura, 
con  atmósfera  clara,  á  una  distancia  de  dos 
millas  á  los  menos. 

Estas  luces  verde  i  roja  serán  colocadas  de 
modo  que  por  la  parte  del  costado  del  buque, 
sea  interrumpida  la  luz  por  medio  de  una  ta- 
bla ó  pantalla  que  se  estienda  á  lo  menos  tres 
pies  ingleses  desde  la  luz  hacia  proa,  con  el 
fin  de  que'  dicha  luz  no  pueda  ser  vista  por 
ese  lado  al  través  del  buque. 

Los  buques  de  vapor,  cuando  se  hallen  re- 
molcando otros  buques,  llevarán  dos  luces 
blancas  brillantes  colocadas  verticalmente  en 
el  tope,  ademas  de  sus  luces  en  los  costados, 
á  fin  de  que  puedan  ser  distinguidos  de  otro 
buque  de  vapor.  Cada  una  de  estas  luces  será 
de  la  misma  construcción  i  de  la  misma  espe- 
oie  que  las  que  se  señalan,  para  la  cabeza  del 
palo  trinquete,  á  los  otros  buques  de  vapor. 

Los  buques  de  vela,  cuando  navegan  ó  cuan- 
do sean  remolcados,  llevarán  las  mismas  lu- 
ces que  los  vapores  en  marcha,  con  escepcion 
de  la  luz  á  la  cabeza  del  palo  trinquete,  la  que 
nunca  llevarán. 

Cuando  por  razón  de  mal  tiempo  no  pue- 
dan fijarse  las  luces  verde  i  roja,  como  puede 
suceder  en  buques  pequeños,  estas  luces  se 
tendrán  listas  en  la  cubierta,  en  los  respecti- 
vos lados  del  buque,  para  exhibirlas  en  cual- 
quier momento,  como  se  hará  al  aproximarse 
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á  otro  buque,  presentándose  en  sus  respecti- 
vos lados  i  en  el  tiempo  que  conviene  para 
evitar  una  colisión,  i  de  tal  modo  que  hacién- 
dose visible,  la  luz  verde  no  se  descubra  por 
el  lado  de  babor,  ni  la  roja  por  el  lado  de  es- 
tribor. 

Para  hacer  mas  fácil  i  seguro  el  uso  de  estas 
luces  portátiles,  los  faroles  serán  pintados  en 
su  parte  esterior  del  mismo  color  de  la  luz  que 
contienen,  i  serán  provistos  de  las  pantallas 
convenientes. 

Los  buques,  sean  de  vapor  ó  de  vela,  cuan- 
do se  hallan  anclados  en  una  rada  ó  en  luga- 
res frecuentados  ó  de  tránsito  de  otros  bu- 
ques, exhibirán  desde  lá  puesta  hasta  la  salida 
del  sol,  una  luz  en  un  faro]  de  ocho  pulgadas 
4o  diámetro,  colocado  en  el  lugar  en  que  pue- 
da ser  mas  fácilmente  visto,  i  á  una  altura 
que  no  esceda  de  veinte  pies  sobre  el  casco  del 
buque ;  cuyo  farol  será  construido  de  modo 
que  haga  Vfer  una  luz  clara,  uniforme  i  no  in- 
terrumpida, visible  en  todo  el  horizonte,  á  una 
distancia  de  una  milla  á  lo  menos. 

Los  "buques  de  vela  de  los  prácticos  no  lle- 
varán las  luces  que  se  exijen  á  los  otros  bu- 
ques de  vela,  pero  sí  llevarán  una  luz  blanca 
al  tope,  visible  en  todo  el  horizonte,  i  exhibi- 
rán también  una  luz  instantánea  cada  quince 
minutos. 

Los  buques  pescadores  i  otros  buques  sin 
cubierta,  no  están  obligados  á  llevar  las  lu- 
ces de  los  costados  que  se  exije  á  los  otros 
buques ;  pero  si  no  llevan  las  referidas  luces, 
deberán  tener  un  farol  con  un  vidrio  verde  en 
un  lado  i  uno  rojo  en  el  otro,  i  á  la  aproxi- 
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inacion  con  otros  buques,  dicho  farol  séri  ex- 
hibido en  tiempo  suficiente  para  evitar  unav 
colisión,  teniendo  cuidado  que  la  luz  verde  no* 
sea  manifestada  por  el  lado  de  babor,  ni. la  las 
roja  por  el  lado  de  estribor. 

Los  buques  pescadores  ú  otros  sm  cubierta, 
coando  se  hallen  fondeados  ó  con  su  red  tfefa- 
dida,  exhibirán  una  luz  blanca  brillante.  Los: 
buques  pescadores  ú  otros  sin  cubierta  pueden, 
sin  embargo,  hacer  uso  de  la  luz  instantánea* 
por  cortos  intervalos*  si  lo  consideran  conñre* 
mente. 

Respecto  á  las  senales-en  tiempo  de  nieblas^ 
se  observan  las  reglas  siguientes  : 

Cuando  hai  niebla,  sea  de  dia  6  de  noohe> 
las  siguientes  señales  serán  usadas,  i  los  soni- 
dos producidos,  á  lo  menos,  cada  cinco  minu- 
tos. 

Los  buques  de  vapor,  cuando  se  hallan  «o. 
movimiento,  harán  uso  del  silbido  del  vapor 
producido  por  el  aparato  colocado  á  la  parte 
de  proa  de  la  chimenea  i  á  una  altura  no 
menos  de  ocho  pies  de  la  cubierta. 

Lor  buques  de  vela,  cuando  navegan,  ha- 
rán uso  de  una  corneta. 

Los  buques  de  vapor  i  buques  de  vela, 
cuando  están  fondeados,  harán  uso  de  uíia. 
campana. 

Las  reglas  para  navegar  son  : 

1?  Si  dos  buques  de  vela  se  encuentran, 

Eroa  con  proa,  en  una  dirección  contraria  en 
t  misma  línea  ó  próximamente  en  ella,  de 
manera  que  haya  el  riesgo  de  una  colisión, 
las  cañas  de  sus  respectivos  timones  serán 
ambas  puestas  á  babor,  de  manera  que  cada 
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map,  de  los  buques  pasa  por  ?1  lado  de  babor 
del  ptro. 

2*  Cuando  dos  baques  de  vela  sigue^  sus 
rumbos  en  dos  líneas  que  se  cortan,  de  modo 
<vtyne  twya  el  riesgo  de  una  colisión,  en  tal  ca*  x 
S9j  si  ellos  tienen  el  viento  en  diferentes  la* 
dos,  el  buque  que  Ip  tiene  á  babor  se  apar- 
ca del  camino  de  aquel  que  tiene  viento 
por  estribor ;  esceptuando  el  caso  eii  que  el 
buque  que  tiene  el  viento  por  babor  se  halla 
á  bolina  cerrada  i  el  otro  tenga  el  viento 
libre,  en  cuyo  caso,  este  último  se  apartará 
del  rumbo  del  otro.  Pero  si  ambos  tienen  el 
váen,to  del  mismo  lado,  ó  si  uno  de  ellos  lo 
tieae  á  popa,  aquel  que  está  á  barlovento  se 
separará  de  la  línea  que  sigue  el  que  está  á 
sotavento. 

3*  Si  dos.  buques  de  vapor  se  encuentran, 
proa  con,  proa,  en  una  dirección  contraería 
en  'kitipft  línea  ó  próximamente  en  <% 
4e  manera  que  haya  el  riesgo  de  una  coli- 
ga, las  ca$as  de  sus  respectivos  timones  se~ 
¿rátypmjbas  puestas  á  babor,  de  manera  que  ca- 
da, u#o  pase  por  el  lado  de  estribor  del  otro* 

4*  Si  dos  buques  de  vapor  navegan  en  dos 
)(q$qs  que  $9  crucen,  de  manera  que  haya,  el 
riesgo  de  una  colisión/  aquel  que  tepga  ají 
o£p#  gr  el  lado  de  estribor,  se  apartará  de  lft 
Ifneg  en  que  se  navega. 

5?  §i  dos  buques,  el  uno  de  vela  i  el  cjtíp 
de  vappr,  navegan  en  direcciones  que  los  es- 
ponga^i;á  una  colisión,  el  buque  de  vappr  ae 
;£gp$F$rá  de  la  lÍQea  (¡bel  rumbo  del  otro. 

$  Ttfdo  tyique  de-viapor,  cuando,  se  apro$i- 
íftaá  oíffQ)buqu^  bebiendo  el  riesgo,  de  u*¿ 


462  MARINA 


colisión,  disminuirá  la  velocidad  de  su  mar- 
cha i  si  es  necesario,  parará  i  retrocederá ;  i 
todo  buque  de  vapor,  en  tiempo  de  niebla, 
navegará  con  una  marcha  moderada. 

7*  Todo  buque,  que  navegando  cerca   de 
otro  lo  pase  en  su  marcha,  seguirá  separado 
1  de  la  línea  del  rumbo  que  lleva  el  otro. 

8*  Cuando  conforme  a  las  reglas  anterio- 
res, uno  de  los  dos  buques  debe  desviarse,  el 
otro  seguirá  su  rumbo  con  sujeción  á  lo  pre- 
venido en  la  regla  siguiente. 

9*  Conformándose  á  las  reglas  que  prece- 
den, deben  tenerse  presente  todos  los  peli- 
gros de  la  navegación,  así  como  deben  ser 
consideradas  las  circunstancias  que  pueden 
hacer  necesaria  la  derogación  de  dichas  reglas, 
con  el  fin  de  evitar  un  peligro  inmediato. 

10*  Nada  de  lo  contenido  en  estas  reglas 
podrá  exonerar  á  un  buque,  á  su  dueño,  su 
capitán  ó  tripulación,  de  las  consecuencias 
de  cualquiera  omisión  en  llevar  las  luces  6 
señales,  ó  de  cualquier  descuido  en  la  viji- 
lancia  ó  falta  de  la  precaución  exijida  por  la 

Í>ráctica  de  la  navegación  ó  por  las  especia- 
es  circunstancias  del  caso. 
♦  325.  La  navegación  fluvial  en  el  Perú, 
cualquiera  que  sea  la  importancia  que  mas 
tarde  adquiera,  no  es  hoi  materia  que  preo- 
cupa k  nuestros  estadistas  ni  tiene  una  utili- 
dad práctica  de  grandes  é  inmediatos  efec- 
tos; ha  sido,  sin  embargo,  como  vamos  á 
verlo,  objeto  de  jestiones  diplomáticas. 
Como  parte  del  territorio  nacional,  los  rios 

Sertenecen  indudablemente  á  la  nación  don- 
e  esU  encerrada  su  corriente.  Celosas  las 
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.naciones  de  todo  aquello  que  pueda  afectar 
su  inviolabilidad  territorial,   lo  han  sido   do- 
blemente, tratándose  de  los  ríos,  ya  por  la 
.importancia   que  tienen  como  vías  de  comu- 
nicación, ya  por  el  fácil  acceso  que  ofrecen 
á  las  naves  estranjeras.  Si  los  rio»  estuviesen 
siempre  encerrados  en  toda  su  ostensión,  den- 
tro de  los  límites  de  cada  Estado,  serian  poco 
numerosos  i  de  sencillísima  aplicación  los  prin- 
cipios que  á  ellos  se  refieren.   Pero  sucede  al 
contrario  que  los  rios  mas  importantes  atravie- 
san los  territorios  de  varios  Estados,  i  de  aquí 
nace  multitud  de  cuestiones  que  no  siempre 
han  tenido  resolución  satisfactoria  ó  pacífica. 
Como  la  importancia  de  los  rios  se  deriva 
de  la  influencia  que  ejercen  sobre  el  comer- 
cio,- es  su  navegación  lo  que  principalmente 
preocupa  á  los  tratadistas.   Considerados  los 
rios  navegables,  como  cosas  públicas  i  no  co- 
munes, por  la  lei  romana,  Grocio  sostiene  que 
los  rios  pertenecen  á  todos  los  propietarios 
ribereños/  así  que  una  nación  que  posee  am- 
bas orillas  en  la  desembocadura,  no  puede  re- 
husar á,  los  co-propietarios  el  uso  del  agua 
para  la  navegación.  Pero  según  otros  publi- 
cistas, este  derecho  de  tránsito  por  territorio 
ajeno  solo  es  imperfecto,  i  la  nación  que  ha 
de  otorgarlo,  es  la  única  que  puede  juzgar  si 
le  es  hostil  ó  inofensivo ;  desde  luego,  no  pue- 
de negársele  el  derecho  de  rehusarlo  cuando 
crea  que  daña  sus  intereses.  Lo   que  parece 
ya  establecido  *es  que  una  vez  concedido  el 
derecho  de   navegación  fluvial,   se  entiende 
también  otorgado,  el  uso  de  las  riberas  indis- 
pensable para  la  navegación, 
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El  aooeso  á  los  ríos  no  es,  según  mas  jeoe- 
ralmente  se  sostiene,  de  derecho  estricto,  i 
solo  se  goza  cuando  la  nación,  á  la  cpe  el 
rio  pertenece,  lo  ha  concedido  expresamente. 
Cuando  son  varios  los  Estados  ribereños,  el 
ejercicio  de  sus  respectivos  derechos  depende 
de  las  convenciones  que  estipulen. 

En  1853,  declaró  el  Gobierno  del  Perú, 
cómo  dueño  ribereño  del  rio  Amazonas  con 
derecho  á  navegado,  que  la  navegación,  el 
tráfico  i  comercio  de  las  aguas  de  ege  rio 
eran  libres  para  los  subditos  i  buqueB  del 
Brasil,  otro  Estado  ribereño,  hasta  Nauta, 
en  la  bopa  del  Ucayali ;  que  los  ciudadanos 
i  subditos  de  otras  naciones  que  han  cele- 
brado tratados  con  el  Perú,  en  virtud  de  los 
cuales  gozan  de  los  derechos  de  la  nación 
mas  favorecida,  ó  á  quienes  sean  comunica- 
bles los  mismos  derechos  en  cuanto  a  comer- 
cio i  navegación,  conforme  á  dichos  tratados, 
podran  en  el  caso  de  óbtenwr  la  entrada  en  las 
agua»  del  Amazonas,  gozar,  en  el  litoral  del 
Ferú,  de  los  mismos  derechos  concedidos  á 
los  buques  i  subditos  brasileros.  Esta  decla- 
ración, por  mui  fundada  que  fuese,  provocó 
la  oposición  del  Brasil,  de  los  Estados  Uni- 
dos i  de  Inglaterra.  El  primero  reclamaba  sos- 
teniendo que  la  declaración  se  oponía  al  art.  2* 
del  tratado  de  23  de  octubre  de  1853;  (1)  A 

(1)  Artículo  2.°.  Conociendo  las  Altas  Partes  Contratantes 
cuatr  dipendiosas  son  las  empresas  de  navegación  por  vapor,  i 
que  ninguna  utilidad  podrá  dar  en  los  primeros  años  á  loa 
empresarios  la  destinada  á  navegar  en  el  Amasonas  desde  bu 
desÉfmt>bcadura  hasta  «1  litoral  del  Perú,  que  debe  pertenecer 
•sowtfvamenteá  los  respectivos  Estados  ribereños,  convienen 
tn  auailiar  durante  «noq  «uq*  cqaww  oa&tidftd  pecuniaria.  ^ 
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ésto  contestó  nuestro  Gobierno :  "lo  <fa¿  el 
Perú  reconoce  es,  que  teniendo  el  derecho 
de  navegación  en  el  Amazonas,  como  Efetado 
ribereño,  i  aunque  esta  navegación  sea  esclu- 
¿iva  de  los  pueblos  que  con  él  se  hallan  en 
este  caso,  no  puede  negar  el  acceso  á  los  pun- 
tos de  su  territorio  que  baña  ese  rio,  á  los 
ciudadanos  de  pueblos  que  han  estipulado  en 
su  favor  ese  goce,  para  el  caso  de  que  se  con- 
cediese  igual  acceso  á  los  ciudadanos  de  otro 
Estado.  Para  cumplir  con  es  le  deber,  ha  sal- 
vado los  derechos  de  los  demás  pueblos  tU 
bereños  i  mui  especialmente  los  del  Brasil, 
por  la  especial  situación  que  ocupa  respecto 
del  Amazonas,  cuando  ha  exijido  la  eon* 
dicion  de  que  esos  estranjeros  favorecidos 
por  tratados,  obtengan  la  entrada  en  dichas 
aguas."  El  Brasil  también  reclamaba  porque 
se  ponía  como  límite  á  su  navegación,  á 
Nauta,  en  la  boca  del  Ucayali,  i  obtuvo  que 
se  le  permitiese  navegar,  en  jeneral,  en  los 
confluentes  ó  tributarios  del  Amazonas,  que 
corren  en  el  territorio  peruano  i  principl- 
mente  en  él  HuaÜága  hasta  YurLpiaguas,  i 
efcto  en  cumplimiento  de  un  tratado.  (1) 

primera  «mpresa  que.  se  establezca,  la  cual  cantidad  uo  bajará 
de  veinte  mil  pesos  anuales  por.  cada  una  de  las  Altas  Partea 
Contratantes,  j>udi$ndo  una  aumentar  cüoha  puma,  si  (asi  epn- 
rinieíe  a  sus  intereses  particulares,  sin.  que  la  otra  ipartei  Qtf4 
obligada  a  contribuir  con  igual  aumento........  Los  demás  ISe- 

tadoa  ribereños,  qde  adoptando  )ps  mismos  pnncipáos,j,qóin 
¿íeren  tomar  parte  en  la  empresa.bajo  las  mjgmaa  .opndj/ciones, 
contribuirán  también  á  ella  con  alguna  cuota  peauniaria.T-. 
Tratado  con  el  BrasiL 

(1)  Art.  1.°  .La  República  dieí  Perú  i  S.  M,  el  Emperador 
del  Eirasil.  deseando  promover  respectivamente  ]&  nayagaoion 
fcl  rwiwwwKW  i  mu  cwtffowtH  por  barooft.  da  v»pqr,„u„| 
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Esta  justa  concesión  excitó  el  celo  del  Mi- 
nistro de  Estados  Unidos  en  Lima,  el  cual 
reclamó  iguales  privilejios  para  sus  conciu- 
dadanos, en  virtud  de  los  arts.  29,  3o  i  10.q 
del  tratado  celebrado  por  el  Perú  con  la 
Union.  (1)  El  Gobierno  del  Perú  rechazó  la 
pretensión,  dando  lugar  este  incidente  á  una 
larga  correspondencia,  terminada  por  el  des- 
pacho de  20  de  febrero  de  1854,  que  hace 
honor  A  la  cancillería  peruana. 

El  reclamo  de  la  Gran  Bretaña  se  apoya- 
ba en  el  art.  2o  del  tratado  celebrado,  en  1850, 
con  esa  nación.  (2) 

convienen  en  eme  las  mercaderías,  productos  i  embarcaciones 
que  pasasen  del  Perú  al  Brasil  ó  del  Brasil  al  Perú  por  la 
frontera  i  rio*  de  uno  i  otro  Estado,  estén  exentos  de  todo  i 
cualquier  derecho Tratado  con  el  Brasil. 

(1)  Art.  2.°  La  República  del  Perú  i  los  Estados  Unidos 
de  América  convienen  mutuamente  en  que  habrá  libertad  re- 
cíproca de  comercio  i  navegación,  entre  sus  respectivos  terri- 
torios i  ciudadanos.  Los  ciudadanos  de  cualquiera  de  las  dos 
Repúblicas  podrán  frecuentar  con  sus  buques  todas  las  costas, 
puertos  i  lugares  de  la  otra  en  que  se  permite  el  comercio  es- 
tranjero 

Art.  3.°  Las  dos  Altas  Partes  Contratantes  se  obligan  i 
comprometen  á  no  conceder  favor,  privilejio  ó  exención  algu- 
na, sobre  comercio  i  navegación  á  otras  nación  en,  sin  hacerlos 
estensivos  también  inmediatamente  á  los  ciudadanos  de  la 
otra  parte  contratante,  que  los  gozarán  gratuitamente,  si  la 
concesión  hubiese  sido  gratuita,  ó  mediante  igual  compensa- 
ción, ú  otra  equivalente  aue  se  arreglará  de  mutuo  acuerdo, 
si  la  concesión  hubiese  sido  condicional. 

Art.  10.°  Deseando  la  República  del  Perú  aumentar  la  co- 
municación entre  los  puntos  de  su  costa,  por  medio  de  la  na- 
vegación por  vapor,  se  compromete  desde  ahora  á  conceder  á 
cualquier  ciudadano  ó  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  que 
establezcan  una  línea  de  vapores  para  navegar  con  regularidad 
entre  los  diferentes  puertos  de  entrada  en  el  territorio  perua- 
no, los  mismos  privilejios que  goce  cualquiera  otra  so- 
ciedad ó  compañía.  Tratado  de  1851,  con  los  Estados  Unidos. 

(2)  Art.  2.°  Habrá  recíproca  libertad  de  comercio  entre  los 
territorios  de  la  República  del  Perú  i  loa  dominios  de  a  M,  B, 
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Posteriormente  ha  estipulado  el  Perú  en 
1858,  una  convención  fluvial  con  el  Brasil  (1) 
Consta  de  veinte  artículos,  siendo  los   ma» 
notables :  el  segundo,  por  el  cual  permite  el 
Brasil,  tomo  concesión  especial,  que   las   em- 
barcaciones peruanas  rejist?*adas  en  forma, 
puedan  pasar  libremente   del  Perú  al    Brasil 
i  Vice- versa,  por  el  rio  Amazonas  ó   Mará- 
ñon,  i  salir  por  el  mismo  rio  al  océano  i  vice- 
"versa,  siempre  que  se  sujeten  á  los  reglamen- 
tos fiscales  i  de  policía,   establecidos  por  la 
autoridad  superior  brasilera ;  i  el  tercero,  en 
el  que   el    Perú  hace  reciprocamente    ana* 
logas  concesiones  al  Brasil.    El  hecho  de  ca- 
lificar como  concesión  especial  la  navegación 
del  Amazonas,  motivó  una  protesta  de  Nue- 
va Granada  (hoi   Confederación  ó  Estados 
^Unidos  de  Colombia)  en  la  cual  ocurren  es- 
tas palabras  :  "El  Gobierno  Granadino   en- 
tiende que  el  carácter  de  concesión  especial 
que  en  los  artículos  2?  i  3?  de  la  convención 
fluvial,   entre  la  República  del  Perú  i  S.  M. 
fcel  Emperador  del  Brasil,  se  da  á  la  facultad 
"de  navegar  libremente  el  Amazonas,  en  nada; 
afecta  ni  puede  afectar  los  principios  del  De- 


Los  ciudadanos  i  subditos  de  ambos  países,  respectivamente 

*  gozarán  de  plena  libertad  i  seguridad  para  entrar  con  sos  bu- 
ques i  cargamentos  en  todos  los  lugares,  puertos  i  ríos  de  los 
territorios  del  otro  en  que  se  permite  ó  se  permitiere  el  oo- 

'  mercio  con  otrps  naciones.  'Podrán  establecerse  ó  residir  en 

;  cualquier  punto  de  los  dichos  territorios  respectivamente,. 

',  gozando  de  las  mismas  exenciones  i  privilejios  que  los  ciuda- 

•  danos  ó  subditos '  naturales,  sometiéndose,  sin  embargo,  á  las 
-mismas  leyefe^decretosiusos  establecidos,  á  que  los  dudada* 
_nos  ó  subditos  naturales  estén  sujetos,— Tratado  «on  la  Ora* 
.  Bretaña. 
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.  recho  <Je  J  entes,  relativos  k  la  navegación  de 
rios  coqiunes  á  Naciones  Soberanas,  ni  los  de- 
rechos especiales  que  sobre  el  Majrafion  t  i 
otros,  pertenecen  á  la  Confederación  Grana- 
dina ;  derechos  .sobre  cuyo  uso  se  ha  estatui- 
do i  estatuirá  lo  que  esté,  de  acuerdo  con  las 
reglas  prescritas  por  la  lei  internacional  i 
consagradas  por  la  práctica  de  los  pueblos 
.civilizados."  Es  de  advertir,  como  oportuna- 
mente lo  recuerda;  Garcia  Calderón,  que  mu- 
cho antes  que  se  ajustase  la  última  con- 
vención fluvial  con  el  .  Brasil,  no  solamente 
Colombia,  sino  también  el  Ecuador  i  Bolivi*, 
.habian  declarado  por  sí  solos  i  sin  ningún 
acuerdo  con  los  demás  Estados  limítrofes,  la 
libre  navegación  de  los  rios  confluentes  del 
Amazonas,  i  aún  de  §se  mismo.  Al  protestar, 
no  pudo  evitar  Colombia  la  inconsecuencia 
palpando  tristemente  los  efectos  que  siem- 
pre trae  consigo  el  olvido  de  aquella  máxima 
tan  conocida,   de  utere  tuo,  ut  non  (dipnum 

tedas.  •       1  i  T7  1 

326.  Hai  casos  en  que  la  acción  del  Justa- 
do recae  directamente  sobro  la  propiedad  ma- 
rítima de  los  estranjeros,  ya  haciendo  acerca 
de  ella  ciertas  restricciones,  ya  prohibiendo 
que  se  aplique  á  objetos  determinados,  baio 
la  pena  de  confiscación.  Estos  casos  sé  reali- 
zan, jeneralmente,  en  tiempo  de  guerra.  La 
propiedad,  ya  consista  en  buques  ó  en  merca- 
derías, puede  pertenecer  al  enemigo  ó  á  un 
Estado  neutral.  El  derecho  de  apoderarse  en 
el  mar  de  la  propiedad  privada  enemiga  siem- 
pre, i  de  la  neutral,  cuando  con  ella  se  nos  hos- 

tüiik  directa  ó  «directamente,  por  báíbaro  ¿ 


• 
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inmoral  que  sea,  está  consagrado  por  las1 
prácticas  del  mundo.  Ejercicio  en  vasta  es- 
cala por  las  naciones  marítimas;  el  Perú  ra- 
ra vez  lo  ha  ejercitado  desde  la  independen- 
cia. Si  no  es  en  nuestra  última  guerra1 
coin  España,  nunca  ha  tenido  ocasión  para 
ello,  a  de  aquí  es  que  no1  está  entre  no- 
sotros, el  ejercicio  del  derecho  de  hacer  pre- 
sas, taa  minuciosamente  reglamentado  coma' 
en  Inglaterra,  donde  las  Cortes  de  Almiran- 
tazgo han  adcfuirido  una  reputación  colosal, 
pofr  su»  interesantes  decisiones  sobre  la  ma- 
teria. '- 

Al  hablar  del  derecho  de  presas,  es  nece- 
sario determinar :  1*  Qué  propiedades  están : 
gffjetas  á  apresamiento,  i  quiénes  pueden' 
apresar;  2^  Cuándo  se  consideran  apresadas  ; 
39  Dónde  puede  hacerse  la  captura ;  49  Quién 
aprovecha  del  valor  de  las  presas  i  desde 
cuándo ;  5*  Qué  debe  hacer  el  captor  i  á  qué 
puertos' puede  lletfcr  su  presa;  69'  Cuáles  son 
los  tribunales  que  deben  juzgarla. 

Respectó  al  primer  punto,  es  claro  que 
fundado  el  derecho  de  hacer  presas,  en  la 
necesidad  de  hostilizar  al  enemigo  ó  en  la  de 
defendernos  contra  sus  ataques,  será  captu- 
rable,  en  primer  lugar,  cualquiera  propiedad  * 
enemiga,  i  en  seguida,  cualquiera  propiedad 
que  aunque  no  pertenezca  al  contrario,  ad- 
quiera carácter  hostil  por  ser  empleada  de 
cualquier  modo  contra  nosotros. 

Pero  el  Perú  ha  reconocido  los  princi- 
pios5 tercero  i  cuarto  del  tratado  de  Paris,  so- 
bre ,  derecho  marítimo  ;  "el  pabellón  neutral 
cubre 'la  carga^enemiga,  escepto  el  contraban- 
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do,"  "la  bandera  enemiga  no  hace  enemiga" 
la  carga  neutral,  escepto  el  contrabando"; 
mas  como  estos  principios  no  sean  obligatorios 
sino  para  con  las  naciones  que  también  los 
reconozcan,  ¿cual  será  la  regla  que  observe 
el  Perú,  cuando  se  trate  de  un  Estado  que 
no  haya  aceptado  el  tratado  de  París?  Her- 
rera en  sus  notas  á  Pinheiro  (n.  15.  sec.  2?) 
dice  :  "En  el  Perú  i  quizá  en  la  América  Es- 
pañola, no  tenemos  leí  á  que  debamos  arre- 
glarnos con  las  potencias  con  quienes  no  hai 
tratados,  sino  la  ordenanza  dada  por  Car-, 
los  IV  en  1801.  "Las  embarcaciones,  dice,  en 
cuyo  bordo  se  hallen  mercaderías  i  efectos 
pertenecientes  al  enemigo,  se  detendrán  has- 
ta que  se  haga  constar  que  no  niegan  la  in- 
munidad, i  que  antes  bien  la  observan  los 
enemigos  :  pero  si  no  lo  justificasen,  serán 
declarados  de  buena  presa  i  se  dejarán  libres 
todos  los  demás  de  pertenencia  neutra.  To- 
da embarcación  que  navegue  con  bandera  ó 
patente  de  príncipes  ó  estados  enemigos  será 
buena  presa  con  todos  los  efectos  que  á  bor- 
do tuviere,  aunque  pertenezcan  á  vasallos 
mios,  en  caso  de  haberlos  embarcado  después 
de  la  declaración  de  guerra  i  de  pasado  el 
tiempo  suficiente  para  poder  tener  noticia  de  . 
ella."  (Nov.  Recop.  L  4?  tít.  89  1.  6?) 

Como  hemos  abolido  el  corso,  para  con  las 
naciones  que  han  hecho  otro  tanto,  solo  po- 
demos apresar,  en  los  casos  necesarios,  sus 
propiedades,  con  nuestros  buques  de  guerra  ; 
pudiendo  comisionar  nuestro  Gobierno  cor- 
sarios, cuando  soló  se  trate  de  hostilizar  k 
una  nación  que  se  haya  reservado  el  derecho 
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de  espedir  letras  de  marca,  como  sucedió  úl- 
timamente con  la  España.   (1) 

Las  últimas  declaraciones  del  Perú,  en  el 

asunto  que  nos  ocupa,  están  consignadas  en 

las  instrucciones  que  dio  el   Gobierno  á  los 

jefes  de  la  flota  peruana,  en  10  de  Febrero  de 

1866. 

"Constituido  el  Perú  en  estado  de  guerra 
con  España/'  dice  el  preámbulo  de  ese  docu- 
mento, "trasmito  á  Ud.  las  órdenes  de  S.  fí. 
el  Jefe  Supremo,  respecto  de  los  nuevos  de- 
beres que  aquella  situación  ha  creado  para 
nuestra  marina  i  para  los  que  quieran  servir 
á  la  República  como  corsarios  independien- 
temente del  concurso  que  presten  á  las  opera- 
ciones mil  it ares" Son  capturadles  : 

l9  Todo  buque  enemigo,  sea  de  guerra,  cor- 
sario ó  mercante,  lo  mismo  que  sus  carga- 
mentos ;  a  no  ser  que  éstos  sean  de  propiedad 
neutral,  salvo  el  contrabando  de  guerra ;  (2) 


(1)  Eu  las  instrucciones  á  los  comandantes  de  buque*  de 
guerra,  peruanos,  se  declaró  (art.  25)  que  "el  comandante,  ofi- 
ciales, guarnición  i  equipaje  de  buques  corsarios*,  quedan  bajo 
la  protección  del  Gobierno  i  leyes  de  la  República,  i  gozarán, 
aún  cuando  sean  estranjeros,  de  todos  los  derechos  á  la  ciuda- 
danía peruana. 

(2)  Son  contrabando  de  guerra  :  los  cañones,  morteros,  fu- 
siles, pistolas,  i  en  jeneral,.  toda  especie  de  armas  de  fuego  i 
blancas  i  toda  clase  de  proyectiles,  cureñaje,  e*topiueH,  fulmi- 
nantes, cápsulas,  mechas,  pólvora,  salitre,  azufro,  objetos  de 
vestuario  militar,  correaje,  monturas  i  bridas,  tieudas  de  cam- 
pana, i  en  jeneral,  todos  los  instrumentos  i  objetos  fabricados 
para  la  guerra.  Lo  son  igualmente,  el  cirbon  de  piedra  desti- 
nado á  los  buques  de  guerra  del  enemigo  ó  á  sus  corsarios,  el 
oro  i  plata  sellados,  i  los  víveres  ó  municiones  de  boca  desti- 
nados al  enemigo,  i  lo  es  también  la  correspondecia  que  lo  esté 
dirijida,  las  tropas  de  mar  ó  tierra  que  le  pertenezcan,  i  todos 
los  individuos  con  carácter  militar.  (Instruc.  cit  art.  5.  ° ) 
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2?  Todo  cargamento,  contrabando  de  guerra, 
á  bordo  de  buques  neutrales;  39  Todo  buque 
que  no  compruebe  su  carácter  neutral ;  el 
que  carezca- de  patente,  conocimiento  de  la. 
carga  i  rol  de  tripulación,  auténticos  i  espedi- 
dos en  debida  forma ;  49  El  buque  que  enar- 
bole  un  pabellón  distinto  del  de  su  verdadera 
nacionalidad ;  el  que  siendo  detenido,  arroje 
bus  pápelas  aj  mar ;  el  que  presente  resisten- 
cia ó  traía  de  evadirse ;  5*  El  buque  que  lle- 
ve al  enemiga  tropas,  oficiales  ó  material  da 
guerra. 

-  Se  realiza  la  captura  no  solamente  toman- 
do posesión  de  la  presa ;  basta  que  ésta  obe- 
dezca, bajo  amenaza  da  rompfer  los  fuegos,  las 
órdenes  del  captor,  considerándose  jeneral- 
mente  como  legalmente  apresada,  una  embar- 
cación que  hostilizada  por  sus  enemigos,  se 
ta.  precisada  á  tomar  puerto  en  un  Estado 
aliado.  Puede,  pues,  considerarse  hecha  la 
captura,  desde  el  momento  en  que  el  buque 
apresado  pierde  su  acción  propia  i  queda  á 
marcad  del  captor. 

Como  es  un  principio  jurídico  que  ningún 
belij'eraáta  puede  ejercer  actos  de  hostilidad 
en  territorio  neutral,  se  sigue  que  no  es  legal 
hacer  presas  en  los.  puertos  ó  radas  de  un 
Estado  neutral  ni  en  su  mar  territorial,  i  esto 
mismo  se  reconoce  en  las  instrucciones  cita- 
das. "Perseguirá  UcL"  dice  el  art.  I9,  "i  apre- 
sará á  todo  buque  español.... bien  sea  en 

alta  mar  ó  en  aguas  ó  puertos  de  la  Repú- 
blica, ó  en  aguas  ó  puertos  enemigos ;"  i  con- 
tinúa el  art.  29,  '¿qi;ed$<  prohibido  ejercer  acto 
alguno  da  hostilidad,  en  los  puertos  ó  aguas . 
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temtorifdes  de  las  naciones  neutrales,  enten- 
diéndose por  tales,  las  comprendidas  dentro, 
del  alcance  de  un  tiro  de  canon  disparado  da 
la  mas  baja  marea." 

£1  derecho  de  hacer  presas  al  enemigo  es 
un  derecho  de  guerra;  solo  el  Estado  pue- 
de ejercer  hostilidades,  i  desde  luego,  cual- 
quiera consecuencia  de.  ese  ejercicio,  ya  sea 
favorable  ó  adversa,  pertenece  al  Estado  i 
él  debe  sufrirla  ó  aprovecharla.  El  objeto, 
al  capturar  las  propiedades  del  enemigo,  no 
es  despojarle  simplemente  de  lo  que  lejiti- 
mámente  posee,  esto  seria  inmoral  i  no  ha* 
bríá  principio  con  que  justificarlo.  La  cap* 
tora  solo  es  el  medio  de  debilitar  al  enemigo, 
de  compelerlo  á  terminar  la  guerra  haciendo 
la  paz  ;  porque  beüum  pacis  cavsa  suscipüwr. 
Así  es  que  la  cuestión  de  saber  á  quien  per- 
tenece el  valor  de  las  presas,  no  puede  ofre- 
cer grandes  dudas.  Es  indudable  que  ese  va- 
lor es  de  la  nación,  la  cual  para  estimular 
la  actividad  de  los  captores,  esplicitamente 
suele*  concederles  el  valor  de  las  presas  que 
hagan.  Siguiendo  esta  costumbre,  nuestro; 
Gobierno,  en  la  última  guerra  con  España) 
no  se  reservó,  como  pudo  hacerlo,  ningún 
interés  en  las  presas,  dejando  todo  el  valor 
de  ellas  á  los  apresadores,  i  declarando  ade- 
mas que  premiaría  proporcionalmente  k  los 
que  tomasen  al  enemigo,  comunicaciones  im- 
portantes, oficiales  de  rango  ó  ¡trasportes  con 
tropas  i  municiones  ó  útiles  de  guerra,  i  por 
último,  que  en  caso  de  apoderarse  de  un  bu- 
que de  guerra,  se  concedería  la  mitad  de  su 

valor,  á  favor  de  la  tripulación  del  buque 
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apresador.  (1)  El  valor  de  las  presas,  conce- 
dido á  los  captores,  les  pertenece  desde  que 
se  ha  consumado  la  captura,  siendo  de  ellos, 
desde  ese  momento,  tanto  las  pérdidas  co- 
mo los  deterioros.  Pero  en  jeneral,  para  ad- 
quirir la  propiedad,  el  captor  debe  conser- 
var la  tranquila  posesión  de  la  presa  durante 
veinte  i  cuatro  horas,  i  así  se  desprende  del 
art.  20  de  las  instrucciones. 

Como  toda  presa  tiene  que  ser  adjudicada, 
el  primer  deber  del  captor  es  llevarla,  tan- 
pronto  como  sea  posible,  al  lugar  donde  pue- 
da realizarse  su  juzgamiento,  i  practicar  to- 
das las  dilij encías  conducentes  á  la  inmedia- 
ta i  acertada  realización  de  ese  acto.  Así  el 
captor  se  apoderará  sin  dilación  de  los  pape- 
les de  la  presa,  previo  el  respectivo  inventa- 
rio, dando  un  recibo  de  los  sustanciales  al . 
capitán  ó  maestre  i  advirtiéndoles  que  no  de- 
ben ocultar  ninguno,  puesto  que  únicamente 
serán  consultados  en  el  juicio  de  la  presa,  los 
que  se  entreguen;  En  seguida,  los  cerrará"  i 
sellará  para  presentarlos  al  tribunal  corres- 
pondiente. Hará  clavar  i  sellar  las  escotillas, 
recojiendo  las  llaves,  i  hará  guardar,  toman- 
do las  respectivas  medidas,  todos  los  objetos 
que  puedan  estraviarse,  para  ponerlos  á  car- 
go del  que  se  destine  á  mandar  la  presa.  To- 
mará declaración  jurada  al  piloto  i  tripula- 
ción, acerca  de  la  procedencia,  navegación, 
destino  i  demás  circunstancias  del  viaje, 
agregándola  al  acta  i  proceso  verbal  del  apre- 


(1)  Artículos  21  i  22.  Instruo.  cii. 
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Sarniento,  para  que  se  tenga  presente  en  el 
juicio  respectivo.  En  caso  de  necesidad,  el 
captor  puede  destruir  la  presa,  para  impedir 
que  se  escape  ó  que  caiga  en  manos  del  ene- 
migo. (1)  En  fin,  la  presa  debe  ser  conduci- 
da á  puerto  donde  pueda  ser  juzgada. 

No  existe  una  regla  segura  i  uniforme,  pa- 
ra decidir  si  pueden  introducirse  las  presas 
en  puertos  neutrales.  Durante  nuestra  guer- 
ra con  España,  nos  era  mui  importante  poder 
llevar  nuestras  presas  á  los  puertos  del  Bra- 
sil, Uruguay  i  Confederación  Arjentina ;  pe- 
ro á  pesar  de  los  esfuerzos  para  conseguirlo, 
fué  negada  nuestra  solicitud. 

Réstanos,  aún,  determinar  el  tribunal  que 
debe  juzgar   las  presas  i  el  modo  de  seguir 
el  juicio*   Ei  tribunal  no  es  ptro  que  el  de 
la  nación  del  captor.;  por   eso,  las  leyes  de 
cada  nación  declaran  cuáles  son  los  tribu- 
nales competentes  para  el  juicio  de  presas. 
Este  .coneta,  en  el  Perú,   de   dos  instancias. 
Conoce  en  primera  instancia,  el  Comandan- 
te   Jeneral   de   Marina,    asesorado    por    el 
auditor  del  ramo ;   en  segunda  instancia,  la 
Corte  Superior  de  Lima  ;  i  de  los  recursos 
de  nulidad,  la  Corte  Suprema.   El  juicio  se 
ha  de  iniciar  en   el  puerto  del  Callao.   Pre- 
sentados por  el  ápresador,  los  papeles  del  bu- 
que apresado  de  que  ya   hemos  hablado,  el 
juez  dicta  de  oficio  un  auto,  mandando  ins- 
truir el  sumario,  i  se  procede  á  examinar  los 
papeles,  previa  citación  del  capitán,  maestre 


O)  Artículos  13.  141*.  8.  *  id.  id. 
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6  sobrecargo  del  buque.  Se  toma  á  esto»  in*- 
dividuos  i  &  los  captores  las  declaraciones' 
del  caso,  examinando  á' todas  las  personas»: 
cuyo  testimonio  se  crea  indispensable  paira  > 
el  perfecto  conocimiento  de  los  hechos.  Loai 
únicos  papeles  que  se  admiten  en  el;  juicio* 
son  los  tomados  á  bordo  de  la  presa,,  pero  si 
el  capitán,  maestreó  sobrecargo  dijese;  que: 
no  se  les  quisieron  recibir  ó  que  «se  perdieron» 

►r  un  accidente  inevitable,  ofreciendo  pro»  • 
calificar    estos  hechos,,  se  admitirá  la  i 
justificación  i  se  señalará  para .  ella  un  té*¿ 
mino  breve  i  perentoria   Concluido  el  suma? 
rio,  se  declara  si  ha  ó  nó  lugar  4  la  detención? 
del  buque  i  al  seguimiento  de  la  causa.;  este 
auto  es  apelable,   no  admitiéndose  la  apela-- 
cion,  sino  en  caso  de  prestarse  fianza  por  loa . 
daños  i  perjuicios  que  resulten.  Si  el 'apresa* 
dor  no  apela  i  se  ha  declarado » no  haber*  lu* 
gar  al  seguimiento  de  la  causa,   a©:  pone  el 
buque  en  libertad ;  en  caso  contrario,   ooatirt 
núa  la  détenoion  hasta  que  se  je^ueiva.la  se- 
gunda instancia. 

Devueltos  los  autor  por  el  Superior  el  Co- .; 
mandante  Jeneral  de  Marina  ejecuta  su  re-  • 
solución.  Cuando  se  manda  la  detención,  se:  > 
da  traslado  del  proceso  al  apresado*,  al  apre- 
sado i  al  Ájente  Fiscal,  recibiéndose  en  se- 
guida la  causa  á  prueba,  por  quinoe  dias  pe- 
rentorios i  con  todos  cargo»,  concluidos  los» 
cuales  se  sentencia  declarando  el  buque  bue- 
na ó  mala  presa.   Es  apelable  la  sentpneia  eoa  r 
ambos   efectos,  sustanciándose   la    apelación 
con  un  escrito  por  cada  parte.  Se  puede  in- 
terponer recurso  de  nulidad,  en*  los  cásüs¿£err 
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.mitidos  por  la  l^i.  ,(1)  Laa  circunstancias  es- 
.peciales  de  los  belijerantes  pueden  hacer  in- 
dispensable la  alteración  de  esté  procedi- 
jmiento;  (2)  pero  si, tal  cosa  se  verifica,  es 
.  epL  todo  caso  notificada  pública  i  anticipada* 
.mente,  á  fin  de  que  no  lo  ignoren  todos 
.aquellos  cuyos  intereses  afecte. 
..    ,327.  La  última  cuestión  relativa  á  la  Ma- 


^  (1)  Se  da  el  recurso  de  nulidad :  1.  °  por  falta  de  jurisdic- 
"Oíon  en  los.  jueces  ó  de  personería  lejítima  en  las  partes; 
¿ñ.9  por  adoleoer   la .  sentencia  de  nulidad,  según  la  lei ; 
3.  °  por  desnaturalizarse  la  causa ;  4.  °  por  la  infracción  ele 
los  artículos  constitucionales  relativos  á  la  administración  de 
•justicia;  i  6.  °  por  haberse  pronunciado  la  sentencia  contra  lei 
esnres*— V,  árfcs.  1733rl762  i  1649.  Cód.  Civil  de  Enjuic. 
(    (i)  En  loa  artículos  i  ®  iS.°  délas  instrucciones  citadas, 
ae  previene  que  "en  el  caso  en  que  no  pueda  llevarse  la  pre- 
Aa-ante  los  tribunales,  por  la  distancia  ó  por  cualquier  otra 
causa,  el  juzgamiento  .so  hará  por  los  siguientes  tribunales, 

ré  haciendo  uso  de  un  dergeho  de  retorsión,  se  establecen  para 
.presente  guerra. 

En  todo  buque  de  guerra  de  la  República  se  establece  un 
Tribunal  de  Presas,  compuesto  del  Comandante  que  será  el 
-Presidente,  del  segundo  jefe  i  del  primer  teniente ;  este  tribu- 
nal juzgará  i. resolverá  la  cuestión  ad  referendum,  reservando 
los  documentos  para  presentarlos  oportunamente  al  Tribunal 
ordinario  de  Presas  que  se  halle  mas  próxima  La  resolución 
de  jahuel  tribunal  especial  podrá,  sin  embargo,  ejecutarse,  ve- 
rificándose la  venta  del  buque  ó  cargamento  apresados,  bajo 
4a  responsabilidad  del  Gobierno  de  la  Kepúbnoa. 
.  S)i  el  apostamiento  se  hiciese  por  un  corsario  i  éste  no  en- 
contrase fácilmente  un  tribunal  de  presas  ó  un  buque  de  gue- 
rra que  juzgue  la  presa,  ocurrirá  á  algún  Ájente  Diplomático 
•del  Perú  d  de  un  aliado. suyo,  el  que  en  vista  de  los  docu- 
mentos que  se  le  preseriten,  calificará  la  presa,  dando  al  capi- 
tán corsario  copia  certificada' de  las  dilijencias  verificadas  en 
;  la  legación,  i  de  la  resolución  respectiva. 

Los  documentos  que  el  tribunal  especial  de  presas  6  él 
Ájente  "Diplomático,  en  su  caso,  tuviesen  que  reservar,  serán 
conservados  en  una  caja  lacrada  i  sellada. 

@i  el. corsario,  por  casxKíestraordinarios,  no  pudiese  llenar  los 
trámites  arriba  indicados,  obrará  según  las  circunstancias, 
consultando  la  seguridad'  de  la  presa  i  de  los  documentos,  pjt« 
4»  peeBeniaj?  éstos  en  «a  oportunidad  al  tribunal  respectivo. 


■         i   ■■!         i       ■■        ■  i   ■  i.i   ■■    m       i     ii— — — — ■ i— — — ■ ^— ¿fc 

478  MARINA 

—  !■■■.■  III»       m^m^m^    I        I  — — ^— 

riña  es  la  nacionalización  de  los  buques  ex- 
tranjeros, que  está  sujeta  en  el  Perú  á  diver- 
sas disposiciones. 

Las  formalidades  de  nacionalización    son 
distintas,  según   sea  el  buque   del  porte  de 
cincuenta  toneladas  ó  mayor.  En  el  primer 
caso,  para  que  un  buque  pueda  ser  naciona- 
lizado se  exijo  :  l9  que  su  dueño  sea-  ciuda- 
dano del  Perú,  i  varón,   pues  no   tienen   las 
mujeres  personería,  para  la  nacionalización  de 
buques ;  2®  que  sea  matriculado.  El  primer  re- 
quisito es  tan  esencial,  que  de  su  observancia 
dependen  en  todo  tiempo   los  efectos  de  la 
nacionalización,  castigando   las  leyes  con  se- 
veridad, cualquier  fraude  ó  engaño  á  este  res- 
pecto. La  comprobación   de  la  nacionalidad 
de  los  dueños  de  los  buques  se  hace,  según 
últimamente  lo  ha  resuelto  el  Gobierno,  acom- 
pañando un  certificado  espedido  por  el  res- 
pectivo jefe  de  la  Junta  de   Rejistro  Cívico, 
en  que  se  acredite,  que  está  inscrita  en  el  re- 
jistro, la  persona  que  se  presenta  como  due- 
ño de  la  nave  que  ha  de  ser  nacionalizada. 

Hemos  dicho  que  se  castiga  con  severidad 
cualquier  fraude  que  se  descubra  acercado  la 
nacionalidad  ;  i  en  efecto,  si  se  descubre  que  • 
algún  estranjero  tiene  parte  en  el  valor  de 
cualquier  buque  nacional,  queda  inhabilitado 
para  ejercer  el  comercio  en  el  país,  se  confisca 
el  buque  á  favor  del  Estado,  dando  la  tercera 
parte  de  su  valor  al  denunciante,  cobrándose 
ademas  la  fianza  que  se  dio  para  la  nacionali- 
zación, que  es  igual  á  la  mitad  del  valor  del 
buque  i  que  pertpnece  igualmente  al  denun- 
ciante. Si  algún  peruano  se  presta  á  dar  eu 
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"hombre  a  cualquier  estranjero,  para  la  compra 
de  un  buque  nacional  ú  otro  cualquiera,  con 
el  objeto  de  nacionalizarlo,  se  le  juzga  como 
defraudador  de  los  intereses  fiscales,  multán- 
dosele en  una  cantidad  igual  á  la  mitad  del 
Valor  del  buque,  ó  se  le  con4ena  á  dos  años  de 
presidio,  sino  puede  hacerse  efectiva  la  multa. 
La  matrícula  se  hace  ante  el  Comandante 
Jeneral  de  Marina ;  i  provisionalmente,  en  las 
^Capitanías  de  puerto.  Para  ser  matricula- 
do, se  exije  la  presentación  del  título  de  pro- 
piedad i  el  otorgamiento  de  una  fianza  por  la 
mitad  del  valor  del  buque,  dejándose  en  la 
oficina  un  testimonio  de  la  respectiva  escritu- 
ra. Los  fiadores  deben  ser,  precisamente,  ciu- 
dadanos peruanos.  Llenados  estos  requisitos, 
el  Jefe  de  Marina  hace  la  matrícula,  asentan- 
do un  certificado  en  un  libro  que  se  conserva 
con  este  objeto.  (1)  Cuando  los  Capitanes  de 

(I)  Este  certificado  es  en  la  forma  siguiente : 
,.    "N.  N.  Comandante  de  Marina,  ©te 

"Certifico  que  se  ha  matriculado  en  esta  Comandancia  el 

m(bergantin,  fragata,  goleta,  ó  lo  que  sea  el  buque,)  (Se  espresa, 
en  seguida,  el  nombre  del  buque,  i  el  que  usó  últimamente:) — 
.el  dueño  ó  dueños  N.  N.  residentes  en  tal  parte  (espresando 
su  ocupación  6  calidad  civil:) — su  porte,  tantas  toneladas  de 
.á  cuarenta  pies  cúbicos  castellanos,  construido  en  tal  parte, 
•el  año  de  tantos,  con  tantos  puentes,  tantos  pies  de  largo  de 
.  popa  á  proa,  i  tanto»  de  mayor  anchura,  tantos  pies  de  an- 
chura entre  los  puentes  (si  tiene  mas  de  uno,)  ó  tantos  de 
mayor  profundidad  en  la  bodega  (si  solo  tiene  un  puente :) — 
.tantos  palos,  aparejo  de  tal  clase,  i  con  tal  signo  de  proa ;  cu- 
yas circunstancias  han  sido  comprobadas  por  mí,  en  presencia 

de (el  dueño  ó  capitán); — i  en  virtud  de  esta  matrícula, 

el  buque  gozará  de  ahora  en  adelante  todos  los  privilejios, 
exenciones  i  prerrogativas  que  las  leyes  conceden  álos  buques 
nacionales ;  quedando  en  mi  poder  la  escritura  de  fianza  pre- 
jBftntada  por  el  referido  (6  los  referidos)  N.  dueño  del  dicho  bu- 
que ;  i  para  que  conste  doi  la  presente  en.,,..,...  4  tantos  de  tal 
.jueeiañQ, 
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PuertQ  pon  los  que  hacen  la  matrícula  .previ* 
sional,  dan  un  certificado  á  los  interesados 
para  que  lo  hagan  legalizar  en  la  Comandancia 
J  ene  ral  de  Marina ;  si  no  lo  hacen,  la^  matrícu- 
la solo  dura  cuatro  meses  improrogables,  de- 
jando de  ser  nacional  el  buque,  una  vez  espi- 
rado eseplaaso. 

La  matrícula  se  espide  en  papel  sellado  i 
.sin  exijir  derechos ;  su  duración  es  perpetua* 
Sin  embargo,  hai  necesidad  de  revalidarla : 
Io  Cuande  solo  fuere  espedida  por  el  Capitán 
del  Puerto ;  2o  Cuando  el  buque  cambie  de 
dueño  á  título  legal ;  39  Cuando  haya  alguna 
alteración  en  el  personal  de  la  compañía  á 
que  pertenece,  en  caso  de  pertenecería  una 
sociedad  ó  compañía ;  4?  Cuando  se  haga  al- 
guna alteración  importante  en  las  circuns- 
tancias que  constituyen  la  filiación  de  un  bu- 
que; 5?  Cuando  por  el  mucho  uso  ó  mal 
estado  de  servicio,  se  haga  necesaria  la  reva« 
lidacion. 

Para  los  buques  de  mas  de  cincuenta  tone- 
ladas, se  exijen  los  mismos  requisitos  (1)  ante- 

(1)  Desde  luego,  la  calidad  de  ciudadano  del  Ferú,<es  india* 
pensable  también  pañi  la  nacionalización  de  estos  buques,  i 
•1  Gobierno,  tan  importante  i  primordial  oensidera  ese  tequia 
sito,  que  jamas  lo  mspensa.  Citaremos  un  hecho.  Cuando  es* 
talló  la  ultima  guerra  entre  Francia  i  Prusia,  consultó  el  Re* 
presentante  Peruano  en  Chile,  sobre  el  modo  como  podiaa 
obtener  con  celeridad  patente  peruana  de  navegación,  muchos 
buques  alemanes  que  no  s*  atrevian  á  salir  de  Valparaíso,  te- 
miendo caer  en  manos  del  enemigo.  £1  Gobierno  absolvió  esta 
'Consulta  dictando  la  siguiente  resolución :  "Vista  la  prece- 
dente consulta  del  Encargado  de  Negocios  de  la  República  en 
Chile,  i  atendiendo :  1.  °  a  que  conforme  al  artículo  20  del 
Tratado  de  Amistad,  Comercio  i  Navegación,  celebrado  enfoo 
el  Perú  i  el  Imperio  Francés,  en  Noviembre  de  1861,  solunen-* 
te  Be  consideran  como  buques,  peruanos  ó  franceses,  los  quo 
reúnan  1m  condiciones  estableadas  en  el  artículo  l$d*l  ¡ni*» 
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riores,  pero  fcn  lugar  del  certificado  de  ma-. 
trícala,  ts  preciso  que  obtengan  patente  de 
navegación  en  forma,  otorgada  por  el  Su- 
premo Gobierno.  La  patente  les  da  el  derecho 
de  navegar  con  pabellón  peruano,  i  de  gozar 
de  todos  los  privilejios  que  las  leyes  i  los  re- 
glamentos otorgan  á  los  buques  nacionales. 
Para  obtener  patente  de  navegación,  se 
presentan  los  interesados  ante  el  (Comandan- 
te Jeneral  de  Marina,  con  todos  los  documen- 
tos relativos  á  la  propiedad  del  buque ;  ju- 
ran si  son  ellos  los  únicos  propietarios  ó  si 
hai  otros,  poniéndose  constancia  de  este  ju- 
ramento, en  el  libro  de  rejistros  de  la  Co- 
mandancia JeneraL  Deben  espresar  el  nom- 
bre que  tiene  el  buque,  el  que  ha  de  llevar 
en  ló  sucesivo,  el  compañero  ó  compañeros, 
si  los  hubiere,  i  la  persona  que  se  propone 
como  fiador,  para  evitar  el  abuso  de  la  pa- 
tente. El  capitán  del  buque  debe  declarar 
bajo  juramento  el  lugar  de  su  residencia,  el 
de  la  construcción  del  buque  i  si  ha  sido 

mo  tratado ; se  resuelva........  i  que  la  nacionalización  de 

boques  extranjeros,  no  puede  acordarse  en  otra  forma,  que, 
en  la  establecida  en  el  ja  mencionado  art.  15  del  Tratado 
de  1861,  i  según  las  disposiciones  legales  que  rijen  en  la  mate- 
ria;  Jfl  art.  15,  que  se  acota,  dice :  "Para  los  efectos  -. 

de  ente  tratado,  serán  considerados  respectivamente,  como 
buques  franceses  ó  peruanes,  aquellos  que  navegando  con  él 
pabellón  de  uno  ú  otro  Estado,  sean  de  la  propiedad  de  subdito* 
óovudadanos  de  uno  6  otro  país,  cuyos  capitanes  sean,  tam- 
bién, subditos  ó  ciudadanos  del  mismo,  que  hayan  sido  ma- 
triculados conforme  á  las  leyes  de  la  nación  cuyo  pabellón 
llevan,  i  .tengan  patente  espedida  en  forma,  por  la  autoridad 
competente.  Las  dos  Altas  Partes  Contratantes  se  reservan, 
ademas,  el  derecho  de  hacer  en  este  artículo,  las  modifica- 
ciones que  de  común  acuerdo  juzguen  convenientes,  conforma 
¿  su  lejUlacion  respectiva,  si  los  intereses  de  mutua  navega* 

uqb  tuviesen  que  sufrir  i  consecuencia  del  dicho  artíouto, 
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apresado   ó  vendido,  para  que  de  todo  esto 
haya  el  debido  conocimiento. 

El  Comandante  Jeneral  de   Marina,    por 
su  parte,  nombrará  un  oficial  inspector  para 
que  practique  el  arqueo,    examinando  el  bu- 
que, i  espidiendo   un   certificado  en  el   cual 
esté  indicado  el  largo,  ancho   i   profundidad 
que  tenga  el  buque,  el  número  de  toneladas 
que  mide,  la  clase   de   buque,  si   es  fragata, 
bergantin,  goleta  ó   lo   que  fuese  i  la  confi- 
guración de  la  proa.  Por  todas  estas  dilij  en- 
cías, no  se  cobra  gravamen  de  ninguna  espe- 
cie á  los    interesados.  Estos   últimos   están 
obligados  á  prestar  fianza  por  el   valor  del 
buque   i  á  satisfacción   de    la   Comandancia 
Jeneral  de   Marina.    En  la  escritura  se   in- 
sertará una  cláusula  por  la  que  el  dueño  del 
buque  se  obligue,  bajo  pena  de  confiscación,  á 
no  hacer  mal  uso  de  la  patente,  i  k  respon- 
der de  que  ni  en  todo  ni  en  parte  pertenece 
á  ningún  estranjero. 

Practicadas  todas  estas  dilijencias,  se  ele- 
va el  espediente  al  Ministerio  de  Marina,  pa- 
ra que  se  estienda  la  patente  en  papel  del 
Bello  correspondiente,  tomándose  razón  de 
ella,  en  la  oficina  principal  de  Hacienda,  en 
el  Tribunal  del  Consulado,  en  la  Adminis- 
tración de  la  Aduana  i  en  la  Comandancia 
Jeneral  de  Marina.  Por  estas  inscripciones  i 
por  la  espedicion  de  la  patente,  no  se  cobra 
ningún  derecho  ni  el  valor  del  papel  en  que 
se  estiende,  pero  es  de  advertir  que  no  se 
admite  ninguna  solicitud  de  patente,  si  no  va 
acompañada  de  la  constancia  de  que  la  Co- 
mandancia Jeneral  de  Marina  interyüiQ  en  la 
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compra  del  buque  por  ciudadano  peruano : 
exiliándose  que  el  buque  esté  anclado  en  el 
Callao,  aunque  la  compra  se  hubiese  hecho 
en  el  estranjero.  (1) 

Cuando  un  buque  nacionalizado  cambie  dé 
dueño,  aunque  el  nuevo  propietario  sea  tam- 
bién peruano,  deben  practicarse  de  nuevo  las 
dilijencias  de  nacionalización  ;  recojiendo,  en 
este  caso,  la  Comandancia  Jeneral  de  Marina, 
la  patente  anterior  i  remitiéndola  al  Minis- 
terio respectivo  para  que  sea  cancelada.  Cuan- 
do por  pérdida  de  la  anterior  se  solicite  nue- 
va patente,  debe  justificarse  suficientemente 
ante  la  Comandancia  Jeneral  esa  pérdida,  con 
intervención  del  Auditor  de  Marina.  Una 
vez  probada  la  pérdida,  se  eleva  al  Gobierno 
el  espediente  para  que  espida  un  duplica- 
do,  haciendo  en  él  las  anotaciones  que  hagan 
constar  este  hecho. 

Si  un  buque  nacionalizado  se  inutiliza,  se 
pierde  ó  se  vende  en  el  estranjero,  se  devuel- 
ve la  patente  á  la  Comandancia  Jeneral  de 
Marina,  por  conducto  del  Capitán  del  Puerto, 
si  está  en  territorio  peruano,  ó  del  Cónsul, 
Vice-Cónsul  ó  Ájente  Consular  ó  Diplomáti- 
co, en  el  estranjero,  exijiendo  el  interesado  el 
correspondiente  recibo  para  su  resguardo.  La 
devolución  de  la  patente  debe  efectuarse  den- 
tro de  seis  meses  contados,  para  los  buques 

(1)  Antee  teman  loe  Cónsules  peruanos  la  facultad  de  es- 
pedir pasavantes  á  favor  de  los  buques  comprados  en  el  es- 
tranjero, para  que  pudiesen  hacer  un  solo  viaje  hasta  un  puer- 
to peruano,  oon  cargo  de  obtener  patente  en  forma  antes  de 
emprender  nueva  navegación,  i  gozando,  en  ese  viaje,  ea 
virtud  del  espresado  pasavante,  de  todas  Iw  fraa^uiciai  QOQ« 
cedida*  A  buques  oaoionaM 
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que  estánenéliestaranjero,  desde- que  se ven* 
den,  naufragan  ó  se  inutilizan,  i  dentro  del 
término  de  ia  distancia,  para  los  buques  que 
están  en  el  Perú.  El  que,  en  todo.  caso>  res* 
ponde  de  la  patente  es  el  fiador  del  buque, 
pagando  500  soles  de  multa,  sin  perjuicio  de 
ser  responsable  por  las  resultas. 

Todo  contrato  de  traslación  de  dominio;  dé 
un  bu^ue  nacionalizado  ó  del  que  compre  un 
peruano  para  nacionalizarlo,  debe  otorgarse 
aj&te  el  Escribano  de  Marina  de  la  respectiva 
provincia.  Cuando  el  contrato  se  celebre  en 
territorio  de  otea  jurisdicción,  debe  presea 
tarse  al  Escribano,  un  testimonio  auténtico  de 
él,  para  que  se  conserve  en  su  oficina/  á  fin 
de  que  Jiaya  constancia  de  la  adquisición.  El 
Escribano  no  puede  proceder  al  otorgaxnien-» 
to  de  escrituras  ni  á  tomar  razón  de  las  otcav 
gadas  en  otra  parte,  sin  que  preceda  la  or- 
den respectiva  del  Comandante;  J enera!  de 
Marina 

Nuestras  leyes  no  son  las  únicas  que  esi- 
j  en,  parala  nacionalización  de  buques,  que 
su»  propietarios  sean  nacionales.  Otro  tanto,  í ' 
aún  majs:  duras  condiciones,  prescribe^  sobre 
la  materia  las  leyes  de  Inglaterra,  de  Fían- 
cia  i  de  los  Estados  Unidos.  (X) 


(1)  "Los  recientes  cambios,  en  las  leyes  sobre  navegación, 
han  derogada  muchas  de  las  circunstancias  que  antes  fie  re- 
querían para  que  un  buque  pudiese  usar  la  bandera  inglesa  i 
posepr  los  privilejios  i  protección  británicos.  Un  buque 
puede  ser  añora  buque  ingles,  aunque  haya  sido  construido • 
en  puerto  estranjero  i  aunque  sea  tripulado  i  mandado  por 
estranjeros.  £1  ánico  requisito  que  queda  es  que  pertenezca 
6,  personas  que  deban  obediencia  (ajUegutnoe)  ti,  í*tCbrwa  ¿Brf. 
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tánica  i  que  estén  bajo  las  leyes  inglesas? — Tusón.  The  Brí- 
tish  ConsuTs  Manual,  p.  38. 

"Así,  en  el  estado  actual  de  nuestra  lejislacion,  ningún 
buque  puede  reputarse  como  francés  i  tener  los  privilejios 
de  nacionalidad,  si  no  ha  sido  construido  en  Francia  6  en 

posesiones  francesas si  la  mitad  de  su  valor,  cuando 

menos,  no  pertenece  á  nacionales,  i  si  los  oficiales  i  tres  cuar- 
tas partes  de  la  tripulación  no  son  franceses" — De  Clercq  et 
Valiat,  Guide  des  Consulats.  p.  304. 

"Frecuentemente  se  consulta  al  Departamento  de  Estado 
i  de  Hacienda,  acerca  de  los  documentos  que  deban  espedir- 
se, bajo  el  imperio  de  las  leyes  americanas,  á  los  buques 
construidos  en  el  estranjero,  comprados  i  poseídos  en  su  tota- 
lidad por  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos Los  buques 

asi  comprados  i  poseídos  tienen  derecho  á  la  protección  de 
las  autoridades  i  pueden  usar  la  bandera  de  Estados  Uni- 
dos, como  propiedad  de  qiudadamos  americanos.... The 

United  States  Consular  System,  p.  257. 
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328.  Los  principios  que  reglan  la  juris-' 
dicción  criminal  de  la  Nación,  sobre  todos 
los  que  habitan  en  su  territorio,  lejos  de  ofre- 
cer las  dudas  i  vacilaciones  que  hemos  visto 
al  ocuparnos  de  la  jurisdicción  civil,  dan  lugar 
á  menos  cuestiones  i  sus  fundamentos  gozan 
de  universal  aceptación. 

Los  delitos  cometidos,  por  naturales  ó  es- 
tranjeros,  en  el  territorio  de  un  Estado,  son 
punibles  por  las  leyes  de  ese  Estado;  to- 
mando la  palabra  territorio  en  su  mas  am- 
plio sentido,  es  decir,  comprendiendo  en 
ella,  las  islas,  lagos  i  mar  territorial,  hasta 
una  legua  marina  de  la  costa,  según  la 
opinión  mas  jeneral.  Todos  los  tratadistas  no- 
tables proclaman  este  principio.  "En  virtud 
de  esta  sumisión,"  dice  el  viejo  Vattel,  (1) 
"los  estranjeros  que  delinquen  deben  ser  cas- 

(1)  Cap.  8.  °  lib.  2.  °  Pradier  Fodcró  coloca,  como  comen  " 
tari©  de  este  pasaje,  las  siguientes  palabras  de  Fcelii :  "En 
materia  criminal  como  en  materia  civil,  lo*  poderes  legislativo 
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tigados  según  las  leyes  del  país.  El  fin  de  las 
penas  es  hacer  respetar  las  leyes  i  mantener 
el  orden  i  la  seguridad."  "El  derecho  común 
(the  common  law)"  dice  concisamente  Story, 
"considera  los  crímenes  como  enteramente  lo- 
cales, esto  es,  pueden  examinarse  jurídica- 
mente, i  ser  castigados  escljusivamente  en  el 
país  donde  han  sido  cometidos."  (Cvajlict  qf 
laws.  620).  G.  F.  de  Martens  declara  (Précis 
du  droit  des  gens  moderne  de  VEurope.  100) 
que  "no  hai  duda  sobre  el  derecho  que  te- 
nemos de  castigar  á  todo  individuo  estranje- 
ro,  que  cometiendo  un  crimen,  viole  nuestras 
leyes  cuando  era  su  deber  respetarlas."  Klu- 
ber  sostiene  que  "las    lesiones  del  derecho, 

{>erpetradas  en  los  confines  de  un  Estado  por 
os  habitantes  del  país  ó  por  estranjeros,  pue- 
den redundar  contra  subditos  estranjeros.  El 

i  judicial  de  cada  nación,  fenecen  en  laa  fronteras  territoria- 
les i  no  pueden  ejercer  su  acción  en  países  estranjeros.  Pero 
estos  dos  poderes  ejercen  su  acción  soore  todos  los  individuos 
que  se  encuentran  en  el  territorio,  ya  sean  regnícolas,  ya  sean 
estranjeros,  i  sobre  los  hechos  perpetrados  por  unos  i  otros. 
Los  estranieros,  lo  mismo  que  los  regnícolas,  se  encuentran, 
en  efecto,  de  hecho  colocados  bajo  la  protección  de  las  leyes 
del  Estado,  i  también  tienen  la  obligación  de  observarlas.  El 
poder  soberano  del  Estado  está,  pues,  en  su  derecho  necesa- 
riamente, al  reprimir  la  violación  de  sus  leyes,  so  pena  de  de- 
jar de  ser  soberano.  No  hai  necesidad  de  distinguir,  si  el  que 
viola  las  leyes  es  subdito  6  estranjero  transeúnte.  Es  indife- 
rente, ademas,  que  el  delito  se  haya  cometido  contra  un  sub- 
dito o  contra  un  estranjero,  i  que  la  víctima  esté*  presente  ó 
haya  abandonado  el  territorio.  La  violación  de  la  lei  local 
existe  en  ambos  casos,  i  no  la  subsana  3  a  ausencia  de  la  víc- 
tima. Estos  principios,  profesados  por  Yattel,  i  por  los  escri- 
tores de  Derecho  de  Jéntes  i  de  Derecho  Penal,  han  sido  san* 
cionados  por  las  disposiciones  testuales  de  casi  todas  las  le- 
jislaciones  modernas.  Vide.  P.  Voet,  Be  statutis  et  eorum  con- 
cursu ;  Saalfeld,  Manuel  du  Droü  des  Gens  posüif;  Kauter, 
traite  theorique  et  predique  du  Droit  crimind  franjáis;  Orto- 
lan;  élémenti  de  droit  penal. 
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^Estado  tendrá  entonces  el  derecho  i  «tún  la 
obligación  de  castigarlos  según  sus  leyes  pe- 
Dales,  porque  el  ofendido  estaba  bajo  su  pro- 
tección, i  el  agresor,  aunque  no  sea  sino  en 
$u  calidad  de  subdito  temporal,  está  someti- 
do á  su  justicia"  (Droit  de  Gens.  62).  Se- 
gxtn  tVheatdn,  "el  poder  judicial  de  una^  na- 
ción se  estiende  :  1?  A  las  ofensas  cometidas 
contra  las  leyes  del  Estado,  dentro  de  sus 
límites  territoriales,  cualquiera  que  sea  el  cri- 
minal ;  2?  A  las  ofensas  contra  las  leyes  del 
Estado, ,  cometidas  á  bordo  de  sus  buques  de 
guerra,  en  los  puertos  de  países  estrapjeros, 
cualquiera  que  sea  el  autor  de  ellas ;  39  A 
todas  las  ofensas  cometidas  contra  las  leyes 
del  Estado  por  los  ciudadanos,  cualquiera 
que  sea  el  lugar  en  que  se  cometan ;  4?  El 
crimen  de  piratería  i  otaras  violaciones,  del 
Derecho  de  Jentes,  cualesquiera  que  sean  el 
criminal  i  el  lugar  en  que  delinque/'  (1) 
(Droit  de  Gens.  P.  2.  c.  2.  13).  Phallimore, 
por  último,  al  ocuparse  de  la  cuestión  dice, 
"no  debe  olvidarse  que  todo  individuo,  al  en- 
trar en  un  país  estranjero,  se  compromete  tá- 
citamente á  obedecer  las  leyes  promulgadas 
para  el  mantenimiento  del  orden  i  de  la  tran- 
quilidad del  Gobierno,  i  es  evidentemente, 
no  solo  derecho  sino  deber  del  Estado,  pro- 
tejer  el  orden  i  la  seguridad  de  la  asociación, 
contra  los  ataques  de  estraños  i  de  naciona- 
les. (2)  (International  Law.  356.  t.  1.) 


(1)  Mas  adelante  veremos  cuan  conformes  con  estos  princi- 
pios son  nuestras  leyes  penales. 

(2)  "Lasjpenas  apncaaas  á  los  extranjeros,"  dice  Legat,  refi- 
riéndose á  las  leyes  de  la  Francia,  "por  los  tribunales  france- 

62 
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329.  Las  leyes  penales  del  Perú  están 
acordes  con  el  principio  que  queda  enuncia- 
do. El  Código  de  la  materia,  después  de  de- 
clarar (Cód.  Enj.  Penal,  art.  I9)  que  la  fa- 
cultad de  administrar  justicia  en  f  materia 
criminal,  corresponde  esclusivamente  á  los 
juzgados  i  tribunales  establecidos  por  las  le* 
yes,  declara  quiénes  son  los  que  están  suje- 
tos á  la  jurisdicción  criminal  de  la  Nación. 
Esto3  son :  (id.  id.  art.  2o) 

l9  Los  peruanos  i  estranjeros  que  delin- 
quen en  el  territorio  de  la  República  : 

29  Los  Aj  entes  Diplomáticos  i  Consulares 
del  Perú,  que  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes delinquen  en  territorio  estranjero  ; 

30  Los  peruanos  i  estranjeros  naturaliza- 
dos, que  en  cualquiera  parte,  cometan  delito 
de  traición  á  la  patria ; 

4?  Los  peruanos  i  estranjeros,  que  á  bordo 
de  buques  nacionales,  delincan  en  aguas  de  la 
República  ó  en  alta  mar ; 

5o  Los  peruanos  i  estranjeros,  que  en  aguas 
de  otra  potencia,  delincan  en  el  ejercicio  de 
sus  empleos  marítimos,  ú  bordo  de  buques  de 
guerra  nacionales ; 

6?  Los  peruanos  que  en  país  estranjero, 
falsifiquen  moneda  nacional,  documentos  de 
crédito  público,  ó  instrumentos  públicos  na- 
cionales ; 

ses,  son  las  mismas  que  aplican  á  los  regnícolas,  i  por  los 
mismos  crímenes  i  delitos,  desde  que  la  leí  francesa  no  hace 

distinción En  los  otros  casos,  i  respecto  á  los  subditos 

de  otra  nación,  los  tribunales  frauscses  son  siempre  los  jueces 
necesarios  de  los  criminales,  aunquo  el  hecho  imputado  se  ha- 
ya realizado  en  un  buque  estranjero,  pero  en  puerto  ó  rada 
de  Francia.* 
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79  Los  estranjeros  que  hubiesen  cometido 
alguno  de  los  delitos  enumerados  en  el  inciso 
anterior y  cuando  sean  aprehendidos  en  el  ter- 
ritorio de  la  República. 

8°  Los  peruanos  que  en  país  estranjero  co- 
metan delitos  contra  peruanos,  si  á  su  re- 
greso fuesen  demandados  por  el  agraviado. 

9?  Los  piratas. 

Después  de  esta  enumeración,  añade  el  Có- 
digo (art.  39)  "cesa  la  jurisdicción  nacional, 
si  Tos  delincuentes  á  quienes  se  refieren  los 
incisos  6o,  79  i  8?,  hubiesen  sido  juzgados  i 
sentenciados  por  los  tribunales  de  la  nación, 
en  cuyo  territorio  delinquieron.  Cesa  tam- 
bién si  los  piratas  lo  hubiesen  sido  por  los 
tribunales  de  cualquiera  otra  potencia. 

330.  Solo  consideraremos  los  incisos  l9,  3?, 
4.°,  5.°,  7.°  i  9.°,  porque  son  los  únicos  que 
se  refieren  á  los  estranjeros  i  que  desde  lue- 
go entran  en  el  plan  de-  esta  obra. 

El  primer  inciso  consigna  el  principio  je- 
neral  que  ya  hemos  enunciado,  sobre  juris- 
dicción criminal.  Esta  es  absoluta  i  esclusiva 
en  toda  la  estension  del  territorio,  i  recae  so- 
bre las  personas  i  las  cosas  que  en  él  se  en- 
cuentran ;  sin  distinción  alguna  respecto  á 
nacionalidad,  pues,  esta  circunstancia  en  na- 
da afecta  el  hecho  de  haberse  violado  la  lei, 
ni  el  derecho  que  la  Nación  tiene,  en  virtud 
de  su  soberanía,  de  castigar  esa  violación, 

331.  El  inciso  tercero  se  refiere  á  los  es- 
tranjeros naturalizados,  que  son  considera- 
dos por  la  lei  lo  mismo  que  peruanos,  para 
el  caso  que  cometan,  en  cualquiera  parte, 
¿1  delito  dé  traición  á  la  patria.  Aunque^en 
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el  Perú,  no  se  Haya  hasta  sus  consecuencias 
estreñías,  la  doctrina  de  fidelidad  perpetua 
del  subdito  para  con.  el  Estado,  porque  nues- 
tras leyes  permiten,  no.solo,<jue  los  peruanos 
practiquen  actos  jurídicos  conformándose  con 
las  leyes  del  país  donde  se  encuentren,  sino 
aún  también  que  abandonen  voluntariamente 
la  ciudadanía  del  Perú,  adquiriendo  otra 
cualquiera ;  sin  embargo,  era  imposible  dejar 
iínpunes  aquellos  actos  de  los  estraujeros  natu-. 
raüzados,  que  por  su  g$ave  naturaleza  redun- 
dan, abiertamente  contra  la  existencia  misma 
del  Estado.  X  la  razón  es  m,ui  sencilla.  Por  la 
naturalización,  el  estranjero  adquiere  en  el 
Pxerú  todas  las  prerrogativas  del  ciudadano/ 
contrayendo  al  mismo  tiempo,  todas  sus  obli- 
gaciones. Viola  la  mas  esencial  de  todas  ellas 
el  negro  crimen  de  traición,  que  el  Estado 
está  en  el  deber  estricto  de  castigar  severa- 
mente, so  pena  de  contribuir  á  su  propia  di- 
solución, aflojando  los  l^zos  del  patriotismo 
i  matando  los  sentimientos  de  espíritu  públi- 
co, sin  los  cuales  no  puede  existid  ni  un  soto 
momento  el  Estado.  El  lugar  donde  se  Co- 
meta la  traición,  en  nada  mitiga  la  atrocidad 
del  delito  ni  borra  el  derecho.  Es  verdad  que 
se  emplean  medios  especiales  para  ejercerlo  i 
que  para  ello  se  requieren  ciertas  condicio- 
nes, pero  esto  no  quiere  decir  que  desaparez- 
can los  derechos  de  la  nación  injuriada.  La 
doctrina  legal  del  Perú,  es  la  .misma  que  san- 
cionan .  las  naciones  mas  adelantadas.  En  In- 
glaterra, se  ha  heoho  célebre  la  máxima,  nemo 
potest  esmere  patriam,  i  Blackstone,  al  ha- 
blar de  los  ingles  naturalizados,  dice :  "la 
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naturalización  no  puede  efectuarse  sino  por 
acto  de  Parlamento,  porque  por  medio  de 
de  ella  un  estrcmjero  es  colocado  exactamen- 
te en  la  misma  posición,  como  si  hubiese  na* 
cido  bajo  la  fidelidad  al  Rei."  (1)  En  Francia* 
se  considera  á  los  estranjeros  naturalizados 
como  de  todo  punto  iguales  á  los  franceses, 
para  el  efecto  de  castigar  los  delitos  de  trai- 
ción, i  en  los  Estados  Unidos,  en  fin,  r^e 
la  lei  inglesa  con  lijeras  alteraciones. 

332.  Según  la  lei,  cometen  delito  de  trai* 
cion : 

19  El  peruano  que  entregue  ó  trate  de 
entregar  su  patria  á  una  potencia  estran- 
jera; 

2*  El  peruano  que  tome  las  armas  bajo 
barras  enemigas  para  atacar  la  indapú* 
dencia  ó  la  integridad  de  la  patria ; 

3*  El  peruano  que  entregue  á  otro  Esta«J 
do  algún  departamento,  provincia  ó  distrito* 
desmembrándolo '•  del  territorio  nacional  ; 

49  El  peruano  que  entregue  á  los  enemi- 
gos de-  su  patria  alguna  ciudad,  fortaleza  ó 
fuerza  armada  naval  ó  terrestre ; 

59  El  peruano  que  incite  &  una  potenciar 
estranjera  á  hacer  la  guerra  al  Perú  ó  se 
concierte  con  ella  para  tal  objeto  ; 

69  El  peruano  que  facilite  á  los  enemigos 
de  su  patria  la  entrada  en  el  territorio  na- 
cional ; 

7*  Loa  peruano»  que  favorezcan  la  toma 

(X)  Nfttarclieation,  can  not  b&  periormed  bu*  by  act  of  Pa*4 
liara  ent ;  for  by  this  an  alien  is  put  in  exactly  the  same  stata 
as  if  he  had  been  bom  in  the  tdng's  ligeance. — Blaolcstonot 
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de  ciudad,  fortaleza,  embarcación,  cuerpo  de 
tropas  ó  almacenes  de  parque  ; 

8?  Los  peruanos  que  contribuyan  ít  los 
progresos  del  enemigo  de  su  patria,  suminis- 
trándole municiones  ú  otros  elementos  de 
guerra; 

99  Los  peruanos  que  revelen  al  enemigo 
noticias  ó  le  proporcionen  documentos  que 
conduzcan  directamente  á  dañar  al  Perú ; 

109  Los  peruanos  que  proporcionen  al  ene- 
migo planos  de  ciudad,  fortaleza,  puerto  ó 
arsenal,  ó  mapas  del  territorio  que  hubiese 
invadido  ó  tratase  de  invadir; 

11.°  Los  peruanos  que  directamente  impi- 
dan ó  émbarazen  que  las  ciudades,  fortalezas, 
puertos  militares  ó  marítimos,  embarcaciones 
ó  escuadras  de  la  República,  reciban  en  tiem- 
po de  guerra  los  auxilios  necesarios,  las  noti- 
cias 6  documentos  que  sean  útiles  á  la  causa 
nacional ;' 

129  Los  peruanos  que  en  estado  de  guerra, 
seduzcan  oficiales,  soldados  ó  marineros,  para 
que  se  pasen  al  enemigo  de  la  patria,  ó  de- 
serten de  sus  banderas,  ó  cometan  cualquier 
otro  acto  de  traición. 

A  los  comprendidos  en  los  dos  primeros 
incisos,  se  les  aplica  la  pena  de  expatriación, 
por  quince  años ;  por  nueve  años,  á  los  reos 
de  que  hablan  los  incisos  39,  49,  5.°  i  69; 
por  seis  años,  á  los  indicados  en  los  incisos  79 
i  8.°  ;  i  á  los  demás,  se  les  destierra  por  tres 
años.  Estas  disposiciones  se  aplican,  sea  cual 
fuere  el  lugar  donde  se  cometa  la  traición,  i 
ya  lo  sea  por  peruanos  ó  por  estranjeros  na- 
turalizados. Los  estranjeros  ao  naturalizados 
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que  en  el  Perú  ataquen  la  independencia  ó 
soberanía  de  la  Nación,  por  alguno  de  los  me- 
dios ya  enumerados,  sufrirán  las  mismas  pe* 
ñas  que  los  peruanos,  si  fuesen  domiciliados ; 
i  si  solo  transeúntes,  sufrirán  respectivamente 
la  pena  impuesta  á  los  peruanos  reincidentes 
(esto  es,  cárcel  ó  penitenciaria)  disminuida  en 
seis  años.  (Cód.  Pen.  tít.  1.°  sea.  2?,  lib.  2.°.) 

333.  El  cuarto  inciso  somete  á  la  juris- 
dicción nacional,  á  los  estranjeros  que  á  bordo 
de  buques  nacionales,  delincan  en  aguas  de  la 
República.  No  es  esta  disposición  sino  una 
aplicación  del  principio  jeneral.  Las  aguas 
ribereñas,  los  rios  i  lagos,  forman  parte  del  te- 
rritorio, i  los  delitos  cometidos  á  bordo  de 
los  buques  que  están  en  agua*  peruanas,  son 
cometidos  en  el  territorio  nacional.  La  lei  ha- 
bla especialmente  de  buques  nacionales,  pero 
se  mantiene  en  toda  su  fuerza  el  principio  de 
la  jurisdicción  territorial,  tratándose  de  bu- 
ques estranjeros,  como  lo  mantienen  publicis- 
tas de  nota,  i  como  está  consagrado  por  la 
practicado  las  naciones  cristianas..  La  nación 
no  puede  abdicar,  en  ningún  caso,  el  derecho 
de  reprimir  la  violación  de  sus  leyes,  so  pena, 
como  dice  Fcelix,  de  dejar  de  ser  soberana. 

Empero,  no  deben  confundirse  los  crímenes, 
con  los  desórdenes  que  suelen  acaecer  á  bor- 
do de  buques  estranjeros,  en  aguas  peruanas 
entre  las  tripulaciones  i  sin  que  intervenga 
ningún  peruano.  De  esos  desórdenes,  suelen 
conocer  ios  respectivos  Cónsules  con  esclusion 
de  las  autoridades  locales,  siempre  que  no  se 
altere  el  orden  público  i  la  tranquilidad  del 
puerto» 
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En  el  Perú  se  ha  resuelto,  interpretando 
un  tratado,  que  las  autoridades  locales  no 
son  competentes  para  juzgar  los  delitos  que 
tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  mercan- 
tes estranjeros,  entre  j  entes  de  la  tripulación, 
cuando  no  se  haya  alterado  la  tranquilidad 
del  puerto,  siempre  que  las  naciones  á  que 

Íertenecen,  observen  la  misma  regla  con  el 

El  inciso  que  estamos  comentando  también 
se  ocupa  del  estranjero  que  delinque  á  bordó 
de  un  buque  nacional  en  alta  mar,  para  so- 
meterlo á  la  jurisdicción  nacional  'tío  preci- 
samente por  el  privilejio  de  extraterritoria- 
lidad que  supone  suspensión  de  jurisdicción  ó 
dominio  ajeno,  sino  por  derecho,  aunque  tran- 
sitorio de  primer  ocupante  reí  nullius"  Sien- 
do el  mar  libre  i  de  ninguna'  pertenencia, 
pues,  como  con  justicia  ha  dicho  Mme.  Stael, 
"si  los  buques  surcan  un  momento  las  on- 
das, la  ola  viene  á  borrar  al  momento  esta 
lijera  señal  de  servidumbre  i  el  mar  reapare- 
ce tal  como  fué.  el  dia  de  la  creación,"  el  pa- 
bellón del  buque  designa  la  jurisdicción,  i  ésta 
se  encuentra  espedita,  tanto  sobre  los  delin- 
cuentes nacionales  como  sobre  los  estranjeros. 

334,  Hemos  dicho  que  el  principio  de  la 
jurisdicción  territorial  es  absoluto  i  no  admi- 
te limitación  alguna,  á  no  ser  por  consen- 
timiento espreso  de  la  Nación.  Una  de  las 

(1)  Por  un  decreto  supremo  de'  28  de  Febrero  de  1869; 
se  adoptó  esta  reala.  £1  decreto  fué. motivado  por.  ;la  cuestión 
"Rondanini"  en  la-  que  el  Ministro  de  Relacione»  Estertores, 
desechando  la  opinión  del  Fiscal,  presentó  uña  esposicion, 
cuyas  conclusiones  fueron  adoptadas  por  el  Gobierajj,  VA* 
ge  Apfodiw  2JUYL  4 
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limitaciones  de  este  principio,  jeneralniente 
concedidas  reciprocamente  por  las  naciones, 
es  la  extraterritorialidad   de  los   buques  de 
guerra  estranjeros  que  se  hallan  en  sus  aguas, 
"Aunque  la  administración  de  justicia,"  di- 
ce De  Cussy,  "corresponde,  como  principio  i 
como  consecuencia,  al  soberano  de  la  mar  ter- 
ritorial, los  comandantes  de  las  fuerzas  na- 
vales de  los  distintos  soberanos,  admitidos  en 
puertos  estranjeros,  no  pierden  sus  derechos 
de  justicia  i  penalidad  respecto  de  las  tripu- 
laciones que  tienen  bajo  sus   órdenes ;  estoa 
derechos  dependen  de  la  naturaleza  misma 
del  mando  que  invisten,   el  cual  permanece 
intacto  i  en  toda  la  plenitud  de  su  vigor."  "El 
respeto  debido  al  pabellón  oficial,  símbolo  de 
la  soberanía,"  ha  escrito  uno  de  nuestros  Di- 
plomáticos, "la  necesidad  de  garantir  la  in- 
dependencia de  los  Ajentes   públicos,   i  aún 
los  mismos  deberes  de  cortesía,  dieron  lugar  á 
Jas  exenciones  i  privilejios,  reconociendo  en 
ciertos  casos,  la  ficción  de  extraterritorialidad. 
Para  aplicar  este  beneficio   á  los  buques,  se 
ha  tenido  en  cuenta  sus  diversas  condiciones. 
Un  buque  de  guerra  cuyo  personal,  desdp 
el  comandante  hasta  el  último  empleado,  for- 
man parte  de  la  marina  militar ;  en  que  ese 
comandante  es  delegado  directo  de  la  autori- 
dad del  soberano  i  tiene  poder  de  ejercer  su 
j  urisdiccipn,  ya  sea  protejiendo  á  los   buques 
mercantes  de  su  nación,  ya  sea  realizando  el 
derecho  de  guerra   contra   el  enemigo;  ese 
buque,  decimos,  es  niui  diferente  de  la  nave 
de  comercio/5    "El  buque  de  guerra,"  dice 

otro,  4,es  perfectamente  independiente,  cpa 
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tal  de  que  no  atente  á  la  seguridad  ni  á  los 
intereses  del  soberano  territorial ;  i  aún  en 
este  caso,  considerándosele  como  la  emana- 
ción de  un  poder  público  estranjero,  no  se 
le  podría  reprimir  sino  conforme  con  las  le- 
yes de  la  guerra." 

Pero  si,  para  los  efectos  de  la  jurisdicción 
crimina],  reconoce  el  Perú  en  toda  su  pleni- 
tud la  extraterritorialidad  de  los  buques  de 
guerra  estranjeros  que  surcan  sus  aguas  terri- 
toriales, por  su  parte,  exije  de  las  demás  na- 
ciones la  misma  regla  para  con  los  buques  de 
guerra  peruanos,  i  es  por  esto,  que  según  el 
quinto  inciso  de  la  lei,  la  jurisdicción  nacio- 
nal, con  esclusion  de  cualquiera  otra,  com- 
prende á  los  que,  ya  sean  peruanos  ya  es- 
tranjeros, delincan  en  aguas  de  otra  potencia, 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  marítimas  á 
bordo  de  buques  de  guerra  peruanos. 

335.  El  inciso  79  de  la  lei  sujeta  á  la  ju- 
risdicción nacional  á  los  estranjeros  que  hu- 
biesen cometido,  en  país  estranjero,  los  delitos 
de  falsificación  de  la  moneda  nacional,  de  do- 
cumentos del  crédito  público  ó  de  instrumen- 
tos públicos  nacionales,  cuando  sean  aprehen- 
didos los  delincuentes  en  él  territorio  de  la 
República.  (1)  Esta  disposición  parece  contra- 
decir el  principio  jeneral  de  que  es  juez  compe- 
tente el  del  lugar  donde  se  cometió  el  delito. 
Mas  es  necesario  observar  dos  cosas :  1*  que 
es  justo  hacer  una  distinción  especial  de  aque- 

(1)  Este  principio  está  consignado  en  las  lej  lalaciones  de 
Francia,  Beljica,  Holanda,  Italia,  Austria,  Prusia,  Baviera  i 
otros  Estados  alemanes;  tiene  en  su  apoyo  la  opiuion.  de 
jf  «lix,  Martens  i  Story, 
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líos  crímenes  que  pueden  comprometer  la  segu- 
ridad del  Estado  ó  alterar  la  confianza  pública, 
por  la  falsificación  de  la  moneda  ó  de  los  do- 
cumentos públicos  que  la  representan.  No  es 
el  interés  individual,  el  único  que  recibe  daño 
á  consecuencia  de  estos  delitos  ;  la  Nación  to- 
da queda  comprometida  i  se  alarma,  sufriendo 
grandes  males.  En  seguida,  debemos  observar 
que  la  jurisdicción  peruana  solo  está  espedi- 
ta,  en  el  caso  que  nos  ocupa,  cuando  el  delin- 
cuente no  La  sido  juzgado  i  sentenciado,  por 
los  tribunales  de  la  nación  en  cuyo  territorio 
perpetró  el  delito.  (Cód.  Enj.  Penal  3.) 

Nótese,  ademas,  que  la  lei  exije  la  impor- 
tante circunstancia,  de  que  el  reo  estranjero 
sea  aprehendido  en  el  tenitorio  de  la  Repú- 
blica. I  en  efecto,  no  puede  ser  de  otro  modo, 
porque  ¿cómo,  sin  violar  la  independencia  de 
otra  nación,  podrían  las  autoridades  peruanas 
aprehender  en  su  territorio  á  un  reo  que  de- 
linquió fuera  de  él?  Esa  violación  no  se  justi- 
ficaría ni  por  la  atrocidad  del  crimen  impu- 
tado, ni  por  las  funestas  consecuencias  que  de 
él  hubiese  reportado  el  Perú. 

Para  los  casos  como  éste,  en  que  el  delito 
Be  ha  cometido  fuera  del  territorio  nacional, 
la  lei  dispone  ( Cód.  Enjuic.  Penal,  art.  7*) 
que  "en  los  juicios  por  delitos  cometidos  en 
país  estranjero,  en  alta  mar  ó  en  aguas  de 
otra  potencia,  á  los  cuales  alcanza  Ja  juris- 
dicción nacional,  son  jueces  competentes  los 
de  la  capital  de  la  República  ó  los  del  lu- 
gar donde  los  delincuentes  sean  aprehendi- 
dos." 

Ya  hemos  tratado,  en  el  capítulo  XI,  del 
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delito  de  falsificación   de  moneda,  i1  de  ka 
penas  con  que  lo  castiga  la  lei. 

Respecto  á  la  falsificación  de  documentos 
de  crédito  público,  nuestras  leyes  consignan 
las  siguientes  disposiciones: 

Es  falsificador  : 

l9  El  que  fabrica,  introduce  ó  espende,  á 
sabiendas,  falsos  títulos  de  la  deuda  pública 
de  cualquiera  denominación,  i  letras  ó  libran- 
zas del  Ministerio  ú  otras  oficinas  superiores 
de  Hacienda  ; 

29  El  que  altera  los  documentos  verdade- 
ros, aumentando  la  cantidad  que  eapresan  6 
borrando  las  anotaciones  de  cantidades  amor- 
tizadas que  consten  en  ellos  ; 

3?  El  que  para  recabar  alguna  cantidad 
del  Fisco,  fragua  espedientes  de  créditos  su- 
puestos, ó  aumenta  maliciosamente  la  canti- 
dad de  una  acreencia  lejítima  ó  apoya  su  cré- 
dito con  pruebas  falsas ; 

4?  El  que  falsifica  papel  sellado,  libranzas 
ó  letras  de  la  Tesorería  ú  oficinas  inferiores 
de  Hacienda. 

Los  comprendidos  en  los  tres  primeros  in- 
cisos, son  castigados  con  nueve  años  de  pe- 
nitenciaria i  multa  de  trescientos  á  tres  mil 
soles  ;  los  comprendidos  en  el  último  inciso, 
con  tres  años  de  cárcel  i  multa  de  ciento  á 
mil  soles.  (Código  Penal,  tit.  39  sec.  6*  lib.  2fi) 

336.  •  El  inciso  noveno,  en  fin,  sujeta  á  la 
jurisdicción  nacional  á  los  piratas.  El  delito 
de  piratería  tiene  la  particularidad  de  ser 
lejítimamente  justiciable  por  los  tribunales 
que  primero  conozcan  de  él.   "A  cualquier 

país  que  haya  pertenecido  originalmente/'  di* 
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ce  el  erudito  Phillimore,  "el  pirata  es  justicia- 
ble en  todas  partes;  (1)  su  detestable  ocu- 
pación lo  ha  convertido  en  hostis  humani  ge- 
neris,  i  no  puede  por  razón  alguna  impugnar  la 
competencia  del  tribunal  de  su  captor.  Con 
los  piratas  de  profesión,  dice  Lord  Stowell, 
no  hai  estado  de  .paz.  Ellos  son  enemigos  de 
todos  los  paises  i  en  todo  tiempo ;  i  están, 
desde  l\iego,  sujetos  á  los  estremos  derechos 
de  la  guerra.  El  pirata,  en  efecto,  no  tiene 
carácter  nacional  de  ninguna  especie.  Ningu- 
na captura  qtje  haga  modifica  la  propiedad, 
desde  que  la  regla  legal  es  a  piratis  capta7 
dominium  non  mutant.  La  piratería  es  el  asal- 
to de  buques  que  navegan  en  alta  mar,  co- 
metido animo  furandi,  aunque  no  se  verifique 
el  robo  i  depredación  i  aunque  no  vaya  acom- 
pañado de  asesinato  ó  injurias  personales." 
No  hai  en  todo  el  Código  Marítimo  de  las  na- 
ciones, principios  mas  jeneralmente  aceptados 
que  los  referentes  á  la  piratería.  De  Cussy, 
la  define»  "una  guerra  permanente  hecha 
á.  la  sociedad  i  al  comercio,  por  hombres  que 

ninguna  nación  considera  como  subditos " 

"la  piratería,  añade,  es  perseguida  por  todos 
los  Gobiernos. " 

La  lei  peruana,  perfectamente  de  acuerdo 
con  los  principios  del  derecho,  castiga  como 
hemos  visto  á  los  piratas,  cualquiera  que  sea 
su  nacionalidad,  i  cualquiera  el  lugar  donde 
fueren  aprehendidos,  calificándolos  como  reos  . 
de  delito  contra  el  Derecho  de  Jentes.  Tam- 
il) Esta  ea  la  doctrina  de  Cicerón,  del  Digesto,  de  Grocio 
de  Bynkerahoek,  de  Loccen,  de  Ortolan,  de  Kent  i  de  la  ma- 
yor parte  de  loa  tratadistas.       ,  , 


502  '         DELITOS 

bien  considera  como  piratas,  á  los  corsarios 
cuyas  naves  pertenezcan  á  cualquiera  de  las 
naciones  que  hubiesen  aceptado  los  cuatro 
principios  del  Congreso  de  París :  (1)  á  los 
corsarios,  que  perteneciendo  á  una  nación  don- 
de subsiste  el  corso,  no  presenten  patente  le- 
jítima  ó  cuyos  actos  carezcan  de  los  requisitos 
necesarios  para  ser  reputados  legales ;  i  en 
fin,  á  los  que  ejecuten  la  expatriación  de  un 
ciudadano,  sin  que  hubiese  sido  condenado  á 
tal  pena  por  los  tribunales  de  justicia  de  la 
República.  Las  penas  en  que  incurren  los 
piratas  son  :  doce  años  de  penitenciaria,  el 
jefe  del  buque  pirata ;  i  seis  años,  los  indivi- 
duos de  la  tripulación.  Los  delitos  especiales 
que  cometan  los  piratas,  son  castigados  con 
las  penas  que  á  tales  delitos  correspondan  se- 
segun  la  lei,  aumentadas  proporcionalmente, 
por  concurrir  con  la  piratería.  Cualquiera 
que  en  territorio  peruano  trafique  k  sabien- 
das con  piratas,  será  castigado  con  cuatro 
años  de  cárcel.  (Código  Penal.  118,  l9  119. 
120.  121.  122)  La  jurisdicción  nacional  ce- 
sa, respecto  de  los  piratas,  cuando  han  sido 


(1)  1.  °  El  corto  es  i  quedará  abolido ;  2.  °  La  bandera  neu- 
tral cubre  la  carga  enemiga,  escepto  el  contrabando  de  guerra; 
3.  °  La  bandera  enemiga  no  hace  enemiga  la  carga  neutral, 
escepto  el  contrabando  de  guerra ;  4.  °  El  bloqueo  para  ser 
obligatorio,  debe  ser  efectivo,  e¿  decir,  mantenido  por  una 
fuerza  suficiente  para  impedir  realmente  el  acceso  al  litoral 
enemigo.  Estos  cuatro  principios  fueron  adoptados  por  Ingla- 
terra, Austria,  Francia,  Prusia,  Rusia,  Cerdeña  i  Turquía,  en 
una  declaración  firmada  en  París,  el  16  de  Abril  de  1856.  Pos- 
teriormente, se  han  adherido  á  ella  varias  otras  naciones,  i  en- 
tre ellas  el  Perú,  que  aceptó  los  cuatro  principios  por  la  lei  do 
3  de  Octubre  de  1857.  En  esta  circunstancia  se  funda  la  dia- 
posición  légala  que  se  refiere  «ata  nota. 
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juzgados  i  sentenciados  por  los  tribunales  de 
cualquiera  potencia. 

337.  Tiene  fuerza  legal  en  el  Perú  una 
sentencia  criminal  pronunciada  por  tribuna- 
les estranjeros,  pero  solo  para  el  efecto  de 
impedir 'el  juicio,  es  decir,  como  escepcion 
perentoria,  l9  respecto  á  los  estranjeros,  que 
en  país  estranjero  hubiesen  falsificado  la  mo- 
neda nacional  ó  los  documentos  del  crédito 
público;  2.°  respecto  de  los  piratas.'  Nótese 
que  para  impedir  el  juicio  en  el  Perú,  no 
basta  simplemente  que  los  tribunales  estran- 
jeros hayan  comenzado  á  conocer  en  el  asun- 
to, sino  que  la  lei  exije  espresamente  las  cir- 
cunstancias de  haber  sido  los  reos  juzgados 
i  sentenciados. 

338.  Una  de  las  dilijencias  que  pueden 
verificarse  en  la  prosecución  de  los  juicios 
criminales,  es  la  extradición  de  los  delincuen- 
tes  que  se  encuentren  en  casa  de  un  Ajen- 
te  Diplomático  ó  en  territorio. estranjero.  Ya 
nos  hemos  ocupado  de  la  primera,  (párrafos 
84  i  siguientes). 

Respecto  de  la  segunda,  hai  juristas,  i  en- 
tre ellos,  Grocio,  Heineccio,  Vattel  i  Burla- 
maqui,  que  sostienen  no  solo  que  el  Estado 
tiene  la  obligación  de  negar  asilo  á  los  cri- 
minales estranjeros,  que  huyendo  de  la  justi- 
cia lo  busquen  en  sus  dominios,  sino  también 
la  de  entregarlos  á  los  respectivos  tribunales 
para  que  puedan  ser  juzgados,  con  tal  que 
haya  prueba,  aunque  sea  leve  de,  su  criminali- 
dad. Esta  opinión  la  rechazan  otros  publicis- 
tas, como  Martens,  Voet,  Pufíendorf,  Whea- 
ton  i  De  Cussy. 
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339.  En  1845,  el  Consejo  de  Estado  pe- 
ruano, consultado  por  el  Ejecutivo  sobre  una 
solicitud  del  Encargado  de  Negocios  del  Bra- 
sil en  Lima,  el  cual  ofreciendo  la  reciproci- 
dad, pedia  la  extradición  de  veinte  i  dos 
subditos  brasileros  asilados  en  el  departa- 
mento de  Amazonas,  después  de  haber  ase- 
sinado al  Comandante  de  la  frontera  de  Ta- 
batinga,.  decia  en  su  dictamen  :  "El  punto 
Sobre  extradición  de  criminales,  es  mui  con- 
trovertido entre  los  publicistas  i  no  hai  una 
regla  fija  á  que  atenerse.  El  Consejo  para 
fundar  este  aserto   hará  una  lijera  reseña  de 

algunos  tratadistas "Por  lo  espuesto," 

continúa  el  Consejo,  después  de  citar  á  Va- 
ttel,  á  Bello,  á  Fritot,  á  Pastoret,  á  M.  de 
Real,  á  Martens  i  á  Kluber,  "no  hai  una  re- 
gla segura  sobre  el  particular toca 

al  Congreso  dar  la  resolución  conveniente 
que  norme  la  conducta  que  ha  de  seguirse  á 
este  respecto.  Por  tales  fundamentos,  el  Con- 
sejo es  de  opinión,  que  no  habiendo  dere- 
cho perfecto  para  accederse  á  la  extradición 
que  se  pide  por  parte  del  Gobierno  del  Bra- 
sil, i  ofreciéndose  por  el  Ministro  de  éste 
reciprocidad,  puede  el  Ejecutivo  solicitar  del 
Congreso  la  correspondiente  autorización  pa- 
ra celebrar  un  convenio  sobre  el  particular. ** 
La  resolución  del  Gobierno  en  esta  cuestión 
es  notable  i  merece  trascribirse.  Dice  así : 
"Visto  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  i 
considerando : 

l9  Que  la  extradición  de  los  criminales, 
s&lo  debe  hacerse  en  virtud  de  tratados,  con- 
forme á  los  principios  del  Derecho  de  Jentes ; 
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'2$  Que  el  Encargado  de  Negocios  del  Bra- 
sil conoce  que  su  Gobierno  no  tiene  derecho 
perfecto,  para  exijir  la  entrega  de  los  prófu- 
gos brasileros  que  de  Tabatinga  inmigraron 
al  territorio  peruano; 

3*  Que  aunque  la  moral  está  interesada  en 
la  extradición  de  los  criminales,  no  por  eso 
debe  hacerse  su  entrega  á  virtud  de  una  sim- 
ple demanda  •desprovista  de  justificativos  i  sm 
previo  tratado ; 

49  Que  aunque  se  celebrara  alguno  funda- 
do en  la  reciprocidad,  no  podría  accederse  á 
la  solicitud  del  Encargado  de  Negocios  del 
Brasil  con  respecto  á  dichos  prófugos,  por- 
que solo  debería  producir  su  efecto  para  lo 
sucesivo,  i  no  de  un  modo  retroactivo ; 

5°  Que  el  delito  de  asesinato ,  que  se  impu- 
ta á  los  prófugos,  debe  ser  probado  i  decla/ra+ 
do  en  juicio,  aún  contra  reos  ausentes,  salvo 
el  derecho  de  defenderse,  cuando  son  apre- 
hendidos ; 

69  Que  entregar  á  los  asilados  sin  tales 
justificativos,  seria  violar  los  derechos  indivi- 
duales i  sociales,  i  aún  en  el  caso  de  presen- 
tarlos, habría  lugar  á  otras  cuestiones  graves 
sobre  validez  de  juicios  pronunciados  por  tri- 
bunales estranjeros  i  sobre  su  ejecución  en 
territorio  ajeno  ; 

7°  Qtie  estos  i  otros  puntos  no  decididos, 
podrán  ser  considerados  en  el  tratado  que  se 
celebre  con  el  Brasil,  cuando  llegue  la  vez, 
con  sujeción  á  los  principios  establecidos  en 
la  Constitución  de  la  República ; 

Se  declara  sin  lugar  la  extradición...; " 

En  el  Perú,  pues,   solo  se  puede  conceder 

64 
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la  extradición  en  virtud  de  un  tratado ;  "si 
fuera  de  otro  modo,"  dice  un  escritor,  "se 
crearía  para  un  caso  particular  un  sistema  de 
penalidad,  i  esto  seria  la  mas  repugnante  vio- 
lación del  Derecho  de  Jentes.  1  en  efecto,  el 
Gobierno  que  concede  la  extradición  de>  un 
individuo  refujiado  en  su  territorio,  comete 
un  abuso  de  autoridad,  si  no  existe  un  tra- 
tado diplomático  ó  si  no  ha  sufrido  directa- 
mente á  consecuencia  del  crimen  cometido, 
porque  la  extradipion  consiste  en  entregar  á 
un  reo  para  hacerlo  juzgar  i  castigar."  Des- 
de que  se  necesita  la  existencia  de  un  trata- 
do, claro  es  que  éste  jamas  puede  producir 
efectos  retroactivos.  Foelix  dice :  "la  extra- 
dición puede  verificarse  por  razón  de  hechos 
perpetrados  anteriormente  al  tratado  que  la 
autoriza.  Ese  tratado  no  hace  sino  confirmar 
derechos  preexistentes ; "  pero  la  extradición 
no  es  un  •  derecho,  sino  una  concesión  creada 
por  el  tratado  i  que  no  existia  antes  de  su 
estipulación. 

340.  Ademas  de  un  tratado  anterior,  se 
requieren  otras  circunstancias  para  conceder 
la  extradición.  Ante  todo,  debe  probarse  aun- 
que sea  semi-plenamente  la  culpabilidad  del 
delincuente  ;  solo  puede  pedir  la  extradición, 
el  Estado  en  cuyo  territorio  se  cometió  el 
crimen  que  la  motiva,  i  por  último,  el  hecho 
imputado  debe  ser  considerado  como  delito, 
tanto  por  la  nación  que  pide  como  por  la  que 
concede  la  entrega  del  reo.  Ni  tampoco  por 
toda  clase  de  crímenes  se  acostumbra  pactar 
la  extradición ;  en  los  tratados  se  suele  enu- 
merar los  únicos  delitos  que  la  pueden  justi- 
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ficar,  siendo  ja  una  regla  jeneral  el  no  ad- 
mitir extradición  por  delitos  políticos. 

El  Perú  ha  incluido  en  algunos  tratados 
la  cláusula  de  extradición. 

La  manera  de  realizarla  está  consignada 
en  el  art.  83.  de  nuestro  Código  de  procedi- 
mientos criminales.  "Cuando  el  reo  contra 
quien  se  libre  mandamiento  de  prisión/'  di- 
ce ese  artículo,  "se  halle  en  territorio  estran- 
jero,  i  el  caso  sea  de  extradición  en  concepto 
del  juez,  se  dirijirá  copia  del  sumario  á  la 
Corte  Suprema,  para  que  examinando  si  hai 
lugar  á  la  extradición,  pida  que  el  Gobierno 
la.  recabe. '' 

Concluyamos  esta  materia  con  las  elocuen- 
tes palabras  de  Sapey.  "Hai  en  efecto,"  dice, 
"una  especie  de  solidaridad  entre  las  nacio- 
nes civilizadas,  i  al  reconocer  que  la  juris- 
dicción de  cada  una  de  ellas  no  podia  traspa- 
sar sus  fronteras,  han  creido,  sin  embargo, 
que  no  debian  protejer  con  la  inviolabilidad 
de  su  territorio  á  los  culpables  que  en  él 
busquen  asilo/' 

De  aquí  el  derecho  de  pedir,  i  la  costum- 
bre de  otorgar,  en  ciertos  casos,  la  extradi- 
ción de  los  acusados ;  derecho  cruel,  bárbara 
costumbre,  que  nuestras  maneras  humanas 
han  restrinjido  á  los  mas  estrechos  límites. 
La  extradición  ya  no  se  concede  hoi,  sino 
cuando  se  trata  de  crímenes  que  ofenden  á 
la  humanidad  i  cuya  represión  interesa  á  to- 
dos los  pueblos no  se  la  solicita  sino  con 

repugnancia  i  no  se  la  concede  sino  con  de- 
sagrado   ¿Desaparecerá  completamente 

algún  dia?  ¿Por  qué  la  tierra  de  Francia  no 
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Balva  al  suplicante,  así  como  emancipa  al  es- 
clavo que  la  toca?  ¿Sería,  pues,  tan  de  sen- 
tirse acaso,»  que  el  territorio  de  cada  nación, 
llegado  á  ser  sagrado,  fuese  un  asilo,  en  la 
acepción  antigua  i  relijiosa  de  la  palabra  ? 
¿Si  es  indispensable  el  castigo,  no  es  nada  el 
destierro?  Lo  permitían  los  antiguos  al  acu- 
sado que  desesperaba  de  su  causa,  i  la  patria 
consideraba  suficientemente  castigado  al  cul- 
pable que  no  debia  volverla  á  ver." 

341.  El  procedimiento  criminal  no  sufre 
alteración  ninguna,  ya  sean  los  delincuentes 
estranjeros  ó  ya  sean  peruanos.  Sin  embargo, 
hai  en  la  lei  algunos  preceptos  que  se  refieren 
mas  directamente  á  los  estranjeros,  i  que  tie- 
nen por  objeto  garantir  los  intereses  de  la 
justicia  i  evitar  todo  fraude  con  perjuicio  de 
personas  inocentes. 

"Cuando  el  declarante  ignore  el  idioma  es- 
pañol," dice  el  art.  32.  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Penal,  "se  nombrarán  dos  intérpre- 
tes, ó  uno  si  no  hubiese  mas  en  el  lugar  del 
juicio,  para  que  traduzcan  las  preguntas  del 
juez  i  las  respuestas  del  declarante,  escribién- 
dose ambas  en  uno  i  otro  idioma,  si  fuese  po- 
sible." 

"Cuando  el  acusado  ó  denunciado  sea  tran- 
seúnte," dice  el  art.  72.  del  mismo  Código,  "sin 
bienes  conocidos  en  el  lugar se  le  cap- 
turará inmediatamente,  aunque  no  esté  acre- 
ditado el  cuerpo  del  delito ;  si  este  resultar© 
comprobado,  se  observará  lo  dispuesto  en  el 
arjbículo  anterior;  esto  es,  mandará  el  juez 
(art.  71.)  que  continúe  la  detención,  decretan- 
do, de  lo  contrario,  la  libertad  del  reo."  Esta 
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distinción  desfavorable  al  extranjero  i  que  se 
encuentra  en  la  lejislacion  de  no  pocos  países, 
ha  merecido  la  oposición  de  algunos-  tratadis- 
tas. ¿Por  qué,  se  ha  dicho,  conservar  este 
resto  de  la  antigua  lejislacion,  odiosa  é  injus- 
ta hacia  los  estranjeros?  ¿  No  es  una  verda- 
dera tiranía,  aprisionar  á  un  individuo  por 
solo  la  sospecha  de  un  crimen  ?  Mas  es  pre- 
ciso no  olvidar,  que  el  objeto  de  la  lei  no  es 
oprimir  al  estranjero  sino  garantir  los  inte- 
reses de  la  justicia ;  sin  esta  disposición,  que- 
darían impunes  numerosos  delitos.  Por  otra 
parte,  el  art.  72,  no  se  refiere  esclusivamen- 
te  á  los  estranjeros  ;  cualquier  peruano,  que 
esté  lejos  de  su  domicilio  i  sin  bienes  conoci- 
dos en  él  lugar  donde  cometa  un  delito,  está 
Á  su  vez  sujeto  á  la  prisión,  i  sufre,  sin  distin- 
ción alguna,  las  consecuencias  á  que  está  so- 
metido el.  estranjero. 

342.  I  ya  que  de  prisión  hablamos,  no  es 
demás  advertir  que  según  repetidas  disposi- 
ciones supremas  i  leyes  vij  entes  de  la  Repú- 
blica, (1)  nadie  puede  ser  encarcelado  por  deu- 
das. El  hecho  de  deber  i  no  pagar,  por  sí  solo 
no  figura  en  nuestro  catálogo  legal  de  delitos, 
i  por  lo  mismo,  no  le  señala  la  lei  pena  alguna. 
Tratándose  de  deudores  fraudulentos,  la  lei 
castiga  el  fraude  i  nunca  la  deuda.  Con  las 

.  personas  insolventes  i  no  culpables,  nada  tiene 
que  hacer  la  lei  criminal;  la  lei  civil  es  la  úni- 

•  ca  que  determina  los  remedios  de  que  puede 
aprovecharse  el  acreedor.  Entre  esos  remedios 
está  el  arraigo,  en  virtud  del  cual,  el  deudor 

(1)  Yfeflo  retas  leyes,  en  ú  Apéndice  XLVIl. 
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no  puede  abandonar  el  lugar  de  bu  residencia 
sin  haber  satisfecho  todas  sus  obligaciones.  (1) 

343.  Como  se  ha  visto,  en  todo  lo  que  con- 
cierne á  I03  actos  ilícitos,  la  posición  de  los 
estranjeros  en  el  Perú,  es  en  todo  semejante 
á  la  que  ocupan  los  mismos  peruanos. 

Si  por  una  parte,  la  Nación  no  podia  des- 
pojarse del  derecho  de  castigar  á  los  estran- 
jeros, porque  eso  importaría  tanto  como  des- 
pojarse de  su  soberanía ;  si  n,o  puede  mirar 
con  indiferencia  los  crímenes  que  en  el  es- 
tranjero,  como  dice  un  publicista,  son  mucho 
mas  graves,  porque  ademas  de  violar  la  lei 
también  violan  los  deberos  de  la  hospitalidad; 
por  otra  parte,  no  ha  agravado  su  condición  ; 
no  le  impone  mayores  penas  por  el  hecho  de 
ser  estranjero;  no  le  priva  de  ninguna  de  las 
garantías  que  los  peruanos  tiei*en  para  res- 
guardar su  inocencia ;  no  ha  creado  para  él 
una  jurisprudencia  especial  i  odiosa,  sino  que 
considerándolo  como  á  propio  hijo,  el  Perú  lo 
somete  á  las  mismas  leyes  que ,  obligan  á  to- 
dos sus  hijos,  proporcionándole  los  mismos 
medios  de  defensa  i  otorgándole  las  mismas 
garantías. 

344.  Todos  los  principios  adoptados  por  las 
naciones  cultas  del  mundo,  en  materia  de  le- 
jislacion  criminal  sobre  estranjeros,  están  re- 
conocidos en  el  Pera  i  sancionados  por  la  lei, 
en  algunos  casos  aún  con  mas  liberalidad 
que  en  otros  Estados.  El  estranjero,  al  pisar 

(1)  En  1870,  logró  evadirse  un  norte-americano,  legalman- 
te  arraigado  en  el  Perú  por  varios  acreedores.  Protejió  i  fa- 
cilitó la  faga  de  este  indYiduo,  el  señor  Ministro  de  loa  Estado* 
Unidos  en  Lima, 
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Imestras  playas,  no  tiene  porque  temer  que 
haga  la  leí  en  perjuicio  suyo  distinciones  ini- 
cuas. 

Un  sentimiento  de  humanidad  predomina 
en  nuestras  leyes  penales.  Ya  que,  dadas 
las  circunstancias  especiales  del  país,  no  ha 
sido  posible  desterrar  de  nuestros  Códigos  la 
última  pena,  se  ha  restrinjido  su  aplicación  á 
un  solo  caso,  el  de  homicidio ;  i  eso,  única- 
mente cuando  concurren  tales  circunstancias 
de  atrocidad  i  perfidia,  que  solo  la  muerte 
del  delincuente  puede  tranquilizar  á  la  socie- 
dad i  apaciguar  su  alarma  justamente  exci- 
tada. 

345.  Esta  magnanimidad  de  la  lei  no  es 
sino  la  fiel  traducción  de  la  magnanimidad 
del  carácter  nacional.  Mucho  se  ha  hablado 
en  Europa  sobre  nuestra  propensión  á  los 
crímenes,  hasta  el  estremo  de  asegurarse  que 
no  hai  lei  ni  policía  capaces  de  reprimir  el 
desencadenamiento  de  las  pasiones,  i  de  ase- 
verarse como  un  hecho,  la  chocarrera  i  re- 
pugnante invención  de  que  las  señoras,  en  las 
calles  públicas  de  Lima  i  á  la  luz  del  medio- 
día, no  podían  salir  con  pendientes,  sin  verse 
espuestas  á  que  los  bandoleros  se  los  arran- 
casen con  orejas  i  todo.  Pero  cualquier  hom- 
bre sensato  al  leer  tales  absurdos,  no  podrá 
creerlos  si  no  quiere  despojarse  de  todo  sen- 
tido común.  Que  en  el  Perú  se  cometan  de- 
litos atroces,  ¿quién  lo  niega?  pero,  otro  tanto 
sucede  en  las  naciones  civilizadas  de  Eurepa, 
i  eso,  con  mas  frecuencia  que  entre  nosotros. 
Guando  se  perpetra  un  delito,  la  sociedad  pe- 
ruana, como  toda  sociedad   compuesta  de 
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hombres  racionales,  se  conmueve  profunda? 
mente;  las  autoridades  practican  diligencias 
esquisitas  para  la  aprehensión  del  criminal, 
los  tribunales  i  los  jueces  lo  juzgan  i  casti- 
gan, i  en  una  palabra,  se  procura  siempre  sa- 
tisfacer la  vindicta  pública,  dando,  eso  sí,  al 
reo  todas  las  facilidades  necesarias  para  pro- 
bar, si  puede,  su  inocencia, 

En  un  país  como  el  nuestro,  quO  desde  el 
primer  dia  de  su  independencia,  encontró 
combatido  su  progreso  por  las  rencillas  de  la 
política,  en  que  Gobiernos  efímeros,  succe- 
diéndose  con  vertiguiosa  rapidez,  no  tenian 
muchas  veces  tiempo  para  consolidarse,  las 
leyes  de  policía  i  la  organización  judicial  no 
han  podido  menos  que  resentirse  de  muchos 
¡defectos.  Era  natural  que  ocupados  los  áni- 
mos en  las  luchas  de  partido,  se  multiplica- 
sen los  delitos,  precisamente  por  la  flojedad 
íde  las  leyes  represivas.  Sin  embargo,  con  to- 
.das  estas  desventajas,  los  crímenes,  mirados 
.oon  horror  en  todo  tiempo  por  la  opinión  pú- 
hlica,  jamas  alcanzaron  á  la  alarmante  cifra 
ni  á  la  inaudita  atrocidad  que  los  suele  ca- 
racterizar en  países  europeos, 

346.  "De  catorce  años  á  esta  parte,"  dice 
con  jusjticia  un  peruano  que  escribia  en  1864, 
"hé  aquí  los  crímenes  célebres  ocurridos  en 
Lima.  En  1850,  unos  bandidos,  penetraron  á 
.media  noche  en  las  habitaciones  de  su  propio 
patrón,  arrendatario  de  una  casa  de  campo 
situada  fuera  de  portadas.  Robaron  cantidad 
de  onzas  de  oro,  mataron  á  la  esposa  del  pa- 
trón, SQñor  don  Garlos  Ledos,  subdito  francés, 
i  se  entregaron  á  actos  do  torpeza  con  alga- 
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dáver  de  la  tan  desgraciada  como  virtuosa, 
joven.  Jamas  sociedad  alguna  se  ha  conmo- 
vido ante  la  desgracia  ajena  como  la  socie- 
dad de  Lima.  Cnanto  existia  en  ella  de  no- 
table por  riqueza,  posición  social,  etc.,  tanto 
se  reunió  en  el  local  del  Consulado ;  allí,  co- 
mo si  la  víctima  del  crimen  perteneciera  á 
todas  las  familias,  se  hizo  cuanto  esfuerzo 
es  imajinable  para  que  los  delincuentes  fue- 
sen castigados  con  toda  la  severidad  que  me- 
recían. Los  reos  fueron  tomados,  los  tribuna- 
les se  encargaron  de  ellos  i  el  autor  principal 
fué  condenado  á  muerte.  Cuando  era  de  cos- 
tumbre que  esa  pena  se  conmutara  por  el 
Poder  Ejecutivo,  se  mantuvo  éste  inexora- 
ble i  el  reo  fué  ejecutado." 

El  año  de  1856,  una  noche  como  á  las  sie- 
te i  media,  penetraron  dos  ó  tres  hombres  en 
la  morada  del  señor  don  JL  Sullivan,  En- 
cargado de  Negocios  de  S.  M.  B.,  que  en  ese 
momento  estaba  comiendo  en  compañía  de 
tres  personas.  Uno  de  esos  hombres  se  en- 
caminó á  él,  lo  hizo  levantar  de  la  mesa,  lo 
llevó  á  una  vivienda  i  después  de  dirijirle 
unas  pocas  palabras,  le  descargó  &  quema  ro- 
pa el  tiro  de  una  tercerola.  Esa  causa  ruido- 
sa fué  seguida  con  una  actividad  estraordi- 
naria ;  el  Gobierno,  las  autoridades  políticas 
subalternas  i  las  judiciales,  no  dejaron  de  to- 
car todos  los  medios  que  les  presentara  el 
deseo  de  descubrir  al  criminal ;  el  Gobierno 
ofreció  diez  mil  pesos  al  que  lo  denunciara  } 
un  malvado  hizo  una  denuncia  falsa  i  se  apo- 
deró de  esa  suma ;  se  puso  en  actividad  á 
todas  las  autoridades  de  policía  de  las 'pro- 
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vincias ;  pero  toda  dilijencia  i  todo  esfuerzo 
fueron  vanos,  Mientras  tanto  la  voz  pública, 
que  no  siempre  carece  de  fundamento  en  sus 
asersiones,  señalaba  como  asesino  á  un  ita- 
Iiano,  i  el  asesinato  como  una  venganza  ori- 
jinada  por  ciertos  procedimientos  nada  de- 
corosos del  señor  Sullivan  en  Italia.  Esas 
versiones  no  aparecían  como  una  mera  in- 
vención, atendidos  los  desgraciados  anteceden- 
tes de  ese  caballero,  bajó  ciertos  títulos  tan 
digno  de  estimación  i  aprecio.  Notorio  era 
que  vastago  de  una  noble  familia  inglesa,  ha- 
bía atravesado  una  juventud  algo  borrasco- 
sa; que  mandado  á  Chile,  vino  á  esa  Re-, 
pública  con  su  esposa,  una  señora  italiana,  i 
que  ciertos  incidentes  que  produjeron  escán- 
dalo en  la  sociedad  chilena,  motivaron  la  se- 
paración de  su  esposa  i  la  traslación  suya  al 
irerú.  En  Lima,  desdiciendo  de  esa  alta  cir- 
cunspección i  sólida  moralidad  que  constitu- 
ye la  esencia  del  caráctefr  ingles,  no  estaba 
exenta  de  reproches  la  conducta  pública  i 
privada  del  desgraciado  diplomático,  i  ese  cú- 
mulo de  antecedentes  bastaba,  sin  duda,  para 
presumir  que  el  oríjen  de  ese  lamentable  ase- 
sinato, no  fué  la  tendencia  al  crimen  de  los 
bárbaros  ,  peruanos El  Gobierno  Bri- 
tánico es  tan  celoso  como  el  que  mas  por  las 

propiedades  i  vidas  de  sus  subditos ..La 

alta  colocación  del  malhadado  señor  Sullivan 
era  una  circunstancia  que  debía  empeñarlo 
doblemente  en  la  averiguación  de  las  causas 
*  de  su  trájico  fin ;  i  sin  embargo  el  Gabinete 
de  Londres  quedó  satisfecho  de  los  procedi- 
mientos de  las  autoridades  peruanas.' 
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El  16  de  Noviembre  de  1859,  'circuló  en 
Lima  la  infausta  noticia  de  que  el  Excmo. 
Sr.  D.  Ramón  Irarrázaval,  Ministro  Pleni- 
potenciario de  Chile,  había  sido  asaltado  en 
su  casa,  en  Chorrillos,  por  unos  bandidos  que 
después  de  haberle  robado  crecida  cantidad 
de  onzas  de  oro  lo  hirieron  mortal  mente.  La 
excitación  que  la  noticia  produjo  fué  univer- 
sal ;  el  señor  Irarrázaval  disfrutaba  de  gran- 
des simpatías,  i  las  mas  notables  personas  del 
país  se  lisonjeaban  de  ser  amigas  suyas.  En 
el  acto  se  constituyó  en  Chorrillos  uno  de  los 
Jueces  del  Crimen  de  la  Capital  i  se  orga- 
nizó un  proceso,  cuyo  estracto  publicamos 
cuando  se  quiso  que  ese  hecho  desgraciado 
sirviese  de  baldón  al  Perú.  Probóse  hasta 
la  evidencia,  que  el  señor  Irarrázaval  se  ha- 
bía suicidado,  i  tal  respeto  se  profesó  á  la 
memoria  de  ese  tan  recomendable  hombre  i 
tal  deferencia  quisq  guardarse  á  nuestra  her- 
mana i  vecina  la  República  de  Chile,  que  los 
tribunales,  á  pesar  de  las  claras  pruebas  de 
un  suicidio,  se  limitaron  á  declarar  que  no 
habia  mérito  para  continuar  el  juicio.  El  Go- 
bierno Chileno  que  tuvo  noticias  detalladas 
de  los  hechos,  no  puso  en  duda  ni  la  acti- 
vidad ni  la  justificación  de  los  tribunales  pe- 
ruanos." 

"Poco  tiempo  después  de  ese  lamentable 
suceso,  ocurrió  otro  de  igual  j  enero  en  la  per- 
sona de  un  recomendable  caballero  ingles  se- 
señor  Lambert,  comandante  del  buque  de 
guerra  de  S.  M.  B.  Vixen.  Apenas  llegado 
á  Lima,  ese  caballero  que  pertenecía  á  una 
distinguida  familia,  fué  aoojido  franca  i  cor- 
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dialmente  por  lo  mejor  de  nuestra  sociedad. 
Tuvo  la  desgracia  de  enfermarse  lijeramen- 
te  i  creyó  que  un  baño  de  agua  corriente 
le  seria  provechoso;  con  tal  idea  se  dirijió 
al  Rimac  i  por  el  sitio  donde  es  mas  recia 
la  corriente  en  la  estación  de  las  aguas,  se 
echó  á  ellas ;  demasiado  débil  para  poder  sos- 
tenerse en  una  pendiente  resbaladiza,  sucum- 
bió víctima  de  su  imprudencia.  Su  cadáver 
fué  sacado  por  unos  indios ;  su  ropa  fué  en- 
contrada seca  al  borde  opuesto  de  aquel  en 
que  fué  sacado.  La  primera  noticia  fué  que 
el  señor  Lambert  habia  sido  matado  á  pe- 
dradas i  arrojado  al  rio.  Se  organizó  el  juicio 
i  el  juez  que  conocía  en  él,  mandó  cortar  su 
progreso." 

"La  Corte  Superior  de  Lima  de- 
claró insubsistente  el  fallo,  del  inferior,  i  en- 
tonces, sin  título  ni  personería  legal  se  pre- 
sentó á  los  tribunales  i  al  Gobierno,  el  Coro- 
nel escoses  O 'Gorman  Mahon,  que  á  cuenta 
de  íntimo  amigo  del  difunto,  pretendió  ser 
parte  en  una' causa  que  se  seguía  de  oficio, 
l?ero  los  tribunales  i  el  Gobierno  que  pudie- 
ron con  la  leí  en  la  mano  denegar  una  solici- 
tud tan  exótica,  accedieron  á  ella,  i  nosotros 
fuimos  abogados  en  la  causa  i  pedimos  haatia 
la  saciedad  que  se  practicaran  las  dilij  encías 
mas  esquisitas  sin  que  se  pudiese  llegar  á  al- 
canzar el  convencimiento  de  un  crimen." 

"Escribimos  entonces  con  mas  amplios  da- 
tos, una  esposicion  de  la  causa  que  también 
fué  remitida  al  Gobierno  ingles,  quien  profe- 
sando prncipios  severos  de  justicia,  no  se  que- 
jó de  denegación  de  ella  por  partfe  del  Perú." 
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"Quiere  saberse  ahora,  cuál  es  i  en  qu3 
consiste  esa  animosidad  selvática,  que  se  su- 
pone abrigan  los  peruanos  contra  los  estran- 
jeros?  Hé  aquí  dos  casos  entre  otros  muchos. 
El  año  1856,  cuando  estaba  en  todo  su  fer- 
vor la  revolución  que  encabezaba  el  señor  Je- 
neral  Vivanco,  se  encontraba  éste  en  las  aguas 
del  Callao,  en  un  buque  de  guerra  nacional. 
Un  señor  Du  Cornac,  súbito  del  imperio 
francés,  ocupó  al  dueño  de  un  bote  para  que 
lo  llevara  á  bordo  de  un  buque  ;  á  medio  ca- 
mino, indicó  á  los  remeros  que  ese  buque 
era  la  fragata  en  qué  el  señor  Jeneral  Vivan- 
co se  encontraba ;  los  fleteros  se  resistieron  á, 
servirlo,  temerosos  del  castigo  que  las  auto- 
ridades del  Callao  podrían  inflij  irles,  i  el  se- 
ñor Du  Cornac  sacó  una  pistola  i  mató  á 
uno  de  los  fleteros." 

"Fué  juzgado  i  condenado.  Mil  empeños 
de  personas  respetables  ó  influyentes  abrie- 
ron á  Du  Cornac  las  puertas  del  presidio  i 
hoi  está  en  Francia." 

"Un  titulado  jeneral  italiano  llegó  en  ma- 
la hora  á  esta  bárbara  República.  Casado 
con  una  respetable  señora,  se  dirijió  con  ella  á 
Cajamarca,  departamento  gobernado  enton- 
ces por  el  jeneral  peruano  don  Carlos  Varea. 
Difícil  seria  decir  cuantos  servicios  dejbió  esa 
familia  á  la  bondad  i  caballerosidad  del  Pre- 
fecto, quien  consiguió,  que  la  esposa  de  Ghi- 
lardi  fuese  nombrada  por  el  Gobierno  direc- 
tora de  un  colejio  nacional  de  niñas.  ¿Cuál 
fué  el  pago  de  tanto  servicio,  de  tanta  oficio- 
sidad i  de  tanta  protección?  Fué  que  Ghilar- 
di,   estranjero  en  el  país  i  sin  vínculos  en  él, 
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quisiese  figurar  en  nuestra  política  interior, 
se  hiciera  instrumento  de  conspiradores,  pro- 
moviera un  tumulto  en  Cajamarca  i  para  ha- 
cerlo triunfar  clavase  pérfida  i  cobardemente 
el  puñal  asesino  en  el  pecho  de  su  jeneroso 
favorecedor." 

"Fué  también  juzgado  i  sentenciado  el  je- 
neral  aventurero,  pero  también  el  favor  i  los 
empeños  le  abrieron  las  puertas  del  presidio 
para  que  fuera  á  hacer  á  Méjico  las  heroici- 
dades que  le  fcondujeron  á  la  horca." 

"Actos  de  mal  entendida  jenerosidad  ;  ac- 
tos de  debilidad,  tenemos  desgraciadamente 
muchos  en  nuestra  corta  historia.  Actos  de 
barbarie  i  de  salvajismo,  ninguno,  á  Dios  gra- 
cias! ¡Salvajes  son  los  que  nos  juzgan  sin  co- 
nocernos, i  mucho  mas  los  que  nos  conocen  i 
nos  calumnian!"  (1) 


(1)  Refutación  del  Ministro  Español  Pacheco,  por  M.  A. 
Fuentes. 
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347.  Los  antiguos,  «lando  emigraban,  lle- 
vaban siempre  consigo  sus  dioses  Lares  i  Pe- 
nates ;  entre  ellos,  esos  dioses  formaban  parte 
indispensable  del  domicilio  i  simbolizaban  la 
sahtidad  que  debe  enaltecer  el  hogar  domés- 
tico. Los  poetas  engalanaron  esta  preciosa 
concepción,  que  dando  á  la  divinidad  el  mis- 
ino techo  que  á  la  criatura,  establecia  entre 
ambas  una  intimidad  de  relaciones,  contribu- 
yendo así  á  cimentar  la  moralidad  de  la  fa- 
milia. Eneas,  al  volver  la  espalda  á  la  incen- 
diada Troya,  en  medio  de  los  peligros  del 
combate  i  venciendo  todo  jénero  de  obstácu- 
los, nunca  se  olvida  de  sus  dioses,  i  ya  que 
su  mano  ensangrentada  no  puede  tocarlos,  los 
pone  bajo  la  custodia  de  su  padre.  Tu,  ge- 
nitor, cape,  saciña,  manu,  patriosque  Penates. 

Concluyóse  ya  la  edad  de  los  dioses  domés- 
ticos ;  pero  cada  pueblo  resguarda  aún  los 
templos  de  sus  creencias  i  á  ellos'  acude  co- 
mo al  hogar  del  alma.  En  ninguna  causa  86 
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ha  desplegado  mayor  celo,  en  ninguna  se  han 
enardecido  tanto  las  pasiones  de  la  humani- 
dad, como  en  las  contiendas  relijiosas,  i  esto, 
porque,  si  es  cierto  que  el  hombre  de  los 
modernos  dias  no  tiene  lares  ni  penates,  po- 
see creencias  que  se  imprimen  indeleblemen- 
te en  su  corazón,  creencias  que  influyen  en 
sus  determinaciones,  que  matizan  todos  los 
actos  de  su  vida  doméstica  i  constituyen  pa- 
ra él,  una  atmósfera  moral  fuera  de  la  cual 
no  le  es  dado  respirar  ni  vivir,  fuera  de  la 
cual,  es  presa  de  una  nostáijia  del  alma,  que 
le  quebranta,  le  destruye  i  le  anonada.  El 
hombre,  al  abandonar  su  patria,  no  abando- 
na sus  creencias  ;  al  c^ptrario,  ellas  se  llegan 
á  identificar  con  su  existencia,  i  si  la  fuerza 
bruta  se  interpone  para  atentar  neciamente 
contra  ellas,  encuentran  siempre  un  santua- 
rio inviolable  é  inaccesible  en  los  mas  ínti- 
mos pliegues  de  la  conciencia.  Tan  vano  se- 
ria esperar  violentar  las  creencias,  como  fijar- 
le límites  al  espacio ;  de  la  conciencia  no  se 
dijo  ni  se  puede  decir  :  húc  usque  verdes,  et 
non  procedes  amplius.  La  fuerza,  se  ha  dicho, 
sólo  puede  hacer  callar,  pero  jamas  podrá 
dar  una  dirección  determinada  á  la  concien- 
cia humana. 

Las  asociaciones  humanas,  celosas  de  sus 
privilejios  i  de  sus  derechos,  consideran  como 
hijos  suyos  á  sus  miembros  i  los  siguen  do  quie- 
ra se  establecen ;  no  les  permiten  que  con  lije- 
reza  se  despojen  de  la  ciudadanía  que  la  natu- 
raleza les  diera,  i  les  imponen  duras  condicio- 
nes, cada  vez  que  ellos  juagan  propio  k  sus 
intereses,  buscar    al  través  de  los  mares,  una 
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nueva  patria  i  otro  hogar.  El  brazo  de  su  Go- 
bierno jamas  es  corto,  para  que  no  les  alcanzo 
su  protección  ó  su  castigo,  i  si  son  sorprendidos 
en  armas  contra  el  país  que  los  vio  nacer,  son 
considerados  como  reos  atroces  i  sometidos  á 
duras  i  severas  penas.  Análoga  á  la  solicitud 
que  desplegan  las  asociaciones  de  la  tierra 
en  favor  de  sus  miembros,  es  la  que  el  indi- 
viduo tributa  siempre  á  sus  creencias ;  cual- 
quiera que  sea  el  cielo  bajo  el  cual  se  tras- 
porte, el  clima  que  lo  cobije,  ó  la  causa  de  su 
peregrinación,  el  misino  Dios  vijila  en  su  al- 
ma, la  misma  fó  a,nima  sus  actos,  las  mismas 
esperanzas  florecen  en  su  espíritu,  sin  que 
sean  bastantes  para  borrar  estas  manifesta- 
ciones de  sus  primeras  enseñanzas  relijiosas, 
ni  la  certidumbre  de  lucro  ni  la  espectativa 
de  un  porvenir  brillante  i  honorífico.  Dijimos 
que  los  Lares  i  Penates  do  existían  para  el 
hombre  moderno ;  dijimos  mal ;  existen  en- 
noblecidos i  ocupando  un  lugar  mas  sagrado, 
Sorque  si  los  antiguos  resguardaban  la  mora- 
a  doméstica  i  estaban  en  justa  posición  con 
sus  adoradores  ;  los  modernos  habitan  el  co- 
razón de  la  humanidad,  se  identifican  con 
ella,  llegando  á  ser  carne  de  sus  carnes  i 
huego  de  sus  huesos. 

Es,  pues,  vano  i  pueril  atentar  contra  la 
libertad  de  conciencia ;  el  mas  sagrado  de  los 
derechos  humanos  fué  colocado  por  Dios,  le- 
jos délos  caprichos  de  la  arbitrariedad  del 
hQmbre.  ¡Verdad*  salvadora,  verdad  fecunda 
en  enseñanzas  prácticas,  i  la  cual  sin  embar- 
go el  hombre  solo  ha  aprendido  á  reconocer 

i  acatar,   al  través  de  mares   do  sangre  i  de 
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rejiones  de  desolación  i  de  ruina!  Letra  muer-r 
ta  es  el  código  que  la  prescribe,  vano  profe-* 
ta  el  que  vaticina  su  destrucción,  porque  co- 
mo las  sustancias  elásticas,  adquirirá  mas 
poder  mientras  mas  se  la  oprima,  i  encon- 
trará nuevas  fuerzas  en  los  mismos  esfuerzos 
destinados  á  estrecharla. 

348.  Ed  el  Perú  hai,  como  no  podía  dejar 
de  haber,  libertad  de  conciencia.  ¿Quién  in- 
terviene en  nuestro  país  con  las  creencias  in- 
dividuales? Al  estranjero  que  toca  sus  playas, 
le  pregunta  el  Gobierno  cuál  es  su  idoneidad, 
antes  de  autorizarlo  para  que  ejerza  una  pro- 
fesión científica ;  la  policía  lo  vijila,  si  hai 
datos  sobre  sus  miras  subversivas ;  el  comer- 
cio aprecia  su  responsabilidad,  antes  de  con- 
cederle crédito  ;  los  peruanos  investigan  su 
carácter  antes  de  distinguirlo  con  su  amistad; 
pero  nadie  se  acuerda  de  averiguar  si  es  cal- 
vinista, católico,  israelita  ó  episcopal.  En  el 
Perú,  la  cuestión  relijiosa  es  esencialmente 
individual ;  cada  uno  es  arbitro,  en  el  foro 
de  su  •conciencia,  de  abrazar  ésta  ó  la  otra 
comunión ;  en  las  relaciones  con  Dios,  solo 
El  es  juez  ;  el  hombre  no  puede  interponer 
su  figura  diminuta  entre  el  Creador  i  la  cria- 
tura. "  Si  alguno  delinque, "  dice  Cicerón, 
"Dios  será  el  vengador" ;  ó  como  dice  Táci- 
to con  su  acostumbrada  concisión  :  Deorumi 
injuriie,  Diis  curas.  Este  es  el  principio  de 
nuestras  leyes,  i  para  apreciar  debidamente  lo 
que  nos  ha  costado  esta  conquista,  las  preo- 
cupaciones vencidas,  los  errores  disipados,  las 
enseñanzas  de  una  perversa  educación  políti- 
ca neutralizadas,  no  se  eche  al  olvido  lo  que 
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éramos  el  día  en  que  erguimos  la  cabeza  en- 
tre las  naciones  libres  é  independientes,  i  "se 
arrojó  el  país,  por  las  sendas  en  cuyas  espi- 
nas va  paulatina  pero  constantemente  redi-, 
miéndose";  no  se  desconozca  que  era  España, 
— la  nación  mas  fanática  i  menos  relijiosa 
del  universo — la  que  nos  Jiabia  mecido  du- 
rante tres  siglos  en  sus  brazos,  infundiéndo- 
nos sus  errores  de  todo  jénero.  Porque,  díga- 
se lo  que  se  quiera,  la  organización  relijiosa 
de  la  era  colonial  estaba  mui  lejos  de  la  per- 
fección. Algún  buen  anciano  suspirará  toda- 
vía por  aquellos  piadosos  tiempos,  en  que  no 
se  veia  un  solo  hereje  en  América ;  pero  en 
realidad,  ¿cuál  era  el  estado  relijioso  de  la 
colonia?.  "Las  campañas  pagarían  sus  diez- 
mos," dice  un  publicista  arjentino,  "contribu- 
ción exhorbitante  i  desigual,  i  poco  acorde 
con  la  índole  de  la  oblación  que  debe  susten- 
tar á  los  que,  como  decia  San  Pablo  ,  han 
de  vivir  del  .altar ;  las  ciudades  figurarían 
en  los  empadronamientos  de  la  Pascua,  elu- 
diendo con  la  inscripción  en  el  rol  de  la  Par- 
roquia, el  precepto  piadoso  que  se  le  renova- 
ba con  ceño  amenazador ;  algunos  ricos  que 
tenian  muchos  esclavos,  edificarían  templos 
superiores  á  los  recursos  personales  de  los 
ricos  del  dia ;  pero  no  se  hallará  en  la  era 
colonial  ni  una  moralidad  superior  ni  una 
adhesión  profunda  á  la  fé,  ni  un  conocimien- 
to correcto  de  las  fecundidades  de  la  lei 
evanjélica  i  de  sus  doctrinas  sublimes  ;  ni 
en  su  domesticismo  ni  en  los  actos  é  ideas  de 
las  j  en er aciones  que  demarcan  nuestra  capi- 
tal transición  histórica,   se  ^advierte  síntoma 
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ni  rastro  de  una  relijiósidad  dominante  ó  ins* 
piratriz."  Estudíense,  una  á  una,  todas  nues- 
tras Constituciones,  i  se  verá  como  es  cierto 
que  solo,  paso  á  paso»  hemos  ido  ascendiendo 
i  acercándonos  mas  i  mas  á  la  espresion  da 
las  verdaderas  doctrinas,  en  materia  de  tole- 
rancia. Sigue  la  lucha,  i  no  somos  nosotros 
los  que,  vanos  i  presuntuosos,  pretendamos  se- 
ñalar su  término  ó  asegurar  que  nada  queda 
Ía  por  hacer.  Hoi,  al  menos,  está  reconocida 
i  libertad  de  conciencia,  i  nuestras  leyes  no 
hablan  en  ningún  caso,  de  las  creencias  reli- 
jiosas  como  requisito  para  habitar  el  país,  ó 
para  ejercer  en  él,  arte,  profesión  ó  industria. 

349.  Asegurada  la  libertad  de  conciencia, 
no  tenemos,  aún,  la  libertad  de  cultos.  Va- 
rias veces  se  ha  intentado  en  nuestros  Con- 
gresos establecerla,  i  en  todas  ellas,  han  sur- 
jido  largos  i  acalorados  debates,  resintiéndose 
hasta  la  tranquilidad  pública,  que  el  clero  i 
las  mujeres  comprometían,  con  prédicas  i  tu- 
multuosas reuniones.  Defensores  i  adversarios 
de  esa  libertad,  intervinieron  con  igual  de- 
nuedo, agotando  en  sus  discursos  casi  todas 
las  razones  que  ya  en  pro  ya  en  contra  de  la 
cuestión,  han  producido  los  mas  distinguidos 
publicistas.  Estamos,  pues,  en  un  terreno  co- 
nocido i  casi  nada  de  nuevo  podemos  decir ; 
pero  es  indispensable  hacer  algunas  reflexio- 
nes para  esplicar  el  verdadero  sentido  de  las 
leyes  del  Perú  sobre  relijion. 

350.  Hemos  dicho  que  la  libertad  de  con- 
ciencia está  sobre  toda  lei ;  que  es  un  derecho 
fuera  de  su  alcance  i  reglamentación.  El  úni- 
co imperio  que  sobre  él  ejerce,  es  el  de  acá- 
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tarlo,  reconociéndolo.  Si  la  lei  no  puede  obli- 
gar á  las  conciencias,  monos  podrá  lograr  que 
se  practique  públicamente,  con  sinceridad  i 
por  el  solo  hecho  de  mandarlo  así,  un  culto 
determinado.  Por  eso,  una  relijion  de  Estado, 
es  decir,  una  relijiQn  que  profesa  la  sociedad 
civil  como  tal  sociedad,  i  que  practiquen  los 
ciudadanos,  en  su  carácter  de  ciudadanos,  es 
una  concepción  absurda.  Tal  es  la  de  Bous- 
geau,  cuando  nos  habla  de  una  profesión  de 
íé  puramente  civil,  perteneciendo  al  Soberano 
formular  sus  artículos,  no  como  dogmas  reli* 
jiosos,  sino  como  sentimientos  de  sociabilidad, 
sin  los  cuales  es  imposible  ser  buen  ciudada- 
no ó  subdito  fiel.  "Sin  poder  obligar  á  nadie 
á  creerlos,"  dice  el  filósofo  de  Jinebra,  "el 
Soberano  puede  desterrar  del  Estado  á  todo 
el  que  no  loe  crea ;  lo  puede  desterrar  no 
como  impío,  sino  como  insociable,  como  in- 
capaz de  amar  sinceramente  las  leyes,  la  jus- 
ticia, i  de  inmolar  su  vida,  si  fuese  necesario, 
en  cumplimiento  del  deber Estos  dog- 
mas son,  la  existencia  de  una  divinidad  todo 
poderosa,  intelijeute,  bienhechora,  previsora  i 
protectora;  una  vida  futura ;  la  felicidad  del 
justo,  el  castigo  del  malvado,  la  santidad  del 
contrato  social  i  de  las  leyes."  "Es  difícil," 
dice  con  razón,  Pradier-Foderó,  comentando 
este  pasaje,  "precisar  lo  que  deba  entenderse 
por  estos  artículos  de  fé,  que  no  son  formula- 
dos como  dogmas,  sino  tan  solo  como  sentí- 
mientas  de  sociabilidad ;  que  no  se  imponen  á 
la  conciencia,  pero  que  es  preciso  creer,  so  pe- 
na de  ser  desterrado,  no  como  impío,  es  ver- 
dad, pero  como  insociable,  lo  cual  es  lo  mis- 
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mo."  Se  ha  atacado  también,  la  espresion 
relijion  del  Estado.  El  Estado,  se  dice,  es  una 
abstracción,  i  ¿qué  quiere  decir  relijion  de 
una  abstracción?  Cuando  todos  los  individuo^ 
que  componen  un  Estado  profesan  una  reli-* 
jion,  esa  espresion  quiere  decir,  relijion  de 
todos  los  ciudadanos.  Así,  pues,  si  el  Estado 
no  puede  arbitrariamente  mandar  i  obligar  á 
los  ciudadanos  que  practiquen  los  actos  es- 
temos de  una  relijion,  si  el  Estado,  como  tal, 
no  puede  tener  relijion,  lo  único  que  puede 
hacer  la  lei,  es  reconocer  el  hecho,  cuando 
existe,  que  la  nación,  es  decir,  los  individuos 
que  la  componen,  profesa  tal  ó  cual  culto.  Es- 
to, i  solo  esto,  es  lo  que  hace  el  art.  4.°  de 
nuestra  Constitución,  al  declarar  que  "la  Na- 
ción profesa  la  Relijion  Católica,  Apostólica, 
Romana."  (1)  Este  artículo  no  es  imperativa, 
sino  declarativo ;  lá  Nación  no  tiene  que  pro- 
fesar ni  está  obligada  á  ello,  la  relijion  Cató- 
lica, sino  que  la  profesa ;  no  se  espide,  pues, 
un  mandato,  sino  que  se  da  espresion  á  la 
realidad,  á  un  hecho. 

351.  En  las  naciones  en  que  existe  la  liber- 
tad de  cultos,  se  ha  sancionado  en  fuerza  de 
las  circunstancias,  reconociendo  también  un 
hecho  preexistente  que  la  lei  no  podía  des- 
truir ni  desconocer,  i  que  se  imponía  con  to- 
da la  enerjía,  con  que  suelen  imponerse  los 
hechos,  en  las  cuestiones  político-relijiosas. 

La  Alemania,  cuna  de  la  reforma  protes- 
tante, vio  no  mucho  tiempo  después  de  haber 

(1)  Art.  4.  °  La  Nación  profesa  la  Relijion  Católica,  Apos- 
tólica, Romana ;  el  Estado  la  pro  te  je,  i  no  permite  el  ejer- 
cicio público  de  otra  alguna,— -Constitución  del  Perú, 
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iniciado  Lutero  la  publicación  de  sus  doctri- 
nas, que  sus  hijos  se  encontraban  divididos, 
respecto  á  la  cuestión  relijiosa.  Desde  lúe* 
go,  principiaron  las  recíprocas  persecucionesj 
crueles  i  ardientes,  i  que  igualaban  á  las  san- 
grientas hecatombes  con  que  los  emperadores 
paganos  pretendieran  ahogar  los  progresos 
del  cristianismo.  Las  disensiones  se  esten- 
dieron á  la  Suiza,  i  en  jeneral,  á  todos  los 
países  limítrofes,  ,  i  cuando  la  lei  intervino, 
no  pudo  monos  que  reconocer  la  libertad  de 
conciencia  i  la  de  cultos ;  el  no  hacerlo,  ha- 
bría sido  ejercer  la  mas  injustificable  de  las 
tiranías  contra  gran  porción  de  ciudadanos. 
En  Inglaterra,  el  carácter  despótico  de  un 
libertino  coronado,  trata  de  cambiar  en  un 
dia  las  creencias  relijiosas  del  pueblo ;  aun- 
que auxiliado  por  la  revolución  reformista, 
Enrique  VIII  no  logra  sino  en  parte  sus. 
propósitos,  i  eso,  al  través  de  persecuciones 
i  de  sangre,  Solo  muchos  años  después  pue- 
den considerarse  como  establecidas  las  nue- 
vas doctrinas.  La  lei  no  reconocía  la  libertad 
de  cultos,  i  consagraba  la  intolerancia,  á  pe- 
sar de  ser  éste  el  principal  reproche  que 
arrostraba  á  los  Católicos.  Sin  embargo,  esa 
libertad  era  un  hecho  que  la  lei,  á  pesar  de 
todos  sus  esfuerzos,  no  ha  logrado  destruir. 
Se  oprimía  á  los  papistas  i  á  los  disidentes  ; 
se  les  inhabilitaba  para  ejercer  funciones  pú- 
blicas ;  mas  aún,  se  les  obligaba  á  contribuir 
al  sostenimiento  del  culto  oficial  que  ellos 
no  reconocían  ni  acataban,  i  á  pesar  de  to- 
dx>,  papistas  i  disidentes,  existían  en  grandes 
porciones,  especialmente  en  Escosia  ó  Irían- 
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da,  i  se  multiplicaban  con  asombrosa  rapidez. 
I  no  se  diga,  que  no  se  hizo  todo  lo  posible 
para  su  desaparición ;  hasta  ahora  poco  tiem- 
po, conservaba  la  intolerante  Inglaterra,  en 
sus  estatutos  penales,  la  combustión  i  la  de- 
capitación como  castigos  de  la  apostasía,  he- 
rejía, no  conformidad,  papismo,  i  aún  de  bru- 
jería, de  conjuros  i  de  encantamientos. 

Entre  las  pajinas  históricas  mas  degradan- 
tes pero  mas  instructivas  para  la  humanidad, 
están  las  que  consignan  los  sangrientos  deta- 
lles de  las  persecuciones  relijiosás  en  Fran- 
cia. La  lei  no  reconocia  la  libertad  de  cultos, 
cuando  esa  libertad  existía  en  el  Estado, 
cuando  era  imposible  desconocerla,  i  este 
desconocimiento  llegó  á  amenazar  la  tran- 
quilidad, la  existencia  misma  del  Estado.  I 
al  fin,  vemos  la  mayor  de  las  anomalías ;  el 
Gobierno  que  quería  imponer  el  Catolicismo, 
se  ve  obligado  á  firmar  un  tratado  con  sus 
subditos  protestantes,  entregándoles  ciudades 
i  fortalezas  en  garantía  del  pacto.  Allí  están 
el  edicto  de  Nantes,  i  su  revocación  en  1685  ; 
i  después  de  mil  vaivenes  en  la  lejislacion, 
tanto  mas  funestos  cuanto  mas  se  alejaban 
del  reconocimiento  de  la  libertad  refijiosa 
que  existia  de  hecho,  al  fin,  llegamos  al  con- 
cordato, que  en  1801  celebró  Napoleón  con 
Pió  VII,  en  el  cual  se  determinaron  las  re- 
laciones de  la  Iglesia  con  el  Estado,  dejan- 
do libre  el  ejercicio  público  de  otros  cultos. 

En  los  Estados  Unidos  es  donde  mas  se 
revela,  qué  la  libertad  de  cultos,  debe  reco- 
nocerse como  un  hecho  i  no  estatuirse  como 

un  derecho,  Mientras  fué  colonia,,  inglesa,  osa 
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nación  obedecía  las  leyes  intolerantes  de  1* 
madre    patria;  las  mil   i   una    comuniones 
relijiosas  allí  establecidas,  se  odiaban  i  per- 
seguían  encarnizadamente.    Una  vez  consti- 
tuida  su  autonomía .  no    pudo    desde  luego 
i  tuvo  la   sabiduría   de  reconocerlo,    dejar 
de   proclamar    el    principio    de    la  libertad 
relijiosa  ;  i  ¿cómo  no  hacerlo,  cuando  no  ha« 
bia   dos    Estados    en    que  predominase  el 
mismo  culto,  i  cuando  todo  su  poder  i  prosperi- 
dad estribaban  en  la  inmigración?  Así  es  que 
la  primera  enmienda  á  la  Constitución  prohi- 
bió al  Congreso  Federal  dictar  lei  alguna  sobre 
establecimiento  ó  proscripción  de  culto  algu- 
no. El  Estado  no  tiene  relijion,  no  hai  presu- 
*  puesto  de  culto,  i  sin  embargo,   no  hai  país 
mas  relijioso.  En  los  Estados  Unidos,  proscri- 
bir la  libertad  de  cultos  seria  destruir  el  equi- 
librio de  las  fuerzas  sociales,  i  la  lei  que  la 
proscribiese,  pagaría  el  tributo  de  toda  lei 
que  olvida  la  situación  política  del  pueblo  que 
la  ha  de  obedecer  i  no  toma  en  cuenta  su  ca- 
rácter, sus  necesidades  i  sus  antecedentes  his- 
tóricos :  el  tributo  de  ser  siempre  letra  muerta* 
352.  No  ha  faltado  quien  ataque  el  artícu- 
lo cuarto  de  nuestra  Constitución,  sostenien- 
do que  la.  lei  no  debe  en  ningún  caso  i  para 
ningún  fin,  ocuparse  de  la  relijion.  En  apoyo 
de  sus  ideas,  los  que  así  piensan  suelen  pre- 
sentarnos el  ejemplo  de  la  Union  America- 
na, cuya  grandeza  i  prosperidad  atribuyen  á 
la  pcescindencia  oficial  en  materias  relijiosas* 
Pero  los  qué  tal  ejemplo  escojen,  obran  mui 
á  la ,  Hjeta,  i  en  prueba  de  ello  hacemos  laft 
piguiaates  trascripciones ; 
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"Es  un  derecho  á  la  par  que  un  deber  para 
todos  los  hombres  que  viven  en  sociedad,  el 
rendir  en  dias  determinados  un  culto  público 
al  Gran  Creador  i  Conservador  del   Univer- 

so :..  Como  la  felicidad  de  un  pueblo,  el 

buen  orden  i  la  conservación  del  Gobierno 
civil,  dependen  esencialmente  de  la  piedad, 
de  la  relijion  i  de  las  buenas  costumbres,  que 
no  pueden  estenderse  por  todo  un  pueblo,  sino 
mediante  la  institución  de  un  culto  público 
de  la  Divinidad,  i  las  instrucciones  públicas 
sobre  la  piedad,  la  relijion  i  la  moral ; — el  pue- 
blo de  esta  República,  para  procurarse  esta 
felicidad  i.  asegurarse  el  buen  orden,  tiene, 
pues,  el  derecho  de  otorgar  á  su  lejislatura 
el  poder  de  requerir,  i  la  lejislatura  debe  au- 
torizar á  las  diferentes  ciudades,  parroquias, 
i  otros  cuerpos  políticos  ó  sociedades  relijio- 
sas,  para  costear  por  sí  la  institución  del  culto 
público  de  la  Divinidad Tiene,  tam- 
bién, el  pueblo  de  esta  República  el  derecho 
de  investir  á  su  lejislatura,  con  la  autoridad 
necesaria  para  hacer  asistir  á  todos  á  las  ins- 
trucciones de  los  institutores  susodichos  ó  mi- 
nistros encargados  de  ensenar  la  relijion  i  la 
moral."  {Constitución  de  Massachusetts,  de- 
claración de  derechos,  arts.  II  i  III.) 

"Antes  de  ingresar  cada  miembro  en  la  Sala 
de  Ro  %sentantes,  hará  i  firmará  la  siguien- 
te *'  ■"■  oración  :  Creo  en  un  solo  Dios,  creador 
í  Qne&rnad&r  de  este  universo,  que  recompensa 
á  'fi%  buenos  i  castiga  á  los  malos,  i  reconozco 
que  las  Escrituras  del  antiguo  i  nuevo  testa- 
mento han  sido  hechas  por  inspiración  divi- 
na" (Constitución  de  Pemisilvania.  Art,  X.) 
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"Cualquiera  que  sea  elejido  miembro  de 
una  ú  otra  Cámara,  ó  en  quien  recaiga  un  ofi- 
cio ó  empleo  de  confianza,  antes  de  tomar  po- 
sesión ó  entrar  en  él  ejercicio  de  sus  funciones 
será  obligado  á  hacer  la  siguiente  declaración : 
Yo,  N".,  hago  profesión  de  creer  en  Dios  Pa- 
dre, en  Jesu-Cristo,  su  único  hijo,  i  en  el  Es- 
piritu  Santo,  un  solo  Dios  por  siempre  ben- 
decido, i  reconozco  las  santas  escrituras  del 
antiguo  i  nuevo  testamento  como  dictadas  por 
inspiración  divina"  (Constitución  de  Déla- 
ware.   Art.  XXII.) 

"No  debe  exijirse  para  la  admisión  de  un 
empleo  cualquiera,  otra  condición  ó  cualidad, 
que  un  juramento  de  mantener  este  Estado  i 
serle  fiel,  así  como,  también,  una  declaración 
de  creer  en  la  Relijion  Cristiana."  (Consti- 
tución de  Maryland.  Art.  XXXV.) 

"Toda  persona  i  sociedad  relijiosas,  que 
reconozcan  la  existencia  de  Dios,  un  estado 
futuro  de  premios  i  castigos,  i  la  necesidad  de 
un  culto  público,  serán  toleradas.  Se  reputa- 
rá la  relijion  cristiana,  i  es  establecida  i  de- 
clarada por  esta  Constitución,  como  la  reli- 
jion del  Estado Ninguna  asociación 

de  hombres  formada  con  el  pretesto  de  la  re- 
lijion, los  autorizará  á  reunirse  en  cuerpo  ni 
á  ser  considerados  de  la  relijion  delj^stado, 
á  menos  de  haber  aceptado  previamó  mei? ^re- 
conocido i  firmado  los  artículos  sigu_]ve^»  : 
l9  Que  existe  un  Dios  eterno  i  un  estauOMa- 
turo  de  recompensas  i  castigos ;  29  Quer  de- 
be rendirse  á  Dios  un  culto  público;  3.°  Que 
la  relijion  cristiana  es  la  verdadera  relijion ; 
4r  Quq  las  santas  escrituras  del  antiguo  i  del 
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nuevo  testamento  son  de  inspiración  divina,  i 
contienen  las  reglas  de  la  fó  i  de  la  prácti- 
ca."  (Constitución  de  la  Carolina  del 

Sur.  Art.  XXXVII.) 

"Toda  persona  que  no  reconozca  la  existen- 
cia de  Dios,  la  verdad  de  la  relijion  protestan- 
te, i  la  autoridad  divina  del  antiguo  i  del  nue- 
vo testamento,  no  podrá  obtener  ningún  cargo 
ó  empleo  lucrativo   ó  de  confianza  en  el  de-  . 

partamento  civil  de  este   Estado."  (Constitu-  I 

don  de  la  Carolina  del  Norte.  Art  XXXII.) 

353.  Publicistas  de  nota  suelen  conside- 
rar en  abstracto  la  libertad  de  cultos,  sin. 
tener  en  mira  su  realización  en  país  determi- 
nado, i  así  analizan  sus  ventajas  i  aprecian 
sus  inconvenientes.  El  ilustre  Montesquieu 
dice  en  sus  Cartas  Persanas :  "Como  todas 
las  relijiones  comprenden  preceptos  útiles  á 
la  sociedad,  es  bueno  que  sean  observadas 
con  celo.  Ahora  ¿qué  hai  de  mas  aparente 
para  anhflar  este  celo,  como  su  multiplicidad? 
Son  rivales  que  nada  se  perdonan.  ÍÜ1  celo 
desciende  hasta  los  individuos  ;  cada  uno  es- 
tá en  guardia,  i  teme  hacer  cosas  que  des- 
honrarían á  su  partido  esponiéndolo  al  des- 
precio i  á  las  implacables  censuras  del  partido 
contrario.  Así  es  que,  como  se  ha  observado, 
una  njieva  secta  introducida  en  el  Estado  es 
el  medio  mas  seguro  de  correjir  los  abusos 
de  la  antigua. "  "Allí  donde  muchas  relijio- 
nes se  vijilan,"  decia  Mirabeau,  "todas  se 
purifican/'  Portalis,  B.  Constant  i  Pradier- 
Foderó  son  de  la  misma  opinión.  Por  otra 
parte,  "la  diversidad  de  relijiones  en  una  na- 
ción," se  ha  dicho,  ''tiene  si  bien  se  medita. 
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no  pocos  inconvenientes.  Esto  no  quiere  de- 
cir que  se  tenga  como  un  dogma  la  intole- 
rancia i  que  se  arme  el  brazo  del  hijo  contra 
el  padre;  solo  se  quiere  manifestar  que  la 
unidad  de  creencia  de  todos  los  que  compo- 
nen una  nación,  unidad  espontánea  i  de  con- 
vicción i  arraigada  en  lo  pasado,  es  mil  veces 
preferible  á  la  diversidad  de  cultos ;  que  es 
una  felicidad  para  los  que  viven  bajo  un  mis- 
mo  Gobierno,  tener  un\>s  mismos  sentimien- 
tos  relijiosos.  La  unidad  de  creencias  de  todo 
el  jónero  humano  es  el  fin  á  que  aspiran  los 
modernos  reformadores  ;  de  modo  que  hasta 
por  sus  propios  principios,  se  descubren  las 
ventajas  que  tienen  sobre  las  demás,  aque- 
llas naciones  que  no  abrigan  en  su  seno  un 
jórmen  de  discordia  i  desunión,  alimentado 
por  la  diversidad  de  cultos."  Esto  i  mucho 
mas  pueden  discutir  los  filósofos,  i  mientras 
no  abandonen  las  r ejiones  de  la  teoría,  pue- 
den impunemente  prolongar  sus  disputas.  Es 
distinto,  si  se  pasa  al  terreno  de  la  práctica, 
pues  entonces  sucede  con  la  libertad  de  cul- 
tos algo  parecido  á  lo  de  la  forma  de  Go- 
bierno. Según  sean  las  naciones,  así  podrán 
admitir  ó  rechazar  esta  libertad.  En  un  país 
determinado,  la  sociedad  estará  constituida 
de  un  modo  tal,  que  sea  indispensable  reco- 
nocerla, i  entonces  serán  muchas  sus  ventajas, 
desde  que  la  lei  que  la  consagre  no  espre- 
sará sino  la  satisfacción  de  una  necesidad  pú- 
blica. Puede  también  suceder  que  un  Estado 
haya  gozado  siempre,  en  sus  sucesivas  evo- 
luciones históricas,  de  la  unidad  de  creencias, 
i  entonces  establecida  la  libertad  de  cultos, 
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solo  se  palparían  sus  inconvenientes,  i  por 
prestijiosa  que  sea  la  autoridad  que  la  pro- 
mulgue, por  poderosa  la  fuerza  con  que  se 
imponga,  al  fin  esa  lei  quedará  escrita,  sin 
cumplimiento  i  cubierta  de  desprecio  i  de  ol- 
vido. Es  el  Perú,  un  país  que  se  encuentra 
en  este  último  caso  ;  á  los  elementos  de  dis- 
cordia que  heredamos  de  nuestros  antepasa- 
dos, felizmente  no  se  ha  añadido  el  de  la 
diversidad  de  cultos.  La  fé  de  nuestros  pa- 
dres anima  á  sus  hijos,  observamos  las  mis- 
mas fórmulas  relijiosas,  i  acatamos  los  mis- 
mos dogmas.  Es  un  hecho  que  los  peruanos 
son  católicos,  apostólicos,  romanos,  por  con- 
vicción i  espontáneamente,  i  la  lei  funda- 
mental de  la  República  no  hace  sino  reco- 
nocer ese  hecho,  en  la  primera  parte  de  su 
artículo  cuarto. 

354.  Si  una  es  la  relijion  de  los  peruanos, 
el  Estado  encargado  de  garantizar  todos  los 
intereses  qpciales,  no  podía  echar  al  olvido 
los  relijiosos  ;  está,  pues,  obligado  á  amparar- 
los, ya  dictando  leyes  que  los  favorezcan,  ya 
evitando  que  de  cualquier  modo  se  perturbe 
el  ejercicio  del  culto.  Es  por  esto,  que  el  ya 
citado  artículo  cuarto  añade  :  "el  Estado  la 
proteje,  i  no  permite  el  ejercicio  público  de 
otra  alguna."  I  se  dice  ejercicio  público,  tan- 
to porque  no  se  ha  tenido  intención  de  pro- 
hibir el  privado,  como  porque  el  Estado  no 
tiene  el  derecho  ni  los  medios  de  hacerlo.  El 
Estado  solo  debe  intervenir  en  las  cuestiones 
relijiosas,  cuando  puede  verificarlo  sin  salir 
de  la  esfera  que  le  es  propia.  Encargado  el 
poder  do  asegurar  el  orden  público,  tiene  per- 
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fecto  derecho  para  reprimir  todas  las  mani- 
festaciones que  tiendan  á  alterarlo  ;  es  nece- 
cesano  que  esas  tendencias  sean  públicas, 
porque  sobre  las  «privadas  no  tiene  ningún 
alcance  el  Gobierno.  En  materias  de  relijion 
solo  interviene,  pues,  en  todas  aquellas  prác- 
ticas esteriores  que  pueden  llegar  á  compro- 
meter directa  6  indirectamente  el  orden  so- 
cial. Por  lo  demás,  el  poder  del  Estado  res- 
pecto á  la  Iglesia  depende  de  la  organización 
relijiosa  que  tenga  cada  país. 

355.  Cuatro  son,  según  Guizot,  los  siste- 
mas que  á  este  respecto  han  r ejido.  En  el 
primero,  el  Estado  está  subordinado  á  la 
Iglesia,  bajo  el  punto  de  vista  moral ;  aún  en 
el  orden  cronolójico,  la  Iglesia  precede  al 
Estado ;  la  Iglesia  es  la  sociedad  primitiva, 
superior,  eterna ;  la  sociedad  civil  no  es  mas 
que  una  consecuencia,  una  aplicación  de  sus 
máximas.  La  soberanía  pertenece  al  poder 
espiritual,  del  cual  el  temporal  es  solo  ins- 
trumento. Según  el  segundo  sistema,  no  es 
el  Estado  el  que  está  en  la  Iglesia,  sino  la  Igle- 
sia la  que  está,  en  el  Estado  ;  este  último  impe- 
ra sobre  todo  el  territorio  ;  hace  la  guerra,  per- 
cibe los  impuestos,  i  dirije  todas  las  manifes- 
taciones esteriores  de  los  ciudadanos.  Es  él 
quien  debe  dar  á  la  sociedad  relijiosa  la  for- 
ma i  las  instituciones  que  mejor  convengan  á 
la  sociedad  en  jeneral ;  desde  el  momento 
que  cesan  las  creencias  de  ser  individuales ; 
desde  el  momento  que  hagan  surjir  asocia- 
ciones, caen  bajo  el  imperio  del  poder  tempo- 
ral, que  es  el  único  i  el  verdadero  poder. 

Según  el  tetcer  sistema,  la  Iglesia  está  en 
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el  Estado,  independiente,  invisible,  el  Esta- 
do no  tiene  relación  ninguna  con  ella ;  el  po- 
dpr  temporal  no  tiene  conocimiento  de  las 
creencias  relijiosas ;  debe  dejarlas  que  se  acer- 
quen las  unas  á  las  otras,  ó  que  se  separen, 
que  vivan  i  que  se  gobiernen  como-  mejor  les 
convenga ;  no  hai  ni  derecho  ni  fundamento 
to  sólido  para  intervenir  en  sus  asuntos.  El 
cuarto  sistema,  en  fin,  considera  la  Iglesia  i 
el  Estado  como  dos  sociedades  distintas,  es 
verdad,  pero  contiguas  i  relacionadas  mutua- 
mente ;  deben  vivir  separadas  pero  no  estra- 
fías ;  deben  ligarse  bajo  ciertas  condiciones,  i 
subsistir  cada  una  de  su  cuenta,  haciéndose 
mutuos  sacrificios  i  prestándose  auxilios  recí- 
procos, 

356.  ¿Cuál  de  estos  sistemas  tenemos  en  el 
Perú?  No  se  le  reconoce  á  la  Iglesia  el  pre- 
dominio que  en  la  edad  media  tuviera,  ni  se 
considera  al  Papa  como  arbitro  supremo  de 
los  destinos  de  la  sociedad  civil ;  tampoco  se 
establece,  á  todo  trance,  la  superioridad  abso- 
luta i  despótica  del  Estado,  según  las  máxi- 
mas de  Enrique  VIII,  rebajando  la  Iglesia 
al  nivel  de  las  instituciones  puramente  hu- 
manas, para  sujetarla  al  capricho  i  á  las  pa- 
siones de  los  gobernantes. 

Por  otra  parte,  tampoco  está  en  el  Perú, 
la  Iglesia,  completamente  divorciada  del  Es- 
tado, como  en  los  tiempos  de  Constantino ; 
i  la  lei  no  ha  podido  desconocer  la  unidad  re- 
lijiosa  de  los  peruanos,  ni  dejar  de  aprove- 
char este  precioso  elemento  de  tranquilidad 
pública.  "La  reliüon,"  dice  un  publicista, 
"que  morijera  al  hombre  dándole  la  fuerza 
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necesaria  para  reprimir  sus  funestas  inclina- 
ciones, la  resignación  para  sufrir  en  silencio 
los  males  con  que  á  la  Providencia  place  pro- 
barlo en  esta  vida,  que  le  inspiran  sentimien- 
tos de  humanidad  i  de  abnegación  hacia  sus 
semejantes,  es  un  elemento  esencial  de  la  ci- 
vilización. El  poder  temporal  que  rije  al  hom- 
bre esterior  es  impotente  para  llenar  su  fin,  si 
no  encuentra  espíritus  animados  por  el  senti- 
miento -  del  deber ;  debe,  pues,  esforzarse  por 
hacer  penetrar  por  todas  partes  la  saludable 
influencia  de  las  ideas  reHjiosas  i  prestar  su 
apoyo  al  culto  i  ásus  ministros.  Por  otra  parte, 
encargado  de  mantener  el  orden,  no  debe  ser 
estraño  á  los  actos  estériores  del  culto  á  fin 
de  reprimir  los  estravíos  que  puedan  ocurrir, 
ni  estraño  á  la  organización  de  la  sociedad  re- 
lijiosa,  á  fin  de  evitar  usurpaciones  del  poder 
espiritual  contra  el  poder  temporal." 

Estos  son  precisamente  los  principios  que  li- 
jen en  el  Perú.  Nuestros  lejisladores  han  crei- 
do,  que  seria  alterar  el  orden  i  violar  uno  de 
los  derechos  de  los  ciudadanos  permitir  el  ejer- 
ció público  de  todas  las  relijiones,  i  desde  lue- 
go, lo  han  prohibido.  Pero  el  dia  en  que  es- 
pontáneamente varié  de  relijion  un  número 
respetable  de  ciudadanos,  indudablemente  que 
se  harían  representar  en  nuestro  Congreso, 
i  mui  pronto,  n  se  alteraría  para  responder  á 
las  nuevas  circunstancias,  el  artículo  cuarto 
de  nuestra  Carta.  Ademas,  la  espresion  ejer- 
cicio público,  si  llegase  á  ser  un  obstáculo  ver- 
dadero para  el  desarrollo  del  país,  jamas  se- 
ria invencible,   pues,   cuando  una  necesidad 

social  no  encuentra  satisfacción  espresa  en  la 
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lei,  se  la  busca  tácita  é  indirectamente  i  aun 
contra  la  lójica  misma  encontrándola  siempre 
de  algún  modo,  sobre  la  misma  lei  si  es  preciso, 
cuando  ésta  la  contraría.  (1) 

357.  Ni  tampoco  se  crea,  que  porque  el  Es- 
tado está  obligado  constitucionalmente,  á  pro- 
tejer  la  relijion,   esté  en  el  Perú  el  Estado 
sometido  á  la  Iglesia.  En  cambio  de  esa  pro- 
tección, el  Estado  tiene  varios  derechos  im-  « 
portantes  respecto  á  la  Iglesia,  que   son  de-  I 
tendidos  siempre   con  celo  i  tenacidad.   Los                          ' 
derechos  i  regalías  del  patronato,  cuya  lejiti- 
midad  no  entra  en  nuestro  plan  analizar,  son 
inherentes  á  la  Nación.  Solo  por  la  profesión  * 
monástica  se  pierde  la  ciudadanía,  i  se  consi- 
deran á  los  individuos  como  perdidos  para  el 
Estado,   designándoseles  con  la  signiiicante 
espresion   de  inanes  muertas;  pero   sobre  el 
clérigo,  tiene   el  Estado  todos  los  derechos 
que'  sobre  loa  demás  ciudadanos,  desconocién- 
dose todo  fuero  personal.  El  Estado  tiene  in- 
tervención lejítima  en  todas  las  manifestacio- 
nes públicas  del  culto,  porque  "cuando  la  re- 
lijion se  manifiesta  esteriormente  i  tiende  á 
propagarse  por  la  prédica,  á  constituirse  por 
el  culto,  interviene  Ja  autoridad  para  prote- 
jer  el  ejercicio  lejítimo  del  derecho  i  para  re- 
primir los  abusos  á  que  podría  servir  de  oca-                       ^¡ 
sion  ó  pretexto."   Por  esto  es,  que  si  alguien                        ' 
se  sirve  de  la  relijion  dominante  ó  de  su  mi- 

(1)  Un  ejemplo  notable  de  lo  que  decimos,  nos  ofrece  Chile 
donde  la  frase  constitucional  "ejercicio  público  de  la  ralijioo."  se  . 
ha  interpretado  por  el  Congrio,  después  de  largos  i  acalorados 
debates  i  contra  la  opinión  del  clero  entero,  como  ejercicio  co*> 
teado  i  sostenido  con  las  rentos  públicos* 
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nisterio  para  alterar  el  orden,  el  poder  público 
con  pleno  derecho  lo  castigarla,  con  tanta  ma- 
yor severidad  cuanto  que  se  comete  el  delito 
bajo  el  manto  de  ia  relijion,  i  por  consiguien- 
te ultrajándola.  I  en  efecto,  estos  son  precep- 
tos de  nuestra  lei  positiva;  elart.  130.  del 
Código  Penal,  al  enumerar  los  reos  de  re- 
belión, designa  á  los  empleados  políticos,  ci- 
viles ó  eclesiásticos  que  en  bando,  proclama, 
edicto,  pastoral  ó  sermón  inciten  al  pueblo  á 
reunirse  a  los  rebeldes." 

El  Presidente  de  la  República  presenta, 
con  aprobación  del  Congreso  k  los  Arzobispos 
i  Obispos  para  las  dignidades  i  canonjías  de 
las  catedrales,  curatos  i  domas  beneficios  ecle- 
siásticos (Constitución  art.  94.  16^  17*);  con- 
cede ó  niega  el  pase  álos  decretos  conciliares, 
bulas,  breves  i  rescriptos  pontificios  (id.  id. 
19?).  No  se  puede  obtener  del  Romano  Pon- 
tífice, dispensas,  indultos  ú  otras  gracias,  sino 
por  el  órgano  del  Gobierno :  (Código  Civil 
art.  92.)  No  pueden  ser  herederos  las  manos 
muertas,  el  confesor  del  testador  i  sus  parientes 
i  ahijados,  el  alma  del  testador  i  los  relijiosos 
de  ambos  sexos  (id.  709.  1?  2o  3o  4o  5o  6o).  Los 
contratos  sobre  materias  profanas  en  que  se 
ponga  por  condición  esencial  sustraerlos  del 
conocimiento  de  los  juzgados  ordinarios,  so- 
metiéndolos á  la  jurisdicción  eclesiástica,  se 
consideran  como  no  hechos  (id.  1279.  3o).  Ni 
el  clérigo,  en  los  juzgados  civiles,  ni  el  fraile 
pueden  ser  jueces.  (Código  Enjuiciam.  Civil. 
30.  11°  12°)  La  lei  concede  el  recurso  de  fuer- 
za, en  virtud  del  cual  toda  persona,  lego  ó  clé- 
rigo, tiene   derecho  para  interponer  ante  las 
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Cortes  Superiores,  un  recurso  estraordinario, 
implorando  la  protección  de  la  potestad  ci- 
vil contra  los  excesos  ó  abusos  de  los  jueces 
eclesiásticos,  para  que  éstos  sean  obligados  á 
arreglarse  á  las  leyes.  Guando  la  Corte  re- 
suelve que' el  eclesiástico  hace  fuerza,  debe 
obedecerse  esta  resolución.  Sl  el  juez  ecle- 
siástico no  lo  hace,  la  Corte  lo  avisa  al  Go- 
bierno, para  que  éste  requiera  obediencia, 
ocupándose  sus  temporalidades,  hasta  que 
cumpla  lo  ordenado;  si  aún  ocupadas  por 
dos  meses  las  temporalidades,  no  obedeciese 
el  eclesiástico,  es  expatriado,  (id.  Lib.  3.° 
sea  2?  tít.  2?)  Compromete  la  independencia, 
del  Estado,  el  que  ejecute  oficialmente  en  la 
.República,  bula,  breve  ó  rescripto  pontificio 
ó  les  den  curso,  sin  cumplir  con  los  requisi- 
tos que  las  leyes  prescriben,  siendo  penados 
con  una  multa  de  200  á  2,000  soles,  (Cód. 
Penal,  art.  116  1^)  i  por  itítimo,  la  lei  cas- 
tiga al  eclesiástico  que  á  sabiendas  autorice 
un  matrimonio  ilegal  con  la  pena  de  confina- 
miento, (id.  297.) 

358.  Desde  que  la  lei  prohibe  el  ejercicio 
público  de  toda  relijion  que  no  sea  la  Cató- 
lica i  desde  que  proteje  esta  última,  es  cla- 
ro que  todo  acto  público  contrario  á  esa  reli- 
jion ó  que  tienda  á  ultrajarla  ó  á  despresti- 
jiarla,  será  una  violación  de  la  lei,  es  decir, 
un  delito.  Consecuencia  del  artículo  cuarto 
de  nuestra  Constitución  es,  pues,  la  sección 
primera,  libro  segundo,  i  el  primer  título,  li- 
bro tercero,  del  Código  Penal,  que  designan 
i  castigan  los  delitos  i  las  faltas  contra  la  Be* 
lijion. 


*MMMfta 


RELIJION  541 


Cometen  esos  delitos  i  faltas :  l9  El  que 
hace  la  tentativa  para  abolir  ó  variar,  en  el 
Perú,  la  Relijion  Católica,  Apostólica,  Roma- 
na ;  2<?  El  que  celebra  actos  públicos  de  un 
culto  que  no  sea  el  de  esa  relijion;  39  El  que 
profana  la  sagrada  forma  de  la  Eucaristía, 
en  el  templo  ó  cualquier  otro  lugar  público ; 
4?  El  que  profana  imájenes,  vasos  sagrados  ú 
otros  objetos  destinados  al  culto ;  5?  El  que 
violentamente  i  con  escándalo  impida  el  ejer- 
cicio del  culto  público;  69  El  que  con  pala- 
bras ó  hechos,  escarnezca  publicamente  algu- 
no de  los  ritos  ó  prácticas  de  la  relijion ;  7?  El 
que  maltrata  de  obra  á  un  sacerdote  en  el 
templo  ú  otro  lugar  público,  cuando  se  halle 
ejerciendo  las  funciones  de  su  ministerio; 
8?  El  que  exhume  cadáveres  para  mutilarlos 
ó  profanarlos  de  cualquier  maneta ;  9?  El  que 
profane  los  templos  ó  cementerios  con  actos 
inmorales;  10?  El  que  publicamente  blasfe- 
mare de  Dios ;  1 19  El  que  blasfemare  de  la 
Vi r jen,  de  los  santos  ó  de  los  dogmas  de  la 
relijion,  ó  los  ridiculizare  con  palabras  ó  he- 
chos :  12.°  El  que  en  los  templos  ó  lugares 
relijiosos,  escandalice  con  actos  de  irreveren- 
cia. Los  comprendidos  en  el  l.er  inciso,  son 
castigados  con  tres  años  de  expatriación;  en 
el  2.°,  con  un  año  de  cárcel,  ó  expatriación 
por  tres  años,  en  caso  de  reincidencia ;  en 
el  39,  con  tres  años ;  i  en  el  49,  con  un  *ño 
de  cárcel.  Los  delincuentes  á  que  se  refiere 
el  inciso  59,  son  penados  con  dos  años  de  pri- 
sión; el  6^,  con  tres  meses  de  prisión  i  multa 
de  diez  a  doscientos  soles ;  el  79,  con  un  año  ; 

el  89,  con  cinco  meses  de  prisión,  i  el  99,  con 
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dos  ó  tres  meses  de  prisión  ó  multa  de  cin- 
cuenta a  doscientos  soles,  según  la  gravedad 
del  delito.  El  que  blasfema  de  Dios,  es  cas- 
tigado con  diez  i  ocho  dias  de  prisión,  i  con 
doce,  si  blasfemare  de  Ja  Vírjen,  de  los  san- 
tos ó  de  los  dogmas  relijiosos.  La  irreverencia 
en  los  templos,  se  castiga  con  seis  dias  de 
prisión. 

359.  Aunque  es  permitido,  en  el  Peni,  el 
ejercicio  privado  de  todos  los  cultos,  está  su- 
bordinada esta  tolerancia  al  gran  principio 
del  orden  social  i  de  la  moral  pública;  ella, 
pues,  solo  se  estiende  á  todos  aquellos  cultos 
que  no  entrañan  principios  disolventes  ó  re- 
pugnantes á  la  moral  universal.  Una  reli- 
jion  que  proclamase  como  uno  de  sus  dog- 
mas, la  necesidad  de  los  sacrificios  humanos 
para  propiciar  á  la  Divinidad,  no  podría  ejer- 
cerse en  el  Perú,  ni  pública  ni  privadamente. 
Seria,  pues,  prohibida  i  perseguidos  sus  sec- 
tarios, no  como  reos  de  un  delito  relijioso,  es 
cierto,  sino  porque  el  Estado,  encargado  de 
la  dirección  suprema  de  la  sociedad,  de  ga- 
rantir el  orden  i  de  asegurar  la  tranquilidad 
pública,  está  en  la  obligación  de  reprimir 
con  enerjía  toda  manifestación  que  abierta- 
mente tienda  á  dañar  los   intereses  jenera- 

.  les  de  la  comunidad.  Un  delito,  una  contra- 
vención cualquiera  de  la  lei  penal,  cae  de 
lleno  bajo  su  jurisdicción,  cualquiera  que 
sea  el  disfraz  con  que  se  le  encubra,  i  mucho 
mas  si  es  el  relijioso;  pues  entonces  el  cri- 
men ps  menos  escusable,  i  mas  temibles  sua 
efectos. 

360.  Hasta  aquí  hemos  determinado  el  lu- 
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gar  que  ocupan  los  principios  relijiosos  en  el 
aerecho  público  del  Perú;  fundándonos  en 
la  lei,  sin  salir  de  su  órbita  i  apoyados  en  su 
texto  espreso,  hemos  dado  una  lijera  idea  del 
estado  legal  que  entre  nosotros  tiene  la  reli- 
jion.  Pero  en  el  terreno  práctico,  ese  estado 
varía ;  la  intolerancia  legal  no  tiene  en  el 
hecho  una  rigurosa  observancia,  ni  el  mismo 
artículo  cuarto  de  la  Constitución  es  objeto 
de  una  ciega  i  esquisita  obediencia.  En  la 
misma  capital  de  la  República,  cada  secta  tie- 
ne su  lugar  de  reunión.  El  protestante,  aun- 
que no  llamado  al  son  de  campanas,  acude 
tranquilo  á  oir  la  palabra  de  su  pastor,  i  aún 
el  asiático  posee  varios  templos  consagrados 
é.  sus  ídolos.  El  pueblo  todo,  á  cuya  perspi- 
cacia nada  se  escapa,  no  ignora  la  existencia 
de  estos  lugares,  los  ve  todos  los  dias,  pasa  por 
sus  puertas  al  dirijirse  á  las  iglesias,  i  conoce 
mui  bien  que  en  esos  sitios  se  verifican  ce- 
remonias i  ritos  mui  diversos  de  los  que  él 
reverencia  i  acata,  como  santos  i  verdaderos; 
i  á  pesar  de  todo,  jamas  se  ha  revelado  resis- 
tencia alguna,  jamas  se  han  perpetrado  ex- 
cesos contra  esos  edificios. 

361.  Estas  son,  actualmente,  las  relaciones 
del  Estado  con  la  Iglesia,  en  el  Perú.  Com- 
párense con  lo  que  eran  cincuenta  años  ha, 
i  si  se  juzga  imparcialmente,  no  podrán  me- 
nos de  ser  reconocidos  nuestros  progresos.  A 
la  intolerancia  de  hecho  i  de  derecho,  á  las 
ideas  de  odio  i  de  venganza  contra  los  que 
no  profesaban  la  relijion  del  Estado,  han  succe- 
dido  la  tolerancia  de  hecho  é  ideas  mas  hu- 
manitarias i  cristianas.   El  progreso  ha  sido 
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lento  ;  i  el  que  hemos  alcanzado  en  materias 
relijiosas  no  está  absolutamente  al  nivel  del 
que  hemos  adquirido  en  lo  industrial  i  mate- 
rial ;  pero  esto  se  esplica  ;  este  último  fun- 
dado en  el  lucro,  se  impone,  por  decirlo  así  ; 
es  una  lei  fatal  i  ciega.  El  progreso  relijioso 
es  el  progreso  de  las  ideas,  está  fundado  en 
una  ilustrada  convicción,  su  carácter  esencial 
es  la  espontaneidad ;'  se  adquiere  paulatina- 
mente, como  va  sucediendo  entre  nosotros,  i 
solo  está  completamente  desarrollado  cuan- 
do el  sol  de  la  educación  no  tiene  ocaso  en 
un  país,  ni  en  el  último  pueblo  ni  en  el  mas 
humilde  caserío.  En  la  República,  la  cuestión 
de  libertad  de  cultos,  como  hemos  notado 
cada  vez  que  se  ha  ajitado  en  nuestras  asam- 
bleas, es  cuestión  de  sentimiento ;  habla  en 
•lia  el  corazón  i  oalla  la  inteligencia  ;  el  ape- 
go á  las  creencias  de  nuestros  mayores  ano- 
nada todo  pensamiento  i  ahoga  todo  racioci- 
nio. Todo  esto  es  cierto,  pero  no  por  eso  es 
menos  lata  la  tolerancia  de  hecho.  ¿Quién  ha 
conocido  en  el  Perú  independiente  una  per- 
secución relijiosa? 

362.  Permitido  el  ejercicio  privado  de  to 
tíos  los  cultos,  hai  casos  en  que  ellos  no  pue- 
den menos  que  manifestarse  publicamente. 
¿Cómo  se  procede  entonces?  ¿qaó  regla  se 
observa?  ¿Se  obedecerá,  estrictamente  la  lei, 
ó  se  eludirá  su  cumplimiento?  Los  casos  á 
que  nos  referimos,  son  los  matrimonios  i  las 
inhumaciones  ;  ¿cómo  es  posible  que  semejan- 
tes actos  relijiosos  se  practiquen  en  las  tinie- 
blas? Ya  hemos  hablado  délos  matrimonios; 
solo  nos  resta  añadir  aquí,  algunas  palabras 
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á  lo  que  ya  dijimos  en  otro  lugar  sobre  inhu- 
maciones de  estranjeros. 

La  Iglesia  Católica,  dominante  en  el  Per 4, 
tiene  disposiciones  severas,  prohibiendo,  se  dé 
sepultura  eclesiástica  á  los  que  no  pertenecie- 
ron á  la  comunión  de  los  fieles.  Admitidos 
Hbremente  los  estranjeros  en  el  Perú,  se  sintió 
mili  pronto  la  necesidad  de  determinar  el  motjo 
como  debía  inhumarse  á  los  individuos  no  ca- 
tólicos que  fallecían  en  el  país.  Los  cemente- 
rios%administrados  esclusivamente  por  la  Igler 
sia,  estaban  antes  en  los  atrios  de  los  templos 
i  aún  en  los  templos  mismos ;  entonces»  hasta 
cierto  punto,  estaba  la  Iglesia  en  el  caso  de 
dictar  cuantas  reglas  juzgase  convenientes  so- 
bre cementerios  i  sobre  su  administración, 
¡Mas,  luego  que  la  potestad  civil  ordenó  que  se 
separasen  de  los  templos  los  cementerios,  pa- 
ra evitar  los  graves  inconvenientes  -que  trae 
consigo  la  acumulación  de  cadáveres  en  el 
centro  de  tas  poblaciones,  se  constituyó  i  se 
reconoció  el  poder  de  inspeccioii  que,  indu- 
dablemente tienen  las  autoridades  civiles  so- 
bre los  cementerios,  encargadas  como  están 
de  la  policía  i  de  la  salubridad  pública;;  i 
9esó,  desde  luego,  la  esclusiva  intervención 
que  hasta  entonces,  habia  tenido  la  Iglesia  en 
esos  lugares.  "Cualquiera  que  haya  sido  la 
clase  ó  rango  de  un  individuo,"  dice  un  decre- 
to gubernativo  de  1821,  "su-  cadáver  debe  se- 
{mltaráe  en  él  panteón,  i  de  ningún  niodo  en 
as  iglesias.  Esta  disposición  es  ostensiva  aún 
á  los  cadáveres  de  las  monjas,  los  que  deben 
sepultarse  con  todo  el  decoro  xelijioso- que  se 
jnerecen  los  restos  de  las  esposas  de  Jegu« 
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Cristo."  Esta  disposición  llegó  á  complemen- 
tarse con  las  disposiciones  penales  posteriores, 
según  las  cuales,  constituyen  delitos,  la  exhu- 
mación ilegal  de  los  cadáveres  i  la  profanación 
délos  cementerios  (Cód.  Pen.  106.  107.)  Al 
mandar  que  solo  en  los  cementerios  se  inhuma- 
sen los  cadáveres,  nada  dijo  el  Gobierno  sobre 
las  inhumaciones  de  no-católicos,  i  este  mismo 
silencio  prueba  que  su  ánimo  no  era  otro,  que 
llacer  del  cementerio  un  receptáculo  para  to- 
dos los  cadáveres.  A  mayor  abundamiento, 
muchos  años  después,  en  1851,  el  Perú  firmó 
un  tratado  con  la  Gran  Bretaña;  i  en  ese  pac- 
to se  estipuló  (art.  13.)  que  los  ciudadanos  i 
subditos  de  ambas  A  ltas  Partes  Contratantes 
que  murieren  en  el  territorio  de  la  otra,  serian 
•enterrados  en  los  cementerios  públicos  ó  en  los 
lugares  de  costumbre,  con  el  decoro  i  Tespeto 
convenientes.  Mas  por  jenerosas  que  fuesen  las 
intenciones  del  Gobierno,  se  encontraba  siem- 
pre para  llevarlas  á  cabo,  con  la  oposición  de 
la  potestad  eclesiástica.  Esta  circunstancia  sus- 
citaba alarmantes  conflictos,  á  los  que  la  auto- 
ridad puso  término,  permitiendo  que  se  cons- 
truyesen cementerios  para  los  no-católicos.  (1) 
Aún  mas,  este  permisp,  no  solamente  faculta 
á  cada  secta  para  edificar  á  su  costa,  su  propio 

(1)  Habiendo  fallecido  en  la  ciudad  de  Trujillo  un  ciudada- 
no de  los  Estados  Unidos,  fué  sepultado  su  cadáver  fuera  del 
lugar  sagrado ;  con  este  motivo,  su  compatriota  don  Waddell 
Blackwood,  eievó  una  solicitud,  pidiendo  se  hiciera  sepultar  ese- 
cadáver  en  el  panteón,  la  que  fué  declarada  sin  lugar  ;  pero  por 
decreto  de  18  de  Noviembre  de  1868,  se  mandó  que  por  el  mi-  • 
nisterio  de  Gobierno  se  excitase  el  celo  de  las  Municipalidades, 
para  la  construcción  de  cementerios,  elijiendose  terrenos  del 
Estado,'  en  donde  pudieran  ser  sepultados  los  cadáveres  de 
9tyueltod  que  profesan  otro*  cultos  distuitos  del  católico. 
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cementerio,  siempre  que  el  lugar  i  la  distan- 
cia del  terreno  elejido  no  perjudiquen  la  sa- 
nidad pública  ni  sea  de  un  modo  opuesto  ¿ 
las  leyes  establecidas ;  el  Gobierno  ha  dis- 
puesto también  que  la  Beneficencia  de  Li- 
ma construya  un  cementerio  común  para  to- 
do.} los  no-católicos. 

No  habría  sido  posible  seguir  otra  línea  de 
conducta.  Que  á  un  no-católico  se  le  prive  de 
las  preces  de  la   Iglesia  Católica ;  que  ésta,  á 
quien  no  reconoció  en  vida  como   madre,  no 
lo  reconozca  como  hijo  después  de  su  muerte, 
en  hora  buena;  pero  no  sabemos  cómo  se  jus- 
tificaría, el  negar  sepultura  decente  á  los  restos 
de  un  hombre.    Que  no  contradice  la  esencia 
de  nuestra  relijion,  el  hecho  de  que  el  cadáver 
del  disidente  repose  al  lado  del  de  un  católico, 
lo  está  probando  el  sistema  que  respecto  á  ce- 
menterios, se  observa  en  los  Estados  Unidos* 
"Las  ciudades  i  los  distritos,"  dice  un  docu- 
mento oficial,  "tienen  cementerios  públicos,  á 
cargo  de  la  autoridad  civil,  i  en  donde  son 
enterrados  los  cadáveres,   sin  distinción   de 

secta  ni  de  eomunion Allí  llevan  los 

piadosos  i  católicos  irlandeses  los  cadáveres 
de  sus  deudos,  acompañados  por  un  sacerdote 
que  riega  sobre  la  huesa  agua  bendita ;  i  allí 
los  unitarios  llevan  á  sus  cadáveres  sin  que 
preceda  ceremonia  alguna.  Los  mas  ricos  mo- 
numentos de  mármol  son  erijidos  á  la  memo- 
ria de  los  franceses  é  italianos  muertos  en  el 
seno  de  la  Iglesia  Católica,  i  mil  sepulcros 
más  ricos  también,  marcan'  el  lugar  donde  re- 
posan los  restos  de  ingleses  i  americanos  pro- 
testantes. En  el  dominio  de  la  muerte,  como 
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-en  el  seno  misericordioso  de  Dios,  todos  los 
hombres  aparecen  iguales."  Si  nosotros  no 
atemos  llegado  aún  á  este  estado  de  tole- 
rancia, si  aún  insistimos  en  separar  los  cadá- 
veres de  los  no-católicos,  no  es  menos  cierto 
que  éstos  se  inhuman  con  decoro  i  respeto, 
que  el  ministro  protestante  lee  publicamente 
sobre  ellos  sus  preces  i  practica  sus  ritos  es- 
peciales,  sin  que  nadie  intervenga  para  atacar 
¿ridiculizar  atestan  dignos  de  respeto. 

363.  En  resumen,  gozan  los  estranjeros,  en 
el  Perú,  de  la  libertad  de  conciencia,  sin  que 
ni  las  autoridades  civiles  ni  relijiosas,  ni  per- 
sona alguna,  tenga  el  derecho  de  interrogarlos 
sobre  sus  creencias,  ni  de  prohibirles,  fundán- 
dose en  ellas,  la  entrada  al  territorio  nació- 
.nal ;  i  sin  que  pueda  imponérmeles  inhabilita- 
ción pública,  por  solo  motivos  relijiosos.  El 
.estranjero  puede  ejercer  su  culto,  privadamen- 
te, sin  perturbar  el  Orden  público  ni  las  cere- 
monias i  ritos  de  la  relijion  establecida  que 
el  Estado  protejo,  ejerciendo  á  la  vea  sobre 
ella,  ciertos  derechos  i  prerrogativas  que  im- 

Siden  el  predominio  absoluto  de  la  Iglesia 
ominante  sobre  el  Estado. 
En  la  práctica,  la  intolerancia  legal  no  tie- 
ne traducción  fiel  i  estricta ;  en  el  neóho,  esa 
tolerancia  solo  tiene  por  límite  el  no  abusar, 
ostentando  una  publicidad  indebida.  Cuando 
los  cultos,  cuyo  ejercicio  público  está  prohi- 
bido, tienen  indispensable  necesidad  de  mani- 
festarse esteriormente,  como  sucede  en  las  in- 
humaciones, sus  actos  pueden  practicarse  én 
público,  pero  solo  en  los  lugares  designados 
especialmente  para  ello.  Bajo  ningún  pretex* 
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to  pueden  las  autoridades  perseguir  ú  opri- 
mir á  las  personas  tan  solo  por  motivos  re- 
lijiosos. 

En  vista  de  todo  lo  que  hemos  espuesto, 
dígase  si  merecemos  el  reproche,  que  alguna 
vez  se  nos  ha  arrojado  á  la  cara,  de  ahuyen- 
tar de  nuestras  playas  al  estranjero,  porque 
no  le  damos  suficientes  garantías  para  el  ejer- 
cicio de  sus  doctrinas  particulares  en  ma- 
teria relijiosa ;  dígase  si  en  tan  importante 
asunto  no  hemos  progresado,  durante  los 
años  que  de  vida  propia  contamos.  Solo  la 
ignorancia  ó  la  mala  fé,  puede  desconocer 
nuestros  adelantos. 


CAPÍTULO   XVI 


ATRIBUCIONES  DE  LOS  AJENTJBS  DIPLOMÁTICOS 

I    CÓNSULES 
RESPECTO    A    SUS    CONCIUDADANOS 


364 1  Entre  las  numerosas  atribuciones  de 
los  Ájentes  Diplomáticos  i  de  los  Cónsules„hai 
unas  que  ya  nos  han  ocupado  en  varias  par-  * 
tes  de  este  ensayo,  i  hai  otras  que  se  refieren 
directamente  al  Gobierno  que  acredita  á  esos  / 
funcionarios  ;  solo  nos  proponemos  aquí  ana-  \ 
lisiar  aquellas  que  ejerce  el  Diplomático  i  el  ' 
Cónsul  para  protejér  á   sus  conciudadanos.  , 
Nuestro  objeto  es  que. este  capítulo  sirva  di 
prefacio,  al  siguiente.  Si  en  aquel  trazamos  lo 
que  han  ^  sido  de  hecho  las  atribuciones  diplo- 
máticas i  consulares,   en  e'ste  queremos  deter- 
minar lo  que  deben  ser  de  derecho. 

365.  Ante,  todo,  dediquemos  nuestra  eten- 
cion  á  los  Ajentes  Diplomáticos,  es  decir,  4 
aquellos  que  están  revestidos  de  carácter  re- 
presentativo. Pocos  puntos  hai  en  el  Derecho 
de  Jentes  con  mayor  esmero  tratados  por  los 
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publicistas,  tan  adornados  con  riqueza  de  de- 
talle ó  con  mayor  minuciosidad  dilucidados. 
Tan  antiguo  como  jeneral,  el  derecho  de  em- 
bajada ó  legación  les  está  reconocido  á  todas 
las  naciones  independientes  i  soberanas ;  los 
embajadores  son  mirados  con  veneración ;  son 
sagradas  sus  personas,  i  se  les  rodea  de  fran- 
quicias i  exenciones  para  honrarles  i  hacer 
mas  fácil  el  desempeño  de  sus  altas  funciones. 
£1  derecho  de  mandar  supone  la  obligación 
de  recibir  embajadas,  i  aunque  ni  el  uno  ni  la 
otra  tiene  un  fundamento  estrictamente  cien- 
tífico, los  intereses  de  las.  naciones,  la  cos- 
tumbre, í  en  fin,  la  necesidad  de  las  misiones 
diplomáticas,  han  conspirado  para  que  se  con- 
sidere á  éstas  como  dé  derecho  estricto. 

Hemos  dicho  que  al  tratar  de  los  Ajentes 
Diplomáticos,  los  publicistas  se  han  esmerado 
en  puntualizar  i  resolver  todas  las  cuestioues 
que  á  ellos  se  refieren  ;  enumeran  con  profu- 
sión las  reglas  que  deben  observarse  en  sú  re- 
cepción i  despedida,  su  tratamiento  i  sus  prer- 
rogativas en  lo  civil  i  en  lo  criminal ;  todo 
esto  está  considerado,  pero  por  estraño  que 
parezca,  no  detallan  con  la  apetecida  claridad 
todas  sus  atribuciones.  La  mayor  parte  de 
esos  escritores  se  contentan  con  fijar  como  de- 
ber principal  del  Diplomático,  entrar  en  ne- 
gociaciones. El  viejo  Vattel,  al  determinar 
la  conducta  que  debe  observar  un  Ministro, 
dice  (§  93.  c,  7*  L.  4<?) :  "no  puede  prevaler- 
se de  su  independencia  para  chocar  con  las 
leyes  i  las  costumbres,  sino  mas  bien  debe 
conformarse  á  ellas  en  cuanto  dichas  leyes 
i  costumbres  pueden  concernirle,  á  pesar  de 
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que  el  magistrado  no  tiene  poder  para  com- 
pelerle, á,  ello  ;  sohre  todo,  está  obligado  á  ob- 
secrar relijiosamente  las  reglas  universalea 
de.  la  justicia  con  todos  los*  que  tengan  ne^ 
gocios  con  éL  Respecto  al  Príncipe  á  quien 
ha. sido  enviado,  el  embajador  debe  recor- 
dar que  su  ministerio  es  de  paz  i  que. solo 
así  es  recibido " 

K^luber  se' espresa  así  (§  166.  c.  3.  t  2. 
P,  2^);  "el  interés  del  Estado  exije  que  de 
tiempo  en  tiempo  se.  entablen  negociaciones 
con,  I93  otros.  Estados,  no  solapaente  para 
preparar,  i  concluir:  tratados  sino  también. pa- 
ra.  velar  sobre  las  relaciones  legales,  con- 
vewñpi¡iales  i  políticas,  en  que  con  ellos  se 
encuentre*,"  "Los  deberes  jenerales, "  (del 
Diplomático)  dice  un  escritor  ingles,  "son 
mantener  una  buena  intelijencia  entre  los 
dos  Gobiernos  cuando  ya  existe,  i  restable- 
cerla por  todos  los  medios  que  estén  á  su 
alcance,  cuando  se  encuentre  interrumpida... 
i  protejer  á  los  subditos  i  defender  los  inte- 
ses  de  su, Soberano.  Cuando  sea  necesaria  su 
intervención  en  auxilio.de  los  subditos  de 
su  Soberano,  sus  instrucciones  determinarán 
si  debe  intervenir  oficialmente  ó  solo  diri- 
jiepdo  amistosas  recomendaciones." 

Martens  (Manuel  diplo'matique  secc.  49) 
se  espresa  así :  "El  primer  deber  de  un  Ajen- 
te  Diplomático  es  conservar  la  buena  armo- 
nía i  la  unión  de  los  das  Gobiernos 

Si  hai  entre  las  dos  Cortes  algún  motivo  de 
queja  ó  de  disgusto,  su  primer  cuidado  de- 
berá ser  disipar  las  preocupaciones 

justificar  á  su  Gobierno  contra   las   injusti- 

70 
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cias  que  se  le  imputan cuidando  so- 
bremanera de  evitar  todo  aquello  que  podría 
promover  una  ruptura  i  causar  un  escánda- 
lo. Ademas  de  los  negocios  que  correspon- 
den k  los  intereses  mutuos  de  los  Gobiernos, 
las  funciones  i  negociaciones  de  un  Ájente  : 
Diplomático  en  país  estranjero  pueden  tam- 
bién recaer  sobre  los  intereses  privados  de 
los  subditos  de  su  Soberano,  los  cuales  en  el 
país  de  su  residencia  deben  ser  mirados  como 
sus  protejidos  naturales.  Si  el  Ministro  ha  re- 
cibido, instrucciones  formales  sobre  este  pun- 
to, debe  conformarse  á  ellas  estrictamente. 
Pero  ademas  en  todos  los  casos  particulares 
é  imprevistos,  es  un  deber  suyo  especial  pro- 
tejer  i  asistir  á  sus  compatriotas  cuando  se 
dirijen  á  él  ;  ayudarles  con  sus  consejos  por 
el  conocimiento  que  tienen  de  las  localidades 
i  recomendar  sus  intereses  al  Soberano  del 
país  ó  á  sus  Ministros,  ó  bien,  si  necesario 
fuere,  á  las  autoridades  locales,  cuando  el  ne- 
gocio les  corresponde,  pero  sin  mezclarse  en 
los  litijios  entre  partes  ni  permitirse  interven- 
ción ninguna  j  urídica  /. No  debe  pre- 
tender modificar  el  derecho  en  favor  de  sus 
protejidos  ni  poner  obstáculo  al  curso  natu- 
ral de  la  justicia.  Cuando  un  subdito  de  su 
Soberano  tuviese  que  ser  juzgado  por  un  tri- 
bunal estranjero,  el  Ministro  ó  Ájente  Di- 
plomático debe  dejar  pronunciar  a  las  leyes 
sobre  la  culpabilidad  ó  inocencia  del  procesa- 
do. Lo  único  que  puede  pedir  sin  comprome- 
ter ni  comprometerse,  e3  que  se  le  juzgue  con 

las  menores  dilaciones  posibles. " 

Leemos  en  Wicquefort  (L 'Ambassadeur  et 
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sesfonctions  L.  2,  seca  1?)  "El  embajador  or- 
dinario tiene  muchos  fines  vagos  de  difícil 
clasificación.  Se  puede  decir  en  jen  eral  que 
sus  funciones  principales  son:  conservar  la 
buena  correspondencia  entre  los  dos  Prínci- 
pes, entregar  las  cartas  que  su  Soberano  diri- 
ja al  Príncipe  ante  quien  el  Diplomático  está 
acreditado,  tramitar  la  contestación  de  ellas, 
observar  todos  los  sucesos  de  la  Corte  donde 
negocia,  pro  tejer  á  los  subditos  i  favorecer 
los  intereses  de  su  Soberano." 

Nuestro  Bello,  en  fin,  dice  (Derecho  de 
J entes,  P.  3*  C.  2.  art.  1?) :  "el  objeto  mas 
esencial  de  las  misiones  diplomáticas  es  man- 
tener la  buena  intelijencia  entre  los  respecti- 
vos Gobiernos,  desvaneciendo  las  preocupa- 
ciones desfavorables  i  sosteniendo  los  dere- 
chos propios  con  una   firmeza  templada  por 

la  moderación Debe  así  mismo  velar 

(el  Diplomático)  sobre  la  observancia  de  los 
tratados  i  defender  á  sus  compatriotas  de  to- 
da vejación  é  injusticia." 

366.  Como  se  ve  por  esta  serie  de  acotacio- 
nes, una  de  las  atribuciones  de  los  Aj  entes 
Diplomáticos  es  la  de  pro  tejer  á  sus  compa- 
triotas contra  todo  j enero  de  injusticias  i 
vejámenes. '  Pero  en  jeneral  los  tratadistas 
no  se  han  contraído,  á  determinar  con  minu- 
ciosidad el  carácter  de  esta  protección,  el  mo- 
do de  estenderla  á  los  que  tienen  derecho 
de  reclamarla,  los  casos  en  que  debe  ejercer- 
se, i  por  último,  las  circunstancias  que  de- 
ben acompañar  al  acto  que  la  ocasione.  Sea 
dicho,  en  verdad,  que  nunca  talvez  se  sintió 
la  necesidad  de  tratar  con  ostensión  estas 


materias,,  que  se  crei$n;sufic¿e^ejQ^nt<&  dilupi? 
dftdas  pos  álgidos,  principios ,  fundamentales 
del  Derecho  de  Jentos,  Ujes  como;  las  dte  la 
soberanía  é  indqpeadencm  nacional,  i  el  des*, 
conocimiento  de  toda  interven/ñon  esfr&njerSs 
Ma^la^  triste  esperiencia  i  U  historia  de, las 
cuestión^., diploma Uca^  eja  las ,  ilaciones  Jiia- 
panoramericanas,   en. el  Perú  sobre  totckv  del 
qi^e  especialmente  npa.  ocupamos,  han  venido 
á  probar  que  es  grande  é  imperiosa  íla  neoe- 
sidad  de  determinar  con  la¡  mayor  claridad, 
posible,  la  manera .  cómo ,  debe  eníeijder&e  la 
protección  diplomática.  .  i, todas  las  cirounfh, 
tanpias  indispensables  pasa  qu#iSe  repute  co-, 
mx>  lejítijcno  su  ejercicio, 

367.  La  protección  que  los   Ajea  tes  Di- 
plomáticos pueden  dispensar  á  sus  eomciudar 
dai^ps,  no  es  otra  que  la  que. pueden. otorgar-, 
les  si#  respectivos  gobiernos,. porque  sanos-, 
tollos  q^e,  constituyen  á  esos ,  funcionarios 
i  le§  ojior^n  poderes  para. que  obren,  en  su. 
nombre,   derivándose   de,  esta  circunstancia 
toda  la  fuerza  de  loa  actos  oficiales  de  los 
Ajentes  Diplomáticos.  Estos,  actos,  so  refie- 
ren siempre  al  poderdante,  sin  que  pueda . 
jamas  atribuirse  al. apoderado,. mayor,  poder 
del  que  goza  aquel*  Estableciendo,  pues,  los  . 

Írincipios  que  deben  rejir  la  protección  del 
jstado. respecto  á  sus,  subditos  residentes  ea 
el  estr,anj,ero,  ^determinando  hasta  dónde- 
pueda  es  tendersQ.lej  i  tunamente  sin  vulnerar, 
los  derechoa  de.  la$  ¡otras . naciones,  habremos, 
establecido  al  mi^njo.  tiempo,  los  principios 
relativos  á  la  p&Qtft&íon  diplomática* 

Que  eLEstftííp¿el¿>9stendeT  su.prjí)jtftwwu.á , 


AJttft&S  fllttitfM^tlOOS,  'BTC.  BS7 


sus  subditos,  doquiera  se  encuentren,  es  tin 
principio  jurídico  perfectamente  establecido 
i  que  se  deduce  directamente  del  fin  primor- 
xiial  de  la  asociación'  política.  "Prima  maoci* 
meque  necessaria"  dice  Grocio,  "cura  pro 
svbditis ;  mnt  enim  qtmsi  ptirs  rectoris ;  "  "el 
•que  maltrata  á  un  ciudadano,"  escribe  Vat- 
i»l,  "ofende  indirectamente  al  Estado  aue 
¡está  obligado  á  protegerle."  Mas  la  aplicación 
úe  este  principio  no  puede  óer  ilimitada;  su 
«ejercicio  esta  circunscrito,  como  el  de  'todo 
derecho,  por  el  derecho  de  los  demás.  Un 
.publicista  ingles  al  tratar  de  este  importante 
asunto,  dice  :  "El  Estado  á  que  pertenece  el 
esfcranjero  puede  intervenir  en  su  auxilio, 
cuando  reciba  maltratos  reales  6  cuando  le 
sea  negada  la  justicia.  El  Estado  puede  in- 
sistir en  una  reparación,  que  en  el  primer 
•«aso  debe  ser  inmediata,  siendo/  en  el  según- 
lio,  de  carácter  mas  delicado.  Entonces,  el  SJs- 
liado  debe  cerciorarle  ante  todo  que  su  subdi- 
to ha  agotado  todos  los  medios  legales  de 
reparación  que  proporcionan  los  tribunales 
'del  país  donde  haya  sido  injuriado  ;  si  esoB 
tribunales  no  admiten  ni  abren  juicio  sobre 
isrtts  quejas,  está  éspedito  entonces  él  camino 
"de  la  intervención.  Pero  es  un  deber  del 
Estado  que  interviene,  cuidar  que  esté  perfec- 
tamente establecida  la  perpetración  dé  la 
injuria  i  la  denegación  de  justicia,  por  parte 
de  los  tribunales  estranjeros ;  sólo  después  de 
probada  la  existencia  de  estas  dos  circunstan- 
cias, se  puede  ocurrir  al  Gobierno  para  qué 
haga  reparación,  i  de  ninguna  maneria  puede 
pensarse  en  represalias  i  mucho  menos  Gtí 
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la  guerra,  antes  que  las  autoridades  judi- 
ciales ó  administrativas  hayan  rehusado  dar 
satisfacciones. 

Este  j  enero  de  reclamaciones  en  jeneral 
no  puede  apoyarse  en  las  ritualidades  judi- 
ciales, ó  en  el  modo  especial  de  administrar 
justicia  por  los  tribunales  locales ;  el  estran- 
jero  debió  haber  considerado  ese  punto  antes 
de  establecer  sus  negocios  en  el  país.  Sin 
embargo,  una  violaeion  manifiesta  de  la  jus- 
ticia natural,  como  rehusar  oir  á  una  parte  ó 
negarle  el  derecho  de  presentar  testigos,  no 
seria  otra  cosa  que  una  denegación  absoluta 
de  justicia."  (1) 

368  Tattel  no  es  monos  esplícito  sobre 
el  particular.  "El  Soberano  de  éste  (el  país 
del  ciudadano  ofendido)"  dice,  "debe  vengar 
su  injuria,  obligando  si  puede  al  agresor  á 
hacer  una  completa  reparación  ó  castigán- 
dolo, porque  indudablemente  de  otro  modo 
no  alcanzaría  el  ciudadano  el  gran  fin  de  la 
sociedad  civil  que  es  la  seguridad" 

'"  (1)  Philliniore —  Commentaries  upon  International  Lmpt 
P.  v.  c.  2.  Todo  este  capítulo  es  interesaute,  y  en  él  se 
establece,  con  toda  justicia  é  imparcialidad,  la  doctrina  de 
intervención  del  Estado  en  favor  de  t  sus  subditos.  Hemos 
creido  útil  que  se  tengan  presentes*  las  palabras  del  pu- 
blicista ingles,  i  no  hemos  trepidado  en  trascribir  todo 
el  capítulo  á  que  aludimos.  V.  Apéndice  XLVIII.  Los  mis- 
mos principios  profesa  Kluber.  "La  jurisdicion  contenciosa/' 
dice  (Droit  des  Gens,  §.  58)"  se  ha  fundado  6  estableci- 
do para  las  causas  en  que  los  estranjeros  son  demandan- 
tes ó  demandados,  en  favor  6  en  contra  de  las  personas 
del  país.  No  pueden  pretender  ninguna  prerrogativa  en  lo* 
procedimientos,  sino  en  virtud  de  tratados  públicos  ó  de 
privilejios,  pero  si  solo,  que  se  les  haga  justicia  pronta  4 
imparcial.  Una  denegación  de  justicia  autorizaría  á  cu  Go- 
bierno á  interceder  ó  á  usar  de  retorsión  y  aun  de  vio» 
lencia," 
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"Sin  embargo,"  añade  mas  adelante,  "como 
es  imposible  que  el  Estado  mejor  administra- 
do, el  Soberano  mas  vijilante  i  absoluto,  mo- 
deren arbitrariamente  todas  las  acciones  de 
sus  subditos  i  las  contengan  en  toda  ocasión 
dentro  de  los  límites  de  la  mas  exacta  obe- 
diencia, seria  injusto  imputar  á  la  Nación  ó 
al  Soberano  todas  las  faltas  de  los  ciudada- 
nos. Ño  se  puede,  pues,  decir  que  se  haya 
recibido  injuria  de  una  Nación,  cuando  solo 
se  la  ha  recibido  de  alguno  de  sus  miembros. 
Pero,  si  la  Nación  ó  su  Jefe  aprueba  i  rati- 

.  fica  el  hecho  del  ciudadano,  entonces  se  lo 
apropia ;  el  ofendido  debe,  en  ese  caso,  con- 
siderar á  la  Nación  como  verdadero   autor 

#  de  la  injuria,  de  la  cual,  el  ciudadano  ha  si- 
do   tal  vez,   solo   el    instrumentp El 

Soberano  que  rehusa  reparar  el  daño  cau- 
sado por  su  subdito  ó  castigar  al  culpable, 
ó  en  fin,  entregarlo,  se  hace  hasta  cierto 
punto  cómplice  de  la  injuria.  (1)  "  Estos 
principios  son  aplicables,  especialmente  cuan- 
do está  ya  probada  la  culpabilidad  del  agre- 
sor ;  el  mismo  ilustre  tratadista,  en  el  capí- 
tulo siguiente  (L.  II.  C.  79  §  84.)  determina 
con  mas  jeneralidad  las  circunstancias  que 
beben  acompañar  el  ejercicio  lejítimo  de  la 
protección  del  Estado.  "La  Nación  ó  el  So- 
berano," dice,  "debe  administrar  justicia  en 
todos  los  lugares  sometidos  k  su  obediencia  i 
conocer  de  todos  los  crímenes  que  se  come- 
ten i  de  las  querellas  que  se  suscitan  en  el 
país.  Las  demás  naciones  deben  respetar  este 
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derecho,  i  como  la  administración  de  la  justi* 
da  eadje  necesariamente  que  cualquiera  sen- 
tencia definitiva  pronunciada  con  regulari- 
dad, se  tenga  por  justa  i  se  ejecute  como  tal, 
después  qué  se  ha  juzgado  legalmente  una 
causa  en  que  se  hallen  interesados  algunos  es* 
tranjeros,  el  Soberano  de  los  litigantes  no  pue- 
de escuchar  sus  quejas.  Examinar  la  justicia 
de  una  causa  definitiva  es  atacar  la  jurisdic- 
ción del  que  la  ha  dictado.  Por  consiguien- 
te, no  debe  intervenir  el  Príncipe  en  las  cau- 
sas de  sus  subditos  en  países  estranjeros  rri 
concederle}  su  protección,  sino  en. caso  de  ithit 
denegación  de  justicia;  de  una  injusticia 
evidente  i  palpable,  de  una  violación  mani- 
fiesta de  las  reglas  i  de  las /diurnas  ó  finalmen- 
te de  una  distinción  odiosa  hecha  en  perjuicio 
de  sus  subditos  ó  de  los  estranjeros,  en  jene- 

ral." Confirma  estos  principios,  lo 

que  dijo  un  majistrado  peruano  al  determinar 
lo  que  constituye  uña  denegación  de  justicia  : 
"mientras  los  jueces  i  los  tribunales  de  una 
Nación  están  conociendo  de  un  negocio  i  no 
lo  resuelven  definitivamente ;  i  mientras  los 
agraviados  encuentren  en  las  leyes  recursos 
que  emplear  en  su  defensa,  no  se  puede 
tratar  de  otra  acción  qué  la  judicial.  Las 
formas  de  los  juicios  (ordiñatorice  litis),  cuas* 
lesquiera  que  sean,  son  umversalmente  res- 
petadas en  todas  partes,  porque  miran  al  or- 
den de  la  sociedad,  obligan  igualmente  á 
nacionales  i  estranjeros,  i  por  pesadas  que 
parezcan,  no  pueden  calificarse  como  una  re- 
tardación ó  denegación  de  justicia,  i  ménop, 
cuando  ante  la  leí  todos  son  iguales" 
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^  Todos  estos  principios,  aunque  se  refieren 
directamente  á  la  acción  del  Estado,  son  na-¡ 
tural  i  fácilmente  aplicables  á  la  protección, 
diplpmática.  Pero  refiriéndose  á  ella  de  un 
modo  especial,  dice  Pinheiro  Ferreira  (Curso 
de  Derecho  Público,  t.  2°  art,  10.  seca  2?)  : 
'tiernos  dicho,  que  la  segunda  atribución  dé- 
los Ajentes  Diplomáticos  era  tomar  la  defen- 
sa de  sus  conciudadanos  tantas  veces,  cuantas 
creyesen  deber  invocar  su  intervención  cerca., 
del  Gobierno  del  país.  Ésta  03  una  verdad* 
que  no  necesita  demostración ;  lo  que  no  será, 
inútil  ilutar  es  que  esta  intervención  no  debe] 
tener  lugar,  sino  en  favor  de  pretensiones  con* 
formes  á  las  leyes  del  país,  i  solo  cu&ndo  to~ 
dos  los  medios  legales,   ante  las.  autoridades . 
subalterna*,   hubieren  sido  agotados  por  las 
partes  interesadas,  ó  cucmdo  la  cuestión,  por 
su,  naturaleza^  no  deba  ser  resuelta  sino  por 
lá  suprema  autoridad  del  JEsiádo." 

369.  Mártens,  en  su  Précis  de  Droit  des . 
Geris9  (§§93  i  96)  se  espresa  así :  "Todo  Esta- 
do está  obligado  estrictamente,  á  administrar 
á  los  estranjeros  una  justicia  tan  pronta  i  tan 
imparcial  como  álos  naturales  del  país.  Sin- 
embargo,  en  la  regla,  los  estranjeros  no  tie- 
nen ningún  derecKo  para  pedir  que  se  esta- . 
blezcan  eh  su  favor  tribunales  especiales  6  co- 
misiones particulares,  ó  que  sus  causas,  sean* 
juzgadas  las  primeras.  Mas  deben  contentar? 
se  con  ser'  tratados  al  igual  de  los  súlbditóp^ 
naturales.   Pero  en  el  caso  de  denegación  in- 
constitucional de  justicia,  agí  como  en  los  dé 
una  perversidad    evidente   ó   constante  del 
juez,  i  .del  que  no^debe  esperar  ningupa,  ré« 
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paracion  por  la  vía  ordinaria  de  la  justicia, 
estarían  autorizados  los  estranjeros  á  dirijirse 
á  su  propio  Soberano,  para  obtener  de  su 
protección  la  reparación  de  sus  daños,  bien 
sea  por  representaciones  ó  concediéndoles  le- 
tras de  marca  ó  de  represalias,  cuyo  uso  han 
limitado  los  tratados  modernos  en  tiempo  de 
paz,  á  estos  solos  casos." 

370.  Otro  distinguido  publicista  alemán, 
no  es  menos  esplícito.  "Una  de  las  mas  hon- 
rosas i  útiles  atribuciones  del  Enviado  perma- 
nente," dice,  "es  el  cuidado  de  defender  i  fa- 
vorecer los  intereses  de  sus  ciudadanos  en  el 
país  en  que  reside.  Si  sobre  el  particular  ha 
recibido  instrucciones  especiales  debe  exacta- 
mente conformarse  con  ellas  :  sin  embargo, 
aun  sin  orden  espresa  para  este  j  enero  de  ne- 
gocios, está  en  la  mira  i  objeto  de  su  misión 
favorecer  en  todo  á  sus  compatriotas  que  se  le 
dirijan,  aconsejarles,  guiarlos  según  el  cono- 
cimiento de  las  localidades,  i  en  fin  recomen- 
dar sus  causas  bien  á  las  autoridades,  bien 
al  Soberano  mismo.  Todos  sus  conciudadanos 
se  hallan  bajo  su  especial  protección  en  el 
Estado  cerca  del  cual  está  acreditado.  Sin 
embargo,  no  está  obligado  á  intervenir  en 
los  negocios  particulares  ni  á  tratar  por  ellos 
en  juicio.  Todo  paso  oficial  exije  de  su  parte 
la  mas  estremada  circunspección,  para  no 
comprometer  ni  la  dignidad  de  su  Soberano, 
ni  excitar  el  desagrado  de  aquel  que  le  recibe. 
Se  abstendrá,  pues,  de  trabar  ó  entorpecer 
en  favor  de  los  suyos,  el  curso  de  la  justicia, 
de  bascar  como  hacer  doblegar  ó  dañar  el 
derecho  6  de  tomar  bajo  su  éjida  á  uno  decía,- 
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rado  culpable ;  mas,  le  es  permido  interponer 
sus  buenos  oficios,  para  acelerar  el  curso  de 
los  Tribunales ;  puede  abrazar  la  defensa  de 
sus  conciudadanos  injustamente  acusados,  ya 
dando  testimonio  de  su  probidad  i  de  su  bue- 
na conducta,  ya  alegando  circunstancias  ate- 
nuantes ;  dirij  i  endose  para  ello,  no  á  los  jueces 
sino  al  Gobierno.  Está  autorizado  para  pedir, 
si  la  equidad  lo  permite,  que  se  favorezca  á 
sus  compatriotas  en  las  diferentes  relaciones 
que  tenga  en  el  país.  Las  circunstancias  ó  las 
órdenes  de  su  Gobierno,  deciden  si  debe  in- 
tervenir en  esta  clase  de  negocios  por  los 
medios  oficiales  ó  por  recomendaciones  parti- 
culares, i  con  frecuencia  seria  peligroso  que 
prestara  en  favor  del  estranjero  su  protec- 
ción. Una  intervención  oficial  en  favor  de 
los  subditos  del  Estado  en  que  reside,  seria 
del  todo  desconcertada."  (1) 

371.  Bello  dice  :  "Es  obligación  del  So- 
berano que  da  acojida  á  los  estranjeros,  aten- 
der á  su  seguridad,  haciéndoles  justicia  en 
sus  pleitos  i  protejiéndolos  aun  contra  los  na- 
turales demasiado  dispuestos  á  maltratarlos 
i  vejarlos,  particularmente  en  paises  de  atra- 
sada civilización  i  cultura.  El  estranjero  á  su 
entrada,  contrae  tácitamente  la  obligación  de 
sujetarse  á  las  leyes  i  á  la  jurisdicción  local, 
i  el  Estado  le  ofrece  de  la  misma  manera  la 
protección  de  la  autoridad  pública  depositada 
en  los  tribunales.  Si  estos,  contra  derecho,  re- 
husaren oir  sus  quejas  ó  le  hicieren  una  injus- 
ticia manifiesta,  puede  entonces  interponer  la 

(1)  Schmalz,  Derecho  de  Jentes,  L3.  ci° 
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autoridad  de  su  propio  Soberano,  recurriendo 
al  Ministro  de  su  Nación  cerca  del  Gobierno1 
en  cuyo  territorio  reside,  i  no  habiendo' Mí-' 
nistro,  á  su  Cónsul,  para  que  solicite  s&lé  ói¿ 
ga  en  juicio,  6  se  le  indemnizén  los  perjuicios* 
causados ;  i  á  falta  de  ambos,  puede  represen-' 
tar  lo  ocurrido  al  Gobierno  de  su  Nación,  'fa- 
ro, que  tome  las  providencias  que  exijo  él 
caso."  (1)  l" 

372.  Los  principios  así  enunciados  con  es- 
traña  unanimidad  por  los  nias  ilustres  publi- 
cistas, tuvieron  también  una  solemne  sanfcion 
en  el  art.  33  del  tratado  de  Ufrecht,  en  el' 
cual  sé  estipula,  que  "si  aconteciere  que  talj 
vez  se  haga  alguna  injuria  por   uno   de  los 
mencionados  Reyes  ó  sus  Pueblos  ó  stibdi-  l 
tos  del  otro,  ó   contra  la  razón  de N  justicia 
ó  equidad ;   no  por  éso  se  despacharán  lé-  ' 
tras   de   represalia,    marca    ó   contramarca^ 
por  parte  de  uno  ú  otro  de  los  aliados,  sin 
hábw  procurado  i  solicitado  antes  las  vías  or- 
dinarias de  derecho  i  justicia"  En  caso  da 
negarse  ó  diferirse  el  desagravio,   se  debia' 
pedir  i  estrechar  con  eficacia  á  fin  de  conse- 
guirlo. "Si  aún  hubiese   después  dilación/  i  . 
no  se  diere  satisfacción  alguna  dentro  dé  seis  ' 
meses  después  de  hecha  la  instancia,  ehtón-'  ' 
ees  se  podrá   conceder  letras  de   represalia, 
marca  6  contra-marca,  á  la  parte  agraviada.'* 

373.  Para  completar '  nuestras  citas,  algo 
estensas  ya,  pero  que  consideramos  impor- 
tantes,— pues  mucho  vale  hacer  oir  la  vo¿ 


(i)  Bello,  Derecho  de  Jentes.  Parte  1.  *  Capítulo  6,  ° ,  ptoj 
tafo  7.° 
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autorizada  de  ilustres  publicistas  americanos 
i  europeos,  que  por  su  erudición  é  imparcia- 
lidad dan  á  la  teoría  que  nos  ocupa,  todo  el 
crédito  i  evidencia  que  jamas  podrían  pres- 
tarle nuestros  humildes  razonamientos, — aña- 
diremos las  palabras  de  un  tratadista  perua- 
ruano.  El  señor  Albertini,  en  su  excelente 
'Derecho  Diplomático,  hablando  sobre  las  atri- 
buciones de  los  Aj  entes  Diplomáticos,  i  te- 
jiendo presentes  los  abusos  que  una  amarga 
esperiencia  ha  hecho  familiares  en  el  Perú, 
¡dice :  (Cap.  1.°,  Parte  2?)  "Vijilar  sobre  sus 
nacionales,  defender  sus  personas  i  sus  pro- 
piedades contra  los  excesos  de  la  violencia 
ó  los  desmanes  de  la  injusticia,  hó  aquí  el 
deber  i  el  derecho  que  la  lei  internacional 
les  impone  i  les  franquea  (á  los  Diplomáti- 
cos) i  cuyo  ejercicio  dentro  de  los  límites 
que  mas   adelante  señalaremos,  está  libre- 

'  mente  autorizado".. "Esta  protección," 

continúa  mas  adelante,  "que  sobre  sus  na- 
cionales domiciliados  ó  de  tránsito  en  el  es- 
tranjero  ejerce  el  Ministro  público,  no  tiene 
ciertamente  por  objeto  sustraerlos  en  lo  ci- 
vil ni  en  lo  criminal  á  la  jurisdicción  del 
pais,  ni  á  la  acción  represiva  de  sus  leyes, 
sino  tan  Bolamente  remediar  los  abusos  de 
autoridad,  las  injusticias  i  demasías  que  con- 
tra sus  personas  é  intereses  hubiesen  sido 
ostensiblemente  cometidos." 

"Es  un  principio  de  Derecho  Internacional, 
umversalmente .  admitido,  que  el  que  viene 
á  establecerse  en  un  país  determinado,  pres- 
ta por  este  simple  hecho  su  allanamiento  á 
las  leyes  que  encuentra  allí  existentes,  i  ha-* 
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ce  acto  de  tácita  sumisión  á  los  reglamentos 
i  prácticas  vijentes ;  i  racionalmente  no  pue- 
de ser  de  otro  modo,  pues  si  lo  contrario  su- 
cediese, resultaría  el  monstruoso  absurdo  de 
que  la  condición  del  estranjero  seria  distin- 
ta, ó  si  se  quiere,  mejor  i  mas  favorecida  que 
la  de  los  naturales,  fuera  de  que  la  exen- 
ción de  las  leyes  i  reglamentos  del  país  en 
favor  de  aquel,  seria  una  inagotable  fuente 
de  graves  ó  insolubles  conflictos  en  sus  re- 
laciones de  todo  jénero  con  los  subditos  del 
Estado." 

"Reconocido  este  principio,  perfectamente 
se  comprende  que  la  defensa  i  protección  de 
los  Ajentes  Diplomáticos  en  pro  de  sus  na- 
cionales no  puede  jamas  tener  cabida  sino  en 
el  caso  de  denegación  de  justicia,  ó  en  el 
de  violación  flagrante  de  las  leyes  del  país 
con  ostensible  menoscabo  de  sus  intereses." 

"En  el  primer  caso,  la  acción  protectora 
se  ejerce  desde  luego,  e9  decir,  desde  el  mo- 
mento en  que  consta,  que  producida  una  de- 
manda ante  los  tribunales  ó  entablada  una 
reclamación  ante  la  autoridad  administrati- 
va, ésta  ó  aquellos  se  han  negado  formal- 
mente á  darle  adito." 

"En  el  segundo  caso,  la  acción  protectora 
presupone  dos  cosas,  dos  necesarios  antece- 
dentes, á  saber ;  una  sentencia  pronunciada, 
i  una  lei  violada  ó  transgredida." 

"Cualquiera  jestion  diplomática  que  ante 
el  Gobierno  del  país  trate  de  formular  un 
Ájente  público,  antes  de  que  los  tribunales 
hayan  juzgado,  i  kde  que  se  hayan  agotado 
todos  los  remedios  que  la  lejislacion  franquea 
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para  la  reparación  de  ¿pretendidos  agravios, 
tiene  el  carácter  de  inoportuna,  i  seria  con 
sobrado  fundamento  desoida  ó  desechada,  en 
tanto  que  no  tuviese  por  esclusivo  objeto  re- 
querir respetuosamente  al  Poder  Ejecutivo, 
para  que  dentro  de  los  límites  de  sus  atribu- 
ciones constitucionales  excitase  el  celo  de  los 
jueces,  para  la  mas  pronta  espedicion  del 
asunto  ventilado." 

374.  Muchos  publicistas  son  de  sentir,  que 
en  materia  de  protección  diplomática,  no  Her- 
bé perderse  de  vista  la  distinción  entre  es- 
tranjeros  domiciliados  i  simplemente  tran- 
seúntes; porque,  aunque  por  el  domicilio  en 
país  estranjero  no  pierde  el  ciudadano  total- 
mente el  derecho  de  ser  protejido  por  su  Go- 
bierno, sin  embargo,  entonces  no  se  puede 
invocar  esa  protección  con  tanta  fuerza  ni 
puede  ejercerse  con  tanta  facilidad  como  en 
el  otro  caso.  I  sin  duda,  lo  natural  es  su- 
poner que  el  individuo  antes  de  domiciliarse» 
haya  estudiado  los  hábitos  i  las  leyes  del 
país,  su  sistema  administrativo,  sus  institu- 
ciones políticas  i  el  carácter  del  pueblo  ;  so- 
lo una  mui  flagrante  violación  de  la  justicia 
podría  justificar  la  protección .  diplomática  de 
subditos  domiciliados  en  el  estranjero. 

375.  ¿Puede  fundarse  esa  protección  en 
daños,  sufridos  durante  contiendas  civiles? 
Esta  cuestión  es  de  Derecho  Internacional 
moderno  ;  poco  ó  nada  dicen  los  antiguos 
tratadistas  sobre  ella.  En  todos  los  casos  en, 
que  se  ha  ofrecido,  ha  sido  resuelta  por  el 
mayor  número  de  Diplomáticos  europeos,  en 
sentido  negativo.   Se  funda  esto  en  conside- 
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raciones  poderosas.  Establecidos  los  estran- 
jeros en  un  país  determinado,  i  colocados  á 
un  nivel  con  los  nacionales,  tienen  el  dere- 
cho de  participar  de  las  ventajas,  i  desde 
luego  el  deber  también  de  sobrellevar  los 
gravámenes  que  afecten  á  los  ciudadanos,  in- 
clusos los  que  dependan  de  casos  fortuitos  i 
los  que  no  está  en  mano  de  la  autoridad  evi- 
tar.  El  primero,  el  eminente  derecho  de  to- 
cio país,  es  proveer  k  su  propia  conservación, 
i  los  daños  que  en  el  ejercicio  de  este  de- 
recho pudiera  irrogar  á  los  estranjeros,  no  lé 
son  imputables,  primero,  porque  esos  daños 
han  sido  indispensables  para  asegurar  la  exis- 
tencia de  la  sociedad  política  i  garantizar  los 
derechos  individuales,  que  gozan  en  toda  pie* 
nitud  los  estranjeros  á  la  par  con  los  ciudada- 
nos ;  segundo,  porque  son  reglas  universales 
de  derecho  que  "no  hace  daño  á  otro,  el  que 
usa  de  su  derecho,' \  "no  hace  daño  k  otro  el 
que  procede  conforme  á  derecho"  "tanto 
podemos  cuanto  de  derecho  podemos"  (1)  i 
el  Estado,  ¿quién  lo  negará?  no  hace  sino 
ejercitar  el  primero  de  sus  derechos,  al  ase- 
gurar la  tranquilidad  pública,  combatiendo  á 
las  facciones. 

Ademas,  los  daños  que  sufran  los  estranje- 
ros en  un  motin  ó  en  la  represión  de  cualquier 
movimiento  sedicioso,  pueden  ser  efecto  de  la 

(1)  El  art  2,811  del  Código  Citü  Peruano,  dica  "no  hai 
obligación  de  indemnizar  los  daños  causados  en  el  ejercicio  de 
un  derecho ;  á  no  ser  que  entre  los  modos  de  ejeréerlo,  se  baja 
escojido  Totuntariamente  el  que  era  perjudicial."  I  el  Código 
Pena}  exime  de  responsabilidad  (art  8. o  9,  ° )  "al  que  procede, 
tai  ejercicio  lejítimo  de  su  empleo,  oficio  ó  autoridad. 
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Casualidad,  obra  de  simples  ciudadanos,  de  sol- 
etados de  la  fuerza  pública,  ó  en  fin,  de  empléá- 
"dbs  dependientes  del  Gobierno.  Cuando  es  so- 
ló la  casualidad  la  que  ocasiona  el  dafio,  eS 
evidente  que  nadie  puede  ser  responsable  de 
éL  Si  los  autores  de  la  injuria  son  simpleá 
ciudadanos,  las  leyes  de  todas  las  naciones  de- 
terminan el  modo  de  alcanzar  una  reparación^ 
2úe  deben  dar  los  qtte  han  injuriado  i  nó  el 
rbbiernó,  porque  éste  solo  es  responsable  dé 
aáuéllos  actos  que  publicamente  aprueba  i  ra- 
tifica. 

Cuando  los  daños  han  sido  perpetrados 
por  empleados  del  Gobierno,  de  cualquiera  cla- 
se que  sean,  esos  empleados  son  responsables, 
ano  ser  que  hayan  procedido  cumpliendo  una 
<5rden  ó  que  hayan  obtenido  sus  procedimien- 
tos la  aprobación  del  Superior,  i  son  los  úni- 
cos obligados  en  derecho  á  otorgar  las  repara- 
dores debidas.  En  una  palabra,  él  verdadero 
principio  en  esta  cuestión,  es  el  enunciado  por 
Grocio  (De  Jure  Beili  et  Pacis.  L.  2o  c.  21." 
p.  2.)  "una  sociedad  civil,  como  cualquiera  otra 
corporación,  no  es  reponsable  de  las  acciones 
de  cada  particular  á  que  no  ha  contribuido,  ha- 
ciendo ó  dejando  de  hacer  alguna  cosa.  (1) 

376.  ¿Debe  ejercerse  la  protección  diplo- 
mática para  obligar  á  un  Estado  á  pagar  á 
Sus  acreedores  estranjeros?  Este  caso  se  ha 
presentado  en  América.  Frescos  están  aún  los 
recuerdos  de  la  malhadada  intervención  Eu- 
ropea en  Méjico,  que  no  tuvo  otro  fundamenr 


(1)  Volveremos  sobre  esta  para  nosotros  interesantísima 
Cuestión,  que  ahora  apenas  tocamos, 

72 


570  ATRIBUCIONES  DB  LOS 


to  ó  pretesto,  para  hablar  con  mas  exactitud, 

aue  cuestiones  de  crédito,  decididas  en  aque- 
a  siempre  memorable  ocasión,  esclusivamen- 
te  por  la  fuerza.  En  las  rejiones  del  derecha, 
es  sentir  jeneral,  que  la  protección  diplomáti- 
ca debe  ejercerse  en  favor  de  los  subditos  acre- 
edores de  un  Estado  estranjero,  pero  para  ello, 
es  también  indispensable  la  concurrencia  de 
ciertas  circunstancias.  La  deuda  que  motiva 
la  intervención  debo  ser  desde  luego  lejítima 
í  contraída  conforme  á  la  lei  por  el  órgano  que 
ella  designe,  sin  que,  por  otra  parte,  afeóte  en 
nada  el  derecho  del  acreedor,  el  uso  ó  empleo 
que  se  haya  dado  posteriormente  á  su  dinero. 
El  Estado  deudor  suele  á  veces  dictar  cier- 
tas medidas  financieras,  que  realó  aparente- 
mente redundan  en  daño  de  los  créditos  es- 
'  tranjeros.  Solo  en  el  caso  de  que  esas  medidas 
sean  á  todas  luces  fraudulentas,  hai  derecho 
para  reclamar  inmediata  indemnización.  Mas 
?e  hace  necesario  observar,  que  esas  medidas 
•pueden  ser  permanentes  ó  transitorias.  En  el 
primer  caso,  queda  en  toda  su  fuerza  la  pro- 
posición anterior,  no  así  cuando  son  tran- 
sitorias, pue3,  una  nación  se  ve  á  menudo 
precisada,  por  el  mal  estado  de  sus  rentas,  á 
tomar  algunas  resoluciones  efímeras  que  no 
entrañan  un  fraude  para  con  sus  acreedores, 
sino  que  al  contrario,  tienden  á  la  larga  á 
garantir  sus  derechos  ;  en  este  caso,  es  evi- 
dente que  no  tiene  lugar  la  intervención  si 
el  Estado  deudor,  por  su  parte,  no  desco- 
noce la  deuda  i  no  coloca  á  los  acreedores  es- 
traños  en  peor  situación  que  á  los  acreedores 
nacionales. 
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En  enero  de  1848,  dirijió  lord  Palmerston 
éobre  esta  cuestión  un  importante  despacho 
á  los  Diplomáticos  británicos  en  el  estranje- 
ro.  En  ese  documento  se  asientan  los  si- 
guientes principios : 

1°  Es  un  asunto  puramente  de  discreción 
i  no  de  derecho,  el  exijir  diplomáticamente 
el  pago  de  los  créditos  «stranjeros. 

2?  Es  justa  causa  de  reclamación,  toda 
queja  bien  fundada  de  un  subdito,  ó  toda 
injuria  que  haya  recibido  de  un  Gobierno  es- 
tranjero. 

3?  Se  aumenta  el  derecho*  de  reclamar 
cuando  los  que  se  querellan  son  muchos. 

4?  El  Gobierno  británico  no  desea  que 
sus  subditos  pongan  su  fortuna  á  merced  de 
Estados  que  no  quieren  ó  no  pueden  pagar 
el  interés  convenido,  i  no  favorece  semejan- 
tes actos,  i  es  por  esto,  tan  solo,  que  no  ha 
creído  conveniente  hacer  estos  asuntos  obje- 
to de  reclamaciones  diplomáticas. 

59  Sin  embargo,  cuando  las  pérdidas  que 
á  consecuencia  de  esta  política  esperimenten 
los  subditos  británicos,  sean  considerables, 
puede  llegar  el  caso  en  que »  el  Gobierno 
considere  deber  suyo  adelantar  reclamaciones 
diplomáticas  spbre  e}  particular. 

Sin  aceptar  por  completo  el  segundo  prin- 
cipio, que  con  tanta  vaguedad  formula  el 
noble  Vizconde,  los  demás  son  de  jeneral 
aceptación,  pero  siempre  con  las  limitacio- 
nes i  circunstancias  que  ya  indicamos,  i  que 
k  continuación  se  espresan. 

El  acreedor  estranjero  no  tiene  nunca  de- 
recho para  ser  colocado  en  mejores   condi- 
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ciones  que  el  acreedor  nacional;  esta  es  la 
opinión  de  Martens.  (1)  Ademas  un  Estado 
puede  legalmente  adoptar  todas  las  medidas 
que  juzgue  convenientes  para  mejorar  su  si- 
tuación financiera,  con  tai  que  no  viol^  con 
ellas  las  exij encías  de  la  justicia  natural,  lí- 
mite de  todo  poder  público  como  lo  es  dé. 
toda  acción  individual.  Por  último,  direíaos, 
que  laé  deudas  públicas  siguen  las  reglas je- 
inerales  sobre  deudas  privadas  ;  así,  no  puede 
exijirse  su  pago  antes  del  plazo  contenido,  ni 
puede  efectuarse  sino  en  la  forma  i  modo  es- 
tipulados, etc.,  etc. 

377.  Resumiendo,  ahora,  lo  que  hemos  di- 
cho sobre  protección  diplomática,  parece  que 
podemos  establecer  los  siguientes  principios  : 

Los  Ajentes  Diplomáticos,  deben  apoyo, 
auxilio  i  protección  á  sus  nacionales. 

Esta  protección  tiene  por  objeto  reparar 
las  injurias  qué  se  les  hubiese  inferido  6  el 
daño  que  se  les  haya  causado. 

No  puede  estenderse,  sin  embargo,  hasta 
el  estremo  de  violar  los  derechos  soberanos 
de  la  nación  donde  reside  el  estranjero. 

Injuria  ó  daño  es  la  vejación  que  maliciosa- 
mente reciba  el  estranjero  del  Gobierno,  tal 
como  un  maltrato  real,  una  flagrante  violación 
de  la  lei  del  país  en  su  perjuicio,  ó  la  dene- 
gación arbitraria  de  la  ju3ticia  ordinaria. 

(1)  Précis  du  Droit  des  Oens  moderne  §  110.  Carlos  Verga, 
comentando  este  párrafo,  dioe  :  "Nuestro  autor  se  ocupa  «n 
el  presente  párrafo,  de  las  deudas  pecuniarias  contraidas  por 
el  Estado  para,  con  un  estranjero.  Se  trata,  en  este  caso,  de 
negocios  privados,  i  á  no  haber  circunstancias  especiales  o  es- 
titulaciones  precisas,  no  pueden  ellos  motivar  la  interven- 
'  clon  del  Gobierno  del  estranjero  acreedor. 
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*  15ñ  él  caso  de  maltratos  reales,  está,  descl^ 
luesro,  espeditia  la  reclamación  i  puede  formu- 
latee  inmediatamente,  probados  que  sean  los. 
maltratos  inferidos  por  el  Gobierno. 

En  los  demás  casos  de  abuso  i  denegación 
de  justicia,  es  indispensable  probar  antes  de 
reclamar,  que  se  han  agotado  todos  los  nie- , 
dios  legales  de  reparación,  que  exista  una, 
sentencia  definitiva  de  los  tribunales  i  que  se . 
indique  ía  lei  violada  con  perjuicio  del  ex- 
tranjero. 

No  cabe  reclamación  de  ninguna  especie., 
por  procedimientos  practicados  conforme  á  la 
leí 

El  Gobierno  es  responsable  de  los  acto?,, 
públicos  de  sus  subordinados  solo  cuando  los, ; 
aprueba  i  ratifica. 

Si  no  se  alega  violación  de  la  lei,  no  es 

W    ••vi  ' 

posible  reclamar  después  de  pronunciada  la 
sentencia  definitiva,  según  Vattel ;  porque 
esa  sentencia  dada  en  ejercicio  pleno  de  un 
derecho  Soberano,  debe  ser  respetada  por  to- 
das las  demás  naciones.  La  violación  que  se  . 
alegue  ha  de  ser  evidente  i  palpable,  así  conjo 
flagrante  í  manifiesta  ía  distinciop.  odiosa  que 
sé  haya  hecho  contra  el  estraniero. 

Este  principio  es  tanto  mas  exacto,  cuanto  t 
que  tío  es  sino  consecuencia  de  otro  que  qstá 
uñiversalmente  reconocido  i  seguá  el.  cual,  to- 
do estranjero  que  ingresa  k  un  país  se  somete 
por  ún  pacto  tácito  á  sus  leyes  i  á  sus  auto- 
ridades, aceptando  voluntariamente  la¿  prác- 
ticas i  reglamentos  que  encuentra  vijentes.' 

Ningún  Gobierno  puede  salir  dé  su  órbita 
legal,  tan  soló  para,  protejer  á  los  esfranje* 
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ros.  Así,  en  los  países  en  que  el  poder  judicial 
és  independiente,  como  sucede  en  el  Perú, 
el  jefe  del  Poder  Ejecutivo  no  puede  resolver 
por  sí  i  ante  sí,  los  asuntos  contenciosos  de 
los  estranjeros  medie  ó  nó  reclamación  diplo- 
mática ;  esto  pertenece,  según  la  Constitución, 
esclusivamente  á  los  tribunales  i  juzgados, 
pudiendo  tan  solo  el  Ejecutivo,  excitar  el  celo 
de  aquellas  autoridades  para  la  mas  pronta 
administración  de  justicia. 

No  puede  interponerse  reclamación  diplo- 
mática por  los  daños  que  en  contiendas  civiles 
sufran  subditos  estranjeros ;  quedando  á  los 
perjudicados,  en  estos  casos,  el  derecho  de 
ocurrir  judicialmente  contra  los  autores  de 
esos  daños,  solicitar  la  declaración  de  su  cul- 
pabilidad i  hacer  efectiva  su  responsabilidad 
en  la  forma  i  del  modo  como  lo  determina  la 
lei. 

Las  deudas  contraidas  por  el  Estado  pue* 
den  ser  objeto  de  reclamaciones  diplomáticas, 
si  el  Estado  se  niega  á  su  pago,  ó  comete 
fraude  contra  sus  acreedores  estranjeros. 

Pero  no  es  responsable  el  Estado,  sino  de 
aquellas  deudas  contraidas  legalmente'i  por  el 
órgano  respectivo  ;  (1)  i  solo  se  le  puede  exi- 
jir  que  coloque  á  sus  acreedores  estranjeros 
en  la  misma  posición  que  á  los  acreedores  na- 
cionales. ' 

378.  Es  notable,  i  esta  es  la  ultima  obser- 
vación que  hacemos  antes  de  ocuparnos  de 

(1)  La  lei  de  22  de  Octubre  de  1845,  dada  en  el  Peni,  i  co- 
municada al  cuerpo  diplomático,  declara  que  la  Nación  -no  re- 
conoce los  empréstitos  que  hagan  los  estranjeros,  á  loa  usurpa* 
¿ores,  del  poder  p<fruoo.  Y,  Apéndice;  XLIX, 
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los  Cónsules,  que  los  publicistas  al  designar 
las  medidas  que  pueden  adoptar  las  naciones, 
en  caso  que  sus  reclamaciones  no  sean  atendi- 
das, enumeran  la  retorsión  i  las  represalias, 
din  considerar  en  ningún  caso,  la  guerra. 

Phillknpre  no  solamente  lo  indica  así,  sino 
que  fundándose  en  multitud  de  autoridades, 
añade,  "sucede  mui  comunmente  que  se  echa 
mano  de  las  represalias  con  el  objeto  de  re- 
parar injurias  inferidas  al  derecho  de  los  in- 
dividuos" i  luego,  ocupándose  de  los  casos  en 
que  se  usa  este  j enero  de  hostilidades,  dice : 
"una  injuria  perpetrada  contra  uno  de  sus 
subditos,  por  la  cual  se  ha  negado  espli  cita- 
mente  justicia  ó  se  ha  retardado  sin  motivo, 
autoriza  á  un  Soberano  para  conceder  repre- 
salias    No  se  deben  conceder  sin  pleno 

conocimiento  de  las  causas  que  las  justifican 
cum  plena  causes  cognitione,  dice  Bynker- 
choek.  Ademas,  debe  ser  res  minime  dubia, 
aquella  por  la  cual  se  ha  negado  justicia,  i  debe 
haber  sido  negada,  absolutamente,  por  todos 
los  tribunales  del  país  que  han  conocido  del 
asunto,  i  por  el  Soberano,   en  último  grado." 

Una  sentencia  errónea,  pronunciada  en  con- 
ciencia por  jueces  libres,  sin  influencia  i  sin 
temor  de  ninguna  autoridad  extrajudicial,  no 
es  justo  motivo  de  represalias,, i  la  presunción 
legal  está  claramente  á  favor  dé  los  jueces 
lejgalmente  constituidos.  (1)  Otra  cosa  es 
cuando,  según  Grocio,  "plañe  contra  jus,  ju- 
dicatúm  sit"    La  justicia  administrada  con 

(1)  In  dubiá  re,  prasumptio  est  pro  los  qüi  &d  judío*  ptri 
Ui<$  elocti  sunt.  Grocio,  L.  III,  c.  *  s,  6  §  1. 
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parcialidad,  i  en  distinta  manera  al  estranje-, 
rb  que  ál  subdito,  ó  con  denegación  ú  omi- 
sión de  cualquiera  de  los  trámites  esenciales 
para  descubrir  la  verdad,  seria  en  realidad 
una  injusticia  i  autorizaría á las  represalias.... 
Se  ha  dicho  que  no  debe  ser  re¿  minime  du- 
bia,  puede  añadirse  que  no  debe  ser  res  mí- 
nima, porque  de  minimis  non  curat  lex.  (1)" 

379.  La  protección    que    los     estranjeros. 
pueden  alcanzar  de  los  Cónsules  es  mui  dis- 
tinta de  la  que  pueden  recibir  de  los  Aj entes 
Diplomáticos.    La  protección  Consular   está 
limitada  por  la  falta  de   carácter  representa-, 
tivo   de  los   Cónsules,  por  el  objeto  de  su 
institución,  por  la  posición  que  ocupan  res- , 
pecto   dé  las   autoridades  locales,,  i  po;r  los,, 
principios  especiales,  en  fin,  que   reglan,  el  v 
ejercicio  de  sus  funciones  públicas.  Es  de  ad-,t 
vertir,  desde  luego,  que  no  consideramos  aqujC 
las  atribuciones  éspecialísimas  de  que  se  ha-? 
lian  investidos  los  Cónsules  en  ciertas  nacio- 
nes del  Levante,  porque  dependen  esclusiva-  , 
mente  de  las  circnstancias,  de  esos  Estados 
semi-civilizados. 

380;  La  necesidad  de  protejér  los  intere- 
ses del  comercio  dio  ser  &  la  institución  Con- 
sular. Las  atribuciones  de  los  Cónsules,  limi-  , 
tadas  en  un  principio,  han  ido  ensanchándose 
paulatinamente  i  hoi  son  numerosas  i  com- 
plejas. Deben  ¿tender  ante  todo  al  copaercio 
dó  áu  país,  tienen  facultad  para  decidir  amis-  , 
tosámente  las  controversias: de  sus  compatrio- 
ta^, para  intervenir  en  los  contratos  qué  ce- 

(l)  Pbiüimo»,  latero,  Law.  P.  IXk  c  2,  pawm* 


m* 


AJENXE8  DIPLOMÁTICOS,  ETC.  677 


labren  los  capitales  ijenjbe  de.  mar  de  los  bu* 
qujes  de  su  nación,  i  en  fip,  paja  pro  tejer  á  bus 
nacionales,  en  -ws  relaciones  cptaeiyjialas  i  en 
jeneral,  cada  vez  que  se  les  .t*aie  con  mojus* 
ticia.  "Tienen,  la  misiojí,"  dio?  Pradier  ITode- 
TÓ,  "de  interceder  en  favor  de  sus  nacionales 
detenidos  por  las  autoridades  locales  i  ¡de  dar 
los  pasos  necesarios  para  que  sean  tratados 
cpn  humanidad,  defendidos  i  juzgados  con 
imparcialidad.  Sus  derechos  á.  este  respecto, 
puedqn  ser  mas  ó  menos  ampliados  por  los 
tratados."  "Todos  los  Cónsules  de  esta  jciasfe" 
dice  ^Eartens,  "deben  protección  i  asistencia  á 
los  comerciantes  i  á  los  marinos  de  bu  nación", 
i  Vergé,  comentando  estas  palabras,  com- 
prende entre  las  funciones  consulares,  la  de 
"dar,  en  caso  de  complicaciones,  junto  con  las 
autoridades  competentes,  los  pasos  i  explica- 
ciones indispensables  pa^ra  disiparlas."  Bailo 
eree  *que  "el  Cónsul  debe  protejer  contra  todo 
insulto  á  sus  conciudadanos,  ocurriendo,  si  es 
necesario,  al  Ájente  Diplomático  de  su  na- 
ción ó  entendiéndose  directamente  con  el  Se- 
cretario de  Relaciones  Esteriores  del  Go- 
biejrap  cerca  del  cual  reside ;  i  4en  caso  de 
ser  desatendido,  con  su  propio  Gobierao.  La 
misma  conducta  observará,  si  sucede  que  las 
autoridades  locales  tomen  conocimiento  de 
delitos  cometidos  por  sus  conciudadanos  fue- 
ra del  territorio  á  que  se  estiende  la  juris- 
dicción locajl,  requiriendo  que  se  reserve  cada 
caso  de  éstos  ai  conocimiento  de  su  propio 
Soberano. i  que  se  le  entregue. el  delincuen- 
te.v 

V  &foer&¿;  ctesrates  te  &9teíar,.qiia;  loa  Gán* 
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sules  pueden  intervenir  en  la  administración 
de  justicia  del  país  en  que  residen,  añade : 
"Pero  si  mediase  formal  denegación  de  justi- 
cia, injusticia  notoria,  arbitrariedad  flagrante 
ú  otro  cualquier  agravio  que  no  pudiese  ya 
ser  reparado  por  el  empleo  de  los  remedios  le- 
gales ó  recurriendo  á  una  mas  elevada  juris- 
dicción, deberia  entonces  dar  cuenta  de  esta 
ocurrencia  ¿d  Ájente  Público  de  su  nación  pa- 
ra que  formalizase  la  corespondiente  reclama- 
ción diplomática,  i  en  su  defecto,  comunicárse- 
lo á  su  Gobierno,  ó  reclamar  directamente  él 
mismo  ;  aunque  algunos  publicistas  creen  que 
es  preciso  para  ello,  que  esté  especialmente 
autorizado  por  las  estipulaciones  de  un  tra- 
tado preexistente ; "  i  mas  adelante,  al  enu- 
merar las  atribuciones  del  Cónsul :  "la  pri- 
mera, "  dice,  "  es  protejer  los  intereses  co- 
merciales de   sus   ciudadanos,    dentro  de    la 

esfera  de  sus  facultades Si  estos 

intereses  fueren  damnificados,  deberán  forma- 
lizar oportunas  reclamaciones  ante  las  auto- 
ridades locales ;  i  si  sus  reclamaciones  fue- 
sen desatendidas,  las  trasmitirían  al  Ájente 
Diplomático  que  en  el  país  tuviese  su  na- 
ción, i  no  habiéndolo,  las  comunicarán  á  su 
Gobierno." 

381.  Cada  país  tiene  una  lejislacion  espe- 
cial en  materia  de  atribuciones  consulares ; 
hai,  sin  embargo,  algunos  puntos  en  que  to- 
dos los  Estados  están  acordes,  siendo  uno  de 
ellos  el  que  se  refiere  á  los  límites  de  la 
protección  Consular  i  al  modo  cómo  debe 
ejercerse. 

Tusón  eu  su  ffritith  fynwfo  Mmml^  di* 


M4* 


AJENTES  DIPLOMÁTICOS,   ETC.  579 


•**• 


ce,  después  de    ocuparse   de   las  cuestiones 
que  se  suscitan  en  el  estranjero  entre    sub- 
ditos británicos :   "Si  estas  cuestiones  se  sus- 
citan con  las  autoridades  del  país,   no  debe 
(  el  Cónsul )  dirijir  sus  quejas  directamente 
al  Gobierno,  sino  pedir  una  reparación  por 
el  órgano  de  su  embajador  ó  Cónsul  Jene- 
ral ;  ó  en  su  ausencia,  puede  hacerlo  direc- 
tamente, á  no  ser  que  el  caso  sea  de  tal  im- 
portancia, que  exija  el  previo   conocimiento 
de  su  Gobierno.  Es  deber  suyo  atender  á  to- 
das las  observaciones  i  reclamos   que  hagan 
sus  conciudadanos,  i  si  los  considera  funda- 
dos en  justicia  i  equidad,  promoverlos  con  to- 
da decisión.    El  Cónsul,   sin   embargo,  debe 
cuidar  que  estos  reclamos  no  choquen  con  la 
lei  del  país  en  que  reside,  desde  que  seria  en 
estremo  impolítico  dirijir  cualquier  reclamo 
contra  esa  lei,  por  .mucho  derecho  que  asista 
al  reclamante,  i  no  estaría  justificado  en  pro- 
tejer  tal  reclamo,  sin  esplícitas  instrucciones 
de  su  Gobierno  ó  sin  la  seguridad  de  obtener 
su  aprobación ;  de  otro  modo,  .  sus  jestiones 
solo  tenderían  á  debilitar  su  autoridad."  (1) 
Esta  misma  doctrina  está  consignada  en  el 
párrafo  séptimo  de  las  instrucciones  dadas  á 
los  Cónsules  de  S.  M.  B.  por  el  Secretario  de 
Negocios  Estranjeros.  (2) 

382.  En  las  instrucciones  á  los  Cónsules 
de  los  Estados  Unidos,  leemos  (c.  I9.  §  89) : 
"Uno  de  los  primeros  deberes  de  los  emplea* 


(1)  Tusón,  p.  & 
tf)U,N,p.M 
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dos  consulares  es  manifestar  en  su  conducta 
pública  i  en  sus  relaciones  con  las  autorida- 
des locales  r  el  pueblo  del  país,  el  debido  Tes- 
peto  á  la  autoridad  suprema"  ;•  (1)  i  el  párrafo 
quince  dice  :   "Se  previene  de  un  modo  espe- 
cial á  los   empleados  consulares,  que   no   se 
envuelvan  eil  disputas  que  pueden  evitarse, 
ya  sea  con  sus  conciudadanos,  ya  con  las  au- 
toridades del  país  en  que   residen,   poniendo 
las  cuestiones  de  esta  naturaleza  en  conoci- 
miento del  Ministro  ó  de  este  Departamen- 
to ;  empleando  todos  sus  esfuerzos  para  arre- 
glar amistosamente  las  controversias  en  que 
estén  interesados  sus  compatriotas,  á  los  cua- 
les acojerán  i  protejerán   ante   las   autorida- 
des del  país,  en  todos  los  casos  en  que  sean 
injuriados  ú  oprimidos,  pero  retirándoles  su 
apoyo,  cuando  hayan   sido   voluntariamente 
culpables  de  violación  de  las  leyes,  i  particu- 
larmente de  tentativa  de  defraudación  de  los 
derechos  fiscales.  En  este  último   caso  ayu- 
dará á  los  respectivos  empleados  á  poner  co- 
to á  semejantes  actos."  (2)   "Es  prohibido  á 
los  empleados  consulares/'  continúa  el  párra- 
fo siguiente,    "toñiar  participación    de  cual- 
quiera mañera,  en  los  asuntos  políticos  de 
los  paises  donde  están  reconocidos  en  su  ca- 
rácter público,  i  deben  cuidar  mucho  no  con- 
cebir simpatías  por  cualquier  partido  ó   fac- 
ción que  exista  en  esos  paises." 

El  párrafo  378  dice  :  "es  obligación  de  los 


í 


1)  The  ü.  S.  Consolar  Brotara,  P.  14, 
i)  Id,  Id,  p,  17, 
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empleados  consulares vijilar  i  ^rete- 
jer los  intereses  comerciales  de  sus  conciuda- 
danos, i  estar  espeditos  para  ayudarles  con  sus 
consejos,  en  todas  las  ocasiones  dudosas."  "En 
el  caso,  que  se'  pretenda  dañar  á  ciudadanos 
Americanos",  añade  el  párrafo  379,  "en  sus 
personas  ó  bienes,  se  esforzarán  por  sostener 
sus  lejftimos  intereses  i  los  privilejios  que  les 
están  asegurados,  representando  á  las  compe* 
tentes  autoridades.  Deben,  al  mismo  tiempo, 
conducirse  con  cortesía  i  moderación,  en  to- 
das sus  relaciones  con  las  autoridades  públi-  • 
cas,  i  de  ninguna  manera  dirijir  reclamos  en 
favor  de  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos, 
uña  vefl  convencidos  después  de  un  examen 
prolijo,  que  no  les  asiste  ningún  derecho."  El 
párrafo  siguiente,  indica  que  :  "si  no  puede  ob- 
tener reparación  de  la  administración  local,  el 
empleado  consular  debe  dirijirse  á  la  Lega- 
ción de  los   Estados  Unidos,  si  la  hai  en  el 

país  en  que  reside "  El  párrafo  38 1  di* 

ce :   "se  ordena  á  los  empleados   consulares ' 
que  no  promuevan  controversias  con  las  auto- 
ridades de  los  lugares  de  su  residencia,  i  que 
observen  en  toda  ocasión  hacia  ella,  uña  con- 
ducta cortés,  aunque  firme  i  digna n(l) 

Por  último,  el  párrafo  441  dice  I  "Se  recuer-  ' 
da  á  los  empleados  consulares,  que  es  práctica 
de  este  Gobierno  respetar  las  instituciones  de 
los  otros  paises,  i  sus  representantes  en  el  es- 
tranjero  han  recibido  siempre  instrucciones 
para  no  protejer  á  los  individuos  que  volunta- 


(1)  id.  14  p.  152  i  153. 
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ñámente  violen  sus  leyes  vijentes.  Siguiendo 
estrictamente  este  principio,  los  empleados 
consulares  desde  luego  negarán  su  interven- 
ción oficial  en  casos  en  que  la  lei  del  país  esté 
en  oposición  con  las  pretensiones  de  los  que 
invoquen  esa  intervención."  (1) 

383.  De  Clerq  i  Vallat  en  su  tan  conocida 
obra,  dicen  :  "En  los  casos,  tan  frecuentes  to- 
davía en  algunos  países,  de  guerra  civil  ó  in- 
surrección, los  Ajentes  llegan  á  hacer  demos- 
traciones colectivas  i  públicas,  como  por  ejem- 
plo, izar,  por  convenir,  el  pabellón  de  su  país 
á  fin  de  indicar  desde  lejos  cual  es  su  domici- 
lio para  librarlo  de  toda  violencia  ó  ultraje,  ó 
también  trasmitir  directamente  á  las  autori- 
dades superiores  de  su  residencia,  i  apoyándo- 
la con  su  influyo  persona],  la  formal  protesta 
de  sus  nacionales  por  las  pérdidas  ó  daños 
con  que  les  amenaze  la  prolongación  de  la 
lucha  i  trastorno  iutestino.  Pero  la  interven- 
ción del  Cuerpo  Consular  no  puede  nunca 
traspasar  los  límites  de  estas  simples  medidas 
preventivas ;  así,  una  intimación  dirijida  á  las 
autoridades  locales,  la  amenaza  de  hacerlas 
responsables  de  las  consecuencias  que  puedan 
tener  los  acontecimientos  que  la  motivan, 
constituirían  una  verdadera  participación  en 
los  negocios  interiores  del  país  i  un  ataque 
al  principio  de  la  independencia,  de  las  nacio- 
nes." (2) 

"La  autoridad  i  la  protección  del  Gobier- 


(1)  Id.  Id.  p,  179. 

(2)  Quid*  des  Conmlats.  p.  118. 
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no  i  de  las  leyes  de  Francia/'  dicen  en  otro 
lugar,  "siguen  á  los  nacionales  al  extranje- 
ro en  todo  lo  relativo  al  estatuto  personal,  pe- 
ro se  entiende,  que  en  su  aplicación  á  los  ca- 
sos particulares,  la  acción  de  nuestras  leyes 
está  subordinada  al  principio  de  la  soberanía 
territorial"  (1) "Como  una  consecuen- 
cia necesaria,  protejen  (los  Cónsules)  al  indi- 
viduo perjudicado,  en  la  defensa  de  sus  inte- 
reses, dirijen  i  apoyan  sus  reclamos,  pero  sin 
dispensarlos  jamas  de  seguir  personalmente 
sus  asuntos  por  las  vías  legales.  En  segundo 
lugar,  no  basta  que  la  reclamación  exista  i  se 
produzca  con  un  fundamento  aparente,  para 
dar  derecho  de  plano  á  la  protección  Consular. 
Es  preciso,  ademas,  que  el  Ájente  cuya  pro- 
tección se  solicita,  reconozca  que  la  queja  tie- 
ne una  base  legal  i  que  tanto  la  justicia  como 
la  equidad  i  la  sana  moral  militan  en  favor 
suyo.  No  subordinar  las  medidas  que  se  le 
exijen  k  esta  previa  condición,  seria  para  el 
Cónsul  faltar  á  la  prudente  circunspección 
que  su  carácter  requiere,  dañar  el  fin  mismo  de 
su  misión  oficial,  i  esponerse  en  fin,  á  compro- 
meter la  estima  i  consideración  de  que  ante 
todo  debe  tratar  de  rodearse.  (2) 

384.  Terminaremos  este  capítulo,  sentando 
el  principio  que  un  Cónsul  no  puede  interve-, 
nir  en  las  controversias  particulares  que  ser 
promuevan  entre  los  nacionales  i  los  ciudada- 
nos del  país  en  que  reside.  Este  principio  fué 


(1)  Id.  Id  p.  54L 

(2)  Id.  Id.  644. 
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reconocido  en  xm  caso  ocurrido  en  1800,  en 
Francia,  en  que  pretendía  inteívenir  el  CSá-* 
gül  ¿e1  Diúatitiarea.  En  la  notable  esposicióir 
qué  presentó  en  esa  ócairion  M.  Portalis,  con- 
sidera este  jurisconsulto  al  Cónsul  cómo  un 
Ájente  político,  demuestra  que  la  lei  no  ad- 
mite la  personería  de  eso»  ajenies,  i  que  no 
pudiendó  ser  parte,  tampoco  puede  ser  apode- 
rado; por  el  sok)  hecho  de  investir  el  carácter 
eonsute»;  añade  que  si  t  es  verdad  que  cual- 
quier puede  resguardar  los  bienes  de  uñ  au- 
sente, también  lo  es,  que. todos  están  faculta- 
dos1 para  hacer  el  bien  á'  un  semejante  aunque 
no  tenga  mandato  suyo,  i  el  Oónsul  pudo  qui- 
zás invocar  estos  principios  para  justificar  su 
intervención ;  "sin  embaTgo,  como  en  el  esta- 
do de  nuestras  sociedades,  importa  á  la  con- 
servación del  orden  público  i  de  la  tranquili- 
dad aáí  como  á  la  seguridad  de  los  particula- 
res, que  las-  acciones  judiciales  no  sean  popu- 
lares, es  máxima  constante  i  universal  que  el 
interés  tan  solo  es  ¿l  principio  de  toda  acción, 
i  quo  es  preciso  ser  parte  ó  estar  facultado 
pbr  una  parte,  para  poder  intervenir  en  un 
lítijio;  se  ha  creído  necesario  impedir  los 
avances  peligrosos  que  espíritus  atrevidos  ó 
inquietos  pueden  hacer  en  cosas  que  no  les 
pertenecen,  se  ha  creido  ademas  preciso  que 
j&rét  impedir  las  indiscreciones  de  un  falso 
celo,  era  útil4  prescribir  límites  á  'la  misma1 
beneficencia."  Después  dé  aludir  á  las  fun- 
ciones del  Ministerio  Fiscal,  concede  M.  Por- 
talis al  Cónsul  el  derecho  de  ilustrar  la  con- 
ciencia de  los  gueces  con  sus  notas;  insfrtft- 
ciones,  memorias,  etc.,  porque  jamas  se  debe 
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depreciar  los  medios  de  conocer  la  verdad, 
<té  cualquiera  parte  que  veügan.  El  Cónsul, 
pues,  no  puede  intervenir  de  otro  modo  en  los 
litijios  de  sus  compatriotas  con  los  ciudada- 
nos del  lugar  donde  ejerce  sus  funciones  con- 
sulares ;  no  puede  hacerlo  en  virtud  tan  solo 
de  su  empleo  i  de  la  protección  que  debe 
prestar  á,  sus  nacionales,  necesitando  para  ello 
dé  poder  legal,  otorgado  á  su  favor  por  la 
parte  interesada. 

385.  Reasumiendo  ahora  lo  que  hemos  es- 
puesto acerca  de  la  protección  Consular,  te- 
mos los  siguientes  principios. 

Los  Cónsules  tienen  el  deber  de  protejer 
á  sus  nacionales. 

Esta  protección  es  distinta  de  la  que  es- 
tienden los  Ministros  Diplomáticos,  pudiendo 
los  Cónsules,  solo  en  ausencia  de  esos  fun- 
cionarios, asumir  sus  funciones  á  este  res- 
pecto. 

En  todo  caso,  está  limitada  la  acción  pro- 
tectora del  Cónsul  por  la  independencia  de  la 
Nación,  i  por  las  demás  circunstancias  que 
hemos  mencionado,  al  ocuparnos  de  los  Ajen- 
tes  Diplomáticos. 

El  Cónsul,  en  jeneral,  debe  limitarse  á 
protestar,  en  los  casos  estremos,  no  pudiendo 
proceder  á  las  vías  de  hecho  sin  espresas  ins- 
trucciones de  sus  superiores. 

No  puede  el  Cónsul,  en  ningún  caso,  ade- 
lantar reclamos  que  tiendan  á  favorecer  á 
uno  de  los  partidos  políticos  dé  la  Nación, 
si  ésta  se  halla  envuelta  en  contiendas  ci- 
viles. 

No  puede,  por  último,  el  Cónsul  interve- 
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nir,  alegando  la  obligación  de  proteger  á  sus 
nacionales,  en  las  controversias  judiciales  que 
éstos  tengají  con  ciudadanos  del  país  don- 
de el  Cónsul  ejerce  sus  funciones,  pudiendo, 
cuando  mas,  en  esos  casos,  dirijir  4  las  auto- 
ridades respectivas  los  datos,  memorias  6  in- 
formes que  juzgue  indispensables  para  el  es- 
clarecimiento de  la  verdad,  á  no  ser  que 
tenga  poder  bastante  de  los  interesados,  pa- 
ra representarlos  en  juicio. 


CAPÍTULO  XVII 
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386.  Los  numerosos  obstáculos  que  emba- 
razaran nuestra  pluma  al  escribir  este  capí- 
tulo, sino  desaparecen,  al  menos  se  atenuarán, 
atendiendo  á  la  naturaleza  del  trabajo  que 
nos  proponemos  realizar.  El  se  reduce  á  bos- 
quejar la  historia  de  las  mas  ruidosas  recla- 
maciones, deduciendo  todos  los  hechos  de  do- 
cumentos oficiales,  i  á  esponer  con  fidelidad 
á  la  vez  que  sometiéndolas  á  un  análisis  im- 
parcial i  lójico,  todas  las  razones  alegadas  por 
los  Gobiernos  estranjeros  en  apoyo  de  las 
pretensiones  de  sus  respectivos  subditos.  El 
hecho  de  haber  sido  ya  resueltas  esas,  recla- 
maciones i  de  haber  pasado  los  momentos  de 
efervescencia  en  que  se  adelantaron  i  comba- 
tieron^ ofrece  un  motivo  mas  para  creer  que 
nuestra  justificación  estará  al  abrigo  de  cual- 
quier arranque  de  patriotismo  que  pudiera 
hacerla  zozobrar. 
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387.  El  sistema  de  las  reclamaciones  diplo- 
máticas, resorte  gastado  ya,  sujeto  hoi  á  recelos 
universales  i  espuesto  á  ruda  i  poderosa  opo- 
sición, estuvo  en  gran  boga  en  tiempos  no  le- 
janos i  su  existencia  priede  traerse  fácilmen- 
te desde  los  primeros  dias  de  nuestra  vida 
nacional.  Proclamada  la  independencia,  succe- 
dieron  los  últimos  incidentes  de  la  lucha  con. 
la  metrópoli,  i  apenas  se  declararon  abiertos 
nuestros  puertos,  algunas  naciones  i  con  es- 
pecialidad la  Inglaterra,  principiaron  á  intro- 
ducir en  los  mercados  americanos  los  nume- 
rosos productos  de  su  industria  i  comercio. 
Junto  con  el  tráfico  estranjero  aparecieron  en 
el  Perú  los  primeros  Aj  entes  Consulares  en- 
cargados de  protejer  á  sus  respectivos  nacio- 
nales i  de  informar  sobre  las  condiciones  de 
los  nuevos  países.  Precedieron  á  los  Cónsules, 
Comandantes  de  buques  de  guerra,  con  los 
cuales  tuvimos  que  tratar  á  pesar  de  que  ca- 
recian  de  todo  derecho  para  asumir,  como  se 
apresuraban  en  toda  ocasión  á  hacerlo,  las 
funciones  consulares.  Estos  últimos  persona- 
jes fueron  los  primeros  que  formularon  recla- 
maciones ante  el  Gobierno  Peruano,  vién- 
dose éste  velis  nolis,  obligado  k  entrar  en 
relaciones  diplomáticas  con  simples  Coman- 
dantes de  buques,  los  cuales  por  su  parte  ne- 
gociaban de  igual  á  igual  con  la  Suprema 
Autoridad  del  Estado.  Fueron  la  primera 
causa  de  estos  reclamos  algunos  incidentes 
dfe  la  guerra  con  España,  i  principalmente  el 
apresamiento  que  legalmerite  se  nacia  algu- 
nas veóesde  artículos  dé  contrabando  desti- 
nados al  enemigo,  i  en  jeneral;lavÍJrartidttlenta 
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Jmfx^ccion  4e,nue^tíog  reglamentos  aduane- 
ros. 

388.  Pero  posteriormente  nuestras  con- 
.mociones  intestinas, — luchas  de-  familia  en 
las  que  el  estranjero  debiendo  ser  simple  es- 
pectador, muchas  veces  fué  no  solamente 
partícipe  sino  especulador,  para  hacer  des- 
pués el  papel  de  víctima  i  cubrir  con  supuesta 
inmunidad  sus  maquinaciones  contra  el  or- 
den público, — vinieron  a  ofrecer  ancha  base  á 
las  reclamaciones  diplomáticas  i  á  contribuir 
ponderosamente  á  que  se  estableciese  i  consol- 
idase la  no  interrumpida  serie  de  exijencias 
manifestadas  en  el  Perú  por  malos  estranje* 
ros,  contando  como  han  contado  siempre,  con 
el  amparo  de  su  pabellón. 

Habiendo  manifestado  los  Gobiernos  es- 
tranjeros  constante  decisión  de  protejer  ásus 
subditos,  cualquiera  que  fuese  la  justicia  de 
sus  quejas ;  siendo  esos  Gobiernos  poderosos  i 
ricos  en  medios  represivos,  mientras  que  el 
Perú  ni  siquiera  lia  gozado  de  un  réjimen 
estable  ;  la,  reclamación  por  medio  de  los  Di- 
plomáticos ll^ó  á  constituir  un  sistema  es- 
pecial, una  política  aunque  injusta  marcada  i 
definida,  que  debia  caracterizar  las  relacio- 
nes de  la  Europa  con  las  nacientes  Repúbli- 
cas Americanas. 

389.  "El  Gobierno  británico  ha  creado  un 
derecho  público  que  aplica  especialmente  á 
los  pueblos  débiles,"  dice  un  publicista  ama* 
ricano,  "el^cual  se  llama  derecho  de  la  fuerza, 
i  lo  pone  en  ejecución  siempre  que  conviene 
á  sus  urtereses  i  á  sao  tendencias  despóti- 
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"Los  pueblos  hispanoamericanos  tan  sus- 
ceptibles ó  independientes  no  pueden  acep- 
tar pasivamente  tan  estraña  pretensión,  i  ao 
allí  la  antipatía  que  enjendra  en  las  publica- 
ciones, la  política  del  Gobierno  británico." 

"No  basta  que  los  Gobiernos  Americanos 
le  ofrezcan  someter  sus  diferencias  á  un  ter- 
cero, que  tengan  en  su  apoyo  la  opinión  de 
los  jurisconsultos  británicos  i  aún  la  de  sus 
propios  tribunales  supremos  ;  no  basta,  en 
una  palabra,  tener  razón  ;  no,  es  necesario 
que  el  débil  sufra  las  consecuencias  de  su  de- 
bilidad, i  que  todas  esas  consideraciones  se 
callen  ante  el  elocuentísimo  argumento  del 
canon  Annstrong!" 

"Las  consecuencias  de  tal  sistema  son  na- 
turales i  1  ojie  as.  El  pueblo  que  ha  sido  heri- 
do en  lo  que  le  es  mas  caro — su  dignidad — 
no  olvida  jamas  tales  agravios." 

"Así  rejistra  la  historia  de  la  diplomacia 
británica  en  la  América  latina,  un  cúmulo  de 
abusos  i  violencias,  que  no  bastarían  volúme- , 
nes  para  contenerlos.  Unas  veces,  sin  previa 
declaración  de  guerra  ni  el  menor  anteceden- 
te que  le  autorize,  bombardea  una  población 
como  la  de  Paranagua,  en  el  Brasil ;  otras,  se 
apodera  de  un  vasto  territorio  como  el  de 
Malvinas,  sin  prestar  la  menor  atención  a  las 
reclamaciones  de  la  Nación  despojada ;  otras, 
hace  fuego  i  persigue  á  un  buque  de  guerra 
estranjero  en  un  puerto  neutral,  i  pretende 
apoderarse  del  buque  de  guerra  i  de  la  per- 
sona inviolable  de  un  mensajero  de  paz  i  en- 
viado estraordinario  que  llevaba  a  su  bordo  i 
que  acababa  de  prestar  un  inmenso  servicio 
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al  país  de  donde  se  alejaba  i  en  particular,  al 
comercio  británico  ;  i  en  fin,  mil  otros  actos 
semejantes  que  si  bien  nb  podemos  repeler 
con  la  fuerza,  quedan  impresos  en  el  ánimo  de 
cada  Americano."  (1)  I  estas  palabras  pue- 
den aplicarse  con  igual  justicia  á  otras  nacio- 
nes que  también  han  tenido  para  con  la  Amé- 
rica la  política  de  la  fuerza,  siendo  de  notar 
que  solo  cuando  entre  ellas  se  han  suscitado 
cuestiones  análogas,  se  acuerdan  de  los  prin- 
cipios de  justicia  i  del  derecho. 

390.  La  base  sobre  que  descansan  las  re- 
clamaciones diplomáticas  es  el  principio  inter- 
nacional de  protección  del  subdito  por  el  repre- 
sentante de  su  nación ;  ya  vimos  ese  principio 
en  el  capítulo  anterior ;  allí  lo  analizamos  i 
tratamos  de  colocarlo  bajo  un  verdadero  pun- 
to de  vista.  Admitiéndolo,  como  no  puede  me- 
nos de  ser  admitido,  es  preciso,  sin  embargo, 
reconocer  también  los  abusos  á  que  ha  dado 
lugar  su  aplicación,  cuando  se  le  ha  invocado 
en  auxilio  de  reclamos  injustos.  El  principio 
está  fuera  de  toda  disóusion ;  pero  no  así  la 
estensien  que  lejitimamente  le  corresponde. 

391.  Por  justo  i  evidente  que  sea  un  prin- 
cipio j  ene  ral,  jamas  puede  cohonestar  los 
hechos  que  contrarían  la  moral  ó  el  dere- 
cho. "Es  mui  laudable"  dice  nuestro  Alberti- 
na "sin  duda  el  espíritu  de  esa  lei  internacio- 
nal que  por  el  intermediario  de  los  A j entes 
Públicos,  estiende  la  mano  protectora  del  Es- 
tado sobre  sus  subditos,  hasta  las  mas  aparta- 
das rejiones  ;  pero  mui  lamentables  son  tam- 
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bien,  los  frecuentes  abusos  que  á  la  sombra  da 
ella  ae  cometen,  falseando  su  mente." 

"Tristísimos  ejemplos  tenemos- en  América 
de  la  caprichosa  interpretación  de  ese  impor- 
tante principio  del  Derecho  d©  Jantes:  Ajen- 
tes  Diplomáticos  hemos  visto  con  harta  fre-» 
cueqcia  que,  so  protesto  de  defender  las 
•personas  i  los  intereses  de  sus  nacionales,  i 
con  el  verdadero  objeto  de  manifestar  un  exa- 
gerado celo  que  los  hiciese  acreedores  á  las 
simpatías  de  su  Gobierno,  han  pretendido  so- 
breponerse á  los  principios  de  nuestra  lejisla- 
cion  i  erijirse  arbitrariamente,  cuando  no  en 
jueces,  por  lo  menos  en  amargos  censores  de 
ella.  Éstos  precedentes  desgraciados  que  no 
es  del  caso  recordar  individualmente  aquí,  no 
pocas  veces  nos  han  conducido  á  reflexionar 
con  mucha  seriedad  acerca  de  los  inconver 
nientes  de  la  inmigración  Europea,  tan  útil 
bajo  otros  conceptos  para  el  progreso  de  la 
civilización  de  nuestro  comercio  i  de  nuestra 
industria."  , 

"El  eminente  escritor  americano,  señor 
Torres  Caicedo,  en  un  brillante  estudio  que  ha 
publicado  para  demostrar  la  irresponsabilidad 
de  un  Gobierno  lejítimo  por  los  daños  i  per- 
juicios ocasionados  á  los  estranjeros  por  las 
facciones,  ha  revelado  uno  de  los  mas  graves 
abusos  de  esa  exajerada  i  mal  entendida  pro- 
tección diplomática,  oríjen  de  mui  frecuentes 
desavenencias  con  las  potencias  europeas,  i 
fuente  fecunda  de  tan  abultadas  como  escan- 
dalosas reclamaciones.  Los  principios  mas 
triviales  i  mas  vulgarizados  del  Derecho  de 

J  entes  co^uotudinarior  establecen^  .cona  1q 
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decíamos  poco  há,  que  el  estranjerp  no  puede 
disfrutad  sobre  el  territorio  de  un  Estado,  <¡tó 
distintos  ni  de  mayores  privilejiós  que  el  na- 
cional, i  que  al  poner  los  pies  en  ese  territo- 
rio, se  somete  tácitamente  al  imperio  de  suá 
leyes  prácticas  i  reglamentos  vijentes.  Süi 
embargo  de  esto,  el  injustificable  celo  de  al- 
gunos Aj  entes  Públicos,  imprudentemente 
apoyados  á  veces  por  sus  Gobiernos,  parece  ha- 
ber creado  para  nuestras  Repúblicas  de  Sud- 
América  un  Código  Internacional  privativo, 
en  el  que  borrándose  sin  piedad  la  palabra  da 
igualdad  ante  la  lei,  se  na  pretendido  hacer 
de  los  estranjeros  una  casta  privileji&da,  su-r 
perior  á  nuestras  instituciones  i  al  abrigo  de 
esas  borrascosas  eventualidades  que  suelen 
ocurrir  en  la  vida  de  los  pueblos,  cuyas  funes- 
tas consecuencias  ha  solido  exijirse  fuesen 
garantidas  i  antojadizamente  saneadas  por 
nuestros  Gobiernos." 

"Estas  monstruosas  pretensiones,  por  ven- 
tura, han  merecido  en  nuestro  siglo  ííá  repro- 
bación de  las  naciones  mas  adelantadas,  i  la 
cuestión  propuesta  por  el  sefior  Torres  Caice- 
do  es  indudablemente  hoi,  una  cuestión  re- 
suelta." (1) 

392.  A  tal  grado  ha  llegado  en  el  Perú  el 
temor  de  las  reclamaciones  diplomáticas,  que 
el  Gobierno  no  celebra  ya  transacción  alguna^ 
por  insignificante  que  sea-,  con  un  estranjerp 
sin  que  se  pacte  al  mismo  tiempo  como  con- 
dición indispensable,  la  renuncia  espresa  á& 
la  acción  diplomática  en  caso  dé  suscitarse  con- 

(1)  Albertina  Derecho  Diplomático  p.  101, 
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troversias,  i  el  sometimiento  de  ellas  á  la  ju- 
risdicción nacional. 

Mas,  al  querer  de  este  modo  poner  reme- 
dio al  mal,  lo  que  únicamente  se  ha  hecho,  si 
no  nos  engañamos,  es  reconocer  su  legalidad 
i  prestarle  toda  la  fuerza  que  da  la  palabra 
de  la  autoridad.  I  en  efecto,  la  facultad  de 
recurrir  á  los  diplomáticos  en  todo  caso  en 
que  un  estranjero  crea  vulnerados  sus  dere- 
chos, nunca  se  ha  reconocido  en  derecho  ;  en- 
tre nosotros  mismos,  la  Nación  no  ha  hecho 
jamas  ese  reconocimiento,  i  si  ha  cedido  al- 
gUDa  vez,  solo  ha  sido  al  imperio  de  la  fuerza 
i  protestando  para  que  su  conducta  no  sirviese 
de  precedente.  Ahora  pues,  con  la  clausula 
de  renuncia  que  figura  en  los  contratos  del 
Gobierno  con  estranjeros  i  de  la  cual  nos  ocu- 

{>amos,  no  se  hace  otra  cosa  que  reconocer  en 
os  estranjeros  la  facultad  de  invocar  la  in- 
tervención de  sus  Representantes,  puesto  que 
por  esa  cláusula  la  renuncian,  i  no  se  puede 
renunciar  sino  lo  que  lejitimamente  se  posee. 
393.  No  es  éste  el  único  ni  el  mayor  de  los 
inconvenientes  que  ofrece  aquella  cláusula, 
que  ideada  para  resguardar  los  fueros  nacio- 
nales, puede  llegar  hasta  ocasionar  su  viola- 
ción. A  pesar  de  la  renuncia  que  la  cláusula 
contiene,  un  diplomático  puede  presentarse 
ínañana  i  protejiendo  al  ciudadano  estranjero 
que  la  estipuló,  pedir  reparación  de  los  daños 
que  se  le  suponga  haber  sufrido.  Esta  inter- 
vención puede  apoyarse  en  estas  sencillas  con- 
sideraciones. La  cláusula  de  renuncia  está 
probando  que  el  Gobierno  reconoce  amplia- 

nenta  1a  facultad  de  pedir  el  auxilio  diplomar 
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tico ;  es  verdad  que  esa  facultad  aparece  re- 
nunciada por  el  ciudadano,  pero  no  todos  los 
beneficios  son  renunciables  k  voluntad  del  in- 
dividuo que  los  goza ;  en  todas  partes,  se  ha- 
ce distinción  entre  los  beneficios  cuyo  goce 
interesa  al  orden  público  i  á  la  moral,  i  aque- 
llos que  no  afectan  tan  altos  intereses.  ¿A 
cuál  de  las  dos  clases  de  beneficios  pertenece 
el  derecho  de  exijir  la  protección  del  Estado? 
Esa  protección  se  deriva  de  la  naturaleza  mis- 
ma de  la  asociación  política.  "El  que  maltra- 
ta á  un  ciudadano,"  dice  Vattel,  "ofende  indi- 
rectamente al  Estado  que  debe  pro  tejerlo.  El 
Gobierno  de  ese  Estado  debe  vengar  su  in- 
juria  "  El  vínculo  que  une  al  ciudada- 
no con  el  Estado,  depende  de  la  voluntad  in- 
dividual en  cuanto  á  su  existencia,  pero  no 
en  cuanto  á  sus  consecuencias.  El  individuo 
puede  arbitrariamente  hacerse  ciudadano  de 
tal  ó  cual  Estado,  pero  no  puede  ser  ciudada- 
no á  medias,  en  ninguno  ;  no  puede  rechazar, 
una  vez  aceptada  una  ciudadanía  determina- 
da, tales  ó  cuales  cargos,  tales  ó  cuales  benefi* 
cios  que  le  son  anexos.  Los  deberes  que  im- 
pone así  como  los  derechos  que  produce  la 
ciudadanía,  son  superiores  á  toda  voluntad* 
Esos  deberes  i  esos  derechos  pueden  jenun- 
tñarse  solo  en  conjunto,  renunciando  á  la  ciu- 
dadanía, i  mientras  no  conste  este  hecho,  no 
es  arbitro  el  ciudadano  para  cscojer  cuáles 
cargos  ó  beneficios  acepta  i  cuáles  renuncia. 

Cuando  se  infiere  injusticia  á  un  ciudadano 
hai  una  doble  injuria ;  la  individual  que  no 
afecta  mas  que  á  la  persona  del  ofendido,  i  la 
pública  quQ  se  eaüende  al  Estado  á  que  per« 
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tenece;aun  suponiendo  renunciable  la  repaí* 
ración  de  aquella,  quedaría  en  pió  la  de  la  úl- 
tima. Es  claro,  pues,  que  interesa  á  la  digni- 
dad, á  la  seguridad  i  al  orden  público  en  fin, 
de  todo  Estado,  exijir  reparación  de  las  inju- 
rias inferidas  á  sus  subditos,  sin  que  ningún 
acto  del  individuo  pueda  invalidar  tan  eleva- 
do deber.  I  este  principio,  no  solamente  no 
es  desconocido  sino  que  está  sancionado  por 
la  misma  lejislacion  del  Perú,  la  cual  declara 
renunciables  (Cód.  Civ.  Tít.  Prelim.  VIL)  tan 
solo  aquellos  derechos^  meramente  privados, 
que  no  interesan  al  orden  público  ni  á  las 
buenas  costumbres. 

A  estos  razonamientos  (i  mas  débiles  han 
servido  á  veces,  como  fundamento  de  recla- 
maciones diplomáticas),  se  presta  la  cláusula 
que  ahora  se  acostumbra  poner  en  los  contra- 
tos que  el  Gobierno  celebra  con  estranjeros  ; 
ellos  manifiestan  que  no  se  ha  remediado  el 
mal  con  este  recurso,  i  que  mejor  seria  renun- 
ciar á  él,  confiando  tan  dolo  en  la  justificación 
de  los  Gobiernos  estranjeros.  Si  esta  confian- 
za, como  desgraciadamente  casi  siempre  lo 
ha  probado  hasta  aquí  la  esperiencia,  es  insu- 
ficiente para  garantizarnos  contra  inicuas  pre- 
tensiones, al  menos  en  cada  caso  particular  se 
defienden  los  derechos  del  país,  se  discute  con 

1'usticia ;  i  si  al  fin  hai  que  ceder,  solo  será  ante 
a  fuerza,  lo  cual  constituye  un  triunfo  mo- 
ral, que  con  su  repetición  nos  irk  conquis- 
tando poco  á  poco  pero  de  un  modo  fatal,  la 
buena  voluntad  de  las  naciones,  i  acercando  el 
dia  en  que  ya  no  temamos  que  nuestra  debí* 
lidad  nos  esponga,  á  las  mismas  injusticias,    \ 
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394.  Ademas  de  la  cláusula  de  renuncia 
í^ue  acabamos  de  considerar,  como  medio  de 
prevenir  las  reclamaciones  futuras,  se  ha  acos- 
tumbrado recurrir,  al  arbitraje  para  resolver 
¿as  ya  entabladas.  El  arbitraje  supone  varias 
circunstancias  para  que  ofrezca  todas  las  ga- 
rantías apetecibles,  á  fin  de  asegurar  el  buen 
derecho.  En  primer  lugar,  su  ejercicio  debe  i 
tiene  que  ser  limitado ;  no  todas  las  cuestio- 
nes pueden  someterse  á  su  decisión.  "Ade- 
mas," dice  Phillimore .  hablando  de  esta  ma- 
teria, "puede  creer  un  Estado  que  el  derecho 
que  discute  es  de  vital  importancia,  i  tal  que 
no  crea  justo  someterlo  á  la  decision.de  uno 
á  mas  arbitros."  (1)  "El  arbitraje,"  dice  Vat- 
tel,  "es  un  medio  mui  racional  i  conforme  con 
Ja  lei  natural,  para  terminar  todas  las  dife- 
rencias que  no  interesan  directamente  al  bien- 
estar de  Ja  Nación."  (2)  Si  el  Perú  declara, 
como  ha  solido  suceder,  decomisado  un  bu- 
que que  evidentemente  ha  violado  de  una 
manara  púJbüca  los  reglamentos  fiscales,  ¿có- 
mo ss  sujetará  á  un  laudo,  por  mui  respeta- 
Jale  que  sea  el  individuo  ó  corporación  que  lo 
pronuncie,  la  legalidad  de  un  derecho  que  no 
puede  ponerse  en  duda  ni  un  solo  momento 
sin  mengua. de  la  dignidad  nacional?  Si  un 
estaanjero  es  sorprendido  en  el  Perú  hacien- 
do armas  oontra  la  autoridad  constituida,  ¿có- 
mo es  posible  resignarse  á  que  sea  un  arbitro 
el  que  decida,  lo  que  ya  está  decidido  desde  que 
existe  un  derecho  público  i  naciones  sobera- 


(1)  Internacional  Law,  t.  3.  p.  60. 

(2)  Droit,  dea  Otra.  1 2.  p.  306. 
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ñas  é  independientes?  Se  comprende  la  invo- 
cación del  arbitraje,  cuando  reconocido  un 
derecho,  se  trata  de  determinar  tan  solo  la 
estension  de  sus  efectos.  Reconocida,  por 
ejemplo,  la  justicia  de  una  indemnización  que 
se  reclama,  puede  suceder  i  sucede  en  efecto, 
que  las  partes  no  estén  acordes  acerca  de  la 
cantidad  que  deba  indemnizarse ;  en  este  ca- 
so, el  arbitraje  es  un  recurso  natural  i  consa- 
grado por  el  derecho  consuetudinario ;  pero 
entonces,  ya  no  se  trata  de  un  derecho  pri- 
mordial de  la  Nación,  de  uno  de  aquellos  de- 
rechos 'sin  los  cuales  deja  de  ser  Nación  So- 
berana, 

Hai  que  tener  en  cuenta,  al  tratar  del  arbi- 
traje, no  solamente  su  natural  limitación,  si- 
no también  la  circunstancia  mui  importante, 
de  que  solo  debe  estipularse  cuando  las  par- 
tes tienen  una  misma  posición  i  gozan  de  las 
mismas  consideraciones  respecto  del  arbitro. 
Sin  esta  circunstancia,  es  mui  difícil  evitar 
que  la  parte  mas  poderosa  ó  que  goze  de 
mayor  prestijio  ejerza  una  coacción,  aunque 
no  sea  mas  que  moralmente,  que  despoje  el 
laudo  de  la  injusticia  de  que  debe  estar  exen- 
to siempre  todo  fallo  aceptable.  Se  compren- 
de el  arbitraje  de  un  Gobierno  Americano, 
invocado  por  dos  Repúblicas  Americanas ;  pe- 
ro no  así  el  que  dirima  controversias  entre 
la  Gran  Bretaña  i  una  de  nuestras  naciones, 
mucho  menos,  si  el  arbitro  es  potencia  Eu- 
ropea. En  esta  última  clase  de  arbitraje,  siem- 
pre habrá  razón  para  temer  que  el  fallo  sea 
favorable  á  la  parte  mas  prestijiosa,  que  es 
también  casi  siempre  la  que  tiende  á  abusar 
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de  la  debilidad  é  impotencia  de  la  parte  con- 
traria. En  el  Perú,  cuando  hemos  recurrido 
al  arbitraje  para  la  resolución  de  las  recla- 
maciones de  estranjeros,  liemos  cedido  todas 
las  ventajas,  conviniendo  hasta  en  el  nombra- 
miento de  arbitros  europeos,  los  cuales  de- 
be suponerse  no  solo  que  no  nos  son  mui  fa- 
vorables, sino,  lo  que  es  cierto,  que  no  tienen 
de  nosotros  una  idea  exacta,  colocándonos, 
como  nos  suelen  colocar,  en  un  nivel  con  lo? 
bárbaros  i  pueblos  de  Oriente.  Si  alguna  vez 
esos  arbitros  han  fallado  en  nuestro  favor,  ha 
sido  cuando  era  tan  manifiesta  la  justicia  clp 
nuestra  causa,  que  no  podia  desconocerse  sin 
flagrante  violación  de  los  principios  mas  tri- 
viales del   derecho. 

Menos  malo  que  el  arbitraje  es  el  sistema 
de  comisiones  mixtas  tan  en  boga  hoi,  pero 
no  por  eso  carece  de  poderosos  inconvenien- 
tes. Las  comisiones  mixtas  deben  tener,  corneo 
que  no  son  mas  que  una  especie  de  arbitra- 
je, las  mismas  limitaciones  que  éste,  i  en  ellas 
se  aumentan  las  probabilidades  de  coacción 
precisamente  porque  ya  no  se  trata  de  una 
única  i  elevada  personalidad,  sino  de  varios 
individuos  que  fácilmente  ceden  á  sujestiones 
i  simpatías.  El  dirimente,  verdadero  arbitro 
sin  responsabilidad,  necesita  ofrecer  muchas 
garantías  por  su  posición  i  sus  antecedentes, 
para  que  sus  fallos,  que  jeneralmente  deciden 
las  cuestiones  mas  importantes,  inspiren  con- 
fianza á  las  partes. 

395.  Hai  quienes  justifican  i  mantienen  la 
obligación  del  Estado,  de  resarcir  cuantos 
perjuicios  sufra  el  estranjero  que  habita  den- 
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tro  de  su  territorio.  "¿  Con  qué  protesto,"  se 
lia  dicho,  "i  bajo  qué  fundamentos  pretende- 
rá un  Gobierno  sensato  i  de  intenciones  rec- 
tas, negar  responsabilidades  que  por  otra  par- 
te acepta  plena  i  ampliamente  al  cobrar  los 
impuestos  i  derechos  de  patentes,  que  debe 
emplear'  en  la  adquisición  de  los  mismos  ele- 
ínentos  i  la  mantención  de  las  fuerzas  nece- 
sarias para  protejer  la  vida  i  las  propiedades 
del  hombre  pacifico  que  reside  en  su  terri- 
torio?" 

"El Estado  ó  la  Nación  se  asemeja  auna 
compañía  de  seguros  mutuos,  cuyo  Directorio 
'es  el  Ejecutivo.  Siendo  civilizada  la  Nación, 
sus  estatutos  garantizan  bienes  i  vida  contra 
los  percances  de  las  guerras  civiles  ó  motines 
populares  á  los  individuos  que  se  encuentran 
establecidos  en  su  seno  i  pagan  los  impuestos 
nue  determina  la  lei ;  i  así  c?mo  las  compañías 
'  ae  seguros  contra  incendios  fomentan  i  con- 
tribuyen á  costear  la  mantención  de  bomberos 
i  otras  constituciones  análogas,  los  Gobiernos 
fomentan  i  costean  la  mantención  de  las  fuer- 
'  zas  suficientes  para  evitar  atrópellamientos  i 
otra  especie  de  ataques  contra  la  vida  irla  pro- 
piedad." (1)  Pero  estos  argumentos  por  lo 
mismo  que  prueban  demasiado  nada  prueban. 
¿Por  qué  se  restrinjo  la  responsabilidad  del  Es- 
tado á  los  ataques  contra  la  vida  i  la  propie- 
dad ocasionados  por  guerras  civiles  ó  motines 
populares?  La  percepción  del  impuesto,  se 
dice,  es  una  aceptación  de  ésa  résponsabili- 

(1)  Lo»  Estranjoros  en  Sud-Ajaórica,  opúsculo  por  G.  A, 
V.  Mejer.  p.  26. 
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dad.  Bien  está ;  mas  el  impuesto  tiene  mu- 
daos fines,  i  no  solo,  la  creación  de  fuerzas  de 
seguridad  nacional ;  hai  que  fomentar  con  él 
la  salubridad  pública,  perfeccionar  el  estado 
de  la  policía  urbana  i  rur&L  Si  una  autori- 
dad inepta,  pues,  no  consulta  las  condiciones 
de  hijiene,  si  un  subalterno  no  ha  cumplido 
exactamente  las  órdenes  que  á  este  respecto 
haya  recibido,  ó  si  á  pesar  de  todos  los  esfuer- 
zos de  las  autoridades  no  se  logra  estirpar 
los  miasmas  deletéreos,  4I  Estado  debe  ser  res- 
ponsable de  todos  los  estragos  que  cause  una 
epidemia ;  i  del  mismo  modo,  porque  el  Go- 
bierno no  consigue  colocar  la  policía  en  una 
condición  brillante,  i  ésta  llega  tarde,  cuando 
se  trata  de  aprehender  á  los  malhechores,  el 
Estado  debe  indemnizar  por  los  robos  que  se 
cometen  en  todas  las  ciudades  i  pueblos  de  la 
República  apreciados  sin  duda  á  justa  tasa- 
ción de  los  interesados!  La  seguridad  esterior 
es  otra  necesidad  primordial  que  toda  asocia- 
ción política  satisface  con  el  impuesto  ;  i  por 
•ésto  i  por  cuanto  la  sociedad  es  una  compa- 
ñía de  seguros,  también  estará  el  Estado  en 
la  obligación  de  resarcir  los  daños  causados 
en  una  invasión  estranjera,  pues  no  hai  razón 
ninguna  para  escluii*  este  caso  de  la  responsa- 
bilidad del  Estado,  el  cual  la  acepta  tácita- 
mente al  percibir  el  impuesto.  ¡Cuántos  ab- 
surdpsl 

Pasemos  por  alto  la  ruidosa  invocación  del 
impuesto,  que  hecha  en  el  Perú,  es  ridícmla. 
Todos  saben  que  en  ninguna  parte  hai  menos 
contribuciones,  i  si  á  ellas  solas  estuviera 
atenido  el  Estado,   hace  mucho  tiempo  que 
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habríamos  cesado  de  existir  como  una  sola 
Nación.  Veamos  lo  que  sucede  en  una  com- 
pañía de  seguros.  Supongamos  que  el  direc- 
torio se  divida  en  dos  facciones  ó  se  disuelva 
por  rencillas  particulares,  que  quiebre,  que  se 
incendien  fortuitamente  las  oficinas  de  la 
compañía,  que  en  unajuntajeneralde  los  ase- 
gurados surjan  cuestiones  que  comprometan 
los  pagos ;  supongamos,  en  fin,  cualquiera  de 
las  tantas  eventualidades  que  sobrevienen 
á  las  sociedades  anónimas,  ¿Qué  sucede  en- 
tonces? Pasan  dias  i  meses,  durante  los  cua- 
les los  interesados  ven  su  fortuna  comprome- 
tida, i  cuando  al  fin  se  restablece  la  calma, 
cada  uno  hace  valer  del  modo  lejítimo  sus  de- 
rechos i  alza  su  voz  en  defensa  de  sus  in- 
tereses. El  que  prueba  la  culpabilidad  de  los 
directores  i  su  derecho  á  ser  indemnizado, 
encuentra  reparación  ;  si  los  directores  no  son 
responsables,  si  solo  ha  sido  pasajera  la  crisis, 
vuelve  á  la  vida  normal  la  asociación  i  si- 
guen todos  usando  de  su  derecho.  Ademas, 
ninguna  compañía  de  seguros  responde  por 
todo  jénero  de  siniestros  ;  son  éstos  determi- 
nados i  rodeada  la  responsabilidad  de  mil 
condiciones  meditadas.  Apliqúense  estos  prin* 
cipios  á  la  Nación.  Suponiéndola,  como  se 
quiere,  una  compañía  do  seguros,  también  im- 
pone ella  condicionos  á  su  responsabilidad,  la 
cual  en  ningún  caso  puede  estenderse  hasta 
los  perjuicios  fortuitos. 

396.  Por  otra  parte,  las  circunstacias,  la  si- 
tuación especial  de  una  nación,  el  carácter  de 
sus  habitantes,  la  mayor  ó  menor  bondad  de 
sus  leyes,  no  son  elementos  que  se  producen, 
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i  se  aglomeran  en  un  solo  dia ;  al  contrario, 
vienen  rejenerándose  desde  mui  atrás,  i  de- 
penden de  las  vicisitudes  históricas  de  un 
pueblo ;  sin  que  sea  dado  atribuir  su  existen- 
cia ni  á  un  solo  hombre  ni  á  una  sola  época. 
La  Nación  tiene  su  vida  propia,  en  condicio- 
nes buenas  ó  malas  pero  determinadas.  "Así 
como  la  vida  del  hombre,"  se  ha  dicho,  "no  es 
la  obra  del  módico,  tampoco  es  en  el  Estado, 
la  producción  del  Gobierno.  Todo  lo  contra- 
rio, el  Gobierno  es  su  producto.  Todo  cuerpo 
político,  por  el  hecho  de  existir,  está  dotado 
de  leyes  naturales  según  las  cuales  se  desar- 
rollan las  condiciones  de  su  existencia  sin  la 
participación  de  sus  Gobiernos  i  á  veces  á  su 
pesar  mismo,  como  crece  el  hombre  joven  k 
pesar  de  los  desórdenes  con  que  destruye  su 
sulud."  Los  vicios  á  vecós  gangrenosos  que 
tan  paulatinamente  se  han  incrustado  en  la 
Constitución  i  modo  de  ser  de  una  Nación, 
no  pueden  correjirse  en  un  solo  dia  ni  en  un 
solo  siglo  tal  vez,  i  mientras  la  reparación  se 
elabora,  la  Nación  tiene  que  soportar,  obede- 
ciendo una  ciega  lei  de  lá  naturaleza,  todas 
la3  consecuencias  de  esos  vicios. 

Es  precisamente  esto  lo  que  entre  noso- 
tros sucede  ;  agotado  está  ya  el  tópico,  anali- 
zadas por  mil  plumas  están  ya  las  causas  de 
nuestras  continuas  revueltas  i  de  los  otros  de- 
fectos que  afean  nuestras  instituciones  ;  las 
revoluciones  entre  nosotros,  se  ha  dicho  con 
amarga  verdad,  hallan  favor  en  las  ideas,  en 
las  costumbres,  i  hasta  en  las  leyes ;  ¿cómo 
se  quiere,  pues,  hacer  responsable  de  los  daños 
que  todos  estos  males  producen,  á  los  Gobier- 
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nos  que  no  los  han  ocasionado,  i  que  lejos  de 
tolerarlos  trabajan  incesantemente  por  es- 
'tirpárlos  i  aniquilarlos?  Es  al  extranjero. .que 
pretende  abandonar  su  patria,  á  quien  corres- 
ponde estudiar  las  condiciones  del  país  donde 
determina  establecerse. 
.  397.  "Si  las  autoridades  judiciales,"  dice* 
con  admirable  candor,  fel  escritor  cuyas ,  pala- 
bras hemos  citado  ya,  "los  gobiernos  estable- 
cidos i  funcionando,  no  pueden  disponer  de  la 
persona  i  propiedad  sino  cuando  lo  permite 
la  lei,  mucho  monos  lo  podrá  un  populacho 
amotinado,  un  cuerpo  ó  jefe  revolucionario ; 
i  desde  que  los  hombres  por  el  desborde  de 
«una  ambición  mal  entendida  suelen  entregar- 
se á  los  desvíos  criminales  de  que  tratamos, 
los  pueblos  cultos  se  aseguran  de  antemano, 
•creándose  medios  de  conservación,  tales,  co- 
mo ejército,  policía,  guardia,  nacional,  etc.,  i 
ftuándo  por  la  debilidad  ó  culpa  de  éstos  sufre 
la  propiedad,  una  lei  sensata  indemniza  á  la 
víctima,  repartiendo  el  gasto,  con, equidad  i 
justicia,  sobre  la  sociedad  entera.  Inglaterra, 
Estados  Unidos,  Francia,  Alemania,  Italia, 
en  una  palabra,  el  mundo  culto  tiene  adop- 
tado este  sistema,  como  inseparable  de  la  ci- 
vilización humana."  (1)  En  el  Perú,;  jamas 
se  ha  reconocido  á  las  turbas  amotinadas,  el 
derecho  de  disponer  de  la  vida  i  propiedades 
de  los  ciudadanos,  i  cuando  semejantes  exce- 
sos se  han  realizado,  ha  procurado  el  Gobier- 
no apoderarse  de  los  culpables,  para  hacer  en 


(1)  Méjer,  op.  oit  p.  25. 
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ellos  efectiva  la  responsabilidad  criminal  á  la 
par  que  la  civil;  porque  es  una  injusticia  i- 
revela  un  triste  olvido  de  loa.  principios 
filosóficos  de  la  penalidad,  querer  separar  esas  - 
dos  responsabilidades,  dejando  el  castigo  ai 
delincuente  i  gravando  á  la  sociedad  en- 
tera con  la  satisfacción  de  daños  .no  inferi- 
dos por  ella.  Nuestros  motines  proceden  je- 
neralmente  del  ejército  i  de  la  policía,  i  si 
se  crease  una  guardia  nacional  se  aumentaría 
con  ella  indudablemente  el  jérmen  de  nues- 
tras conmociones.  La  última  aseveración,  en> 
fin,  del  párrafo  citado  es  enteramente  gra- 
tuita, pues,  como  después  veremos,  Inglater- 
ra, Estados.  Unidos,  Francia,  Alemania  6 
Italia,  tienen  adoptado  el  sistema  de  no  ad+ 
mitir  reclamaciones  por  daños  causados  en 
motines  ó  asonadas,  como  inseparable  de  la 
cimlizebdon  kwnana. 

398.  Oteo  argumento  que  suele  aducirse 
con  grave  injuria  de  nuestra  dignidad  nacio- 
nal, es  el  que  formulado  de  la  manera  mas 
sencilla  se  puede  trascribir  así :  "En  primer 
lugar,  permítasenos  afirmar  un  hecho ;  i  es 
que  el  J?erú  no  ha  pagado  un  millón,  en  re- 
clamaciones de  todas  nacionalidades,  desde  el 
dia  de  su  independencia,  mientras  que  ha  re* 
oojido  millones  sobre  millones  de  la  caja  de 
los  mismos  estranjeros  establecidos  en  la  Re- 
pública, solamente,  en  derechos  de  patente. 
El  estranjero,  al  esponer  su  capital  ó  su  indus* 
tria,  en  cualquier  parte,  debe  en  justicia,  re» 
cojer  ganancias  proporcionadas,  i  al  pagar 
contribuciones,  impuestos  i  patentes  lo  ha- 
ce con  el  objeto  de  asegurar  lo  que  adquie^ 
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re."  (1)  Indudablemente,  es  fácil  juzgar  una 
causa  por  la  naturaleza  de  los  argumentos 
que  en  su  apoyo  se  aducen.  Suponiendo  que 
el  Perú  hubiese  pagado,  no  un  millón,  sino  la 
cuarta  parte  de  esa  cantidad,  ¿  se  deducirá  de 
esta  circunstancia  su  •  obligación  estricta  de 
resarcir  todos  los  daños  que  sufran  los  estran- 
jeros,  únicamente  porque  estos  en  cumpli- 
miento de  la  lei  pagan  impuestos?  I  esto,  sin 
entrar  á  examinar  la  verdad  del  aserto  sobre 
la  cantidad  pagada  en  indemnizaciones,  cuya 
exactitud  no  nos  consta.  ¿Qué  seria  de  la  so- 
ciedad si  semejantes  doctrinas  estuviesen  au- 
torizadas por  la  lei  positiva? 

El  estranjero  paga  patente  para  asegurar 
lo  que  lejitimamente  adquiere  con  sus  capita- 
les ó  industria,  i  el  Estado  está  obligado  á 
garantir  esa  seguridad ;  perfectamente  i  na- 
die niega  esa  tesis  jeneral.  Ahora,  que  en  el 
Perú,  el  Estado  cumple  con  esa  obligación, 
lo  prueban  los  mil  i  mil  estranjeros  que  to- 
caron nuestras  playas  pobres  i  desvalidos,  i 
adquirieron  con  rapidez  riquezas  i  bienestar  ; 
lo  prueban  los  numerosos  estranjeros  que  dia 
á  dia  desembarcan  en  nuestros  puertos,  dis- 
puestos á  esponer  su  industria  i  sus  capitales. 
Bien  sabido  es  que  el  comercio  i  la  industria 
no  se  desarrollan  ni  surjen,  sino  allí  donde 
hai  leyes  de  seguridad  i  confianza  en  las  ga- 
rantías públicas ;  por  eso  es  que  nos  forma- 
mos una  idea  exacta  de  la  prosperidad  de  un 
pueblo,  tomando  simplemente  en  considera- 
ción el  estado  de  su  comercio,  i  es  un  hecho 

x (1)  Mójor9  op,  cit,  p.  29. 
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que  en  el  Perú,  el  comercio  ha  quintuplicado 
bus  valores  desde  la  independencia,  es  decir, 
durante  los  cincuenta  años  que  seguimos  sobre 
abrojos  i  zarzas,  la  vía  crucis  de  nuestra  re- 
dención polítiea. 

399.  "Dice  él  vulgo"  continúa  el  escritor 
que  venimos  citando,  "dice  el  vulgo,  que  las 
Repúblicas  Sud- Americanas  han  pagado  mu- 
chas reclamaciones  injustas  i  que  de  sus  teso- 
ros han  salido  millones  para  satisfacer  la 
codicia  de  aventureros  estranjeros  i  especula- 
dores de  mala  lei."  Cierta,  ciertísima  es  esta 
observación,  si  por  vulgo  se  entiende  el  país 
entero ;  i  preciso  es  confesar  que  en  esta  vez  el 
vulgo  tiene  un  excelente  critorio  i  conoce  á  fon- 
do las  visicitudes  de  la  Patria.  Cuando  el 
vulgo  lo  dice,  en  algo  se  funda,  porque  es  in- 
comprensible, como  en  un  país,  donde  según 
el  mismo  escritor,  (1)  "no  hai  opinión  pública," 
donde  no  existen  "manifestaciones  del  pensa- 
miento social/'  el  vulgo  revele  un  modo  de 
pensar,  acorde,  único;  i  en  verdad,  seria  ocioso 
i  ridículo  desconocer  que  en  el  Perú  todo  no 
existe  sino  una  sola  opinión  acerca  de  las  re* 
clamaciones  de  estranjeros,  que  tantas  voces 
han  sangrado  nuestro  erario. 

400.  Hastiado  el  Gobierno  de  la  frecuen- 
cia, i  mas  aún,  de  la  injusticia  con  que  se  le 
presentaban  reclamaciones,  espidió  al  fin  un 
decreto,  puntualizando  los  únicos  casos  en  que 
accedería  á  tomar  en  consideración  las  recia* 
maciones  de  estranjeros.  En  ese  decreto,  mo- 
tivado principalmente  por  uno  de  tantos  re- 


(1)  Miger,  op,  cit  pp<  W  i  17, 
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clamos  injustos  que  después  veremos,  (1)  sq 
declara  que  "el  Gobierno  del  Perú  no  puede 
admitir  reclamación  diplomática^  ni  la  inter- 
posición ó  personería  de  los  Aj  entes  Públicos 
de  otras  naciones,  en  favor  de  sus  subditos^ 
sino  en  caso  que  éstos  hubiesen  ocurrido  á 
los  tribunales,  juzgados  i  demás  autoridades 
de  la  República  á  solicitar  justicia  en  defen- 
sa .de  su  derecho,  i  constase  que  se  les  ha^ 
denegado  ó  retardado;  que,  "puede  admitir, 
las  reclamaciones  directas  en  aquellos  casos, 
especiales  en  que  las  hace  admisibles  el  De- 
recho de  J entes  i  que  por  su  naturaleza  deba, 
resolver  el  Gobierno  ;  i  por  último,  que  "sien- 
do independiente  del,  Ejecutivo  la  adminis- 
tración de  justicia,  i  no  teniendo  en  la  Re- 
pública ningún  poder  la  facultad  de  abrir. 
Í>rocesos  fenecidos,  sustauciarlos  i  resolver-, 
os,  los  fallos  que  se  pronunciasen  por  los  tri- 
bunales i  juzgados  de  la  Nación,  en  asuntos, 
sobre  reclamos  interpuestos  por  subditos  de 
otros  Estados,  quedarán  firmes  i  valederos ; 
el  Gobierno  los  respetará  i  hará  cumplir  co- 
mo cosa  juzgada,  no  pudiendo,  obrar  en  nin-, 
gun  caso  contra  lo  que-  por  ellos  se  resolviese, 
sin  infrinjir  la  Constitución  de  la  Repúbli- 
ca." (2)  Compárense  estas  disposiciones  con 
los  principios  jurídicos,  que  hemos  recordado, 
en  el  capítulo  anterior,  i  no  .podrá  negarse 
que  están  en  perfecta  consonancia-  con  ellos. 
Sin  embargo,  comunicado  este  importante 
decreto  Supremo  al  Cuerpo  diplomático,  resi- 

(1)  La  reclamación  Norria,  formulada  en  1846. 

(2)  Y&ae  el  Apéndice  L% 
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dente  én  Lima,  por  medio   de  uña   cortés  i 
bien  fundada  circular,  (1)  protestaron  los  En- 
cargados de  Negocios  de  Francia,  del  Brasil 
i  de  Estados  Unidos,  haciendo  igual  cosa  al- 
unos  Cónsules  Jenerales.  "Estas  protestas/' 
ice   Dorado,    "estaban  fundadas   en  .  que  á 
concepto  de  los  señores  que  protestaron,  se 
negaba  por  el  Gobierno  Peruano,  toda  parti- 
cipación á  los  Ministros  Diplomáticos  en  los 
negocios  en  que  tuvieran  interés  los  subditos 
de  sus   respectivas  Naciones.  Decian,  pues : 
"si  antes  de  la  iniciación   del  juicio  no  ppde- 
ínos  intervenir  en  favor  de  nuestros  nacional 
les  porque  ellos  deben  ocurrir  á  los  tribunales 
de  justicia  ;  i  si  después  de  concluido  el  juicio 
tampoco,  porque  ya  existe  uña  sentencia  que 
debe  respetarse  como  cosa  juzgada/  es  claro 
que  nunca  llega  la  vez  de  admitir  nuestra  in- 
tervención, i  por  consiguiente,  que   nuestra 
misión  i  una  de  sus  principales  atribuciones, 
se  hacen,  por  este  medio,  completamente  inú- 
tiles/' Tal  era  el  sentido  de  la  protesta  ;  pero 
no  se  crea  que  al  protestar  de  este  modo,  ne- 
gaban el  principio  sostenido  por  el  Ministro' 
del  Perú,  de  que  los  estránjeros  debían  ocur- 
rir ante  la  justicia  de  la  Nación,  en  demanda' 
contra   los  que  los  hubieren  agraviado  en  sus 
personas  ó  en  sus  intereses.  En  prueba  de  ello, y 
el  señor  Encargado  dé  Negocios   dé  Francia, 
Mr.  Le  Moyne,  decía  en   su  protesta  :  "a  la 
verdad,  si  es  un  punto  incuestionable  que  en 
ningún  país  es  lícito  á  los  Aj entes  Estránje- 
ros poner  obstáculos  al  curso  natural  de  1& 


(1)  Vfeae  el  Apéadiw  U* 
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justicia,  no  se  infiere  de  ello,  etc."  Aquí  re- 
conocía el  principio  sancionado  en  la  circular  i 
en  el  decreto  del  Gobierno  Peruano,  como 
mui  bien  se  lo  hizo  observar  en  su  réplica  el 
señor  Paz  Soldán ;  aunque  reclamaba  su6  atri- 
buciones diplomáticas  que  creia  menoscaba- 
das. (1) 

El  Gobierno  contestó  la  protesta  de  los  di- 
plomáticos con  una  nota  importante  que  ha- 
ce honor  á  nuestra  cancillería  ;  "con  el  méri- 
to de  esa  nota,"  dice  Dorado,  "aunque  reite- 
raron sus  protestas  los  Ministros  de  Francia 
i  de  la  Union  Americana,  asegurando  en  sus 
comunicaciones  de  22  i  23  de  Mayo .  que  tras- 
mitirían á  sus  respectivos  Gobiernos  cqpia 
del  decreto  de  1 7  de  Abril  i  de  la  controver- 
sia que  habia  suscitado,  es  de  presumir  funda- 
damente que  dichos  Gobiernos  quedaron  con- 
vencidos de  la  justicia  de  esa  disposición  del 
Gobierno  del  Perú  i  de  que  era  conforme  con 
los  principios  comunes  del  Derecho  de  Jen- 
tes,  pues  de  lo  contrario  habrían  comunicado 
nuevas  instrucciones  k  sus  Aj  entes  para  que 
reclamasen  con  mas  fuerza  contra  los  térmi- 
nos  del  decreto  hasta  conseguir  su  revoca- 
ción, i  no  habiéndolo  verificado,  es  claro  que 
le  prestaron  su  asenso  por  los  principios  de 
justicia  en  que  se  apoya.  (2) 

401.  Estos  incidentes  ruidosos,  en  los  que 
él  Perú  estuvo  defendido  con  tanta  justicia 
como  habilidad,  no  pusieron  coto  como  pudie- 

• 0)  Reclamación  Langshaw  Hermanos ;  voto  particular  del 
Dr.  Dorado,  p.  84  i  86 
(2)  Yoto  particular,  id,  id. 


WFLOMATiOAS  011 

— ^IB^— —————— ^—^M  — W»^— — — II     I  fc 

ra  creerse  á  las  reclamaciones  diplomáticas,  i 
precisamente  las  mas  escandalosas  i  arbitra- 
rías se  han  adelantado  é  impuesto  después  del 
año  1846  en  que  se  promulgó  el  decreto  que 
acabamos  de  recordar. 

Es  de  advertir  también  que  antes  éramos  á 
la  vez  que  una  Nación  débil  una  Nación  po- 
bre, i  la  codicia  estraña,  mal  que  á  su  pesar, 
pe  veia  obligada  á  medir  sus  exijencias  por  la 
penuria  de  nuestro  tesoro.  Después,  el  cielo 
ó  el  infierno  nos  envió  el  guano  ;  nos  vimos 
ricos,  pero  no  llegamos  á  ser  ni  cuerdos  ni 
fuertes.  La  opulencia,  para  usar  de  una  céle- 
bre frase  histórica,  no  nos  hizo  aprender  nada 
ni  olvidar  nada,  i  así  fué  como  á  todos  los 
atractivos  que  al  mal  estranjero  ofrecían  nues- 
tras arcas,  á  nuestra  debilidad,  á  nuestros 
elementos  naturales  de  trastorno  gubernativo, 
á  nuestra  ignorancia  en  materias  administra- 
tivas, vino  á  añadirse  el  fatal  don  de  la  riqueza. 
¡Oh,  qué  hubiéramos  recibido  con  ella  la  pru- 
dencia de  los  pueblos  varoniles  é  ilustrados! 
¡qué  nos  hubiera  hecho  sacudir  para  siempre 
esa  inercia  letal  en  que  yace  entre  nosotros 
todo  espíritu  público!  i  para  decirlo  de  una 
vez,  ¡qué  nos  hubiera  hecho  ciudadanos,  en 
la  acepción  mas  noble  i  completa  de  la  pala- 
bra! 

402.  Eran,  á  pesar  de  todo,  tales  las  exijen- 
cias de  los  Gobiernos  estranjeros,  tan  palpa- 
bles la  justicia  i  razón  de  nuestra  causa,  que 
solo  se  ha  necesitado  buena  voluntad  i  una  in- 
telijencia  clara  para  defender  los  derechos  del 
país.  En  efecto,  en  toda  ocasión  han  sido  de- 
fendidos ;  una  que  otra  voz  se  ha  dejado  oir 
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siempre  en  nuestro  favor  ;  espíritus  que  aban- 
donaban momentáneamente  la  extenuación  je* 
neral,  como  aquellos  fuegos  fatuos  que  apa- 
recen i  danzan  sobre  las  sepulturas,  han  abo- 
bado continuamente  por  la  patria;  pero  la 
>uena  voluntad,  las  claras  intelijencias,  la  voz 
protectora  i  los  espíritus  ilustrados  han  ceja- 
do siempre  ante  la  elocuente  fuerza ;  i  dígase 
lo  que  se  quiera,  ceder  tan  solo  ante  semejan- 
te razón,  es  ya  una  gloria. 

403.  "Una  de  las  causas/'  decia  un  Minis- 
tro  del  Perú  en  1847,  "que  ha  contribuido 
siempre  al   desenlace  poco  ventajoso  á  la  Na- 
ción, en  sus  relaciones  con  otros   Gobiernos, 
ha  sido  guardar  silencio  en  tales  casos,  i  no 
entenderse  directamente  con  los  gabinetes  es- 
tranjeros;"  pero  aún  este  medió  ha  resultado 
ineficaz ;  en  muchos  casos  se  ha  agotado  la 
discusión  ;  se  han  manifestado  hasta  la  sacie- 
dad los  fundamentos  de  nuestro  derecho,  to- 
do sin  fruto  para  los  intereses   de  la  justicia 
que  han  sido  siempre  los  nuestros.   De  nada 
nos   valió   llevar  nuestras  quejas  hasta   las 
gradas   del  Capitolio  de  Washington,  en  el 
caso  'de  la  IAzzie  Thomson  i  la  Georgiana ;  es- 
tuvimos jestionando  entonces  durante  meses 
enteros  i  nada   conseguimos    del    Gobierno 
Americano,  que  no' tuvo  á  bien  reprobar  i' 
templar  la  iracundia   de   su  Ministro   Clay, 
tan  manifiestamente  hostil  ál  nombre  i  á  los 
intereses  del  Perú.  En  esa  ocasión,  (¡dolor  da 
recordarlo!; )  lo  mas  que  obtuvimos  fué  que 
se  le   arrojasen  á  la  cara  sus  pasaportes   á 
nuestro  representante  en  Washington. 
404,  "Los  primeros  ^que  hicieron  reclama* 
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ciónes  diplomáticas,"  dice  un  historiador  na- 
cional, "conocieron  que  era  el  sistema  de 
enriquecerse  con  prontitud  por  la  debilidad 
de  los  gobernantes,  i  el  abuso  ha  llegado  al 

colmo  con  el  trascurso  de  los  años ,. 

Apenas  el  Perú  sale  al  mundo  político  á  for- 
mar, entidad  nacional,  cuando  principian  sus 
conflictos  internacionales.  Según  loa  decretos 
del  Protector,  los  estranjeros  podian  hacer  el 
cabotaje,  ten ian   los   mismos  priyilejios  que 
los  naturales  del  x>aís,  podian  también  hacer 
la  pesca,  pero  debían  sujetarse  á  las  mismas 
cargas  que  éstos.  ÉL  Reglamento  de  Comer- 
cio dictado  por  el  Protector  (28  de  Setiembre 
1821)  no  podia  ser  mas  liberal  ni  francq,.  no 
solo  comparándolo  con  el  sistema  restrictivo 
ó  mejor  dicho  prohibitivo  del  virreinato,  si- 
no aún  comparado  con  el  de  la  misma  Ingla- 
terra.  Por  el  art  39  da  ese  Reglamento   se 
ordenaba  que  á  las  cuarenta  i  ocho  horas  de 
llegar   un  buque,    el  Capitán  nombrara  un 
consignatario    que  debia  ser   ciudadano   del 
Perú,  para  evitar  de  este  modo,  la  fuga  ¡ú 
ocultación ;  en  el  artículo  79  se  disponía  que 
el  arancel  de  aforos  se  hiciera  el  primero  de 
cada  mes  por  lps  vistas  de  la  Aduana,  asocia- 
dos á  dps  comerciantes  elejidos   de  veinte  i 
cuatro  que  proponia  el  Consulado ;  siendo  es- 
ta medida  provisional,  Esto  dio  motivo,  k  que 
los   comerciantes   estranjeros  reclamaran  de 
ellos  como  contrarios  á  la  libertad  de  comear 
cion  ofrecida  por  el  Gobierno.  El  Gobierno 
les  manifestó  que  ni  tenian  derecho  de  recla- 
mar contra  j&igpqsipiones  gubernativas  ni  que 
ellas  eran  contrarias  á  la  protección  ofrecida 


614  RECLAMACIONES 

al  comercio,  i  aunque  la  cuestión  no  pasó  ade- 
lante, ya  estaba  sembrada  la  semilla  de  per- 
mitir á  huéspedes  el  quejarse  i  juzgar  de  la 
conveniencia  ó  inconveniencia  de  las  leyes  i 
decretos  que  el  Perú  tuviera  á  bien  dictar  pa- 
ra la  regularizacion  de  su  comercio  ó  intere- 
ses nacionales."  (1) 

405.  Iniciada  así  la  serie  de  reclamaciones, 
no  ha  sido  interrumpida  ni  por  un  solo  dia  ; 
unas  veces,  se  reclamaba  porque  el  Perú 
usando  de  un  derecho  incuestionable  mante- 
nía i  hacia  cumplir  sus  leyes  Aduaneras  i  dis- 

I>osiciones  económicas;  otras  veces,  porque 
egalmente  sometía  k  los  tribunales  á  algún 
estranjero  delincuente,  i  en  fin  otras  recla- 
maciones se  relacionaban  con  los  incidentes 
de  nuestras  guerras  civiles. 

406.  Durante  los  primeros  años  de  nues- 
tra independencia,  todas  las  reclamaciones  de 
estranjeros  tuvieron   su  oríjen  en  las  leyes 

.  mercantiles  ó  en  las  operaciones  marítimas. 
"En  1821,  llegó  á  Pisco  el  bergantín  in- 
gles Nancy,  procedente  de  San- Blas  ( Méji- 
co) ocupado  por  Españoles.  Inspirando  sos- 
pechas, se  procedió  á  la  detención  i  seguridad 
de  su  cargamento.  Con  el  objeto  de  hacer 
los  inventarios  i  el  reconocimiento  indispen- 
sable para  juzgar  la  calidad  de  la  presa,  se 
ordenó  el  desembarque  de  las  especies.  En- 
tonces llegó  el  Dewtly,  buque  de  guerra  in- 
gles, i  su  Capitán  Mr.  Gambier  procedió 
inmediatamente  á  arrestar  á  los  que  inter- 
venían en  la  descarga  de  la  Nancy,  intiman- 

(1)  ?u  Saldan,  Historia  del  Perú  I&dependtart*. 
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doles  que  sin  dilación  restituyesen  la  carga 
á  bordo,  i  amenazando  que  se  apoderaría  de 
un  buque  propiedad  del  Estado.  Poco  tiem- 
po después  fué  declarada  la  Nancy  buena 
presa,  i  á  pesar  de  esta  declaración  pública, 
contra  las  leyes  de  los  mismos  tribunales  de 
Almirantazgo  ingles,  los  cañones  de  Albion 
arrancaron  al  Perú  una  fuerte  suma  k  guisa 
de  indemnización  por  el   buque  i  la  carga.'* 

"En  aquella  misma  época,  arribó  á  Pisco 
el  buque  Líbonia,  sin  traer  los  documentos  de 
estilo  ;  fué,  desde  luego,  apresado  en  cumpli- 
miento de  la  lei ;  pero  de  nada  valió  la  lei 
ante  la  voluntad  del  Comodoro  Ingles  que 
requirió  i  obtuvo  que  pusiesen  el  buque  en 
libertad. " 

"Otro  tanto  sucedió  con  el  bergantín  in- 
gles Olive-Branch." 

"La  fragata  norte-americana  Cantón  lle- 
gó al  puerto  bloqueado  de  Arica,  i  allí,  pro- 
tejida  por  su  marina  de  guerra,  desembarcó 
fusiles  i  pertrechos  para  los  españoles,  sin  que 
alcanzasen  á  impedirlo  las  continuas  reclama- 
ciones del  Gobierno." 

"La  goleta  Enrique,  i  fragata  Peje-Vola- 
dor violaron  igualmente  nuestras  leyes,  i 
aunque  esta  última  fué  devuelta,  después  del 
juicio  respectivo,  sus  supuestos  dueños  inter- 
pusieron la  reclamación  de  estilo,  la  cual 
apoyada  por  el  Gobierno  Americano  costó 
grandes  sumas  al  Perú." 

"La  goleta  Afacedonian,  entró  al  puerto 
bloqueado  de  Arica,  i  desembarcó  allí  carga- 
mento de  contrabando ;  pero  á  pesar  de  eso, 
tuvimos  que  pagar  su  valor,  si  endo  de  notar 
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que  en  "Washington,   reclamaban,  á  la  vez, 
contra  el  Perú  i  contra  Chile."  (1) 

"Éi}  1822,   fué   condenado  á  la  pena  de 
comiso,  el  terganjtin  ingles  Ana,  por  haber 
infrinjido  el   bloqueo  de  Arica  de  que  fué 
bien  instruido,  i  también  por  haber  cometido 
un  contrabando.  Después  de  trascurridos  al- 
gunos anos,  reclamó  el  representante  británi- 
co alegando  que  su  Gobierno  no  consideraba 
justa  la  condenación  hecha  por  los  tribunales 
Peruanas.  Dos  razones   alegaba   Lord  Pal- 
merston  como  fundamento  para  esta  jestion  : 
1-  Que  el  puerto  de  Arica  nó  estaba  en  firme 
i  continuada ,  posesión  del  Gobierno  Peruano  ; 
i  2*  Que  en  aquel  tiempo  no  había  Aduana 
peruana    en   Arica  ni   otro  establecimiento 
municipal  autorizado  por  el  mismo  Gobier- 
no. Según  estas  doctrinas,  ningún  bloqueo 
puede   ser  válido  i  reconocido,   si   al  mismo 
tiempo  el  bloqueador  no  posee  la  plaza  blo- 
queada ;  semejante  máxima  destruye  el  valor 
i  aun  la  necesidad  de  los  bloqueos.    Estos  se 
emplean  para  rendir  i  ocupar  una  plaza  que 
posee  el  enemigo  ó  para  privarle  de  los  recur- 
sos que  saca  de  ella,  i  ningún  bel  i j  erante  ha 
bloqueado  todavía  sus  propios  puertos  ó  for- 
talezas,  ejerciendo  al  mismo  tiempo  con  los 
derechos  de  posesión  la  autoridad  i  jurisdic- 
ción emanadas  de  ella."  (2)  A  pesar  de  la  in- 
justicia del  reclamo,  el  Gobierno  de  Santa- 
Cruz  lo  aceptó  en  183$,  haciendo  responsable 
á  la  Nación  por  la  suma,  de  doscientos  no- 


(1)  Fas  Soldán  id  id. 

(2)  Memorias  Miaiaterialea  del  Poní. 
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venta  i  nueve  mil,  ciento  sesenta  i  ocho  pedos, 
cuatro  reales,  inclusos  los  intereses. 

407.  Como  éstas  hubo  muchas  otras  recla- 
maciones, cuya  inevitable  resolución  era  ha- 
cer pagar  al  J?erú  gruesas  sumas  de  dinero ; 
atendiendo  al  estado  de  nuestras  rentas  públi- 
cas entonces,  esto  era  ya  un  grave  perjuicio, 
pero  era  aún  mayor  el  que  nos  redundaba 
de  vernos  obligados  á  reconocer  repetidamen- 
te que  lá  Nación  infería  agravio  sin  mas  que 
aplicar  sus  leyes  ;  que  cumplir  sua  disposicio- 
nes era  inmoral  6  injusto,  i  por  último,  que 
en  el  seno  del  Estado,  la  lei  solo  comprendía 
á  los  naturales,  pues  estando  los  estranjeros 
protejidos  por  los  cañones  de  sus  respectivas 
naciones,  llegaban  á  formar  una  clase  privile- 
jiada,  una  casta  favorecida,  á  la  cual  no  al- 
canzaba el  brazo  gubernativo,  ni  la  solemne 
sanción  de  las  leyes  i  de  los  decretos  supre- 
mos. Esto  no  podía  menos  de  quitarnos 
paulatinamente  todo  prestijio,  i  también  con 
razón  llegaron  á  preguntar  los  Europeos, 
si  aún  vagábamos  desnudos  i  errantes  por 
bosques  seculares  de  América,  arco  i  fle- 
chas en  mano,  viviendo  de  la  caza  i  de  la 
pesca! 

408.  En  1846,  el  Encargado  de  Negocios 
de  los  Estados  Unidos,  en  Lima,  don  Alber- 
to G.  Jewett  entabló  ante  el  Gobierno  una 
reclamación,  para  que  se  le  diese  sesenta  pe- 
sos al  ciudadano  americano  Alejandro  B.  Nor- 
ris,  como  indemnización  de  treinta  dias  de 
prisión  que  habia  sufrido  en  Arequipa  ;  i  ade- 
masy  esijia  que  se  destituyese  á  la  autori- 
dad que  había  ordenado  esa  medida  vejatoria, 
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Averiguados  los  fundamentos  de  la  jes- 
tion,  resultó  que  Norria  había  llegado  á  Are- 
quipa con  la  pretensión  de  ejercer  la  medi- 
cina, i  para  realizarla,  se  sometió  legalmente 
á  las  pruebas  de  estilo  saliendo  en  ellas  re- 
probado. En  consecuencia  fuóle  prohibido  cu- 
rar ;  mas  él,  despreciando  esta  intimación  he- 
cha conforme  á  las  leyes  i  á  los  principios 
vijentes  en  todo  el  mundo  civilizado,  conti- 
nuó administrando  medicinas.  Se  sorprendió 
una  receta  suya,  fué  sometido  á  juicio,  se 
ordenó  su  prisión,  i  á  pesar  de  haber  mas  que 
suficiente  prueba  del  delito,  desplegándose  en 
su  favor  estraordinaria  induljencia  so  le  puso 
en  libertad.  Una  vez  libre  Norris,  lejos  de 
abstenerse  de  toda  imprudencia,  reincidió,  i 
en  consecuencia  fué  enjuiciado  otra  vez  i  preso, 
siendo  esta  segunda  prisión  la  que  merecía  in- 
demnización i  destitución  de  la  autoridad  que 
la  habia  ejecutado. 

La  respuesta  del  Gobierno  á  la  reclama- 
ción del  señor  Jewett  fué  digna  i  enórjica. 
"La  contestación  que  sobre  el  particular  de- 
bo daros,"  decía  nuestro  Ministro,  "es  que 
el  Gobierno  Peruano  ha  establecido  como  re- 
gla invariable  de  conducta  no  admitir  comu- 
nicación diplomática  ni  la  personería  de  los 
Ajentes  Públicos  en  cuestiones  de  interés 
privado,  si  no  ha  precedido  petición  de  los 
interesados  i  formal  reclarpo  ante  las  autori- 
dades, jueces  i  tribunales  respectivos.  Si  Nor- 
ris se  cree  perjudicado,  puede  usar  de  su  de- 
recho conforme  á  las  leyes  del  Perú,  i  solo 
en  caso  de  retardación  ó  denegación  de  justi- 
cia debidamente  comprobadas,  podrá  solicitar 


DIPLOMÁTICAS  619 


la  interposición  vuestra.  El  Gobierno,  pues, 
no  admite  ni  puede  admitir  la  reclamación 
que  hacéis  ó  intentáis  hacer,  porque  no  tie- 
ne ningún  apoyo  en  los  principios  reconoci- 
dos en  el  Derecho  de  Jentes." 

A  pesar  de  la  evidente  justicia  de  estas 
razones,  el  señor  Jewett  replicó  que  jamas 
las  aceptarla  ni  en  teoría  ni  en  la  práctica,  i 
que  no  le  parecían  sino  un  escudo  adecuado 
oficialmente  para  embargar  los  bienes  de  los 
ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  ó  encar- 
celar sus  personas.  La  contestación  del  Perú 
á  este  hiriente  reto,  es  digna  de  estudiarse 
como  un  excelente  capítulo  de  Derecho  In- 
ternacional.*' (1) 

409.  El  10  de  Agosto  de  1858,  el  seño*  Gi- 
rardot,  Cónsul  francés  en  el  Callao,  se  di- 
rijió  oficialmente  al  Prefecto  comunicándole 
que  se  habia  cometido  por  los  ajentes  ins- 
pectores de  la  seguridad  pública,  un  acto  ar- 
bitrario i  de  violencia  contra  el  subdito  fran- 
cés Pablo  Durhin.  El  Cónsul  decia,  que  su 
primera  determinación  fué  dirijirse  al  domi- 
cilio de  Durhin ;  ya  en  camino,  encontró  á 
éste,  arrastrado,  herido  i  magullado  de  gol- 
pes ;  que  no  queriendo  comprometer  su  dig- 
nidad se  abstuvo  de  intervenir  en  el  acto, 
pues  tos  soldados  que  llevaban  á  la  víctima 
estaban  ebrios,  "i  golpeaban  á  todo  el  mun- 
do con  sus  lanzas  i  se  echaban  con  furor  so- 
bre la  multitud  indignada."  El  Cónsul  anadia, 
que  se  diiijió  á  la  Policía  i  á  la  Prefectu- 
ra sin  lograr  hacer  jestion  algunaj;  mas   que 


(1)  Téwo  Apándico  UI, 
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habiendo  encontrado  casualmente  al  IjitendeiiTi 
te  de  Policía,  este  funcionario  le  habia  prome- 
tído  poner  á  Durhin  en  libertad  con  tal  que 
estuviese  siempre  á  disposición  del  juzgado; 
esa  promesa  no  habia  sido  cumplida,  por  no 
consentirlo  el  Prefecto. 

"Sin  entrar  en  los  pormenores  del  heclio 
que  ha  dado  motivo  á  actos  de  esta  natura; 
loza/'  concluia  el  señor  Girardot,  "i  los  quQ 
serán  aclarados  poruña  pesquisa,  me  permitiré 
protestar  contra  la  violación  (por  ajentes  su- 
balternos de  policía,  obrando  sin  mandato  dé 
juez)  del  domicilio  de  un  padre  de  familia, 
obrero  tranquilo  i  conocido  por  su  conducta 
regular,  el  que  ha  sido  agarrado  en  su  casa, 
golpeado  delante  de  sus  hijos,  arrastrado,  he- 
rido por  las  calles  hasta  la  prisión  como  un 
famoso  criminal,  i  allí  arrojado  á  un  calabozo, 
magullado- i  ensangrentado,  sin  que  le  hubie- 
se sido  posible  recibir  el  menor  cuidado  hastia, 
la  otra  mañana  á  las  diez.  Por  esto  creo,  se- 
ñor Prefecto,  de  mi  deber  reclamar  que  sea 
Íüesto  inmediatamente- en  libertad  el  señor  . 
)urhin,  haciendo  responsable  en  derecho  $  * 
quien  lo  sea  de  la  negativa  que  me  fuese  da- 
da, reservándome  perseguir  la  reparación  in- 
currida por  la  violación  del  domicilio  de  uii 
subdito  francés,  .cuya  puerta  ha  sido  rota  por 
soldados  de  la  policía  i  por  los  malos  trata- 
mientos que  ha  sufrido  este  infeliz." 

¿Cuál  era,  á  pesar  de  todo,  la  verdad  res- 
pecto de  lo  que  habia  ocurrido  cbñ  Durhin? 
Vamos   á  verlo.    La   nota  del  señor  Cónsul 


Francés,  que  acabamos  de  est^ctai\  fpé  nasa^ 
da  por  el  Prefecto  al  Intendente  dePotioía,,  i 
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éste  empleado  informando  sobre  ella,  decía  : 
r'ól  francés  Pablo  Durhin  ha  cometido  los  ex- 
cesos dé  haber  casi  desglobado  de  uñ  navaja- 
zo él  ojo  de  Emilia  Espinosa  i  haber  herido 
en  dos  partes  la  cabeza  de  Carmen  Cana- 
les ;  como  así  mismo  al  paisano  José  Somon- 
tés  que  trató  de  contener  el  desorden  le  mor- 
dió el  dedo  pulgar  de  cuyas  resultas  lo 
perderá/*  Anadia  el  Intendente,  que  Durhiii 
habia  maltratado  á  un  teniente  de  policía  i 
á  cinco  inspectores  de  la  intendencia,  i  por 
ítltimo,  que  lájos  de  ser  ese  individuo  tan 
inocente  é  inofensivo  como  lo  habia  pintado 
su' Cónsul,  aparecía  que  por  iguales  atenta- 
dos i  diversos  crímenes  en  que  habia  reincidi- 
do se  le  habia  espulsado  de  la  República  de 
Chile. 

El  ^Prefecto  del  Callao,  por  su  parte,  con- 
testando la  nota-protesta  del  Cónsul,  decia 
con  justicia :  "los  delitos  ó  faltas  en  que  in- 
curran los  habitantes  de  esta  población,  sea 
cual1  fuere  la  nación  á  que  pertenezcan,  están 
sujetos  ár  las  leyes  del  país  i  sometidas  su 
víjilancia  i  represión  á  la  acción  de  la  poli- 
cía i  demás  autoridades  constituidas  para  la 
cbhsórvacibri  del  orden  público.  Si  Durhin 
ha  cotnetido  faltas  que  lo  h^gan  merecedor 
dé  la  prisión  á  que  se  le  ha  sujetado,  será 
extra-legal  la  protesta  del  Consulado ;  si  no 
fuere  culpable  i  antes  de  esclarecido  este  he- 
cho ó  antecedente,  dicha  protesta  amenazan- 
te iapremiosa,  es  á  mas  de  infundada,  extern* 
poránea/*  • 

Mientras   tanto,  se  habia  iniciado  contra 
Pablo  Duthin  él  juicio  correspondiente,  guar* 


wmm*m 


622  RECLAMACIONES 


dando  escrupulosamente  todas  las  formas  le- 
gales. Durante  el  proceso,  fueron  examinados 
diez  i  nueve  testigos,  i  concluido  que  fué  el 
sumario,  el  juez  lo  elevó  á.  conocimiento  del 
Prefecto,  el  cual  á  su  vez  lo  trasmitió  al  Mi- 
nisterio, quedando  de  este  modo  paralizada  la 
causa  por  sesenta  i  nueve  dias.  Este  interva- 
lo perdido  para  el  reo,  no  lo  fué  para  su  Cón- 
sul que  inmediatamente  procedió  á  erijir  en  su 
casa  un  singularísimo  tribunal,  ante  el  cual 
pretendió  levantar  un  sumario  que  sirviese 
de  contra-prueba  á  la  que  resultaba  de  las 
actuaciones  públicas  i  legalmente  practica- 
das ante  las  autoridades  constituidas  de  un 
Estado.  Todas  las  declaraciones  prestadas  en 
la  casa  del  Cónsul  Girardot  i  bajo  su  presión 
tienden  á  probar  que  Durhin  fué  cruel  i  arbi- 
trariamente maltratado,  i  que  si  delitos  co- 
metió, solo  fué  en  la  necesidad  imperiosa  de 
defenderse. 

Al  fin  el  Ministerio  devolvió  al  juzgado  el 
proceso  de  Durhin,  i  el  juez  sin  pérdida  de 
tiempo  continuó  practicando  las  demás  dili- 
jencias  de  estilo.  Al  fin  llegó  el  momento  de 

}>ronunciar  sentencia,  i  entonces  ciñendose  á 
os  actuados  i  apreciando  en  justicia  el  valor 
de  todas  las  dilij  encías  practicadas,  falló  el 
juez  declarando  compurgado  el  delito  de  Dur- 
hin con  la  detención  que  habia  sufrido,  aper- 
cibiendo á  este  á  que  en  lo  succesivo  no  diese 
lugar  á  actos  de  la  misma  naturaleza,  que  no 
podrían  tolerarse  sin  comprometer  el  buen  or- 
den i  tranquilidad  de  la  población  i  ordenan- 
do que  se  pusiese  al  reo  en  libertad, 
El  Tribunal  Superior  encontró  una  infor- 
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malidad  en  esta  sentencia  i  mandó  que  se 
subsanase,  hecho  lo  cual,  la  reformó,  penando 
á  Durhin  con  un  año  de  presidio  i  espulsion 
del. país,  (1)  i  aunque  se  apeló  de  esta  sen* 
tencia,  fué  confirmada  por  la  Corte  Suprema» 
No  fué  notificada  sin  embargo  al  reo  por* 
que  la  autoridad  política,  dando  pruebas  de 
una  deplorable  docilidad  i  atacando  la  inde- 
pendencia del  poder  judicial,  habia  puesto  á 
Durhin  en  libertad  i  éste  se  encontraba  em- 
barcado camino  de  Francia. 

Así  terminó  la  cuestión  judicial  que  fué 
oportuna  i  legalmente  proseguida,  si  esceptua- 
mos  la  paralización  de  sesenta  i  nueve  dias 
que  sufrió  el  proceso,  por  haber  sido  intem- 

{ estivamente  elevado  al  Ministerio.  No  así 
a  cuestión  diplomática  promovida  por  los 
Aj  entes  Franceses  sin  el  menor  fundamento 
imui  extemporáneamente. 

Ya  hemos  visto  que  la  primera  protesta 
del  Cónsul  Francés  fué  hecha  aún  antes  de 
comenzar  el  juicio ;  á  esa  protesta  siguieron 
las  jestiones  de  Mr.  Huet,  Cónsul  Jeneral  de 
Francia,  las  cuales  dieron  por  único  resulta- 
do la  interrupción  de  relaciones  diplomáticas 
entre  ese  país  i  el  Perú.  Con  este  motivo  el 
Gobierno  dirijió  al  Gabinete  de  Saint-Cloud 
una  esposicion  razonada  de  lo  ocurrido,  mas 
á  pesar  de  todo,  poco  después  se  presentó  en 
el  Callao  Mr.  Lesseps  con  el  carácter  de 
Encargado  de  Negocios,  i  propuso  como  úni- 
cas bases  de  arreglo :  l9  el  pago  de  una  in- 
ri) Dignas  son  de  recordarse  las  vistas  fiscales  sobre  este 
asunto  ;  en  ellas  se  recapitulan  los  hechos  i  se  aprecia  con 

¿uitfíoA  tato  ú  aegwtói  Y»  Ajxtodioe  mi. 
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demnizacion  de  ocho  mil  pesos  para  e]  fran- 
cés Durhin ;  2?  la  promesa  de  que  el  juez 
del  Callao  no  conocería  mas  en  los  nego- 
cios concernientes  á   franceses,  i  que  eL  Po- 
der Ejecutivo  usaria  de  su  influencia  para  ob- 
tener oficiosamente  la  destitución  de  ese  juez; 
39  el  compromiso  de  perseguir  i  castigar  al 
ájente  de  policía  culpable  de  violencias  contra 
el  francés  Luis  Vincent ;  4?  una  visita  oficial 
del  Prefecto  del  Callao  al  Cónsul  de  S.  M. 
en  ese  puerto  ;  5.°  un  saludo  de  veintiún  ca* 
fionazos,  en  el  momento  en  que  el   pabellón 
francés  fueue  izado  en  la  Legación  Francesa 
en  Lima ;  siendo  contestado  el  saludó  por  un 
buque  de  la  marina  imperial,  fondeado  en  el 
Callao ;  6.°  la  declaración  de   que  el  Inten- 
dente de  Policía  del  Callao,  que  dio  motivos 
de  quqja:  en  el  asunto  Durhin,  habia  sido  re- 
tirado  á  consecuencia  de  las   reclamaciones 
del  señor  Huet  i  colocado  en  una  posición  in- 
ferior. Él  Gobierno  poca  x5  ninguna  modifi^ 
cacion  de   estas  duras  condiciones  pudo  obte- 
ner.  Entregó  «L  Durhin  cinco  mil  pesos,  por 
la  demora  innecesaria  de  sesenta  i  nueve  dias 

?ue  sufrió  el  juicio  ;  ofreció  que  el  juez  del 
Jallao  no  entendería  mas  en  asuntos  de  fran- 
ceses  desde  el  momento  que  lo  recusasen  se- 
gún lo  podian  hacer  por  las  leyes  i  aceptó 
también  la  cláusula  del  saludo. 

410.  El  23  de  Mayo  de  1861,  el  subdito 
ingles  Tomas  !R([elville  White  íuó  arrestado 
en  el  muelle  del  Callao  luego  que  desem- 
barcó del  vapor  Solivia,  con  procedencia  de 
Arica,  por  sospecharse  que  fuese  el  autor  del 
asesinato  intentado  ú  a$o  anterior  wntr*  1%  i 
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persona .  del  Presidente  del  Perú.  White  fué 
inmediatamente  sometido  á  juicio  i  condena- 
do á  estar  sujeto  á  la  vijilancia  de  la  policía, 

Mientras  se  ventilaba  el  proceso  i  solo  cua- 
tro dias  después  de  aprehendido  White,  él 
Encargado  de  Negocios  de  SvM.  B.  en  Lima 
señor  Jerninghaon,  inició  una  jestion  diplomá- 
tica en  favor  del  reo,  principiando  por  exijir 
que  se  alterase  el  orden  legal  de  los  procedi- 
mientos judiciales  poniéndose  en  inmediata* 
comunicación  á  White.  La  contestación  del 
Gobierno  fué  que  "todo  estranjero  está  obli- 
gado ái. obedecer  las  leyes  del  país  en  donde  se 
halle ;  que  las  leyes  de  la  Gran  Bretaña  invo- 
cadas por.  el  señor  Jerningham,  eran  inaplica- 
bles en  el  Perú."  i  que  "el  gobierno  no  tenia 
derecho  para  oponerse  á  los  mandatos  de  las 
Cortes  i  juzgados,  mientras  se  dictasen  en' 
conformidad  con  las  reglas  establecidas. 

Continué  la  reclamación  el  Diplomático  in- 
gles  idirijiendo  un  despacho,  en  el  que  refi- 
riéndose á  una  carta  de  White,  se  quejaba  de 
qué  éste  hubiese  sido  arrestado  por  la  fuerza, 
maltratado  i  amarrado  con  bayonetas,  que  se 
le  mantuviese  solo,  sin  alimento  suficiente  i 
soportando  las  injurias  de  los  soldados ;  con- 
cluía diciendo  que  el  preso  exijia  una  compen- 
sación por  todo  lo  que  habia  sufrido,  es  decir, 
po?  la  violencia,  la  prisión  i  las  ofensas  á  su 
honor  i  reputación* 

Después  de*  follado  el  juicio  de  White,  el 
señor  Jerningham  notificó  al  Gobierno  del 
Perú,  que  el  suyo  reclamaba  una  indem- 
nización para  dicho  inejividuo  "por  habérsele 

mantenido  diez  meses  eu  prisión  sin  causa  i 
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tratádosele  con  crueldad  durante  ese  tiempo, 
al  cabo  del  cual  se  le  absolvió  de  las  acusacio- 
nes que  se  le  habían  hecho."  A  esta  exijencia 
contestó  nuestro  Ministro:  "que  semejante 
demanda  no   estaba   basada  ni   en  los  princi- 
pios universales  de  justicia  ni  en  la  jurispru- 
dencia nacional :  que  White  por  su  falta  de 
ocupación,  por  su  conducta  misteriosa  i  por 
sus  relaciones  i  viajes  sospechosos,  habia  lla- 
mado hacia  su  persona  la  atención  de  las  au- 
toridades de  policía,  i  que  con  tales  antece- 
dentes   se    le    creyó,    no   sin    fundamento,  * 
cómplice  en  el  atentado  cometido   contra  el 
Presidente  de  la  República  :  que  White  no 
pertenecía  al  número  de  esos  estranjeros  hon- 
rados, cuya  vida  moral  i  laboriosa  los  hace 
dignos  de  una  hospitalidad  jenerosa  ;  que  no 
fué  arrestado  sin  causa  sino  por  las  sospe- 
chas de  que  estaba  rodeada  su  conducta  :  que 
ellas  motivaron  el  sumario  que  se  le  siguió 
con  tpda  la  severidad  que   demandaba  un 
crimen  de  tanta  magnitud  como  el  de  atentar 
contra  la  vida  del  Jefe  del  Estado:  i  que  si 
do¿  juicio  no  resultaron  justificadas  del  todo 
esas  sospechas,  tampoco  resultó  una  absolu- 
ción definitiva  en  favor  de  White,  sino  una 
absolución  de  la  instancia  que  no  importa  una 
declaratoria  de  inculpabilidad." 

Continuaba  el  Ministro  Peruano,  observan- 
Jo  que  la  hostilidad  de  que  se  quejaba  el  sub- 
dito británico  era  una  simple  declaración  su- 
ya según  lo  probaban  los  autos,  los  cuales 
manifestaban  ademas,  que  todas  las  dilijen- 
c'as  se  practicaron  en  la  forma  i  términos  es- 
tablecidos. Hacia  ver  que  las  reolamacionen 
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diplomáticas  no  eran  admisibles  sino  en  casos 
de  injusticia  palpable  i  notoria,  i  en  el  de 
White  se  habian  consultado  con  tanta  exacti- 
tud las  prescripciones  legales  que  no  merecían 
la  menor  censura  los  jueces  que  de  él  conocie- 
ron i  á  los  cuales  el  acusado  prodigó  injurias, 
que  no  encontraron  otra  respuesta  ni  otra 
pena  que  la  moderación. 

White  no  se  habia  vindicado  del  cargo  que 
lo  presentaba  como  ájente  de  conspiraciones 
contra  el  Gobierno  Peruano  ;  tuvo  espedí  tos  i 
fáciles  todos  los  medios  de  defensa  acordados* 
por  la  lei ;  como  á  cualquier  peruano,  se  le 
señaló  un  defensor,  el  cual  lo  patrocinó  con 
habilidad  i  celo ;  White  aparecia  como  uno  de 
esos  estranjeros  que  se  mezclan  en  tramas  re- 
volucionarias, i  que  cuando  se  trata  de  apli- 
carles la  lei  por  los  atentados  que  cometen, 
se  acojen  á  su  posición  escepcional  reclaman- 
do la  protección  del  Representante  de  su  país, 
para  sustraerse  á  la  acción  de  la  justicia.  En 
conclusión  decia  el  Ministro,  que  habiendo 
contradicho  victoriosamente  las  causales  en 
que  se  apoyaba  la  reclamación,  el  Gobierno 
del  Perú  no  podia  bajo  ningún  aspecto  con- 
sentir en  la  responsabilidad  pecuniaria  que  se 
le  demandaba. 

A  estos  sólidos  razonamientos  no  replicó 
el  señor  Jerningbam;  mas  dos  meses  después 
comunicó  que  habia  recibido  de  su  Gobierno, 
la  orden  de  reclamar  en  favor  de  White,  por 
indemnización  de  sus  sufrimientos,  la  suma- 
de  cuatro  mil  quinientas  libras  esterlinas,  i  da 
no  entrar  en  mas  negociaciones  sobre  él  asun- 
to ;  que  el  Gobierno  Dri tánico  esperaba  la  res-» 
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$>uestaí  en  un  período  razonable  i  que  no  su- 
frirla que  su  ,demanda  fuese  denegada.  En  va- 
rio se  contestó  que  el  Gobierno  del  Perú  no 
podía  comprender  la  causa  de  una  reclamación 
en  términos  tan  perentorios  i  con  prescindfeñ- 
oia  deitoda  discusión,  i  que  menos  podia  com- 
prender que  se  llegase  á  este  puntó,  declaran- 
do la  responsabilidad  del  Gobierno  i  fijando 
k(  siumacoÚM^ue  debía  indemnizar  unos  mal- 
tratamientos que  no  tenían'  mas  apoyo  que  el 
ibero.,  dicho  <  de. ' iqxxien  los  alegaba  ;  las  acusa- 
ciones insostenibles  de  White  uo  manifesta- 
l#>n  otro  objeto  que  el  de  provocar  un  conflic- 
to entré  los  Gobiernos  Peruano  i  Británico  i 
obtener  un  capital  por  este  medio  J  i  por  últi- 
mo, que  aunque  White  hubiese  sido  defínrti- 
v&o&ente  absuelto— cosa,  que  por  cierto  no  su- 
q^diót—este  hecho  no  constituiría  al-  Gobierno 
enrift?  obligación  de  indemnizarle  con  la  suma 
recamada,  parque  seria '  introducir  en  la  ju- 
risprudencia, nacional  un  nueVo  i  funesto  prin- 
cipio que.  solo  favorecería  k  los  estranjeros  i 
qu£  acarrearía  consecuencias  gravísimas.  Todo 
filó  eñ  vano,  i. el  señor  Jerbingham  se  limitó 
á  .contestar  que.  habia  recibido  orden  para  sus- 
pender* en  lo  absoluto  toda  discusión,  pues  el 
Gobierno  británico,  después  de  considerar  de- 
tenidamente el  asunto,  había  fijado  la  suma 
demandada  por  indemnización.  Todo  ló  que 
se  pu4o  obtener  de  Inglaterra,  fué  que  acep- 
tase una  proposición,  para  someter  la  contro- 
versia £.la  decisión  definitiva  de  un  juez  ár- 
bifrro.,,, 

Habiendo  laa  Partes  nombrado  con  eáé  ca- 
rácter al  Honorable  Senado  de  Hamburgo, 
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esta  ilustrada  Corporación  espidió  su  fallo,  en 
18  de  Abril  de  1864,  en  el  cual  después  dé 
una  apreciación  detallada  de  todos  los*  hechos 
"se  declara  cachica  la  demanda  del  Gobierno 
Británico  para  que  se  haga  al  capitán  White 
una,  indemnización  pecuniaria.  (1) 

411.  Análoga  á  la  precedente  fué  la  cues- 
tión Tomas  O'Connor.  Este  individuo  fué 
'preso  en  el  Callao  por  creérsele  complicado 
en  él  delito  de  robo  de  marineros.  O'Connor 
fué  absuelto  por  los  tribunales  después  del 
juicio  respectivo,  i  de  esta  circunstancia  siÍN 
jió  una .  reclamación  diplomática,  en  la  cual 
cedió  el  Perú,  pagando  á  O'Connor  seiscien- 
tos pesos  como  indemnización  de  supuestos . 
perjuicios.  "Ya  que  la  discusión  diplomática 
no  puede  llevarse  mas  adelante"  deoia  con 
este  motivo  nuestra  Cancillería,  ''el  Gobier- 
no del  Perú  sin  convenir  en  la  obligación  de 
pagar,  cede  alas  circunstancias. i  satisface >r 
seiscientos  pesos,  valor  de  la  indemnización,: 
por.dejar  cubierta  su  honra,  por  evitar  doló-' 


(1)  La  cuestión  Melrüle  White  es  uno  de  los  argumentos 
que  figuran  en  el  Memorándum  del  inolvidable  Salazar  i  M¿- 
zarredo,  digno  paladín  de  las  injustas  i  anómalas  pretensio- 
nes de  la  España  contra  el  Perú  qué  motivaron  el  conflicto  • 
do  1866.  Decia  el  Comisario  Réjio  en  esa  pieza;  "el  infrascri- 
to no  calificará  lo  que  son  los  tribunales  del  Perú,  limitándose 
tan  solo  á  recordar  que  el  actual  Sub-Secretarío  d<*  Negocio*. 
Estranje*os  de  la  Gran  Bretaña,  Mr.  Layard,  dijo  hace  poco 
tiempo,  en  la  Cámara  de  los  Comunes,  al  discutirse  la  reclama- 
ción del  Capitán  White,  que  este  subdito  británico  :  "tratado  • 
de  un  modo  cruel,  como  otros  muchos,  había  tenido  la  desgra- 
cia de  caer  en  las  garras  de  lo  que  solo  por  cortesía  puede 
llamarse  Corte  de  Justicia."  Mas  que  Mr.  Layard  i  todos  los 
Comisarios  Regios  del  mundo,  vale  la  respetable -autoridad  del 
H.  Senado  de  Hamburgo,  que  decidió  la  cuestión  haciendo' el 
debido  homenaje  4  los  tribunales  Peruanos* 
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rosas  diferencias  i  por  acreditar  su  benevolen- 
cia hacia  los  estranjeros  i  su  adhesión  al  jone- 
roso  pueblo  ingles  i  á  su  Augusta  Soberana, 
de  la  que  ha  dado  antes  de  ahora  incontesta- 
bles testimonios." 

412.  Recientemente  una  comisión  mixta  se 
reunió  en  Lima  para  resolver  todas  las  recla- 
maciones pendientes  entre  el  Perú  i  los  Esta- 
dos Unidos.  Se  presentaron  diez  i  nueve  re- 
clamaciones de  ciudadanos  americanos,  de  las 
cuales  se  rechazaron  doce.  Las  siete  recono- 
cidas importaron  setenta  i  nueve  mil  seiscien- 
tos trece  pesos,  veinte  i  tres  centavos. 

413.  Las  últimas  reclamaciones  tal  vez  del 
jénero  de  las  que  por  ahora  nos  ocupan,  son 
las  formuladas  por  los  Be  presentantes  de  Ita- 
lia i  Francia  en  Lima. 

Edmundo  Roy,  subdito  francés,  se  quejó 
ante  su  Ministro  de  que  se  le  habia  reducido 
á  prisión  en  su  domicilio,  con  centinelas  en  la 
puerta  ;  que  era  segunda  vez  que  sufría  ese 
vejamen,  i  que  se  le  habia  impuesto  ademas 
la  obligación  de  mantener  las  guardias  á  su 
costa,  entregando  con  ese  objeto  de  su  propio 
peculio  un  peso  diario.  El  señor  Ministro 
francés  acojió  la  queja  i  la  elevó  en  4  de  Fe- 
brero de  1870,  al  conocimiento  del  Gobierno, 
Las  indagaciones  practicadas  inmediatamente 
vinieron  á  rectificar  los  hechos  tan  maliciosa- 
mente alterados  ó  interpretados  por  Roy.  En 
efecto,  de  la  esposicion  é  informes  del  Pre-' 
fecto  i  de  otros  funcionarios,  resultó  que  ha- 
bia un  decreto' Supremo  según  el  cual,  la 
empresa  de  fábrica  de  nieve  que  dirijia  el 
Señor  Roy  estaba  legalmente  obligada  á  sa- 
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tisfacer  á  la  Escuela  de  Medicina  cierta  pen- 
sión. Koy  se  habia  negado  á  cumplir  esta 
obligación,  i  para  apremiarlo  se  habia  hecho 
uso  de  un  recurso  legal  :  el  de  poner  guar- 
dias al  deudor.  (1)  El  Ministro  Peruano,  al 
dar  estas  explicaciones,  anadia  que  "según 
nuestras  leyes,  fiscales  no  se  admite  reclamo 
alguno  relativamente  al  pago  de  lo  que  se 
adeuda  al  Fisco,  mientras  no  se  acompañen 
documentos  que  acrediten  haber  solucionado 
el  crédito,  ventilándose  después  de  esto  la 
justicia  ó  injusticia  de  la  reclamación;  i  es- 
tando obligados  los  extranjeros  según  los 
principios  comunes  del  Derecho  de  Jentes,  á 
observar  en  sus  contratos  i  negocios  judicia- 
les las  leyes  civiles  del  país  en  que  residen, 
no  se  podría  sin  violación  de  estos  principios 
hacer  una  escepcion  tí  favbr  del  señor  Roy. 
Así  es  que  ésto,  teniendo  espeditos  los  cami- 
nos legales,  esto  es,  el  de  hacer  el  pago  i 
entablar  luego  su  jestion  ante  el  mismo  Go- 
bierno como  lo  haria  cualquier  ciudadano  del 
Perú,  no  ha  debido  ocupar  la  alta  atención 
de  V,  E.  con  un  reclamo  de  esta  naturaleza, 
que  él  por  sí  mismo  debia  jestionar."  Negaba 
también  el  señor  Ministro  el  hecho  aducido 
por  Roy  respecto  al  peso  diario  que  se  le  obli^ 
gaba  á  dar.  á  las  guardias. 

El  Ministro  francés  abandonó  el  tono  pe- 
rentorio del  que  exije  i  adoptó  la  manera 
cortés  del  que  recomienda,  i  felizmente  pare- 

(1)  Art.  476.  A  la  persona  que  estando  obligada  á  «nfcregar 
alguna  cosa  6  á  presentarla  en  juicio,  se  resiste  al  mandato 
del  joez,  se  le  apercibirá  en  la  primera  vez,  i  en  la  segunda, 
se  le  pondrá  guardias  á  su  costa, — Código  de  Knjuic  Civil. 
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ce  que  su  extemporánea  interposición  en  na- 
da afectó  la  marcha  legal  del  asunto. 

414.  El  señor  Encargado  ;dé  Negocios  de 
Italia  dirijió  un  despacho  al  Gobierno,  en 
Mayo  de  1870,  acompañando  un  recurso  pre- 
sentado á  la  Legación  por  los  italianos  An- 
tonio Vaccaro  i  Domingo  Canepa  haciendo 
tina  relación  de  las  violencias  cometidas  con- 
tra ellos.  "La'  información  judicial,"  decia  el 
Honorable  Caballero  Garrou,  "hará  ver  si 
hai  6  no  exajeracion  en  los  detalles  ;  los  he- 
chos sin  embargo,  ponen  en  toda  evidencia 
que  dos  modestos  industriales,  pero  de  pro- 
bidad notoria,  fueron  detenidos  en  su  domi- 
cilio, presos  i  arrestados  con  un  aparato  es- 
trepitosamente inusitado,  i  despreciando  todas 
las  formas  con  que  proteje  la  lei  fundamental 
del  país  á  nacionales  i  estranjeros  aún  cuah- 
do  sean  culpables ;  i  lo  que  es  mas,  sin  que 
del  resultado  surjiese  la  toenor  apariencia  de 
justificación  para  tan  arbitrario  procedimien- 
to. " 

Inmediatamente  el  Ministro  Peruano  pi- 
dió informe  al  Prefecto  ¿obre  las  violencias 
que  decían  haber  sufrido  Vaccaro  i  Canepa, 
i  ese  documento  no  solo  vino  á  ¡desmentir 
las  falsas  imputaciones  de  los  querellantes  si- 
no á  probar  con  la  minuciosa  relación  de  los 
hechos,  que  aquellos  subditos  estranjeros  ha- 
bian  resistido  á  la  policía  i  aún  atentado  con- 
tra el  Prefecto,  por  lo  cual  habían  sufrido 
una  corta  prisión  correccional.  Este  informé 
fué  aceptado  por  el  Diplomático  italiano, 
quien  en  su  contestación  terminaba  el  inci- 
dente limitándose  á  pedir  que  se  publicase 
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toda  la  correspondencia  cambiada  con  este 
motivo. 

41.5.  Aunque  lejos  de  haber  comprendido 
en  el  bosquejo  anterior  todas  las  reclamacio- 
nes fundadas  en  procedimientos  de  autorida- 
des subalternas  ó  motivadas  por  la  aplicación 
á  los . ,  qstranjeroa  de  las  leyes  vijentes  en  el 
país,  es  tiempo  ya,  de  tomar  en  cuenta  aquellas 
reclamaciones  que  han  surjido  especialmente 
dé  nuestras  guerras  civiles ;  mas  antes  no  de- 
bemos omitir  tomar  nota  de  una  cuestión  de. 
la  misma  especie  de  las  que  acabamos  de  re- 
cordar,  suscitada  en  Europa,  ventilada  i  re- 
suelta, en  justicia  i  que  tuvo  mui  distinta 
solución  de  la  que  suelen  imponernos,  en  ca- 
sos análogos,  las  naciones  poderosas ;  estamos 
aludiendo  al  caso  de  la  modista  francesa, 
Mademoiselle  Masset. 

Esa  modista  fué  perjudicada  en  sus  intere- 
ses por  un  Comisario  de  Policía  ruso,  con 
palpable  injusticia  i  guiado  solo  por  meras 
presunciones.  Creyendo  el  Comisario  Plena- 
toff  que  Mlle,  Masset  habia  introducido  sus 
mercaderías  eludiendo  el  pago  de  derechos 
fiscales,  confiscó,  esas  mercaderías  maltratan- 
do á  la  dueño  de  ellas. 

E!  Gobierno  francés  no  se  resolvió  á  pedir 
indemnización  ni  á  exijir  saludos,  ni  en  fin,  á 
solicitar  la  destitución  de  autoridades,  como 
lo  habría  hecho  tratándose  del  Perú,  i  esto.á 
pesar  de  las  exijencias  de  la  oposición  en  las 
Cámaras.  Nada  hizo  la  Francia,  contentán- 
dose.con  que  fuese  juzgado  PlenatoíFi  dejan 
do  á  la   agraviada  su   derecho  á  salvo  para 

perseguirlo  civilmente;  i  esta  política  la  jus- 
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tífico  Mr.  Kouher,  en  un  elocuente  discurso, 
abundante  en  sana  doctrina,  i  sembrado  de 
principios  cuyo  reconocimiento  en  ese  país  i 
por  un  funcionario  de  esa  jerarquía,  es  para 
nosotros  de  mucho  valor.  (1) 

416.  Pasando  ahora  á  considerar  aquellas 
reclamaciones  orijinadas  por  nuestras  guerras 
civiles,  encontraremos  siempre  la  misma  falta 
de  justicia  i  veremos  la  fuerza  bruta  erijida 
en  razón  de  Estado  i  en  regla  de  conducta 
internacional.  Es  verdad  que  nuestras  propias 
imprudencias,  nuestra  fiebre  revolucionaria  i 
los  abusos  á  que  naturalmente  daba  oríjen, 
han  solido  prestar  aparentemente  apoyó  i  Ile- 
galidad á  este  jénero  de  reclamaciones,  mas, 
aún  tomando  en  cuenta  esta  circunstancia,  es 
evidente  la  falta  de  hidalguía  con  que  á  este 
respecto  nos  han  tratado  los  Gobiernos  estran- 
j  eros. 

417.  En  el  caso  de  una  guerra  esterior, 
parece  ya  suficientemente  establecido  que  los 
estranjeros  que  sufran  perjuicios  en  un  país  á 
consecuencia  de  ella,  no  tienen  derecho  para 
exijir  indemnización.  Así  lo  han  reconocido 
recientemente  los  Gobiernos  de  la  TJnion 
Americana  i  de  la  Gran  Bretaña,  el  primero 
con  motivo  del  bombardeo  que  sufrió  Valpa- 
raíso en  1866  ;  i  el  segundo,  con  ocasión  de  la 
invasión  Alemana  en  Francia,  en  1870.  Es 
de  esperarse,  pues,  que  jamas  se  invocará  el 
principio  contrario  contra  nosotros. 

418.  No  hai,  desgraciadamente,  igual  uni- 
formidad cuando  se  trata  de  los  daños  causa- 


(!)  Yease  ©1  Apéndice  LIV. 
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dos  en  conmociones  civiles;  casi  todas  las 
nuciones  estranjeras  nos  han  arrancado  en 
todo  tiempo  sumas  mas  ó  menos  considerables, 
indemnización  de  aquellos  de  sus  subditos 
•que  habían  sufrido  esa  clase  de  daños ;  i  en 
vano  nuestros  Gobiernos  se  afanaban  siempre 

5>or  establecer  los  verdaderos  principios  de 
a  materia ;  no  se  les  escuchaba  i  al  fin  era 
preciso  ceder  á  la  fuerza  sacrificando  nuestro 
derecho  i  nuestra  dignidad. 

La  cuestión  puede  formularse  así :  ¿  Es 
responsable  un  Estado  por  los  daños  que  oca- 
sione, al  defender  con  las  armas  su  existen-, 
cia  atacada  por  enemigos  interiores  ?  ¿  es  res- 
ponsable de  los  perjuicios  causados  por  turbas 
.amotinadas  que  obran  fuera  de  la  lei?  Fácil' 
es  la  resolución  de  estos  puntos  en  principios 
i  con  el  Derecho  en  la  mano ;  pero  esta  solu- 
ción aunque  en  sí  sea  la  mas  racional,  no  sue- 
le ser  en  la  práctica  la  mas  poderosa  i  efecti- 
tiva.  Adoptemos  mas  bien  otro  método  i 
veamos  desde  luego,  cómo  han  sido  resueltas, 
cada  vez  que  se  han  presentado  esas  cuestio- 
nes, por  las  naciones  civilizadas  de  Europa ; 
las  mismas,  precisamente,  que  nos  han  tirani- 
zado arrancándonos  por  la  fuerza  indemniza- 
ciones á  que  no  tenian  título  ninguno  aque- 
llos en  cuyo  nombré  se  exijieran. 

419.  Citemos,  en  primer  lugar,  el  tan  co- 
nocido asunto  de  don  Pacífico  en  Grecia.  El 
Ministerio  Británico  exponía  así  los  hechos 
relativos  á  esta  reclamación :  "Mr.  Pacífico 
es  natural  de  Jibraltar  i  por  consiguiente 
subdito  ingles.  Reclama  el  valor  de  su  pro- 
piedad i  muebles,  destruidos  en  Abril  de  1847, 
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cuando  una, plebe  amotinada,  ayudada  por 
soldgdos  i  jeTidarmes  griego*,  violó  ¿  saqueó.  & 
la  luz  del  medio  dia,  su  domicilio  en  Aténb& 
La  suma  que  reclama  el  Gobierno  de  S.  M*: 
para  Mr.  Pacífico,  como  ,  indemnización  de 
sus  sufrimientos  personales  i  los  de  su  famU 
lia,  asciende  á  quinientas  libras  esterlinas."  . 
Presentada  esta  reclamación  al  Gobierno 
Helénico,  éste  la  rechazó  siguiendo  eji  conse- 
jo de  los  abogados  mas  eminentes  de  Atonas* 
"Respecto  al  asunto  de  don  Pacífico,"  decian 
esos  jurisconsultos,  "aparece  de  los  documen- 
tos que  el  Consejo  de  Ministros  ha  tejido  ¿ 
bien  trasmitirnos,  que  las  autoridades  encarga- 
das de  su  investigación,  emplearon  todos  sus 
esfuerzos  tanto  para  impedir  la  consumación 
de  las  tropelías  iniciadas  antes  de  sü  llegada 
como  para  entregar  los  autores  de  ella  en  ma-  • 
nos  de  la  justicia.  Estos  esfuerzos  parece  que 
no  tuvieron  buen  efecto,  por  razones  indepen- « 
clientes  de  la  voluntad  de  esas  autoridades  i 
del  Gobierno  Griego ;  pero  conforme  á  la  le- 
jislacion  griega  i  á  la  de  otros  Estadps  Euro- . 
peos  como  también  á  los  principios  que  reglan 
sus  relaciones  internacionales,  los  cuales  fue- 
ron invocados  en  apoyo  propio  por  el  Gobier-, 
no  de  la  Gran  Bretaña  en  el  conflicto  que 
surjió  entre  él  i  Prusia,  el  año  1753,  (citados 
in  extenso,  en  el  volumen  segundo  de ;  la  obra 
Causes  Célebres  du  Droit  des  Gens  ppr.Mar- 
tens,  1: — 88;)  conforme,  á  estos  principios,  de- 
cimos que  don  Pacífico  debió  haber  entabla- 
do ante#  los  tribunales  civiles  de  Grecia, 
demanda  de  perjuicios  contra  los  que  él  con- 
sideraba autores  de  esa  acción  culpable ;  i  el 
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éíxifco  de  esté  juicio  era  tanto  mas  certero, 
cuanto  que  el  mismo  don  Pacífico  afirma  que 
entre  los  perpetradores  del  crimen,  cometido 
en  pleno  dia,  había  personas  que  él  i  otros 
testigos  del  acto  conocían ;  i  semejante  deman* 
da  entablada  oportunamente,  sostenida  con 
pruebas  sólidas  la-  cantidad  de  la  indemniza- 
ción, habría  indudablemente  tenido  buenos 
resultados  i  de  este  modo  se  habrían  evitado 
las  quejas  de  don  Pacífico." 

La  Gran  Bretaña  no  pudiendo  obtener  del 
Gobierno  Helénico  la  satisfacción  de  sus  exi- 
jéjacias;  apeló  á  las  vías  de  hecho  ordenando 
&'  su  Almirante  en  los  mares  de  la  Greci%  que 
ithpidiese  la  salida  de  todo  buque  ,Gríego  que 
intentase  hacerse  á  la  inar.  Entonces  á  aquel 
Gobierno  tan.  injustamente  oprimido,  solo  le 
quedó  uñ  caminó,  el  único  que  tienen  espedito 
los  pueblos  débiles  cuando  se  ven  amenazados 
por  los  actos  arbitrarios  de  lo3  poderosos, — el 
de  protestar.  Al  hacerlo,  decía  el  Ministro 
Griego  al  Almirante  ingles  :  "la  Grecia  es 
d'ébil,  señor,  i  no  esperaba  que  semejantes 
asaques .  le  vinieran  de  un  Gobierno  que  con- 
sideraba con  tanto  orgullo  como  confianza 
entre  sus  benefactores.  .En  presencia  de  una 
fíieíza  como  la  qué  tenéis  á  vuestras  órdenes, 
el  Gobierno  de  S.  M.  solo  puede  oponer  sus 
derechos  i  una  solemne  protesta,  contra  actos 
hostiles  practicados  en.  una  paz  proíunda,  i 
los  cuales,  sin  considerar  otros  intereses  del 
mriyor  mortíento,  son  violaciones  en  el  mas 
alto*  grado  de  su  independencia  i  dignidad, 
En  esta  penosa  situación,  seguro  del  apoyo 
del  pueblo  griego  i  de  las  simpatías  del  mun* 


1 


■—    — 


688  BECLAMACI0WB8 


do  civilizado,  el  Rei  de  Grecia  i  su  Gobierno 
aguardan  con  pena  pero  sin  debilidad  el  tér- 
mino de  las  pruebas  que  de  orden  del  Gobier- 
no de  S.  M.  B.  queráis  todavía  imponerles." 

La  Gran  Bretaña  continuó  sus  medidas 
hostiles  embargando  todos  los  buques  mer- 
cantes de  la  Grecia,  i  quien  sabe  hasta  dónde 
habría  llegado  su  política,  si  la  Francia  no  hu- 
biera interpuesto  sus  buenos  oficios,  los  cua- 
les fueron  aceptados,  habiéndose  en  conse- 
cuencia nombrado  tres  comisionados  encarga- 
dos de  resolver  el  reclamo  de  don  Pacífico. 
Estos  asignaron  por  toda  indemnización  al 
querellante  ciento  cincuenta  libras,  cuando 
él  demandaba  veintiún  mil  doscientos  noven- 
ta i  cinco,  un  chelín  i  cuatro  peniques. 

Esto  por  lo  que  hace  á  los  hechos. 

Respecto  á  la  cuestión  de  principios,  es 
necesario  no  olvidar  que  el  Ministerio  ingles 
recibió  un  voto  de  censura  en  la  Cámara  de 
los  Comunes,  'i  aunque  triunfó  en  la  de  los 
Lores,  sin  embargo  la  única  defensa  que  hi- 
zo de  su  conducta  fué  que  el  estado  de  los 
tribunales  griegos  manifestaba  que  era  un 
sarcasmo  esperar  que  ellos  hiciesen  justicia. 
Memorable  es  el  discurso  que  pronunció  en 
esta  ocasión  Lord  Stanley,  combatiendo  tan 
fútil  fundamento."  (1) 

La  Rusia  ademas  dirijió  á.  la  Gran  Bre- 
taña con  motivo  de  la  cuestión  de  don  Pací- 
fico, una  esposicion  que  bien  puede  llamarse 
protesta,  la  cual  concluia  con  estas  palabras 
"Solo  nos  resta  ver  si  la  Gran  Bretaña,  aba 
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sando  de  las  ventajas  que  le  proporciona  su 
numerosa  superioridad  marítima,  se  ha  pro- 
puesto observar  en  adelante  una 'política  ais- 
lada, sin  tener  en  cuenta  los  compromisos 
que, la  ligan  con  los  otros  gabinetes — si  inten- 
ta desligarse  de  toda  obligación  i  de  toda  ac- 
ción combinada,  i  autorizar  á  todas  las  gran- 
des potencias  en  toda  ocasión  propicia  para 
reconocer  hacia  los  débiles,  como  una.  regía  de ' 
conducta  su  voluntad,  i  su  propia  fuerza  ma- 
terial como  el  tínico  derecho" 

En  el  caso  que  examinamos,  nadie  puso  en 
duda  la  irresponsabilidad  del  Gobierno  Helé- 
nico .  jpor  los  daños  inferidos  á  don  Pacífico. 
"La  verdadera  cuestión  de  derecho  interna- 
cional  que  debia  resolverse"  dice  un  distin- 
guido publicista  ingles,  "era  si  el   estado  de 
los  tribunales  era  tal,  que  autorizara  al  Minis- 
tro Ingles  para  insistir  en  que  el  reclamo  de 
Mr.  Pacífico  fuese  satisfecho  por  el  Gobierno 
Griego,  antes  que  ese  individuo  hubiese  ago- 
tado los  remedios  legales  qué  según  debe  pre- 
sumirse, se  encuentran  siempre  espeditos  ante  ■ 
los  tribunales  públicos  de  todo  Estado  civiliza- 
do." (I) 

El  Barón  Gross,  diplomático  encargado  de 
hacer  efectivos  los  buenos  oficios  de  la  Fran- 
cia, dio  enteramente  la  razón  á  la  Grecia  i 
aprobó  su  negativa  de  indemnización.  "El 
Gobierno,"  decia,  "no  puede  acordar  á  un  ex- 
tranjero ningún  privilejio  que  no  pertenezca 
á  sus  propios  subditos.  Si  así  no  fuese,  cual- 
quier estranjero  que  tuviese  interés   en  ha* 
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cerse  pagar  indemnizaciones,  podría'  fácilmen- 
te hacer  que  se  le  pillase  su  casa  i  sin  rectflfrií k 
á  la  justicia  dirijirse  directamente  á. los  re- 
presentantes de  su  Nación.  Es  imponible  qué ' 
el  Gobierno  del Rei  indemnizedlas  personas 
que  han  sufrido  á  causa  de  un  crimen,  cornea 
tido  contra  ellas ;  griegos  ó  estranjefos  deben 
dirijirse  á  los  tribunales,  i  es  solamente  en  el  * 
caso  de  que  el  Gobierno  no  haga  ejecutar  la 
sentencia  promulgada  en  su  favor,  que  los  es- 
tranjeros  pueden  invocar  la  protección  de  su 
Representante.  Obrar  de  otro  modo  seria  ho- . 
llar  las  leyes  del  país. " 

I  luego,  en  otro  despacho,  continúa :  "En 
jenwal,  es  admitido  el  principio,  i  este  princi- 
pio es  conforme  á  la  equidad,  que  no-  puede 
existir  intervención  diplomática  eñ  las.dife-*. 
recias  en  que  se  halla  comprometida  la  ¿u- 
toridad  local.  Es  á  los  tribunales  i  de  acuerdo 
con  las  leyes  del  país  que  la  parte  agraviada, 
cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  debe  ré^ 
currir  i  pedir  justicia." 

420*  En  1850,.  el  mismo  año  en  qué  ocur- 
rió el  caso  de  don  Pacifico,  algunos  súbdi-  ■ 
tos  ingleses  sufrieron  perjuicios  en  sus  in- 
tereses, á  consecuencia  dó  las  agitaciones 
revolucionarias  de  Toscana  i  Nápoíes.  Recia-  ' 
mó  la  Gran  Bretaña  indemnización  pecunia- 
ria^ pero  habiendo  protestado  contra  semejan- 
te política  los  Gobiernos  de  Austria  i' de  Ru- 
sia, abandonó  al  fin  sus  pretensiones. 

.En  su  protesta  decia  el  Ministro  Austríaco* 
entre  otras  cosas :  "Por  mas  dispuestos  que  ' 
se  hallen  los  pueblos  civilizados  de  Europa  á 
ensanchar  los  límites  del  derecho  Ué  hospital 
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lidad,  jamas  lo  harán  hasta  el  punto  dé  acor- 
dar Á  los  estranjeros  un  trato  mas  favorable 
que  el  que  aseguran  á  los  nacionales  las  leyes 
del  país.  Poner  en  duda  este  principio  del 
Derecho  Público  que  estamos  resueltos  á 
mantener  firme  é  inmutable,  i  reclamar  para 
los  ingleses  establecidos  en  país  éstranjero 
una  posición  escepcional,  seria  forzar,  por  de- 
cirlo así,  á  los  demás  Estados  á  ponerse  en 
guardia  contra  las  consecuencias  de  una  pre- 
tensión tan  contraria  á  la  independencia,  por- 
que entonces  ellos  impondrían,  aún  por  la 
fuerza,  otras  condiciones  á  los  subditos  ingle- 

se*  que  quisieren  residir Sea  de  ello  lo 

que  fuere,  el  primer  derecho  de  todo  Estado 
independiente  es  el  de  asegurar  su  propia 
conservación,  por  todos  los  medios  que  estén 
en  su  poder.  Desde  que  un  Soberano,  usando 
de  su  derecho,  se  ve  obligado  á  recurrir  ¿  ltó 
armas  para  debelar  una  insurrección,  el  que  en 
la  guerra  civil  que  resulte  la  propiedad  de. 
los  estranjeros  establecidos  en  el  país  se  me- 
noscaba, á  mi  modo  de  ver,  es  una  desgracia 
pública  que  los  estranjeros  deben  sufrir  lo 
mismo  que  los  nacionales  i  que  no  les  da  de- 
recho* á,  ¡  una  indemnización  escepcional,  así 
como  •  no :  tepdrian .  ese  derecho,  si  acaeciese 
cualquiera  otra  calamidad  proveniente  de  la 
voluntad  de  los  hombres/1 

El  despachado  la  cancillería  Rusa  contiene 
principios  aún  mas  terminantes  que  los  ante- 
riores. En  ese  documento  se  dice  que  "cuando 
uno  se  instala  en  un  país  que  no  es  el  suyo 
propio,  acepta  la  posibilidad  de  todos  los  pe- 
pigros  á  que  puede  estar  espuesto  ese  país"  i 
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mas  adelante  ocurren  estas  notables  palabras : 
"El  Gabinete  de  Londres  debe  reconocer  que 
se  trata  de  una  de  las  mas  graves  cuestiones 
para  la  Independencia  de  los  Estados  del 
Continente.  En  efecto ;  si  lo  que  la  Inglater- 
ra pretende  establecer  en  este  momento,  con 
respecto  á  Ñapóles  i  á  Toscana,  llegase  á  ad- 
mitirse como  precedente,  resultaría  para  los 
subditos  británicos  en  el  exterior  una  posición 
escepcional  mui  superior  á  las  ventajas  de  que 
gozan  los  habitantes  de  los  demás  países f  i  una 
situación  intolerable  para  los  Gobiernos  que 
los  reciban.  En  vez  de  ser  como  hasta  hoi  un 
beneficio  para  los  paises  donde  se  establecen, 
i  á  los  cuales  traen  con  sus  riquezas  i  sus  me- 
dios industriales,  los  hábitos  de  moralidad  i 
orden  que  distinguen  tan  honorablemente  al 
pueblo  inglés ;  su  presencia  llegaría  k  ser  un 
inconveniente  perpetuo  i  en  ciertos  casos,  un 
verdadero  azote ;  su  presencia  seria  para  los 
factores  de  insurrecciones  un  estímulo  á  la 
revuelta,  porque  si  tras  de  las  barricadas  de- 
biera continuamente  alzarse  la  eventualidad 
amenazante  de  futuras  reclamaciones,  en  fa* 
vor  de  los  subditos  ingleses  que  hubiesen  re- 
cibido menoscabo  en  sus  bienes  por  larepre* 
sion,  todo  Soberano  á  quien  su  posición  i  su 
respectiva  debilidad  espusieran  k  las  medidas 
coercitivas  de  una  flota  inglesa,  se  hallaría 
impotente  en  presencia  de  la  insurrección :  no 
ae  atrevería  á  tomar  medidas  coercitivas,  i  si 
las  tomaba,  tendría  que  examinar  los  porme- 
nores de  la  operación,  apreciar  la  necesidad  ó 
utilidad  de  tai  ó  cual  medio  estratójico  que 
^pondría  á  sufrir  pérdidas  &  loa  ingles; 
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tendría  en  fin  que  reconocer  al  Gobierno  In- 
gles como  juez  entre  el  Soberano  i  sus  sub- 
ditos, en  materias  de  guerra  civil  i  de  gobier- 
no interior."  (1) 

421.  La  opinión  espresada  tan  enerjica- 
,  mente  por  los  gabinetes  de  Viena  i  San  Pe- 
tersburgo,  ha  solido  ser  aunque  p&rcialmente 
la  del  Ministerio  inglés ;  i  órgsfnos  acreditados 
de  la  prensa  han  defendido  en  algunas  oca- 
siones las  mismas  ideas.  Cuando  se  trató  de 
la  cuestión  de  don  Pacífico  en  la»  Cámaras, 
tuvo  ocasión  de  decir  Lord  Palmerston  con- 
testando una  interpelación :  "el  honorable 
orador  supone  que  el  Gobierno  de  la  Reina 
ha  establecido  el  principio  de  que  el  Gobier- 
no inglés  pedirá  indemnización  por  todo  daño 
ó  pérdida  que  un  subdito  inglés  esperimenté 
en  Grecia  ó  en  otra  parte,  de  resultas  de  aso- 
nadas, trastornos  ó  causas  semejantes.  No  es 
posible  sostener  que  los  estranjéros  tengan 
derecho  en  todo  caso  á  ser  indemnizados  por 
el  Gobierno  del  país  en  que  han  sufrido  per- 
juicios ó  injurias." 

I  algunos  años  mas  tarde,  el  mismo  perso- 
naje contestando  á  otra  interpelación  sobre 
las  medidas  que  hubiese  tomado  para  hacer 
indemnizar  á  Mr.  Watson  Taylor,  los  daños 
que  le  habian  inferido  el  Jeneral  Garibaldi  i 
sus  secuaces,  dijo :  "que  en  efecto  Mr.  Tay-' 
lor  habia  sufrido  pérdidas  considerables  á 
consecuencia  de  los  actos  incalificables  de  los 
libertadores  de  la  Sicilia ;  pero  que  él,  jefe 
del  Ministerio,  pensaba  con  los  abogados  de 
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la  Cprona,  que  el  Gobierno  Italiano  no  era 
responsable  de  semejantes  tropelías," 

Un  diario  inglés  decía  en  1861  :  "Cuandq 
un  Gobierno  cuya  autoridad  está  mal  asegu- 
rada en  el  interior,  se  muestra  dispuesto  á 
hacer  cuanto  está  en  su  poder  para  pro  tejer 
la  vida  i  los  bienes  de  los  subditos  ingleses, 
habría  da  nuestra  parte  demariado  rigor  en 
exijir  en  bien  de  éstos  una  seguridad  que  en 
realidad  seria  bien  difícil  obtener."  (1) 

Otro  di^io,  ocupándose  de  la  intervención 
Mejicana,  argumontaba  de  este  modo.  "No 
estaba  en  la  naturaleza  de  las  cosas  esperar 
que  esta  perturbación  se  prolongara  sin 
herir  los  intereses  de  los  residentes  estran- 
jeros.  Esto  en  sí  no  daba  lejítimo  funda- 
mento de  queja  á  los  Gobiernos,  cuyos  subdi- 
tos hubiesen  sido  injuriados  en  sus  person%s,4 
en  sus  bienes.  Los  hombres  que  son  llepfft* 
dos  á  otras  tierras  por  empresas  comercial^ 
deben  prepararse  &  sufrir,  en  común  con  los 
habitantes  del  país  i  tan  pacientemente  como 
sea  posible,  los  inconvenientes  á  que  todos 
están  espuestos  por  los  desórdenes  políticos. 
Donde  la  vida  no  es  segura  i  la  propiedad 
ae  ve  espuesta  á  los  asaltos  de  los  que  se  en* 
tregan  al  robo  i  saqueo,  á  despecho  de  los  es* 
fuerzos  del  Gobierno  para  protejerlos,  es  muí 
difícil  asentar  que  los  negociantes  estranjeros 
tienen  derecho  á  ser  amparados  por  sus  Go- 
biernos, para  evitar  las  consecuencias  de  sq 
sed  de  ganancias  i  para  indemnizarse  de  las 
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pérdidas  que  su  mismo  arrojo  puede  provo* 

car-    í1)     '       . 

422.  A  mediados  del  año  1851,  se  recibió 

en  Nueva  Orleans  la  noticia  de  haber  sido 
ejecutadas  en  la  Habana,  muchas  persona* 
comprometida»  en  la  intentona  de  López*  Es- 
ta, noticia  excita  al  pueblo,  el  cual  amotinado, 
insulta  la  bandera  española  i  quema  publica- 
mente el  escudo  del  Consulado  ;  el  Consulado 
mismo  es  saqueado  á  la  vez  que  los  estable-* 
cimientos  de  varios  subditos  españoles. 

El  Ministro  de  España  en  Washington  re- 
clamó de  estos  ultrajes,  i  pidió  al  Gobierna 
Americano,  "una  completa,  satisfacción  por 
los  graves  insultos  hechos  á  la  bandera  espa- 
ñola i  al  Cónsul  de  S.  M.  en  Nueva.  Orleana, 
como  también  que  se  indemnizase  á  los  espa- 
ñoles residentes  en  aquella  ciudad  de  las  pér- 
didas que  les  ha  hecho  padecer  una  plebe 
embravecida  i  licenciosa." 

El  Honorable  Daniel  Webster,,  antes  de 
contestar  directamente  las  demandas  del  Mi- 
tro Español,  decia :  "en  todos  los  países  se 
amotina  la  plebe,  en  todas  partes,  estallan  á 
veces  violencias  populares,  ultrájanse  las  le« 
yes,  huéllánse  los  derechos  de  los  ciudadanos 
é  individuos  particulares,  i  á  veces  de  los  em- 
pleados públicos  i  ajentes  de  los  Gobiernos: 
estranjeros,  que  tieneD  un  derecho  especial  á* 
la  protección.  En  semejantes  casos,  la  ié  pú- 
blica i  el  honor  nacional  piden  que  no  solo  se< 
condenen  esos  ultrajes,  sino  también  que  sus 
autores  sean  castigados,  siempre  que  sea  po- 
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a¿6Ze  llevarlos  ante  la  justicia,  i  que  ademas 
se  dé  plena  satisfacción  siempre  que  el  Gobier- 
no esté  obligado  á  ello,  según  los  principios 
jen  eral  es  del  Derecho,  la  fé  pública  i  las  obli- 
gaciones de  los  tratados/'  En  seguida,  el  ilus- 
tre estadista  americano  procede  á  reconocer  el 
derecho  del  Cónsul  á.  una  indemnizad^  es- 
pecial, i  k  negar  toda  reparación  pecuniaria  á 
los  ciudadanos  españoles  que  fueron  saquea- 
dos. 

Entre  otras  ideas,  insinúa  Mr.  Webster  la 
necesidad  de  un  juicio  para  esclarecer  la  cul- 
pabilidad de  los  criminales.  "Está  acostum- 
brado el  pueblo  de  los  -Estados  Unidos/'  di- 
ce, "siempre  que  á  alguno  se  le  imputa  un  cri- 
men, á  ver  que  antes  de  pronunciarse  senten- 
cia condenatoria,  se  forma  un  juicio  con  len- 
tas i  prudentes  investigaciones,  por  notorio  i 
enorme  que  sea  el  delito  imputado,"  I  mas 
'  adelante,  prosigue  así :  "Al  manifestar  el  Go- 
bierno su  buena  voluntad  i  su  determinación 
de  hacer,  todo  lo  que  una-  nación  amiga  tiene 
él  derecho  de  esperar  de  otra  en  casos  de  es- 
ta especie,  ha  dado  por  sentado  que  los 
derechos  del  Cónsul  Español,  empleado  pú- 
blico residente  aquí  bajo  la  protección  de 
los  Estados » Unidos,  son  enteramente  dife- 
rentes de  los  pertenecientes  á  los  subditos 
españoles  que  han  venido  al  país  á  con- 
fundirse con  nuestros  ciudadanos,  i  á  hacer 
en  él  sus  negocios  particulares.  El  primero 
puede  reclamar  una  indemnización  especial ; 
los  seguidos  tienen  derecho  á  la  protección 
debida  á  nuestros  ciudadanos.  Bien  que  las 
pérdidas  de  los   españolos   particulares  son 
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muí  sensibles,  con  todo  es  sabido  que  muchos 
ciudadanos  americanos  han  padecido  iguales 
pérdidas  por  la  misma  causa,  i  estos  indivi- 
duos particulares  subditos  de  S.  M.  C,  vi- 
nieiido  vóliintariamente  d  residir  en  los  Esta- 
dos  Unidos,  no  tienen  ciertamente  motivo  de 
queja  si  se  les  proteje  por  la  lei  i  por  los  mis- 
mos tribunales  que  á  los  nativos  del  pais" 

El  Ministro  Español  contestando  este  des- 
pacho, decia  :  "El  infrascrito  se  apresura  á 
mandar  ese  documento  á  su  Gobierno,  i  tiene 
la  firme  esperanza  de  que  la  nota  de  Mr. 
Webster,  tanto  por  el  fondo  de  su  conteni- 
do, cuanto  por  el  espíritu  amistoso,  en  que 
está  concebida,  sera  satisfactoria  al  gobierno 

de  la  Reina "  En .  efec  to,   el  Gobierno 

Español  aceptó  todos  los  principios  enuncia- 
dos por  la  Cancillería  Americana,  i  no  insistió 
en  que  se  indemnizase  á  sus  subditos,  victi- 
mas del  motin  de  Nueva  Orleans.  (1) 

423.  "En  1836,"  dice  Torres  Caicedo,  "el 
representante  de  los  Estados  Unidos  reclamó 
del  Gobierno  Venezolano,  el  valor  de  las  ha- 
rinas que  los  revolucionarios  apellidados  re- 
formistas, habian  robado  en  Puerto  Cabello  k 
Mr.  Litchfield;  el  Gobierno  alegó  el  princi- 
pio espuesto  (el  de  su  irresponsabilidad)  para 
rechazar  esa  reclamación,  i  el  Gobierno  de 
Washington  consideró  el  negocio  como  termi- 
nado." 

424.  Debemos  confesar  que  no  solamente 
nosotros,  sino  todas  las  demás  Repúblicas  Sud- 
Americanas,  hemos   sido  víctimas  de  las  re- 


(1)  Véaso  Apéndice.  LVII. 
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cl&maeiones  de  estranjeros  por  daños  sufrido» 
¿consecuencia  de  nuestras  ajitaoiones  interio- 
res. Basta  k  nuestro  propósito  citar  tan  solo 
á  Venezuela,  obligada  mas  de  una  vez  á  de- 
fender sus  derechos  contra  este  jónero  de 
abusó»;  i  que  ha  tenido  la  buena  idea  de 
consignar  en  un  tratado  los  principios  á  que 
semejantes  cuestiones  deben  en  derecha  suje- 
tarse ;  i  á  Chile,  que  se  ha  encontrado  á  me- 
nudo'en  conflictos  internacionales,  suscitados 
por  las  <  injustas  exigencias  de  algunos  Ajen- 
tes  Públicos  estranjeros. 

425.  En  esta  última  República  ocurrió  en 
1829,  un  suceso  idéntico  al  acaecido  después 
con  el  Cónsul  Español  en  Nueva  Orleans.  El 
Gobierno  se  allanaba  á  indemnizar  al  Cónsul 
mas  no  á  los  particulares.  "Debo  observar," 
decia  el  Ministro  Chileno,  en  esta  ocasión, 
"que  el  señor  de  la  Forrest  mezcló  constan- 
temente en  sus  redamaciones  particulares, 
la  del  resarcimiento  de  diehas  pérdidas  (las 
sufridas  por  subditos  franceses)  i  que  el  Go- 
bierno resistió  no  menos  constantemente  esta 
demanda  por  parecerle  que  no  estaba  fundada 
en  justicia.  El  Gobierno  concibe  que  no  hai 
derecho  en  semejantes  casos  sino  para  acu- 
sar ó  demandar  á  los  autores  i  ejecutores  de 
los  daños,  i  que  no  es  responsable  él  mismo 
sitio  cuando  se  lia  hecho  en  cierto  modo  par- 
ticipante de  ellos,  cerrando  á  las  partes  los 
cañales  de  la  juéticia  ordinaria.  Concurten" 
ademas  consideraciones  graves,  qué  en  el  con 
Céptodel  Gobierno, hacen  tan  peligroso  com<* 
inicuo  el  remedio  desusado  i  estraordinario 
(jue  solicitan  estos  ipdividttoá  franceses," 
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ui  i  Cuánta  nb  seria  la  facilidad  de  inventar  i 
exajerar  las  pérdidas,  mayormente,  cuando  se 
tratase  de  avaluarlas  á  tanta  distancia?  ¿Qué 
medio  habría  de  calificar  las  pérdidas?  ¿A 
allantas  nuevas  ó  infundadas  reclamaciones  no 
abriría  la  puerta  la  probabilidad  de  semejan- 
te lucro?  No  solo  el  finjir  tropelías  i  daños 
que  jamas  existieron,  sino  el  excitarlos  i  pro- 
vocarlos  en  las  asonadas  populares  con  el 
objeto  de  obtener  indemnizaciones  inmode- 
radas, serian  medios  frecuentes  de  especula-* 
cien  i  granjeria;  agravándose  con  esta  nueva 
calamidad  el  cúmulo  de  males  que  acarrean 
las  discordias  civiles  i  que  la  vijilancia  i  vigor 
aún  de  los  Gobiernos  mas  consolidados  i  po- 
derosos no  son  siempre  capaces  de  preca- 
ver." 

426.  Mas  tarde  en  1853,  después  de  la 
guerra  civil  que  asoló  entonces  á  Chile,  apa- 
recieron nuevas  reclamaciones. 

El  2  de  Enero  de  1852,  estalló  una  suble- 
vación en  las  islas  de  Juan  Fernandez,  en 
circunstancias  de  hallarse  anclada  en  la  rada 
denominada  Puerto  Inglés,  la  barca  america- 
na Eiizay  la  cual  tomaba  á  la  sazón  un  car- 
gamento que  estaba  en  playa.  Los  sublevados 
trataron  de  obtener  del  Capitán  i  propieta- 
rio de  la  EUza,  ofreciéndole  cien  onzas  de 
oro,  que  los  trasladase  al  puerto  de  Talca- 
huano,  el  cual  suponían  ocupado  aún  por 
las  fuerzas  de  los  revolucionarios.  No  pu- 
diendo  lograr  este  propósito,  trataron  de  apo- 
defttifee  á  viva  fuerza  del  buque,  pero  contra- 
riados en  su  tentativa,  éste  se  dio  á  la  vela 
abaldonando  parte  de  su  carga,  muchas  pi- 
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pas  para  agua  i  otros  objetos.  Los  perjuicios 
sufridos  por  los  dueños  del  buque  k  conse- 
cuencia de  este  abandono  fueron  materia  de 
una  reclamación  diplomática. 

Se  alegaba  que  los  perjuicios  consiguientes 
al  abandono  de  esos  objetos,  debía  abonarlos 
el  Estado  según  los  principios  del  Derecho 
Internacional ;  i  que  el  capitán,  no  prestándo- 
se á  conducir  los  sublevados  á  Talcahuano, 
habia  hecho  á  Chile  un  servicio  importante 
que  merecia  ser  tomado  en  cuenta  para  con- 
ceder i  avaluar  la  indemnización.  A  estas  ra- 
zones se  contestó  con  justicia,  que  en  Chile 
se  desconocía  el  principio  de  Derecho  Interna- 
cional que  impusiese  responsabilidad  al  Go¿ 
bierno,  por  perjuicios  de  que  solo  deben  respon- 
der los  autores  de  los  hechos  que  los  causaron; 
que  ni  los  mismos  ciudadanos  del  país  podían 
reclamar  indemnización,  no  obstante  ser  je- 
neralmente  mas  favorecidos  que  los  estranje- 
ros,  i  que  la  circunstancia  de  no  haber.,  acep- 
tado las  propuestas  de  los  sublevados  no  daba 
título  alguno.  Desde  luego,  otorgar  derecho 
de  ser  indemnizado  al  que  sufrió  un  perjuicio 
por  no  cometer  un  crimen,  al  que  se  abstuvo 
de  concurrir  á  perturbar  el  orden  público  de 
un  país  que  le  abre  sus  puertos  para  un  co- 
mercio lícito  i  bajo  la  condición  de  respetar 
sus  leyes  i  sus  autoridades,  seria  sin  ejemplo 
en  la  historia  de  las  relaciones  internacio- 
nales. Por  último,  se  dijo  que  en  el  caso 
especial  de  que  se  trataba,  so  convertiría  el 
Estado  en  asegurador,  no  ya  de  propiedades 
solamente,  sino  aún  de  esperanzas  i  cálculos 
que  han  podido  formarse  en  una  negociación 
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que  el  temor  obliga  á  suspender  ó  abando- 
nar. 

427.  Otro  reclamo  parecido  al  anterior  fué 
el  relativo  á  la  barca  americana  Florida,  que 
fletada  por  el  Gobierno  de  Chile  con  el  obje- 
to de  trasladar  á  Magallanes  á  los  complica- 
dos en  un  motiji,  fué  apresada  por  los  revolu- 
cionarios i  estuvo  en  su  poder  hasta  que  por 
una  contra-revolución  les  fud  arrancada. 

Se  fundaba  esta  reclamación  diciendo : 
1.°  Que  es  un  principio  sancionado  por  las  na- 
ciones cultas  que  un  buque  que  entra  en  aguas 
de  un  Estado  amigo,  con  objeto  lejítimo  i  sin 
violar  las  leyes  ó  reglamentos  respectivos, 
tiene  derecho  á  la  protección  del  Estado  en 
cuyas  aguas  navega,  i  que  el  apresamiento 
ilejítimo  del  buque,  la  prisión,  robo  ó  maltra- 
tamiento de  los  que  estuvieren  abordo,  por 
los  ciudadanos  del  país,  son  actos  de  que  al 
Gobierno  de  ese  país  puede  hacerse  responsa- 
ble; 2.°  Que  el  buque  de  que  se  trata  fué  to- 
mado cuando  aún  estaba  al  servicio  del  Go- 
bierno de  Chile,  por  ciudadanos  chilenos  i  en 
aguas  de  la  República. 

Estas  razones  se  refutaron,  espresando  que 
Reconociendo  el  Gobierno  el  deber  de  protejer 
á  todo  buque  que  navega  en  sus  aguas,  con  el 
objeto  de  un  comercio  lejítimo  i  con  sujeción 
k  las  leyes  i  reglamentos  vij  entes  en  el  país, 
no  podía,  á  pesar  de  eso,  convenir  en  que  esa 
obligación  de  protección  le  impusiera  respon- 
sabilidad por  perjuicios  que  se  recibieren  á 
consecuencia  de  actos  que  no  habia  autoriza- 
do ni  permitido,  i  que  por  el  contrario,  persi- 
guió  i  reprimió.  Ademas,  la  protección  que 
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tro  país  dispensa  al  estranjero,  nunca  se  esties* 
de  mas  allá  de  la  que  se  dispensa  á  los  nacio- 
nales, i  no  teniendo  éstos  derecho  alguiío  d6 
reclamar  indemnizaciones  en  casos  eventua- 
les, como  el  de  una  guerra,  na  había  motivo 
dé  justicia  ó  equidad  para  otorgarlo  á  los  es* 
tranjeros;  Se  citaba  el  caso  del  Cónsul  Espa- 
ñol en  Nueva  Orleans,  i  proseguía  el  Gobier- 
no á  refutar  el  segundo  fundamento  diciendo* 
que  su  responsabilidad  no  era  distinta!  en  el 
cago  de  fletar  una  nave,  de  la  que  pesa  sobra 
un  particular'  El  fletador  nada  mas  puede 
exijir  por  sus  servicios  que  aquello  que  ha  etf* 
tipulado,  i  no  arreglándose:  nada  en  orden  á 
casos fortuitos*  pesan  éstos  de  lleno  sobre  él 
dueño ;  semejante  A  un  incendio,  á  una  tem- 
pestad, á  un  apresamiento  de  piratas,  es  la  to- 
ma de  ün  buque  hecha  por  sublevados  contra 
la  suprema  autoridad ;  las  mismas  aberracio- 
nes que  se  observan  en  el  orden  físico,  se  peo-* 
ducen  á  veces  en  el  orden  moral;  i  entonces,  el 
desbordamiento  de  las  malas  pasiones  que  se 
derraman  sobre  un  país,  hace  indistintamente 
víctimas  de  sus  destrozos  á  nacionales  i  es- 
tranjeros;  i  si  por  estos  accidentes,  hubiera 
de  ser  responsable  el  Gobierno,  también  de- 
bería serlo  por  aquellos,  puesto  que  su  parti- 
cipación es  tan  estraña  en  un  suceso  como  en 
el  otro. 

428.  A  consecuencia  de  la  misma  revolu- 
ción de  1851,  varios  subditos  ingleses  i  fran- 
ceses entablaron  reclamaciones  por  la  vía 
diplomática.  A  todas  ellas  contestó  el  Gobier- 
no :  que  un  Estado  no  es  responsable  de  per- 
juicios causados  por  una  calamidad  pública ; 
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que  no  habiendo  en  Chile  leyeg  eternas  que 
concedan  abono  de  perjuicios  en  semejante? 
casos,  ni  pacto  que  conpeda  á  ingleses  i  fran- 
ceses semejante  derecho,  debe  seguirse  la 
regla  de  Derecho  Internacional,  conforme  Á 
los  principios  de  la  jurisprudencia  universal, 
que  no  hace  responsable  á  un  Gobierno  por 
actos  de  sus  ciudadanos,  sino  cuando  los  aprue- 
ba, acopta  ó  acoje  á  los  autores.  (1)  Estos 
principios  fueron  mas  tarde  desenvueltos  por 
el  Ministro  Yaras,  en  un  despacho  en  que 
rechazaba  varias  reclamaciones  patrocinadas 
por  el  Gobierno  Británico.  (2) 

429.  Si,  como  se  ha  visto,  no  ha  sido  el 
Perú  la  única  Nación  Americana,  donde  han 
campeado  las  reclamaciones  diplomáticas  por 
perjuicios  ocasionados  á  consecuencia  de  di- 
sensiones intestinas,  lo  que  se  puede  asegurar 
es  que  en  ninguna  otra  ha  tenido  tan  f  elis 
éxito  ese.  resorte,  sucediendo  que  el  injente 
lucro  alcanzado  mediante  él  por  algunos  es«* 
tranjeros,  alhagaba  á  otros  i  los  hacia  mirar 
la  interposición  de  sus  Diplomáticos  como 
fuente  lícita  de  ganancia,  i  las  cajas  fiscales, 
como  el  manantial  lejítimo  de  su  bienestar  i 
prosperidad  particular. 

•  Hasta  cierto  punto,  es  ocioso  tratar  de  for- 
mular los  principios  que  sobre  tan  importante 
materia  reconoce  el  Derecho  de  Jantes;  por 
muchos  ■  esfuerzos  que  se  haga,  es  imposible 
sacudir  la  jéneralidad  que  es  tan  propia  de 
toda  discusión  científica;  i  aún  suponiendo  qu? 

<1)  Mamita  Miqisímftlee  da  Gbik. 
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•  esa  discusión  fuese  aceptada  por  los  que  en- 
tablan reclamaciones  i  reconocidos  todos  los 
principios  del  derecho,  no  dejarían  de  sacar 
fuerzas,  en  cada  caso  particular,  de  sus  inci- 
dentes especiales,  alegando  que  ellos  en  todo 
ó  en  parte  alteran  la  doctrina  fundamental  i 
hacen  inaplicables  los  principios. 

430.  Hoi  está  jeneralmente  reconocida  la 
irresponsabilidad  del  Gobierno  por  las  conse- 
cuencias perjudiciales  de  los  tumultos  i  conmo- 
ciones civiles ;  éstas  son,  como  mui  bien  dijo 
un  Ministro  de  Chile,  desbordamientos  de 
las  pasiones  ;  accidentes  del  orden  moral,  se- 
mejantes á  los  que  ocurren  en  el  orden  físico  ; 
i  tanta  razón  hai  para  hacer  responsables  á 
los  Gobiernos  de  los  unos  como  de  los  otros. 
De  la  serie  de  precedentes  que  hemos  recor- 
dado, aparece  que  esa  irresponsabilidad  ha 
sido  esplicitamente  reconocida  por  la  Gran 
Bretaña,  Rusia,  Austria*,  Italia,  Estados  Uni- 
dos, España,  é  implícitamente  por  la  Fran- 
cia. 

Las  guerras  civiles  suelen  ser  convulsiones 
periódicas,  enfermedad  endémica  que  trae  su 
oríjen  de  mil  causas  diversas,  aveces  de  los 
antecedentes  históricos  del  país,  i  que  está 
fuera  del  alcance  del  Gobierno  reprimir  en 
un  mpmento  dado ;  ó  son  accidentes  aislados 
debidos  á  causas  sociales  de  pasajera  aunque 
profunda  influencia,  i  en  este  caso,  tampoco 
puede  el  Gobierno  contrarrestar  sietíipre  sus 
efectos  naturales.  Nosotros  estamos  en  el  pri- 
mer caso;  nuestra  Constitución  Política  se 
resiente  mucho  de  esta  llaga ;  i  los  ciudada- 
no* en  sus  proyectos  i  transacciones  de  todo 
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jénero,  no  pocas  veces  hacen  entrar  en  sus 
cálculos  i  esperanzas  el  elemento  de  Jos  tras- 
tornos. 

En  semejante  situación,  no  es  del  resorte 
del  Gobierno  hacer  una  cosa  imposible;  mas 
bien  pertenece  al  estranjero  examinar  ante 
todo  las  condiciones  naturales  del  país  don- 
de va  á  establecerse;  él  debe  i  puede  lle- 
var á  cabo  ese  examen  con  entera  libertad;  i 
8Í  después  de  practicarlo  persiste  en  venir  á 
«uretras  playas,  nosotros  lo  acojemos  como 
hermano ;  lo  tratamos  como  son  tratados  los 
peruanos,  i  no  es  justo  que  él  por  su  parte 
pretenda  mayores  franquicias  i  estraordina- 
rios  privilejios ;  si  nos  acepta,  tiene  que  acep- 
tarnos con  todos  nuestros  defectos,  i  sin  re- 
servarse el  derecho  de  quejarse,  si  después 
resulta  accidentalmente  perjudicado  en  sus 
intereses.  « 

431.  Se  impugnan  estas  consideraciones 
llamándonos  hambres  incultos,  ignorantes  hasta 
de  los  primeros  preceptos  del  Derecho  de  Jen- 
tes.  "No  hai  Nación,"  se  ha  dicho,  "por  po- 
derosa que  sea,  cuyo  código  de  arbitrariedad 
Íroeda  servir  de  norma  á  la  parte  restante  de 
&  familia  humana;  menos  se  puede  formular 
una  mera  compilación  de  Derecho  Internacio- 
nal, tomando  por  base  el  estatuto  de  pueblos 
acostumbrados  á  las  revueltas,  i  que  sancio- 
nen sus  desvíos  por  conveniencia  propia 

El  Perú  como  la  Francia,  Chile  como  la  Me- 
«opotámia,  el  mundo  entero,  pertenecen  á  la 
humanidad,  i  ninguna  de  sus  secciones,  gran- 
de 6  pequeña,  fuerte  ó  débil,  puede  sustraerse 

4  las  leyes  del  sentido. común;  todas  forman 
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parte  de  la  familia  univer^l;  todas  ^eti§ipi^^ 
someterse  á  las  prescripciones  ;d^^qjij4í4ji to- 
das deben  servir  á  todas;  en  una  palabraí(#l 
mundo  de.  los  hombres,  es  una  ^lsocÍékúou  con- 
servadora, para  la  conservación,  i  í^e^d,  4p 
todos."  (1)  ^  "  ^  g  : 

Estas  consideraciones  son  vagas  i  demasia- 
do jenerales.  Es  verdad  que  ninguija  i^aciqu 
puede  elevar  la  arbitrariedad  hasta  ooAst^itiiir- 
la  en  principio  de  Gobierno,  i  mucho  m¡énpe 
de  política  respecto  "á  la  parte  restante  -¿9 
la  familia  humana;"  nadie  tampoco ba  pre* 
tendido  formular  un  nuevo  Derecho  Interna- 
cional, "tomando  por  base  el  estfUfl?to  de  pue- 
blos acostumbrados  á  las  revueltas;"  i  en 
ninguno  de  esos  pueblos  desgraciados,  san- 
ciona la  leí  "sus  desvíos,  por  conveniencia 
propia/'  Al  contrario,  cada  vez  que  se  ha 
tratado  de  rechazar  reclamaciones  fundadas 
en  nuestras  revueltas,  no  se  ha  aducido  nue- 
vos principios  ni  se  ha  pretendido  crear  mxa 
nueva  ciencia ;  ha  bastado  recordar  principios 
antiquísimos  que  ya  estaban  reconocidos  muí 
antes  de  que  comenzase  el  Perú  á  tener  vida 
propia.  Las  demás  consideraciones  citadas  son 
justas,  si  vemos  en*  ellas  el  arranque  de  un 
pecho  j  ene  roso,  el  deseo  laudable  de  una  in- 
telij  encía  liberal,  pero  nó  si  las  tomamos  como 
el  trasunto  verdadero  de  la =  actual  conatitu- 
cion  "del  mundo  de  los  hombres." 

Todas  las  naciones  tienen  que  someterse 
ante  todo,  á  sus  propias  leyes;  solo  cuando 
éstas  callan,  tiene  lugar  la  equidad  que  es 

(1)  tjLfyti  Im  itimyfHtyi  tu  6ud* Amwo^  p»  ff* 
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siempre  de  voluntaria  aplicación.  Si  el  "mun- 
do de  los  hombres1'  estuviese  organizado  co- 
mo se  espresa,  se  convertiría  en  breve  en 
mundo  de  fieras.  En  efecto,  no  hai  casi  dos 
naciones  que  tengan  intereses  idénticos,  pero 
ni  análogos  siquiera.  La  historia  nos  mani- 
fiesta que  en  ninguna  época  han  gozado  todas 
las  naciones  de  igual  grado  de  prosperidad ; 
unas  se  levantan  al  mismo  tiempo  que  otras 
caen,  resultando  de  esta  especie  de  equilibrio 
moral  que  la  civilización  se  ha  concentrado 
en  menos  de  la  tercera  parte  del  mundo.  ¿Có- 
mo se  aplicará,  entonces,  la  máxima  de  "todas 
deben  servir  á  todas/'  plájio  de  la  famosa  fór- 
mula republicana? 

Que  todas  las  naciones  deben  someterse  al 
sentido  común,  ¿quién  lo  niega  ?  Pero  es  el 
caso  que  precisamente  el  sentido  común  exijo 
que  se  reconozca  la  irresponsabilidad  del  jL 
todo  por  perjuicios  causados  en  guerra  civil. 
¿Cómo,  en  efecto,  se  pretendería  justificar  lo 
contrario?  No  por  ser  Gobiernos  dejan  de 
estar  sujetas  las  organizaciones  políticas  á  los 

{>rincipios  filosóficos  sobre  la  imput&bilidád  de 
as  acciones.  Como  compuestos  de  seres  dota- 
dos de  razón  i  libertad,  los  Gobiernos  para 
ser  responsables,  de  un  hecho  deben  haberlo 
realizado  intencional  i  libremente. 

En  una  contienda  civil,  loé  daños  qué  sufran 
nacionales  ó  estranjeros  pueden  ser  inferidos, 
por  los  subalternos  del  Gobierno  que  comba- 
te la  facción  ó  por  los  amotinados  contra 
la  autoridad.  En  el  primer  caso,  los  subalter- 
nos al  debelar  la  revolución  obran  sin  duda 

de  orden  i  con,  autorización  dól  Gobierno  :  pe* 
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ro  esta  orden  i  autorización  están  subordina- 
das á  la  intelij  encía  propia  del  subalterno, 
porque  nadie  por  tener  ese  carácter,  está  pri- 
vado de  su  personalidad  propia ;  no  son  ins- 
trumentos ciegos  sino  empleados  racionales,  i 
si  delinquen  en  el  ejercicio  de  su  comisión,  si 
ordenan  el  saqueo  de  los  domicilios  privados 
ó  cualquier  otro  acto  ilícito  que  ningún  Go- 
bierno ha  autorizado  jamas,  no  es  el  Estado, 
por  cierto,  sino  el  mal  empleado  quien  debe 
satisfacer  la  responsabilidad  criminal  i  civil 
que  de  tales  abusos  resultare.  Esta  responsa- 
bilidad solo  la  comparte  el  Gobierno  cuando 
ordena  espresamente  el  acto  vejatorio,  ó  lo 
ratifica. 

.Ninguno  de  estos  principios  es  nuevo  ni  in- 
ventado por  conveniencia  propia,  como  se  lia 
llegado  á  decir  :  mui  al  contrario,  los  autores 
mas  antiguos  é  ilustres  de  derecho  los  pro- 
fesan, los  reconocen  i  los  asientan  de  un  mo- 
do terminante,  como  vamos  á  verlo. 

432.  "Los  Rejres  i  los  majistrados,"  dice 
Grocio,  que  escribia  en  1624,  "que  no  em- 
plean los  medios  de  que  pueden  i  deben  ser- 
virse para  impedir  los  latrocinios  i  piraterías, 
son  responsables  de  su  neglijencia  á  este  res- 
pecto. Por  este  motivo,  los  de  la  isla  de  Scy- 
ros  fueron  en  otro  tiempo  condenados  por 
las  Amfictiones.  Me  acuerdo,  ahora,  de  un  ca- 
so particular  que  dio  mérito  en  mi  patria  á 
una  cuestión  sobre  este  asunto.  Los  Estados 
de  Holandia  i  de  Westfride  habian  dado  co- 
misiones ó  patentes  íi  muchos  corsarios,  algu- 
nos de  los  cuales  hicieron  presas  sobre  nues- 
tros propios  amigos  ¡  después  ele  h  <¿ual  aban* 
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donaron  el  país  i  se  pusieron  á  recorrer  los 
-  mares  sin  querer  volver,  aunque  se  les  inti- 
mó que  lo  hicieran.  Se  trataba,  pues,  de  sa- 
ber si  los  Estado3  eran  responsables  de  los 
hechos  de  estos  corsarios,  ya  por  haber  em- 
pleado en  su  servicio  á  hombres  malvados,  ó 
ya  por  no  haberles  exijido  una  fianza  -al  en- 
cargarles esa  comisión.  Mi  parecer  en  esta 
cuestión  fué  que  los  Estados  no  eran  obligados 
á  otra  cosa  que  á  castigar  á  los  culpables  ó  á 
entregarlos,  si  se  les  pudiese  aprehender,  ó  fi- 
nalmente, á  hacer  del  modo  posible,  justicia  á 
los  interesados  sobóle  los  bienes  de  los  piratas. 
Ved  aquí,  los  fundamentos  en  que  tne  apoya- 
ba. Los  Estados,  decia  yo,  no  han  sido  la  causa 
de  estas  injustas  piraterías  i  tampoco  han  te- 
nido en  ellas  parte  alguna.  Bien  Jejos  de  eso, 
ellos  han  prohibido  por  especiales  ordenanzas 
inferir  males  á  nuestros  amigos." 

"No  estaban,  por  otra  parte,  obligados  en 
manera  alguna  á  exijir  fianza  á  los  corsarios, 
puesto  que  ellos  podían  sii>  dar  ninguna  comi- 
sión espresa,  permitir  á  todos  sus  vasallos  que 
dañasen  i  tomasen  los  bienes  del  enemigo,  co- 
mo se  ha  hecho  otras  veces.  I  el  permiso  que 
han  concedido  k  estos  corsarios  no  ha  sido  cau- 
sa de  los  daños  que  lian  ocasionado  á  nuestros 
aliados,  puesto  que  todo  particular  puede, 
aún  sin  tal  permiso,  armar  buques  i  hacerse 
á  la  mar.  No  era  posible  por  otra  parte  pre- 
sumir que  estos  corsarios  hubiesen  de  8er 
después  unos  bribones.  No  hai  medio  de  to- 
rnar en  todas  las  cosas  tan  buenas  precaucio- 
nes ni  siempre  es  posible  servirse  solamente 
de  j  entes  honradas ;  de  otro  modo  no  se  po« 
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.  dria  levantar  ejércitos.  Cuando  las  tropas  ele 
un.  príncipe,  sea  por  mar  ó  por  tierra,  i  contra 
su  mandato  han  hecho  algún  daño  á  sus  ami- 
gos, el  príncipe  no  es  responsable  de  ello ;  como 
parece  que  ha  sido  reconocido  en  Inglaterra 
i  en   Francia.  Si  hai  responsabilidad  por  los 
hechos  de   las  personas  que  tiene  uno  á  su 
servicio,   aunque  uno  no  haya  contribuido  á 
ello  por  su  falta,  esto  no  se  determina   así 
por  el  Derecho  de   Jentes  sino  por  el  Dere- 
-  cho  Civil,  i  aún  esa  misma  regla  por  Derecho 
Civil   no  es  jeneral,  pues  solo  se  observa  con 
el  patrón  de  la  nave  i  algunas  otras  clases  de 
personas,  respecto  de  las  cuales  se  han  arre- 
glado así  las  cosas  por  razones  particulares. 
Ved  aquí,  pues,  como  discurría  yo  entonces, 
i  así  filó  juzgado  el  caso  en  la  Corte  Soberana 
de  Holanda,  de  Zelanda  i  de  Frisia,  contra 
la  solicitud  de  algunos   ciudadanos  de  Pome- 
rania,  en  el  cual  se  declaró  que  se  seguía  la 
misma  regla  i  principio   aplicado,  doscientos 
años  antes,  en  un  caso  semejante/'  (1) 

433.  Vattel,  después  de  sentar  el  principio 
jeneral  que  ningún  Estado  debe  consentir  que 
se  maltrate  en  ninguna  parte  á  sus  ciudada- 
nos, añade  :  "Sin  embargo,  como  es  imposible 
al  Estado  mejor  organizado,  al  Soberano  mas 
vijilante  i  mas  absoluto,  moderar  á  su  volun- 
tad todas  las  acciones  de  sus  subditos  i  conte- 
nerlos en  toda  ocasión  en  la  mas  estricta  obe- 
diencia, seria  injusto  imputar  á  la  Nación  ó  al 
Soberano  todas  las  faltas  de  los  ciudadanos. 
No  se  puede,  pues,  decir  en  jeneral  que  se  ha 
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recibido  injuria  de  una  nación,  poiqué  se  la^ 
haya  recibido  de  alguno  de  sus  miembros."     r> 

"Mas  si  la  Nación  ó  su  conductor  aprueba 
i  ratifica  el  hecho  del  ciudadano,  lo  hace  su- 
yo, i  el  ofendido  debe  entonces  mirar  al  Esta- 
do como  verdadero  autor  de  una  injuria  de 
qtte  tal  vez  el  ciudadano  no  fué  mas  que  ins- 
trumento.  I  puesto   que  un  Soberano 

no  debe  tolerar  que  sus  subditos  molesten  á  • 
los  subditos  de  otro,  les  infieran  injuria,  i 
mucho  menos  que  ofendan  audazmente  á  las 
potencias  estranjeras,  debe  obligar  al  culpable 
á  reparar  el  daño  ó  la  injuria  si  esto  es  posi- 
ble, ó  castigarlo  ejemplarmente,  ó  en  fin, 
según  el  caso  i  las  circunstancias,  entregarlo 
al  Estado  ofendido  para  que  se  haga  justi- 
cia  " 


"El  Soberano  que  rehusa  hacer  reparar  el 
daño  causado  por  sus  subditos  ó  castigar  al  ' 
culpable,  ó  en  fin,  entregarlo,  se  constituye 
en  cierto  modo  cómplice  de  la  injuria  i  se 
hace  responsable  de  ella.  Mas,  si  entiba  ó 
los  bienes  del  culpable  en  indemnización,  en 
los  casos  susceptibles  de  esta  reparación,  ó 
la  persona  para  que  sufra  la  pena  de  su  cri- 
men, el  ofendido  no  tiene  mas  que  eocijir.  (1) 

434.  Eluber  se  espresa  así :  "Los  derechos 
de  los  Estados  son  vulnerados  lo  mismo  que 
los  individuales,  directa  ó  indirectamente.  Lo 
son  directamente,  si  el  perjuicio  ha  sido  infe- 
rido al  cuerpo  del  Estado;  indirectamente, 
si  lo  ha  sido  á  algunos  individuos  subditos 
del  Estado  ;  siempre  que  el  otro  Estado,  como 

(1)  Vattel,  Droit  des  Gens,  1.  2.  c.  6.* 
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tal  haya  tomado  parte  en  la  acción  perjudi- 
cial" (1) 

485.  HeSler  dice  :  "En  el  caso  de  ofensas 
cometidas  contra  un  Estado  ó  sus  subditos, 
sed  por  un  particular  ó  por  el  Ájente  de  un 
Gobierno  estranjero,  sin  la  aprobación  de  es- 
te  último,  es  necesario  distinguir,  si  se  han 
cometido  en  su  propio  territorio  ó  fuera  de 
él.  En  el  primer  caso,  quedan  sujetos  á  la 
aplicación  da  las  leyes  penales  i  diferido  su 
conocimiento  á  los  tribunales  de  eso  país, 
siempre  que  el  culpable  baya  continuado  vi- 
viendo en  el  ó  haya  sido  aprehendido. " 

436.  Bello  adopta  los  principios  de  todos 
los  publicistas.  "Si  el  Estado,"  dice,  "instiga, 
aprueba  ó  tolera  los  actos  do  injusticia  ó  vio- 
lencia de  sus  subditos  contra  los  estraujeros, 
los  hace  verdaderamente  suyos  i  se  constituye 
responsable  de  ellos  para  con  las  otras  na- 
ciones." (2) 

437.  Rutherfortíi,  en  fin,   en  su  erudita 
obra,  Institutes  of  natural  Law,  hace  las  si-^ 
guientes  observaciones : 

"La  leí  de  las  naciones  no  supone  que  una, 
sociedad  civil  deba  necesariamente  ser  ins- 
trumento principal  ó  accesorio  en  todos  los 
actos  ejecutados  por  algunos  desús  miembros. 
Porque  esta  lei,  al  pa30  que  considera  á  los 
diversos  miembros  como  parto  del  cuerpo  co- 
lectivo no  supone  que  cada  miembro  no  tenga 
voluntad  propia  ó  sea  incapaz  de  obrar  por 
sí  mismo,  sin  la  orden  ó  consentimiento  de  ese 


(1)  Kluber,  Droit  dea  Gens  Moderne  de  TEurope  §  231, 

(2)  Derecho  de  Jente*.  p.  I,  *  o.  5.°  §  7,* 
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cuerpo.  Pero,  aunque  una  nación  no  sea,  ne- 
cesariamente, instrumento  accesorio   de  todas 
las  injurias  hechas  por  algunos  de  sus  miem- 
bros, sea  al  cuerpo  jeneral  ó  á  los  miembros 
particulares  de  otras  naciones,  con  todo,  pue- 
de hacerse  instrumento  accesorio,  sea  por  con- 
veniencia  en  la  injuria  mientras  es  cometida 
i  por  negligencia  en  impedirla,  ó  protegiendo  á 
aquellos  que  han  hecho  la  injuria  contra  las 
justas  demandas   de  los  que  la  han  sufrido. 
Por  medio,  pues,  de  esa  connivencia  ó  esa 
protección,  una  sociedad  so  hace  responsable 
de  los  crímenes  ó  faltas  de  sus  miembros.  En- 
tre los  individuos,  las  faltas  de  los  sirvientes, 
en  muchos  caaos,  pueden  imputarse  al  amo 
porque  ellos  están  bajo  su  autoridad  i  Je  co- 
rresponde tener  cuidado  de  que  no    se  con- 
duzcan mal.  I   por  lo  mismos  principios  la 
neglijencia  de   una  nación   en  no  impedir  á 
sus  subditos   que  cometan  ofensas,  hará  íl  la 
nación   partícipe   en  su   ofensa ;    porque   la 
nación,  desde  que  ellos  están  bajo  sujuris- 
discion,   está    obligada  á  tener   cuidado   de 
que  no   hagan  daño   al  resto  del  jónero  hu- 
mano.  Pero  esa  negligencia   no  hace  á  una 
nación  participe  de  los  actos  de  subditos  que 
están  en  estado  de  rebelión  i  que  han  renun- 
ciado á  su  obediencia,  ó  que  no  están  dentro 
de  sus  territorios,  porque  en  e?tas  circunstan- 
cias, los  sitbditoSt  sean  lo  que  fueren  de  dere- 
cha, no  están  bajo  su  jurisdicion  de  hecho" 

"La  lni  natural,  por  lo  que  respecta  á  las 
sociedades  civiles  i  en  cuanto  se  llama  lei  de 
las  naciones,  es  algo  diferente  en  esta  mate- 
jria  do  la  mÍ3ma  lei  en  lo  que  respecta  á  I09 
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individuos.  Lob  sirvientes  están  comunmente 
bajo  la  vista  de  su  amo,  de  manera  que  tiene 
constantes  oportunidades  de  saber  lo  que 
ellos  hacen ;  mientras  que  los  subditos  no 
están  tan  inmediatamente  bajo  la  vista  de  la 
sociedad,  esto  es  de  los  Gobernantes  civiles 
que  obran  por  ella,  i  de  consiguiente  muchas 
cosas  que  son  hechas  por  sus  subditos  pue- 
den escapar  á  su  conocimiento.  Ahora  la  re- 
gla jeneral  de  la  lei  es,  que  ninguna  persona, 
sea  individual  ó  colectiva,  puede  por  medio 
de  alguna,  neglijencia  en  impedir  la  falta  de 
otro,  ser  partícipe  de  la  falta,  á  menos  que 
esté  obligada  á  impedirla  i  supiese  igualmen- 
te que  la  falta  se  cometía ;  pues  aún  cuando 
ella  pudiese  por  otros  motivos  estar  en  la 
obligación  jeneral  de  impedirla,  con  todo,  si 
no  hubiese  tenido  noticia  de  ella,  no  podia 
en  este  caso  particular  estar  en  semejante 
obligacion;  porque  no  se  estiende  la  obliga- 
ción de  nadie  mas  allá  de  su  conocimiento. 
De  aquí  se  sigue  que  la  misma  lei  natural 
que  imputa  al  amo  todas  las  faltas  de  los 
esclavos,  solo  imputará  á  una  nación  oque- 
lias  faltas  de  los  subditos  que  fuesen  dema- 
siado frecuentes  ó  demasiado  notorias  para 
escapar  del  conocimiento  del  público." 

"Después  que  una  injuria  ha  sido  come- 
tida, una  nación,  protejiendo  al  ofensor  con- 
tra aquellos  que  tienen  derecho  para  exi- 
jir  reparación  de  daños  ó  para  injlijir  el  » 
castigo  á  fin  de  frustrar  su  derecho,  se  hace 
partícipe  de  la  injuria."  (1) 


(1)  Institutos  «f  Natural  lawa  L  2.  cap.  9.  §  12. 
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438.  Quede,  pues,  reconocido  que  un  Go- 
bierno no  es  responsable  de  los  abusos  de 
sus  subalternos,  cuando  no  los  aprueba  i  ra- 
tifica. 

Tan  evidente  como  éste,  es  el  otro  prin- 
cipio en  virtud  del  cual,  ningún  Gobierno 
esti  obligado  á  responder  de  los  actos  de 
aquellos  individuos  que  hacen  armas  contra 
la  autoridad  pública,  levantando  el  están* 
¡darte  de  la  rebelión.  No  hai  razón  alguna 
jurídica  contra  este  principio.  Esos  ciuda- 
danos están  separados  voluntariamente  de  la 
influencia  i  del  poder  del  Estado;  su  exis- 
tencia misma  es  un  crimen  que  el  Estado 
persigue  para  afirmar  su  propia  seguridad; 
lejos  de  ser  cómplice  de  esos  desmanes,  todas 
las  fuerzas  sociales  las  emplea  para  repri- 
mirlos, i  seria  violar  todo  principio  de  jus- 
ticia, alterar  toda  la  idea  del  derecho,  pre- 
tender establecer  la  responsabilidad  pública 
en  semejantes   casos. 

Respecto  de  las  otras  naciones,  esos  ma- 
los ciudadanos  no  son  un  cuerpo  constituido, 
no  forman  una  nación  i  por  lo  mismo  no 
puede  suponérseles  derechos  i  obligaciones 
de  tal.  Solamente  cuando  la  rebelión  ha 
asumido  las  proporciones  de  una  revolución 
social,  cuando  habiéndose  apoderado  de  la 
mayor  parte  del  territorio  ha  sido  ademas  de- 
bidamente reconocida  como  belij  erante,  pue- 
den tal  vez  sus  actos  llegar  á  afectar  al 
Estado,  si  llega  á  convertirse  en  el  único 
Gobierno  del  país ;  i  aún  entonces  queda- 
ría espedito  el  derecho,  no  de  aceptar  esos 
actos,  sino  de  exijir  que  se  hiciese  respon* 
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sabios  de  ellos  á  los  individuos  que  los  come- 
tieron. 

439.  Después  de  todo  lo  dicho,  puede  juz- 
garse él  mérito  de  los  argumentos  formu- 
lados frecuentemente  para  fundar  las  recla- 
maciones diplomáticas,  por  daños  inferidos  á, 
estranjeros  en  nuestras  revueltas  políticas. 
Como  no  queremos  recordar  algunos  de  esos 
argumentos  arbitrariamente,  los  tomamos  de 
documentos  oficiales  i  empleamos  el  mismo 
lenguaje  de  sus  autores 

Un  tribunal  da  arbitros,  fallando  favora- 
blemente una  de  esas  reclamaciones,  decía 
después  de  analizar  el  grado  de  prueba  que 
arrojaban  los  documeutos  presentados,  lo  si- 
guiente :  "Sobro  nstas  bases,  el  tribunal  con- 
sidera, 1.°  Que  siendo  la  misión  principal  i 
quizas  la  única  de  los  Gobiernos  mantener  el 
go^e  de  los  derechos  individuales  á  todos  los 
habitantes  del  Estado,  sean  nacionales  ó  es- 
tranjeros, no  puede  desatender  jamas  el  de  la 
propiedad  que  e*  uno  de  los  mas  culminantes: 
2.°  Que  la  entidad  moral  llamada  Gobierno 
es  solidaria  en  la  representación  de  la  sobera- 
nía popular,  de  manera  que  cada  majistrado  ó 
funcionario  público,  en  la  esfera  de  su  poder, 
ejerce  lañarte  correspondiente  á  la  delegación 
de  aqualla  soberanía;  3.°  Que  así  como  los 
individuos  están  sometidos  á  las  leyes  del  país 
en  que  residan,  así  también  tienen  derecho  á 
la  protección  de  las  «autoridades;  4.°  Que  ma- 
yor deb^  ser  este  respecto  de  los  estranjeros, 
por  el  principio  do  consideración  i  reciproci- 
dad que  el  Derecho  do  Jontes  ha  establecido 
en  el  trato  de  las  nacional  para  afianzar  su 
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personalidad  política ;  5?  Que  en  casos  co- 
mo el  presente,  el  agravio  no  ha  sido  infe- 
rido por  particulares,  sino  por  empleados  que 
ejercian  la  autoridad  superior,  civil  i  militar 
de  una  provincia,  en  cuyo  evento,  el  Go- 
bierno nacional  asume  la  responsabilidad, 
porque  es  de  su  deber  asegurar  á  cada  uno 
su  derecho  por  medio  de  ajenies  que  cum- 
plan i  obedezcan  los  dictados  do  la  moral  1 
de  las  leyes."  (1) 

Ignorancia  de  la  ciencia  Constitucional, 
ignorancia  del  Derecho  Internacional,  erro- 
res crasos  acerca  de  los  principios  que  de- 
ben reglar  las  relaciones  entie  el  Gobierno 
i  los  gobernados,  hé  allí  lo  quo  salta  á  la 
vista  sin  necesidad  del  menor  examen  en 
este  cúmulo  de  palabras. 

En  efecto,  la  primera  consideración  con- 
signa en  términos  jenerales  un  principio  in- 
concuso, cuya  invocación  nada  prueba  i  que 
jamas  ha  sido  puesto  en  duda  ni  en  el  Pe- 
rú ni  en  ninguna  otra  parte.  El  Gobierno, 
cierto  es,  está  obligado  á  asegurar  el  ejer- 
cicio del  derecho ;  su  objeto  es  ese,  pero  lo 
debe  llenar  i  lo  llena,  no  como  lo  entienden 
algunos,  saliendo  al  frente,  responsable  de 
toda  lesión,  é  indemnizando  á  todos  los  qué 
por  cualquier  motivo  la  ha}ran  sufrido.  El 
Gobierno  asegura  el  ejercicio  del  derecho, 
garantizando  conforme  á  las  loyes  la  repa- 
ración de  los  ataques  que  al  derecha  se  in- 
fieran ;   haciendo  efectiva  la  responsabilidad 

(1)  "Primer  lanío  arbitral,  en  la  cuestión  T>nsh*w  Herma- 
nos, suscrito  por  los  señores  Tomas  R,  EUlredge,  Próspero  P, 
Gamba  i  Federico  ¿lanort, 
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civil  i  criminal  de  todo  individuo,  i  este  so- 
lo objeto  tiene  en  el  Perú  todo  un  Poder 
público. 

La  segunda  consideración  no  es  mas  acep- 
table ;  i  en  efecto,  por  lo  mismo  que  "cada  ma- 
jistrado  ó  funcionario  público  ejerce  la  parte  * 
correspondiente  á  la  delegación  de  la  Sobera- 
nea, en  la  esfera  de  su  poder,"  todos  loé  actos 
de  los  funcionarios  subalternos  están  sujetos . 
á  la  aprobación  ó  desaprobación  de  los  Supe- 
riores. Un  prefecto  ejerée  su  poder  en  un  de- 
partamento ;  esa  es  su  esfera  i  por  lo  mismo, 
puede  aprobar  ó  desaprobar  los  actos  de  to- 
dos los  sub-prefectos  que  están  dentro  de  esa 
esfera,  lo  mismo  que  sucede  respecto  de  los 
actos  de  tedos  los  prefectos  al  Presidente, 
cuya  esfera  de  acción  es  la  República  entera. 
Si  aceptásemos  las  palabras  que  hemos  cita- 
do i  que  estamos  comentando,  en  el  sentido 
que  desean  sus  autores,  habría  necesidad  de 
convenir  en  la  inalterabilidad,  en  la  fatal 
consistencia  de  los  actos  de  las  autoridades 
todas,  cualquiera  que  sea  su  rango  ó  su  pues- 
to en  la  jerarquía  administrativa. 

Admitiendo  desde  luego  que  todos  tienen 
derecho  á  la  protección  de  las  autoridades, 
principio  consignado  en  la  tercera  considera- 
ción, no  podemos  hacer  otro  tanto  con  el  es- 
presado en  la  siguiente.  Después  de  mil  es- 
fuerzos para  interpretar  palabras  acumuladas 
sin  discernimiento,  lo  que  han  querido  decir 
sus  autores,  si  no  nos  equivocamos,  es  que  los 
estranjeros  merecen  mayor  protección,  mas  es- 
quisitas  consideraciones  que  los  naturales  del 
país.  Este  principio  lejos  de  ser  profesado  por 
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los  publicistas,  es  rechazado  por  todos  con 
.admirable  unanimidad.  El  estranjero  no  debe 
ni  puede  ser  tratado  sino  como  el  ciudadano, 
i  mas  aún,  tiene  este  último  ciertos  derechos, 
que*  aquel  no  puede  ni  debe  gozar  en  ninguna 
parte.  Asi  lo  dice  "Wátel,  (1)  Kluber,  (2) 
Wheaton,  (3)  Martens,  (4)  Phillimore,  (5) 
Bello,  (6)  Polson,  (7)  i  todos  los  otros  pu- 
blicistas conocidos,  ya  en  obras  fundamen- 
tales, ya  en  notas  á  los  trabajos  de  otros 
escritores.  (8)  Es  una  novedad,  pues,  en  la 
ciencia  la  que  quieren  establecer  aquellos 
yie  formulan  como  principio  que  el  estran- 
jero debe  gozar  mayor  respeto  i  mas  esqui- 
sitas  consideraciones  que  Iqs  naturales,  i  no 
se  comprende  lo  que  quieren  decir,  al  fun- 
dar esta  novedad,  en  "el  principio  de  consi- 
deración i  reciprocidad  que  el  Derecho  de 
Jcntes  ha  establecido  en  el  trato  de  las  na- 
ciones, para  afianzar  su  'personalidad  polí- 
tica" 

Llegamos  á  la  última  i  mas  monstruosa  de 
las  consideraciones  con  que  se  pretende  iusti- 
ficar  la  respetabilidad  del  Gobierno  por  to- 


(1)  Droit  des  Gens  lib.  II,  a  8,  §  104.  H¿  aquí  bus  pala- 
ncas: "Des  qu'il  (le  Smcverain)  les  (les  htrangert)  regoit,  il  s'en- 
gageá  les  proteger  commk  bbs  propres  su jkts,  á  les  faire 
jouir,  autajít  qu'il  dépend  de  luí,  (Tuna  entiére  sureté. 

(2)  Droit  de  Gens  moderno  de  l'Europe.  2.  *  parte,  c.  IL 
{§  54,58.  ' 

Í3)  Droit  InternationaL  Parte  2.  *   a  II. 

(4)  Precia  da  Droit  des  Gens.  Lib.  III,  e.  III. 

[5)  International  Law.  P.  5,  c.  II. 


'% 

(5)  International  Law.  P.  5,  c.  II. 

(6)  Principio  de  Derecho  de  Jentes,  parte  1.  *,  c.  5*,  §  7. 

(7)  Law  oí  Nations.  sea  5.  * ,  ii.  V. 

(8)  Asi  lo  hacen,  por  ejemplo,  Pinheiro-Ferreira  «n  mu 
notas  á  Mjrtcpa  i  a  vattel  i  C,  Ye*g&. 
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dos  los  actos  cometidos  por  sus  ajentes  subal- 
ternos. Se  dice,  "es  el  deber  del  Gobierno 
asegurar  á  cada  uno  su  derecho,  por  medio  do 
ajentes  que  cumplan  i  obedezcan  los  dictados 
de  la  moral  i  de  las  leyes,  luego,  cuando  esos 
ajentes  olvidan  esos  dictados,  es  el  Gobierno 
Supremo  el  qué  debe  asumir  la  responsabili- 
dad. "  De  este  modo,  partiendo  de  una  idea 
errónea  sobre  administración  pública,  se  llega 
al  absurdo  de  constituir  al  Gobierno  en  ase- 
gurador de  la  conducta  de  todos  sus  ajentes. 
Tratándose  de  seres  intelijentes  i  libres,  ya  lo 
liemos  dicho,  no  puede  haber  imputación  sino 
cuando  el  acto  imputado  ha  ido  acompañado 
de  conocimiento  i  libertad,  ya  sean  esos  seres, 
individuos  ó- Gobiernos. 

Recordemos  aquí  lo  que  decia  un  Ministro 
de  Chile,  rechazando  el  principio  que  veni* 
naos  combíitiendo.  .  ■ 

"La  condición  de  empleado  no  despoja  de 
la  personalidad  ni  menos  convierte  á  un  hom- 
bre en  instrumento.  Llamado  á  ejercer  una 
parte  mas  ó  menos  importante  de  la  autori- 
dad pública,  el  empleado  lo  está  también  á 
aplicar  su  intelijencia  i  su  voluntad  al  de- 
sempeño de  sus  funciones,  quedándole  el  mé* 
rito  de  lo  bueno  que  hiciere,  así  como  la  ple- 
na responsabilidad  de  las  faltas  ó  excesos 
fque  cometiere.  Si  lo  espuesto  es  cierto,  je- 
neralmente  hablando,  lo  es  mucho  mas  cuan- 
do se  trata  de  países  rejidos  por  Gobiernos 
representativos.  En  estos  menos  que  en  nin- 
gún otro  puede  mirarse  al  empleado  públi- 
co como  simple  ájente  del  Gobierno.  Su 
mandato  nace  de  la  lei  misma  que  le  confie- 
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re  facultades  i  le  impone  debere3  ;  i  si  ella  le 
señala  el  rumbo  que  debe  seguir,  no  le  priva, 
sin  embargo,  de  su  libertad  de  acción." 

"Cabalmente,  es  una  de  las  ventajas  del 
réjimeu  representativo  el  que  haga  á  cada 
empleado  responsable  personalmente  de  su 
conducta,  pues  de  esta  manera  ha  dado  ma- 
yores i  mas  eficaces  garantías  á  la  buena  ad- 
ministración i  gobierno.  Lo  que  justamente 
podia  exijirse  i  lo  que  está  prescrito  es  que  el 
Gobierno  vijile  porque  los  diversos  emplea- 
dos llenen  sus  deberes,  i  que  reprima  i  haga 
juzgar  i  castigar  á  los  que  á  ello  faltaren.  Ni 
habría  país  alguno  que  un  orden  do  cosas  di- 
versas aceptase.  Por  mas  que  un  Gobierno 
desplegue  celo  i  prudencia  en  la  elección  de 
empleados,  imposible  es  que  no  padezca  equi- 
vocaciones sin  culpa  de  su  parte;  imposible 
es  que  por  mas  que  se  esfuerze  en  proveer  con 
acierto  los  diversos  cargos  públicos,  haya  para 
ellos  personas  que  no  estén  sujetas  á  las  debi- 
lidades inherentes  á  la  condición  humana, 
Si  tratándose  de  empleados  de  elevada  cate- 
goría la  responsabilidad  del  Gobierno  no  pre- 
senta tan  graves  inconvenientes,  éstos  suben 
de  grado,  &  medida  que  sfe  desciende  en  la  es- 
cala de  empleados,  liaste  aparecer  temeraria 
i  aún  absurda." 

440.  Por  inconcusos  que  sean  los  princi- 
pios que  hasta  aquí  llevamos  enumerados,  por  j 
poderosos  los  precedentes  que*  hemos  recorda- 
do, en  el  Perú  casi  siempre  se  han  olvidado 
los  unos  i  contrariado  los  otros,  para  exijir 
fuertes  sumas  de  dinero  como  indemnización 

de  perjuicios  ocasionados  eu  contiendas  civi^ 


I 


672  RECLAMACIONES 


les  ó  á  consecuencia  de  ellas.  Unas  veoes, 
fundándose  en  circunstancias  accidentales, 
otras  invocando  sin  embozo  la  responsabi- 
lidad del  Estado,  el  resultado  ha  sido  siempre 
el  mismo,  i  hemos  tenido  que  doblegamos 
ante  el  poder  de  los  cañones  estranjeros,  pa- 
gando el  tributo  de  nuestra  debilidad  nacio- 
nal, abandonando  nuestros  derechos  i  con  ellos 
los  fueros  de  la  justicia. 

441.  Tenemos  á  la  vista  un  cuadro  (1)  que 
manifiesta  las  propiedades  británicas  que  de- 
positadas en  la  Aduana  del  Callao,  fueron 
saqueadas  durante  conmociones  militares  i  ci- 
viles desde  1835  á  1839;  el  valor  de  ellas  as- 
ciende á  $  79,760 ;  de  esta  suma,  se  habia 
reconocido  en  1839,  $  39,757,  i  pagado 
$  15,525-4;  restando  aún  por  reconocerse,  co- 
mo probablemente  lo  fueron,  $  40,003. 

Al  examinar  la  correspondencia  diplomáti- 
ca relativa  á  estas  propiedades,  causa  dolor 
ver  las  teorías  tan  erróneas  como  perjudiciales 
para  el  país,  que  no  vacilan  en  asentar  el  Ho- 
norable Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  B. 
en  Lima,  i  mas  aún  la  indiferencia  con  que 
aparecen  miradas  por  las  autoridades  supn- 
mas  de  la  Nación. 

Gon  fecha  24  de  'Febrero  de  1835,  decia  el 
Honorable  señor  Hinton  Wilson  contestando 
un  despacho  del  Gobierno  Peruano,  que  habia 
"recibido  órdenes  espresas  de  su  Gobierno  pa- 
ra declarar  del  modo  mas  formal,  que  la  Gran 


(l)  t)octímea£os  relativos  á  reclamos  al  Gobierno  del  Peni 
sobre  propiedades  británicas  tomadas  por  autoridades  perú*» 
pas>  etc— JLáawu  1940, 


fJ  O-U ..',  -..,_!»..>.  ^.Irtwgsgegpt 
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Bretaña  hará  á  la  Nación  Peruana  responsa- 
ble por  todas  las  pérdidas  que  pufran  las  pro- 
piedades británicas,  durante  diferencias  intes- 
tinas entre  partidos  opuestos  en  el  Perú  ;  "que 
"la  Gran  Bretaña  era  estraña  á  esa  disensio- 
nes i  no  podia  entrar  en  el  examen  del  mérito 
de  tales  querellas  domésticas,  pero  que  ella 
esperaba  que  las  propiedades  británicas  serian 
respetadas,  i  declaraba  que  si  alguna  parte  de 
la  Nación  Peruana  violase  estas  propiedades, 
la  Nación  Peruana  seria  competida  á  hacer 
la  mas  estensa  reparación." 

Al  año  siguiente,  decia  el  mismo  Diplomá- 
tico en   13  de  Octubre :  "El  .Gobierno  de  S. 
M.  B.  no  puede  permitir  que  los  intereses  de 
los  subditos  británicos  sean  espuestos  á  peli- 
gros, sus  personas  i  propiedades  sujetas  á  ul- 
traje, sin  exijir  del  Gobierno,  del  Perú  aque- 
lla protección  á  que  son  acreedores  todos  los 
estranjeros  conforme  á  la  lei  común  de  las 
naciones,  mientras  se  conduzcan  pacificamente 
i  se  abstengan  de  entrometerse  en  la?  disen- 
siones de  partido  en  el  Estado  en  que.  residen. 
El  infrascrito,  por  lo  mismo,  está  instruido 
para  declarar  terminantemente  al  Gobierno 
del  Perú,  que  el  de  S.  M.  hará  responsable  á 
la  Nadan  Peruana,   bajo  cualquier  partido 
i  forma  que  sea  administrado  su  Gobierno,  por 
la  seguridad  de  los  subditos  británicos  i  pro- 
piedades británicas,  dentro  del  territorio  Pe- 
ruano," 

442.  En  1838,  existían  algunas  mercaderías 
británicas  depositadas  en  la  fortaleza  deL  Ca- 
llao, la  cual  habiendo  caido  en  poder  de  los 
facciosos,  fué  sitiada  por  las  tropas  deLGq* 
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bierno.  En  esta  emerjencia,  se  espidió  4  ins- 
tancias del  Honorable  Encargado  de  Negocios 
de  S.  M.  B.  un  decreto  fijando  un  término 
perentorio  para  que  fuesen  extraídas  con  se- 
guridad esas  mercaderías.  Este  acto  Jejos  de 
satisfacer  como  pudiera  creerse,  el  celo  del 
Honorable  W.  Hinton  Wilson,  lo  excitó ;  ha- 
biendo dirijido  al  Gobierno  una  nota  en  la 
que  adelantaba  en  toda  su  desnudez  el  prin- 
cipio favorito  de  los  que  quieren  que  el  Esta- 
do sea  responsable  de  todos  los  perjuicios  que 
el  estranjero  pueda  sufrir  en  su  persona  ó 
•propiedades,  durante  su  residencia  en  el  país. 
En  ese  despacho  (Setiembre  1.?  de  1838), 
decia  el  Honorable  señor  Wilson,  lo  si- 
guiente : 

"Es  el  deber  del  infrascrito  declarar  for- 
malmente, que  ni  la  publicación  de  ese  decre- 
to, ni  la  de  ningún  otro,  será  considerado  por 
el  Gobierno  de  S.  M.  B.  como  absolviendo 
en  el  menor  grado  á  la  Nación  Peruana,  bajo 
cualquiera  forma  ó  partido  que  sea  adminis- 
trado su  Gobierno,  de  la  responsabilidad  en 
que  está  de  hacer  entera  reparación  por  todas 
las  pérdidas  que  sufran  las  propiedades  britá- 
nicas en  el  Callao  ó  en  cualquiera  otra  parte 
del  Perú,  durante  las  disensiones  domésticas 
de  partidos  opuestos,  en  el  examen  del  mérito 
de  cuyas  diferencias  no  puede  la  Gran  Breta- 
ña entrar.  Quizas,  en  ninguna  época  ni  en 
ningún  país  ha  ocurrido  un  caso  que  demues- 
tre con  mas  fuerza  la  necesidad,  justicia  i 
sabiduría  de  este  principio  reconocido  ¿  incon- 
trovertible de  la  lei  de  las  Naciones,  ó  que  exi- 
ja mas  urgentemente  su  estricta  aplicación!  que 
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el  actual  estado  político  del  Perú,  cuando  no 
existen  menos  de  tres  Gobiernos  én  el  Esta- 
do del  Norte,  ocupando  cada  uno  de  ellos  par- 
te del  territorio,  donde  ejercen  su  autoridad, 
sostenidos  por  grandes  fuerzas  militares,  sien- 
do ademas  una  de  estas  fuerzas  estranjera, 
lo  que  complica  aún  mas  la  posición  de  los 
neutrales." 

* 'Todos  se  presentan  como  el  Gobierno  le- 
jítimo  del  país ;  si,  por  tanto,  la  Nación  Pe- 
ruana, in  solidum,  no  fuese,  conforme  á  las 
leyes  internacionales,  responsable  de  todas  las 
pérdidas  que  sufran  las  propiedades  neutrales 
durante  las  luchas  interiores  de  los  partidos 
opuestos,  estas  propiedades  se  hallarían  es- 
puestas á  ser  la  presa  de  todos,  i  sus  dueños 
neutrales,  con  el  objeto  de  defenderlas,  se 
verian  forzados  á,  violar  su  neutralidad  adhi- 
riéndose á  uno  de  estos  partidos,  buscando 
naturalmente  el  mas  fuerte,  con  la  esperanza 
de  recuperar  al  menos  el  pago  de  aquella  par- 
te de  estas  propiedades  que  hubiese  caido  en 
sus  manos ;  i  de  esto  nacería  tanta  confusión 
é  injusticia  que  impediría  toda  relación  inter- 
nacional ó  de  comercio  entre  paises  amigos/' 
Concluia  el  Honorable  señor  Wilson,  afir- 
mando  que  "el  principio  asentado  por  la  de- 
claración británica  está  tan  fundado  sobre 
las  bases  eternas  de  la  justicia,  como  sobre 
los  intereses  bien  considerados  de  las  nacio- 
nes." 


En  contestación  á  esta  grave  comunicación, 
el  Gobierno  del  Perú  se  limitó  á  observar 
que  las  mercaderías  británicas   habian   sido 

depositadas  en  la  fortaleza  del  Callao  de  <fr« 
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den  de  un  poder  usurpador,  i  que  éste  i  no  el 
Gobierno  de  la  República,  era  el  que  amena- 
zaba la  seguridad  de  «sos  efectos ;  que  ese  po- 
der usurpador  se  habia  introducido  en  el  país, 
invocando  el  derecho  de  conquista,  descono- 
cido ya  por  completo  entre  los  pueblos  civili- 
zados de  la  tierra.  Observaba,  ademas,  que  la 
reclamación  del  Diplomático  inglés  debió 
haber  sido  formulada  cuando  la  fortaleza  del 
Callao  empezó  á  ser  armada  i  habilitada  pa- 
ra una  defensa,  lo  cual  pudo  hacerse  fácil- 
mente atendiendo  á  la  publicidad  i  retardo  de 
esa  operación,  pero  que  á  pesar  de  esto,  el 
Gobierno  habia  cuidado  i  cuidaría  en  lo  suce- 
sivo de  evitar,  por  su  parte,  todo  motivo  por 
el  que  se  pudiera  disputar  en  adelante  la  res- 
ponsabilidad de  la  Nación  Peruana  por  los 
neutrales,  i  que  en  prueba  de  ello,  se  habia 
espedido  un  decreto  concediendo  un  plazo 
para  la  estraccion  de  mercaderías  neutrales 
del  castillo  del  Callao.  Concluye,  en  fin,  el 
Ministro  del  Perú,  haciendo  notar  que  el  es- 
tado turbulento  [del  país  no  es  en  manera  al- 
guna sin  ejemplo  en  [el  mundo,  pues,  que 
entonces  mismo,  la  España  se  encontraba  di- 
vidida por  los  partidos  de  don  Carlos  i  doña 
Cristina,  que  se  disputaban  el  Gobierno  de  la 
Nación. 

Todas  estas  observaciones  adujo  nuestro 
Gobierno,  en  contestación  del  despacho  del 
Honorable  señor  Wilson  ;  pero  olvidó  hacer 
también  presente  á  aquel  Diplomático,  que  el 
principio  de  responsabilidad  que  invocaba, 
no  tenia,  como  gratuitamente  lo  aseveraba, 
júngun  fundamento  ni  en  el  derecho  ni  qji  la 
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costumbre  de  las  naciones  ;  que  era  un  contra- 
sentido considerar  existente  la  unidad  nacio- 
nal, para  exijir  al  país  el  cumplimiento  de 
supuestas  obligaciones,  i  negar  esa  unidad 
cuando  se  trata  de  reconocer  sus  derechos 
de  Cuerpo  Soberano  ó  independiente.  No  se 
demostró  al  Honorable  señor  Wilson,  que  el 
estado  de  turbulencia  política  es  una  calami- 
dad pública  que  trastornando  el  orden  social, 
se  impone  dolorosa  pero  fatal  ó  indistinta- 
mente sobre  todos  los  habitantes  del  país,  i 
que  era  absurdo  i  monstruoso  aceptar  la  in- 
munidad que  se  pretendia  hacer  gozar  á  los 
subditos  ingleses  constituyéndolos  en  seres 
inviolables,  cuando  la  Nación  entera  se  veia 
obligada  á  sobrellevar  los  males  inevitables 
de  toda  lucha  civil ;  i  por  último,  tampoco  se 
dijo,  como  debió  haberse  dicho,  que  lejos  de 
estar  las  doctrinas  del  Honorable  señor  Wil- 
son, fundadas,  como  él  parecia  creer,  en  las 
eternas  bases  de  justicia  i  en  los  bien  consi- 
derados  intereses  de  las  naciones,  el  único 
verdadero  fundamento  de  ellas,  consistía  en 
los  cañones  de  la  Gran  Bretaña,  razón  apre- 
miante i  suprema  ante  la  debilidad  de  la  Na- 
ción Peruana. 

443.  Muchas  otras  notas  del  Honorable 
señor  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  B. 
podríamos  tomar  en  consideración  para  ma- 
nifestar la  injusticia  de  las  pretensiones  for- 
muladas contra  nuestro  Gobierno,  la  arro- 
gancia i  descortesía  con  las  que  en  aquella 
luctuosa  época  se  trataba  á  nuestra  Patria, 
i  por  último,  la  audacia  con  que  se  adelanta- 
ban principios  tendentes  á  menoscabar  núes- 
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t^t  dignidad,  nuestra  independencia  i  nuestra 
soberanía.  El  Gobierno  del  Perú,  al  con- 
trario, nunca  abandonaba  la  moderación  i 
hasta  la  condescendencia,  mucbas  veces  exa- 
jerada,  para  con  las  exijencias  que  se  pre- 
sentaban. En  setiembre  de  1839,  contestaba 
el  señor  Lazo,  Ministro  entonces  de  Relacio- 
nes Esteriores,  un  arrogante  despacho  del 
Honorable  señor  "Wilson,  diciendo  :  "el  Go- 
bierno de  la  República  Peruana  no  se  ne- 
gará á  satisfacer  los  cargos  justos  que  se  le 
hagan  por  pérdidas  que  hayan  sufrido  los 
comerciantes  subditos  de  S.  M.  B.  en  con- 
secuencia puramente  de  sus  convulsiones  in- 
testinas, i  á  las  que  los  subditos  británicos 
no  hayan  dado  lugar  con  su  omisión,  des- 
cuido ó  imprudencia  en  sus  mismas  espe- 
culaciones ;  pues  en  tal  caso,  ellos  solos  de- 
berían ser  los  responsables  de  sus  propias 
pérdidas. " 

Se  creerá  tal  vez,  que  esta  conducta  sagaz, 
circunspecta  i  conciliadora  fué  correspondida 
como-merecia  por  parte  del  Representante 
Diplomático  de  S.  M.  B.  ?  Pues,  sucedió  todo 
lo  contrario,  creciendo  de  punto  sus  exijen- 
cias, hasta,  pedir  que  el  Perú  se  abstuviese 
de  valorizar  las  indemnizaciones  antes  de  pa- 
garlas, aceptando  como  criterio  en  esta  ma- 
teria, simplemente,  la  codicia  de  los  interesa- 
dos. I  en  efecto,  en  ana  nota  del  Honorable 
señor  Wilson,  escrita  en  1839,  ocurren  estas 
palabras  :  "Pero  la  presento,  parece  una  oca- 
sión oportuna  para  protestar  contra  la  perse- 
verancia en  un  sistema  á  que  tan  á  menudo 
se  apela  en  el  Perú  i  que  ha  seguido  el  Eje- 
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cativo  en  este  caso ;  es  decir,  el  de  fijar  el  va¿ 
lor  de  propiedades  ilegalmente  arrancadas  de 
subditos  británicos,  sobre  el  simple  i  arbitra- 
rio dictamen  del  Consulado  Peruano,  fiscal, 
ó  sobre  el  de  otras  autoridades  peruanas,  sin. 
hacer  caso  alguno  de  las  circunstancias  parti- 
culares de  la  dicha  propiedad  o  á  los  derechos 
equitativos  (equitable  Rights  thereinj  que  cor- 
responden  á  los  dueños  británicos"  Esto,  en 
buena  cuenta,  se  reducia  &  decir,  que  los  per- 
judicados no  tenian  mas  obligación  que  pedir; 
i  el  Gobierno,  solo  la  de  pagar  en  silencio, 
sin  trámite  ni  observación  de  ninguna  espe- 
cie, cualesquiera  sumas  que  se  le  exijan.  Tie- 
ne razón  el  Honorable  señor  Wilson,  cuando 
asumiendo  el  tono  de  la  dignidad  ofendida, 
esclama  en  otro  despacho  de  la  misma  época : 
"La  Gran  Bretaña  funda,  señor  Ministro, 
todas  sus  reclamaciones  en  justicia  i  las  apoya 
sobre  el  derecho  internacional ;  desde  luego, 
ni  cabe  la  posibilidad  ni  jamas  se  ha  tentado 
hacer  valer  principios  para  con  un  partido, 
distinto  de  los  que  se  reclaman  de  otros."  En 
efecto,  todos  los  partidos  eran  igualmente  dé- 
biles, i  por  consiguiente,  les  eran  aplicables  in- 
distintamente á  todos  la  justicia  i  el  derecho, 
tales  como  los  entiende  la  Gran  Bretaña, 
tratándose  de  pueblos  débiles ;  porque  respec- 
to á  naciones  poderosas,  tiene  esa  potencia 
un  Código  de  moral  i  de  política,  enteramen- 
te distinto. 

El  espíritu  que  animaba  en  estas  discusio- 
nes, al  Honorable  Encargado  de  Negocios  de 
S.  M.  B.  no  se  puede  manifestar  mejor  de  lo 
que  el  mismo  lo  hace  en  una  célebre  nota, 
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qíié  mereció  por  nuestra  parte,  oportuna  i  dig- 
na oon  testación.  (1) 

444.  Por  esta  misma  época,  fué  presenta- 
da la  reclamación  del  ciudadano  Norte- Ame- 
ricano don  Samuel  Tracy,  de  $  104.559  ^ 
por  pérdidas  ocasionadas  á  consecuencia  de 
nuestras  revoluciones.  Imposible  nos  ha  sido 
averiguar  las  circunstancias  de  esta  reclama- 
ción/ pero  puede  cualquiera  formarse  una 
idea  de  ella,  examinando  la  cuenta  de  perjui- 
cios exhibida  por  Tracy.  (2) 

En  las  Memorias  Ministeriales  de  1853,  en- 
contramos ademas,  lo  siguiente  :  "siendo  jus- 
ta en  principio,  se  arregló  la  indemnización  de 
don  Samuel  Tracy,  que  fué  espulsado  del 
país,  sin  forma  de  juicio,  en  1842,  por  sospe- 
chas de  injerencia  en  la  política  doméstica  de 
aquellos  tiempos  turbulentos,"  i  en  efecto, 
aparece  que  se  reconoció  á  Tracy  $  26,560, 


(1)  V.  Apéndice.  LIX. 

(2)  Esta  cuenta  preeentada  por  el  honorable  J.  Pickett,  En- 
cargado de  Negocios  de  loa  Estados  Unidos,  en  5  de  Mayo  de 
1840,  es  la  siguiente: 

1.  °  Pérdida  de  23%  sobre  la  venta  de  ciertas 
acciones  en  el  Cerro  de  Pasco,  esto  es,  23%  en 

$  52,448 t      12,083 

2.  °  Pérdida  de  25%  sobre  la  venta  de  efectos 
ó  mercaderías,  en  su  almacén  en  Lima,  esto  es, 
25%  en  $  16,656- 5¿  igual  á  4,164¿,  i  traspasos 

de  la  casa  i  mejoras,  $  312  en  junto „        4,476¿ 

3.  °  Indemnización  por  detención  ilegal  i  pri- 
sión en  el  Callao „      10,000 

4.  °  Pérdida  de  tiempo  en  sus  negocios,  du- 
rante este  período „      18,000 

5.  °  Pérdida  de  dos  acciones,  en  la  Compañía 
de  minas  de  Huancavelica,  disuelta  por  decreto 

del  Gobierno,  de  20  de  abril  de  1839 „      60,000 


Totgl Z    104,559¿ 
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debiéndosele  pagar  esa  suma  por  mitades ;  la 
primera  en  1.?  de  Enero  de  1854,  i  la  otra 
en  igual  fecha  de  1855,  i  ademas  el  interés  de 
5p§,  desde  el  reconocimiento  de  ese  crédito 
hasta  su  cancelación. 

445.  Es  preciso  no  olvidar  la  indemniza- 
ción de  $  11.820  con  4  p§  de  interés  á  don 
Tomas  Lachambre,  por'valor  de  fusiles  toma- 
dos en  Cobija  en  1841 ;  la  de  $  600  á  don 
Carlos  Basolini,  en  1846,  por  proyectada 
compra  de  la  fragata  Amalia,  hecha  por 
el  Gobierno  del  Jeneral  Vivanco  ;  la  de  don 
Guillermo  Reeves  de  la  provincia  de  Huari  i 
los  créditos  reconocidos  antes  de  1847,  á  fa- 
vor de  los  armadores  de  los  buques  UAmeri- 
que,  Pbtite  Louise  i  Jeune  Neuilly>  i  de  los 
señores  Pain  i  La-Croix,  por  el  valor  de 
1,504  fusiles,  la  cantidad  de  $  36,651. 6¿  que 
debian  entregarse  de  preferencia  i  lo  fueron 
en  17  de  Julio  de  1847,  i  en  fin,  la  recla- 
mación de  los  subditos  franceses  Luis  Zegers 
i  Carlos  Teberon. 

Pero  todas  estas  reclamaciones  estaban 
destinadas  á  ser  eclipsadas  por  las  posterio- 
res. Parecia  natural  que  conforme  se  iba 
afianzando  la  Constitución  política  del  país, 
conforme  se  iban  haciendo  mas  raras  nues- 
tras revoluciones,  se  hiciesen  menos  frecuen- 
tes las  reclamaciones  diplomáticas.  Precisa- 
mente ha  sucedido  todo  lo  contrario,  i  es 
en  estos  últimos  tiempos  que  se  han  os- 
tentado en  todo  su  poder,  oprimiendo  cons- 
tantemente i  esplotando  sin  medida  el  Erario 
de  la  Nación. 

446.  Debemos  recordar  en  primer  lugar  la 
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reclamación  presentada  en  1858,  relativa  á 
la  barca  norte-americana  Dorcas  C.  Yeaton. 
Hé  aquí  como  daba  cuenta  de  este  asunto 
al  Congreso  nuestro  Ministro  de  Relaciones 
Esteriores  : 

"Con  el  objeto  de  impedir  la  esportacion 
criminal  i  atentatoria  del  huano  que  se  ha- 
bía empezado  á  practicar,  de  depósitos  cuyo 
acceso  i  esplotacion  están  vedados  por  las 
leyes  fiscales  de  la  República,  i  teniéndose 
en  consideración  que  los  especuladores  es- 
tranjeros  que  se  habían  entregado  á  tan  re- 
probado tráfico,  á  mas  de  perpetrar  un  con- 
trabando violaban  la  neutralidad  que  están 
obligados  á  observar,  puesto  que  proporcio- 
naban recursos  i  elementos  de  guerra  á  una 
facción  que  se  habia  alzado  contra  la  Consti- 
tución del  Estado  i  el  Gobierno  lejítimo,  zar- 
pó el  vapor  nacional  Tumbes  con  la  comisión 
de  perseguir  i  capturar  á  los  buques  contra- 
bandistas. Dicho  vapor  encontró  en  la  lati- 
tud 20°  30'  Sur,  i  79°  20'  lonjitud  oeste,  á  la 
barca  norte-americana  Dorcas  C.  Yeaton,  con 
rumbo  al  puerto  de  Iquique,  ocupado  por  los 
sediciosos,  i  habiéndose  puesto  al  habla,  en- 
vió el  comandante  del  Tumbes  un  bote  con 
un  oficial  i  cuatro  bogas  desarmados,  á  fin  de 
que  tomasen  noticias  del  capitán  de  aquella 
barca." 

"Las  circunstancias  que  mediaron  en  aquel 
acto]ó  incidentes  que  le  subsiguieron,  desfigu- 
rados con  escandalosa  falsedad  en  una  protes- 
ta que  el  capitán  de  la  Dorcas  C.  Yeaton  ele- 
vó al  Enviado  Estraordinario  i  Ministra 
Plenipotenciario  de  su  Nación,  dieron  lugar  á 
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la  reclamación  que  S.  E.  tuvo  á  bien  dirijir 
al  Departamento  de  mi  cargo,  exijiendo:  1.°. 
que  el  Gobierno  Peruano  diese  una  completa 
i  amplia  satisfacción  por  el  insulto  i  ofensa 
inferidos  al  pabellón  de  los  Estados  Unidos, 
en  la  iorma  que  determinase  el  Gobierno  de 
esta  Nación ;  2.°  que  el  teniente  don  Ignacio 
Dueñas  fuese  separado  del  mando  del  Tumbea 
i  del  servicio  del  Perú,  por  el  tiempo  que  el 
Gobierno  de  los  {Estados  Unidos  considerase 
necesario  ;i3.°  que  se  diese  una  plena  i  am- 
plia compensación  por  el  Gobierno  del  Perú, 
á  los  dueños  de  la  Dóreos  O.  Yeaton,  por  to- 
dos los  daños  i  pérdidas  que  pudieran  resul- 
tarle de  la  detención  por  el  dicho  oficial  i  sub- 
siguiente conducción  al  puerto  del  Callao." 

El  Diplomático  Americano,  apoyando  estas 
exijencias  en  una  estensa  i  difusa  correspon- 
dencia, decia  que  "el  comandante  del  vapor 
Tumbes  se  atrevió,  en  tiempo  de  profunda  paz, 
á  rejistrar  i  visitar  en  alta  mar  un  buque  con 
el  pabellón  de  los  Estados  Unidos,  ocupado 
en  un  comercio  legal,  i  á  obligar  á  su  capitán 
á  ir  abordo  del  Tumbes,  á  examinar  sus  pape- 
les, i  mas  aún,  que  el  dicho  comandante  del 
Tumbes  colocó  un  oficial  de  la  Marina  Perua- 
na á  bordo  de  la  mencionada  barca  para 
conducirla  al  Callao,  probando  con  esto  ó  la 
mas  punible  ignorancia  del  Derecho  Inter- 
nacional, ó  el  menosprecio  de  los  derechos 
de  una  nación  libada  al  PeVú  con  lazos  de 
amistad  i  estipulaciones  de  solemnes  trata- 
dos." 

"Bajo  cualquiera  de  estos  dos  aspectos," 
anadia  el  Excnio.  señor  Clay,  "que  se  mire 
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la  conducta  del  teniente  comandante  Dueñas, 
es  reprensible  en  alto  grado.  El  infirió  un 
insulto  de  la  mas  grave  naturaleza  al  pabe- 
llón de  los  Estados  Unidos  que  compromete 
su  responsabilidad  i  la  de  su  Gobierno." 

"S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Esterto- 
res sabe  mui  bien  que  la  alta  mar  es  propie- 
dad de  todas  las  naciones ;  i  que  hai  una 
jurisdicción  común  á  todas,  de  lo  cual  se  si- 
gue como  consecuencia  necesaria,  que  cada 
país  está  autorizado  para  hacer  de  ésta  un 
uso  ilimitado.  Los  Estados  Unidos  profesan 
este  principio  al  igual  de  otras  potencias,  i 
desde  su  primera  aparición  en  la  familia  de 
las  naciones  han  profesado  i  establecido  que 
el  derecho  de  sus  buques  á  navegar  en  el 
Océano  es  tan  libre  como  el  viento  que  hin- 
cha sus  velas ;  i  mas  aún,  que  para  el  go-' 
ce  de  estos  derechos,  los  Estados  Unidos 
conceden  á  sus  buqués  la  esclusiva  jurisdic- 
ción i  ejercicio  de  sus  propias  leyes.  Estos 
principios  son  considerados  por  loa  Estados 
Unidos  de  un  modo  absoluto  en  tiempo  de 
paz ;  i  en  tiempo  de  guerra  no  reconocen 
mas  escepcion,  que  el  derecho  de  los  belije- 
rantes  á  practicar  una  visita  hecha  en  debida 
forma,  si  los  buques  neutrales  conducen  efec- 
tos de  contrabandos  de  guerra. 

A  estas  rezones,  contestó  nuestro  Gobierno 
rechazando  como  falsa  i  de  todo  punto  calum- 
niosa la  relación  en  que  habia  fundado  su  re- 
clamo el  Excmo.  señor  Clay,  i  observando  que 
los  mismos  que  la  habian  firmado  en  forma 
de  protesta,  ante  el  Cónsul  Americano  del 
Callao,  habian  declarado,  ante  el  juez  de  1* 
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instancia,  que  procedieron  coactos,  "cediendo 
á  las  sugestiones  del, referido  Cónsul,  quien 
para  darles  mayor  peso,  se  avanzó  al  estremo 
de  figurar  que  procedía  de  órdenes  de¡*ivadas 
■  de  S.  E.  el  Enviado  Extraordinario  i  Minis- 
tro] Plenipotenciario !'  "Así  consta,"  anadia 
nuestro  Ministro,  "del  sumario  i  demás  piezas, 
que  en  copia  auténtica  tiene  el  infrascrito  la 
honra  de  acompañar  á  S.  E."  I  luego,  con- 
trayéndose á  los  argumentos  del  Diplomático 
Americano,  decia :  "El  dominio  común  i  la 
libertad  de  los  mares,  los  principios  que  á  ese 
respecto  ha  profesado  el  Gabinete  de  Was- 
hington, su  negativa  á  admitir  la  distinción 
entre  el  derecho  de  rejistro  i  el  de  visita,  en  el 
humilde  concepto  del  infrascrito,  son  puntos 
ajenos  de  la  cuestión  que  al  presente  se  ven- 
tila. El  infrascristo  se  circunscribe  únicamen- 
te á  llamar  la  atención  de  S.  E.  el  señor 
Olay,  sobre  ciertos  casos,  en  que  el  derecho 
de  rejistro  no  solo  es  jeneralmente  admitido, 
sino  necesario  en  beneficio  común  de  todas  las 
naciones,  aún  cuando  no  se  hallen  en  estado 
de  guerra.  Tales  son,  cuando  se  trata  de  la 
persecución  de  buques  piratas,  incendiarios 
ó  alzados  con  propiedades  robadas,  i  para 
cuya  captura  es  menester  que  los  cruceros 
reconozcan  i  aún  rejistren  los  buques  que 
encuentran  para  saber  si  son  ó  no  los  que 
están  encargados  de  capturar.  Así  que, 
el  Tumbes  que  tenia  la  comisión  de  tomar 
las  embarcaciones,  que  con  violación  de  la 
moral  pública,  del  Derecho  de  Jentes  i  de 
las  ordenanzas  especiales,  se  alzaban  con  una 

riqueza  robada  á  la  Nación  Peruana,  pudo 


684  RECLAMACIONES 


mui  bien  reconocer  en  alta  mar  á  la  barca 
Dóreos  C.  Yeaton,  si  sospechó  que  pertene- 
cía á  la  partida  de  filibusteros ;  i  con  tanta 
mayor  razón,  cuanto  que  el  infrascrito  se  ha 
complacido  al  oir  ratificado  por  la  docta  opi- 
nión de  S.  E.  el  señor  Clay,  el  luminoso  i 
concienzudo  dictamen  de  los  mas  acreditados 
jurisconsultos  de  la  Union,  en  apoyo  del  de- 
recho perfecto  que  asiste  al  Gobierno  del 
Perú,  para  perseguir  en  cualesquiera  parte, 
el  huano  extraido  sin  su  autorización."  Conti* 
nuaba  el  Ministro  citando  el  tratado  vrente 
con  los  Estados  Unidos,  que  justificaba  el  ac- 
to del  Tumbes,  i  concluia  observando  "que 
no  habia  habido  visita,  pues  el  oficial  del 
Tumbes  que  abordó  pacificamente  á  la  Dóreos 
C.  Yeaton,  no  exijió  su  patente  ni  el  rol  del 
equipaje,  ni  los  conocimientos  de  la  carga,  ni 
el  título  de  propiedad,  que  son  las  circuns- 
tancias que  constituyen  una  visita:  la  licen- 
cia fué  espontáneamente  exhibida  por  el  capi- 
tán ;  la  ida  de  éste  al  Tumbes  fué  también 
espontánea;  su  viaje  al  Callao  fué  consecuen- 
cia de  una  contrata,  lo  mismo  que  la  Tenida 
del  Guarda  Marina  Black,  en  clase  de  simple 
pasajero  i  como  portador  de  la  comunicación 
referente  á  dicha  contrata." 

A  pesar  de  tan  satisfactorias  esplicaciones, 
el  Excmo.  señor  Clay,  después  de  examinar- 
las, no  vio  ninguna  buena  razón  para  desistir 
^  de  sus  pretensiones,  i  al  fin  nuestro  Gobierno 
terminó  la  jestion,  diciendo  que  habia  resuel- 
to ventilar  el  asunto  en  Washington,  directa- 
mente con  el  Gobierno  de  la  Union.  Así  se 

hizo,  en  efecto,  i  felizmente  para  houor  <to 
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es©  gran  país,  la  cuestión  fué  solucionada  de 
un  modo  favorable  á  la  justicia. 

Contrariando  las  opiniones  de  su  Ájente 
Público  en  el  Perú,  el  Gobierno  de  los  Esta- 
dos Unidos  declaró  en  un  despacho  dirijido  á 
nuestro  Ministro  en  Washington,  que,  "ha- 
biendo sido  destruida  por  la  acción  del  Perú 
la  cuestión  de  la  injuria  privada,  puesto  que  la 
visita  al  buque  americano  fué  pacífica  i  sin 
violencia  ni  amenazas,  los  Estados  Unidos  no 
tenian  que  pedir  al  Gobierno  Peruano,  ni  sa- 
tisfacción por  el  hecho,  ni  castigo  para  el  ofi- 
cial bajo  cuyas  órdenes  se  cometió."  "Existe 
un  testimonio  indudable,"  continuaba  el  des- 
pacho americano,  "de  las  circunstancias  preci- 
sas que  ocurrieron  i  no  hai  versión  alguna 
que  les  atribuya  un  carácter  ofensivo.  Acep- 
-tando,  por  consiguiente,  que  tales  son  las  opi- 
niones de  su  Gobierno,  i  negando  en  su  abono 
el  empleo  de  la  fuerza,  los  Estados  Unidos 
no  tienen  ya  ningún  motivo  de  queja  contra 
el  Gobierno  del  Perú  por  la  detención  de  uno 
de  sus  buques." 

447.  No  tuvo  tan  satisfactoria  solución  otro 
reclamo  formulado  por  el  mismo  señor  Clay  en 
la  misma  época.  En  1858,  dos  buques  america- 
nos fueron  apresados  por  uno  de  la  marina  na- 
cional del  Perú  ;  la  Lizúe  Thomson  en  "Pa- 
bellón de  Pica"  i  la  ^Georgiana  en  "Punta  de 
Lobos.5 '  Ambos  tenian  á  su  bordo  una  parte 
de  sus  respectivos  cargamentos  de  huano  es- 
traido  de  aquellos  depósitos,  siendo  ademas, 
el  objeto  confesado  de  su  permanencia  en  esos 
buques,  el  de  cargar  el  abono  jpara  traspor- 
tarlo á  puertos  estranjeros.   Conducidos  pre* 
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sos  al  Callao  los  capitanes  de  los  dos  buques 
i  el  piloto  de  la  Georgiana,  como  contravento- 
res de  las  leyes  fiscales  de  la  República,  per- 
manecieron tres  dias  en  la  cárcel,  i  después 
fueron  puestos  en  libertad  bajo  fianza. 

La  primera  jestion  del  señor  Ministro 
Americano  en  Lima,  fué  exijir  la  inmediata  é 
incondicional  libertad  de  estos  individuos.  A 
esta  pretensión  intempestiva,  se  contestó  co- 
mo era  natural,  que  el  Gobierno  no  ejercía 
ninguna  acción  legal  sobre  las  personas  en- 
juiciadas ;  i  que  éstas,  estando  sometidas  al 
juez  competente,  este  funcionario  era  el  úni- 
co que  podia  declarar  la  soltura  en  fiado, 
cuando  lo  creyese  justo  i  arreglado  á  las 
leyes. 

Ademas,  anadia  nuestro  Gobierno,  que 
esos  individuos  estaban  presos  con  justa  cau- 
sa, pues  su  arresto  i  el  embarco  de  sus  buques, 
habían  sido  causados  por  habérseles  sorpren- 
dido en  "Punta  de  Lobos''  i  "Pabellón  de 
Pica/'  haciendo  un  criminal  i  escandaloso 
contrabando  de  huano,  con  infracción  de  las 
leyes  fiscales,  reglamento  de  comercio  i  orde- 
nanzas de  cabotaje,  que  prohiben  severamente 
á  las  embarcaciones  estranjeras,  no  solo  aquel 
tráfico  ilícito,  sino  hasta  el  acceso  á  los  puer- 
tos, caletas  i  litoral  de  las  huaneras,  sin  espe- 
cial licencia  del  Gobierno  i  bajo  las  penas  que 
allí  se  designan ;  penas,  que  á  mas  de  la  parte 
civil  se  estienden  á  condenas  corporales  con- 
tra los  perpetradores  de  semejantes  delitos. 
El  Diplomático  Americano,  desentendiéndo- 
se de  tan  justas  observaciones,  protestó  i  no- 
tificó al  Gobierno,  que  le  hacia  responsable 
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"de  todas  las  consecuencias  de  tal  captura  i 
detención  hacia  los  Estados  Unidos,  cómo  á 
los  dueños  de  la  Lizzie  Thompson  i  Georgiana ; 
é  igualmente,  de  todas  las  pérdidas  ó  daños 
que  sufran  los  dichos  dueños,  capitanes  i  tri- 
pulaciones de  dichos  buques,  á  consecuencia 
de  su  captura  i  detención  por  el  Gobierno 
Peruano." 

Se  fundaba  esta  protesta  alegando,  1.°  que 
ni  los  buques  ni  sus  capitanes  habían  partici- 
pado en  ningún  contrabando  criminal  ni  es* 
caudaloso  ;  2.°  que  el  arresto  de  los  buques  i 
de  sus  oficiales  no  era  de  perfecto  derecho  ;  i 
3.  °  que  el  modo  como  habían  sido  arrestados 
i  conducidos  al  Callao,  habia  sido  injustifi- 
cable, cruel  é  ilegal. 

Respecto  al  primer  punto,  se  contestó  ci- 
tando las  leyes  i  decretos  infrinjidos  por  los 
capitanes  de  los  buques  apresados  :  el  art.  1 5 
del  Reglamento  de  Comercio,  vijente  enton- 
ces, que  disponía,  que  solo  en  las  islas  de 
Chincha  se  podia  cargar  guano;  el  art.  114, 
según  el  cual,  solo  las  embarcaciones  con- 
tratadas por  el  Gobierno  ó  sus  ajen  tes  po- 
dían esportar  el  abono,  i  el  art.  213  que 
castigaba  con  la  pena  de  comiso  k  los  buques 
que  anclasen  en  los  fondeaderos  de  las  islas 
de  la  República  debiendo  ser  enjuiciados  sus 
capitanes,  caso  de  encontrar  guano  á  su  bordo. 
Se  recordaba  los  decretos  de  14  de  Enero, 
21  de  Marzo  i  10  de  Mayo  <Je  1842,  regla- 
mentando el  carguío  de  guano;  i  por  último, 
la  leí  promulgada  en  1857,  en  la  cual  se  dé- 
clara  lo  siguiente  :  "el  guano  esportada  i  que 
He  e&portare  en  adelante  de  las  islas  de1  Chin* 
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cha,  ó  de  cualquier  otro  depósito  del  Perú, 
por  perturbadores  del  orden  público,  ó  en  vir- 
tud de  contratos  celebrados  con  ellos  ó  sus 
ajentes,  será  reclamado  en  todo  tiempo  co- 
mo propiedad  nacional  robada,  i  se  perseguirá 
á  los  responsables  civil  i  criminalmente,  con- 
forme k  las  leyes." 

Combatiendo  el  segundo  fundamento  de  la 
protesta  decia  nuestro  Ministro  :  "El  derecho 
perfecto  con  que  se  ha  ejecutado  la  captura, 
se  deriva  de   diversas  i  justas  acciones  que 
simultáneamente  la  han  provocado  i  autoriza- 
do. En  efecto,  los  buques  capturados  no  solo 
han  cometido  el  delito  común  de  un  contra- 
bando fiscal,  sino  que,    violando   la  estricta 
neutralidad  á  que  estaban  ligados  por  respe- 
to á  la  bandera  que   enaibolaban,  han  sido 
receptadores  de  una  propiedad  nacional,  vil  é 
inicuamente  usurpada  i  fraudulentamente  es- 
plotada  ;  han  prestado  su  cooperación  i  auxi- 
lio á  los  rebeldes  que  se  han  alzado  contra  el 
único   Gobierno  lejítimo  i  reconocido  por  el 
de   su  Nación,   puesto  que  el  mezquino  pro- 
ducto de  aquellas   depredaciones   se  invertía 
en  proporcionar  víveres,  pertrechos,  dinero  i 
artículos   de  contrabando  de  guerra  á  la  fra- 
gata sublevada  Apurirnac ;  han  cargado  gua- 
no de  depósitos  vedados,  i  han  fondeado  i  tra- 
ficado en  puertos  que  no  están  habilitados  pa- 
ra ¡el  comercio  estranjero." 

I  por  último,  haciéndose  cargo  del  tercer 
iundamento  de  la  protesta  del  Excmo.  señor 
Clay,  relativo  al  "modo  iiy'ustijícable,  cruel 
(por  no  decir  bárbaro )  é  ileyal"  como  se  habia 
efectuado  la  captura  i  conducción  al  Callao 
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de  los  individuos  culpables,  decia  el  Ministro 
Peruano  :  "Semejantes  calificativos  tanto  mas 
graves   cuanto  es  mas  alta  la  categoría  de 
donde  proceden,  no  han  debido  aventurarse 
sino  con  el  apoyo  de  pruebas  evidentes  de  los 
supuestos  abusos ;  pero  si  S.  E.  considera  co- 
mo tal  abuso  el  acto  de  haberse  dejado  en 
tierra,  la  tripulación,  que  sin  gran  peligro  no 
podia  traer  ni  custodiar  el  Tumbes ;  si  se  exa- 
jera i  hasta  cierto  punto  desfigura  ese  hecho, 
suponiéndose  que  dicha  tripulación  fué  aban- 
donada en  una  costa  desierta,  sin  recursos, 
siendo  así  que,  como  S.  E.  confiesa,    existia 
allí  un  establecimiento   con  30  soldados,  na- 
turalmente  bien   abastecido   para  el  carguío 
del  guano,  i  que  ademas,  como  se  puede  acre* 
ditar  en   caso  necesario,  el  Comandante  del 
Tumbea  dejó  á  la  misma  tripulación  las   em- 
barcaciones menores  i  abundantes  víveres,  con 
cuyo   auxilio  se  dirijió  sin  novedad  hasta  el 
puerto  de  Arica,  i  después  de  haber  sido  au- 
xiliada con  el  socorro  de  cuatro  reales  diarios 
á  cada  individuo,  fue  enviada  por  el  Prefecto 
de  Moquegua   al   Callao ;  i  si  para  agravar 
inmerecidas  inculpaciones  se    comentan  las 
instrucciones   que   llevó   el  Comandante  del 
TumbeSy  i  que  siendo  económicas  i  de  la  admi- 
nistración interna,  no  están  bajo  el  dominio, 
inspección  ó  censura  de  un  poder  estranjero ; 
el  infrascrito  por  toda  contestación,  asegurará 
á  S.  E.  el  señor  Enviado  Estraordinario  i  Mi- 
nistro Plenipotenciario,   que  en  el  modo  con 
que  se  practicó  la  captura  no  se  ha  faltado  á 
I09  principios,  humanitarios,  en  cuyo  ejercida 
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tes  Be  distinguen  á  la  par  que  el  pueblo  mas 
civilizado,  sino  que  se  ha  procedido  con  las 
precauciones  i  medidas  que  son  de  práctica 
i  costumbre  en  todas  las  naciones,  en  iguales 
circunstancias." 

Toda*  estas  razones  cuya  evidente  justicia 
i  firmeza  era  difícil  negar,  fueron  reconocidas 
hasta  cierto  punto  por  el  señor  Ministro  Clay, 
pero  al  mismo   tiempo,  alegaba  que  eran  in- 
conducentes i  en  nada  afectaban  los  derechos 
de  los   ciudadanos  americanos  perjudicados. 
En  apoyo  de  estas  ideas  veia  la  cuestión  bajo 
un  punto  de  vista  especial.  Estábamos  á  lá  sa- 
zón envueltos  en  una  guerra  civil,  i  el  partido 
revolucionario,   posesionado  de  una  pequeña 
parte  del  territorio,  era  el  que  había  espedido 
á  los  buques  Lizzie  Thompson  i  Georgiana  las 
licencias  para  cargar  guano.  Refiriéndose  á 
esta  circunstancia,  se  decía  que  habiendo  ido 
á  Iquique  los  buques  arrestados,  en  la  conti- 
nuación de  un  comercio  legal,  i  habiendo  en- 
contrado allí  una  oficialidad  aparentemente 
lejítima,  fueron  obligados  á  obedecerla,  i  ad- 
quirieron desde  luego  el  derecho  de  obrar  en 
todo  cuanto  le  fuese  permitido  por  las  licen- 
cias de  esas  autoridades  defacto ;  que  tenían 
licencia  para  tomar  guano  en  "Pabellón  de 
Pica"  i  "Punta  de  Lobos"  i  que  si  esas  licen- 
cias eran  ilegales,  seria  culpa  de  las  preten- 
didas autoridades,  no  de   ellos.  Ademas    se 
anadia,  que  el  Perú  estaba  i  por  cerca  de  dos 
años  había  estado  en  guerra  civil,  siendo  la 
existencia  de  la  revolución  un  hecho  público 
i  notorio,  i  que  según  la  doctrina  moderna  del 
perecho  de  Jentes,  las  dos  partea  oonténdioib- 
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tes  ocupan  entre  sí  i  coa  las  otras  naciones, 
la  posición  de  belij  erantes,  lo  cual  comunica 
á  los  individuos  de  las  naciones  amigas,  los 
derechos  de  la  neutralidad  lo  mismo  que  una 
guerra  pública  perfecta. 

Combatiendo  estos  argumentos  que  eran 
los  iúnicos  serios  i  en  verdad  los  que  princi- 
palmente invocaba  el  Gobierno  Americano, 
hacia  nuestro  Ministro  en  Washington  las 
siguientes  observaciones  :  "Sin  duda  se  ha 
admitido  como  lejítimo  el  principio,  de  que 
en  ciertos  casos  una  guerra  civil  puede .  con- 
ferir á  las  dos  partes  el  derecho  de  belije- 
rantes,  i  comunicar  los  derechos  de  neutrales 
á  los  que  traten  con  ellas  respectivamente. 
Pero  este  principio  escepcional  en  su  oríjen 
i  lejithnidad,  nunca  se  ha  estendido  hasta  el 
punto  de-  determinar  que  en  el  caso  desgra- 
ciado de  romper  una  guerra  civil  en  el  seno 
de  cualquiera  nación,  tengan  los  individuos 
de  las  demás  naciones  amigas,  el  derecho  de 
juzgar  por  sí  i  ante  sí  la  existencia  de  seme- 
jante guerra,  sin  acción  ó  autorización  pre- 
via de  parte  de  sus  Gobiernos  respectivos. 
Al  contrario,  no  cree  el  infrascrito  que  le 
pueda  faltar  el  apoyo  del  Honorable  Secre- 
tario de  Estado,  cuando  mantiene  que  el 
Gobierno  de  los  Estados  Unidos  tiene  que 
reconocer  oficialmente  el  estado  de  guerra 
civil  en  el  Perú,  i  declararse  neutral  en  olla, 
antes  de  que  puedan  sus  ciudadanos  valer- 
se en  el  territorio  peruano  de  los  derechos 
neutrales  en  país  belij  erante.  Si  no  fuese  así, 
i  se  estableciera  el  principio  adoptado  por 
el  señor  Clay,  de  que  el  simple  hecho  de  te- 
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ner  los  jefes  de  una  insurrección,  bastante 
poder  para  adquirir  i  mantener  pro  tempore 
la  posesión  de  los  bienes  de  la  Nación  en  su 
territorio,  autoriza  á  los  individuos  délas  de- 
mas  naciones  á  tratar  de  una  vez  con  ellosr 
como  dueños  de  lo  que  de  tal  modo  poseen, 
no  habría  seguridad  en  ninguna  parte,  i  se 
abriria  puerta  franca  á  toda  clase  de  desór- 
denes i  de  rapiña."  (1) 

Después  de  una  larga  discusión,  el  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos  pidió  el  dicta- 
men del  Fiscal  J enera!,  i  este  alto  funciona- 
rio, en  vez  de  analizar  toda  la  cuestión  bajo 
el  punto  de  vista  jurídico  i  legal,  se  limitó  á 
espedir  una  breve  vista,  en  la  cual  solo  repro- 
ducía bajo  otra  forma  los  argumentos  tan- 
tas veces  formulados,  i  otras  tantas  refuta- 
dos en  la  correspond encía. diplomática.  Las 

(1)  Una  prueba  mas  de  la  justicia  de  estas  observaciones,  ea- 
tá  en  la  conducta  contradictoria  de  loa  Estados  Unidos,  en 
distintas  épocas.  En  1808,  decía  el  Fiscal  Jeneral :  "Keepitig 
themselres  (the  American  vessch)  within  the  limita  of  a  trade 
lawful  and  fair  in  its  character,  they  had  a  right  to  be  protec- 
ted  when  they  obeyed  the  regulatious  which  they  found  esta- 
blishedand  in  forcé  at  the  place.  To  give  thera  this  right  it 
was  not  rwcessary  that  the  government  of  their  own  coiirdry 
¿hould  have  previously  hvown  and  recogniz3d  the  existence  o] 
the  civil  wat:  lamgiot  requircd,  jor  any  puiyoce  of  tais  ceas, 
to  say  now  far  a  revolutiona'ry  party  non  rarry  bn  a  wir  upon. 
tke  ocean  and  oex  the  conimerce  of  the  world  upon  its  nommon 
highway,  It  has  been  doubted  wtuthar  a  mere  body  of  rebe- 
Uious  men  oin  thru.it  itself  among  tliefamüy  of  nalions,  and 
doim  all  the  rights  of  a  separata  pow~r  on  the  hifjh  seas,  wilhout 
somesort  of  recognition  fromforeijn  gou&'nments."  El  -Secreta- 
rio de  Estado  anadia:  "I  am  not  awaro  that  in  this  country,  any 
solemn  proceeding,  either  legislativo  or  execut;vo,  has  been 
adopted  for  the  purpose  of  decíaring  the  status  oí'  an  insurrec- 
tionary  movement  abroad,  and  whether  it  is  entitled  to  the 
attributes  of  a  civil  war— uuless  indeod,  in  the  fnrmnl  recog- 
nition of  aportiou  of  an  empire  seeking  to  ostablish  its  inde- 
pendence "  Se  ve  como,  ai  no  se  negaba  absolutamente 
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conclusiones  del  Fiscal  Jeneral  fueron  las  si- 
guientes : 

1*  En  la  época  en  que  la  Georgiano,  i  Liz- 
zie  Thompson  fueron  a  Iquique,  estaba  el  Perú 
en  guerra  civil. 

2?  En  esta  época,  uno  de  los  partidos  de 
la  guerra  civil  habiendo  desalojado  al  otro, 
estaba  en  posesión  por  conquista  del  puerto 
de  Iquique  i  de  los  puertos  donde  estaba  de- 
positado el  guano. 

3*  Estando  así  en  posesión  i  habiendo 
constituido  i  organizado  el  Gobierno  local 
del  puerto,  de  la  ciudad  i  de  los  depósitos 
de  guano,  era  perfecta  Ja  jurisdicción  del 
partido  encabezado  por  Vivanco  ;  i  un  bu- 
que americano  comerciaba  en  el  puerto  ci- 
ñéndose  á  los  decretos  de  este  Gobierno. 

4*  La  Georgiana  i  Lizzie  Thompson  obede- 


la  necesidad  de  una  préria  declaración  de  belijerancia,  al  me- 
nos, se  ponia  en  duda,  i  se  limitaba  a  un  solo  caso  especial. 

•  Ahora,  en  1869,  el  Secretario  de  Estado  de  los  Estados  Uni- 
dos, quejándose  en  un  despacho  diplomático  de  la  política  se- 
guida por  Inglaterra,  hacia  los  Estados  Confederados  que  se 
separaron  en  1861,  de  la  Union  Americana,  espresaba  muí  dis- 
tintas ideas,  en  un  tono  terminante  i  decidido.  "The  Presi- 
dent,"  decia,  "does  not  deny,  on  the  contrary,  he  maintains, 
that  every  Sovereign  power  decides  for  use!/,  on  its  responsibüi- 
ty,  the  qvcstion  whttlier  or  not  ü  witf,  at  a  giren  time,  accord 
the  status  of  belligerency^  to  the  insvrgent  tubjects  of  another 
power f  as  also  tlie  larger  question  of  the  independence  of  such 
svbjects,  amJ  their  accesión  to  thefamily  of  sovereign  states.  But 
the  rightfulness  of  such  an  act  dependí  on-  the  occasi/m  and  the 
circunstances,  and  it  is  an  act,  like  the  sovereign  act  ofwar, 
"which  the  morality  of  the  public  law  and  practico  requires 
should  be  delibérate,  seasonable,  and  just,  in  rcference  to 
surrounding  facts ;  national  belligercncy,  indeed,  Hke  national 
indepenience,  being bulan  existing fací,  ofjiicíaJly  recogxized 
as  such  ;  wUhtnU  which,  such  a  declaration  is  only  the  indi- 
rect  manifestation  of  a  part  indar  Une  of  policy"  (Mr.  Fish  á 
Mr.  Motley,  Setiembre  25  de  1869.) 
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ciaron  las  leyes  establecidas  entonces  en  el 
lugar,  i  habiendo  obrado  en  consecuencia  de 
la  licencia  espedida  por  las  autoridades  ofi- 
ciales, no  cometieron  culpa  alguna  por  la 
cual  pudiese  el  otro  partido  de  la  guerra  ci- 
vil castigarlos  ó  molestarlos  después. 

5*  Las  leyes  i  jurisdicción  del  Gobierno 
Peruano  quedaron  sin  efecto  en  Iquique,  du- 
rante el  tiempo  que  este  lugar  fué  ocupado 
por  el  enemigo  interior ;  i  el  techo  de  ha- 
ber reasumido  la  posesión  no  le  daba  derecho 
para  castigar  á  ciudadanos  americanos  por 
una  supuesta  violación  de  sus  leyes,  mientras 
éstas  estaban  en  suspenso ;  ni  para  espedir 
una  nueva  lei  que  tuviese  un  efecto  retroac- 
tivo. 

6^  Todo  el  procedimiento  del  Gobierno  Pe- 
ruano contra  los  buques  mencionados  ha  sido 
contrario  &  la  lei  de  las  naciones  i  choca  con- 
tra los  principios  de  la  justicia  natural. 

Este  Wine  que  no  dejaba  detener  lm- 
portancia,  considerando  la  categoría  del  fun- 
cionario que  lo  espidió,  fué,  á  su  vez,  amplia 
i  satisfactoriamente  refutado  por  el  ilustre 
abogado,  Mr.  Reverdy  Johnson,  que  habia 
sido  en  otra  época  Senador  i  también  Fiscal 
Jeneral  de   los  Estados  Unidos. 

La  suma  reclamada  por  el  capitán  de  la 
Lizzie  Thompson  era  $  109,363-82 ;  i  por  el  de 
la  Georgiana,  $  46,850-83,  siendo  el  valor  to- 
tal de  ambas  reclamaciones,  de  $  156,214-65. 

Al  mismo  tiempo  que  se  seguían  las  j  ostio- 
nes diplomáticas  en  Washington,  continuaba 
en  el  l?erú,  el  juicio  respectivo  de  comiso 
contra  los  dos  buques  apresados;  ese  juicio  se 
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siguió  en  estricta  sujeción  á  la  lei  obser- 
vándose escrupulosamente  los  trámites  de  es- 
tilo, i  terminó  por  la  condenación  de  ambos 
barcos. 

Pero  ni  esta  circunstancia,  ni  la  notoria  in- 
justicia del  reclamo,  ni  el  cúmulo  de  lumino- 
sas i  convincentes  razones  alegadas  por  el 
Perú,  pudieron  hacer  cejar  al  Gobierno  de 
la  Union  Americana,  llegando  la  buena  fé  de 
la  primera  Nación,  hasta  el  estremo  de  pro- 
poner infructuosamente  un  arbitraje  como 
medio  de  desatar  todas  las  dificultades  del 
caso,  dejando  ilesas  la  dignidad  i  justificación 
de  ambos  países.  Fué  mas  lejos  aún  nuestro 
Gobierno;  impartió  instrucciones  que  fueron 
cumplidas  por  el  señor  Zegarra,  Ministro 
Plenipotenciario  en  Washington,  para  que 
"tratara  de  conocer  si  el  Gobierno  de  los  Es- 
tados Unidos  estaba  dispuesto  á  proponer,  al 
fin,  un  arbitrio  decoroso  que  evitase  el  con- 
flicto que  esta  cuestión  pocha  ocasionar,  i  que 
disipase  el  fundado  temor  que  tenia  el  Perú, 
de  que  no  merecía  ni  la  consideración  á  que 
tenia  derecho  como  Estado  amigo,  ni  que  se 
le  reconociese  la  justicia  con  que  ha  distin- 
guido sus  procedimientos,  en  todas  las  recla- 
maciones que  por  diversos  motivos  había 
entablado  antes  el  Gobierno  de  los  Estados 

Unid6s-" 

Todo  fué  inútil,  i  lo  mas  que  pudimos  al- 
canzar fué  que  el  Perú  otorgase,  desde  luego, 
la  indemnización  reclamada,  de  modo  que 
apareciese  este  hecho  como  un  acto  espontá- 
neo por  su  parte,  para  salvar  así  el  importante 
principio,  que  mas  que  tocto  se  quería  conser- 
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var;  "proposición,"  como  justamente  anadia 
nuestro  Ministro  de  Relaciones  Esteriores/ 
"que  comprometiendo  ese  mismo  principio, 
puesto  que  el  pago  de  la  indemnización  está 
enteramente  ligado  con  él,  perjudicaba  nota- 
blemente los  intereses  del  Erario  Nacional,  i. 
esponia  la  circunspección  i  respetabilidad  del 
Gobierno,  á  la  fundada  conjetura  de  que  sin 
sistema  fijo  de  administración,  sin  respeto  á 
las  leyes  que  debe  hacer  cumplir,  i  sin  consi- 
deración alguna  á  su  propio  decoro,  apresaba 
buques  contrabandistas  de  guano,  los  sometía 
al  juicio  competente,  mandaba  cumplir  el  fa- 
llo de  los  tribunales,  i  luego,  de  un  modo  inu- 
sitado destruía  sus  mandatos,  recompensando 
espontáneamente  con  exajeradas  sumas  de  di- 
nero, á  los  mismos  infractores  á  quienes  some- 
tiera á  un  juzgamiento  legal  i  merecido." 

La  cuestión  Lizzie  Thompson  i  Georgiana, 
tuvo  por  inmediata  consecuencia  la  interrup- 
ción de  las  relaciones  diplomáticas  entre  el 
Peni  i  los  Estados  Unidos.  Este  lamentable 
estado  de  cosas  fué  el  que  motivó,  por  parte 
de  nuestro  Gobierno,  una  orden  impartida  á 
las  autoridades  subalternas,  en  la  cual  se  de- 
cia :  "Interrumpidas  las  relaciones  diplomá- 
ticas que  existen  entre  el  Perú  i  los  Estados 
Unidos,  i  siendo  una  consecuencia  la  separa- 
ción próxima  de  la  República,  del  Ájente 
Diplomático  que  tenían  acreditado  en  ella, 
quedan  desde  luego  las  personas,  las  propie- 
dades i  el  comercio  de  los  ciudadanos  de  esos 
Estados,  bajo  la  protección  del  Gobierno  Pe- 
ruano, i  gozando  de  todas  las  garantías  que 
las  leyes  conceden  á  los  naturales  del  país," 
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No  podemos  decir  hasta  qué  punto  nos  ha- 
bría llevado  la  tenacidad  del  Gobierno  Ame- 
ricano; felizmente,  espiraba  á  Ja  sazón  la  por 
tantos  motivos  funesta  administración  Bu- 
chanan.  La  que  le  succedió,  llegaba  al  poder 
con  tradiciones  mas  liberales,  sus  principios 
eran  mas  justos,  i  no  tardó  en  manifestar  de- 
seos mas  favorables  al  Peni  La  situación  ha- 
bía cambiado  radicalmente,  i  no  fué  difícil 
restablecer  nuestras  amistosas  relaciones  con 
la  gran  República. 

La  cuestión  de  los  buques  Lízzie  Thompson 
i  Georgiana  se  consideró  con  espíritu  conci- 
liador, i  en  breve,  se  logró  someterla  A  la.  de- 
cisión arbitral  de  S.  M.  elRei  de  los  Belgas, 
quien  desgraciadamente  no  pudo,  por  razones 
de  alta  consideración,  aceptar  tan  honrosa  co- 
misión, quedando  el  asunto  pendiente. 

449.  La  mejor  prueba  de  la  justicia  perfec- 
ta que  asistió  al  Perú  en  este  malhadado 
negocio,  es  la  siguiente.  Ademas  de  los  bu- 
ques americanos,  fueron  también  capturados 
en  perfecta  identidad  de  circunstancias,  algu- 
nos otros  pertenecientes  á  Mr.  Freraut,  sub- 
dito i  Ájente  Consular  de  Francia  en  Iquique. 
Este  individuo  siguió  la  conducta  de  los  capi- 
tanes americanos ;  reclamó  pidiendo  que  se  le 
pagare  la  suma  de  $  87,773,  por  daños  i 
perjuicios,  pretendiendo  dar  al  asunto  todas 
las  proporciones  de  una  jestion  diplomática: 
lo  elevó  sin  pérdida  de  tiempo,  á  conoci- 
miento de  su  Gobierno  ;  éste  sometió  la  cues- 
tión al  Comité  de  lo  contencioso,  establecido 
cerca  del  Departamento  de  Relaciones  Este- 
riores,  i  por  último,  aprobó  el  dictamen  emi- 


mr**mm^mm 


698  RECLAMACIONES 


tido,  (1)  en  el  cual  se  decidía  "que  el  señor 
Freraut  no  tiene  derecho  de  reclamar  indem- 
nización alguna  del  Gobierno  Peruano,  con 
motivo  del  embargo  de  sus  buques  i  de  su 
cargamento." 

450.  En. 1854,  Mr.  Hugo  Wilson,  subdito 
ingles,  fué  preso  i  enjuiciado  en  Tacna,  á  cau- 
sa de  haber  servido  de  órgano  para  trasmitir 
comunicaciones  de  Chile,  para  don  Domingo 
Elias,  jefe  superior,  en  esa  época,  de  los  depar- 
tamentos sublevados  del  Sur.  Surjió  la  recla- 
mación ;  á  ella  contestó  el  Gobierno,  demos- 
trando que  las  autoridades  locales  de  Tacna 
habían  procedido  legalmente,  porque  Mr. 
Wilson.  tomando  una  parte  activa  inírinjió  su 
neutralidad  en  las  cuestiones  internas  del  Pe- 
rú, i  que  en  esa  virtud,  habiendo  perdido  el  de- 
recho k  la  protección  de  su  bandera,  no  podia 
admitirse  su  jestion  por  las  vías  diplomáticas. 
A  pesar  de  tan  buenas  razones,  el  Gobierno  ce- 
dió, i  como  para  autorizar  este  acto,  decia  que 
"siendo  notorio  el  servicio  que  Wilson  pres- 
tara á  la  causa  popular  que  derrocó  á.  la  Ad- 
ministración que  lo  había  perseguido,  el  Go- 
bierno del  Perú  estaba  pronto  á  compensar 
aquel  servicio,  puesto  que  su  dignidad  así  lo 
exijia,  sin  embargo  de  haber  sido  gratuito  ;  i 
atendiendo  á  la  naturaleza  i  entidad  del  per- 
juicio irrogado  á  Wilson  en  pocos  dias  de  car- 
celería i  algunos  meses  de  arraigo,  señaló  la 
suma  de  quinientas  libras  esterlinas  como  bas- 
tante i  amplia  indemnización."  El  interesado 
exijia  ochenta  mil  pesos. 


(1)  Y.  Apéndice.  LX. 
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451.  "La  reclamación  Lanshaw  Hermanos, 
de  que  nos  vamos  á  ocupar,  aunque  no 
fué,  estrictamente  hablando,  una  reclamación 
diplomática,  manifiesta  muchos  de  los  ca- 
raqtéres  que  distinguen  aquellas  jestionós. 

En  1866,  se  presentaron  al  Gobierno  los 
ciudadanos  chilenos  Samuel  Lanshaw  i  Her- 
manos, reclamando  la  suma  de  $  156.839^, 
como  indemnización  de  los  daños  que  les  ha- 
bian  inferido  las  autoridades  de  Coracora,  du- 
rante la  última'  revolución,  i  acompañando 
numerosos  documentos,  que  según  ellos,  com- 
probaban la  justicia  del  reclamo.  En  su  soli- 
citud dicen  esos  individuos,  que  se  establecie- 
ron en  Coracora  en  1864  con  el  fin  de  com- 
prar lanas  de  alpacas ;  hacen  una  relación  de 
las  distintas  cantidades  que  en  dinero  ó  en 
mercaderías  tenían  depositadas  en  sus  alma- 
cenes i  refieren  el  modo  como  procedían  en  su 
comercio.  Añaden  que  estando  en  Lima  fueron 
informados  como  el  Sub-prefecto  Castilla  i 
Comandante  Anchorena  habían  sacado  por  la 
fuerza  de  sus  almacenes  los  efectos  cuya  lista 
acompañaban ;  que  mas  tarde,  esas  autorida* 
des  se  habían  apoderado  de  los  almacenes  con 
violencia,  rompiendo  las  puertas  i  sin  mas  ga- 
rantía que  un  simple  recibo,  sin  dejarles  for* 
mar  inventario,  ni  sacar  otra  cosa  que  sus  li- 
.bros  ;  que  el  Comandante  Anchorena  ejecuto* 
personal  de  la  violencia,  habia  dicho  delante 
tle  muchas  personas  que  la  Nación  pagaría  lo 
que  tomaba  para  urjentes  necesidades  del  ser- 
vició público,  i  que  él  elejia  la  propiedad  de 
los  señores  Lanshaw,  porque  eran  dos  únicos 
que  poseían  Vídor^s -considerables  en  esa  pro* 
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vincia,  i  también,  porqw' siendo* estrcwjeros, 
debían  confiar  en  el  reembolso  de  bus  capita- 
les, i  de  daños  i  perjuicios. 

Para  fundar  este  reclamo,  se  alegaba  "que 
es  una  regla  invariable  en  todos  los  paí- 
ses del  mundo  civilizado,  que  la  propiedad 
de  los  estranjeros  está  bajo  la  garantía  i 
protección  de  la  fuerza  pública,  sin  cuya 
protección  i  garantía  no  habría  extranjero  que 
importase  sus  capitales  al  Perú  ;  que  á  todos 
los  estranjeros  seles  había  indemnizado  hasta 
hoi  los  daños  i  perjuicios  ocasionados  por  las 
tempestades  revolucionarias,  pero  que  en  este 
caso,  la  reparación  era  una  necesidad  de  ho- 
nor para  la  Eepública,  por  cuanto  lo  que 
ejecutan  i  ofrecen  los  altos  poderes  políticos, 
compromete  el  honor  nacional.  Que  el  Sub- 
prefecto  Castilla  i  Comandante  Anchorena 
mandaron  la  provincia  i  las  fuerzas  desde  el 
principio  de  la  revolución,  i  que  hasta  la  fecha 
ejercían  esos  cargos,  i  aún  suponiendo  que 
se  hubiesen  extralimitado  en  sus  facultades^ 
llevando  su  celo  hasta  una  punible  exajera- 
cion,  siempre  cumpliría  al  Gobierno  reparar 
esos  defectos,  dictando  pedidas  precautorias 
para  el  porvenir  i  aun  mandando  enjuiciar  á 
bus  autores,  pero  sin  causar  á  un  americano 
laborioso  i  honrado  la  pérdida  de  sus  intere- 
ses i  de  su  crédito,  sacrificados  al  servicio  de 
la  revolución  restauradora.  Por  último,  con- 
cluyen diciendo  que  si  creyesen  que  el  Go- 
bierno pudiera  poner  en  duda  la  justicia  de 
su  reclamo,  entrarían  de  lleno  en,  la  cuestión 
de  principios  inconcusos  que  se  observan  en 

la  práctica  <fc  las  naciones  civilizadas,  perfw* 
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-tamente  aplicables  á  su  caso  ;  pero  como  les 
•consta  que  todos  los  hechos  son  públicos  i 
-notorios  de  manera  que  nadie  se  puede  per- 
mitir dudar  de  ellos,  se  abstienen  de  esta  ta- 
rea en  obsequio  de  la  brevedad." 

Esta  solicitud  pasó  para  informe  al  Sub-pre- 
fecto  Castilla  i  Comandante  Anchorena,  los 
cuales  confirmaron  su  responsabilidad  en  el 
despojo  de  Lanshaw  Hermanos ;  i  trasmitida 
en  seguida  al  Fiscal  J enera),  éste  pidió  la  pri- 
sión i  enjuiciamento  de  aquellos  funcionarios 
culpables,  para  hacer  en  ellos  efectiva  la  res- 
ponsabilidad criminal  i  civil  que  les  afectaba 
con  arreglo  á  las  leyes. 

Pendiente  aún  la  resolución  definitiva  de 
la  solicitud,  se  presentaron  nuevamente  ios 
reclamantes  al  Supremo  Gobierno,  pidiendo 
que  se  resolviese  por  medio  de  arbitros  si  era 
justo  ó  no  su  reclamo,  i  en  caso  de  serlo,  qué 
cantidad  debia  pagarles  el  Fisco.  Aceptada 
esta  indicación,  procedieron  los  arbitros  á  He- 
nar su  comisión  i  dieron  un  laudo,  en  que  re- 
conocían la  justicia  del  reclamo  i  fijaban  la 
indemnización  de  Lanshaw  en  $  98,679-(>. 
Opinó  en  contra  de  este  fallo  uno  solo  de  los 
arbitros,  el  Doctor  Don  Mariano  Dorado,  que 
lo  combatió  en  un  estenso  i  luminoso  dicta- 
men. (1)  En  este  escrito,  su  autor  fundándo- 
se en  el  examen  del  espediente  respectivo,  en 
la  práctica  de  otras  naciones  i  en  las  doctrinas 
del  derecho,  arribaba  á  las  siguientes  conclu- 
siones : 

(1)  Voto  particular  del  Dr.  Don  M.  Dorado,  en  la  reclama- 
ción Lanshaw.  Lima  1867.  Nos  hemos  servido  de  este  inters* 
paute  folleto,  yaru  Lutcw  la  v&ew.  d?  arta  cuvfctiga, 
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1^  En  el  espediente  de  los  señores  Lans- 
haw,no  se  encuentra  prueba  legal  que  acre- 
dite de  un  modo  evidente  el  despoja  que  di- 
cen haber  sufrido  de  sus  propiedades  en 
Coracora ; 

2*  Si  puede  permitirse  que  este  hecho  ha 
sido  acreditado  de  algún  modo,  no  lo  está, 
sin  embargo  con  la  claridad  que  requieren  las 
leyes,  ni  menos  en  la  abultada  cifra  que 
pretenden  los  reclamantes ; 

3?  No  habiendo  sido  hecha  la  expropiación 
por  orden  del  Gobierno  de  Lima  ni  por  el 
que  se  habia  constituido  en  Arequipa,  ni  por 
autoridad  departamental,  no  es  obligada  la 
República  á  prestar  la  indemnización  solici- 
tada; 

4£  No  habiendo  sido  los  DD,  Castilla  i 
Anchorena,  autoridades  que  procedieron  en 
la  expropiación,  no  por  mandato  Supremo  ni 
en  ejercicio  de  sus  funciones  naturales,  no 
puede  el  Gobierno  de  la  República  responder 
por  los  hechos  de  éstos,  que  procedieron  ex- 
tralimitándose, sin  autorización  legal  i  con 
manifiesta  arbitrariedad; 

5*  De  consiguiente,  ellos  solos  son  perso- 
nalmente responsables  á  los  señores  Lanshaw, 
con  sus  propiedades  particulares,  si  las  tienen, 
i  con  sus  personas,  para  hacer  efectiva  en 
ellas  la  responsabilidad  criminal ; 

6*  No  gozando  los  estranjeros  derechos 
que  no  tienen  los  nacionales,  porque  nunca 
pueden  ser  de  mejor  condición  que  éstos,  i 
no  indemnizando  el  Gobierno  de  la  República 
á  sus  propios  ciudadanos  los  daños  que  sufrid 


IKPLOMAtRCAS  703 


ron  en  la  revoluéion,  tampoco  puede  indem- 
nizar á  los  señores  Lanshaw  Hermanos; 

7*  Sin  embargo,  no  siendo  justo  que  estos 
señores  pierdan  los  efectos  meroantiles  de 
que  han  sido  despojados,  deben  ser  indem- 
razados  por  los  autores  de  estos   daños ; 

8*  Para  conseguir  éste  fin,  deben  oouírir 
ante  los  tribunales  de  justicia,  como  lo  ha- 
cen los  ciudadanos  del  Pera,  como  lo  man- 
dan.las  leyes  de  la  República  i  el  Derecho 
Internacional;  $ 

9*  Debiendo,  sin  embargo,  usarse  de  equi- 
dad, en  todo  lo  que  no  sea  incompatible  con 
la  justicia,  i  constando  que  de  la  venta  de 
los  efectos  de  Lanshaw,  entraron  cuatrocien- 
tos pesos  á  las  Arcas  Nacionales,  esta  suma 
les  debe  ser  pagada  de  los  fondos  del  tesoro 
público,  con  los  intereses  respectivos ; 

10^  No  ejerciendo  en  el  Perú  el  Poder 
Ejecutivo  la  administración  de  justicia,  los 
señores  Iianshaw  no  pueden  ocurrir  al  Gobier- 
no pidiéndola  contra  sus  expropiadores  ; 

1 1?  Aunque  pudiera  decirse  que  el  Gobier- 
no dictatorial,  por  gozar  de  facultades  omní- 
modas i  reunir  la  sutna  de  los  poderes 
públicos,  tenia  facultad  para  resolver  la  cues- 
tión, sin  embargo,  es  constante  que  no 
puede  hacerlo  desde  que  se  desprendió  de  esa 
atribución,  declarando  vijentes  las  leyes  re- 
lativas á  la  administración  de  justicia  i  á 
los  tribunales  en  el  ejercicio  de  sus  f uncio- 
nes; 

12?  Por  esté  mismo  principio  no  puedo, 
juzgarse  ni  decidirse  el  reclamo  de  los  se- 
ñorea LafisháW  por  tribunales  especiales  süi& 
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por  los  ordinarios  de  la  República,  porque 
hacer  lo  contrario,  seria  darle  á  los  estran- 
jetos  derechos  que  no  gozan  los  nacionales, 
con  infracción  de  las  leyes  comunes  del  Es- 
tado i  con  mengua  del  decoro  i  dignidad  de 
sus  tribunales. 

Los  esfuerzos  del  Doctor  Dorado  en  na- 
da alteraron  las  opiniones  de  sus  colegas, 
quienes,  como  ya  dijimos,  pronunciaron  un 
laudo  á  favor  de  los  reclamantes.  Felizmen- 
te habíase  omitido  un  trámite  importantísi- 
mo que  hacia  inválido  ese  fallo  arbitral : 
antes  de  pronunciarlo,  los  arbitros  debieron, 
conforme  á  la  lei  (1,552.  Cód.  Civ.  Enjuic.) 
jurar  el  cargo ;  no  habiéndolo  hecho,  no 
estaba  espedita  su  jurisdicción  i  por  consi- 
guiente, habia  llegado  el  caso  de  aplicar  las 
disposiciones  legales  (1)  respectivas,  "desde 
que  el  Gobierno  no  habia  renunciado  el  dere- 
cho de  apelar  del  fallo  arbitral.  "  Por  estas 
razones  se  sometió  el  laudo  á  la  Corte  Su- 
perior, i  ésta  lo  declaró  nulo  é  insubsistente. 

Poco  después,  convinieron  el  Gobierno  i 
los  señores  Lanshaw  en  nombrar  nuevos  ar- 
bitros, mas  al  hacerlo,  abandonó  el  Perú  la 
cuestión  de  principios,  reconociendo  tacita- 
mente  la  justicia  del  reclamo  por  el  hecho 
de  limitar  la  acción  arbitral,  á  "fallar,  de- 

(1)  Art.  1,562. — Si  las  partes  no  hubieren  renunciado  los 
recursos  de  que  habla  el  inciso  5.  °  art.  64  (la  apelación  i' de- 
mos recursos  legales)  i  no  creyesen  ajusto  el  laudo,  pueden 
ocurrir  á  la  Coi-te  Superior  del  distrito  para  que  la  Sala  de 
•turno,  como  tribunal  de  equidad,  confirme  ó  re  roque  el  laudo, 
con  solo  el  mérito  de  lo  actuado,  pudiendo  las  partes  alegar  de 
palabra  ó  por  escrito  lo  que  orean  convemento,— Cócl  Ea* 
Jujciam,  CiY, 
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terminando  la  indemnización  que  se  deba  á 
consecuencia  de  la  mencionada  reclamación, 
en  mérito  de  los  antecedentes  que  obran  en 
el  espediente  de  la  materia,"  Como  era  da 
esperarse,  no  pudieron  estos  nuevos  arbitros 
ponerse  de  acuerdo,  i  recurrieron  á  un  diri- 
mente, que  habia  sido  nombrado  con  anterió- 
ridad  :  á  don  Julián  Zaracondegui.  Este  ca* 
ballero  espidió  su  fallo  declarando  que  debia 
darse  á  Lanshaw,  por  toda  compensación,  la 
suma  de  $  10,000. 

En  el  laudo  del  dirimente  hai  que  observar 
varias  cosas.  Al  aducirse  en  él  que  "no  cabe 
duda  de  haberse  abierto  una  de  las  tiendas  de 
Lanshaw  con  fractura  de  sus  candados  i  en 
virtud  de  orden  espresa  del  comandante  An- 
chorena,"  se  añade,  "pero  dé  la  unánime  de- 
posición de  muchos  testigos  i  otras  pruebas 
aducidas  resulta  también,  que  como  era  de 
notoriedad  en  Coracora,  esto  se  hizo  ppr 
acuerdo  especial  con  los  interesados  allí  resi- 
dentes, á  fin  de  salvar  las  apariencias  i  tener 
derecho  perfecto  para  el  reclamo,  a  consecuen- 
cia xiel  despojo  aparente  hecho  por  las  auto- 
ridades revolucionarias,  cuyo  oríjen  fué  la 
amistad  de  éstos  con  los  comerciantes  despo- 
jados, que  mostrándose  mui  adictos  á  la  causa 
revolucionaria  hicieron  tales  ofrecimientos  pa- 
ra proporcionar  recursos  á  los  jefes  de  ella  ; 
cayendo  al  fin  estos  dos  hombres  ignorantes 
de  su  deber  i  poco  celosos  de  su  honra,  por  la 
necesidad  tal  vez,  en  la  abominable  tentación 
de  aceptarles  del  modo  inaudito  que  lo  hicie- 
ron." "Al  fallar,"  dice  el  señor  Zaracondegui, 
"i  eu  fuerza  de  tales  considerandos  i  de  ka 
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convicciones  que  resultan  de  ellos,  estando  al 
mérito  de  los  autos  de  la  materia  i  juzgando 
con  equidad,  como  arbitro  dirimente,  creo  que 
el  Gobierno  del  Perú  debe  dar  á  don  Samuel 
Lanshaw  la  suma  de  diez  mil  pesos,  no  tanto 
por  obligación  del  derecho  que  á  éste  le  asis- 
te como  por  hidalguía  de  la  Nación,  á  conse- 
cuencia de  lo  ocurrido" 

Por  un  decreto  Supremo  i  sin  esperar  la 
aprobación  del  Congreso,  se  lo  mandó  pagar  á 
Lanshaw  la  cantidad  reconocida,  que  en  Ma- 
yo de  1870  ascendia,  con  los  intereses  á  soles 
10,407. 

452.  A  consecuencia  del  estado  alborotado 
del  país,  i  á  la  entrada  de  las  tropas  revolu- 
cionarias á  Lima  él  6  de  Noviembre  de  1865, 
fué  saqueado,  por  el  populadlo  desenfrenado, 
le  comercio  estranjero  del  Callao.  "Anocheció 
el  6  de   Noviembre,"  dice  un  documento  ofi- 
cial, "quedando  el  castillo  i  los  almacenes  de 
la  Aduana   con  millones  de  mercaderías  es- 
tranjeras  al    cuidado  de   una  parte    de    la 
guarnición,  i  la  otra  afuera  en  el  Arsenal, 
para  el  servicio  de  policía.  Pocas  horas   des- 
pués, la  caballería  del  arsenal  se  amotinó  i  se 
desbandó,  al  propio  tiempo  que  se  alborotaba 
entre  la  plebe  esa  jente  perdida  que  viene  de 
todas  partes  á  ser  en  los  puertos  la  amenaza 
i  el  escándalo  de  su  vecindario.  Para  entonces, 
habíase  huido   á  bordo  .  el  Prefecto  Bivas,  i 
comprendido  el  Alcalde  Municipal   don  Pe- 
dro Balta  la  urjencia  de  reemplazar  con  su 
autoridad  la  que  faltaba.  Acudió  el  Alcalde 
en  persona  al  Arsenal  á  las  12f  de  la  noche, 

W  ilicitud  de  1a  fuerza  de  playeros  para  coa- 
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tener  á  los  ladrones  que  empezaban  á  asaltar 
la&  tiendas  (leí  comercio.  Sacó  un  piquete^ 
pero  se  le  amotimó,  dispersándose  á  balazos* 
Estos  tiros,  i  los  que  de  otro  lado  daban  los 
ladrones  para  romper  las  puertas,  sirvieron 
de  causa  ó  de  pretesto  para  que  se  amotinase 
en  el  Arsenal  el  resto  de  la  guarnición',  que 
atropellando  á  sus  jefes  i  oficiales  salió  i  se 
dispersó;  El  terror  que  inspiraban  los  bandi- 
dos saqueando  las  tiendas  no  fué  parte  i  des- 
alentar á  las  autoridades  Municipales  ni  al 
valeroso  vecindario.  A  las  medidas  que  aque- 
llas dictaron  i  al  civismo  heroico  de  nacio- 
nales i  estranjeros,  se  debió  el  armamento 
i  organización  de  numerosas  partidas,  cu- 
yo primer  alistamiento  i  mando  estuvo  á 
cargo  de  los  respetables  ciudadanos  Higgin- 
son,  Mendvil,  Fuenzalida,  Boza  i  otros. 
Mediante  esos  denodados  esfuerzos,  quedó 
restablecida  la  tranquilidad  i  seguridad  del 
Callao  al  amanecer  del  dia  7" 

Estas  ocurrencias  dieron  oríjen  á  los  re- 
clamos que  por  la  vía  diplomática  formula- 
ron los  perjudicados  ingleses,  americanos, 
alemanes,  franceses  é  italianos.  I  si  en  igua- 
les pasiones  hemos  tenido  que  tolerar  la 
debilidad  é  inepcia  de  los  Gobiernos,  que 
permitían  i  consentían  en  sufrir  que  estos 
asuntos  se  ventilasen  inmediata  i  esclusiva* 
mente  por  la  vía  diplomática,  en  los  recla- 
mos por  el  saqueo  del  Callao  tenemos  que 
reconocer,  que  no  solo  se  incurrió  nueva- 
mente en  tan  grave  falta,  sino  que  hasta 
cierto  punto  se  autorizó  á  los  Ajentes  Di- 
plomáticos estranjeros  para  iniciar   i  conti- 
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nuar  arbitrariamente  sus  jestiones,  sin  mé- 
todo  alguno  i  sin  el  menor  miramiento  por 
los  tan  sabidos  principios  que  para  iguales 
casos  tiene  consignados  i  consagrados  el  De- 
recho  de  las  Naciones. 

Cinco  Legaciones  entablaron  reclamos  por 
los  desórdenes  del  Callao.  En  la  correspon- 
dencia que  cada  una  de  ellas  sostuvo  con 
el  Gobierno,  se  asume  la  responsabilidad  de 
este  por  esos  sucesos,  pero  no  se  encuentra 
ti  la  mas  breve  discusión,  ni  se  formula  el 
menor  argumento,  ni  se  invoca  un  solo  prin- 
cipio para  fundarla  i  justificarla.  El  Gooier- 
no  dictatorial  asumió  esa  responsabilidad, 
contrajo  la  obligación  de  indemnizar,  i  dis- 
puso que  se  vendiesen  en  remate  público 
muchos  artículos  que  se  habían  salvado  del 
saqueo,  depositándose  su  valor  en  el  Teso- 
ro Nacional.  Ese  Gobierno  sacrificó  así  un 
principio  indispensable  para  la  conservación 
de  la  dignidad  nacional ;  sin  duda  creyó  que 
debia  hacer  ese  sacrificio  k  fin  de  cubrir  Jde 
ignominia  á  los  vencidos,  tener  una  mancha 
mas  que  arrostrarles  i  consolidar  sobre  su 
desprestijio  un  poder  absoluto  i  repugnante 
á  nuestras  instituciones. 

Durante  los  años  de  1866  i  1867,  conti- 
nuaron los  Diplomáticos  estranjeros  sus  jestio- 
nes, que  no  encontraban  embarazos,  gracias  á 
la  complacencia  del  Gobierno,  i  sin  que  en 
tan  largo  período  se  alzase  mas  voz,  en  defen- 
sa de  la  irresponsabilidad  legal  del  Estado, 
que  la  del  Fiscal  Jeneral ;  i  aún  este  funcio- 
nario, después  de  mantener  en  una  estensa 
vista  que  el  Estado  no  era  responsable,  con- 
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cluia  pidiendo  que  se  elevase  el  asunto  al 
conocimiento  del  Congreso,  para  que  éste 
"en  su  sabiduría  escojitase  un  medio  de  con- 
ciliar la  irresponsabilidad  legal  de  la  Nación, 
con  el  deseo  de  aliviar  la  penosa  situación  de 
los  estranjeros  perjudicados,  empleando  para 
ello  la  munificencia  nacional,  como  un  espe- 
cial testimonio  del  aprecio  que  ha  hecho  el 
Perú  de  la  abnegación  con  que  los  estranjeros 
compartieron  nuestros  peligros,  en  la  defensa 
nacional" 

El  procedimiento  administrativo  á  que  ar- 
bitrariamente se  habian  sometido  los  reclamos 
del  Callao,  terminó  con  la  proposición  que 
hicieron  los  interesados,  para  que  sus  recla- 
mos fuesen  resueltos  por  una  junta  de  arbi- 
tros. El  Gobierno  aceptó  de  plano  esta  es- 
traña  propuesta  que  establecia  un  tribunal 
especial,  con  mengua  i  desdoro  de  los  tribu- 
nales i  juzgados  ordinarios  de  la  República  ; 
mas  al  llevarse  k  cabo  el  arbitraje  propues- 
to, declararon  los  nombrados  por  los  recla- 
mantes que  no  podían  entrar  en  discusión 
respecto  al  principio  de  irresponsabilidad  del 
Gobierno,-  en  los  memorados  sucesos  del  Ca- 
llao ;  que  sus  facultades  se  limitaban  á  deter- 
minar el  quantum  que  debian  satisfacer  á  los 
interesados,  dando  por  sentado  i  reconocido 
el  principio  de  justicia  que  les  asistía.  De  es- 
te modo,  quedó  sin  efecto  el  arbitraje. 

En  este  estado  mas  ó  menos,  si  no  nos 
equivocamos,  estaba   :a  cuestión,  cuando  ca-  * 
yo  el  Gobierno  dictatorial  i  surjió  la  Admi- 
nistración Canseco.   Algunos  meses  después, 
el  Ministro  de  Relaciones  Esteriores  decia  al 
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Congreso,  que  se  había  convenida  en  nombrar 
una  comisión  mixta,  para  que,  con  separación 
absoluta  de  la  cuestión,  de  derecho  compu- 
tase el  valor  verdadero  de  los  daños  sufridos 
en  el  Callao    . 

Esta  comisión,  en  efecto,  se  reunió  i  falló 
todos  los  reclamos  interpuestos,  i  solo  faltaba 
dar  cumplimiento  á  sus  decisiones,  cuando  to- 
dos los  respectivos  Aj entes  Diplomáticos  exi- 
jieron,  1.°  que  se  pagase  á  los  interesados, 
ademas  de  las  sumas  reconocidas  por  la  comi- 
sión, los  intereses  correspondientes  desdo  el  6 
de  Noviembre  de  1865,  i  2.°  que  este  pago 
se  hiciese  inmediatamente,  sin  esperar  el  re- 
quisito legal  de  la  aprobación  lejislativa.  En- 
tonces, i  solo  entonces,  se  oyó  en  9l  recinto 
gubernativo  la  defensa  de  los  derechos  de  la 
Nación,  i  aunque  ya  era  tarde,  desde  que  Go- 
biernos anteriores,  dando  un  desatinado  jiro  k 
la  cuestión,  la  habian  colocado  en  un  terreno 
desventajoso  para  el  país  entero,  sin  embar- 
go, debemos  consignar  la  conducta  honrosa 
i  digna  del  Dr.  Dorado. 

Estando  desempeñando  la  cartera  de  Re- 
laciones Esteriores  en  1870,  decia  ese  distin- 
guido majistrado  al  Ministro  Americano: 
'?  Aparte  de  esto  V.  E.  convendrá  con  el  in- 
frascrito, en  que  la  indemnización  por  per- 
juicios ocurridos  á  los  particulares,  bien  sean 
nacionales  ó  estranjeros,  por  los  desórdenes 
de  las  facciones  políticas,  no  es  de  estricta 
justicia.  Las  naciones  mas  ilustradas  i  pode- 
rosas no  conocen  este  principio,  sino  que  an- 
tes bien  lo  rechazan,  i  esta  doctrina  es  la 
que  observa  la  Nación  que  Y.  E*  representa. 
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Siguiendo  el  P*pú  Iob  miamos  principios,  se 
ha  negado-  muchas  veces  á,  otorgar  indem- 
nizaciones, i  si  alguna  «vez  por  causas  es- 
cepcionales  las  ha  concedido,  ha  sido  por 
equidad,  sin  que  formen  regla  para  otros  ca- 
sos, i  por  un  vehemente  deseo  de  conservar 
las  buenas  relaciones  de  amistad  qoie  man-* 
tiene  con  los  Estados  de  Europa  i  do  Ame- 
rica. Ha  considerado  el  Gobierno  Peruano 
que  muchas  veces  es  necesario  sacrificar  in- 
tereses secundarios  i  de  un  orden  inferior  & 
los  mas  altos  6  importantes  de  conservar  el 
aprecio  i  estimación  de  un  buen  amigo/' 

En  otro  despacho  dirijido  al  Plenipoten- 
ciario Francés,  reproducía  iguales  sentimien- 
tos, i  luego  anadia  :  "Antes  de  terminares- 
te  oficio,  no  puedo  dejar  de  hacer  presente 
á  Y.  E.  que  el  pago  de  indemnizaciones  por 
perjuicios  recibidos  por  casos  fortuitos,  en 
cuyo  número  se  consideran  los  daños  causa^ 
dos  por  fUerza  mayor  i  por  las  facciones,  es- 
tá rechazado  por  los  principios  comunes  de 
la  jurisprudencia  internacional  i  por  la  prác- 
tica de  las  naciones  mas  poderosa?  i  mas  ilus- 
tradas de  la  tierra.  Ni  nacionales  ni  estran- 
jeros  tienen  derecho  á  que  se  les  indemnicen 
los  daños  sufridos  en  las  revueltas  políticas  ó 
á  consecuencia  de  ellas.  Ningún  Gobierno  se 
convendría  en  ser  responsable  de  tales  daños, 
sin  perjudicar  gravemente  los  intereses  na- 
cionales,  porque  de  lo  contrario,  seria  poner 
el  tesoro  público  á  merced  de  todas  las  fac- 
ciones que  quisieran  esplotarlo»  Sin  embar- 
go, el  Gobierno  del  Perú,  estimando  las  re- 
laciones de  buena  armonía  que  mantiene  con 

90 


712  RECLAMACIONES 


las  naciones  amigas  mas  que  los  intereses 
materiales,  i  procediendo  en  muchas  ocasio- 
nes con  jeneroso  desprendimiento  de  sus  pro- 
pios derechos,  ha  convenido  en  indemnizar 
á  los  estranjeros,  lo  que  no  habría  concedido 
á  los  nacionales.  Estos  sentimientos  de  equi- 
dad creo  que  serán  debidamente  apreciados 
por  V.  E.  i  por  su  ilustrado  Gobierno." 

A  estas  consideraciones  contestó  el  señor 
Barón  Gauldrée  Boilleau,  diciendo  :  "Los  ac- 
tos de  violencia  i  saqueo  de  que  fué  teatro 
la  población  del  Callao  el  6  de  Noviembre  de 
1865,  no  me  parece  que  deben  entrar  preci- 
samente en  el  orden  de  hechos  á  que  podría 
aplicarse  la  argumentación  que  me  tomo  la 
libertad  de  observar.  Esas  tristes  escenas 
fueron,  me  parece,  á  consecuencia  de  la  acti- 
tud de  las  principales  autoridades  dej  Callao, 
que  no  tomaron  medida  alguna  para  prote- 
jer  la  población,  i  que  según  se  me  ha  dicho, 
no  esperaron  para  dejarla  que  hubiese  esta- 
llado el  motin.  Si  el  Gobierno  Peruano  no 
ha  juzgado  conveniente  por  razones  que  me 
es  dado  conocer,  ocuparse  de  esta  circunstan- 
cia de  los  reclamos  de  los  hijos  del  país,  no 
es  una  razón  para  concluir,  que  la  reparación 
concedida  á  los  estranjeros  residentes  ha  si- 
do un  favor,  á,  que  estrictamente  hablando, 
no  tienen  derecho.  La  protección  que  se  les 
debia,  según  los  tratados  i  los  usos,  les  faltó 
completamente,  i  la  culpa  recaia  sobre  los 
funcionarios  locales,  de  cuya  conducta  era 
responsable  la  administración  central.  La  ini- 
ciativa que  tomó  el  Gobierno  Peruano,  reco- 
nociendo   la  responsabilidad  que  tenia,  en 
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Noviembre  de  1865,  de  los  hechos  de  sus 
ajentes  en  el  Callao,  no  constituía,  pues,  una 
derogación  de  los  principios  comunes  del  De- 
recho de  Jentes ;  por  el  contrario,  ella  esta- 
ba conforme  con  rnuclios  antecedentes ;  repito, 
no  era  solamente  un  acto  de  gracia  ó  de  me- 
ra benevolencia,  era  también  un  acto  de  jus- 
ticia." 

Fácil  era  combatir  los  argumentos  del  re- 
presentante francés,  aduciendo  todo  lo  que 
llevamos  espuesto  acerca  de  la  responsabili- 
dad del  Gobierno,  en  actos  propios  de  los 
ajentes  subalternos  de  la  administración  ;  pu- 
do hacérsele  también  la  verdadera  historia 
de  los  sucesos  del  Callao,  demostrando  que 
el  saqueo  fué  producido  por  el  amotinamien- 
to previo  de  la  guarnición  (1)  que  la  autori- 
dad no  vaciló  ni  perdió  un  solo  momento  en 
combatir  á  los  ladrones,  ni  se  retardó  la  res- 
pectiva pesquisa  judicial,  i  que  el  Gobierno, 
lejos  de  aprobar  i  hacer  suyo  lo  sucedido, 
lo  condenó  siempre  ;  esto  i  mucho  mas  se 
pudo  alegar,  para  desvirtuar  completamen- 
te las  observaciones  del  señor  Ministro  Fran- 
cés, pero  lo  que  no  tenia  réplica,  era  el  ar- 
gumento formulado  sobre  el  hecho  de  haber 
asumido  por  sí  i  ante  sí,  el  Gobierno  en 
Noviembre  de  1865,  la  obligación  de  indem- 
nizar. 

La  Comisión  mixta  que  entendió  en  los  re- 
clamos orijinados  por  el  saqueo  del  Callao, 
falló  favorablemente  veinte  i  siete  reclama- 


(1)  Vida  la  Vista  del  Fiscal  Jeneral,  de  20  de  Febrero  de 
ip  1867. 
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ciones,  importando  todas,  $  257,484.  2  rúale*. 
Los  interesados  exijian  1.203,326  £. 

Últimamente  se  ha  ordenado,,  por  un  de- 
creto supremo,  que  se  haga  este  pago  sin  es* 
perar  la  resolución  del  Congreso* 

453.  Hace  solo  seis  anos  que  se  adelantó 
la  última  reclamación  diplomática  que  hemos 
recordado  i  á  pesar  de  que  las  circunstan- 
cias que  nos  rodean>  nuestra  creciente  pros- 
peridad nacional,  i  sobre  todo,  la  fuerza  de 
los  principios  que  dia  á  día  van  reconociendo 
las  naciones  mas  poderosas  del  mundo,  hacen 
presumir  que  la.  época  de  estas  cuestiones  va 
pasando,  sin  embargo,  no  nos  atreveremos  4 
asegurar,  que  ha  tocado  á  su  término-  el  pa-» 
peí  injusto  i  poco  simpático  que  la  diploma- 
cia estranjera  ha  creido  deber  aceptar,  algun- 
as veces,  en  el  Perú. 

Al  contrario,  creemos  que  algunos  sacrifi- 
cios mas  nos  están  preparados,  antes  de  lo- 
grar que  el  estranjoro  en  el  Perú. comprenda 
que.  no  tiene  ningún  privilejio  en  el  país,  i 
que  ser  colocado  en  un  nivel  con  el  nacional, 
es  una  ventaja  no  otorgada  en  todas  partes, 
i  que  prueba  nuestra  buena  voluntad  i  nues- 
tros jenerosos  sentimientos.  Se  engaña  el  es* 
toan j  ero  al  creer  preferible  el  sostenimiento 
de  nn  estado  de  cosas  que  no  reposa  ni  ea 
la  verdad  científica  ni  en  la  conveniencia  da 
las  sociedades  modernas.  Un  sistema  que.  re- 
conoce por  base  la  fuerza  tarde  ó  tempra- 
no desaparece,  ó  cuando  menos,  está  sujeto 
á  los  inciertos  vaivenes  de  la  preponderancia 
nacional. 

Siempre  tienen  mas  ventajas  la  honradez  i 
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la  buena  fé,  i  los  individuos  como  los  pue- 
blos, encuentran  á  la  vez  que  su  derecho  su 
conveniencia  únicamente  en  los  sólidos  prin- 
cipios de  la  ciencia,  traducción  déla  justicia, 
que  á  su  vez  es  la  única  norma  digna  de  se- 
res intelijentes  i  libres. 

Aceptada  con  hidalguía  por  los  estranjeros 
la  sumisión  racional  á  las  leyes  peruanas,  ellos 
contribuirían  en  mucho  á  dotar  esas  leyes  del 
prestijio  i  eficacia  indispensables  para  garantir 
todos  los  derechos  ;  nos  habrian  ayudado  en- 
tonces en  la  gran  obra  de  consolidación  polí- 
tica en  que  estamos  empeñados  ;  abandonado 
quedaría  el  injusto  antagonismo  sostenido 
hasta  aquí  por  el  error,  i  no  se  haria  esperar 
el  dia  en  que  peruanos  i  estranjeros,  herma- 
nos en  la  lei  i  en  la  Libertad,  viviésemos  uni- 
dos i  felices  en  el  regazo  de  una  Patria  prós- 
pera i  poderosa. 
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Jfinütmo  de  Relaciones  fistiriores. —  Lima  i  11  de  Noviem- 
bre de  1846. —  A  los  Prefectos  de  Arequipa,  Cuzco,  Puno  i  Mo- 
quegua. —  El  principio  regular  de  la  política  del  Gobierno,  en 
sns  relaciones  con  los  otros  Estados  con  quienes  se  halla  feliz- 
mente en  buena  inteligencia  i  armonía,  es  mantener  ésta  por 
todos  los  medios  que  sean  compatibles  con  el  honor  i  seguri- 
dad de  la  República.  Este  principio  debe  observarse  todavía 
con  mas  relijiosidad  con  los  Gobiernos  de  las  Repúblicas  her- 
manas, con  quienes  el  Perú  está  ligado  por  tan  antiguos  i  es» 
trechos  vínculos.  Nada  es  mas  conducente  al  logro  de  tan  im- 
portante fin,  que  dispensar  á  los  extranjeros  la  protección  i 
garantías  que  les  aseguran  las  leyes  internacionales  i  patrias, 
i  las  prácticas  de  la  civilización  siempre  que  por  su  conducta 
no  se  hagan  indignos  do  sus  beneficios.  Pero  esta  política  cuer- 
da i  conciliadora,  cuyo  espíritu  deseara  el  Gobierno  infundir 
en  todas  tas  autoridades  de  su  dependencia,  no  es  secundada 
con  el  esmero  que  su  importancia  requiere.  Las  continuas 
quejas  i  reclamaciones  de  subditos  bolivianos  residentes  en  el 
¡Perú,  son  un  triste  testimonio  de  esta  verdad,  i  es  preciso  po-  . 
ner  término  á  las  vejaciones  i  malos  tratamientos  que  sufren  i 
que  podrían  comprometer  de  un  modo  serio  la  paz  de  que  tan- 
to necesita  la  Nación  para  reparar  sus  quebrantos.  Con  tal  ob- 
jeto, S.  E.  el  Presidente  me  ha  ordenado  prevenga  á  V.  S.  cui- 
de bajo  su  responsabilidad,  el  que  en  el  departamento  de  su 
mando  no  sé  hostilice  directa  ni  indirectamente  ¿  loa  subditos, 
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bolivianos  residentes  en  el ;  pues  está  resuelto  á  Teprimir  ri- 
gurosamente á  cualesquiera  autoridades  que  los  molesten  sin 
necesidad,  ó  los  priven  de  losjprivilejios  i  franquicias  que  les 
corresponden. — Dios  Guarde  á  Y.  S. — José  <?.  Paz  Soldán. 
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Ministerio  de  Relaciones  Estertores. — Lima  á  14  de  Setiembre 
de  1859. — Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justi- 
cia.— En  diferentes  ocasiones  [este  Ministerio  na  excitado  el 
celo  de  los  juzgados  i  tribunales  de  ls  República,  con  el  obje- 
to de  que,  desempeñando  puntual  i  estrictamente  sus  deberes 
respecto  de  los  estranjeros  que  litiguen,  se  llenase  una  de  las 
mas  importantes  obligaciones  de  la  Majistratura  judicial;  ha 
querido  también  que  de  este  modo  se  evitasen  las  reclamacio- 
nes diplomáticas  que  muchas  veces  han  afectado  la  quietud  de 
laRepública  i  han  comprometido  la  dignidad  i  el  decoro  del 
Gobierno  Peruano. 

No  porque  antes  así  se  haya  hecho,  deja  de  ser  oportuno  i 
conveniente  reiterar  las  mismas  exijencias  :  porque  respecto 
deestranjeros,  no  cesan  hasta  ahora  las  reclamaciones  de  que 
he'  hablado  á  U.  S.  las  cuales  debe  el  Gobierno  empeñarse  en 
hacer  que  desaparezcan  en  cuanto  por  derecho  sea  dable. 

A  mas  de  este  importante  propósito,  conviene  también  que 
por  la  regularidad  de  nuestra  marcha  judicial,  se  convenza  á 
las  naciones  estrañas  i  á  los  Ajentes  Diplomáticos  que  aquí  las 
representan,  que  la  estructura  de  nuestros  tribunales,  los  pro- 
cedimientos que  en  ellos  se  observan,  i  el  carácter  i  naturaleza 
de  nuestra  lejislacion  civil,  son  en  su  mayor  parte  parecidos 
por  no  'decir  los  mismos,  que  lo,  son  en  los  pueblos  mas  civi- 
lizados del  continente  europeo. 

Como  este  convencimiento  es  tan  fácil  de  adquirirse,  hasta 
por  lasimple  lectura  de  nuestros  códigos,  es  de  presumir  que, 
uniendo  el  estudio  teórico  á  la  observación  de  nuestras  prác- 
ticas judiciales,  se  obtenga  el  buen  resultado  deque,  las  de- 
moras que  se  atribuyen  á  nuestros  jueces  i  majistrados,  se  im- 
puten en  rigor  á  los  recursos  que  proporcionan  las  mismas 
leves  por  los  trámites  que  ellas  han  establecido  para  evitar  ó, 
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errores  ó  precipitaciones  acerca  del  descubrimiento  de  la  jus- 
ticia i  de  los  verdaderos  derechos  de  los  litigantes. 

En  ese  caso,  los  ajcntes  estranjeros  dejarán  de  interponer 
■a  acción  diplomática  antes  que  los  juicios  hayan  fenecido,  i 
no  será  necesario  hacerles  saber,  que  el  Gobierno  no  puede  ni 
debe  avocarse  los  negocios  que  penden  ante  el  poder  judicial, 
ni  puede  tampoco  dejar  sin  estricto  cumplimiento  las  senten- 
cias que  este  poder  "espidiese,  según  es  de  su  incumbencia  i 
de  sus  atribuciones  constitucionales. 

Fines  tan  sagrados  cómo  los  que  acabo  de  indicar  á  U.  S. 
son  los  que  me  obligan  á  dirijir  este  oficio,  espero  que  U.  S« 
concurrirá  por  su  parte  al  logro  de  la  aclaración  que  este  Mi- 
nisterio se  ha  propuesto  hacer  en  tan  útil  como  delicada  ma- 
teria.—Dios  Guarde  á  V.  S.— Miguel  del  Oarpio. 
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Ministerio  de  Relacione*  Estertores. — Circular  á  los  Minis- 
tros de  Guerra  i  Marina,  i  deJGobierno,  encargado  del  Despa- 
cho de  Justicia. — Lima,  20  de  Febrero  de  1857. — Harto  fre- 
cuentes han  sido,  por  desgracia,  las  reclamaciones  diplomáti- 
cas que  ha  tenido  el  Gobierno,  por  indemnización  de  daños  i 
perjuicios  causados  á  estranjeros;  reclamaciones  que  no  solo 
han  dado  lugar  á  desagradables  contestaciones,  sino  que,  á  true- 
que de  salvar  ilesos  los  principios  de  justificación  que  profe- 
sa la  República,  han  provocado  el  otorgamiento  de  concesio- 
nes en  estremo  onerosas  al  erario  ;  i  ápesar  de  que  es  de  espe- 
rar que  con  el  progreso  de  la  ilustración,  el  mejoramiento  de 
las  instituciones  i  las  leyes  dictadas  para  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad de  los  funcionarios  públicos,  desaparezca  el  orí- 
jen  de  abusos  tan  funestos,  quiere  S.  £.  el  Libertador  Presi- 
dente adoptar  las  medidas  mas  eficaces  para  reprimirlos,  co- 
rrejirlos  i  estirparlos  radicalmente.  Con  tal  mira  me  manda 
que  dirija  á  Y.  S.  esta  comunicación,  á  fin  de  que  circule  á  las 
autoridades  de  su  dependencia,  las  siguientes  instrucciones, 
á  las  que  deberán  sujetarse. 

.  Cuidarán  escrupulosamente  de  guardar  i  hacer  respetarlas 
garantías  individuales  i  civiles  que  la  Constitución  del  Estado 
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i  el  Derecho  de  Jentes  franquean  á  los  esiranjeros  domicilia- 
dos 6  transeúntes  que  se  hallen  en  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca ;  é  inculcaran  con  esmero  en  el  pueblo  los  sentimientos  hu- 
manitarios i  oficios  de  fraternidad  á  que  son  acreedores,  ya 
por  el  deber  que  la  hospitalidad  impone,  7a  por  el  grande  in- 
terés que  tiene  la  Nación  de  atraerlos  á  su  seno  aumentando 
bu  riqueza  intelectual  i  material  por  medio  de  la  inmigra- 
ción. 

Prestaran  á  los  estranjeros,  medios  de  seguridad,  protección 
i  franquicias,  compatibles  con  las  leyes  del  país,  para  que  ejer- 
zan libremente  su  industria  ó  comercio,  i  para  facilitarles  su 
tránsito. 

Cuando  sea  menester  ocupar  para  el  servicio  público  per- 
sonas ó  propiedades  de  estranjeros,  será  previo  ajuste  i  conve- 
nio que  deberá  constar  por  escrito,  i  se  reservará  para  que  obre 
de  comprobante. 

Vijilarán  severamente  que  ninguna  autoridad  ni  funcionario 
civil,  militar  ó  político,  ataque  las  personas  ó  propiedades  de 
estranjeros,  imponiéndoles  servicios  forzados,  ni  exijiéndoles 
otros  hechos  6  contribuciones  que  las  que  legalmente  les  com- 
prendan ;  i  caso  de  que  llegue  á  su  conocimiento  cualquier 
abuso  á  ese  respecto,  mandarán  inmediatamente,  que  por  el 
jmzgado  competente,  se  organizo  la  sumaría  información  que 
corresponda  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos,  á  fin  de  que 
si  resulta  probado  el  abuso,  se  indemnice  al  damnificado,  ha- 
ciéndose efectiva  la  responsabilidad  del  funcionario  culpable, 
sin  perjuicio  de  imponérsele  los  demás  penas  legales  en  el  jui- 
cio respectivo ;  i  si  por  el  contrario  no  aparece  fundada  la  que- 
ja, se  reserve  la  actuación  para  oportuna  constancia. 

Se  librará  esclusivamente  al  Poder  Judicial  el  conocimiento 
de  las  reclamaciones  ó  demandas  de  estranjeros  ó  contra  es- 
tranjeros por  acciones  personales  ó  privadas,  ja  sean  civiles  ó 
criminales. 

Las  autoridades  locales  atenderán,  en  cuanto  penda  de  sus 
atribuciones,  las  quejas  que  les  dirijan  los  estranjeros,   por 
demora  ó  denegación  de  justicia,  i  darán  cuenta  al  Gobierno  i. 
á  los  Tribunales  Superiores  para  que  se  repare  el  agravio. 

La  protección  que  la  Nación  ofrece  á  los  estranjeros,  no 
exime  áloe  que  delincan  de  la  acción  de  la  justicia,  ni  los  sus* 
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trae  de  las  autoridades  constituidas  en  cuanto  conduzca  á  la 
conservación  del  orden,  custodia  de  la  seguridad  pública,  i 
persecocion  i  aprehensión  de  los  criminales. — Dios  guarue  á 
V,  S. — Manud  Ortiz  de  ZevaUos,  (1) 


IV 


Ministerio  de  Relaciones  Estertores, — Lima,  25  de  Enero  de 

1859. — Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de. 

— En*la  circular  de  24  de  Febrero,  de  1857,  que  se  halla  inser- 
ta en  la  colección  diplomática,  se  han  dado  las  órdenes  con- 
venientes á  las  autoridades  locales  para  que,  respetando  los 
derechos  i  garantías  de  los  estranjeros  residentes  en  el  Pera, 
eviten  al  Gobierno  complicaciones  diplomáticas  i  crecidos  gas- 
tos que  muchas  veces  tiene  que  satisfacer  por  indemniza- 
ciones. 

Sin  embargo,  S.  E.  el  Libertador  Presidente  estima  necesa- 
rio que  reitere  á  V.  S  las  siguientes  prevenciones,  para  que  se 
sirva  trasmitirlas  á  los  funcionarios  de  su  dependencia,  á  fin 
de  que  las  guarden  i  hagan  guardar  en  la  parte  que  tengan 
relación  inmediata  con  sus  atribuciones  respectivas. 

Supárfluo  parecía  encargar  á  las  autoridades  locales  el  cum- 
plimiento de  las  leyes  i  el  respeto  á  las  garantías ;  pero  S.  E. 
el  Presidente,  sin  olvidar,  i  antes  bien,  recordando  su  obser- 
vancia en  favor  de  todos  los  que  habitan  el  territorio  de  la 
República,  encarga  mui  especialmente  su  estricto  cumplimien- 
to respecto  de  los  estranjeros  en  ella  residentes.  Al  hacer  esta 
prevención,  S.  E.  tiene  en  mira  la  necesidad  de  protejer  á  los 
que  con  su  industria  i  sus  capitales  contribuyen  al  progreso  de 
la  Nación :  la  de  conservar  ileso  el  crédito  del  país  en  el 
esterior  i  la  de  evitar  al  Gobierno  reclamaciones  que  preocupan 
su  atención,  afectan  sus  relaciones  diplomáticas,  i  distraen  á 
veces  del  tesoro  público  el  dinero  necesario  para  la  conser- 
vación i  el  progreso  de  la  República. 

Deben  también  las  autoridades  i  aún  los  particulares  tener 
mui  presente,  porque  el  Gobierno  se  propone  cumplirla  en  toda 


(1)  El  tenor  de 'esta  circular  fué  puesto  en  conocimiento  del  Cuerpo  Diplo- 
milico  i  Consular  estranjeros,  residentes  en  Lima. 


>M  M 
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su  es  tensión,  la  disposición  del  art.  2,203  del  Código  Civil,  que. 
hace  mancomunadamente  responsables  por  los  daños  que  cau- 
se una  prisión  ilegal,  al  que  la  orijine  i  al  juez  que  la  decreta. 
Aún  deben  fijar  mui  especialmente  su  atención  en  el  espíritu 
del  art  3,191  que  obliga  á  toda  persona  á  subsanar  el  perjuicio 
que  cause  á  otra,  con  sus  hechos,,  con  su  descuido,  ó  con  su 
imprudencia  (1) ;  i  que  por  consiguiente,  quedan  comprendi- 
didos  en  esta  disposición  los  que  retarden  la  administración 
de  justicia  i  en  jeneral  todos  los  que,  en  el  ejercicio  de  su  auto- 
ridad, infieran  inmerecidos  daños  á  un  estranjero,  ló  mismo 
que  á  cualquier  individuo,  sea  en  sus  bienes,  ó  en  su  persona, 
maltratándola  sin  oausa,  ó  negándole  las  consideraciones  que 
merecen  hasta  los  mismos  criminales» 

Las  autoridades  deben  prestar  á  los  extranjeros  no  solo  la 
protección  i  seguridad  que  exijen  las  leyes,  sino  también  todos 
los  servicios  que  aconsejan  la  humanidad  i  la  civilización,  i  sin 
los  que  la  hospitalidad  es  un  nombre  vano. 

En  los  casos  de  expropiación,  deben  observarse  de  una  ma- 
nera rigurosa  las  formalidades  prescritas  por  nuestra  lejisla- 
cjon  civil,  i  cuando  se  ocupen  las  personas  ó  propiedades  ex- 
tranjeras, por  exijirlo  el  servicio  público  i  autorizarlo  las  leyes» 
debe  observarse  lo  prevenido  en  la  circular  del  24  de  Febrero 
de  1857,  entendiéndose  el  debido»  convenio  por  escrito,  reser- 
vándolo para  que  obre  como  comprobante  i  estipulándose  todas 
las,  condiciones  del  contrato. 

No  se  sustraerá  del  Poder  Judicial  el  conocimiento  de  los 
asuntos  contenciosos  en  que  tengan  interés  los  extranjeros 
ai}n  cuando  el  Fisco  sea  el  demandado,  ni  el  de  los  delitos 
cometidos  en  el  territorio  de  la  República,  cualquiera  que  sea 
la  condición  del  reo,  ni  el  de  las  faltas  i  consiguiente  respon- 
sabilice de  los  funcionarios  que  abusen  del  poder  que  les  han 
confiado  las  leyes.  La  fiel  observancia  de  estas  disposiciones  en 
toda  su  ostensión,  será  la  mas  segura  garantía  de  la  justicia  i 
de  la  dignidad  del  país  en  el  esterior. 

Preciso  es,  también,  que  las  autoridades  no  solo  cumplan  i 
hagan  cumplir  estas  prevenciones,  sino  que  procuren  incul- 

(1)  Art.  34203.  El  que  orfjina  uua  prisión  ilegal,  i  el  Juez  que  la  ordena,  ios 
menooni uñadamente  responsables,  por  los  daños  que  causa  la  prisión. 

Art.  81 W.  Ouilq.aiera  que  por  sus  hechos,  descuido  6  imprudencia  cause 
un  perjuicio  a  otro,  está  obligado  A  subsanarlo. 
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carias  en  el  ánimo  del  pueblo  por  todos  los  medios  que  se  ha* 
Uená  su  alcance. 

Es,  ademas,  indispensable  que  procedan  en  conformidad  con 
los  tratados  que  el  Perú  ha  celebrado  con  las  potencias  estran- 
jeras,  que  son  leyes  del  Estado,  para  cuya  observancia  está 
empeñado  el  honor  nacional. 

En  la  presente  oircular  nada  de  nuevo,  ni  de  singular  ó  pri- 
vilejiado  se  establece ;  al  contrario,  se  recomienda  el  cumpli- 
miento de  las  leyes  existentes  en  toda  su  latitud  i  sin  escepcio- 
nes  de  ninguna  clase.  Solo  se  trata  de  que  todas  las  autoridades 
locales  sean  fíeles  intérpretes  de  la  política,  justa,  jenerosa  i 
firme  que  el  Gobierno  observa  con  los  estranjeros  residentes 
en  la  República ;  de  que  se  apliquen  las  leyes  con  imparciali- 
dad, pero  sin  violencias ;  porque  solo  á  este  precio  puede  la 
autoridad  inspirar  un  verdadero  respeto ;  i  de  que  se  asegure 
una  justa  i  decorosa  protección  á  todos  los  estranjeros,  que  el 
Gobierno  recibe  como  uno  de  los  elementos  del  progreso  moral 
i  material  del  país. — Dios  guarde  á  V.  S. — Mmud  Morales. 


Art.  33.  Los  peruanos  lo  son,  por  nacimiento  ó  por  natura- 
laacion. 

Art  34.  Son  peruanos  por  nacimiento  : 

1.  °  Los  que.nacen  en  el  territorio  de  la  República ; 

&  °  Los  hijos  de  padre  peruano  ó  de  madre  peruana,  naci- 
dos en  el  estranjero,  i  cuyos  nombres  se  hayan  inscrito  en  el, 
rejistro  cívico,  por  voluntad  de  sus  padres  durante  su  minoría 
ó  por  la  suya  propia,  luego  que  hubiesen  llegado  á  la  mayor 
edad  ó  hubiesen  sido  emancipados. 

3.  °  Los  naturales  de  la  América  Española  i  los  españoles 
que  se  hallaban  en  el  Perú  cuando  se  proclamó  i  juró  la  inde- 
pendencia, i  que  han  continuado  residiendo  en  el  posterior- 
mente. 

Art.  35.  Son  peruanos  por  naturalización : 

Los  estranjeros  mayores  de  veintiún  años,  residentes  en  el 
Perú,  que  ejercen  algún  oficio,  industria  ó  profesión,  i  que  se 
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inscriben  en  el  Rejistro  Cívico  en  la  forma  determinada  por 
laleL 

Art.  36.  Todo  peruano  está  obligado  á  servir  á  la  Ropúbli- 
ca,  con  su  persona  i  sus  bienes  del  modo  i  en  la  proporción 
que  señalen  las  lejos.  {Constitución  política  Tít.  5.  ° ) 


Considerando: 

I.  Que  es  necesario  fijar  de  un  modo  sistemado  las  reglas  á 
que  deben  sujetarse  los  Ministros  i  Ajentes  Diplomáticos  en 
su  entrada  i  establecimiento  en  la  República ; 

II.  Que  las  dictadas  en  otras  épocas  no  han  espresado  cla- 
ramente hasta  dónde  pueden  permitirse  ó  restrinjirse  las  in- 
munidades de  dichos  ajentes,  i  qne  tampoco  han  sido  notifi- 
cadas por  los  medios  diplomáticos  ; 

III.  Que  todo  Gobierno  tiene  facultad  incuestionable  para 
arreglar  como  mejor  convenga  á  sus  intereses  fiscales,  los 
derechos  de  entrada  i  salida  de  los  efectos  destinados  á  los 
dichos  ministros,  i  limitarlos,  para  evitar  abusos,  según  los 
principios  del  Derecho  de  Jentes,  jeneralmente  reconocidos  : 

Decreto : 

Art.  1.  °  Los  Ministros  ó  Ajentes  Diplomáticos  de  otras 
naciones,  acreditados  cerca  del  Gobierno  del  Perú,  están  exen- 
tos de  los  impuestos  personales,  i  sus  equipajes  libres  de  ser 
rejistrades  i  visitados  en  las  Aduanas  de  la  República,  en  su 
entrada  ó  salida. 

Art.  2.  °  'De  igual  modo  están  exentos  de  los  derechos  in- 
directos, de  los  de  Aduana  i  de  otros  de  consumo,  con  respecto 
á  los  objetos  que  les  vengan  inmediatamente  del  eetranjero^i 
que  sean  destinados  para  su  uso  i  de  las  personas  de  su  co- 
mitiva. 

Art.  3.  °  La  concesión  de  que  habla  el  anterior  artículo, 
tendrá  lugar  desde  la  llegada  de  los  citados  Ajentes  Diplomá- 
ticos á  la  República,  hasta  seis  meses  después,  para  que  du- 
rante este  tiempo  puedan  hacer  venir  libres  de  derechos,  re- 
jistros  i  visita"  de  Aduana,  todos  los  útiles,  equipaje  i  demás 
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artículos  de  consumo  que  puedan  necesitar  para  su  estableci- 
miento. 

Art.  4.  °  Esta  concesión  no  se  estiende  álos  impuestos  que 
son  una  retribución  inmediata  i  debida  al  Estado,  á  los  par- 
ticulares ó  á  los  fondos  propios  i  arbitrios  de  los  pueblos,  por 
gastos  hechos  sobre  objetos  ó  establecimientos  particulares, 
de  cuyo  uso  participan,  como  el  peaje,  ponteazgo  i  porte  de 
correos. 

Art  6.  °  Tampooe  quedan  exentos  los  Ministros  ó  Ajenies 
Diplomáticos  del  pago  de  las  contribuciones  reales,  si  poseen 
bienes  raices,  ni  del  de  patente  si  ejercen  el  comercio  ó  alguna 
industria ;  ni  de  los  de  comunidad  ó  sociedad,  si  son  miembros 
de  alguna  comunidad  ó  sociedad. 

.  Art  6.°  Los  Ministros  Públicos  de  otras  naciones,  que 
transiten  por  el  Perú  con  dirección  á  otra*  tercera  potencia, 
gozarán  de  las  exenciones  de  entrada  <S  salida  que  el  Gobierno 
tenga  á  bien  concederles. 

Art.  7.  °  Estas  disposiciones  quedan  sujetas  á  las  aplica- 
ciones, restricciones  ó  modificaciones  que  emanaren  de  tra- 
tados.— Lima,  Julio  15  de  1845. 


vn 


Señor: — El  Gobierno  de  los  (Estados  Unidos  de  América, 
deseoso  de  tener  informes  seguros  i  completos  acerca  de  la 
exención  de  los  derechos  de  Aduana  de  que  gotan  los  artículos 
que  para  su  uso  persenal  importan  los  miembros  del  Cuerpo 
Diplomático  en  los  países  estranjeros,  me  ha  ordenado  some- 
ter á  Y.  E.  el  siguiente  interrogatorio,  seguro  de  que  la  corte- 
sía i  bondad  de  Y.  E  me  proporcionará  el  informe  solicitado  : 

1.  °  ¿  Hasta  qué  clase  de  los  Ajentes  Diplomáticos  se  es- 
tiende la  inmunidad  referida,  por  el  Gobierno  del  Perú  ? 

2.  °  ¿Se  estiende  en  algún  caso,  hasta  el  Secretario  de  em- 
bajada, casado  ó  soltero  ? 

3.  °  [  Según  el  Reglamento  del  Perú,  hai  algún  límite  para 
la  cantidad  de  algún  artículo  especial,  que  un  Ájente  Diplomá- 
tico puede  importar  á  la  vez,  ó  durante  un  periodo  señalado? 
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4.  °  Suponiendo  que  el  Ajenie  Diplomático  esté  ausente 
con  licencia,  se  estiende  el  privilejio  á  algunos  artículos 
que  puedan  importarse  para  su  usó  durante  dicha  ausencia, 
i  se  hace  alguna  distinción,  respecto  á  la  duración  do  stt  au- 
sencia, si  esta  es  para  visitar  su  propio  país,  ó  para  viajar  en 
•1  país  donde  está  acreditado  ú  otros? 

5.  °  i  Permiten  los  reglamentos  del  Gobierno  del  Pera  la 
compra  de  artículos  en  Aduana? 

Me  permito  reiterar  á  Y.  E.  mi  mas  distinguida  considera- 
gíob. — Álvin  P.Hovey. 


Señor  Ministro  :— He  tenido  el  honor  de  recibir  la  estimada 
nota  de  Y.  £.,  número  18,  fecha  2  de  Junio  último. 

Con  sumo  agrado  paso  á  dar  á  V.  K  la  contestación  corres- 
pondiente a  cada  una  de  dichas  preguntas  i  en  el  mismo  orden 
en  que  han  sido  propuestas.  Mas  antes  debo  prevenir  á  V.E. 
que  las  únicas  disposiciones  que  sobre  esta  materia  rijen  en 
la  República,  son  las  contenidas  en  los  arta.  126  i  133  del 
Reglamento  de  Comercio  vijente,  de  los  que  tengo  el  honor  de 
acompañar  á  Y.  E.  una  copia  auténtica.  Esas  disposiciones  i 
la  práctica  obsrvada  por  el  Gobierno  han  establecido  las  si- 
guientes reglas : 

1.  *  La  exención  referida  se  estiende  á  todas  las  clases  de 
los  Ajentes  Diplomáticos,  sin  distinción  alguna  de  rango,  con 
tal  que  sean  jefes  de  misión. 

2.  *  No  se  estiende  la  mencionada  inmunidad  á  los  Secreta- 
rios de  Legación,  sean  solteros  ó  casados,  escepto  cuando  se 
hallen  interinamente  investidos  del  carácter  de  Encargados  de 
Negocios. 

3. "  Respecto  del  límite  ó  la  cantidad  que  de  un  artículo 
determinado  pueda  importar  un  Ájente  Diplomático,  de  una 
vez  ó  durante  un  período  señalado,  no  hai  regla  establecida, 
pero  la  que  se  deduce  del  art  133  del  reglamento  citado  es, 
que  pueden  los  Ministros  Públicos  introducir  Ubres  de  dere- 
chos los  artículos  destinados  para  su  uto  personal,  siendo  así 
limitada  la  cantidad  por  la  que  personalmente  pueden  usar 
ellos  i  su  familia.  Mas  en  la  práctica,  el  verdadero  límite  está 
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fijado  por  la  circunspección  i  delicadeza  del  Ájente  Diplomar 
tjioo  i  por  la  corteaía  i  prudencia  del  Gobierno  del  Perú. 

4.?  La  circunstancia  de  hallarse  el  Ájente  Diplomática 
ausente  con  licencia,  sea  cual  fuere  la  duración  de  esta,  ya  sea 
pata  visitar  su  propio  país  ó  para  viajar  en  el  país  donde  está 
acreditado  ú  otros,'— esta  circunstancia  no  establece  una  regla 
distinta,  i  se  observan  las  espuestas  anteriormente. 

5.*  Respecto  ala  &.?  pregunta  que  formula  V.  K,  debo 
decirle :  que  la  compra  de  efectos  en  Aduana  es  permitida ; 
pero  refiriéndose  los  artículos  citados  del  Reglamento  de  Co- 
mercio á  los  efectos  que  los  Ajentes  Diplomáticos  introducen 
para  su  uso  personal  é  internándose  para  el  consumo  jeneral 
los  que  se  hallan  en  Aduana,  les  que  por  lo  tanto  han  deven- 
gado ya  derechos!  estos  deben  abonarse  siempre  que  se  com- 
pren aquellos  efectos. 

Absueltas  así  las  preguntas  que  Y.  E.  se  ha  servido  diri- 
jirme,  i  manifestándome  V.  E.  en  su  nota,  que  el  objeto  del 
Gobierno  de  los  Estados  Unidos  es  el  de  establecer  un  sistema 
recíproco  que  no  puede  dejar  de  ser  provechoso  para  las  par- 
tes interesadas,—  agregar  debo  á  Y.  E.  que  no  solamente  gozan 
de  la  exención  indicada  los  Ministros  acreditados  en  el  Peni, 
sino  también  toólos  los  Ajentes  Diplomáticos  estranjeros  que 
lo  sean  cerca  de  cualquiera  otra  potencia,  que  transiten  por  el 
territorio  peruano ;  i  que  no  solo  gozan  de  la  exención  de  de- 
rechos, sino  también  de  la  de  reconocimiento  i  demás  formali- 
dades prescritas  por  el  Reglamento  de  Comercio  del  Perú...... 

Tengo  el  honor  etc. — José  J.  Loayza. 


vm 


Memorándum 


Ha  creído  el  Gobierno  Peruano  que  la  cuestión  relativa  al 
asüo  diplomático,  tal  como  éste  se  ejerce  en  el  Perú,  merecía 
llamar  seriamente  su  atención,  i  habiendo  acojido  las  indica- 
ciones qu¿  para  tratar  de  djqha  cuestión  frieron  hechas,  pos 
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el  honorable  Señor  Encargado  de  Negocios  i  Cónsul  Jeneralde 
Francia,  juzga  llegad*  el  caso  de  esponer  la  opinión  que  ha 
formado  sobre  ella,  i  las  conclusiones  que  se  halla  en  el  deber 
de  formular. 

El  Gobierno  Peruano  ha  reconocido  i  acatado  siempre  las  in- 
munidades de  los  Ajenies  Diplomáticos  i  está  seguro  de  que 
jamas  han  sido  violadas  ni  en  las  épocas  calamitosas  para  la 
República,  habiéndoseles  aún  dado  mas  ostensión  de  la  que 
justifica  el  Derecho  de  Jentes.  Lejos,  pues,  de  pretender  ahora 
menoscabar  esas  inmunidades,  quiere  consagrarlas,  haciendo* 
las  reposar  sobre  los  dos  únicos  fundamentos  inamovibles  en 
que  deben  apoyarse,  á  saber :  los  principios  jenerales  del  Dere- 
cho Internacional  i  los  tratados.  Si  en  estos  últimos  nada  se 
dice  relativamente  al  asilo  diplomático,  los  primeros  son  de- 
masiado esplícitos,  para  resolver  cualquiera  duda  que  pudiera 
suscitarse  en  la  materia. 

En  tesis  jeneral,  puede  decirse  que  no  hai  un  solo  autor 
de  Derecho  Internacional  que  sostenga  la  doctrina  del  asilo 
diplomático,  i  éste  jamas  ha  sido  considerado  como  elemento 
indispensable  para  que  los  Ministros  Públicos  gozen  de  los 
privilejios,  inmunidades  i  preeminencias  que  el  mismo  Dere- 
cho Internacional  les  concede  i  que  se  hallan  en  práctica  en 
todas  las  naciones  civilizadas. 

Por  mas  fastidioso  que  parezca,  el  Gobierno  Peruano  se  ve 
en  la  necesidad  de  invocar  la  opinión  de  los  principales  publi- 
cistas, ja  que  por  la  primera  vez  se  ha  puesto  en  discusión 
una  materia  sobre  la  que  han  existido  entre  nosotros  ideas 
tan  confusas  como  contradictorias , 

A  falta  de  apoyo  para  el  asilo  diplomático  en  el  Derecho  In- 
ternacional, se  ha  querido  buscar  uno  en  la  costumbre  i  en  el  tá- 
cito consentimiento  de  los  Gobiernos  Sud-Americanos.  Antes 
de  examinar  el  valor  real  de  semejante  fundamento,  convie- 
ne hacerse  cargo  de  los  motivos,  que  según  la  opinión  común, 
han  dado  orejen  á  esa  costumbre. 

Es  el  primero,  la  instabilidad  de  nuestras  instituciones,  i 
los  frecuentes  cambios  políticos  en  la  Repúblicas  Sud-Ame- 
ricanas.  Todos  los  pueblos,  en  su  infancia,  i  muchos  que  han 
llegado  aun  estado  de  avanzada  civilización  ofrecen  cambios 
frecuentes  en  sus  instituciones  i  aún  en  la  forma  de  Gobierno,  ' 
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Pocos  son  los  que  gozan  de  una  estabilidad  perdurable.  Si  las 
alteraciones  en  el  réjimen  interno  fueran  suficiente  motivo 
para  sancionar  el  derecho  de  asilo,  debería  concluirse  que  ese 
derecho  existe  desde  el  instante  en  que  se  hace  sentir  en  un 
país  una  conmoción  cualquiera.   I  habia  para  este  último  ca- 
so una  razón  mas  sólida  i  plausible.  Los  cambios  i  conmocio- 
nes, cuando  son  frecuentes,  rara  Tez  van  acompañados  con 
actos   de  excesivo  rigor,  ó,  si  se  quere,  de  ferocidad ;  porque 
parece  que  todos  se  habituasen  á  ellos  i  que  cada  cual  espera- 
se que  con  él  Be  hiciera  mañana  lo  que  el  mismo  hace  hoi. 
En  los  países  que  decantan  la  estabilidad  de  sus  institucio- 
nes i  de  su  Gobierno,  mui  frecuentemente  se  presencian  he-, 
chos  que  se  creerían  efecto  solamente  de  la  mas  refinada  bar- 
barie. 

La  instabilidad  en  las  instituciones,  de  que  se  acusa  á  las 
Repúblicas  americanas,  no  es  pues,  suficiente  motivo,  para 
sostener  en  ellas  el  derecho  de  asilo  diplomático.  De  un  hecho 
no  puede  nacer  un  derecho.  I  este  derecho,  en  último  análisis, 
es  una  verdadera  facultad  que  se  atribuye  al  representante 
estranjero  para  juzgar  las  instituciones  del  país  en  que  está 
acreditado  i  la  naturaleza  de  los  cambios  políticos  que  en  él 
se  verifican,  estableciéndose  así  una  verdadera  tutela»  que  no 
puede  dejar  do  menoscabar  la  dignidad  i  aún  la  soberanía  de 

la  Nación.... .......•••.. • ••••••••••••••••«•••••«••• 

Pero  el  asilo  es  mx  derecho  consuetudinario.  Convengamos 
en  que  así  sea.  ¿Ha  de  ser  por  esto  perpetuo?  En  Europa  tam- 
bién tuvo  el  asilo,  en  una  época,  el  carácter  de  costumbre,  i  sin- 
embargo  ha  sido  abolido,  i  no  creemos  que  pueda  aducirse  nin- 
guna razón  plausible  para  que  en  los  Estados  Americanos  no 
se  haga  lo  mismo  que  se  ha  hecho  en  Europa.  Si  el  consen- 
timiento tácito  de  algunos  Gobiernos  de  América  ha  hecho 
mantener  el  asilo  diplomático,  mayor  fuerza  debe  tener  su-, 
intención  etpresa  de  ponerle  término.  Los  tratados  son  mas  so 
lemnes  que  la  costumbre,  i  sin  embargo  no  son  perpetuos  i  la 
voluntad  de  los  Gobiernos  los  hace  cesar  i  desaparecer  en  un 
momento  dado,  con  los  formalidades  de  derecho.  Si  las  obli- 
gaciones escritas  i  perfectas  pueden  tener  un  término  no  se 
concibe  que  pretendiera  hacer  perpetuas  obligaciones  imper* 
fechas  que  solo  se  apoyan  en  el  conaeaUmiento  pregunto, 
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Ademas,  los  derechos  i  obligaciones  do  lasnacjkvies  der 
ben  ser  necesariamente  recíprocos.  Ninguna  puede  arrogarse; 
mayores  derechos  de  los  que  otra  tiene,  ni  hacer  recaer  sobro 
ésta  mayores  obligaciones  que  las  que  pesan  sobre  ella  misma. 
Si  hai,  pues,  un  derecho  de  asilo,  sea  convencional,  asa  con- 
suetudinario, es  indispensable  que  la  Jíacion  que  lo  ueclama, 
lo  conceda  también  A  aquella  de  quien- lo  reolania.  I  desde  que 
ese  derecho  es  un  verdadero  privilejio,  el  Estada  que  goza  da 
él  puede  renunciarlo  ea  cualquier  tiempo,  sin  que  otro  Estado 
pueda  obligarlo  á  mantenerlo. 

Otra  razón  que  se  invoca  para  sostener  al  asilo  diplomático 
es  un  motivo  de  humanidad.  La  subsistencia  del  asilo,  se  dice, 
importa  mas  á  los  Estados  en  donde  se  ejerce,  que  á  las  Lega- 
ciones que  lo  ejercen,  porque  impiden  las  persecuciones  vio- 
lentas, i  los  actos  á  que  ellas  pudieran  dar  lugar.  Esta  razón 
es  aun  menos  poderosa  que  la  anterior.  El  Derecho  de  Jentes 
procura  ciertamente  fundar  sus  máximas  en  los  sentimientos 
humanitarios ;  pero  estos  no  conceden  la  facultad  para  que 
una  nación  imponga  á  otra  ciertas  i  determinadas  reglas  de 
conducta  que  no  son  las  observadas  por  las  demás  naciones. 
Si  la  doctrina  fuera  cierta,  lo  que  se  deduciría  de  ella  es  que 
los  Estados  europeos,  al  abolir  el  asilo,  se  han  apartado  de  la 
senda  de  la  humanidad  i  de  la  civilización,  para  seguir  la  de 
la- ferocidad  i  la.  barbarie.  Sostener  el.  asilo  en  los  Estados  d* 
América,  como  institución  humanitaria,  es,  por  consiguiente* 
resolver  que  esos  Estados,  no  son  civilizados,  sino  bárbaros* 
I  el  Pera  puede  apelar  al  testimonio  irrecusable  de  los  honora- 
bles miembros  del  Cuerpo  Diplomático,  para  sentar  que,  nido 
Parte  de  su  Gobierno,  ni  de  la,  del  pueblo,  ha  habido  jamas  ao* 
toe  da  naturaleza  tal,  que  de  ellos  pueda  deducirse  que  se  ha 
establecido  en  sistema  el  desconocimiento  de  los  principios  do 
justicia,  de  moral  i  humanidad.  Podrá  citarse,  tal  vez,  sigua 
caso  aislado  i  esceprional;  pero  los  casos  de  esa  especie  son¡ 
indudablemente  menos  comunes  en  el  Perú  que  en  otro»  paí- 
ses, que  cuentan  sus  progresos  en  la  civilización,  no  por  años*  > 
sino  por  siglos. 

1  para  casos  dejtal  naturaleza,  no  hai  necesidad  de  recurrir 
á  inmunidades  i  privilegios:  el  Derecho  Natural  oontiene 
regla*  seguras  acerca  del  modo  de  proceder;  reglas  cuya  ofr  ' 
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servencia  es  fon  dada  mas  fácil  i  espedita  para  aquellas  perso- 
nas qu«  revisten  el  alto  i  respetabilísimo  carácter  de  Represen- 
tantes de  potencias  estranjeras.  Este  es  un  principio  que 
ningún  Gobierno  desconoce,  i  que  el  del  Perú  acata,  por  su 
parte!  con  toda  sinceridad.  Si  el  asilo  diplomático  se  encerra» 
dentro  de  esos  límites,  nada  habría  que  decir ;  pero  desgracia- 
damente se  le  ha  dado  tai  ostensión,  que  en  las  oontro  venóse 
que  acerca  de  él  se  han  suscitado  (controversias  que,  como  lo 
ha  reconocido  un  honorable  miembro  del  Cuerpo  Diplomático, 
han  ocasionado  frecuentemente  desagradables  altercados  entre 
las  Legaciones  i  el  Gobierno),  jamas  han  quedado  ilesas  la 
dignidad  de  la  Nación  ni  la  respetabilidad  de  su  Gobierno. 

Se  ha  concedido  asilo  á  toda  clase  de  personas,  por  el  mero 
hecho  de  cubrirse  éstas  con  el  ropaje  de  una  persecución  po- 
lítica, muchas  veces  ilusoria ;  se  ha  concedido,  cuando  el  asHa-. 
do  no  corria,  ni  remotamente,  el  peligro  de  perder  la  vida ;  se 
ha  concedido  á  los  que  se  hallaban  enjuiciados,  i  se  ha  negado 
su  entrega,  cuando  esta  se  pedia  en  virtud  de  un  mandato  de 
los  tribunales,  oponiendo  así  un  verdadero  veto  á  la  adminis- 
tración de  justicia  ;  se  ha  concedido!  en  fin,  hasta  á  aquellos 
que  querían  eximirse  del  cumplimiento  de  una  obligación  pu- 
ramente civiL  Todos  estos  actos  importan  él  desconocimiento 
de  la  soberanía  é  independencia  de  la  Nación,  i  por  eso;  el 
actual  Gobierno  ha  querido  poner  de  una  vez  fin  á  una  prácti- 
ca que  tanto  i  tan  profundamente  lastima  los  derechos  sobe- 
ranea de  la  Nación. 

Considerando  la  cuestión  bajo  un  punto  de  vista  humanita- 
rio,  el  asilo  diplomático  seria  un  favor  otorgado  por  las  lega- 
ciones á  los  ciudadanos  ó  subditos  del  Estado  donde  se  hallan 
acreditados ;  de  donde  resultaría :  1.  °  que  los  ciudadanos  ó 
subditos  de  ese  Estado  encuentran  mas  protección  en  las  Le- 
gaciones estranjeras  que  en  las  leyes  i  autoridades  del  misino 
Estado;  2.  °  que  esa  protección  por  mas  que  menoscabe  loa 
derechos  de  lasoberaxria  nacional,  no  debe  ser  puesta  en  duda, 
xri  aún  por  el  Estado  que,  conforme  á  los  principios  del  Dere- 
cho de  Jontes,  ejerce  única  i  esclusivameute  autoridad  sobre 
sus  propios  ciudadanos  6  subditos.  Pero  también  se  deduciría 
otra  consecuencia  mas  lójiea  i  rigurosa,  á  saber :  que  el  Esta- 
do, que  por  circunstancias  esovpciooales,  ha  tolerado  que  sea 
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otro  Estado  6  su  Representante  quien  ha  ejercido  ó  ejerce, 
aunque  sea  ocasionalmente,  sobre  los  ciudadanos  ó  subditos 
del  primero  la  protección  que  á  este  pertenece  oclusivamente, 
i  de  cuyo  uso  ó  abuso  no  es  ni  puede  ser  responsable  ante 
ningún  Estado  estraño,  que  semejante  Estado,  repetimos,  pue- 
de, cuando  lo  juzgue  conveniente  i  oportuno,  renunciar  defi- 
nitivamente por  tí  i  en  representación  de  sus  ciudadanos  ó 
subditos,  ala  protección  quo  sobre  ellos  haya  ejercido  ó  pueda 
ejercer  en  cualquier  momento  ó  circunstancia  el  Estado  ee- 
traño  ó  su  Representante.  La  admisión  de  un  favor  no  es  ni 
puede  ser  obligatoria,  i  el  favorecido  puede  renunciar  á  el  en 
cualquier  tiempo.  Sostener  la  protección  contra  la  voluntad 
espresa  i  manifiesta  del  Estado  á  que  pertenece  el  ciudadano  ó 
subdito  protejido,  seria  arrogarse  los  derechos  de  soberanía  de 
ese  Estado,  puesto  que  se  le  privaba  del  libre  ejercicio  de  la 
autoridad  que  lejitimamente  ejerce  i  debe  ejercer  sobre  todos 
i  cada  uno  de  los  miembros  de  su  comunidad  ;  seria  introducir 
una  radical  alteración  en  el  estatuto  personal  i  aún  en  el  real, 
puesto  que  á  la  sombra  del  asilo,  se  eludiría  ó  por  lo  menos  se 
enervaría  el  cumplimiento  de  las  leyes  que  los  rijen ;  sería 
convertirla  ficción  de  extraterritorialidad,  ficción  que  solo 
puede  ser  invocada  por  el  Ájente  Diplomático  i  por  su  comi" 
tiva,  en  un  medio  cómodo  i  sencillo,  puesto  siempre  al  alcance 
de  los  ciudadanos  ó  subditos  del  Estado,  para  sustraerse  de 
la  obediencia  que  deben  á  las  leyes  i  á  las  autoridades  á  quie- 
nes están  i  deben  estar  sujetos.  I  decir  que  la  extraterrito- 
rialidad de  la  morada  del  Ájente  Diplomático  es  una  ficción» 
es  demostrar  patentemente  la  diferencia  esencial  que  existe 
cutre  ella"  i  el  territorio  estranjero  propiamente  dicho  :  i  esto 
basta  'para  hacer  resaltar  la  poca  6  ninguna  solides  del  argu- 
mento empleado  por  algunos,  cuando  para  sostener  el  asilo 
asimilan  por  completo  al  territorio  estranjero  la  morada  de 
un  Ájente  Diplomático. 

Se  quiere  buscar  un  temperamento  en  esta  materia ;  pero 
es  difícil  encontrarlo.  Fuera  del  caso  escepcional,  para  el  que 
como  se  ha  dicho  antes,  el  Derecho  Internacional  i  el  Derecho 
Natural  suministran  reglas  seguras  de  conducta,  no  se  conci- 
ben otros  en  que,  conservándose  el  derecho  de  asilo,  se  erija  al 
jefe  de  un&  Legación  en  juez  de  los  procedimientos  del  fioftfer- 


« ■       <  ■  I  '  ■       '        '■       ■  '■  ''* 


apíndice  19 


do,  de  los  tribunales  de  justicia  6  de  las  demás  autoridades 
locales.  Croe  por  lo  mismo  el  Gobierno  Peruano  que  el  único 
medio  de  evitar  las  desagradables  desavenencias  que  muí  á 
menudo  han  ocurrido  entre  él  i  las  Legaciones  estranjeras,  el 
único  de  devolver  á  la  Nación  la  plenitud  de  sus  derechos 
es  ceñirse  estrictamente  á  los  principios  que  la  lei  de  las  na- 
ciones ha  establecido  en  materias  de  asilo,  ámenos  de  que  las 
otras  naciones,  que  no  lo  reconocen,  se  hallen  dispuestas  á 
establecerlo  de  común  acuerdo,  i  como  regla  jeneral  i  uniforme, 
en  obsequio  á  la  perfecta  igualdad  i  á  la  justa  é  indispensable 
reciprocidad  que  deben  normar  las  relaciones  de  todas. 

En  vista  de  la  esposicion  que  precede,  el  Gobierno  del  Perú 
se  cree  en  el  derecho  i  en  el  deber  de  declarar,  como  en  efecto 
declara: 

1.  °  Que  no  reconocerá  en  adelante  el  asilo  diplomático, 
tal  como  ha  sido  practicado  hasta  hoi  en  él  Perú,  sino  única- 
mente  dentro  de  los  limites  que  le  asigna  el  Derecho  de  Jen- 
tea,  que  basta  por  sí  para  resolver  las  cuestiones  que  en  casos 
escepcionales  puedan  ocurrir  en  materias  de  asilo. 

2.  °  Que  subsistiendo  el  asilo  diplomático  en  los  Estados 
de  la  América  del  Sud,  i  gozando  de  él,  por  lo  mismo,  las  Le- 
gaciones del  Perú  en  esos  Estados,  el  Perú  renuncia  por  su 
parte,  á  ese  privilejio,  ya  que  lo  niega  á  las  Legaciones  de  di- 
chos Estados  en  el  Perú. — Secretaría  de  Relaciones  Esteno- 
res. — Lima,  Enero  9  de  1867.— T.  Pacheco. 


IX 


Considerando 

1.  °  Que  los  Estados  estranjeros  no  tienen  derecho  para  ins- 
tituir en  ajeno  territorio  tribunal  ó  judicatura  de  ninguna 
oíase,  si  no  se  les  ha  concedido  esta  prerrogativa  en  el  Derecho 
de  Jentes; 

2.  °  Que  cuando  un  tribunal  estranjero  no  puede  ejercer  la 
jurisdicción  que  asume,  sus  sentencias  son  nulas  i  no  tienen 
valor  alguno  en  el  territorio  ajeno ; 

3.  °  Que  la  justicia  se  administra  en  la  República  por  los 
tribunales  i  juzgados  que  designa  la  Contitucion,  i  por  lo  mili; 
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rao,  la  denominada  Corte  de  investigación,  que  se  reunió  eneé- 
ta  Capital,  en  los  dias  23  i  24  del  mes  de  Enero,  presidida  por 
el  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  B.  fué  una  reunión  eetrañ* 
¿incompetente  para  administrar  justicia  en  el  Perú  ; 

4.  °  Que  aunque  el  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  B.  en 
cumplimiento  de  tus  deberes  i  como  Cónsul  J enera!,  hubiese 
podido  presidir  aquella  junta,  no  pudo  hacerlo  de  un  modo 
público  en  lugar  público  i  recibiendo  pruebas  de  todo  j enero, 
sin  que  hubiese  precedido  el  conocimiento  i  la  licencia  del  Go- 
bierno ; 

5.  °  Que  al  hacerlo,  comprometió  su  inviolabilidad  de  Minis* 
tro  Público,  puesto  que  los  jueces  i  tribunales  de  la  Nación  tic* 
nen  espedita  su  jurisdicción  para  apremiar  á  los  arbitros  (única 
investidura  con  que  se  le  puede  reconocer  en  este  asunto)  para 
juzgar  de  sus  procedimientos  i  declararlos  responsables ; 

6.  °  Que  la  jurisdicción  voluntaria  de  los  Cónsules,  no  pue- 
de ejercerse  en  audiencia  pública,  sino  solo  en  el  recinto  de  su 
casa,  ni  se  estiende  á  que  se  lleven  á  efecto  en  el  territorio  en 
que  residan  las  decisiones  que  pronunciaren  como  arbitros, 
euando  sus  compatriotas  los  elijan,  pudiendo  el  Gobierno  que 
la  admite  limitar  su  jurisdicción  hasta  el  punto  que  crea  com- 
patible con  la  soberanía  de  la  Nación, 

Se  declara : 

Art.  1.  °  Que  el  Gobierno  no  consiente  ni  consentirá  jamas 
en  que  individuos  ó  subditos  estranjeros  se  reúnan  en  lugar 
público  á  juzgar  ó  decidir  asuntos  contenciosos,  con  violación 
de  la  leyes  de  la  República  i  contra  los  principios  del  Derecho 
InternacionaL 

Art.  2.  *  Que  el  Gobierno  no  reconoce  como  válidos  i  obli- 
gatorios otros  fallos  pronunciados  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, que  los  que  pronuncien  los  jueces  i  tribunales  que  esta- 
bleeen  las  leves  del  Estado. 

Art.  3.  °  Que  ningún  ciudadano  del  Perú  debe  prestar  de- 
claración, testimonio  ú  otro  acto  cualquiera  judicial,  sino  an- 
te los  jueces  i  tribunales  i  según  las  leyes  del  país. 

Art.  4.  °  Que  cualquiera  reunión  que  se  haga  de  otro  modo 
que  «i  señalado  por  las  leyes,  será  perseguida  por  las  autori- 
dades nacionales.  Dado  en  Lima  á  26  de  Febrero  ds  1846. 
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Tratándose  de  los  Cónsules  Británicos,  he*  aquí  lo  que  di- 
os una  acta  de  Parlamento.  "Todo  Embajador  británico,  En- 
riado, Ministro,  Encargado  de  Negocios  ó  secretario  de  em- 
bajada ó  de  legación,  que  ejerza  sus  funciones  en  el  estran- 
jero ;  así  como  todo  vioe-Cónsul,  Cónsul  interino,  pro-Cónsul 
ó  Ájente  Consular,  como  también,  Cónsul  ó  Cónsul  Jeneral, 
puede  tomar  juramentos  i  declaraciones  á  cualquiera  persona 
i  practicar  todos  los  actos  de  notario  público,  i  serán  válidos 
dichos  juramentos  i  declaraciones,  como  si  hubiesen  pasado 
en  Inglaterra ;  i  serán  aceptados  por  todos  los  Tribunales  de 
la  Gran  Bretaña" — Tusón.  The  Brüish  ConsúTs  Manual, 

En  el  capitulo  6.  °  de  la  misma  excelente  obra,  dice  su  au- 
tor :  "La  jurisdicción  de  un  Cónsul  solo  se  estiende  á  los  sub- 
ditos de  la  Nación  que  lo  nombra,  residentes,  ó  que  lleguen  al 
lugar  donde  se  haya  establecido.  En  los  países  dónde  hai  em- 
bajador i  Consulados,  la  jurisdicción  de  estos  últimos  solo  se 
estiende  á  los  subditos  empleados  en  la  marina,  i  al  mismo 
tiempo  vijilan  sus  intereses  mercantiles La  ju- 
risdicción consular  depende  mas  inmediatamente  del  país  en 
que  reside  el  Cónsul.  Así,  los  Cónsules  estranjeros  en  Inglate- 
rra no  tienen  autoridad  judicial  de  ninguna  especie.  Los  Cón- 
sules británicos  sin  embargo,  en  la  mayor  parte  de  los  países, 
tienen  poder  judicial,  i  desde  luego,  su  jurisdicción  se  restrin- 
jo 6  amplia  según  las  estipulaciones  de  los  tratados  ratificados 

El  Consulado  se  considera  jeneralmente  como 

territorio  del  Soberano  que  lo  ha  instituido,  i  todo  acto,  dili- 
jencia  i  documento  con  el  sello  del  Cónsul  es  válido  en  el  país 
que  lo  ha  nombrado.  Al  mismo  tiempo,  debe  tenerse  perfecta- 
mente entendido  que  todos  los  actob  así  practicados  por  el 
Cónsul,  no  son,  con  pocas  escepoiones,  válidos  en  el  país  en 
que  reside,  salvo  pacto  contrario "    * 

Respecto  álos  Cónsules  dolos  Estados  Unidos,  tenemos  las 
siguientes  reglas  :  "Recientes  ocurrencias  han  demostrado  la 
conveniencia  de  que  los  oficiales  Consulares  conozcan  con  clari- 
dad los  límites  de  su  jurisdicción  sobre  tripulaciones  de  buques 
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Americanos,  en  puertos  extranjeros.  El  principio  jeneral  de 
la  leí,  tal  como  ha  sido  enunciado  por  la  Corte  Suprema  de  los 
Estados  Unidos,  es  que  la  jurisdicción  de  un  país,  dentro  de 
su  territorio,  es  necesariamente  esolusiva  i  absoluta,  i  solo  es 
susceptible  de  aquellas  limitaciones  que  ella  misma  se  impon- 
ga.yToda  escepcion  al  podar  pleno  i  completo  del  Estado,  desde 
luego,  dibese  en  último  resultado  al  consentimiento  de  la 
Nación  misma,  que  posee  un  .derecho  esclusivo  para  regular 
las  personas  i  las  cosas,  dentro  de  su  territorio,  conforme  ¿ 
su  soberana  voluntad  i  las  exijencias  de  su  política". — The 
United  States  Consular  System,  cap.  22  de  las  instrucciones 
del  Departamento  de  Estado  á  lo*  Cónsules. 

"El  poder  judicial  de  los  Cónsules  franceses,  tiene  su  base 
legal  en  el  art.  12  del  título  9.  °  del  libro  primero  de  la  orde- 
nanza de  1681 Este  artículo  dice :  "En  cuanto  a  ju- 
risdicción de  los  Cónsules,  tanto  en  materia  civil  como  cri- 
minal, los  Cónsules  se  conformarán  con  la  costumbre  i  con 
las  estipulaciones  hechas  con  los  Soberanos  de  los  lugares  de 
bu  establecimiento Ahora,  pues,  nuestras  convencio- 
nes con  los  divernos  Estados  Cristianos  no  contienen  nada 
relativo  á  la  jurisdicción  civil  ó  criminal  de  los  Cónsules,  i  des 
de  luego,  hablando  con  propiedad,  boIo  la  costumbre  dobe  de- 
terminar los  límites  del  poder  judicial  de  que  están  investidos* 
Estos  son  tan  estrechos  que  podemos  establecer  en  jeneral,  que 
en  la  practica,  en  los  países  cristianos  no  tienen  ni  jurisdicción 
criminal  ni  contenciosa,  fuera  de  las  circunstancias  escepcio- 
nales  de  que  nos  vamos  á  ocupar j  (De  Clercq  et  Yallai  Quide 
des  Consulats) 


XI 


Legación  de  los  Estados  Unidos. — Lima,  5  de  Diciembre  de 

1853. — Escusa  el  infrascrito  observar  á  S.  E 

que  los  Cónsules  están  bajo  la  protección  de  la  lei  de  las  Na- 
ciones ;  i  i  pesar  de  que  no  disfrutan  inviolabilidad  i  todas  las 
inmunidades  que  pertenecen  á  los  Ministros  de  las  Naciones 
es tran jeras,  con  todo,  la  admisión  de  Cónsul  por  el  poder  Eje- 
utivo  4e  un  listado  lleva  en  pos  de  sí  la  seguridad  i  la  obji- 
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gacion  de  parte  de  la  potencia  que  lo  recibe,  de  que  las  auto- 
ridades del  país  lo  trataran  con  deferencia  i  respeto,  mayor- 
mente aquellas  del  distrito  de  su  residencia  con  quienes  debo 
estar  en  contacto  en  virtud  de  su  Exequátur. 
.  Todo  ataque  hecho  á  la  persona  ó  bienes  de  un  Cónsul  que 
no  ha  cometido  crimen  alguno  i  que  no  ha  comprometido  el 
orden  público  con  su  conducta;  toda  injerencia  en  el  desempe- 
ño natural  de  sus  obligaciones  i  todo  insulto  dirijido  contra 
su  persona  ó  carácter  público  por  parte  de  las  autoridades  lo 
cales  ó  cualesquiera  otras  del  Gobierno/debe  considerarse  co- 
mo un  ultraje  hecho  á  la  Nación  á  que  pertenece,  i  como  vio 
laoion  de  los  derechos  á  que  son  acreedores  los  funcionarios  de 
Bu  clase  en  virtud  de  la  lei  de  las  Naciones. 
.    Los  Cónsules  de  los  Estados  Unidos  en  el  Perú  tienen  estos 
derechos  garantizados  por  el  art  25  del  tratado  de  26  de  Julio 
de  1851,  en  el  que  está,  espresamente  estipulado  "que  los  Cón- 
sules de  las  Altas  Partes  Contratantes  disfrutarán   dentro  de 
sus  respectivos  distritos  consulares  todos  los  derechos,  prerro-  * 
gativas  é  inmunidades  de  los  Cónsules  i  Vice-Cónsules  de  la 
Nación  mas  favorecida»" 

Por  consiguiente,  las  autoridades  de  Tumbes,  al  permitir 
'  que  los  soldados  hiciesen  fuego  sobre  la  casa  del  Cónsul  de 
los  Estados  Unidos  en  aquel  puerto,  en  21  de  Octubre  últi- 
mo, sin  la  menor  agresión  ó  provocación  de  parte  de  este  fun- 
cionario, han  quebrantado  notoriamente  la  lei  de  las  Naciónos 
i  los  derechos  que  le  garantizaba  el  tratado  de  amistad,  co- 
mercio i  navegación  existente  entre  las  dos  Repúblicas , 

— J.  Randolph  Clay. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Lima,  Diciembre  9  de 

1853 — El  Cónsul  americano  en  su  calidad  de  simple 

estranjero  residente  en  el  Perú,  que  como  tal  debia  obedecer 
sus  leyes  i  sus  autoridades,  debió  pues  asbtenerse  de  dar 
.  auxilio  directo  ni  indirecto  al  que  de  ese  modo  atacaba  las  le- 
yes i  el  orden  público ;  con  mucha  mayor  razón  debió  abste- 
nerse en  su  representación  oficial  de  Cónsul  de  una  nación 
amiga. 

.    El  tratado  de  Julio  de  1851,  estipula  en  su  art.  1.  °  que 
habrá  perpetua  paz  i  amistad  entre  el  Perú  i  los  Estados  Uní* 
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dos,  i'éntre  sus  respectivos  territorios,  pueblos  i  ciudadano* 
sin  distinción  de  personas  ni  lugares» 

El  Cónsul  aanericano  obró,- pues,  contra  las  prescripciones* 
de  este  tratado,  porque  no  puede  decirse  que  ejerció  actos  ido 
paz  i  amistad  sino  de  abierta  hostilidad  el  que  favoreció  en  su 
casa  á  un  hombre  que  traía  al  Perú  la  guerra  civil  con  todo  su 
cortejó  de  atraso  para  los  pueblos,  desgracias  i  derramamiést-' 
to  desangre. 

Una  vez  cometida  esta  infracción,  el  Cónsul  debió  espera» 
todas  lastfonsecuéncias  de  ella,  i  contar  con  que  hombres  ar- 
mados en  defensa  de  su  patria  i  de  sus  instituciones  é"  infla* 
alados  con  el  ardor  del  combate,  no  permitirían  que  el  ene- 
migo de  tan  preciosos  intereses  se  rerajiase  en  parte  alguna,  i 
contando  con  inmunidades  pudiese  herirlos  impunemente, 
rehacerse  i  ponerse  en  actitud  de  atacarlos,  tal  Ves  con  ven- 
taja. 

Él  Cónsul  no  tenía  derecho  alguno  en  que  apoyar  su  con- 
ducta, porque  limitadas  sus  fundones  á  la  protección  de  los 
intereses  comerciales  dé  sus  compatriotas,  no  goza  por  las  leyes 
internacionales  de  derecho  alguno  de  asilo,  que  solo  se  concede 
á  los  Ministros  con  carácter  representativo  i  cuando  se  trata 
no  de  reos  que  como  don  Domingo  Elias  puedan  poner  i  po- 
nen realmente  en  peligro  el  orden  público  del  país  en  que 
residen ;  sino  de  reos  comunes  cuya  conservación  ó  libertad  no 
traen  consecuencia  alguna  (contra  la  estabilidad  de  las  na- 
ciones. 

Sin  embargo,  en  medio  de  tan  graves  i  apuradas  circunstan- 
cias, los  cívicos  de  Tumbes  manifestaron  el  mas  alto  respeto 
ala  casa  del  Cónsul  americano,  no  entrando  inmediatamente 
á  extraer  á  Elias  i  sus  secuaces,  sino  limitándose  á  cercarla 

para  evitar  la  fuga. La  admisión  de  Cónsules  que 

tiene  por  principal  fin  favorecer  los  intereses  comerciales  de 
tas  naciones  i  estrechar  sus  relaciones,  no  puede  convertirse 
para  aquellas  que  los  reciben  en  un  constante  objeto  de  zo- 
zobra i 'alarma,  si  estos  Cónsules  desviándose*  de  sus  pacíficas 
atribuciones  entran  con  pretendidas  inmunidades  á  servir  ufe 
punto  de  apoyo  á  los  conspiradores  :  si  éstos  pueden  desafiar 
i  la  autoridad  pública,  herirla  sin  riesgo,  desarrollar  sus 'pla- 
nes'i  consunwloa  desdo  las  casas  consulares.  Tan  fúaéttói 
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resultados  se  oponen  á  toda  idea  de  civilización  i  humanidad, 
i  el  Gobierno  del  infrascrito  se  lisonjea  con  la  idea  que  estan- 
do justificado  que  el  Cónsul  americano  en  Tumbes  no  ha  ob- 
servado la  neutralidad  que  debia,  S.  E.  el  Plenipotenciario  i  el 
Gobierno  de  la  Union  se  apresurarán  á  manifestarle  su  desa- 
grado i  á  prevenirle  se  abstenga  de  actos  que  pueden  traer 
cuestiones  desagradables ;  como  el  Gobierno  del  Perú  espresa- 
rá también  al  Gobernador  de  Piura  que  debió  emplear  palabras 
menos  exaltadas  en  sus  entrevistas  con  el  Cónsul. — Aprovecha 
el  infrascrito,  eto. — Joü  O.  Paz  Soldán. 


Ligación  de  lo*  Estado*  Unido*. — lima,  21  de  Diciembre 

de  1853. — £1  infrascrito  se  abstuvo  de  intento,  en  su 

nota  del  5  del  corriente  de  toda  referencia  al  derecho  de  asilo, 
sean  como  lo  disfrutan  los  Ministros,  ó  como  se  permite  á  loa 
Cónsules;  pero  con  respecto  al  derecho  que  posee  el  infrascri- 
to como  otros  Ajentes  Diplomáticos  de  dar  asilo  á  personas 
acusadas  de  delitos  políticos  siempre  que  lo  tengan  por  conve- 
niente, no  podrá  permitir  que  se  ponga  en  duda  ó  que  sea  con- 
testado por  el  Ministro  de  cualquier  Gobierno,  cerca  del  cual 
tenga  el  honor  de  ser  acreditado ;  i  por  qué  examinar  hasta 
qué  punto  se  ha  concedido  el  derecho  de  asilo  en  el  Peni  á  los 
Cónsules  de  las  naciones  estranjeras,  obligaría  al  infrascrito  á 
referirse  á  sucesos  consignados  ya  en  la  historia  i  á  los  'cuales 
no  quiere  hacer  alusión.  Sin  embargo,  es  cierto  que  delincuen- 
te» políticos  se  han  refujiado  en  otro  tiempo  en  casa  de  Cónsu- 
les estranjerQs  sin  que  el  Gobierno  Peruano  intentase  tomar- 
los ;  i  el  infrascrito  es  de  sentir  que  el  sacar  á  la  fuerza  á  los 
.  secuaces  de  don  Domingo  Elias  del  Consulado  de  los  Estados 
Unidos  en  Tumbes,  es  el  primer  ejemplar  de  este  jénero  que 
se  recuerda  en  los  Anales  del  Peni.  Algunos  de  los  derechos 
i  privilejios  disfrutados  por  los  Ministros  Públicos,  i  diferentes 
atribuciones  de  los  Cónsules  provienen  del  presunto  consen* 
oimiento  de  las  naciones  civilizadas,  i  en  donde,  como  en  la 
oúestien  de  Cónsules  en  el  Perú,  un  Gobierno  ha  permitido 
tácitamente  el  ejercicio  del  derecho  de  asilo  desde  su  primor- 
dial existencia,  en  calidad  de  .Estado,  llega  á  convertirse,  en 
sentir  del  infraacriW,  por  ose  implícito  asenso,  enpáYÜejio 
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reconocido  que  no  hubiera  de  infringirse,  sin  previa  declara- 
ción, de  que  en  lo  venidero  no  seria  tolerado.  Lo  menos  que 
puede  decirse  ©a  que  la  forzada  remoción  de  los  individuo^ 
consabidos  del  Consulado  de  Tumbes,  pudiera  considerarse  en 
los  Estados  Unidos  como  un  acto  de  enemistad  en  atención 
a  que  es  excepcional  en  el  rumbo  que  ha  seguido  el  Gobierno 
en  todos  los  casos  similares  que  han  ocurrido  hasta  ahora  en 
la  República  Peruana —J.  ñandolph  Clay. 


Ministerio  de  Rdacionee  ¿tortora.— Lima,  febrero  20  de 

1854. — Todo  esto  seria  exacto,  aún  en  la  hipótesis  de 

que  la  casa  del  Cónsul  gozase  del  derecho  de  asilo.  V.  E. 
mismo,  al  tratar  de  este  punto  no  sostiene  en  principio  que 
las  casas  consulares  gocen  de  tal  derecho.  La  alta  ilustración 
de  Y.  E.  no  pedia  chocar  de  e¿e  modo  contra  la  uniforme 
decisión  de  los  mas  eminentes  publicistas,  ni  contra  la  prác- 
tica de  todas  las  naciones  civilizadas  i  de  los  mismos  Estados 
Unidos. 

En  el  convenio  consular  que  estos  celebraron  con  el  Empera- 
dor de  Francia,  en  23  de  Setiembre  de  1853,  se  estipulaba 
espresamente  en  el  art.  3.  ° ,  que  las  casas  de  los  Cónsules  no 
podrán  en  ningún  caso  servir  de  lugares  de  asilo. 

En  la  Convención  Consular  que  los  mismos  Estados  celebra- 
ron con  la  República  de  la  Nueva  Granada  en  1850,  en  el 
art.  5.  °  dice :  "que  las  insignias  consulares  no  suponen  de- 
recho de  asilo,  ni  sustraen  la  casa  ó  sus  habitantes  á  las  pea- 
quizas  que  los  majistrados  del  país  podrán  hacer  en  ellas. 

Por  esto  V.  E.  se  ha  limitado  á  citar  una  especie  de  derecho 
consuetudinario  sosteniendo  que  en  el  Perú,  los  delincuentes 
políticos  se  han  refujiado  en  casa  de  los  Cónsules  estraujeros. 

En  primer  lugar,  el  derecho  consuetudinario  no  puede  fun- 
darse sino  en  el  consentimiento  voluntario  de  una  Nación,  en 
■tal  ó  tal  práctica  que  no  ofenda  sus  derechos  esenciales  de 
Nación  Soberana,  i  yo  habría  deseado  que  Y.  E.  me  citase  al- 
gún caso  de  asilo  en  casa  de  Cónsules  estranjeros  sin  que  los 
Gobiernos  del  Perú  hayan  hecho  las  correspondientes  protes- 
tas i  reclamaciones.  Si  en  tiempos  anormales,  de  oonfusion  i 
revueltas  se  han  presentado  tales  caaos  que  no  han  llegado  á 
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mi  conocimiento,  la  violencia  que  tal  vez  haya  querido  em- 
plearse no  puede  servir  de  razón  para  fundar  sobre  ella  un 
derecho  consuetudinario  que  de*  á  los  Cónsules  estranjeros  en 
el  Perú,  derechos  que  no  tienen  en  otras  naciones  civilizadas. 

Por  el  contrario,  cuando  la  Constitución  i  el  orden  público 
•se  han  afianzado  en  el  Perú,  ha  ocurrido  el  caso  de  don  Mateo 
Paz-Soldan,  empleado  superior  en  el  ramo  de  Hacienda,  que 
habiéndote  reñijiado  en  casa  del  Cónsul  Jeneral  de  Cerdeña, 
por  causas  políticas,  fué  sacado  de  ella  sin  que  el  Cónsul  Je- 
neral tratase  de  hacer  valer  pretensiones  algunas  al  derecho 
de  asilo. 

Si  en  virtud  de  todo  esto,  el  Cónsul  americano  en  Tumbes 
no  tuvo  derecho  de  asilo  que  concederá  la  partida  armada  de 
Elias,  ni  tampoco  quiso  concederlo,  es  claro  que  la  autoridad 
pública  de  Tumbes  no  tenia  ningún  impedimento  legal  para 
sustraer  á  los  facciosos,  i  que  sustrayéndolos  cumplió  un  im- 
portante deber -José  O.  Paz  Soldán. 

XII 

Legación  i  Comvlado  Jeneral  de  Hawaii  en  el  Perú.—- Lima, 
Octubre  9  de  1862. — El  infrascrito  Encargado  de  Negocios  i 
Cónsul  Jeneral  de  S.  M.  el  Rei  de  Hawaii,  sa  ha  informado 
con  alguna  sorpresa,  que  el  Gobierno  del  Perú  ha  concedido 
indistintamente  á  todos  los  que  las  han  pedido,  licencias  para 
introducir  en  el  Perú  naturales  de  la  Polinesia  contratados 
por  algunos  años  para  el  servicio  personal 

De  ninguna  de  las  islas  que  están  bajo  la  jurisdicción  de 
S.  M.  el  Rei  de  Hawaii  se  permite  salir  á  los  habitantes  sino 
por  un  tiampo  limitado  i  con  segura  promesa  de  volver  á  la 
espiración  de  este  plazo  al  lugar  de  su  residencia. 

El  infrascrito  se  ve,  pues,  en  la  necesidad  de  protestar  con- 
tra la  introducción  de  los  subditos  de  S.  M.  al  Perú ;  i  si  éstos 
son  traidos  á  sus  puertos  á  consecuencia  de  las  licencias  tan 
profusamente  concedidas,  es  deber  del  infrascrito  exjjir  del 
Gobierno  del  Perú,  que  los  haga-  volver  á  su  tierra  natal,  li- 
bres de  gastos  i  con  adecuada  indemnización  de  los  daños  que 
hayan  sufrido —Tomas  R.  Eldredge. 
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Ministerio  de  Relaciones  Esteriores. — Lima,  Noviembre  2  ¿S 
1862.— El  infrascrito  Ministro  de  Relaciones  Esteriores  tiena 
el  honor  de  contestar  la  nota  que  con  fecha  9  de  Octubre 
último  se  sirvió  dirijir  á  este  despacho,  el  señor  Encargado  do 
Negocios  i  Cónsul  Jeneral  de  S.  M.  el  Reí  de  Hawaii,  protes- 
tando de  la  introducción  de  los  habitantes  de  la  Polinesia • 

El  infrascrito  ni  acepta  dicha  protesta  ni  la  considera  fundada, 
ni  responsable  al  Gobierno  por  actos,  contratos  6  negocios  aje- 
nos. Al  conceder  permiso  para  introducir  colonos,  no  ha  hecho 
mas  que  cumplir  con  las  leyes  de  la  República  i  respetar  lafl 
reglas  establecidas  sobre  libertad  de  contercio 

Si  los  subditos  de  S.  M.  el  Rei  de  Hawaii  no  pueden,  salir 
de  sus  islas,  sino  temporalmente  i  con  licencia  de  aquel  Go- 
bierno, el  del  Perú,  ni  tiene  poder  para  obligarlos  á  dejar  bu 
patria  ni  derecho  para  ordenarlo,  por  pertenecer  ambos  actos 
soberanos  al  primero.  Solo  está  obligado  á  permitirles  la  entra 
da  i  á  concederles  protección  según  las  leyes  de  la  Repúblio  a 
En  el  Derecho  de  Jeutes  se  hallan  reconocidos  como  principios 
de  conducta  entre  las  naciones,  que  las  leyes  de  un  Estado  no 
tienen  mas  fuerza  en  otro,  que  la  que  el  segundo  haya  querido 
voluntariamente  concederles ;  que  por  consiguiente  no  pro- 
ducen obligación  alguna  en  los  subditos  de  otro  Estado  quo 
existe  fuera  del  territorio  del  primero ;  que  las  leyes  de  un 
Estado  se  suponen  ignoradas  por  los  otros,  los  cuales,  por 
consiguiente,  no  están  obligados  á  prestarles  la  fuerza  de  su 
autoridad  para  compeler  á  persona  alguna  á  obedecerlas*  Es 
una  regla  establecida  en  Inglaterra  i  en  los  Estados  Unidos  do 
America,  que  una  Nación  no  está  obligada  á  darse  por  enten- 
dida de  los  Reglamentos  Comerciales  ó  Fiscales  de  otra ;  por 
consecuencia  no  se  rehusa  la  protección  de  las  leyes  á  los  con- 
tratos relativos  al  tranco  de  los  ciudadanos  con  subditos  de 
otras  potencias  estranjeras,  aunque  en  los  contratos  mismos  so 
•che  de  ver  que  se  trata  de  una  especie  de  tráfico  que  las  leyes 
de  estas  potencias  prohiben...,.,,,,,,,.  El  infrascrito  reitera, 
ota— «Tari  Q,  Paz  Soldán.  s 
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Atendiendo  i.  que  los  intereses  jenerales  de  1&  humanidad 
t  los  del  comercio  peruano,  exijen  que  mientras  termina  el  pri- 
vilejio  -concedido  para  la  importación  de  colonos  chinos  se 
adopten  todas  las  precauciones  posibles  para  evitar  que  se 
presenten  en  los  buques  con  bandera  nacional  los  casos  de 
infección,  de  rebelión  i  asesinatos  que  se  han  visto  en  algunas 
expediciones,  se  resuelve :  Que  los  Cónsules  de  la  República 
en  los  puertos  de  donde  las  expediciones  salgan,  deberán  pre- 
cisamente autorizar  las  contratas  que  se  hagan  con  dichos 
colonos,  nefando  su  firma  cuando  éstos  fueren  conocidamente 
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viciosos  ó  enfermos,  i  examinar  que  los  buques  se  hallen  bien 
provistos,  pertrechados  i  ventilados  i  que  no  se  embarquen 
mas  colonos  que  los  que  puedan  trasportarse  sin  riesgo  en  ton 
larga  navegación.  Comuniqúese  i  publíquese. — Rúbrica  de 
S.  E.— Tirado. 


XV 


LimOyJtdio  9  dé  1854. 

Vista  la  nota  dirijida  por  el  Cónsul  de  la  República  en  Can- 
tón, con  los  demás  documentos  contenidos  en  este  espediente 
i  [teniendo  en  consideración  :  1.  °  que  la  República  ha  sido 
acusada  en  el  estranjero  con  la  suposición  de  que  reduce  á  La 
esclavitud  á  los  colonos,  i  que  esta  calumnia  ha.  sido  repetida 
por  escritos  particulares  i  aún  en  documentos  oficiales  publi- 
cados por  la  prensa,  refiriéndose  á  la  inmigración  venida  de 
la  China  :  2.  °  que  siendo  los  chinos  en  el  Perú  libres,  i  ha- 
llándose en  el  ejercicio  de  los  mismos  derechos  que  todos  los 
estranjeros,  están  solamente  obligados  á  cumplir  los  contratos 
que  espontáneamente  celebran  conforme  á  las  leyes  del  país : 
3.  °  que  no  han  sido  suficientes  las  disposiciones  dictadas 
por  el  Gobierno  con  anterioridad,  á  fin  de  que  las  espediciones 
de  asiáticos  se  verifiquen  de  la  manera  mas  apropiada,  segura 
i  cómoda  á  los.  inmigrados  i  para  que  estos  reúnan  las  calidades 
que  convienen  al  objeto  á  que  se  destinan. 

Se  resuelve :  * 

1.  °  Que  las  autoridades  de  la  República  presten  la  debida 
protección  á  los  colonos  asiáticos,  así  como  á  los  patronea  en 
bu  caso  respectivo  para  el  cumplimiento  de  los  contratos  cele- 
brados con  arreglo  á  las  leyes  del  país ;  2.  °  Que  ningún  con- 
trato con  asiáticos,  cuyo  término  se  hubiese  vencido,  pueda  pro- 
rogarse  por  mas  tiempo  que  el  estipulado  en  la  China,  i  si  la 
voluntad  del  colono;  fuese  renovarlo  ó  efectuar  otro,  será  nece- 
sario su  concurrencia  i  la  de  su  patrón  ante  un  juzgado  de  pas 
.que  autorizará  el  acta  respectiva  en  que  espresen  todas  Jas 
condiciones  del  convenio  ;  3.  °  Que  ningún  juzgado  de  la  Re- 
pública admita  demanda  por  gastos  é  por  buques  fletados  paca 
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inmigración  asiática,  sin  que  la  espedicion  haya  obtenido  el 
permiso  legal  del  Consulado  de  la  República  designado  en  Irte 
artículos  posteriores ;  reservándose  ademas  el  Gobierno  el 
cuidado  de  impedir  el  desembarque  de  las  espediciones  faltas 
de  los  requisitos  esenciales,  á  fin  de  evitar  que  se  introduzcan 
en  el  país  hombres  de  malas  costumbres  é*  inaparentes  para 
los  fines  á  que  son  destinados  ;  4.  °  Que  ningún  juzgado  ó  au- 
toridad de  policía  considere  válidos  los  contratos  délos  asiáti- 
cos que  se  introduzcan  en  la  República  después  de  diez  meses 
contados  desde  la  fecha,  sin  que  cada  contrata  hubiese  obteni- 
do el  certificado  i  sello  indicados  en  el  artículo  siguiente ; 
5.  °  Que  la  jente  que  se  embarque  en  Asia  para  el  Perú,  debe 
ser  :  1.  °  joven,  moral,  sana  i  laboriosa;  2.  °  que  se  cuide  de 
embarcarla  en  buques  seguros  i  que  se  hallen  en  buen  estado 
para  esa  navegación,  i  provistos  de  víveres  saludables  i  sufi- 
cientes para  la  travesía  i  no  reciban  á  su  bordo  mas  que  el 
número  que  permita  su  medida ;  3.  °  que  al  pié  de  cada  con- 
trata que  se  celebre  en  adelante  en  Asia  sobre  inmigración 
deba  ponerse  el  certificado  i  sello  del  Ájente  del  Perú  que  se 
designa  en  el  artículo  siguiente,  el  cual  debe  necesariamente, 
presenciar  el  libre  i  espontáneo  convenio  entre  el  emigrado  i 
el  contratador  ;  *  autorizándolo  ademas,  dos  testigos ;  6.  °  El 
Cónsul  Jeneral  del  Perú  en  la  China,  hará  efectivas  las  dispo- 
siciones contenidas  en  el  artículo  quinto,  cuidando  bajo  su 
responsabilidad  de  que  se  observen  exactamente  por  parte  de 
los  armadores  de  las  espediciones,  á  cuyo  efecto,  i  antes  de 
proceder  a  legalizar  las  contratas  enunciadas,  exijirán  los  cer- 
tificados i  demás  comprobantes  necesarios  sobre  el  estado  de 
las  embarcaciones  i  sus  provisiones,  sobre  la  calidad  de  los 
colonos,  etc.,  etc.,  pudiendo  encomendar  las  investigaciones 
conducentes  para  los  fines  indicados,  á  personas  de  confianza. 
Comuniqúese  i  publíquese. — Rúbrica  de  S.  E. — Gómez  San- 
chez. 


xvi 

M  Congreso  de  la  República  considerando  ¡ 
1.  °  Que  el  primer  ramo  de  industria  es  la  agricultura,  siü 
la  cual  no  puede  existir  ninguna  sociedad  j 
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2.  °  Que  á  consecuencia  de  la  manumisión  de  la  esojavafea* 
ra,  consumada  en  la  República  en  1866,  quedaron  desierto* 
loa  fundos  rústicos ; 

3.  °  Que  la  falta  de  un  reglamento  rural  que  se  encargue 
de  normar  los  procedimiento*  de  jornaleros  i  sistemar  los 
•fondos  rústicos,  pone  en  la  necesidad  de  tomar  medidas  que 
.  salven  la  actualidad ; 

4.  °  Que  si  permaneciera  el  Congreso  indiferente  i  no  de- 
rogase el  decreto  de  6  de  Marzo  de  1866,  muí  pronto  loa  ar- 
tículos de  consumo  i  de  primera  necesidad  para  la  vida,  ten* 
drian  una  alza  de  precio  mayor  que  el  que  pueda  ganar  en  el 
trabajo  ó  industria  á  que  esté  consagrado  el  ciudadano, 

Ha  dado  la  lei  siguiente  : 

Art.  1.  °  Se  permite  la  introducción  de  colonos  asiáticos 
destinados  al  cultivo  de  los  fundos  rústicos  en  las  costas  del 
Peni,  á  las  artes  útiles  i  al  servicio  domestico,  con  tal  que 
ellos  sean  contratados  directamente  por  los  patrones  que  los 
ocupen  ó  sus  apoderados,  en .  los  puertos  de  su  procedencia,  6 
en  el  Perú  á  su  ingrese. 

Art  2.  °  Que  los  buques  que  conduzcan  asiáticos  no  podrán 
embarcar  en  ellos  mas  número  de  colonos  que  uno  por  tone- 
lada derejistro,  bajo  la  pena  de  quinientos  pesos  de  multa 
por  cada  uno  de  los  que  excedan. 

Art.  8.  °  Las  contratas  que  se  celebren  en  el  estranjero 
tendrán  efecto  siempre  que  no  se  opongan  á  ka  leyes  de  la 
República,  quedando  prohibido  el  traspaso  de  dichas  contra- 
las  sin  el  consentimiento  del  oolono  contratado. 

Art  4.  °.  Queda  derogado  el  decreto  de  5  de  Marzo  de  1866 
sobre  inmigración  de  colonos  asiáfloos  en  cuanto  se  oponga  á 
la  presente  lei  Comuniqúese,  eta— Dada  en  la  Sal»  de  Sesio- 
nes en  Lima  á  16  de  Enero  de  1861. 


XVII 


Al  Prefecto  de  la  Provincia  Litoral  del  Callao.— Lima,  Se- 
tiembre 17  de  1862. — Coniecha  de  ayer  hice  á  V.  S.  las  pre- 
venciones convenientes  para  que  se  reprima  el  escandaloso 
abuso  que  se  está  cometiendo  en  ese  pasito,  de  vender 
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fuesen  esclavos,  á  los  colonos  traídos  de  las  islas  dé  Oceañíá. 
Hoi  ha  recibido  el  Gobierno  nuevos  avisos  en  que  se  le  asegura 
que  á  los  de  menor  edad  i  aún  á  los  mayores,  se  les  vendé 
publicamente  en  200  ó  300  pesos  ;  i  como  este  tráfico  es  un 
Atentado  contra  la  libertad  individual  i  el  mayor  ultraje  que 
puede  hacerse  á  la  dignidad  del  hombro,  el  honor  del  Gobier- 
no i  él  de  las  autoridades  de  ese  puerto  á  cuya  presencia  sé 
comete  tan  escandaloso  crimen,  exije  que  se  dicten  medidas 
enérjicas  i  eficaces  para  reprimirlo  i  que  se  someta  á  juicio 
á  los  que  resulten  delincuentes,  para  que  sean  castigados  con 
todo  el  rigor  de  las  leyes. 

Y.  S.  debe  cuidar  de  que  las  disposiciones  de  la  lei  de  14  dé 
Mayo  del  año  próximo  pasado  sean  estrictamente  cumplida*' 
por  los  introductores  de  colonos  i  para  esto  debe  Y.  3.  cercio- 
rarse por  sí  mismo  de  si  los  colonos  han  sido  contratados  por 
su  espontánea  voluntad  con  determinadas  personas  i  en  tér- 
minos que  no  se  opongan  á  las  leyes  del  pais,  i  prohibir  "abso¿ 
hitamente  que  estas  contratas  sean  trasmitidas  á  otras  perso- 
nas sin  consentimiento  espresode  los  colonos. 

Y.  S.  como  encargado  de  la  observancia  délas  leyes  i  dispo- 
siciones supremas  en  la  provincia  de  su  mando  es  responsable 
del  exacto  cumplimiento  de  estas  prevenciones.  —Dios  guarde  á 
V.  S. — Manuel  Moreda, 


Zima,  Febrero  £0  de  186St 

Siendo  necesario  impedir  que  se  abuse  de  las  licencias  con* 
cedidas  para  introducir  en  el  Perú  trabajadores  de  ambos 
sexos,  i  teniendo  el  Poder  Ejecutivo  la  atribución  de  dictar  las 
medidas  i  los  reglamentos  que  sean  adecuados  para  asegurar 
el  cumplimiento  de  las  leyes ;  se  resuelve  lo  siguiente :  1.  °  Los 
capitanes  de  los  buques  que  traigan  á  bordo  colonos  de  las  islas 
del  Sud-0e3te  del  Pacífico  ó  de  cualquier  otro  punto,  presen- 
tarán á  las  comisiones  establecidas  por  decreto  de  20  de  Di- 
ciembre último,  tanto  una  razón  circunstanciada  de  dichos  co- 
lonos, cuanto  el  instrumento  en  virtud  del  cual  hubiesen  con- 
tratado sus  servicios;  2.°  Si  este  último  documento  no 
ejrtuviese*comprobado*n  la  forma  que  ordena  elart.  810  del 

t 


34  ¿FÍNPICE 

iim    '  ■■■!■■■      —— — — 

Código  de  Enjuiciamientos,  ó  no  fuese  reconocido  ante  las 
auteridades  judiciales  do  la  República,  Jos  colonos  serán  am- 
parados en  el  derecho  de  disponer  de  sus  personas,  como  lo 
crean  conveniente  sin4  perjuicio  de  que  los  capitanes  ó  empre- 
sarios que  hayan  empleado  el  engaño  ó  la  violencia  para  sepa- 
rarlos de  su  país,  sean  juzgados  criminalmente  como  lo  dis- 
pone la  lei  ;  3.  °  Las  comisiones  ya  indicadas  intervendrán 
en  las  primeras  contratas  celebradas  con  los  particulares  sobre 
los  servicios  de  los  colonos,  cuidando  las  autoridades  judicia- 
les i  las  de  policía,  en  la  parte  que  les  incumbe,  de  la  puntual 
observancia  de  losarte.  813  del  Código  de  Enjuiciamientos  i 
1,632,  1,635,  1,636  i  1,639  del  Código  Civil ;  4.  °  loscapitane» 
de  los  buques  que  conduzcan  espediciones  de  colonos,  no  de* 
«embarcarán  á  estos  en  ningún  puerto  de  la  Nación,  sin  que 
•e  hayan  practicado  las  dilijencias  prevenidas  por  el  art.  1.  ° 
de  este  decreto.  Comuniqúese  i  publíquese. — Rúbrica  de  S.  E. 
— Jrena*. 


xvín 


Zima,  Octubre  9  de  1864. — Por  datos  que  tengo  i  comuni- 
caciones de  que  me  he  impuesto  en  este  Ministerio,  estoi  in- 
formado de  que  se  hace  con  tan  malas  condiciones  la  inmi- 
gración de  asiáticos,  que  la  mortandad  de  éstos  sube  á  la 
cuarta  parte  i  aún  á  la  tercera  de  los  que  conduce  cada  buque. 
Resulta  esta  calamidad  del  excesivo  número  de  colonos  em- 
barcados en  buques  estrechos  i  mal  apropiados,  de  los  alimen- 
tes escasos  i  de  mala  calidad,  del  tratamiento  descuidado  i 
hasta  cruel  i  de  la  inobservancia,  en  fin,  de  todas  las  reglas 
hijiénicas  con  que  debieran  ser  conducidas. 

Para  evitar  teles  abusos  que  no  puede  tolerar  el  Gobierno, 
pues  lastiman  los  sentimientos  de  humanidad,  me  ha  ordena- 
do S.  E.  el  Presidente  que  V.  S.  se  sirva  prevenir  al  Cónsul  del 
Perú  en  la  China,  que  no  permita  zarpar  ningún  buque  de  aque- 
llos puertos  con  destino  á  los  de  la  República,  sin  que  antes 
inspeccione  i  vea  personalmente  que  se  hubiesen  ejecutado  las 
¿ispoBiciones  siguientes : 

1. p  Que  en  ningún  buque  se  embarque  mas  de  un  colono 
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por  cada  tonelada  de  rejistro,  según  lo  dispuesto  en  la  lei  de 
14  de  Marzo  de  1861. 

i. p  Que  los  alimentos  sean  sano»  i  en  cantidad  mas  que 
suficiente  para  el  número  de  los  embarcados. 

3.  *  Que  la  ropa  de  uso  de  cada  emigrado  sea  apropiada 
a  la  navegación  i  le  proporcione  el  abrigo  necesario. 

4.  *  Que  la  cama  destinada  para  el  alojamiento  de  los  co- 
lonos sea  espaciosa,  aseada  i  de  suficiente  ventilación. 

5.  *  Que  cada  buque  tenga  el  médico  i  los  necesarios  me  • 
dicamentos  para  la  curación  de  los  inmigrantes  i 

(5.  *  Que  el  Cónsul  cumpla  con  todas  las  disposiciones  con- 
tenidas en  la  lei  citada,  i  remita  el  certificado  que  acredite  ve- 
nir el  buque  en  las  condiciones  prefijadas. 

Trascribo  este  oficio  al  Prefecto  de  la  Provincia  Constitu- 
cional del  Callao,  para  que  al  arribo  de  cada  buque,  inspeccio- 
ne si  se  han  observado  ó  nó  las  anteriores  prescripciones  i 
dé  cuenta  á  este  Ministerio  para  acordar,  según  su  informe  i 
el  certificado  del  Cónsul,  las  medidas  que  repriman  la  desa- 
piadada conducta  de  muchos  de  los  que  se  dedican  á  traer  la 
mencionada  inmigración. — Dios  guarde  á  V.  S.—EvarUt*  Gó- 
mez Sánchez. 


EL  COMERCIO  Dfl   OOOLIBB  ANTE  LOS  TRIBUNALES  lXG£ttS£S 

DE  HON-KONG. 

f 

El  "fíongkong  Daily  Press,"  rejistra  in  éxtanso  la  sentencia 
pronunciada  en  26  de  Marzo  de  1S71  por  los  tribunales  ingle- 
ses de  la  colonia  sobre  la  prisión  i  extradición  pedida  por  las 
autoridades  chinas,  de  Know-a-Sing,  coolíe  acusado  de  haber 
tomado  parte  en  la  muerte  del  capitán  i  de  ocho  tripulantes  del 
buque  Nouveüe  PénMope,  que  en  Maoao  tomó  á,su  bordo 
310  colonos  oon  destino  al  Callao. 

Ésta  sentencia  que  fija  para  en  adelante  la  conducta  de  las 
autoridades  de  Hongkong  en  diversas  materias,  abraza  tam- 
bién dos  puntos  que  extractamos  por  el  especial  interés  i  gran- 
de importancia  que  para  nosotros  ofrecen ;  pues,  se  equipara, 
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en  uno  de  ellos  á  la  Trata  de  Esclavos,  el  comercio  de  coolieif 
i  se  reconoce  en  el  otro,  á  los  chinos  embarcados  en  buques  de 
este  comercio  el  mas  perfecto  derecho  para  recobrar  su  liber- 
tad, por  cualesquiera  medios,  aún  por  la  violencia  i  derrama- 
miento de  sangre. 

El  Tribunal  nota  que  las  declaraciones  que  obran  en  autos 
pueden  considera rte  todas  como  producidas  por  los  actores  en 
el  juicio,  ajentes  enganchadores  de  chinos  i  aseguradores  de 
la  Nouvdle  Pénélope ;  puesto  qué  los  coolíes  embarcados  en 
ésta,  testigos  en  la  causa,  solo  han  declarado  bajo  la  amenaza 
é  influencia  de  los  primeros. 

De  todos  esos  testimonios  resulta  que  la  Nouvdle  Péné- 
lope, buque  francés  como  se  colije  ya  de  su  nombre,  manda- 
do por  un  capitán  de  la  misma  nación,  zarpó  en  la  noche  del 
30  de  Setiembre  del  año  próximo  pasado  llevando  á  su  bordo 
310  coolíes  de  los  cuales  180  recibió  en  los  dias  últimos  de 
este  mes  i  los  restantes  la  víspera  de  su  salida  de  Macao. 

Un  marinero  de  la  dotación  del  buque  nos  hace  conocer 
cuantas  precauciones  i  seguridades  es  costumbre  tomar  en  el 
acto  de  dejar  los  chinos  emigrantes  libremente  las  playas  de 
su  patria. 

"El  primer  día,  180  coolíes  fueron  conducidos  á  bordo  en 
tres  botes,  cada  uno  de  los  cuales  estaba  custodiado  por  cua- 
tro ó  cinco  soldados  portugueses  armados  de  fusiles  con  bayo- 
neta calada.  Los  demás  fueron  embarcados  el  dia  antes  de  que 
el  buque  se  diera  á  la  vela  en  tres  ó  cuatro  botes,  guardado 
cada  cual  por  algunos  soldados  armados.  Uno  de  los  primeros 
coolíes  llegó  á  bordo  llorando,  i  en  la  misma  noche  se  arrojó  al 
mar,  pero  fué  salvado ;  parecian  los  otros  mas  tranquilos  i 
dejóseles  libertad  para  andar  por  donde  quiera  dentro  del 
buc^ue." 

*  Con  respecto  á  esta  amplia  libertad  de  movimiento  dentro 
de  los  buques  coolíes,  Paul  Perrot,  otro  marinero  de  la  J¥ou~ 
veUe  Pénélope  declara  de  esta  suerte  : 

"La  barrera  que  cerraba  la  cubierta  á  popa  desde  el  palo 
mayor  era  de  madera  sólida  de  cuatro  pulgadas  i  de  siete  ú 
ocho  pies  de  elevación,  luciéronse  en  ella  dos  puertas  asegura- 
das con  barras,  que  se  abrían  hacia  popa,  i  púsose  un  cañón 
tn  cada  una,  con  la  boca  vuelta  á  la  parte  de  entrada,  Leu 
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cañonee  no  estaban  cargados.  Los  coolíes  no  podían  penetrar 
en  la  noche  sino  en  casos  mui  necesarios.  La  tripulación  esta- 
ba acomodada  toda  ella  á  popa  de  la  barrera.  Xas  armas  del 
buque  se  guardaban  en  el  camarote  del  capitán  i  cercan  en 
número  como  de  veinte  fósiles  con  bayonetas,  algunas  espadas 
i  veinte  revolverá,  mas  ó  menos.  Sé  que  existia  á  bordo  pól- 
vora i  balas  encadenadas ;  mas  no  se  veía  de  astas  ninguna 
sobre  cubierta." 

Manifiesta  los  engaños  i  reprobados  medios  que  se  ponen 
en  práctica  para  hacer  el  ánimo  de  los  chinos  á  la  inmigración, 
i  la  ninguna  voluntad  con  que  la  mayoría  de  éstos  se  resuelve 
al  fin  á  salir  del  imperio,  lo  que  esponen  diversos  testigos. 
Won-Ahee,  el  principal  por  los  demandantes,  quien  declara 
vencido  por  el  miedo  á  un  ájente  engenchador,  dice  : 

"Yo  manifesté'  á  las  autoridades  mi  voluntad  de  emigrar  al 
Peni ;  mas  en  el  fondo  de  mi  alma  nunca  deseé  tal  cosa,  aun- 
que así  16  aparentaba  i  decia,  por  temor  de  ser  enviado  á 
Cantón  i  decapitado  allí,  con  lo  cual  me  amenazaba  siempre 
Chea-Akfook  (el  ájente)" — Después  añade  : 

"Estaba  irritado  contra  Chea-Akfook  queme  habia  engaña- 
do. Yo  nunca  pensé  en  ir  al  Perú ;  pero  me  vi  por  fuerza  obli- 
gado á  ir  á  bordo  del  buque.  Fui  custodiado  por  dos  ó  tres 
estranjeros  que  me  seguían  i  algunos  hombres  del  barracoon. 
Junto  conmigo  fué  llevada  al  buque  una  partida  como  de 
treinta  coolíes ;  unos  mostraban  ir  de  buena  gana  i  de  mala 
otros  que  se  llaman  aviolentados  (Kidnapped).  Contándonos 
estas  cosas  .i  hablando  de  los  ocho  años  de  trabajo  que  nos 
esperaban,  i  algunos  de  que  no  les  alcanzaría  la  vida  para 
volver  á  la  patria,  nos  distraíamos  en  conversación.  Nunca 
nos  ocurrió  hablar  de  los  medios  de  libertarnos.7' — I  él  mismo 
en  otra  parte : 

"Tres  dias  después  de  habernos  dado  á  la  vela,  uno  de  los 
coolíes  emigrantes  se  arrojó  al  mar  i  se  ahogó  ;  otros  fueron 
maltratados  por  el  primer  piloto  porque  se  entretenían  jugan- 
do ai  FantanP 

El  ya  citado  marinero  Paul  Perrot,  confiesa : — "Que  todavía 
á  vista  del  puerto,  un  coolíe  se  arrojó  de  sobre  cubierta  al 
mar  intentando  ganar  á  brazo  la  ribera ;  mas  alcanzado  fué 
puesto  en  prisión  con  grillos  por  una  hora'."  i  de  otro;  "que 
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cuando  ya  no  se  veía  tierra,  Be  echó  también  al  agua  i  á  pe- 
sar de  que  inmediatamente  se  bajó  un  bote,  prefirió  ahogarse 
á  la  sujeción  que  padecia*—  elección  entre  la  muerte  i  la  es- 
clavitud, observa  el  juez  inglés,  que  hecha  por  un  europeo, 
seria  citada  como  heroica. 

Un  chino  declara : — "El  30  de  Octubre,  cosa  de  veinte  6 
treinta  coolíes  amontonados  en  el  entrepuente  lloraban  i  cla- 
maban que  iban  violentados  (Kidnapped).  Un  llamado  Kao- 
Koon-mahn  les  hablaba  i  oí  que  les  decia : — "No  lloréis,  her- 
manos, que  en  dos  dias  mas  regresareis  á  la  China,— de  dond° 
tuve  sospechas  de  que  algo  se  intentaba,,  aunque  á  no  ser  este 
solo  caso,  todo  continuó  tranquilo  i  en  orden.  Este  mismo 
dia  se  arrojó  un  coolíe  al  agua  i  se  ahogó." 

Para  no  alargar'  mas  esta  parte,  solo  citaremos  á  otro  testi- 
go, chino  también  i  como  el  anterior  de  parte  de  los  acusado- 
res, quien  describe  otra  de  estas  tristes  escenas,  que  no  pue- 
den menos  de  despertar  indignación  i  lástima  á  la  vez. 

"Cuando  el  buque  salió  de  Macao  en  la  noche  del  30  de 
Setiembre,  había  ¿  bordo  310  coolíes,  algunos  al  parecer  vo- 
luntarios, pero  muchos  otros  con  menos  resignación,  clama- 
ban que  iban  violentados  i  forzados  (Kidnapped) ;  serian  sobre 
ciento  los  que  esto  decían," 

Obsérvese  que  Chum-Apew,  el  último  testigo,  era  en  verdad 
emigrante  libre  i  entre  los  coolíes  embarcados  en  la  yowelU 
Pénélope  de  los  de  mayor  moralidad  i  posición.  De  comerciante 
en  Cantón  en  pequeña  escala  vino  á  Macao,  i  habiendo  per- 
dido al  juego  su  miserable  capital,  se  decidió  á  emigrar  ;  lo 
que  da  idea  del  carácter  i  hábitos  de  los  chinos  entre  quienes 
se  buscan  los  colonos,  i  de  cómo  se  les  trae  de  la  mesa  de  juego 
al  barracoon,  i  de  aquí  al  buque  coolíe. 

■ 

Estos  i  otros  hechos  que  aparecen  en  la  causa  de  Know-a- 
Sing  prueban  que  un  gran  número,  ciento  por  lo  menos,  de  los 
emigrantes  de  la  Nouveüe  Fénélope,  hr.bian  sido  llevados  á 
bordo  con  engaños  ó  por  fuerza  mayor,  i  aún  robados  ;  i  que 
puede  fijarse  la  misma  proporción  de  coolíes  trasportados  por 
estos  medios  á  razón  hoi  de  mil  por  mes,  para  el  Perú  i  Cuba 
eu  buques  de  diversas  nacionalidades. 

No  podemos  llegar  á  este  punto  sin  dar  antes,  para  inteli- 
gencia de  lps  lectores,  idea  de  lo  que  se  llama  barracoon ;  lu- 
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gares  preparados  ad  hoc,  donde  tienen  fácil  entrada  i  honesta* 
distracciones,  tales  como  el  juego,  el  opio,  etc.x  todos  los  chi- 
nos de  la  estofa  de  que  se  hacen  los  emigrantes.  Aquí  se  deter- 
minan los  que  han  de  serlo  de  plena  voluntad ;  aquí  se  dejan 
prender  en  sus  propias  pasiones  los  que  han  ido  atraídos,  que 
de  otra  suerte  no  saldrían  del  imperio ;  aquí  se  urden  los  enga- 
ños, se  vierten  los  amenazas,  se  preparan  i  ejecutan  las  violen- 
cias ;  aquí,  en  fin,  se  celebran  los  Contratos,  si  llegan  á  formu- 
larse, ó  se  estipula  verbalmente  condiciones  de  que  ni  se 
presentan  ni  quedan  comprobantes  legales.  Los  ajentes  de 
enganche,  corredores,  proveedores  de  la  mercancía  i  capitanes 
de  los  buques  que  la  reciben  tienen  por  centro  el  barracoon, 
que  es  como  la  Bolsa  donde  se  fija  el  precio  de  la  cabeza  desti- 
nada al  trasporte  i  juntamente  el  almacén  de  depósito  i  la 
plata  de  abasto  de  tan  inicuo  mercado. 

"El  Fiscal  (Attorney  General),  dice  el  juez  en  la  sentencia, 
me  describe  al  capitán  (de  la  ífouveüe  Pénélope),  como  un  ca- 
ballero francés,  i  por  tanto  como  hombre  que  poseía  algunos 
conocimientos  ;  como  que  ha  residido  largo  tiempo  en  Macao, 
— luego  conocía  algo  del  tranco  en  que  se  empeñó  activamen- 
te i  mucho  respecto  al  modo  de  llevar  á  los  coolíes  abordo  es- 
coltados como  prisioneros  ;  debía  saber  en  donde  se  inventó 
primeramente  la  palabra  barracoon  i  á  qué  lugar  infámense  la 
aplicó  ;  debía  saber  que  de  África,  ese  nombre  fué  importado 
á  Macao  i  que  designa  aquí  el  lugar  destinado  á  los  mismos 
vergonzosos  objetos  que  en  África ;  debía  saber  que  con  él  se 
llamaba  antes,  como  se  llama  hoi  mismo  todavía  al  edificio 
donde  se  encerraba  á  los  esclavos  que  se  habían  luego  de  de- 
portar, si  para  saberlo  no  tenia  mas  que  abrir  el  diccionario, 
que  define  barracoon — el  almacén  de  esclavos,  6  el  lugar  cercado 
donde  se  les  aloja  i  deposita? 

.  Siendo  esta  la  condición  de  los  colonos  que  se  traen,  i  el 
engaño,  la  violencia,  el  robo,  los  medios  con  que  se  les  reduce 
¿  ¡salir  de  los  puertos  de  la  China,  ¿cómo  seria  posible  sorpren- 
derse de  "que  este  abominable  tráfico  amenace  llegar  en  corto 
tiempo  á  un  fin  verdaderamente  terrible  i  espantoso?  Tratóse 
de  formar  una  lista  de  los  buques  que  no  han  llegado  á  su 
destino  por  sublevación  de  los  emigrantes,  por  incendio  ú 
otra  manera  de  destrucción,  i  aunque  muí  lejos  de  haberse 
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completado,  resulta  que  en  el  último  período  de  tiempo  cortí- 
simo, pasan  de  seis  ó  siete  buques  con  mas  de  tres  mil  coolíes 
4  bordo,  de  que  se  han  apoderado  estos  por  alzamiento  6  han 
sido  echados  á  pique,  incendiados  ú  por  otras  maneras  des- 
truidos con  gran  pérdida  de  vidas,  en  la  cual  ha  entrado  sienv- 
pre  en  considerable  proporción  la  de  capitanes  i  marine- 
ros." 

£1  robo  de  hombres  (Kidnappmg)  frecuente  entre  los  chi- 
nos, es  por  esto  mismo  tenido  en  abominación  i  los  que  lo 
practican  (Kidnappers)  son,  según  sus  leyes,  castigados  oon 
pena  capital  i  otras  de  gran  severidad ;  asi  que  un  mandarín 
no  tendría  por  criminal  al  que  diese  muerte  á  un  ladrón,  ck 
hombre*,  i  m  éste  fuese  estranjero,  lejos  de  pedir  la  extradición 
del  homicida,  lo  premiaría. — Ya  se  ha  visto,  sin  embargo,  4 
las  autoridades  chinas,  olvidando  el  espíritu  de  sus  leyes  i  sus 
propios  juicios,  ceder  á  estrañas  influencias  i  abandonar  á  la 
venganza  la  vida  de  sus  subditos,  culpables  solo  de  haber  reco- 
brado su  libertad.  Hallamos  un  ejemplo  de  esta  debilidad  en 
el  caso  de  la  NouveUe  PénéUope. 

Llevaba  este  buque  como  dos  moses  de  viaje  cuando  esta- 
lló ¿  su  bordo  la  sublevación  sin  que  pudiera  sofocarse,  i  en 
la  lucha  fueron  muertos  el  capitán  i  ocho  individuos  de  la 
marinería.  Los  chinos  apoderados  de  los  botes,  llegaron  en 
grupos  á  las  costas  del  imperio,  en  donde,  á  medida  que  arri- 
baban, eran  ajusticiados  los  que  podían  ser  habidos.  Un  gru- 
po de  diez  i  seis  que  llegó  á  Cantón  fué  conducido  de  este 
puerto  á  una  isla  del  Imperio  frontera  de  Macao,  desde  cuyas 
ventanas  se  alcanzó  &  ver  la  ejecución  de  estos  infelices,  hecha 
con  gran  pompa  i  ceremonia  bajo  la  dirección  del  Cónsul  fran- 
oes,  que  habia  acompañado  i  vijilado  personalmente  a  los  reos 
desde  Cantón. 

"Hoi  Know-a-Sing,  reo  sometido  á  este  tribunal,  es  recla- 
mado también  como  víctima  debida  á  la  misma  venganza,  la 
cual  persiguiendo  así  á  los  coolíes  uno  á  uno,  llegará  al  fin  Á 
consumar  fríamente  una  gran  hecatombe,  i  á  levantar  con  ella 
un  monumento  imperecedero,  digno,  por  cierto,  de  la  huma- 
nidad, del  cristianismo  i  de  la  civilización  del  Occidente !" 

"No  cabe  ni  sombra  de  duda  respecto  al  oríjen  real  de  la 
petición ;  no  emana  de  los  mandarines  chinos  sino  del  Con- 
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oul  francés  de  Cantón.— Habla  el  fiscal  en  su  acusación  da 
una  carta  de  éste  en  que  apoya  la  petición  de  aquellos,  i  aun- 
que la  he«pedido  no  se*me  ha  presentado  ;  debo  pues  conside- 
rarla como  si  no  existiera.  Mucho,  sin  embargo,  habia  querido 
verla ;  pues  son  idénticas  las  leyes  francesas  é  inglesas  en 
cuanto  se  refieren  á  los  derechos  de  libertad  personal ;  sin 
hablar  de  que  Francia  i  Portugal,  por  tratados  con  Inglaterra, 
que  este  último  firmó  por  una  suma  de  dinero,  asi  como  por 
sus  leyes  internas  han  abolido  el  comercio  de  esclavos  ;  i  luego, 
la  primera  en  mui  repetidas  ocasiones,  lo  ha  declarado  pirático, 
jpn  France,  quiconque  ámü  lepied  dans  le  royanme  ttt  gratifié 
dé  la  liberté,1* 

En  el  caso  de  la  NouvfiUe  Pénélope,  no  han  trepidado  loa 
mandarínes  chinos  en  sacrificar  á  algunos  miserables  i  desvalí- 
dos  coolies,  en  sus  vivísimos  deseos  de  prevenir  las  consecuen- 
cias de  la  matanza  de  Tien-Tsin. — "Obran  bajo  la  influencia  del 
Cónsul  francés,  á  quien  mueven  sus  personales  simpatías  da 
tal  francés,  por  las  que  ha  dado  fácil  crédito  á  los  ajentes  en- 
ganchadores (Kidnappers),  aseguradores  de  buques,  i  demás 
que  se  emplean  en  el  comercio  de  chinos ;"  jantes  interesadas 
todas  en  afirmar  su  tráfico  en  el  temor  de  esta  justicia  espe- 
ditiva  de  que.  saben  sacar  partido  ;  pues,  si  para  hacerse  de 
colonos  amenizan  con  ella,  como  tintes  se  ha  visto,  cuanto  i 
mas  para  asegurarse  la  sumisión  de  los  que  llegan  á  embarcar 
i  juntamente  las  ganancias  enormes  que  de  cada  feliz  viaje  se 
prometen. — "El  costo  del  artículo  hombre  que  es  aquí  (Macao) 
de  sesenta  pesos ;  ó  á  lo  sumo  de  ochenta,  puesto  en  el  Callao 
varia  entre  350  i  450  pesos  ;  de  suerte  que  puede  moderada- 
mente calcularse  un  término  medio  de  provecho  de  50,000  pe- 
sos en  cada  viaje  feliz." 

Con  estas  i  otras  consideraciones  se  resuelve  la  soltura  de 
Know-a-Sing,  i  su  inculpabilidad ;  i  al  mismo  tiempo  que  nie- 
ga el  juez  la  entrega  del  reo,  declara  que  no  ha  cometido  cri- 
men ninguno  ^ue  sea  justiciable  ante  cualquiera  de  las  lejisla- 
ciones  inglesa,  francesa,  portuguesa  ó  china,  i  aunque  se  le 
haya  aprehendido  por  autoridad  competente. — Luego,  después 
de  "larga  i  penosa  indecisión/1  ha  creído  que  no  debia  limitar- 
se Á  resolver  secamente  las  cuestiones  legales  que  en  este  caso 
se  presentaban^  sino  tomar  también  en  consideración  los  $i- 

6 


42  APÉNDICE 

— — —  ■ i».  ■        * 

guientes  puntos  que  en  jeneral  se  refieren  al  comercio  de  éóottie 
i  á  su  carácter  : 

"Si  la  Nouvdle  Pénélope  hubiera  sido*buque  inglés  i  su  car- 
ga coolíes,  en  las  oircuntancias  que  de  las  declaraciones  apare- 
cen, i  no  debería  sufrir  su  capitán  la  pena  de  muerte  ó  por  lo 
menos  la  de  deportación  por  15  años,  término  mínimo,  como 
comprendido  en  la  lei  que  las  señala  para  los  piratas,  traidores 
i  ladrones  de  alta  mar?" 

"El  Fiscal  insiste  en  que  debe  juzgar  siempre  bajo  el  su- 
puesto de  que  la  lei  del  buque  fuese  la  lei  inglesa  ;  voi  pues  4 
presentar  mis  conclusiones  solo  bajo  este  punto  de  vista  i 
como  mejor  pueda  :*  "Debo  tomar  por  esclavos  á  todos  aque- 
llos que  por  toda  su  vida  ó  por  algunos  años  Be  ven  retenidos 
en  servidumbre ;  ya  por  haberse  dado  en  prenda  por  deuda», 
como  son  Los  que  comunmente  se  llaman  pawns  ó  pigs  (puer- 
cos) en  China :  "ya  porque  estén  sometidos  en  bus  actos  á  la 
voluntad  de  otro;  pues  jamas  he  visto  distinción  alguna  fon- 
dada en  la  circunstancia  de  que  este  estado  dure  por  toda  la 
vida  ó  por  solo  un  período  de  años  mas  ó  menos  largo  * 

"Creo  que  la  Tirata  de  Esclavos  era  tolerada  solamente  como 
una  escepcion,  i  que  se  disculpaba  con  la  pretendida  inferio- 
ridad del  negro  respecto  de  los  individuos  de  las* otras  razas. 
De  los  chinos  no  hubiera  podido  decirse  lo  mismo,  porque  á 
ello  se  opondría  su  color,  la  cultura  de  su  nación,  su  literatura 
estudiada  con  admiración  i  utilidad  por  los  mayores  sabios  de 
Europa  i  lo  difundida  que  se  halla  entre  ellos  la  instrucción ; 
á  tal  punto  que  el  mí  mero  de  los  que  saben  leer  i  escribir  es 
muchísimo  mayor  que  en  Francia.  Después  de  la  abolición  de 
la  Trata  de  Esclavos,  en  la  cual  han  tomado  parte  todas  las 
naciones  de  Europa,  i  aún  las  de  América ;  que  fácil  habría  sido 
enganchar  africanos  por  años,  por  ejemplo,  por  períodos  de 
ocho  ó  de  veinte,  á  fin  de  eludir  las  estipulaciones  de  los  tra- 
tados i  las  leyes  de  la  humanidad !  Sin  embargo,  fno  ha  suce- 
dido esto  i  se  ha  considerado  en  todos  tiempos  como  prin- 
cipio inmutable  ^de  justicia  i  de  derecho,  el  que  condena  la 
detención  forzada  ó  la  esclavitud  de  los  blancos  (por  oposición 
á  negros). 

"Basta  eqto  para  resolver  que  cualquier  subdito  inglés  que 
a  sabiondos  conduzca  ó  trasporte,  ó  contribuya  en  alguna 
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manera  á  estos  fines  respecto  de  personas  esclavas,  ó  que  de- 
ban serlo  en  los  países  á  que  sean  llevados,  i  el  que  detenga 
á  bordo  de  un  buque  á  quien  quiera  que  se  encuentre  en  esta» 
condiciones,  para  que  sea  considerado  por  nuestras  leyes  co- 
mo reo  de  piratería,  felonía  i  robo,— i  acreedor,  por  tanto,  á 
la  pena  de  muerte.  Del  mismo  modo  el  subdito  ingles  que 
fuere  convicto  de  haber  armado  un  buque  para  esos  propósito» 
ó  usado  de  él,  es  declarado  traidor  i  castigado  con  la  pena  de 
deportación  por  14  años." 

Ahora  bien,—"de  la*  declaraciones  de  los  testigos  presentado» 
por  los  autores  de  este  juicio  aparece  que  cien  coolies  se  queja- 
ban do  haber  sido  violentados  ó  engañados,  aunque  no  se  tome 
en  cuenta  á  tantos  otros  de  los  310  colonos,  de  quienes  no  re- 
sulta plenamente  probado  el  robo  6  engaño.  El  Fiscal  sostiene 
que  el  capitán  no  debe  considerarse  responsable  del  robo  (Kid- 
napping)  de  los  coolies.  No  pretendo  medir  su  responsabili- 
dad meramente  moral ;  mas  para  pesar  la  culpabilidad  de 
los  chinos  que  se  reclamen,  debo  esponer  que  puesto  que  el 
capitán  se  empleaba  en  un  comercio  notorio  por  sus  crímenes, 
en  especial  por  el  de  robo  de  hombres,  era  prima  faeie,  res- 
ponsable ante  la  lei  por  esos  delitos,  por  la  preparación  adhoc 
del  buque  i  por  la  detención  de  los  coolies  á  bordo ;  i  si  se 
presentara  un  motivo  lijeramente  fondado  para  suponer  que 
sabia  la  fuerza  mayor  empleada  contra  algunos  de  los  emi- 
grantes, el  capitán  i  su  buque  serian  por  las  leyes  inglesas 
castigados  como  piratas.  Por  otra  parte,  no  puedo  desenten- 
derme  de  lo  que  resulta  de  las  declaraciones  en  las  cuales  se 
comprueba  que  los  coolies  de  la  Pénélope  habían  sido  mora- 
dores de  los  barracoon  i  que  de  allí  se  les  había  conducido  á 
bordo,  llevándoseles  con  soldados  armados  de  fusiles  i  bayo- 
netas caladas,  hasta  dentro  de  los  botes." 

"De  todo  esto  se  sigue  una  conclusión  :  si  la  Nouvélle  Pé- 
nélope hubiera  sido  buque  inglés  i  su  capitán  un  inglés  tam- 
bién, habría  Pido  declarado"  pirata  por  las  leyes  inglesas  i 
condenado  como  tal.9 

Pasaremos  mui  rápidamente  sobre  otro  de  los  puntos  de 
que  trata  la  sentencia,  pues  de  lo  que  hemos  tomado  hasta 
aquí  aparece  evidentemente  que — "los  coolies  embarcados  en 
la  Nquvdh  Fértfkp*—wm>  1*  wuyorí»  de  los  coolies  que  «• 
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llaman  emigrantes^ — quedan  comprendidos  bajo  todos  aspec- 
tos en  la  denominación  de  esclavos." 

"Según  el  espíritu  de  los  reglamentos  sobre  la  Trata  dt 
Esclavos,  son  culpables  i  deben  ser  castigados  los  que  en  ella 
toman  parte,  sea  que  el  oríjen  del  estado  de  esclavitud  haya 
•ido  legal  ó  ilegal,  ó  que  se  haya  perdido  la  libertad  por  robo, 
por  violencia  ó  engaño  i  aún  por  el  propio  consentimiento." 

"Es  factible  que  un  ser  como  el  hombre  prevaliéndose  do 
disposiciones  jurídicas,  sujetas  siempre  á  mejoras,  se  haga 
esclavo  de  su  propia  voluntad.'1  Empero,  creo  que  tal  acto 
es  en  el  fon  Jo  imposible  para  la  leí,"  i  que  "nadie  tiene  fa- 
cultad legal  de  comprar  de  un  modo  absoluto  la  libertad  de 
bu  semejante,  para  su  provecho  personal,  como  no  la  tiene 
para  comprarle  la  vida." 

El  juez  ingles,  en  otra  parte,  se  inclina  á  tener  por  homici- 
dio cometido  por  el  capitán  del  buque,  el  acto  de  quitarse  la 
vida  un  coolie  que  no  encuentra  mas  camino  de  salir  de  la 
opresión ;  i  en  cuanto  al  derecho  de  recobrar  la  libertad  por 
fuerza,  "creo,  dice,  que  todavía  está  por  nacer  el  abogado  que 
ponga  en  duda  el  derecho  perfecto  que  tiene  un  hombre  para 
recobrar  la  libertad  de  que  ha  sido  despojado,  aún  con  muerte 
de  un  pirata  ó  de  quien  lo  estorbe."  "Si  se  concede  como  lí- 
cito i  justo  que  quien  ha  sido  despojado  de  su  hacienda  la 
recobre  por  fuerza,  á  riesg.)  de  su  vida  i  de  la  del  robador,  con 
cuánta  mayor  razón  no  ha  de  acordarse  ese  derecho,  si  es 
nuestra  persona  la  robada,  si  es  nuestra  libertad,  libertas  ras 
iinestimabilis9  la  perdida,  i  si  para  recobrar  el  uso  d¿  una  i  otra 
nos  es  necesario  tomar  la  vida  del  criminal."  (Artículo  edito- 
rial de  El  Comercio  de  Lima.) 


xx 


GARANTÍAS  INDIVIDÜAUES 


Art.  11  Nadie  está  obligado  á  hacer  lo  que  no  manda  la  leí, 
ni  impedido  de  hacer  lo  que  ella  no  prohibe. 
Arfe.  16.  Ninguna  lei  tiene  fuerza  ni  efecjko  retroactivo. 
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Art  16.  La  lei  proteje  et  honor  i  la  vida  contra  toda  injus- 
to ftgrcsion ;  i  no  puede  imponer  la  pena  de  muerte  sino  por 
el  crimen  de  homicidio  calificado. 

Art  17.  No  hai  ni  puede  haber  esclavos  en  la  República. 

Art.  18.  Nadie  puede  ser  arrestado  sin  mandamiento  escri- 
to de  juez  competente,  ó  de  las  autoridades  encargadas  de  con- 
servar el  orden  público,  escepto  infragarUi  delito  ;  debiendo 
en  todo  caso  ser  puesto  el  arrestado,  dentro  de  veinticuatro 
horas,  á  disposición  del  juzgado  que  corresponda.  Los  ejecuta- 
res de  dicho  mandamiento  están  obligados  á  dar  copia  de  el, 
siempre  que  se  les  pidiere. 

Art  19.  Las  cárceles  son  lugares  de  seguridad  i  no  de  cas* 
ügo.  Es  prohibida  toda  severidad  que  no  sea  necesaria  para  la 
oustodia  de  los  presos. 

Art  20.  Nadie  podrá  ser  separado  de  la  República  ni  del 
lugar  de  su  residencia,  sino  por  sentencia  ejecutoriada. 

Art.  21  Todos  pueden  hacer  uso  de  la  imprenta  para  pu- 
blicar sus  escritos  sin  censura  previa,  pero  bajo  la  responsabi- 
lidad que  determina  la  leu 

Art  22.  El  secreto  de  las  cartas  es  inviolable :  no  produ- 
cen efecto  legal  las  que  fueren  sustraídas. 

Art  23.  Puede  ejercerse  libremente  todo  oficio,  industria  ó 
profesión  que  no  se  oponga  á  la  moral,  á  la  salud  ni  á  la  segu- 
ridad pública. 

Art.  24.  La  Nación  garantiza  la  existencia  i  difusión  de  la 
instrucción  primaria  gratuita  i  el  fomento  de  los  estableci- 
mientos públicos  de  ciencias,  artes,  piedad  i  beneficencia. 

Art  25.  Todos  los  que  ofrezcan  las  garantías  de  capacidad  i 
moralidad,  prescritas  por  la  lei,  pueden  ejercer  libremente  la 
enseñanza  i  diríjir  establecimientos  de  educación  bajo  la  ins- 
pección de  la  autoridad. 

Art.  26.  La  propiedad  es  inviolable,  bien  sea  material,  in- 
telectual, literaria  ó  artística ;  á  nadie  se  puede  privar  de  la 
suya,  sino  por  causa  de  utilidad  pública,  probada  legalmente  i 
previa  indemnización'  justipreciada. 

Art.  27.  Los  descubrimientos  útiles  son  propiedad  exclusiva 
de  sus  autores,  á  menos  que  voluntariamente  convengan  en 
vender  el  secreto,  ó  que  llegue  el  caso  de  espropiacion  forzosa. 
Los  que  sean  meramente  introductores  de  semejante  especie. 
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de  descubrimientos,  gozarán  de  las  mismas  ventajas  que  los 
autores  por  el  tiempo  limitado  que  se  les  conceda,  conforma  á 
la  lei. 

Art.  28.  Todo  estranjero  podrá  adquirir,  conforme  á  las  le- 
yes, propiedad  territorial  en  la  Kepública;  quedando  en  todo 
lo  concerniente  á  dicha  propiedad  sujeto  alas  obligaciones  i  en 
el  goce  de  los  derechos  de  peruano. 

Art.  29.  Todos  los  ciudadanos  tienen  el  derecho  de  asocia- 
ciarse  pacificamente,  sea  en  público  ó  en  privado,  sin  compro- 
meter el  orden  público. 

Art.  30.  El  derecho  de  petición  puede  ejercerse  individual  6 
colectivamente. 

Art.  31.  El  domicilio  es  inviolable  ;  no  se  puede  penetrar 
en  él,  sin  que  se  manifieste  previamente  mandamiento  escrito, 
de  juez  competente  ó  de  la  autoridad  encargada  de  conservar 
el  orden  público.  Los  ejecutores  de  dicho  mandamiento  están 
obligados  á  dar  copia  de  él,  siempre  que  se  íes  exija. 

Art.  32.  Las  leyes  protejen  i  obligan  igualmente  á  todos  ; 
podrán  establecerse  leyes  especiales  porque  lo  requiera  la  na- 
turaleza de  los  objetos,  pero  no  por  solo  la  diferencia  de  perso- 
nas. {Cwwtitucion  Política,  Título  4.  ° ) 


XXI 

"Desde  la  fecha  en  adelante  no  se  exijirá  ni  se  obligará  á 
tomar  pasaporte  á  ninguna  persona  para  trasladarse  de  un 
punto  á  otro  de  la  República,  ni  para  salir  fuera  de  su  territo- 
rio. Los  ciudadanos  del  Perú  que  creyesen  conveniente  sacar 
pasaporte  para  viajar  en  el  esterior,  podrán  pedirlo  á  la  auto- 
ridad superior  del  departamento  ó  provincia  en  que  tengan  su 
residencia  i  se  les  espedirá  en  tal  caso,  sin  exijirles  derecho  al- 
guno." (Decreto  de  24-de  febrero  de  1852.) 


"Habiéndose  prohibido  en  Francia  el  ingreso  de  estranjeros 
que  no  presenten  á  su  arribo  pasaporte  espedido  por  las  auto' 
ridades  competentes  de  pus  respectivas  naciones ;  i  debiéndose. 
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facilitar  á  los psruanosjos  medios  de  llevar  aquella. formalidad, 
pora  que  sean  admitidos  en  el  Imperio  Francés,  los  Prefectos 
de  los  departamentos  i  provincias  litorales  están  autorizados 
para  espedir  pasaportes  para  Francia  i  sus  dominios  á  todos 
los  individuos  i  naturales  de  la  República  que  los  soliciten ; 
debiéndose  estender  dichos  pasaportes,  gratis,  en  el  papel  que 
los  mencionados  prefectos  usan  en  sus  actos  oficiales."  (Decre- 
to de  17  de  abril  de  1858.) 


xxn 


Lima,  Julio  28  dt  1870. — El  Gobierno  ha  visto  con  el  mas 
profundo  disguato  el  reprobado  escrito  publicado  en  los  diarios 
de  esta  ciudad,  bajo  el  nombre  de  un  alto  emigrado  boliviano ; 
i  en  el  cual,  conculcando  los  mas  estrictos  deberes  de  la  hospi- 
talidad de  que  goza  su  autor  i  con  olvido  de  las  consideracio- 
nes que  en  todo  país  culto  se  tributan  á  la  sociedad  para  no 
hacerle  escuchar  el  repugnante  desahogo  de  las  pasiones,  se 
insulta  i  provoca  sin  reparo  á  la  sedición  contra  el  Gobierno  de- 
una  República  amiga.  Ese  escrito  recibirá  sin  duda  alguna  la 
severa  sanción  con  que  la  sociedad  reprime  estas  licencias. 

El  Gobierno,  sin  embargo,  no  puede  por  su  parte  tolerarlos 
en  silencio,  ni  permitir  que  puedan  reproducirse  en  adelante. 
Obligado  á  mantener  la  mas  estricta  neutralidad  en  la  política 
interior  de  los  Estados  vecinos,  defendiéndolos  dentro  de  nues- 
tro territorio  de  toda  maquinación  ó  agravio  contra  su  estabi- 
lidad i  orden  interior,  no  podría  consentir  jamas  en  el  impune 
llamamiento  ala  sedición,  ejecutado  en  la  estendida  tribuna  de 
la  prensa.  Proceder  de  otra  manera  seria  consentir  i  autorizar 
la  conspiración  contra  los  pueblos  vecinos,  realizada  en  la  pla- 
za pública,  al  mismo  tiempo  que  persigue  la  que  se  intenta  en 
el  estrecho  espacio  i  bajo  el  sagrado  velo  del  hogar  privado. 
Esta  consideración  cobra  doble  fuerza  cuando  es  trata  de  un 
Estado  limítrofe  i  en  las  condiciones  territoriales  de  Bolivia 
respecto  del  Perú. 

La  dignidad  i  el  decoro,  por  otra  parte,  de  los  pueblos  i  Go- 
biernos estraños  está  confiada  en  nuestro  territorio,  al  Gobier- 
no del  Estado.  No  pudiendo  ejercerse  en  él  otra  acción  posible. 
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que  la  de  la  lei  i  autoridad  nacional,  permitir  atentados  do  i* 
eftpecie  del  que  me  ocupo,  seria  estender  carta  de  inmunidad 
en  nuestro  suelo  á  crímenes  de  esta  especie,  con  grave  ofensa 
de  la  justicia,  de  la  moral  i  del  decoro  del  Peni. 

En  guarda  de  estos  altísimos  intereses,  penetrado  de  lo  que 
8é  debe  á  los  pueblos  i  Gobiernos  amigos  i  aliados  del  Perú,  jus- 
tamente ofendido  en  la  persona  del  Gobierno  de  Bolivia,  i  no 
pudiendo  establecer  por  su  parto  el  que  los  intereses  i  el  honor 
de  la  Nación  puedan  ser  mancillados  en  suelo  estraño,  el  Go- 
bierno hará  de  manera  que  no  se  repitan  desafueros  como  el 
que  motiva  este  oficio. 

£1  delito  de  que  se  trata  no  es  precisamente  de  los  que  caen 
bajo  la  acción  de  nuestra  lei  de  imprenta ;  su  silencio  respecto  á 
él  i  las  consideraciones  que  acabo  de  apuntar  le  señalan  otro 
carácter. 

En  su  consecuencia,  Y.  S.  procederá  inmediatamente  á  notifi-. 
car  á  los  jerentes  de  imprentas  i  periódicos,  para  que  en  ló  su- 
cesivo se  abstengan  de  toda  publicación  que  tienda  á  subver- 
tir el  orden  en  los  Estados  amigos  del  Perú  i  vilipendiar  á  sus 
Gobiernos,  bajo  la  mas  estricta  responsabilidad,  que  el  Gobier- 
no hará  efectiva  en  ejercicio  de  sus  atribuciones. — Dios  guar- 
dé a  Y.  S. — Manuel  Sania- María. 
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Art.  1513.  Para  que  pueda  disponerse  de  la  propiedad  parti- 
cular en  beneficio  público  se  requiere  : 

1.  °  Que  se  acredite  de  un  modo  indudable  la  necesidad  que 
hai  de  tomarla,  i  la  utilidad  que  la  Nación  ó  el  pueblo  deben 
reportar. 

2.  °  Que  se  indemnice  previamente  al  dueño  del  valor  de  su 
propiedad,  proporcionado  no  solo  al  que  realmente  tiene,  sinoá 
las  ventajas  que  le  produce. 

Art.  1514.  Antes  de  precederse  al  juicio,  debe  formarse  un 
espediente  sobre  la  necesidad  de  la  obra  pública  que  exije  la 
expropiación  forzada ;  i  en  el  se  manifestará  con  operaciones 
de  peritos  la  posibilidad  i  medios  de  ejecución!  i  cuanto  oonduz- 
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ca  á  probar  los  dos  estrenaos  contenidos  en  el  inciso  L  °  del 
articulo  anterior. 

Art  1515.  Formado  el  espediente  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  se  elevará  al  Gobierno  ;  i  si  éste  reconociese  la  nece- 
sidad de  la  espropiaoion,  ordepará  que  pase  al  Prefecto  del  de- 
partamento, para  que  por  sí  6  por  el  subprefecto  de  la  provin- 
cia donde  está  situada  la  propiedad,  requiera  al  dueño  á  fin 
que  la  venda. 

Art  1516.  Si  e}  dueño  se  conviniese,  se  tasará  la  propiedad 
por  peritos ;  i  estando  éstos  acordes  en  el  valor,  se  enten- 
derá la  escritura,  pagándose  al  dueño  lo  que  importe  su  pro- 
piedad. 

Art.  1517.  Si  el  dueño  no  se  conviniese  en  la  venta,  pasará 
el  Prefecto  todos  los  antecedentes  al  juez  de  prjmera  instancia 
de  la  provincia  en  que  esté  situada  la  cosa  de  que  se  quiere 
disponer, 

Art  1518.  El  juea  dará  traslado  al  dueño  para  que  conteste 
dentro  de  seis  dias. 

Art  1519.  Si  el  dueño  se  opusiere  á  la  venta,  alegando  que 
]a  obra  no  es  necesaria,  ó  que  puede  nacerse  en  otro  terreno 
que  no  sea  el  suyo,  recibirá  el  juez  la  causa  á  prueba  por  el 
término  de  veinte  dias  perentorios  i  con  todos  cargos. 

Art  1520.  Concluido  el  término  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  el  juez  oirá  á  la  parte  i  al  Ministerio  fiscal,  i  con  \o 
que  dijeren,  resolverá  el  artículo. 

£1  auto  que  el  juez  espida  es  apelable  en  ambos  efectos* 

Art.  1521.  Jamas  se  podrá  tomar  la  propiedad  privada  para 
destinarla  á  obras  públicas,  sinp  en  el  caso- que  no  haya  oteo 
sitio  público  4  fin  dueño,  en  que.  pueda  hacerse  la  obra. 

Art  1622.  Si  se  ejecutoriase  el  auto  en  que  sé*  decreta  la 
venta,  el  jues  mandará  que  Be  tase  la  cosa  por  peritos. 

Art  1583.  Aprobada  la  tasación  pondrá  el  juez  todo  en  no- 
ticia del  Prefecto,  i  éste  en  la  del  Supremo  Gobierno. 

Art.  1524.  Mientras  el  dueño  no  reciba  el  precio,  no  está 
obligado  a  entregar  la  cosa»  ni  el  juea  lo  permitir^.  [Código 
(¡MI  <k  JliywotomierUM.) 
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"Si  el  poseedor  de  una  cosa  ha  sido,  no  ya  turbado  simple- 
mente, sino  desposeído  de  ella,  le  compete  la  acción  de  restitu- 
ción de  despojo,  que  interpondrá  ante  el  juez  competente,  es- 
poniendo  todas  las  circunstancias  del  hecho,  i  ofreciendo  pro* 
bar  con  testigos  los  dos  estremos  de  haber  poseido  i  dejado  de 
poseer."  (Cód.  de  Enjuic.  1366.) 

En  el  despojo  pueden  suceder  dos  casos ;  ó  que  el  despojante 
.  sea  un  particular,  ó  que  lo  sea  un  juez,  i  el  modo  de  reclamar 
del  despojo  varia  en  uno  ti  otro. 

En  el  despojo  hecho  por  un  particular,  puede  así  mismo  su- 
ceder que  haya  sido  hecho  sin  fuerza  ni  violencia  ó  que  haya 
estado  acompañado  de  estas  dos  circunstancias,  las  cuales  ser- 
virán para  que  el  juez  adopte  al  tiempo  de  resolver,  las  medi- 
das convenientes.  Admitida,  pues,  la  querella,  ordenará  el 
juez  que  á  lo  mas  dentro  de  ocho  dias  perentorias,  fuera  del 
término  de  la  distancia,  se  reciba  la  información  ofrecida,  con 
citación  del  despojador ;  i  presentados  los  testigos  que  no  po- 
drán ser  mas  de  cinco, 'se  les  examinará  á  oerca  del  dia  en  que 
se  hizo  el  despojo,  el  tiempo  que  el  despojado  poseyó  anterior- 
mente i  el  título  de  su  posesión.  (1367, 1368  pr.  i  arg.  del  artí- 
culo 1372.  2.  °  Cód.  de  Enjuic).  Pero  si  el  acusado  se  opusiere, 
ofreciendo  otra  información  en  contrario,  para  probar  que  no 
ha  despojado  ó  que  ha  sido  despojado  de  la  misma  cosa  por  el 
querellante,  se  le  admitirá  también,  pudiendo  presentar  hasta 
cinco  testigos,  i  hadándose  entonces  común  para  ambas  partes 
el  término  perentorio  de  ocho  dias  (1372,  id.)  Después  de  reci- 
bida la  información  resolverá  el  juez,  decidiendo  en  caso  de  opo- 
sición á  cual  de  las  partes  corresponde  la  posesión  (1368, 1372, 
1.  °  id.)  Si  resulta  probado  el  despojo,  pero  sin  fuerza  ni  vio- 
lencia, se  ordenará  la  restitución  de  la  cosa  con  devolución  de 
frutos  i  condenación  de  costas ;  mas  si  el  demandante  no  lo- 
grare probar  los  dos  estremos  de  haber  poseido  i  dejado  de  po- 
seer, no  tendrá  efecto  la  restitución  pudiendo  seguirse  la  causa 
por  la  via  ordinaria  (1369, 1373,  id.)  La  restitución  debe  efec- 
tuarse aun  cuando  el  despojador  se.  oponga  oon  un  título  que 
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acredito  su  dominio  aporque  nadie  tiene  derecho  de  hacerse 
justicia  a  sí  mismo;  pero  le  queda  su  derecho  á  salvo  para  de- 
mandar la  cosa  en  juicio  ordinario  (1371, 1364,  id.)  Si  al  hecho 
de  despojo  se  hubiese  unido  la  fuerza  ó  violencia,  ademas  de  la 
restitución  déla  cosa,  de  la  devolución  de  los  frutos  i  del  pago 
de  las  costas,  se  condenará  al  despojador  á  la  indemnización 
de  daños  i  perjuicios,  i  se  le  someterá  al  juicio  criminal  corres- 
pondiente. (1370,  id.) 

El  auto  en  que  se  ordena  la>  restitución  produce  ejecutoria 
aunque  se  interponga  apelación  (1374  id.) i  es  de  tal  na- 
turaleza esta  sentencia,  que  si  ha  sido  pronunciada  contra  un 
menor,  no  goza  respecto  de  ella,  del  beneficio  de  restitución, 
(1377  id.)  £1  termino  para  pedir  la  restitución  en  juicio  suma- 
rio es  de  un  año,  pasado  el  cual  ya  no  podrá  interponerse  sino 

una  acción  ordinaria  (1365, 1376,  id.) La  parte  que  haya 

sido  vencida  en  el  juicio  sumario  de  despojo,  puede  solicitar  de 
nueva  la  posesión  en  juicio  ordinario  (1364 ;  o£  1372, 1373, 
id). ....... 

Por  las  mismas  razones  espuestas  al  hablar  de  la  acción  de 
amparo  de  posesión,  no  se  requiere  en  la  que  tiene  por  objeto 
recobrarla,  el  requisito  de  la  conciliación  (287, 4.  ° ,  11.  °  Oód. 
Enjuic.  47,  4.  °,  11. °,  RegL  de  Juec  de  P.)  Así  mismo  la 
competencia  del  juez  debe  ser  determinada  por  el  valor  de  la 
cosa  cuya  posesión  se  solicita ;  no  obstante  que  en  atención 
de  reparar  urjentemente  el  daño  causado  por  el  despojo,  com- 
pete á  un  mero  juez  de  paz  la  facultad  de  restituirlo  en  los  lu- 
gares donde  no  se  halle  el  juez  de  primera  instancia  (93, 4.  ° , 
Cód.  Enjuic.  13,  4.  ° .  B.  de  Juec.  de  P.) 

Compete  también  la  acción  de  despojo  contra  el  juez  que  ha- 
ya privado  á  alguno  de  su  posesión ;  pero  esto  no  sucederá  sino 
cuando  el  juez  haya  procedido  arbitrariamente,  esto  es,  sin 
citación  ni  audiencia,  i  sin  que  el  poseedor  haya  sido  vencido 
en  juicio ;  á  no  ser  que  se  le  hubiese  declarado  rebelde  (470, 
3.  ¿ ,  Cód.  Civ.  1366, 1378,  cf.  490*  508,  1649,  3.  °  4.  °  CocL 
Enjuic.)  lia  queja  se  interpondrá  respectivamente,  ante  el  juez 
de  primera  instancia,  si  el  despojador  ha  sido  un  juez  de  paz,  ó 
ante  la  Corte  Superior,  si  el  que  ha  despojado  es  juez  de  pri- 
mera instancia  (1380 ;  cf.  1789, 1790  Cód.  Enjuic.  25,  109, 
JftegL  Juec  de  P.)  Interpuesto  el  recurso  de  queja  ante  el  Tr¿* 
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bunal  Superior,  pedirá  éste  los  autos  al  inferior,  para  que  los 
remita  con  su  informe,  dentro  de  segundo  dia,  admitiéndose 
las  demás  pruebas  como  en  el  caso  de  despojo  hecho  por  un. 
particular,  con  citación  del  fiscal  4  quien  también  se  oirá  antes 
de  resolver  (1381, 1.  ° ,  Cód.  Enjuic.)  La  petición  de  autos  po- 
drá omitirse,  si  se  exhibe  testimonio  de  las  providencias  que 
motivan  la  queja;  pero  siempre  se  pedirá  el  informe  del  infe- 
rior para  que  pueda  alegar  sus  medios  de  defensa ;  mas  si  no 
informare  dentro  de  segundo  dia,  hallándose  en  el  lugar  ó  den* 
tro  de  tercero,  después  de  vencido  el  término  de  la  distancia» 
si  se  hallare  fuera,  se  procederá  sin  oirlo.  El  juez  despojante 
debe  ser  condenado  en  las  costas  i  en  la  reparación  de  los  da- 
ños que  hubiese  ocasionado,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
en  que  haya  incurrido  por  abuso  de  autoridad  (1383,  c£  1784f 
1785, 1786,  Cód.  Enjuic.)  Esto  en  el  caso  de  ser  probado  el  des- 
pojo >  que  si  no  fuese  probado,  el  querellante  será  quien  pague 
las  costas  i  ademas  una  multa  de  veinte  a  cien  pesos,  como  pe- 
na de  su  temeridad.  (1385  id.)  De  la  resolución  del  Tribunal 
Superior  se  podrá  interponer  recurso  de  nulidad,  siempre  que 
haya  suficiente  mérito.  (1382  id.) 

Antes  de  interponer  la  queja,  puede  el  despojado  usar  do 
uno  de  estos  dos  medios ;  ó  reclamar  del  despojo  ante  el  mis- 
mo juez  que  lo  causó,  para  que  revoque  bus  providencias;  ó 
apelar  de  éstos  por  ante  el  Tribunal  Superior.  En  el  primer 
caso,  si  el  juez  espide  la  revocatoria  que  se  le  pide,  quedará 
exento  de  responsabilidad  (1,379,  1,384,  Cód.  Enjuic).  En  el 
segundo  caso,  se  seguirán  los  trámites  comunes,  pero  enten- 
diéndose que  si  se  hace  uso  de  la  apelación,  ya  no  podrá  ha- 
cerse del  recurso  de  queja,  pues  entonces  compete  al  Tribunal 
ó  Juez  Superior  declarar  la  responsabilidad  al  mismo  tiempo 
de  resolver  la  apelación  (1,386,  c£  1,792,  2.  °  id.) 

Como  en  el  caso  de  despojo  privado  el  término  concedido 
para  interponer  la  queja  es  el  de  un  año,  contado  desde  que 
'  pe  ocasionó  el  despojo,  esto  es,  desde  que  se  dio  cumplimiento 
á  la  providencia  del  juez  despojante  (1,381,  cf.  1,376, 438, 14.  ° 
id.)— P achjkjo.— Derecho  Civil  Peruano,  t,  2,  p,  56, 
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XXV 


Considerando :  que  habiéndose  mstroido'el  Gobieíño  de  qua 
en  las  tasaciones  que  se.  hacen  de  las  propiedades  sujetas  ¿ 
expropiación  forzada,  los  peritos  no  arreglan  sus  operaciones 
é  los  aranceles  vijentes ;  que  siendo  leyes  municipales,  no  de- 
ben alterarse  estos  mientras  no  sean  reformados,  ó  preoeda 
recíproco  convenio  de  parte,  i  que  por  lo  mismo  es  necesaria 
correjir  los  abusos  que  se  van  introduciendo ;  i  considerando 
que. el  art.  26  déla  Constitución  i  el  462  del  Código  Civil, 
exijen  para  tomar  la  propiedad  ajena  por  causa  de  utilidad 
pública  debidamente  comprobada,  que  preceda  iademnizacioü 
justipreciada  ó  de  justo  valor';  que  el  art.  1,513  del  Código  d 
Enjuiciamientos  establece  la  regla  de  que  el  valor  sea  propor- 
cionado, no  solo  al  que  realmente  tenga  el  fundo,  sino-á  las 
ventajas  que  produzca  al  dueño ;  que  por  lo  mismo  es  también 
indispensable  que  esas  ventajas  sean  probadas,  i  actúalos,  no . 
las  hipotéticas,  futuras  ó  «ontinjentes  que  no  pudiendo  cono- 
cerlas ni  tenerlas  á  la  vista  los  peritos,  tampoco  pueden  apre- 
ciarlas debidamente  i  con  exactitud ;  que  la  mdentnüacióni  de 
tales  ventajas  queda  legal  i  debidamente  llenada  i  satisfecha* 
con  la  entrega  en  dinero  del  capital  justipreciado  que  repre- 
sentando la  misma  cosa  vendida,  i  produciendo  al  dueño  igua- 
les ventajas  i  provechos  que  los  que  pudiera  percibir  por  sil 
propiedad  sin  eventualidades,  deja  cumplido  el  espíritu  i  salte- 
fecho  el  objeto  de  la  lei ;  que  siendo  el  objeto  de  ella  que  el 
dueño  de  la  propiedad  expropiada  por  causa  de  utilidad  pública 
no  sufra  detrimento,  no  puede  ya  reclamar  otra  indemnización 
de  efecto  ó  aprecio  que  no  está  sujeta  á  reglas  conocidas,  por. 
que  eso  importaría  lo  mismo  que  cobrar  dos  ó  mas  veces  el 
precio  de  la  misma  cosa  con  diversos  protestos ;  que  aún  para 
.  la  amortización  de  los  censes  que  es  una  especie  de  oompra 
forzada,  si  el  capital  no  está  fijado  en  la  escritura  de  imposi- 
ción, se  calcula  en  razón  de  los  réditos  que  sé  pagan  sobre  la 
base  de  un*  tanto  por  ciento  establecido  por  lei,  según  el 
art  1,916  del  Código  Civil  i  estando  facultado  el  Gobierno 
para  espedir  decreto*  i  reeoluoiones  con  el  fin  de  proceder  al 
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mejor  cumplimiento  de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  i  de 
conformidad  con  varias  ejecutorias  expedidas  por  la  Exorna. 
Corte  Suprema  de  Justicia  en  iguales  caaos, 
Decreto: 

1.  °  Los  peritos  tasadores  se  sujetaran  á  los  aranceles  vi- 
jentes  para  fijar  el  precio  de  las  tierras  de  cultivo,  calles  i 
terrenos  rustióos  i  urbanos,  cuya  mensura  ó  tasación  se  les 
encomendare,  ya  sea  por  el  Gobierno,  las  autoridades  políticas, 
jueces  ó  tribunales,  cuando  estos  ordenaren  ó  decretaren  que 
sean  justipreciados.  El  valor  de  las  fabrica»  ó  edificios  será 
calculado  según  las  reglas  i  prescripciones  del  arte  ó  de  la 
esperiencia. 

2.  °  No  es  de  la  competencia  de  los  peritos  fijar  precios  de 
las  indemnizaciones  que  se  demanden,  el  que  deberá  seña- 
larse por  los  jueces  i  tribunales,  según  el  resultado  que 
dieren  la  comprobación  legal  i  las  demás  formalidades  del 
caso. 

3.  °  Si  de  la  tasación  resultare  una  cantidad  que  calculada 
á  razón  del  6  %  anual,  diere  el  mismo  producto  que  perci- 
bía el  dueño  por  la  renta  que  según  esta  regla  produce  el  ca- 
pital tasado,  se  le  dará  íntegra  i  sin  descuento  la  cantidad 
avaluada. 

4  °  Si  el  capital  no  produce  al  dueño  la  renta  que  su  pro- 
piedad le  producía,  se  aumentará  á  razón  [de  ciento  de  valor 
por  cada  seis  de  intereses  6  producto. 

5.  °  En  la  venta  por  enajenación  forzada^  no  se  cobrará  el 
derecho  de  timbre,  como  no  se  cobraba  antes  el  de  alcabala. — 
Dado  en  la  Casa  de  Gobierno  en  Lima  á  8  de  Marzo  de  1870. 
—Josa  Bálta.—  F.  de  P.  Secada 
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Árt  657.  En  todo  testamento  se  espresará  el  nombre,  pa- 
tria, edad,  estado  i  domicilio  del  testador,  i  el  lugar,  dia  i  hora 
en  que  se  otorga. 

Art  658.  Las  solemnidades  del  testamento  en  escritura  pú- 
blica, son : 

),  *  Que  estén  reunidos  en  un  solo  acto,  desde  el  principio 
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hasta  el  fin  del  testamento,  el  testador,  el  escribano  i  tres  ó* 
mas  testigos  vecinos  del  lugar ; 

2b  *  Que  si  uno  de  los  testigos  no  es  vecino  del  lugar,  se  au* 
menten  dos  aunque  no  lo  sean,  para  que  hayan  cinco  testi- 
gos testamentarios,  teniendo  á  lo  minos  dos  la  calidad  de  ve- 
cinos; 

3.  *  Que  el  testador  esprese  su  voluntad ; 

4. p  Que  el  escribano  escriba  por  sí  mismo  el  testamento  en 
el  rejistro ; 

5.  *  Que  se  lea  clara  i  distintamente  el  testamento,  por 
cualesquiera  de  las  personas  presentes  que  el  testador  ©lija ; 

€. "  Que  durante  la  lectura  i  al  fin  de  cada  cláusula,  se 
averigüe  viendo  i  oyendo  al  testador,  si  lo  contenido  en  ella, 
es  la  espresion  de  su  última  voluntad ; 

7.  *  Que  el  testador  i  los  testigos  firmen  el  testamento  i  que 
lo  autorice  en  el  mismo  acto  el  escribano ; 

8.  *  Que  si  el  testador  no  sabe  ó  no  puede  firmar,  lo  haga  el 
testigo  testamentario  que  él  designe ; 

9l  *  Que  si  alguno  de  los  testigos  testamentarios  no  sabe 
escribir,  lo  haga  á  su  ruego  otro  testigo  distinto  de  los  testa* 
mentaríos; 

10.  *  Que  de  los  testigos  testamentarios,  des  cuando  móacs 
sepan  escribir  i  firmen  el  testamento ; 

11.  *  Que  si  se  suspende  la  facción  del  testamento  por  cual- 
quiera causa  urjonte,  se  advierta  esta  circuntancia  en  cláu- 
sula especial  firmada  por  el  testador,  los  testigos  i  el  escribano, 
ó  cuando  monos  por  estos  últimos,  i  que  no  pueda  continuarse 
el  testamento,  sin  que  estén  presentes  i  reunidos  el  testador  i 
el  escribano  i  los  mismos  testigos  si  pudiesen  ser  habidos. 

Art.  659.  No  es  testamento  el  que  no  se  ha  concluido. 

Art.  660.  En  el  testamento  del  ciego  debe  intervenir  un 
testigo  mas  de  los  que  se  requieren  para  el  testamento  abierto. 

Art.  661.  Las  solemnidades  del  testamente  que  se  otorga 
en  escritura  privada,  son : 

1.  *  Que  escrita  la  memoria  del  testamento,  la  lea  6  haga 
leer  el  testador,  hallándose  éste  i  cinco  testigos  reunidos  i  pre- 
sentes á  ese  acto,  hasta  autorizarlo  con  sus  firmas ; 

2. p  Que  entre  les  testigos  haya  dos  ó  ñas  vecinos  del  lu- 
gar; 
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3.  *  Que  asistan  seis  testigos,  cuando  entré  ellos  Laja  soló 
un  vecino. 

4.  *  Que  después  de  leída  cada  cláusula  de  la  memoria,  es- 
prestí el  testador  di  esa  eá  sú  voluntad ; 

5.  *  Que  al  fin  de  la  memoria  firme  el  testador,  ó  por  él  úh 
testigo  testamentario,  cuando  no  pueda  ó  no  sepa  escribir ;  1 
que  firmen  los  testigos  por  sí,  ó  unos  por  otros,  ó  personas  dis- 
tintas á  ruego  de  ellos ; 

6.*  Que  de  los  testigos  testamentarios,  tres  cuando  menos 
sepan  escribir  i  firmen  la  memoria, 

Ari  662.  Muerto  el  testador,  se  precederá  con  el  testamento 
otorgado  en  escritura  privada,  como  se  ordena  en  el  Código  de 
Enjuiciamientos. 

Árt.  663.  Las  solemnidades  del  testamento  verbal,  son  : 

1. p  Que  el  testador  declare  su  última  voluntad  delante  de 
cinco  testigos,  siendo  dos  ó  mas  vecinos  del  lugar  ; 

2.  *  Que  sean  seis  los  testigos,  si  no  puede  ser  habido  mas 
de  un  vecino ; 

3.  *  Que  el  testador  i  los  testigos  están  reunidos  en  un  mis- 
mo acto,  lugar  i  tiempo,  desde  el  principio  hasta  la  conclusión 
del  testamento. 

Art.  664.  No  podrá  hacerse  testamento  verbal,  sino  en  casó 
de  estreñía  necesidad. 

Art.  665.  Se  pedirá  ante  el  juez  de  1. p  instancia  la  le- 
galización del  testamento  verbal,  dentro  de  ocho  diaá  peren- 
torios, contados  desde  la  muerte  del  testador  sin  incluirse  e 
termino  correspondiente  á  la  distancia  en  que  se  halle  el 
juez. 

Ar.  666.  Se  reputará  testamento  verbal,  i  se  sujetará  á  las 
reglas  de  este,  el  que  se  hiciere  por  escritura  pública  ó  priva- 
da, si  no  tiene  el  número  de  firmas  que  este  Código  exije. 

Art.  667.  Las  solemnidades  para  el  testamento  cerrado, 


1.  *  Que  el  testador  esprese  delante  del  escribano  i  siete 
testigos,  que  el  pliego  cerrado  que  entrega,  contiene  su  testa- 
mento i  última  voluntad ; 
m1  *-*  Que  de  los  testigos  sean  dos,  á  lo  menos,  vecinos  del 

logar,  i  qué  todos  vean  i  oigan  al  -tostador  cuando  entregue  el 
pliego; 
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a  *  Que  en  el  sobre  del  pliego  firme  el  testador,  ó  por  el  un 
testigo; 

4;  *  Que  suscriban  á  continuación  los  siete  testigos,  i  si  al- 
guno no  sabe  hacerlo,  que  otro  lo  haga  por  el ; 

0;  *  Que  el  escribano  autorizo  las  firmas  i  dé  íé  del  acto ; 

Art  608.  No  hai  testamento  cerrado,  cuando  hai  menos  de 
cinco  firmas  de  personas  distintaa,  sin  contar  la  del  escribano 
que  autoriza. 

Art  669.  No  puede  hacer  testamento  cerrado; 

1.°  El  ciego; 

2.°  El  que  no  sabe  leer. 

Art  670.  El  testamento  cerrado  con  las  solemnidades  pres- 
critas en  el  art  667.  será  devuelto  al  que  lo  otorgó  para  que  lo 
custodie  ó  haga  guardar  por  quien  tuviere  á  bien. 

Art  671.  Muerto  el  testador,  se  procederá  á  la  apertura, 
publicación  i  protocolización  del  testamento  cerrado,  según 
está  prescrito  en  el  Código  de  Enjuiciamientos. 

Art  6752.  El  que  nó  puede  hablar,  pero  si  escribir,  solo 
hará  testamento  cerrado,  escrito,  fechado  i  firmado  de  su  pro- 
pia mano. 

Art  673.  El  testador  en  el  acto  de  presentar  al  escribano  i 
testigos  el  testamento  que  otorgue,  conforme  al  artículo  ante- 
rior, escribirá  en  el  sobre  del  pliego  i  delante  de  todos,  que 
allí  se  encierra  su  testamento.  De  esto  dará  (é  el  escribano  i  se 
observará  én  lo  demás  lo  dispuesto  por  este  Código  en  cuanto 
al  testamento  cerrado — (.Código  Civil.) 
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Art  683.  Se  prohibe  que  sean  testigos  testamentarios  : 
1.  °  Los  menores  de  diez  i  ocho  años. 
5L°  Las  mujeres. 

3.  °  Los  herederos  i  sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado; 
sisón  consanguíneos,  i  dentro  del  segundo  si  son  afines. 

4.  °  El  loco  ó  fiituo  i  el  pródigo  declarado.  » 
fr.  °  El  condenado  á  pena  infamante ;  á  no  ser  qtife  el  testa* 

dor  se  haBe  en  prisión  i  no  se  nava  podido  conseguir  Otros 
testigos, 

8 
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6.  °  El  mendigo. 
7.°  El  esclavo. 

8.  °  El  albacea  i  el  legatario,  en  los  testamentos  en  que  son 
instituidos ; 

9.  °  Los  acreedores,  cuando  en  el  testamento  se  les  reco- 
nozca el  crédito,  i  no  tengan  para  justificarlo  otra  prueba  que 
sea  bastante  i  distinta  déla  declaración  testamentaría. 

10.  *  Los  amanuenses  del  escribano  que  autorixa  el  testa- 
mento.— (Código  Qivü.) 
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Stantaria  dd  Cornejo  de  Estad*.— Urna,  á  1.*  de  Junio 
de  1832. — Señor  Ministro. — En  sesión  de  la  fecha  se  ha  acor- 
dado por  el  Consejo  de  Estado,  que  sobre  la  consulta  del  Eje- 
cutivo referente  al  asunto  de  que  trata  la  nota  del  Señor  En- 
cargado de  Negocios  de  los  Estados  Unidos,  que  se  sirvió  V.  S. 
dirijirme  en  1  *  de  Mayo  último,  se  tenga  por  voto  suyo  lo  que 
sigu6: 

"Con  motivo  de  haber  fallecido  en  Arequipa  intestado  un 
ciudadano  de  los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  se 
ha  suscitado  competencia  entre  el  Cónsul  de  éstos,  residente 
en  esa  ciudad,  i  el  juez  de  1.  *  instancia,  apoyado  por  la  pre- 
fectura, sobre  el  conocimiento  del  juicio  respectivo,  i  destino 
de  los  bienes  del  difunto.  El  Cónsul  solicitó  se  le  entregasen 
para  remitirlos  á  los  herederos  del  finado,  alegando  lo  resuelto 
por  este  Supremo  Gobierno  en  caso  igual  acaecido  en  el  Cus- 
co, con  los  bienes  de  otro  ciudadano  de  los  mismos  Estados, 
que  fueron  entregados  al  Cónsul  residente  en  esta  capital  El 
juez  de  1.  *  instancia  i  el  Prefecto,  se  han  resistido  á  darle  in- 
tervención al  Cónsul  i  á  la  entrega  de  los  bienes,  fundándose'en 
lo  dispuesto  por  las  leyes  españolas  que  aseguran  estar  aún 
vijentes,  i  principalmente  por  la  cédula  de  6  de  Julio  de  1776, 
en  virtud  de  las  que,  dicen,  deben  las  autoridades  territoriales 
entender  esclusivameute  en  el  juicio  respectivo,  i  los  bienes 
pertenecer  al  Fisco.  El  Cónsul  se  ha  dirijido  al  señor  Ministro 
de  su  país  cerca  de  este  Gobierno,  acompañándole  en  copia  la 
correspondeucia  entablada  sobre  el  particular,  i  éste  solicita  de 
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S.  E.  el  Presidente  la  orden  respectiva  á  la  autoridad  de  Are- 
quipa, á  fin  de  que  se  entreguen  los  bienes  citados  al  Cónsul. 
£1  Ejecutivo,  queriendo  oir  el  voto  del  Consejo  sobre  este 
asunto,  lo  ha  remitido  con  los  antecedentes,  i  este  lo  verifica  en 
el  modo  siguiente : 

"En  el  tiempo  en  que  los  estranjeros  eran  considerados  co- 
mo enemigos,  tuvo  oríjen  el  derecho  de  estranjería,  conocido 
comunmente  con  el  nombre  de  Avbain,  por  el  que  el  Fisco  succe- 
dia  en  los  bienes  de  los  que  fallecían  en  su  territorio.  Después 
que  la  civilización  e  ilustración  fueron  haciendo  conocer  á  los 
Gobiernos  las  inapreciables  ventajas  que  reportarían  los  Esta- 
dos del  mutuo  comercio  i  relaciones,  fue'  insensiblemente  desa- 
pareciendo este  tan  bárbaro  derecho,  como  igualmente  otros  no 
menos  injustos.  Si  se  echa  una  ojeada  sobre  la  lejislacion  espa- 
ñola, se  verá  que'  por  las  leyes  del  Fuero  Real,  que  hoi  son  las 
2.  *  i  5.  *  "del  título  3.  ° ,  libro  1.  °  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, los  romeros  i  peregrinos  estranjeros  podían  disponer  li- 
bremente de  sus  bienes  por  testamento,  i  si  fallecían  intestados, 
sus  propiedades  nó  eran  confiscadas.  Les  fué  concedido  este 
privilejio  respecto  de  los  demás,  en  obsequio  á  la  devoción  i 
piedad,  según  lo  espresa  la  leí  4.  *  del  mismo  título  i  libro, 
pues  dice:  "que  gozar  deben  de  mayor  privilejio  aquellos  que 
trabajo  toman  por  servicio  de  Dios."  Posteriormente,  por  tra- 
tados especiales  de  la  España  con  la  Inglaterra,  la  Cerdeña  i 
la  Francia,  se  estipuló  la  libertad  de  los  subditos  de  estos  rei- 
nos para  disponer  de  sus  bienes  por  testamento,  i  la  entrega  á 
sus  herederos  de  los  pertenecientes  á  los  que  fallecían  intesta- 
dos." 

"Esta  conducta  del  Gobierno  Español  respecto  de  la  Penín- 
sula no  fué  estensiva  á  la  América.  Su  política  cen  ella  se  diri- 
jiaá  mantenerla  siempre  en  la  ignorancia  de-sus  derechos,  pa- 
ra que  permaneciese  sometida  i  jamas  pudiese  sacudir  el  yu- 
go. Por  esta  razón  consideraba  de  su  ínteres  prohibir  absoluta- 
•mente  la  entrada  en  estos  países  á  los  estranjeros,  i  hacia  todo 
lo  conveniente  para  que  éstos  se  retrajesen  de  penetrar  en 
nuestro  territorio.  Este  fué  el  espíritu  de  todas  las  leyes  de  In- 
dias dictadas  sobre  el  particular  i  el  de  la  cédula  de  24  de  Abril 
de  1807,  que  prevenía  no  se  admitiesen  en  los  puertos  de  las 
Indias,  Cónsules,  Ajantes  ni  Representantes  de  las  naciones 
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•stranjerás,  por  mui  grandes  que  fuesen  loe  motivos.  Por  con* 
siguiente,  por  ese  Código,  no  solo  no  podían  los  estranjero* 
disponer  de  sus  bienes  por  testamento,  sino  que  también  el 
Fisco  succediaen  los  de  los  que  morían  ab-vniexUxto*  Este  era  el 
modo  de  asegurar  la  ejecución  de  las  leyes  prohibitivas  de  su 
entrada  en  América,  pues  ninguno  quería  esponerse  á  esos  ríes-» 
gos.  La  cédula  de  6  de  Julio  de  1776  moderó  en  alguna  mane- 
ra el  rigor  de  las  anteriores  disposiciones,  ordenando  no  fuesen 
secuestrados  los  bienes  de  los  estranjeros  casados  con  española 
o  india,  i  dejando  hijos  habidos  en  ellas.  Mas  todas  estas  reso- 
luciones ni  rijen  ni  pueden  rejirnos  en  el  dia.  Ellas  fueron  dic- 
tadas con  el.  fin  de  mantener  á  la  América  atada  siempre  á  la 
Metrópoli ;  fueron  dadas  para  rejir  las  colonias,  i  así  luego  que 
astas  se  hicieron  independientes,  quedaron  por  este  mismo  he- 
cho libres  de  leyes  que  directamente  se  oponían  á  su  indepen- 
dencia i  libertad.  El  Perú,  por  la  Carta,  puede  celebrar  trata* 
dos  de  amistad  i  alianza  con  otros  Estados ;  admite  los  Envía- 
dos  Diplomáticos  de  todas  las  naciones,  sus  puertos  no  están 
cerrados  á  ninguna,  i  franquea  la  ciudadanía  á  los  estranjeros 
que  tengan  los  requisitos  legales.  Por  consiguiente,  el  Estado 
actual  del  Peni,  es  diametralmente  opuesto  al  antiguo,  i  no 
pueden  considerarse  subsistentes  unas  leyes  únicamente  dicta- 
das para  sostenerlo,  i  cuyo  imperio  vino  á  tierra  juntamente 
con  el  poder  sobre  estos  países  del  Gobierno  que  las  sancionó. 

''Últimamente,  seria  la  mayor  injusticia  é*  inconsecuencia  da 
nuestras  instituciones,  admitir  á  los  estranjeros  i  convidarlos  á 
domiciliarse  en  nuestro  suelo  para  despojar  a  sus  herederos 
del  fruto  de  la  industria  i  trabajo  de  sus  padres  i  deudos.  I& 
hombre  no  por  trasladarse  á  otro  país,  deja  de  ser  miembro 
de  la  sociedad  á  que  pertenece  por  su  nacimiento,  mientra* 
que  por  un  acto  positivo  de  los  que  la  lei  señala,  no  se  hace 
ciudadano  de  otro  Estado,  Tampoco  puede  dejársele  de  supo- 
ner la  voluntad  presunta,  natural  á  todo  hombre,  de  que  por 
su  fallecimiento  recaigan  sus  bienes  en  sus  herederos  lejítimos. 
Por  tanto,  la  justicia  exije  que  muriendo  intestado,  sus  bienes 
se  entreguen  al  Ájente  de  su  país,*  para  que  los  remita  á  los 
que  deban  heredarlo.  Mas  esto  no  impide  que  en  obsequio  al 
interés  que  pueda  tener  un  tercero  en  diohos  bienes,  ya  por 
ser  un  acreedor  del  difunto,  ó  por  otro  motivo  cualquiera  de 
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Adopta  la  medida  conveniente  paja  que  un  ciudadano  del  lu- 
gar del  Metimiento  ó  de  otro  Estado,  aq  sea  perjudicado.,  te- 
niendo que  dirijirse  6  un  país  lejano  á  usar  de  su  derecho.  A 
•ate  fin,  seespidió!  sabiamente  por  el  Gobierno  Español  en  1724, 
1a  resolución  respectiva  que  hoi  es  la  lei  4.  * ,  tit.  11,  ° ,  libjo 
6,  °  de  la  Novísima,  detallando  el  modo  de  proceder  las  justi- 
cias ordinarias  en  los  ab-irUestatos  de  los  estranjeros.  Esta 
lei  no  se  ha  derogado  ni  en  nada  es  opuesta  á  nuestras  institu- 
ciones, siendo  por  el  contrario  mui  conforme  á  la  justicia,  a* 
derecho  de  los  peruanos  i  Á  la  jurisdicción  de  sus  tribunales. 
Por  tanto,  á  ella  deberán  arreglarse  los  jueces  del  Pera,  en  los 
casos  que  ocurrieren." 

"En  vista  de  todo  lo  espuesto,  el  Consejo  absuelve  su  voto, 
diciendo  que  el  Ejecutivo  puede  ordenar  la  entrega  de  los  bie- 
nes del  ciudadano  de  los  Estados  Unidos  que  ha  fallecido  en 
Arequipa,  al  Cónsul  de  éstos  residente  allí,  después  de  practi- 
cadas las  dilijencias  en  el  modo  i  forma  que  previene  la  lei 
4.  <*  últimamente  citada." — Lo  trascribo  a  Y.  S.,  etc. — JoU 
Freiré. 


Lima,  $6  de  Febrero  de  ¿&£¿—El  infrascrito  Ministro  de 
Relaciones  Esteriores  tiene  la  honra  de  contestar  la  nota  del 
señor  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el  Rei  ,de  los  Franceses 
de  17  del  mes  presente  acerca  de  la  administración  de  la  he- 
rencia del  subdito  francés  don  Jaime  Brouard. 

Después  de  examinado  el  contenido  déla  nota  del  sefior  Le 
Moyne,  i  la  esposicion  que  sobre  el  particular  ha  hecho  el 
juzgado  de  1.  *  instancia,  encargado  de  la  facción  de  inven- 
tarios de  los  bienes  de  Brouard,  el  Gobierno  del  infrascrito  ha 
declarado: 

Art  1.  °  Que  el  inventario  de  dichos  bienes,  efectos  i  pape- 
les ba  debido  ser  formado  de  acuerdo  con  el  sefior  Encargado 
de  Negocios  i  el  juez  territorial. 

Art  2.  °  Que  concluida  esta  formalidad  i  depositados  ejem- 
plares del  inventario  en  ambos  archivos,  se  deje  correr  un  ter- 
mino breve  i  competente  con  relación  a  las  distancias,  hasta 
les  confines  de  esta  República,  lo  cual  ha  sido  practicado  7a  «a 
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Art.  3.  °  Que  trascurrido  este  breve  plazo,  la  administra- 
ción de  la  herencia,  con  escopetan  de  la  propiedad  inmueble, 
debe  ser  deferida  ai  sefior  Le  Moyne,  como  representante 
de  los  intereses  franceses,  entregándosele  los  papeles,  bienes 
muebles  i  efectos  del  intestado  Brouard. 

Art.  4.  °  Que  como  el  señor  Encargado  de  Negocios  espone 
deberá  responder  por  las  deudas  pasivas  de  la  testamentaria 
intra  vins  hcereditatis,  por  razón  de  créditos,  acciones  i  contra- 
tos, cuyo  cumplimiento  pidieren  los  interesados  veeinos  del 
Perú,  i  protejidos  por  los  tribunales  i  leyes  municipales  del 
país,  sea  que  esos  individuos  sean  peruanos  ó  no  peruanos. 

Art.  5.  °  Que  la  prueba  ó  jestion  jurídica  sobre  estas  accio- 
nes hasta  liquidarse  ó  hacerse  exequibles,  siempre  deberá  prac- 
ticarse ante  los  tribunales  peruanos  competentes,  ano  ser  que 
los  interesados  voluntariamente  parezcan  renunciar  este  fuero 
i  se  remitan  por  sí  á  la  resolución  del  señor  Encargado  de  Ne-» 
gocios. 

Art.  6.  °  Que  estas  jestiones  tendrán  eficacia  para  ser  lle- 
vadas á  los  tribunales  peruanos,  dentro  del  año  que  el  señor 
Encargado  de  Negocios  espone  hallarse  previsto  al  efecto  en 
sus  instrucciones  peculiares,  para  lo  cual  se  espera  que  el  se- 
ñor Encargado  de  Negocios  publicará  les  avisos  correspondien- 
tes! habiendo  el  Gobierno  prevenido  al  juez  haga  lo  mismo 
por  su  parte.  Mas  no  deberán  entenderse  perjudicadas  por  esto 
las  acciones  de  los  interesados,  para  entablarlas  ante  los  Tribu- 
nales de  Francia,  en  los  términos  legales,  pasado  el  año  dentro 
del  cual  será  hábil  jestionar  ante  los  del  Perú. 

El  Gobierno  del  infrascrito,  al  proceder  de  este  modo,  ha  te. 
nido  la  doble  consideración  de  que  los  puntos  enunciados  están 
de  acuerdo  con  la  resolución  adoptada  en  11  (no  en  28)  de  No- 
viembre de  1826,  i  que  ha  servido  de  regla  para  casos  de  esta 
naturaleza,  de  la  cual  el  infrascrito  acompaña  copia,  i  de  qug 
tales  puntos  no  innovan  en  parte  alguna  las  reglas  de  la  juris- 
prudencia jeneral  recibida,  ni  ios  principios  del  Derecho  Inter- 
nacional, según  se  practican  al  presente  en  los  pueblos  civiliza- 
dos. Así  el  Gobierno  limitándose  á  aplicar  i  declarar  esos  prin- 
cipios, no  duda  hallar  una  entera  accesión  á  estas  decisiones  en 
el  señor  Le  Moyne,— El  infrascrito  aprovecha,  etc.— Jfantul 
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El  Congreso  de  la  República  Peruana.  En  conformidad  con 
•1  artículo  27  de  la  Constitución. 

Ha  dado  la.  LEÍ  siguiente  : 

Art.  1. ó  Todo  descubrimiento  ó  invención  en  cualquier  ra- 
mo de  industria,  da  á  su  autor  el  derecho  esclusivo  de  esplotar- 
lo  en  su  provecho,  bajo  las  condiciones  i  por  el  tiempo  que  de-* 
termina  esta  lei.  Este  derecho  debe  constar  del  título  6  patente 
que  espida  el  Gobierno. 

Art.  2.  °  Se  consideran  como  invenciones  ó  descubrimien- 
tos : 

1.  °  Los  nuevos  productos  industriales ; 

1.  °  Los  nuevos  medios  6  la  nueva  aplicación  de  los  ya  cono- 
cidos, para  obtener  un  resultado  ó  un  producto  industrial 

Art.  3.  °  No  se  comprenden  en  este  privilejio :  1.  °  las  com- 
posiciones farmacéuticas  ó  remedios  de  cualquier  clase  que 
sean ;  2.  °  los  planes  6  combinaciones  de  créditos  ó  rentas :  i 
3.  °  los  procedimientos  que  tengan  por  objeto  establecer  los 
medios  conocidos  para  mejorar  una  industria  cuyo  ejercicio 
es  libre  dentro  o  fuera  de  la  República. 

Art.  4.  °  En  el  caso  3.  °  del  artículo  anterior,  solo  se  admi* 
tiran  propuestas  relativas  á  contratos  permitidos  por  las  leyes, 
i  se  adjudicarán  en  remate. 

Art  5.  °  La  duración  de  los  privilejios  no  podrá  pasar  de 
diez  años,  i  los  que  los  obtuviesen,  pagarán  cien  pesos  oada 
año,  aplicables  al  fondo  de  obras  públicas  de  la  provincia  en 
que  deban  ejercerlos  ó  plantificarlos. 

Art.  6.  °  Los  que  seliciten  patentes  de  invención  ó  intro- 
ducción se  presentarán  a  la  Prefectura  del  Departamento  en 
que  hayan  de  establecerlas,  ó  á  la  del  domicilio  del  peticiona- 
rio, si  el  establecimiento  hubiese  de  ser  en  dos  ó  mas  depar- 
tamentos. 

Art  7.  °  El  pedimento  contendrá :  1.  °  la  descripción  del 
invento  ó  hecho  cuya  introducción  se  esponga;  2.  °  los  planos  ó* 
luuejílmqu* sean neeesaric*  para  su  latats* 
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ra,  razón  ó  memoria  de  las  piezas  que  se  presenten  oomo  mo- 
delos ;  4.  °  la  fijación  ó  determinación  clara  del  objeto  princi- 
pal con  los  pormenores  que  lo  constituyen,  e*  indicación  de  sus 
aplicaciones ;  6.  °  la  duración  del  privilejio ;  i  6.  °  la  especifi- 
cación de  la  fianza  que  se  ofrezca  para  la  realización  del  pro- 
yecto* 

Art  8.  °  30.  pedimento  se  redactará  precisamente  en  caste- 
llano, usando  de  los  números,  pesos  i  medidas  conocidos  en  la 
República» 

Si  entre  los  que  firmen  el  pedimento  se  encontrase  algún 
estranjero,  hará  renuncia  espresa  de  toda  intervención  diplo- 
mática para  el  caso  en  que  se  promueva  cualquier  cuestión  re- 
lativa al  privilejio  solicitado  i  se  someterá  absoluta  i  esclusiva- 
mente  á  las  leyes  i  tribunales  de  la  República.  Sin  este  requi- 
sito, no  se  dará  curso  al  pedimento. 

Art.  9é  °  Los  Prefectos  oirán  a  la  Municipalidad,  al  Fiscal 
6  al  Ájente  Fiscal  i  á  los  demás  funcionarios  que  la  naturaleza 
del  asunto  requiera ;  oirán  también  el  dictamen  de  peritos,  si 
fuese  necesario.  Con  estos  antecedentes  i  el  correspondiente 
Informe,  pasarán  el  espediente,  planos,  modelos,  etc.,  ai  raspeo, 
tivo  Ministerio  á  costa  del  interesado. 

Art  10.  °  El  Ministro  del  ramo  á  que  pertenezca  «1  privile- 
ejio,  oirá  al  Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  i  á  las  oficinas  que 
creyere  necesario,  i  con  el  mérito  de  estos  antecedentes  conos* 
4erá  o  negará  el  privilejio. 

Art  11.  La  prórroga  de  los  privilejios,  del  mismo  modo  que 
sus  modificaciones  6  alteraciones,  solo  podrá  concederse  por 
una  resolución  lejislativa,  si  lo  solicitan  los  interesados,  á  me- 
ntó de  fundadas  razones,  hechos  comprobados  o*  documentos 
fehacientes. 

Art.  12.  Solo  el  privilejiado  podrá  usar  del  privilejio  en  el 
•tiempo  de  su  duración.  Los  demás  necesitan  para  ello,  permi. 
eo  ó  que  se  le»  trasmita  por  convenio,  ó  por  cualquier  otro  de 
los  medios  que  designan  las  leyes. 

Art  13.  Son  nulas  i  no  producen  ningún  efecto  las  patentes 
de  privilejio :  1.  °  Si  el  descubrimiento,  invención  ó.  aplicación 
no  son  nuevos ;  2.  °  si  no  están  comprendidos,  en  los .  términos 
del  artículo  2.  °  ;  3.  °  si  versan  estos  principios,  métodos,  sia- 
temas»  descutriwcutos  ^Ú9mÍ9m^iSf^9^9^9i^9^ 
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nes  industriales  no  se  hayan  indicado ;  4.  ?  si  el  descubrimien- 
to, invención  ó  aplicación  resulta  ser  contrario  al  orden,  á  1» 
seguridad  pública  ó  á  las  leyes,  sin  perjuicio  en  este  caso,  de 
las  penas  señaladas  á  la  fabricación  ó  venta  de  objetos  prohi- 
bidos ;  5.  °  si  se  descubre  que  al  demandar  la  patente,  hubo 
fraude  por  obtener  por  ese  medio  otro  objeto  distinto  de  la 
Verdadera  invención ;  6.  °  si  al  ejecutarse  el  inventóse  encuen- 
tra no  ser  conforme  á  la  descripción  que  se  acompañó  al  pedi- 
mento ;  7.  °  Si  se  ha  obtenido  contra  cualquiera  de  las  dispo- 
siciones de  esta  lei ;  8.  °  Si  al  otorgarse  el  privilejio  se  conce- 
den ademas  subvenciones  pecuniarias  no  consideradas  en  el 
presupuesto  de  la  República,  ó  escepciones  contrarias  á  las 
reyes.  También  son  nulas  i  sin  efecto  las  autorizaciones  que  se 
refieren  á  cambios,  perfecdoiiamientos  ó  adiciones  que  no  es-* 
ten  comprendidos  on  la  patente  principal. 

Art.  14.  No  se ,  reputa  nuevo  el  descubrimiento,  invención  ó 
aplicación  que  en  el  Perú  ó  en  el  estranjero  i  con  anterioridad 
á  la  fecha  del  pedimento,  hubiese  tenido  la  publicidad  suficien- 
te para  ser  ejecutado. 

Art.  15.  El  privilejiado  pierde  sus  derechps: 

1.  °  Si  no  paga  la  anualidad  ó  la  cuota  señalada  en  el  art  5. 

S.  °  Si  no  esplota  su  descubrimiento  ó  invención  en  el  tér- 
mino de  dos  años  ó  en  el  que  se  le  señale  en  el  principio,  á  no 
ser  que  justifique  legalmente  la  causa  de  la  demora. 

3.  °  Si  introduce  objetos  fabricados  en  país  estranjero,  seme- 
jantes á  los  privilejiados  por  la  patente,  esceptuándose  tan  so- 
lo los  modelos  de  maquinas,  con  tal  que  su  introducción  sea 
autorizada  por  el  Gobierno,  previo  su  reconocimiento. 

Art.  16.  El  que  en  anuncios,  prospectos,  carteles,  marca»  6 
estampillas,  se  arrogue  el  títiilo  de  poseedor  de  un  privilejio,  sin 
tenerlo  legalmente  ó  después  de  su  terminación,  será  castiga- 
do con  una  multado  cincuenta  a  mil  ooles,  sin  perjuicio  de  las 
penas  que  corresponden  al  delito  de  falsedad. 

Art.  17.  Tienen  derecho  para  solicitar  la  nulidad  ó  casación 
de  un  privilejio,  todas  las  personas  que  con  justo  título  se 
consideren  interesadas.  Intervendrá  en  el  asunto  el  Ministerio 
Fiscal,  i  en  caso  de  declararse  nulo  ó  terminado  el  privilejio, 
cualquiera  que  sea  la  causa,  se  dará  por  quien  corresponda 
oportuno  aviso  al  respectivo  Ministerio. 
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Ají  18.  Todo  ataque  contra  los  derechos  de  un  privilejiado 
ya  consista  en  fabricación  de  productos,  ya  en  el  empleo  do 
medios  designados  en  la  patente,  constituye  delito  de  falsifica- 
ción, que  será  castigado  según  la  gravedad  de  las  circunstan- 
cias, con  multa  á  favor  del  interesado  i  confiscación  de  1a  in* 
dustria  falsificada. 

Art.  19.  Los  prívilejios  ó  patentes  que  actualmente  estén 
en  ejercicio  i  que  se  hubieren  librado  conforme  á  las  disposi- 
ciones anteriores  á  esta  lei,  conservarán  sus  efectos  por  todo 
el  tiempo  de  duración  que  se  les  hubiese  concedido. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo,  etc.,  etc. 

Por  tanto,  mando  se  imprima,  publique  i  circule  i  se  le  dé 
el  debido  cumplimiento. — Dado  en  la  Casa  de  Gobierno  en  Li- 
ma, á  28  de  enero  de  1869.— Jobí  Balxa.— P§dro  Qálm. 
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"Si  en  cualquiera  de  las  partes  de  la  Lejislacion  Civil  de 
que  acabo  de  ocuparme  puede  i  debe  hacerse  una  reforma 
parcial,  hai  una  materia  en  que  la  reforma  tiene  que  ser  com- 
pleta, porque  cualquiera  otra  produciría  daños  irreparables. 
Me  refiero  á  la  lei  sobre  hipotecas.  Nuestro  Código  Civil,  des- 
pués de  haber  rodeado  á  la  mujer  casada  de  tales  garantías, 
que  á  fuerza  de  protejerla,  hacen  casi  imposible  la  celebración 
de  oontratos  con  ella  respecto  de  sus  bienes,  desde  que  su 
responsabilidad  la  limita  solo  á  lo  que  se  hubiera  convertido 
en  su  provecho ;  después  de  haber  establecido  que  todos  los 
bienes  del  marido  están  legalmente  hipotecados  á  favor  de  la 
mujer  ó  sus  herederos,  por  las  enajenaciones  que  ésta  hubie- 
ra lAcho  ó  por  las  hipotecas  que  sobre  sus  bienes  hubiera  im- 
puesto ;  después  de  establecer  que  los  bienes  de  los  guardado- 
res i  de  sus  fiadores  quedan  legalmente  hipotecados  en  benefi- 
cio de  los  menores ;  después  de  conceder  esa  mi&ma  hipoteca 
legal  en  favor  de  los  acreedores  refaccionarios  i  de  los  dueños 
de  las  fincas  locadas,  sobre  las  cosas  introducidas  por  los  in- 
quilinos  ó  arrendatarios,  somete  únicamente  al  rejistro  las 
hipotecas  convencional  i  judicial  Quedan  sin  rejistrarse  las 
hipotecas  legales,  lo*  ©mbajgos  qu*  en  tt 
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ten  una  verdadera  hipoteca  judicial,  las  trasmisiones  ó  des- 
membraciones de  dominio  ó  posesión  i  los  arrendamientos. 
Por  la  falta  de  rejistro  puede  suceder  que  bienes  sometidos  á 
embargo,  afectos  á  hipotecas  légale»  sean  rendidos  ¿  dos  ó  mas 
personas,  sin  que  ninguna  de  estas,  por  mas  dilijencia  que  ha- 
ga, pueda  descubrir  la  verdad,  sino  después  de  consumados 
los  hechos. 

La  lei  reconoce  los  testamentos  como  títulos  de  domin10  * 
faculta  ¿  los  testadores  para  variarlos  ó  alterarlos  i  permito 
que  estas  alteraciones  puedan  ser  hechas  en  un  instrumento 
distinto  llamado  codicilo. 

De  manera  que  en  el  testamento  puede  aparecer  legada  la 
propiedad  de  una  finca,  i  en  el  codicilo  solamente  el  usufructo. 

El  acreedor,  al  examinar  el  testamento,  ve  que  es  un  título 
legal,  i  no  teniendo  medios  para  descubrir  ni  aun  sospecha)? 
la  existencia  del  codicilo,  cree  perfectamente  asegurado  su 
derecho.  Luego,  llegado  el  caso  de  la  ejecución,  encuentra  que 
no  puede  rematar  el  bien  hipotecado  i  que  su  acción  real  era 
una  pura  quimera. 

Idénticas  i  aun  peores  cosas  tienen  lugar  con  las  hipotecas 
legales.  No  pocas  veces  el  deudor  ha  consumido  en  beneficio 
de  la  mujer  é  hijos,  el  dinero  que  recibió  del  acreedor  i  que 
éste  dio  sin  esperar  que  mas  tarde  apareciera  una  hipoteca  le- 
gal oculta,  que  no  le  era  posible  descubrir.  Al  hacerse  la  ejecu- 
ción, «los  lujos  ó  la  mujer  del  deudor  deducen  la  acción  de 
preferencia  i  burlan  el  derecho  del  acreedor  hipotecario,  que 
ó  lo  pierde  completamente  ó  lo  ve  menoscabado  en  su  mayor 
parte. 

Males  son  estos  de  tanta  gravedad  i  de  lo  que  pudiera  ofre- 
cer ejemplos  muí  repetidos,  i  es  tanto  el  temor  que  infunde*la 
garantía  de  la  hipoteca,  i  hasta  tal  estremo,  penoso  me  es  de- 
cirlo, que  hai  mas  facilidad  para  conseguir  dinero  á  bajo  in- 
terés sobre  acciones  de  las  sociedades  anónimas  ó  sobre  vales 
del  crédito  público  que  sobre  la  propiedad  territorial  mas  sa- 
neada. 

No  basta  la  intelijeneia  del  acreedor  ni  las  esquisitas  inves* 
tigaciones  que  haga,  porque  en  muchos  casos,  solo  el  que  está: 
sujeto  á  las  responsabilidades}  es  quien  los  conoce  o  puede  w* 
nocer, 
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Guando  se  celebra  un  contrato  bajo  garantía  personal,  en- 
tonces el  acreedor  puede  llevar  la  seguridad  del  cobro  de  su 
crédito ;  pero  cuando  haciendo  abstracción  de  la  persona,  no 
toma  en  cuenta  sino  el  valor  del  inmueble  que  se  le  dá  en  hi- 
poteca, corre  un  riesgo  inminente  de  perder  su  dinero. 

No  son  éstos  los  únicos  defectos  que  se  notan  en  nuestra  lt- 
jislación,  en  materia  de  hipoteca. 

En  algunas  disposiciones,  i  especialmente  cuando  se  habla 
del  rejistro  de  la  hipoteca  convencional,  se  sanciona  el  princi- 
pio, de  que  no  son  susceptibles  de  hipoteca  los  inmuebles, 
mientras  que  al  hablarse  en  el  inciso  3.  °  del  art.  2,033  del 
Código  Civil  sobre  la  hipoteca  legal,  se  consideran  como  suje- 
tos á  ese  gravamen  los  establecimientos  industriales.  Contra- 
dicción manifiesta  que  dá  lugar  á  diverjencia  en  los  fallos  i  á 
reñidas  cuestiones. 

Los  privilejios  acordados  á  los  bancos  hipotecarios  no  los 
libertan  de  esas  emerjencias  ni  de  esas  dificultades ;  para  ellos 
ol  riesgo  es  el  mismo  que  para  cualquier  otro  particular  que 
no  puede  confiar  sino  en  la  honradez  del  que  pide  el  dinero  * 
en  el  examen  concienzudo  que  una  persona  inteligente  haga 
de  los  voluminosos  títulos  de  dominio.  Tan  cierto  es  lo  que 
asevero,  que  si  olvidando  los  bancos  hipotecarios  esa  mesurada 
prudencia  de  los  particulares,  dieran  su  dinero  sobre  un  fundo 
embargado,  sujeto  á  una  hipoteca  legal,  ó  sobre  una  finca  de 
las  que  el  deudor  ocultase  ser  tan  solo  usufructuario,  la  hipo- 
teca especial,  constituida  á  su  favor,  no  le  podría'  dar  jamas 
preferencia  sobre  los  acreedores  con  hipoteca  legal,  ni  derecho 
para  rematar  los  bienes  que  no  eran  de  su  deudor  sin  que  se 
cometiera  una  injusticia. 

JSn  nuestro  actual  estado  de  adelanto,  cuando  la  propiedad 
territorial  forma  nuestra  principal  riqueza,  cuando  tanto  se 
desarrolla  i  crece  la  agricultura,  cuyos  capitales  son  mui  va- 
iosos,  debe  recordarse  el  aforismo  de  Casimiro  Perrier:  "que 
sin  un  buen  sistema  hipotecario,  no  es  posible  el  desarrollo  de 
la  riqueza  social"  Preciso  es,  pues,  propender  decididamente  á 
movilizar  la  propiedad  territorial,  á  simplificar  los  títulos  de 
dominio,  haciéndolos  fehacientes  i  seguros,  i  á  que  sometidos 
al  severo  rejistro,  se  reasuman  en  un  certificado  que,  á  manera 
deu  na  acción  al  portador,  pueda  ser  fácilmente  examinado  i 
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comprobado  i  aún  servir  de  prenda  en  los  contratos  de  prtfs* 
tamos. 

Para  llevar  á  efecto  esa  reforma  i  remediar  esos  males  que 
serian  inevitables  en  nuestro  sistema  hipotecario,  hai  que  nom- 
brar una  comisión  que  trabaje  el  provecto  de  leí  hajo  las  bases 
de  la  especialidad  i  publicidad,  del  rejistro  de  toda  hipoteca 
cualquiera  que  sea  su  nombre  i  de  toda  trasmisión  ó  desmem- 
bración de  propiedad  ó  posesión,  de  todo  arrendamiento,  embar* 
go  ó  secuestro ;  hai  necesidad  de  que  se  establezca  una  oficina 
bien  reglamentada  en  que  se  haga  el  rejistro  i  se  espida  el 
correspondiente  certificado ;  creándose  á  la  vea  en  protección  de 
las  mujeres  casadas  i  délos  menores  e*  incapaces,  los  funciona- 
rios que  cuiden  del  rejistro  de  las  hipotecas  legales  constituidas 
á  favor  de  aquellos,  imponiéndoles  las  mas  estrechas  obligacio- 
nes i  sujetándolos  á  las  mas  severas  penas. 

A  fin  de  emprender  esta  grandiosa  reforma,  en  que  se.cam- 
'  hiará  para  siempre  la  base  de  la  propiedad  territorial,  en  que 
so  haría  entrar  á  la  circulación  el  inmenso  valor  que  ésta  re- 
presenta, desarrollando  i  dando  nueva  vida  á  nuevos  jermenes 
de  industria  i  progreso,  os  presentare*  el  respectivo  proyecto 
sobre  nombramiento  de  la  comisión." — Memoria  presentada 
por  el  Ministerio  de  Justicia  a  la  Lejislatura  de  1870. 
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Entre  los  ingleses  está  vijente  el  Acta  Parlamentaria,  12 
13  Victoria,  cap.  68,  titulada:  "Acta para  facilitar  d  matrimo- 
nio de  subditos  británicos  residentes  en  el  estranjero"  Sus  prin- 
cipales disposiciones  son  las  siguientes : 

1. a  Todos  los  matrimonios  (ya  sean  ambos  contrayentes 
subditos  del  reino,  ya  lo  sea  tan  solo  uno  de  ellos)  solemnizados 
conforme  al  Acta,  ante  un  Cónsul  Británico  debidamente  au- 
torizado, son  considerados  válidos  i  legales,  lo  mismo  que  si  lo 
hubiesen  sido  en  los  dominios  de  S.  M.  B.  con  todos  los  requi- 
sitos de  la  lei. 

2.  *  Uno  de  los  contrayentes  dará  noticia  bajo  su  firma  i  en 
la  forma  debida,  al  Cónsul  en  cuyo  distrito  ambos  contraven- 
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tes  residan  por  no  menos  de  un  mea ;  ©apresando  en  esa  noti- 
cia los  nombres,  profesión  ó  condición  i  domioilio  de  ambas 
partes,  i  la  afirmación  de  que  han  residido  en  el  distrito  con- 
sular por  un  mes,  cuando  menos. 

3.*  El  Cónsul  protocolizará  esa  noticia,  la  archivará  i  es  - 
tenderá  copia  de  ella  en  un  rejistro  que  tendrá  con  ese  objeto ; 
así  mismo,  colocará  una  copia  fiel  de  dicha  noticia,  en  un  lu- 
•  gar  conspicuo  del  Consulado  durante  siete  dias,  si  el  matrimo- 
nio se  oelebra  con  licencia,  i  por  veintiún  dias  consecutivos 
antes  de  la  celebración,  si  se  oelebra  sin  ella. 

4.°  Todas  las  personas  autorizadas  pueden  oponerse  al  ma- 
trimonio, escribiendo  la  palabra  prohibido,  al  frente  de  la 
copia  en  el  rejistro,  inscribiendo  al  mismo  tiempo,  su  nombre» 
domicilio,  parentesco,  i  el  motivo  de  la  ¿prohibición.  Prohibido 
así  el  matrimonio,  ya  no  puede  llevarse  á  efecto  su  solemni- 
zación. 

5.°  El  matrimonio  se  celebra  ante  el  Cónsul  i  dos  ó  mas 
testigos,  publicamente  (with  open  doors)  entre  8  i  12  de  la 
mañana,  conforme  al  rito  protestante  ti  otro  cualquiera  que 
designen  las  partes  ;  en  este  último  caso,  deben  insertarse,  en 
alguna  parte  de  la  ceremonia  estas  palabras  que  deben  ser 
pronunciadas  succeeivamente  por  cada  uno  de  los  contrayen- 
tes :  " Diclaro  solemnemente  q*ie  no  conozco  ningún  impedimen- 
to para  que  yo  tf.  y.  pueda  desposarme  con  N.  N."  I  cada  uno 
de  los  contrayentes  ha  de  decir  al  otro  :  "  pongo  á  estas 
personas  presentes,  por  testigos  que  yo  N.  N.  te  tomo  á  ti  3r.  N. 
por  mi  marido  (fi  mujer),  l ej almamente  desposado  (6  despo- 
sada). 

6.°  El  Cónsul  rejistra  el  matrimonio  i  espide  las  copias  res- 
pectivas. 

"La  facultad  de  celebrar  el  matrimonio  de  los  franceses  es- 
tablecidos en  el  lugar  de  su  residencia,  que  tienen  los  Ajentes 
Diplomáticos  i  Consulares,  se  deriva  do  la  competencia  abso- 
luta que  le»  confiere  el  art.  48  del  Código  Civil  para  actuar  en 
todos  los  actos  de  la  vida  civiL  El  art.  170  del  mismo  Código, 
al  declarar  válido  el  matrimonio  contraído  en  país  extranjero 
entre  franceses,  ó  entre  franceses  i  estranjeros,  si  ha  sido  ce- 
lebrado en  la  forma  acostumbrada  en  el  país,  precedido  de  las 
publicaciones  legales  i  sin  que  el  francés  ¿haya  contravendio 
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los  principios  jeneíales  de  la  lei,  no  ha  establecido  ninguna 
escepoion  al  principio  consignado  en  el  art.  48,  solo  ha  querido 
dar  á  los  franceses  un  medio  mas  de  celebrar  su  matrimonio 
fuera  del  territorio  nacional." 

"Cuando  los  contratantes  son  ambos  franceses,  les  es  per- 
mitido casarse  ante  el  Ájente  de  su  país  ó  conforme  á  las  cere- 
monias legales..  Si  al  contrario  uno  de  ellos  es  estranjero,  como 
el  ájente  francés  deja  de  ser  competente,  el  matrimonio  deberá 
entonces  forzosamente  celebrarse  con  las  condiciones  previstas 
por  el  art.  170  del  Código  Civil  Con  mayor  razón,  seria  radi- 
calmente nulo  un  matrimonio  celebrado  entre  estranjeros,  i  en 
país  estranjero,  ante  un  Ájente  francés,  por  la  incompetencia 
absoluta  del  oficial  del  Estrado  civil  que  lo  autoriza/' •« 

"Un  Ájente  francés  no  puede  casar  á  los  franceses,  si 

uno  de  ellos  no  ha  estado  establecido  en  la  residencia  Consu- 
lar, por  seis  meses  cuando  menos,  porque  el  acto  celebrado  en 
tales  condiciones,  podría  ser  contradicho  i  anulado  por  los 

esposos El  matrimonio  se  celebra  publicamente  i  en  la 

Cancillería En  el  dia  designado  por  las  partes,  i  después 

de  hechas  las  publicaciones,  el  Ájente  que  celebra  el  matrimonio 
debe  en  su  cancillería  i  en  presencia  de  cuatro  testigos,  parien- 
tes ó  estraños,  leer  ante  los  contratantes ;  1.  °  las  piezas  cuya 
producción  es  indispensable  para  la  validez  del  matrimo»io  ; 
2.  °  el  capítulo  6.  °  del  titulo  Matrimonio,  del  Código  Civil, 
relativo  á  los  derechos  i  deberes  de  [los  cónyuges.  Interpela  á 
los  futuros  esposos  como  así  mismo  á  las  personas  que  autori- 
zan el  matrimonio,  si  están  presentes,  i  pregunta  si  se  ha  hecho 
contrato  de  matrimonio,  i  en  caso  de  afirmativa,  la  fecha  de 
ese  contrato,  el  nombre  i  el  domicilio,  del  oficial  que  lo  autori- 
zó. Recibe  de  cada  parte,  una  después  de  otra,  la  declaración 
de  que  se  quieren  tomar  por  marido  i  mujer  i  declara  enton- 
ces en  nombre  de  la  lei,  que  están  unidos  en  matrimonio  ; 
en  seguida,  en  un  solo  acto,  redacta  la  partida  matrimo- 
niaL" 

"Los  Aj entes  Diplomáticos  i  Consulares  no  están  llamados  á 
intervenir  directamente  en  los  matrimonios  contraidos  en  país 
extranjero,  entre  franceses  ó  entre  franceses  i  estranjeros  con- 
forme al  art.  170  del  Código  Civil,  es  decir,  cuando  ellos  se 
celebran  en  la  forma  acostumbrada  en  el  país.  Su  papel  se  i» 
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mita  cotonees,  á  velar  en  cuanto  les  sea  posible  :  1.  °  sobre 
el  cumplimiento  de  la  formalidad  de  las  publicaciones  prescri- 
tas por  la  lei  en  los  dos  casos  siguientes  :  cuando  el  francés 
tiene  su  domicilio  en  Francia,  ó  no  lo  ha  perdido,  dentro  de  los 
últimos  seis  meses  ;  cuando  los  padres,  bajo  cuya  potestad  se 
encuentra,  tienen  su  domicilio  en  Francia,  2.  °  sobre  que  las 
partes  estén  prevenidas  respecto  de  Las  obligaciones  á  las 
cuales  subordina  el  Código  Civil,  la  validez  del  matrimonio 
contraído  en  país  estranjero,  3.  °  sobre  que  se  le  entregue* 
para  ser  trasmitido  al  departamento  de  Negocios  Estranjeros, 
acompañada  de  una  traducción,  copia  auténtica  de  la  partida 
de  matrimonio  civil  ó  relijioso,  redactada  en  la  forma  acos- 
tumbrada según  los  usos  del  país." — De  Clercq  et  Vallat-6W- 
"des  des  Considats. 

"El  principio  jeneral  en  los  Estados  Unidos,  acerca  de  los 
contratos  matrimoniales,  es  que  entre  personas  sui  juris,  la 
validez  del  matrimonio  se  determina  por  la  lei  del  lugar  don- 
de se  celebra.  Si  es  válido  allí,  aunque  los  contratantes  sean 
meros  transeúntes,  i  aunque  ni  en  el  fondo  ni  por  la  forma 
sea  válido  en  su  domicilio,  es  válido  en  todas  partes,  con 
algunas  escepciones,  principalmente,  relativas  á  caaos  de  in- 
oesto  i  poligamia.  Si  no  es  válido  el  matrimonio  en  el  lugar  de 
su  celebración,  tampoco  lo  es  en  ninguna  parte.  Las  únicas 
escepciones  á  esta  última  proposición,  es  decir,  que  los  ma- 
trimonios nulos  por  la  Isx  loci  contratas,  no  son  válidos  en 
ninguna  parte,  son  :  1.  °  á  favor  del  matrimonio,  cuando  las 
partes  residen  en  un  país  estranjero,  donde  la  lei  es  tal,  que 
les  es  imposible  contraer  matrimonio  legal  sujetándose  á  ella  ; 
%  °  en  aquellos  pocos  casos  en  que  la  lei  local  de  algunos  paí- 
ses reconocen  validez  en  los  matrimonios  contraidos  conforme 
á  la  lei  del  domicilio  de  las  partes ;  3.  °  cuando  la  lei  patria, 
viaja  con  los  individuos,  esto  es,  en  la  continjencia  de  su  ex- 
traterritorialidad personal,  como  en  el  caso  de  un  ejircito  con 
sus  secuaces,  que  invade  i  toma  posesión  de  un  territorio  es* 
tranjero,  i  quizá  de  un  ejército  in  transitu  por  un  país  amigo,  i 

de  un  buque  de  guerra  en  puertos  estranjeros Es  evidente 

que  los  Cónsules  no  tienen  facultad  para  celebrar  matrimonios 
entre  estranjeros,  ni  lo  pueden  hacer,  tratándose  de  sus  conciu- 
dadanos, á  no  ser  que  estén  especialmente  autorizados  al 
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«fecto  por  la  lei  de  su  país .  Que  los  Cónsules  America- 
nos no  tienen  semejante  poder,  es  claro,  porque  no  les  ha  sido 
concsdido  por  ningún  acto  del  Congreso,  ni  por  la  Lei  Común 
sobre  matrimonios,  tal  cual  rije  en  los  diferentes  Estados,  i  el 
matrimonio  en  los  Estados  Unidos  no  es  una  cuestión  federal 
sino  de  la  dependencia  de  los  Estados.  De  aquí  es,  que  es  impo- 
sible poner  en  duda,  1.°  que  los  matrimonios  celebrados  por  un 
Cónsul  de  los  Estados  Unidos,  en  cualquier  país  de  la  Cristian- 
dad, entre  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos,  no  tendría  nin- 
gún efecto  legal  en  este  país,  á  no  ser  en  los  casos  escepciona- 
les  ya  mencionados,  de  ser  imposible  para  las  partes  casarse 
según  la  Ux  loci ;  i  2.  °  que  los  matrimonios  celebrados  por  un 
Cónsul  de  los  Estados  Unidos  en  un  país  estraño  entre  perso- 
nas no  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos,  no  tendría  efecto 
legal  en  este  país,  á  no  ser  que  dichos  matrimonios  fuesen 
reconocidos  espresamente  como  válidos  por  lei  del  lugar  del 
contrato." — The  United  States  Consular  System— Cap.  31 
de  las  instrucciones  del  Departamento  de  Estado. 

xxxn 

Art.  9.  °  El  matrimonio  entre  personas  católicas  debe  cele- 
brarse, según  los  cánones  i  solemnidades  prescritas  por  la  Igle- 
sia Católica. 

Art.  22.  El  matrimonio  entre  católicos  i  cristianos  no-cato- 
lico,  autorizado  por  la  Iglesia  Católica,  será  celebrado  como 
fuere  de  práctica  en  la  iglesia  de  la  comunión  á  que  pertenece 
el  esposo  no-cátólico. 

Art.  23.  Es  nulo  el  matrimonio  celebrado  por  sacerdotes 
protestantes,  cuando  imo  de  los  esposos  es  católico,  si  no 
fuere  inmediatamente  celebrado  por  el  párroco  católico. 

Art.  25.  El  matrimonio  celebrado  sin  la  autorización  de  la 
Iglesia  Católica,  es  el  que  se  contrae  entre  cristianos  no-católi- 
cos, ó  entro  personas  que  no  profesan  el  Cristianismo.  Produce 
en  la  República  todos  los  efectos  civiles,  si  fuese  celebrado  en 
conformidad  á  las  leyes  de  este  Código,  i  según  las  leyes 
i  ritos  de  la  iglesia  á  que  los  contrayentes  pertenecieren. 

Art*  43.  El  conocimiento  de  la»  causas  de  divorcio  entre 

10 
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los  casados  ante  la  Iglesia  Católica,  ó  con  autorización  do 
ella,  en  los  matrimonios  mixta,  corresponde  únicamente  i 
la  autoridad  eclesiástica. 

Art.  46.  El  juez  civil  conoce  de  las  causas  de  divorcio  entre 
loa  casados  sin  autorización  de  la  Iglesia  Católica.  Las  causas 
de  divorcio  en  estos  matrimonios  son  las  siguientes  : 

1.  *  Adulterio  de  la  mujer  ó  del  marido. 

2.  *  Tentativa  de  Juno  de  los  cóayuges  contra  la  vida  del 
otro. 

3.  *  Ofensa  física  ó  malos  tratamientos. 

Art  47.  Puesta  la  acción  de  divorcio,  ó  antes  de  ella,  en 
caso  de  urjencia,  podra  el  juez  á instancia  de  parte,  decretarla 
separación  personal  de  los  casados,  i  depósito  de  la  mujer  en 
casa^honesta,  dentro  de  los  límites  de  su  jurisdicción  ;  deter- 
minar el  cuidado  de»  los  hijos,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
de  este  Código  i  los  alimentos  que  han  de  prestarse  á  la  mujer 
i  á  los  hijos  que  no  quedaren  en  poder  del  padre,  como  tam- 
bién las  espensas  necesarias  á  la  mujer  para  el  juicio  de 
divorcio. 

Art.  63.  Compete  al  juez  eclesiástico  conocer  de  la  disolu-  • 
cion  del  matrimonio  celebrado  ante  la  Iglesia  Católica  ó  con 
autorización  de  ella. 

Art.  64.  Corresponde  al  juez  civil  conocer  de  la  disolución 
del  matrimonio  celebrado  sin  autorización  de  la  Iglesia  Cató- 
lica. 

Ait.  67.  Compete  al  juez  eclesiástico  conocer  de  la  nulidad 
de  los  casamientos  celebrados  ante  la  Iglesia  Católica  ó  con  au- 
torización de  ella. 

Art.  69.  Corresponde,  esclusivamente,  al  juez  civil  conocer 
de  la  nulidad  de  los  matrimonios  celebrados  sin  autorización 
de  la  Iglesia  Católica. 

Art.  70.  Las  disposiciones  de  este  Código  sobre  la  nulidad 
délos  actos  jurídicos  son  ostensivas  á  los  matrimonios  celebra- 
dos sin  autorización  de  la  Iglesia  Católica — (Código  Civil 
Arjentino.) 

xxxm 

Nuestras  disposiciones  legales  sobre  matrimonio  han  sido 
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constantemente  objeto  de  los  comentarios  de  conocidos  escri- 
tores. El  señor  Vijil  en  varias  obras  se  ha  ocupado  de  este 
interesante  asunto.  Pacheco,  tiene  un  brillante  artículo  en  su 
Tratado  de  Derecho  Civü  (t.  1.°  Apéndice  IV)  en  el  que  seña- 
la con '  minuciosidad  todos  los  defectos  de  la  lei  peruana,  i 
Garcia  Calderón,  en  su  Diccionario  (verbo  matrimonio,  pár- 
rafo 3.  ° )  consagra  algunas  observaciones  á  la  misma  materia. 
Gomo  se  ve,  los  vacíos  de  la  lei  no  han  pasado  desapercibidos, 
i  al  contrario,  se  dejan  sentir  poderosamente,  en  la  prac- 
tica. 


Señor  Ministro  de  Relaciona  Exteriores. — Señor  Ministro. 
— Tengo  conocimiento  de  dos  casos  en  los  que  peruanas  que 
se  han  casado  con  franceses,  con  arreglo  á  nuestra  lejislacion 
eclesiástica  i  civil  i  que  por  lo  mismo  se  creen  con  todos  los 
derechos  de  esposas  lejítimas,  al  llegar  á  Francia  se  ven  redu- 
cidas á  la  desgraciada  condición  de  concubinas,  por  no  querer 
legalizar  el  marido  un  matrimonio  en  el  cual  no  se  habian 
llenado  todas  las  prescripciones  de  la  lei  francesa. 

Para  evitar  en  lo  posible  la  repetición  de  estos  actos,  con- 
vendría mucho  se  supiesen  en  nuestro  país-  las  condiciones 
indispensables  para  que  un  matrimonio  contraído  allí  entre 
una  peruana  i  un  francés,  sea  tenido  por  válido  en  Francia. 

£1  Código  Civil  declara  en  el -art.  I7ü,  que  un  matrimonio 
que  tiene  lugar  en  un  país  estranjero  entre  francés  i  extranje- 
ra, será  válido  si  ha  sido  *  celebrado  según  las  formas  usadas 
en  el  país,  con  tal  que  haya  sido  precedido  de  las  publicaciones 
prescritas  por  otros  artículos  i  que  el  francés  no  haya  infrin- 
jido  las  disposiciones  de  la  lei. 

Las  publicaciones  prescritas  en  otros  artículos  deben  ser 
hechas  en  los  lugares  donde  el  francés  tenia  su  domicilio  i 
donde  residían  las  personas  bajo  cuyo  poder  se  encontraba. 
Es  de  advertir  que  los  hijos  hasta  la  edad  de  25  años  i  las  hi- 
jas hasta  la  de  21,  están  relativamente  al  matrimonio  bajo  el 
poder  de  sus  ascendientes. 

Las  principales  disposiciones  cuya  infracción  anularía  un 
matrimonio  contraído  por  un  francés,  son  relativas  á  la  edad, 
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á  un  primer  matrimonio  subsistente,  al  consentimiento  de  los 
ascendientes  i  al  impedimento  por  cansa  de  parentesco.  Estas 
disposiciones  son  otras  tantas  leyes  personales  que  siguen  al 
francés  á  donde  quiera  que  vaya,  pero  que  no  se  refieren  á  la 
persona  con  quien  él  se  casa. 

Importa  mucho  que  bien  estudiadas  las  disposiciones  del 
Código  Francés  sobre  la  materia,  se  les  dé  toda  la  publicidad 
necesaria  i  se  les  presente  con  la  posible  precisión  i  claridad, 
á  fin  de  que  en  lo  sucesivo  no  baya  que  lamentar  desgracias 
que  las  mas  veces  son  hijas  de  una  sencilla  credulidad. 

También  convendría  dar  á  conocer  el  art.  48  del  Código 
Francés  que  declara  válido  todo  acto  civil  de  los  franceses  en 
país  extranjero,  si  ha  sido  autorizado  conforme  á  las  leyes 
francesas  por  los  A j entes  Diplomáticos  ó  por  los  Cónsules. 

En  fin,  para  no  verse  espuestas  á  la  pérdida  del  tiempo  i  á 
toda  clase  de  dificultades,  las  peruanas  que  sigan  á  sus  maridos 
á  Europa,  deberán  cuidar  de  tener  todos  sus  papeles  en  regla 
i  traerlos  traducidos  i  legalizados  en  buena  i  debida  forma.— 
Soi  de  V.  S.  etc. — José  María  Costas. 

4 

XXXV 

Ministerio  de  Negocios  Estranjeros. — Negocios'  comerciales. 
—Circular.— París  á  19  de  Julio  de  1826.— Señor.— El  señor 
Guarda-Sellos  acaba  de  someter  al  examen  del  Consejo  de  Es- 
tado algunas  cuestiones  importantes  relativamente  á  los  casa- 
mientes  de  los  franceces  en  país  estranjero.  Se  trataba  de  sa- 
ber: 

1.  °  Si  cuando  se  contrae  un  matrimonio  entre  franceses, 
en  el  estranjero,  deben  hacerse  allí  las  amonestaciones  de  su 
casamiento. 

2.  °  Si  las  partes  domiciliadas  en  un  lugar  donde  un  Em- 
bajador i  un  Cónsul  residen  bimultaneamente  están  obligadas 
á  hacer  publicar  su  casamiento,  tanto  en  la  casa  de  la  Embaja- 
da como  en  la  Cancillería  del  Consulado. 

3.  °  Si  cuando  las  amonestaciones  de  un  casamiento  que  se 
proponen  contraer  unos  franceses  en  país  estranjero  i  ante  un 
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funcionario  público  estranjero,  pueden  hacerse  en  territorio 
estranjero  en  todos  los  lugares  determinados  en  los  arta.  166» 
Í67  i  168  del  Código  Civil,  son  suficientes  tales  amonestacio- 
nes, ó  si  es  menester  hacerlas  en  Francia,  en  el  último  domi- 
cilio conocido  de  las  partes. 

£1  Consejo  de  Estado,  con  cuya  opinión  coincide  entera- 
mente el  señor  Guarda-Sellos,  ha  pensado  sobra  la  primera 
cuestión : 

Que  si  unos  franceses  contraen  matrimonio,  conforme  al 
art.  48  del  Código  Civil,  sea  ante  un  Ájente  Diplomático  ó 
ante  un  Cónsul,  deben  hacerse  amonestaciones  en  el  estranje- 
ro ;  que  relativamente  á  esas  amonestaciones  deben  observarse 
las  reglas  trazadas  por  los  arts.  63,  166,  157  i  168  del  mismo 
Código  Civil,  aplicando  al  Ájente  Diplomático  i  al  Cónsul,  lo 
que  prescribe  el  primero  de  aquellos  artículos  relativamente  al 
Ministro  Civil ;  á  la  Cancillería  de  la  Embajada  i  del  Consula- 
do lo  que  prescriben  dichos  artículos  ¿relativamente  á  la  Casa 
Consistorial  ó  Municipalidad* — Que  los  Ajentes  Diplomáticos 
ó  Consulares  no  deben  proceder  á  ningún  casamiento,  si  no  se 
ha  comprobado  antes  que  se  han  hecho  las  amonestaciones 
conforme  á  las  sobredichas  reglas. — Que  si  por  el  contrario» 
unos  franceses  contraen  casamiento  al  tenor  del  art.  170  del 
Código  Civil,  según  las  formas  en  uso  en  el  país,  no  se  requie- 
ren las  amonestaciones  sino  en  tanto  que  ellas  hacen  parte  de 
tales  formas. — Que  si  ellos  hacen  parte  de  esas  formas  los 
Ajentes  Diplomáticos  i  los  Cónsules  deben  velar  en  cuanto 
dependa  de  ellos,  en  que  se  cumpla  lo  primero ;  mas  que  si, 
no  obstante  el  cuidado  que  pusiesen  en  ello,  no  es  observada 
dicha  formalidad,  el  casamiento  no  es  nulo ;  i  ni  siquiera  tiene 
lugar  la  aplicación  de  la  pena  pronunciada  por  el  art.  192  del 
Código  CiviL 

Acerca  de  la  2.  *  cuestión. — Que  donde  se  hallen  simultá- 
neamente un  Ájente  Diplomático  i  un  Cónsul,  las  partes  que 
quieran  contraer  matrimonio  en  la  forma  prescrita  por  e\ 
art.  48  del  Código  Civil,  tienen  opción  de  dirijirse  al  uno  ó  al 
otro  de  dichos  funcionarios.  Que  si  se  dirijen  al  primero,  se 
-deben  hacer  las  amonestaciones  en  la  Cancillería  de  la  Emba- 
jada ó  de  la  Legación.  Que  si  se  dirijen  al  segundo,  las  amo- 
nestaciones deben  hacerse  en  la  Cancillería  del  Censulado. 
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Por  lo  tocante  á  la  3.  *  cuestión. — Que  en  jeneral,  cuando 
un  francés  se  casa  en  país  estranjero,  aparte  de  las  amonesta- 
ciones que  deben  hacerse  en  ese  país  si  lo  exijen  las  leyes  i  el 
uso,  deben  hacerse  amonestaciones  en  Francia  en  los  tres 
casos  siguientes ;  bí  el  francés  tiene  su  domicilio  en  Francia  ;— 
si  desde  mas  de  seis  meses  no  ha  cesado  de  tener  su  domicilio 
en  Francia ; — si  los  padres  bajo  cuya  potestad  se  halla,  tienen 
su  domicilio  en  Francia.  Pero  que  fuera  de  estos  casos,  no  es 
necesario  hacer  amonestaciones  en  Francia. 

Señor,  tales  son  tocante  á  estos  diversos  puntos  las  decisio- 
nes del  Consejo  de  Estado,  i  no  vacilo  en  aprobarlas.  Os  invito 
en  consecuencia,  á  conformaros  estrictamente  con  sus  respec- 
tivas disposiciones ;  cuya  vijilancia  i  cumplimiento  se  os  pue- 
den confiar. — Es  copia. — El  Encargado  de  Negocios  de  la  Be- 
pública  Francesa. —LeoTicio  Levrand* 


Art.  157.  Cuando  no  hayan  precedido  las  peticiones  respe- 
tuosas, en  los  casos  que  están  prescritas,  el  oficial  del  estado 
civil  que  haya  celebrado  el  matrimonio,  será  condenado  á  la 
misma  multa  i  á  prisión  por  lo  menos  de  un  mes. 

Art.  166.  Las  dos  publicaciones  prescritas  por  el  art.  63 
en  el  título  de  las  cutas  dd  estad?  civil,  se  harán  en  la  Casa 
Consistorial  del  pueblo  en  que  tenga  su  domicilio  cada  uno  de  / 
los  contrayentes. 

Art.  167.  Sin  embargo,  si  el  domicilio  actual  solo  se  había 
adquirido  por  seis  meses  de  residencia,  se  harán  también  las 
publicaciones  en  la  Casa  Consistorial  del  domicilio  anterior. 

Art  168.  Si  ambos  contrayentes  ó  uno  de  ellos  están  res* 
peoto  al  matrimonio,  bajo  la  potestad  de  otro,  se  harán  tam- 
bién las  publicaciones  en  la  Casa  Consistorial  del  domicilio  de 
aquellos  bajo  cuya  potestad  se  encuentren. 

Art.  192.  Si  al  matrimonio  no  precedieron  las  dos  publica- 
ciones establecidas  ó  si  no  se  obtuvieron  las  dispensas  permi- 
tidas por  la  lei,  ó  si  no  se  guardaron  los  intervalos  prescritos 
entre  las  publicaciones  i  celebración,  el  Procurador  del  Eei 
pedirá  contra  el  Oficial  Público  que  se  le  castigue  con  una 
multa  que  no  podrá  exceder  de  300  francos,  i  á  los  contrayen- 
tes ó  á  aquellos  bajo  cuya  potestad  estaban  con  una  multfc 
proporcionada  á  sus  faoultadw,— (Cocido  Ctotf  flxmw*) 
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Art.  47.  Todo  acto  relativo  al  estado  civil  de  los  franceses  . 
de  los  estranjeros,  celebrado  en  país  estranjero,  hará  ié  si  se 
ha  redactado  en  las  formas  usadas  en  dicho  país. 

Art.  48.  Todo  acto  del  estado  civil  de  los  franceses  en  país 
estranjero  será  valido,  si  ha  sido  autorizado  conforme  á  las  le- 
yes francesas,  por  los  Ajentea  Diplomáticos  ó  por  los  Cón- 
sules. 

Art.  63.  Antes  de  la  celebración  del  matrimonio,  el  oficial 
del  estado  civil  hará  dos  publicaciones  en  dia  domingo,  con 
una  semana  de  intervalo,  delante  de  la  puerta  de  la  Casa  Mu- 
nicipal^  Estas  publicaciones  i  el  acta  en  que  se  asienten  anun- 
ciarán los  nombres,  apellidos,  profesiones  i  domicilios  de  los 
contrayentes,  su  calidad  de  mayores  ó  menores,  i  los  nombres, 
apellidos,  profesiones  i  domicilios  de  sus  padres.  Esta  acta  con- 
tendrá ademas  los  dias,  lugares  i  horas  en  que  han  sido  hechas 
las  publicaciones ;  será  inscrita  en  un  solo  rejistro,  que  será 
anotado  i  rubricado  como  queda  dicho  en  el  art.  41,  entregado 
al  fin  de  cada  año  en  la  escribanía  del  tribunal  del  distrito. 

Art.  170.  El  matrimonio  contraído  en  país  estranjero,  entre 
franceses  ó  entre  franceses  i  estranjeros,  será  válido  si  se  ha 
celebrado  en  la  forma  acostumbrada  en  el  país,  con  tal  que 
hayan  precedido  las  publicaciones  prescritas  por  el  art.  63, 
título,  Actas  dd  Estado  Oivü,i  que  el  francés  no  haya  contra- 
venido á  las  disposiciones  contenidas  en  el  capítulo  prece- 
dente. 

Art  171.  En  los  tres  primeros  meses  de  la  vuelta  del  fran- 
cés al  territorio  del  imperio,  el  acta  de  celebración  del  matri- 
monio contraído  en  país  estranjero,  será  trascrita  en  el  rejistro 
público  de  matrimonios  del  lugar  de  su  domicilio. — (Código 
Civil  Franca.) 


■l     i  mu  >■—*■*—» — — — — — ■'     "'     "'      ,mm 
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TARIFA  PROVISIONAL  DE  LAS  CANCILLERÍAS  CONSULARES 

I.  Todos  los  Cónsules,  cualquiera  que  fuese  su  grado,  están 

autorizados  para  cobrar  los  derechos  siguientes : 

S.  Ct 

1.  Por  el  rejistro  en  el  Consulado,  de  una  acta  de  na- 
cimiento, matrimonio  ó  defunción 1 

*2.   Por  el  rejistro  de  cualquier  otro  instrumento  rela- 
tivo al  estado  civil  de  peruanos - -     1 

3.  Por  el  rejistro  de  toda  deolaracion  ó  protesta,  he- 
cha en  el  Consulado,  á  petición  de  parte  intere- 
sada  .. M «...- 1 

Si  excediese  de  25  renglones : — por  cada  20  renglo- 
nes de  exceso.... 20 

4.  Por  el  rejistro  de  escritura  ú  otros  instrumentos 
públicos  sobre  cualquier  clase  de  contratos., 2  50 

Si  la  minuta  rejistrada  excediese  de  un  pliego : 
— porcada  pliego  ble  exceso.... 1 

5.  Por  el  certificado  de  una  acta  de  nacimiento,  ma- 
trimonio ó  defunción,  rejistrada  en  el  Consulado...        50 

6.  Por  el  certificado  de  nacionalidad  ó  de  superviven- 
cia         50 

7.  Por  todo  certificado  consular  no  especificado 50 

8.  Por  el  Y.°  B.°  ó  legalización  consular  en  un  certi- 
ficado de  nacionalidad  ó  de  supervivencia, 25 

■  9.   Por  la  legalización  ó  visa  de  un  pasaporte  espedido 

á  un  peruano 25 

10.  Por  la  legalización  de  un  pasaporte  espedido  á  un 
estranjero 50 

11.  Por  la  legalización  de  traducciones,  copias  ó  firmas.        50 

12.  Por  cualquiera  otra  legalización  no  especificada......        25 

13.  Por  la  espedicion  de  un  pasaporte  á  peruano  ó  es- 
tranjero     1 

14*    Por  la  espedicion  de  copias  autorizadas  con  el  sello 
consular,  de  los  rejistros  ó  documentos  que  obren 

en  el  Consulado : — por  copia 1  50 

Si  la  copia  excediese  de  25  renglones :— por  cada 
SO  renglones  da  exoesoIMMMtt9VMtMMMM «...      20 
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15.  Por  el  depósito  do  rejistros,  documentos,  contra* 
tas,  etc.,  hecho  en  el  Consulado,  incluso  el  recibo 

ó  certificado  de  depósito ;..    2 

16.  Por  el  depósito  de  mercaderías,  .valores  ó  efectos 
mobiliarios,  hecho  bajo  la  garantía  del  Consolado : 
incluso  el  certificado  de  depósito 1  % 

17.  Por  la  intervención  del  Cónsul  en  la  facción  de  un 
testamento..., 4 

18.  Por  su  intervención  con  el  objeto  de  poner  ó  rom- 
per sellos  consulares,  ó  con  el  de  practicar  recono- 
cimientos ú  otias  diHjencias  que  requieran  su  pre- 
sencia fuera  del  lugar  de  su  despacho.'. 3 

Si  la  presencia  del  Cón&ul  fuese  requerida  por 
mas  de  tres  horas, — por  cada  hora  de  exceso 1 

19.  Por  su  intervención,  cuando  fuese  requerida  para 
la  formación  de  inventarios,  entrega  de  bienes  i 
otras  dilijenciab  del  mismo  Jenaro. 4 

Si  la  presencia  del  Cónsul  fuese  requerida  por 
mas  de  tres  horas, — por  cada  hora  de  exceso 1 

Si  se  exijiese  ademas  su  intervención  en  la  tasa- 
ción de  los  bienes  inventariados  sobre  el  valor  de 
la  tasación ¿  % 

20.  Por  su  intervención  cuando  fuese  solicitada  para 
la  venta  pública  de  bienes : — si  el  precio  de  venta 
no  excediese  de  5,000  soles........... 1¿  % 

Si  el  precio  de  venta  excediere  de  5,000  soles,  co- 
brará ademas  sobre  el  exceso •••....  \  % 

21.  Por  la  interven  don  que  le  corresponda  (según  los 
tratados,  las  leyes  i  los  usos  del  país),  en  la  admi- 
nistración de  bienes  de  peruanos  ausentes  ó  intes- 
tados, ó  en  la  venta  de  dichos  bienes : — sobre  el 
valor  del  dinero  recaudado  i  sobre  el  producto  de 
la  venta......... 2  J£ 

22.  Por  la  administración  i  la  venta  de  bienes  de  pe- 
ruanos ausentes  hó  intestados  (cuando  según  los 
tratados,  las  leyes  ó  los  usos  del  país  deban  hacer- 
se por  el  mismo  Cónsul  bajo  su  responsabilidad) : 
—«obre  el  valor  de  los  bienes  meramente  adminis- 
trados,,,  „t- „„ 1  % 

H 
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V. 


s.  c. 

•  Sobre  el  valor  del  dinero  recaudado  i  sobre  el  pro- 
ducto de  las  ventas  realizadas 2  % 

23.  Pc#la  asistencia  del  Cónsul,  (cuando  fuere  reque- 
rida para  intervenir  en  cualquier  acto  fuera  del 
lugar  de  su  residencia : — los  gastos  de  traslación  i 

ademas  por  dia 5 

IL  Los  Cónsules  que  tengan  su  residencia  en  un  puerto  de 
mar  cobraran  ademas  los  derechos  siguientes,  que  especial- 
mente hacen  referencia  á  sus  relaciones  con  la  marina  mer- 
cante : 

2*.  Por  el  rejistro  de  cualquier  acta  estendida  por  el 
capitán  de  un  buque,  á  causa  de  nacimiento,  de- 
función, testamento  ó  inventario  verificado  á  bor- 
do del  mismo  buque ,; , r..r..        60 

Si  la  acta  excediese  de  25  renglones, — por  cada 
20  renglones  de  exceso 20 

25.  Por  el  rejistro  de  una  declaración,  protesta  maríti- 
ma ú  otras  hechas  ante  el  Consulado  por  el  capi- 
tán de  un  buque , 1 

Si  excediese  de  25  renglones, — por  cada  20  ren- 
glones de  exceso.*. 50 

26.  Por  el  certificado  de  la  entrada,  salida,  visita  ó 
arribada  de  un  buque  : — por  certificado 50 

27.  Por  el  certificado  del  oríjen,  destino,  embarque  ó 
desembarque  de  mercaderías: — por  certificado 50 

28.  Por  cualquier  certificado  exijido  por  las  autorida- 
des locales  para  permitir  la  salida  de  un  buque 50 

29.  Por  la  legalización  de  los  manifiestos  de  la  carga. 

de  un  buque  peruano,  á  su  entrada  ó  salida. 25 

30.  Por  la  legalización  de  los  manifiestos  de  la  carga 

de  un  buque  estranjero,  cuando  fuese  requerida....        50 

31.  Por  la  legalización  de  la  carta  de  sanidad  de  un 
buque  peruano  6  estranjero,  cuando  fuese  reque- 
rida.          25 

32.  Por  el  V.°  B.°  consular  ó  cualquiera  anotación  de 
altas  ó  bajas  en  el  rol  de  marineros  de  un  buque 
peruano :— Por  cada  marinero 20 

33.  Por  expedir  una  carta  de  sanidad  á  un  buque  pe- 
ruano, cuando  debiese  hacerlo  el  Cónsul,,,,,,,.,,  §q 
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S.  O, 

34.  Por  espedir  una  carta  de  sanidad  á  un  buque  es- 

tranjero  cuando  fuese  requerida 1 

35.  Por  espedir  un  pasavante  provisional : — si  el  bu- 
que midiese  menos  de  200  toneladas 4 

Si  midiese  mas  de  200  toneladas. •    6 

36.  Por  renovar,  en  caso  de  pérdida,  un  diario  de  na- 
vegación......  ;..Ma.    1 

37.  Por  renovar,  en.  caso  de  pérdida,  un  rol  de  tripu- 
lación      1 

38.  Por  el  depósito  en  el  Consulado  de  los  papeles  de 
un  buque  peruano : — si  el  buque  midiese  menos  de 

200  toneladas. , r 25 

Si  midiese  mas  de  200  toneladas CO 

39.  Por  la  intervención  del' Cónsul  en  el  arreglo  de 
salarios  de  individuos  de  la  ^tripulación  de  un 
buque 25 

40.  Por  el  depósito  de  las  sumas  destinadas  por  el  ca- 
pitán al  trasporte,  gastos  de  enfermedad  ó  entierro 
de  marineros. 1 

41.  Por  la  intervención  del  Cónsul  ¿en  la  venta  de,un 
buque :— si  el  buque  midiese  menos  de  200  tone* 
ladas .....v „.    7  60 

Si  midiese  mas  de  200  toneladas...... 15 

42.  Por  la  autorización  consular  para  la  distribución 
de  una  avería,  ó  la  declaración  de  haber  lugar  á 
tomarse  un  préstamo  á  la  gruesa  ó  la  de  desem- 
barcarse la  carga  ó  la  de  abandonarse  el  buque....*    4 

43.  Por  su  intervención,  cuando  fuese  requerida  en  el 
caso  de  levantarse  un  empréstito  á  la  gruesa : — 

el  valor  del  empréstito ¿ ¿  %  , 

44.  Por  el  depósito  de  sumas  provenientes  de  avería, 
naufrajio  ó  presas  é  incluso  el  certificado  del  depó- 

•    sito..### i  % 

45.  Por  la  intervención  del  Cónsul  en  la  venta  de 
"*'  mercaderías  averiadas  ó  que  no  puedan  conservar- 
Be: — sobre  el  precio  de  venta ¿  % 

46.  Por  su  asistencia  personal  en  los  casos  de  naufrajio  . 

k.;   ti  otro  desastre  marítimo: — lof   gasto*  de  traala-  .; 

V  v  ciom  ladswas  p>*  ^ ^hm.,.»*^.,,^ , ,<.    6 
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Lima,  Noviembre  19  de  1862. 

Visto  este  espediente  con  los  anteriores  informes  i  conside- 
rando que  la  organización  oficial  de  las  profesiones  industria- 
les no  es  el  medio  de  promover  su  progreso,  ni  está  en  armo- 
nía con  el  art.  23  de  la  Constitución  del  Estado ;  queda  sin 
efecto  el  decreto  de  29  de  Julio  de  1840,  pudiendo,  sin  em- 
bargo, los  artesanos  asociarse  para  realizar  cualquier  fía  que 
no  se  oponga  al  orden  público,  en  virtud  del  derecho  que  les 
concede  el  art.  29  fde  la  misma  [Constitución. — Comuníqu 
publíquwe. — Rúbrica  de  S.  K— Arenas. 


Lima,  á  15  deMayo  de  1863. 

,  .... 

Visto  este  espediente  con  el  reglamento  que  se  acompaña 
i  considerando  que  las  instituciones  gremiales  están  condena- 
das umversalmente  por  los  principios  económicos  i  por  la  li- 
bertad que  reclama  la  industria;  que  á  mas  del  carácter  de 
monopolio  que  traen  consigo,  ellas  están  prohibidas  por  el 
art.  23  de  la  Constitución  que  garantiza  el  ejercicio  libre  de 
todo  oficio,  industria  ó  profesión ;  que  con  el  fin  de  dar  ma- 
yor vigor,  claridad  i  cumplimiento  al  citado  precepto  consti- 
tucional, se  espidió  el  decreto  de  19  de  Noviembre  de  1862 
derogatorio  del  de  29  de  Julio  de  1840;  que  el  Gobierno  res- 
petando las  leyes  i  deseando-  favorecer  la  libertad  de  trabajo 
en  todas  las  clases  de  la  sociedad,  considera  los  gremios  in- 
dustriales como  trabas  que  se  oponen  al  desarrollo  de  la  ri- 
queza pública ;  por  lo  tanto  i  de  conformidad  con  el  dictamen 
fiscal,  el  Gobierno  declara :  que  no  puede  prestar  su  aproba- 
ción al  reglamento  que  para  el  gremio  de  arrieros  de  Tacna, 
ha  elevado  el  Prefecto  del  departamento  de  Moquegua,  i  pre- 
véngase, con  este  motivo  al  espresado  funcionario ;  que  no 
por  esto  se  priva  á  los  arrieros  de  Tacna  del  derecho  que  tie- 
nen de  asociarse  litounent»  para  realizar  cualquier  fin  qua 
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no  se  oponga  al  orden  público  ni  á  la  libertad  de  industria, 
i  que  en  el  caso  de  que  cometan  algunas  faltas  ó  crímenes,  cui- 
de del  cumplimiento  de  las  leyes  civiles,  de  comercio  i  pena- 
les, que  determinan  las  obligaciones,  responsabilidades  ó  penas 
en  que  incurren  los  porteadores,  operarios  i  demás  que  pres- 
tan ó  alquilan  sos  servicios. — Circúlese  á  todos  los  Prefeotok 
i  publíquese. — Rúbrica  de  S.  E. — Freyre. 


XXXIX 


El  decreto  vijente  es  el  de  12  Mayo  de  1852.  Sus  principa- 
les disposiciones  son  las  siguientes :  (l) 

La  contribución  de  patentes  que  según  la  lei  es  de  4  %  so* 
bre  la  utilidad  de  la  industria,  se  pagará  en  dos  partes ;  una 
en  el  primer  semestre  i  la  otra  en  el  segundo. 

El  impuesto  de  patentes  continuará  cobrándose  en  las  po- 
blaciones donde  actualmente  se  halla  establecido,  i  en  las1 
cuales  no  se  exije  otra  contribución  industrial. 

Para  formar  la  matrícula  de  los  que  deban  pagar  patentes, 
nombrarán  los  Prefectos  el  2  de  Enero  de  cada  año  apoderados 
fiscales ;  i  ordenarán  á  los  Sub- prefectos  convoquen  á  los  ne- 
gociantes de  cada  ejercicio  para  que  elijan  de  su  seno  dos 
diputados. 

Estos  presentarán  sin  demora  al  Sub-prefecto  i  apoderada 
fiscal  una  lista  de  los  individuos  que  pertenecen  i  negocian 
en  la  (respectiva  industria,  dividida  en  cuatro  órdenes  ó  cla- 
ses. Pondrán  en  la  primera  á  los  de  mayor  jiro,  á  los  de  me- 
nor en  la  cuarta,  i  en  la  segunda  i  tercera,  á  los  que  deban 
por  sus  recursos  i  utilidades  ocupar  lugar  en  ellas.  • 

Señalarán  los  diputados,  como  se  ha  hecho  hasta  ahora,la 
cantidad  en  que  computen  la  ganancia  del  que  mayor  la  ten- 
ga en  la  primera,  i  del  que  la  disfrute  menor,  en  la  cuarta  cla- 
fle.  Se  restará  la  menor  suma  de  la  mayor,  i  de  la  que  resulte 
Be  formarán  tres  partes  iguales. 

(X)  Últimamente  se  ha  declarado  que  deben  pagar  patente  de  industria  loe 
Jerentes  de  Bancos,  los  de  las  demás  sociedades  mercantiles,  los  tenedores  do 
libros»,  cajeros,  empleados  6  dependientes  de  comercio  i  todos  los  que  obtengan 
utilidades  6  renta  como  producto  de  su  profesión  6  industria,  que  no  ae  hallen 
•acentuados  ©apresamente  por  la  lei. 


*.  V. 
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A  los  de  cuarta  clase  se  lee  gravará  con  el  cuatro  por  ciento 
«obre  la  cuota  considerada  á  la  menor  ganancia,  i  ese  sari  el 
valor  anual  de  sus  patentes. 

A  los  de  tercera  clase  se  computará  como  ganancia  la  de  los 
de  cuarta,  aumentándose  con. una  de  las  terceras  partes  que  se 
han  indicado,  i  de  la  suma  de  ambas  cantidades  se  sacará  el 
cuatro  por  ciento. 

Para  los  de  segunda,  se  considera  á  la  de  los  de  tercera  con 
Qn  aumento  igual  de  la  tercera  parte  ya  citada. 

Los  de  la  primera  abonarán  dicho  cuatro  por  ciento  anuab 
por  valor  de  patente,  sacándose,  de  una  suma  igual  á  la  compu- 
tada para  los  de  segunda  clase,  con  mas  la  misma  tercera  par- 
te aumentada  á  las  dos  clases  inferiores  ;  con  cuyas  operacio- 
nes quedará  el  impuesto  arreglado  á  la  lei  i  proporcional  para 
todas  las  clases. 

-Si  el  apoderado  fiscal  no  se  conforma  con  el  señalamiento 
que  hagan  los  diputados  del  gremio,  hará  sus  observaciones 
para  que  se  rectifique.  Mas,  si  las  bailase  justas,  el  Sub-prefec- 
to  lo  decidirá  así,  ó  cortará  cualquiera  diferencia  del  modo 
que  sea  mas  equitativo. 

Concluidas  estas  operaciones,  firmarán  los  diputados  espre- 
sando  antes  bajo  juramento,  que  hau  procedido  según  su  con- 
ciencia. 

Cuando  en  un  jiro  ó  industria  no  haya  mas  que  una  perso- 
na, no  se  hará  otra  cosa  que  sacar  el  cuatro  por  ciento  del  va- 
lor de  la  utilidad  que  se  le  calcule.  Lo  mismo  se  verificará,  si 
existen  varios  en  una  sola  clase.  Mas,  eu  los  casos  en  que  el 
i  t  ¿remie  se  distribuya  solo  en  dos  ó  tres  clases,  como  podrá 

suceder,  se  procederá  en  los  términos  prescritos  para  cuando 
hubiese  cuatro  clases. 

Los  Prefectos  harán  publicar  por  bando  un  decreto  en  que 
mandarán  que  cada  individuo  tome  su  patente  dentro  del  pla- 
zo que  señale.  A  fin  de  Abril  no  debe  haber  persona  alguna  de 
jiro,  sin  su  respectiva  patente  del  primer  semestre  del  año. 

El  que  no  la  sacase  de  la  tesorería  en  el  término  prescrito, 
será  ejecutado  i  pagará  ademas  la  cuarta  parte  del  valor  de 
ella,  como  multa  á  beneficio  de  los  recaudadores.  A  estos  los 
nombrará  el  Tesorero  bajo  su  responsabilidad. 

Cuando  alguna  persona  se  quejo  con  motivo  de  error  6  injus-. 
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ticia  de  los  diputados,  el  Prefecto  resolverá  con  vista  de  lo  que 
éstos  i  el  apoderado  fiscal  informen.  Si  hubiese  que  alterar 
alguna  vez  el  señalamiento,  se  dispondrá  que  el  Tesorero  haga 
la  rebaja  correspondiente  en  el  adeudo  de  que  se  hubiese  for- 
mado cargo  i  que  anote  en  la  patente  del  interesado  la  modifi- 
cación. 

Después  del  15  de  abril  no  se  admitirá  reclamación  alguna 
i  la  matrícula  rejirá  hasta  que  espire  su  período  de  un  año. 

Todo  el  que  abra  establecimiento  de  industria,  después  de 
finalizar  el  mes  de  Abril,  no  pagará  patente  por  él  primer  se- 
mestre. Si  lo  abriese  antes,  entonces  abonará  el  valor  de  ella ; 
al  efecto,  se  le  inscribirá  por  el  apoderado  fiscal  una  lista  adi- 
cional compuesta  de  los  que  emprendiesen  su  jiro  público  des- 
pués de  hecha  la  matrícula.  A  esto  les  fijará  solo  el  gravamen 
impuesto  á  los  de  última  clase  de  su  gremio.  Si  en  este  no  exis- 
te mas  clase  que  una,  la  patente  se  espedirá  por  la  mitad  de 
su  valor. 

Cuando  se  cierren  establecimientos  en  el  espacio  de  tiempo 
que  media  desde  la  fecha  en  que  el  apoderado  fiscal  hizo  el 
ajuste  del  gremio  respectivo,  hasta  el  día  último  de  Abril  en 
que  no  debí  quedar  patente  alguna  en  tesorería,  dará  conoci- 
miento de  tales  ocurrencias  el  mismo  apoderado  fiscal,  com- 
probándolas con  informe  de  la  Intendencia,  en  cuja  vista 
mandará  el  Prefecto  al  Administrador  cancele  las  patentes  i 
rebaje  el  cargo  abierto.  Si  en  la  Tesorería  se  sabe  primero,  por 
medio  de  los  recaudadores,  que  un  establecimiento  ha  dejado 
de  existir  en  ese  período,  se  precisará  al  apoderado  fiscal  i 
cumplir  la  obligación  que  en  este  artículo  se  le,  impone. 

No  se  admitirán  quiebras  de  otra  naturaleza  en  el  ramo. 

Con  respecto  al  segundo  semestre,  el  bando  se  publicará 
el  1.°  de  Julio  i  la  recaudación  quedará  concluida  á  fin,  do 
Agosto. 

El  que  abra  establecimiento  desde  1.  °  de  Noviembre  hasta 
fin  de  Diciembre  no  pagará  patente  ;  pero  si  lo  hace  antes,  es 
decir  desde  1.  °  de  julio,  hasta  terminar  Octubre  estará  sujeto 
á  lo  prescrito,  para  lo  cual  se  ejecutará  lo  ya  dispuesto. 

Se  observará  igualmente  lo  dicho,  si  se  cerrasen  estableci- 
mientos en  el  tiempo  que  corre  desde  ¡1.°  d«  {Julio  ¡a  31  de 
Agosto 
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Siempre  que  en  un  mismo  taller  6  lugar  de  trato  ee  jire  en 
objetos  de  varias  industrias,  i  por  consiguiente,  el  dueño  de  el 
aparezoa  inscrito  en  mas  de  un  padrón,  pondrá  su  nombre  el 
apoderado  fiscal  en  una  lista  que  hará  de  los  que  en  tal  caso 
se  bailen  i  la  entregará  separadamente  al  Tesorero.  Este,  reu- 
niendo las  diversas  cuotas  con  que  cada  cual  resulte  gravado 
lo  pondrá  la  suma  de  ellas  en  una  sola  patente. 

Aunque  un  contribuyente  fallezca  o  se  ausente,  si  el  esta- 
blecimiento continúa  en  jiro,  tienen  que  pagar  la  patente  las 
personas  que  al  frente  de  él  aparezcan  aunque  sus  nombres 
no  se  hallen  en  la  matrícula. 

En  consecuencia  del  art.  2.  °  de  este  decreto,  se  tendrá 
entendido  que  la  escepcion  que  contiene,  no  liberta  á  los  arte- 
sanos i  menestrales  de  pagar  patente  por  la  suma  en  que  sus 
ganancias  pasen  o  excedan  de  los  doscientos  pesos  declarados 
libres.  En  este  concepto  se  considerará  en  la  matrícula,  á  los 
que  en  tal  caso  se  hallen,  colocándolos  en  la  clase  que  deban 
ocupar  per  lo  respectivo  á  estas  utilidades. 


Lima,  ál7de  Marzo  di  1846. 

"En  atención  á  que  la  Constitución  exije  las  calidades  de 
peruano  de  nacimiento  i  ciudadano  en  ejercicio  para  ser  ▼ocal 
ó  fiscal  de  alguna  Corte,  ó  juez  de  1.  *  instancia  i  á  que  por  la 
leí  de  20  de  Setiembre  de  1845  se  ha  declarado  que  aún  los 
jueces  de  minería  deben  tener  estas  calidades ;  i  siendo  incues- 
tionable que  los  conjueces  ejercen  la  misma  jurisdicción  en 
las  causas  para  que  son  nombrados  que  la  que  tienen  los  jueces 
i  vocales,  se  declara : — que  no  puede  ser  conjuez  accidental 
ningún  abogado  estranjero. — Trascríbase,  etc. — Rúbrica  de 
a  &—Pa*rSoldan. 


Lima,  a  6  de  Agotto  de  181fi. 


"Considerando  que  es  atribución  del  Ejecutivo  dar  decretos 
i  órdenes  para  el  mejor  cumplimiento  de  la  Constitución  i  de 
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las  le  jes ;  que  en  usa  de  esta  atribución  constitucional  resol- 
vió en  17  de  Marzo  último  que  los*  abogados  estranjeros  no 
pueden  ser  llamados  de  conjueces  a  los  juzgados  i  tribunales  de 
la  República,  llévese  adelante  la  citada  disposición  conforme 
con  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  i  publiques©, — Rúbrica 
de  S.  IL—PazSoldaR. 

331 

RAZÓN  del  valor  á  bordo  en  Cádiz  de  los  pro- 
ductos españoles  i  estranjeros  importados 
al  Perú  en  cada  afío  de  1 781  á  1 795. 


VALOR 

VALOR 

AÑOS 

DE  PRODUCTOS 

DE    PRODUCTOS 

VALOR  TOTAL 

ESPAÑOLES 

ESTBAHJEROS 

- 

1781 

$         144,952  7 

$       309,230  4 

$       4124,183  3 

1782 

566,218  1 

633,435  3 

1.199,653  4 

1783 

695,295  7 

1.049,348  4 

1.744,644  3 

1784 

1.020,434  1 

2.073,530  4 

3.093,964  5 

1785 

2.318,448  1 

3.727,267  4 

6.045,715  5 

1786 

6.136,067  4 

7.630,681  7 

13.766,749  3 

1787 

3.870,200  7 

2.911,898  2 

6.782,099  1 

1788 

1.557,901  0 

1.194,066  1 

2.751,967  1 

1789 

1.209,196  5 

1.460,226  3 

2.669,423  0 

1790 

2.297,962  4 

2.465,499  2 

4.763,461  6 

1791 

1.957,545  7$ 

2.226,310  1 

4.183,856  0 

1792 

2.147,970  3 

2.508,513  n 

4.656.484  24 

1793 

2.809,457  34 
1.969,645  5Í 

3.163,822  3Í 

5.973,279  7| 

1794 

1.663,594  6-í 

3.633,240  4 

1795 

1.688,751  6| 

1.412,239    | 

3.100,990  6 

TOTAL 

$    30.360,048  6 

$  34.429,665  7 

$  64.789,714  5 

Término 

1  medio  de 
i  7.  anual 

$      2.024,003  0 

$    2.295,311  0 

$    4.319,314  0 

. 
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RAZÓN  del  valor  á  bordo  en  el  Callao,  del 
dinero  i  otras  producciones  de  la  América 
JEspañola,  esportadas  del  Callao  en  cada 
año  de  1781  á  1 795. 


autos 

CANTIDAD 
DE     DINERO 

VALOR 

DE    OTRAS 

PRODUCCIONES 

VALOR  TOTAL 

1781 
1782 
1783 
1784 
1785 
1786 
1787 
1788 
1789 
1790 
1791 
1792 
1793 
1794 
1795 

• 

%         433,306  0 
16.152,916  4 
7.144,325  2 
8.285,659  7 
4518,246  3 
5.463,973  1 
2.449,945  6 
6.220,387  2 
4.962,698  5* 
8.285,840  4¿ 
4.560,318  3 
5.047,814  5| 
6.460,323  3| 

$       117,766  V 
968,290  2 
733,587  4 
882,807  1 
906,022  0 
579,160  2 
523,080  0 
448,095  1 
736,891  7| 
955,111  2¿ 
1.643,130  6 
498,659  6 
162,952  0 

$       561,067  7 
17.121,206  6 
7.877,912  6 
9  168,4*7  0 
5.424,268  3 
6.043,133  3 
2.972,575  6 
5.668.4S2  3 
5.699,590  5¿ 
9.240,951  6¿ 
6.203,449  1 
5.546,474  3f 
6.623,275  3f 

TOTAL 

$    78.995,300  7 

$    9.155,554  7 

$  88.150,855  6 

Término 
medio  de 
v.  anual 

$      5.266,353  0 

$       610,370  0 

$    5.876,723  0 
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xlh 
í)e  las  quiebras 

TÍTULO  I 

DEL  ESTADO  DE  QUIEBRAS  I  SUS  DIFERENTES  ESP1CIE8 

Art.  1503.  Se  considera  en  estado  de  quiebra  á  todo  comer- 
ciante que  sobresee  en  el  pago  corriente  de  sus  •bligaciones. 

Art.  1504.  Se  distinguen  para  los  efectos  légale»,  cinco  cla- 
ses de  quiebras : 

1. *  Suspensión  de  pagos; 

2.  *  Insolvencia  fortuita ; 

3.  *  Insolvencia  culpable ; 

4.  *  Insolvencia  fraudulenta ; 

5.  *    Alzamiento. 

Art.  1055.  Entiendose  quebrado  de  primera  clase,  el  co- 
merciante que  manifestando  bienes  suficientes  para  cubrir 
todas  sus  deudas,  suspende  temporalmente  los  pagos,  i  pide 
¿  sus  acreedores  un  plazo,  en  que  pueda  realizar  sus  mercade- 
rías ó  crédito  para  pagarles. 

Art  1506.  Ea  quiebra  de  segunda  clase,  la  del  comerciante, 
á  quien  sobrevienen  infortunios  casuales,  é  inevitables  en  el  or- 
den regular  i  prudente  de  una  buena  administración  mercantil» 
i  que  reducen  su  capital  al  punto  de  no  poder  satisfacer  el  todo 
ó  parte  de  sus  deudas. 

Art.  1507.  Se  reputan  quebrados  de  tercera  clase  ;  los  qua 
se  hallen  en  alguno  de  los  casos  siguientes  : 
.  1.  °  Cuando  los  gastos  domésticos  i  personales  del  quebra- 
do hubiesen  sido  excesivos  i  desproporcionados  con  relación  á 
su  haber  líquido,  atendidas  las  árcuastanoias  de  su  rango  i 
familia; 

2.  °  Si  hubiese  hecho  pérdidas  en  cualquiera  especie  de 
juego,  que  excedan  de  lo  que,  por  via  de  recreo,  espone  en  en- 
tretenimientos de  esta  clase  un  padre  de  familia  arreglado  ; 

3.  °  Si  las  pérdidas  le  hubiesen  sobrevenido  de  apuestas 
cuantiosas,  de  compras  i  ventas  simuladas,  ú  otras  operaciones, 
de  ajiotaje,  ouya  &it%  fopoafo  idbtóirtaiaont»  del  aaar  | 
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4.  °  Si  hubiese  revendido  á  pérdida  6  por  menos  precio 
del  corriente,  efectos  comprados  al  fiado,  en  los  seis  meses 
precedentes  á  la  declaración-  de  la  quiebra,  qne  todavía  estu- 
viese debiendo ; 

5.  °  Si  constase  que  en  el  periodo  trascurrido  desde  el  últi- 
mo inventario  hasta  la  declaración  de  la  quiebra,  hubo  ¿poca 
en  que  el  quebrado  estuviese  en  débito  por  sus  obligaciones  di- 
rectas, de  una  cantidad  doble  del  haber  liquido  que  le  resul- 
taba, según  el  mismo  inventario. 

Art.  1058.  Serán  también  tratados  en  el  juicio,  como  que- 
brados de  tercera  clase,  salvas  las  escepciones  que  propongan  i 
prueben  para  destruir  este  concepto  i  demostrar  la  inculpabi- 
lidad de  la  quiebra  : 

f  1.°  Los  que  no  hubiesen  llevado  los  libros  de  contabilidad 
en  la  forma  i  con  todos  los  requisitos  que  se  prescriban  en  la 
sección  2.  * ,  tít.  2.  °  lib.  1.  °  de  este  Código,  aunque  de 
sus  defectos  i  omisiones  no  haya  resultado  perjuicio  á  ter- 
cero : 

2.  °  Los  que  no  hubiesen  hecho  manifestación  de  quiebra  en 
el  término  i  forma  que  se  prescriben  en  el  art.  1069,  tít.  2.  ° 
de  este  libro. 

3.  °  Los  que  habiéndose  ausenta^,  al  tiempo  de  la  declara» 
don  de  la  quiebra,  ó  durante  el  progreso  del  juicio,  dejaren  de 
presentarse  personalmente  en  los  casos  en  que  la  lei  impone 
esta  obligación,  á  menos  de  tener  impedimento  lejítimo  para 
no  hacerlo. 

Art  1059.  Pertenecen  á  la  cuarta  clase  los  quebrados  en 
quienes  ocurran  «tlgimn»  de  las  circunstancias  siguientes  : 

1.  *  Si  en  el  balance,  memorias,,  libros  ú  otros  documentos 
relativos  á  su  jiro  i  negociaciones  incluyese  el  quebrado,  gas- 
tos, pérdidas  ó  deudas  supuestas  ; 

2.  *  Si  no  hubiese  llevado  libros,  ó  si  habiéndolos  llevado 
los  ocultare  ó  introdujere  en  ellos  partidas  que  no  se  hubiesen 
sentado  en  el  lugar  i  tiempo  oportuno  ; 

3.  *  Si  de  proposito  rasgase,  borrase  ó  alterase  en  otra  cual-* 
quier  manera,  el  contenido  de  los  libros ; 

4.  *  Si  de  su  contabilidad  comercial  no  resultare  la  salida 
ó  existencia  del  activo  de  su  último  inventario,  i  del  dinero, 
tutores,  muebles  o  efectos,  de  cualquiera  especie  que  sean,  que 
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constas©  ó  se  justifícase  haber  entrado  posteriormente  en  po- 
der del  quebrado; 

.   5.  *  Si  hubiese  ocultado  en  el  balance  alguna  cantidad  de 
dinero,  créditos,  jéneros  il  otra  especie  de  bienes  ó  derechos ; 

6.  *  Si  hubiese  consumido  i  aplicado  para  sus  negocios 
propios,  fondos  ó  efectos  ajenos  que  le  estuviesen  encomenda- 
dos, en  deposito,  administración  ó  comisión; 

7.  *  Si  sin  autorización  del  propietario  hubiese  negociado 
letras  de  cuenta  ajena,  que  obrasen  en  su  poder,  para  su  co- 
branza, remisión  ú  otro  uso  distinto  del  de  la  negociación,  i 
no  le  hubiese  hecho  remesa  de  su  producto  ; 

.  8.  *  Si  hallándose  comisionado  para  la  venta  de  algunos 
jéneros  ó  para  negociar  créditos  ó  valores  de  comercio,  hu- 
léese ocultado  la  enajenación  al  propietario  por  cualquier 
espacio  de  tiempo; 

9.  *  Si  supusiere  enajenaciones  simuladas,  de  cualquiera 
clase  que  sean ; 

10.  *  Si  hubiese  otorgado,  consentido,  firmado  ó  reconocido 
deudas  supuestas,  i  presumiéndose  tales,  salva  la  prueba  en 
contrario,  todos  los  que  no  tengan  causa  de  deber  ó  valor  de- 
terminado ; 

11.  *  Si  hubiese  comprado  bienes  inmuebles,  efectos  ó  crédi- 
tos en  nombre  de  tercera  persona  ; 

12.  *  Si  en  perjuicio  de  los  acreedores,  hubiese  antioipado 
pagos,  que  no  eran  exijibles  sino  en  época  postenor  á  la  decla- 
ración de  la  quiebra; 

13.  *  Si  después  del  último  balance  hubiese  negociado  el 
quebrado  letras  de  su  propio  jiro,  á  cargo  de  persona  en  cuyo 
poder  no  tuviera  fondos  ni  crédito  abierto  sobre  ella,  ó  autori- 
zación para  hacerlo ; 

14.  *  Si  después  de  haber  hecho  la  declaración  de  quiebra, 
hubiese  percibido  i  aplicado  á  sus  usos  personales,  dinero, 
efectos  ó  créditos  de  la  masa,  ó  por  cualquier  medio  hubiese 
distraído  de  ésta,  alguna  de  sus  pertenencias. 

Art.  1060.  Se  presume  de  derecho  quiebra  fraudulenta  ó  de 
cuarta  clase,  sin  perjuicio  de  las  escepciones  que  se  prueben 
en  contrario,  en  el  comerciante  de  cuyos  libros  no  pueda  de- 
ducirse, en  razón  de  su  informalidad,  cual  sea  su  verdadera 
situación  activa  i  pasiva,  é  igualmente,  en  el  que,  gozando  dq  . 
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salvo  conducto,  no  se  presente  ante  el  Tribunal  que  conoce  de 
la  quiebra,  siempre  que  por  este  se  le  mande  verificarlo. 

Art  1061.  Las  quiebras  de  los  corredores,  se  reputan  siem- 
pre fraudulentas,  sin  admitirse  ©acepción  en  contrario,  al  cor- 
redor quebrado  á  quien  se  justifique  que  hizo  por  su  cuenta, 
en  nombre  propio  ó  ajeno,  alguna  operación  de  tráfico  ó  jiro, 
ó  que  se  constituyó  garante  de  las  operaciones  en  que  intervino 
como  corredor,  aún  cuando  no  proceda  de  estos  hechos  el 
motivo  de  la  quiebra. 

Art.  1062.  Son  cómplices  de  las  quiebras  frudulentas  : 

1.  °  Los  que  habiéndose  confabulado  con  el  quebrado  para 
suponer  créditos  contra  él  ó  aumentar  el  valor  de  los  que  efec- 
tivamente tengan  sobre  sus  bienes,  sostengan  esta  suposición 
en  el  juicio  de  examen  i  calificación  de  los  créditos,  ó  en  cual« 
quiera  junta  de  los  acreedores  de  la  quiebra ; 

2.  °  Los  que  de  acuerdo  con  el  mismo  quebrad»  alterasen 
la  naturaleza  ó  fecha  del  crédito  para  anteponerse  en  la  gra- 
duación, con  perjuicio  de  otros  acreedores ;  aún  cuando  esto 
se  Verificase,  antes  de  hacerse  la  declaración  de  quiebra; 

3.  °  Los  que,  de  ánimo  deliberado ,  hubiesen  auxiliado  al 
quebrado,  para  ocultar  ó  sustraer  después  que  cesó  en  sus  pa- 
gos, alguna  parte  de  sus  bienes  ó  créditos  ; 

4.  °  Los  que,  siendo  tenedores  de  alguna  pertenencia  del 
quebrado,  al  tiempo  de  hacerse  notoria  la  declaración  de  quie- 
bra por  el  Tribunal,  que  de  ella  conozca,  la  entregasen  á  ¿bte, 
i  no  á  los  administradores  lejítimos  de  la  masa ;  á  menos  que 
siendo  de  país  ó  provincia  diferente  de  la  del  domicilio  del 
quebrado  prueben  que  en  el  pueblo  de  su  residencia  no  se 
tenia  noticia  de  la  quiebra; 

Esta  escepcion  no  será  admisible  con  respecto  á  los  que  ha- 
biten la  misma  provincia  que  el  quebrado  ; 

6.  °  Todos  los  que  negaren  á  los  administradores  de  la  quie- 
bra la  existencia  de  los  efectos  que  tuviesen  en  su  poder,  per- 
tenecientes al  quebrado ; 

6.  °  Los  que  después  de  publicada  la  declaración  de  quie- 
bra admitiesen  endosos  al  quebrado ; 

7.  °  Los  acreedores  lejítimos  que  hiciesen  conciertos  pri- 
vados i  secretos  con  el  quebrado!  en  perjuicio  i  fraude  de  1a 

nasa; 
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8.°  Los  corredores  que  interviniesen  en  operación  alguna 
de  tráfico  ó  jiro  que  hiciere  el  que  estímese  declarado  en  quicé 
bra  ; 

Art.  1063.  Los  cómplices  de  los  quebrados  fraudulentos 
serán  condenados  sin  perjuicio  de  las  penas  en  que  incurran, 
con  arreglo  á  las  leyes  criminales : 

1.  °  A  perder  cualquiera  derecho  que  tengan  en  la  masa  de 
la  quiebra,  en  que  sean  declarados  cómplices  ; 

2.  °  A  reintegrar  ala  misma  masa,  los  bienes,  [(Jerechos  i 
aeciones  sobre  cuya  sustracción  hubiese  recaído  [su  complici- 
dad; 

3.  °  A  la  pena  del  doble  tanto  de  la  sustracción,  aún  cuan- 
do no  se  llegara  á  verificar,  aplicada  por  mitad  al  Fisco  i  a 
la  masa  de  la  quiebra, 

Art»  1064.  Las  disposiciones  de  los  arta.  1062  i  1063,  sotyr* 
los  hechos  que  constituyen  complicidad  en  las  quiebras  £rau«r 
dulentas  i  responsabilidad  que  de  ella  resulta,  son  aplicables 
á  los  cómplices  de  los  alzados ;  quedando  sujetos  ademas  Á 
las  penas  que  prescriben  las  leyes  criminales  contra  los  que  i 
sabiendas  auxilíenla  sustracción  de  bienes  del  alzado — 

Art  1065.  Los  que  simplemente  i  sin  cometer  fraude  algu- 
no en  perjuicio  de  los  acreedores  del  alzado,  le  facilitasen 
medios  de  evasión,  no  son  cómplices  del  alzamiento  ni  contaren- 
la  responsabilidad  civil,  pero  si  incurrirán  en  las  penas  im« 
puestas  por  el  derecho  común,  á  los  que  favorecen  á  sabien* 
das,  la  fuga  de  los  criminales  ; 

Art  1066.  El  que  no  tenga  la  calidad  de  comerciante  no 
puede  constituirse  ni  ser  declarado  en  quiebra. 

Art.  1067.  Todo  procedimiento  sobre  quiebra  se  "ha  de  fun* 
dar  en  obligaciones  i  deudas  contraidas  en  el  comercio,  cuya 
pago  haya  cesado  ó  suspendídose,  sin  perjuicio  de  acumularse; 
á  ellas  deudas  que  en  otro  concepto  tenga  el  quebrado. 
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cion    de  quiebra,  se  proveerán  también  las  disposiciones  si* 
'gnitntes : 

■     I.  *  Kl  arresto  3el  quebrado  en  su  casa,  si  diere  en  el  acto 
fianza  de  cárcel  segura;  i  en  defecto  de  darla,  en  la  cárcel ; 
<     %  *  La  ocupación  jurídica  de  todas  las  pertenencias  del 
quebrado,  i  de  los  libros,  papeles  i  documentos  de  su  jiro  ; 

3.  *  El  nombramiento  de  depositario  en  persona  de  la  con- 
fianza del  Tribunal,  á  cuyo  cargo  se  pondrá  la  conservación  de 
todos  los  bienes  del  deudor,  hasta  que  se  nombren  Síndi- 
cos; 

4.  *  La  publicación  de  la  quiebra  por  edictos,  en  el  pueblo 
del  domicilio  del  quebrado,  i  demás  donde  tenga  establecimien- 
tos mercantiles  ;  i  su  inserción  en  el  periódico  de  la  plaza  ó  de 
la  provincia,  si  lo  hubiere  ; 

6. a  La  detención  de  la  correspondencia  del  quebrado,  para 
los  fines  i  en  los  términos  que  se  espresan  en  el  art.  1110 ; 

6.  *  La  convocación  de  los  acreedores  del  quebrado  á  la 
primera  junta  jeneral. 

*  Art.  1097.  La  ocupación  de  los  bienes  i  papeles  del  comer- 
cio del  quebrado   tendrá  efecto  en  la  forma  siguiente  ; 

1.°  Todos  los  almacenes,  depósitos  de  mercaderías  i  efec- 
tos del  quebrado  quedarán  cerrados  bajo  dos  llaves,  de  las 
Cuales,  tendrá  una  el  juez  i  la  otra  se  entregará  al  deposi- 
tario ; 

% a  Igual  dilijencia  se  practicará  en  el  escritorio  6  despa- 
cho del  quebradq,  haciéndose,  constar  en  el  acto  por  dilijencia, 
el  número,  clase  i  estado  de  los  libros  de  comercio  que  se  en- 
cuentran, poniéndose  en  cada  uno  de  ellos  á  continuación  de  la 
última  partida  una  nota  de  las  fojas  escritas  que  tenga,  la  cual 
se  firmará  por  el  juez  i  el  escribano.  Si  los  libros  no  tuvieren 
ías  formalidades  prescitas  por  este  Código,  se  rubricarán  tam- 
bién por  aquellos  todas  sus  fojas  :  .  . 

El  quebrado  ú  otra  persona  en  su  nombre  i  con  poder  suyo, 
podrá  asistir  á  estas  dilijencias,  i  si  lo  solicitare,  se  le  dará 
una  tercera  llave,  firmando  en  este  caso  los  libros  con  el  jaez 
i  el  escribano ; 

3.  °  En  el  mismo  acto  de  la  ocupación  del  escritorio,  se  fóf* 
mará  inventario  del  dinero,  letras,  pagarées  i  demás  documen-' 
$N  fc  ttfütos  p<rtaat«efitoft *  tó Btaa, i  tf  F^tóta  en  una. 
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arca  con  dos  llaves,  tomándose  las  precauciones  convenientes 
para  su  seguridad  i  buena  custodia  ; 

4.°  Los  bienes  muebles  del  quebrado  que  no  se  hallen  en 
almacenes,  en  que  puedan  ponerse  sobre  llaves,  i  los  semo- 
vientes, se  entregarán  al  depositario,  bajo  inventario,  deján- 
dole al  mismo  quebrado  la  parte  de  ajuar  i  ropas  de  uso  diario, 
que  el  juez  estime  que  le  son  necesarias  ; 

5.  °  Los  bienes  raices  se  pondrán  bajo  la  administración 
interina  del  depositario,  quien  recaudará  sus  frutos  i  produc- 
tos i  dará  las  disposiciones  convenientes,  para  evitar  cualquie- 
ra malversación  ; 

6.  °  Con  respecto  á  les  bienes  que  se  hallen  fuera  del  pue- 
blo del  domicilio  del  quebrado,  se  practicarán  iguales  dilij  en- 
cías en  los  pueblos  donde  se  encuentren  ;  despachándose  á 
este  fin  los  oficios  convenientes  á  sus  respectivos]  jueces  ; 
£Si  los  tenedores  de  estos  bienes  fuesen  porsonas  abonadas  i 
de  notoria  responsabilidad,  atendido  su  valor,  se  constituirá 
en  ellos  el  depósito,  escusándose  los  gastos  de  la  traslación  á 
poder  de  otros  sujetos, 

Art.  1098.  Cuando  la  quiebra  sea  de  una  sociedad  colectiva, 
se  estenderá  la  ocupación  de  bienes,  en  los  términos  que  pres- 
cribe el  artículo  anterior,  á  todos  los  socios  que,  en  el  contra* 
to  de  sociedad,  resulten  responsables  del  éxito  de  sus  negocia- 
ciones. 

Art.  1099.  El  juez,  con  asistencia .  del  depositario,  podrá 
examinar  á  su  voluntad  todos  los  libros  i  papeles  de  la  quie- 
bra, sin  extraerlos  del  escritorio,  para  tomar  las  instrucciones 
í  apuntes  que  necesiten,  para  {el  desempeño  de  las  atribución 
nes  que  les  corresponden. 

El  quebrado  podrá  asistir  por  sí  ó  por  su  apoderado  á 
esta  düijencia,  para  cuyo  fin  se  le  citará  previamente,  con  se- 
ñalamiento de  dia  i  hora. 

Art.  1100.  El  nombramiento  del  depositario  recaerá  en  un 
comerciante  de  notorio  abono  i  buen  crédito,  sea  ó  no  acree- 
dor á  la  quiebra ;  el  cual,  antes  de  dar  prinoipio  á  sus  funcicn 
Bes,  prestará  juramento  de  ejercer  bien  i  fielmente  su  encargo* 

Art.  1101.  Las  letras,  pagarées  ó  cualquier  otro  documento 
¿e  crédito  vencido,  se  cobrarán  por  el  depositario,  i  los  que 
ÉU9wa  pagaderos  oa  totÚciU?  4iteíett>a  w  remitirán  por  t( 
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mismo  para  su  cobro,  á  persona  abonad*,  con  previa  autori- 
zacion  del  juez. 

Art.  1102.  Será  de  cargo  i  responsabilidad  del  depositario 
practicar  laa  dilijencias  necesarias  con  las  letras  que  deban 
presentarse  á  la  aceptación,  ó  protestarse  por  falta  de-  esta  ó 
de  pago. 

Art.  1103.  Para  practicar  oportunamente  las  dilijencias 
provenidas  en  los  dos  artículos  anteriores,  se  estraerá  del  arca 
del  deposito  con  la  debida  anticipación,  los  documentos  de 
crédito  que  bajan  de  presentarse  al  pago  ó  á  la  aceptación. 

Art.  1104.  Todas  las  cantidades  que  se  recauden,  pertene-* 
cientes  á  la  quiebra  serán  puestas  en  el  arca  del  deposito  de 
dinero  i  valores  de  la  misma. 

Art.  1105.  Los  endosos,  recibos  i  cualquier  otro  documen- 
to de  obligación  ó  de  descargo  que  formalice  el  depositario  de 
la  quiebra  han  de  estar  autorizados  oon  el  Yuto  ButtvQ  del 
juez. 

Art.  1106.  El  depositario  no  podrá  hacer  ventas  de  los 
efectos  de  la  quiebra  como  no  sea  de  aquellos  que  no  pueden 
conservarse  sin  que  se  deterioren  ó  corrompan. 

Art.  1107.  Tampoco  podrá  hacer  otros  gastos  que  los  que 
absolutamente  sean  indispensables  para  la  custodia  i  conser- 
ración  de  los  efectos  que  tenga  en  depósito. 

Art.  1108.  El  depositario  de  la  quiebra  tendrá  derecho  á 
una  dieta,  que  prudencialmente  señalará  el  Tribunal  teniendo 
en  consideración  la  cantidad  de  los  bienes  que  compongan  el 
depósito,  sin  que  pueda  exceder  de  treinta  i  dos  reales  diarios. 
Ademas,  se  le  abonará  un  medio  por  ciento  sobre  las  cantida- 
des que  recaude,  i  el  importe  de  los  gastos  necesarios  que  ha- 
ga en  el  desempeño  de  su  encargo* 

Art.  1109.  En  los  mismos  edictos  en  que  se  baga  notoria  la 
quiebra  se  incluirá  la  prohibición  de  que  nadie  haga  pagos  ni 
entregas  de  efectos  al  quebrado,  sino  al  depositario  nombrado; 
bajo  la  pena  de  no  quedar  descargados  en  virtud,  de  diohos 
pagos  ó  entregas,  de  las  obligaciones  que  tengan  pendientes  en 
favor  de  la  masa. 

Así  mismo,  se  prevendrá  á  todas  las  personas  en  cuyo  po- 
der existan  pertenencias  del  quebrado,  que  hagan  manifesta- 
ron de  tilos  por  noUs  que  entregaran  al  juez,  so  pena  dtf 
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ser  tenidos  por  ocultadores  de  bienes  i  cómplices  en  ,1a  quie- 
bra. 

Últimamente,  se  anunciará  el  día  i  hora  para  la  primera 
junta  jendml  de  acreedores,  convocándolos  á  su  asistencia, 
bajo  apercibimiento  de  pararles  el  perjuicio  a  que  haya  lu- 
gar. 

Art.  1110.  La  correspondencia  del  quebrado  se  pondrá  en 
poder  del  juez,  quien  la  abrirá  á  presencia  de  aquel  ó  de  su 
apoderado,  entregando  al  depositario  las  cartas  que  tengan  re- 
lación con  la  dependencia  de  la  quiebra,  i  el  quebrado  las  que 
sean  de  otros  asuntos. 

Después  de  hecho  el  nombramiento  de  Síndicos,  serán  estos 
los  que  reciban  la  correspondencia,  llamando  siempre  al  que- 
brado ó  á  su  apoderado  para  abrir  las  cartas  que  vayan  diriji- 
das  al  mismo,  i  entregarle  las  que  no  pertenezcan  á  los  inte- 
reses de  la  masa. 

Art.  1111.  No  resnltando  del  examen  que  haga  el  juez  del 
balance  i  memoria,  presentados  por  el  quebrado,  ni  del  estado 
de  sus  libros  i  dependencias,  mérito  para  graduar  la  quiebra 
de  culpable,  podrá  el  Tribunal,  mandar  á  solicitud  del  mismo 
quebrado,  i  previo  informe  motivado  del  juez,  que  se  le  espida 
salvo-conducto  ó  se  le  alze  el  arresto  si  lo  estuviere  sufriendo, 
bajo  caución  juratoria  de  presentarse  siempre  que  fuese  lla- 
mado. 

AcL  1112.  Si  el  quebrado  no  hubiese  presentado,  al  mani- 
festarse en  quiebra,  el  balance  jenerai  de  sus  negocios,  según 
se  previene  en  el  art.  1070,  ó  cuando  se  hubiese  hecho  la  de- 
claración de  quiebra  á  instancia  de  sus  acreedores  ;  se  le  man- 
dará que  lo  forme  en  el  término  mas  breve  qu3  se  conside- 
re suficiente,  el  cual  no  podrá  exceder  de  diez  días,  poniéndole 
de  manifiesto,  al  efecto,  en  presencia  del  juez,  los  libros  i  pa- 
peles que  de  la  quiebra  necesitara,  sin  ¿estraerlos  del  escri- 
torio. 

Art.  1113.  En  el  caso  da  que  por  ausencia,  incapacidad  ó 
neglijencia  del  quebrado,  no  se  formase  por  éste,  el  balance 
jenerai  de  sus  negocios,  se  nombrará  inmediatamente  por  el 
Tribunal,  un  comerciante  esperto  que  lo  forme,  con  señala- 
miento de  un  término  breve  i  perentorio  que  no  podrá  ser  ma- 
yor de  quince  dias,  i  para  ello,  se  le  facilitarán  los  libros  i  pa- 
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peles  del  quebrado,  á  presencia  del  juez,  i  en   el  mismo 
escritorio. 

Art  1114.  En  ningún  caso  podrá  exceder  de  treinta  dias  el 
término  del  emplazamiento  de  loe  acreedores,  para  que  con- 
curran con  sus  documentos  á  la  primera  junta  j enera]. 

* 

Art.  1115.  Los  acreedores  que  se  hallen  fuera  del  lugar, 
gozarán  del  término  de  la  distancia,  conforme  al  Código  do 
Enjuiciamento. 

Art  1116.  Los  acreedores  que,  sin  constar  que  lo  sean  por 
el|balance  i  libros  del  quebrado,  presenten  al  juez  documentos 
que  prueben  créditos  líquidos  contra  aquel,  serán  admitidos  á 
la  junta,  haciendo  su  jestion,  antes  de  la  celebración  de  ésta, 
bajo  la  responsabilidad  que  previene  el  art  1062,  en  el  caso  de 
suposición  fraudulenta  de  créditos. 

Art  1117.  El  quebrado,  no  alzado,  será  citado  para  esta 
primera  junta  de  acreedores,  i  las  demás  que  se  celebren  en  el 
progreso  del  procedimiento,  para  que,  si  le  conviene,  conourra 
á  ellas,  por  sí,  estando  en  libertad,  ó  por  medio  de  apoderado. 

Art.  1118.  No  será  admitida  en  la  junta  persona  alguna  en 
representación  ajena,  si  no  se  halla  autorizada  con  poder  bas- 
tante, que  estará  obligado  á  presentar  en  el  acto  al  juez. 

Tampoco  podrán  llevar  los  apoderados,  ¡mas  que  una  repre- 
sentación. 

Art  1119.  Constituida  la  junta,  en  el  dia  i  lugar  señalados 
para  su  celebración,  se  dará  conocimiento  á  los  acreedores  del 
balance  i  memoria  presentados  porjel  quebrado,  haciéndose  en 
el  acta  por  el  juez,  de  oficio,  ó  á  instancia  de  cualquiera  de  los 
concurrentes,  todas  las  comprobaciones  que  crea  convenientes, 
con  los  libros  i  documentos  [de  quiebra  que  se  tendrán  ala 
vista, 

Art  1120.  El  depositario  presentará  también  á  la  junta,  un 
informe  circunstanciado  sobre  el  estado  de  las  dependencias 
de  la  quiebra,  i  el  juicio  que  pueda  formarse  sobro  sus  resulta- 
dos. Así  mismo,  formará  i  presentará  una  nota  de  las  recau- 
daciones i  gastos  hechos )  hasta  aquel  dia. 

Art  1121.  Si  el  quebrado  ó  su  apoderado  hiciesen  proposi- 
ciones en  esta  junta,  sobre  el  pago  de  los  acreedores,  se  proce- 
derá con  arreglo  á  las  disposiciones  de  los  arts,  1209, 1210 

X2H,  ^ 
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i  Ari  1122.  En  el  caso  de  hacerlas,  ó  de  que  de  ellas  no  re- 
sulte convenio  entre  el  quebrado  i  sus  acreedores,  se  paear& 
en  seguida  al  nombramiento  de  Síndicos  de  la  quiebra.  , 


TITULO  VIII 

> 

PS  LA  GBADüAClON  J  FAGO  Di  LOS  ACBB890&E3  . , 

f 

Art.  1172.  Los  mercaderías,  efectos  i  cualquiera  otra  espe* 
eje  de  bienes  que  existan  en  la  masa  de  la  quiebra,  sin  haberse 
transferido  su  propiedad  al  quebrado  por  un  título  legal  é  irre- 
vocable, se  considerarán  de  dominio  ajeno,  i  se  pondrá  á  dis- 
posición de  sus  lejítimoa  dueños,  precediendo  la  prueba  i  el 
reconocimiento  de  su  derecho,  en  la  junta  do  acreedores,  6  por 
sentencia  que  haya  causado  ejecutoria.  -  • 

Art.  1173.  Se  declaran  pertenecer  especialmente  á  la  olasé 
de  acreedores  de  dominio,  con  respecto  á  las  quiebras  de  loa 
comerciantes ; 

1.  °  Los  bienes  dótales  que  se  conservaren  en  poder  del  ma< 
rido,  constando  su  recibo  por  escritura  pública,  de  que  se  haya, 
tomado  razón  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  18; 

2.  °  Los  bienes  parafernales  que  la  mujer  hubiese  adquirido 
por  título  de  herencia,  legado  ó  donación,  ya  se  hayan  conser- 
vado en  la  forma  que  los  recibió  ó  ya  se  hayan  subrogado  é  in- 
vertido en  otros ;  con  tal  que  se  haya  cumplido  la  misma  far» 
malidad  en  las  escrituras  por  donde  conste  su  adquiaiciop ; 

3.  °  Cualquiera  especie  de  bienes  i  efectos  que  se  hubiesen 
dado  al  quebrado,  en  depósito,  administración,  arrendamiento, 
alquiler  ó  usufructo  ;" 

4.  °  Las  mercaderías  que  tuviere  el  quebrado  en  su  poder, 
por  comisión  de  compra,  venta,  tránsito  ó  entrega ;  . , 

5.  °  Las  letras  de  cambio  ó  pagarées  que  se  hubieren  remiti- 
do al  quebrado  para  su  cobranza  sin  endoso  ó  espresion  de  va- 
lor que  le  trasladara  su  propiedad,  i  klos  que  hubiese  adqui- 
rido por  cuenta  de  otro,  librados  ó  endosad  os  directamente  ex\ 
favor  del  comitente  ; 

6.  °  lo*  caudales  emitidos  al  quebrado  f asra  4§  cuon  t* 
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corriente,  para  entregarlos  á  persona  determinada  en  nombre 
i  por  cuenta  del  comitente,  ó  para  satisfacer  obligaciones  cuyo 
cumplimiento  estuviere  designado  al  domicilio  del  quebrado  ; 
'  7.  °  Las  cantidades  que  se  estuvieren  debiendo  al  quebrado 
por  ventas  que  se  hubiesen  hecho  por  cuenta  ajena,  i  las  letras 
i  pagarees  de  la  misma  procedencia  que  obren  en  su  poder ; 
aunque  están  estendidos  en  favor  del  dueño  de  las  mer- 
caderías vendidas  [siempre  "que  se  pruebe  que  la  obligación 
procede  de  ellas,  i  4ue  existían  en  poder  del  quebrado  por 
cuenta  del  propietario  para  hacerla  efectiva  i  remitirle  les  fon- 
dos á  su  tiempo  ;  lo  cual  se  presumirá  de  derecho,  si  no  estu- 
viese pasada  la  partida  en  cuenta  corriente  entre  ambos  ; 

8.  °  Los  jeneros  vendidos  al  quebrado  á  pagar  al  contado, 
cuyo  precio  ó  parte  de  el  no  hubiese  satisfecho,  Ínterin  subsis- 
tan embalados  en  los  almacenes  del  quebrado,  6  en  los  térmi- 
nos en  que  se  hizo  la  entrega  i  en  estado  do  distinguirse  espe- 
cíficamente por  las  marcas  ó  números  de  los  fardos  ó  bul- 
tos. 

9.°  Las  mercaderías  que  el  quebrado  hubiere  comprado  al 
fiado,  mientras  no  se  le  hubiese  hecho  la  entrega  material  de 
ellas,  en  sus  almacenes  ó  en  el  paraje  convenido  para  hacerla; 
ó  que  después  de  cargados  de  orden,  i  por  cuenta  i  riesgo  del 
comprador,  se  le  hubiesen  remitido  las  cartas  de  porte  ó  loa 
conocimientos. 

En  loa  casos  de  este  párrafo  i  el  anterior,  pueden  les  Síndicos 
«atener  los  jeneros  [comprados  ó  reclamarlos  para  la  masa,  pa- 
gando su  precio  al  vendedor. 

Art.  1194.  Del  producto  de  los  demás  bienes  de  la  quiebra, 
liecha  que  sea  la  deducción  de  las  pertenencias  de  los  acreedo- 
res can  título  de  dominio  serán  pagados  con  preferencia  los 
acreedores  privilejiados  con  hipoteca  legal  ó  convencional,  gra- 
duándose el  lugar  de  su  prelacion  respectiva  por  el  de  la  fecha 
de  cada  privilejio,  rsin  perjuioio  de  lo  dispuesto  en  cuanto  á  las 
naves,  en  el  art.  559  de  este  Código,  i  de  lo  que  previenen  las 
leyes  comunes  sobre  los  créditos  alimenticios  i  refaccionarios 
que  no  procedan  de  operaciones  mercantiles. 

Art.  1175.  En  la  clase  de  acreedores  hipotecarios,  entrará 
en  su  lugar  i  grado  la  mujer  del  quebrado  por  los  bienes  dota* 
les^consumidos  ó  enajenados  al  tiempo  de  la  quiebra,  i  las  ar 
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prometida*  enkeeoitura  dota!  que  no  excedan  de  latas* 
legal 

Art  1176b  En  él  caso  desagriada  quiebra,  dorante el miaño 
matrimonio,  no  tiene  derecho  la  mujer  del  quebrado,  á  recla- 
mar nuevamente,  con  prelacion  ni  ain  ella,  la  cantidad  extraí- 
da en  su  favor  de  la  masa  de  primera  quiebra,  por  razón  da 
dote  consumido  ó  per  arras ;  pero  será  acreedora  de  dominio  A 
les  bienes  i  muebles,  ó  imposiciones  sobre  estos  en  que  se  hu- 
biese invertido  aquella  cantidad,  siempre  que  la  adquisición  se 
haya  hecho  en  nombre  propio  i  que  la  escritora  de  compra  6 
imposición  se  haya  inscrito  á  su  debido  tiempo  en  el  rejistro 
de  documentos  del  comercio. 

Art»  1177.  "Los  acreedores  con  prenda,  entraran  en  la  clase 
de  hipotecarios  en  el  lugar  que  les  corresponda  según  la  fecha 
de  su  contrato,  devolviendo  á  la  masa  las  prendas  que  tuvie- 
ren en  su  poder. 

Art.  1178.  Cuando  hubiere  dos  6  mas  hipotecas  sobre  una 
misma  ñuca,  contraidas  en  un  solo  acto,  6  en  una  misma  fe- 
cha, se  dividirá  proporcionalmente  el  valor  ó  el  producto  de  la 
hipoteca,  entre  los  acreedores  que  la  hayan  adquirido. 

Art..  1179.  Cuando  los  acreedores  hipotecarios  no  queden 
cubiertos  de  sus  créditos  con  los  bienes  que  les  estuvieren  res- 
pectivamente hipotecados,  serán  considerados  en  cuanto  al  ex- 
cedente, como  acreedores  escriturarios. 

Art.  1180.  Después  de  los  acreedores  hipotecarios,  sigtfeO, 
en  el  orden  de  prelacion  los  que  lo  sean  por  escritura  pública, 
por  el  orden  de  sus  fechas. 

Art.  1181.  Cubiertos  que  sean  los  derechos  de  las  tres  cla- 
ses* precedentes,  se  distribuirá  el  haber  restante  de  la  quiebra 
sueldo  á  libra  siu  distinción  de  fechas,  entre  los  acreedores 
por  letras  do  cambio,  pagarlos  de  comercio  ó  comunes,  libran- 
zas, simples  recibos,  cuentas  corrientes  ú  otro  cualquier  título 
á  que  no  se  haya  declarado  preferencia. 

Art.  1182.  Para  el  reintegro  i  pago  respectivo  de  los  acre- 
edores, según  el  orden  prescrito  en  este  título,  procederán  les 
Síndicos,  celebrada  que  sea  la  junta  de  examen  i  reconoci- 
miento de  los  .créditos  deducidos  contra  la  quiebra,  á  la  clasifi- 
cación de  los  que  hayan  sido  reconocidos  i  aprobados,  dirigién- 
dolos en  cuatro  estados* 
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•En  el  primero,  se  comprenderán  los  acreedores  con  acción 
de  dominio ; 

En  el  segundo,  los  hipotecarios  por  la  W  &  P0*  «mtyaio,  so* 
gun  el  orden  de  su  prel&cion ; 

En  el  tercero,  los  escriturarios,  * 

En  el  cuarto,  los  comunes. 

Estos  estados  se  entregarán  al  juez,  quien  después  de  haber* 
los  examinado,  i  hallándolos  conformes  con  lo  acordado  en  la 
junta  de  reconocimiento  de  créditos,  los  pasará  inmediatamen- 
te al  tribunal  que  conoce  de  la  quiebra, 

Art.  1183.  Con  respecto  á  los  acreedores  de  dominio,  se  de- 
cretará desde  luego,  la  entrega  de  las  cantidades,  efectos  ó  bie- 
nes de  su  pertenencia,  espidiéndose  por  el  tribunal,  los 
mandamientos,  oficios  i  libranzas  consiguientes  para  que  so 
verifique,  i  en  su  virtud  se  tendrá  por  estinguida  su  represen- 
tacion  en  la  quiebra. 

Art.  1184.  Para  el  examen  i  aprobación  de  los  demás  esta* 
dos  de  la  graduación  de  créditos,  se  convocará  junta  jeneral 
de  acreedores  de  2.  * ,  3.  *  i  4.  *  clase,  cuyos  derechos  estén 
reconocidos. 

Esta  convocación  se  hará  por  cédulas  que  los  Síndicos  diriji., 
rán  á  los  acreedores  que  se  hallen  presentes  en  el  lugar  i  á  los 
apoderados  de  los  ausentes  que  tengan  acreditada  su  persone- 
ría ;  ademas  se  publicará  por  edictos  i  por  medio  del  periódico j 
si  lo  hubiere  en  el  pueblo. 

Art.  1185.  El  término  de  la  convocación  será  á  lo  mas  do 
tres  dias,  i  todo  el  que  trascurra  en  la  junta  de  examen  de  cré- 
ditos i  la  de  su  graduación,  no  podrá  exceder  do  quince. 

Art.  1186.  Abierta  la  sesión  de  la  junta,  se  leerán  integra- 
mente los  estados  de  graduación,  oyéndose  las  reclamaciones 
que  hagan  los  acreedores  presentes  ó  los  lejítimos  apoderados 
de  los  ausentes,  á  las  cuales  satisfarán  los  Síndicos,  i  si  con  la 
contestación  de  éstosa  no  se  conformaren  los  reclamantes,  deli- 
berará la  junta  sobre  el  agravio  que  cada  uno  de  ellos  hubiere 
deducido  bajo  las  bases  establecidas  en  losarts.  1124  i  1125. 

La  resolución  de  la  junta  podrá  ser  impugnada  en  justicia 
por  losjnteresados  á  quienes  pare  perjuicio,  continuándose  nó 
obstante  las  dilijencias  ulteriores  de  la  liquidación  de  la  quie- 
bra, salvas  las  resultas  de  las  demandas  que  ee  intenten, ^ 
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Art,  1187.  Cerrada  la  junta  de  graduación  de  créditos,  no 
bo  admitirá  impugnación  alguna  contra  los  estados  de  clasifi- 
cación i  orden  de  prelacion,  propuesto  por  los  Síndicos,  i  esta- 
rán obligados  á  pasar  por  su  tener  todos  los  acreedores  presen- 
tes en  la  junta,  que  no  los  impugnaron  ó  que  so  conformaron 
con  sus  reclamaciones,  asi  como  también  los  que  no  concurrid 
ron  á  ella, 

Art.  1188.  En  vista  del  acta  de  la  junta  de  graduación  so 
procederá  al  repartimiento  de  todos  los  fondos  disponibles  de 
la  quiebra  por  el  orden  ele  clases  i  prelacion  que  de  aquella 
resulte. 

Axt.  1189.  Las  cantidades  que  pudiesen  corresponder  á  los 
acreedores  que  tengan  demanda  pendiente  contra  la  masa,  por 
agravio  en  el  reconocimiento  ó  en  la  graduación  de  sus  créditos, 
so  incluirán  en  el  estado  de  distribución  de  los  que  se  repartan; 
.conservándolas  .depositadas.en  el  arca  de  la  quiebra,  hasta  la 
decisión  del  pleito  que  cause  ejecutoria. 

Art.  1190.  A  los  acreedores  que  teniendo  sus  créditos  reco« 
nocidos  i  graduados  por  los  acuerdos  de  la  junta,  so  les  hubiese 
hecho  impugnación  judicial  por  un  acreedor  particular,  se  les 
entregarán  sin  embargo  de  esta,  las  cantidades  que  les  corres- 
pondan, prestando  fianza  idónea  á  satisfacción  de  los  Síndicos, 
de  cuya  responsabilidad  serán  las  resultas  da  su  insuficiencia. 

Art  1191.  Ningún  acreedor  podrá  percibir  cantidad  alguna 
á  cuenta  de  su  crédito  sin  presentar  el  título  constitutivo  de 
este,  sobre  el  cual  se  estenderá  la  nota  del  pago  que  se  le  haga, 
firmándola  en  el  acto  el  acreedor  á  su  lejítimo  apoderado  con 
los  Síndicos,  i  dando  ademas  un  recibo  por  separado  á  favor  de 
éstos. 

Art.  1192.  Concluida  que  sea  la  liquidación  de  la  quiebra, 
rendirán  los  Síndicos  su  cuenta,  para  cuyo  examen  convocará 
el  Tribunal,  junta  jeneral  de  los  acreedores  que  conservaren 
interés  i  voz  en  la  quiebra ;  en  ella,  con  asistencia  del  quebra- 
do se  deliberará  sobre  su  aprobación,  oyendo  antes,  si  se  esti- 
mase necesario,  el  informe  do  una  comisión  que  haga  el  reco- 
nocimiento i  comprobación  de  la  cuenta ;  i  hallando  motivos  de 
reparo  sobre  ella,  se  deducirán  estos  en  forma,  ante  los  jueces 
de  la  quiebra. 

No  obstante  la  aprobación  de  la  junta,  podrá  el  quebrado  6 
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cualquiera  acreedor  impugnar  en  juicie,  á  sus  espensas,  i  bajo 
su  responsabilidad  individual  las  cuentas  de  los  Síndicos  ha- 
ciéndolo en  término  de  ocho  dias ;  por  su  trascurso,  sin  haber- 
se intentado  reclamación  algjina,  quedará  firme  6  irrevocable 
la  resolución  de  la  junta. 

Art.  1193.  Cuando  los  Síndicos  ó  alguno  de  ellos  cese  en  esta 
encargo  antes  de  concluirse  la  liquidación  de  la  quiebra,  rendi- 
rán igualmente  sus  cuentas  en  un  término  breve  que  no  podrá 
exceder  de  quince  dias,  i  se  examinarán  en  la  primera  junta  de 
acreedores  que  se  celebre,  con  previo  informe  de  los  Síndicos 
nuevos. 

Art.  1194.  Los  acreedores  que  no  sean  satisfechos  integra- 
mente de  sus  derechos  contra  el  quebrado,  con  lo  que  perciban 
del  haber  de  la  quiebra,  hasta  el  término  de  la  liquidación  de 
ésta,  conservarán  acción  por  lo  que  se  les  quede  debiendo  so- 
bre los  bienes  que  ulteriormente  pueda  adquirir  el  quebrado 
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[TITULO  XI 

DE  LA  BKHlBILIZÁCIÓX 

Art.  1224.  La  rehabilitación  del  quebrado  corresponde  al 
Tribunal  6  juzgado  que  hubiere  conocido  de  la  quiebra. 

Art.  1225.  Hasta  la  conclusión  definitiva  del  espediente  de 
calificación  de  quiebra,  no  es  admisible  la  demanda  del  quebra- 
do para  su  reaabilitacion. 

Art  122$.  Los  alzados  i  los  quebrados  calificados  de  frau- 
dulentos, no  pueden  ser  rehabilitados. 

Art.  1227.  Los  quebrados  culpables  pueden  ser  rehabilita- 
dos, acreditando  el  pago  íntegro  de  todas  las  deudas  liquidadas 
en  el  procedimiento  do  quiebra,  i  ol  cumplimiento  de  la  pena 
correccional  que  se  les  hubiere  impuesto. 

Art  1228.  A  los  quebrados  de  primera  i  segunda  clase,  les 
será  suficiente  para  que  obtengan  la  rehabilitación,  que  justifi- 
quen el  cumplimiento  exacto  del  convenio  aprobado  que  hu- 
biesen hecho  con  sus  acreedores.  Si  no  hubiere  mediado  conve- 
nio, estarán  obligados  á  probar  que  con  el  haber  de  la  quiebra, 
6  por  entregas  posteriores,  si  este  no  hubiese  sido  suficiente 
quedaron  satisfechas  todas  las  obligaciones  reconocidas  en  el 
procedimiento  de  quiebra. 
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Ait,  1229.  A  la  solicitud  de  rehabilitación  acompañaran 
los  quebrados  Jas  cartas  de  pago  ó  recibos  orijinales  por  donde 
conste  el  reintegro  de  los  acreedores. 

Art.  1230.  Por  la  rehabilitación  del  quebrado  cesan  todas 
los  interdicciones  legales  que  produce  la  declaración  de  quie- 
bra. 

Af  t,  1231.  Los  comerciantes  que  obtuvieren  reposición  del 
decreto  de  declaración  de  quiebra  en  la  forma  que  previenen 
los  arta.  1080  á  1064,  no  necesitan  do  rehabilitación, 

TITULO  XII 

DI  LA  CESIÓN  D»  BXEOTM 

Art.  1232.  Las  cesiones  do  bienes  de  los  comerciantes,  se 
entienden  siempre  quiebras  i  se  rejirán  enteramente  por  las 
leyes  de  este  libro. 

Esceptúanse  solo  las  disposiciones  relativas  al  convenio  i  á 
la  rehabilitación  que  no  tendrán  lugar  en  los  comerciantes  que 
hagan  cesión  de  bienes. 

Art.  1233.  La  inmunidad  en  cuanto  á  la  persona  que,  por  el 
derecho  común  se  concede  á  los  que  hacen  cesión  de  bienes 
no  tiene  lugar,  siendo  estos  comerciantes,  sino  en  el  caso  de 
ser  declarados  inculpables,  en  el  espediente  de  calificación  da 
quiebra,  {Código  de  Ccnurcio). 

XLH2 

*L  FUXBÓ  lÜCACASTIIf  EN  SL  PERÚ 

Una  de  las  instituciones  de  la  antigua  metrópoli,  que  aún 
conservamos,  i  que  ha  resistido  incólume  las  reformas  intro- 
ducidas por  la  independencia  en  nuestro  sistema  político,  es 
el  Consulado  de  Comercio.  Creación  vetusta  de  la  edad  media 
de  Europa,  el  tiempo  la  hacia  mirar  con  veneración,  no  osando 
ninguno  levantar  su  voz  para  hacer  resaltar  los  graves  inconve- 
nientes que  semejante  institución  encierra. 
r  No  es  difícil  trazar  la  historia  de  los  Ctoxunúadog  de  CoJOtr 
oio ;  ello  puede  hacerse  «a  breves  palabras, 
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Algunos  pretenden  descubrir  el  oríjen  de  estos  tribunales  en 
los  jueces  de  navegantes  de  la  Grecia,  i  en  la  lej^&lacion  Roma- 
na, invocando  la  lei  7,  <v6d.  de  Jurüdict,  [omn,  judie,  i  la  leí 
tínica  cody  de  monopol.  Pero  .aunque  es  evidente  que  en  la 
antigüedad  existieron  majistrados  especiales  encargados  de  re- 
solver las  controversias  mercantiles,  no  gozaron  nunca  de  la 
importancia  necesaria,  ni  lograron  adquirirla  influencia  sufi- 
ciente, para  que  pudiéramos  atribuirles  los  caracteres  de  una 
institución  pública.  Eran  cuando  mas  las  leyes  antiguas 
á  este  respecto,  lijeros  vestijios  que  servirán  mas  tarde,  tal  vez, 
tan  solo  para  lejitimar  la  idea  de  los  Consulados  de  Comercio, 
pero  el  verdadero  oríjen  debemos  buscarlo  en  otra  parte  i  en 
otras  épocas,  i  la  esplicacion  de  su  existencia,  en  otro  orden 
completamente  distinto  de  hechos. 

Sea  á  principios  del  siglo  XVI,  como  lo  afirman  muchos,  6 
bien  del  siglo  Y  al  VI,  come  lo  quiere  Azuni,  el  hecho  es  que 
en  Europa  fué  donde  primero  aparecieron  estos  tribunales,  en 
la  forma  i  con  el  carácter  que  tienen  entre  nosotros. 

En  Francia  se  establecieron  los  tribunales  del  comercio,  pa- 
ra neutralizar  el  poder  siempre  creciente,  de  la  nobleza.  Los 
comerciantes  que  pertenecían  al  estado  llano,  adquirieron  asi 
el  derecho  de  elejir  por  sí  mismos  los  jueces  que  dirimiesen  sus 
controversias  mercantiles.  Principiaron  á  ejercer  el  privilejio 
los  gremios  de  comerciantes  en  Tolosa  i  en  Rúan,  i  después, 
en  1553  una  lei  jeneral  lo  hizo  estensivo  á  los  comerciantes  de 
todo  el  reino.  Según  el  edicto,  el  tribunal  debia  renovarse 
Anualmente,  cuando  menos,' por  mitad ;  los  Cónsules  que  ce* 
Jteban  no  podian  ser  reelectos,  i  sus  fallos  eran  apelables. 

En  España,  á  solicitud  de  los  mercaderes  de  Burgos,  se  es- 
tableció el  Tribunal  especial  de  Comercio  ;  era  la  época  mui 
Oportuna  i  favoreció  [grandemente  la  medida.  El  Gobierno 
de  la  Monarquía  estaba  á  la  sazón  combatiendo  á  los  Árabes 
Í  persiguiendo  á  los  Judíos  ;  la  América  acababa  de  ser  des* 
cubierta,  i  los  Monarcas  católicos  tenian  sobre  .sus  manos  graj 
Ves  cuestiones,  necesitaban  recursos  de  todo  jénero,  estaban 
interesados  en  que  se  adoptase  la  inquisición  en  los  demás 
fceinos  de  España,  i  como  medio  de  lograr  todos  estos  desee  s 
se  decidieron  á  apoyar  con  enerjía  el  Comercio ;  así  conse* 
guian  aumentarlos  fondos  públicos,  i  anonadar  )a  resillo* 


APÉNDICE  111 

cia  qué  pudieran  oponer  los  comerciante  ni  pago  de  la*  g&« 
velas  establecidas. 

En  Italia  también  se  erijió  el  Consulado  de  Comercio,  "fía-» 
"biendo  los  intereses  públicos,"  dice  Azuni,  esplicando  su  cre&» 
cion,  "pasado  á  manos  de  los  comerciantes  por  medio  de  las 
operaciones  dal  tráfico  i  del  cambio,  que  servían  para  formar 
las  mas  grandes  empresas,  dando  á  millares  de  brazos  á  un 
mismo  tiempo  el  movimiento  i  la  vida,  haciendo  reflorecer  la 
agricultura  i  las  artes,  indemnizando  la  esterilidad  de  un  cli- 
ma acervo,  i  reparando  por  mil  medios  la  inclemencia  de  las 
estaciones,  era  preciso  conceder  favores  particulares  i  toda 
clase  de  franquicias  á  un  gremio  tan  benemérito  para  la  so* 
ciedad,  i  que  se  le  tuviese  presente  en  el  plan  de  una  sabia 
lejislacion.  Con  esta  mira  se  crearon  magistrados  especiales 
que  juzgasen  sobre  tabla  sus  diferencias,  prescindiendo  de  las 
formalidades  que  se  requieren  en  el  fuero  ordinario."  En 
1676,  el  gremio  de  mercaderes,  negociantes  i  banqueros  de 
Turin  solicitó  del  Gobierno  la  institución  de  jueces  especia* 
les  de  comercio,  á  lo  cual  se  accedió  en  15  de  Noviembre 
del  mismo  año.  En  1733,  se  eríjieron  los  tribunales  mercan- 
tiles de  Niza  i  Chambery,  i  en  1770,  los  de  Cagliari  i  Lassarí. 

En  las  ciudades  Anseáticas,  ¿  pesar  de  su  inmenso  oomer- 
cio  solo  se  conocieron  los  Consulados,  en  la  época  en  que  es- 
tuvieron transitoriamente  unidos  á  la  Francia.  * 

Ni  la  Alemania  ni  la  Inglaterra  han  tenido  nunca  tribuna- 
les especiales  para  los  comerciantes. 

Como  se  ve,  no  debió  en  ninguna  parte  sil  étisténeia  el  Con* 
sulado,  á  las  causas  que  hoi  se  alegan  para  conserrarlo.  Todas 
ellas,  en  nuestro  concepto,  Son  insuficientes  para  perpetuar 
Un  fuero  privilejiado.  Se  nos  dice  que  el  comercio  es  una  in- 
dustria especial,  con  su  modo  de  ser  que  le  es  esclusivo,  con 
bu  dialecto  técnico,  con  sus  fórmulas  propias,  que  solo  puede 
comprender,  con  la  debida  exactitud  el  hombre  quó  por  largos 
años  se  ha  dedicado  á  la  práctica  de  las  transacciones  mercan- 
tiles. Se  añade,  "que  la  costumbre  ha  introducido  en  los  con- 
tratos de  comercio,  ciertos  derechos  i  ciertos  deberes  que  -  no 
están  al  alcance  de  los  letrados,  ni  pueden  hacérseles  compren- 
der, mientras  que  páralos  comerciantes,  siempre  se  consideran 
pfcntendidos.  aunque  to  ningún»  ctóttsuty  se  hallen  consiga 
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nados ;  que  ellos  tienen  por  consiguiente  mas  facilidad  para  in- 
terpretar esas  convenciones  i  darles]su  verdadero  valor,  pudien-- 
do  descubrir  á  la  simple  inspección  de  un  documento,  6  al  oir 
solamente  la  demanda  verbal  de  un  comerciante  i  su  contesta- 
ción, de  parte  de  quién  está  la  mala  ié ;  i  por  fin,  que  las  mul- 
tiplicadas formas  introducidas  por  el  Derecho  Civil  para  la 
tramitación  i  resolución  de  las  causas  del  fuero  común,  perju- 
dicaría sobremanera  á  los  comerciantes,  cuyas  diferencias  ea 
preciso  dirimir  sumariamente  i  sobre  tabla." 

No  solamente  el  comercio  es  una  industria  sujeta  á  reglas 
especiales  i  con  circunstancias  que  le  son  propias  ;  otro  tanta 
podríamos  decir,  de  los  agricultores  i  de  los  injenieros  ;  i  si  por 
esto  solo  hubiéramos  de  conservar  el  fuero,  para  ser  lójicosr 
tendríamos  que  otorgarlo  también  á  todas  las  profesiones ;  i 
entonces,  ¿  á  que  vendría  4  reducirse  la  leí  común  ? 

Es  cierto  que  los  comerciantes  aventajan  álos  que  no  lo  son, 
en  «1  conocimiento  del  oomeroio,  pero  tampoco  puede  jenerali- 
garBe  muahVeste  aserto.  £1  oomeroio  presenta  un  infinito  cam- 
po para  todo  jónero  de  especulaciones  enteramente  distintas 
Í  que  pudieran  considerarse  como  otras  tantas  industrias.  EL 
hombre  que  se  dedica  á  un  ramo  especial  de  comercio,  indu- 
dablemente que  llegará  á  adquirir  profunda  versación  en  ese 
ramo,  pero  no  se  sigue  de  allí,  que  alcance  igual  conocimiento 
del  comercio  en  jeneraL  £1  que  trafica  en  lanas,  ¿conocerá  a 
fondo  i  lo  bastante  para  dar  su  fallo,  una  cuestión  de  seguros? 
•  Estará  al  corriente  de  las  distintas  especies  de  riesgos  marí- 
timos, i  de  las  mil  i  una  corruptelas  que  se  introduoen  en  la 
práctica  ?  No  hai  ningún  hombre  que  pueda  abarcar  por  si  so- 
lo todos  los  ramos  de  comercio,  i  así,  para  ser  consecuentes,  i 
llevar  adelante  la  razón  alegada,  seria  preciso  establecer  tantos 
Consulados,  como  industrias  particulares  comprende  el  comer- 
cio. El  caos  que  entonces  tendríamos,  ¿lograría  garantizar 
mejor  de  lo  que  la  lei  común  puede  hacerlo,  los  intereses  de 
jos  comerciantes  ? 

Entre  nosotros,  no  titubeamos  en  decirlo,  pocos  comercian- 
tes tienen  los  suficientes  conocimientos  teóricos  i  prácticos! 
neoaaarlcs  para  fallar  con  la  celeridad  i  acierto  que  se  prebende* 
cualquiera  cuestión  mercantil,  i  monos,  si  es  de  aquellos  qufl 
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Observándolo  que  pasa  en  la  practica,  nadie  negará  que  en 
nuestro  Tribunal  del  Consulado  sé  tí emtzan  las  causas,  como 
en  cualquier  otro  juzgado,  i  que  si  hai  juicios  mercantiles,  su- 
marisimos,  los  hai  también,  tanto  6  mas  embrollados  que  los 
juicios  comunes.  A  esto  hai  que  añadir  la  parcialidad  natural 
i  los  inconvenientes  que  hai  en  un  juez,  acostumbrado  a  miau? 
las  cosas  bajoel  punto  de  vista  de  ganancia  ó  pérdida.  En  Li- 
ma, felizmente  los  Cónsules  son  siempre  personas  honorables  ; 
los  comerciantes  en  jeneral  son  ilustrados  i  probos  ;  pero  en 
las  diputaciones  de  comercio,  ¿  quién  aseguraría, f  con  la  certe- 
za de  no  engañarse,  que  no  se  cometen  ntultitud.de  abusos  ? 

Precisamente  por  ser  las  acciones  de  los  mercaderes  de  su- 
yo sumarfoimas,  suponen  en  el  juez  mayor  práctica  en  la* 
formas  judiciales,  mayor  conocimiento  del  derecho  escrito, 
mayor  dedicación  al  despacho  de  este  jénero  de  negocios.  Nm„ 
guna  de  estas  ventajas  poseen  los  Cónsules  que  son  elejidofl 
por  cortos  períodos,  i  son  removidos  cuando  recién  principian 
a  adquirir  cierto  grado  de  facilidad  en  el  desempeño  del 
cargo,  para  ser  después  reemplazados  por  otros  legos  é  igno- 
rantes de  la  materia.  Así  es  oomo  se  esplioa  la  influencia  que) 
el  asesor  ejerce  sobre  el  Tribunal  ;  puede  decirse  que  envía 
mayoría  de  casos,  el  asesor  es  el  que  tramita,  el  que  falla,  i 
en  una  palabra,  el  que  constituye  por  sí  solo  el  Tribunal. 

Pero  aparte  de  estas  consideraciones  que  no  carecen 'de 
importancia,  hai  aún  razones  mas  poderosas  para  destruir  el 
fuero  mercantil.  La  organización  de  los  tribunales  de  comer- 
cio es  en  la  actualidad  monstruosa,  i  ella  misma  está  pro- 
bando la  debilidad  de  las  razones  en  que  se  fundan  los  parti- 
darios del  fuero.  En  primera  instancia,  tenemos  un  tribunal 
compuesto  en  su  totalidad,  de  comerciantes  ;  en  segunda  ins- 
tancia, tenemos  un  Tribunal  compuesto  de  un  letrado  i  dos? 
conjueces,  que  el  mismo  letrado  nombra ;  i  por  último,  del 
recurso  de  nulidad  conoce  la  Corte  Suprema,  en  la  que  no 
figura  ningún  comerciante.  Si  son  ciertos  los  motivos  alega- 
dos para  sostener  el  fuero,  es  indispensable  que  no  solamen- 
te en  primera  instancia,  sino  en  iodo  el  séquito  del  juicio,  fi- 
guren comerciantes.  [Qué*  conocimientos  especiales  tiene  la 
Corte  Suprema,  para  que  de  una  plumada  derogue  lo  resuel- 
to no^  tfnco  QOJacrciaato,  según  1»  reglas,  partioujareq  fa 
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su  industria,  enteramente  desconocida  de  los  letrados?  El  mis- 
mo Ministro  que  pedia  al  Congreso  la  supresión  del  Juzgado 
de  Alzadas  de  Comercie,  proponía  que  se  le  sustituyese  por 
la  Corte  Superior  del  distrito,  "todo  poder/'  decía  entonces, 
"que  no  es  esencialmente  necesario,  es  no  solo  inútil  sino  da- 
ñoso.» 
Coala  supresión  del  fuero  comercial  daríamos  un  gran  pa- 
'  bo  háoia  la  unidad  completa  de  lejislacion.  La  unidad  es  un 
carácter  esencial  en  todo  buen  sistema  de  leyes,  i  seria  pa- 
triótico i  altamente  benéfico  al  país  entero,  si  nuestros  lejis- 
ladores  se  contrajesen  a  imprimirlo  con  mas  perfección  en  las 
.  que  nos  rijen.  No  desconozco  que  no  es  obra  de  un  día  ni 
de  un  hombre  echar  por  tierra  una  institución  resguardada 
por  la  veneración  natural  que  dan  los  siglos,  i  apoyada  por 
„  una.  poderosa  4  influyente  parte  del  país,  pero  no  por  eso  de- 
;  liemos  desalentarnos ;  al  contrario,  de  esas  mismas  circuns- 
tancias debemos  sacar  fuerzas  para  conferir  a  la  Nación  un 
motivo  ma¿*  de  prosperidad,  i  una  garantía  mas  para  el  pue- 
blo, pues  como  dice  un  compatriota  nuestro,  "naó^a  es  mas 
favorable  a  la  libertad  que  la  sumisión  de  todos  los  habitan- 
tes a  loa  mismos  jueces  i  a  las  mismas  leyes," 
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"En  casos  de  deserción,  cuando  las  autoridad™  estranjeras 
. .  están  obligadas  por  tratado  a  prestar  auxilio,  ó  cuando  sin  tra- 
'  iado  alguno,  se  prestan  á  hacerlo,  el  Cónsul,  si  lo  quiere  el 
Maestre,  i  si  está  satisfecho  de  la  justicia  del  caso,  debe  pedir 
•-  á  las  autoridades  locales  el  arresto  del  desertor  i  su  trasla- 
'  cion  abordo  ;  el  capitán  es  el  que  satisface  los  gastos  ocasiona- 

•  dos  por  estas  mefüdas.  Cuando  a  consecuencia  de  deserción, 
es  abandonado  un  marinero,  debe  sentarse  en  el  JHario  de  la 

•  Jfcwegacion  (Log-Book)  una  nota  de  la  deserción,  firmada  por 
.  «1  capitán,  el  piloto  i  un  individuo  de  la  tripulación ;  esta  nota 

•era  presentada  al  Cónsul,  quien  podrá  certificarla,  en  caso 
»  de  creerla  justa  ^verdadera," — Tusón,  Ihs  Britüh  ConsuPs  Mch 
-  pwxl — 

En  aquellos  países,  con  los  guales  tienen  los  Estados  UaT 
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dos  algún  tratado  vijente  ó  convención  que  lo  autorizo,  ó 
en  aquellos  en  que  lo  permiten  las  autoridades  locales,  los  Con* 
«ules  pueden  aprehende?  ¿los  desertores,  como  fujitivos,  ien- 
carcelarios  hasta  que  los  pida  su  jefe. 

La  sección  25,  del  acta  de  18  de  Agosto  de  1856,  ezrjr  que*- 
cuando  un  marinere  ó  tripulante  de  un  buque  Americano  lo 
abandone  el  Maestre  ó  Comandante,  anotará  el  hecho  i  fecha  de 
la  deserción,  en  el  rol  de  la  tripulación,  i  esta  anotación  será 
formalmente  autorizada  en  el  puerto  ó  residencia  del  Consula- 

a  do  ó  ajencia  comercial  que  primero  Tisite  el  buque  después  de 

la  deserción,  cuando  ocurra  en  el  estranjero RegukUioni 

for  Consular  Oficcera — 

"Si  en  1a  arribada  de  un  buque  ¿e  guerra  desertan  los  hom- 
bres de  abordo los  Cónsules  intervienen  con  las  autori- 
dades locales  para  que  los  desertores  que  les  hayan  sido  denun- 
ciados puedan  ser  perseguidos  i  arrestados  según  las  reglas, 
particulares  de  la  lejislacion  de  cada  país  i  las  estipulaciones 

del  Derecho  Convencional Nuestras  leyes  declaran  que 

el  delito  de  deserción  es  imprescriptible Pero,  en  reali- 
dad no  es  asi  :  porque,  desc'e  luego  la  jurisprudencia  de  todos 
los  países  sobre  los  delitos  succesivos  no  concuerda  con  la 
nuestra,  i  en  seguida,  porque  la  mayo;  parte  de  los  tratados 

m  fijan  un  término  fatal,  pasado  el  cual  no  puede  ser  reclama- 
do ningún  desertor.  Asi  paes,  los  Cónsules  deben  abstenerse 
cuidadosamente  de  reclarrar  el  arresto  de  marineros  estable- 
cidos ya  en  el  país,  fundándose  en  que,  ei  una  época  masó 
menos  lejana  desertaron  de  un  buque  de  guerra.,.,.. 

Cuando  deserta  un  individuo  de  buque  mercante,  el  capitán 
da  aviso  al  Cónsul  en  la  debida  forma ;  con  este  aviso  el  Cón- 
sul reclama  ante  las  autoridades  bocales  la  persecución  i  en- 
trega del  desertor,  á  menos  que  este  sea  subdito  del  país  en 
que  se  verifica  la  deserción."..., —De  Clercq  et  Valíate 

.  Ouide  des  Consulatt 

"Ninguna  potencia  se  niega  á  perseguir  i  arrestar  'á  los  me* 
tineros  estranjeros  que  han  desertado,  mientras  que  el  buque 
á  que  pertenecían  se  encontraba  en  sus  puertos." 

"Interpuesta  la  solicitud  del  Cónsul  de  la  Nación  del  buque 
á  cuyo  bordo  estaba  contratado  i  servia  el  desertor,  el  fujitiro 
es  entregado  á  ese  funcionario,  á  manos  que  sea  subdito  propio 
£•  1*  potencia  en  «uro  puerto  *e  faft  Vtrificado  fe  dttcrQ¡on« 
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'•La  manutención  del  desertor,  en  la  prisión  en  que  se  le  ha- 
ya depositado,  hasta  el  momento  en  que  encuentra  los  medios 
de  repatriarlo  el  Cónsul  de  su  Nación,  es  de  cuenta  de  este, 
el  cual  reembolsará  los  gastos  ocasionados  á  las  autoridades 
locales.  Si  trascurrido  cierto  tiempo,  dos,  tres  ó  cuatro  meses, 
según  lo  estipulado  en  los  tratados  vijentes,  el  Cónsul  no  ha 
podido  lograr  una  ocasión  favorable  para  enviar  á  su  país  al 
marinero  puesto  á  su  disposición,  se  le  da  libertad,  i  los  trata- 
dos en  jeneral  prescriben  que  no  podrá  ser  arrestado  nueva- 
mente por  la  misma  causa,-— Da  Cuss7-<-(PAcu«  et  Cavíes  C¿* 
lébret.)    "~" 
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La  convención  fluvial  de  1856,  es,  si  no  nos  equivocamos, 
la  última  estipulada  por  el  Pemí.  En  1863,  el  Ministro  PleuL 
potenciarlo  del  Peni,  en  el  Brasil,  firmó  con  el  Marques 
D'Abrantes,  Ministro  i  Secretario  de  Estado  de  los  Negoctos 
Estranjeros,  un  protocolo,  en  el  que  entre  otras  cosas,  se  fijam 
los  siguientes  puntos  : 

"La  navegación  del  Amaionas  queda  desde  luego  franquea! 
da  á  los  buques  mercantes  del  Perú  i  del  Brasil,  con  la  condi- 
ción de  que  dichos  buques  se  sujeten  á  los  reglamentos  fiscales 
i  de  policía  actualmente  en  vigor,  hasta  que  sean  promulgados 
los  reglamentos  especiales  de  que  hablan  los  arte.  2.  ° ,  4.  °  i 
5.  °  de  la  convención  fluvial  de  22  de  Octubre  de  1858,  debien- 
do cada  uno  de  los  Estados  tratar  con  la  posible  brevedad  da 
la  organización  de  dichos  reglamentos  especiales  en  los  térmi- 
nos de  la  con  vención." 

"Aunque  en  los  artículos  de  la  citada  Convención  no  se  hato 
referencia  alguna  á  los  buques  de  guerra,  ni  puede  sostenerse 
conforme  al  Derecho  de  Jentes,  que  las  concesiones  otorgadas 
Ales  buques  mercantes  sean  aplicables  á  aquellos,  sin  preVio 
i  espreso  consentimiento,  los  buques  de  guerra  peruanos  po- 
drán navegar  por  el  Amazonas  brasilero,  en  reciprocidad  de 
igual  permiso  por  parte  de  la  República  á  los  buques  de  guerra 
brasileros,  que  hubieren  de  navegar  por  el  Amazonas  peruano; 
quedando  reservada  á  cada  uno  do  los  Estados  el  derecho  do 
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limitar  el  número  de  los  baques  de  guerra  que  bajan  de  gozar 
de  esta  concesión  ;  i  sujetándose  á  los  reglamentos  (fiscales  i 
de  policía,  en  caso  de  que  se  propusiesen  recibir  mercaderías 
en  los  puertos  respectivos." 

Poeteriormentes,  i  por  el  art.  1.  °  del  "reglamento  para  la 
navegación  del  rio  Amazonas  i  sus  afluentes  i  el  San  Francis- 
co," promulgado  en  81  dé  Julio  de  1867,  el  Brasil  ha  declara- 
do que  desde  el  «lia  7  de  Diciembre  de  1867,  quedará  abierta  á 
Tos  buques  mercantes  de  todas  las  naciones  la  navegación : 

1.  °  Del  rio  Amazones,  basta  la  población  de  Tabstinga. 

%  °  Del  ríe  Jonatiñs,  basta  la  ciudad  Gameta. 

3.  °  Del  rio  Japajoz,  basta  la  ciudad  de  Santaren. 

4.  °  Del  rió  Madera  basta  la  villa  de  Bosba. 

5.  °  Del  rio  Negro  basta  la  ciudad  de  Manaos. 

6.  °  Del  rio  San  Frascisco  basta  la  ciudad  de  Penado. 
Esta  concesión  fue*  otorgada  primitivamente  por  decreto  de 

7  de  Diciembre  de  1866.  (Véase  el  Reglamento  en  El  Ferua» 
no,  num.  15.  Sem.  1,  °  t,  58.  año  28,) 

XLYI 

*...... ...En  virtud  de  lo  tspuesto,  tengo  el  bonor  de  proponer 

á  Y.  £.  1.  °  que  declare  qué  conforme  al  art.  17  de  la  Con- 
vención vijente  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades  locales 
no  son  competentes  para  conocer  de  los  delitos  que  tengan  lu- 
gar a  bordo  délos  buques  mercantes  italianos  entre  jentes  de 
la  tripulación,  cuando  no  se  baya  alterado  la  tranquilidad  del 
puerto ;  i  vice-versa,  de  los  buques  peruanos  en  aguas  italia- 
nas :  2.  °  que  el  mismo  prinoipiodebe  seguirse  con  los  demás 
buques  mercantes  extranjeros,  siempre  que  las  naciones  á  que 
pertenecen  lo  observen  con  el  Peí  ú ;  i  3.  °  que  en  el  caso  de 
la  barca  italiana  Emilio  Rondanini,  tratándose  de  hechos 
ocurridos  esclusivamente  entre  jentes  de  la  tripulación  i  no 
habiéndose  alterado  la  tranquilidad  del  puerto,  las  autorida- 
des nacionales  no  son  competentes  para  conocer  de  él ;  i  por 
consiguiente,  que  los  presos  deben  ser  puestos  á  disposición  del 
Consulado  Jeneral  de  S.  M.  el  Rei  de  Italia — lima,  23  de 
Febrero  de  1869.  Tengo  el  bonor  de  suscribirme  de  V.  E.  muí 
obediente  servidor.—  /•  A,  Barrenéela. 
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Don  Andrés  Santa-Cruz,  Gran  Mariscal  de  los  Ejército» 
Nacionales  i  Presidente  del  Consejo  de  Gobierno  de  la  Repú- 
blica Peruana  etc. — Considerando ; 

1.  °  Que  el  art.  117  de  la  Constitución  política  de  la  Repú- 
blica previene  que  :  "ningún  peruano  puede  ser  preso  sin  pre- 
cedente información  del  hecho  por  el  que  merezca  pena  cor- 
poraL" 

SL  °  Que  á  pesar  de  esta  declaración,  los  jueces  de  la  Repú- 
blica continúan  aplicande  las  leyes  españolas  que  prescriben 
indistintamente  la  prisión  de  los  deudores,  cuya  práctica  es 
tan  opuesta  á  los  principios  de  la  equidad  como  á  las  bases 
primordiales  de  nuestras  instituciones ; 

3.  °  Que  está  repetidamente  mandado  que  solo  se  observen 
las  antiguas  leyes,  en  la  parte  que  no  contrarien  al  presento 
sistema  ni  ataquen  arbitrariamente  la  libertad  personal  que  es 
la  primera  necesidad  como  el  primer  derecho  del  hombre  so- 
cial; 

4,  °  Que  es  un  deber  del  Gobierno  remover  cuantos  abusos 
empanen  la  recta  administración  de  justicia  i  sostener  las  ga- 
rantías Constitucionales  por  todos  los  medios  que  estén  asa 
alcance. 

Visto  lo  espuesto  'sobre  la  materia  por  el  Presidente  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  i  de  acuerdo  con  el  Consejo  dej 
Gobierno : 

He  yenido  en  decretar  i  decreto  : 

Art.  1.  °  A  ninguna  persona  se  le  impondrá  pena  de  prisión 
ni  otra  alguna  corporal,  por  deudas  puramente  civiles,  sea  cual 
fuere  su  importancia.  Los  acreedores  podrán  usar  de  otros 
medios  i  pedir  las  demás  seguridades  que  les  concedan  las  le- 
yes. 

Art  2.  °  Sin  embargo,  los  deudores  á  quienes  se  probase 
fraude,  i  á  los  que  el  art.  18  de  la  Constitución  suspende  el 
goce  de  la  ciudadanía,  pueden  i  deben  ser  presos  como  delin- 
cuentes atentadores  á  la  propiedad  pública  i  privada,  i  ser  juft 
gados  civil  i  criminalmente,  según  toleres  determinen,» 
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Art.  3.  °  Siendo  un  deber  sagrado  de  todo  ciudadano  ó*  ha« 
hitante  de  la  República,  corresponder  al  ¿beneficio  de  la  pro- 
tección de  las  leyes,  contribuyendo  á  proporción  de  sus  habe« 
res,  para  costear  los  gastos  del  Estade,  las  personas  que 
tratasen  de  eludir  el  cumplimiento  de  este  deber,  escudándose 
sin  motivo  lejítjmo,  de  pagar  la  contribución  que  les  corres- 
ponda con  arreglo  á  la  leí,  no  gozarán  del  pririlejio  concedido 
enelart.  1.°  debiendo  ser  considerados  como  comprendidos 
en  el  §  2  del  art.  18  de  la  Constitución. 

Art.  4.  °  Este  decreto  será  observado  en  todo  el  territorio 
de  la  República ;  en  calidad  de  provisional ;  basta  tanto  que* 
reunido  el  Cuerpo  Lejislativo  de  la  Nación  delibere  lo  que  esti- 
mase conveniente  sobre  la  materia. 

Art.  5.°  El  Secretario  del  despacho  del  Interior,  encargada 
de  la  sección  de  justicia,  queda  al  cuidado  de  la  ejecución  del  •  < 

presente  decreto  i  de  hacerlo  imprimir,  publicar  i  circular. 

Dado  en  el  Palacio  del  Supremo  Gobierno  en  Lima,  á  10  de 
Enero  de  1827.  8.  ° -6.  ° —Andrés  Santa  Cruz— Por  S.E.  t 
—El  Secretario  de  Estado^encargado  del/tespacho  de  justicia 
—José  Mwia  <k  Pondo. 


El  ciudadano  Agustín  [Gamarra,  Gran   Mariscal!  Presidente 

de  la  República,  etc. 

Por  cuanto  el  Congreso  ha  dado  la  lei  siguiente  :  El  Con 
greso  de  la  República,  considerando,  que  por  el  art.  128  de  la 
Constitución,  una  lei  debe  determinar  los  casos  en  que  haya 
lugar  á  prisión  por  deudas — Ha  dado  la  lei  siguiente : 

Art.  1.  °  Habrá  lugar  á prisión  por  deudas  : 

§  1.  °  Si  los  deudores  ó  fiadores  de  estos  al  tiempo  de  con- 
traer las  deudas  ó  las  fianzas,  hubieren  presentado  por  bienes 
responsables  los  que  no  podían  ser  obligados  ; 

§  2.  °  Si  al  tiempo  de  contraerlas  hubieren  silenciado  al 
acreedor  los  gravámenes  é  hipotecas  que  ligaban  los  bienes 
responsables ; 

§  3.  °  Si  el  deudor,  requerido  legalmente  al  pago,  ocultare 
bienes,  no  manifestando  los  necesarios  á  cubrir  el  crédito  ; 

§  1  °  Si  los  libradores  i  lospa§adores  de  letras^  los  naviorosi 
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i  los  cargadores,  los  arrendadores  i  administradores,  i  en  jeue- 
ral,  todas  las  personas  que  hubieren  recibido,  á  consignación  ó 
eñ  guarda,  ó  en  empeño  ó  en  administración  cualquiera  clase 
dé  bienes ;— se  alzaren  ó  huyeren  á  otras  partes,  sin  ser  cu- 
biertas previameate  las  letras  que  jiraron  ó  aceptaron,  ó"  sin 
ser  chanceladaa  i  devueltas  las  consignaciones,  empeños,  de" 
pósitos  ó  administraciones. 

§  fi.  °  Si  los  deudores  de  plazo  vencido  i  sus  fiadores  recon- 
venidos de  pago,  resultaren  haber  abultado  sus  deudas  activas 
ó  pasivas,  ó  unos  i  otros,  cuya  determinación  comprende  tam- 
bién á  los  cómplices  del  fraude* 

"  Art  2.  °  Los  presos,  según  el  artículo  anterior,  serán  pues- 
tos en  libertad  inmediatamente  que  verifiquen  el  pago  ó  pre- 
senten bienes  suficientes  á  cubrir  la  deuda.  6  fiadores  á  satis- 

9 

facción  de  sus  acreedores  ;  i  en  su  contradicción  á  la  del  juez, 
previa  la  información  de  abono  conforme  á  las  leyes. 

Art  3.  °  La  prisión  de  los  contenidos  en  esta  lei,  será  en 
departamento  separado  de  aquel  en  que  se  hallen  los  malhe- 
chores i  criminales  de  otra  clase  de  delitos. 

Comuniqúese,  etc. — Por  tanto  mando,  ate  Lima,  a  19  de 
tfovitmbre  d$  i£3£— AqüstIN  Gamahra.— P.  O.  do  9.  E.— 
Manuel  dd  Rio. 


DB  LOB  DITTDOES  PÜHIBLES 

Art  339,  £1  deudor  alzado  sufrirá  cárcel  en  {cuarto  grado 

£1  quebrado  fraudulento,  cárcel  en  segundo  grado. 

El  quebrado  simplemente  culpable,  arresto  (mayor  en  cuar- 
to grado. 

A!rt  340.  En  los  casos  segundo  i  tercero  del  precedente  ar- 
tículo, se  rebajará  un  grado  de  la  respectiva  pena,  si  la  quie- 
bra no  excede  del  veinte  i  cinco  por  ciento  del  capital  6  no 
llega  á  mil  pesos. 

Art  341.  El  deudor  que  niegue  la  deuda,  oculte  6  enajene 
maliciosamente  sus  bienes  6  simule  créditos  en  fraude  de  sus 
acreedores,  sufrirá  reclusión  en  cuarto  grado,  si  la  deuda  fue* 
¿e  de  díe¿  mil  pesos  ó  mas. 
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Por  cada  mil  pesos  menos  se  rebajará  un  término  de  la 
pena  hasta  llegar  al  primer  grado. 

Si  la  deuda  no  llega  á  mil  pesos,  pero  pasa  de  ochocientoos 
1a  peña  será  arresto  mayor  en  cuarto  grado ;  rebajándose  un 
termino  por  cada  cien  pesos  de  menos. 

*  Art.  342.  Se  aplicarán  respectivamente  las  mismas  pena8 
del  artículo  anterior: 

•1.°  A  les  deudores  i  fiadores  que  al  tiempo  de  contraer 
fetos  respectivas  obligaciones,  presenten  como  bienes  responsa- 
bles, los  que  no  podían  ser  obligados,  ó  callen  ú  oculten  sus 
gravámenes  6  hipotecas  ;  , 

m 

%  °  A  los  que  á  sabiendas  compren  o  encubran  los  bienes 
que  enajene  ú  oculte  el  deudor  en  fraude  de  sus  acreedores. 

Art.  343.  En  las  cr/usas  contra  deudores  punibles  servirá 
da  bastante  sumario  la  calificación  de  la  quiebra  hecha  con- 
forme al  Código  de  Comercio,  ó  la  prueba  sobre  el  fraude* 
ocultación  ó  negativa  temeraria  legalmente  producida  en  jui- 
cié  civil. 

Art.  344.  £1  deudor  queda  exento  de  la  pena,  si  su  acreedor 
le  releva  de  ella,  ó  si  prueba  que  ha  faltado  á  su  deber  por 
caso  fortuito.  ((Migo  Penal) 

XLvm 


El  limite  que  este  derecho  de  protección  señala  al  anterior 
derecho  de  jurisdicción,  puede  en  mucha  parte  presumirse, 
por  lo  que  se  ha  dicho  respecto  de  la  ostensión  de  este  último 
derecho. 

"Prima  autem  maximeque  necessaria  cura  pro  subditis,  si- 
ye  qui  familiaii,  sive  qui  civili  subsunt  imperio;  surtí  quasi 
jpartrectvruP,  son  las  palabras  de  Grocio;  (a)  i  Vattel,  (b)  si- 
guiendo el  mismo  camine,  observa: — "Quiconque  maltraite  un 
citoyen,  offense  indifectement  (c)  FEtat  qui  deit  proteger  ce 
citoyen^d) 

(a)  Orodo.  1.  TI.  c.  XXV.  De  causis  belli  pro  aliü  susexpiendi, 

(b)  Heffters,  ss.  6.  59.  60,  Vattel  1.  II.  VI.  De  la  pari  que  la  nation  peut 
avoir  ana  actions  de  ses  citoytn*. 

(c)  V.  ante,  vtíl.  I.  p.  355. 

(d)  Grccio.  ubiaupra.  Vattel.  abisupra. 

16 
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Se  ha  dicho  que  todo  individuo,  al  entrar  en  territorio 
tranjero,  se  compromete  por  un  .convenio  tácito,  á  obedecer 
las  leyes  que  allí  se  promulguen,  para  la  conservación  del  or- 
den i  de  la  tranquilidad  pública.  La  proposición  contraria  esj 
igualmente  cierta. 

Los  estranjtros  á  quienes  el  Estado  ha  admitido  ya  sin  con* 
diciones  en  sus  territorios,  tienen  derecho  no  solo  de  que  aa 
les  libre  de  toda  injuria,  (e)  sino  de  que  se  les  ejecute  justi- 
cia, (f)  en  todo  lo  que  se  relaciona  con  sus  relaciones  con  lo* 
subditos  de  ese  Estado.  Ningún  país  tiene  derecho  de  preparar 
un  lazo,  por  decirlo  así,  a  los  estranjeros,  i  desde  luego,  las 
condiciones  que  sean  opuestas  á  sus  intereses,  ó  que  se  apar- 
ten del  uso  jeneral,  deben  ser  formuladas  previamente,  (g)  Lo* 
estranjeros,  estrictamente  hablando,  no  tienen,  como  veremos 
después,  derecho  de  eiijir  como  un  derecho,  que  se  les  admi- 
nistre justicia  en  asuntos  civiles,  sobre  negocios  entre  ellos 
mismos  6  entre  ellos  i  los  ciudadanos  de  un  tercer  Estado.  Has- 
ta qué  punto  la  conveniencia  de  las  naciones  abraza  estos , 
dos  últimos  cases,  se  verá  después.'  (h)  Solo  necesitamos  ob- 
servar aquí,  que  la  negativa  del  Estado  para  administrar  jus- 
ticia á  los  estranjeros  residentes  en  el,  en  cuestiones  susci- 
tadas á  consecuencia  de  transaciones  efectuadas  en  ese  Esta- 
do, es  cuando  menos,  una  grosera  violación  de  esa  conve- 
niencia, (i) 

El  Estado  á  que  pertenece  el  estranjero,  puede  intervenir 
en  su  favor,  cuando  ha  recibido  maltrato  real,  ó  cuando  se  1# 
ha  negado  la  justicia  ordinaria  en  el  país  estranjero.  En  el 
primer  caso,  el  Estado  del  estranjero  puede  insistir  en  una 
inmediata  reparación  ;  i  en  el  segundo,  la  intervención  es  de 
carácter  mas  delicado.  El  Estade  debe  estar  convenido  de 
que  su  subdito  ha  agotado  todos  los  medios  legales  que  otor- 
guen los  Tribunales  del  país  donde  ha  Bido  perjudicada  Si 

(e)  C&rretpondence  rexpecting  the  arrett  of  Mr  Hárwood  (the  Vicnna  cor- 
responderá  of  the  "ií«rning  chronicle")  by  the  Austricm  Authorities  at  Fien- 
na— 1858— 3.  Luid  befare  Parliament.  1853. 

( f)  Debite»  in  both  Houses  of  Parliament  ¿on  the  affairt  of  Grcece  and  the 
claimsof  Pon  Pacífico — Hausard's  Parí.  D  eb.  june.  "le50. 

(g)  Des  qu'il  les  reccit^ü  s'eagage  a  les  pretégér  comme  ses  propres  sujeta 
A  lesfairejouir,  nutant  qu'il  dépendde  lui,  d'une  entiere  suretó,— Yattel.  1. 
II.  c.  VI II.  t.  104: 

(h)  Vattel  1.  II.  c.  VIII.  Refríes  &  l'égtrd  des  étrangers. 

(i)  Vattel.  1.  II.  c.  VIII.  secc.  103.  "Las  diferencias  que  pueden  suscitarse 
entra  estranjeros,  6  entre  un  estranjero  i  un  ciudadano,  d.ebea  ser  terminadas, 
por  el  jues  del  lugar,  i  ief  un  1m  leyes  locales. 
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Tribunales  no  pueden  ó  no  quieren  admitir  i  tramitar 
bu  querella,  entonces  ^stá  espedita  la  intervención.  Pero 
corresponde  al  Estado  que  interviene,  tener  el  major  cuidado, 
primero,  dé  que  la  perpetración  del  mal  esté  plenamente  pro* 
bada,  i  segundo,  i  de  que  esté  igualmente  probada  |la  negati- 
va de  los  Tribunales  looales,  para  decidir  la  cuestión  pon- 
diente. 

Solo  después  de  poner  en  evidencia  estas  dos  proposiciones» 
puede  el  Estado  del  estranjero  pedir  reparación  del  Gobierno 
de  su  país,  i  solo  después  que  haya  sido  esta  negada  por  las" 
autoridades  Ejecutivas  i  judiciales,  es  que  se  puede  echar  mano- 
de  las  represalias  (k)  tan  solo,  mucho  menos  de  la  guerra. 

Como  regla  jeneral,  ninguna  observación  sobre  el  procedí"  -. 
miento  6  modo  de  administrar  justicia  en  las  Cortes  del  país,- 
puede  servir  de  fundamento  Á  semejante  reclamación;  el  es-* 
tranjero  debió  haber  considerado  esta  materia,  antes  de  enta- 
blar relaciones  en  el  país.  Sin  embargo,  una  evidente  violación 
de  lo  sustancial  de  la  justicia  natural,  e.  g.  negarle  audición  6 
la  parte,  ó  que  presente  testigos,  seria  lo  mismo  que  negarle 
absolutamente  toda  justicia. 

"Jus  repressalium  (dice  Grocio)  fieri  intelligitur  non  tan-» 
tum  si  insontem  aut  debitorem  judicium  intra  tempus  ido- 
neum  obtineri  nequeat,  verum  etiam  si  in  re  mvrámt  dubid 
(nam  in  dubi&  reprcesumptio  est  pro  his  qui  ad  judicia  publi- 
co electisunt)  plañe  contra  jus  judicatum  sit  ;  nam  auctoritas 

judicantis  non  idem  in  exteros  quod  in  subditos  valet 

exteri  autem  jus  habent  cogendi,  sed  quo  uti  non  lioeat  quanv» 
diu  per  judicium  suum  possint  obtirieri."  (1) 

Es  imposible  esponer  la  leí,  con  mas  habilidad  6  claridad 
délo  que  está  en  la  réplica  de  la  Gran  Bretaña,  1753,  al  rei 
de  Prusia.  (m)  Según  esa  esposicion,  "La  lei  délas  naciones, 
basada  en  la  justicia,  en  la  equidad,  en  la  conveniencia,  en  la 
naturaleza  misma  de  las  cosas,  corroborada  pe  r  costumbre  de 
largo  tiempo,  no  justifica  las  represalias,  escepto  en  caí  >s  de 
injurias  violentas,  dirijidas  ó  apoyadas  por  el  Estado,  i  de  la 


(k)  Vlde  post. 
(1)  Orotiui.  1.  III.  c.  n.  d.  5. 

(m)  8.  lUrfcens'  Causen  Célebres,  part   Ia  P.  57    del    wemorial-Cabhiet,  14 
l>rary»í  Scarce  au<3  celebrad  Tracts,  Yol.  I. 
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absoluta  negación  de  justicia,  in  rt  minim*  dúbid,  por  todos 
los  tribunales,  i  después  por  el  Príncipe."  (n) 

No  debe  perderse  de  vista  la  distinción,  entre  los  indivi- 
duos domiciliados,  i  los  transeúntes  ó  pasajeros  en  país  ea- 
tranjero ;  porque  afecta  la  lei  que  autoriza  á  una  nación  para 
apoyar  los  reclamos  de  sus  subditos  en  un  Estado  estranjero. 
El  domicilio  en  el  estranjero  no  destruye  este  poder,  poro  ha- 
ce menos  racional  su  invocación,  i  mas  difícil  su  ejecución. 

Un  subdito  que  deliberadamente  se  ha  domiciliado  en  otro 
Estado,  no  puede  tener  derecho  de  quejarse,  si  es  sometido  á 
muchas  gabelas  i  contribuciones,  de  las  cuales,  por  el  uso  de 
las  naciones  estaría  libre  un  simple  estranjero.  Ademas  debe 
suponerse  que  ha  considerado  las  costumbres  del  pueblo,  las 
leyes  del  país,  i  la  manera  de  administrarse,  antes  de  estable  * 
eer  allí  sus  dioses  domésticos,  i  fundar  el  principal  asiento  de, 
su  riqueza.  No  debe  pues,  esperar,  que  toda  queja  que  dirija 
a  su  Gobierno  nativo  sobre  estas  materias,  será  necesaria- 
mente considerada  como  motivo  para  una  intervención  na- 
cional. 

I  con  mucha  mayor  razón,  si  permitiéndolo  la  lei  de  su  do- 
micilio, ha  comprado  tierras  incorporándose  por  decirlo  así^ 
de  esta  manera,  en  el,  territorio  de  un  país  extraño,  no  .  puede 
txijir  que  su  Gobierno  intervenga  en  la  ejecución  de  leyes  mu- 
nicipales, i  en  el  juicio  de  los  Tribunales  municipales,  acerca 
de  sus  derechos  sobro  inmuebles  en  este  país  estranjero. 
.  El  caso  debe  ser  de  una  flagrante  violación  de  justicia,  para 
que  pueda,  en  semejante  materia,  servir  de  fundamento  á  un 
reclamo  internacional,  á  no  ser  que  por  las  estipulaciones  de 
un  tratado  particular,  ó  por  alguna  declaración  pública  del 
Gobierno  estranjero,  el  caso  se  aparte  de  la"  aplicación  do  la  lei 
jeneral. 

Grocio  considera  con  mucha  fuerza  esta  distinción  entre 
los  estranjeros  actualmente  domiciliadas  i  los  meramente  re- 
sidentes, en  su  discusión  de  la  importante  cuestión  que  nos  va 
a  ocupar  inmediatamente,  es  decir,  la  de  la  responsabilidad 
de  la  nación  en  jeneral,  por  las  deudas  contraidas  por  su  Go- 
bierno;—jure  Gentium  subjacent  pgnorationi  omnes  subdüi 

(n)  Teaty  bctween  Englad  aad  Hollftud,  Jaly  31.  1667.  BtprlMúi  not  to 
f>e  graatod,  tlli  justlcc  &M  boen  dcm&adcd,  accordiop  U¡  tho  ontifttry  oouno 
ofUw.  • 
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ii^jmiam  fáeientis,  qui  tale*  wnt,  ex  oausft  permanente,  mé 
indígena*,  ewe  adorna  :  non  qui  trameundi  aut  meras  exigua* 
cauta  alicubi  lunt.  (p)  Phillimobb.  Internatioiml  Laco.  P.  Y, 
O.  2.°) 

XLIX. 

JSl  Congreso  de  la  i&ptá&oa.— Considerando: 

1.°  Que  ePdeseo  mas  eticas  i  eminentemente  pronunciado 
en  toda  la  República,  es  la  terminación  de  los  trastorno»  i  el 
mejor  bien  que  esperan  los  pueblos  del  presente  Congreso  ; 

2.°  Queelart.  153.  de  la  Constitución  declara,  que  sen 
nulos  todos  los  actos  del  que  usurpe  el  Poder  Supremo,  aunque 
sean  conformes  á  la  Constitución  i  á  las  leyes. 

3.  °  Que  conforme  á  esta  disposición  no  deben  abonarse  loa 
empréstitos  hechos  á  los  que  usurpen  el  Poder  Supremo  i  qiio 
por  no  haberse  dado  la  lei  que  lo  declare,  los  estranjeros  á 
protesto  déla  neutralidad  que  deben  guardar  en  las  contieñ* 
das  domesticas,  hacen  préstamos  ó,  los  revolucionarios,  con 
gran  daño  de  la  Hacienda  pública, 
Da  la  lei  siguiente  ; 

Art.  1.  °  La  Nación  no  reconoce  los"5  empréstitos  que  ha? 
gan  los  estranjeros  ¿  los  usurpadores  del  Poder  Supiemo. 

Art.  2.  °  El  Presidente  de  la  República  ordenará  se  comu- 
nique oficialmente  esta  lei  al  [Cuerpo  Diplomático,  para  loa 
efectos  que  prescribe  el  Derecho  Internacional. 
Comuniqúese  etc.  etc. 
Por  tanto. — Mando  se  imprima,  publique,  circule  i  86,16 
de*  el  debido  cumplimiento. — Dado  en  la  casa  de  Gobierno  en 
Lima,  a  22  de  Octubre,  1845,— Ramón  Castilla,— Jfamtaí 
del  Rio. 


L. 


Considerando:  1.°  que  durante  las  convulsiones  políticas 
de  la  República  se  han  hecho  por  los  Ajentes  Diplomáticos  de 

(p)  Grato.  L  HL  o.  H  peo,  TU 
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otros  Gobiernos  algunos  reclamos  en  favor  de  bus  subditos, 
cofetra  la  Hacienda  nacional  del  Perú,  por  daños  que  suponen 
'  ó  que  realmente  se  les  ha  inferido; 

%  °  Que  semejantes  reclamos  han  sido  admitidos  por  los 
mismos  Ajentes,  i  presentados  por  ellos  directamente  al  Go- 
bierno, acojidos  i  discutidos  por  comunicaciones  diplomáticas, 
Bin  que  siquiera  hubiese  procedido  por  parte  de  los  interesa- 
dos jestion  alguna  ante  los  Tribunales  nacionales  ó  ante  las 
autoridades  encargadas  por  las  leyes  de  resolverlas,  declarar 
los  hechos,  justificarlos  i  decretar  en  justicia  ; 

3.  °  Que  tales  procedimientos  son  contrarios  al  Derecho 
Internacional  i  no  deben  ni  pueden  servir  de  regla  ó  antecé- 
dante para  otros  casos  posteriores  ; 

4.  °  Que  aunque  el  Gobierno  ha  declarado  en  algunas  oca- 
siones, que  no  puede  admitir  reclamaciones  diplomáticas  en 
favor  de  subditos  estranjeros,  sino  sujetándose  á  las  leyes  i 
Constitución  de  la  República,  ó  cuando  la  cuestión  por  su 
naturaleza  deba  resolverse  por  él,  esta  declaración  arreglada  á 
los  principios  del  Derecho  Internacional  no  ha  sido  notificada 
de  un  modo  público  i  jeneral  á  los  representantes  de  otros  Go- 
biernos acreditados  en  el  Perú,  para  que  se  instruyan  en  la 
política  i  reglas  que  éste  tiene  que  seguir  en  los  casos  mencio- 

*  nados,  con  sujeción  á  las  leyes  fundamentales  de  la.  Nací  on ; 
Declaro  : 

Ari  1. 6  El  Gobierno  del  Perú  no  puede  admitir  reclama- 
ción diplomática,  ni  la  interposición  ó  personería  de  los  Ajentes 
Públicos  de  otras  naciones,  en  favor  de  sus  subditos,  sino  en 
casos  que  estos  hubiesen  ocurrido  á  los  Tribunales,  juzgados  i 
demás  autoridades  de  la  República,  á  solicitar  justicia  en  de- 
fensa de  su  derecho  i  constare  que  se  les  ha  denegado  ó  re- 
tardado. 

Art.  2.  °  Puede  admitir  las  reclamaciones  directas  en  aque- 
llos casos  especiales  en  que  las  hace  admisibles  el  Derecho  do 
Jentes  i  qua  por  su  naturaleza  deba  resolver  el  Gobierno. ; 

Art»  3.  °  Siendo  independiente  del  Ejecutivo  la  adminis- 
tración de  justicia  i  no  teniendo,  en  la  República  ningún  po- 
der la  facultad  de  abrirjprocesos  fenecidos,  sustanciarlos  i  re- 
solverlos ;  los  fallos  que  se  pronunciaren  por  los  Tribunales 
i  juzgados  do  la  nación  en  asuntos  sobro  reclamos  intorpue* 
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tos  por  Búbditos  de  otros  Estados,  quedarán  firmes  i  valede- 
ros. El  Gobierno  los  respetará  i  hará  cumplir  como  cosa  juz- 
gada, no  pudiendo  obrar  en  ningún  caso  contra  lo  que  por 
ellos  se  resolviera,  sin  infrinjir  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica ; 

Art.  4.  °  Esta  declaración  se  comunicará  por  el  Ministerio 
de  Relaciones  Esteriores  á  los  Ajentes  Públicos  residentes  en 
el  Perú,  para  que  queden  instruidos  de  las  reglas  que  confor- 
me á  las  leyes  tiene  que  seguir  el  Gobierno  en  los  casos  es- 
presados. Imprímase  etc.  Lima  á  17  de  Abril  de  1846.— R A- 
pox  Castilla,  -~Joi¿  G.  Paz  Soldán. 


LL 


Zima,  átydé  Ábrü  dé  1846. 

■  £1  Ministro  de  Relaciones  Esteriores  del  Perú  tiene  la  hon- 

t&  de  remitir  al  Señor  Encargado  de  Negocios  de un 

ejemplar  del  Peruano,  en  que  serejistra  la  declaración  que 
ha  hecho  el  Gobierno  acerca  de  las  reclamaciones  diplomáticas 
que.se  le  hicieren,  de  las  que  puede  aoojer  i  de  aquellas  que 
po  le  es  dado  considerar. 

No  se  propone  el  Gobierno  Peruano  hacer  innovaciones  ni 
alteraciones  en  los  principios  i  reglas  del  Derecho  de  Jentes, 
Bino  únicamente  arreglarse  á  ellos  manifestando  cuáles  son 
las  facultades  que  tiene  conforme  á  la  Constitución  política 
déla  República,  i  cuáles  las  restricciones  que  le  ha  puesto  la 
misma.  Así  es  que  los  Ajentes  Públicos  quedaran  instruidos 
de  lo  que  el  Gobierno  puede  conceder  ó\no  i  del  modo  en  que 
puede  hacerlo. 

Con  la  declaración  espresada  parecen  conciliados  loa  ptin, 
cipios  estrictos  del  Derecho  Internacional  i  los  deberes  á  que 
fie  halla  ligada  la  suprema  autoridad  del  Estado.  Los  estrati- 
jerosque  fuesen  ó  se  creyesen  dañados  tienen  medios  propios 
i  personales  para  hacerse  escuchar  en  sus  quejas ;  mas  no 
siempre  el  Gobierno  podrá  acceder  á  sus  peticiones,  si  no  se 
arreglan  á  las  leyes  del  país.  Conforme  á  ellas  debe  solicitarse. 
Este  es  el  principio  de  justicia  universal  reconocido  en  todas 
partes. 
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El  Gobierno  declara  lo  que  puede  i  lo  que  no  puede ;  esta 
¿aposición  tenca  justifioará  su  política.  Arreglándose  al  De* 
recho.  Internacional,  ha  reservado  á  su  conocimiento  aquellos 
casos  especiales  en  que  puede  resolver.  En  ningún  sentido  se 
encontrará  desfavorable  la  declaración  á  los  fueros  de  loa 
Ministros  Públicos,  ni  a  los  intereses  de.  sus  subditos  ;  irnos  i 
otros  están  considerados  en  el  modo  en  que  deben  serlo.— £1 
infrascrito  etc.— /otó  (?.  Pcu  Soldán. 


LIE. 


Al  Señor  Encargado  de  Negocios  de  los  Estados  Unidos.— í 
Lima,  15  de  Abril,  18Jfi. — El  infrascrito,  Ministro  de  Rela- 
ciones Esteriores  del  Perú,  se  cree  obligado  á  contestar  la  no- 
ta que  ha  recibido  del  Señor  Encargado  de  Negocios  de  los 
Estados  Unidos,  de  23  de  Marzo,  para  manifestarle  la  justicia 
con  que  estableció  el  principio  emitido  en  su  comunicación  de 
10  del  mismo,  i  demostrarle  que  es  arreglado  á  la  lei  interna* 
eionalquejeneralmente  ha  sido  reconocido  por  los  pueblos 
mas  ilustrados  i  sostenido  por  los  mejores  escritores  déla 
ciencia  internacional. 

Antes  de  entrar  en  la  esposicion  fundada  debe  el  infras- 
crito no  ocultar  al  Señor  Encargado  de  Negocios  de  los  Esta- 
dos Unidos,  que  ha  sido  mui  sensible  al  Gobierno  Peruano,  el 
modo  desfavorable  oon  que  ha  acojido  i  contestado  á  algunas 
declaraciones  que  se  le  han  hecho,  dejando  sin  contestación 
notas  oficiales  i  omitiendo  las  formalidades  de  etiqueta  i  tra- 
'  tamento  en  otras.  Por  ello,  como  también  por  la  injuria  que 
'  ha  hecho  al  Gobierno  Peruano  en  la  última  citada,  hará  uso 
éste  de  su  derecho,  exijiendo  del  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  la  satisfacción  que  corresponde. 
En  16  de  Marzo,  dijo  el  infrascrito  al  Señor  Encargado  de 
-  Negocios,  que  el  Gobierno  Peruano  ha  establecido  como  re- 
gla invariable  de  conducta,  no  admitir  reclamación  diplomá- 
' '  tica,  ni  la  intervención  de  los  Ajentes  Públicos  en  cuestiones 
de  interés  privado,  si  no  ha  precedido  petición  de  los  interesa- 
dos i  formal  reclamo  suyo  inte  las  autoridades,  jueces  ó  Tri- 
bunales  respectivos.  Esta  declaración  ha  sido  calificada  de  no 

conforme  al  DereohQ  de  taita,  ai  «1  hon.Gr  del  Perú,  Si  fwí 
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fuese,  resultaría  que  los  estraüjeros  que  vienen  á  él,  no  que- 
daban sujetos  á  sus  leyes  ;  que  gozarían  en  el  jiro  de  sus 
asuntos  particulares,  en  sus  demandas  ó  querellas,  derechos 
6  privilegios  que  no  gozan  los  ciudadanos  del  Perú  ;  i  que  cuan- 
,  do  tfstos  tienen  que  ocurrir  á  las  autoridades  locales  á  alcan- 
zar justicia  ó  reparación  de  los  daños  que  han  sufrido,  aque- 
llos solo  tendrían  que  dirijirse  al  Representante  de  su  nación, 
i  convertir  en  asunto  internacional  un  negocio  privado,  pres- 
cindiendo muchas  veces  aún  de  justificar  los  hechos,  i  ere. 
yendo  que  su  simple  dicho,  repetido  por  el  órgano  respetable 
de  un  Ministro  Público,  so  convertirá  en  prueba  con  toda  1* 
plenitud  de  cosa  convenida,  ó  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada.  El  Señor  Jewett  conocerá  muí  bien,  que  semejante 
consecuencia  seria  un  trastorno  de  los  principios  de  justicia 
universal,  i  que  no  puede  apoyarse  en  ninguna  razón. 

En  la  República  Peruana,  todos  son  responsables  de  sus  he- 
chos. Su  Gobierno  popular  representativo  es  responsable.  Si 
el  jefe  de  la  Nación  infrinjo  las  leyes  ó  no  observa  la  Gontitiv* 
cion,  el  Congreso  corrijo  sus  abusos,  proveyendo  lo  convenien- 
te para  que  se  haga  efectiva  la  responsabilidad  de  los  infrac- 
tores. Si  infiere  algún  despojo  ó  falta  al  cumplimiento  de  los 
contratos  que  hubiese  celebrado  por  medio  de  sus  Aj  entes 
juzga  de  ello  la  Corte  Suprema.  Si  los  Ministros  de  Estado 
quebrantan  las  leyes  6  abusan  de  su' autoridad,  pueden  tam- 
bién ser  acusados.  El  Consejo  do  Estado  tiene  así.  mismo 
atribución  de  representar  al  Ejecutivo  para  el  cumplimiento 
de  las  leyes,  exijiendo  la  responsabilidad  en  el  tiempo  i  forma 
que  señala  la  Constitución.  # 

Ademas  de  estos  remedios  que  ofrecen  al  agraviado  las  le- 
yes fundamentales  de  la  República  contra  los  abusos  del  po- 
der,  tiene  todo  hombre  que  so  crea  ofendido,  el  derecho  de  pe- 
tición 6  de  presentación  ante  el  mismo  Gobierno,  para  que 
reforme  ó  reconsidere  los  mandatos  que  do  él  hubiesen  ema- 
nado. 

Del  mismo  modo,  son  responsables  vlos  Prefectos,  Subpre* 
fectos  i  Gobernadores  ;  los  juece3  i  Majistrados,  teniendo  el 
ofendido  medios  á  que  ocurrir  para  alcanzar  reparación  si  al- 
guno de  ellos  le  hubiere  inferido  agravio.  Así  lo  hacen  los  ciu- 
,  doctanoa  del  Pera,  i  los.  estranjoros  que  eu  él  residen  no  t>tw« 
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'den  tener  escepciones  odiosas  ni  ser  de  mejor  condición; 
cuando  por  el  contrario,  es  incuestionable,  que  al  establecerse 
en  su  territorio;  se  han  sometido  á  sus  leyes.  Esta  verdad,  fun- 
dada en  la  naturaleza  i  en  laa  leyes  de  la  hospitalidad,  es  la 
enunciada  al  Señor  Encargado  de  Negocios  i  la  que  califica  de 
no  conforme  á  la  leí  internacional  i  al  honor 'nacional.  Para  que 
no  se  crea  que  lo  dicho  es  una  opinión  privada  del  infrascrito, 
procederá  á  copiar  literalmente  las  doctrinas  de  los  escritores 
mas  acreditados  del  Derecho  de   Jentes,  para  que   el  Señor 
Encargado  de  Negocios,  quede  convencido,  ó  al  menos,  el  in- 
frascrito justificado,  de  la  exactitud  con  que  ha  [emitido  las 
doctrinas  que  han  sorprendido  al  Señor  Jewett  i  que  protes- 
ta no  poder  reconocer  en  la  teoría,  ni  prestarles  en  la  práctica 
su  acquiescencia Las  doctrinas  copiadas  i  la  unánime  opi- 
nión de  los  escritores  del  Derecho  Público,  en  este  punto,  jus- 
tifican plenamente  el  juicio  del  Gobierno,  i  que  se  ha  consul- 
tado la  lei  internacional  i  el  honor  nacional  en  la  comunica- 
ción del  infrascrito  do  16  de  Marzo  ;  por  lo  mismo,  no  depen- 
de de  la  voluntad  del  Señor  Jewett,  convenir  ó  no  con  aque- 
llos principios,  que  se  hallan  jeneralmente  reconocidos  i  que 
se  observan  en  la  práctica.  Su  acquiescencia  ó  su  no   confor- 
midad, por  fundada  que  sea,  no  basta  para  alterar  las  practi- 
cas i  reglas  internacionales.  Todos  ellos  requieren  la  exústen- 
•  oia  de  un  juicio  previo  i  la  instancia  de  parte,  para  que  un  ex- 
tranjero damnificado  ocurra  ala  reclamación  diplomática,  en 
los  determinados  casos  de  denegación  ó  retardación  de  justi- 
ticia. 

En  la  nota  dirijida  á  este  Ministerio  por  el  Señor  Encarga- 
do de  Negocios,  se  encuentran  varias  irregularidades.  No  se 
espresa  la  causa  del  encarcelamiento  de  que  se  queja  el  médi- 
co Norria,  ni  el  motivo  del  juicio  de  que  resultó  que  se  le  en- 
carcelas© primero,  i  pusiese  después  en  libertad,  ni  el  apoyo 
.  para  reclamar  sesenta  pesos  de  perjuicios,  i  lo  que  todavía  es 
mas  ofensivo,  la  pretensión  de  que  fuese  destituido  el  funcio- 
m  nario  que  decretó  su  prisión.  El  Señor  Jewett,  se  limita  uni« 
camente  á  poner  en  noticia  del  Gobierno,  según  se  presume, 
lo  ocurrido  con  ese  Doctor  ;  por  lo  mismo  debió  contestarse, 
que  si  éste  se  creia  perjudicado,  usase  de  su  derecho,  conforma 
á  las  leyes  del  Perú.  Ninguno  menos  que  el  puede  quejarse  de 
agravio,  cuando  en  favor  suyo  ge  han  hecho  distinciones  in^ 
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merecidas.  Por  los  documentos  que  existen  en  este  Ministerio 
aparece  comprobado,  que  Norria  pretendió  ejercer  en  Are* 
quipa  su  profesión  médica ;  que  fué  examinado  i  que  habiendo 
resultado  reprobado,  se  ordenó  por  el  Prefecto  al  Intendenta 
de  Policía,  que  no  le  permitiera  ejercer  la  facultad  médica  i 
quirúrjica  ;  que  á  pesar  de  esto,  filé  sorprendida  después  por 
la  policía  una  receta  suya ;  que  se  impuso  una  multa  al  boti- 
cario, sometiéndose  á  aquel  á  juicio  criminal,  por  lo  que  de- 
bió  ser  puesto  el  acusado  en  la  cárcel,  como  lo  fué  ;  que  el 
juez  mandó  ponerlo  en  libertad  por  el  mérito  de  los  autos,  i 
cuando  debia  esperarse  que  Norria  obrase  en  lo  succesivo  con, 
mayor  prudencia,  respetando  las  órdenes  i  mandatos  judicia- 
les, incurrió  en  el  mismo  delito  que  dio  lugar  á  que  por  según- 
da  vez  fuese  apresado.  Esta  relación  manifiesta  la  temeridad  i 
arrojo  de  ese  Doctor,  i  la  justicia  con  que  se  ha  procedido  en 
el  asunto. 

No  debe  ignorar  el  Señor  Encargado  de  Negocios,  que  Ñor» 
ris  siguió  un  juicio  para  ser  admitido  de  médico,  según  las  le* 
yes  de  la  Bepública,  quedando  por  lo  mismo  sujeto  á  bus  re- 
sultados, i  privado  de  solicitar  en  favor  sujo  la  interposición 
diplomática. 

Esponiendo  el  Seúor  Pinheiro  Ferreira,  el  capítulo  de  Vat* 
tel,  que  se  ha  citado,  distingue  con  bastante  claridad,  los  casos 
en  que  el  estranjero  ha  podido  someterse  ó  no  á  la  jurisdic- 
ción de  la  autoridad  local,  sabiéndolo :  i  entendiéndolo  i  raso* 
nando  siempre  bajo  la  base  de  un  juicio  previo,  espono  su  opi- 
nión del  modo  siguiente  : 

"En  efecto,  si  el  estranjero,  al  entrar  en  negocios  con  sus 
«  corresponsales,  ha  entendido  que  se  somete  ¿  la  decisión  do 
"  los  jueces  del  país,  i  por  consecuencia  á  las  leyes,  conforme  i 
"  las  cuales  tendrían  estos  que  juzgar,  bien  en  cuanto  toca  ¿ 
"  lo  principal  ó  bien  en  cuanto  á  las  formas,  el  estranjero,  de- 
"  cimos,  debe  ceder  á  la  decisión,  ni  mas  ni  menos  que  el  na- 
"  cíonal,  i  en  tal  caso  no  tiene,  porque  entrometerse  su  Go- 
"  bierno." 

"  Es  menester  que  la  parte  sufra  todas  las  consecuencias  do 
"  lalei  del  contrato." 

"  Mas,  si  piensa  que  la  ejecución  de  una  sentencia  sin  equi- 
ü  &tó'fc  infiere  algún  perjuicio,  puede  apejaf  ¿  mj  gobierno 


i 


M^^Kbi*flMMfe«e*^i<*»«**MWÍñi 


IZi  APÉNDICE 


«  como  á  su  protector  natural,  i  éste  tan  luego,  como  razones 
u  de  mucho  peso  le  induzcan  á  creer  que  ha  habido  de  parte 
"  de  los  Tribunales  estranjeros  exceso  ó  abuso  de  poder,  no 
«  puede  ya  manos  de  reclamar  contra  esta  doble  violación  del 
"  Derecho  Internacional. 

"  Si  por  el  contrario  estuviese  probada  la  competencia  de 
"  los  Tribunales,  por  consecuencia  de  algún  acto  equivalente 
"  á  un  consentimiento  de  parte  del  estranjero, — aunque  la  de- 
"  cisión  pareciera  injusta  en  el  fondo,  el  Gobierno  de  éste  oo- 
"  metería  una  infracción  del  respeto  que  se  debe  á  la  cosa 
"  juzgada,  si  insistiera  en  una  reparación,  respecto  á  la  cual,  la 
"  parte  se  habia  quitado  de  antemano  hasta  la  sombra  de  de* 
*  recho." 

No  solo  en  la  teoría,  sino  en  la  práctica,  se  ha  seguido  i  res- 
petado este  principio.  Por  el  art.  3.  °  del  tratado  celebrado  en- 
tre las  Coronas  de  España  i  la  Gran  Bretaña,  el  9  de  Diciem- 
bre de  1713,  en  el  Congreso  de  Utrecht,  se  estipuló  :  "que  si 
."  aconteciese  que  tal  vea  se  haga  alguna  injuria  por  uno  -de  los 
"  mencionados  Beyes  ó  sus  pueblos  á  subditos  del  otro  ó  con- 
"  tra  la  razón  de  justicia  i  equidad,  no  por  eso  ee  despacharán 
"  letras  de  represalia,  marca  ó  contramarca  por  parte  de  uno 
"  ú  otro  de  los  aliados,  sin  haber  procurado  i  solicitado  antes 
"  las  vias  ordinarias  de  Derecho  i  justicia.  Pero  en  caso  de  ne- 
"  garse  ó  diferirse  este  remedio  de  derecho,  aquel  Bei  cuyos 
"  subditos  ó  habitantes  hubiesen  padecido  el  agravio,  pedirá  i 
"  estrechará  con  mas  eficacia  que  se  administre  justicia  á 
u  aguel  Bei  su  aliado,  6  á  los  comisarios  que  se  nombraren  por 
"  parte  de  ambos  Beyes  :  los  cuales  conocerán  de  las  quejas 
<*  i  diferencias  de  esta  naturaleza  i  las  compondrán  por  amiga- 
i%  bles  transacciones,  ó  á  lo  menos  las  terminarán  conforme  á 
"  derecho.  I  si  aún  hubiese  después  dilación  i  no  se  diere 
"  satisfacción  alguna  dentro  de  seis  meses  después  de  hecha  la 
«  instancia,  entonces  se  podrá  conceder  letras  de  represalia, 
M  marca  ó  contramarca  á  la  parte  agraviada." 

Esté  solo  hecho  de  un  tratado  celebre  en  la  historia  de  1a 
diplomacia,  bastaría  para  acreditar  la  práctica  establecida  de 
ocurrirá  las  vias  de  derecho  i  de  justicia  para  terminar  quejas 
i  diferencias,  antes  de  emplearse  medios  diplomáticos. 

Bien  puedo  el  señor  Jewett  calificar  esta,  esposioioB,  según 
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su  juicio  privado  ;  pero  no  podrá  monos  do  confesar  que  se 
halla  apoyada  en  razones  de  la  lei  internacional,  sin  que  por 
su  parte  pueda  justificar  la  pretensión  de  exijir  el  castigo  6 
deposición  de  un  funcionario,  sin  mas  "prueba  que  el  simple 
dicho  de  un  subdito  que  se  queja  sin  justicia  ó  resentido  por* 
que  sus  caprichos  no  han  sido  satisfechos,  ó  porque  en  su  fa~ 
vor  no  se  quebrantaron  las  leyes,  ó  fueron  ¿sacrificados  dere- 
chos ajenos.  Semejante"pretension  es  insostenible. 

En  la  práctica  no  puede  admitirse  reclamaciones  diplomáti- 
cas, sin  que  hayan  precedido  jestiones  del  interesado  haciendo 
valer  sus  derechos,  i  conste  por  las  dilijencias  que  ha  practi- 
cado, que  se  le  ha  retardado  la  administración  da  justicia,  6 
que  le  ha  sido  denegada. 

Fuera  ¿le  los  casos  espresados,  no  es  posible  admitir  la  me- 
diación diplomática  en  asuntos  privados.  Algunas  veces  ha 
sucedido  que  un  subdito  estranjero,  bien  ó  mal  aconsejado,  se 
presente  ante  el  Ministro  Público  de  su  Nación,  refiriéndole  & 
su  modo  i  en  su  sentido,  quejas  ó  agravios  que  supone  recibi- 
dos de  las  autoridades  peruanas,  i  con  estos  solos  datos  i  ante- 
cedentes, se  han  iniciado,  ya  se  ve  que  en  tiempos  de  convul- 
siones políticas,  reclamaciones  diplomáticas  de  que  desgracia- 
damente hai*  algunos  ejemplos  en  los  archivos  de  este  Minis- 
terio.  De  este  modo  el  Gobierno  aparece  convertido  en 
demandado,  haciendo  oficio  de  demandante  ó  dt  personero  el 
Ministro  Público,  sin  que  vuelva  á  aparecer  en  el  asunto  la  ac- 
ción particular  ó  de  jestion  privada,  i  el  objeto  de  la  demanda 
ha  quedado  convertido  en  un  asunto  internacional,  por  ridi- 
cula que  fuese  su  importancia.  Entretanto,  el  Gobierno  tiene 
que  verse  precisado  á  hacer  lo  que  debiera  el  reclamante,  pi- 
diendo informes  i  buscando  de  oficio,  pruebas  i  justificativo» 
de  que  poco  se  ha  cuidado  ya  el  interesado. 

Conocerá  el  señor  Encargado  de  Negocios  que  semejante 
proceder  es  contrario  á  toda  razón  i  justicia.  Los  hechos  deben 
probarse  por  el  que  afirma,  i  la  exhibición  de  la  prueba  debe 
hacerse  ante  los  jueces,  lo  mismo  que  la  calificación  del  hecho. 
Nada  do  todo  esto  corresponde  al  Gobierno,  á  quien  la  Consti- 
tución prohibe  conocer  en  asunto  alguno  judicial.  Siendo  ella 
una  lei  fundamental  6  invariable,  no  puede  haber  razón  alguna 
para  exijirle  que  la  quebranto  ó  que  haga  lo  que  está  impedido 
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de  hacer.  El  señor  Jewett,  que  sirve  á  un  Gobierno  popular 
representativo,  i  en  el  que  se  tributa  profunda  veneración  á  las 
instituciones  republicanas,  pesará  el  mérito  de  estas  refleccio- 
nes,  i  se  persuadirá,  que  no  es  posible  en  la  práctica,'"  dejar  do 
seguir  el  principio  de  que  cada  interesado  debe  jestionar  per- 
sonalmente sus  acciones  conforme  á  las  leyes  del  país,  probar 
los  hechos  que  refiere,  según  las  practicas  judiciales  estableci- 
das en  el,  i  no  ocurrir  al  Gobierno,  sino  para  que  disponga  se 
le  oiga  i  se  le  sirva  con  prontitud,  si  se  le  ha  denegado  la  au- 
diencia 6  retardado  indebidamente  la  administración)  de  justi- 
cia. 

El  Gobierno  no  puede  derogar  los  fallos  que  pronuncien  los 
tribunales.  "Una  demanda  interpuesta  por  un  Ájente  público, 
tampoco  puede  tener  por  objeto."  Según  el  señor  Pinheiro  Fer- 
reira,  "hacerlos  anular  por  el  Gobierno,  porque  eso  no  corres- 
ponde á  sus  atribuciones.  La  Constitución  no  puede  haberla 
concedido  el  derecho  de  hacer  revisar,  sino  algunas  veces,  lo 
que  se  hubiere  decidido  por  el  Poder  Judicial  Un  Gobierno 
extranjero  puede  ezijir  que  se  discuta  diplomaticatimente  para 
conocer  por  algún  hecho  si  la  parte  condenada  se  halló  en  el  ca- 
so de  deber  comparecer  ante  los  Tribunales  ó  convenir  con  su 
decisión."  Norria  sabia  muí  bien  que  debía  sometérsele  al 
tribunal  del  Protomedicato  i  á  sus  leyes,  para  ejercer  su  profe- 
sión ;  por  lo  mismo,  han  cesado  sus  derechos  para  reclamar, 
pues  nadie  puede  disputar  la  jurisdicción  de  aquel  i  su  com- 
petencia en  el  asunto, 

"La  cosa  juzgada  se  tiene  por  verdad.  Una  decisión  judicial, 
pronunciada  conforme  á  las  leyes  del  país,  debe  cumplirse,  sea 
cual  fuere  la  opinión  que  de  ella  formen  las  partes  ó  el  Gobier- 
no. La  cosa  juzgada  se  respeta  en  todas  partes.  "¿Sera  esto/' 
continúa  el  escritor  citado,  "porque  los  jueces  son  infalibles, 
6  porque  pueden  prohibir  á  todo  el  mundo  que  se  piense  de 
distinto  modo  que  ellos  ?  De  ningún  modo,  sino  por  que  una 
de  las  leyes  de  todo  contrato  entre  partes  es,  que  por  el  he- 
cho de  vivir  bajo  unas  mismas  leyes,  se  reputa  que  justamente 
han  consentido  en  las  decisiones  tomadas  por  los  jueces, 
como  el  solo  medio  de  poner  término  á  sus  diferencias." 

El  Gobierno  Peruano  están  justo  en  el  cumplimiento  de 
sus  deberes,  como  sensible  á  las  ofensas  que  se  le  han  hecho 
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por  el  señor  Jewett,  de  un  modo  tan  gratuito  i  voluntario, 
cuando  dice,  que  no  conviene  en  el  principio  sentado,  aunque 
por  conveniencia  pueda  parecer  un  escudo  adecuado  oficial- 
mente para  embargar  los  bienes  de  ciudadanos  de  los  Estados 
Unidos,  ó  encarcelar  sus  personas.  Ningún  acto  de  injusticia 
por  parte  de  los  Gobiernos  Peruanos  ( podrá  comprobar  esto 
aserto  del  señor  Jewett :  quizá  ha  renunciado  i  cedido  sus  de- 
rechos con  repetición,  antes  que  dar  lugar  á  'que  se  dijese  que 
abusaba  ó  era  temerario  al  resolver  las  demandas  ó  reclama- 
ciones en  favor  de  subditos  extranjeros ;  por  lo  mismo,  no 
puede  prepararse  oficialmente  de  escudos  para  apoderarse  en 
provecho  propio  de  bienes  ajenos,  encarcelando  subditos  es* 
tranjeros. 

Si  durante  la  guerra  de  la  independencia,  se  hicieron  algu- 
nas presas  por  infracciones  de  la  neutralidad,  ó  del  Derecho 
de   Jentes,  i  como  tales  fueron  condenados  por  los  ¡tribu-  ' 
nales  de  la  República  en  ellos,  no  hizo  mas  que  usar  de  su 
derecho,  como  lo  hacen  en  iguales  casos  todas  las  Naciones. 
Mas  dando  una  prueba  de  amistad  i  de  desprendimiento,  de 
c^ue  pueden  presentarse  pocos  ejemplos,  procedió  á  celebrar 
con  el  señor  Pickett,  en  17  de  Marzo  de  1841,  una  convención 
que   dejase  totalmente  satisfechos  los  diferentes  reclamos  in- 
terpuestos por  varios  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos,  por 
apresamientos,  capturas,  detenciones,  secuestros  i  confiscacio- 
nes de  sus  buques,  ó  por  el  perjuicio  ó  destrucción  que  han 
sufrido  en  ellos  ó  sus  cargamentos  ú  otras  propiedades,  así  en 
el  mar,  como  en  los  puerto*  i  territorios  del  PertL  Si  esta  Con- 
vención no  ha  sido  ejecutada,  ha  sido  porque  el  señor  Jewett 
ha  protestado  contra  lo'  mismo  quo  tenia  ratificado  su  Go- 
bierno, i  sancionado  la  representación  Nacional  del  Pera. 

Muchos  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos,  han  sido  encar- 
celados, juzgados  i  sentenciados,  i  lo  serán  en  adelante,  si  co- 
metiesen como  ellos,  los  delitos  de  que  han  sido  culpables  ; 
siendo  de  notar  que  muchos  han  merecido  el  condigno  castigo, 
por  delitos  perpetrados  contra  la  persona  ó  bienes  de  sus  pre- 
pios  conciudadanos.  La  calidad  de  estranjero  no  da,  en  ningu- 
na parte,  inmunidad  ni  licencia  para  cometer  crímenes  sin  res- 
ponsabilidad. 

En  estos  últimos  días  han  sido  condenados  los  subditos. 
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Norte-Americanos  Tomas  Oakes,  Guillermo  Rundall  i  Toma* 
Leach,  el  primero,  á  diez  años  de  presidio  i  los  otros  á  dos,  por 
delitos  de  hurto  calificado,  i  que  bien  pudieron  serlo,  al  ma- 
nos el  primero,  á  la  pena  de  muerte.  Si  estos  hechos,  sobre  lea 
que  se  ha  contestado  por  nota  separada,  motivan  las  reclama- 
ciones del  señor  Jewett,  seria  prec' so  deducir,  que  según  su  jui- 
cio, los  ciudadanos  Norte-  Americanos  no  deben  respetar  en  ti 
Perú  ni  sus  ley  os  propias  ni  los  preceptos  de  la  moral ;  deduc- 
ción que  no  habrá  querido  hacer. 

El  principio  que  se  sostiene  en  la  presente  cuestión,  no  ha 
sido  especial  ni  esclusivamente  aplicado  Já  ella.  Desde  que  el 
infrascrito  se  hizo  cargo  del  Minístrelo  de  Relaciones  Esterio- 
res,  lo  ha  observado  constantemente  en  los.  casos  que  se  han 
presentado.  Si  tratase  de  hacer  una  escepcion,  podría  arguirse 
parcialidad,  lo  que  no  puede  presumirse,  observándose  con  to* 
dos  una  misma  rogla.  < 

Tampoco  puede  haber  acierto  ni  exactitud  en  las  discusio- 
nes diplomáticas,  si  los  hechos  que  las  motivan  no  han  sido 
calificados  i  probados  en  juicio.  Toda  discusión  debe  estar  ba- 
sada en  hechos  ciertos,  i  mientras  no  se  justifiquen,  es  fácil 
incurrir  en  errores. 

No  es  menor  inconveniente  el  tener  que  constituir  al  Go- 
bierno o  al  Ájente  que  reclama,  en  la  posición  de  un  perso- 
nen), encargado  de  hacer  oficialmente  lo  que  debiera,  el  que 
se  cree  damnificado  ó  agraviado.  En  la  esperanza  del  princi- 
pio sentado,  no  ha  pretendido  ni  pretende  el  Gobierno  del 
Pera  hacer  innovaciones  en  las  reglas  internacionales  ;  úni- 
camente se  ha  propuesto  i  se  propone  declarar,  lo  que  ha  po- 
dido i  puede  hacer,  siguiendo  las  máximas  constan tesde  la  jus- 
ticia universal,  respetadas  por  todos  los  pueblos,  i  las  que 
prescriben  las  leyes  fundamentales  de  la  Nación; 

En  el  Perú,  "el  ejercicio  de  la"  Soberanía  reside  en  los  Pode- 
res Lejislativo,  Ejecutivo  i  Judicial ;  ninguno  de  ellos  puede 
salir  do  los  límites  que  le  prescribe  la  Constitución.  El  Ejecu- 
tivo puede  requerir  á  los  tribunales  i  jueces,  por  la  pronta  i 
exacta  administración  de  justicia  ;  hacer  que  se  cumplan  las 
sentencias  de  los  tribunales  i  juzgados.  No  puede  conocer  en 
asunto  alguno  judicial ;  no  puede  ordenar  un  juzgamiento  por 
Otro  tribunal  ó  juzgado  quo  el  señalado  por  la  leí.  Ningún  po- 
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der  ni  autoridad  puede  avocarse  causas  pendientes  en  otro 
juzgado,  sustanciarlas  ni  hacer  revivir  procesos  concluidos." 

Tales  son  loa  deberes  sagrados  que  tiene  que  cumplir  el 
Gobierno  ;  i  al  declarar,  como  lo  ha  hecho,  que  ne  puede  ad- 
mitir reclamación  diplomática  en  favor  de  subditos  estranje* 
roa,  sino  cuando  éstos  hubiesen  ocurrido  á  los  tribunales  i 
juzgados  á  solicitar  justicia,  i  les  hubiese  sido  denegada  ó 
retardada  su  administración,  no  ha  hecho  mas  que  espresar  lo 
que  puede  hacer  según  sus  atribuciones  constitucionales.  Quien 
manifiesta  si  puede  ó  no  hacer  una  cosa,  concederla  ó  negarla, 
si  acaso  se  le  eiijiere,  á  nadie  ofende  ni  daña ;  porque  ninguno 
puede  ser  requerido  á  mas  de  aquello  para  que  ha  sido  autori- 
zado. La  prudencia  aconseja,  de  acuerdo  con  la  justicia,  que 
¿nadie  se  le  obligue  á  que  haga  lo  que  no  puede ;  á  que  conce* 
da  la  que  no  debe  ;  ó  á  que  intervenga  en  casos  para  ¡los  que 
no  tiene  poder  ó  intervención. 

Hai  asuntos  que  por  su  naturaleza,  debe  resolverlos  la  auto- 
ridad Suprema  de  un  Estado  ;  otros  que,  por  las  circunstan* 
cias  especiales  en  que  se  hallan  constituidos,  hacen  admisi- 
bles las  reclamaciones  directas  de  los  Ministros  Públicos  ;  el 
Gobierno  Peruano  obrará  según  estas  reglas ;  mas  la  demanda 
que  el  señor  Jewett  ha  interpuesto  en  favor  de  don  Alejandro 
Norris,  no  se  halla  en  ninguno  de  ambos  casos. 

£1  infrascrito  concluye  ofreciendo  al  señor  Jewett,  las  pro* 
testas  de  respeto  i  consideración  suscribiéndose  su  atento  ser- 
vidor»— José  (7.  Paz  Soldán. 

Lin 

£1  Fiscal  dice  :  que  seria  supérñuo  repetirla  historia  de 
este  desgraciado  i  escandaloso  acontecimiento,  porque  se  ha- 
lla consignada  en  la  acusación  fiscal  de  fojas  37,  i  en  los  fun- 
damentos de  la  sentencia  de  fojas  41.  En  compendio,  los  he- 
chos están  reducidos  á  que  un  hijo  de  Pablo  Bios  OUarzon 
(por  otro  nombre,  Pablo  Burhin)  arrojó  piedras  i  tierra  á  la' 
casa  vecina  de  doña  Gregoria  González,  i  como  ésta  repren- 
diese al  muchacho,  se  trabó  un  altercado  entre  ella  i  la  mu- 
jer de  Ollarzon  ;  altercado  en  el  cual  tomó  también   este 

parte.  Como  Santiago  Ugarte  se  hallase  en  casa  de  la  Gonza- 
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lez,  díjole  á  Ollarzon,  con  el  objeto  de  cortar  la  disputa,  que 
ce  retirase  i  no  se  metiese  en  cosas  de  mujeres  :  Ollarzon  la 
amenazó,  insistiendo  en  que  saliera  de  la  habitación  ;  como 
saliese  Ugarte  inerme,  Ollarzon  armado  de  una  raja  de  leña, 
le]  descargó  un  garrotazo  en  la  cabeza  i  lo  trajo  al  suelo  pri- 
vado ;  sobre  caido  i  privado  le  descargó  todavía  nuevos  gol- 
pes, se  lanzó  ademas  sobre  la  dicha  González,  sobre  Emilia 
Canales  i  sobre  Carmen  Espinosa  que  también  fueron  insul- 
tadas, estropeadas  i  lanzadas  por  tierra,  en  fuerza  de  los  gol- 
pes  i  heridas  que  les  infirió.  Don  Adolfo  Somontes,  que  trató 
de  calmar  la  furia  de  Ollarzon,  fué  mordido  por  este  en  un 
dedo,  que  por  poco  se  lo  arranca,  haciéndole  perder  un  anillo 
de  brillantes  i  su  sombrero.  Después  de  todos  estos  estragos, 
de  que  asombrada  fué  testigo  la  población  del  Callao,  vino  la 
policía,  i  al  verla  se  encerró  el  reo  en  su  casa,  i  excitándo- 
lo aquella  á  que  abriese  la  puerta,  no  lo  quiso  hacer  i  fué 
preciso  abrirla  á  viva  fuerza. 

No  quedan  en  esto  los  atentados  del  enjuiciado  ;  se  resis- 
te á  la  fuerza  armada,  se  lanza  sobre  los  soldados,  tomando  á 
uno  por  los  cabellos  i  derribándolo  al  suelo  ;  á  los  otros  les 
da  de  puñadas,  al  oficial  le  arranca  el  vestido,  queriendo  de- 
sarmarlo quitándole  la  espada  ;  cuando  tuvo  al  fin  que  mar- 
char al  lugar  de  la  prisión  á  que  se  hizo  acreedor  por  sus 
atentados,  se  tiraba  al  suelo,  se  revolcaba  i  hacia  otros  es- 
fuerzos con  el  objeto  de  acriminar  i  de  decir  que  lo  estropea- 
ban. A  la  vista  de  esta  resistencia,  se  resolvió  traer  una  car- 
reta para  conducirlo,  i  entonces  fue*  cuando,  viendo  las  cosas 
perdidas,  se  decidió  á  marchar  hasta  el  lugar  donde  se  le  deposi- 
tó. La  moderación  de  la  fuerza  de  policía  que  desde  el  oficial 
al  soldado,  sufrió  todos  los  vejámenes  imajinables,  pues  se  in- 
sultó al  país  i  á  su  pabellón,  fuá  grande  i  si  se  quiere  hasta  pu- 
nible, supuesto  que  pudo  haber  sido  refrenado  Ollarzon  de  su 
audacia  de  un  modo  funesto  para  el. 

Estos  hechos  están  comprobados  plenísimamente  por  las 
declaraciones  uniformes  de  varios  testigos  mayores,  de  toda 
escepcion  entre  los  que  se  encuentran  dos  paisanos  del  reo ; 
por  certificados  de  los  módicos  i  preventivas  de  'los  heridos. 
Siguió  el  proceso  criminal  por  todos  sus  trámites  hasta  el  pro- 
nunciamiento de  la  sentencia  definitiva  de  fojas  41,  que.  tuvo 
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lugar  en  27  de  Novidmbre  del  año  próximo  pasado  ;  pero  en 
19  de  Agosto  del  mismo,  según  la  nota  de  fojas  31,  elevó  el 
jaez  en  sumario  el  proceso  al  Prefecto  del  Callao.  En  21  de 
dicho  mes.  lo  remitió  éste  al  señor  Ministro  de  Relaciones 
Eeteriores,  después  de  haberse  presentado  el  Cónsul  Francés 
en  el  Callao,  pidiendo  de  un  modo  amenazante  la  libertad  de 
Ollarzon,  según  se  espresa  en  la  nota  de  fojas  33.  Devolvió  el 
proceso  el  señor  Ministro  al  Prefecto,  en  29  de  Octubre  de 
citado  año,  habiéndolo  tenido  en  su  poder  dos  meses  diez  días, 
como  es  de  verse  á  fojas  34  Si  atendemos  á  que  Ollarzon  se 
preparó  con  una  raja  de  leña,  dispuesto  á  matar  ó  á  herir  á 
las  vecinas,  como  efectivamente  lo  hizo  ;  si  atendemos  á  que 
desafió  i  estuvo  asechando  la  salida  de  Ugarte,  para  darle  los 
garrotazos  con  que  lo  privó  ;  Ollarzon  por  la  lei  3.  *  del  tít. 
21.  libro  12  déla  Novísima  Recopilación  era  reo  de  muerte,  si 
no  se  hubiese  atenuado  esta  pena  por  la  filosofía.  Habiendo 
resistido  el  reo  á  la  justicia,  á  mano  armada,  se  ha  hecho 
acreedor  á  un  año  de  presidio,  i  á  salir  después  desterrado,  por 
la  lei  4.  * ,  tít.  10,  libro  12  del  mismo  Código. 

El  juez  de  1.  *  instancia  remitió,  como  se  ha  dicho,  el  pro- 
ceso del  Prefecto  del  Callao,  i  este  al  Ministerio,  cediendo  á 
las  insinuaciones  de  estos  funcionarios  ;  pero  no  decimos  en 
tiempo  de  nuestra  emancipación  política,  en  que  es  un  dogma 
la  independencia  de  los*  poderes  públicos,  pero  ni  en  tiempo 
del  Coloniaje  era  permitido  remitir  autos  al  Rei,  ni  suspender 
el  curso  de  los  juicios,  i  solo  debia  en  tales  casos,  remitirse 
relaciones,  como  lo  manda  la  lei  11.  tít.  4.  °  libro  3.  °  de  la 
Novísima  Recopilación.  Mas  parece,  que  por  deferencia  al  se- 
ñor Encargado  de  Negocios  de  Francia  se  infrinjió  esta  lei 
No  solo  hai  esto,  sinoque  ni  siquiera  ha  debido  admitirse  re- 
clamación diplomática  por  los  atentados  de  Ollarzon. 

Por  el  Supremo  Decreto  de  17  Abril  de  1846,  impreso  á  la 
pajina  136,  tomo  10,  de  la  colección  de  leyes  peruanas,  el  Go- 
bierno del  Perú  declaró: — "que  no  ¡>odia admitir  reclamación 
diplomática,  ni  la  interposición  ó  personería  de  los  Ajentes  Pú- 
blicos de  otras  naciones,  en  favor  de  sus  subditos,  sino  en  caso 
que  éstos  hubiesen  ocurrido  a  los  tribunales,  juzgados  i  demás 
autoridades  de  la  República,  á  solicitar  justicia  en  defensa  de 
sus  derechos  i  constase  que  se  les  había  negado  ó  retardado." 
En  el  artículo  3.  °  del  decreto  citado,  declaró  también :— "que 
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siendo  independiente  del  Ejecutivo  la  administración  de  justi- 
cia, i  no  teniendo  en  la  República  ningún  poder  la  facultad  da 
abrir  procesos  fenecidos,  sustanciarlos  i  resolverlos,  los  fallos 
que  se  pronunciasen  por  los  tribunales  i  juzgados  de  la  Na- 
ción, en  asuntos  sobre  reclamos  interpuestos  por  subditos  de 
otros  Estados,  quedarían  firmes  i  valederos,  el  Gobierno  los 
respetaría  i  haría  cumplir  como  cosa  juzgada,  no  pudiendo 
obrar  en  ningún  caso  contra  lo  que  por  ellos  se  resolviese  sin 
infrinjir  la  Constitución  de  la  República."  Este  decreto  se  co- 
municó oficialmente  á  todos  los  Ajentes  Diplomáticos  i  Cónsu- 
les estranjeros  residentes  en  el  Perú ;  ninguno  dijo  cosa  alguna 
en  contrarío,  i  solo  se  limitaron  á  decir  que  lo  pondrían  en 
conocimiento  de  sus  respectivos  Gobiernos.  Sabido  es  que  los 
estranjeros,  al  pisar  el  territorio  de  un  país,  se  sujetan  á  su  ju- 
risdicción civil  i  criminal,  i  es  muí  notable  la  doctrina  de 
Vattel  que  al  párrafo  84,  capítulo  7.  ° ,  libro  2.  ° ,  dice :  "Por 
consiguiente,  no  debe  intervenir  el  Príncipe  en  las  causas  do 
sus  subditos  en  países  estranjeros,  ni  concederles  su  protección, 
sino  en  caso  de  una  denegación  de  justicia,  de  una  injusticia 
evidente  palpable ;  de  una  violación  manifiesta  de  las  reglas  i 
de  las  formas,  ó  finalmente,  de  una  distinción  odiosa  hecha 
en  perjuicio  de  sus  subditos  6  de  los  estranjeros  en  jeneral.' 
La  misma  doctrina  se  encuentra  consignada  en  el  publicista 
americano  don  Andrés  Bello,  al  párrafo  7.  ° ,  capítulo  5.  ° , 
parte  1.  * ,  de  su  Tratado  de  Derecho  de  Jentes.  Es  admirable, 
pues,  que  tras  estos  principios  de  convención  universal  haya 
interpuesto  el  señor  Encargado  de  Negocios  de  Francia,  re- 
clamacion  diplomática  por  un  delincuente  que  ha  herido,  gol- 
peado i  puesto  en  peligro  2a  vida  de  cuatro  personas,  que  ha 
resistido  á  la  justicia,  que  ha  insultado  á  la  Nación  i  á  sn 
bandera,  que  ha  dicho  no  reconoce  mas  juez  que  su  Cónsul,  i 
que  ha  escandalizado  á  una  población  entera,  para  que  los  nu- 
merosos estranjeros  de  las  principales  naciones  del  mundo  que 
haien  ella,  hagan  mañana  lo  mismo.  No  ha  debido,  pues,  ad- 
mitirse semejante  reclamo,  ni  avocarse  la  causa  las  autorida- 
des políticas,  por  deferencias  perjudiciales  i  contrarias  al  De- 
recho de  Jentes,  á  la  lejislacion  vi j  ente  i  á  los  principios  esta- 
blecidos por  el  Gobierno  del  Perú,  reconocidos  i  consentidos 
mas  ha  de  doce  años.  Los  agravios  á  la  Nación  Peruana  no 
han  sido  estos  solos,  sino  quo  con  gran  admiración  so  ve  ai 
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Cónsul  Frasees  del  Callao,  que  ningún  carácter  diplomático 
tiene,  hacer  jestiones  como  las  que  constan  en  la  nota  de  fojas 
32,  i  estar  solicitando  testigos  i  obligando  á  los  franceses  que 
declararon  en  el  proceso  á  que  se  contradigan  de  sus  primiti- 
vas declaraciones,  como  es  de  verse  á  fojas  69  vuelta  i  fojas  70 
vuelta,  constituyendo  asi  un  juzgado  ó  tribunal  estranjero  en 
el  territorio  peruano,  después  de  estar  declarado  por  resolu- 
ción de  26  da  Febrero  de  1846,  que  no  se  admite  semejante 
cosa  en  el  país. 

Antes  de  concluir  hará  presente  este  Ministerio :  que  cuati4 
tas  objeciones  se  han  puesto  por  la  Legación  Francesa  en  el 
Perú,  para  convencer  de  que  se  ha  denegado  justicia  al  reo  Ollar-5 
Eon,  son  fútiles  i  manifiestan  poco  conocimiento  de  nuestra 
Jejislacion ;  objeciones  que  se  leen  en  la  traducción  de  fojas  47 ; 
allí  se  dice  que  el  juez  rehusó  al  intérprete  Casanova  que  se 
feriaba  á  serlo,  4  invitación  del  Canciller  declarante :  hizo  el 
juez  bien  en  rehusarlo,  porque  la  lei,  que  es  el  artículo  256  del 
.Código  de  Enjuiciamientos,  le  manda  que  nombre  el, i  no  que 
admita  los  que  elijan  los  interesados,  pues  basta  este  solo  he* 
cho  para  sospechar  de  ellos.  Se  dice  también  que  la  detención 
de  Durhin  era  mantenida,  á  pesar  de  las  órdenes  del  señor 
Ministro ;  pero  independiente  por  nuestro  sistema  político  el 
Poder  Judicial  del  Ejecutivo,  no  pueden  los  jueces  obedecer 
órdenes  de  los  Ministros  para  soltar  reos  que  están  sujetos  4 
su  jurisdicción,  mucho  mas  cuando  por  el  artículo  381  del 
Reglamento  de  Tribunales  la  condición  de  ellos  i  el  modo  de 
permanecer  en  las  cárceles,  depende  esclüsivamente  de  los  jue- 
ces. Se  dice  también  que  el  juez  para  prolongar  indefinida- 
mente la  detención  de  Durhin.  no  ha  trepidado  en  inventar 
queja  de  una  de  las  personas  heridas,  no  obstante  que  esa 
queja  se  rejistra  á  fojas  67.  El   mandamiento  de  prisión  li- 
brado contra  Ollarzon  i  de  que  se  hace  cargo  también  la  tra- 
ducción de  fojas  47,  está  bien  librado,  porque  habiendo  el  reo 
herido,  privado  de  los  sentidos  á  un  hombre  i  atacado  á  la  jus- 
ticia, merece  pena  corporal  aflictiva,  i  en  este  caso  no  ha  lugar 
á  la  soltura,  ni  aún  bajo  de  fianza,  por  la  lei  10,  tít  29,  par- 
tida 7.  *  Otra  de  Jas  objeciones  es  que  el  juez  se  ha  limitado 
únicamente  á  reunir  pruebas  contrarias  al  acusado,  i  que  figu- 
ran en  este  negocio  hombres  i  mujeres  de  mala  vida,. siendo 
.% Btototiwiiwsretoj  1» 9  por^UQ  ©nlaa  sumaria*  pe  tomata 
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claracion  á  los  testigos  presenciales,  sea  su  vida  la  que  fuere, 
para  calificar  el  cuerpo  de  delito,  i  2.  °  porque  todas  las  decla- 
raciones son  de  personas  decentes,  honradas,  militares  anti- 
guos i  de  conducta  acreditada,  incluso  los  dos  franceses  paisa- 
nos de  Ollarzon,  que  han  declarado  contra  el  i  conforme  á  la 
verdad  Se  dice  que  habia  otros  testigos  á  los  que  se  califica 
de  imparciales,  i  se  acusa  al  juez  de  no  haberles  tomado  decla- 
ración :  bien,  ¿por  qué  no  se  han  presentado  esos  testigos  en  el 
término  probatorio,  que  es  cuando  se  reciben  las  pruebas  del 
reo,  mucho  mas  cuando  se  le  dejó  en  libertad  de  nombrar  de- 
fensor i  no  lo  hizo  como  es  de  verse  á  fojas  38  vuelta?  ¿Por  qué* 
el  Cónsul  del  Callao,  tan  solícito  en  desear  indemnizaciones 
por  este  malhadado  suceso,  no  presentó  esos  testigos?  testigos 
que  ha  hecho  declarar  en  su  Consulado,  constituyendo  un  tri* 
bunal  en  país  estranjero,  contra  los  principios  del  Derecho  In- 
ternacional i  con  espresa  prohibición,  por  una  disposición  Su- 
prema vijente  en  el  país  donde  reside.  Faltaba,  para  colmo  de 
aberraciones,  que  se  pidiese  la  destitución  del  juez  i  que  se  hi- 
ciesen recusaciones  jenerales  absolutas  i  futuras  en  causas  de 
estranjeros,  sujetos  á  la  jurisdicción  del  país  que  pisan.  ¿Qué 
diría  el  Emperador  de  los  franceses,  si  un  peruano  cometiese 
en  Francia  la  mitad  de  los  delitos  de  Ollarzon,  i  porque.se  le 
ponia  preso,  reclamase  nuestro  Encargado  de  Negocios  la  liber- 
tad del  delincuente  peruano,  la  destitución  del  majistrado  fran- 
cés que  lo  juzgase,  la  recusación  absoluta  é  indeterminada  de 
las  causas  que  pudiesen  tener  los  peruanos,  i  ocho  mil  ó  mas 
pesos  de  indemnización?  Este  Ministerio  se  abstiene  de  decir 
lo  que  haría  el  Emperador  de  los  franceses  en  tal  caso.  Por  lo 
espuesto,  el  Fiscal  pide  la  revocación  de  la  sentencia  de  1.  * 
instancia  i  que  se  condene  á  Pablo  Ríos  Ollarzon  ó  sea  Durhin, 
por  los  delitos  que  ha  cometido,  a  un  año  de  presidio,  i  que 
cumplido  éste,  salga  inmediatamente  del  país  para  no  volver  £ 
él  Que  se  aperciba  al  juez  de  1.  *  instancia  por  haber  remiti- 
do el  proceso  á  las  autoridades  políticas  contra  las  leyes,  i  per- 
mitido la  invasión  del  Poder  Judicial  por  el  señor  Ministro  do 
Belaciones  Estertores,  i  por  haber  pronunciado  una  sentencia 
no  conforme  con  las  leyes  citadas  i  con  el  mérito  del  proceso ; 
que  se  multe  en  la  tercera  parte  del  sueldo  al  ájente  fiscal  del 
Callao;  que  habiendo  pedido  á  fojas  37  para  Ollarzon  la  pena 
4t  que  dejase  el  país,  no  apeló  do  fe  ^atocia  deepuw  que  ff& 
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le  notificó  a  fojas  44,  no  siendo  conforme  con  su  pedido,  dejan- 
do así  sin  cumplimiento  las  leyes,  sin  satisfacción  á  la  vindicta 
pública  i  ultrajada  á  la  Nación  de  un  modo  indigno;  i  por  tilti- 
fcno,  que  se  someta  á  juicio  criminal  á  los  peruanos,  vecinos  del 
Callao,  ó  estr&njeros  que  han  ido  á  prestar  declaraciones  al 
Consulado  francés,  desconociendo  la  jurisdicción  del  país  i  re- 
conociendo la  de  un  Ájente  Consular  que  no  la  tiene,  contra 
resoluciones  espresas  i  principios  conocidos.— Lima,  Enero  21 
de  1869.— Vülarán. 


El  Fiscal  dice:  que  se  han  puesto  en  su  conocimiento  las  no 
tas  que  ha  remitido  el  Ministerio  de  Relaciones  Esteriores  á 
es©  Superior  Tribunal,  relativas  á  esta  causa ;  ellas  son  decía 
raciones  tomadas  por  el  Cónsul  de  Francia  en  el  Callao  á  va- 
rias personas  cuyas  declaraciones  carecen  absolutamente  de 
fuerza  legal ;  1.  °  porque  en  el»  Perú,  por  decreto  citado  ya¡,  no 
se  admiten  tribunales  ni  juzgados  estranjeros;  de  consiguien- 
te, el  juez  que  ha  tomado  esas  declaraciones  es  incompetente, 
i  han  cometido  un  delito  los  que  han  ido  á  declarar  al  Consu- 
lado, ora  sean  naturales  del  Perú,  ora  estranjeros ;  2.  °  porque 
se  han  buscado  personas  interesadas  en  el  asunto  como  parien- 
tes interesados  i  paniaguados,  cuyos  testimonios  rechaza  el 
artículo  880  del  Código  de  Enjuiciamientos ;  3.  °  porque  á  los 
tales  testigos  no  se  les  ha  tomado  juramento  i  han  podido  ase- 
gurar cuanta  falsedad  les  haya  venido  en  grado  sin  compro- 
meter su  relijion  ni  su  conciencia ;  4.  °  porque  el  Cónsul  fran- 
cos del  Callao,  el  interesado  Durhin  ó  su  defensor,  han  podido 
.  presentar  estos  testigos  en  el  plenario,  i  no  lo  han  hecho ;  prue- 
-  ba  evidente  de  que  se  han  estado  solicitando  los  testimonios 
para  acriminar  á  la  justicia  del  país  i  que  ante  el  juez  de  la 
causa  i  bajo  juramento,  tal  vez  no  habrían  asegurado  lo  que 
dicen  ante  el  Cónsul  sin  jurisdicción  para  tomar  pruebas  ju- 
diciales ;  5.  °  i  último,  porque  las  pruebas  alegadas  fuera  de  la 
causa  i  del  juez  de  ella,  son  de  ningún  valor,  como  contrarias  á 
lo  que  disponen  los  artículos  885  i  887  del  Código  de  Enjuicia- 
mientos i  el  64  déla  sección  adicional  del  Reglamento  de  Tri- 
bunales. No  hai  vestijio  alguno  en  el  proceso  de  que  se  hubia* 
se  pedido  *l  jue»  esas  prueJMia, 
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No  dejará  el  Fiscal  de  notar  sobre  la  certificación  del  módi- 
co francés  don  Alban  Galle*,  que  fué  á  reconocer  á  Durhin  por 
.  insinuación  del  Consulado,  que  su  certificado  no  está  jurado,  i 
que  habiendo  recibido  la  citación  para  el  reconocimiento  en  9 
de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  certificó  el  16  del  mismo 
mes,  diciendo,  "que  por  resultado.de  todas  las  heridas  i  contu- 
siones de  Durhin,  se  le  habia  ocasionado  una  reacción  febril 
inflamatoria  que  el  (el  médico)  combatió  con  todos  los  medios 
que  da  la  ciencia,  i  que  ese  estado  duró  cinco  días,  i  que  cesó  en 
virtud  del  tratamiento  que  habia  empleado."  Según  esto,  el 
Consulado  francés  del  Callao  no  nombró  un  médico  imparcial 
para  que  se  constituyera  en  la  posición  de  Durhin  á  recono- 
cerlo, sino  al  médico  paisano  de  Durhin,  que  supone  haberlo 
curado  en  cinco  o  seis  dias  de  las  lesiones,  que  si  algunas  to- 
rda, serían  las  que  recibió  en  la  lucha  con  las  mujeres  que  pro* 
vocó,  i  en  lo  que  se  tiraba  al  suelo  i  revolcaba  cuando  lo  con- 
ducían á  la  prisión,  para  improvisar  una  fortuna.— Lima,  Ene* 
ro  24  de  1859.— Tillarán. 
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Mr.  Favre— .„...  "El  Gobierno  es  ciertamente  de  esta  opi- 
nión, que  nuestros  nacionales  deben  ser  protejidos ;  solo  que 
esta  cuestión  mui  sencilla  en  principio,  puede  en  la  aplicación 
presentar  graves  dificultades.  El  orador  recuerda  un  hecho  del 
que  ha  hablado  ya  á  la  Cámara  el  año  pasado :  se  trata  de  una 
modista  francesa,  que  después  de  haber  sido  injustamente  des- 
pojada i  secuestrada  en  Rusia,  no  ha  podido  obtenor  justicia. 
El  Gobierno  ruso  ha  castigado  al  jefe  de  policía  culpable  del  h#- 
oho,  pero  la  desgraciada  mujer  no  ha  podido  obtener  la  menor 
indemnización." 

El  orador  rinde  homenaje  al  celo  del  Embajador  de  Fran- 
cia en  San  Peterabuigo  ;  da  igualmente  las  gracias  al  señor 
Ministro  de  Estado,  que  ha  pronunciado  en  aquella  ocasión  las 
palabras  mas  benévolas  :  pero  si  las  palabras  pueden  consolar, 
no  bastan  para  reembolsar.  Esta  mujer  no  ha  podido  obtener 
nada.  El  señor  Ministro  de  Estado  ha  respondido  que  no  se 

podrá tia  embwgo,  declarar  la  guerra  á  toítaeia*  Haipeti* 
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vos  de  guerra  mas  injustos  que  ese,  i  si  la  Francia  hubiese 
amenazado  con  sacar  la  espada,  habría  obtenido  satiafáccriorL 
£1  Gobierno  Buso  dice  :  "yo  he  castigado  á  mi  funcionario ; 
perseguidlo  civilmente."  Ahora  bien,  un  proceso  civil  en  Rusia 
es  un  verdadero  dédalo.  Por  otra  parte,  un  francés  no  debe 
hallarse  en  esta  necesidad.  £1  Gobierno  es  responsable  i  sin 
declarar  la  guerra  á  Rusia,  debería  arreglarse  para  indemnizar 
á  la  mujer  que  ha  sido  víctima  de  un  funcionario  indigno.  El 
no  puede  dejar  sin  protección  á  los  franceses  que  van  al  es- 
tranjero.  Ni  debe  sufrir  que  el  derecho  sea  violado,  i  seria  ne- 
cesario que  aquellos  en  la  persona  de  los  cuales  lo  ha  sido,  en- 
cuentren siempre  una  reparación  efectiva. 

Mr.  Rouher Llego  al  hecho  particular  de  que  ha  habla- 
do Mr.  JulesFabre.  Una  francesa,  Mlle.  Masset,  se  había  esta- 
blecido como  modista  en  Varsovia.  En  el  mes  de  Enero  de  1859 
partió  para  Kiew,  llevando  una  factura  ;  se  hospedó  en  el  hotel 
de  Inglaterra  i  comenzó  Á  vender  sus  efectos  a  algunas  elegan- 
tes de  la  ciudad.  Sin  embargo,  un  Comisario  de  Policía  ruso, 
un  tai  Plenatoff,  creyó  que  ella  había  introducido  un  contra- 
bando i  que  no  había  pagado  derechos.  Era  un  error  -;  su  mer- 
cadería fuá  embargada  i  Mlle  Masset  fue*  maltratada ;  Plenatoff 
cometió  en  esto  una  mala  acción  i  procedió  cuando  menos,  de 
la  manera  mas  gravemente  irregular.  Mlle  Masset,  sin  embar- 
go, no  permaneció  14  dias  en  un  calabozo  ;  este  calabozo  no  ha 
existido,  [fué  simplemente  vijilada  durante  14  dias  en  el  hotel 
de  Inglaterra.  Al  fin  reclamó,  i  la  fortuna  quiso  que  encontrase 
un  francés  que  era  justamente  el  maestro  de  los  hijos  del  Go* 
bierno  Jeneral  de  Kiew. 

» 

El  Gobierno  se  ocupó  del  asunto  i  se  nombró  una  comisión 
de  pesquisa  i  los  hechos  parecieron  bastante  graves  para  dar 
lugar  á  un  juicio  criminal.  Plenatoff  fue*  detenido  con  uno  de 
sus  ajentes  subalternos  i  dos  mujeres  inglesas  que  habían  habí* 
tado  el  hotel.  El  tribunal  juzgó  no  obstante  que  los  hechos 
habían  sido  exaj  erados  i  se  contentó  con  destituir  á  Plenatoff, 
Mllé  Masset  apeló  al  Senado  director,  el  que  borró  á  Plena- 
toff del  servicio  de  las  pensiones  considerando,  ante  todo,  las 
irregularidades  que  había  cometido  en  su  sumario. 

El  Senado  ha  hecho  constar  el  perjuicio  causado,  pero  como 
la  leirusa  no  permite  perseguir  la  acción  civil  aoumuUtira* 
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mente  con  la  acción  criminal,  se  ha  declarado  incompetente 
respecto  á  la  cuestión  civil.  MUe  Masset  ha  titubeado  desde 
luego,  para  perseguir  civilmente  á  Plenatoff  sosteniendo  que 
el  Gobierno  era  responsable.  Después  ha  entablado  su  deman- 
da ante  el  tribunal  de  Kiew,  pero  apenas  acababa  de  presen- 
tarse, cuando  murió  Plenatoff.  Su  viuda  é  hijos  renunciaron  la 
herencia  i  no  se  encontró  mas  que  un  curador  que  hizo  constar; 
la  insolvencia  de  la  testamentaria.  Todo  juicio  era  inútil. 

Ahora,  MUe^Masset  viene  á  decir  que  el  Gobierno  Francés 
debe  forzar  al  Gobierno  Ruso  á  pagar,  i  Mr.  Favre  anadia  hace  .g 

un  instante,  que  á  falta  de  pago  del  Gobierno  Buso,  el  Gobier- 
no Francés  debía  inscribir  en  el  presupuesto  una  indemniza- 
ción para  Mlle.  Masset. 

Hai  en  este  pequeño  asunto  una  grave  cuestión  de  Derecho 
Internacional.  Hai  una  regla  fundamental  en  todos  los  países, 
i  es  que  el  estranjero  no  puede  tener  mas  derechos  que  el  regní- 
cola. Asi,  si  en  Francia  un  ciudadano  fuese  victima  de  abusos  6 
defraudes  de  parte  de  un  ájente  del  Gobierno :  ¿  estaría  por  eso 
empeñada  la  responsabilidad  de  éste  ?  Conozco  el  articulo  d  que 
ha  aludido  Mr.  Jules  Favre';  es  el  artículo,  que  nos  hace  res* 
ponsables  por  las  faltas  de  nuestros  servidores  i  aún  de  los  anU 
males  que  tenemos  en  domicilio  ;  pero  nunca  he  oído  decir  que 
la  responsabilidad  pecuniaria  del  Gobierno  quedase  compróme-' 
tida  por  los  cielitos  de  sus  ajenies.  Esta  responsabilidad  nunca 
ha  sido  proclamada\en  ninguna  parte.  Había,  pues,  allí  una, 
cuestión  de  principios  que  podía  llegar  á  ser  grave. 

lír.  Jules  Favre  ha  dicho  que  donde  quiera  que  haya  un  de- 
recho, el  Gobierno  debía  sostenerlo  aún  a  riesgo  de  la  guerra. 
Tiene  razón  ;  el  Gobierno  francés  protejo  a  sus  nacionales  en 
todas  partes  ;  siempre,  aún  con  riesgos  estremos,  i  diré  que 
es  así  cómo  se  esplican  del  modo  mas  natural,  ciertas  espedi- 

ciones  lejanas  tan  violentamente  atacadas *. (Cuerpo  le* 

pslativo  /roTicw— Sesión  del  22  de  junio  de  1866.) 
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LorD  Sianley.— La  cámarajal  reconocer  que  el  Gobiér* 

Jag  de];*  wguraj  A  loo  subditos  do  S.  M,  rendentes  en  loa  JJeJ 
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tados  estranjeros,  la  entera  protección  de  las  leyes  en  esos  Es" 
tados,  deplora  hallar  en  los  documentos  que  se  le  han 
presentado,  que  diversas  reclamaciones  contra  el  Gobierno 
Griego,  dudosas  bajo  el  aspecto  de  la  justicia  i  exajeradas  en 
cuanto  á  la  cura,  han  sido  apoyadas  por  medidas  coercitivas 
contra  el  comercio  i  pueblo  de  la  Grecia  ;  medidas  capaces  de 
comprometer  las  relaciones  amistosas  de  la  Gran  Bretaña  con 
las  otras  potencias. 

Ahorrare'  á  Vuestras  Señorías,  la  fatiga  que  me  ha  causado 
la  lectura  de  esas  piezas  ;  os  dirá  solamente,  que  ellas  me  han 
hecho  ruborizar  i  avergonzarme  por  mi  país,  ¿al  darme  a  co- 
nocer las  innumerables  estravagancias  que  pululan  en  esas, 
negociaciones.  La  conducta  del  Gobierno  ha  sido  inconsecuen- 
te, injusta,  brutal,  i  ha  tendido  sin  necesidad  á  turbar  la  buen» 
armonía  que  debe  reinar  entre  las  Potencias  de  Europa. 

El  tono  de  las  reclamaciones  que  deben  hacerse,  debe  ser 
mas  reservado  i  mas  cortes,  si  es  posible  con  respecto  á  un  Es- 
tado débil  que  con  respecto  á  una  gran  potencia.  Sin  duda  el 
Gobierno  de  la  Beinadebe  asegurar  á  los  subditos  ingleses  resi- 
dentes en  el  estranjero  toda  la  proteootion  legal  de  esos  Estados, 
pero  es  el  deber  de  todo  estranjero,  residente  en  otro  Estado, 
obedecer  las  leyes  de  ese  país  para  obtener  que  la  justicia  se  lo 
dispense  de  una  manera  imparcial.  Pero  ningún  estranjero 
tiene  derecho  para  rechazar  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
ordinarios  ni  para  requerir  la  intervención  diplomática  de  su 
Ministro.  En  los  países  despóticos,  ó  en  los  Estados  en  que 
las  leyes  son  mal  administradas,  pueden  surjir  circunstancias, 
en  que  el  subdito  estranjero  tenga  el  derecho  de  apelar  á  la 
protección  de  su  Ministro,  no  contra  la  leí,  sino  oontra  les  qua 
la  ejecutan  mal. 

Los  detalles  que  acabo  de  esponer,  os  darán  idea  de  los 
manejos  constantemente  emplados  por  el  Gabinete  con  res-» 
pecto  al  Gobierno  Griego 

Lo  repito  :  no  creo  que  un  Gobierno  está  obligado  en  toda 
el  rigor  de  la  palabra,  á  indemnizar  á  los  estranjeros  que  han 
sufrido  por  fuerza  mayor.  Todo  lo  que  debe  hacer  un  Gobier-* 
no  en  semejante  caso  es  protejer  en  tanto  que  le  sea  posible 
á  sus  nacionales  i  á  los  estranjeros  que  residan  en  su  suelo, 
contra  las  pérdidas  i  las  violencias %.„«.. (Ctfmorg  <fofo( 

lom~!~$wm  <fc  17  de  Junio  de  1850.) 
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Vierta,  á  UcU  Abril  de  1860. 

St  nos  ha  informado  de  la  demanda  de  indemnizaciones  que 
hace  la  Inglaterra  *á  la  Toscana,  por  los  pretendidos  perjuicios 
que  los  subditos  ingleses  habían  sufrido  en  Liorna,  á  conse- 
cuencias de  la  represión  de  la  revuelta  que  turo  lugar  en  esa 
ciudad,  en  el  mes  de  Majo  de  1849.  Tal  reclamación  bajo  to- 
dos los  puntos  de  vista  es  acreedora  á  la  atenciom  del  Gobierno 
Imperial.  En  efecto :  los  perjuicios  que  dan  márjen  á  la  re- 
clamación se  atribuyen  á  las  tropas  de  S.  M.  el  Emperador 
que  obraban  eomo  aliados  del  Soberano  lejítimo  de  Toscana, 
Por  otra  parte,  independientemente  de  esta  circunstancia, 
natural  era  que  el  Austria,  unida  á  la  Toscana  por  fuertes  i 
estrechos  lazos,  i  por  tratados  antiguos  i  modernos,  prestase  i 
preste  un  interés  particular  á  cuanto  se  refiere  á  ese  país.  En 
fin,  (i  este  [es  el  punto  mas  importante;  la  pretensión  inglesa 
tiende  á  suscitar  una  cuestión  de  principios  cuya  solución  es 
de  la  mas  alta  importancia  para  la  independencia  i  seguridad 
de  todos  los  Estados  que  mantienen  relaciones  de  amistad 
con  la  Alemania. 

El  oríjen  de  la  reclamación  remonta  á  la  época  en  que  la 
ciudad  de  Liorna  se  hallaba  en  plena  insurrección  contra  el  Go- 
bierno lejítimo.  Las  tropas  austríacas  llamadas  á  restablecer 
la  autoridad  de  las  leyes,  fueron  recibidas  á  cañonazos  i  el 
fuego  contra  ellas  continuó  haciéndose  por  las  ventanas,  has- 
ta que  la  ciudad  fué  tomada.  Nuestros  soldados  se  vieron  obli- 
gados á  penetrar  de  viva  fuerza  en  los  almacenes  i  las  casas, 
para'  examinar  si  no  se  hallaban  allí  hombres  armados  i  mu- 
niciones ocultas.  Si  en  tal  ocasión  i .  á  pesar  del  esfuerzo  de 
nuestros  oficiales  para  impedir  el  desorden,  lo  hubo,  i  si  al- 
gunos objetos  pertenecientes  á  ingleses  fueron  menoscabados 
ó  distraídos  por  nuestros  soldados,  irritados  por  el  combate  i. 
por  una  resistencia  ciega  i  tenaz,  ¿hai  motivo  de  asombro? 
¿no  debe  contarse  esa  desgracia  en  el  número  de  las  fatales  é 
inevitables  consecuencias  de  la  guerra? 

JSs  bajo  este  punto  de  ráta,  apoyado  ademas  por  los  pr^a* 
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cipios  de  derecho  jeneralmente  reconocidos,  que  el  Gobierno 
del  Gran  Duque  ha  declarado  que  no  estaba  obligado  á  conce- 
der indemnización  á  aquellos  de  sus  subditos,  que  habían  su- 
frido pérdidas  á  consecuencia  del  asalto  de  la  ciudad  de  Lior- 
na cuando  se  vio  obligada  á  rendirse,  después  xde  haber 
desechado  toda  proposición  conciliatoria. 

En  consecuencia,  el  Gobierno  del  Gran  Duque  de  Toscana  so 
ha  resistido  á  tratar  á  los  ingleses  mas  favorablemente  que  á 
sus  propios  subditos.  No  ha  creido  que  estaba  en  el  deber  do 
presentar  á  los  subditos  ingleses  una  posición  mas  ventajosa, 
al  pagarles  á  título  de  indemnización  sumas  que  ño  se  pagan 
á  los  subditos  Toscanos  ;  tanto  mas  cuanto  que  si  los  estran- 
jeros  hubieran  puesto  en  seguridad  sus  bienes  i  sus  person&sj 
habrían  podido  escapar  fácilmente  á  las  desgracias  jenerales  á 
que  deben  sometérselos  habitantes  de  una  ciudad  sitiada. 

Estas  razones  que  el  Gobierno  Toscano  ha  opuesto  á  las  re- 
clamaciones de  Lord  Palmerston,  nos  parecen  fundadas  sobro 
principios  tan  elevados  é  incontestables,  qué  con  pesar  hemos 
visto  á  Su  Señoría  no  desistir  de  semejante  pretensión,  no  obs  « 
tante  el  peso  de  aquellas  razones. 

Lájos  de  desistir,  el  Embajador  Ingles  recibe  orden  para  que 
insista  enerjicamenta  j.  para  quo  haga  comprender,  que  si  las 
reclamaciones  no  son  admitidas  para  el  Gobierno  Toscano,  la 
Inglaterra  se  hallará  en  necesidad  de  apoyarlas,  adoptando  me., 
didas  enérjicas. 

Por  consejo  del  Embajador  Ingles  en  Florencia,  la  Toscana 
proponía  someter  el  negocio  al  arbitraje  áe  una  tercera  po 
tencia.  Aunque  se  hubiera  adoptado  en  esta  cuestión  un  pro- 
cedimiento que  hubiera  permitido  ¿llegar  á  una  solución  pacífi- 
ca, nosotros  no  podemos  disimular  que  en  presencia  de  otros 
hechos  análogos  mas  recientes  i  jeneralmente  conocidos,  el 
lenguaje  categórico  del  Gabineto  Ingles  merece  fijar  la  atención 
de  los  Estados,  que  han  tenido  la  costumbre  de  hacer  una  aco- 
jida  hospitalaria  á  los  subditos  ingleses. 

Por  mas  dispuestos  que  se  hallen  los  pueblos  civilizados  iie 
Europa  á  ensanchar  los  límites  del  derecho  de  hospitalidad,  ja- 
mas lo  harán  hasta  el  punto  de  de  acordar  á  los  estranjeros  un 
trato  mas  favorable  que  el  quo  aseguran  á  los  nacionales  las 
leyes  del  país.  Poner  en  duda  este  principio  del  Derecho  Públi- 
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ce,  que  estantes  resueltos  á  mantener  firme  é  inmutable,  i  re. 
clamar  para  los  ingleses  establecidos  en  país  estranjero' una 
posición  escepcional,  sería  forzar,  por  decirlo  así,  á  los  demás 
Estados  á  ponerse  en  guardia  contra  las  consecuencias  de  una 
pretensión  tan  contraria  á  la  Independencia,  porque  entonces 
ellos  impondrían  aún  por  la  fuerza  otras  condiciones  á  los  sub- 
ditos ingleses'que  quisiesen  residir.  Nosotros  seríamos  por  cier- 
to los  primeros  en  adoptar  esa  medida  necesaria,  que  es  preci- 
so confesarlo,  formaría  un  notable  contraste  con  la  tendencia 
de  nuestra  época  á  multiplicar  i  cultivar  las  relaciones  comer- 
ciales entre  los  puebles  i  á  acortar  las  distancias  que  los  se- 
paran. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere,  el  primer  derecho  de  todo  Estado 
independiente,  es  el  de  asegurar  su  propia  f conservación  por 
todos  los  medios  que  estén  en  su  poder.  Desde  que  un  So- 
berano usando  de  su  derecho,  se  re  obligado  á  recurrir  á  las 
armas  para  debelar  una  insurrección  i  que  en  la  guerra  civil 
que  resulte,  la  propiedad  de  les  estranjeros  establecidos  en  el 
país  se  menoscaba,  á  mi  modo  de  ver  es  una  desgracia  pública, 
que  los  estranjeros  deben  sufrir  lo  mismo  que  los  nacionales  i 
que  no  les  da  derecho  á  una  indemnización  escepcional,  asi  co- 
mo no  tendrían  ese  derecho,  si  acaeciese  cualquiera  otra  cala- 
midad proveniente  de  la  voluntad  de  los  hombres. 

Tal  es' en  su  mas  simple  espresion  el  punto  cuestionable  sus- 
citado al  Gobierno  Toscano.  Ños  hallamos  mui  penetrados  de 
a  gravedad  de  las  consecuencias,  que  se  derivan  de  la  cuestión 
de  saber  si  debe  respetarse  ó  no  el  principio  de  que  se  trata, 
i  por  esto  obedecemos  á  la  necesidad  de  someterlo  de  la  mane- 
ra mas  franca  al  examen  del  Gobierno  Británico.  Pertenece  á 
éste  apreciar  la  cuestión  en  su  alta  sabiduría  i  equidad ;  i  esta 
apreciación  conducirá  como  lo  esperamos,  á  una  pronta  i  satis- 
actoria  solución  de  la  cuestión  que  se  discute. 

Se  os  encarga  dar  lectura  de  este  despacho  al  señor  Ministro 
de  Relaciones  Esteriores  de  la  Gran  Bretaña. — Schrcarztzem- 
Urg. 

San  Peter*burgo,  mayo  2  d*  18C0, — El  Gabinete  de  San 
Petersburgo  se  adhiere  [completamente  á  los  principios  que 
han  servido  de  base  á  la  demanda  del  Gabinete  de  Viena.  La 
Rusia  se  halla  demasiado  interesada  por  que  sejoaantenga  la 
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independencia  de  los  Estados  secúndanos  i  el  reposo  interior 
de  la  Italia ;  i  por«ello  no  puede  dejar  de  asociarse  en  esta  cir- 
cunstancia á  los  sentimientos  i  á  las  miras  políticas  del  Aus- 
tria. 

Según  las  reglas  del  Derecho  Público,  tales  como  las  entien- 
de la  política  Rusa,  no  se  puede  admitir  que  un  Soberano  for- 
zado, como  lo  ha  sido  el  Gran  Duque  de  Toscana,  por  la  obsti- 
nación de  sus  subditos  rebeldes,  á  recuperar  una  ciudad 
ocupada  por  los  insurrecctos,  esté  obligado  á  indemnizar  á  los 
subditos  estranjeros  que  hayan  sufrido  daños  á  consecuencia 
del  asalto  emprendido  contra  esa  ciudad. 

Cuando  uno  se  instala  en  un  país  que  no  es  el  sujo  p  ropio 
acepta  la  posibilidad  de  todos  los  peligros  á  que  puede  estar 
espuesto  ese  país.  Liorna  se  insurreccionó;  fué  preciso  emplear 
las  armas  para  reducirla.  Algunos  propietarios  ingleses  han 
podido  participar  de  Jos  daños  esperimantados  por  los  propie- 
tarios del  país ;  ¿porque  tendrían  ellos  solos  el  derecho  de  ser 
-indemnizados  de  sus  pérdidas,  cuando  el  Gobierno  Toscano  no 
rndemniza  á  sus  propios  subditos  ?  Estas  razones  son  tan  cla- 
ias  que  habiéndose  dirijido  la  Toscana  al  Emperador  para  pedir 
su  arbitraje,  el  Emperador  á  pesar  del  vivo  interés  que  tiene 
por  la  Toscana  ,no  ha  podido  acceder  á  sus  deseos.  No  se  trata 
de  una  cuestión  de  cifras  mas  ó  menos  elevadas,  sino  de  un 
principio  que  S.  M.  I.  no  podría  admitir ;  es  decir,  el  principio 
de  una  indemnización  cualquiera,  reclamada  como  derecho 
lejislativo,  mucho  menos  cuando  se  quiere  exijir  por  la  fuerza» 
Habría  parecido  que  implícitamente  lo  sancionaba  al  prestar 
su  arbitraje  á  las  dos  partes,  caso  de  que  la  Inglaterra  consin- 
tiese en  adoptar  el  espediente. 

Puesto  que  la  Toscana  se  halla  dispuesta  á  entrar  en  la 
Vía  de  las  esplicaciones  conciliatorias,  no  podría  entrar  en 
las  intenciones  del  Gobierno  Ruso  el  disuadirla  de  un  arreglo 
amistoso  con  el  Gobierno  Ingles.  Pero  el  Emperador  espera 
de  la  justicia  i  moderación  del  Gobierno  Ingles,  que  no  em- 
pleará para  obtenerlo,  sino  medios  también  conciliatorios  ;  i 
el  Gobierno  Imperial  debe,  en  cuanto  lo  concierne,  hacer  des- 
de ahora  las  reservas  sobre  todo  aquello  que  considera  como 
poco  conforme  con  las  máximas  reconocidas  del  Derecho  <}e, 
Jentes, 
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£1  Gabinete  de  Londres  debe  reconocer  que  ae  trata  de  las 
mas  graves  cuestiones  para  la  independencia  de  los  Estados 
del  Continente.  En  efecto  ;  si  lo  que  la  Inglaterra  pretende 
establecer  en  este  momento  con  respecto  á  Ñapóles  i  a  Tosca- 
na,  llegase  á  admitirse  como  precedente,  resultaría  para  los 
subditos  británicos  en  el  esterior  una  posición  excepcional, 
mui  superior  á  las  ventajas  de  que  gozan  los  habitantes  do 
los  demás  países,  i  una  situación  intolerable  para  los  Go- 
biernos que  los  reciban. 

En  vez  de  ser  como  hasta  hoi  un  beneficio  para  los  países 
donde  se  establecen  i  á  los  cuales  traen  con  sus  riquezas  i  sus 
medios  industriales,  los  hábitos  de  moralidad  i  orden  que 
distinguen  tan  honorablemente  al  pueblo  ingles  ;  su  presen- 
cia llegaría  á  ser  un  inconveniente  perpetuo  i  en  ciertos  casos 
un  verdadero  azote  ;  su  presencia  seria  para  los  factores  de 
insurrecciones  un  estímulo  á  la  revuelta,  porque  si  tras  de  las 
barricadas  debiera  continuamente  alzarse  la  eventualidad 
amenazante  de  futuras  reclamaciones  en  favor  de  los  subdi- 
tos ingleses  que  hubiesen  recibido  menoscabo  en  sus  bienes 
por  la  represión  ;  todo  Soberano,  á  quien  su  posición  i  su 
respectiva  debilidad  espusieran  á  las  medidas  coercitivas  de 
una  flota  inglesa,  se  hallaría  impotente  en  presencia  de  la  in- 
surrección :  no  se  atrevería  á  tomar  medidas  coercitivas,  i  si 
las  tomaba,  tendría  que  examinar  los  pormenores  de  la  ope- 
ración, apreciar  la  necesidad  6  inutilidad  de  tal  ó  cual  me- 
dio estratégico,  que  espondría  á  sufrir  pérdidas  á  los  ingleses : 
tendría  en  fin  que  reconocer  al  Gobierno  Ingles  como  juez 
entre  el  Soberano  i  sus  subditos,  en  materia  de  guerra  civil  i 
de  Gobierno  interior. 

El  Emperador  no  puede,  pues,  suscribir  á  semejante  teoría. 
Jamas  transijirá  en  materia  de  los  principios  que  acabo  de  de- 
senvolver. Por  mui  dispuesto  que  esté  i  que  lo  haya  estado 
siempre  á  acojer  con  benevolencia  á  los  individuos  pertenecien- 
tes á  la  Nación  Británica,  por  cuyo  carácter  és  conocida  su 
estimación,  si  reclamaciones  semejantes  á  las  que  se  han  he- 
cho á  Ñapóles  i  á  la  Toscana  pudieran  ser  apoyadas  por  la 
fuerza,  se  vería  en  la  necesidad  de  examinar  i  de  precisar  de 
una  manera  mui  formal  las  condiciones  con  que  en  adelante 
consentiría  en  acordar  en  sus  Estados  á  los  subditos  británi- 
cos, el  derecho  de  residencia  i  propiedad. 
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El  Gobierno  Ruso  espera  que  el  Gabinete  Ingles  aceptará 
estas  reflecciones  en  el  espirítu  de  imparcialidad  con  que  han 
sido  dictadas,  que  no  las  perderá  do  vista  en  la  conducta  que 
adopte  con  respecto  á  Ñapóles  i  á  la  Toscana.  La  causa  de  és- 
tos es  la  de  todos  los  Estados  débiles,  cuya  existencia  solo  está 
garantizada  por  el  mantenimiento  de  los  principios  tutelares 
que  se  acaban  de  invocar.  En  el  momento  actual,  mas  que 
nunca,  el  respeto  de  estos  principios  por  las  grandes  poten- 
cias, es  lo  único  que  puede  preservar  á  la  Europa  denlas  mas 
grandes  perturbaciones—.  Comunicareis  etc. — jtfessdrode. 


lvh 

Washington,  H  de  Octubre  de  18S1. — El  infrascrito,  Enviado 
Extraordinario  i  Ministra  Plenipotenciario  de  S.  M.  0.  al  mis- 
mo tiempo  que  dirijia  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  las 
reclamaciones  contenidas  en  sus  notas  de  26  Agosto  i  5  de  Se- 
tiembre últimos,  dio  cuenta  á  su  Gobierno  de  los  excesos  co- 
metidos en  Nueva  Orleans,  después  de  la  pirática  invasión  de 
Bahía-Honda.  Ei  infrascrito  acaba  de  recibir  del  gobierno  de 
S.  M .  una  contestación  en  que  empresa  el  profundo  sentimien- 
to que  ha  esperimentado,  como  era  de  creerse,  portan  abomi- 
nables sucesos ;  i  no  ha  sido  menos  el  sentimiento  del  Gobier* 
no  Español,  al  ver  que  han  sido  inútiles  los  numerosos  i  cons- 
tantes esfuerzos  que  ha  hecho,  para  evitar  la  catástrofe  que 
ha  tenido  lugar  en  la  isla  de  Cuba.  Ciertamente  no  es  culpa 
suya,  el  que  desoyendo  sus  advertencias  i  despreciando  la  vos 
de  la  razón  i  la  justicia,  algunos  malvados  ajitadores  hayan 
logrado  poner  por  obra  una  empresa  reprobada  en  todos  tiem- 
pos por  todas  las  naciones  civilizadas  i  condenada  con  antici- 
pación por  la  opinión  pública  ilustrada  de  esto  país.  Después 
de  la  espedicion  de  Cárdenas  del  año  pasado,  se  han  estado 
haciendo,  sin  interrupción  alguna,  preparativos  militares  en 
varios  puntos  de  la  Confederación,  manteniéndose  en  constan- 
te alarma  á  la  isla  de  Cuba,  hasta  que  se  consumó  el  nuevo 
atentado  en  Bahía-Honda,  á  pesar  de  nuestras  repetidas  pro- 
testas i  constantes  reclamaciones.  I  como  si  no  fuese  suficicn- 

ts  el  escándalo  quo  los  ajitadores  de  Nueva  Orleans  daban  al 

20 
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mundo,  enviando  una  espedicion  contra  un  país  de  quien  no 
se  había  recibido  la  menor  injuria  i  con  quien  estaba  en  com- 
pleta paz  el  Gobierno ;  esos  mismos  i  otros  ajitadores,  en  el  fu- 
ror de  su  injusto  resentimiento,  han  cometido  en  territorio  de 
los  Estados  Unidos,  actos  de  violencia  que  son  de  pública  no- 
toriedad i  que  ni  aún  en  estado  de  declarada  hostilidad  entre 
los  dos  Gobiernos  podrían  justificarse. 

Informado  de  lo  ocurrido,  el  Gobierno  de  S.  M.  ha  dado  al 
infrascrito  la  orden  de  insistir  en  exijir,  como  exije  de  nuevo 
en  nombre  de  dicho  Gobierno,  una  completa  satisfacción  por 
los  graves  insultos  hechos  á  la  bandera  española  i  al  Cónsul 
de  S.  M.  en  Nueva  Orleans,  como  también  que  se  indemnice 
á  los  españoles  residentes  en  aquella  ciudad,  de  las  pérdidas 
que  les  ha  hecho  padecer  una  plebe  embravecida  i  licenciosa, 

Sabe  el  Gobierno  de  S.  M.,  según  se  le  ha  informado,  cuan 
penoso  ha  sido  para  el  Ilustre  Presidente  de  la  República,  ver 
menospreciada  su  autoridad  i  los  nobles  i  eternos  principios 
espuestos  en  su  proclama  de  25  de  AbriL  I  S.  É.  no  dejará  de 
conocer  por  su  parte,  guiado  de  sus  nobles  sentimientos,  cuan 
imposible  es  para  España  soportar  ultrajes  que  hasta  ahora 
jamas  ha  tolerado.  Si  la  excitación  que  han  producido  en  el 
Sur  i  otros  puntos  los  últimos  acontecimientos  ha  sido  tu- 
multuaria i  jeneral,  la  sensación  producida  en  España  ha  sido 
no  manos  profunda  i  unánime  en  tedas  las  clases  i  partidos, 
en  la  prensa  i  en  la  vida  privada,  en  la  Corte  i  en  las  provin- 
t  cias.  En  la  isla  de  Cuba  existe  sobro  el  particular  una  opinión, 

que  el  Gobierno  Español  está  en  el  deber  de  respetar,  porque 
esa  opinión  es  justa  i  jenerosa,  i  en  vista  de  esta  expresión  de 
los  sentimientos  nacionales,  el  Gobierno  de  S.  M.  bien  fuese 
siguiendo  sus  dictados  ó  bien  de  otra  manera,  no  podia  menos 
de  sostener  á  todo  evento  el  honor  de  la  bandera  castellana, 
bandera  sin  mancha,  no  obstante  los  inauditos  desastres  é  in- 
fortunios que  han  añijido  á  la  Nación  española  por  una  larga 
serie  de  años.  Nación  que  jamas  ha  omitido  ningún  linaje  de 
sacrificios,  cuando  se  ha  tratado  de  conservar  su  honra  i  vin- 
dicar sus  derechos. 

■ 

i  El  Gobierno  de  S.  M.  ha  visto  con  satisfacción  que  una  par- 

1  te  respetable  do  los  Estados  Unidos  se  ha  espresado  abierta  i 

S  resueltamente  contra  los  criminales  excesos  cometidos  en  el 


» 
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Sur,  i  fiado  ademas  en  el  apoyo  que  el  Gabinete  de  Washington 
encontrará  de  parte  de  todos  los  hombres  honrados  i  sensatos, 
el  Gobierno  de  S.  M.  espera  que  aquel  logrará  impedir  i  re- 
primir todo  otro  esceso  semejante. 

El  infrascrito  ha  recibido  instrucciones  para  informar  al 
Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  que  el  Capitán  Jeneral  de  la 
isla  de  Cuba  ha  recibido  órdenes  terminantes  para  protejer 
eficazmente  las  personas  i  propiedades  de  todos  los  anglo-ame- 
ricanos  establecidos  en  ella,  porque  está  resuelto  á  castigar 
con  la  misma  severidad  de  que  ha  usado  con  los  piratas  que 
han  invadido  el  territorio  español,  á  los  que  intenten  hacer 
alguna  ofensa  á  esos  respetables  estranjeros  que  residen  allí 
bajo  el  amparo  de  nuestra  buena  fe*. 

Con  todo,  teme  el  Gobierno  de  S.  M.  que' si  estas  ajitaciones 
é*  intentos  hostiles  continúan,  la  autoridad  Suprema  de  la  isla 
se  vea  en  el  caso  de  espeler  á  los  que  pertenecen  á  los  Estados 
del  Sur  i  aún  de  cempeler  al  Cónsul  de  los  Estados  Unidos  á 
salir  de  la  isla,  caso  que  el  español  en  Nueva  Orleans  no 
reciba  la  debida  satisfacción. 

Pero  esta  reparación  del  mismo  modo  que  la  indemnización 
debida  á  los  españoles  que  fueron  privados  de  su  propiedad 
por  medio  de  la  violencia,  se  le  ha  ofrecido  verbalmente  al 
infrascrito  que  ha  comunicado  el  hecho  á  su  Gobierno.  No  tie- 
ne, pues,  duda  de  que  mui  en  breve  recibirá  sobre  el  asunto, 
una  contestación  esplícita  del  honorable  J.  J.  Crittenden,  con- 
testación que  pido  con  instancia,  i  se  lisonjea  con  la  esperan- 
ranza  de  que  pronto  la  justicia  reparará  las  injurias  i  excesos 
que  la  injusticia  ha  causado,  en  detrimento  de  las  amistosas 
relaciones  que  han  ligado  á  los  dos  países  en  provecho  i  utilidad 
de  ambos. — El  infrascrito,  etc. — A.  Calderón  de  la  Barca* 


Washington,  Noviembre  13  de  1851. 

El  infrascrito,  Secretario  de  Estado  en  los  Estados  Unidos, 

tiene  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  del  señor  don  A.. 

•Calderón  de  la  Barca,  Enviado  Estraordinario  i  Ministro  Pie- 

nipotenciariodo  S.  M.  C,  fecha  14  del  último  mes,  sobre  los 

excesos,  cometidos  en  £Tueya  Orleans  contra  la  casa  del  Coa- 
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sul  español  i  contra  las  propiedades   de  ciertos  st^ditoa 
de  S.  M.  C. 

El  señor  Calderón  ha  obrado  i  escrito  en  esta  ocasión  como 
en  otras  semejantes,  con  su  acostumbrado  celo  i  fidelidad  á  su 
Gobierno  i  ha  encontrado  como  encontrará  siempre  en  el  de 
los  Estados  Unidos,  completa  disposición  á  oir  con  el  mayor 
respeto  sus  representaciones  i  hacer  todo  lo  que  pidan  el  ho* 
ñor,  la  buena  fé  i  las  amistosas  relaciones  existentes  entre  los 
Estados  Unidos  i  España. 

La  primera  noticia  sobre  los  atropellos  de  Nueva  Orleans, 
indujo  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  á  tomar  las  medidas 
que  le  diesen  un  conocimiento  perfecto  de  aquellos  sucesos ; 
considerando  que  en  el  caso  estaba  interesado  el  honor  del 
país,  i  ya  este  Despacho  le  ha  informado  al  señor  Calderón, 
que  el  procurador  de  los  Estados  Unidos  en  el  Distrito  de 
Luisiana,  recibió  órdenes  para  hacer  averiguar  las  circuns- 
tancias que  acompañaron  á  aquellas  ocurrencias  i  para  dar  á" 
este  Despacho  los  informes  convenientes. 

Se  ha  recibido  el  informe  del  Distrito  i  se  le  pasa  al  señor 
Calderón  para  su  intelijencia  una  copia  de  él  Se  acompaña 
también  una  esposicion  del  Mayor  de  la  ciudad  de  Nueva 
Orleans,  el  cual  guiado  por  su  deber  i  su  inclinación,  ha  hecho 
una  averiguación  sobre  todo  lo  ocurrido. 

De  estos  informes  tomados  en.  buenas  fuentes,  se  deduce 
que  en  la  mañana  del  24  de  Agosto,  el  vapor  Crecent  City  llegó 
ds  la  Habana  á  Nueva  Orleans  trayendo  la  noticia  de  la  eje- 
cución de  cincuenta  personas  capturadas  cerca  de  las  costas 
de  Cuba.  El  señor  Brimis,  secretario  del  Cónsul  español,  vino 
en  aquel  buque  i  trajo,  (según  se  creia)  entregadas  por  el  Ca- 
pitán Jeneral,  algunas  cartas  que  dirijian  á  sus  amigos  de  los 
Estados  Unidos  las  personas  que  después  fueron  ejecutadas, 
i  se  aseguraba  que  en  lugar  de  poner  aquellas  cartas  en  la  es- 
tafeta al  llegar,  las  habia  retenido.  Esto  produjo  la  idea  de  que 
él  obraba  mal,  i  se  estendió  el  rumor  de  que  el  Cónsul  se  ne- 
gaba á  entregar  las  cartas,  cuando  se  las  pedian.  Por  conse- 
cuencia de  esto,  se  fijaron  en  la  ciudad  carteles  en  los  que  se 
amenazaba  atacar  esa  noche  la  oficina  del  periódico  español 
titulado  La  Union,  ataque  que  probablemente  se  precipitó, 
por  haber  salido  do  aquella  oficina,  i,  las  dos  de  la  tordo,  una 
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hoja  extraordinaria  en  que  se  daba  cuenta  de  la  ejecución  de 
las  cincuenta  personas  en  la  Habana.  El  ataque  fué  hecho  en* 
tre  tres  i  cuatro  de  la  tarde,  antes  de  que  las  autoridades  es* 
tuviesen  o  pudiesen  estar  prevenidas  para  evitarlo.  Luego  se 
atacaron  algunos  cafes  i  cigarrerías  españolas.  Entre  cinco  i 
seis,  de  la  tarde,  Mr.  Jenois,  juez  recorder  de  la  primera  Muni« 
cipalidad,  se  presentó  allí  acompañado  de  algunos  ajentes  de 
policía,  encontró  las  calles  llenas  de  jente,  rotas  lab  puertas  de 
la  oficina  i  siete  tí  ocho  personas  rompiendo  i  destruyendo  los 
muebles.  Intimó  á  los  amotinados  que  se  retirasen  i  ellos  obe* 
decieron.  Después  se  apoderaron  del  escudo  de  armas  del  Cón- 
sul, i  lo  quemaron  luego  en  una  plaza  pública.  Cuando  la  mul- 
titud se  hubo  retirado,  los  alguaciles  cerraron  i  aseguraron  las 
puertas  del  Consulado,  i  la  policía  se  retiró  por  no  temer  que 
se  repitiese  el  ataque.  8in  embargo,  al  cabo  de  una  hora,  vol- 
vieron los  amotinados,  entraron  por  fuerza  en  aquella  oficina, 
destruyeron  todos  los  muebles  que  quedaban,  rompieron  los 
retratos  de  la  Reina  de  España  i  del  Capitán  Jeneral  de  Cuba 
i  rasgaron  en  trizas  la  bandera  que  encontraron  en  el  Consula- 
do. Esta  parece  ser  la  relación  de  los  hechos  ocurridos. 

£1  infrascrito  pasa  ahora  á  manifestar,  que  el  Poder  Ejecuti- 
vo délos  Estados  Unidos  considera  estos  ultrajes  no  solo  como 
injustificables,  sino  también  como  actos  vergonzosos  i  como 
una  flagrante  violación  del  deber  i  de  la  propiedad,  i  que  él 
los  desaprueba  i  lamenta  tan  formal  i  profundamente  como  el 
señor  Calderón  i  su  Gobierno.  El  Cónsul  español  desempeña* 
ba  ep  el  país  funciones  oficiales  i  se  hallaba  protejido  no  solo 
por  el  Derecho  Público  i  Nacional,  sino  ademas  por  estipula- 
ciones espresas  de  los  tratados,  i  el  infrascrito  asegura  al  se- 
ñor Calderón,  para  que  se  lo  comunique  á  su  Gobierno,  que  al 
Presidente  le  han  causado  gran  pena  estos  acontecimientos  i 
que  en  su  concepto  se  le  debe  al  Gobierno  de  S.  M.  C.  una  jus- 
ta satisfacción.  Con  todo,  el  ultraje  fue  perpetrado  por  un  mo* 
tin  compuesto  de  personas  sin  responsabilidad  i  cuyos  nom- 
bres ignora  el  Gobierno  i  aún  sus  Ajentes  en  Nueva  Orleans, 
según  los  informes  que  ha  obtenido.  I  el  infrascrito  tiene  la  sa- 
tisfacción de  asegurar  al  señor  Calderón  que  ningún  oficial  ni 
ájente  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  ninguna  catego- 
ría) ni  ningún  empleado  del  Estado  de  la  Luisiana,  ha  tomado 
parte  en  Ion  acQnteciinientQsj  ni  prestado  la.  menor  cooptra^ 
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cion,  según  lo  que  hasta  ahora  se  lia  averiguado.  Por  el  con- 
traído, todos  esos  aj entes  i  empleados,  según  los  informes  au- 
ténticos del  Mayor  i  del  Fiscal  del  Distrito,  hicieron  para  evi- 
tarlo cuanto  les  permitió  lo  imprevisto  del  caso. 

En  todos  los  países  se  amotínala  plebe,  en  todas  partes  es- 
tallan á  veces  violencias  populares,  ultrájanse  las  leyes,  hué"- 
Danse  los  derechos  de  los  ciudadanos  6  individuos  particula- 
res, i  á  veces  de  los  empleados  públicos  i  Ajentes  de  los  Go- 
biernos estranjeros,  que  tienen  un  derecho  especial  á  la  pro- 
tección. En  semejantes  casos,  la  fé  pública  i  ei  honor  nacional 
piden  que  no  solo  se  condenen  esos  ultrajes,  sino  también  que 
sus  autores  sean  castigados,  siempre  que  sea  posible  llevarlos 
ante  la  justicia,  i  que  ademas  se  de*  plena  satisfacción  siempre 
que  el  Gobierno  esto  obligado  á  ello,  según  los  principios  jone- 
rales  del  derecho,  la  fe*  pública  i  las  obligaciones  de  los  trata- 
dos. 

Juzga  el  señor  Calderón  que  el  insulto  hecho  á  la  bandera 
española,  agrava  la  criminalidad  de  este  acto  de  violencia  po- 
pular. El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  siempre  lamentará 
ardientemente  toda  injuria  hecha  en  el  país  en  tiempo  de  paz, 
á  la  bandera  de  una  nación  tan  antigua,  tan  respetable  i  de 
tanto  renombre  como  la  España.  No  es  estraño  que  el  señor 
Calderón  i  todos  los  patriotas  españoles  de  esta  jeneracion 
tengan  á  honra  estar  bajo  el  pabellón  de  Castilla,  que  en 
tiempos  pasados  se  ha  elevado  tanto  i  tremolado  tantas  veces, 
sobre  campos  gloriosos  i  afamados,  i  que  ha  ondeado  siempre 
sin  mancilla  en  todos  los  mares  que  bañaban  las  costas  de  to- 
das las  Indias. 

Puede  estar  seguro  el  señor  Calderón,  de  que  el  Gobierno 
de  los  Estados  Unidos,  no  desea  ni  puede  desear  presenciar  la 
profanación  6  insulto  de  la  bandera  nacional  de  su  país.  Resul- 
ta que  ninguna  bandera  tremolaba  ni  estaba  colocada  en  lugar 
público  cuando  tnvo  logar  el  ultraje.  Pero  esta  circunstancia 
en  nada  influye  sóbrela  naturaleza  real  déla  ofensa  i  su  crimi- 
nalidad. Sabían  los  amotinados  que  insultaban  ó  injuriaban  4 
un  Ájente  de  S.  M.  C.  residente  en  los  Estados  Unidos,  al  am- 
paro de  las  leyes  i  los  tratados,  i  por  lo  tanto  su  conducta  no 
admite  escusa.  Con  todo,  el  señor  Calderón  i  su  Gobierno  sa- 
ben que  se  habían  recibido  de  la  Habana  noticias  propias 
para,  e&oftar  las  pasiones  del  puetyo  de  una  grao  ciudad  i  pwj 


aPéndich  159 


ducir  excesos  populares.  Si  esto  no  es  una  justificación,  como 
de  hecho  no  lo  es,  puede  con  todo  tenerse  en  cuenta,  para  con- 
cluir, que  el  ultraje  bien  que  injustificable,  fuá  cometido  ea  un 
momento  de  exaltación  i  no  con  la  mira  de  un  plan  premedi- 
tado de  hacer  una  injuria. 

Está  acostumbrado  el  pueblo  de  los  Estados  Unidos,  siem* 
pre  que  á  alguno  se  le  imputa  un  crimen,  á  ver  que  antes  de 
pronunciarse  sentencia  condenatoria,  se  forma  un  juicio  con, 
lentas  i  prudentes  investigaciones,  por  notorio  i  enorme  que 
sea  el  delito  imputado.  No  es,  pues,  de  estrañar  que  la  noti- 
cia de  que  inmediatamente  después  de  su  prisión,  se  habia  eje- 
cutado á  las  personas  referidas  entre  las  cuales  habia  muchas 
conocidas  en  Nueva  Orleans  i  que  fueron  aprehendidas  no  en 
Cuba  sino  en  el  mar,  cuando  trataban  de  escaparse  de  la  isla, 
produjese  la  creencia  errónea  á  la  verdad,  de  que  habían  sido 
ejecutadas  sin  ninguna  especie  de  juicio  i  causase  una  fuerte 
excitación  en  la  ciudad,  cuya  esplosion  no  pudieron  evitar  ni 
vijilar  las  autoridades  tan  pronto  como  era  necesario. 

El  señor  Calderón  espone  la  opinión  de  que  no  solo  al  señor 
Laborde,  Cónsul  de  S.  M.  C,  se  le  debe  indemnizar  por  la  in- 
juria i  la  pérdida  de  sus  propiedades,  sino  que  ademas  el  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos  debe  indemnizar  á  los  españo- 
les residentes  en  Nueva  Orleans,  cuja  propiedad  ha  sido  per- 
judicada ó  destruida  por  el  motin,  i  significa  que  se  le  ha  pro- 
metido verbalmente  semejante  reparación. 

El  infrascrito  siente  sinceramente  que  haya  habido  alguna 
mala  inteligencia  entre  ol  señor  Calderón  i  los  empleados  de 
este  Gobierno  sobre    este  desgraciado  i  desagradable  asunto. 
Pero  al  manifestar  el  Gobierno  su  buena  voluntad  i  su  deter- 
minación de  haoer  todo  lo  que  una  nación  amiga  tiene  ol  de- 
recho de  esperar  de  otra  en  casos  de  esta  especie,  ha  dado 
por  sentado  que  los  derechos  del  Cónsul  español,  empleado 
público  residente  aquí  bajo  la  protección  de  los  Estados-Uni- 
dos, son  enteramente  diferentes  de  los  pertenecientes  á  los 
subditos  españoles,  que  han  venido  al  país  á  confundirse  con 
nuestros  conciudadanos  i  á  hacer  en  él  sus  negocios  particu- 
lares. El  primero  puede  reclamar  una  indemnización  especial  i 
los  segundos  tieneu  derecho  $  la  protección,  debida  &  nuestro! 
conciudadanoej 
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Bien  que  las  pérdidas  de  los  españoles  particulares  son  mui 
sensibles,  con  todo  es  sabido  que  muchos  ciudadanos  ameri- 
canos han  padecido  iguales  pérdidas  por  la  misma  causa,  i  estos 
individuos  particulares  subditos  de  S.  M.  C,  viniendo  volunta- 
riamente á  residir  en  los  Estados  Unidos,  no  tienen  cierta- 
mente  motivo  de  queja,  si  se  les  proteje  por  la  lei  i  por  los 
mismos  tribunales  que  á  los  nativos  del  país.  En  verdad,  ellos 
tienen  ventaja  sobre  los  ciudadanos  del  Estado  en  que  resi- 
den, puesto  que  tienen  la  facultad,  mientras  no  se  hacen  ciu- 
dadanos, de  recurrir  en  demanda  de  la  reparación  de  las  inju- 
rias hechas  á  sus  personas  i  bienes,  á  los  Tribunales  de  la 
Union  ó  álos  del  Estado,  según  mejor  les  convenga.  El  Presi- 
dente cree  por  razones  mui  obvias,  como  ya  se  ha  dicho,  que 
el  caso  del  Cónsul  es  diferente  i  que  el  Gobierno  de  los  Esta- 
dos Unidos  debe  proveer  la  indemnización  del  señor  Laborde, 
i  á  este  efecto  hará  una  recomendación  al  Congreso  en  las  pri- 
meras sesiones  de  su  próxima  reunión.  Es  cuanto  le  es  posible 
hacer.  El  caso  del  señor  Laborde  puede  ser  nuevo ;  pero  cre- 
yendo el  Presidente  que  al  señor  Laborde  se  le  debe  una  in- 
demnización, no  ha  juzgado  necesario  solicitar  precedentes. 

En  conslusion,  el  infrascrito  debe  manifestar  que  si  el  señor 
Laborde  vuelve  á  su  puesto,  ó  si  el  Gobierno  de  S.  M.  C.  nom- 
bra otro  Cónsul  para  Nueva  Orleans,  los  Ajentes  de  éste  Go- 
bierno residentes  en  aquella  ciudad,  tienen  instrucciones  para 
recibirle  i  tratarle  con  cortesía  i  con  un  saludo  á  la  bandera  de 
Bu  buque,  si  llega  en  barco  español,  como  una  demostración  de 
respeto  que  pueda  significarle  á  él  i  á  su  Gobierno,  el  senti- 
miento que  el  de  los  Estados  Unidos  ha  esptrimentado  por  la 
grave  injuria  hecha  á  su  predecesor  por  una  multitud  deseo- 
frenada;  así  como  por  el  ultraje  é  insultos  cometidos  contra 
un  Gobierno  con  quien  los  Estados  Unidos  están  i  desean  per* 
xnanecer  siempre  en  las  mas  pacíficas  relaciones. 

El  infrascrito  aprovecha  de  esta  ocasión  para  reiterar  al  se- 
ñor Calderón  las  seguridades  de  su  mas  distinguida  considera* 
oÍQn.~-Dcmiel  WébgUr* 


Waihington(  Noviembre  14  cU  1861. 
El  infrascrito,  Enviado  Estraordinario  i  Ministro  Plenipo* 
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tenciario  dé  S.  M.  C,  tiene  el  honor  de  acusar  recibo  de  la 
nota  que  le  ha  dirijido  el  Honorable  Daniel  Webster,  Secreta- 
rio de  Estado  de  los  Estados  Unidos,  con  fecha  13  del  corrien- 
te, en  contestación  á  la  comunicación  del  infrascrito,  fecha  14 
del  mes  anterior. 

El  infrascrito  se  apresura  á  mandar  ese  documento  á  su  Go- 
bierno i  tiene  la  firme  esperanza  de  que  la  nota  de  Mr.  Webs* 
ter,  tanto  por  el  fondo  de  su  contenido  cuanto  por  el  espirita 
amistoso  en  que  está  concebida,  será  satisfactoria  al  Gobierno 
de  la  Reina  i  que  no  dejará  de  producir  el  efecto  de  restable- 
cer las  amistosas  relaciones  que  por  largo  tiempo  i  tan  felia- 
mente  han  reinado  entre  el  Gobierno  de  S.  M.  i  el  de  los  Esta- 
dos Unidos,  bajo  el  acostumbrado  pió  de  cordialidad  que  siem- 
pre ha  sido  el  constante  anhelo  del  infrascrito,  como  también 
su  deber,  mantener  entre  ambas  naciones.— -El  infrascrito,  etc. 
—A.  Calderón  de  la  Barca* 


Ministerio  de  Relacione»  Exteriores. — Santiago,  Mayo  528  de 
1861 — Señor:  Conformándome  á  los  deseos  espresados  por  V.  S. 
en  su  nota  del  22  del  próximo  pasado,  i  á  lo  que  ofrecí  á  V.  S, 
en  una  reciente  conferencia,  voi  á  esponer  á  V.  S.  el  juioio  que 
mi  Gobierno  ha  formado  á  cerca  de  la  indemnización  de  loa 
perjuicios  que  esperimentaron  varios  subditos  británicos,  á 
consecuencia  del  motín  de  Valparaíso  de  28  de  Febrero  de 
1859,  i  á  que  se  refiere  la  nota  de  Y,  S.,  de  2  de  Mayo  del  mis- 
mo año. 

Toda  demanda  de  indemnización  ezije  que  se  establezca  la 
existencia  de  los  perjuicios  recibidos  i  su  importancia,  i  la 
obligación  de  repararlos  de  parte  de  la  persona  contra  quien  so 
dirije.  En  el  presente  caso,  ninguna  de  esas  condiciones  se  ha 
llenado. 

En  orden  á  la  primera,  Y.  S.  se  Umita  á  presentar  simples 
estractos  que  en  ninguna  manera  pueden  admitirse  como  com- 
probantes de  los  hechos  en  que  la  reclamación  se  funda ;  i  en 
orden  á  la  segunda,  si  Y.  S.  insinúa  un  'principio  vago  de  in- 
(Lenmizacion,  ninguna  razón  aduce  par»  que  se  le  reoonozo* 
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.como  regla  obligatoria  entre  Estados.  Sobre  esos  dos  puntos 
capitales  debieran  recaer  mis  observaciones  ;  mas,  como  consi- 
dero de  importancia  secundaria  la  cuestión  de  hecho,  me  con- 
traeré* á  la  de  principios,  é  investigaré  si  el  Estado  está  obli- 
gado á  la  indemnización  de  perjuicios  que  Y.  S.  pretende. 

Ante  todo  creo  necesario  llamar  la  atención  de  Y.  S.  á  algu- 
nos principios  de  Derecho  Internacional,  que  á  mi  juicio  ma- 
nifiestan que  aún  no  habia  llegado  el  caso  deque  las  reclama- 
ciones de  perjuicios  que  Y.   S.  apoya  se  trataran  por  la  vía 
•diplomática.  El  estranjero  que  pisa  el  territorio  de  un  Estado, 
•adquiere  sin  duda  derecho  á  la  protección  de  las  leyes  que  en 
ese  Estado  rijen/pero  con  sujeción  á  esas  mismas  leyes.  Ese  de- 
recho ó  protección  nunca  se  estiende  mas  allá  de  la  que  se  con- 
cede al  nacional,  ni  la  condición  de  estranjero  da  á  la  persona  * 
á  la  propiedad,  garantías  ni  medios  de  hacerlas  efectivas  que 
para  el  nacional  no  existan.  Si  la  persona  ó  propiedad  del  estran- 
jero son  ofendidas  por  actos  criminales  de  cualquier  habitante 
del  Estado  ;  si  sus  derechos  son  violados,  como  hubieran  po- 
dido serlo  en  su  propia  patria ;  toeV>  lo  que  puede  pretender 
es  que  se  le  dispense  la  misma  protección  que  se  concede  al 
nacional  en  estos  casos ;  que  se  le  faciliten  los  medios  que  las 
leyes  han  establecido  para  que  aquellos  obtengan  la  persecu- 
ción del  culpable  i  el  castigo  del  delito,  la  vindicación  de  su 
propiedad  ó  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  á 
su  favor. 

Esa  protección  eú  conformidad  á  las  leyes  del  país,  es  pre- 
cisamente la  que  en  Chile  se  promete  i  asegura  al  estranjero,  i 
con  la  misma  latitud  que  al  chileno.  El  estranjero,  por  su  par- 
te, al  residir  en  el  país  acepta  esa  protección  como  las  leyes  la 
otorguen  i  se  sujeta  á  las  mismas^condiciones  que  el  nacional* 
Para  obtener  la  vindicación  de  sus  derechos,  el  castigo  de  una 
ofensa  ola  reperacion  de  perjuicios  procedentes  de.  actos  de 
cualquier  habitante  del  Estado,  deberá  invocar  como  el  nacio- 
nal la  acción  de  los  tribunales,  i  emplear  en  defensa  de  su  per- 
sona é  intereses  los  medios  que  lalei  tiene  establecidos.  I  estos 
principios  que  en  Chile  se  siguen,  son  los  que  se  observan  en 
todos  los  países.  En  todos,  el  estranjero  ofendido  en  su  perso* 
tía  6  intereses  debe  ocurrir  á  la  autoridad  judicial  para  obtener 
reparación,  <J  castigo,  sin  que.  esta  regla  vsrie^orque  sean 
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una  6  muchas  personas  los  autores  de  la  ofensa,  6  porque  sean 
funcionarios  públicos  6  personas  puramente  privadas.  Ni  los 
derechos  del  extranjero  ofendido  ó  perjudicado  varían,  porque 
el  hecho  ó  delito  de  que  se  queja  se  comete  en  plena  paz  ó  en 
medio  de  un  motin.  1  tratándose  especialmente  de  delitos  que 
causan  perjuicios,  como  el  nacienal,  debe  dirijir  su  acción  con- 
tra los  autores  mas  ó  menos  directos  del  delito  á  que  la  lei 
impone  la  responsabilidad ;  'i  la  calificación  del  acto  i  de  los 
perjuicios  recibidos,  es  función  propia  de  la  autoridad  judicial 
i  que  á  ninguna  otra  autoridad  compete. 

Esos  medios  legales,  i  los  únicos  á  que  el  estranjero  ticw 
ne  derecho  cuando  se  trata  de  actos  de  habitantes  del  Esta* 
do  que  le  han  imferido  ofensa  ó  causado  perjuicios,  no  se  han 
empleado  por  ninguno  de  los  interesados  en  las  relaciones  que 
Y.  S.  apoya.  Ellos  debieron  invocar  la  acción  de  la  autoridad 
judicial  para  que  investigase  los  hechos  dé  que  se  quejan,  los 
apreciase  i  calificase  jurídicamente,  i  les{declarase  los  derechos 
que  á  virtud  de  ellos  les  competían.  Esa  declaración  solo  pue- 
de hacerse  en  Chile  por  los  tribunales  de  justicia,  previo  un 
juzgamiento  en  forma;  i  solo  cuando  esos  ¡tribunales  hubiesen 
pronunciado  un  fallo  'abiertamente  injusto,  podría  el  estranje- 
ro tomar  diferente  camino,  i  no  ya  por  cuanto  habitantes  del 
Estado  le  causar  >n  perjuicios,  sino  por  cuanto  los  tribunales 
de  ese  mismo  Estado  cometieron  un  acto  inicuo  que  les  privó 
de  su  derecho.  La  responsabilidad  del  Estado  tiene  en  este  ca- 
so por  único  oríjen  el  fallo  injusto.  Si  de  tal  defecto  no  adole- 
ciese, aunque  la  responsabilidad  del  culpable  no  pudiese  hacer- 
se efectiva,  so  por  eso  podría  reclamarse  contra  el  Estado,  El 
estranjero  correría  entonces  en  país  estraño,  la  misma  suerte 
que  habría  corrido  en  su  propio  país,  si  hubiese  recibido  per- 
juicios por  actos  de  quien  no  podía  repararlos. 

No  obstante  de  reputar  incontrovertibles  las  consideracio- 
nes espuestas,  vei  á  entrar  en  el  examen  del  fondo  de  la  de» 
manda  de  perjuicios  que  Y.  S.  apoya.  ¿  Está  mi  Gobierno  obli- 
*  gado  á  indemnizar  los  perjuicios  que  á  consecuencia  del  motin 
de  Yalparaiso  de  28  de  Febrero  experimentaron  vario»  subdi- 
tos británicos  ?  Y.  S.  no  vacila  en  afirmarlo,  pero  ha  sido  muí 
parco  en  espresar  las  razones  que  para  ello  tiene.  Y,  S.  habla: 

,  en  su  nota  de  un  principio  de  indemnización  adecuada  en  que. 
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supone  convenido  á  mi  Gobierno  ;  mas  ni  determina  la  latitud 
de  ese  principio,  ni  lo  formula,  ni  indica  siquiera  la  regla  posi- 
tiva, el  principio  de  justicia  ó  la  practica  del  Derecho  Interna- 
cional  de  que  se  deriva.  De  ciertas  frases  de  su  nota  parece 
inferirse,  que  hai  esa  obligación  de  indemnizar  de  paite  de  mi 
Gobierno,  por  cuanto  los  hechos  de  que  los  daños  proceden 
fueron  según  V»  S.  obra  de  los  soldados  de  la  guarnición  de 

.  Valparaíso,  que  en  destacamento  se  ocupaban  en  reprimir  la 
asonada  ;  ó  que  V.  S.  recenoce  i  proclama  como' principio,  que 
un  Gobierno  está  obligado  &  responder  de  los  crímenes  ó  ex- 
cesos que  contra  estranjeros  cometieren  los  soldados  de  su 

.  •ejercito.  Mas  si  se  entra  á  examinar  los  diversos  casos  que  V.  S. 

f  "apoya,  se  ve  que  el  principio  de  indemnización  de  que  Y.  S. 
habla,  es  todavía  de  mucha  mayor  latitud  ;  porque  hai  algunos 
en  que  los  actos  no  pueden  atribuirse  á  soldados,  i  para  cem- 
•prendérlos  -es  preciso  que  el  principio  que  Y.  S.  invoca,  se  es- 
plenda hasta  hacer  responsable  á  un  Gobierno,  de  todos  los 
crímenes  ó  excesos  que  cualquier  habitante  del  país  cometa 
contra  un  estranjero.  Pero  aún  es  necesario  dar  mayor  latitud 
al  principio.  En  el  caso  de  Moisés  Farson,  según  la  espesicion 
que  Y.  S.  acompaña  á  su  nota,  la  muerte  fué  casual ;  lo  que 
aparece  también  confirmado  por  las  investigaciones  practica- 
das. De  ellas  resulta  que  Parson,  que  se  encontraba  encerrado 
en  una  pieza  con  su  mujer  i  una  niña,  quiso  ver  lo  que  pasaba 
en  una  calle  en  que  la  fuerza  pública  i  los  rebeldes  hacian  fue- 
ge,  i  no  obstante  las  reflexiones  de  su  mujer,  se  acercó  á  una 
ventana,  donde  recibió  el  balazo  que  le  dio  muerte.  Esa  bala 
pudo  ser  disparada  por  los  soldados  del  Gobierno  ó  por  los  re- 
beldes, i  nada  indica  que  a  él  fuese  diríjida,  i  si  hai  alguien  á 
quien  culpar  de  esa  desgracia,  es  á  la  misma  víctima  que  te- 

"  merariamente  se  colocó  donde  podia  ser  herida.  Si  en  este 
caso  es  debida  la  indemnización  según  los  principios  de  Y.  S., 

-  se  deduce  que  Y.  S.  sostiene  que  un  Gobierno  no  solo  está 
obligado  .á .responder  de  los  daños  que  esperimente  el  estran- 
jero por  actos  de  sus  ciudadanos,  sino  también  por  los  per- 
juicios que  sean  •consecuencia  de  accidentes  casuales  ;  doctri- 
na absolutamente  inadmisible.  Si  mi  Gobierno  es  responsa- 
ble para  el  estranjero  del  daño  que  proceda  de  accidentes 

.  casuales,  con  mayor  razón  debe  responder  del  que  proceda  de 

w  «atoa  da  habitantes  del  Estado  en  que,  ai  menos  se  concibe, 
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aunque  solo  sea  en  abstracto,  la  imposibilidad  de  impedirlos  6 
evitarlos.  Por  consiguiente,  responde  del  robo,  del  asesinato 
i  de  cualquier  crimen  que  contra  el  estranjero  se  cometa  ;  1 
debe  concederle  i  otorgarle  un  seguro  ilimitado  contra  todos 
los  riesgos  i  peligros  que  en  su  territorio  pudieran  correr, 
Semejante  principio  [no  resiste  la  discusión  i  no  hai  para 
que  someterlo  á  ella. 

Como  pudiera  tal  vez  haber  considerado  T.  S. ,  como  uO 
.motivo  para  dar  latitud  á  la  responsabilidad  de  mi  Gobierno, 
la  circunstancia  de  haberse  ejecutado  los  hechos  durante  un 
motín,  creo  del  caso  observar  á  Y.  S.  que  esa  circunstan- 
cia, lejos  de  agravar  la  responsabilidad  que  pudiera  imputar- 
so  al  Estado,  la  atenúa.  £1  queacoje  en  su  casa  6  diversas 
personas  obligándose  á  dispensarles  cierta  atenoion  i  cuida* 
.  do,  seria  sin  duda  muí  escusable»  si  por  declararse  un  incen« 
dio  en  su  propia  casa  i  tratar  de  apagarlo,  dejase  de  prestar 
esa  atención  i  cuidado.  Aún  puede  decirse  que  en  tales  cir- 
cunstancias está  dispensado  de  sus  deberes  ordinarios,  para 
ocuparse  con  preferencia  de  parar  un  mal  que  afectaría  á  las 
mismas  personas,  respecto  de  quienes  desea  cumplir  aque* 
líos. 

La  nota  de  Y.  S.  no  da  las  verdaderas  bases  de  esta  disou* 
sion,  i  me  veo  precisado  á  sentarlas.  Los  hechos  que  han  cau- 
sado los  perjuicios  que  Y.  S.  pretende  se  indemnicen,  pueden 
suponerse  ejecutados,  ó*  por  simples  ciudadanos  del  país,  ó 
por  individuos  de  la  fuerza  pública,  ó  por  empleados  depen- 
dientes del  Gobierno.  Estas  tres  hipótesis  comprenden  todos 
los  autores  que  pueden  atribuírseles,  escluyendo  solo  la  casua* 
lidad,  de  que  no  hai  para  que  ocuparse.  Investigando  qué  res- 
ponsabilidad imponen  á  un  Estado  los  actos  perjudiciales  á 
extranjeros,  que  ejecutaren  simples  ciudadanos,  ó  individuos 
de  la  fuerza  pública,  ó  empleados  dependientes  del  Gobierno 
se  habrá  llegado  á  la  resolución  de  la  cuestión  que  nos  ocupa. 

Si  hubiera  reglas  positivas  que  tal  obligaoym  impusiesen 
su  testo  disiparía  toda  duda  i  resolvería  la  cuestión.  Las  leyes 
intsrnas  del  país  no  imponen  tal  obligación,  i  colocan  al  es- 
tranjero en  la  misma  linea  que  al  chileno.  El  tratado  de  1854, 
que  regala  las  relaciones  de  la  República  con  la  Gran  Bretaña, 
lejos  de  favorecer  la  pretensión  de  Y.  S.  presenta  varias  estipu* 
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laciones  que  le  ton  contraria*.  En  el  art  17.  único  que  es  re- 
lativo á  la  materia  de  indemnización,  se  estipula,  que  se  oon- 
cederá  ésta  al  ciudadano  de  cualquiera  parte  contratante,  en 
caso  de  que  sus  propiedades  fueren  tomadas,  usadas  ó  menos- 
cabadas, no  por  cualquiera  persona,  sino  por  las  autoridades 
iejltímas,  i  para  un  uso  ó  servicio  de  interés  público.  Al  ajustar 
esa  estipulación,  no  pudo  ocultarse  ni  dejarse  de  proveer,  que  las 
propiedades  de  estranjeros  podían  ser  menoscabadas  ó  perjudi- 
cadas por  actos  de  particulares  ó  de  cualquier  funcionario  ;  i 
yin  embargo,  no  se  estipuló  indemnización  para  estos  casos  ; 
porque,  según  el  art  8.  °  del  mismo  tratado,  tanto  al  chileno 
en  Inglaterra  como  al  ingles  en  Chile,  quedaba  el  recurso  co- 
mún i  ordinario  de  hacer  valer  sus  derechos  ante  los  tribunales 
de  justicia.  La  protección  ala  persona  i  propiedad  se  sujeta 
en  ese  tratado  á  prescripciones  precisas,  i  se  señalan  también 
los  medios  de  hacerla  efectiva,  igualando  en  cada  país  respec- 
tivamente la  condición  del  «hileno  i  del  ingles.  El  ha  trazado  el 
camino  que  el  ingles,  ofendido  en  sus  derechos  personales  ó  de 
propiedad,  debe  tomar  en  Chile  para  hacer  valer  sus  derechos 
ú  obtener  reparación,  i  a  él  debe  oonformarse  siempre  que  fue- 
re ofendido  ó  perjudicado  por  personas  sujetas  a  la  jurisdicción 
del  país.  I  ai  alguna  duda  pudiera  ofrecerse  a  este  respecto,  la 
disiparía  el  final  del  art  S.  °  del  mismo  tratado,  en  que  se  dice 
que  los  ciudadanos  de  Ambas  Partes  Contratantes  gozarán  de 
la  misma  protección  i  seguridad  en  sus  personas  i  propiedades 
'  i  en  el  ejercicio  de  su  industria  ó  comercio,  que  las  que  gozasen 
los  ciudadanos  ó  subditos  naturales  según  las  leyes  de  los  res- 
pectivos países.  La  protección  i  seguridad  que  a  la  persona  i 
propiedad  del  subdito  británico  se  concede  en  Chile,  se  ha  de 
prestar  i  dispensar  según  las  leyes  de  Chile  i  en  igual  ostensión 
que  el  chileno.  Ni  se  le  conceden  otros  medios  de  hacer  valer 
sus  derechos,  de  vindicar  su  propiedad  ú  obtener  reparación  de 
perjuicios,  que  los  que  las  lejos  conceden  al  chileno.  Si  subdi- 
tos ingleses  han  sido  perjudicados  por  actos  de  cualquier  par- 
ticular, de  individuos  de  la  fuerza  pública  6  funcionarios 
dependientes  del  Gobierno,  deben  acudir  á  la  autoridad  judi- 
cial pera  que  investigue  i  califique  el  hecho  de  que  proceden, 
i  les  declare  los  derechos  que  le  competan.  Tomar  otro  cami- 
no es  atribuirse  derechos  que  el  tratado  no  otorga  i  contrariar 
estipulaciones  «apresas,  en  A  contenidas,  Pero  lo  que  mas 
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importa  recordar  es,  que  el  subdito  británico  se  equipara  al 
chileno,  i  que  no  teniendo  éste  derecho  á  indemnización  por 
parte  del  Gobierno  de  perjuicios  como  los  que  Y.  S.  reclama, 
el  ingles  tampoco  lo  tiene.  La  reparación,  como  el  chileno, 
'(debería  exijirla  de  los  autores  de  los  hechos  que  causaron  él 

daño. 

» 

No  se  llega  Á  diferente  resultado,  estimando  los  hechos  se- 
gún los  principios  del  Derecho  Internacional. 

Ante  todo  conviene  tener  presente,  que  no  se  trata  de  ac- 
tos del  Estado:  Estos  le  ligan  sin  duda,  i  si  con  ellos  causare 
perjuicios,  obligación  tiene  de  repararlos.  Mas  en  el  caso  que 
nos  ocupa,  ni  el  Estado  ha  tenido  parte  en  la  ejecución  de 
los  hechos,  ni  se  han  ejecutado  por  su  orden.  Es  verdad  que 
el  Estado,  como  persona  moral,  obra  por  medio  de  funciona- 
rios que  la  representan  ;  pero  Y.  S.  sabe  muí  bien  quienes 
invisten  esa  representación  en  Chile,  aún  cuando  prescin- 
diendo de  las  leyes  constitucionales  del  país,  solo  tome  por 
guía  los  principios  que  el  Derecho  Internacional  sanciona  ;  i 
con  ese  conocimiento  Y.  S.  no  puede  abrigar  la  menor  duda, 
de  que  los  actos  de  que  proceden  loj  perjuicios  que  Y.  S. 
pretende  se  indemnicen,  no  fueron  obra  de  esos  funcionarios 
ni  ejecutados  por  su  orden,  ni  aceptados  por  ellos.  Si  así  hu- 
biese sucedido,  por  mas  doloroso  que  me  fuese  hallar  á  mi 
país  culpable  de  un  abuso,  no  habría  dejado  de  mostrarme 
solícito  en  dar  la  debida  satisfacción  i  conceder  la  indsmni- 
zacion  competente,  porque  esa  conducta  es  la  mas  digna  i 
honrosa  para  un  Estado  i  la  mas  conforme  á  su  verdadera 
conveniencia. 

Ni  siquiera  puede  decirse  que  mi  Gobierno  se  ha  limitado 
á  lamentar  i  condenar  esos  hechos,  i  que  pudiendo  sujetar  á 
los  culpables  á  la  acción  de  los  tribunales  para  su  debido  cas- 
tigo, se  ha  abstenido  de  hacerlo.  Desde  luego,  hará  notar  á 
Y.  S.  que  el  estranjero  ó  el  chileno  que  fuere  objeto  de  una 
violación  de  sus  derochos,  estaría  en  él  deber  de  reclamar  la 
acción  de  la  autoridad  judicial  para  alcanzar  el  castigo  ó  la 
reparación  de  la  ofensa.  La  persecución  de  oñcio  que  nues- 
tras leyes  reconooen  en  consideración  al  interés  público,  está 
llamada  á  suplir  la  indolencia  ó  descuido  de  los  particulares ; 
pero  como  los  funcionarios  quo  deben  ponerla  en  acción  no 
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están  en  todas  partes,  ni  tienen  conocimiento  de  todos  los 
crímenes  que  se  cometen,  solo  puede  imputárseles  culpa  ó 
neglijencia,  cuando  denunciándoles  el  delito  ó  conociéndolo 
de  otra  manera,  no  lo  persiguen.  En  los  momentos  de  acae- 
cer los  hechos  de  que  se  trata,  la  persecución  pública  no  pu- 
do iniciarse,  porque  no  se  tuvo  conocimiento  que  en  esos 
hechos  habia  un  verdadero  crimen.  En  una  ciudad  en  que  la 
fuerza  ptlbfíca  se  vio  precisada  á  hacer  fuego  á  los  subleva- 
dos en  medio  de  las  calles  i  á  perseguirlos  en  diversas  direc- 
ciones, i  aún  en  las  casas  en  qué  se  asilaban  para  hacer  mas 
segura  resistencia,  debe  suponerse  que  no  han  escaseado  las 
víctimas  de  la  fatalidad  mas  bien  que  del  crimen.  No  era, 
pues,  en  aquella  circunstancia  el  hecho  de  encontrar  un  hom- 
bre muerto,  motivo  para  suponer  la  ejecución  de  un  crimen. 
La  autoridad  de  Valparaíso  por  otra  parte,  tenia  una  misión 
mas  apremiante  que  la  de  perseguir  crímenes  aislados,  en 
aquellos  momentos,  i  no  podia  imputársele  neglijencia  ó  fal- 
ta de  celo  por  no  haber  llegado  á  su  conocimiento  algunos 
de  esos  crímenes. 

Los  que  conocían  los  hechos  á  que  Y.  S.  se  refiere  i  que 
tañían  interés  en  que  fuesen  investigados  i  castigados,  ni  si- 
quiera dieron  aviso  oportuno  á  la  autoridad.  Sin  ese  punto  de 
partida  indispensable,  la  autoridad  judicial  no  podia  proceder 
i  no  tiene  culpa  en  no  haberlo  hecho.  La  nota  de  V.  S.  que 
pudo  servir  de  antecedente,  solo  fué  conocida  por  mi  Gobier- 
no en  Mayo,  es  decir,  mas  de  dos  meses  después  de  los  acon- 
tecimientos. Practicadas,  en  vista  de  ella,  investigaciones  ju~ 
diciales,  ninguna  luz  han  dado  en  orden  á  los  verdaderos 
culpables.  Los  testigos  señalan  como  autores  de  los  hechos,  á 
soldados  del  batallón  tal  ó  cual,  8Ín  designarlos  ni  por  sus 
nombre^  ni  de  otra  manera  ;  i  con  tales  datos  era  imposible 
perseguir  á  nadie,  á  monos  que  se  avance  la  peregrina  idea 
de  que  debieron  enjuiciarse  á  los  500  ó  600  soldados  que  con- 
currieron á  sofocar  el  motín. 

Lo  que  precede  manifestará  á  Y.  S.  plenamente,  porqué  mi 
Gobierno,  lamentando  i  condenando  esos  excesos,  no  ha  pro- 
cedido sin  demora  á  su  castigo.  No  habría  sido  necesario  que 
un  ingles  figurase  en  ellos  para  que  la  acción  de  la  justicia 
se  ejerciese,  si  hubiera  sido  posible.  A  nadie  mas  que  al  país 
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interesan  4  esas  medidas,  i  mi  Gobierno  no  se  habría  descui* 
dado  en  adoptarlas. 

Establecido  que  no  se  trata  de  actos  del  Estado,  ni  de  ac- 
tos que  el  apruebe  ó  acepte,  debe  circunscribirse  la  discusión 
Á  la  responsabilidad  que  á  aquel  imponen  los  actos  de  sus 
ciudadanos,  sean  simples  particulares  ó  empleados  da  cual- 
quiera clase.  Colocada  la  cuestión  en  este  terreno,  le  es  apli- 
cable el  principio  jeneral  de  Derecho,  según  el  [cual  nadie  «a 
responsable  de  actos  ajenos,  á  cuya  ejecución  no  ha  concur- 
rido, que  no  ha  ordenado  ó  que  no  ha  hecho  suyos,  aprove* 
chandoso  de  ellos  ó  aprobándolos,  debiendo  impedirlos.  Falta 
entonces  el  conocimiento  i  voluntad,  condiciones  esenciales 
de  la  inmutabilidad  de  las  acciones.  Sin  etnocimiento  de  lo 
que  se  trata  de  hacer  i  sin  voluntad  de  hacerlo,  la  buena  ra- 
Bon  dice  que  no  cabe  imputación  del  acto  ;  i  los  principios 
de  justicia,  que  no  existe  responsabilidad  ni  por  el  ni  por 
bus  consecuencias  para  otros  que  para  sus  verdaderos  au  V»  • 
res.  Se  ría  lo  mas  temerario  pedir  indemnización  de  perjuicios 
a  alguna  persona  por  actos  que  otra  ejecutó  i  que  aquella  no 
tuvo  conocimiento  ni  voluntad  de  ejecutar.  Según  éstos  prin- 
cipios de  evidencia  incontestable,  á  mi  Gobierno  no  imponen 
responsabilidad  los  hechos  ocurridos  en  Valparaíso,  i  por  los 
cuales  Y.  S.  reclama  indemnización. 

No  pierden  su  fuerza  estas  consideraciones,  aún  en  el  su- 
puesto de  que  los  autores  de  los  hechos  fuesen  empleados  al 
servicio  del  Gobierno.  La  condición  de  empleado  no  despoja  de 
la  personalidad  ni  minos  convierte  á  un  hombre  en  instrumen- 
to. Llamado  á  ejercer  una  parte  mas  ó  menos  importante  de 
la  autoridad  pública,  el  empleado  lo  está  también  á  aplicar  su 
inteligencia  i  su  voluntad  al  desempeño  de  sus  funciones,  que- 
dándole el  mérito  de  lo  bueno  que  hiciere,  asi  como  la  plena 
responsabilidad  de  las  faltas  ó  excesos  que  cometiere. 

Claro  es  quo  aquí  no  se  hablado  lo  que  el  empleado  hiciere 
cumpliendo  una  orden  determinada  que  deba  obedecer,  ni  de 
los  actos  que  ejecutados  por  el,  son  aprobados  ó  aceptados  por 
el  Gobierno  de  quien  depende  ;  porque  entonces,  á  la  respon- 
sabilidad del  empleado,  que  siempre  queda  en  pié,  se  agrega  la 
del  Gobierno,  que  con  su  aceptación  ha  hecho  suyos  los  actos 
de  aquel 
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Si  lo  espuesto  es  cierto,  jeneralmente  hablando,  lo  es  macho 
mas  cuando  se  trata  de  empleados  de  países  rejidos  por  Go- 
biernos representativos.  En  éstos  manos  que  en  ningún  otro, 
puede  mirarse  al  empleado  público  como  simple  ájente  de 
Gobierno.  Su  mandato  nace  de  la  lei  misma  que  le  confiero 
facultades  i  le  impone  deberes  ;  i  si  ella  le  señala  el  rumbo 
que  debe  seguir,  no  le  prira  sin  embargo  de  su  libertad  de 
acción.  Cabalmente  es  una  de  las  ventajas  del  rejimen  repre- 
sentativo, el  que  haga  á  cada  empleado  responsable  perso- 
nalmente de  su  conducta,  pues  de  esta  manera  ha  dado  ma- 
yores i  mas  eficaces  garantías  á  la  buena  administración  i 
gobierno.  Lo  que  justamente  podría  exíjirse  i  lo  que  está 
prescrito,  es  que  el  Gobierno  vijile  porque  sus  diversos  em- 
pleados llenen  sus  deberes,  i  que  reprima  i  haga  juzgar  i  cas- 
tigar á  los  que  á  ello  faltaren. 

Ni  habría  país  alguno  que  un  orden  de  cosas  diverso  acep- 
tase. Por  mas  que  un  Gobierno  desplegue  celo  i  prudencia 
en  la  elección  de  empleados,  imposible  es  que  no  padezca  equi- 
vocaciones sin  culpa  de  su  parte  ;  imposible  es  que  por  mas 
que  se  esfuerzo  en  proveer  con  acierto  los  diversos  cargos  pú- 
blicos, halle  para  ellos  personas  que  no  estén  sujetas  á  las  debi- 
lidades inherentes  á  la  condición  humana.  Si  tratándose  de 
empleados  de  elevada  categoría,  la  responsabilidad  del  Go- 
bierno no  presenta  tan  graves  inconvenientes,  estos  suben  de 
grado  á  medida  que  se  desciende  en  la  escala  de  empleados, 
hasta  aparecer  temeraria  i  absurda.  I  ¡qué*  se  diría  si  se  pre- 
tendiese estender  esta  responsabilidad  á  todos  los  actos  de 
los  centenares  de  soldados  que  componen  un  ejército!  Estos 
se  sacan  de  ordinario  de  entre  la  jante  ignorante  i  sin  edu- 
cación de  la  sociedad,  i  por  cierto,  que  atendida  su  condición, 
son  los  que  se  hallan  en  situación  menos  favorable  para  que 
un  Gobierno  acepte  responsabilidad  por  sus  actos,  i  mas  to- 
davía, para  constituirse  en  garante  ilimitado  de  su  conducta. 
No  es  Chile  el  único  pueblo  en  que  los  soldados  del  ejército 
pertenecen  á  la  clase  ignorante  ;  la  misma,  con  la  sola  dife- 
rencia de  grados,  es  la  condición  de  todos  los  pueblos  de  la 
tierra.  En  ellos  como  en  Chile,  los  ejércitos  cuentan  en  sus 
filas  hombres  que,  valientes  en  el  combate,  no  saben  mante- 
ner á  raya  sus  inclinaciones  viciosas,  i  que  en  momentos  da- 
dos, se  dejan  arrastrar  por  ellas,  sin  quo  sea  posible  evitarlo. 
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No  hai  toma  de  plaza  ni  operación  militar  de  carácter  análo- 
go, en  que  no  haya  que  lamentar  excesos  de  parte  de  la  tro- 
pa, sin  que  haya  fundamento  para  imputarlos  á  quien  la  man- 
da, ni  manos  al  Gobierno  de  quien  depende.  De  esta  clase  son 
los  hechos  ocurridos  en  Valparaíso.  En  un  combate  trabado 
en  medio  de  las  calles  de  una  ciudad  repeliendo,  ataques  que 
se  reciben  por  diversos  puntos  á  la  vez  i  en  que  no  era  posi- 
ble que  el  fsoldado  estuviese  siempre  bajo  las  órdenes  de  los 
oficiales,  bien  se  concibe  que  sin  mas  que  la  circunstancia  de 
.la  lucha  se  cometan  excesos.  Está  ese.  mal  en  la  naturaleza 
de  las  cosas,  i  salvo  casos  de  culpabilidad,  de  neglijencia  ma» 
nifíesta,  no  hai  á  quien  imputarlo  ai  no  es  á  los  que  provocan 
esas  situaciones  estremas. 

En  el  caso  especial  que  nos  ocupa,  aún  quedaría  por  estable- 
cer que  todos  los  hechos  de  que  proceden  los  daños,  fueron  obra 
de  los  individuos  de  la  fuerza  del  Gobierno.  Las  investigaciones 
practicadas  no  dan  ese  resultado.  En  varias  declaraciones  se 
atribuyen  los  hechos  á  soldados  del  Gobierno,  sin  mas  funda- 
mento que  vestir  uniforme  militar  los  que  los  ejecutaron.  Varios 
sublevados  vestian  también  ese  uniforme,  i  no  todos  los  que 
jpodian  cargarlo  se  hallaban  en  ese  dia  sirviendo  á  la  autori- 
dad. 

Las  observaciones  precedentes,  podrá  decirse,  manifiestan 
-  que  al  Estado  no  ligan  los  actos  de  sus  empleados  cuando  no 
.han  sido  ordenados  por  él,  cuando  aprovechándose  de  ellos  ó 
aceptándolos  no  los  ha  heoho  suyos ;  mas  no  por  eso  deja  de 
.estar  obligado  á  reparar  el  perjuicio  que  actos  de  sus  emplea- 
dos causaren,  á  virtud  del  perjuicio  que  todas  las  lejislaciones 
reconocen  i  que  hacen  al  padre  responsable  de  los  actos  del 
hijo,  al  amo  de  los  del  criado,  i  al  superior  de  los  del  inferior 
que  de  el  depende. 

Cierto  es  que  la  lei  positiva  prescribe  esa  responsabilidad, 
que  la  lejislaáon  interna  así  lo  establece,  regulando  relaciones 
privadas  ;  mas  las  relaciones  de  los  Estados  no  se  rijen  por 
esas  leyes,  i  se  comete  un  grave  error  aplicando  á  ellos,  princi- 
pios deducidos  únicamente  de  la  lei  positiva.  El  derecho  natu- 
ral, los  principios  de  justicia  abstracta,  fuentes  de  reglas  obli- 
gatorias para  los  Estados,  no  sancionan  ni  reconocen  esa 
•  responsabilidad  por  actos  ajenos  que  la  lei  positiva  establece ; 
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solo  hacen  á  cada  cual  responsable  de  bus  propios  actos  ó  da 
los  ajenos  á  que  coopera  ó  que  acepta,  porque  fuera  de  esos 
casos,  falta  el  conocimiento  i  voluntad,  condiciones  esenciales 
de  la  imputabilidad,  sin  la  cual  la  responsabilidad  ,no  puedo 

existir. 

Por  otra  parte,  la  lei  positiva  establece  la  responsabilidad  de 
que  me  ocupo,  por  consideraciones  de  interés  social  i  no  de  es- 
tricta justicia,  i  solo  para  relaciones  determinadas  i  con  pru- 
dentes restricciones.  Ella  se  ha  propuesto  estimular  de  esta 
manera  el  celo  de  los  que  tienen  otras  personas  bajo  su  depen- 
dencia i  respecto  de  las  cuales  les  incumbe  el  deber  de  dirijir 
su  conducta  social  i  disminuir  las  ofensas  ó  actos  perjudiciales, 
interesando  en  evitarlo  á  personas  ligadas  por  deberes  recípro- 
cos, cuando  las  situaciones  respectivas  permitían  á  las  anací 
influir  en  la  conducta  de  las  otras,  f  sin  herir  ningún  derecho. 
El  deber  de  dirección  sobre  la  conducta,  la  autoridad  conve- 
niente que  se  confiere  i  la  posición  respectiva  que  permite  el 
cumplimiento  del  primero  i  el  ejercicio  de  la  segunda,  son 
circunstancias  que  concurren  en  todos  los  casos,  en  que  la  lei 
positiva  establece  esa  responsabilidad  por  actos  ajenos. 

Sin  el  deber  de  dirección  en  el  Superior,  no  podría  impu- 
társele culpa  por  actos  del  inferior  que  causen  perjuicio,  i 
que  le  hubiera  sido  posible  evitar,  si  no  hubiera  omitido  ha- 
cer lo  que  le  incumbía.  A  mas  de  ese  deber,  se  requiere  que 
tenga  la  autoridad  conveniente  para*  la  dirección  de  la  con* 
ducta,  i  que  las  situaciones  respectivas  permitan  el  ejercicio 
de  esa  autoridad.  De  aquí  procede,  que  la'  lei  positiva  solo  es- 
tablezca la  responsabilidad  por  actos  ajenos,  respecto  de  re- 
laciones en  que  esas  tres  circunstancias  concurren  i  que  los 
restrinja  i  limite  Á  medida  que  esa  circunstancia  va  redu- 
ciendo el  campo  de  acción  del  Superior,  Asi  la  responsabilidad 
del  padre  por  actos  del  hijo,  desaparece  según  la  lei  positiva, 
cuando  éste  ha  llegado  á  la  mayor  edad  ó  ha  sido  emancipado, 
porque  la  autoridad  para  la  dirección  se  ha  encerrado  en  unos 
estrechos  límites  ;  así  respecto  del  alumno  ó  aprendiz,  la  res- 
ponsabilidad cesa  cuando  los  actos  se  ejecutan  en  los  memen- 
tos en  que  el  alumno  ó  el  aprendiz  está  fuera  de  la  acción  de 
la  autoridad  del  maestro.  Consecuente  la  lei  positiva  con  li- 
gar  áesas  condiciones  la  responsabilidad,  exime  de  ella  cuan- 
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do  se  prueba  que  el  deber  da  dirección  ó  la  autoridad  confe- 
rida ejercidos  convenientemente  atendida  la  naturaleza  del 
caso,  no  han  bastado  á  impedir  o  evitar  el  acto  que  causa  el 
daño. 

En  vista  de  las  condiciones  que  concurren,  en  los  casos  en 
que  la  lei  positiva  establece  responsabilidad  por  actos  ajenos, 
es  fácil  comprender,  que  para  que  ella  exista  en  las  relacio- 
nes del  Gobierno  con  los  empleados  que  de  el  dependen,  «.no 
solo  falta  la  disposición  espresa  que  establezca  la  responsabi- 
lidad, sino  también  las  condiciones  á  que  la  lei  positiva  liga 
su  existencia.  No  hai  en  el  Gobierno  ese  deber  de  dirección 
de  la  conducta  social  del  empleado,  el  cual  se  baila  con  res* 
pecto  á  el,  en  ía  misma  situación  que  el  hijo  mayor  de  edad 
respecto  del  padre  ;  no  hai  esa  autoridad  conferida  con  el  fin 
de  influir  i  dar  dirección  á  la,  conducta  privada,  pues  solo  ín* 
viste  la  que  exije  el  cumplimiento  de  los  deberes  oficiales  | 
ni  su  posición  respecto  del  empleado  le  coloca  en  aquel  con* 
tacto  inmediato  del  carácter  del  de  la  vida  doméstica,  que 
Jiace  practicables  la  autoridad  i  el  deber  en  las  relaciones  en 
que  la  lei  positiva  impone  responsabilidad.  De  manera  que 
ni  el  argumento  de  analojía  puede  invocarse  para  hacer  á  un 
Estado  responsable  de  los  actos  de  los  empleados  que  de  el 
dependen* 

Ni  aún  en  las  relaciones  que  existen  en  cierto  orden  dé 
empleados  i  el  jefe  inmediato  concurren  las  circunstancias, 
á  que  la  lei  positiva  liga  la  responsabilidad.  Laudable  sería 
t[ue  un  jefe  aprovechase  su  posición  para  influir  favorable* 
menté  en  la  conducta  moral  de  sus  subalternos ;  mas  no  tie- 
ne obligación  deshacerlo,  ni  el  subalterno,  que  se  halla  respec- 
to de  aquel  en  situación  mas  independiente  que  el  hijo  mayor 
de  edad  respecto  del  padre,  obligación  de  aceptar  prevencio- 
nes ó  consejos.  El  jefe  está  circunscrito  en  su  acción  á  las 
funciones  oficiales  i  si  le  corresponde  vijilar  por  el  buen  des- 
empeño, i  si  debe  tomar  en  cuenta  la  conducta  privada  del 
subalterno  en  consideración  al  servicio  público  de  que  está  en- 
cargado, no  le  incumbe  ni  puede  pretender  la  dirección  que 
sirve  de  fundamento  á  la  responsabilidad.  M  el  deber  de  direc- 
ción ni  la  autoridad  que  este  requiere,  ni  la  situación  respectiva 
para  que  el  cumplimiento  de  aquel  i  el  ejercicio  de  asta  sean 
practicables  existen,  £1  deber  del  jefe  está  limitado  á  la  vi^ 
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jilancia  de  la  conducta  oficial  de  los  subalterno!  iá  la  repre- 
sión ó  castigo  de  las  faltas  o  excesos  que  cometan.  Si  de  el 
prescinde,  si  no  usa  de  la  autoridad  que  tiene  para  reprimir 
ó  invocar  la  que  fuese  competente,  se  hace  sin  duda  respon- 
sable por  la  omisión  de  este  deber  oficial  i  no  por  otra  causa. 
Suponiendo  que  las  relaciones  de  jefe  inmediato  i  empleados 
subalternos  que  de  él  dependen,  fuesen  de  la  misma  clase  de 
aquellas  en  que  la  lei  positiva  ha  establecido  responsabilidad, 
i  que  debiesen  sujetarse  á  la  misma  regla,  no  podría  irse  mas 
allá  del  jefe  para  hacer  efectiva  aquella.  Las  relaciones  del 
Gobierno  con  los  diversos  empleados  jefes,  no  solo  no  reúnen 
las  circunstancias  de  las  relaciones  que  la  lei  positiva  ha  te- 
nido presente,  sino  que  no  tienen  con  ella  ni  lejana  analojía- 
Los  empleados  jefes  se  hallan  en  situación  demasiado  indépen. 
diente,  son  personas  que  ejercen  cierta  parte  de  la  autoridad 
con  derecho  propio  i  bajo  su  responsabilidad  personal,  i  no 
cabe  en  ellos  dirección  moral  de  la  conducta,  ni  la  propia 
dignidad  les  (permitiría  sujetarse  á  esa  especie  de  pupilaje. 

Hai  sin  duda  casos  en  que  el  Estado,  de  la  misma  manera 
que  cualquiera  corporación  particular,  asume  responsabilidad 
por  actos  de  personas  que  autoriza  ó  encarga  para  que  á  su 
nombre  ó  por  su  cuenta,  ejecuten  cierto  orden  de  operaciones. 
Mas  en  estos  casos,  el  Estado  sale  de  la  posición  propia  que  le 
corresponde,  no  obra  ejerciendo  autoridad  sino  especulando,  i 
queda  entonces  sujeto  como  cualquier  particular  á  las  reglas 
que  la  lei  positiva  establece,  para  el  jiro  ó  especulación  sin  to- 
mar en  cuenta  quien  en  ella  figure.  Si  seria  injusto  i  contrario 
á  los  buenos  principios,  que  obrando  el  Gobierno  como  simple 
especulador  i  de  la  misma  manera  que  cualquier  particular,  se 
le  sustrajese  á  la  regla  común,  no  lo  seria  menos  sujetarlo  á 
esas  mismas  reglas  cuando  no  especula  ni  jira,  cuando  ejerce 
fondones  propias  i  peculiares  del  Gobierno.  I  esa  distinción 
entre  los  dos  caracteres  con  que  puede  presentarse  obrando  el 
Gobierno,  no  necesita  de  meditación  para  reconocerla.  En  na- 
da se  menoscabaría  la  potestad  que  al  Gobierno  corresponde 
por  su  institución,  porque  se  inhibiese  del  ejercicio  de  los  actos 
de  jiro  mercantil  ó  industrial,  que  le  sujetan  á  responsabili- 
dad, según  las  mismas  reglas  que  á  los  particulares.  Esas  mis- 
mas operaciones  que  el  Estado  ejerce  en  ciertos  ramos  de  la 
adnuitifttaróon  pública,  pueden  ser  ejercidas  pj»  particulares 
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sin  que  por  ello  invistan  ningún  jénero  de  autoridad  ni  salgan 
de  la  esfera  de  simples  particulares.  Cuando  el  Estado  se  ha* 
ce  el  Tendedor  de  ciertos  productos,  el  conductor  ó  trasporta- 
dor  de  personas  ó  mercaderías,  el  empresario  de  ferrocarriles  ó 
de  líneas  de  vapores,  nadie  podrá  decir  que  ejecuta  actos  de 
Gobierno,  ni  tampoco  pretender  que  los  diversos  empleados  que 
para  esos  servicios  designe,  no  estén  sujetos  á  las  reglas  que 
la  leí  positiva  establece  para  los  que,  por  nombramiento  ó  de- 
signación de  un  particular  ó  de  una  compañía,  ejecutaren  ope- 
raciones de  la  misma  clase.  Entrando  en  especulaciones,  no 
gobierna,  especula ;  no  son  actos  de  Gobierno  los  que  ejecutó, 
sino  de  especulador,  i  deben  calificarse  por  las  leyes  jenerales 
para  los  especuladores. 

De  muí  diverso  modo  debe  apreciarse  su  conducta,  por  muí 
diversas  reglas  calificarse  sus  actos,  cuando  se  mantiene  en 
sus  funciones  peculiares  i  esclusivas  de  autoridad;  cuando 
obrando  en  ese  carácter,  se  limita  á  dar  protección  i  seguridad ; 
cuando  ejerce  la  potestad  de  que  la  sociedad  le  ha  investido 
para  conservar  el  orden  público  i  el  imperio  de  la  lei  i  para 
reprimir  los  delitos.  Nada  hai  en  ese  orden  de  operaciones  que 
pueda  calificarse  de  mercantil  ó  industrial,  ni  que  en  una  so- 
ciedad organizada  pueda  ser  ejercido  por  particulares,  sin  ha- 
cerse culpables  de  invasión  de  autoridad  i  de  un  verdadero  de- 
lito. Ejerciendo  esos  actos,  no  obra  como  persona  jurídica  su- 
jeta á  las  reglas  comunes ;  obra  como  potestad  pública.  Al  mis- 
mo tiempo  que  ejercita  un  derecho,  cumple  un  deber;  i  si  el 
ejercicio  indebido  de  aquel  pudiera  imponerle  responsabilidad, 
no  seria  jamas  por  actos  ajenos  que  no  ordena,  aprueba  ó 
acepta. 

Por  otra  parte,  la  responsabilidad  del  que  autoriza  6  desig- 
na quien  á  su  nombre  ó  por  su  encargo  ejecute  ciertos  actos,  ó 
en  otros  términos,  la  responsabilidad  del  comitente  por  los  ac- 
tos del  comisionado,  se  funda  en  la  libre  designación  de  éste,  i 
en  su  completa  sujeción  á  las  órdenes  ó  instrucciones  del  comi- 
tente; i  esas  circunstancias  no  concurren  cuando  el  Gobierno, 
ejerciendo  la  potestad  pública,  se  vale  de  funcionarios  que  la 
lei  ha  creado  para  este  fin.  El  funcionario  público,  entre  noso- 
tros, ejerce  con  derecho  propio  una  parte  de  la  autoridad  en  el 
orden  jerárquico  de  la  administración,  obra  con  mandato  ema- 
nado de  la  lei  miama/ i  «on,  responsabilidad  personal  ante  ej| 
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país,  de  que  no  le  salvan  órdenes  ó  instrucciones  á  que  en  ri- 
^gor  no  estaba  obligado  á  atenerse.  Si  hai  casos  en  que  la  libre 
designación  es  mas  amplia  para  un  Gobierno,  nunca  llega  á 
serlo  como  la  del  comitente  en  la  designación  del  comisionado. 
Suponiendo  que  en  la  jeneralidad  de  los  casos  tuviese  el  Go- 
bierno la  libre  designación  del  funcionario  i  que  éste  estuvie- 
se completamente  sujeto  á  las  instrucciones  de  aquel,  lo  que 
solo  hipotéticamente  es  admisible,  será  menester  considerar 
como  escepcion  á  esa  regia  la  designación  de  los  que  han  de 
servir  como  soldados  en  un  ejercito.  Que  un  particular  busque 
i  halle  diez,  veinte  ó  cien  personas  á  quienes  confiar  el  manejo 
de  sus  negocios,  aceptando  la  responsabilidad  de  lo  que  ejecu- 
taren por  su  encargo,  es  sin  duda  posible ;  pero  un  Gobierno, 
ni  tiene  esa  posibilidad  cuando  se  trata  de  centenares  de  sol- 
dados, ni  menos,  sin  ofender  al  buen  sentido,  se  puede  preten- 
der que  los  ha  nombrado  para  que  obren  a  su  nombre  ó  por  su 
encargo,  aceptando  la  responsabilidad  de  sus  actos.  En  las  re- 
laciones de  comitente  i  comisionado,  menos  se  responde  por 
actos  ajenos  que  por  actos  que  se  aceptan  como  propios  á  vir- 
tud de  la  autorización  ó  encargo  de  ejecutarlos ;  i  no  cabe  su-* 
poner  que  un  Gobierno,  por  el  hecho  de  tener  soldados  á  su 
servicio,  acepta  como  propios  los  actos  que  ellos  ejecutaren* 
J«*  única  responsabilidad  que  puede  imputarse  al  Gobierno,  es 
la  que  podía  fundarse  en  él  deber  de  represión  que  sobre  el 
pesa.  Sí  excesos  cometidos  i  que  debió  castigar  los  tolera  ó  acó* 
je,  si  protejo  al  culpable,  sin  duda  que  contrae  responsabili- 
dad haciendo  suyo  el  acto  ajeno. 

Cuando  el  Gobierno,  obrando  como  autoridad  pública,  de- 
signa un  funcionario  para  que  desempeñe  una  comisión  deter- 
minada; por  ejemplo,  cuando  da  al  jefe  de  un  ejército  el  en- 
cargo de  practicar  operaciones  militares  para  alcanzar  tal  ó 
cual  fin,  se  establecen  entre  él  i  el  funcionario  relaciones  que 
tienen  analojía  con  las  del  comitente  i  comisionado ;  pero  ni 
aún  en  este  caso  se  podia  sujetar  su  conducta  á  las  prescrip- 
ciones de  la  lei  positiva.  Si  se  trata  de  un  plan  de  operaciones 
trazado  por  el  Gobierno,  que  el  jefe  debe  ejecutar,  la  responsa- 
bilidad que  su  ejecución  impusiere,  pesa,  sin  duda,  sobre  el 
Gobierno,  porque  no  se  ha  hecho  mas  que  cumplir  sus  órdenes. 
Si  solo  se  ha  señalado  el  objeto  que  se  trata  de  obtener,  se  en- 
tiende i  no  puede  menos  de  entenderse,  que  el  Gobierno  solo 


quiere  que  se  empleen  medios  lejítimos  de  guerra,  i  que  no 
autoriza  ni  sanciona  los  actos  que  no  fueren  exijidos  pamalíían- 
zar  ese  objeto.  Si  se  cometen  crímenes  i  abasos,  no  pueden 
imputarse  al  Gobierno,  á  monos  que  los  apruebe  á  acepte*  ¿ 
qué  no  ejerza  sobre  ellos  la  represión  á  que  está  obligado.  Fue» 
ra  de  este  caso,  los  crímenes  ó  abusos  serán,  imputables  é  lo# 
que  los  ejecutaron  ó  concurrieron  á  su  ejecución.  Todavía 
seria  mas  inadmisible  Irresponsabilidad,  si  los  crímenes  daba- 
sos  fueren  obra  de  individuos  aislados  que  burlaran  las.érde/- 
nes  de  sus  superiores  inmediatos,  4  que  paca  cometerlos  se 
aprovecharan  de  momentos  de  conflictos,  en  que  no  era  posi- 
ble fuera  activa  la  vijilancia  délos  jefes.  I  si  por  razón  de  ana- 
lojía  se  aplican  las  reglas  relativas  al  comitente,  no  se  podría  ir 
mas  allá  que  hacerle  responsable  de  lo  que  dentro  de  los  límites 
de  la  ejecución  se  ejecutare.  Pero  como  no  cabe,  presumir  que 
se  ha  dado  comisión  de  cometer  crímenes  ó  exoasos,  si  espre- 
samente  no  se  ha  dado  ese  encargo,  no  podrá  manos  de  recono- 
cerse en  el  comitente  el  derecho  de  rechazarlo  i  de  declinar  tfsx 
responsabilidad  sobre  los  verdaderos  autores. 

Si  los  perjuicios  á  que  se  refieren  las  reclamaciones  que  V.  8. 
apoya  procediesen  del  descuido  i  abandono  de  parte  de  la  au- 
toridad en  prestar  á  estranjeros  la  protección  á  que  estaba 
obligada,  bien  pudiera  sostenerse  que  no  obstante  los' princi- 
pios que  he  sentado,  habría  derecho  á  indemnización.  Mas  se- 
mejante falta  no  puede  imputársenos  con  justicia.  Con  una 
liberalidad  que  no  todos  los  países  adoptan,  hemos  establecido 
completa  igualdad  de  derechos  civiles  entre  el  chileno  i  el  ex- 
tranjero. La  misma  protección  que  se  dispensa  á  aquellos  se 
dispensa  á  estos ;  los  mismos  medios  se  emplean  para  dar  se- 
guridad á  los  unos  i  á  los  otros;  ezijir  mas  no  seria  justo  ni 
lejítimo.  I  lo  que  la  lei  establece,  es  lo  mismo  que  se  observa 
en  la  práctica.  Los  males  sufridos  por  subditos  británicos  en 
Valparaíso,  no  proceden  de  que  esa  igualdad  de  protección  ha- 
ya faltado.  Si  hubo  subditos  británicos  perjudicados,  muertos 
6  maltratados  en  sus  personas,  lainisina  suerte  corrieron  otros 
habitantes  del  país.  En  los  momentos  de  un  motin,  sucede 
como  en  los  de  cualquier  otra  calamidad ;  sus  males  pesan  so- 
bre todos  los  que  están  al  alcance  de  su  funesta  influencia.  JJi 
se  puede  decir  que  la  autoridad  del  país  dejó  oreoer  al  mal  ni 
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▼idad  que  le  fué  posible,  empleando  los  pocos  medios  de  que 
podía  disponer  para  ataques  súbitos  i  provocados  al  mismo 
tiempo  en  diferentes  puntos.  Aún  suponiendo  que  en  esos  nio- 
mentos  la  autoridad  no  hubiese  andado  tan  solícita,  no  debería 
juzgarse  i  calificarse  la  protección  dispensada  al  estranjero  por 
fin  hecho  aislado.  Su  conducta  anterior  i  la  protección  cons- 
tante de  que  ha  gozado  el  estranjero,  la  acojida  que  siempre  ha 
encontrado,  la  seguridad  i  confianza  con  que  se  ha  ocupado 
en  su  jiro  ó  ejercido  su  profesión,  i  el  provecho  que  por  estos 
medios  ha  alcanzado,  estarían  testificando  que  el  país  ha  cum- 
plido para  con  ellos  el  deber  que  se  impuso  al  admitirlos  en  su 
territorio.  No  es  por  fortuna  la  República  uno  de  esos  pueblos 
que  prometen  al  estranjero  una  seguridad  ilusoria,  en  que  este 
tiene  que  luchar  con  prevenciones  hostiles,  con  trabas  odiosas. 
Jjéjos  de  eso.  La  seguridad  de  que  han  gozado  muchos  años, 
-en  nada  difiere  de  la  que  ha  gozado  el  nacional,  i  solo  ha  llega- 
"do  á  ser  interrumpida  momentáneamente  por  acontecimientos 
lamentables,  que  mas  que  al  estranjero,  han  sido  fatales  al  ciu- 
dadano del  país.  I  seguridad  contra  accidentes  de  este  jénero, 
•Tío  la  hemos  prometido,  ni  oreo  que  haya  país  alguno  que  la 
-prometa.  Pretender  que  la  República  sea  responsable  de  los 
perjuicios  que  á  extranjeros  causaren  sucesos  como  los  indi- 
cados, solo  seria  justificable  cuando  se  tratase  de  un  país  que, 
brindando  con  protección  i  seguridad,  nada  hubiese  hecho  pa- 
ja dispensarlas ;  en  que  fuese  habitual  i  ordinario  que  el  estran- 
jero se  viese  robado,  maltratado  ó  saqueado,  sin  que  la  auto- 
ridad tomase  el  menor  ínteres  en  reprimir  esos  excesos  ni  en 
poner  á  cubierto  de  ellos  4  los  que  tenían  lejítimo  derecho  á 
bu  protección.  V.  S.  que  conoce  el  país,  sabe  hasta  donde  lle- 
garía la  injusticia  de  semejante  cargo. 

No  otros  que  los  principios  espuestos  en  esta  nota,  son  los 
que  los  tratadistas  mas  distinguidos  del  Derecho  Internacional 
proclaman  i  reconocen.  Entre  los  que  se  han  ocupado  en  la 
cuestión  de  responsabilidad  de  un  Gobierno  por  actos  de  sus 
ciudadanos  que  han  perjudicado  ú  ofendido  á  estranjeros,  cita- 
té  en  oonfirmacion  de  lo  dicho,  á  aquellos  que  mas  explícita- 
mente lo  establecen,  i  cuyas  opiniones  han  sido  siempre  aca- 
tadas como  autoridades  respetables.............. 

(El  Ministro  cita  á  Grocio,  á  Yattel,  á  Kluber,  á  Euther- 
ftrth,  á  $*llo  i  ¿Hefitoi, En  seguida, de texcú^  ej  yúq;  de,  jos, 
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tratados  como  fuente  del  Derecho  InternacioDal,  i  cita  aquellos 
en  que  se  ha  estipulado  la  irresponsabilidad  del  Estado  por  ao* 
tos  que  cometieren  los  oficiales  ó  tripulaciones  de  sus  naves. 
Estos  tratados  son:  el  celebrado  entre  Inglaterra  i  Francia 
en  1786  (artículos  30  i  31) ;  entre  Inglaterra  i  Estados  Uni- 
dos, en  1794  (art  19) ;  entre  Estados  Unidos  i  la  Francia,  en 
1800  (art.  23) ;  entre  los  Estados  Unidos  i  loa  Países  Bajos,  en 
1782  (art  11) ;  entre  los  Estados  Unidos  i  la  Prusia,  en  1780 
(art.  15) ;  entre  la  Francia  i  la  Rusia  en  1787  (art  32) ;  entre 
la  Rusia  i  el  Portugal  en  1787  (art  26) ;  entre  Dinamarca  i  Jé- 
nova  en  1789  (art  11) ;  entre  la  Inglaterra  i  la  Holanda  en 
1668  i  1647 ;  entre  la  Inglaterra  i  la  Francia,  en  1667 ;  entre 
la  Holanda  i  la  Francia  en  1697,  i  entre  la  Francia  i  la  Gran 
Bretaña  en  1713. 

Continúa  el  Ministro  citando  los  precedentes,  i  después  de 
recordar  las  reclamaciones  inglesas  á  la  Toscana  en  1650,  la 
cuestión  de  don  Pacificóle!  motín  de  Nueva  Orleans,  i  algunas 
opiniones  de  Lord  Palmerston,  concluye.su  {despacho  en  loa 
taradnos  siguientes  :) 

El  examen  detenido  á  que  me  contraigo  en  esta  nota,  esta- 
blece á  mi  juicio,  de  una  manera  incontestable,  que  ni  loa  prin- 
cipios del  Derecho  Natural  que  forman  parte  del  Derecho  In- 
ternacional, ni  el  Derecho  Internacional  positivo,  ni  la  prác- 
tica de  las  naciones  imponen  á  mi  Gobierno  la  obligación  de 
indemnizar  los  perjuicios  que  V.  S.  reclama.  Si  no  hai  prin- 
cipio de  justicia  para  imponer  á  un  Estado  responsabilidad 
por  los  daños  ó  perjuicios  que  causasen  á  un  estranjero  actos 
de  sus  ciudadanos,  que  no  aprueba,  ni  instiga,  ni  tolera,  tam- 
poco habría  conveniencia  en  establecer  esa  responsabilidad 
por  acuerdos  ó  prácticas  internacionales.  Mas  no  es  del  caso 
discutir  este,  punto,  que  libro  enteramente  á  la  apreciación 
del  ilustrado  juicio  de  Y.  3 Con  loe  sentimien- 
tos de  mi  mas  alta,  qíq.— Antonio  Varas, 


Lima,  a  ló  <fc  Setimbté  de  1559.— Señor— El  infrascrito 
provecía  de  la  presente  ocasión  para  protestar  formalmente 
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contra  el  sistema  seguido  en  todo  el  curso  del  actual  espe- 
,diente  ;  siendo  de  advertir  que  es  un  sistema  que  tan  comun- 
xnente  siguen  las  autoridades  peruanas  :  es  decir,  de  designar 
j*4n  en  procesos  judiciales,  subditos  de  S.  M.  B.  como  d  in- 
gle$  ;  porque  es  innegable  que  se  usa  de  aquella  designación 
.con  un  ¿nimo  ofensjvo  ,*  i  que  en  la  práctica  excita  en  la  men- 
»te  de  los. jueces  i  autoridades  subalternas  fuertes  preocupacio- 
jotes  contra  el  individuo  á  quien  con  tanta  malicia  se  designa 
jmS,  con  perjuicio  manifiesto  de  la  justicia  pública. 

El  infrascrito  se  abstendrá  de  ofrecer  mas  comentarios 
.«obre  una  cuestión  tan  odiosa,  á  menos  que  sea  obligado  á 
ello  por  }a  negativa,  bien  del  objeto  de  las  consecuencias  prác- 
ticas de  semejantes  esfuerzos  para  perjudicar  á  subditos  de 
&  M,  B.  que  sean  objeto  en  el  Perú  do  procesos  judiciales, 
políticos  ó  civiles.— El  infrascrito,  etc— Bdford  H.  Wüson. 


[    Buoncayo,  \á  19  de  Octubre  de  1889— En  cuanto  á  la 

queja  que  da  el  señor  Wilson  de  la  denominación  con  que  se 
trata  al  señor  Begg,  llamándolo  ingles y  el  infrascrito  no  cree 
ni  jamas  se  persuadirá  de  que  esta  denominación  sea  un  agrá- 
vio,  puesto  que  un  ingles  se  honra  con  este  nombre  lejos  de 
ofenderse  con  él  El  romano  no  se  dará  por  quejoso  cuando  le 
digan  romano,  lo  mismo  que  el  francés,  polaco  ó  ruso.  Si  es 
verdad  que  no  todos  los  que  son  ó  se  llaman  subditos  de 
S.  M,  B.  son  ingleses  ;  si  es  verdad  que  la  monarquía  británi- 
ca en  su  territorio  europeo  se  compone  de  los  tres  reinos  de 
Inglaterra,  Escocia  é  Irlanda,  i  que  los  escoseses  é  Irlandeses 
no  son  ingleses,  ni  rice- versa  ;  no  por  esto  deja  de  ser  cierto 
que  en  el  uso  común' dé  hablar  del  mundo  entero  los  subditos 
de  S.  M.  B.  se  llaman  jeneralmente  inglese*,  así  como  su  ban- 
dera se  llama  inglesa,  aunque  ellos  sean  de  Escocia  ó  Irlan- 
da. Por  lo  menos,  puede  el  infrascrito  asegurar  que  en  el  Perú 
no  hai  ni  se  sabe  otro  modo  de  designar  á  los  que  son  ó  se  lla- 
man subditos  de  S.  M.  B.  sino  con  el  nombre  nacional  de  tn- 
gletéi*  He*  aquí  la  neón  poique  en  las  notas  oficiales  se  ha  da- 
4o  i  se  dará,siempre  el  nombre  de  ingleses  á  los  que  hayan 
nacido  subdito»  de  S.  JL  B> 
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Se  añade  otra  razón  mas  poderosa,  i.  es  que  un  ingles,  ésco- 
ses  6  irlandés,  que  sea  naturalizado  6  haya  adquirido  carta 
de  ciudadanía  en  el  Peni,  ya  no  puede  sin  impropiedad' lla- 
marse subdito  de  S.  M.  B.,  como  parece  que  desea  el  señor 
Wilson  que  se  llame  indistintamente  á  sus  co-nacionales,  pues- 

'  to  que  en  tal  caso  es  subdito  del  Gobierno  del  Perú .......— 

Benito  Laso. 


•  : 


Zima,  á  89  de  Octubre  de  l£39.—-9efloYr-^El  .infrascrito ion* 
testará  ahora  á  los  dos  puntos  á  que  hace  mención  la  nota  del 
señor  Lazo,  es  decir  : 

1.  °  Respecto  á  las  opiniones  del  señor  Ministro  tocante  al 
abusivo  uso  de  que  ha  formado  queja  el  infrascrito,  de  la  de* 
eign  ación  en  documentos  oficiales  ó  judiciales,  de  subditos  de 
S.  M.  B.  de  el  ingles. 


o.  o 


Tocante  al  punto  1.°;  el  infrascrito,  gustosamente  admiti- 
rá la  esplicaáon  dada  por  el  señor¿  Laso  de  ser  inofensivo  e 
uso  del  término  d  ingles  en  cuanto  lo  haya  usado  el  señor  La- 
so, porque,  como  el  justamente  observa,  un  ingles  se  honra 
con  aquella  apelación,  siempre  que  se  usa  de  ella  para  desig- 
nar su  nacionalidad ;  pero  por  la  misma  razón  que  un  subdi- 
to de  S.  M.  B.  se  gloría  en  el  nombre  de  ingles,  justamente  se 
indigna  cuando  una  apelación  tan  venerada. por  ¿Ti  tan  hon- 
rosa i  respetada  durante  una  serie  de  siglos  por .  todo  el  mun- 
do civilizado,  sea  usada  en  los  actos  de  las  autoridades  pú- 
'  blicas  de  una  nación,  en  amistad  con  %la  Gran  Bretaña,  coma 
un  término  de  vilipendio  i  como  una  contraseña  de  persecu- 
ción, que  perfectamente  comprenden  las  autoridades  á  quie- 
nes con  mas  especialidad  se  le  dirijo,  del  individúo  que  se.le 
designa  en  semejantes  actos  públicos,  como  el  ingles. 

I  sin  un  desprecio  total  do  la  verdad  notoria,  no  se  puede 
negar  que  las  autoridades  peruanas  en  sus  actos  públicos, 
usan  con  este  sentido  i  con  este  objeto  del  término  el  ingles; 
por  lo  mismo  6l  infrascrito  espera  que  el  Gobierno  de  S.'E.  el 
Presidente  Provisorio  convendrá  en  la  conveniencia  do  poner 
un  término,  en  cuanto  sea  posible  de  su  porte,  á"  la  conti- 
nuación de  un  sistema  que  ademas  do  tener  una  tendencia. 
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directa  á  fomentar  disgustos  entre  naciones  cuyos  mutuos 
intereses  industriales  i  comerciales  manifiestamente  indican, 
la  conveniencia  de  cultivar  entre  sí  una  buena  inteligencia, 
positivamente  influye  i  envenena  el  debido  curso  de  la  justicia 
en  cualquiera  proceso  judicial  en  que  tenga  parte  un  ingles, 
poniendo  en  actividad  en  su  contra  aquellas  preocupaciones 
contra  estranjeros  en  jeneral,  que  son  tan  comunes  a  Estados 
nuevos ;  les  que  si  no  fuera  por  esta  incitación  de  la  autori- 
dad, es  creíble  no  seria  activamente  ejercitada  en  su  perjuicio. 
,r,*~~~~JBdford  ffinton  Wüson. 


LX 


f  MnroTBRio  ns  Negocios  Esthanjbros.— Dirección  políti- 
ca— Svbdireccion  de  negocien  contenciosos — Al  señor  Huet. En- 
cargado de  Negocios  de  Francia  en  Lima — París,  15  de  Julio 
de  1858 — Señor — Por  vuestra  nota  de  25  de  Febrero  último, 
que  he  tenido  la  honra  de  recibir,  me  habéis  dado  cuenta  de 
'  la  reclamación  que  ¡ha  formulado  contra  el  Gobierno  Peruano, 
don  Federico  Freraut,  francés,  residente  en  Iquique  i  Ájente 
Consular  de  Francia  en  ese  puerto. 

El  señor  Freraut  espone,  que  había  comprado  al  Jeneral  Fi- 
vas,  insurreccionado  contra  el  Gobierno  establecido  en  lima, 
la  autorización  para  tomar  huano  en  los  depósitos  de  'Tabe- 
lión de  Pica"  i  "Punta  de  Lobos*  ;  i  que  dos  buques  fletados 
con  el  objeto  de  realizar  el  cargamento  del  enunciado  abono, 
han  sido  capturados  por  el  Gobierno  Peruano.  En  virtud  de 
estes  hechos,  el  señor  Freraut  solicita  una  indemnización  de 
ochenta  i  siete  mil,  setecientos  setenta  i  tres  pesos  ($87,773) 
i  se  ha  dirijido  á  Vos,  suplicándoos  reclaméis  dicha  suma  de 

ese  Gobierno.  Con  tal  motivo  me  habéis  remitido  la  Memoria 

»  

del  señor  Freraut  i  los  documentos  que  la  acompañan,  pi- 
diéndome instrucciones  sobre  este  asunto. 

La  importancia  de  la  reclamación,  la  calidad  del  reclaman- 
,  te,  i  la  naturaleza  de  los  hechos  dan  á  esta  cuestión  un  carác- 
ter tan  grave,  que  me  ha  parecido  necesario  someterla  al  exa- 
men del  Comité  de  lo  Contencioso,  establecido  cerca  de  mi  Per 
nartamento, 
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£1  Comité  ha  emitido  en  sesión  del  22  de  Junio  el  siguiente' 
dictamen :  , 

"Considerando  que  el  Gobierno  Peruano 

ha  declarado  en  numerosos  documentos  que  han  recibido 
gran  publicidad,  aiín  en  Francia,  que  los  cargamentos  de  gua- 
no no  podían  efectuarse  sino  en  los  depósitos  de'  las  islas  da 
Chincha,  debiendo  realizarse  en  virtud  de  licencias  especiales 
otorgadas  por  la  Aduana  del'  Callao  i  previas  ciertas  formali- 
dades prescritas  ;  i  que  ademas  ha  dado  á  conocer  su  inten- 
ción dé  perseguir  i  capturar  todos  los  buques  que  violasen  loa 
reglamentos  vijentes.  Que  con  pleno  conocimiento  de  tale» 
hechos,  el  señor  Freraut  compró  al  Jeneral  Riyas  los  enuncia- 
dos cargamentos  de  guano  ;  que  ha  debido  proveer  todos  los 
riesgos  á  que  esa  negociación  lo  esponia  i  que  no  puede  elevar 
lejítimas  reclamaciones,  fundándose  en  que  el  Gobierno  Pe- 
ruano hubiese  asegurado  el  cumplimiento  de  las  leyes  i  de-? 
fendido  las  propiedades  nacionales  contra  las  empresas  de  loa 
caudillos  revolucionarios  aún  con  el  empleo  de  la  fuerza. 

Que  si  un  Estado,  á  veces  puede  quedar  obligado  á  conse* 
cuencia  de  convenios  ó  actos  emanados  de  un  Gobierno  d$ 
•facto,  es  cuando  aquel  se  ha  aprovechado  de  ellos,  ó  cuando  se 
trata  de  la  reparación  de  hechos  de  violencia  ó  despojo  ;  ó  fi- 
nalmente, cuando  existen  formales  estipulaciones  en  tratados 
de  pacificación  ó  en  actos  de  amnistía. 

Poro  que  ninguna  consideración  de  esa  clase  justifica  la 
pretensión  del  señor  Freraut. 

Que  el  contrato  celebrado  entre  el  i  el  Jeneral  Eiras  lejos 
de  aprovechar  al  Gobierno  Peruano,  ha  tenido  por  fin  i  efecto 
proporcionar  recursos  á  sus  enemigos  ;  que  el  señor  Freraut 
no  ha  sido  coactado  en  manera  alguna,  sino  que  voluntaria- 
mente ha  contratado  con  el  Gobierno  de  facto  del  Jeneral'  Vi- 
vanco  ;  d  finalmente  que  el  Gobierno  del  Jeneral  Castilla  no 
se  ha  obligado  de  modo  alguno  á  cumplir  las  obligaciones  con- 
traidas por  su  adversario. 

Considerando  que  las  decisiones  de  los  tribunales  europeos 
que  han  denegado  al  Gobierno  Peruano  la  restitución  de  car- 
gamentos de  guano  arrebatados  con  violación  de  sus  reglamen- 
tos fiscales,  se  han  pronunciado  en  muí  distintas  circunstan* 
cias,  i  cuando  los  cargamentos  habían  sido  va  introducidos. 
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en  Europa ;  que  por  otra  parto,  tales  decisiones  se  han  fon* 
dado  en  el  principio  de  que,  en  materia  de  bienes  muebles,, 
la  posesión  sirve  de  título,  á  no  ser  que  se  trate  de  cosas  per- 
didas ó  robadas ;  que  en  la  situación  en  que  se  encuentra  el 
señor  Freraut,  este  principio  carece  de  aplicación  : 

El  Comité  : 

Es  de  dictamen  que  el  señor  Freraut  no  tiene  derecho  da 
reclamar  indemnización  alguna  del  Gobierno  Peruano,  con 
motivo  del  embargo  de  sus  buques  i  de  su  cargamento." 

He-dado  mi  aprobación  á  este  dictamen  [del  Comité*  de  1q 
Contencioso.— Recibid,  etc.— Walewbky. 


Nota  al  $  236— Desde  que  no  se  reconocen  en  Inglaterra 
los  exhortes  judiciales,  tampoeo  puede  usarse]  de  ellos  para 
con  los  tribunales  ingleses.  El  Foráng  Office  es  completa* 
mente  estrafio  á  la  tramitación  de  diligencias  solicitadas  por 
tribunales  estranjeros ;  no  recibe  ni  trasmite  exhortas  judi- 
ciales. 

Guando  un  tribunal  estranjero  necesita  examinar  testigos, 
tomar  declaraciones,  etc.,  se  procede  en  Inglaterra  por  medio 
de  un  ájente  legal  i  costeando  los  interesados  los  .gastos  de 
estilo.  Los  procedimientos  entonces  se  arreglan' al  Acta  19  i 
80.  Yict.  Cap.  113,  en  casos  civiles ;  i  en  casos  criminales,  al 
Acta  33  i  34  Yict.  Cap.  52,  §  24.  Estos  estatutos,  en  resumen, 
disponen  que  basta  para  que  los  tribunales  ingleses  acepten 
documentos  provenientes  de  jueces  estranjeros,  que  se  presen- 
ten con  un  certificado  del  Ájente  Diplomático  ó  Consular  res- 
pectivo, dando  testimonio  de  que  el  asunto  pende  auto  un 
tribunal  del  país  representado  por  el  referido  Ájente,  i  de 
que  dicho  tribunal  desea  obtener  las  declaraciones  que  se  pi- 
den. A  falta  de  este  certificado,  pueden  surtir  el  mismo  efecto 
otros  documentos  que  atestigüen  lo  mismo. 
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poco  el... de  detracto,  155 ;  de 
herencia,  156,  et  seqq. 

Derechos,  detenninados  por  el 
domicilio,  10,  ll;...políticos, 
121,  122;...que  da  el  naci- 
miento, 125,  126;...civiles, 
138,  et  seqq;... testamenta- 
rios, 156  et  seqq;...de  autor, 
166, 167, 170;.. .délos  cónyu- 
ges, 210;... consulares,  '235; 
...de  aduana  i  puerto,  307, 
308;... del  Estado,  respecto 
de  la  Iglesia,  357. 

Desarrollo  del  comercio.  ¡266. 
Descaraa  de  los  buques,  forma^ 
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Desconocidos,  matrimonios  de 
los...  209. 

Descubrimientos  útiles,  princi- 
pios constitucionales  sobre 
los.. .136, 171. 

Desembarco  de  equipajes,  305. 

Deserción  de  marineros,  320. 

Despachos  rogatorios,  14,  236, 
237. 

Detracto,  derecho  de... descono- 
do  en  el  Perú,  155. 

Deudas,  prisión  por... 342. 

• 

Diferencia  entre  las  obligacio- 
nes del  derecho  público,  i  las      ...138  n 


Dogma  relijioso,  los  sacrificios 
humanos  como... 359. 

Domicilio,  importancia  de  la 
determinación  del...  10,  11; 
su  definición  i  principios  ge- 
nerales, 71. 

Don  Pacifico,  reclamación  de 
...419. 

Dóreos  O.  Yeaton,  reclamación 
del  buque... 446. 

Dos  (ferofóno*,  Constitución  de 
las.  .,352. 

Dos  Sicüias,  Código  Civil  de  las 


del  privado  internacional,  4. 
Digesto,  336  n. 

Diplomáticas,  exenciones... 81  n; 

causas  primeras  de  las  recia- 
.    maciones...387,  388;  decreto 

sobre     reclamaciones. .  .400; 

reclamaciones  ...en   Chile , 

425-428. 

Diplomáticos,  privilegios  de  los 
Ajentes.,,75,  78,  79,  83;  los 
.  ..autorizan  documentos,234 ; 
atribuciones  de  los  Aj  entes 

•  ••OOO. 

Diputado,  solo  puede  ser... el 
peruano  de  nacimiento,  126. 

'Disidentes,  dificultades  para  la 
inhumación  de  los... 52,  362. 

Disparidad  de  cultos,  51. 

Disparitas  cultús,  impedimen- 
to matrimonial  de... 205. 

Disposiciones,  primeras... sobre 
el  comercio  estranjero,  45, 
46. 

División  del  Derecho  Interna- 
cional, 3 ;. .  .de  los  estatutos,  5. 

Divorcio,  principios  legales  del 
...204. 

Documentos,  228  et  seqq;  auto- 
rización diplomática  i  consu- 
lar de  los.. .234;  requisitos  de 
los... otorgados  en  el  Perú  i 
destinados  al  estranjero,  239 


Mote,  210. 

Dramáticas,  derecho  sobro  las 
obras.  ..168. 

Du  Cornac,  caso  de... 346. 
Durhin,  reclamación  de...40O. 


Eclesiásticos,  los  estranjeros  no 
pueden  obtener  beneficios... 
154. 

Ejercicio  de  cargos  públicos. 
124. 

Ejipcios,  las  ideas  de  los.  ..sobre 
embajadores,  precursoras  del 
Derecho  Internacional,  1. 

Elecciones,  lei  de.. .123  n. 

Embajadores  i  ministros  públi- 
cos, domicilio  de  los...lL 

Endoso  de  las  letras  de  cambio, 
283. 

Enganche  de  marineros,  319, 

Enjuiciamientos,  Código  Civil 
de...8, 73, 88  n,151, 165, 204, 
206,211,217,  218,221,230- 
232, 237, 238, 250, 262,  283  n, 
326  n,  357,  451  n;...Código 
penal  de.. .16, 84  n,  88  n,  329, 
335,  340,  341. 

Enrique,  reclamación  del  bw 
que„,40G, 
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Equipajes,    desembarco   de... 

305. 
Escepciones,  13. 

■Escribanos,  solo  los  peruanos 
de  nacimiento,  pueden  ser... 
126, 137. 

Escritores  españoles,  teorías  de 
'  algunos... sobre  la    indepen- 
dencia americana,...  25. 

Esmcion  diplomática  de  im- 
puestos, 81  n. 

Españoles,  teorías  de  algunos 
escritores... sobre  la  indepen- 
dencia americana,  25  ;  como 
trató  la  República  á  los...  38- 
40. 

Espatriados,  97. 

Específicos,  derechos... 307. 

Esportacion  de  mercaderías, 
304. 

Expropiación,  146. 

Estado,  formalidades  del...  ci- 
vil, 233  ;  acción  del...  sobre 
bienes  estranjeros,  en'  tiem- 

So  de  guerra,  326...  relijioso 
el  coloniaje,  348  ;  relijion 
de... 357  ;  relaciones  entre  la 
iglesia  i  el... 457  ;  acreedores 
extranjeros  del. . . 376. 

Estados  Unidos,  de  Colombia, 
protesta  de  los... 325  ;  liber- 
tad de  pultos  en  los...  de  A- 
mérica,  351. 

Estatutos,  5  et  seqq. 

Estradicion,  20,  21r  338. 

Extranjera,  casada  con  perua- 
.  no,  66. 

Estranjero,  el  estatuto  personal 
sigue  al.. .7  ;  están  sujetos  á 
la  lei  real  los  bienes  del... 
id. ;  forma  interna  i  esterna 
de  los  actos  jurídicos  del... 
8 ;  procedimiento  judicial 
que  debe  observar  el... id., 
12  ;  imperio  dé  la  lei  patria 
«obre  el... 9  ;  derechos  deter- 
minados por  el  domicilio  del 
Í.10  ;  jurisdicción  de  los  tri- 
.  wato  Pttu&uoa  sobre,  el,. 


12  ;  delitos  del...  15-18 ;  es 
traten-i  tonalidad  que  algu- 
nas veces  goza  el...  19 ;  va- 
riable condición  del... en  el 
Perú ,    23  ;    ayudó  nuestra 
emancipación  la  política  co- 
lonial respecto  del... 26  ;  le- 
yes de  Indias  sobre  el...  28- 
32  ;  política  de  las  repúbli- 
cas Americanas  para  con  el 
...34,  42, 44  ;  primeras  leyes 
del  Perú  sobre  el,...  35,  36  ; 
diferencia  entre  el  americano 
i#el.  ..4i: ;  principia  á  llegar  el 
...42 ;  primera  intervención 
consular  en  losjin testados  del 
...43  ;  disposiciones  sobre  el 
comercio...  45  ;  matrimonio 
del... 47 ;  se  exije  para  el  ma- 
trimonio i  posesión  inmue- 
ble, la  naturalización  del... 
48  ;  medidas  especiales  res- 
pecto al... subdito  de  Fran- 
cia, 50;  inhumación  del... di- 
sidente, 52 ;  facilidades  para 
la  inmigración  del  ...68  ;  dis- 
posiciones ventajosas  para  el 
...54;  naturalización  del.. .64; 
quien  es... 68  ;... transeúnte  i 
domiciliado,  «70-74;  clasifi- 
cación del... 75 ;  Cónsules,  86 
et  seqq  ;  náufragos  i  pros- 
criptos, 96  ;  el,..está  privado 
de  los  derechos  políticos,  122; 
derechos  del  ...domiciliado, 
124  ;   id   del... naturalizado, 
126  ;  el... no  está  obligado  á 
servir  en  el  ejército,  129  ;  el 
...no  puede  enarbolar  la  ban- 
dera de  su  nación,  132 ;  eoza 
el... de  las  garantías  indivi- 
duales* 133 ;  principios  á  que 
se  sujeta  el  comercio... 138  ; 
la  lei  peruana  determina  la 
capacidad  oivil  del...  141  ;  le- 
yes civiles  aplicables  al...  142; 
las  contribuciones  afectan  al 
...  148 ;   propiedad  inmueble 
del...  151;  el... no  puede  ad- 
quirir Imeficieseciesiártiw^ 
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154 ;  herencia  i  succesíon\lel 
é.,167.^s^qq ;  testigo,  alba- 
cea  i   legatario...  162  ;  dere- 
cho  de   albanajio,  sobre  los 
bienes  del.. .163,   164  ;   el... 
goza  de  la  propiedad  intelec- 
tual é  industrial,  166  ;  dere- 
chos del  autor...  167  et  seqq ; 
capacidad  de  contratar,  l75|j 
lei   matrimonial    del...  198 ; 
condición  del... que  desea  ca- 
sarse en  el  Peni,  199  ;  condi- 
ción  del... no-católico,   200- 
202  ;  condición  del... que  in- 
gresa ya  casado  al  Perú,  203; 
divorcio  del. ..204  ;    precau- 
clones  acerca  del  matrimonio 
del... 209 ;  obligaciones  del... 
domiciliado,213;  cuando  pue- 
de el... ser  citado  á  juicio,  id; 
casos  enqueel. .  .ausente,  pue- 
de ser  citado,  216 ;  obligacio- 
nes contraidas  por  el...  en  el 
estranjero,   217 ;   el... puede 
nombrar  arbitros,  218  ;  Talor 
da  los  fallos  pronumciados  en 
el... 219,   220;   ejercicio   de 

Srofesion  244  et  seqq ;  aboga- 
O...250  ;  médico... 251 ;  far- 
macéutico...252  ;  matronas, 
253;  injeniero...255 ;  piloto 
...257  ;  institutor,  258  ;  im- 
presor... 25  9  ¡jornalero... 262; 
...dueño  de  ^fábricas,  203 ;... 
dedicado  al  comercio,  265  et 


cioria!is,  333;  prisión 
ventiva  del  transeúnte... 341 ; 
protección  que  debe  solicitar 
el. .  .de  su  Gobierno,  367  ¡* ,  ♦ 
domiciliado  i  transeúnte,  pa- 
ra la  protección  diplomática, 
374 ;  daños  sufridos  por  él*., 
en  guerras  civiles,  375  ;  el.., 
acreedor  del  Estado,  376. 

Exequatwr^  87. 

Exhorto*  judiciales,   14,  236, 
237. 

Existencia  nacional,  oríjen  de 
las  condiciones  de.., 396. 

Externa,  forma  interna  i. ..de 
los  actos  jurídicos,  8. 

Extraterritorial,  t5rmino...238. 

Extraterritorialidad,  19,  77. 


Fabricación  de  la  moneda,  247. 

Fabricas,  263. 

Facilidades  para  obtener  la  in- 
migración, 63» 

Factores,  274 

Fcdsificacion  de  la  moneda,  335. 

Falsificadores,  quienes  Bon... 
335. 

Fallos  estranjerofi,  volor,  en- el 
Pera,  de  los... 219,  220,  337. 

Farmacia,  ejercicio  de  la.., 252. 
Farrand,  caso  de.. .342  n. 
Feciale,  el  coüeaium  i,/tu...pre- 


seqq  ;  el.. .no  puede  pescar,      cursores  del  Derecho  de  íen- 

312 :  puede  ef...eer  capitán;    tes»  *• 

de  baques  mercantes  del  Fe-lFerreira,  Pinheiro...l0  n.  198 

rú,  318  ;  no  puede...  pertene-!    n,  368. 

cer  á  la  dotación  de  las  falúas .  Fiansa,  los  transeúntes  deben 

de  aduana,  ódependencias  de     dar... 73  ;  cuestiones  relati- 

Marina,  319 ;  marinero...id ;     yas  a  la...ió\;  contrato  de,... 

...empleado   en  buques   de      193  ;  mercantil,  281. 

guerra,  322 ;  acción  del  Esta-  Fiscales,  solo  los  peruanos  de 

do,en  tiempo  de  guerra,sobre     nacimiento,  pueden  ser,  „  120 

los  bienes  del...  326  ;  nació-  Fluvial,  navegación... 325. 

nalizacion  de  buque...327  :  Foderé,  Pradier,...  328  n,  350, 

jurisdicción  sobre  el . ..  ñatu-      353, 380. 

laliasado,  331 ;  juicio  del  .„  Fcdix,  2,  5  n,  8, 17,  21, 133  n. 
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Forma  interna  i  esterna  de  loa 
actos  jurídicos,  8. 

Formalidades  de  les  documen- 
tos, 229  et«eqq... del  estado 
civil,  233  ;...  á  la  llegada  de 
los  buques,  297. 

Forzosa,  manda,..159. 

Forzosas,  arribadas. ..291. 

Foucart,  96,  121, 166,  249. 

Franceses,  medidas  especiales 
sobre  matrimonio  de  los... 
50  ;  matrimonio  de,  209. 

Francia,  lei  de  61  n  ;  Código 
Civil  de...!38  n,  209  ;  liber- 
tad de  cultos  en... 351. 

Freraut ,  reclamación  de... 449. 

Fuentes,  346. 

Fuero  mercantil,  294. 

Fuerza,  recurso  de.. .357. 

Fundamentales,  principios... 
del  derecho  internacional  pri- 
vado, 6  ;  condiciones... de  co- 
mercio, 138. 

Fundamento,  lójico  del  Dere- 
cho Internacional  privado,  3; 
...  de  las  obligaciones  que  na- 
cen del  Derecho  Internacio- 
nal, público  i  privado,  4. 

Fundamentos  aducidos  en  las 
redamaciones  diplomáticas, 
395,  398,  399,  439, 

Heffter,  1,  435. 
6  lHeinecio,  338. 

i  

.Hercio,  2. 
Gananciales,  210.  Herencia,  derechos  de,...  156  et 

Garantías  individuales,  133  et     *e<l<i;  —de  los  derechos  de 
seqq  ;...del  crédito,  271.  autor,  170. 

Garda   Calderón,    59,  70,  90,  #^^^wc&niacionde  Lan-. 
202,205,240,  ,     shaw...451. 

Gecrjiana,  reclamación  del  bu-  Herrera,  10,  326. 

que...447,  448.  Hijos,  que  son  los. ..de  estran- 

Gküardi,  caso  de.. .346.  ¡    jeros  naturalizados,  65. 

Gobierno,  declaración  del...so-  Hipoteca,  192;  fallo  estranjero 

bre  exención  diplomática  de,     <lue  da.. .221. 
4  impuestos,  81  a,  [Hipotecarios,  bancosM,314. 
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Gran  Bretaña,  auxilios  que  nos 
prestó  la... en  nuestra  inde- 
pendencia, 26  ;  lei  de  la...  so- 
bre nacionalización  de  bu- 
ques, 327  n  ;  reclamación  he- 
cha por  la. . .á  Ñapóles,  420  ; 
lei  de  la... sobre  determina- 
ción de  extranjería,  61  n  ;  re- 
clamaciones de  la...en  el  Pe- 
rú, antes  de  1839, 441. 

Griegos,  la  liga  anñctiónica  dé 
los... precursora  del  Derecho 
de  Jentes,  1  ;  opinión  de  los 
abogados... en  la  reclamación 
de  don  Pacífico,  419. 

Grocio,  1,  325,  336  n,  338,  367¿ 
375,  378, 432. 

Gruesa  ventura,  prestamos  á  la 
...184. 

Guerra,  buques  de.. .322 ;  ac- 
ción del  Estado  sobre  los  bie- 
nes de  los  estranjeros,  en 
tiempo  de...  326,  contraban- 
do de... 326  n;  extraterrito- 
rialidad de  los  buques  de  .„ 
334. 

Guizot,  355.  -— -*» 
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Histórica,  reseña... del  derecho 
internacional,  l;...de  la  con- 
dición de  los  estranjeros  en 
el  Perú,  23  et  seqq. 

Holanda,  Código  Civil  de... 
138  n  ;  leyes  de...  164. 

Huancayo,  Constitución  de... 

48,  82  n. 
.  Iluancros,  buques... 323. 
Ilubero,  2. 
Hugo  TVilson,  reclamación  de 

...450. 
Humanos,  los  sacrificios... como 

dogma  relijioso,  359. 


Iglesia,  relaciones  del  Estado 
con  la... 355,  356;  derechos 
del  Estado  respecto  de  la... 

.    357. 

Impedimento  matrimonial  de 
cultas  disparitas,  205. 

Imperio  de  la  lei  local,  6;  ...de 
Ja  lei  patria  sobre  los  estran- 
jeros, 9. 

Imprenta,  libertad  de... 135; lei 
de... id. 

Impresor  es,  59. 


Injenieros,  255. 

Inglaterra,  ausilios  que  para 
nuestra  independencia  nos 
prestó  la... 26;  libertad  de 
cultos  en  la. . .  35 1 :  reclama- 
ciones de  la... antes  de  1839, 
441. 

Inglesa,  lei... sobre  nacionali- 
dad, 61  n;  ...sobre  nacionali- 
zación de  buques,  327  n. 

Iiihumacion  de  los  disidentes, 
52;... de  los  no-católicos,  52, 
362. 

Injusticia  política  ó  internacio- 
nal, 10. 

Inmigración,  facilidades  para  h 
...53;  causas  del  mal  éxito  de 
la...  105,  1 06;.. .china,  107  et 
seqq. 

Inmuebles,  siguen  el  estatuto 
real,  los  bienes... 7;  la  ciuda- 
danía como  condición  parala 
posesión  de... 48;  definición 
legal  de  los...  150;  lei  perua- 
na sobre...  151;  declaración 
reciente  de  Alemania,  sobre 
...151  n. 

Inmunidad  de  morada,  83. 

¡Institutores,  258. 


Impuestos,  exención  diplomáti- 
ca de.. .81  n;  principales... 
148. 

Incapaz, domicilio  del  mayor... 

71- 

Indepmdencia,VQrdadera&  cau- 
sas de  la... 26. 

Indias,  leyes  de... sobre  estran- 
jeros, 28-31;  su  efecto  natu- 
ral, 33, 154. 

Individuales,    garantías ...  1 33. 
Industria,  li bertad  de. . .245 ; . . . 

prohibida,  247 ;  patente  de 

...248. 

Infracción,  penas  de  la... del 
Reglamento  do  Comercio, 
Sil. 


Instrucción  pública,  reglamento 
de.. .258. 

Instrucciones  á  los  Comandan- 
tes de  la  Escuadra  peruana, 
326;...á  los  Cónsules  Ameri- 
canos, 382. 

jf  nstrumtntos  do  prueba,  requi- 
sitos de  los  documentos,  co- 
mo...231. 

Interior,  comercio... 309. 

Interna,  forma  esterna  ¿...de 

los  actos  jurídicos,  8. 
Intenvacvonal,  reseña  histórica 

del    derecho . . .  1 ;    derecho... 

privado,  2;  su  división,  3;  ü> 

justicia...  10. 
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Intérpretes,  corredores... de  na- 
vio, 287. 

Intervención  de  los  Cónsules,  en 
la  sucesión  ab  intestato,  de 
sus  nacionales,  43. 

Intestada,  intervención  consu- 
lar en  esta  succesion,   43; 

succesion...de  los  estranje- 
ros,163. 

Introducción  de  mercaderías, 
301-303. 

Invención,  patente'  de.. .246.  . 

Irarrázaval,  caso  de  ...  346. 

Irlandeses,  colonos...  101. 

Islas  del  Pacífico,  colonos  de 
las. ..101-103;  colonos  de  las 
,..  Baleares,  id. 


¿éntrales,  los  concilios... pre- 
cursores del  Derecho  de  Jen- 
tes,  1;  Cónsules... 91;  solo  los 
peruanos  de  nacimiento  pue- 
den ser  Cónsules...  126. 

.Jemingham,  opinión  de... sobre 
la  condición  de  los  chinos  en 
el  Pera,  118;  410. 

Jewett,  reclamación  de.. .408. 

Jornaleros,  262. 

Josepk,  Saint...  197. 

Judicial,  procedimiento... que 
deben  oliervar  losestranje- 
ros,  8. 

Jueces,  necesitan  haber  nacido 
en  el  Pera,  los,. .126. 

Juego,  182. 

Juez,  competencia  del...2ll. 

Juicios  de  comiso,  313. 

Jurídicos,  acto8...8. 

Jurisdicción,  sobre  los  estran- 
jeros,  12, 17;  esencion  diplo- 
mática de..,79;  ...sobre  los 

^Onsules,  87;  .nconsular,  88$ 


...arbitral,  88,  218;  ...crimi 
nal,  328;  quienes  están  Suje- 
tos á  la... 329  etseqq. 

Jus,  feríale,  precursor  del  Dere- 
cho de  Jentes,  1;  ...natura 
de  Wolff,  1;  %..gentivm,  fun- 
damento del  Derecho  Inter- 
nacional privado,  2. 

Juzgamiento  de  los  Cónsules, 
82,  87. 


Kent,  336  n. 

Kluber,  328,  265,  367  n,  434, 
439. 


La-Chambre,  reclamación  de..* 
445. 

Lambert,  caso  de... 346. 

Lanshaw  hermanos,  reclamar* 
cion  de... 451. 

Lastarria,  141  n. 

Ledos,  caso  de.. .346. 

Legación,  no  están  exentos  de 
impuestos,  los  secretarios  do 
...81  n. 

Legal,  definición... de  muebles  é 
inmuebles,  150. 

Legales,  principios... del  divor- 
cio, 204. 

Legalización  diplomática  i  con- 
sular, 234. 

Legal,  121, 233,  328  n. 
Legatarios,  162» 
Leíbnitz,  1. 

Letra  de  cambio,  contrato  de 

...283. 

Leí,  imperio  de  la... local,  6;... 
real,  7;  imperio  sobre  los  es- 
tranjeros  de  la...patria,  9;... 
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